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L L E C T O R . 
Desde que por los decretos de 1875 y por la ley 
de 16 de Diciembre de 1876 se restablecieron la juris-
dicción y Tribunales délo Contencioso-administratiyo 
casi en la misma situación que tenían cuando los de-
cretos de 1868 llevaron el conocimiento de los asun-
tos de ese ramo al Supremo Tribunal de Justicia y á 
las Audiencias, pensamos publicar, no un Manual, 
sino un extenso Tratado acerca del asunto de este l i-
bro; y al efecto teníamos preparada ya copia de ma-
teriales, tanto por lo que se refiere á la bistoria de 
la citada jurisdicción, á la de los Tribunales que 
la ban ejercido y ejercen, á las diversas opiniones 
que respecto á la necesidad y conveniencia de la ins-
titución sostienen sus partidarios y sus impugnado-
res, como por lo que atañe á las formas del procedi-
miento ó ritualidad de los juicios, á los asuntos que 
en ellos pueden ventilarse, competencias de juris-
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dicción y atribuciones, recursos de queja, etc.; en una 
palabra, á todo lo que se relaciona con el origen, 
progreso, estado actual y razón de existencia de lo 
que con denominación más general se llama la Justi^ 
cia administrativa', pero el anuncio de las profundas 
reformas que en este ramo se proyectaban nos Mzo 
desistir de publicar la obra basta tanto que los pro-
yectos se convirtieran en preceptos legales. 
Desvanecida por el momento la esperanza de que 
asi suceda, ya que al anuncio de someter á la apro-
bación de las Cortes un Código completo de proce-
dimientos administrativos ha sustituido la promesa 
de que el Código se redactará cuando la experiencia 
patentice las modificaciones que deban introducirse 
en el procedimiento económico-administrativo, y 
abierto un nuevo é importantísimo periodo en la ma-
nera de tramitar los asuntos especiales del ramo de 
Hacienda, merced al cual se somete á reglas fijas y 
determinadas lo que ántes carecía de otra norma que 
la arbitrariedad y el capricho, hemos creido que no 
debíamos demorar la publicación de un libro en que, 
descartado cuidadosamente todo lo que no nos ha 
parecido de utilidad inmediata, pero sin proscribir 
ciertas nociones generales de imprescindible estudio 
para comprender la índole y carácter del procedi-
miento gubernativo y de la jurisdicción contencioso-
administrativa, puede el lector encontrar un trata-
do completo, aunque sumario, de las múltiples ma-
terias que abraza lo contencioso del Estado y de las 
complejas cuestiones que surgen al contacto de la 
Administración con los derechos del individuo. 
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E n tres grandes grupos hemos dividido nuestro 
trabajo: 
E l primero, y más importante de todos, abraza, 
no sólo lo que al lector importa saber acerca del con-
cepto del Estado y sus diferentes situaciones de pro-
pietario, poseedor, litigante, acreedor y deudor, de 
la división de los poderes públicos, del poder admi-
nistrativo reglamentado, reglamentario y discrecio-
nal, de la organización y atribuciones de la Admi-
nistración, de la justicia administrativa y de todo lo 
que puede considerarse como preparación necesaria 
al examen de lo contencioso, sino también un estudio 
detenido de la organización, atribuciones, competen-
cia y modo de funcionar de cada uno de los Tribuna-
les contencioso-administrativos, términos para inter-
poner las demandas, reglas que deben observarse en 
la sustanciacion de los litigios, competencias de juris-
dicción y atribuciones entre las autoridades y mate-
ria contencioso-administrativa, á saber, contratos, 
contribuciones, minas, aguas, montes, etc.; com-
prendiendo cuanto se refiere al procedimiento gu-
bernativo en los negocios y reclamaciones del ramo 
especial de Hacienda, que ha merecido nuestra par-
ticular atención, por lo mismo que se trata de una 
ley nueva y no exenta de dificultades. 
Dentro de este grupo, y formando parte integran-
te de cada una de las materias que comprende, in-
cluimos la jurisprudencia dictada en los últimos 
cuatro años, de evidente utilidad aun páralos mis-
mos funcionarios de los Tribunales contencioso-ad-
ministrativos y para los Letrados que especialmente 
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se dedican á tan complicada rama del derecho, por 
versados que en ella sean, ya que dicha jurispruden-
cia, todavía no compilada, anda dispersa en los nú-
meros de la Gaceta y con dificultad se encuentra 
limitándose á leer los índices de la misma. 
E l segundo grupo comprende toda la parte legis-
lativa, de inescusable conocimiento para el lector, 
que necesita en muchas ocasiones citar el texto ínte-
gro de la ley ó reglamento de cuya aplicación se tra-
ta; y no hay para qué añadir que en el lugar cor-
respondiente insertamos las bases de la ley y el re-
glamento sobre la manera de proceder en las recla-
maciones económico-administrativas. 
E n el tercero y último grupo hemos creído opor-
tuno publicar una serie ordenada de formularios para 
toda clase de reclamaciones gubernativas y conten-
ciosas, asi como para los pleitos en sus diversas ins-
tancias. 
Nuestros deseos se verán colmados, y satisfecho 
nuestro trabajo, ciertamente no escaso, si el Manual 
que hoy ofrecemos á nuestros constantes favorece-
dores, les sirve de alguna utilidad: así lo esperamos, 
y en este concepto no hemos omitido medio ni sacri-
ficio para proporcionarles en breve espacio una obra 
que les evitará examinar muchos volúmenes, no 
siempre á mano ni al alcance de todos. 
TITULO PRIMERO. 
Mocloiies g-eiierales. 
CAEÍTULO PRIMERO. Del origen de la sociedad é idea del Estado.— 
CAP. I I . De los diferentes aspectos del Estado con r e l a c i ó n a l dere-
cho de propiedad y a l de las obligaciones. 
C A P I T U L O P E I M E K O . 
D E L OHíGEN DE L A SOCIEDAD É I D E A D E L E S T A D O . 
I.0 Origen de la sociedad.—2.° Existencia necesaria del Poder social.— 
3.° Concepto del Estado.—4.° Divis ión primordial del Poder.—5.° Limites del 
Poder.—6.° Derechos del Estado.—7.° Fundamento del derecho individual. 
8.° Resumen. 
i . 0 — O r i g e n de la. Sociedad. 
E n s e ñ a la his tor ia que el hombre ha v iv ido siempre en comu-
n idad de ideas, sentimientos é intereses con sus semejantes: que 
ha v iv ido en sociedad. L a universal idad y perpetuidad de este 
hecho demuestran que en su origen y en su desarrollo no es otra 
cosa que el resultado de una ley que r ige en su total idad la v ida 
humana. L a r a z ó n a d e m á s corrobora la i n d u c c i ó n fundada en la 
e n s e ñ a n z a h i s tó r i ca ; porque, dadas la o r g a n i z a c i ó n f ís ica y la 
naturaleza mora l del hombre, sus necesidades y los medios y 
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aptitudes que para satisfacerlas posee, sus m á s i n c o ü t r a s t a b l e s i n -
clinaciones, los sentimientos comunes á todas las variedades co-
nocidas de la fami l ia humana, cualesquiera que sean la é p o c a y la 
zona en que se la examine, el ins t rumento incomparable de que 
e s t á dotado para expresar por medio de sonidos articulados los 
pensamientos que le agi tan, las sensaciones que experimenta , 
cuanto, en una palabra, material ó moralmente le afecta, no se 
concibe que fuera del estado social tuv ie ran sa t i s facc ión ade-
cuada las exigencias de toda especie que su na tu ra l debi l idad en-
gendra, n i empleo digno las sublimes facultades que le enaltecen. 
Cierto es que ese hecho palmario , irrefragable, ha sido explica-
do, no en sí mismo, sino en la manera de su r e a l i z a c i ó n , por me-
dio de t eo r í a s opuestas; pero sea cualquiera la causa q u e ' l o de-
t e r m i n ó y sostiene, el hecho es indudable; la sociedad humana 
existe y ha existido siempre desde que el hombre c o m e n z ó á ha-
bi tar la t i e r ra . 
No es por lo tanto posible, ó por lo m é n o s razonable, dudar de 
lo que testimonios tan poderosos af i rman, y bajo este punto de 
vista n inguna influencia alcanzan las diversas h ipó tes i s ideadas 
para explicar la manera en que la sociedad se f o r m ó ; mas no su-
cede lo mismo si se t ra ta de deducir consecuencias con ap l i cac ión 
al r é g i m e n y gobierno de los pueblos; porque s e g ú n que se tome 
por pr inc ip io una ú otra t eo r í a , así se e r i g i r á en i n s t i t uc ión ne-
cesaria el despotismo del Estado, ante cuyo i n t e r é s avasallador y 
absorbente desaparecen los derechos del ind iv iduo , como s u c e d i ó 
en las naciones antiguas; ó se d e j a r á el concierto social á merced 
del p r imero que quiera romper los lazos que a tó una vo lun tad 
n i m á s respetable, n i m á s potente que la suya. 
Parece, pues, necesario fijar, cuando de las instituciones por que 
los pueblos se r igen nos ocupamos, cuá l es el verdadero or igen, 
la ra íz conocida del hecho social y c u á l e s las consecuencias que 
de su pr inc ip io se desprenden; y aunque ciertamente no es u n 
modesto Manual lugar adecuado para tarea tan elevada y vasta, 
con todo preciso es esbozar al m é n o s los rasgos m á s s e ñ a l a d o s de 
la cues t i ón , indicando en compendioso resumen las doctrinas que 
se avienen mejor con el fin ó destino terreno del hombre, á n t e s 
de entrar en la expos ic ión de las facultades y deberes de la A d m i -
n i s t r ac ión , base de que hay que par t i r al estudiar la j u r i s d i c c i ó n 
adminis t ra t iva , ya que la existencia de és ta depende de las a t r i -
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buciones que á a q u é l l a se reconocen, a l paso que la potestad ad-
minis t ra t iva se restringe ó dilata s e g ú n sea la n o c i ó n que del 
Estado y su esfera de acc ión tengamos. 
2 .°—Exis tenc ia necesaria del Poder social . 
Apesar de la divergencia de las t e o r í a s ideadas para asignar u n 
pr inc ip io vo lun ta r io , l ib re , á la sociedad, en el fondo convienen 
todas en u n punto. L a sociedad, sea cualquiera su or igen, ha sido 
formada para el bien del hombre . Su debi l idad física, y los pode-
rosos recursos que le suminis t ran las facultades morales que 
posee, son á un t iempo causa de aquella disparidad y de esta 
concordancia. E l fin social por lo tanto imp l i ca como c o n d i c i ó n 
necesaria de su r e a l i z a c i ó n el l ib re empleo de la act ividad de 
cada asociado, y , por consiguiente, la existencia de una fuerza 
superior á las fuerzas individuales, que armonice y favorezca el 
desarrollo de é s t a s , ora r e p r i m i é n d o l a s cuando sean perturba-
doras, ora f ac i l i t ándo les medios de espansion m i é n t r a s su desen-
volv imiento no d a ñ e á otras. De a q u í se infiere que esa fuerza 
superior, ese poder, que es á las sociedades humanas lo que la 
cohes ión á los á t o m o s materiales que la afinidad r e ú n e para 
formar los cuerpos, no puede residir en todos n i en cada uno de 
los miembros , sino en una entidad que, abarcando el conjunto 
de los intereses particulares, d i r i j a en u t i l i dad de todos la suma 
de fuerzas á que los indiv iduos i m p r i m i r í a n direcciones viciosas, 
y de este modo, siendo ineficaces para p roduc i r el bien, só lo para 
el ma l s e r v i r í a n . 
Hay, pues, en la sociedad a d e m á s de las personas que viven en 
comunidad de ideas, sentimientos é intereses, algo que, siendo 
indispensable para conservar esta comunidad provechosa, aun-
que surge de la r e u n i ó n de los indiv iduos , no nace de ellos, no 
tiene su origen en la voluntad humana, impotente para prescin-
d i r de su concurso en la f o r m a c i ó n y c o n s e r v a c i ó n de la sociedad. 
Esta, por otra parte, concebida en su tota l idad, tiene intereses 
distintos de los part iculares, aunque j a m á s puedan ser a n t a g ó n i -
cos; es decir, hay intereses colectivos ó comunes. Pero és tos 
han menester quien los represente y gestione, y el poder para 
ser eficaz, para obrar, forzosamente ha de materializarse, porque 
de otra manera mal p o d r í a l lenar su destino en la sociedad de los 
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hombres, y ambas funciones en efecto obtienen por medio de los 
organismos correspondientes sa t i s facc ión , tanto m á s cumplida, 
cuanto la re lac ión entre és tos y a q u é l l o s es m á s estrecha merced á 
la conformidad exacta de la necesidad atendida con la manera 
de remediar la . 
3.°—Concepto de l Estado. 
E l concepto del Estado v a r í a s e g ú n el diverso concepto del de-
recho. 
Para Grocio, Hobbes, Locke , Rousseau y toda la escuela que 
parte de la ficción del estado natura l del hombre , la fuente del 
derecho es la vo lun tad c o m ú n , el contrato social; é impor ta poco 
que el contrato nazca á impulsos del inst into natura l de sociabi-
l idad , como afirma Grocio; ó bajo la p r e s ión del b e l l u m o m n i u m 
cont ra omnes, de que se vale Hobbes para hacer la apo log í a de la 
fuerza; ó como producto de la ref lexión, s e g ú n dice Locke , que 
admite, sin embargo, la existencia de ciertos derechos anteriores 
al contrato; ó por v i r t u d de una voluntad general, diversa de la 
voluntad de todos, mediante cierta e c u a c i ó n imposible en el m u n -
do mora l , aunque Rousseau la pinte con atractivos colores: siem-
pre r e s u l t a r á que el concepto del derecho nace de la voluntad , 
idea de todo punto inadmisible. 
Kan t considera contrario á la r a z ó n el aislamiento del hombre , 
impugna el contrato social, y es el p r imero que presenta al Estado 
como ins t i tuc ión especial del derecho; pero en la t eo r í a del s á b i o 
filósofo de Koenigsberg, para quien nada h a b í a evidente sino la exis-
tencia del esp í r i tu , el Estado es u n organismo tan puramente for-
ma l , tan negativo, que aparece segregado de todas las funciones y 
de todas las e n e r g í a s de la vida social. F ichte , que e levó la potencia 
del yo i n d i v i d u a l al m á s alto grado, a c a b ó d e s p u é s por in ic ia r el 
paso de la doctr ina kant iana á la hegeliana, del pr inc ip io de la vo-
luntad i n d i v i d u a l y subjetiva á la voluntad general y absoluta. Para 
Schel l ing el Estado es un todo mora l y social del que forma parte 
el ind iv iduo y al que puede ser sacrificado. Hegel conci l ia los 
opuestos sistemas de Fichte y de Schel l ing, dando al Estado por 
base la r a z ó n que se traduce en acto como voluntad; y como la 
r a z ó n reside en la unidad del general y del i nd iv idua l , así el Esta-
do une á l a voluntad subjetiva la voluntad general. 
N i estas escuelas, que de consecuencia en consecuencia v in i e ron 
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á parar en los ex t r av ío s de Bruno Bauer, A m o l d o Ruge y Feuer-
bach y en el Homo s i b i Deus de Max St irner , n i la escuela h i s tó -
r ica, representada por Burke y Savigni , que confunde la explica-
c ión de los hechos con su j u s t i f i c a c i ó n y pospone los principios 
racionales á la vo lun tad i r re f lex iva de los pueblos, n i la escuela 
u t i l i t a r i a de Bentham, que todo lo subordina á la sa t i s facc ión de 
los deseos, n i la escuela t eo lóg ica de Bonald , Hal ler y M ü l l e r , tras-
formada en sentido protestante por Sthal , en que el derecho d i v i -
no es la base de la s o b e r a n í a y el absolutismo la forma m á s per-
fecta de gobierno, nos dan idea exacta del Estado. E n todas ellas 
p o d r á haber algo de cierto, en todas p o d r á aparecer a l g ú n rayo 
de luz como feliz in f racc ión del r igor i smo del sistema y t r ibu to de-
bido á la verdad; pero en n inguna se encuentra el concepto del de-
recho ta l como debe concebirse, toda vez que el derecho no es 
una e m a n a c i ó n de la vo luntad , n i i n d i v i d u a l , n i colectiva, sino 
una regla de la vo lun tad que ha de buscarse en principios supe-
riores á la voluntad mi sma y que ha de tener por fin el bien de 
los individuos . 
Insist ir en este punto, entrar en el e x á m e n de si el Estado sé 
funda en el ó r d e n mora l como sostiene Ahrens , ó en la ps ico log ía 
comparada, como dice W a i t z , ó si es un organismo é t ico , como 
afirma Schmit thenner , ó si la r a z ó n de su existencia debe buscar-
se en la alianza de la his toria y de la filosofía, como pretende 
Bluntsch l i , es separarse del objeto del presente l i b ro y penetrar de 
lleno en el terreno de abstractas y complicadas t eo r í a s . 
• Basta á nuestro p ropós i t o dejar establecido, s e p a r á n d o n o s del 
r igor i smo de toda escuela y huyendo de tomar parte en calurosas 
p o l é m i c a s , que el Estado es un sé r v ivo , y por lo tanto o r g á n i c o , 
encargado del ejercicio del poder y de la r e p r e s e n t a c i ó n de los i n -
tereses colectivos de la sociedad. 
E n ta l concepto, su acc ión en cuanto poder se m a n i f e s t a r á de 
dos modos: dictando preceptos y reglas para el r é g i m e n social, y 
h a c i é n d o l o s cumpl i r . 
4 . ° — D i v i s i ó n p r i m o r d i a l de l Poder . 
Por eso se dist inguen en el ú n i c o poder social existente dos 
t é r m i n o s ó ramas, denominadas Poder legislativo y Poder eje-
cu t ivo . 
14 MANUAL 
5 ."—Limi tes del Poder . 
L a esfera de acc ión del Estado bajo los dos aspectos de poder 
y representante de los intereses colectivos de la sociedad e s t á de-
terminada por el fin social. E n efecto, si la sociedad existe para 
bien de los indiv iduos , como medio necesario de su desarrollo, 
n i el poder d e b e r á i r m á s a l lá de lo que exige la c o n s e r v a c i ó n del 
concierto social, n i en nombre de los intereses sociales puede des-
conocerse y ser atropellado el derecho par t icular , cuya s ín tes i s es 
precisamente la l iber tad en el desenvolvimiento de la personali-
dad humana bajo los tres conceptos de s é r sensible, inteligente y 
l i b r e . 
6.°—Derechos de l Estado. 
Con arreglo á estas rudimentales nociones podemos considerar 
el Estado como la pe r sona l idad de la sociedad, y puesto que és ta 
tiene, s e g ú n queda indicado, una especie de ind iv idua l idad , si as í 
puede decirse, que la dist ingue de los miembros que la fo rman , 
y en ta l concepto disfruta de una vida propia para cuya conserva-
c i ó n ha menester de medios a n á l o g o s , á veces iguales á los que 
s in c o n t r a d i c c i ó n emplean los particulares para sostener la suya, 
el Estado, como e n c a r n a c i ó n de esa vida , t e n d r á derechos, s e r á 
susceptible de contraer obligaciones, d i s f r u t a r á para sus necesida-
des de un c ú m u l o de objetos bajo el nombre de caudal, haber, 
pa t r imonio ó cualquiera otro; en una palabra, o b t e n d r á una esfera 
j u r í d i c a peculiar proporcionada en su ampl i tud y naturaleza á la 
impor tanc ia é índo le de los fines que ha de realizar: as í como el 
i nd iv iduo , la persona ú hombre , tiene derecho incontestable á con-
servar su existencia, á mejorar las condiciones de su desarrollo, 
y en resumen á v i v i r procurando el cumpl imien to de su destino, 
s in otro l ími t e n i cortapisa jus ta que el respeto á la in tegr idad del 
derecho ageno, así t a m b i é n el Estado, personalidad de orden su-
perior que en sí encierra como en esp í r i t u las aspiraciones socia-
les y cuyo cuerpo ó elemento externo fo rman las insti tuciones y 
organismos destinados á satisfacerlas, fuerza es que tenga dere-
cho á conservar lo que es su vida, á realizar lo que constituye su 
fin; de donde se deduce que cuanto la c o n s e r v a c i ó n de la sociedad 
exige, ó a l m á s completo desarrollo de sus intereses conduce, 
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tanto es l íci to hacer al Estado, sin otra l imi t ac ión que el jus to res-
peto á los derechos naturales del hombre . 
L a ex t ens ión de estos derechos d e t e r m í n a s e de un modo racio-
nal , si se considera que, siendo iguales en naturaleza los hombres, 
iguales s e r á n los derechos, y por consiguiente, los de cada uno 
e s t a r á n l imi tados por los de los d e m á s , tanto en par t icular como 
en general, es decir, lo mismo en el sentido de los derechos p r i -
vados que en el de los derechos del Estado. Este deslinde t e ó r i c o , 
por m á s exacto que sea, no ev i t a r í a las extral imitaciones ego ís tas 
apoyadas por la fuerza; y para precaverlas, y en su caso corregir-
las, necesario es s e ñ a l a r l ími t e s positivos, d e m a r c a c i ó n que efec-
t ú a n las Constituciones de los pueblos al declarar los derechos 
fundamentales cuyo ejercicio garantiza el Estado. 
7 . °—Fundamento de l derecho i n d i v i d u a l . 
Con arreglo á estos pr incipios , es indudable que la act ividad h u -
mana en todas sus manifestaciones externas cae bajo el imper io 
de las leyes que parecen coartarla: esto ha hecho pensar que la l i -
bertad natura l se cercena por la v ida en sociedad; conceptos am-
bos e r r ó n e o s . 
Verdad es que si por un esfuerzo de i m a g i n a c i ó n suponemos 
al hombre solo en medio de la naturaleza, fuera de ese c í r cu lo en 
que los derechos á g e n o s encierran el ejercicio del propio, le com-
templaremos acaso d u e ñ o absolutamente de sí mismo, desplegan-
do en todas direcciones la fuerza de sus facultades, que no t ropie-
zan con otros o b s t á c u l o s que e l de su nativa l i m i t a c i ó n ; y enton-
ces le vemos crecer, extenderse y l legar á dominar lo todo, porque 
nada hay que pueda detenerle, una vez que, supr imido el deber 
que cohibe su desarrollo, q u é d a l e sólo el derecho sin contraste, 
l a l iber tad m á s ampl ia y absoluta; pero no es m é n o s cierto que si 
se consulta l a r a z ó n , aunque prescindamos del test imonio de la 
his tor ia , ese bello cuadro se trueca i n s t a n t á n e a m e n t e . Donde se 
a p a r e c í a e l hombre en el colmo de la ventura, no se encuentra 
otra cosa que un s é r impotente para disputar su existencia á las i n -
fluencias que t ienden á destruir le, y que, si f í s i c a m e n t e es infe-
r i o r á casi todos los otros animales, bajo el punto de vista intelec-
tua l y mora l apenas se diferencia de ellos. 
N o es exacto, pues, que la sociedad aminore la l iber tad del h o m -
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bre; por el contrar io, fuera de ella es tá condenado á la esclavitud 
del m á s duro trabajo y de la m á s abyecta miseria. 
E n la v ida c o m ú n con sus semejantes es donde el hombre ad-
quiere fuerzas para dominar la naturaleza, que, obediente, le pres-
ta las m á s poderosas que posee para que con ellas se red ima del 
trabajo corporal , y en ese estado pueden ú n i c a m e n t e hal lar em-
pleo la inteligencia y el sentimiento. 
Nacido en la sociedad y destinado á v i v i r en ella, tiene el h o m -
bre respecto á las colectividades de que es miembro , deberes dife-
rentes que la r a z ó n prescribe y se nos presentan m á s numerosos 
é intensos á medida que a q u é l l a s son m á s restringidas é í n t i m a s , 
estando su e í icacia en p r o p o r c i ó n inversa á la ampl i t ud abarcada 
por la sociedad de que forma parte. As í , para c u m p l i r los que pro-
vienen de la fami l ia apenas necesitamos m á s e s t í m u l o que el de 
los propios afectos, m i é n t r a s que para obligarnos á l lenar los que 
de otras emanan, es necesario que las leyes los definan y á su 
cumpl imien to se nos compela. Aunque no hubiera preceptos que 
los consignasen, pocos s e r í a n los que, desoyendo la voz de la na-
turaleza, el mandato de la conciencia, faltasen á sus deberes de 
padres, hi jos, esposos, hermanos, etc.; al paso que es seguro 
que, si las leyes no los prescribieran con sanciones adecuadas, se-
r í a n m u y pocos los que sin otro apremio que el sentimiento del 
deber se alistasen en los e j é rc i to s , contr ibuyeran con parto de su 
for tuna al sostenimiento de los servicios p ú b l i c o s , cedieran su 
propiedad para el beneficio c o m ú n ; en una palabra, llenase vo lun-
tariamente las cargas que la vida c i v i l impone. 
De a q u í nace, por lo tanto, la necesidad de reconocer en el Esta-
do ó en la A d m i n i s t r a c i ó n , como representante de los intereses 
generales, la potestad de emplear medios coactivos en esos y otros 
casos. 
Las Diputaciones y los Ayuntamientos , que con respecto á los 
intereses propios y peculiares de las esferas de asoc iac ión M u n i -
cipio y Prov inc ia se encuentran en el mismo caso que el Estado 
respecto á la N a c i ó n , par t ic ipan t a m b i é n de ese poder. 
8.°—Resumen. 
Resulta, por lo tanto, que bajo el punto de vista adminis t ra t ivo 
ó de los intereses generales de la colect ividad, el Estado y las en-
tidades á él semejantes y en él comprendidas, ejercen una suma de 
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facultades, que partiendo de lo que es provechoso al bien p ú b l i c o , 
comprende cuanto la r e a l i z a c i ó n de és te requiere m i é n t r a s al ha-
cerlo no se lastime el derecho de cada asociado, al paso que és te 
no sólo tiene c i rcunscr i ta la ó r b i t a en que se mueve por las de 
los otros miembros de la a s o c i a c i ó n , sino t a m b i é n por la de esta 
misma considerada como una persona de ó r d e n superior, dotada 
de una existencia i n d i v i d u a l que debe defender, y destinada á 
c u m p l i r fines determinados, empleando para ello medios a n á -
logos á l o s que poseen y sin c o n t r a d i c c i ó n se reconocen á los par-
ticulares para conservar su v ida y realizar su destino. 
As í como en és tos pueden dist inguirse dos fases, s e g ú n se les 
examina solamente como hombres, ó como miembros de una so-
ciedad, y sus deberes y sus derechos son diferentes en uno ú otro 
concepto, así t a m b i é n el Estado, pe r son i f i cac ión de la sociedad, 
aunque siendo siempre el foco en que se r e ú n e n y la entidad en que 
se encarnan, por decirlo as í , los deberes y los derechos sociales, 
p r e s é n t a s e bajo dos aspectos distintos, s e g ú n que su a c c i ó n tiende á 
remediar necesidades p ú b l i c a s colectivas ó á procurar su bien i n -
d iv idua l , personal. Claro es que no pudiendo el Estado separarse 
de la idea de r e p r e s e n t a c i ó n social, lo dicho se entiende con rela-
c ión al fin i n m e d i a t o de la a c c i ó n , que siempre en ú l t i m o resulta-
do s e r á el bien general. Guando el Estado construye una carrete-
ra , ó contrata, v . g . , vestuario para el E j é r c i t o , a q u í el f i n i n m e -
d ia to es el servicio p ú b l i c o de la sociedad; mas si , por ejemplo, 
arr ienda una casa para establecer una oficina, inmediatamente 
aparece su u t i l idad como c o r p o r a c i ó n , aunque en definit iva me-
diatamente en provecho p ú b l i c o se contrate. 
L a importancia de esta d i s t i nc ión es grande. Si el Estado obra 
en concepto de c o r p o r a c i ó n p ú b l i c a , de Gobierno, sus derechos y 
sus deberes pertenecen al ó r d e n adminis t ra t ivo: si obra como per-
sona mora l j u r í d i c a , unos y otros se subordinan á las prescripcio-
nes del derecho c i v i l . 
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CAPÍTULO I I . 
DE LOS D I F E R E N T E S ASPECTOS D E L ESTADO CON R E L A C I O N A L 
DERECHO DE PROPIEDAD Y AL D E L A S OBLIGACIONES. 
I .0 E l Estado como propietario.—2.° Dominio eminente del E s t a d o . — 3 . ° E l 
Estado poseedor.—4.° E l Estado litigante.—5.° E l Estado acreedor.—6.° E l 
Estado deudor.—7.° Prescripción en favor y contra el Estado. 
1.°—El Estado como p r o p i e t a r i o . 
Acabamos de ver que el Estado para atender á las necesidades 
generales en la sociedad y á las particulares de él mismo, consi-
derado como persona j u r í d i c a , ó como co rpo rac ión p ú b l i c a encar-
gada de determinados servicios, posee bienes, cosas, esto es, ob-
jetos materiales, por ejemplo, caminos, edificios, enseres, y obje-
tos i n c o r p ó r e o s , v . g . , derechos en ó á las cosas. Los unos son 
inmuebles por su naturaleza, s i t uac ión ó destino, como las fincas 
ó p r é d i o s , y los objetos que aunque muebles e s t á n í n t i m a m e n t e 
unidos á los inmuebles; los otros son muebles, como el mater ia l 
mov i l i a r io de oficinas, carruajes, etc. 
Todos estos bienes por r a z ó n del uso á que e s t á n destinados se 
div iden en dos grupos principales. Los que constituyen el pa t r i -
monio privado de la entidad m o r a l que los usa y disfruta á la ma-
nera que los particulares los suyos, se denominan bienes del Esta-
do, domin io del Estado: bienes p ú b l i c o s ó de d o m i n i o p ú b l i c o los 
que sirven para l l enar las necesidades de la sociedad. 
Los llamados bienes nacionales, aunque g e n é r i c a m e n t e e s t á n 
comprendidos en tal domin io del Estado, obedecen en su enajena-
ción y disfrute por és te á reglas especiales; y sea por esto ó por 
su origen, que se encuentra en las leyes desamortizadoras, el uso 
ha hecho de ellos un grupo aparte con su nombre par t icu lar . 
Los bienes que forman el pa t r imonio del Estado obedecen en su 
adqu i s i c ión por és te á las mismas reglas que r igen para las adqu i -
siciones privadas y á algunas especiales. 
Por la t r a d i c i ó n , la p r e s c r i p c i ó n , la suces ión , en resumen, por 
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todos los modos originarios y derivados, singulares y universales 
de adquir i r , s e g ú n el derecho c i v i l , pueden entrar en su pa t r imo-
nio las cosas que de él no forman parte, y a d e m á s posee otros 
especiales como la conquista y la exp rop i ac ión , aunque és t a pue-
da referirse á la t r a d i c i ó n . 
L a ocupac ión del Estado se extiende á los bienes que por no 
tener d u e ñ o se reputan m t ü m s ó de nadie, llamados m o s í r e n c o s 
en general, si bien este nombre se da alguna vez á los muebles, y 
á l o s sitios ó inmuebles el de vacantes. L a ley declara de la per-
tenencia del Estado los bienes y derechos vacantes, los buques 
n á u f r a g o s y sus cargamentos, as í como los objetos que arroje el 
mar á las playas, si no se presentan sus d u e ñ o s , y la mi t ad de los 
tesoros hallados en terreno p ú b l i c o ó del Estado (1). 
Las herencias vacantes t a m b i é n le pertenecen, e n t e n d i é n d o s e 
por tales las intestadas, cuando no hay parientes del difunto den-
t ro del d é c i m o grado c i v i l . F inalmente , tiene derecho el Estado á 
los bienes detentados ó que posee alguno sin t í tu lo legal (2). 
2 . ° — D o m i n i o eminente del Es tado. 
Esta ex t ens ión en favor del Estado del modo de a d q u i r i r deno-
minado o c u p a c i ó n , responde no sólo á la conveniencia p ú b l i c a i n -
teresada en que por falta de d u e ñ o no se pierdan las cosas ú t i l e s , 
sino t a m b i é n á una t eo r í a que reconoce en a q u é l el d u e ñ o univer-
sal de cuanto existe en la n a c i ó n . Esta especie de dominio u n i -
versal es lo que se conoce con la d e n o m i n a c i ó n de D o m i n i o e m i -
nente del Estado con re l ac ión á las propiedades ó dominios p r i -
vados. Como la e x p r o p i a c i ó n por causa de u t i l idad p ú b l i c a , las 
concesiones de minas y otros actos administrat ivos importantes, 
suelen basarlos los autores y á u n las leyes en ese eminens d o m i -
n i u m , no s e r á inopor tuno decir algo acerca de é l . 
Si se admite como origen de la propiedad una de tantas t eo r í a s 
socialistas con que se ha querido explicarla , conc íbese f á c i l m e n t e 
que el « E s t a d o » , ya porque desde el pr inc ip io de la n a c i ó n o c u p ó 
la total idad del t e r r i to r io y fué l u é g o d e s p r e n d i é n d o s e de él con la 
reserva de aquel d o m i n i o , ya porque, consti tuida la sociedad por 
(1) Ley de 9 de Mayo de 1835. 
(2) Ley de 16 de Mayo de 1835. 
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una c o n v e n c i ó n , se pactaran las condiciones principales del derecho 
de propiedad conf i r i éndose al Estado el de que se trata, ó bien 
porque nacida la propiedad de la ley, é s t a expresa ó i m p l í c i t a m e n -
te lo recaba para a q u é l , disfrute del derecho eminente por cuya 
v i r t u d el «Estado» es d u e ñ o de todas las cosas que de él carecen y 
puede en las que lo tienen re iv indicar el domin io que le corres-
ponde. De a q u í que se l lame eminente, ó lo que es lo mismo, po-
tenc ia l , v i r t u a l , porque en efecto en las cosas que forman su 
patrimonio lo ejerce en acto, de un modo actual y real, y en las 
que no lo forman puede ejercerlo de esa misma manera, e s t á en 
potencia de ejercerlo; es, en fin, una especie de dominio latente, 
cuya man i f e s t ac ión depende del Estado en quien radica el poder 
de t ransformarlo en dominio manifiesto. 
Contra esto se objeta que el Estado no es el autor de la propie-
dad y no puede, por lo tanto, destruirla, n i la ley la crea, n i nace 
de otra causa que de la manera en que es tá organizada la huma-
na naturaleza que i m p r i m e su sello á lo que sirve para su desar-
rol lo y es al propio t iempo, al m é n o s en parte, su c r e a c i ó n por el 
trabajo, y por lo tanto cualquiera que ataca ese derecho delinque, 
viola los principios de jus t ic ia . Esto, que parece bastante m á s ra-
zonable que el or igen social, convencional ó legal de la propiedad, 
destruye el fundamento del dominio eminente del Estado, que á 
la verdad no es necesario para explicar por q u é dispone a q u é l en 
ciertos casos de las cosas ajenas; exp l i cac ión que se obtiene fácil 
y satisfactoria con sólo pensar que si todos los derechos del h o m -
bre e s t á n l imitados por el de la sociedad en tanto cuanto su con-
se rvac ión ó la c o n s e c u c i ó n de un fin lo exige, siempre que no i m -
pida el desarrollo leg i t imo del ind iv iduo , el de propiedad sufre esa 
misma ley, de donde nace la facultad del Estado para explotar en 
beneficio c o m ú n lo que alguno, sea cualquiera el mot ivo , no quie-
re u t i l i zar , y cambiar en provecho p ú b l i c o la f o r m a de la propie-
dad, como sucede en la e x p r o p i a c i ó n forzosa. L a i n d e m n i z a c i ó n 
que en este caso abona el Estado al propietario demuestra sufi-
cientemente que no toma la cosa reivindicando el dominio que 
sobre ella le compete; y en la c o n c e s i ó n minera la prelacion del 
derecho del d u e ñ o del p r é d i o , en que la misma existe, para explo-
ta r la se presenta con todas las seña le s de un pr inc ip io de r igorosa 
jus t ic ia , que pugna t a m b i é n con el d o m i n i o eminente del Estado. 
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3 . ° — E l Estado poseedor. 
E l Estado, a d e m á s de ser propietario, puede ser y es en muchas 
ocasiones mero poseedor. L a poses ión , que es un derecho en las 
cosas poseidas s imi la r del dominio cuyos efectos produce mien-
tras dura , c u é n t a s e entre los objetos que forman el pa t r imonio del 
Estado. No puede ser atacada la p o s e s i ó n del Estado por medio de 
los interdictos, porque en él se presume siempre la poses ión , no sólo 
de hecho, sino la legal, m i é n t r a s no es vencido en ju ic io plenario, 
y porque a d e m á s eso es consecuencia, ó por tal se tiene, del p r i n -
cipio de la independencia de los poderes adminis t ra t ivo y j u d i c i a l , 
puesto que el acto de la poses ión forzosamente en este caso ha de 
ser resultado de un acto de la A d m i n i s t r a c i ó n . Si bajo este, punto 
de vista la poses ión del Estado difiere de la ejercida por los par-
ticulares, t a m b i é n se aparta de ella en lo referente á la facultad que 
tiene de recobrar por sí mismo, y sin necesidad de impetrar el auxi-
l io jud ic ia l , las cosas que le hayan sido usurpadas, con ta l que la 
u s u r p a c i ó n sea reciente, c o n s i d e r á n d o s e de esta clase la que no 
excede de un a ñ o y u n dia: f ú n d a s e la r a z ó n de esta facultad en 
el deber que la A d m i n i s t r a c i ó n tiene de conservar el pa t r imonio 
c o m ú n . 
T a m b i é n son parte de és te las servidumbres p ú b l i c a s , que ya na-
cen como las privadas de t í tu los civiles ó se constituyen por las 
leyes. Las servidumbres púb l i c a s pueden ser perpetuas ó tempo-
rales. Las primeras, por l i m i t a r p e r p é t u a m e n t e el domin io , e q u i p á -
ranse á una e x p r o p i a c i ó n y á su establecimiento debe preceder l a 
i n d e m n i z a c i ó n que corresponda: las segundas sólo dan opc ión á una 
i n d e m n i z a c i ó n de d a ñ o s y perjuicios. L a c o n s e r v a c i ó n de las servi-
dumbres p ú b l i c a s incumbe á la A d m i n i s t r a c i ó n , que así para re-
chazar los actos atentatorios á la poses ión de esos derechos, como 
para recobrarlos cuando por alguno hayan sido detentados, disfruta 
de facultades i d é n t i c a s á las que ejerce respecto á la c o n s e r v a c i ó n 
y r e i v i n d i c a c i ó n de los bienes co rpó reos . 
4 . ° — E l Estado l i t igan te . 
Los particulares disfrutan, en cuanto á su s i t uac ión como partes 
interesadas en un l i t i g io se refiere, facultades que no tiene el Esta-
do. Estas l imitaciones obedecen á una idea de p rev i s ión , porque 
no hubiera sido jus to , n i en casos dados conveniente para los i n -
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tereses p ú b l i c o s , dejar á merced de los funcionarios encargados 
de gestionarlos la a t r i b u c i ó n de pactar arreglos con quienes sos-
tienen contiendas con la A d m i n i s t r a c i ó n . 
E n su v i r t u d , para someter a j u i c i o de á r b i t r o s las que se sus-
citen sobre los derechos de la Hacienda p ú b l i c a , h a b r á de prece-
der una ley que lo autorice. ( L e y 25 J u n i o 1870, a r í . I .0) 
Por lo que hace á las reclamaciones judiciales de los par t icula-
res contra la A d m i n i s t r a c i ó n del Estado, no pueden las demandas 
que se presenten ante los Tribunales ordinar ios ser por és tos ad-
mit idas sin que vayan a c o m p a ñ a d a s de documento bastante que 
acredite haber apurado la v í a gubernat iva, debiendo los Jueces 
repeler de oficio las que de este requisito carezcan. Así lo dice ter-
minantemente la base 2.a de la ley de 31 de Dic iembre de 1881, 
sin que por ello deba entenderse que ha derogado lo establecido 
desde la R. O. de í) de Junio de 1847 hasta el R. D . de 11 de Enero 
de 1877, m á s comprensivo y g e n é r i c o que la citada base, puesto 
que exige la t e r m i n a c i ó n de la v í a gubernat iva y la p r e s e n t a c i ó n 
del documento que así lo acredite en todos aquellos casos en que 
el Estado tenga a l g ú n i n t e r é s , aunque las demandas se d i r i j a n 
contra particulares: esto ocurre siempre que el derecho del par-
t icu la r nace de u n contrato celebrado con la A d m i n i s t r a c i ó n , i n -
teresada en que se apure la v í a gubernat iva, porque, con arreglo 
al derecho c o m ú n , queda obligada á la eviccion y saneamiento. 
Cualquiera que sea la personalidad ó c o n d i c i ó n que el Estado 
ostente como l i t igante , y sea cualquiera la mater ia del l i t i g i o y 
la clase dél T r i b u n a l que de él conozca, nunca se p o d r á despa-
char mandamiento de e j ecuc ión , n i dictarse providencia de em-
bargo contra las rentas y caudales del Estado. 
Los Tribunales que fueren competentes para conocer sobre re-
c l amac ión de c réd i to s á cargo de la Hacienda p ú b l i c a y en favor 
de particulares, se l i m i t a r á n á declarar el derecho de las partes, y 
p o d r á n mandar que se cumpla el fal lo; pero su e j ecuc ión se l leva-
r á á efecto por los agentes de la A d m i n i s t r a c i ó n en la fo rma que 
proceda con arreglo á las leyes y disposiciones vigentes. [ L e y 25 
J u n i o 1870, a r í . 16.; 
T a m b i é n c o r r e s p o n d e r á n al orden adminis t ra t ivo la venta y ad-
m i n i s t r a c i ó n de bienes desamortizados y propiedades del Estado. 
Las contiendas que sobre incidencias de subastas ó arrenda-
mientos de los mismos bienes ocurran contra el Estado y los par-
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ticulares que con él contrataren, se v e n t i l a r á n ante las corporacio-
nes y con su jec ión á los t r á m i t e s que dispongan las leyes é iná-
trucciones que regulan estos servicios. 
Las cuestiones sobre dominio ó propiedad, cuando l leguen al es-
tado de contenciosas, p a s a r á n á los Tribunales de jus t ic ia á quie-
nes corresponda. fLey citada, a r í . 15 .J 
5 . ° — E l Estado acreedor. 
Los procedimientos para la cobranza de contribuciones y de-
m á s rentas p ú b l i c a s y c r éd i t o s definit ivamente l iquidados á fa-
vor de la Hacienda s e r á n meramente administrat ivos y se eje-
c u t a r á n por los agentes de la A d m i n i s t r a c i ó n en la forma que 
las leyes y reglamentos fiscales determinen; no pudiendo hacerse 
estos asuntos contenciosos m i é n t r a s no se realice el pago ó la con-
s i g n a c i ó n de lo l iqu idado en las Cajas del Tesoro p ú b l i c o . Í L e y 
i dem, a r í . 9.°) 
Los procedimientos contra los empleados por alcance ó malver-
sac ión de fondos, que tengan por objeto el reintegro á la Ha-
cienda, s e r á n administrat ivos y se s e g u i r á n por l a Vía de apremio 
m i é n t r a s sólo se d i r i j a n contra los empleados alcanzados ó sus 
bienes y contra los fiadores ó personas responsables, ya por r a z ó n 
de obligaciones contraidas en las fianzas, ya por su i n t e r v e n c i ó n 
oficial en las diligencias y a p r o b a c i ó n de és tas ó ya por r a z ó n de 
actos administrat ivos que hubieren ejercido como funcionarios 
p ú b l i c o s , sin que obste para la c o n t i n u a c i ó n de los indicados pro-
cedimientos en dicha v í a la j u r i s d i c c i ó n de los Tribunales compe-
tentes para conocer y fallar sobre las causas cr iminales que por 
aquellos delitos se formaren, de cuya dec i s ión d e b e r á darse cono-
cimiento á los Jefes de los alcanzados ó m a l v e r s a d o r e s . 
Guando contra los procedimientos administrat ivos mencionados 
se opusieren demandas por terceras personas que n inguna res-
ponsabil idad tengan con la Hacienda p ú b l i c a por ob l igac ión ó ges-
t i ón propia, t ramitado el incidente, se v e n t i l a r á por t r á m i t e s de 
jus t ic ia ante los Tribunales competentes. ( L e y ci tada, arts . 10 
y i í . ) 
L a Hacienda p ú b l i c a por sus c r é d i t o s l iquidados tiene derecho 
de prelacion en concurrencia con otros acreedores, á excepc ión de 
los siguientes: 1.° Los que lo sean por t í tu lo de dominio ó de 
hipoteca especial con r e l a c i ó n á las fincas comprendidas en la 
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fianza que p r e s t ó el deudor á favor de la Hacienda, siempre que 
aquel t i tu lo no haya caducado l e g í t i m a m e n t e y sea de fecha ante-
r i o r á la del otorgamiento de dicha fianza. 2.° Los que tengan la 
misma acc ión de domin io ó de hipoteca especial sobre los bienes 
del deudor no comprendidos en la fianza, siempre que el t í tu lo de 
aquella acc ión esté vigente; pero quedando á salvo el derecho de 
la Hacienda contra toda e n a j e n a c i ó n ó hipoteca del deudor, si re-
sultare ó pudiere probarse haber sido simuladas ó hechas en 
fraude de las acciones del fisco. 3." Las mujeres por su dote entre-
gada y revestida de todas las solemnidades prescritas por el dere-
cho c o m ú n , e x c l u y é n d o s e la dote simplemente confesada, cual-
quiera que sea la fecha de su otorgamiento. { L e y ci tada, a r t . 13.) 
6 . ° — E l Estado deudor . 
Ninguna r e c l a m a c i ó n contra el Estado á t í t u lo de d a ñ o s y per-
ju ic ios , ó á t í tu lo de equidad, s e r á admi t ida gubernativamente 
pasado un a ñ o desde el hecho en que se funde el reclamante, 
quedando á és te ú n i c a m e n t e el recurso que corresponda ante los 
Tribunales competentes; recurso al que h a b r á lugar como si la 
r e c l a m a c i ó n hubiera sido denegada por el Gobierno. 
7 . ° — P r e s c r i p c i ó n en favor y con t ra el Estado. 
Es la p re sc r ipc ión uno de los modos de adqu i r i r reconocidos por 
las leyes, que consiste en la adqu i s i c ión ó p é r d i d a de una cosa 
ó de un derecho mediante el trascurso del t iempo y la concur-
rencia de las condiciones que las mismas leyes establecen. 
De esta def inición se desprende que la p r e s c r i p c i ó n es de dos 
clases, ó mejor dicho, tiene dos aspectos, uno relativamente al que 
adquiere, otro referente al que pierde la cosa ó derecho prescrito 
en su favor. 
D á s e el nombre de p re sc r ipc ión adquisi toria en el p r imero , y de 
l iberat iva ó ext int iva en el segundo, porque as í como a q u é l l a con-
fiere el dominio de lo pose ído en la fo rma y t iempo determinados, 
és ta produce una excepc ión contra el que reclama la cosa ó dere-
cho, ó el cumpl imiento de la o b l i g a c i ó n que en t iempo no se 
r e c l a m ó . 
E l Estado, ya lo hemos dicho, respecto á la p r e s c r i p c i ó n para 
adqui r i r bienes c o r p ó r e o s se hal la en el mismo caso, ord inar ia-
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mente, que los particulares; pero por lo que hace á la de las accio-
nes en su favor ó contra é l , e s t á sometido á reglas diferentes de 
las consignadas por las leyes civiles. 
Ante todo conviene apuntar que los bienes que componen el do-
m i n i o p ú b l i c o , ó sean las cosas p ú b l i c a s y de uso c o m ú n , no pueden 
ser prescritas en n i n g ú n t iempo, como las carreteras, puertos et-
c é t e r a (1), n i tampoco los derechos y facultades inherentes á la so-
b e r a n í a , por ejemplo, la j u r i s d i c c i ó n , a c u ñ a c i ó n de moneda, impo-
s ic ión y exacc ión de impuestos, etc. 
E l recurso para reclamar d a ñ o s y perjuicios en la v í a guberna-
t iva caduca á los dos a ñ o s , esto es, la acc ión para interponerlo 
prescribe á favor del Estado y contra el par t icular por el lapso 
del t iempo antedicho. (Ley 25 J u n i o 1870, a r t . 18.) 
Prescriben por cinco a ñ o s l a acc ión para reclamar los c réd i to s 
cuyo reconocimiento y l i q u i d a c i ó n no se haya solicitado con la 
p r e s e n t a c i ó n de los documentos justificativos dentro de ese pe-
r íodo contado desde la c o n c l u s i ó n del servicio de que el c r é d i t o 
proceda. Esta d i spos ic ión no es aplicable á los c r é d i t o s cuyo r e -
conocimiento y l i q u i d a c i ó n haya dejado de verificarse por causas 
independientes de los interesados siempre que és tos jus t i f iquen 
haber presentado en t iempo oportuno sus reclamaciones y los do-
cumentos en que las hayan fundado, á cuyo fin todo acreedor 
p o d r á ex ig i r de la oficina á que corresponda un recibo expresivo 
de la r e c l a m a c i ó n y documentos presentados y de la fecha y n ú -
mero de su in sc r ipc ión en el registro de la misma oficina [ar t . 19). 
Esta p r e s c r i p c i ó n es aplicable á los c r éd i t o s que, l iquidados y 
reconocidos en las cuentas respectivas de gastos p ú b l i c o s , no sean 
reclamados por los acreedores l e g í t i m o s ó sus derecho-habientes 
dentro de los cinco a ñ o s siguientes á la t e r m i n a c i ó n del ejercicio 
de que procedan. Para la ap l i cac ión de esta regla se abre desde la 
p u b l i c a c i ó n de la ley que la contiene el plazo h á b i l para reclamar 
los c r éd i to s l iquidados y reconocidos en las cuentas de los ejerci-
cios definit ivamente cerrados en d icha fecha. ( L e y 31 D i c i e m -
bre 1881, a r t . 7o, p a r . Io . Gac. Io . E n e r o 1882.) 
Por qu ince a ñ o s prescriben los c réd i to s en favor del Estado si 
durante ese t iempo no han sido reclamados, (Ley y a r t i c u l o 
i d e m , p a r . 2,°) 
(l) Ley 7.a, t í t , 29, Part . 3.a: ley 6.a del mismo titulo y Partida, 
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Las anteriores prescripciones no se extienden á los c r éd i t o s de 
la Deuda púb l i ca , del Estado y del Tesoro, que se r e g i r á n por las 
leyes especiales de estos servicios. (Ley y a r t i c u l o citados, p á r . 3.°) 
No alcanzan á los terceros adquirentes de inmuebles y derechos 
reales, cuando la a d q u i s i c i ó n se haga conforme á la ley Hipote-
caria, las reclamaciones que por impuestos, derechos fiscales ó 
reintegros de cualquiera clase se d i r i j an por el Estado contra los 
causantes del déb i to dentro de los plazos marcados. ( L a m i s m a 
d i s p o s i c i ó n , p a r . 4.°) 
S e g ú n lo antedicho, ya no prescriben en favor del cont r ibuyen-
te las cuotas cuyo pago no se. le hubiera reclamado en el espacio 
de dos a ñ o s , como d i spon ía el art . 13 de la i n s t r u c c i ó n de 3 de D i -
ciembre de 1869; ahora el plazo para ese efecto s e r á el de quince 
a ñ o s . 
Y finalmente, y por lo que hace á los censos incorporados á las 
cargas de j u s t i c i a , prescribe en favor del Estado el capital si du -
rante 30 a ñ o s no se cobra la p e n s i ó n n i se hace r e c l a m a c i ó n a l -
guna, ( ñ . O. 23 A b r i i m Z . ) 
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ejecutivo.—CAP. I I . D iv i s i ón del Poder administrativo.—CAP. m . 
Atr ibuc iones de la A d m i n i s t r a c i ó n . — C A P . IV. O r g a n i z a c i ó n 
adminis t ra t iva .—CAP. V. Responsabilidad a d m i n i s t r a t i v a . 
C A P I T U L O P E I M E K O . 
IDEA DE L A ADMINISTEACION Y DIVISION D E L PODEE E J E C U T I V O . 
I.0 Div is ión del Poder ejecutivo.1—2.° importancia de esta división.—3.° Carac-
téres diferenciales del Poder judicial y el administrativo.—á.0 Objeto de la A d -
ministración. 
1 . °—Divis ión de l Poder ejecutivo. 
Así como la diferente índole de los actos del Poder social, ó de 
las manifestaciones de su acc ión , engendra l ó g i c a m e n t e la d i -
vis ión del p o d e r , ú n i c o en su or igen y esencia, en dos grandes 
grupos ó ramas, con arreglo á la naturaleza especial y ca r ac t e r í s -
t ica de las funciones que la r a z ó n le asigna y la experiencia j u s -
tif ica; así t a m b i é n , y con no menor fundamento, la parte, grupo ó 
rama relat iva al c u m p l i m i e n t o de los preceptos dictados para el 
r é g i m e n y gobierno social se considera d iv id ida en otros dos; no 
só lo porque la intel igencia encuentra marcadas s e ñ a l e s que dis-
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t inguen con clar idad unos de otros los actos del Poder ejecut ivo, 
sino porque la historia e n s e ñ a los inconvenientes que para la l i -
bertad de los pueblos trae consigo la con fus ión en una mis-
ma persona ó c o r p o r a c i ó n de las facultades de aplicar las re-
glas encaminadas á la g e s t i ó n de los intereses colectivos, y l a de 
aquellas que tienen por fin d i r i m i r los conflictos de derechos en-
tre los particulares, ó corregir los ataques de és tos contra la socie-
dad. De a q u í la s u b d i v i s i ó n del Poder ejecutivo en adminis t ra t ivo 
y j u d i c i a l ^ ó, como otros pretenden, su c las i f icación en dos ó r -
denes. 
2 . ° — I m p o r t a n c i a de esta d i v i s i ó n . 
Para comprender el alcance de esta d i s t i n c i ó n , y la necesidad 
de que á e l l a se subordine la o r g a n i z a c i ó n de los pueblos, basta 
pararse un momento á considerar los objetos que el ejercicio del 
Poder ejecutivo abarca. De una parte le corresponde velar por l a 
c o n s e r v a c i ó n del concierto social, ya d i r i m i e n d o con arreglo á las 
f ó r m u l a s establecidas las cuestiones entre los ciudadanos, ya 
aplicando las sanciones de la ley á los que realizan ataques contra 
la sociedad; y de otra satisfacer las necesidades p ú b l i c a s , promo-
ver el bien general. E l especial c a r á c t e r de cada una de estas dos 
funciones determina diferencias evidentes en el modo de ejercer-
las y t a m b i é n en la clase y naturaleza de los ó r g a n o s llamados á su 
d e s e m p e ñ o . Una exige como g a r a n t í a de imparc ia l idad la fijación 
de u n procedimiento inflexible y solemne para el esclareci-
miento de la verdad, la independencia, y por lo tanto, l a i namov i -
l idad de los encargados de d e s e m p e ñ a r l a : l a o t ra demanda u n i -
dad y rapidez en el obrar, que no se compadecen con la necesidad 
de ajusfar su conducta á t r á m i t e s preestablecidos, y requiere una 
o r g a n i z a c i ó n del personal que j a m á s entorpezca la t r a s m i s i ó n y 
p r á c t i c a de las resoluciones superiores; c o n d i c i ó n que supone la fa-
cul tad en és tas de separar al infer ior . M i é n t r a s que el ejercicio de 
la p r imera es imposible sin la existencia de u n hecho, la segunda 
tiende por punto general á p roduc i r hechos con sus medidas; y 
aunque ambas tienen por c o m ú n objetivo el bien general, en u n 
caso se logra al asegurar su derecho á cada ciudadano, al paso 
que en otro los indiv iduos obtienen los medios de realizar su par-
t icular provecho por consecuencia de la g e s t i ó n encaminada á p ro -
duci r el púb l i co bienestar. 
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Claro es que en uno y otro no se trata m á s que de aplicar l a ley; 
pero á u n prescindiendo de las diferencias á n t e s s e ñ a l a d a s , esa apl i -
cac ión se e f ec túa de modo dist into; porque, ó es el resultado de un 
j u i c i o , es decir, de una c o m p a r a c i ó n entre el hecho y el derecho, 
que t e rmina por una dec i s ión l lamada sentencia, irrevocable por 
el que la pronuncia; ó sin p r é v i a d i s c u s i ó n , y á u n a n t i c i p á n d o s e 
al hecho y só lo mediante la r e u n i ó n de datos denominada expe-
diente, dictase la orden, decreto, providencia ó acuerdo que le 
pone fin, y es por punto general y dentro de no m u y marcados l í -
mites revocable por quien la dicte. 
3.°—Caracteres diferenciales del Poder j u d i c i a l y el Poder 
a d m i n i s t r a t i v o . 
De esas dos funciones del Poder ejecutivo, la que m i r a al arre-
glo de los intereses privados de los ciudadanos, aplicando á sus 
controversias el derecho c i v i l , y tiene la m i s i ó n de r e p r i m i r los ata-
ques d i r ig idos por los malhechores contra las personas, las pro-
piedades y las instituciones del Estado, esa es l a f u n c i ó n j u d i c i a l 
ejercida por los Tr ibuna les y Juzgados ordinarios; y la que atien-
de á las relaciones entre el Estado y los particulares, al fomento 
de todo lo que cont r ibuye á mejorar y á desarrollar los intereses 
púb l i cos , forma la tarea de la A d m i n i s t r a c i ó n ; la cual puede, por 
lo tanto, definirse en general, diciendo que es la i n s t i t uc ión del Es-
tado encargada de procurar el bien c o m ú n por la ap l i cac ión del 
poder p ú b l i c o á la ges t ión de los intereses colectivos de la sociedad 
con arreglo á las leyes. 
4.°—Objeto de la A d m i n i s t r a c i ó n . 
Así considerada, la A d m i n i s t r a c i ó n abarca, a d e m á s de lo que 
comprende su concepto especial, s e g ú n el valor dado á esa pala-
bra , no sólo vulgarmente , sino á u n por las leyes y por los autores, 
la p o l í t i c a ; y necesario es fijar con p r e c i s i ó n r igorosa lo que en el 
Derecho admin i s t ra t ivo , y s ingularmente con referencia á la mate-
r i a contenciosa, significa vocablo susceptible de tantas acepcio-
nes. Para ello basta tener en cuenta que si conforme á lo expues-
to l a A d m i n i s t r a c i ó n d i r ige y ejecuta todo lo que al b ien p ú b l i c o 
se refiere, y por lo tanto, es lo mismo que Gobierno, e n t e n d i é n d o -
se por és te no ya el conjunto de los poderes, sino el de los organis-
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mos que d e s e m p e ñ a n el ejecutivo, á excepc ión de l a f u n c i ó n j u d i -
cial , siendo la, p o h ' í i c a el elemento de d i r ecc ión , el c r i t e r io con su-
jec ión al cual obra el Gobierno, el pensamiento que da unidad á 
sus actos h a c i é n d o l o s converger en un punto , la A d m i n i s t r a c i ó n 
especial, propiamente dicha, v e n d r á á estar consti tuida por esos 
mismos actos; s e r á , en fin, la acc ión del Gobierno aplicada á l a 
ges t ión de los intereses morales y materiales de la sociedad; y , per-
sonalizando la idea, s e r á la i n s t i t u c i ó n que bajo la d i r e c c i ó n de la 
pol í t ica ejerce la r e p r e s e n t a c i ó n y ges t ión de aquellos intereses. L a 
variedad y mul t ip l i c idad de é s t o s , el incesante cambio que en 
ellos determina el progreso de la c iv i l i zac ión y las justas aspira-
ciones de los pueblos al mejoramiento de los servicios, son c i r -
cunstancias que conspiran á dotar á la A d m i n i s t r a c i ó n de un po-
der para que pueda vencer los o b s t á c u l o s que se opongan á la eje-
c u c i ó n de sus resoluciones, independiente para no verse á cada 
momento detenida en el desarrollo de sus planes, organizado ó pro-
visto de agentes relacionados entre s í , y responsable para que la 
independencia en el obrar no degenere por el abuso en t i r a n í a . 
CAPITULO I I . 
DIVISION D E L PODER ADMINISTRATIVO. 
1.° Divis ión del Poder administrativo en reglamentado, reglamentario y dis-
crecional.—2.° Formas de las resoluciones administrativas.—3.° Poder dis-
crecional. 
I . 0 — D i v i s i ó n de l Poder a d m i n i s t r a t i v o en reglamentado, r eg la -
m e n t a r i o y d iscrec iona l . 
E l Poder adminis t ra t ivo, formado por las atribuciones ó faculta-
des concedidas á la A d m i n i s t r a c i ó n , aunque uno en su esencia, re-
cibe diferentes nombres s e g ú n el objeto sobre que recae. L l á m a -
se reglamentado cuando se aplica á ejecutar y hacer c u m p l i r las 
leyes de i n t e r é s general. A q u í la A d m i n i s t r a c i ó n , como dóci l ins-
t rumento del legislador, no puede hacer otra cosa que encerrarse 
en lo preceptuado y ex ig i r su puntual observancia, y sus actos por 
lo mismo, como impuestos por una voluntad superior, carecen de 
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l iber tad y no son origen de responsabilidad m i é n t r a s se c i ñ a n á 
l lenar aquella f u n c i ó n . 
Sucede no obstante que la ap l i cac ión de las leyes á u n á las ne-
cesidades m á s comunes y mejor conocidas exige que los precep-
tos g e n é r i c o s y en cierto modo absolutos de a q u é l l a s se acomoden 
á la m u l t i t u d de casos diversos que en la p r á c t i c a ocurran, y al le-
gislador es imposible prever, porque dependen de circunstancias 
m u y variables en sí y en sus combinaciones. Este trabajo i m p r o -
pio de las tareas legislativas, así como el de fijar los detalles y por-
menores de la e j ecuc ión , h á s e encomendado á la A d m i n i s t r a c i ó n , 
que por la no in t e r rumpida cont inuidad de su acc ión , por los datos, 
noticias y conocimiento que debe tener de las condiciones de todo 
g é n e r o en que el pa í s se encuentra, y , finalmente, por la part icipa-
c ión que se le a t r ibuye, ya que no en la a d o p c i ó n , al m é n o s en la 
d e l i b e r a c i ó n de las leyes (1), h á l l a s e en s i t uac ión de conocer y 
salvar con sus disposiciones los o b s t á c u l o s que tal vez suscita la 
e j e c u c i ó n de lo mandado, de explicar su sentido y alcance á los 
agentes encargados inmediatamente de hacerlo c u m p l i r , y de pro-
veer pronta y r á p i d a m e n t e al remedio de cualquiera d i f icu l tad . 
2 . ° — F o r m a s de las resoluciones a d m i n i s t r a t i v a s . 
Estas atribuciones, que como todas las d e m á s que d e s e m p e ñ a re-
conocensu fuente y or igen en elRey, d e n o m í n a n s e , s e g ú n la fo rma 
y el objeto^ reales decretos, reglamentos, ins t rucc iones , o r d e n a n ' 
zas, reales ó r d e n e s y circulares, por lo que hace á l o s centros ad-
minis trat ivos superiores, y bandos, ordenanzas j c i rcu la res en la 
A d m i n i s t r a c i ó n infer ior . Veamos ahora los c a r a c t é r e s m á s s e ñ a l a -
dos que dis t inguen esos actos ó manifestaciones diferentes del po-
der reglamentario de la A d m i n i s t r a c i ó n , y que en sus formas obe-
decen sólo al uso en casi todos los casos. 
Desde l u é g o hay que adver t i r que los reales decretos y reales 
ó r d e n e s son las maneras en que siempre aparecen las resolucio-
nes tomadas por el Rey, ó en su nombre, si bien las ú l t i m a s mejor 
p o d r í a n l levar otro cualquiera como con r a z ó n sos t en ía hace m u -
chos a ñ o s u n sáb io publicis ta e s p a ñ o l (2). As í , pues, no se crea 
(1) Ar t . 58 de la Constitución. 
(2) Silvela.—Estudios prácticos de Administración, pág . 324. 
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que ambas pertenecen e s p e c í f i c a m e n t e á los actos del poder re-
glamentario, sino que son comunes á todos los administrativos 
que se vent i lan en la m á s elevada esfera de este orden. 
Los reales decretos son las ó r d e n e s que, para dictar disposi-
ciones de observancia general de alta importancia , para reso lveé 
los l i t ig ios administrat ivos, para nombrar y separar funcionarios 
de elevada c a t e g o r í a , para ejercitar las facultades de la Corona 
con r e l ac ión á las Oór t e s , y para otros asuntos de índo le a n á l o g a , 
expide el Rey r u b r i c á n d o l a s . D i f e r énc i anse de las reales ó r d e n e s 
en que és t a s no l levan la r ú b r i c a del Rey, n i en realidad és te 
tiene en ellas m á s p a r t i c i p a c i ó n que la que procede de la dele-
g a c i ó n de su autor idad en los Minis t ros , que verdaderamente son 
sus autores, y en que los asuntos en que recaen son de menor 
in t e r é s y gravedad que los tratados en los reales decretos, s i r-
viendo ya para dictar las providencias ministeriales en los asuntos 
y expedientes, ó bien para resolver dudas, hacer aclaraciones y 
establecer en casos particulares formas de procedimiento. 
Los reglamentos, como anuncia su nombre , t ienen por fin dar 
reglas para el cumpl imiento de las leyes, cuyas prescripciones 
s in té t i cas desarrollan y exponen, a c o m o d á n d o l a s á los casos que 
puedan ofrecerse, y se d i r igen á todos, administrados y adminis -
tradores, c a r á c t e r general que las diferencia de las instrucciones 
que comunmente tan sólo á prescr ib i r á los ú l t i m o s la manera 
de l levar á cabo los servicios tienden. Las ordenanzas, aunque 
revisten generalidad parecida á los reglamentos, difieren de ellos 
en que su objeto principal suele ser establecer prohibiciones, 
conceder permisos y s e ñ a l a r á sus contraventores penas. Pero 
todos estos c a r a c t é r e s , deducidos de lo que en la p r á c t i c a se 
observa, s in que haya precepto alguno que los fije, no siempre 
se encuentran perfectamente marcados en las disposiciones a d m i -
nistrativas s e g ú n su respectiva clase, como que el nombre ó ca l i -
ficación que se les da depende del a rb i t r io de los centros y f u n -
cionarios de que proceden. Para te rminar , consignaremos que las 
c i rcu lares son ó r d e n e s emanadas de los Minis t ros ó de otros 
Jefes de la A d m i n i s t r a c i ó n superior, en que se dispone, explica, ó 
encarga á las autoridades subalternas alguna par t icu lar idad res-
pecto al ramo del servicio que les e s t á confiado. 
Con arreglo á la C o n s t i t u c i ó n , son obligatorios para todos los 
reglamentos é instrucciones para el cumpl imiento de las leyes. 
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de las que vienen á formar parte, siendo como su p r o l o n g a c i ó n , 
y esto mismo debe decirse de las ordenanzas que, respecto á su 
fin, e n c u é n t r a n s e en el mismo caso que aquellas otras disposi-
ciones. 
Por lo que hace á las autoridades locales, los Gobernadores po-
seen la facultad de publ icar bandos y c i r cu l a r e s para el c u m p l i -
miento de las leyes, reglamentos y d e m á s prescripciones emanadas 
del Poder legislativo ó de los centros superiores del ejecutivo. Son 
los pr imeros especie de instrucciones á que deben ajustarse los 
agentes inferiores y á u n los ciudadanos, so pena de i n c u r r i r en 
ciertas correcciones que no pueden exceder de las s e ñ a l a d a s en 
el l ib ro 3.° del C ó d i g o penal, salvo el caso de que exista ley que 
otra cosa determine (1). Las circulares tienen c a r á c t e r i gua l á las 
que publ ica la A d m i n i s t r a c i ó n superior, con l i m i t a c i ó n natural-
mente á la provinc ia ó distr i to en que se ha de observar y sólo 
para l levar á e j ecuc ión lo que las leyes y disposiciones generales 
determinan. 
Las Diputaciones y Comisiones provinciales , aunque autorida-
des administrat ivas s e g ú n la ley, no pueden publ icar bandos, re-
glamentos, etc., porque carecen del derecho de comunicarse d i -
rectamente con sus administrados, debiendo hacerlo siempre por 
conducto de los Gobernadores, ejecutores de sus acuerdos. 
Los Ayuntamientos e s t á n facultados para acordar las o rdenan-
zas de pol íc ia urbana y r u r a l para el r é g i m e n ele sus respectivos 
distri tos, y los reglamentos y disposiciones que estimen conve-
nientes para su e j ecuc ión , dentro de ciertos l ím i t e s y con arreglo 
á determinados t r á m i t e s , as í como t a m b i é n d ic ta r los regla-
mentos para el r é g i m e n y aprovechamiento de los bienes comuna-
les y su disfrute; y á los Alcaldes compete como ejecutores de los 
acuerdos, Jefes de A d m i n i s t r a c i ó n munic ipa l y representantes del 
Gobierno en los respectivos distri tos, dictar bandos sobre pol íc ia 
urbana y r u r a l , ó r d e n p ú b l i c o , etc., y cuantas disposiciones sean 
precisas para l lenar esas funciones, ya en esa misma forma, ya por 
medio de c i rc ida res . Definidas quedan esas diferentes maneras de 
expresar las resoluciones de las autoridades y no hay por lo tanto 
necesidad de insist i r en ello. Otro tanto sucede con los decretos, 
providencias y ó r d e n e s en lo relat ivo á l a A d m i n i s t r a c i ó n prov in-
(1) Ley de 25 de Setiembre de 1863, art. 11: Código penal, arfc. 625. 
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cial y munic ipa l . Por lo que hace á los acuerdos, inú t i l ó supé r f luo 
se r í a decir que, m á s bien que formas de enunciar la vo lun tad ó 
mandatos de las corporaciones administrativas mencionadas, son 
la exp re s ión de hechos, puesto que acuerdo significa el de reunir -
se distintas voluntades en un punto ó dec i s ión cualquiera , y sólo 
por e x t e n s i ó n se l l aman acuerdos los documentos en que se con-
signa lo resuelto por las autoridades compuestas de varios m i e m -
bros, ó colegiadas, que no de otro modo que á p lura l idad de votos, 
e x p r e s i ó n de las voluntades individuales , pueden adoptar deci-
siones. 
Todos los actos de la potestad reglamentaria de la Admin i s t r a -
c ión son obligatorios como las leyes, de cuya naturaleza par t ic ipan; 
pero á cond i c ión de que no las violen é inf r in jan en el fondo n i en 
la forma; y esto es tanto m á s justo cuanto que por ser en cierto 
modo parte de ellas obtienen esa fuerza, y en concepto de actos 
del Poder ejecutivo h á n s e de atemperar para ser v á l i d o s á lo que 
las mismas leyes previenen. Las consideraciones debidas al p r i n -
cipio de autoridad, y el riesgo de que á veces pudiera perturbarse 
el ó r d e n p ú b l i c o si se reconociera el derecho de no obedecer tales 
prescripciones aun en los casos en que no r e ú n e n las c i rcuns tan-
cias de fiel conformidad con la ley, y de atemperarse en sus condi-
ciones externas á lo preceptuado, sirven de fundamento á la doc-
t r i n a de los escritores que opinan porque siempre se acaten, y 
para evitar su e j ecuc ión se recur ra a l Jefe y cabeza del Poder 
ejecutivo p id iéndo le que, oido el Consejo de Estado, deje sin efec-
to, anule y revoque las disposiciones contrarias á la ley; y caso 
de no obtenerlo, se acuda á los Tribunales; ó bien se hace presente 
á las Oór tes el abuso á fin de que exijan la responsabilidad al M i -
nis tro ó Minis t ros que lo hayan cometido. 
Este procedimiento es sólo aplicable á los actos de la A d m i n i s -
t r a c i ó n superior. Respecto á los de la subalterna, existen e l de 
r ecu r r i r al superior j e r á r q u i c o y el de l levar el asunto á los 
Tribunales . 
3.°—Poder d i sc rec iona l . 
As í como la impos ib i l idad de que el legislador prevea y com-
prenda en sus preceptos la sér ie inmensa de casos diversos á que 
h a b r á necesidad de aplicarlos es la causa del Poder reglamenta-
r io de la A d m i n i s t r a c i ó n , as í t a m b i é n de la imposibi l idad de pre-
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ver hechos, cuya r e a l i z a c i ó n no es n i siquiera conjeturable, y que, 
sin embargo, cuando l lega rec laman imperiosamente medidas, 
providencias y actos que pongan á cubierto de todo d a ñ o los inte-
reses de la sociedad, ó en beneficio de és tos los convier tan, nace 
y procede el Poder d i sc rec iona l . Acaecen en efecto en la v ida 
social sucesos, ve r i f í canse f e n ó m e n o s , brotan incesantemente 
y sin descanso se t rasforman y combinan necesidades y atencio-
nes que hasta el momento en que surgen eran desconocidas, ó 
hasta el en que se presentan reclamando un lugar en el v a s t í s i m o 
cuadro de las p ú b l i c a s v iven sin atraer sobre si una mirada; 
pero que en el instante en que se muestran ó dan á conocer exijen 
de modo incontrastable sa t i s facc ión , requieren inmediata y r á p i -
damente ser objeto del sol íci to celo del poder, encargado de aque-
llos importantes intereses, que su f r i r í an graves trastornos si se re-
trasara la ap l i cac ión de los medios adecuados para l ibrar los del 
perjuicio que les amenaza, ó para hacer redundar en su favor el 
b ien que puede obtenerse. Si una calamidad cualquiera, por ejem-
plo, no puede remediarse sino mediante la d e m o l i c i ó n de uno ó va-
rios edificios, s in la d e s t r u c c i ó n de propiedades particulares, la A d -
m i n i s t r a c i ó n sin vacilar m a n d a r á hacerlo y no a g u a r d a r á á que 
se cumplan los t r á m i t e s que en los casOs ordinarios deben seguir 
sus actos de esta índo le , porque la ley suprema de la necesidad 
l a impone el deber de salvar á todo trance los intereses p ú b l i c o s , 
s iquiera para ello tenga que prescindir del respeto á uno de los 
derechos naturales m á s umversalmente reconocido y mejor asegu-
rado; y es que, como dice un eminente publicista e s p a ñ o l ya 
antes citado, «en las r e p ú b l i c a s el Presidente y en las m o n a r q u í a s 
el Rey, e s t á n esencialmente investidos de todas las facultades, de 
todos los poderes que, no siendo contrarios á la le tra n i a l espí r i -
t u de la Cons t i t uc ión del Estado, fo rmen parte del Poder supremo 
y se consideren necesarios á todas horas y en todas ocasiones á la 
prosperidad y seguridad de la n a c i ó n (1).» H é a q u í en pocas pala-
bras definido el Poder discrecional y just if icada la r a z ó n de su 
existencia. 
(1) Sil vela, ohra citada, pág. 197. 
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CAPITULO I I I . 
ATRIBUCIONES DE L A ADMINISTRACION. 
I.0 Atribuciones de carácter general.—2.° Atribuciones peculiares de cada 
departamento ó Ministerio. 
í . 0 — A t r i b u c i o n e s de c a r á c t e r genera l . 
Siendo la A d m i n i s t r a c i ó n una parte del Poder ejecutivo, claro es 
que su existencia no es m á s que una de las manifestaciones de la 
au tor idad real en la que aquel poder reside en su in tegr idad con 
arreglo á la ley fundamental del Estado (1). As í , pues, para cono-
cer la e x t e n s i ó n de sus facultades positivas determinadas, s e r á su-
ficiente descartar de las que se reconocen al Monarca las relativas á 
la func ión j u d i c i a l , y separar en las restantes lo que de ellas se re-
fiere á la pol í t ica . Hecho este deslinde, veremos que es de su 
incumbencia la e jecuc ión de todas las leyes de i n t e r é s general, y 
como consecuencia la exped i c ión de los decretos, reglamentos ó 
instrucciones conducentes al objeto; conservar el orden p ú b l i c o 
en la nac ión y para ello adoptar las medidas encaminadas á la 
c o n s e c u c i ó n de ese fin, elemento indispensable de prosperidad, asi 
como las que requiere su restablecimiento cuando el orden haya 
sido perturbado; l a seguridad y defensa del Estado, que l leva con-
sigo la facultad de disponer del E jé rc i to y A r m a d a , la c o n s t r u c c i ó n 
de fortificaciones, etc.; la ges t i ón y cuidado de la fortuna púb l i ca , 
lo cual impl i ca el establecimiento, a d m i n i s t r a c i ó n y cobranza de los 
impuestos, la i n v e r s i ó n de los fondos, y la c o n s e r v a c i ó n y mejora 
de los bienes del Estado; proteger y fomentar la r iqueza general 
desarrollando sus fuentes, estimulando la p r o d u c c i ó n , faci l i tando el 
consumo, dando medios c ó m o d o s y seguros al cambio; procurar el 
adelanto mora l , intelectual y material del pueblo, por la d i fus ión 
del saber, la p e r s e c u c i ó n de los vicios y la i n s t i t uc ión de centros 
de e n s e ñ a n z a de artes y oficios ú t i l e s ; acudir al socorro de los que 
por su estado no pueden atender á su subsistencia, a c o g i é n d o l o s en 
lugares destinados á ese fin Pero es inú t i l proseguir una enu-
(1) Constitución de 1876, t í t . 6. 
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meracion que se r í a in terminable si hubieran de detallarse uno por 
uno los deberes de la A d m i n i s t r a c i ó n , y las atribuciones que en 
re l ac ión con ellos ejerce, m á x i m e cuando és tos y a q u é l l o s pueden 
encerrarse en esta f ó r m u l a : produci r siempre el bien, apartan-
do los o b s t á c u l o s que á su logro opongan las personas y las cosas, 
ora empleando medios pacíf icos, ora recurr iendo á la fuerza para 
conseguirlo cuando las resistencias que encuentra no puedan de 
otro modo vencerse. 
A c c i ó n tan vasta exige que de una mi rada se abarque el presen-
te y el porvenir , las necesidades actuales y las contingencias f u -
turas; que se combinen los intereses, á veces a n t a g ó n i c o s , de las 
provincias, comarcas y localidades, de las diferentes clases socia-
les, de las diversas industr ias: que se tengan en cuenta las d i f i cu l -
tades surgidas de los h á b i t o s , costumbres, preocupaciones é ideas 
reinantes en los pueblos y las que oponen el c l ima , el suelo y has-
ta la pos ic ión geográ f i ca . 
2 . °—Atr ibuc iones pecul iares de cada depar tamento ó M i n i s t e r i o , 
Dentro de la A d m i n i s t r a c i ó n general del Estado que hemos pro-
curado dar á conocer en su naturaleza y facultades, a ú n se dis-
t inguen por la especialidad de su objeto y la s e p a r a c i ó n con que 
hasta cierto punto funcionan, los que algunos l laman ramos auxi -
liares, por ocuparse de los intereses generales considerados en 
uno de los grupos específ icos de las relaciones del Estado, ya con 
otros Estados, ó sean los servicios dependientes del Minis ter io de 
Estado; bien de la o r g a n i z a c i ó n , r é g i m e n , subsistencia y empleo 
del E j é r c i t o y de la Armada , encomendados á los Minis ter ios de 
Guerra y Marina; de la ges t ión y a d m i n i s t r a c i ó n del pa t r imonio y 
caudales de la n a c i ó n , que preside y d i r ige el Minis ter io de Ha-
cienda; de la o r g a n i z a c i ó n y r é g i m e n de los Tribunales , que con 
los de ó r d e n religioso ó ec les iás t ico tienen su centro en el Min i s -
terio de Gracia y Justicia; y finalmente, las que por referirse a l 
domin io y a d m i n i s t r a c i ó n de las provincias u l t ramar inas , aunque 
en muchos puntos, por su c a r á c t e r , parece que debieran estar re-
partidas entre los departamentos ministeriales, se hallan reunidas 
en el de Ul t r amar , á fin de que haya mayor unidad en el gobier-
no de tan apartados ter r i tor ios . Por manera que, en realidad, para 
quienes as í d iscurren por A d m i n i s t r a c i ó n sólo debe entenderse lo 
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que es objeto de los Ministerios de G o b e r n a c i ó n y Fomento . Sin 
desconocer que bajo un punto de vista m u y concreto y res t r ingi -
do hay exact i tud en esa d i s t i nc ión , p a r é c e n o s que en general no 
es aceptable y menos con respecto á la materia contencioso-admi-
nistrativa, en la que s e g ú n la l eg i s lac ión vigente, y dadas ciertas 
condiciones de que hemos de ocuparnos m á s adelante, se hal lan 
comprendidas las resoluciones de todos los Minister ios (1). 
D e s p u é s de esto no c a u s a r á e s t r a ñ e z a que entre las atribuciones 
administrat ivas se hayan colocado algunas que, como las de dis-
poner de las fuerzas de mar y t ier ra , for t i f icación del t e r r i t o r io , 
e tcé te ra , parecen ajenas á la índo le de la A d m i n i s t r a c i ó n , y sin 
embargo no lo son, porque sin ellas ser ía le imposible c u m p l i r con 
una de sus m á s importantes obligaciones, la de conservar el orden 
en lo in ter ior y procurar la seguridad del Estado en lo exterior. 
Existe t a m b i é n para eso otra r a z ó n que s i rv ió de base al precepto 
citado, y es que en todos esos ramos especiales ó auxiliares, ade-
m á s de la parte puramente t é c n i c a peculiar en que entienden, hay 
asuntos de c a r á c t e r adminis t ra t ivo , como son los relativos al 
nombramiento , ascensos, recompensas, separaciones y d e m á s v i -
cisitudes del personal, 'contratos, edificios, etc., en cuyos negocios 
recaen providencias que pueden lastimar, que last iman el dere-
cho de un tercero, y á no volver al sistema per turbador y aban-
donado de las jurisdicciones especiales, que con menoscabo de la 
jus t ic ia tanto se e x t e n d i ó durante los dos ú l t i m o s siglos y p r i n c i -
pios del actual, ó hay que declarar irrevisables las resoluciones, 
providencias y ó r d e n e s que de algunos centros ministeriales pro-
cedan, ó es preciso, como justamente se practica en o b s e r v a c i ó n do 
las disposiciones vigentes, someterlas á las mismas reglas á que 
e s t án sujetas las de los otros que les son a n á l o g a s . 
(1) R . D. de 30 de Diciembre de 1848, art. 1.a, pár. 1.°, reformado por 
R. D. de 17 de Julio de 1849. 
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CAPÍTULO I Y . 
ORGANIZACION ADMINISTRATIVA. 
I .0 Elementos generales de la organización adminis trat iva .—2.° Los Minis-
tros.—3.° Los delegados ó representantes del Poder central. 
1.°—Elementos generales de la o r g a n i z a c i ó n a d m i n i s t r a t i v a . 
• Hemos visto que el p r imero y m á s importante deber de la A d -
m i n i s t r a c i ó n es el ejecutar las leyes de i n t e r é s general, y bien 
p o d r í a n en él resumirse todos los d e m á s , ya que de ése traen su or í -
gen á u n en los momentos en que usa de la potestad discrecional, 
y para c u m p l i r l o , así como ha menester poder ó autoridad, necesi-
ta instrumentos, medios que la pongan en c o m u n i c a c i ó n con la 
sociedad. A l conjunto de estos medios, instrumentos ú ó r g a n o s 
dispuestos de manera ta l que se relacionen entre sí sin estorbarse 
los unos á los otros y respondan todos al fin de su c r e a c i ó n , l l á m a -
se o r g a n i z a c i ó n adminis t ra t iva . Sus elementos t e ó r i c a m e n t e pue-
den considerarse tres: los funcionarios y empleados, las corpora-
ciones adminis t rat ivas , los ciudadanos ó particulares; pero como 
el ú l t i m o entre nosotros apenas si revela su existencia fuera de las 
instituciones religiosas y benéf i cas , en realidad e s t á n reducidos á 
los dos pr imeros . 
2 . ° — L o s M i n i s t r o s . 
E l Rey, Jefe supremo de la A d m i n i s t r a c i ó n , puesto que lo es del 
Poder ejecutivo, no p o d r í a d e s e m p e ñ a r por sí mismo las a t r ibuc io-
nes que la C o n s t i t u c i ó n le reconoce, sin que habida cuenta de su 
inv io lab i l idad , dejase de desnaturalizarse el p r inc ip io que sirve de 
base y fundamento al sistema parlamentar io, ó mejor dicho, re-
presentativo, al paso que se r ía absurdo despojarle de esa potestad; 
y para compadecer el uso de é s t a con la existencia de a q u é l l a es 
para lo que se han establecido los Min i s t ros á quienes el Monarca 
nombra y separa con l ibre vo luntad . Esos funcionarios asumen la 
responsabilidad de las ó r d e n e s del Rey , cuyos mandatos no pueden 
llevarse á efecto si no e s t á n refrendados por uno de ellos, que por 
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só lo este hecho la acepta (1). Cada Minis t ro d i r ige un ramo de la 
A d m i n i s t r a c i ó n p ú b l i c a , que para ello se considera d iv id ida en tan-
tos como son los Minister ios , variando su n ú m e r o s e g ú n las exi-
gencias de la pol í t ica y el desarrollo de las relaciones del Estado. 
E n la actual idad son ocho: Estado, Gracia y Justicia, Hacienda, 
Guerra, Marina, G o b e r n a c i ó n , Fomento y Ul t ramar . 
E l cuerpo formado por l a r e u n i ó n de los funcionarios superio-
res es el Consejo de Minis t ros , cuyo Presidente puede tener ó no 
cartera, es decir, d e s e m p e ñ a r uno de los Ministerios; pero es s iem-
pre el Jefe de la c o r p o r a c i ó n , á la que i m p r i m e d i r e c c i ó n po l í t i ca . 
Los Minis t ros , pues, pueden considerarse bajo dos aspectos: como 
miembros del Consejo que f o r m a n , ó como Jefes superiores de un 
r amo de la A d m i n i s t r a c i ó n . E n este concepto, son superiores j e -
r á r q u i c o s no sólo de todas las autoridades, funcionarios, emplea-
dos y agentes de su ramo respectivo, sino t a m b i é n de las corpo-
raciones administrat ivas locales y provinciales con arreglo á los 
preceptos de la C o n s t i t u c i ó n y de las leyes de o r g a n i z a c i ó n de 
las Diputaciones y Ayuntamientos (2); y por lo tanto les corres-
ponde la i n specc ión de todos los actos de sus subordinados que 
pueden suspender, reformar ó anular , ya de oficio ó e s p o n t á n e a -
mente, ya á instancia de parte agraviada s e g ú n los casos, siendo 
sus resoluciones revocables por ellos mismos m i é n t r a s no causan 
estado. Reunidos en Consejo, constituyen el Centro direct ivo de los 
asuntos del Estado, que como Gobierno adopta los proyectos de 
ley que estima út i l ó necesario presentar a l Poder legislat ivo, ó 
b ien resuelve los que, iniciados en los Cuerpos Colegisladores, con-
viene aceptar, é i m p r i m e determinada marcha á la pol í t ica inte-
r i o r y exterior: como Consejo del Rey, le informa de las necesida-
des generales y le propone los medios adecuados para remediarlas, 
y , finalmente, como agente ó adminis t rador de los intereses de la 
n a c i ó n , d i r ige y unifica la A d m i n i s t r a c i ó n , y r e ú n e , ordena y u t i l i za 
los datos y noticias relativos al estado del pa í s y sus necesidades. 
Esto no obstante, el Consejo de Minis t ros no contiene en sí la 
A d m i n i s t r a c i ó n entera, puesto que la Cons t i t uc ión establece la 
existencia de Diputaciones y Ayuntamientos que bajo la i n s p e c c i ó n 
(1) Constitución vigente, art. 49. 
(2) Constitución vigente, art. 84, núm. 3.°—Leyes Provincial, art. 85, y 
Municipal, art. 179. 
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de a q u é l , como poder tutelar de los intereses permanentes de todo 
el reino, d e s e m p e ñ a n facultades no só lo propias sino privat ivas, 
con cierta independencia. 
3 . °—Los delegados ó representantes de l Poder cen t ra l . 
Cada Minis ter io tiene una o r g a n i z a c i ó n par t icular para el des-
pacho de los asuntos de su incumbencia, de la que no es del caso 
ocuparnos. Imposible ser ía l levar á todas partes la v ig i lancia en 
el cumpl imien to de las leyes, el cuidado de los intereses generales, 
en resumen, l a a c c i ó n de la A d m i n i s t r a c i ó n , si el centro del poder 
careciera de ó r g a n o s y agentes en todo el t e r r i to r io , por cuyo me-
dio se ejerciese á u n en los m á s apartados extremos, a l paso que 
aislado c a r e c e r í a del conocimiento de los deseos, ideas y opiniones 
de la sociedad, de sus necesidades y aspiraciones. Por eso en todas 
las provincias, en todos los pueblos, por insignificantes que és tos 
sean, tiene autoridades subalternas que, ó son sus representantes 
y agentes, ó, aunque disfruten de facultades propias en lo relativo 
á los intereses peculiares de la localidad ó comarca puesta á su cui -
dado, obran siempre, cuando no conforme á las instrucciones ema-
nadas de los centros ministeriales, bajo la i n s p e c c i ó n del Go-
bierno. 
Hasta ahora, en las provincias eran los Gobernadores los repre-
sentantes de todos los Ministerios, bajo cuya dependencia e j e r c í a n 
en ellas las funciones direct iva ó pol í t ica y la adminis t ra t iva ó de 
ges t ión ; pero el plausible deseo de sustraer á la perniciosa inf luen-
cia de los vaivenes pol í t icos los importantes asuntos relativos á l a 
Hacienda ha dado margen á la c r e a c i ó n de una magistratura eco-
n ó m i c a , m u y parecida á los antiguos Intendentes, y poco dese-
mejantes de los Procura tores r e i pr ivatss ó Ra t iona l i s de la 
A d m i n i s t r a c i ó n romana, que no solo arranca á las mencionadas 
autoridades las escasas atribuciones que en lo e c o n ó m i c o t e n í a n , 
puesto que, con arreglo á la ley de 9 de Dic iembre de 1881, el 
Delegado es la autor idad e c o n ó m i c a superior de la provincia , 
sino que totalmente extingue los vis lumbres de prestigio que a ú n 
disfrutaban, haciendo posible que se ponga en duda si son ó no las 
pr imeras del ó r d e n adminis t ra t ivo . Fuera de los asuntos de la Ha-
cienda, los Gobernadores asumen la A d m i n i s t r a c i ó n superior de 
las provincias, y por lo tanto bajo su dependencia obran todas 
las d e m á s autoridades, funcionarios y corporaciones de ese ó r d e n . 
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salva siempre aquella esfera de competencia que exclusiva y p r i -
vativamente asignan las leyes en ciertas materias á determinados 
ó r g a n o s , como á su t iempo y en los lugares adecuados procurare-
mos ind icar . 
E n los pueblos, la acc ión del Gobierno central se t rasmite por los 
Alcaldes, que en ellos le representan y obran como sus agentes y 
delegados, bien ejerzan el cargo por e lecc ión , ó ya por nombra -
miento real lo d e s e m p e ñ e n ; pero como es l óg i co , si en la organiza-
c ión adminis t ra t iva ha de haber la c o h e s i ó n necesaria para que los 
diferentes organismos no sean un conjunto in forme de ruedas 
que g i ren independientemente, sin relaciones en sus movimientos , 
sin conspirar á un fin ú n i c o y previsto, las citadas autoridades 
locales, en cuanto representantes del Gobierno, ejercen las faculta-
des que les corresponden bajo la inmediata dependencia y d i r ecc ión 
de los Gobernadores, dependencia y d i r ecc ión que no son ú n i c a s , 
porque en los negocios y asuntos que a t a ñ e n á la Hacienda la j e -
fatura y superioridad j e r á r q u i c a s i ncumben á los Delegados del 
r amo. 
D e s p u é s de esta r á p i d a ojeada sobre la o r g a n i z a c i ó n adminis t ra-
t iva, por lo que hace al p r imero de sus elementos, resta sólo a ñ a d i r 
que el segundo, ó sea las corporaciones, lo fo rman las Diputac io-
nes y Ayuntamientos á quienes es tá encomendada la adminis t ra -
c ión de los intereses peculiares de las provincias y Munic ipios ; f u n -
ción que ejercen l ib re , pero no independientemente, puesto que 
cabe contra sus resoluciones recurso al Gobierno á u n cuando no 
recaigan en objetos ajenos á aquellos intereses, y bajo la d i r ecc ión 
del Gobierno y sus agentes en los asuntos que no les competen ex-
clusivamente s e g ú n las leyes. 
CAPÍTULO Y. 
RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA. 
I.0 Origen y clases de la responsabilidad administrativa. —2.° Responsabilidad 
política.—3.° Eesponsabilidad administrativa.—4.° Responsabilidad judicial. 
I . 0 — O r i g e n y clases de la r e sponsab i l idad a d m i n i s t r a t i v a . 
Armada la A d m i n i s t r a c i ó n de poder tan extenso que le permite, 
no sólo desarrollar el sentido de las leyes y dictar las reglas con 
su jec ión á las cuales han de ser ejecutadas, sino t a m b i é n obrar á 
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veces sin otra no rma que la a p r e c i a c i ó n de lo que á su j u i c i o de-
mandan los intereses p ú b l i c o s , fuera fáci l que su acc ión degene-
rase de protectora y tutelar en opresiva y d e s p ó t i c a , si no hubiese 
medio de obtener amparo contra sus providencias, de paral izar 
los efectos de las medidas ilegales ó d a ñ o s a s que adopta así res-
pecto al Estado como respecto á los particulares, de obl igar la en 
fin á que se encierre en los l ími t e s que á su act ividad marcan de 
consuno la r a z ó n y la ley; y tanto m á s cuanto que el abuso p o d r í a 
l legar á la a b s o r c i ó n de la potestad legislativa sin m á s que fal-
sear en los reglamentos é instrucciones el pensamiento del legis-
lador, y a l de la j u d i c i a l rechazando en cuanto se refir iera á sus 
actos, cualesquiera que fuesen, la i n t e r v e n c i ó n de los Tr ibunales 
de jus t ic ia , por donde v e n d r í a á concentrar así lo que con previ -
sora s a b i d u r í a separa la ley fundamenta l del Estado, siguiendo los 
pr incipios en que el Gobierno representativo se i n fo rma . 
Estas usurpaciones que, conservando en la apariencia ese r é g i -
men, c o n s t i t u i r í a n en real idad u n absolutismo b u r o c r á t i c o odioso 
por ser h i p ó c r i t a y t i r á n i c o , porque no lo m i t i g a r í a el respeto á 
las tradiciones menospreciadas en nombre del progreso de las 
ideas y de la c iv i l izac ión , son imposibles desde el momento en que 
la A d m i n i s t r a c i ó n en todas sus esferas y grados v ive sujeta á una 
cond ic ión inseparable de su ejercicio, la r e sponsab i l idad , que 
alcanza desde el Minis t ro al ú l t i m o de sus agentes, que no excep-
t ú a del Rey abajo á n i n g u n o . 
Consiste la responsabilidad de la A d m i n i s t r a c i ó n en la obl iga-
ción de someter sus actos al e x á m e n y ju i c io ya de un superior 
j e r á r q u i c o , ó ya al de otro de los Poderes del Estado. Pero este 
concepto general se descompone por r a z ó n del l lamado á ex ig i r l a 
en tres clases de responsabilidad: la pol í t ica , la adminis t ra t iva y 
la j u d i c i a l . 
2 .°—Responsabil idad p o l i t i c a . 
L a pr imera , que no cede en importancia y eficacia á las otras 
dos, suele el vu lgo m i r a r l a con desden, t i é n e l a en poco, porque sus 
efectos no satisfacen con algo tangible y ruidoso los deseos de la 
pas ión que, á v i d a de venganza ó de emociones, ve en el t r á g i c o fin 
de D . Alva ro de L u n a , ó en la p r i s i ón del M a r q u é s de la Ensena-
da, ejemplares escarmientos, sin adver t i r que, aunque m é n o s dra-
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m á t i c a s , son de resultado m á s seguro y permanente las c a í d a s 
determinadas por los actos parlamentarios, que anulan para siem-
pre á quienes los provocan. 
L a responsabilidad pol í t ica es el mejor baluarte cont ra la usur-
p a c i ó n del Poder legislat ivo por l a A d m i n i s t r a c i ó n ; porque si los 
cuerpos que con el Rey lo ejercen son la verdadera r e p r e s e n t a c i ó n 
de la op in ión p ú b l i c a , si inspirados en ella y con la independen-
cia que debe en ellos resplandecer examinan y censuran el uso que 
a q u é l l a hace de sus facultades reglamentarias, los votos de censu-
ra, las interpelaciones y preguntas hacen imposible la i n v a s i ó n , y 
s irven t a m b i é n para que por su sola denuncia en las Cortes las ex-
t ra l imitaciones , abusos de autor idad, ó injusto proceder de todos 
los funcionarios del Estado sean corregidos y , caso de merecerlo, 
castigados sus autores, e x i g i é n d o l e s cualquiera de las otras dos 
clases de responsabilidad. 
3 .°—Responsabi l idad a d m i n i s t r a t i v a . 
No encuentra en el á n i m o de algunos mayor e s t i m a c i ó n que la 
po l í t i ca la adminis t ra t iva , por suponer siempre parcia l idad en fa-
vor de los sujetos á ella por parte de los encargados de ex ig í r s e l a , á 
causa del e sp í r i t u de cuerpo; mas esto no obsta para que sea esta 
responsabilidad medio expedito y eficaz de impedir , reparar y cor-
regi r el mal uso que haga de sus facultades cualquiera autor idad, 
c o r p o r a c i ó n ó funcionario, en d a ñ o del i n t e r é s p ú b l i c o ó h i r iendo 
el derecho part icular . Dos son sus clases: la gubernat iva y la con-
tenciosa. A q u é l l a , así comience por a c u s a c i ó n , queja ó denuncia 
del agraviado, ó se incoe de oficio e s p o n t á n e a m e n t e por el supe-
r io r j e r á r q u i c o á qu ien el asunto competa, tiene la ventaja de su 
fácil y r á p i d a acc ión ; porque la v ía gubernat iva, en la que se t ra-
mi ta y te rmina , no e s t á sujeta á la solemne len t i tud que resulta del 
empleo de f ó r m u l a s y plazos inevitables, n i h á menester el uso de 
modos rituales de exponer y pedir, desconocidos para la general i -
dad. L a ú l t i m a , si bien reviste formas de j u i c i o , no sigue las se-
veras y por necesidad proli jas que las leyes prescriben á los T r i -
bunales ordinarios. 
4 .°—Responsabi l idad j u d i c i a l . 
Por és tos , como indica su nombre , se exige la responsabilidad 
j u d i c i a l en los casos en que procede, que no son otros que aque-
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l íos en que la r e so luc ión ó medida adminis t ra t iva constituye u n 
delito definido y penado en el C ó d i g o , y aun entonces s e r á preci-
so, para que la j u r i s d i c c i ó n c o m ú n pueda desde luego conocer, que 
el castigo no es té reservado á la A d m i n i s t r a c i ó n ó que, caso de que 
así sea, no haya alguna c u e s t i ó n p r e v i a admin is t r sd iva . que re-
solver; porque si esto aconteciere, la A d m i n i s t r a c i ó n no c o n s e n t i r á 
el procesamiento hasta tanto que, apreciado por ella el hecho y sus 
circunstancias, declare si el funcionario ó agente o b r ó b ien ú o b r ó 
mal . E n defecto de reglas que expl iquen y hagan practicable el 
precepto consti tucional re la t ivo á l a p r é v i a a u t o r i z a c i ó n para pro-
cesar á los funcionarios p ú b l i c o s en la actualidad, se obtiene u n 
resultado p r ó x i m a m e n t e igua l por medio de las competencias ó 
conflictos de atribuciones que la A d m i n i s t r a c i ó n , en la manera 
que m á s adelante procuraremos explicar, suscita á los citados 
Tr ibunales . 
L i m i t a d a nuestra tarea á dar á conocer l a f o rma contenciosa 
de la responsabilidad adminis t ra t iva , nada m á s creemos pertinente 
decir respecto á la reponsabilidad de las d e m á s clases; y como 
la idea de responsabilidad suscita como su complemento necesa-
r io la de jus t ic ia , es decir, la r e a l i z a c i ó n de a q u é l l a conforme a l 
derecho, na tura l es que se ind ique en q u é consiste lo que suele 
llamarse la jus t i c ia adminis t ra t iva . 

TITULO I I I . 
De la just ic ia admiuistFativa. 
CAPÍTULO PRIMERO. De la jus t i c ia y jur i sd icc ión administrativas.— 
CAP. I I . De la via gubernativa.—CAP. I I I . De la jur isdicc ión con-
tencioso- administrativa. 
C A P I T U L O P K I M E E O . 
DE LA. J U S T I C I A Y JURISDICCION ADMINISTRATIVAS. 
I.0 Idea de la justicia administrativa.—2.° Jurisdicción administrativa. 
3.° Divis ión de la jurisdicción administrativa. 
I . 0—Mea de la j u s t i c i a a d m i n i s t r a t i v a . 
L a jus t ic ia que consiste en la ap l i cac ión del derecho, porque 
como dice el c ó d i g o de D . Alfonso el S á b i o es « r a i g a d a v i r t u d que 
dura siempre en las voluntades de los ornes justos é da é compar-
te á cada uno su derecho i g u a l m e n t e » , d i v í d e s e , conforme á la í n -
dole de los preceptos aplicados, en n a t u r a l y p o s i t i v a . 
L a p r imera , que es la definida en las Part idas, realiza en l a v i -
darlos pr incipios y reglas que consti tuyen el derecho n a t u r a l : la 
segunda resulta de la conformidad de los actos con las prescrip-
ciones del derecho pos i t ivo , y d á s e pr inc ipalmente ese nombre á 
la observancia de a q u é l l o s por las autoridades p ú b l i c a s a l ejecu-
tar las leyes. E n este sentido, por lo tanto, bien puede decirse que 
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la jus t ic ia , es ó debe ser la tarea del Poder ejecutivo, y consiguien-
temente la de la A d m i n i s t r a c i ó n que de él fo rma parte. Verdad es 
que de ord inar io sólo á la ap l i cac ión de las leyes civiles en las con-
troversias entre particulares, y á la de las que establecen penas 
para castigar los delitos, se denomina j u s í i c i a ; pero esto no obsta 
para que la acepc ión yerdadera de esa palabra sea la apuntada. 
Hay, pues, una jus t ic ia adminis t ra t iva que, por lo expuesto, 
consiste en la conformidad de los actos de la A d m i n i s t r a c i ó n con 
lo que las leyes y disposiciones porque se r ige previenen. 
, Pero la re lac ión de exacti tud entre el derecho y el hecho que 
contiene la idea de lo j u s to , no exis t i r ía en la acc ión adminis t ra-
t iva , sino abarcara és t a el cumplimiento de los deberes de la A d -
m i n i s t r a c i ó n en su total idad, ó sean los que tiene como encargada 
de realizar el bien, p ú b l i c o , y los que nacen del respeto al derecho 
part icular , al l lenar esa importante f u n c i ó n . 
Por lo que á los primeros hace, ya se ha dicho en q u é consisten, 
y como por su í n d o l e requieren una act ividad incesante que s e r í a 
imposible si careciese l a A d m i n i s t r a c i ó n de la facultad de apartar 
los o b s t á c u l o s que el i n t e r é s i nd iv idua l suscitase para resistir sus 
medidas, necesario es r e c o n o c é r s e l a . R e ú n e n s e por lo tanto en la 
A d m i n i s t r a c i ó n la potestad de dictar ó rdenes , providencias ó deci-
siones para atender al bien c o m ú n con arreglo á las leyes de que 
es ejecutora, y la de l levarlas á efecto, es decir, las dos condicio-
nes que forman los c a r a c t é r e s dist intivos de la j u r i s d i c c i ó n , ya que 
esta no es otra cosa que «la facultad conferida á las autoridades 
para dictar resoluciones y llevarlas á cumpl ida e j ecuc ión .» 
2 . ° — J u r i s d i c c i ó n a d m i n i s t r a t i v a . 
L a j u r i s d i c c i ó n adminis t ra t iva así entendida, siguiendo la op i -
n ión de un sáb io Magistrado y escritor f r a n c é s (1), comprende to-
dos los actos de la A d m i n i s t r a c i ó n , porque todos, s e g ú n anterior-
mente ee expuso, se refieren mediata ó inmediatamente á la ejecu-
c ión de las leyes, y siempre que és tas a t r ibuyen l a facultad de 
aplicar sus disposiciones á casos particulares, confieren una j u r i s -
d i cc ión . 
No suele, sin embargo, darse este nombre a l ejercicio del Poder 
admin is t ra t ivo , sino cuando para asegurar só l idas g a r a n t í a s a l 
(1) Henrion de Pancey, Tratado de la autoridad Judicial. 
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derecho par t icular en las cuestiones que suscita, por consecuencia 
de las medidas que reputa d a ñ o s a s , la A d m i n i s t r a c i ó n , representa-
da por los Tribunales de su orden, abre un j u i c i o cont radic to-
r i o , una verdadera l i t i s en que se controvierte acerca de lo que 
demanda el respeto debido á aquel derecho y lo que exige el bien 
p ú b l i c o , ó ya en los casos en que se t rata de resolver á c u á l de las 
autoridades, la j u d i c i a l ó la adminis t ra t iva , corresponde el conoci-
miento de un asunto. 
Con arreglo á l a a c e p c i ó n c o m ú n de la palabra y á u n á su sig-
nificado j u r í d i c o , esto ú l t i m o es lo m á s exacto; pero la op in ión de 
los que sostienen que de cualquiera manera que sea, el ejercicio 
de la potestad adminis t ra t iva constituye una j u r i s d i c c i ó n , con fó r -
mase mejor con la e t i m o l o g í a del vocablo; porque, en efecto, la 
A d m i n i s t r a c i ó n activa, aunque por punto general obre sin que 
preceda l a i n j u s vocat io, posee plenamente la facultad de decla-
rar el derecho, j u s dicere, y e s t á m á s en a r m o n í a con el p r inc ip io 
constitucional s e g ú n el que toda j u r i s d i c c i ó n emana del Rey; por-
que este pr inc ip io se deriva del que reconoce en el Monarca la 
fuente de la jus t i c i a humana, que por esto se adminis t ra en su 
nombre, y es una consecuencia incontrover t ib le de la autor idad 
conferida al Rey para ejecutar y hacer c u m p l i r las leyes, esto es, 
para aplicar el derecho positivo, p a r a hacer j u s t i c i a . De esta ma-
nera entendida la j u r i s d i c c i ó n , expl ícase m á s fácil y naturalmente 
la contencioso-administrativa en toda su e x t e n s i ó n , que no e r i g i é n -
dola en prerogativa r e g í a , inventada para evitar que poderes extra-
ñ o s vengan á juzgar los actos del adminis t ra t ivo, (que son los del 
Rey llevados á cabo por sus agentes); ya que para dar a l g ú n colo-
r ido de veros imi l i tud á esa teor ía , hay que empezar por suponer, 
ó mejor dicho, por asentar que existen dos Poderes ejecutivos, 
esencial y or iginar iamente diferentes é i r reducibles á la un idad; 
de los cuales uno es tá destinado al cumpl imien to de las leyes de 
i n t e r é s general, y el otro á la ap l i cac ión de las civiles y penales: 
viniendo así á reconocer, no ya como independiente, sino como 
soberano, a l Poder jud ic i a l los mismos que se niegan á concederle 
otro c a r á c t e r que el de ó r d e n ó ramo de la A d m i n i s t r a c i ó n p ú -
bl ica . 
L a j u r i s d i c c i ó n , as í concebida, unifica la idea del Poder ejecu-
t ivo ; es l a consecuencia rigorosa de la un idad de este poder, y de 
ta l manera comprende todas las aplicaciones del mismo, que legi -
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t i m a la r e so luc ión de las competencias por el Rey, facultad que 
partiendo de otra h ipó te s i s no tiene fácil defensa. 
Pero aunque admitamos que la jus t ic ia y la j u r i s d i c c i ó n admi -
nistrativas se ejerciten en todas las esferas que abarca la a c c i ó n de 
la A d m i n i s t r a c i ó n , porque todo poder p ú b l i c o debe obrar aplican-
do el derecho, esto no impl i ca que hayan de ser i d é n t i c a s sus 
formas. 
3 . ° — D i v i s i ó n de la j u r i s d i c c i ó n a d m i n i s t r a t i v a . 
L a conveniencia p ú b l i c a que determina cuanto á la organiza-
ción de los poderes se refiere, así como exige que el ejecutivo, ú n i -
co en su esencia, se d iv ida , por la manera de ser ejercido, en 
j u d i c i a l y adminis t ra t ivo, de donde nacen las jur isdicciones 
correspondientes, requiere t a m b i é n que la j u r i s d i c c i ó n adminis-
t ra t iva , que en su origen es igualmente una, revista c a r a c t é r e s 
diferentes con arreglo á la diversa naturaleza de los asuntos á que 
se aplica. 
Los autores, para explicar estas diferencias, dicen que la j u r i s -
d icc ión adminis t ra t iva es re ten ida y delegada, porque el Rey, 
or igen de ella, ó la ejerce por medio de los Ministros responsa-
bles y de los d e m á s agentes de la A d m i n i s t r a c i ó n , ó la t rasmite á 
los Tribunales establecidos para fallar en los l i t ig ios de los par-
ticulares con a q u é l l a ; pero esta clasif icación, n i e s t á conforme .con 
los hechos, n i sirve m á s que para induc i r á error . No concuerda 
con los hechos, porque el Consejo de Estado no fal la, propone 
fallos; y es ocasionada á error , porque esa discordancia, que 
pugna con la de l egac ión , puede conducir á fo rmar equivocados 
juic ios de la facultad real . 
T a m b i é n hay quien, copiando demasiado el procedimiento j u d i -
c ia l , d iv ida la j u r i s d i c c i ó n de que se trata en v o l u n t a r i a y con-
tenciosa, comprendiendo en la pr imera las reclamaciones en la 
v ía gubernativa, y en la segunda los pleitos con la A d m i n i s t r a c i ó n . 
A d m í t a n s e ó no estas divisiones, es indudable que la A d m i n i s -
t r a c i ó n ejerce su j u r i s d i c c i ó n de dos maneras, bien aplicando el 
derecho sin necesidad de t r á m i t e s j u r í d i c o s , ora decidiendo las 
reclamaciones que suscitan sus providencias en forma de j u i c i o , ó 
resolviendo las cuestiones de competencia con las autoridades j u -
diciales; á estas diferentes maneras de proceder es á lo que se 
aplican las denominaciones de procedimiento gubernat ivo y pro-
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cedimiento contencioso de los asuntos adminis t ra t ivos, y de ellos 
vamos á ocuparnos. 
CAPÍTULO I I . 
D E L A V Í A G U B E R N A T I V A . 
1,° Su estado ántes de publicarse la ley sobre ol procedimiento económico-
administrativo.—2.° Importancia de la nueva ley.—3.° Critica de la misma. 
1.°—Su estado Antes de publ icarse la ley sobre el p r o c e d i m i e n t o 
e c o n ó m i c o - a d m i n i s t r a t i v o . 
A l estado de confus ión hasta ahora existente en el procedimien-
to e c o n ó m i c o - a d m i n i s t r a t i v o , ha venido en gran parte á poner t é r -
mino la ley de 31 de Diciembre de 1881, que si no realiza por ente-
ro la idea que p re s id ió al nombramiento de las comisiones encar-
gadas en 1873 y 1879 de la fo rmac ión de un cód igo procesal, acusa 
un notable adelanto, y puede servir de base á la r e d a c c i ó n de una 
ley que comprenda todo el procedimiento adminis t ra t ivo , d á n d o l e 
fijeza y un idad . 
Con noble franqueza se declara enla «Expos ic ión de mot ivos» que 
á l a ley de 1881 precede, el desorden y falta de concierto de nues-
t ra A d m i n i s t r a c i ó n , pues mientras é s t a conoc í a de ciertos asuntos 
en una sola instancia, para otros se daban cuatro, y en n inguno 
h a b í a otra regla de proceder que la r u t i n a ó el c r i te r io de los fun-
cionarios, m á s propensos á convert i r el procedimiento en inexpug-
nable baluarte de los intereses de la Hacienda, que en só l ida 
g a r a n t í a de derechos vulnerados. M al reclamante le era dable ave-
r i g u a r en q u é t iempo h a b í a de hacer uso de su derecho, n i la for-
ma de ejercitarlo, n i la manera de aducir pruebas: formulada su 
r e c l a m a c i ó n , n inguna noticia volvía á tener de ella, hasta que se 
le notificaba el resultado final del expediente, dado caso que el ex-
pediente se resolviera, porque muchas veces las reclamaciones no 
llegaban á obtener favorable n i adverso resultado. Convert ida as í 
la A d m i n i s t r a c i ó n en misteriosa red de apretadas mallas, no siem-
pre fácil de salvar; colocados los intereses de la Hacienda en abier-
ta lucha con los del ind iv iduo , que se acostumbraba á considerar-
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l a como perseguidora y enemiga, cual si no se tratase de intereses 
a r m ó n i c o s y de una causa c o m ú n ; roto el dique del comedimien-
to y de la prudencia, no era mucho que la acc ión i n d i v i d u a l se 
declarase en pugna con la acc ión fiscal, y que los males fuesen en 
aumento, hasta el punto de que, visto el creciente disgusto del pa í s 
y la imperiosa necesidad de poner mano firme en la adminis t ra-
c ión , casi siempre relegada al olvido y convert ida en cebo de bas-
tardas ambiciones é insaciables apetitos, adoptasen todos los par-
t idos pol í t icos como lema de su bandera las reformas adminis t ra-
t ivas. ¿Se h a b r á conseguido algo con la pub l i cac ión de la nueva 
ley? No es fácil predecirlo, ya que sus consecuencias, beneficiosas 
ó no, m á s que del texto de la misma, dependen de la forma en que 
se aplique y de la idoneidad de los funcionarios llamados á in ter-
pretarla; pero, de todas suertes, el intento es loable y digno de elo-
gio el p ropós i to que la dicta . 
2 . ° — I m p o r t a n c i a , de la nueva l ey . 
L a importancia de las leyes rituales y adjetivas, consideradas 
como de derecho p ú b l i c o , es g r a n d í s i m a , y a que sin ellas no hay 
derecho seguro, n i g a r a n t í a eficaz, contra las invasiones del m á s 
osado ó del m á s fuerte. ¿Qué le impor ta al contr ibuyente conocer 
el impuesto de derechos reales y t r a s m i s i ó n de bienes, la cuota 
exigible de c o n t r i b u c i ó n indus t r ia l y las leyes todas que regulan 
la manera de con t r ibu i r al levantamiento de las cargas del Esta-
do, si , conocido el exceso y descubierta l a d e m a s í a , i gnora la for-
ma en que ha de hacer valer su derecho, ó invoca en vano el 
auxi l io de una ley procesal que le ponga á cubierto de toda a rb i -
trariedad? Este vac ío han venido á l lenar lo , en lo que respecta á 
los asuntos del ramo de Hacienda, la ley y reglamento de 31 de 
Diciembre de 1881, que se inspiran en u n pr inc ip io esencialmen-
te descentralizador, y que tienen por objeto procurar que las re-
laciones entre el administrado y la A d m i n i s t r a c i ó n dejen de ser 
an t i t é t i cas , que desaparezca el e sp í r i t u de ataque y defensa que las 
anima, y que la A d m i n i s t r a c i ó n central no sucumba por la p l é to -
ra que la asfixia, en tanto que la provinc ia l perece por la a n é m i a 
que la an iqui la . 
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3.°—Crit ica, de la. m i s m a . 
L a p r imera y m á s importante reforma que en el procedimiento 
se introduce, obedeciendo al p r inc ip io inconcuso y eterno de ju s -
t ic ia de que nadie debe ser condenado sin ser oido, es que al inte-
resado se le oiga y se le admi tan las pruebas que en jus t i f i cac ión 
de sus alegaciones presente. Antes de ahora, ya se incoara el ex-
pediente gubernat ivo á instancia de parte, ya por in ic ia t iva de la 
A d m i n i s t r a c i ó n , se p r e s c i n d í a del interesado y d e s p u é s de muchos 
extractos, notas, conformes, consultas y ampliaciones, sol ía po-
nerse t é r m i n o a l sigilo del expediente, notificando á la parte la r e -
s o l u c i ó n final. De hoy m á s , extractadas la sol ic i tud y documentos 
que la a c o m p a ñ e n y reunidos los antecedentes é informes necesa-
rios acerca de los hechos, se p o n d r á el expediente de manifiesto, y 
el interesado p o d r á presentar nuevas pruebas ó desistir de su re-
c l a m a c i ó n . Si desiste de ella, p a s a r á el asunto á la c a t e g o r í a de 
cósa juzgada; si insiste, a l e g a r á lo que estime oportuno á la de-
fensa de su derecho, y la A d m i n i s t r a c i ó n r e s o l v e r á en definit iva 
dentro de un plazo dado. Han desaparecido, pues, la desconfianza 
y el s ig i lo que á n t e s reinaban, y á u n cuando algo queda t o d a v í a 
por hacer, las reformas introducidas son buena prueba de que 
caminamos á la pub l ic idad de los expedientes, de todo punto ne-
cesaria siempre que se trate de controversias entre el Estado y los 
particulares en que no hay otro i n t e r é s que el de la jus t ic ia , á d i -
ferencia de lo que ocurre en los asuntos d i p l o m á t i c o s y en los que 
afectan á la seguridad de la n a c i ó n , que deben llevarse con la re-
serva debida. 
Respetando la ley las jurisdicciones privat ivas del T r i b u n a l de 
Cuentas é I n t e r v e n c i ó n general del Estado, que se ajustan á t r á -
mites especiales en todo lo que al e x á m e n y a p r o b a c i ó n de cuen-
tas se refiere, lo mismo que a l reintegro de alcances, y marcando 
reglas concretas para la sustanciacion de cuantas reclamaciones 
surjan en los expedientes de apremio y agravio de cuotas, esta-
blece un procedimiento breve, preciso, a l cual han de someterse 
todas las instancias de parte en los asuntos del ramo de Hacienda 
que tengan por objeto la demanda de u n derecho sobre que la 
A d m i n i s t r a c i ó n haya de resolver. 
Las instancias que en la v ía gubernat iva se conceden son dos: 
en la pr imera , por regla general, resuelven los Delegados p r o v i n -
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c ía les ; la r e so luc ión de la segunda corresponde exclusivamente al 
Min i s t ro , á propuesta del Jefe del Centro direct ivo encargado del 
asunto, ó del Subsecretario, si se trata de alzadas que deban t r a -
mitarse por S u b s e c r e t a r í a , en cuyo caso e s t á n todas las que se i n -
terpongan contra providencias dictadas por los Centros directivos 
en asuntos propios de la A d m i n i s t r a c i ó n centra l , ó en las inc iden-
cías de los contratos de c a r á c t e r general . E n esta clase de expe-
dientes conocen y resuelven en pr imera instancia los Directores 
generales. In terventor general, Junta de pensiones civiles y de-
m á s centros facultados para el lo . 
Ul t imada la v í a gubernat iva, queda t o d a v í a a l interesado el re-
curso de acudir á l a contenciosa, novedad importante que in t ro -
duce la ley y que merece cumpl ido elogio, porque no h a b í a r a z ó n 
alguna para admi t i r el recurso contencioso en los ramos de con t r i -
buciones directas, propiedades, deuda y c o n t r a t a c i ó n de servicios 
p ú b l i c o s , m i é n t r a s se denegaba en los de rentas estancadas, consu-
mos y aduanas. Todos ellos quedan equiparados, y f u n d á n d o s e el 
legislador en que allí donde hay una providencia adminis t ra t iva 
que cause estado puede haber u n derecho desconocido y una ley 
in f r ing ida , acaba con las caprichosas dist inciones que á n t e s exis-
t í an , y abre la v ía contenciosa, sin exc lu s ión de ramos, no sólo á 
todo aquel que se considere perjudicado por una providencia defi-
n i t iva , siempre que el asunto sobre que verse consti tuya materia 
contencioso-administrativa, les ión en derecho perfecto é in f r acc ión 
de precepto legal , sino á todo el que experimente per juic io por 
v i r t u d de providencias de mero t r á m i t e dictadas ó confirmadas en 
segunda instancia, cuando resuelvan la cues t ión pendiente, ha-
ciendo imposible todo recurso admin is t ra t ivo . E n las mismas con-
diciones p o d r á el Estado someter á r ev i s ión en la v ía contenciosa 
las providencias de p r imera instancia, que por orden minis te r ia l 
se declaren lesivas de los derechos de a q u é l ; pero como no s e r í a 
jus to que los contribuyentes y los contratistas estuvieran indeter-
minadamente á merced de la A d m i n i s t r a c i ó n y expuestos al pel i -
gro de que las providencias r e c a í d a s en los expedientes se decla-
rasen contrarias á los intereses p ú b l i c o s , la ley l i m i t a el plazo, re-
d u c i é n d o l o á 10 a ñ o s , pasados los cuales no p o d r á ya hacerse la 
d e c l a r a c i ó n de que una providencia es lesiva de los intereses del 
Estado. 
Otros dos recursos e s t a b l é c e l a ley: el de nu l idad y el de queja. 
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Procede el p r imero contra las providencias que se dicten f u n d á n -
dolas en pruebas ó documentos falsos, y puede'ejerci tarse, tanto 
por el par t icular como por la A d m i n i s t r a c i ó n , dentro del plazo 
de 10 a ñ o s . E l recurso de queja se d i r ige contra los funcionarios, 
y cabe hacer uso de él en todo caso y en cualquier estado del ex-
pediente, citando siempre el a r t í c u l o de la ley ó del reglamento 
que se considere in f r ing ido : si la falta existe, el Min i s t ro la casti-
g a r á en los t é r m i n o s que el reglamento previene. 
T a m b i é n guarda la ley u n castigo para el reclamante de mala 
fe. Toda sol ic i tud, por viciosa que sea, se t r ami ta y resuelve; pero 
al dictarse la providencia condenatoria de pr imera instancia, pue-
de imponerse al reclamante una pena que no exceda del 10 por 100 
del importe reclamado. Si apela, y la providencia se confirma en 
la segunda instancia, la pena puede elevarse hasta el 20 por 100; 
y en la v ía contenciosa se pueden imponer las costas siempre que 
se declare haber obrado el demandante con notoria mala fe . 
Grave nos parece la medida y peligrosa el a rma puesta en ma-
nos de la A d m i n i s t r a c i ó n , á t a l punto , que si no se obra con ex-
quisi ta prudencia, fácil es que resulten fallidas las esperanzas que 
la nueva ley nos ha hecho concebir . Nadie incoa un expediente 
adminis t ra t ivo por el gusto de incoarlo, y si á l g u i e n lo hiciere, en 
la negativa de lo que pida y en el abono de los gastos anejos á 
toda r e c l a m a c i ó n , de cualquier í ndo le que sea, l leva el condigno 
castigo; pero someterle al pago de cantidades tan respetables 
como el 10 ó el 20 por 100 dpi impor te de lo que reclama, que sin 
riesgo de n inguna clase puede e x i g i r l e la A d m i n i s t r a c i ó n , juez y 
parte en el asunto, es coartar los derechos que la ley le concede, 
i r contra el e sp í r i tu que la i n f o r m a y colocar al contr ibuyente en 
una s i t uac ión sumamente desventajosa respecto á la Hacienda. 
Po r eso, aparte de otras consideraciones, d e c í a m o s en un p r i n -
cipio, que el éxi to de la ley, m á s que del texto de la misma, de-
pende de su i n t e r p r e t a c i ó n . Nada se h a b r á adelantado concedien-
do al contr ibuyente derechos que á n t e s no t e n í a , si las penas con 
que se le amenaza hacen i lusorio su ejercicio. De esperar es que 
los funcionarios todos sean sumamente parcos en la ap l i c ac ión de 
una penalidad, que bien ha podido suprimirse , y que de n inguna 
manera d e b í a haberse fijado en los t é r m i n o s que se hace, porque 
cuando las reclamaciones no versen sobre cantidades l í q u i d a s , 
s e r á difícil apreciar el tanto por ciento que marca el legis lador . 
56 MANUAL 
Y a que é s t e deja a l a rb i t r io de la A d m i n i s t r a c i ó n el imponer ó no 
la pena, puesto que siempre usa del verbo p o d r á , r e s é r v e s e para 
aquellos contados casos en que el contr ibuyente proceda con no-
tor ia mala fe. 
Hemos dicho todo lo que á nuestro p ropós i t o c u m p l í a respecto 
á los c a r a c t é r e s generales de la ley: en el t í t u lo dedicado al pro-
cedimiento gubernat ivo h a l l a r á el lector la manera de sustanciar 
las reclamaciones que se interpongan. 
CAPITULO I I I . 
DE L A JURISDICCION CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. 
I.0 Eazon de la existencia de esta jurisdicción.—2.° Caractéres dé lo contencioso-
administr ativo. 
1.°—Rsizon de ISL existencia, de esta j u r i s d i c c i ó n . 
L a índole propia, el c a r á c t e r d is t in t ivo de la A d m i n i s t r a c i ó n es 
la a c t i v i d a d . Encargada de proveer al bien c o m ú n , no c u m p l i r í a 
con este ú l t i m o deber si descuidase la sat isfacción de las necesida-
des actuales, y no se ocupara en prever las futuras, y en preparar su 
remedio, removiendo o b s t á c u l o s , allanando dificultades, dictando 
y haciendo ejecutar incesantemente providencias y resoluciones. 
Pero por lo mismo que esto requiere gran rapidez, puede m u y 
bien ocu r r i r que se cometan errores, y cuando és tos afectan a l 
derecho part icular , es jus to que se oigan y atiendan sus recla-
maciones, que se le proporcionen medios adecuados para hacer-
las valer, y , por ú l t i m o , que la autoridad que ha de resolverlas 
r e ú n a condiciones dé i l u s t r a c i ó n , imparc ia l idad y rec t i tud ; por-
que el Estado y la A d m i n i s t r a c i ó n , que le representa, aunque 
deben disfrutar en la ge s t i ón de los intereses p ú b l i c o s una g ran-
de ampl i tud de acc ión , e s t á n , como todo lo que forma la or-
g a n i z a c i ó n social, destinados á faci l i tar el desenvolvimiento i n -
d i v i d u a l , respetando las condiciones de su desarrollo que se 
resumen y compendian en el derecho de cada asociado, salvo los 
casos p r é v i a m e n t e s e ñ a l a d o s por .las leyes en que el bien par-
t i cu la r ha de ceder ante el beneficio general. Ha sido por lo tanto 
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preciso buscar u n medio adecuado para dar cumpl ida satisfac-
c i ó n y proporcionar l a debida defensa á los particulares agra-
viados por los a c í o s administrativos. Tres sistemas p o d í a n se-
guirse al hacerlo: encomendar el conocimiento de esas cuestiones 
á los Tribunales ordinarios, dejar á la A d m i n i s t r a c i ó n que las re-
suelva, ó crear Tribunales especiales pero dependientes de é s t a . 
Los tres existen y funcionan en la actualidad. Francia , I t a l i a , 
muchos Estados alemanes, y otras naciones han adoptado el ú l -
t i m o . E n Prusia y en Aus t r i a la A d m i n i s t r a c i ó n es la que resuel-
ve los recursos contra sus providencias. Ingla ter ra , los Estados-
Unidos de A m é r i c a y algunos cantones suizos han conferido esa 
facultad á la autor idad j u d i c i a l , y á esto mismo se inc l inan cada 
d í a m á s B é l g i c a y Holanda. 
E n E s p a ñ a han prevalecido, s e g ú n la índo le po l í t i ca de los Go-
biernos, ya el p r imero , ya el ú l t i m o de esos sistemas. 
E n realidad, n inguno de ellos carece de inconvenientes, n i deja 
de tener ciertas ventajas; y así por esto, como p e r l a s diversas 
tendencias de las escuelas pol í t icas cuyas doctrinas m á s ó m é n o s 
individualis tas forzosamente se reflejan en lo que a t a ñ e á l a or-
g a n i z a c i ó n adminis t ra t iva , d i s p ú t a s e con calor entre publicistas 
y hombres de Estado acerca de la bondad de uno ú otro , dis-
cus ión en que no siempre campea la cor tes ía propia de las l i -
des c ient í f icas , y de la que no estimamos necesario ocuparnos, 
porque es completamente ajena á nuestro p r o p ó s i t o , l imi t ado á 
dar á conocer lo existente sin entrar en disquisiciones relativas á 
lo que debiera exist ir . 
2.0—Caractéres de lo contencioso-administrativo. 
Desde l u é g o se comprende que las resoluciones de c a r á c t e r g e -
neral que la A d m i n i s t r a c i ó n adopta en v i r t u d del Poder regla-
mentar io que la Cons t i t uc ión le confiere, no pueden ser objeto de 
esa r ev i s ión , porque del uso que de ese poder haga, nadie, sino las 
Cór t e s , puede exigir le responsabilidad, toda vez que obra en-
t ó n c e s como delegada del Poder legislat ivo. 
Tampoco pueden ser objeto de r ev i s ión los actos de Gobierno, 
entendiendo por tales los que la C o n s t i t u c i ó n y las leyes confie-
ren á la C o r o n é , s in otra cortapisa que la de la o p i n i ó n p ú b l i c a 
representada en los Cuerpos Colegisladores, como las declaracio-
nes de guerra , c e l e b r a c i ó n de tratados de paz, etc. 
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Finalmente , deben excluirse para el caso algunos actos de ges-
t ión adminis t ra t iva . Ent re los actos, unos proceden del poder dis-
crecional, al paso que otros sólo son l íci tos á c o n d i c i ó n de respe-
tar el derecho de u n tercero. Los pr imeros, á los que se l l ama 
actos de la A d m i n i s t r a c i ó n pura , no pueden dar lugar á n i n g ú n 
recurso, v . g . : las medidas de pol ic ía , de disciplina y tutela admi -
nis t ra t iva . Los segundos son susceptibles de la r ev i s ión contencio-
so-administrativa, en ciertos casos, para obtener la r e p a r a c i ó n 
ó la i n d e m n i z a c i ó n del d a ñ o sufr ido. Resulta, pues, que son i m -
pugnables ante los Tribunales de la j u r i s d i c c i ó n contencioso-admi-
nis t rat iva aquellos actos, providencias ó resoluciones adminis t ra-
tivas que, procediendo de las facultades reglamentadas de la 
A d m i n i s t r a c i ó n , h ieran un derecho que las leyes amparan. 
Las anteriores reglas, aunque fundadas en la naturaleza de los 
actos administrat ivos, no son tan precisas como fuera de desear 
para caracterizar de un modo indudable las cuestiones que pue-
den ser llevadas ante los Tribunales contenciosos; y esto obl iga á 
que en cada caso par t icular tenga que acudirse á las leyes de los 
ramos á que pertenezcan los asuntos, para deducir de su estudio 
la clase de a t r i b u c i ó n conferida á la A d m i n i s t r a c i ó n y la natura-
leza del derecho que á los particulares reconocen. 
Mas no basta que el acto adminis t ra t ivo, aunque pertenezca á la 
clase de los reclamables contenciosamente, nos perjudique, para 
que nos sea dado pedir su r e v i s i ó n : es preciso que, ó sea u n de-
recho perfecto, ó un i n t e r é s que haga veces de t a l , el que se haya 
lastimado ó perjudicado indebidamente con la providencia final 
y que és ta , d e s p u é s de notificada en forma, haya causado estado, 
esto es, que ponga t é r m i n o á todo recurso de orden gubernat ivo, 
c o n d i c i ó n de que nos ocuparemos m á s adelante. 
TITULO IV. 
Mater ia contencioso-admmiistpat íva. 
CAPÍTULO PRIMERO. Aguas públicas.—CAP. I I . Bienes nacionales.— 
CAP. I I I . Cargas de justicia.—CAP. IV. Clases pasivas.—CAP. V. 
Contratos con la Administración.—CAP. VI. Contribuciones.— 
CAP. v n . Deuda pública.—CAP. VII I . Empleados púb l i cos .— 
CAP. IX. E x p r o p i a c i ó n forzosa.—CAP. X. Impuestos indirectos y 
rentas.—CAP. XI . Minas.—CAP, XII . Montes públicos.—CAP. XII I . 
Términos municipales.—GAV. XIV. Usos y aprovechamientos co-
munes.—CAP. x v . Materias varias . 
CAPITULO P E I M E E O . 
AGUAS PÚBLICAS. 
I.0 Ideas generales.—2.° Legislación.—3.° Parte doctrinal.—4.° Jurisprudencia. 
1 .°—Ideas generales. 
Si en todos los t iempos el uso y aprovechamiento de las aguas 
ha consti tuido un importante ramo de la r iqueza p ú b l i c a y de la 
privada, y ha sido uno de los m á s poderosos elementos con que 
han contado los pueblos para el desarrollo de los medios materia-
les de su existencia, nunca han tenido una impor tanc ia tan capi-
ta l y u n tan general i n t e r é s como en la época moderna. 
Los grandes inventos científ icos de nuestros d í a s han venido á 
faci l i tar en alto grado el uso y aprovechamiento de las aguas, no 
só lo para fer t i l izar campos y comarcas antes incul tos , sino t a m -
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bien para perfeccionar gran n ú m e r o de artefactos é industr ias y 
crear m u c h í s i m o s nuevos, que ora la u t i l i zan como fuerza mo t r i z , 
en diferentes formas, ora como especie de pr imera materia, si se 
nos permite l a figura, y todos como elemento p o d e r o s í s i m o de pros-
peridad y de progreso. 
N a t u r a l era, pues, que desde los tiempos m á s remotos las leyes 
regularan el aprovechamiento y ap l i cac ión de las aguas; y sabido 
es de todos que n i los romanos, n i los godos, n i los á r a b e s , n i las 
leyes nuestras de Par t ida echaron en olvido un ramo tan impor -
tante, s o m e t i é n d o l e á la acc ión de la A d m i n i s t r a c i ó n y del buen 
gobierno de los pueblos. No era posible dejar al l ib re uso d e l p r i -
mer ocupante u n elemento de tanta val ía , y la ley hubo de s e ñ a -
lar reglas m á s ó m é n o s á m p l i a s , pero casi siempre en a r m o n í a con 
las costumbres y la manera de ser de los pueblos y de la época en 
que se dictaban, para que cada cual pudiera u t i l i zar tan precioso 
don de la naturaleza sin menoscabar los intereses o los derechos 
de los d e m á s . 
E n lo moderno las necesidades p ú b l i c a s han acrecido por v i r t u d 
del impulso que la p o b l a c i ó n , la r iqueza y los adelantos de las 
ciencias, las artes y las industrias han recibido y reciben constan-
temente: de a h í la mayor necesidad t a m b i é n de que todos los me-
dios que á su desarrollo pueden con t r ibu i r se regulen y ordenen 
dentro de l í m i t e s equitativos y racionales, que armonicen todos los 
intereses y todos los derechos s in menoscabar por una parte la pro-
piedad y el derecho privados, n i dejar por otra h u é r f a n o s de am-
paro y p r o t e c c i ó n los intereses y derechos p ú b l i c o s ó de la colecti-
v idad . 
2.°—Legislación. 
L a ley de 13 de Junio de 1879 define perfectamente y encierra 
dentro de l ím i t e s h á b i l m e n t e deslindados el dominio de las aguas 
pluviales, vivas, manantiales y corrientes, muertas, estancadas y 
s u b t e r r á n e a s ; los á lveos ó c á u c e s de las corrientes de todo g é n e r o ; 
las riberas y m á r g e n e s ; las accesiones que produce á veces la i n -
v a s i ó n de las aguas ó el desbordamiento na tura l de las corrientes, 
torrentes, rios, etc.; el emplazamiento de las obras de defensa 
contra las aguas p ú b l i c a s ; la d e s e c a c i ó n de lagunas y terrenos pan-
tanosos; las servidumbres, ya naturales, ya legales, en mater ia de 
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aguas, y m u y especialmente las i m p o r t a n t í s i m a s de acueducto y 
d i recc ión de aquellas y cuantas pueden afectar á los p r éd io s r ibe -
r e ñ o s ; el aprovechamiento y u t i l i zac ión , ya comunes ó colectivos, 
ya especiales, de las aguas p ú b l i c a s para el servicio d o m é s t i c o , 
ag r í co l a y f ab r i l , para la pesca, para la n a v e g a c i ó n y flotación, 
para el abastecimiento de poblaciones, para el de los ferro-carriles, 
para riegos, para canales de n a v e g a c i ó n , para viveros ó criaderos 
de peces, para toda clase de establecimientos industriales, etc. 
F i j a la manera de ejercer la pol ic ía sobre las aguas y su uso; las 
atribuciones de la A d m i n i s t r a c i ó n , de las comunidades de regan-
tes, sus sindicatos y jurados de aguas; la competencia de los T r i -
bunales en la materia y las formas de d i r i m i r las cuestiones que el 
uso de las aguas p ú b l i c a s y privadas produzca. 
A d e m á s la ley de 7 de Mayo de 1880 preside á todo lo que se re-
laciona con el domin io , uso y aprovechamiento de las aguas del 
mar l i t o r a l , de las playas, de las marismas, servicio y po l ic ía de 
los puertos, etc. 
¿Y c ó m o no h a b í a de ser as í , si por los precedentes de nuestra 
historia j u r í d i c a y de nuestras costumbres ha figurado de ant iguo 
nuestro país como uno de los m á s adelantados por su l eg i s l ac ión 
en materia de aguas? 
¿Y c ó m o no, habiendo recibido directamente las impresiones y 
los efluvios, por decirlo as í , de la c iv i l i zac ión romana y de sus au-
gustas leyes, y habiendo, por aditamento, estado durante siglos 
ocupada una buena parte del pa í s por un pueblo de tan colosal g é -
nio h i d r á u l i c o como el á r a b e , que tanto impulso d ió á las explota-
ciones ag r í co l a s y que tantos maravillosos recuerdos nos de jó con 
sus canales, sus acequias y acueductos, sus b a ñ o s , sus norias y 
otras m i l obras h i d r á u l i c a s , que en su t iempo convi r t i e ron en u n 
ver je l l a mayor parte de nuestro terri torio? 
E n efecto; á par t i r del Puero-Juzgo, nuestros legisladores han 
mi rado con p red i l e cc ión todo lo referente á la propiedad y uso de 
las aguas. Ese antiguo Cód igo contiene importantes disposiciones 
é impone penas á los que demolieren mol inos y á los que hur t a -
ren el agua, como puede verse en sus leyes 30 y 31 , t í t . 4 . ° , l i b . 8 . ° , 
y en i d é n t i c o sentido pueden citarse el Fuero Vie jo de Castil la y 
el Fuero de S e p ú l v e d a . 
Omi t imos , porque no es ocas ión oportuna a q u í , el ocuparnos de 
toda nuestra antigua l eg i s l ac ión , n i de las legislaciones Corales 
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aragonesa, catalana y navarra, y nos concretaremos á lo m á s re-
ciente. 
E n la época moderna se observan en la l eg i s l ac ión dos partes dis-
tintas; la p r imera parte podemos l lamarla de t r a n s i c i ó n , la segun-
da de desarrollo. L a segunda se encamina con m á s preferencia 
que la pr imera á absorber y depositar casi en su total idad por gra-
dos en manos de la A d m i n i s t r a c i ó n todo el ramo de las aguas, 
concretando la i n t e r v e n c i ó n de la autor idad jud i c i a l á m u y escasas 
cuestiones, como l u é g o veremos. 
U n e x á m e n comparativo sólo de las ó r d e n e s de la p r imera épo-
ca con los Rs. Ds. de 4 de Diciembre de 1859 y 29 de A b r i l de 1860, 
es suficiente para comprobarlo. 
Con estos precedentes, se p r o m u l g ó la ley de 3 de Agosto 
de 1866; pero á n t e s de poderse aplicar en todas sus disposiciones 
por falta de reglamento y que la experiencia hubiera e n s e ñ a d o si 
debiera ó no sufrir alguna modi f i cac ión importante , se derogaron 
por el decreto de 14 de Noviembre de 1868 los arts. 93, 94, 95, 98, 
101,102, la segunda parte del 106, el 108, 217, 236, 249, 252, 254, 
255, 256, 257 y 261; a n u n c i á n d o s e al mismo tiempo que esto se 
h a c í a sin perjuicio de las reformas que ulteriormente se i n t r o d u -
jeran en la ley. 
E n el referido decreto, que t e n í a por objeto establecer bases 
generales para la nueva leg is lac ión de obras p ú b l i c a s , se va r ia ron 
las disposiciones sobre las concesiones, bajo el punto de vista de 
l a d e s c e n t r a l i z a c i ó n adminis t ra t iva. 
Pero considerando que con la d e s c e n t r a l i z a c i ó n no se h a b í a 
hecho bastante para impulsar uno de los objetos principales de la 
ley de Aguas, que eran los canales de riegos, se p u b l i c ó la ley 
de 20 de Febrero de 1870 sobre construcciones de canales de r i e -
gos y pantanos, para cuyo cumpl imiento se p u b l i c ó el reglamento 
de 20 de Diciembre de 1870. 
Pero no t e r m i n ó con estas disposiciones el p e r í o d o constituyente 
de nuestra leg is lac ión de aguas; porque aunque la ley de 1866, 
organizando y dando unidad l eg i s l ac ión y resolviendo cues-
tiones importantes, fué u n g ran paso y p l a n t e ó en real idad el pro-
blema de deslindar la competencia de cada j u r i s d i c c i ó n en la 
materia, f u n d á n d o s e en el pr incipio de que las cuestiones sobre 
derechos adquir idos por v i r t u d de disposiciones adminis t rat ivas 
por la A d m i n i s t r a c i ó n deben decidirse, y los derechos emanados 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 63 
de la ley ó de un t í t u lo de derecho c i v i l por los Tr ibunales de la 
jus t ic ia ord inar ia , no r e v e s t í a n sus disposiciones toda la per fecc ión 
que es de apetecer cuando se trata de cuestiones de i n t e r é s tan 
general y culminante como las de aguas lo son en nuestros d í a s . 
Esto d ió lugar á resoluciones posteriores, que con las m u t i l a -
ciones hechas en la ley, s e g ú n queda dicho, crearon u n estado de 
p e r t u r b a c i ó n legal, por decirlo as í , al que era necesario poner t é r -
mino , refundiendo toda la l eg i s l ac ión para que respondiera á u n 
pensamiento un i forme y en a r m o n í a con las innovaciones que los 
acontecimientos de los quince ú l t i m o s a ñ o s han llevado á todas 
las esferas de nuestra vida legal y social. 
As í , en efecto, lo hizo el Gobierno publ icando la n o v í s i m a ley 
de Aguas de 13 de Junio de 1879, á l a cual s i g u i ó la de Puer-
tos de 7 de Mayo de 1880, á l a q u e ha pasado lo referente á las 
aguas del mar l i t o r a l y sus playas. 
Estas leyes son u n gran adelanto; pero no creemos que sean 
a ú n definitivas, porque p r o y e c t á n d o s e a l presente por el Minis te-
r i o de Fomento fo rmula r y plantear una nueva ley general de 
obras p ú b l i c a s , es casi seguro que sus preceptos h a b r á n de afec-
tar á algunos de los principios sobre los que la de Aguas e s t á fun-
dada, y por tanto la reforma de és t a s e r á casi segura e n t ó n c e s . 
Teniendo publicados, como tenemos, un Manual de Aguas 
ajustado á ley de 1866 y disposiciones posteriores hasta 1878, y 
otra obr i ta que recientemente hemos impreso con el t í t u lo deiVo-
visimas leyes de Aguas, Puertos y Canales (1), omi t imos hacer 
m á s extensa esta r e s e ñ a que á grandes rasgos hemos trazado y 
remit imos al lector á las explicaciones y comentarios que en uno y 
otro l i b ro pueden verse. 
3 . ° — P a r í e doctrinal. 
L a ley de Aguas ha establecido para unos casos la v í a j u d i c i a l 
y para otros la v ía adminis t ra t iva . 
L a pr imera , que ha de entablarse y seguirse, como su n o m b r e 
lo indica, ante los Tr ibunales ordinarios, corresponde en todos los 
casos en que se trate de derechos procedentes meramente de u n 
t í tu lo c i v i l ; del dominio de las aguas p ú b l i c a s y de las privadas y 
(1) Se venden en las oficinas de nuestro periódico E l Consultor de los Ayuri' 
tamientos. 
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de su poses ión; del de las playas, á lveos ó c á u c e s de los rios y do-
m i n i o y poses ión de las riberas; de las servidumbres de aguas y 
de paso por las m á r g e n e s , cuando se funden exclusivamente en un 
t í tu lo de derecho c i v i l ; del derecho de pescá ; de cuestiones susci-
tadas entre particulares sobre preferencia del derecho de aprove-
chamiento, dentro de la esfera de la ley de Aguas, de las aguas 
pluviales y de las d e m á s que corran fuera de sus c á u c e s naturales, 
siempre que la preferencia se funde t a m b i é n en un t í tu lo de dere-
cho c i v i l ; ó, por ú l t i m o , de cuestiones referentes á d a ñ o s y pe r ju i -
cios ocasionados á tercero en sus derechos de propiedad par t icu-
lar , cuya e n a j e n a c i ó n no sea forzosa, por la apertura de pozos or-
dinarios ó artesianos, por la e jecuc ión de obras s u b t e r r á n e a s y por 
toda clase de aprovechamientos otorgados en favor de par t icu-
lares . 
Todas las d e m á s cuestiones é incidentes han de ventilarse y 
resolverse por la v ía adminis t ra t iva , ya en la esfera gubernat iva , 
ya en la contenciosa. 
Respecto á la competencia de la j u r i s d i c c i ó n contenciosa en ma-
teria de aguas, la ley n o v í s i m a de 13 de Junio de 1879 ha conser-
vado todos los casos que c o m p r e n d í a la de 3 de Agosto de 1866, 
a ñ a d i e n d o a d e m á s los casos de caducidad, esto es, cuando se de-
clare la caducidad de una c o n c e s i ó n hecha á empresas ó pa r t i cu -
lares en los t é r m i n o s prescritos por la ley general de Obras p ú -
blicas. 
Pero, ¿han creado precisamente esas dos leyes el recurso con-
tencioso-administrativo para los asuntos de aguas? No: otras dispo-
siciones anteriores y diversas h a b í a n indicado y fijado ya los casos 
en que las cuestiones suscitadas por las providencias adminis t ra -
tivas dictadas en la materia que nos ocupa, p o d í a n hacerse con-
tenciosas. 
E l R. D . de 29 de A b r i l de 1860 es tab lec ió que todas has cuestio-
nes que se suscitasen sobre deslindes de c á u c e s y terrenos adya-
centes fuesen de la competencia de la A d m i n i s t r a c i ó n , r e s e r v á n d o -
se al conocimiento de los Tribunales ordinarios las que versaran 
sobre la propiedad. Las medidas de pol ic ía respecto de las aguas 
p ú b l i c a s y privadas en cuanto pudiesen perjudicar ó afectar á l a sa-
l u d p ú b l i c a se dejaban t a m b i é n á cargo de la A d m i n i s t r a c i ó n . 
A su vez la ley para la a d m i n i s t r a c i ó n y gobierno de las p r o v i n -
cias, de 25 de Setiembre de 1863, es tab lec ió en su art . 83, n ú m . 8.°, 
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que los Consejos provinciales o i r í a n y f a l l a r í an , cuando pasasen á 
ser contenciosas, las cuestiones relativas al curso, n a v e g a c i ó n y f lo-
t ac ión de los rios y canales, obras hechas en sus m á r g e n e s y cau-
ces, y pr imera d i s t r i b u c i ó n de sus aguas para riegos y otros usos. 
Pero las variaciones y trascendentales reformas que nuestra le-
g is lac ión ha sufrido posteriormente han modificado las disposicio-
nes mencionadas y fijado con m a y o r p r e c i s i ó n los casos en que á 
cada j u r i s d i c c i ó n le corresponde entender. 
L a ley de Aguas de 3 de Agosto de 1866 c o n s i g n ó ya preceptos 
terminantes sobre la mater ia . 
Es inú t i l que a q u í los reproduzcamos, puesto que la n o v í s i m a 
de 13 de Junio de 1879 ha modificado y derogado la l eg i s lac ión 
anterior, no dejando de ella subsistente m á s que aquella parte pu-
ramente reglamentaria, absolutamente indispensable para la ejecu-
ción é i n t e r p r e t a c i ó n de las nuevas disposiciones, í n t e r in publ ica 
el Gobierno el reglamento correspondiente para la ap l i cac ión y el 
cumpl imiento de la ley n o v í s i m a ; por lo cual sólo los preceptos de 
és ta pueden y deben tenerse en cuenta en asuntos de aguas. 
De consiguiente á ella tenemos que concretarnos. 
Y a dejamos consignados con toda p rec i s ión los casos en que las 
cuestiones de aguas se han de interponer y vent i lar ante los T r i -
bunales de la jus t i c ia ord inar ia : diremos, pues, c u á l e s son en ge-
neral las atribuciones de la A d m i n i s t r a c i ó n , y en q u é cuestiones 
es competente, y c u á l e s los casos y cuestiones en que la ley deter-
mina taxativamente que procede el recurso contencioso-adminis-
t ra t ivo . 
Corresponde á la A d m i n i s t r a c i ó n , y en su nombre y representa-
ción al Min is t ro de Fomento , ejercer la pol ic ía de las aguas p ú b l i -
cas y sus c á u c e s naturales, riberas y zonas de servidumbre, dic-
tando las disposiciones necesarias para el buen ó r d e n en el uso y 
aprovechamiento de a q u é l l a s (1). 
Respecto á l a s de domin io pr ivado , la A d m i n i s t r a c i ó n se l i m i t a -
r á á ejercer sobre ellas la v ig i lanc ia necesaria para que no pue-
dan afectar á la salubridad publ ica n i á la seguridad de las perso-
nas y bienes (2). 
T a m b i é n compete á la A d m i n i s t r a c i ó n activa, ó sea al Min i s -
(1) Ley de 13 de Junio de 1879, art. 228. 
(2) I d . , art. 227. 
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t ro de Fomento, como encargado de la e j ecuc ión y ap l i cac ión de 
la ley de Aguas (1): 
Dic tar los reglamentos é instrucciones necesarios a l efecto: 
Conceder por sí, ó por medio de las autoridades que del mismo 
dependan, los aprovechamientos que son objeto de la citada ley, 
siempre que por d ispos ic ión expresa de és ta no corresponda su con-
ces ión á otras autoridades ó al Poder legislativo: 
Resolver definit ivamente todas las cuestiones que se susciten en 
la ap l i cac ión de la ley, cuando no causen estado las decisiones de 
sus delegados, y salvo los recursos á que haya lugar con arreglo 
á l a misma: 
Acordar y ejecutar l a d e m a r c a c i ó n , apeo y deslinde de cuanto 
pertenece al domin io p ú b l i c o en v i r t u d de las prescripciones de la 
ley, sin perjuicio de la competencia de los Tr ibunales respecto á 
las cuestiones de propiedad y poses ión . 
Causan estado las providencias dictadas por la A d m i n i s t r a c i ó n 
mun ic ipa l en materia de aguas, si no se reclama contra ellas ante 
el Gobernador en el plazo de 15 dias. 
Las que dictan los Gobernadores producen el mismo efecto si 
no se recurre contra ellas por la v í a adminis t ra t iva ante el Min i s -
ter io de Fomento , ó por la contenciosa, cuando proceda, ante las 
Comisiones provinciales, cOmo Tribunales contencioso-adminis-
trat ivos. E n uno y otro caso el recurso ha de interponerse en el t é r -
mino de u n mes, contado desde la fecha de la not i f icación admi -
nistrat iva. 
Las resoluciones de la A d m i n i s t r a c i ó n central son reclamables 
por l a v ía contenciosa en los casos que l u é g o diremos, y el recurso 
se h a b r á de interponer en el plazo de tres meses, contados desde 
la not i f icación adminis t ra t iva ó p u b l i c a c i ó n en la Gaceta, si no fue-
se conocido el domic i l io de los interesados, á quienes se h a r á saber 
lo resuelto por el Centro direct ivo correspondiente ó por el Gober-
nador de la provincia (2). 
Contra las providencias dictadas por la A d m i n i s t r a c i ó n dentro 
del c í rcu lo de sus atribuciones en mater ia de aguas no pueden ad-
mit irse interdictos por los Tribunales de jus t ic ia . Unicamente po-
d r á n és tos conocer á instancia de parte cuando en los casos de ex-
(1) Ley de 13 de Junio de 1879, art. 248. 
(2) I d . , art. 251. 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRAT1VO 67 
propiacion forzosa prescritos en la ley no hubiese precedido a l 
d e s a h u c i ó l a correspondiente i n d e m n i z a c i ó n (1). 
L a i n t e r p r e t a c i ó n de las disposiciones de la l ey de 1866 en lo 
relat ivo á la competencia y atribuciones de la A d m i n i s t r a c i ó n no 
fué siempre uniforme. E n un pr inc ip io a t r i b u í a s e l e competencia 
para conocer de las cuestiones posesorias, porque la ley p a r e c í a 
dejar luga r á t a l i n t e r p r e t a c i ó n con su silencio; pero d e s p u é s , ha-
ciendo ap l i cac ión á esta materia de la doct r ina admin in i s t ra t iva 
referente á la poses ión , d i s t i n g u i ó s e ya entre la que es reciente y 
se funda en t í tu los claros é indubitables, y la que se disfruta por 
consecuencia de ejecutoria de u n T r i b u n a l del fuero c o m ú n ó por 
otro t í tu lo c i v i l ; y á v i r t u d de esta d i s t inc ión se resolvió que en el 
p r imer caso es la A d m i n i s t r a c i ó n la que debe entender, y que en 
el segundo sólo ante los Tribunales ordinarios debe y puede ven-
ti larse la c u e s t i ó n (2). 
Cuando se trata de la e j ecuc ión de obras ó emplazamiento de 
artefactos y cualesquiera aparatos que se hayan establecido ó se 
proyecte establecer en las m á r g e n e s de los rios, aunque sea con 
el b e n e p l á c i t o de los d u e ñ o s de la o r i l l a en que hayan de ejecu-
tarse ó instalarse, tiene que recurrirse á la A d m i n i s t r a c i ó n activa 
para obtener su consentimiento ó a u t o r i z a c i ó n , s in la cual no pue-
de precederse; y , por consiguiente, las cuestiones que acerca de 
tales asuntos ó sus incidentes se promuevan corresponden exclu-
sivamente al conocimiento de la A d m i n i s t r a c i ó n , s in que los T r i -
bunales ordinarios puedan contradecir n i oponerse á sus resolu-
ciones (3). 
No debe, por consecuencia de esto, perderse de vista que en lo 
relativo á cuestiones sobre poses ión de aguas p ú b l i c a s sólo cuan-
do alguno de los interesados funde su derecho en t í t u los civiles 
p o d r á n entablarse y resolverse ante los Tr ibunales de jus t ic ia (4): 
en todos los d e m á s la i n t e r p r e t a c i ó n que ha de darse á la ley es á 
favor de la A d m i n i s t r a c i ó n . 
A la A d m i n i s t r a c i ó n corresponde exclusivamente acordar acerca 
del derecho de construir y colocar m á q u i n a s ó aparatos destina-
(1) Ley de 13 de Junio de 1879, art. 252. 
(2) Sent. de 21 de Marzo de 1870, 
(3) Sent. T . S. J . 27 Enero 1873. 
(4) Resoluciones de 21 y 22 de Marzo de 1870, y otras muchas. 
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dos á l a pesca del s a l m ó n , con consentimiento de los d u e ñ o s de la 
r ibera (1): y , como regla general, debe tenerse en cuenta que las 
providencias de i n t é r e s c o m ú n que se refieran á rios navegables y 
flotables y á los canales de toda especie, son actos del Poder dis-
crecional y no pueden reclamarse por la v ía contenciosa; pero sí 
procede ésta cuando se trata de la ap l i cac ión de determinadas 
ordenanzas generales á casos part iculares. 
Cuando se duda si u n c á u c e es de c a r á c t e r púb l i co ó pr ivado, 
es indispensable su deslinde, que compete á la A d m i n i s t r a c i ó n , á 
m é n o s que se promueva en j u i c i o plenario c u e s t i ó n de propie-
dad (2). 
E l mantenimiento del estado posesorio de un aprovechamiento 
de aguas compete á la A d m i n i s t r a c i ó n ; pero sólo el mantenimien-
to del estado actual legal ; porque lo relat ivo á poses ión plenaria y 
propiedad fundadas en t í tu lo c i v i l es de las atribuciones de los 
Tribunales ordinarios ( 3 ) . 
L a c o r r e c c i ó n de los abusos que un Alcalde cometa en la dis-
t r i b u c i ó n de unas aguas p ú b l i c a s , compete á sus superiores j e r á r -
quicos dentro del orden adminis t ra t ivo (4). 
Las reclamaciones de los particulares que se crean perjudicados 
por las obras ejecutadas en las m á r g e n e s ó c á u c e de un r i o , bajo 
la v ig i lancia de la A d m i n i s t r a c i ó n que es á quien compete, deben 
d i r ig i r se á las autoridades ó corporaciones administrat ivas, no á 
los Tribunales ordinarios (5). 
Cuando las cuestiones de aguas versan sobre derechos proce-
dentes de u n convenio entre particulares, la A d m i n i s t r a c i ó n no 
tiene competencia para resolver sobre su validez y efectos: m i é n -
tras subsista el convenio, que por su naturaleza tiene verdadera 
fuerza de r é g i m e n especial, no puede alterarse por a q u é l l a la for-
ma de la d i s t r i b u c i ó n de las aguas que el mismo establece (6). 
P o d r í a m o s extendernos m á s en explicar casos y cuestiones de 
(1) Sent. T . S. J . de 27 de Enero de 1873. 
(2) Sent. de 14 de Marzo de 1868. 
(3) Sents. de 18 de Febrero de 1871; 23 de Diciembre de 1873; 13 de Marzo 
de 1875 y otras. 
(4) Sent. de 22 de Diciembre de 1367. 
(5) Sent. de 2 de Mayo de 1868. 
{&) Sent. de 23 de Febrero de 1848. 
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la materia de aguas en que sólo la A d m i n i s t r a c i ó n activa debe en-
tender y resolver, f u n d á n d o n o s en la jur i sprudencia establecida en 
la dec i s ión de competencias y l i t ig ios por el Gobierno, por los T r i -
bunales administrat ivos y por los ordinarios, de bastantes a ñ o s 
a t r á s ; pero nuestro trabajo r e s u l t a r í a m o n ó t o n o y pesado para el 
lector: por esta r a z ó n nos l imitamos á r emi t i r l e á la sección de 
jur i sprudencia que al final de este cap í tu lo ponemos, que com-
prende las m á s interesantes decisiones, reales decretos y senten-
cias dictadas á consulta del Consejo de Estado en los cuatro ú l t i -
mos a ñ o s , y donde por consiguiente se e n c o n t r a r á f ác i lmen te la 
doctr ina m á s reciente establecida en la i n t e r p r e t a c i ó n de los pre-
ceptos de la ley. 
Expuestos todos los antecedentes que en los p á r r a f o s anteriores 
dejamos consignados, es bien sencilla la tarea que nos resta para 
fijar los puntos relativos al recurso contencioso-administrativo en 
materia de aguas. 
Compete á la j u r i s d i c c i ó n contencioso-administrativa conocer 
de los recursos que se interpongan contra las providencias dicta-
das por la A d m i n i s t r a c i ó n en mater ia de aguas en los casos s i -
guientes: 
Cuando se declare la caducidad de una conces ión hecha á par-
ticulares ó empresas en los t é r m i n o s prescritos en la ley general 
de Obras p ú b l i c a s : 
Cuando por ellas se last imen derechos adquir idos en v i r t u d de 
disposiciones emanadas de la misma A d m i n i s t r a c i ó n : 
Cuando se imponga á la propiedad par t icular una servidumbre 
forzosa ó alguna l im i t ac ión ó g r a v á m e n en los casos prescritos 
por la ley: 
E n las cuestiones que se susciten sobre resarcimientos de d a ñ o s 
y perjuicios á consecuencia de las l imitaciones y g r a v á m e n e s an-
tedichos (1). 
E l recurso contencioso-administrativo en materia de aguas ha 
de interponerse ante las Comisiones provinciales cuando se trate 
de providencias que los Gobernadores dicten en los asuntos que 
son de su competencia propia con arreglo á la ley, y que por con-
siguiente causan estado^ ó de providencias en que resuelvan en 
alzada las reclamaciones que se entablen á consecuencia de medi -
(1) Ley de 13 de Junio de 1879, art. 253. 
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das adoptadas por la A d m i n i s t r a c i ó n m u n i c i p a l dentro del c í r c u l o 
de sus especiales atribuciones. 
Cuando la r e c l a m a c i ó n haya de versar contra reales ó r d e n e s 
que causen estado, dictadas por el Min i s t e r io de Fomento en los 
negocios y cuestiones de aguas que por él tienen que resolverse 
s e g ú n la ley del ramo, l a demanda contenciosa se i n t e r p o n d r á d i -
rectamente ante el Consejo de Estado en p r imera y ú n i c a ins-
tancia. 
E n el p r imer caso el recurso d e b e r á presentarse ante la Comi -
s ión provincia l en el t é r m i n o de u n mes contado desde la fecha do 
la not i f icación adminis t ra t iva hecha en forma (1). 
E n cuanto á las resoluciones de la A d m i n i s t r a c i ó n central , ó 
Minis ter io de Fomento, que con arreglo á lo que dejamos expues-
to consientan el recurso contencioso, se h a b r á de interponer és te 
ante el Consejo de Estado dentro del plazo de tres meses á contar 
desde la fecha de la not i f icación administrat iva ó de la p u b l i c a c i ó n 
de la r e s o l u c i ó n en la Gaceta de Madrid, si no es conocido el 
domic i l io de los interesados, á quienes necesariamente se ha de 
dar á conocer, por u ñ o ú otro medio, la r e s o l u c i ó n por el Centro 
direct ivo correspondiente ó por el Gobernador de la provincia (2), 
á quien se c o m u n i c a r á al efecto. 
Respecto dpi procedimiento para entablar y t rami ta r las deman-
das contenciosas en materia de aguas, expuestos ya como quedan 
los plazos que en cada caso se dan para interponerlas, la instancia 
que por r a z ó n de la materia corresponde en cada uno, y de termi-
nado por consiguiente el T r i b u n a l contencioso l lamado á fal lar los 
pleitos, nada tenemos que a ñ a d i r en este lugar , puesto que en el 
t í tu lo correspondiente de esta obra se trata de los procedimientos 
en general y de las formas externas del enjuiciamiento en lo con-
tencioso-administrativo, que son comunes á todos los ramos y l i -
t igios, y por tanto alcanzan por igual que á los d e m á s á las cues-
tiones de aguas, dado que n inguna otra excepc ión que las apunta-
das hace la ley: consú l t e se en su caso la doctr ina en el citado t í -
tu lo expuesta, así como los formular ios que van en la secc ión 
correspondiente. 
Es a d e m á s conveniente no olvidar que para que proceda la v í a 
(1) Ley de 13 de Junio de 1879, art. 251, segundo párrafo. 
(2) Ley citada, art. 251, párrafo tercero. 
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contenciosa es necesario que con la r e so luc ión reclamada se haya 
lastimado u n derecho perfecto y preexistente, s e g ú n e s t á declara-
do por gran n ú m e r o de decisiones dictadas á consulta del Consejo 
de Estado. 
Cualquiera que sea la s i t uac ión en que haya quedado la here-
dad ó soto de u n part icular por haberse desviado la corriente de 
un r io cambiando su c á u c e y r ibera, conserva a q u é l la propiedad 
de dicha finca s e g ú n la ley X X V I I I , t í t . X X V I I I , Part ida I I I , en la 
que se dice: « A v e n i d a s de las aguas facen crecer á las veces á los 
rios é entran por las heredades de los ornes, é a t r a v i é s a n l a s de ma-
nera que facen en ellas islas, é m a g ü e r mostramos en la ley ante 
desta en que manera se deben par t i r las islas que se facen dentro en 
los rios, non se entiende por todo eso que ta l isla como esta se deba 
assí par t i r . Ca non y á otro n inguno que ver en ella, si non aquel 
cuya es la heredad en que se face, é en salvo finco el s eño r ío que 
ante avia en su heredad, y non se le pierde por tal r a z ó n como 
esta (1).» 
Esta doctr ina fija la manera de resolver las cuestiones que con 
tales motivos y en casos a n á l o g o s se susciten. 
Las providencias adminis t rat ivas autorizando el establecimien-
to de Juntas de regantes, no pueden afectar á los derechos de los 
copa r t í c ipes , n i por consiguiente tampoco facul tar á las autorida-
des y Tribunales de aquel orden para entender en las cuestiones 
á que d é lugar l a observancia del r é g i m e n establecido para los 
riegos por convenios privados (2). 
L a concordia ó acuerdo sobre uso y aprovechamiento de aguas 
entre t m Prelado, por ejemplo, lo cual por tanto es aplicable á 
cualquier otra personalidad que tenga el dominio , y los vecinos 
de u n pueblo, es en realidad bajo todos sus aspectos un contrato, 
del cual y sus incidentes no corresponde á la A d m i n i s t r a c i ó n co-
nocer en la v í a contenciosa (3). 
Las cuestiones suscitadas sobre v a r i a c i ó n del curso de aguas 
corrientes consti tuyen materia puramente adminis t ra t iva , y por 
tanto sólo por la A d m i n i s t r a c i ó n pueden decidirse ya en la v ía 
gubernativa, ya en la contenciosa, cuando corresponda (4). 
(1) Sent. de 6 de Junio de 1871. 
(2) Sent. de 22 de Febrero de 1839. 
(3) Sent. de 31 de Julio de 1850. 
(4) Sent. de 23 de Junio de 1852. 
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De los abusos que se perpetren al l levar á la p r á c t i c a una auto-
r i zac ión sobre aprovechamientos de aguas, só lo á la Admin is t ra -
c ión corresponde conocer, pr imero en la v ía gubernativa y des-
p u é s , en su caso, en la contenciosa; s i n perjuicio de q u e d a r á sal-
vo el derecho de un tercero, que en s u propiedad se crea per judi -
cado, para que pueda vent i la r lo ante los Tribunales ordinarios (1). 
No puede recaer en la v í a contenciosa fallo ó r e s o l u c i ó n sobre 
cuestiones que p r é v i a m e n t e no hayan sido examinadas y resuel-
tas en la v ía gubernat iva (2). 
He a h í condensado todo lo que á los recursos de defensa, y es-
pecialmente al contencioso-administrativo, en materia de aguas se 
refiere, expuesto, si no con la per fecc ión que d e s e a r í a m o s , al me-
nos con la suficiente ex t ens ión para que n uestros lectores puedan 
tener una idea bastante detallada, lo cua l es i m p o r t a n t í s i m o en 
una materia que á tantos intereses afecta y que tan frecuente-
mente tiene que tratarse ya en la v ía gubernat iva, ya en la con-
tenciosa, ya en la j u d i c i a l . 
Con el objeto de poner el sello á la doctr ina expuesta en este 
cap í tu lo , damos fin al mismo con una completa r ecop i l ac ión de la 
ju r i sp rudenc ia sentada sobre toda clase de cuestiones de aguas en 
los cuatro ú l t i m o s a ñ o s , que como m á s reciente es la ú l t i m a pala-
bra, por decirlo as í , del Consejo de Estado, y que puede faci l i tar 
no poco á todos la intel igencia de la ley y la manera de fijar todos 
los derechos. 
A.0—Jurisprudencia. 
Atribuciones de la Adminis trac ión .—La legislación vigente auto-
riza por regla general la vía gubernativa contra las providencias de la 
Administración relativas al curso y navegación de los rios y canales y 
obras hechas en sus márgenes y cauces. 
Las facultades concedidas á la Administración activa en este ramo 
sólo la autorizan para ordenar la destrucción de aquellas obras que, 
siendo de reciente ejecución, perjudiquen al interés público ó al de los 
particulares; pero cuando el dueño dé l a s obras se halle en posesión del 
(1) Sent. de 23 de Mayo de 1858. 
(2) Sents. de 13 de Agosto de 1859; 25 de Abril de 1860; 24 de Diciembre 
de 1862; 25 de Junio de 1865; 25 de Octubre de 1867; 8 de Marzo de 1870, y otras 
muchas antiguas y recientes. 
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d i s f r u t e de a ñ o s a t r á s e n q u e l a s m i s m a s se e j e c u t a r o n , n o p u e d e h a c e r 
l a A d m i n i s t r a c i ó n o t r a c o s a q u e m a n t e n e r e l e s t a d o p o s e s o r i o h a s t a 
t a n t o q u e los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s , á q u i e n e s c o m p e t e c o n o c e r de l a s 
c u e s t i o n e s s o b r e e l d o m i n i o de l a s a g u a s p ú b l i c a s , r e s u e l v a n lo q u e e n 
j u s t i c i a p r o c e d a . {R. D. 21 Diciembre 1877 . Gao. 12 Mayo 1878 . ) 
Canales de r iego.—Con a r r e g l o á l o s a r t s . 2 . ° y 4 . ° d e l d e c r e t o - l e y 
de 14 de N o v i e m b r e de 1 8 6 8 , es de l a s f a c u l t a d e s d i s c r e c i o n a l e s d e l 
G o b i e r n o é l c o n c e d e r ó n e g a r a u t o r i z a c i o n e s p a r a d e r i v a r a g u a s p ú b l i c a s 
y c o n s t r u i r c a n a l e s de r i e g o , t e n i e n d o p a r a e l l o e n c u e n t a c i r c u n s t a n c i a s 
de u t i l i d a d y c o n v e n i e n c i a g e n e r a l ; y p o r t a n t o , los p a r t i c u l a r e s n o p u e -
d e n a l e g a r p a r a o b t e n e r t a l e s c o n c e s i o n e s n i n g ú n d e r e c h o a b s o l u t o . 
E n c o n s e c u e n c i a , n o p r o c e d e l a v í a c o n t e n c i o s a c o n t r a l a s r e a l e s 
ó r d e n e s q u e d e n i e g a n a u t o r i z a c i o n e s de e s a í n d o l e . {Resol. 16 M a r -
zo 1878 . Qac. 23 id.) 
Excepc ión de cosa juzgada.—-La s e n t e n c i a r e c a í d a e n a s u n t o r e l a t i -
vo á l a c o n c e s i ó n de u n a p r o v e c h a m i e n t o de a g u a s c o n s u j e c i ó n á d e t e r -
m i n a d a s c o n d i c i o n e s , n o p u e d e i n v o c a r s e a l e g a n d o l a e x c e p c i ó n de c o s a 
j u z g a d a p a r a i m p u g n a r l a m i s m a c o n c e s i ó n ; p e r o c o n d i f e r e n t e s c i r c u n s -
t a n c i a s s o l i c i t a d a , s i , e n l o s f u n d a m e n t o s n o p l a n t e a y r e s u e l v e u n a 
c u e s t i ó n d o c t r i n a l de d e r e c h o , s i n o q u e v e r s a ú n i c a m e n t e s o b r e v a l u a -
c i ó n de u n i n f o r m e p e r i c i a l e m i t i d o c o n r e l a c i ó n á l a f o r m a e n q u e p r i -
m e r a m e n t e se p e d í a e l a p r o v e c h a m i e n t o . [R. D . Sent. Junio 1 8 7 8 . 
Gac. 17 Setiembre id.) 
Interdictos.—No p r o c e d e e l i n t e r d i c t o c o n t r a l a p r o v i d e n c i a a d m i n i s -
t r a t i v a de u n T e n i e n t e A l c a l d e e n a s u n t o de r i e g o s , c u a n d o l a s a g u a s de 
q u e se t r a t a s o n p ú b l i c a s y s u r é g i m e n y d i s t r i b u c i ó n p a r a e l r i ego y 
d e m á s u s o s á q u e se h a l l a n d e s t i n a d a s e s t á n s u b o r d i n a d a s á l a s O r d e -
n a n z a s m u n i c i p a l e s de a n t i g u o v i g e n t e s e n l a l o c a l i d a d , c o n a r r e g l o á 
l a s c u a l e s c o r r e s p o n d e a l A y u n t a m i e n t o l a e j e c u c i ó n de l a s m i s m a s y 
e l n o m b r a m i e n t o de d e l e g a d o s a l efecto. {Dec. 1S Junio 1 8 7 8 . Gac. 13 
Julio.) 
A d q u i s i c i ó n de aguas minero-medicinales.—Con a r r e g l o a l a r t . 43 
de l a l e y de A g u a s de 3 de Agosto de 1866 , e l d o m i n i o de l a s m i n e r o - m e -
d i c i n a l e s se a d q u i e r e p o r los m i s m o s m e d i o s q u e e l de l a s s u p e r f i c i a l e s 
y s u b t e r r á n e a s , s i e n d o d e l d u e ñ o d e l p r é d i o s i l a s u t i l i z a ; y , p o r lo t a n t o , 
l a A d m i n i s t r a c i ó n e s t á o b l i g a d a á r e s p e t a r á u n p a r t i c u l a r e n e l u s o de 
l a s q u e a l u m b r ó y e n e l de l a s o b r a s q u e p a r a e l lo y p a r a u t i l i z a r l a s 
c o n s t r u y ó e n finca de s u p r o p i e d a d , s i n q u e obs te , s e g ú n e l a r t . 4 6 , l a 
d i m i n u c i ó n q u e ta l e s o b r a s d e t e r m i n e n e n o t r o m a n a n t i a l , s i r e s u l t a q u e 
e n t r e é s t e y e l p u n t o de t o m a m e d i a l a d i s t a n c i a q u e l a l e y e x i g e , n i 
p u e d a o p o n e r s e l a l i m i t a c i ó n e s t a b l e c i d a e n e l a r t . 4 9 , p o r r e f e r i r s e a l 
c a s o c o n c r e t o de q u e l a s o b r a s m e r m e n a g u a s d e s t i n a d a s a l a b a s t e c i m i e n -
to de p o b l a c i o n e s y a l r i e s g o , n i , finalmente, d e s v i r t ú e n los d e r e c h o s 
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a d q u i r i d o s a l a m p a r o de l a l e y á n t e s de p u b l i c a r s e l a R . O . de 18 de 
M a y o de 4878 l a s d i s p o s i c i o n e s de é s t a . (R. D. 28 Octubre 1878 . Gac. 13 
Febrero 1879 . ) 
Interdictos .—Cuando u n i n t e r d i c t o t i e a e p o r obje to l a d e f e n s a de u n 
a p r o v e c h a m i e n t o de a g u a s , c o n s t i t u i d o de a n t i g u o á f a v o r de p a r t i c u l a -
r e s c o n t r a otro p a r t i c u l a r q u e i n v o c a p r e f e r e n c i a e n e l r i e g o , l a c u e s t i ó n 
e n n a d a a fec ta á l a A d m i n i s t r a c i ó n , y p o r t a n t e , c o r r e s p o n d e s u c o n o c i -
m i e n t o á l a j u r i s d i c c i ó n o r d i n a r i a . [ R . D . 27 Noviembre 1878 . Gac. 11 
Diciembre id.) 
Modificaciones de la concesión de obras maritimas.—Si b i e n los 
t e r r e n o s g a n a d o s a l m a r p o r c o n s e c u e n c i a de o b r a s c o n s t r u i d a , p o r p a r -
t i c u l a r e s , c o m p e t e n t e m e n t e a u t o r i z a d o s , s o n de l a p r o p i e d a d de lo s m i s -
m o s , esto se e n t i e n d e e n e l c a s o de q u e n a d a se h a y a e s t a b l e c i d o e n 
c o n t r a r i o a l c o n c e d e r l a a u t o r i z a c i ó n , á c u y a s m o d i f i c a c i o n e s es p o t e s t a -
t i v o e n e l G o b i e r n o a c c e d e r ó n o , c o n l a s c o n d i c i o n e s q u e e s t i m e c o n v e -
n i e n t e s a l i n t e r é s p ú b l i c o , ( ñ . D. 10 Marzo 1879 . Gac. 7 Junio id.) 
Acequia del J ú c a r . — L a s o r d e n a n z a s p a r a l a d i r e c c i ó n y g o b i e r n o de 
l a r e a l a c e q u i a d e l J ú c a r , a p r o b a d a s p o r l a R . O . de 2 de A b r i l de 1845 , 
s o n l a ú n i c a l e y q u e r i g e y h a de o b s e r v a r s e p a r a e l u s o y g o b i e r n o de 
l a a c e q u i a ; y p u e s t o q u e p o r l a A d m i n i s t r a c i ó n f u e r o n a p r o b a d a s y á e l l a 
c o r r e s p o n d e s u a p l i c a c i ó n , de s u c o m p e t e n c i a es e n t e n d e r e n l a s c u e s t i o -
n e s á q u e é s t a d é l u g a r , y e n t r e e l l a s l a de n o m b r a m i e n t o de a c e q u i e r o 
m a y o r , q u e c o r r e s p o n d e v e r i f i c a r a l G o b e r n a d o r ( á n t e s Jefe p o l í t i c o ) de 
l a p r o v i n c i a . (R. D . 1 2 Marzo ^1%. Gac. 17 Abri l id.) 
P o l i c í a de a ^ w a s . — C o r r e s p o n d i e n d o á l a A d m i n i s t r a c i ó n v e l a r s o b r e 
l a p o l i c í a de l a s a g u a s p ú b l i c a s y c o n s e r v a r e l e s tado posesor io de l a s 
m i s m a s , y s i e n d o n e c e s a r i a l i c e n c i a p r é v i a p a r a m o d i f i c a r e n c u a l q u i e r 
f o r m a d i c h o e s tado y u t i l i z a r a q u é l l a s e n p r o v e c h o de fincas p a r t i c u l a r e s , 
e l A y u n t a m i e n t o q u e d e s t r u y e ó m a n d a d e m o l e r l a s o b r a s c o n s t r u i d a s 
p o r u n p a r t i c u l a r p a r a l l e v a r á c a b o e se a p r o v e c h a m i e n t o s i n h a b e r ob-
t e n i d o l a c o m p e t e n t e l i c e n c i a , n o h a c e s i n o a d o p t a r u n a m e d i d a de p o -
l i c í a , c u y a r e f o r m a p u e d e p e d i r s e a n t e e l s u p e r i o r j e r á r q u i c o , p e r o n o 
a n t e los T r i b u n a l e s . [R. D. 2 5 Marzo 1879 . Gac. 18 Mayo id.) 
Obras en los r i o s . — A u n c u a n d o se s u p o n g a q u e l a r e c o n s t r u c c i ó n de 
o b r a s ] p r e e x i s t e n t e s e n l o s r i o s p u e d a l l e v a r s e á c a b o s i n p r é v i a a u t o r i -
z a c i ó n a d m i n i s t r a t i v a , n u n c a p o d r á n e s t i m a r s e c o m p r e n d i d a s e n e s a 
e x c e p c i ó n l a s o b r a s q u e p o r s u s d i m e n s i o n e s y c o n s t r u c c i ó n d i f i e r e n 
c o m p l e t a m e n t e de l a s a n t i g u a s . (R. D. 28 Marzo 1 8 7 9 . Gac. I.0 Julio 
idem.) 
Cuestiones de p o s e s i ó n . — S e g ú n l o q u e e s tab lece e l a r t . 296 de l a 
l e y de A g u a s , l a s c u e s t i o n e s q u e se r e f i e r e n á l a p o s e s i ó n y d o m i n i o de 
l a s p r i v a d a s , p o r q u e v e r s a n s o b r e e l d i s f r u t e , a p r o v e c h a m i e n t o y p a r -
t i c i p a c i ó n q u e á u n a finca c o r r e s p o n d e e n l a s q u e d i s c u r r e n p o r u n a 
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a c e q u i a e n c u y a p o s e s i ó n e s t á e l E s t a d o , s o n de l a c o m p e t e n c i a de l o s 
T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s , á q u i e n e s t o c a a p r e c i a r , y e n s u c a s o r e c o n o c e r , 
e l d e r e c h o e n q u e l o s i n t e r e s a d o s a p o y e n s u s d e m a n d a s , [Gac. d2 
A b r i l 1879 . ) 
Sindicatos antiguos.—El p r i n c i p i o c o n s i g n a d o e n e l a r t . 282 de l a 
l e y de A g u a s de 3 de A g o s t o de 1866 p a r a l a f o r m a c i ó n de s i n d i c a t o s c e n -
t r a l e s , c u a n d o e n el c u r s o de u n r i o e x i s t a n v a r i a s c o m u n i d a d e s y s i n -
d i c a t o s , s ó l o es a p l i c a b l e s i e m p r e q u e n o h a y a c o n a n t e l a c i ó n e n t r e 
d i c h a s c o l e c t i v i d a d e s u n v í n c u l o de d e r e c h o q u e l a s s u b o r d i n e á u n s i n -
d ica to g e n e r a l e r i g i d o c o n a u t o r i z a c i ó n d e l G o b i e r n o ; p e r o n o se e x t i e n -
de, b a j o n i n g ú n c o n c e p t o , á q u e p u e d a n á s u a r b i t r i o d e c l a r a r s e i n d e -
p e n d i e n t e s y s u p r i m i r e l s i s t e m a e s t a b l e c i d o , s i n o q u e esto h a de h a -
c e r s e p o r a c u e r d o de l a m a y o r í a de los i n t e r e s a d o s , s e g ú n d e t e r m i n a e l 
a r t . 2 8 1 , c u y o s e g u n d o p á r r a f o , p o r s u s t é r m i n o s g e n e r a l e s y a b s o l u -
tos , n o p e r m i t e c i r c u n s c r i b i r e l p r e c e p t o q u e c o n t i e n e á los s i n d i c a t o s 
o r d i n a r i o s e n c a r g a d o s a i s l a d a m e n t e de l a e j e c u c i ó n d é l a s o r d e n a n z a s de 
c a d a c o m u n i d a d de r e g a n t e s , c o n e l i m i n a c i ó n de los d e m á s q u e b a j o d i -
v e r s a s d e n o m i n a c i o n é s p u d i e r a n e x i s t i r , p o r q u e s u c l a s i f i c a c i ó n e n o r d i -
n a r i o s y c e n t r a l e s ó c o m u n e s h a n a c i d o e x c l u s i v a m e n t e de l a c i t a d a l e y , 
y n o es d a d o a p l i c a r l a s i n v i o l e n c i a á l a s o r g a n i z a c i o n e s y s i s t e m a s q u e 
se c o n o c í a n y e s t a b a n e n v i g o r c u a n d o se p u b l i c ó ; s i n q u e obs te p a r a 
esto l a d e r o g a c i ó n e n e l a r t . 300 c o n t e n i d a r e s p e c t o á t o d a s l a s l e y e s , 
r e a l e s decre tos y r e a l e s ó r d e n e s a n t e r i o r e s q u e c o n e l l a e s t u v i e r e n e n 
c o n t r a d i c c i ó n , p u e s r e f i é r e s e e s a c l á u s u l a ú n i c a m e n t e á l a s d i s p o s i c i o n e s 
de c a r á c t e r g e n e r a l . [R. D. 30 Abril 1879 . Gac. 4 Agosto.) 
Sindicatos.—Los t é r m i n o s g e n e r a l e s y a b s o l u t o s e n q u e se h a l l a 
r e d a c t a d o e l p á r . 2 . ° d e l a r t . 287 de l a l e y de A g u a s de 3 de Agosto 
de 1866 , n o p e r m i t e n c i r c u n s c r i b i r e l p r e c e p t o q u e c o n t i e n e , r e l a t i v o á 
l a s u b s i s t e n c i a de los r e g í m e n e s e s p e c i a l e s de l a s a g u a s d e s t i n a d a s á 
a p r o v e c h a m i e n t o s c o l e c t i v o s , á los s i n d i c a t o s o r d i n a r i o s e n c a r g a d o s 
a i s l a d a m e n t e de l a e j e c u c i ó n de l a s o r d e n a n z a s de c a d a c o m u n i d a d de 
r e g a n t e s , c o n e l i m i n a c i ó n de los d e m á s q u e b a j o d i v e r s a s d e n o m i n a c i o -
n e s p u d i e r a n e x i s t i r ; p o r q u e s u c l a s i f i c a c i ó n e n o r d i n a r i o s y c e n t r a l e s 
ó c o m u n e s , h a n a c i d o e x c l u s i v a m e n t e de l a c i t a d a l e y , y n o es d a d o 
a p l i c a r l a s i n v i o l e n c i a á l a s o r g a n i z a c i o n e s y s i s t e m a s q u e se c o n o c í a n y 
e s t a b a n e n v i g o r c o n d i s t i n t o s n o m b r e s c u a n d o f u é p r o m u l g a d a , l a s 
c u a l e s l a m i s m a l e y m a n d a o b s e r v a r y c u m p l i r ; p u e s y a se a t i e n d a a l 
r i g o r l i t e r a l de l a d i s p o s i c i ó n a n t e d i c h a , y a se e x a m i n e d e t e n i d a m e n t e 
s u e s p í r i t u q u e , de c o n f o r m i d a d c o n e l p r i n c i p i o q u e d o m i n a e n l a l e y y 
se e n c u e n t r a c o n s i g n a d o d e u n a m a n e r a e x p l í c i t a e n s u a r t . 299 , c o n -
s i s te e n r e s p e t a r los d e r e c h o s l e g í t i m a m e n t e a d q u i r i d o s c o n p o s t e r i o r i d a d 
á s u p u b l i c a c i ó n . [R. D. Sent. 30 A b r i l 1879 . Gac. 4 Agosto id.) 
Concesiones de a g u a s . — C o r r e s p o n d e á los G o b e r n a d o r e s o t o r g a r l a 
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c o n c e s i ó n de a p r o v e c h a m i e n t o de a g u a s p a r a r i egos c u a n d o n o e x c e d a 
de dOO l i t r o s p o r s e g u n d o , y c o n t r a s u s p r o v i d e n c i a s no d e b e n a d m i t i r s e 
i n t e r d i c t o s j u d i c i a l e s , lo q u e n o o b s t a p a r a q u e e l q u e c o n e l l a s se c r e a 
p e r j u d i c a d o e n s u s d e r e c h o s e j e r z a l a a c c i ó n q u e l e c o m p e t a a n t e los T r i -
b u n a l e s c o r r e s p o n d i e n t e s . {R. D. 5 Mayo 1879 . Gao. 12 id. id.) 
Barcas de paso .—Corresponde á l a A d m i n i s t r a c i ó n , e n l a s e s f e r a s 
g u b e r n a t i v a y c o n t e n c i o s a , e l c o n o c i m i e n t o de l a s c u e s t i o n e s r e l a t i v a s 
a l e s t a b l e c i m i e n t o de b a r c a s de p a s o de los r i o s y á l a c o n c e s i ó n d e l s e r -
v i c i o p a r a e l lo n e c e s a r i o , s i e n d o de l a c o m p e t e n c i a de l o s T r i b u n a l e s 
o r d i n a r i o s l a s q u e a f e c t a n a l d e r e c h o de p r o p i e d a d q u e se p r e t e n d a t e n e r 
r e s p e c t o a l uso de u n a b a r c a . (R. D. 9 Junio 1879 . Gac. 2 Setiembre id.) 
Arranque de árboles de un caz.—No p u e d e n c o n t r a r i a r s e p o r l a v í a 
de i n t e r d i c t o j u d i c i a l l a s d i s p o s i c i o n e s q u e c o n a r r e g l o á o r d e n a n z a s a p r o -
b a d a s d i c t a e l s i n d i c a t o de u n a c o m u n i d a d de r e g a n t e s p a r a e l a r r a n -
q u e de p l a n t a c i o n e s h e c h a s e n l a s m á r g e n e s de u n caz, s o b r e e l c u a l p r e -
t ende t e n e r d o m i n i o e l p a r t i c u l a r q u e h i z o l a p l a n t a c i ó n ; p o r q u e e l a r -
t í c u l o 138 de l a l e y de A g u a s e s t a b l e c e q u e e n t o d a a c e q u i a ó a c u e d u c t o 
se a p r e c i e n c o m o p a r t e i n t e g r a n t e de l a s h e r e d a d e s q u e d e l r i e g o p a r t i -
c i p a n e l c a u c e , m á r g e n e s y c a j e r o s , y t r a t á n d o s e de c á u c e s p o r d o n d e 
d i s c u r r e n a g u a s d e s t i n a d a s á u n a p r o v e c h a m i e n t o c o m u n a l , no p u e d e n 
a l e g a r s e s o b r e e l los d e r e c h o s p r i v a d o s de a b s o l u t a é i l i m i t a d a p e s e s i o n , 
y p o r lo m i s m o l a s p r o v i d e n c i a s q u e se a d o p t e n r e s p e c t o a l r é g i m e n , po-
l i c í a y l i m p i e z a d e l caz e n t o d a s u e x t e n s i ó n , c o r r e s p o n d e n á l a s a u t o -
t o r i d a d e s y c o r p o r a c i o n e s a d m i n i s t r a t i v a s , á q u i e n e s s i e m p r e se h a a t r i -
b u i d o c u a n t o a t a ñ e a l r é g i m e n , d i s f r u t e y p o l i c í a de l a s a g u a s de a p r o -
v e c h a m i e n t o c o m u n a l . {R. D . 28 Junio 1879 . Gac 30 id. id.) 
P o l i c í a y abastecimiento de los pueblos.—La a u t o r i d a d a d m i n i s -
t r a t i v a o b r a d e n t r o de s u s a t r i b u c i o n e s a l a d o p t a r l a s m e d i d a s q u e es-
t i m a c o n v e n i e n t e s p a r a l a p o l i c í a de l a s a g u a s y a b a s t e c i m i e n t o de l o s 
p u e b l o s , y e n s u v i r t u d n o p u e d e a d m i t i r s e c o n t r a e l l a s e l i n t e r d i c t o j u -
d i c i a l , a u n q u e p a r a s u r e a l i z a c i ó n se h a y a c o n f e r i d o a u t o r i z a c i ó n á p a r -
t i c u l a r e s , p o r q u e m i é n t r a s n o se d e c l a r e p o r l a A d m i n i s t r a c i ó n s i se e x -
t r a l i m i t a r o n de e s a a u t o r i z a c i ó n , n o p u e d e d e c i r s e q u e c o m o s i m p l e s p a r -
t i c u l a r e s p r o c e d i e r o n . {R. O. 28 Junio 1879 . Gac. 1 5 Julio id.) 
Alumbramientos de aguas .—El d e r e c h o de l o s p a r t i c u l a r e s p a r a u t i -
l i z a r , c o n a r r e g l o á l a l e y , a g u a s p o r e l los a l u m b r a d a s , e s t á l i m i t a d o pol-
lo q u e e x i g e n e l a b a s t e c i m i e n t o de l a s p o b l a c i o n e s y lo s r i e g o s e s t a b l e c i -
dos , e n c u a n t o ese d e r e c h o p u d i e r a c e d e r e n p e r j u i c i o de es tos objetos; y 
p o r lo t a n t o , e l A y u n t a m i e n t o q u e e n d e f e n s a de e l l o s c a u s a u n a i n t e r -
r u p c i ó n e n e l u s o de l a s r e f e r i d a s a g u a s , n o es r e s p o n s a b l e de los p e r j u i -
c i o s c o n s i g u i e n t e s . [R. D. 23 Setiembre 1 8 7 9 . Gac. % Noviembre id.) 
Concesiones para usos industriales.—El a p r e c i o de l a m a y o r i m -
p o r t a n c i a de u n a i n d u s t r i a r e s p e c t o de o t r a s p a r a l a c o n c e s i ó n de a g u a s 
DE LO CONTEWCIOSO-ADMINISTRATIVO 77 
p ú b l i c a s c o r r e s p o n d e á l a A d m i n i s t r a c i ó n a c t i v a , s i n q u e l a r e s o l u c i ó n 
q u e s o b r e este p u n t o r e c a i g a s e a r e v i s a b l e e n v í a c o n t e n c i o s a . {R. O. 6 
Noviembre 1879 . Gac. 17 id. id.) 
P r e s c r i p c i ó n . — L a p r e s c r i p c i ó n de q u e h a b l a l a l e y de A g u a s , se 
ref iere á lo s d e r e c h o s q u e h a n a d q u i r i d o r e s p e c t o de l a s a g u a s p ú b l i c a s 
d é l o s r i o s , a r r o y o s , r a m b l a s , c a ñ a d a s y o t r a s ; p e r o n o r e s p e c t o de l o s 
q u e s i r v i e n d o p a r a e l u s o c o m u n a l de u n p u e b l o , n o e s t á n s u j e t o s á p r e s -
c r i p c i ó n . (R. D. SJEneroiSSO. Gac, iü Abr i l id.) 
Interdictos .—Guando e l i n t e r d i c t o j u d i c i a l d i r i g i d o á r e c o b r a r l a 
p o s e s i ó n de u n c a u c e s o b r e e l q u e n o h a y s e r v i d u m b r e p ú b l i c a c o n s t i -
t u i d a c o n a r r e g l o á l a l e y , n o c o n t r a r í a a l g u n a a u t o r i z a c i ó n a d m i n i s t r a -
t i v a , debe d e j a r s e á l o s T r i b u n a l e s de j u s t i c i a e x p e d i t o e l e j e r c i c i o de s u 
j u r i s d i c c i ó n p a r a e l c o n o c i m i e n t o d e l a s u n t o . [R. D. 4 Febrero 1880 . G a -
ceta 19 A b r i l id.) 
Caducidad de concesiones.—Las d i s p o s i c i o n e s de l a l e y de A g u a s 
r e l a t i v a s á l a c a d u c i d a d de l a s c o n c e s i o n e s de l a s m i s m a s p a r a u s o s y 
a p r o v e c h a m i e n t o s p r i v a d o s , d e b e n a p l i c a r s e r e s t r i c t i v a m e n t e p o r s e r d e 
c a r á c t e r p e n a l . [R. D. A Febrero 1880 . Gac. 12 Mayo id.) 
Alumbramientos.—No es r e v i s a b l e e n v í a c o n t e n c i o s a l a r e a l o r d e n 
q u e i n t e r i n a m e n t e d e c l a r a s u b s i s t e n t e s l a s c o n c e s i o n e s m i n e r a s o t o r g a -
d a s p o r e l a l u m b r a m i e n t o de a g u a s s u b t e r r á n e a s , y p r e v i e n e q u e se 
h a g a c o n s t a r s i c o n e l n u e v o a l u m b r a m i e n t o se d i s m i n u y e e l c a u d a l 
a p r o v e c h a d o p o r t e r c e r a s p e r s o n a s c o n a n t e r i o r i d a d , pues to q u e e s a r e -
s o l u c i ó n n o t i e n e c a r á c t e r de d e f i n i t i v a n i l a s t i m a e l d e r e c h o de los q u e 
l a c o n s i d e r e n g r a v o s a , p o r q u e n o t e r m i n a n d o l a v í a g u b e r n a t i v a d e n t r o 
de e s t a m i s m a , p u e d e n los i n t e r e s a d o s d e f e n d e r s u d e r e c h o , y c u a n d o 
h a y a n s i d o a p r e c i a d o s y r e s u e l t o s p o r l a A d m i n i s t r a c i ó n a c t i v a , p o d r á n 
u t i l i z a r l a v í a c o n t e n c i o s a s i v i e s e n q u e l e s c o n v i e n e . [R. O. 17 J u -
nio 1880. Gac. 27 id. id.) 
Cuestiones sobre aprovechamientos.—Las r e c l a m a c i o n e s á q u e d a 
l u g a r l a p e r t u r b a c i o n e n e l d i s f r u t e de a g u a s de u n a a c e q u i a d e s t i n a d a s 
a l r i ego de u n a p r o p i e d a d p a r t i c u l a r , s o n de c a r á c t e r p r i v a d o ; y r e f i r i é n -
dose á l a p o s e s i ó n de a g u a s q u e d i s c u r r e n f u e r a d e s u c á u c e n a t u r a l cor-^ 
r e s p o n d e e n t e n d e r e n e l l a s á l o s T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s , c o n s u j e c i ó n a l 
a r t . 254 de l a l e y de A g u a s . {R. O. 24 Junio 1880 . Gac. 20 Jul io . ) 
D a ñ o s . — C u a n d o l a d i s t r a c c i ó n de a g u a s de r i ego e s t á p r e v i s t a y c a s t i -
g a d a e n l a s d i s p o s i c i o n e s q u e e s t a b l e c e n e l r é g i m e n de a q u é l l a s , y es t a n 
í n t i m o e l e n l a c e e n t r e e s t a i n f r a c c i ó n r e g l a m e n t a r i a y e l de l i to de d a ñ o 
q u e p u e d a h a b e r s e c o m e t i d o q u e n o es p o s i b l e a p r e c i a r l o s s e p a r a d a m e n -
te, p o r q u e a m b o s r e c o n o c e n c o m o o r i g e n e l so lo h e c h o de l a d i s t r a c c i ó n 
m e n c i o n a d a , l a r e p r e s i ó n de é s t a c o r r e s p o n d e á l a A d m i n i s t r a c i ó n . 
[R. D. U Junio Í880. Gac. 18 Agosto id.) 
Sindicatos de riego: cuestiones de competencia.—Son de l a e x c l u -
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s i v a r e s o l u c i ó n d e l G o b i e r n o l a s c u e s t i o n e s de c o m p e t e n c i a q u e a c e r c a d e l 
c o n o c i m i e n t o de i n f r a c c i o n e s d e n u n c i a d a s s u r j a n e n t r e l o s s i n d i c a t o s de 
r i ego , p o r s e r a q u é l e l s u p e r i o r de todos e l l o s , y p o r lo t a n t o , no p u e d e n 
v e n t i l a r s e e n e l j u i c i o c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v o . (R. D. 8 Julio 1880 . 
Gac. 21 Octubre id.) 
Obras en los r i o s . — L a a u t o r i z a c i ó n c o n c e d i d a p o r u n G o b e r n a d o r d e 
p r o v i n c i a p a r a e j e c u t a r o b r a s e n u n r i o c o n obje to de a p r o v e c h a r m e j o r 
s u s a g u a s , e s t á d e n t r o de l a s a t r i b u c i o n e s q u e l a l e y c o n f i e r e á e s a a u t o -
r i d a d ; y no s i e n d o l í c i t o á los p a r t i c u l a r e s e n t a b l a r a n t e l a j u d i c i a l i n t e r -
d ic tos p a r a c o n t r a r i a r p r o v i d e n c i a s a d m i n i s t r a t i v a s , n o p r o c e d e e s a v í a 
s u m a r í s i m a c o n t r a í a p r o v i d e n c i a m e n c i o n a d a . {R. D. 16 O c í w 6 r e l 8 8 0 . 
Gac . 20 id. id.) 
Obras en los r i o s . — L a s c u e s t i o n e s r e l a t i v a s á los p e r j u i c i o s o c a -
s i o n a d o s p o r l a s o b r a s q u e u n p a r t i c u l a r e j e c u t a e n u n m o l i n o s i to 
e n l a m a r g e n de u n r i o , y p o r c o n s e c u e n c i a de c u y a s o b r a s s e p r o -
d u c e a l t e r a c i ó n e n e l r é g i m e n e s t a b l e c i d o p a r a e l a p r o v e c h a m i e n t o de 
s u s a g u a s u t i l i z a d a s p o r t e r r a t e n i e n t e s p a r a e l r i e g o de s u s fincas, s o n 
de l a c o m p e t e n c i a de l a A d m i n i s t r a c i ó n p o r t r a t a r s e de a g u a s p ú b l i c a s y 
de o b r a s h e c h a s e n u n a r t e f a c t o m o v i d o p o r e l l a s y s i to e n l a m a r g e n 
d e l r i o , y m á s c u a n d o e l r e c l a m a n t e se l i m i t a á p e d i r q u e se r e p o n g a e l 
m o l i n o á los u s o s y c o s t u m b r e s c o n q u e f u é a d q u i r i d o , p r e s c i n d i e n d o de 
i n v o c a r u n t í t u l o c i v i l e x p r e s o , p o r q u e es e v i d e n t e q u e t a l e s c u e s t i o n e s 
v e r s a n s o b r e l a p o l i c í a y u s o de a g u a s p ú b l i c a s y s u p r i m e r a d i s t r i b u -
c i ó n p a r a e l r i e g o . [R. D. 16 Octubre 1880 . Gac. I . 0 Noviembre id.) 
Recursos contra los acuerdos de las comunidades de regantes.— 
L o s r e c u r s o s e s t a b l e c i d o s c o n t r a l o s a c u e r d o s a d o p t a d o s p o r l o s s i n -
d i c a t o s y j u n t a s ó c o m u n i d a d e s de r e g a n t e s e n l o s r e g l a m e n t o s y 
o r d e n a n z a s p o r q u e se r i g e n , s i n d e t e r m i n a r c u á l e s s e a n m á s q u e c o n l a 
e x p r e s i ó n g e n é r i c a d e « l a s q u e c o r r e s p o n d a n » , n o p u e d e n s e r o t r o s , c o n 
a r r e g l o á l a d o c t r i n a q u e c o n t i e n e e l p á r r a f o ú l t i m o d e l a r t . 2 3 7 de l a 
l e y de A g u a s v i g e n t e , q u e e l a d m i n i s t r a t i v o a n t e l a a u t o r i d a d c o m p e t e n -
te de este ó r d e n , c u a n d o l a e n t i d a d q u e a d o p t ó l a s m e d i d a s r e c l a m a d a s 
o b r a c o m o d e l e g a d a de l a A d m i n i s t r a c i ó n , c a r á c t e r q u e r e v i s t e n l o s 
a c u e r d o s q u e los s i n d i c a t o s ó c o m u n i d a d e s a d o p t e n e n u s o de l a s a t r i -
b u c i o n e s q u e l e s c o n f i e r e e l a n o t a d o a r t . 2 3 7 , y e n c o n s o n a n c i a c o n l a s 
d i s p o s i c i o n e s de l a s o r d e n a n z a s e n lo r e l a t i v o á e j e c u t a r e n l a s a c e q u i a s 
o b r a s q u e h a y a n de s e r c o s t e a d a s p o r l o s r e g a n t e s , y á l a r e n d i c i ó n de 
c u e n t a s de la i n v e r s i ó n de l a s c a n t i d a d e s q u e de e l los r e c i b a n , p u e s a m -
b a s f a c u l t a d e s se r e f i e r e n a l r é g i m e n y p o l i c í a de l a a c e q u i a , m a t e r i a 
e s e n c i a l m e n t e a d m i n i s t r a t i v a ; d o c t r i n a q u e es de a p l i c a c i ó n a u n q u e l a s 
a g u a s de l a a c e q u i a n o se c o n s i d e r e n p ú b l i c a s , c o n t a l q u e se h a l l e n 
a p r o b a d a s p o r u n i m p o r t a n t e n ú m e r o de r e g a n t e s c o n s t i t u i d o s e n c o m u -
n i d a d , c o n r é g i m e n c o n s i g n a d o e n o r d e n a n z a s a p r o b a d a s p o r e l G o b i e r -
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n o y b a j o l a d i r e c c i ó n d e u n s i n d i c a t o c o n s u j u r a d o r e s p e c t i v o , p u e s t o 
q u e e x i s t e e n todo c a s o e l v a s t o i n t e r é s c o l e c t i v o , e n c o n s i d e r a c i ó n a l 
c u a l c o n f i e r e e l a r t . 2 3 6 de l a m e n c i o n a d a l e y á l a A d m i n i s t r a c i ó n u n a 
a c t i v a i n t e r v e n c i ó n e n l a p o l i c í a de l a s a g u a s p ú b l i c a s , y e s t a b l e c e e l 
a r t . 2 3 8 , s in d i s t inc ión de públ icas n i privadas, l a d e p e n d e n c i a a d -
m i n i s t r a t i v a de p a r t e de los n o m b r a d o s s i n d i c a t o s . {R. D. 16 Octu-
bre 1880 . Qac. I . 0 Noviembre id.) 
Competencia.—La c i r c u n s t a n c i a de h a b e r s i d o a p e l a d a l a p r o v i d e n -
c i a d i c t a d a p o r u n G o b e r n a d o r c o n c e d i e n d o e l e s t a b l e c i m i e n t o de u n a 
s e r v i d u m b r e de a c u e d u c t o , n o q u i t a á l a m i s m a s u c a r á c t e r a d m i n i s t r a -
t i v o , c o r r e s p o n d i e n d o ú n i c a m e n t e á l a s a u t o r i d a d e s de este ó r d e n d e t e r -
m i n a r s i se h a de e j e c u t a r ó n o i n m e d i a t a m e n t e , s i n p e r j u i c i o de l o s r e -
c u r s o s l e g a l e s q u e p r o c e d a n c o n t r a l a p r o v i d e n c i a , p e r o e n t r e l o s c u a l e s 
n o p u e d e c o n t a r s e e l i n t e r d i c t o , q u e h a s ido e x p r e s a m e n t e e x c l u i d o p a r a 
t a l e s c a s o s p o r l a l e y de A g u a s . 
A d e m á s e l d e r e c h o a l e g a d o c o m o b a s e d e l i n t e r d i c t o n o p o d r í a e n n i n -
g ú n c a s o i m p e d i r l a i m p o s i c i ó n f o r z o s a de a c u e d u c t o , s i n o , á lo m á s , d a r 
l u g a r á o b t e n e r l a i n d e m n i z a c i ó n q u e l a i m p o s i c i ó n l l e v a c o n s i g o c o n f o r -
m e á l e y . {R. D. 27 Noviembre 1880 . Gac. 3 Enero 1 8 8 1 . ) 
Atribuciones de la A d m i n i s t r a c i ó n . — D o n d e q u i e r a q u e e x i s t a u n 
a p r o v e c h a m i e n t o de a g u a s c o l e c t i v o s o m e t i d o á u n r é g i m e n a p r o b a d o 
p o r e l G o b i e r n o , s i q u i e r a l a s a g u a s t e n g a n e l c a r á c t e r de p r i v a d a s , l a a u « 
t o r i d a d a d m i n i s t r a t i v a es l a ú n i c a q u e p u e d e c o n o c e r de l a s c u e s t i o n e s 
q u e s u r j a n c o n m o t i v o de l a v a l i d e z de los a c u e r d o s de l a c o r p o r a c i ó n . 
[R. D. 28 Febrero 1881 . Gac. 15 Mayo id.) 
Servidumbre de acueducto.—Cuando l a c o n s t i t u c i ó n de u n a s e r v i -
d u m b r e e s t a b l e c i d a e n p r o p i e d a d p a r t i c u l a r p a r a e l p a s o de a g u a s c o n 
d e s t i n o a l r i e g o , n o r e s u l t a de u n a c o n c e s i ó n a d m i n i s t r a t i v a , s i n o de 
c o n v e n c i o n e s p r i v a d a s , l a s d u d a s q u e a c e r c a de l a e x t e n s i ó n y c o n d i c i o -
n e s de lo c o n v e n i d o o c u r r a n , d e b e n d e c i d i r s e p o r l o s T r i b u n a l e s o r d i n a -
r i o s , y p o r l o t a n t o , i n v a d e l a s a t r i b u c i o n e s de é s t o s l a a u t o r i d a d a d m i -
n i s t r a t i v a s q u e s i q u i e r a p r o v i s i o n a l m e n t e s e a , o b l i g a a l d u e ñ o d e l p r é d i o 
s i r v i e n t e á c o n t i n u a r s o m e t i e n d o s u finca á a q u e l g r a v á m e n . {R. D. 30 
Marzo 1 8 8 1 . Gac. 13 A b r i l id.) 
Aguas pertenecientes d varios 'pueblos.—No p u e d e e s t i m a r s e c o m -
p r e n d i d a d e n t r o de l a s p r e s c r i p c i o n e s de l a s o r d e n a n z a s de r i e g o de u n 
p u e b l o , l a d i s t r a c c i ó n de a g u a s q u e , a d e m á s de c o r r e s p o n d e r á o tros 
p u e b l o s p o r i g u a l a p r o v e c h a m i e n t o , e s t á n d e s t i n a d a s a l a b a s t e c i m i e n t o 
de u n a p o b l a c i ó n , m á x i m e c u a n d o a l r e a l i z a r s e e l h e c h o h a b í a n s ido a d -
q u i r i d a s todas c o n este ú l t i m o y e x c l u s i v o objeto; y p o r l o t a n t o , s i l a d i s -
t r a c c i ó n c o n s t i t u y e u n de l i to , á l o s T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s c o r r e s p o n d e 
e n t e n d e r e n é l , p u e s t o q u e n i se h a r e s e r v a d o s u cas t igo á l a A d m i n i s -
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t r a c i o n , n i e x i s t e c u e s t i ó n p r é v i a q u e d e b a s e r r e s u e l t a p o r l a s a u t o r i -
d a d e s a d m i n i s t r a t i v a s . {R. D. 30 Marzo 1884 . Gac. 6 Abril . ) 
Caducidad de concesiones.—Las c u e s t i o n e s r e l a t i v a s á l a c a d u c i d a d 
de l a s c o n c e s i o n e s de a g u a s q u e p a r a e l m o v i m i e n t o de a r t e f a c t o s i n -
d u s t r i a l e s o t o r g a n los G o b e r n a d o r e s p o r d e l e g a c i ó n de l a l e y , s o n de l a s 
q u e l a s l e y e s o r g á n i c a s p r o v i n c i a l e s de 1863 y 1877 r e s e r v a n c u a n d o p a -
s a n á s e r c o n t e n c i o s a s a l c o n o c i m i e n t o y fa l lo de lo s T r i b u n a l e s c o n -
t e n c i o s o s de p r i m e r a i n s t a n c i a s i n q u e p r o c e d a e n e l l a s e l r e c u r s o de 
a l z a d a g u b e r n a t i v o c o n t r a l a s p r o v i d e n c i a s de l a s a u t o r i d a d e s c i t a d a s . 
[R. D. 10 Abr i l 1881 . Qac. 26 Junio id.) 
Concesiones de aprovechamientos.—La d e m a n d a f u n d a d a e n q u e l a 
c o n c e s i ó n de u n a p r o v e c h a m i e n t o p u e d e p e r j u d i c a r e l d e r e c h o de u n 
t e r c e r o , m á s q u e á d e m o s t r a r l a l e s i ó n a c t u a l de u n d e r e c h o per fec to 
se d i r i g e á p o n e r de m a n i f i e s t o y á p r e c a v e r u n d a ñ o c o n t i n g e n t e , y 
p o r lo t a n t o , f a l t a l a b a s e p a r a l a r e c l a m a c i ó n c o n t e n c i o s a ó s e a e l d e -
r e c h o v u l n e r a d o ; d e r e c h o c u y a i n t e g r i d a d q u e d a á s a l v o p o r o t r a p a r t e , 
p o r q u e h e c h a l a c o n c e s i ó n c o n l a f ó r m u l a de s i n p e r j u i c i o de t e r c e r o e n -
c a m i n a d a á b o r r a r h a s t a l a s ú l t i m a s s o m b r a s de l e s i ó n y d a ñ o e n t o d a s 
l a s r e a l e s a u t o r i z a c i o n e s , c u y a s i g n i f i c a c i ó n es q u e t o d a s l a s a u t o r i z a c i o -
n e s de e s t a c l a s e t i e n e n c i er to c a r á c t e r p r o v i s i o n a l h a s t a t a n t o q u e l a s 
o b r a s q u e se e j e c u t e n , l a s c e r t i f i c a c i o n e s de l o s I n g e n i e r o s , e l s i l e n c i o d e 
los p a r t i c u l a r e s y e l t i e m p o , e n fin, v e n g a n á d e m o s t r a r lo i n o f e n s i v o de 
los p r o y e c t o s , es u n a p r u e b a de q u e l a A d m i n i s t r a c i ó n d e j a á s a l v o l o s 
d e r e c h o s de p r o p i e d a d y p o s e s i ó n de lo s c o n c e s o n a r i o s a n t e r i o r e s , l o s 
c u a l e s p o r lo m i s m o n o t i e n e n e l de e x i g i r q u e s e a n p r a c t i c a d o s los a f o -
r o s c o n s u i n t e r v e n c i ó n , p u e s l a e x a c t i t u d i n t e r e s a m á s q u e á n a d i e á l a 
m i s m a A d m i n i s t r a c i ó n p a r a e v i t a r r e c l a m a c i o n e s de d e r e c h o s p e r j u d i -
c a d o s . [R. D. 10 A b r i l 1881 . Qac. 2 Julio id.) 
Interdictos .—Cuando u n s i n d i c a t o de r i e g o s d e s c o n o c e e n s u s a c u e r -
dos u n d e r e c h o c i v i l c o n s t i t u i d o de a n t i g u o á f a v o r de u n p a r t i c u l a r , 
p r o c e d e c o n t r a e s a s r e s o l u c i o n e s e l i n t e r d i c t o j u d i c i a l , q u e e n t a l c a s o n o 
c o n t r a r í a n i n g u n a p r o v i d e n c i a l é g i t i m a de l a A d m i n i s t r a c i ó n . [R. D. 11 
Abr i l 1881 . Gac. 24 id . i d . ) 
Autoridad encargada del régimen de ciertas aguas.—No p u d i e n -
do s e r m e n o s c a b a d o e n e l u s o y d i s f r u t e de a g u a s n i n g u n o de lo s q u e 
lo p o s e e n , es n e c e s a r i o q u e a l l í d o n d e n o e x i s t a s i n d i c a t o , a l g u n a a u t o -
r i d a d e s t é e n c a r g a d a de h a c e r c u m p l i r l a s c o s t u m b r e s q u e r e g u l e n e l 
u s o de l a s a g u a s , y d o n d e e s t a f a c u l t a d c o r r e s p o n d a á Injusticia r e f u n -
d i d a h o y e n e l A l c a l d e , á é s t e c o m p e t e a d o p t a r l a s d i s p o s i c i o n e s q u e es-
t i m e o p o r t u n a s e n l a m a t e r i a , s i n que c o n t r a s u s p r o v i d e n c i a s c o m o 
e m a n a d a s d e l e j e r c i c i o l e g í t i m o de a t r i b u c i o n e s a d m i n i s t r a t i v a s , q u e p a 
l a v í a de i n t e r d i c t o j u d i c i a l . [R. Z ) . 11 Abr i l \%%\. Gac. 26 id. id.) 
Acuerdos de los sindicatos.—Con a r r e g l o a l a r t . 237 de l a v i g e n t e 
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l e y de A g u a s l o s s i n d i c a t o s t i e n e n e l d e b e r de r e s p e t a r l o s d e r e c h o s a d -
q u i r i d o s e n e l u s o y a p r o v e c h a m i e n t o de a q u é l l a s , y p o r lo t a n t o , c u a n d o 
s u s a c u e r d o s d e s c o n o c e n l a m e n c i o n a d a d i s p o s i c i ó n l e g a l , r e s u l t a n a d o p -
tados f u e r a d e l c í r c u l o de s u s a t r i b u c i o n e s , y p r o c e d e c o n t r a e l los e l 
a m p a r o de los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s e n l a v í a de i n t e r d i c t o . {R. D. 41 
Abri l 4881 . ( r a e . 12 Mayo id.) 
Concesiones de aprovechamientos.—Contra l a s p r o v i d e n c i a s a d m i -
n i s t r a t i v a s q u e c o n c e d e n e l a p r o v e c h a m i e n t o de a g u a s , n o p r o c e d e e l 
r e c u r s o j u d i c i a l de i n t e r d i c t o s , p u d i e n d o n o o b s t a n t e e l q u e c o n e l l a s 
c r e a l e s i o n a d o s s u s d e r e c h o s c i v i l e s , h a c e r v a l e r é s t o s m e d i a n t e l a c o r -
r e s p o n d i e n t e d e m a n d a a n t e e l J u e z ó T r i b u n a l c o m p e t e n t e , s e g ú n lo 
q u e , a t e n d i d a l a n a t u r a l e z a d e l a s u n t o , d i s p o n g a n l a s l e y e s . {R. D. 1S 
Abril 1881 . Gac. 3 Mayo id.) 
Jurados de aguas.—Los J u r a d o s de a g u a s s ó l o s o n c o m p e t e n t e s 
p a r a e n t e n d e r e n l a s c u e s t i o n e s de h e c h o q u e se p r o m u e v a n e n t r e los 
r e g a n t e s , y p a r a i m p o n e r á los m i s m o s l a p e n a l i d a d m a r c a d a e n l a s 
o r d e n a n z a s c u a n d o l a s i n f r i n g i e r e n , y c o n a r r e g l o á este c r i t e r i o q u e 
i n f o r m a l a s d i s p o s i c i o n e s de l a l e y v i g e n t e d e l r a m o , a s í c o m o p r e s i -
d i ó e n l a R . O . de 1 5 de Marzo 1849 q u e d e c l a r ó s u b s i s t e n t e s los T r i b u -
n a l e s de a g u a s , c u a n d o se t r a t a de d i s t r a c c i o n e s de a g u a s p a r a r e g a r 
t e r r e n o s q u e n o t i e n e n d e r e c h o á r iego c o n l a s c o r r e s p o n d i e n t e s a l s i n -
d i c a t o e n c a r g a d o de e l l a s , n o c o r r e s p o n d e á é s t e e l c o n o c i m i e n t o de l h e -
c h o , s i n o á los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s , (fí. D. 25 A b r i l 1 8 8 1 . Gac. 19 
Mayo id.) 
Contratos pr ivados .—No es r e c l a m a b l e e n l a v í a c o n t e n c i o s a l a 
d i s p o s i c i ó n a d m i n i s t r a t i v a q u e d e s e s t i m a l a i n s t a n c i a de u n p a r t i -
c u l a r d i r i g i d a á o b t e n e r q u e se e m p l e e u n a d e t e r m i n a d a f o r m a de 
p r o c e d e r p a r a d i r i m i r y r e s o l v e r l a s r e c l a m a c i o n e s h e c h a s c o n t r a é l p o r 
u n s i n d i c a t o , á fin de q u e r e p a r e u n a a c e q u i a de q u e es d u e ñ o , y c u y a s 
a g u a s , m e d i a n t e c o n t r a t o , c e d i ó p a r a e l r iego a u n a c o m u n i d a d de r e g a n -
tes , p o r q u e á lo s T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s c o r r e s p o n d e e n t e n d e r e n l a fija-
c i ó n de los d e r e c h o s y o b l i g a c i o n e s q u e de l c o n t r a t o n a c e n , y a d e m á s l a 
p r o v i d e n c i a a d m i n i s t r a t i v a n o p u e d e h a b e r l e s i o n a d o n i n g ú n d e r e c h o 
c r e a d o p o r l a A d m i n i s t r a c i ó n , c u a n d o n i se a l e g a n i p r u e b a q u e ese de-
r e c h o e x i s t i e r a . ( / ? . 0 . 1 2 Mayo 1881 . Gac. 22 ¿rf. id.) 
Costas judiciales: sindicatos.—No e x i s t i e n d o d i s p o s i c i ó n a l g u n a q u e 
s e ñ a l e u n a t r a m i t a c i ó n e s p e c i a l p a r a la. e x a c c i ó n de c o s t a s c a u s a d a s 
e n a s u n t o s j u d i c i a l e s á c u y o pago h a y a n s ido c o n d e n a d o s los s i n d i c a t o s 
de r i ego , d e b e n s u j e t a r s e á l a s p r e s c r i p c i o n e s de l a l e y g e n e r a l e n l a 
m a t e r i a , y p o r lo t a n t o , á l o s T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s c o r r e s p o n d e e f e c . 
t u a r l a c o m o c o n s e c u e n c i a de l a e j e c u c i ó n de los fa l los p o r e l los d i c -
tados . {R. D. 2 0 Mayo 1881 . Gac. 4 Junio id.) 
Rég imen y dis tr ibución de aguas .—Las c u e s t i o n e s q u e n o v e r s a n 
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a c e r c a d e l d o m i n i o de l a s a g u a s a d q u i r i d o p o r t í t u l o c i v i l , s i n o r e s p e c t o 
a l r é g i m e n y d i s t r i b u c i ó n de l a de u n a a c e q u i a r e g i d a p o r o r d e n a n z a s 
a n t i g u a s , n o s o n de l a c o m p e t e n c i a de los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s , y c o r -
r e s p o n d e n á l a d e c i s i ó n de l a A d m i n i s t r a c i ó n , y a q u e a f e c t a n d o á l a i n -
t e l i g e n c i a y a p l i c a c i ó n de l a s a n t e d i c h a s o r d e n a n z a s á q u e e s t á s u j e t a 
u n a c o m u n i d a d de r e g a n t e s p u e s t a b a j o e l a m p a r o de l a s a u t o r i d a d e s 
a d m i n i s t r a t i v a s , á a q u é l l a t o c a d e c i d i r l a s d u d a s q u e s e s u s c i t e n s o b r e 
t a l e s i n t e l i g e n c i a y a p l i c a c i ó n . {R. D. 2.0 Mayo 1884 . Gac. 4 Agosto id.) 
Ordenanzas de r iego .—No p r o c e d e r e c l a m a r en l a v í a c o n t e n -
c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a c o n t r a u n a r e a l o r d e n q u e l e v a n t a l a s u s p e n -
s i ó n de lo d e t e r m i n a d o p o r o t r a r e s p e c t o á l a a p r o b a c i ó n de u n a s 
o r d e n a n z a s de r i e g o , p u e s n i n g ú n d e r e c h o t i e n e u n p a r t i c u l a r á q u e 
p e r m a n e z c a n e n s u s p e n s o l a s r e s o l u c i o n e s de l G o b i e r n o , y p o r lo t a n t o , 
n i n g ú n a g r a v i o p u e d e c a u s a r l e e l l e v a n t a m i e n t o de l a s u s p e n s i ó n de 
s u s efectos . {R. O. 7 Junio 1881 . Gac. I . 0 Julio id.) 
Revocación de concesiones.—Revocada l a c o n c e s i ó n de a g u a s h e -
c h a p o r u n a r e a l o r d e n , n o c a b e i m p u g n a r e n l a v í a c o n t e n c i o s a 
l a q u e p a r t i e n d o de a q u e l l a r e v o c a c i ó n d e t e r m i n a l a m a n e r a de a p r o v e -
c h a m i e n t o de l a s m i s m a s a g u a s , t o d a v e z q u e r e v o c a d a l a c o n c e s i ó n 
n i n g ú n d e r e c h o a s i s t e a l c o n c e s i o n a r i o p a r a s e g u i r l a s u t i l i z a n d o , y e n s u 
v i r t u d , n o p u e d e i n v o c a r l a l e s i ó n de u n d e r e c h o . {R. 0 . 2 1 Junio 1881 . 
Gac. S Julio id.) 
Concesiones de alumbramientos.--Q,OYYe,^or\di& á l a A d m i n i s t r a -
c i ó n i n t e r p r e t a r , a c l a r a r y h a c e r q u e se c u m p l a n l a s c o n d i c i o n e s 
i m p u e s t a s e n l a s c o n c e s i o n e s p a r a a l u m b r a r a g u a s s u b t e r r á n e a s , s i n 
q u e e s a s c o n c e s i o n e s p r i v e n a l d u e ñ o de l t e r r e n o de s u d e r e c h o so-
b r e é l c o n a r r e g l o á l o p r e v e n i d o e n e l decre to de 29 de D i c i e m b r e 
de 1868 . {R. D. Sent. 8 Julio 1881 . Gac. 17 Noviembre id.) 
Contratos privados .—Guando l os t r a b a j o s de r e p a r a c i ó n y l i m p i a de 
u n a m i n a n o se e f e c t ú a n p o r c o n c e s i ó n a d m i n i s t r a t i v a , s i n o e n v i r t u d 
de u n d e r e c h o c i v i l e m a n a d o d e l c o n t r a t o h e c h o c o n e l d u e ñ o d e l t e r r e n o 
e n q u e l a m i n a e s t á e n c l a v a d a , p u e d e n u t i l i z a r s e c o n t r a esos t r a b a j o s l o s 
r e c u r s o s j u d i c i a l e s q u e e l p a r t i c u l a r a g r a v i a d o c r e a p r o c e d e n t e s , p o r q u e 
n i se c o n t r a r í a c o n e l los n i n g u n a p r o v i d e n c i a de l a A d m i n i s t r a c i ó n , n i á 
é s t a c o r r e s p o n d e c o n o c e r de c u e s t i o n e s n a c i d a s de t í t u l o s c i v i l e s , s i e n d o 
a d o p t a d a s f u e r a de s u s f a c u l t a d e s l a s r e s o l u c i o n e s q u e a c e r c a de e l l a s 
d i c t e . {R. D. 20 Setiembre 1881 . Gac. 27 Octubre id.) 
Aguas nocivas.—Las a g u a s que n o d i s c u r r e n p o r los c á u c e s n a t u r a l e s 
n o t i e n e n d e r e c h o á v e r t e r s e p o r c i e r t o s a p r o v e c h a n t e s e n u n p r e d i o i n -
f e r i o r s i n i n d e m n i z a r á s u d u e ñ o , y é s t e , p o r e l c o n t r a r i o , lo t i e n e p a r a 
o b l i g a r á q u e se a l e j e n de s u h e r e d a d l a s a g u a s q u e t e n g a n e n d i s o l u c i ó n 
s u s t a n c i a s n o c i v a s , c o m o s u c e d e á l a s q u e v i e r t e n l a s a c e q u i á s de los 
a r r o c e s . [R. D. Sent. 21 Octubre 1881 . Gac. 16 Diciembre id.) 
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B I E N E S N A C I O N A L E S . 
I.0 Desamortización, su razón y su historia .—2.° L a desamortización en sus 
relaciones con lo contencioso-administrat ivo.—3.° Doctrina fijada por la j u -
risprudencia . —4.0 J urisprudencia. 
i.0—Desamortización, su razón y su historia. 
E l t r á n s i t o de la propiedad desde la a m o r t i z a c i ó n al estado l ib re , 
no se ha conseguido sino d e s p u é s de medio siglo de laboriosa y 
constante faena en que de una parte el legislador formulaba en 
preceptos los pr incipios j u r í d i c o s para realizarla y de otra la j u r i s -
prudencia con sus fallos aplicaba la ley posit iva, i n t e r p r e t á n d o l a 
de una manera lóg i ca y precisa ó a m p l i á n d o l a hasta crear como 
consecuencia de ella una doctr ina legal de i n t e r é s cap i t a l í s imo en 
la p r á c t i c a de la d e s a m o r t i z a c i ó n y de verdadera u t i l idad en el 
cumpl imien to de la l eg i s l ac ión que la r ige . 
Para estudiar con fundamento esta ju r i sp rudenc ia de que habla-
moSj cumple examinar pr imero en r á p i d a ojeada la desamortiza-
c i ó n , los hechos que la mot ivaron, las leyes en que tuvo su desen-
volv imien to y la manera y forma en que fueron luego estas leyes 
cumplidas . 
Sólo de este modo p o d r á comprenderse la s ignif icación y alcan-
ce de los principios que e n t r a ñ a n los fallos-de la ju r i sprudencia y 
las resoluciones que en ellos se fo rmulan . 
Una obra voluminosa de cerca de 1.000 p á g i n a s que publicamos 
el a ñ o 1879, conteniendo todas las disposiciones legales dictadas 
sobre d e s a m o r t i z a c i ó n , trata de un modo extenso y con la compro-
bac ión de los textos las cuestiones relativas á esta materia. 
E n la obra presente sólo daremos una l igera idea de la his tor ia 
y la l eg i s l ac ión sobre este punto como base para entrar en el es-
tud io p r ác t i co de la d e s a m o r t i z a c i ó n en el campo d é l o contencioso-
administrativo1. 
L a falta de conocimiento de las leyes e c o n ó m i c a s en los tiempos 
pasados, las preocupaciones pol í t icas y sociales, las ideas predo-
84 MANUAL 
minantes, las continuas guerras y convulsiones que sufr ió nuestra 
raza durante largos siglos, su especial c a r á c t e r é idiosincrasia, y 
acaso t a m b i é n el cá lcu lo y el sistema pol í t ico practicados por los 
gobernantes; todo reunido d ió por resultante que la propiedad se 
reconcentrara en E s p a ñ a en un p e q u e ñ o n ú m e r o de propietarios, 
indiv iduos ó corporaciones, quedando en ellas vinculada á perpe-
tu idad y perdiendo al movil izarse la r iqueza p ú b l i c a , la pr inc ipa l 
cond ic ión de crecer y perfeccionarse que estriba en las m ú l t i p l e s 
combinaciones y mejoras ocasionadas por los sucesivos cambios de 
d u e ñ o s y en el calor y v i ta l idad que presta á un pa ís el m o v i m i e n -
to y c i r c u l a c i ó n de los valores en todas sus diferentes clases. 
L a mayor parte de la propiedad así r ú s t i c a como urbana h a b í a 
ido á parar á las manos muertas; y la que no, estaba gravada en 
mucha parte con censos y gabelas que d i s m i n u í a n sus productos, 
aminorando la c o n s i d e r a c i ó n del d u e ñ o ante la ley y reduciendo 
hasta lo i n v e r o s í m i l sus facultades y los derechos constitutivos del 
dominio . L a a m o r t i z a c i ó n de la propiedad por las vinculaciones, 
mayorazgos, legados á la Iglesia, al Clero, á los santuarios y her-
mandades, los censos, etc., l l egó á revestir proporciones alarmantes 
por lo peligrosas para la prosperidad púb l i ca , siendo és ta , á no d u -
dar, la causa pr inc ipa l que unida á otras t a m b i é n importantes pro-
dujo la decadencia de la n a c i ó n e s p a ñ o l a . Con r a z ó n sobrada cla-
maba contra la a m o r t i z a c i ó n el gran Jovellanos en su Informe 
sobre la ley agrarici al decir que « e n c a d e n a n d o la propiedad á la 
poses ión perpetua é invariable de cuerpos ó famil ias determinadas, 
con exc lus ión de todos los d e m á s que l e g í t i m a m e n t e pudieran as-
p i rar á poseerla; y s a c á n d o l a del l ibre comercio y de la l ibre tras-
m i s i ó n entre unos y otros propietarios se faci l i ta su a c u m u l a c i ó n 
y c o n c e n t r a c i ó n i l imi t ada , y se cierra así las puertas del progre-
so, del mejoramiento del terreno y del cul t ivo , y de la prosperidad 
relativa de las familias de la que es un requisito indispensable la 
s u b d i v i s i ó n ordenada y equitat iva de la p r o p i e d a d . » 
Data la a m o r t i z a c i ó n en E s p a ñ a desde el t iempo de los godos 
que, al subyugar á los romanos y á las razas i n d í g e n a s , empeza-
r o n por despojarles de las dos terceras partes de la propiedad 
para amort izar la , ya á favor de los magnates, ya á favor del Clero; 
lo cual d ió pronto sus naturales resultados trocando en yermos, 
eriales y b a l d í o s una buena parte del te r r i to r io e s p a ñ o l . 
E n la época agitada y revuelta de la reconquista, se p r o c u r ó 
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poner Un dique al ma l , pero todo fué i n ú t i l . E n las Cortes las re-
clamaciones y las quejas de los procuradores logra ron muchas 
veces que se opusieran trabas á la a m o r t i z a c i ó n . Y a el conci -
l i o de L e ó n , en los comienzos del siglo x i , d ic tó disposiciones 
para que no pasasen á manos muertas ó privi legiadas propie-
dades y bienes de los pecheros, é i d é n t i c a s resoluciones se adop-
taron en las Cortes de N á j e r a , en el Fuero Viejo de Castilla, en el 
Fuero Real y en muchos municipales y cartas-pueblas. 
Pero los buenos p ropós i to s y justas protestas de los procurado-
res contra la a m o r t i z a c i ó n , y las medidas acordadas en Cortes 
para evitarla, v in ie ron á estrellarse contra las preocupaciones, 
las ideas, y el e sp í r i t u de aquellos siglos, y en las mismas leyes de 
partida, no obstante su c a r á c t e r , se conceden grandes facilidades 
para la v i n c u l a c i ó n y a m o r t i z a c i ó n . 
Aumen ta ron és t a las mercedes enriqueñas; c lamaron las Cór t e s 
una y otra vez contra los abusos y dieron á porf ía disposiciones 
para evi tar la , desde las de V a l l a d o l i d en 1345 á las de Sevil la 
en 1534; c rec ió sin embargo hasta lo i n v e r o s í m i l la a m o r t i z a c i ó n 
en los siglos x v i , x v n y x v m , hasta que al fin se d ió la voz de 
a larma contra ella y el gran Rey Carlos I I I atendiendo al pel igro, 
que las aficiones de la é p o c a h a b í a n con t r ibu ido á aumentar, d ió 
orden en 1763 para que no se diese l icencia á manos muertas para 
la a d q u i s i c i ó n de bienes « a u n q u e las donaciones vengan vestidas 
de la mayor piedad y n e c e s i d a d , » para evitar los d a ñ o s intolera-
bles que á la prosperidad p ú b l i c a vienen produciendo el que «a 
t í tu lo de una piedad ma l entendida se vaya acabando el pat r imo-
nio de los legos. Continuando su sucesor Carlos I V por el mismo 
camino, impuso en 1795 un t r ibu to del 15 por 100 de su valor á 
todos los bienes r a í ce s y derechos reales que adquiriesen las ma-
nos muertas, y m á s tarde en 1789 in ic ió la d e s a m o r t i z a c i ó n , orde-
nando la venta en p ú b l i c a subasta de todos los bienes r a í ce s 
pertenecientes á hospitales, hospicios, casas de miser icordia , de 
r e c l u s i ó n y de expós i tos , cof rad ías , memorias, obras p í a s y 
patronatos de legos, exceptuando aquellas en que hubiere patro-
nos activos ó pasivos por derecho de sangre, los cuales p o d r í a n 
efectuar la o p e r a c i ó n directamente por sí mismos . Inv i taba á la 
vez á los Prelados del Clero secular y regular á que promoviesen 
e x p o n t á n e a m e n t e la e n a j e n a c i ó n de los bienes de cape l l an ías cola-
tivas y d e m á s fundaciones ec les iás t i cas , debiendo ingresar los 
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productos de unas y otras ventas en la Real caja de a m o r t i z a c i ó n 
con un i n t e r é s de 3 por 100 anual . 
Mas la época verdadera ele la d e s a m o r t i z a c i ó n comienza con las 
Cortes de C á d i z que en 6 de Agosto de 1813 decretaron la supre-
s ión de los s e ñ o r í o s terri toriales, y en 13 de Setiembre siguiente 
la e n a j e n a c i ó n de los bienes del Estado, de los conventos a r ru i -
nados o suprimidos, las temporalidades de los j e s u í t a s , los de las 
ó r d e n e s mil i tares , y en cuanto á los maestrazgos y encomiendas 
los de las vacantes ó que vacaren en lo sucesivo; los de las ó r d e -
nes de San Juan de Jerusalen y la mi t ad de los b a l d í o s y rea-
lengos. 
A l volver el r é g i m e n absoluto, quedaron sin efecto las disposi-
ciones .de las Oór tes de C á d i z ; pero en 1820 se p l an t eó de nuevo 
el sistema representativo, en 17 de Agosto y 1.° de Octubre se 
d e c r e t ó la d e s a m o r t i z a c i ó n de los bienes del Clero regular y de 
los j e s u í t a s y en 17 de Octubre se p r o m u l g ó la ley supr imiendo 
las vinculaciones, mayorazgos, e tc . , dando al efecto de su c u m -
pl imien to diversas disposiciones. 
De nuevo la r e s t a u r a c i ó n del absolutismo, vino á anular todos 
los decretos ele las Cortes y así cont inuaron las cosas hasta 1833 
en que c o m e n z ó una nueva era de progresos y reformas. E n 
30 de Agosto de 1836, se r e s t ab lec ió en toda su fuerza y v igor la 
ley de desvinculacion de 1820 y la d e s a m o r t i z a c i ó n de los bienes 
del Clero secular, que se a m p l i ó á los del regular . E l decreto 
de 25 de Ju l io de 1835, que d e c l a r ó suprimidos los conventos y 
monasterios que no tuv ie ran 12 religiosos; los de 11 de Octubre 
del mismo a ñ o y 8 de Marzo de 1836 y la ley de 29 de Ju l io 
de 1837 que supr imieron las ó r d e n e s religiosas; el R. D . de 3 de 
Setiembre de 1835 que r e s t a b l e c i ó lo dispuesto desde 1820 á 1823 
sobre e n a j e n a c i ó n de los bienes de varios institutos religiosos y 
conventos; el de 19 de Febrero de 1836 que puso en venta las pro-
piedades ra í ces , edificios, etc., de las suprimidas ó r d e n e s r e l i -
giosas; el de 5 de Marzo del mismo a ñ o que d e c l a r ó en estado 
de r e d e n c i ó n los censos, imposiciones y cargas de cualquiera es-
pecie pertenecientes á insti tutos, conventos de religiosos de uno 
y otro sexo, suprimidos ó que se supr imieran en lo sucesivo; la 
ley de 31 de Mayo de 1837 que d e c l a r ó en estado de reden-
c ión todas las cargas ó rentas por foros, enfiteusis y arrenda-
mientos anteriores al a ñ o 1800; la ley de 2 de Setiembre de 1841 
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que m a n d ó se tuvieran como bienes nacionales y se enajenaran 
todas las propiedades, derechos y acciones del Clero secular, fá-
bricas de las Iglesias, co f r ad í a s . Clero catedral, colegial y parro-
qu ia l , todos estos decretos y leyes, promulgados en el ó r d e n que 
los presentamos forman la historia de la d e s a m o r t i z a c i ó n hasta 
el a ñ o de 1843, época en que parece suspenderse por el decreto 
de 26 de Jul io de 1844 mandando cesaren la venta de los bienes 
del Clero secular y de las comunidades de monjas, y por otro de 3 
de A b r i l de 1845 en que se m a n d ó devolver al Clero secular los 
bienes de su pertenencia que no hubiesen sido a ú n enajenados. 
T a m b i é n se s u s p e n d i ó la ley sobre c a p e l l a n í a s colativas de 1841. 
E n 16 de Marzo de 1851 se ce l eb ró el concordato con la Santa 
Sede sobre arreglo del Clero y d e s a m o r t i z a c i ó n de sus bienes. 
Si importante es la fecha anter ior en que se c e l e b r ó el concor-
dato, mayor impor tanc ia tiene la de 1.° de Mayo de 1855 en que 
se d e c r e t ó la d e s a m o r t i z a c i ó n general c i v i l y ec les iás t ica m a n d á n -
dose proceder á la venta de los bienes, propiedades y derechos 
pertenecientes al Estado, el Clero, las ó r d e n e s mil i tares , las cofra-
d ía s , obras p ías y santuarios, al secuestro de D . C á r l o s , á los pro-
pios y comunes de los pueblos, á l a beneficencia, á la i n s t r u c c i ó n 
p ú b l i c a y cualesquiera otros pertenecientes á manos muertas, 
exceptuando ú n i c a m e n t e los que se s e ñ a l a b a n en el art . 2.° de la 
ley mencionada . 
A par t i r de esta é p o c a la d e s a m o r t i z a c i ó n general fué ya un 
hecho; y bienes del Clero, del Estado, montes, bosques, b a l d í o s , 
realengos, comunes, edificios municipales, etc., se han vendido 
sin tregua, as í como t a m b i é n ha tenido lugar la r e d e n c i ó n de 
censos, foros, arrendamientos antiguos, merced á una larga sé r i e 
de decretos y ó r d e n e s para regular la . 
Ta l es la sucinta r e s e ñ a h i s t ó r i c a de las leyes desamortizadoras. 
Su conocimiento es necesario en absoluto, así p á r a l o s que alegan 
como para los que resuelven sobre cuestiones relacionadas con 
ella. 
2 . ° — L a desamortización en sus relaciones con lo contencioso-
administrativo. 
De poco s e r v i r í a n las leyes si en las dificultades que ofrece 
su cumpl imiento y ap l i cac ión á los hechos, no hubiera un poder 
con facultad bastante para interpretarlas de una manera autori-
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Zcída imponiendo como obligatorios no sólo sus fallos del momento 
para casos concretos, sino t a m b i é n la doctrina legal en ellos con-
tenida, y f i jándola como norma para interpretar la ley, como 
derecho supletorio para ampl iar la donde nada dice y acaso tam-
b ién como jus ta y racional enmienda á sus errores. 
Las leyes desamortizadoras, por su índo le especial, han ca ído 
siempre en su ap l icac ión bajo el domin io de la j u r i s d i c c i ó n con-
tenciosa. 
E n el a ñ o 1845 es cuando aparecen los Tribunales adminis t ra t i -
vos; desde esta fecha nada se es tab lec ió sobre esta mater ia has-
ta 1848, en que por R. O. de 14 de Junio, recordada l u é g o por otra 
de 25 de Enero de 1849, de conformidad con el parecer del Conse-
j o Real en pleno, se d e c l a r ó , entre otras cosas, contencioso-admi-
nis t rat ivo y de la competencia de los Consejos provinciales y del 
Real en su caso, todo lo relativo á la nu l idad ó validez de las ven-
tas de bienes nacionales, á la i n t e r p r e t a c i ó n de sus c l á u s u l a s , á la 
de s ignac ión d é l a cosa enajenada, á la d e c l a r a c i ó n de la persona á 
quien se v e n d i ó y á la e j ecuc ión del contrato. 
L a ley de Contabilidad de 20 de Enero de 1850 en su art . 10, el 
R. D . de 20 de Setiembre de 1852 en su art . 84, relacionado con 
el 83 de la ley de 25 de Setiembre de 1863, y por ú l t i m o , la ley de 
Contabi l idad de 25 de Junio de 1870 reprodujeron bajo distintas 
formas estas doctrinas, así respecto á las providencias de la A d m i -
n i s t r ac ión central , como respecto á la provinc ia l , h ic ieron exten-
sivo á los Tribunales administrat ivos inferiores y al superior en su 
caso, el conocimiento de las cuestiones contenciosas relativas á la 
validez, intel igencia y cumpl imien to de los arriendos y de las su-
bastas, as í como t a m b i é n á los actos posesorios derivados de ellos, 
hasta que quedase el adjudicatario ó comprador en pacífica pose-
s ión , y encomendaron á los Juzgados ó Tribunales de jus t i c ia 
competentes las contiendas que versaren sobre el domin io de 
dichos bienes y los derechos anejos á ellos que se apoyasen en t í -
tulos anteriores ó posteriores á la subasta, y á u n t a m b i é n de los 
que fuesen independientes de ella. 
E l proyecto de ley sobre lo contencioso-administrativo admite 
esta misma doctr ina al disponer en su art . 30 que á l a Sala de lo 
contencioso del Consejo de Estado compete el conocimiento de las 
cuestiones sobre validez, r e sc i s ión y efectos de los contratos y re-
mates de bienes nacionales, igualmente que de los actos poseso-
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rios que de ellos se der ivan, hasta que el adjudicatario ó compra-
dor sea puesto en poses ión de los dichos bienes, y t a m b i é n que 
compete á la j u r i s d i c c i ó n contencioso-administrativa la designa-
c ión de la cosa vendida. 
S e g ú n hemos dicho, en 1855 se i m p r i m i ó gran movimien to á la 
d e s a m o r t i z a c i ó n , a m p l i á n d o l a á los bienes de los pueblos. A l hacer 
esto fué necesario establecer excepciones teniendo en cuenta el 
in te rés del vecindario y en par t icular el de los pobres de cada dis-
t r i to mun ic ipa l . 
L a excepc ión cons i s t ió en exclu i r de la venta algunos bienes, 
entre ellos los de aprovechamiento c o m ú n y aquellas fincas ó cosas 
que por motivos importantes se creyera necesario ú oportuno. 
Así lo d i spon ía la ley de 1.° de Mayo de 1855. 
Se e x t e n d i ó m á s tarde en 1856 la excepc ión á la dehesa que se 
destinara al pasto del ganado de labor de cada pueblo y se dieron 
al Gobierno atribuciones para fijar su ex t ens ión oyendo al A y u n -
tamiento y á l a D i p u t a c i ó n provinc ia l . 
T r a t á n d o s e , pues, de determinar estas fincas, la A d m i n i s t r a c i ó n 
obra dentro de sus facultades discrecionales, y por lo tanto no 
puede admitirse la demanda adminis t ra t iva contra los acuerdos 
que denieguen la excepc ión de que hablamos. 
Mas á veces ocurre una dif icul tad y es cuando concedida ya la 
e x c e p c i ó n y d e s p u é s de estar en poses ión de la finca el pueblo en 
cuyo favor se es tab lec ió , ya por c ree r l a A d m i n i s t r a c i ó n inexactos 
los datos en que se. h a b í a fundado su acuerdo, ya por cualquier 
otro mot ivo , intenta revocarle. 
E n tal caso, como quiera que se trata de un derecho adqui r ido á 
la sombra de una d e c l a r a c i ó n hecha en favor de un pueblo, merced 
á u n acuerdo de la A d m i n i s t r a c i ó n , para reclamarle creemos se 
p o d r á seguir la v ía contenciosa. Sin embargo, en contra de esta 
op in ión existen sentencias del T r i b u n a l Supremo de jus t i c i a . 
S e g ú n hemos indicado, la d e s a m o r t i z a c i ó n se a m p l i ó al decla-
rar comprendidos en el art . I .0 de la ley de 1.° de Mayo de 1855 
los censos enf i téu t icos consignativos y reservativos, los de pobla-
c i ó n , los foros y toda renta ó c á n o n de la misma naturaleza perte-
neciente á bienes sujetos á d e s a m o r t i z a c i ó n . 
Ahora bien; como la ley de 15 de Junio de 1848, la de 25 de 
Mayo de 1849, la de Contabi l idad de 20 de Febrero de 1850 y el 
R. D . de 20 de Setiembre de 1852 en los cuales se establecen los 
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casos en que procede el recurso contencioso-administrativo en lo 
que hace referencia á bienes nacionales, se publ icaron á n t e s que 
las leyes desamortizadoras de 1855 y 1856, es evidente que no p u -
dieron referirse ?i los derechos que de ellas se der ivan. 
Mas como quiera que si no e s t án consignados en la letra de la 
ley, és ta puede y debe ampliarse á ellos por estarlo en su e s p í r i t u , 
l a jur isprudencia constante así del T r i b u n a l Supremo como del 
Consejo ha declarado siempre que p r o c e d í a el recurso contencioso-
adminis t ra t ivo, ampliando t a m b i é n esta r e s o l u c i ó n á los montes 
exceptuados de que á n t e s hablamos. 
Esta ú l t i m a so luc ión ha sido elevada á regla escrita en el re-
glamento de 27 de Marzo de 1877 para l levar á efecto la ley de 9 
de Enero del mismo a ñ o . 
3.°—Doctrina fijada por la jurisprudencia. 
Veamos en p r imer t é r m i n o c u á n d o procede en esta mater ia l a 
v í a gubernat iva. 
S e g ú n las decisiones de la jur isprudencia , desde l u é g o no puede 
disputarse á la A d m i n i s t r a c i ó n el conocimiento, ya en la v í a g u -
bernativa', ya en la contenciosa, de todo lo relat ivo á la designa-
c ión de la cosa vendida como bienes nacionales (1). 
O en otros t é r m i n o s : Sólo la A d m i n i s t r a c i ó n tiene competencia 
para designar lo que se ha vendido por la Hacienda (2), por ser 
esto una cues t ión esencialmente adminis t ra t iva . Y el designar l a 
extensión de las fincas vendidas por la A d m i n i s t r a c i ó n corres-
ponde t a m b i é n á las autoridades administrat ivas (3). 
L a cal i f icación de los bienes que deben incluirse en la desamor-
t i zac ión es de la competencia de la A d m i n i s t r a c i ó n , m i é n t r a s no 
se promueva cues t i ón sobre la propiedad (4). Y t a m b i é n corres-
ponde á las autoridades administrat ivas declarar si tales bienes 
e s t án exceptuados de la venta ó no, porque para ambos casos hay 
que aplicar leyes y disposiciones puramente administrat ivas. 
A la A d m i n i s t r a c i ó n activa corresponde decidir las cuestiones 
(1) Sent. del O. E . de 30 de Enero de 1868. Gac. de 2 de Abril de 1868. 
(2) Sent. del O. E , de 2 de Mayo de 1868. Gac. de 30 de Mayo de 1868. 
(3) Sent. del C. E . de 15 de Junio de 1868. Gac. de 6 de Julio de 1868. 
(4) Sent. del O. E . de 20 de Agosto de 1868. Gac. de 14 de Setiembre 
de 1868. 
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que versen sobre intel igencia y cumpl imiento de las leyes desa-
mortizadoras, en lo que se refieran á los bienes comprendidos en 
las mismas (1). 
Es t a m b i é n de la exclusiva competencia de la A d m i n i s t r a -
c ión (2) el declarar si e s t á n ó no comprendidos en las leyes y dis-
posiciones desamortizadoras unos bienes acerca de cuya clasifica-
c ión , por lo que hace á este punto, se dude. 
Las resoluciones de la Junta superior de Ventas de bienes na-
cionales son susceptibles de reforma por el Minis te r io del ramo, 
sin que esta regla tenga otras l imitaciones que las que puedan se-
ñ a l a r expresamente las leyes y reglamentos (3). 
S e g ú n la ju r i sprudencia tiene establecido (4), el recurso conten-
cioso debe interponerse dentro del t é r m i n o que al efecto s e ñ a l a n 
las disposiciones vigentes, computado, b ien desde el dia de la no-
t i f icación adminis t ra t iva al interesado de la orden reclamada, bien 
desde la fecha en que el recurrente se muestre enterado de lo re-
suelto por la misma. 
Por ú l t i m o no se debe o lv idar en esta materia que cuando la 
r e c l a m a c i ó n que fo rma uno de los extremos de una demanda con-
tenciosa no ha sido examinada n i resuelta por la A d m i n i s t r a c i ó n 
activa, no puede conocer de ella la j u r i s d i c c i ó n contencioso-admi-
nistrat iva (5), porque carece de competencia para ese efecto. 
Se rige la e n a j e n a c i ó n de bienes desamortizados por leyes espe-
ciales (6). Este es el c a r á c t e r de las desamortizadoras y en ta l 
concepto no puede aplicarse á l a e n a j e n a c i ó n las leyes del derecho 
c i v i l c o m ú n , m á s que ú n i c a m e n t e en lo que no es té previsto en 
a q u é l l a . Pero no debe olvidarse que las leyes de d e s a m o r t i z a c i ó n 
no se refieren n i son aplicables á los bienes que pueden transfe-
r irse por e n a j e n a c i ó n ó permuta (7), pues los poseedores de 
(1) Sent. del T . S. de 5 de Octubre de 1872. Gac. de 29 de Octubre de 1872. 
(2) Sent. del T . S. de 13 de Diciembre de 1872. Gac. de 24 de Enero de 1873. 
(3) Dec. de 31 de Marzo de 1876. Gao. de 29 de Abril de 1876. 
(4) Eesol. do 8 de Noviembre de 1876. Gac. de 18 de Noviembre. 
(5) Dec. de 8 de Noviembre de 1877. Gac. de 13 de Abri l de 1878. 
(6) Sent. del T . S. de 27 de Setiembre de 1870. Gac. de 7 de Febrero 
de 1871. 
(7) Sent. del T . S. de 4 de Febrero de 1870. Gac. de 13 de Abri l . 
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tales bienes no tienen la incapacidad de las llamadas manos muer-
tas para poder disponer ele ellos. 
Las casas de misericordia y d e m á s establecimientos conocidos 
con el nombre de manos muertas, no pueden adqu i r i r fincas ó bie-
nes inmuebles por testamento, d o n a c i ó n , compra ó permuta (1). 
E n cuanto á la ley de D e s a m o r t i z a c i ó n de 1.0 de Mayo de 1855 
que dec l a ró en estado de venta todos los bienes de manos muer-
tas es de c a r á c t e r general; y por lo tanto obl igatoria para todas las 
provincias de E s p a ñ a (2) cualquiera que sea por otra parte su r é -
g imen administrat ivo. 
I n c u r r e n con arreglo á las disposiciones vigentes en la mul ta 
de 10 por 100 (3) los administradores de bienes desamortizables 
que no es tén exceptuados por alguna cáusa , si omi ten compren-
derlos en las relaciones que deben faci l i tar á la Hacienda p ú b l i c a . 
Se presenta d e s p u é s de esto una cues t ión m u y importante: las 
condiciones de validez de las ventas. 
Son és tas nulas desde l u é g o , cuando existe desacuerdo entre 
el comprador y vendedor respecto á lo vendido (4). Cuando los 
peritos cometen un error sustancial en la t a sac ión que afecta á la 
validez ó existencia de la finca (5), cuando en la subasta media 
error exencial en la des ignac ión del n ú m e r o de fanegas y és te re-
sulta infer ior en m á s de la mi t ad á lo consignado (6), y cuando 
se adjudica una finca como l ib re de todo g r a v á m e n , d e s p u é s de 
la rect i f icación del anuncio p r i m i t i v o de subasta, y de constar 
plenamente en el expediente las cargas y servidumbres que la 
afectan y sin. que se hubieran deducido és t a s del precio del rema-
te (7). 
No puede el Estado anular las ventas por faltas ó perjuicios de-
(1) Sent. del T . S. de 24 de Diciembre de 1874. Gao. de 12 de Febrero 
de 1875. 
(2) Sent. del T . S. de 16 de Noviembre de 1872. Gae. de 10 de Enero 
de 1873. 
(3) Sent, del T . S. de 9 de Octubre de 1874. Gac. de 4 de Diciembre 
de 1874. 
(4) Sent. del C. E . de 30 de Enero de 1868. Gac. de 4 de Abril de 1888. 
(5) Sent. del C . E . de 30 de Junio de 1868, Gae. de 26 de Setiembre de 1868. 
(6) Sent. del T . S. de 3 de Mayo de 1870. Gae. de 25 de Noviembre de 1870. 
(7) Sent. del T . S, de 14 de Julio de 1871. Gae. de 27 de Setiembre de 1871. 
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bidos á los agentes de la a d m i n i s t r a c i ó n ó independientes de los 
compradores. Para tales casos queda á salvo la acc ión c i v i l y la 
c r i m i n a l contra los culpables (1). Así que aun cuando se tase una 
finca y salga á subasta por mucho m é n o s precio del que en rea l i -
dad valga y esto se pruebe convenientemente, nunca p o d r á por 
ello sólo anularse la venta (2). Pero hay que tener en cuenta res-
pecto á este par t icular que á la A d m i n i s t r a c i ó n no se le puede exi-
g i r m á s en concepto de vendedora de bienes que el c u m p l i m i e n -
to de las obligaciones que imponga el contrato de venta hasta po-
ner al comprador en poses ión de la finca t a l y como fuere anun-
ciada. De piodo, que las perturbaciones que el nuevo d u e ñ o pueda 
tener en la cosa comprada, no pueden dar lugar á la nul idad de la 
subasta, y contra ellas tiene el amparo de los Tribunales de j u s -
t ic ia (3). 
Es potestativo en el Estado optar entre la i n d e m n i z a c i ó n ó la 
nul idad de una finca de bienes nacionales en los casos en que pro-
ceda con arreglo á las leyes y á la ju r i sp rudenc ia establecida (4). 
L o anterior tiene una l i m i t a c i ó n na tura l y justa . Rescindida l a 
venta de una finca desamortizada por e r ror grave a l hacer la ad-
j u d i c a c i ó n , deben abonarse al comprador como poseedor de bue-
na fe las mejoras ú t i les necesarias que hubiese hecho en la finca 
y s irvan para aumentar su precio (5). 
Y no puede anularse una venta aunque se tase la finca y salga 
á subasta por m é n o s precio del que en realidad val ía porque en las 
ventas de bienes del Estado no se admiten demandas de les ión ú 
otras dir igidas á inval idar las (6). 
Se entiende a d e m á s concedido t a m b i é n al Estado el derecho 
otorgado á los compradores para que se les indemnice ó se anule 
la venta cuando resulte falta de cabida en las fincas vendidas (7). 
(1) Sent. del T . S. de 3 de Mayo de 1870. Gac. de 25 de Noviembre de 1870. 
(2) Sent. del T . S. de 6 de Mayo de 1871. Gac. de 22 de Julio de 1S71. 
(3) Dec. de 2 de Diciembre de 1876. Gac. de 31 de Enero de 1877. 
(4) Sent. del T . S. de 2 de Diciembre de 1872, Gac. 14 Enero de 1873: Resolu-
ción de 30 de Octubre de 1876, Gac. de 17 de Noviembre de 1876, y Dec. de 3 de 
Diciembre de 1877, Gac. de 11 de Mayo de 1878. 
(5) Sent. del T . S. de 6 de Octubre de 1870. Gac. de 8 de Enero de 1S71. 
(6) Sent. del T . S. de 3 de Mayo de 1871. Gac. de 22 id., id. 
(7) Dec. de 3 de Diciembre de 1877. Gac. de 11 de Mayo de 1878. 
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Es t a m b i é n de gran i n t e r é s para la A d m i n i s t r a c i ó n munic ipa l 
cuanto hace referencia á los bienes de pueblos que han sido obje-
to de la d e s a m o r t i z a c i ó n . 
L a jur i sprudencia ha establecido (1) que el Estado, los pue-
blos y las corporaciones administrat ivas que se ha l len en po-
ses ión de un monte se m a n t e n d r á n en ella m i é n t r a s no sean ven-
cidos en el correspondiente j u i c i o de propiedad. L a l eg i s l ac ión m u -
nicipal sobre bienes de propios no tiene ap l i cac ión cuando estos 
bienes han pasado á otras manos (2). 
Guando al declarar en estado de venta la ley de 1.° de Mayo 
de 1855 los bienes de los pueblos, e x c e p t u ó en su art . 2.° los de 
aprovechamiento c o m ú n , cons ide ró como tales los cult ivados sin 
pagar renta por los vecinos y sin arbi trar los n i arrendarlos, sien-
do c o m ú n su disfrute (8). Y no pierden su c a r á c t e r comunal 
aunque haya sido arrendada alguna parte de sus productos si esto 
se ha hecho sin perjuicio de los d e m á s aprovechamientos que los 
vecinos disfrutan (4). Deben presentarse las solicitudes para pe-
d i r que se e x c e p t ú e n de la venta los terrenos de aprovechamiento 
c o m ú n con anterioridad al acto del remate (5). De lo contrar io , 
pierde el Ayun tamien to su derecho. 
L u é g o que se haya verificado por el Estado la venta de los bie-
nes de un pueblo, como t a m b i é n la entrega de las inscripciones 
de la Deuda equivalentes á su valor , es consecuencia ineludible , 
el deber de dar á sus productos ó intereses la i n v e r s i ó n que pre-
vienen las leyes desamortizadoras (6). 
Llegamos con esto á la i m p o r t a n t í s i m a mater ia de excepciones. 
Los fallos de la ju r i sprudenc ia sobre este par t icular t ienen gran 
importancia . 
Desde l u é g o al Gobierno corresponde decidir si las fincas deben 
quedar exceptuadas de la d e s a m o r t i z a c i ó n por razones de u t i l i dad 
(1) Sent. del T . S. de 20 de Diciembre de 1873. Oac. de 23 de Marzo de 1874. 
(2) Dec. de 4 de Abri l de 1856. 
(3) Sent. del T . S. de 14 de Diciembre de 1869. Oac. de 23 de Enero de 
1870: y Dec. de 21 de Diciembre de 1877. Gac. de 12 de Mayo de 1878. 
(4) Sent. del T . S. do 14 de Diciembre de 1869. Qac. de 23 de Enero 
de 1876. 
(5) Sent. del C. E . do 20 de Julio de 1868. Gao. de 21 de Diciembre de 1863. 
(6) Sent. del T . S, de 26 de Mayo de 1871. Qac. de 28 de Julio de 1871. 
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y conveniencia p ú b l i c a , y por tanto sus resoluciones no pueden 
sujetarse á examen en j u i c i o contencioso (1). 
Es t a m b i é n improcedente la v í a contenciosa (2) cuando la de-
manda aducida por unos reclamantes, que solicitan la e x c e p c i ó n 
de la venta por el Estado de unas fincas que dicen pertenecerles, 
se funda en la eficacia del derecho que Ies concede un t í t u lo de 
c a r á c t e r c i v i l , que sólo pueden apreciar los Tribunales de la j u r i s -
d icc ión ord inar ia d e s p u é s de haberse denegado la r e c l a m a c i ó n g u -
bernativamente. 
H a l l á n d o s e conformes la D i p u t a c i ó n p rov inc ia l y el A y u n t a m i e n -
to del pueblo donde radican los terrenos del c o m ú n que se preten-
diese exceptuar de la d e s a m o r t i z a c i ó n , no se puede dictar una re-
so luc ión cont ra r ia sin oir á n t e s el parecer del Consejo de Esta-
do (3), como lo ordena la ley de 1.° de Mayo de 1S55, por ser esta 
formal idad tan esencial que no puede omitirse sin faltar á la ley. 
A los Ayuntamientos asiste el derecho de pedir y obtener para 
sus repectivos pueblos los terrenos no sólo comunes sino t a m b i é n 
de propios que les sean necesarios para sus dehesas boyales; pero 
con la c o n d i c i ó n (4) de que no posean otros suficientes para aquel 
objeto, que les hubiesen sido á n t e s exceptuados de la venta, ó que, 
t e n i é n d o l o s , no puedan produc i r pastos ó sean tan escasos que no 
basten para mantener sus ganados de labor . 
E x c e p t ú a n las leyes de la venta la dehesa destinada ó que se 
destine, de entre los d e m á s bienes de cada pueblo, al pasto del 
ganado de labor del mismo; r e s e r v á n d o s e el Gobierno fijar la ex-
t e n s i ó n de la dehesa que haya de conservarse, oyendo al A y u n t a -
miento y á la D i p u t a c i ó n p rov inc ia l : debiendo preceder (5) á la 
c o n c e s i ó n la prueba de que la dehesa boyal produce pastos para 
el ganado de labor y que es necesaria, atendido e l n ú m e r o de 
cabezas destinadas en el pueblo á la ag r i cu l tu ra . 
Pues bien; si acordada por el Gobierno, en v i r t u d de las pruebas 
suministradas por el Ayuntamien to , l a e x c e p c i ó n de una finca 
como dehesa boyal , d e s p u é s apareciesen nuevos datos de los cua-
(1) Dec. de 10 de Abri l de 1876. Qae. de 14 de Junio de 1876. 
(2) Eesol. de 11 de Mayo de 1877. Gae. de 21 de Mayo de id. 
(3) Sent. del T . S. de 5 de Febrero de 1872. Gae. de 5 de Marzo de 1872. 
(4) Sent. del T . S. de 7 de Junio de 1872. Gae. de 26 de Julio de 1872. 
(5) Sent. del T . S. de 14 de Julio de 1871. Gae. de 30 de Agosto de 1871. 
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les resulte que no c o n c u r r í a n en ella las condiciones s e ñ a l a d a s 
en el art . 5 . ° del real decreto de 1865, se p r o c e d e r á (1) á la rev i -
sión del expediente, y , oida la Secc ión de Hacienda del Consejo 
de Estado, p o d r á acordarse la venta de la finca. 
Y aunque, s e g ú n la ju r i sprudenc ia establecida, es susceptible 
de j u i c io contencioso-administrativo la d e c l a r a c i ó n del derecho 
que tienen los pueblos para obtener la conces ión de su respectiva 
dehesa boyal, no procede n i puede tener lugar en el mismo (2) la 
de s ignac ión de la finca ó terrenos que hayan de destinarse á de-
hesa boyal , n i fijar la e x t e n s i ó n de su cabida y d e m á s circunstan-
cias que e s t á n reservadas á las atribuciones discrecionales del 
Gobierno. 
E l derecho de los Ayuntamientos para pedir se e x c e p t ú e n de la 
venta las fincas comunales que por la ley deben ser exceptuadas, 
ha de ejercitarse á n t e s de que se verif ique a q u é l l a (3). 
A l disponerse en el R. D . de 10 de Ju l io de 1865 que los pue-
blos que pretendan la e x c e p c i ó n de la venta de terrenos hayan de 
acreditar la propiedad de los mismos, nada se exp re só sobre la 
manera de verif icarlo: por tanto e s t á n en v igor (4) las reglas del de-
recho c o m ú n acerca de la p r e sc r i pc ión como modo de adqu i r i r el 
domin io ; y á falta de documentos que acrediten la propiedad, bas-
t a r á que conste la poses ión no in te r rumpida de m á s de 30 a ñ o s . 
Como el representante del pueblo es el Ayuntamien to , teniendo el 
vecindario derechos de aprovechamiento c o m ú n sobre u n monte, 
lo tiene su Ayuntamiento (5) para pedir se le e x c e p t ú e de la venta . 
Debiendo tenerse en cuenta que suprimidas en 1837 las comu-
nidades de tierras, las Juntas de ganaderos carecen de personali-
dad para representar á los pueblos y reclamar en su nombre l a 
e x c e p c i ó n de fincas de aprovechamiento c o m ú n (6). 
Habiendo un Ayuntamiento iniciado el expediente de e x c e p c i ó n 
de unos terrenos, á él natural y legalmente debe comunicarse su 
reso luc ión final (7), siendo dicho Ayuntamien to la personalidad 
(1) Sent. del T . S. de 14 de Julio de 1871. Gac. de 30 de Agosto de 1871. 
(2) Sent. del T . S. de 7 de Junio de 1872. Gao. do 26 de Julio de 1872. 
(3) Sent. del T . S. de 3 de Junio de 1871. Gac. de 3 de Agosto de 1871. 
(4) Sent. del T . S. de 19 de Febrero de 1870. Gac. de 27 de Abri l de 1870. 
(5) Sent. del C. E . de 30 de Enero de 1868. Gac. de 15 de Abril de 1868. 
(6) Sent. del T . S. de 31 de Mayo do 1870. Gac. de 27 de Diciembre do 1870. 
(7) Sent. del T . S. de 12 de Diciembre de 1871. Gac. de 11 de Enero de 1872. 
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j u r í d i c a que puede reclamar en la v ía contenciosa contra esa re-
so luc ión , en su caso. 
H a l l á n d o s e por l a ley exceptuados de la venta los terrenos de 
aprovechamiento c o m ú n , para declarar esta e x c e p c i ó n debe aten-
derse (1) al c a r á c t e r y destino de los bienes; sin que la d e c l a r a c i ó n 
de ser una finca de aprovechamiento c o m ú n pueda extenderse (2) 
m á s que á las fincas para que se ha reclamado tal d e c l a r a c i ó n . 
Debiendo tenerse m u y en cuenta que sólo e s t á n exceptuados de 
la d e s a m o r t i z a c i ó n los bienes q u é se acredite son de aprovecha-
miento c o m ú n de un vecindario, sin que j a m á s hayan sido a r b i -
trados, cedidos n i arrendados (3). 
Excluye la circunstancia de aprovechamiento l ib re y c o m ú n por 
todos los vecinos, el cu l t ivo de una finca por personas determina-
das que han ut i l izado exclusivamente el uso de las mismas (4). 
Cues t ión de importancia capital en esta mater ia es t a m b i é n 
la relat iva á las ventas a cuerpo cierto. 
Se entienden tales aquellas ventas de bienes nacionales que se 
hicieren con d e s i g n a c i ó n de l í m i t e s determinados (5), y t a m b i é n 
cuando el anuncio se hace designando sus cuatro l inderos (6). E n 
ellas no cabe i n d e m n i z a c i ó n á favor de n inguna de las partes con-
tratantes por exceso n i defecto en su cabida ó e x t e n s i ó n . 
N o puede calificarse como hecha á cuerpo cierto la e n a j e n a c i ó n 
de una finca que no se ha l la bien circunscri ta y determinada en 
su total idad (7). 
Cuando en el anuncio de venta no se consignan los l inde-
ros (8), no se vende tampoco como ta l cuerpo cierto y no es ap l i -
cable esta doctr ina de la ju r i sp rudenc ia . 
(1) Sent. del C. E . de 30 de Enero de 1868. Gac. de 15 de Abri l de 1868. 
(2) Sent. del C. E . de 5 de Febrero de 1868. Gac. de 25 de Febrero de 1868. 
(3) Sent. del C. E . de 28 de Febrero de 1868. Qac. de 20 de Abri l de 1868. 
(4) Sent. del C . E . de 4 de Mayo de 1868. Gac. de 7 de Julio de 1868.— 
Sent. del C. E . de 4 de Marzo de 1868. Gac. de 23 de Abri l de 1868.—Sent. del 
C. E . de 26 de Mayo de 1868. Gac. de 17 de Julio de 1868.—Sent. O. E . de 4 de 
Mayo de 1868. Gac. de 31 de Mayo de 1868. 
(5) Sent. del C . E . de 10 de Octubre de 1868. Qac. de 6 de Febrero de 1869. 
(6) Sent. del T . S. de 8 de Marzo de 1870. 
(7) Sent. del T . S. de 5 de Mayo de 1670. Gac. de 3 de Diciembre de 1870. 
(8) Sent. del C . E . de 31 de Enero de 18S3. Gac. de 2 de Abri l de 1868. 
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Pero el haberse designado á una finca, puesta en venta por el 
Estado, con exp re s ión de sus l í m i t e s ó l inderos, no basta para 
que se repute hecha la e n a j e n a c i ó n como de cuerpo cierto (1), 
si a d e m á s de haberse fijado con exactitud su ex t ens ión ó capa-
cidad no se ha dado á cada unidad el valor correspondiente, se-
g ú n su clase, y se ha formado sobre esta base el precio to ta l de 
la finca, y mucho m á s cuando en la d e s i g n a c i ó n de los l inderos 
no hubo la debida exactitud y á u n d e s p u é s de diversos reconoci-
mientos no ha sido posible precisar los que se dieron á l a finca 
al t iempo de la venta. Tampoco basta la d e s i g n a c i ó n de l inderos 
en la venta oficial de una finca r ú s t i c a para suponer que se ha 
vendido como cuerpo cierto todo lo contenido dentro de ellos; á n -
tes bien d e b e r á decirse todo lo contrar io (2) siempre que a d e m á s 
de expresarse la cabida y la t a s a c i ó n en venta y renta, se a ñ a d a 
a l g ú n dato descriptivo bastante á dar á conocer el objeto que se 
vende. Exc luye t a m b i é n la c o n d i c i ó n de cuerpo cierto para la 
venta, la circunstancia de anunciarse para su ena j enac ión una 
finca como de bienes del Estado, por su t a s a c i ó n pericial (3), par-
t iendo del n ú m e r o de pruebas de otra medida usual y de termi-
nada para fijar su r a z ó n y ex t ens ión porque la venta realizada 
en esta fo rma se entiende hecha con r e l ac ión á su cabida. 
Respecto al procedimiento para resolver las dudas surgidas en 
la i n t e r p r e t a c i ó n de las disposiciones que tratan de las ventas ó 
cuerpos ciertos, r ige la orden dictada por el Poder ejecutivo y 
publicada por el Minis ter io de Hacienda en 7 de A b r i l de 1869 
disponiendo que no se admita la t eo r í a de los cuerpos ciertos 
cualquiera que haya sido el remate, y que se fallen exclusiva-
mente atendiendo á la cabida, cal idad y d e m á s circunstancias de 
la finca (4). Esta t eo r í a es aplicable á todos los remates sin excep-
ción de fechas (5). Compete á la A d m i n i s t r a c i ó n con arreglo á 
la R. O. de 24 de Diciembre de 1862 declarar l a nu l idad de la su-
basta cuando haya error, siempre que de ello le reporten a l Es-
tado ventajas. 
(1) Sent. del C . E . de 10 de Octubre de 1868. Gac. de 2 de Febrero de 1869. 
(2) Sent. del T . S. de 1.° de Julio de 1869. Gac. de 8 de Agosto de 1869. 
(3) Sent. del T . S. de 15 de Octubre de 1870. Gac. de 9 de Enero de 1871. 
(4) Sent. del T . S. de 5 deMayo de 1870. Gac. de 8 de Diciembre de 1870. 
(5) Sent. de 11 de Febrero de 1877. Gac. de 23 de Marzo de 1877. 
DE LO CONTENCIOSO-AÜMINISTRiVTIVO 99 
Pasando á tratar de lo relativo á los censos diremos que no ex i -
gen para la r e d e n c i ó n las leyes desamortizadoras que se presen-
ten las escrituras de impos i c ión , bastando la so l ic i tud y reconoci-
miento del redimente y su acep tac ión por parte del Estado; y como 
quiera que, llenados esos requisitos y t r á m i t e s , existe una obl iga-
c i ó n bi la teral , que no es l íci to romper sino por mu tuo acuerdo de 
las partes, no h a b i é n d o l o , debe cumpl i rse (1) . 
L o prescri to en el ar t . 10 del R. D . de 31 de Enero de 1852 res-
pecto á la s u b r o g a c i ó n en los derechos del Estado de los compra-
dores de censos no tiene ap l i cac ión al caso en que se t rata de la 
r e d e n c i ó n de tales cargas hecha por mu tuo acuerdo entre los cen-
satarios y el redimente (2). 
E n cuanto á los casos en que no existan bienes de propios para la 
s u b r o g a c i ó n de los censos (3) h a d e precederse á su r e d e n c i ó n 
entregando á los censualistas una cantidad en t í tu los del 3 por 100 
consolidado que baste á produci r la misma renta que v e n í a n per-
cibiendo. 
Ha de tenerse presente en este asunto que consti tuido un censo 
por varios vecinos de un pueblo y no por el Concejo del mismo (4) 
l a a cep t ac ión de la deuda por el Ayun tamien to , al i n c l u i r l a en el 
presupuesto munic ipa l , no puede sur t i r efecto m i é n t r a s no resulte 
que el acreedor acepte como deudor al Ayun tamien to en subroga-
c i ó n de los imponentes. 
A u n cuando no de ap l i cac ión frecuente debe consignarse una re -
s o l u c i ó n de la j urisprudencia s e g ú n la cual son redimibles las cargas 
impuestas sobre determinadas fincas ó bienes, de sostener uno ó 
m á s d ías á la semana los presos de una c á r c e l y decirles misa en 
los dias de precepto; cuyas cargas se c a p i t a l i z a r á n por t é r m i n o 
medio, entregando su equivalente en t í tu los de la Deuda consoli-
dada del 3 por 100 (5). 
L a r e d e n c i ó n de un censo no puede otorgarse cuando no se ha 
constituido a ú n por escritura p ú b l i c a y en forma; pues en tal caso 
(1) D e c de 2 de Julio de 1878. G a c de 13 de Febrero de 1879. 
(2) Resol , de 12 de Julio de 1878. Gac. de 16 de Julio. 
(3) Seut. del T . S. de 23 de Octubre de 1869. Gac. de 30 de Noviembre 
de 1869. 
(4) Dec. de 3 de Octubre de 1864. 
(5) Sent. del T . S. de 24 de Octubre de 1872. Gac de 25 de Diciembre 
de 1872. 
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no puede decirse que es tá legalmente consti tuido como exige la 
ley para otorgar l a r e d e n c i ó n , y como consecuencia tampoco pue-
den redimirse las pensiones atrasadas que adeudaban los censa-
tarios (1). 
Los poseedores de fincas gravadas con aprovechamientos de 
pastos constituidos á favor de pueblos p o d r á n (2) solicitar la re-
denc ión del gravamen en los mismos t é r m i n o s prescritos para los 
censos, siempre que no se hayan declarado por el Gobierno de 
uso general y gratui to; pero esta facultad, concedida á los poseedo-
res de fincas gravadas, de r e d i m i r sus cargas, p o d r í a ser i lusor ia 
si no se les concediera á la vez el derecho de solicitar que se 
hagan siempre en jus t ic ia y con arreglo á las disposiciones vigen-
tes sobre la mater ia las declaraciones pedidas al Gobierno de que 
tales aprovechamientos se tengan como de uso general y gra tu i to . 
Pero cuando una real orden no d e n e g ó el derecho que un intere-
sado alegaba á r e d i m i r el g r a v á m e n de los aprovechamientos que 
cierto pueblo t e n í a sobre una dehesa de propiedad de a q u é l , n i se 
h izo pronunciamiento alguno con c a r á c t e r def ini t ivo, sino que 
aquella d i spos ic ión se l imi tó á mandar que se prosiguiera el expe-
diente para averiguar si la referida dehesa p o d r í a ó no dedicarse, 
como ped ía el Ayuntamien to , al pasto de los ganados de labor, y 
en t a l concepto exceptuarla de la venta por el Estado (3), d icha 
real orden no puede dar fundamento á una demanda en vía con-
tenciosa. 
E n cuanto á las escrituras de ventas no siendo m á s que la prue-
ba del contrato, no impor ta se omita en ellas la cabida de las fin-
cas desamortizadas que se vendan (4) cuando resultan los t é r -
minos en que se verif icó la venta, la ad jud i cac ión hecha por l a 
Junta y la acep t ac ión del comprador conformes con el anuncio de 
la subasta. 
Pero las escrituras de ventas de bienes nacionales valen en tan-
(1) D e c de 13 de Agosto de 1877. Gac. de 17 de Enero de 1878. 
(2) Sent. del T . S. de 26 de Febrero de 1870. Gae. de 8 de Mayo de 1870. 
—Sent. del T . S. de 3 de Marzo de 1871. Oac. de 13 de Mayo de 1871.— 
Sent. del T . S. de 6 de Julio de 1871. Gac. de 14 de Octubre de 1871.—Sen-
tencia de 24 de Diciembre de 1873. Gac. de 23 de Mayo de 1874. 
(3) Resol, de 11 de Abril de 1878. Gac. de 14 de Abri l . 
(4) Sent. d e í C . E . de 31 de Enero de 1868. Gac. de 2 de Abril de 1868. 
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to cuanto expresan el contrato, que lo fo rman la postura, la ad ju-
d i cac ión y la a c e p t a c i ó n sobre la base del anuncio de la subas-
ta (1). 
Tiene t a m b i é n gran importancia en este asunto todo lo relat ivo 
á la poses ión de las fincas por el comprador. Respecto á ella sólo 
pueden entender los Tribunales de la j u r i s d i c c i ó n ord inar ia cuan-
do haya t rascurr ido u n a ñ o y un dia desde que el comprador en-
t r ó á poseer la finca (2). Mas una vez puesto en quieta y pacifica 
poses ión de lo vendido el comprador de bienes ó fincas del Esta-
do, la A d m i n i s t r a c i ó n cesa de tener derecho á in te rven i r ó enten-
der en las cuestiones que de la venta se deriven (3). 
E n cuanto á los incidentes de la venta, sabido es que son de la 
competencia de la A d m i n i s t r a c i ó n . Los fallos de la jur i sprudencia 
que as í lo establecen son numerosos y variados por lo cual no ha-
cemos el extracto de la doct r ina que contienen (4). 
4.°—Jurisprudencia. 
Redención de censos.—No puede otorgarse la redención de un censo 
cuando éste no se ha constituido aún por escritura pública y en forma; 
pues en tal caso no puede decirse que está legalmente constituido como 
exige la ley para otorgar la redención, y como consecuencia tampoco 
pueden redimirse las pensiones atrasadas que adeudaban los censatarios. 
{R. D. 13 Agosto 4877 . Gac. 17 Enero 1878 . ) 
Competencia de la Administración.—Cuando la reclamación que for-
ma uno de los extremos de una demanda contenciosa no ha sido examina-
da n i resuelta por la Administración activa, no puede conocer de ella la 
jurisdicción contencioso-administrativa, porque carece de competencia 
para ese efecto. (R. D. 8 Noviembre 1877 . Gac. 13 Abr i l 1878 . ) 
A n u l a c i ó n de ventas.—El derecho otorgado á los compradores de 
fincas del Estado por la R . O . de 10 de Abri l de 1 8 6 1 , instrucción de 31 
de Mayo de 1855 y otras disposiciones para que se les indemnice ó se 
anule la venta cuando hay falta de cabida en las fincas enajenadas,, 
se entiende concedido también al Estado si hubiese exceso. 
(1) Sent. del T . S. de 20 de Marzo de 1872. Gac. de 26 de Junio de 1872. 
(2) Sent. del C. E . de 15 de JUDÍO de 1868. Gac. de 6 do Julio de 1868. > 
(3) Sent. del C. E . de 20 de Agosto de 1868. Gac. de 13 de Setiembre de 1883. 
(4) Se encuentran detallados tino á uno en nuestra obra Manual de des 
amortización civil y eclesiástica. 
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N o h a b i e n d o m é r i t o s p a r a c o n c e p t u a r á los i n t e r e s a d o s c o m o p o s e e d o » 
r e s de m a l a fe, s ó l o p u e d e o b l i g á r s e l e s á e n t r e g a r á l a H a c i e n d a los f r u t o s 
p e r c i b i d o s , p e r o n o l o s q u e h u b i e r a n podido p e r c i b i r s e , n i t a m p o c o d e s -
p o j a r l e s de t e r r e n o s c o l i n d a n t e s á l a finca q u e s u s c a u s a n t e s v e n í a n 
p o s e y e n d o c o n a n t e r i o r i d a d , a u n q u e se s u p o n g a d e b e n p e r t e n e c e r a l 
E s t a d o , m i é n t r a s é s t e n o l e s v e n z a e n e l c o r r e s p o n d i e n t e j u i c i o a n t e l o s 
T r i b u n a l e s . [R. D . 3 Diciembre Í811. Gac. 11 Mayo 1878 . ) 
Premio de ventas .—Aunque se a n u l e l a v e n t a de u n a finca e n a j e n a -
d a p o r e l E s t a d o , n o p u e d e p r i v á r s e l e a l c o m i s i o n a d o p r i n c i p a l de v e n t a s 
e n l a p r o v i n c i a r e s p e c t i v a d e l p r e m i o q u e h u b i e r e d e v e n g a d o c o n a r r e -
glo á l a s l e y e s ; p u e s s o l a m e n t e p r o c e d e l a d e v o l u c i ó n e n e l c a s o t a x a t i -
v a m e n t e d e t e r m i n a d o e n l a R . O . de 4 de J u l i o de 1 8 6 2 , y se d a c u a n d o 
es i m p u t a b l e á d i c h o c o m i s i o n a d o e l v i c i o q u e p r o d u c e l a n u l i d a d , 
{R. D. 11 Diciembre i S l l . Gac. 11 Mayoi818.) 
Nul idad de ventas.—El p e r j u i c i o q u e se c a u s ó a l E s t a d o e n l a v e n t a 
de u n a finca q u e d e s p u é s r e s u l t a c o n m u c h a m a y o r c a b i d a de a q u e l l a 
p o r q u e se v e n d i ó es r e p a r a b l e desde e l m o m e n t o q u e l a A d m i n i s t r a c i ó n , 
e n s u m á s e l e v a d a j e r a r q u í a , t u v o c o n o c i m i e n t o de é l , s i n q u e o b s t e n 
lo s p l a z o s e s t a b l e c i d o s e n a l g u n a s d i s p o s i c i o n e s , p o r q u e p a r a l a A d m i -
n i s t r a c i ó n n o se c u e n t a n s i n o desde q u e los c o n o c e . 
P o r o t r a p a r t e , a s í c o m o e s t á d i s p u e s t o q u e e n c a s o de d e c l a r a r l a n u -
l i d a d p o r f a l t a de c a b i d a a b o n e e l E s t a d o a l c o m p r a d o r e l p r e c i o q u e p a -
g ó y lo s i n t e r e s e s c o r r e s p o n d i e n t e s , de l m i s m o m o d o p r o c e d e q u e c u a n -
do se a n u l a l a v e n t a p o r e x c e s o e n l a c a b i d a , a b o n e n l o s c o m p r a d o r e s 
l o s f r u t o s q u e h a n p e r c i b i d o d u r a n t e e l t i e m p o e n q u e e s t u v i e r o n e n p o -
s e s i ó n . {R. D. 21 Diciembre 1 8 7 7 . Gac. 11 Mayo 1878 . ) 
Incidentes de ventas.—Corresponde á l a A d m i n i s t r a c i ó n e l c o n o c i -
m i e n t o de todos l o s i n c i d e n t e s de v e n t a s de b i e n e s d e l E s t a d o m i é n t r a s 
n o se h a l l e e l c o m p r a d o r e n p a c í f i c a p o s e s i ó n de l a f i n c a v e n d i d a , es d e c i r , 
m i é n t r a s no h a y a p a s a d o u n a ñ o y d í a desde l a p o s e s i ó n s i n q u e se l e 
h a y a m o l e s t a d o e n e l l a . {Dec. 21 Diciembre 1877 . Gac. 2 Ene-
ro 1878 . ) 
Terrenos de aprovechamiento c o m ú n . — L a l e y n o i m p o n e l i m i t a -
c i ó n á l a s e x e n c i o n e s de los t e r r e n o s d i s f r u t a d o s c o m u n a l m e n t e p o r l o s 
p u e b l o s c u a n d o c o n c u r r e n l a s c o n d i c i o n e s s e ñ a l a d a s e n l a m i s m a y e n 
e l R . D de 10 de J u l i o de 1865 . 
S i los t e r r e n o s de u n p u e b l o e s t á j u s t i f i c a d o q u e n o h a n s ido g r a v a d o s 
c o n e l 20 p o r 100 de p r o p i o s , n i a r b i t r a d o s p a r a p r o d u c i r r e n t a ó i n g r e s o 
a l g u n o e n l a s a r c a s m u n i c i p a l e s , h a y q u e r e p u t a r l o s de a p r o v e c h a m i e n -
to c o m ú n , s i n q u e l a c i r c u n s t a n c i a de h a b e r i m p u e s t o c o n t r i b u c i ó n l a 
H a c i e n d a á esos p r é d i o s , a l t e r e n a d a e l c a r á c t e r l i b r e y g r a t u i t o c o n q u e 
e l p u e b l o l o d i s f r u t a . {R. D. 21 Diciembre 1877 . Gac. 12 Mayo 1 8 7 8 . ) 
Fundaciones .—Los b i e n e s de u n a f u n d a c i ó n d e s t i n a d a a l soste-
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n i m i e n t o de u n co leg io , y p o r t a n t o á objetos de i n s t r u c c i ó n p ú b l i c a , 
e s t a b a n e x c e p t u a d o s de l a d e s a m o r t i z a c i ó n p o r e l a r t . 6 . ° , r e g l a 3 . a , de 
l a l e y de 18-M; y p o r c o n s i g u i e n t e , l a H a c i e n d a no p o d í a e n a q u e l l a é p o -
c a i n c a u t a r s e de e l los y e n a j e n a r l o s ; p e r o n o o b s t a n t e , h o y n o p u e d e n 
a n u l a r s e a q u e l l a s v e n t a s , p o r q u e f u e r o n c o n v a l i d a d a s p o r l a l e y de 1 . ° 
de M a y o de 4855 , q u e d e c l a r ó e n es tado de v e n t a e n t r e o tros b i e n e s los 
c o r r e s p o n d i e n t e s á i n s t r u c c i ó n p ú b l i c a , s i b i e n p a r a l o s efectos l e g a l e s 
n o p u e d e t e n e r s e c o m o c o n s u m a d a l a e n a j e n a c i ó n h a s t a l a f e c h a de l a 
p r o m u l g a c i ó n de d i c h a l e y . 
L o q u e ú n i c a m e n t e p r o c e d e es q u e a l co leg io p r o p i e t a r i o de t a l e s b i e -
n e s se le e n t r e g u e n l a s i n s c r i p c i o n e s d e l 3 p o r 100 q u e d e b e n e m i t i r s e á 
s u f a v o r , c o n f o r m e a l a r t . 20 de l a ú l t i m a l e y c i t a d a , a s í c o m o q u e se l e 
a b o n e n l a s r e n t a s p r o d u c i d a s p o r l a s f i n c a s e n c u e s t i ó n desde l a f e c h a e n 
q u e se v e n d i e r o n h a s t a l a de l a l e y de 485o. {R. D. 16 Febrero 1 8 7 8 . Ga-
ceta 7 Junio id.) 
Premios por denuncias.—Los i n v e s t i g a d o r e s y d e n u n c i a d o r e s de 
b i e n e s n a c i o n a l e s s o n m e r o s agentes a u x i l i a r e s de l a A d m i n i s t r a c i ó n , y 
n o p u e d e n r e c l a m a r e n v í a c o n t e n c i o s a c o n t r a to s a c u e r d o s de l a D i r e c -
c i ó n g e n e r a l ó d e l M i n i s t e r i o e n q u e se d e s e s t i m e n s u s d e n u n c i a s ; p o r -
q u e n © n a c i e n d o s u d e r e c h o á p r e m i a h a s t a q u e se d e c l a r e l a o c u l t a c i ó n 
de l a finca, m i é n t r a s é s t a n o se p r o n u n c i e n o p u e d e n a l e g a r q u e se l e s 
c a u s e a g r a v i o . (R. O. 20 Febrero 1878 . Gac. 26 id.) 
Montes comunes.—No p i e r d e u n m o n t e de p r o p i e d a d de u n p u e b l o 
e l c a r á c t e r de c o m a n , p a r a los efectos de l a d e s a m o r t i z a c i ó n , p o r h a b e r -
se a r b i t r a d o ó a r r e n d a d o p a r t e de s u s p r o d u c t o s , s i eso se h a h e c h o s ó l o ( 
c o n l o s s o b r a n t e s q u e r e s t a b a n d e s p u é s de los a p r o v e c h a m i e n t o s c o m u -
n e s y g r a t u i t o s q u e los v e c i n o s v e n í a n d i s f r u t a n d o de a n t i g u o , y á l o s 
c u a l e s , p o r c o n s i g u i e n t e , no se l i a c a u s a d o p e r j u i c i o a l g u n o . {B. D. 3 
Marzo 1878 . Gfac. 10 Junio id.) 
Compensación de bienes.—Cuando l a s o l i c i t u d de u n A y u n t a m i e n t o , 
q u e d i ó l u g a r á u n e x p e d i e n t e g u b e r n a t i v o , a s í c o m o l a r e s o l u c i ó n q u e 
r e c a y ó e n e l m i s m o se r e f i e r e n á l a c o m p e n s a c i ó n de u n o s t e r r e n o s q u e 
p o s e í a e l E s t a d o p o r o tros o t o r g a d o s a l A y u n t a m i e n t o , n o a s i s t i e n d o á 
es te ú l t i m o d e r e c h o a l g u n o s o b r e los t e r r e n o s á q u e d i r i g í a l a c o m p e n s a -
c i ó n , l a r e a l ó r d e n q u e d e n e g ó lo s o l i c i t a d o , n o s ó l o a p a r e c e c o m o u n 
acto p r o p i o de l a A d m i n i s t r a c i ó n a c t i v a , s i n o q u e este acto n o p u d o p e r -
j u d i c a r d e r e c h o s p r e e x i s t e n t e s e n f a v o r del M u n i c i p i o ; p o r lo c u a l n o 
p r o c e d e q u e e s a r e a l ó r d e n s e a r e v i s a d a e n v í a c o n t e n c i o s a . {Resolu-
ción 2 A b r i l 1878 . Gac. 5 id.) 
Plazo para presentar los t í tu los .—No p u e d e c a l i f i c a r s e de d e f i n i t i v a 
u n a r e a l ó r d e n q u e s ó l o t u v o p o r objeto s e ñ a l a r á los i n t e r e s a d o s e n 
lo s b i e n e s d ó t a l e s de u n a c a p e l l a n í a , b a j o a p e r c i b i m i e n t o , e l p l a z o d e n -
t ro d e l c u a l p o d r í a n p r e s e n t a r los t í t u l o s e n q u e a p o y a b a n e l d e r e c h o 
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q u e i n t e n t a b a n les f u e r a r e c o n o c i d o p o r l a A d m i n i s t r a c i ó n ; y p o r c o n s i -
g u i e n t e , c o m o d i c h a o r d e n n o c a u s ó es tado n i t erminó e l e x p e d i e n t e 
g u b e r n a t i v o , n o p r o c e d e s u r e v i s i ó n en v í a c o n t e n c i o s a , p u e s este r e c u r -
so s ó l o se d a c o n t r a l a s r e s o l u c i o n e s d e l G o b i e r n o q u e s o n d e f i n i t i v a s y u l -
t i m a n l a c u e s t i ó n . {Resol. 4 Abri l 1878 . Gac. 1 id.) 
I n d e m n i z a c i ó n d "partícipes legos por diezmos suprimidos.—Las 
m i s i o n e s p r o v i n c i a l e s de l a s p r o v i n c i a s á q u e p e r t e n e z c a n los p u e b l o s 
e n q u e se p e r c i b í a e l d i e z m o , s o n l a s ú n i c a s c o m p e t e n t e s p a r a c o n o c e r 
e n p r i m e r a i n s t a n c i a de los r e c u r s o s q u e e n t a b l e n los q u e se e s t i m e n 
a g r a v i a d o s p o r l a s r e s o l u c i o n e s d e l M i n i s t e r i o s o b r e i n d e m n i z a c i ó n á 
p a r t í c i p e s legos e n d i e z m o s s u p r i m i d o s . (Resol. 21 Marzo 1878 . Gace-
ta 26 id.) 
Indemnizaciones por diezmos suprimidos.—El c o n o c i m i e n t o y 
fa l lo e n v í a c o n t e n c i o s a de l a s c u e s t i o n e s r e l a t i v a s á l a i n d e m n i z a c i ó n , 
l e g i t i m i d a d de l o s c r é d i t o s de p a r t í c i p e s legos en d i e z m o s , c o r r e s p o n d e á 
l a s C o m i s i o n e s p r o v i n c i a l e s e n p r i m e r a i n s t a n c i a , c o n a p e l a c i ó n a l 
C o n s e j o de E s t a d o , s e g ú n e l t ex to e x p r e s o d e l a r t . 4 . ° de l a I n s t r u c c i ó n 
de 2 8 de M a y o de 1846 , l o s 10 a l 20 d e l R . D . de 1 5 de M a y o de 1850 y 
p á r . 4 . ° d e l 84 de l a l e y de 2 5 de S e t i e m b r e de 1 8 6 3 . (Resol. 24 Abri l 
1878 . Gac . 29 id.) 
Premios por denuncias.—Los i n v e s t i g a d o r e s de b i e n e s n a c i o n a l e s , 
q u e s o n m e r o s a g e n t e s a u x i l i a r e s de l a A d m i n i s t r a c i ó n , n o p u e d e n a l -
z a r s e e n v í a c o n t e n c i o s a c o n t r a l a s r e s o l u c i o n e s q u e r e s p e c t o á l a p r o c e -
d e n c i a ó i m p r o c e d e n c i a de s u s d e n u n c i a s adopte e l M i n i s t e r i o , p u e s t o 
q u e e l d e r e c h o de a q u é l l o s n o n a c e h a s t a q u e es a d m i t i d a l a d e n u n c i a y 
s ó l o se r e f i e r e a l p r e m i o q u e p o r ese s e r v i c i o se les s e ñ a l a . [Resol. 11 
Junio 1878 . Gac. 1 5 id.) 
Extens ión ó cabida de la cosa vend ida .—Cuando se t r a t a e x c l u s i v a -
m e n t e de fijar l a e x t e n s i ó n ó c a b i d a de l a s fincas e n a j e n a d a s p o r e l E s -
tado , s ó l o á l a A d m i n i s t r a c i ó n c o r r e s p o n d e d e s i g n a r l a c o s a v e n d i d a , de -
t e r m i n a n d o s u s v e r d a d e r o s l i m i t e s s e g ú n los datos c o n q u e se p r o c e d i e -
r a á s u e n a j e n a c i ó n , ó b i e n d e c r e t a n d o e l o p o r t u n o d e s l i n d e s i f u e r a 
n e c e s a r i o . [R. D. Sent. 1 5 Junio 1878. Qac. 8 Agosto id.) 
Gravámenes no conocidos.—El p l a z o q u e s e ñ a l a e l a r t . 7 . ° d e l r e a l 
d e c r e t o de 10 de J u l i o de 1865 p a r a r e c l a m a r i n d e m n i z a c i ó n p o r los des -
per fec tos s u f r i d o s e n l a s fincas e n a j e n a d a s p o r e l E s t a d o , n o c o m p r e n d e 
l a s r e c l a m a c i o n e s q u e se r e f i e r e n á s e r v i d u m b r e s l e g í t i m a m e n t e c o n s -
t i t u i d a s e n b i e n e s v e n d i d o s c o m o l i b r e s de t a l e s g r a v á m e n e s p o r n o h a -
b e r l o s m e n c i o n a d o n i e n e l a n u n c i o de l a v e n t a , n i e n e l ac to d e l r e -
m a t e . [R. D. Sent. 2 Julio 1878 . Gac. 27 Setiembre id.) 
Redención de censos.—Las l e y e s d e s a m o r t i z a d o r a s n o e x i g e n p a r a 
l a r e d e n c i ó n l a j u s t i f i c a c i ó n p l e n a de s u e x i s t e n c i a , p u e s b a s t a n l a so -
l i c i t u d y r e c o n o c i m i e n t o d e l r e d i m e n t e y s u a c e p t a c i ó n p o r e l E s t a d o 
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p a r a q u e n a z c a u n a o b l i g a c i ó n b i l a t e r a l de l a q u e n o es p o t e s t a t i v o s e -
p a r a r s e á n i n g u n a de l a s p a r t e s s i n m ú t u o a c u e r d o , y c u a n d o é s t e n o 
e x i s t e , e l d e b e r de a m b a s es c u m p l i r lo p a c t a d o , l o q u e i m p l i c a e n l a 
A d m i n i s t r a c i ó n e l d e r e c h o p a r a e x i g i r e l c u m p l i m i e n t o de l a o b l i g a c i ó n 
p o r e l q u e q u i e r e r e d i m i r c o n t r a í d a . {R. D. 2 Julio 1878 . C r a c . 13 Febre-
ro 1879 . ) 
Redención de censos.—Las l e y e s d e s a m o r t i z a d o r a s n o e x i g e n p a r a l a 
r e d e n c i ó n de c e n s o s q u e r e p r e s e n t e n l a s e s c r i t u r a s de i m p o s i c i ó n , b a s -
t a n d o l a s o l i c i t u d y r e c o n o c i m i e n t o d e l r e d i m e n t e y s u a c e p t a c i ó n p o r 
p a r t e d e l E s t a d o ; c o m o q u i e r a q u e , y l l e n a d o s esos r e q u i s i t o s y t r á m i -
tes , e x i s t e u n a o b l i g a c i ó n b i l a t e r a l , q u e n o es l í c i t o r o m p e r s i n o p o r 
m ú t u o a c u e r d o de l a s p a r t e s , n o h a b i é n d o l o , debe c u m p l i r s e . [Real de-
creto sentencia 2 Julio 1878 . Gac. 13 Febrero 1879 . ) 
Redención de censos.—Lo p r e s c r i t o e n e l a r t . 10 d e l R . D . de 31 de 
E n e r o de 1852 r e s p e c t o á l a s u b r o g a c i ó n e n l o s d e r e c h o s d e l E s t a d o de 
los c o m p r a d o r e s de c e n s o s , n o t i e n e a p l i c a c i ó n a l c a s o e n q u e se t r a t a de 
l a r e d e n c i ó n de t a l e s c a r g a s h e c h a s p o r m ú t u o a c u e r d o e n t r e los c e n s a -
t a r i o s y e l r e d i m e n t e . {Resol. 12 Julio 1878 . Gac. 16 id.) 
Premios por denuncias.—Los d e n u n c i a d o r e s de b i e n e s n a c i o n a l e s , 
a s í c o m o los i n v e s t i g a d o r e s de los m i s m o s b i e n e s , s o n m e r o s a u x i l i a r e s 
de l a A d m i n i s t r a c i ó n , y n o p u e d e n e x i g i r q u e s u s d e n u n c i a s s e a n a d -
m i t i d a s ; p o r lo q u e , c u a n d o e n v í a c o n t e n c i o s a p r e t e n d e n r e c u r r i r c o n -
t r a l a s ó r d e n e s q ü e d e s e s t i m a n a q u e l l a s d e n u n c i a s , f a l t a á s u s d e m a n -
d a s e l r e q u i s i t o e s e n c i a l de l a p r e e x i s t e n c i a d e l d e r e c h o l e s i o n a d o . {Re-
so luc ión 2 Agosto 1 8 7 8 . Gaceta 5 id.) 
Eviccion y saneamiento.—En v i r t u d de l a e v i c c i o n y s a n e a m i e n t o á 
q u e l a H a c i e n d a e s t á o b l i g a d a , c o n a r r e g l o a l d e r e c h o c o m ú n y á lo p r e s -
c r i t o e n l a i n s t r u c c i ó n de 31 de Mayo de 1855 , p o r l a s c a r g a s n o e x p r e s a -
d a s e n l a s e s c r i t u r a s de v e n t a de b i e n e s n a c i o n a l e s , debe i n d e m n i z a r a l 
c o m p r a d o r lo q u e é s t e h a y a l e g a l m e n t e de r e c o n o c e r c o m o g r a v á m e n e n 
f a v o r de u n t e r c e r o , y de s a t i s f a c e r l e p a r a l i b e r a r y r e d i m i r l a c a r g a , de-
b i e n d o r e g u l a r s e l a i n d e m n i z a c i ó n c o n f o r m e á l a s c o n d i c i o n e s y c i r -
c u n s t a n c i a s e n q u e e l c o m p r a d o r h a y a t e n i d o q u e h a c e r e l a b o n o . {Real 
decreto 27 Diciembre 1878 . Gac. 11 Mayo 1 8 7 9 . ) 
Expedientes de deslindes.—Los e x p e d i e n t e s de d e s l i n d e y a m o j o n a -
m i e n t o q u e p r o m u e v e n los c o m p r a d o r e s de b i e n e s n a c i o n a l e s p a r a q u e 
p o r l a A d m i n i s t r a c i ó n se d e c l a r e n l o s l í m i t e s y c a b i d a de l a c o s a ob-
j e t o de l a v e n t a , n o p u e d e n m é n o s de c o n c e p t u a r s e i n c i d e n t e s de é s t a ; y 
c o m o h a s t a q u e se r e s u e l v e n n o e s t á n a q u é l l o s e n l a q u i e t a y p a c í f i c a 
p o s e s i ó n de l a s fincas q u e e l E s t a d o e n a j e n a , es e v i d e n t e q u e l a s c u e s t i o -
n e s q u e á n t e s de a d q u i r i r d i c h a p o s e s i ó n s u r j a n s o b r é v a l i d e z , i n t e l i g e n -
c i a y c u m p l i m i e n t o de los c o n t r a t o s y a c t o s p o s e s o r i o s q u e de e l l o s se 
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d e r i v e n , p e r t e n e c e n a l c o n o c i m i e n t o de l a A d m i n i s t r a c i ó n . {R. D. 30 Di-
ciembre 4878 . Gac. 21 Enero 1879 . ) 
Pago de pensiones.—Para q u e l a A d m i n i s t r a c i ó n p u e d a c o m p e l e r á 
u n A y u n t a m i e n t o a l pago de p e n s i o n e s c e n s a l e s r e c l a m a d a s p o r e l c e n -
s u a l i s t a , n o b a s t a e l r e c o n o c i m i e n t o de l a e x i s t e n c i a d e l c e n s o , s i n o q u e 
es a d e m á s p r e c i s o q u e l a C o r p o r a c i ó n m u n i c i p a l e s t é c o n f o r m e e n l a 
c u a n t í a de los r é d i t o s e n l a s é p o c a s de v e n c i m i e n t o y e n l a d e d u c c i ó n 
de l a s c a r g a s p ú b l i c a s , p u e s c u a n d o e s a c o n f o r m i d a d no e x i s t e , l o s T r i -
b u n a l e s o r d i n a r i o s s o n los ú n i c o s q u e p u e d e n y d e b e n e n t e n d e r e n e l 
a s u n t o , p o r t r a t a r s e de d e r e c h o s c i v i l e s q u e s ó l o a n t e e l l o s se h a n de 
v e n t i l a r , ( i ? . O. 28 i i W r o 1879 . Gac . 15 Febrero id.) 
Efectos de la nulidad de ventas indebidas.—Con a r r e g l o á los p r i n -
c i p i o s de d e r e c h o c o n s i g n a d o s e n l a s l e y e s , i n c u m b e a l v e n d e d o r p r e s t a r 
l a e v i c c i o n y s a n e a m i e n t o , y p o r lo t a n t o , c u a n d o p o r h a b e r i n d e b i d a -
m e n t e v e n d i d o u n a t i n c a p r o p i a de otro d u e ñ o es a n u l a d a l a v e n t a 
h e c h a p o r e l E s t a d o , d e b e é s t e s a t i s f a c e r e l i m p o r t e de t o d a s l a s m e j o r a s 
q u e p o r n o s e r n e c e s a r i a s ó c o n o c i d a m e n t e ú t i l e s n o e s t á o b l i g a d o á i n -
d e m n i z a r e l v e r d a d e r o p r o p i e t a r i o de l a finca, a s í c o m o los p e r j u i c i o s a l 
ú l t i m o i r r o g a d o s c o n l a e n a j e n a c i ó n . {R. O. 29 Enero 1879 . Gac. 20 
Mayo id.) 
Providencias no reclamables en via contenciosa.—No p e r t e n e c e n 
á l a c l a s e de l a s r e c l a m a b l e s e n l a v í a c o n t e n c i o s a l a s p r o v i d e n c i a s a d -
m i n i s t r a t i v a s q u e n o d e n i e g a n d e f i n i t i v a m e n t e lo p e d i d o , s i n o q u e a p l a -
z a n s u r e s o l u c i ó n h a s t a q u e p o r los T r i b u n a l e s de j u s t i c i a se d e c i d a n 
c u e s t i o n e s q u e p o r s u n a t u r a l e z a s o n de l a e s f e r a p r i v a t i v a de l a j u r i s -
d i c c i ó n o r d i n a r i a . {R. O. 3 Febrero 1879 . Gac. 20 ¿oí.) 
Frutos percibidos.—Los h e r e d e r o s de u n c o m p r a d o r de b i e n e s n a -
c i o n a l e s , d e l c u a l r e i v i n d i c ó e l E s t a d o u n a p a r t e de t e r r e n o e r r ó n e a m e n -
te , y c o n e x c e s o de c a b i d a , a d j u d i c a d a á a q u é l , s o n r e s p o n s a b l e s de l o s 
f ru tos p e r c i b i d o s p o r s u c a u s a n t e , c u a n d o c o n s t a q u e n o p o s e y ó de b u e -
n a fe, desde l a t o m a de p o s e s i ó n h a s t a s u f a l l e c i m i e n t o ; de lo s q u e 
m i é n t r a s n o se a d j u d i c ó l a h e r e n c i a se p e r c i b i e r o n , p u e s t o q u e é s t a r e -
p r e s e n t a b a los d e r e c h o s d e l finado, y ú l t i m a m e n t e , de los p e r c i b i d o s 
d e s p u é s de l a a d j u d i c a c i ó n de l a h e r e n c i a , s i los h e r e d e r o s , a l s e r d e c l a -
r a d o s y t o m a r l a h e r e n c i a , t e n í a n n o t i c i a de l a d e n u n c i a de e x c e s o de 
c a b i d a . {R. D. 10 Marzo 1879 . Gac. 5 Junio id.) 
Responsabilidad de los comisionados de ventas .—La r e s p o n s a b i -
l i d a d de los c o m i s i o n a d o s de v e n t a s , o r a c u a n d o l l e v a n á los i n v e n t a r i o s 
b i e n e s e x e n t o s p o r l a l e y , o r a c u a n d o o m i t e n e n los a n u n c i o s l o s g r a -
v á m e n e s c o n o c i d o s q u e a f e c t a n á lo s p u e s t o s e n s u b a s t a , n o l a e x c u l -
p a n , e n c o n f o r m i d a d á l a R. O . de 4 de J u l i o de 1 8 6 2 , o t ros a c t o s de l a 
A d m i n i s t r a c i ó n s u p e r i o r , v e r i f i c a d o s p o r p u n t o g e n e r a l b a j o e l s u p u e s t o 
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de q u e l o s q u e se l e p r o p o n e n y s o m e t e n e s t á n a j u s t a d o s á l a l e y . 
{R. D . 10 Marzo 1879 . Gac. 7 Junio id.) 
Nul idad de venta por exceso de cabida.—Son c u e s t i o n e s i n c i d e n t a -
l e s de l a s u b a s t a de b i e n e s n a c i o n a l e s l a s q u e v e r s a n a c e r c a de l a f a l t a ó 
e x c e s o de c a b i d a , y s u r e s o l u c i ó n , c o n a r r e g l o a l a r t . 1 5 de l a l e y de 2 5 
de J u n i o de 1870 s o b r e c o n t a b i l i d a d d e l T e s o r o , c o r r e s p o n d e á l a A d m i -
n i s t r a c i ó n , q u i e n , p o r v i r t u d de lo d i s p u e s t o p o r R . O . de 24 de D i c i e m -
b r e de 1862 , es c o m p e t e n t e p a r a d e c l a r a r l a n u l i d a d de l a v e n t a s i e m p r e 
q u e l a e s t i m e m á s c o n v e n i e n t e p a r a e l E s t a d o q u e l a i n d e m n i z a c i ó n , 
s i n q u e p a r a e l lo obste e n m a n e r a a l g u n a lo e s t a b l e c i d o e n e l a r t . 36 y 
c o r r e l a t i v o s de l a l ey H i p o t e c a r i a , r e s p e c t o á n o d a r s e l a s a c c i o n e s r e -
s o l u t o r i a s y r e s c i s o r i a s c o n t r a t e r c e r o q u e h a y a i n s c r i t o los t í t u l o s de s u s 
r e s p e c t i v o s d e r e c h o s , p u e s t a l e s p r e s c r i p c i o n e s n o a f e c t a n á l a s f a c u l t a -
des q u e p a r a s a l v a r l o s i n t e r e s e s d e l E s t a d o , p e r j u d i c a d o s p o r e l e r r o r 
ó l a m a l a fe, c o n c e d e n á l a M m i n i s t r a c i o n l a s l e y e s y d i s p o s i c i o n e s v i -
g e n t e s s o b r e d e s a m o r t i z a c i ó n , {li. D. 12 Marzo 1879 . Gac. 15 Ma-
yo id.) 
Premio de i n v e s t i g a c i ó n . — C u a n d o e l E s t a d o o b t i e n e l a p r o p i e d a d 
de b i e n e s p o r c o n s e c u e n c i a de j u i c i o s e g u i d o á d e m a n d a d e l M i n i s t e r i o 
f i s c a l n o t i e n e d e r e c h o a l p r e m i o s e ñ a l a d o p o r l a l e y a q u e l q u e , s i b i e n 
d e n u n c i ó los b i e n e s , n o l l e g ó á s e g u i r á s u c o s t a e l e x p e d i e n t e , l l e v á n -
dose á c a b o l a a d j u d i c a c i ó n a l E s t a d o s i n t e n e r p a r a n a d a e n c u e n t a l a 
d e n u n c i a , s o b r e l a q u e no l l e g ó á d i c t a r s e r e s o l u c i ó n p o r n o h a b e r s e 
r e u n i d o los d o c u m e n t o s a l efecto n e c e s a r i o s . [R. O. 2 6 Marzo 1879 . 
Gac. 28 Junio id.) ^ 
Premio de denuncias .—Para g r a d u a r l a t e r c e r a p a r t e d e l v a l o r de 
lo s b i e n e s m o s t r e n c o s q u e debe e n t r e g a r s e c o m o p r e m i o a l d e n u n c i a d o r , 
c u a n d o l a t o t a l i d a d de a q u é l l o s , c o n s i s t e n t e s e n c e n s o s , h a s ido s a t i s f e -
c h a p o r e l c e n s a t a r i o e n efectos p ú b l i c o s , debe t o m a r s e c o m o b a s e , n o e l 
v a l o r de lo a d j u d i c a d o a l E s t a d o , s i n o e l de l o s t í t u l o s r e c i b i d o s , c o n r e -
l a c i ó n á l a f e c h a de s u e n t r e g a e n e l T e s o r o ; p o r q u e de otro m o d o po-
d r í a r e s u l t a r l a r e c o m p e n s a s u p e r i o r a l b e n e f i c i o o b t e n i d o p o r l a d e n u n -
c i a . {R. D. 26 Marzo 1879 . Gac. 28 Junio id.) 
A n u l a c i ó n de ventas.—No es a p l i c a b l e lo d i s p u e s t o e n l a R . O . de 2 0 
de S e t i e m b r e de 1852 y e n e l a r t . 1 5 de l a l e y de 2 5 de J u n i o de 1870 á 
l a s d e m a n d a s q u e se d i r i g e n c o n t r a r e a l e s ó r d e n e s q u e a n u l a n v e n t a s 
de fincas d e l E s t a d o , n o p o r v i c i o i n h e r e n t e á t a l e s a c t o s , n i p o r q u e se 
d e r i v e d e l c u m p l i m i e n t o de l a s l e y e s d e s a m o r t i z a d o r a s , c u y a e j e c u c i ó n 
t o c a a l M i n i s t e r i o de H a c i e n d a , s i n o de l a f a l t a d e l p r é v i o a s e n t i m i e n t o 
q u e p a r a q u e p u d i e r a n l l e v a r s e á c a b o d e b i ó p r e s t a r d i c h o M i n i s t e r i o . 
[R. O. 28 Marzo 1 8 7 9 . Gac. 31 id.) 
Censos.—Cuando se i n v o c a p o r p a r t i c u l a r e s l a p r e s c r i p c i ó n de 30 
a ñ o s p a r a c o n s i d e r a r s u s fincas l i b r e s de c e n s o s q u e f o r m a n p a r t e d e l 
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c a u d a l d e l E s t a d o , a s í l a c u e s t i ó n de d e r e c h o c o m o l a de h e c h o s o n p o r 
s u í n d o l e c i v i l e s , y p o r c o n s i g u i e n t e de l a c o m p e t e n c i a de los T r i b u n a -
l e s , lo c u a l no i m p l i c a q u e l a A d m i n i s t r a c i ó n d e b a a n t e e l los c o m p a r e -
c e r c o m o d e m a n d a n t e p r i v a d o de a t r i b u c i o n e s p r o p i a s p a r a p r o c e d e r 
p o r s í a l r e c o b r o de lo q u e e s t i m e u s u r p a d o , p r e r o g a t i v a q u e n o s u p o -
n e n e c e s a r i a m e n t e o c u l t a c i ó n p u n i b l e n i m a l a fe e n l a d e t e n t a c i ó n á 
q u e p o n e t é r m i n o i n c a u t á n d o s e de l a c o s a d e t e n t a d a , p o r q u e l a p e n a 
i m p u e s t a p o r e l a r t . 12 de l a R. O . de 40 de J u n i o de 4856 a l o c u l t a -
d o r , n o se re f i ere m á s q u e á a q u e l l o s o b l i g a d o s á p r e s e n t a r r e l a c i ó n de 
l a s fincas q u e p o s e í a n ó a d m i n i s t r a b a n , e n c u y o c a s o n o se e n c u e n t r a n 
l o s c e n s a t a r i o s . {R. D. 30 Marzo 4879 . Gac. 3 Julio id.) 
Re iv ind icac ión de bienes por el E s t a d o . — C u a n d o l a A d m i n i s t r a -
c i ó n c o n s i d e r a u s u r p a d a u n a f i n c a p e r t e n e c i e n t e p o r s u í n d o l e a l p a -
t r i m o n i o d e l E s t a d o , no h á m e n e s t e r p r e s e n t a r s e c o m o d e m a n d a n t e 
a n t e los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s p a r a r e i v i n d i c a r l a , a u n q u e l o s p a r t i c u -
l a r e s p o s e e d o r e s a l e g u e n t í t u l o s c i v i l e s p a r a r e t e n e r l a , p o r q u e p o s e e f a -
c u l t a d e s e x c e p c i o n a l e s , y e n este p u n t o d e r o g a t o r i a s d e l d e r e c h o c o m ú n , 
p a r a p r o c e d e r p o r s í , p r e v i o s c i e r t o s t r á m i t e s , a l r e c o b r o de a q u é l l a , n a -
c i d a s de l a s d i s p o s i c i o n e s d i c t a d a s p a r a l a e j e c u c i ó n de l a l e y de 1.° de 
M a y o de 4855 y d e m á s l e y e s p o s t e r i o r e s , e n e s p e c i a l d e l a r t . 84 de l a 
i n s t r u c c i ó n de 34 de d i c h o m e s y a ñ o , y d e l a r t . 46 d e l R. D. de 40 de 
J u n i o de 4856 , c u y o s e n t i d o a c e r c a d e l a s u n t o es l a j u r i s p r u d e n c i a . 
[R. D. Sent. 30 Marzo 4879 . Gac. 7 Julio id.) 
A n u l a c i ó n de ventas.—No p r o c e d e l a v í a c o n t e n c i o s a c o n t r a l a s r e a -
l e s ó r d e n e s q u e d e n i e g a n l a a n u l a c i ó n de l a s v e n t a s de b i e n e s d e l E s t a d o , 
s o l i c i t a d a e n e l c o n c e p t o de p e r t e n e c e r a q u é l l a s a l d o m i n i o p a r t i c u l a r , 
p o r q u e de e s t a r e c l a m a c i ó n , c o m o f u n d a d a e n t í t u l o s a n t e r i o r e s á l a s u -
b a s t a , c o r r e s p o n d e c o n o c e r á los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s , a l t e n o r de lo 
p r e s c r i t o e n l a R.. O . de 20 de S e t i e m b r e de 4852 y e n l a l e y de 20 de J u -
n i o de 4870 . { R . O. 7 Abri l 4 8 7 9 . G a c . 44 id.) 
Conventos exceptuados.—Por v i r t u d de lo d i s p u e s t o e n e l d e c r e t o - l e y 
de 48 de O c t u b r e de 4868 f u é p o t e s t a t i v o e n e l G o b i e r n o , d e s p u é s de 
c i e r t o s t r á m i t e s , d e s i g n a r l o s c o n v e n t o s q u e , f u n d a d o s a n t e s de 29 de 
J u l i o de 4837 d e b e r í a n s e r c o n s e r v a d o s ; y e n s u c o n s e c u e n c i a , n o p u e d e 
s e r e s t i m a d a s i n o c o m o e j e r c i c i o de a q u e l l a f a c u l t a d l a r e a l o r d e n q u e a l 
d e c l a r a r q u e n o h a b í a i n c o n v e n i e n t e e n d e v o l v e r á u n a s M o n j a s s u c o n -
v e n t o , s u s t r a j o é s t e á los efectos de l a s l e y e s d e s a m o r t i z a d o r a s , y e n es-
p e c i a l de l a de 46 de N o v i e m b r e de 4868 s o b r e i n c a u t a c i ó n de esos edif i -
c i o s , n o s i e n d o a p l i c a b l e á l o s q u e e n e l c a s o m e n c i o n a d o se e n c u e n t r e n 
e l R. D. de 9 de E n e r o de 4875 s o b r e d e v o l u c i ó n a l C l e r o de a q u e l l o s b i e -
n e s q u e , e x c e p t u a d o s de l a p e r m u t a c i ó n c o n c o r d a d a e n 4860 , e x i s t i e r a n 
e n p o d e r d e l E s t a d o s i n a p l i c a c i ó n á s e r v i c i o s p ú b l i c o s , p u e s t o q u e n o 
se re f iere á fincas que h u b i e s e n s ido v e n d i d a s , n i de s u c o n t e x t o p u e d e 
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i n f e r i r s e l a c o n s o l i d a c i ó n e n a b s o l u t o de l a v e n t a h e c h a de t a l e s b i e n e s . 
{R. D. 8 A b r i l 1879 . Gac. 20 Junio id.) 
Denuncias.—No p r o c e d e l a v í a c o n t e n c i o s a c o n t r a l a r e a l o r d e n q u e 
r e c h a z a u n a d e n u n c i a de b i e n e s n a c i o n a l e s , p o r q u e los d e n u n c i a d o r e s 
é i n v e s t i g a d o r e s de é s t o s , c o m o m e r o s a g e n t e s q u e s o n de l a A d m i n i s -
t r a c i ó n , c a r e c e n de c a p a c i d a d p a r a a l z a r s e e n d i c h a v í a c o n t r a l a s r e s o -
l u c i o n e s q u e d e s e s t i m a n s u s d e n u n c i a s , m á x i m e t e n i e n d o e n c u e n t a 
q u e n o n a c i e n d o s u d e r e c h o á p r e m i o h a s t a q u e l a d e n u n c i a es a d m i t i -
d a , n o p u e d e h a b e r l e s i ó n de d e r e c h o p r e e x i s t e n t e , n e c e s a r i o p a r a q u e 
a q u é l l a p r o c e d a . {R. O. 22 Abr i l 4 8 7 9 . G a c . 2 í id . ) 
Competencia.—La d e c l a r a c i ó n de q u e c i e r t o s b i e n e s ó d e r e c h o s e s t á n 
su je tos á l a d e s a m o r t i z a c i ó n , n o es b a s t a n t e p o r s í s o l a p a r a a v o -
c a r a l c o n o c i m i e n t o de l o s T r i b u n a l e s a d m i n i s t r a t i v o s todas l a s r e c l a -
m a c i o n e s q u e c o n t r a a q u e l l a d e c l a r a c i ó n se a d u z c a n , y m é n o s l a s q u e 
se f u n d e n e n t í t u l o s de c a r á c t e r p u r a m e n t e c i v i l , a n t e r i o r e s á l a s u b a s t a 
de los p r e c i t a d o s b i e n e s ó d e r e c h o s , de los c u a l e s , c o n f o r m e á lo d i s -
p u e s t o e n l a R . 0 . de 20 de S e t i e m b r e de 1 8 5 2 , d e b e n c o n o c e r los T r i -
b u n a l e s o r d i n a r i o s . O. 28 Abri l 1 8 7 9 . Gac. 2 Mayo id.) 
I n d e m n i z a c i ó n por faltas en las fincas.—Cuando u n a . f i n c a e n a -
j e n a d a p o r e l E s t a d o s u f r e d e s p e r f e c t o s á n t e s de s e r e n t r e g a d a a l c o m -
p r a d o r , n o t i e n e é s t e d e r e c h o á o t r a i n d e m n i z a c i ó n q u e l a d e l v a l o r 
d e l d e s p e r f e c t o , e s t i m a d a e n e l e x p e d i e n t e q u e a l efecto d e b e f o r m a r -
se , p o r q u e o tro c á l c u l o , s o b r e n o f u n d a r s e e n p r e c e p t o a l g u n o t er -
m i n a n t e , t e n d r í a q u e s e r a r b i t r a r i o p o r lo m é n o s e n fincas q u e , c o n s -
t i t u i d a s p o r d i f e r e n t e s y h e t e r o g é n e o s e l e m e n t o s , se v e n d e n e n j u n t o , 
desde e l p u n t o e n q u e l a s u b i d a d e l p r e c i o e n l a s u b a s t a p u e d e t r a e r s u 
o r i g e n á u n a c i r c u n s t a n c i a e s p e c i a l q u e e n n a d a afecte á a q u e l l o s e l e -
m e n t o s , p o r lo c u a l l a p r o p o r c i o n a l i d a d c a r e c e r í a de r a z ó n y f u n d a m e n -
to , c o r r i é n d o s e e l r i e s g o , s i o tros m e d i o s p a r a a u m e n t a r e l v a l o r de los 
d e s p e r f e c t o s s e a d m i t i e r e n , de q u e p o d r í a n a l e n t a r s e c á l c u l o s de m a l 
g é n e r o c o n t r a l o s c u a l e s d e b e p r e c a v e r s e l a A d m i n i s t r a c i ó n , p u e s s e r í a 
f á c i l q u e c u a n d o l o s m e n o s c a b o s s o n a n t i g u o s , d e s p u é s de c o n o c e r l o s s e 
r e m a t a s e n los b i e n e s e n s u b i d o s p r e c i o s p a r a i n i c i a r e x p e d i e n t e s de i n -
d e m n i z a c i ó n . {R. D. 29 Abri l 1879 . Gac. I . 0 Agosto id.) 
Arriendos ant iguos .—Están c o m p r e n d i d o s e n l a s d i s p o s i c i o n e s d e 
l a s l e y e s de 31 de M a y o de 1837 , 27 de F e b r e r o de 1856 y 2 de S e t i e m -
b r e de 1 8 7 3 , q u e d e c l a r a r o n r e d i m i b l e s los a r r e n d a m i e n t o s a n t i g u o s d e 
b i e n e s s u j e t o s á l a d e s a m o r t i z a c i ó n , los s u b a r r e n d a t a r i o s e n q u i e n e s 
c o n c u r r a n l a s c i r c u n s t a n c i a s e x i g i d a s p o r d i c h a s d i s p o s i c i o n e s ; p o r q u e 
é s t a s , a l e q u i p a r a r l o s d i c h o s a r r e n d a m i e n t o s p a r a s u r e d e n c i ó n á l o s 
c e n s o s , t u v i e r o n p o r ú n i c o obje to p r e m i a r l a l a b o r i o s i d a d y c o n s t a n c i a 
de l o s l a b r a d o r e s q u e c u l t i v a r o n l a s fincas. {R. D. Señé. 30 Abri l Í819. 
Gac. 16 Agosto id.) 
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Patrimonio de la Corona.—La l e y de 12 de M a y o de 1865 , r e l a t i v a á 
l a d e s a m o r t i z a c i ó n d e l P a t r i m o n i o de l a C o r o n a , n o c o m p r e n d e e n s u 
l e t r a , n i p o r e l e s p í r i t u q u e r e v e l a e n s u p r e á m b u l o , es a p l i c a b l e á o t r a 
c l a s e de b i e n e s q u e á los de c a r á c t e r i n m u e b l e , a s í e n lo r e f e r e n t e á l a 
v e n t a c o m o á l a r e n u n c i a d e l 75 p o r 100 de s u p r e c i o e n f a v o r d e l E s t a d o , 
s i n q u e c o n t e n g a p r e s c r i p c i ó n a l g u n a r e s p e c t o á lo s v a l o r e s r e p r e s e n t a t i -
v o s de c r é d i t o s c o n t r a e l m i s m o de l a q u e p u e d a r e c t a m e n t e i n f e r i r s e l a 
r e n u n c i a de l a s t r e s c u a r t a s p a r t e s de los m i s m o s , n i m é n o s l a de s u t o t a l 
i m p o r t e ; y c o m o q u i e r a q u e l a s l e y e s p o s t e r i o r e s de 18 de D i c i e m b r e de 
1869 , 24 de J u l i o y 2 5 de A g o s t o de 1 8 7 3 , q u e m á s ó m é n o s d i r e c t a m e n t e 
d i s p u s i e r o n e l d e s t i n o de l o s b i e n e s d e l R e a l P a t r i m o n i o , se l i m i t a r o n á 
c o m p r e n d e r los q u e f u e r o n objeto de l a p r i m e r a m e n t e c i t a d a l e y , es e v i -
d e n t e q u e n i n g u n a de e l l a s p r e s c r i b i ó l a c e s i ó n de l o s n o m b r a d o s v a l o -
r e s a l E s t a d o , o p i n i ó n q u e a ú n m é n o s p u e d e s u s t e n t a r s e e n l a l e y de 26 
de J u n i o de 1876 , c u y o objeto f u é r e s t a b l e c e r e l P a t r i m o n i o R e a l a l e s -
t a d o e n q u e l a l e y de 12 de M a y o de 1865 y lo s p o s t e r i o r e s h e c h o s c o n s u -
m a d o s lo c o l o c a n , s i n d i s t i n g u i r , n i m é n o s e x c e p t u a r , de l o s valores de 
la 'propiedad de la Rea l familia- los q u e c o n t e n g a n c r é d i t o s c o n t r a e l 
E s t a d o , de lo q u e se i n f i e r e q u e d i c h a l e y a d m i t e l a e x i s t e n c i a l e g a l de 
l o s e x p r e s a d o s c r é d i t o s y l a de l o s t í t u l o s q u e l a r e p r e s e n t a n . {R. D . 30 
A b r i l 1879 . Gac . 11 Junio id.) 
Redenc ión de arrendamientos ant iguos .—Están c o m p r e n d i d o s e n 
l a s p r e s c r i p c i o n e s l e g a l e s q u e a u t o r i z a n á lo s l l e v a d o r e s de fincas de 
c o r p o r a c i o n e s q u e d e s d e á n t e s d e l a ñ o 1800 h a n es tado a r r e n d a d a s e n 
u n a s m i s m a s f a m i l i a s , p a r a r e d i m i r l o s a r r e n d a m i e n t o s los s u b a r r e n -
d a d o r e s de a q u é l l a s , s i e n e l c a s o de q u e h u b i e s e n es tado a r r e n d a d a s á 
u n s ó l o i n d i v i d u o , a p a r e c e q u e é s t e n o t u v o o tro c a r á c t e r q u e e l de 
p r e s t a m e r o ó a d m i n i s t r a d o r , s i e n d o los o t r o s l o s v e r d a d e r o s l l e v a d o r e s 
y c u l t i v a d o r e s de e l l a s y los q u e e n r e a l i d a d s a t i s f a c í a n e l p r e c i o d e l a r -
r i e n d o , p o r q u e l a s c i t a d a s l e y e s h a n t e n i d o p o r ú n i c o obje to p r e m i a r l a 
l a b o r i o s i d a d y c o n s t a n c i a de los q u e l a s h a n c u l t i v a d o . {R. D . 3 0 
^ ¿ » n 7 1879 . Gac. 16 Agosto id.) 
Bienes eclesiásticos exceptuados.—Habiendo c a u s a d o es tado l a r e a l 
o r d e n q u e a p r o b ó l a s e g r e g a c i ó n de b i e n e s h e c h a p o r u n P r e l a d o a l p r a c -
t i c a r l a p e r m u t a c i ó n d i s p u e s t a p o r e l C o n v e n i o a d i c i o n a l c o n l a S a n t a 
S e d e e n 2 5 de A g o s t o de 1 8 5 9 , n o t i e n e f u e r z a l a d i c t a d a d e s p u é s d e c l a -
r a n d o e sos b i e n e s s u j e t o s á l a d e s a m o r t i z a c i ó n , p o r q u e é s t a n o p u e d e 
r e v o c a r l a p r i m e r a a u n q u e p o r e l l a se h u b i e r a n p e r j u d i c a d o los i n t e r e -
ses d e l E s t a d o , s i n o á p e t i c i ó n d e l M i n i s t e r i o fiscal e n v í a c o n t e n c i o s a . 
{R. D. I . 0 Mayo 1879 . G a c . 2 5 Junio id.) 
Bienes eclesiásticos exentos.—La v e n t a de b i e n e s e c l e s i á s t i c o s c o r -
r e s p o n d i e n t e s á c o n v e n t o s q u e no l l e g a r o n á q u e d a r e f i c a z m e n t e s u j e t o s 
á l a s u p r e s i ó n d e c r e t a d a p o r e l decre to de 18 de O c t u b r e de 1868 , y a n t e -
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r i o r m e n t e f u e r o n e x e n t o s de l a p e r m u t a c i ó n y v e n t a p o r e l a r t . 4 . ° d e l 
C o n c o r d a t o de -4 de A b r i l de 1860 , f u é i n d e b i d a m e n t e e j e c u t a d a , y d i c h o s 
b i e n e s d e b e n s e r d e v u e l t o s a l i n s t i t u t o ó c a s a á q u e p e r t e n e c í a n . {Real 
decreto 10 M a y o 1879 . Gac. 19 Agosto id.) 
Subrogación de hipotecas.—Con a r r e g l o á lo p r e s c r i t o e n los a r t í c u -
los 30 a l 34 de l a l e y de 11 de J u l i o de 1856 , l a e x i s t e n c i a de h i p o -
t e c a s s o b r e v a r i o s ó todos los b i e n e s d e l c a u d a l de u n p u e b l o n o i m p i d e n 
l a e n a j e n a c i ó n de l a s t i n c a s q u e l a c o m p o n e n , s i b i e n los a c r e e d o r e s 
p o d r á n e l e g i r , y e n s u defecto d e s i g n a r e l J u e z r e s p e c t i v o , a q u e l l a q u e 
h a de p e r m a n e c e r a f e c t a á l a r e s p o n s a b i l i d a d d e l c o r r e s p o n d i e n t e c r é d i -
to , d e b i e n d o q u e d a r e l p r e c i o de l a e n a j e n a c i ó n e n l a C a j a de D e p ó s i t o s 
e n l a f o r m a y p a r a l o s efectos y r e s p o n s a b i l i d a d e s q u e s e ñ a l a e l a r t . 33 
de l a l e y c i t a d a , c u y o s e n t i d o c o m p l e t ó l a R . O . de 3 de M a y o de 1860 a l 
p r e c e p t u a r l a s u b r o g a c i ó n de d i c h a s h i p o t e c a s e n o t r a s e s p e c i a l e s , y q u e 
s i d e s p u é s de e n a j e n a d a s t o d a s l a s fincas a f e c t a s e n c o m ú n á u n o ó m á s 
c e n s o s f u e s e n é s t o s r e c l a m a d o s , s e h a g a l a s u b r o g a c i ó n s o b r e o t r a finca 
l i b r e de l a C o r p o r a c i ó n d e u d o r a , y e n c a s o de n o h a b e r l a s o b r e l a m a s a 
de i n s c r i p c i o n e s de l a D e u d a q u e a q u é l l a r e c i b i e r e c o m o p r o d u c t o de l a 
v e n t a . [R. D. 10 Junio 1879 . Gac. 16 Setiembre id.) 
Bienes de c a p e l l a n í a s . — S i e n d o i n d i s p e n s a b l e , p a r a q u e e n v í a c o n t e n -
c i o s a s e a r e v i s a d a u n a r e s o l u c i ó n a d m i n i s t r a t i v a , q u e t e n g a e l c a r á c t e r 
de d e f i n i t i v a y h a y a p o d i d o l a s t i m a r l o s d e r e c h o s de q u e se s u p o n g a a s i s -
t ido e l q u e c o n t r a e l l a r e c l a m a , es e v i d e n t e q u e n o p u e d e u t i l i z a r s e a q u e l 
r e c u r s o c o n t r a l a r e a l ó r d e n q u e , s i b i e n c a l i f i c a de i n s u f i c i e n t e l a p r u e -
b a s u m i n i s t r a d a p a r a p r o b a r los m o t i v o s q u e m i l i t a n e n f a v o r de l a e x -
c e p c i ó n de l a v e n t a p o r e l E s t a d o de b i e n e s de u n a c a p e l l a n í a , n o l a s t i -
m a de u n m o d o d e f i n i t i v o e l d e r e c h o q u e a s i s t e á u n t e r c e r o r e s p e c t o á 
esos b i e n e s , s u p u e s t o q u e n o n i e g a e n a b s o l u t o q u e p u e d a n e x c e p t u a r s e , 
á n t e s p o r e l c o n t r a r i o , m a n t i e n e e n s u s p e n s o s u a d j u d i c a c i ó n y p r e s c r i -
be q u e se f o r m e e x p e d i e n t e p a r a i n v e s t i g a r l o s d e r e c h o s f a m i l i a r e s q u e 
e n s u c a s o p u e d a n s e r r e c o n o c i d o s . {R. O. 27 Junio 1 8 7 9 . Gac. M Ju-
lio id.) 
E x c e p c i ó n de dehesas boyales. — L a s r e a l e s ó r d e n e s q u e d e c i d e n 
e x p e d i e n t e s i n c o a d o s p o r l o s A y u n t a m i e n t o s s o l i c i t a n d o l a e x c e p c i ó n 
de l a v e n t a de a l g u n o s t e r r e n o s e n c o n c e p t o de d e h e s a s b o y a l e s , d e b e n 
n o t i f i c a r s e á l o s p u e b l o s i n t e r e s a d o s , q u i e n e s p u e d e n p e d i r s u r e v i s i ó n 
e n l a v í a c o n t e n c i o s a d e n t r o d e l p l a z o a l efecto s e ñ a l a d o , q u e n o p u e d e 
e n t e n d e r s e q u e c o m i e n z a á c o r r e r s i n o desde l a f e c h a e n q u e se v e r i f i -
c a a q u e l l a n o t i f i c a c i ó n . [R. D. 30 Junio 1879 . Gac. 18 Setiembre id.) 
Denuncias de investigadores.—Siendo los i n v e s t i g a d o r e s de b i e n e s n a -
c i o n a l e s m e r o s a g e n t e s a u x i l i a r e s de l a A d m i n i s t r a c i ó n , los d o c u m e n t o s 
q u e r e c l a m a n y o b t i e n e n p a r a a p o y a r s u s d e n u n c i a s r e s p o n d e n á ges t io -
n e s de c a r á c t e r p a r t i c u l a r ó p r i v a d o , q u e r e c i b e n l u é g o e n r e c o m p e n s a p o r 
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p a r t e de l a A d m i n i s t r a c i ó n , c u a n d o a d m i t i d a l a d e n u n c i a y d e c l a r a d a 
l a o c u l t a c i ó n de b i e n e s ó d e r e c h o s , o t o r g a a l i n v e s t i g a d o r s u p r e m i o . 
[R. O. 5 Julio 4 8 7 9 . Gac. 8 id . id.) 
Cabida de fincas.—Es i n a d m i s i b l e l a s o l i c i t u d de u n c o m p r a d o r de 
b i e n e s n a c i o n a l e s q u e p a r a s u p l i r l a f a l t a de c a b i d a de los q u e se le h a n 
a d j u d i c a d o , p i d e l a c e s i ó n de otros a c e r c a de l o s q u e , n i se h a i n s t r u i d o 
e l o p o r t u n o e x p e d i e n t e de i n v e s t i g a c i ó n , n i p o d r í a n e n a j e n a r s e s i n o e n 
p ú b l i c o r e m a t e , de l a m a n e r a q u e l a l e g i s l a c i ó n v i g e n t e d i s p o n e . 
(B. D. Sent. 2 Julio 4879 . Gac. 20 Setiembre id.) 
Reclamaciones por falta de cabida .—La p r u e b a de h a b e r i n t e r p u e s -
to e n t i e m p o h á b i l l a r e c l a m a c i ó n q u e p o r f a l t a de c a b i d a ó desper fec tos 
q u e , c o n p o s t e r i o r i d a d á l a t a s a c i ó n s u f r a n l a s f i n c a s e n a j e n a d a s p o r e l 
E s t a d o , a u t o r i z a e l a r t . 7 . ° d e l R . D . d e 40 de J u l i o de 4865 , i n c u m b e a l 
c o m p r a d o r ó a l q u e de é l h a y a d e r e c h o , p o r t r a t a r s e de u n a c t o s u y o . 
{R. D. 2 Julio 4879 . Gac. 20 Setiembre id.) 
Denuncias de investigadores.—Los i n v e s t i g a d o r e s de b i e n e s n a c i o n a l e s 
s o n m e r o s a u x i l i a r e s de l a A d m i n i s t r a c i ó n , y e n es te c o n c e p t o l o s d o c u -
m e n t o s q u e r e c l a m a n y o b t i e n e n p a r a a p o y a r s u s d e n u n c i a s c o r r e s p o n d e n 
á ge s t i ones de c a r á c t e r p r i v a d o q u e l a A d m i n i s t r a c i ó n r e t r i b u y e , c u a n d o 
a d m i t i d a l a d e n u n c i a y d e c l a r a d a l a o c u l t a c i ó n de b i e n e s ó d e r e c h o s , 
o t o r g a a l i n v e s t i g a d o r e l p r e m i o d e v e n g a d o . [R. O. 5 Julio 4879 . Gar-
ceta 8 id id.) 
Reclamaciones de nulidad de subasta.—Con a r r e g l o á lo p r e v e n i d o 
e n e l a r t . 7 . ° d e l R . D . de 40 de J u l i o de 4865 y e n l a o r d e n de 24 de M a y o 
de 4869 , e l p l a z o i m p r o r o g a b l e p a r a r e c l a m a r e l c o m p r a d o r l a n u l i d a d 
de l a s u b a s t a p o r l o s d e s p e r f e c t o s q u e c o n p o s t e r i o r i d a d á l a t a s a c i ó n 
h a y a n s u f r i d o l a s f i n c a s ó p o r c u a l q u i e r o t r a c a u s a , i n c l u s a l a de 
f a l t a de c a b i d a , es e l de 45 d í a s , c o n t a d o s d e s d e l a t o m a de p o s e s i ó n ; e n -
t e n d i é n d o s e , p a r a los efectos de e s tas d i s p o s i c i o n e s q u e a q u é l l a s e h a to-
m a d o c u a n d o e l c o m p r a d o r d e j a t r a s c u r r i r u n m e s d e s p u é s de sat i s fe -
c h o e l p r i m e r p l a z o de l a v e n t a s i n v e r i f i c a r l o . {R. D . 2 Agosto 4879 . 
Gac. 4 . ° Noviembre id.) 
Incidentes de las ventas.—No p u e d e n c o n s i d e r a r s e c o m o c u e s t i o n e s 
i n c i d e n t a l e s de l a v e n t a de b i e n e s de l E s t a d o las q u e s u r j e n e n t r e l o s d u e -
ñ o s de fincas a d q u i r i d a s de a q u é l , a c e r c a de l a e x t e n s i ó n y l i n d e r o s de l a s 
m i s m a s , u n a vez q u e f u e r o n p u e s t o s e n q u i e t a y p a c í f i c a p o s e s i ó n de e l l a s , 
p o r q u e se t r a t a de a p r e c i a r d e r e c h o s p r i v a d o s y m a n t e n e r e l es tado p o -
s e s o r i o c o n s t i t u i d o ; y a u n q u e los i n t e r e s a d o s i n v o q u e n á s u f a v o r a c t o s 
a d m i n i s t r a t i v o s , h a b i e n d o p r o d u c i d o é s t o s s u s e fectos , no p u e d e n s e r v i r 
p a r a d e t e r m i n a r l a c o m p e t e n c i a de l a A d m i n i s t r a c i ó n e n l a r e s o l u c i ó n 
de ta l e s c u e s t i o n e s . {R. D. 40 Agosto 4879 . Gac. 44 Setiembre id.) 
Montes públ i cos .—Con a r r e g l o á l a s p r e s c r i p c i o n e s d e l r e g l a m e n t o 
de Montes , p u e d e n a c u d i r a n t e los T r i b u n a l e s de j u s t i c i a l o s p a r t í c u l a -
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r e s q u e se c r e a n a g r a v i a d o s p o r l a s p r o v i d e n c i a s q u e e l M i n i s t e r i o d e 
F o m e n t o ó los G o b e r n a d o r e s d i c t e n a c e r c a de s u s r e c l a m a c i o n e s , p a r a 
q u e se e x c l u y a n d e l c a t á l o g o de m o n t e s p ú b l i c o s a q u e l l o s de los q u e se 
c o n s i d e r e n d u e ñ o s . [R. D . 40 Agosto 1879 . Gac. \^ id.) 
Servidumbres de paso.—Puesto e n q u i e t a y p a c í f i c a p o s e s i ó n de u n a 
finca d e l E s t a d o e l q u e p o r c o m p r a l a a d q u i e r e , c e s a l a c o m p e t e n c i a de l a 
A d m i n i s t r a c i ó n p a r a e n t e n d e r e n l a s c u e s t i o n e s q u e p u e d a n s u r g i r c o n 
m o t i v o de r e c l a m a c i o n e s r e l a t i v a s á l o s d e r e c h o s r e a l e s q u e a f e c t a n á 
a q u é l l a , ta les c o m o l a s s e r v i d u m b r e s de p a s o , y a se t r a t e de i n t e r p r e t a r e l 
c o n t r a t o , ó b i e n de d e r e c h o s q u e se f u n d e n e n t í t u l o s a n t e r i o r e s ó poste -
r i o r e s á l a s u b a s t a ó q u e de e l l a s s e a n i n d e p e n d i e n t e s . {R. D. 10 Agos-
to 1879 . Gac . l o Setiembre id.) 
Eviccion y saneamiento.—No c o n c u r r e n i n g u n a de l a s c i r c u n s t a n -
c i a s n e c e s a r i a s p a r a c a l i f i c a r de i n c i d e n c i a de l a e n a j e n a c i ó n de u n a finca 
p o r e l E s t a d o , l a d e m a n d a de e v i c c i o n y s a n e a m i e n t o e n t a b l a d a p o r u n 
t e r c e r o c o n t r a e l c o m p r a d o r , s i n q u e e n n a d a a f e c t e n á lo s d e r e c h o s de 
a m b o s l a s c u e s t i o n e s de r e s p o n s a b i l i d a d q u e se s u s c i t e n e n t r e a q u é l y e l 
E s t a d o . {R. D. 10 Agosto 1879 . Gac . 11 Setiembre id.) 
Mejoras .—Para fijar e l i m p o r t e de l a s m e j o r a s q u e c o r r e s p o n d e 
r e i n t e g r a r a l r e m a t a n t e de u n a finca c u y a v e n t a se a n u l a , debe a t e n -
d e r s e c o n p r e f e r e n c i a a l r e s u l t a d o de l a c u e n t a p r e s e n t a d a p o r e l m i s -
m o , a l a p r e c i o q u e d e e l l a h a g a e l I n g e n i e r o e n s u i n f o r m e , n o h a b i e n d o 
p r u e b a s e n c o n t r a r i o L a s d i l a c i o n e s p r o d u c i d a s e n e l c u r s o de l a r e c l a -
m a c i ó n n o es m o t i v o p a r a n e g a r l e s u d e r e c h o a l r e i n t e g r o de l a s m e j o -
r a s . {R. D. Sent. 18 Setiembre 1879 . Gac. 19 Octubre id.) 
Foros y subforos.—Declarados e n e s tado de v e n t a y r e d e n c i ó n p o r 
l a s l e y e s d e s a m o r t i z a d o r a s los foros y s u b f o r o s de m a n o s m u e r t a s , s i n 
d i s t i n c i ó n de l a f o r m a e n q u e h u b i e r e n s ido c o n s t i t u i d o s , es firme y v a -
l e d e r a t o d a r e d e n c i ó n h e c h a e n t i e m p o y f o r m a l e g a l de l o s foros c o n s t i -
t u i d o s s o b r e b i e n e s de los C a b i l d o s e c l e s i á s t i c o s , lo m i s m o e n G a l i c i a q u e 
e n l o s d e m á s p u n t o s d e l r e i n o . {R. D. Sent. 18 Setiembre ISIS. Gac. 23 
Octubre.) 
Reclamaciones de patronos.—La r e d e n c i ó n de l a r e n t a de u n c a p i t a l 
d a d o e n p r é s t a m o c o n d e s t i n o á d o t a r u n a e s c u e l a , n o p e r j u d i c a a l d e r e -
c h o de r e c l a m a c i ó n de los p a t r o n o s c o n t r a e l l a , c u a n d o n o l e s f u é not i f i -
c a d o e l a c u e r d o , m á x i m e s i no c o n s t a n d o e n lo s i n v e n t a r i o s , lo a d i c i o n a 
a r b i t r a r i a m e n t e l a A d m i n i s t r a c i ó n , c r e y é n d o l o d e s a m o r t i z a b l e ; y l o s 
p a t r o n o s p u e d e n r e c l a m a r e n l a v í a c o n t e n c i o s a t a n p r o n t o c o m o e l M i n i s -
t e r i o de F o m e n t o d e c l a r e q u e l e s c o r r e s p o n d e l a d e f e n s a de l a f u n d a c i ó n . 
[R. D. Sent. i% Setiembre 1879 . Gac. 31 Diciembre.) 
Fundamentos de las resoluciones gubernativas.—Los f u n d a m e n -
tos e n q u e se a p o y a u n a r e s o l u c i ó n d e l G o b i e r n o n o s o n de e s t i m a r e n 
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v í a c o n t e n c i o s a c u a n d o n o i n f l u y e n e n l a r e s o l u c i ó n m i s m a . {R. O. 8 No-
viembre 4 8 7 9 . Gac. 23 id.) 
Derechos de los tasadores de f i n c a s . — E s t a b l e c i d o p o r l a i n s t r u c c i ó n 
de 34 de M a y o de 4 8 5 S q u e e n e l c a s o de r e t a s a de l a s fincas se p a r t a p o r 
m i t a d e n t r e los t a s a d o r e s q u e h i c i e r e n u n a y o t r a t a s a c i ó n l a c a n t i d a d 
a l efecto s e ñ a l a d a , n o p u e d e h a c e r s e e l a b o n o e n o t r a f o r m a , a u n q u e 
a m b a s t a s a c i o n e s h a y a n s i d o h e c h a s p o r u n a s m i s m a s p e r s o n a s c o n 
i n f r a c c i ó n de lo m a n d a d o , ( i ? . D. 2 5 Noviembre 4879 . Gac. 4 3 Fe-
brero Wm.) 
Bienes de c a p e l l a n í a s . — E l p r e c e p t o de l a l e y de 44 de J u l i o de 4856 
q u e e x c e p t ú a de l a i n c a u t a c i ó n y v e n t a p o r e l E s t a d o los b i e n e s de l a s 
c a p e l l a n í a s c o l a t i v a s de s a n g r e y p a t r o n a t o s de i g u a l í n d o l e , n o es a p l i -
c a b l e á l a s f u n d a c i o n e s e n q u e e l l l a m a m i e n t o p a r a e l d i s f r u t e de l a s 
c a p e l l a n í a s se r e f i e r e á todos los q u e s e a n n a t u r a l e s de d e t e r m i n a d o p u e -
b l o , p r e f i r i e n d o los m á s i d ó n e o s , y á u n c u a n d o se e s t a b l e z c a p r i o r i d a d 
e n f a v o r de los p a r i e n t e s d e l f u n d a d o r , p u e s t o q u e é s t o s , a p e s a r de e l l a , 
d e b e r á n s e r p o s p u e s t o s á los q u e t e n g a n m a y o r i d o n e i d a d , s i q u i e r a n i n -
g ú n p a r e n t e s c o los e n l a c e c o n a q u é l . [R. D. 2 5 Noviembre 4879 . Gace-
ta 9 Febrero 4880 . ) 
Poses ión quieta y pacifica.—La p o s e s i ó n q u i e t a y p a c í f i c a de a ñ o y 
d í a e n q u e h a de e s t a r e l c o m p r a d o r de u n a finca v e n d i d a p o r e l E s t a d o 
p a r a q u e p u e d a c o n o c e r l a j u r i s d i c c i ó n o r d i n a r i a de l a s c u e s t i o n e s q u e 
s u r j a n s o b r e d i c h a p o s e s i ó n , s ó l o p u e d e s e r e s t i m a d a c o m o t a l c u a n d o l a 
A d m i n i s t r a c i ó n h a y a r e s u e l t o g u b e r n a t i v a m e n t e ó c u a n d o l o s T r i b u n a l e s 
c o m p e t e n t e s h a y a n d e c i d i d o t o d a s l a s r e c l a m a c i o n e s q u e a c e r c a d e l a 
d e s i g n a c i ó n de l a c o s a v e n d i d a se h u b i e s e n s u s c i t a d o p o r los p r o p i e t a r i o s 
c o l i n d a n t e s , ó p o r c u a l q u i e r a o t r a s p e r s o n a s q u e se c r e a n c o n d e r e c h o 
e n todo ó e n p a r t e á l a finca e n a j e n a d a . {R. D. 6 Enero 4880 . Gac. 24 
Marzo id.) 
Cuestiones sobre limites de lo vendido.—Las c u e s t i o n e s q u e se p r o -
m u e v e n e n t r e p a r t i c u l a r e s s o b r e l í m i t e s de l a s fincas e n a j e n a d a s p o r e l 
E s t a d o , t i e n e n e v i d e n t e m e n t e p o r objeto d e s i g n a r l a c o s a e n a j e n a d a , y 
p o r lo tanto., c o m p e t e á l a A d m i n i s t r a c i ó n r e s o l v e r l a s c u a n d o e l c o m p r a -
d o r n o h a a d q u i r i d o l a p o s e s i ó n q u i e t a y p a c í f i c a de lo a d q u i r i d o . 
{R. D. 4 5 Enero 4880 . Gac. 4 5 Marzo id.) 
Naturaleza y efectos de la venta en qu iebra .—Según e l e s p í r i t u 
de l a s d i s p o s i c i o n e s v i g e n t e s a c e r c a de l a v e n t a de b i e n e s n a c i o n a l e s , y 
s e ñ a l a d a m e n t e de l a c o n t e n i d a e n e l a r t . 9 . ° d e l decre to de 23 de J u n i o 
de 4870 , e l r e m a t a n t e á q u i e n se a d j u d i c a n a d q u i e r e s u d o m i n i o p a r a 
c o n s e r v a r l e h a s t a q u e t e n g a l u g a r s u t r a s m i s i ó n á u n n u e v o a d q u i r e n t e 
n o p e r d i é n d o l o e l p r i m i t i v o p o r s e r d e c l a r a d o e n q u i e b r a , p o r q u e l a s 
s u c e s i v a s s u b a s t a s n o t i e n e n otro objeto q u e r e i n t e g r a r á l a H a c i e n d a l a 
p a r t e d e l p r e c i o n o s a t i s f e c h a , de l a q u e es s i e m p r e r e s p o n s a b l e , e s t a n d o 
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o b l i g a d o a l a b o n o de l a s d i f e r e n c i a s q u e r e s u l t e n e n m e n o s , a s í c o m o h a c e 
s u y a s l a s q u e s é o b t e n g a n e n m á s , lo q u e d e s m u e s t r a q u e c o n t i n ú a s i e n d o 
d u e ñ o de lo a d q u i r i d o . {B. D. 4 . ° Marzo 1880 . Gac. 43 Mayo id.) 
Nulidad de subastas.—Compete á l a j u r i s d i c c i ó n c o n t e n c i o s o - a d m i -
n i s t r a t i v a l a d e c l a r a c i ó n de n u l i d a d de l a s s u b a s t a s y c o n t r a t o s de b i e -
n e s d e s a m o r t i z a d o s c o n todos s u s efectos i n m e d i a t o s , p o r lo c u a l n o 
c a b e h a c e r r e s e r v a n i n g u n a q u e p e r m i t a e n t a b l a r o t r a c l a s e de a c c i o n e s 
a n t e los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s s o b r e l a s c o n s e c u e n c i a s de d i c h a n u l i d a d 
c u a n d o é s t a s e d e c l a r a . [R. D. 9 Mayo 1880 . Gae. 24 Jul io id.) 
Excepc ión de dehesas boyales.—La i n f o r m a c i ó n ad perpetaam q u e 
e n l o s c a s o s de f a l t a de p r u e b a s d o c u m e n t a l e s e x i g e l a R . O . de 2 de O c -
t u b r e de 1862 p a r a a c r e d i t a r e l o r i g e n y p o s e s i ó n de lo s t e r r e n o s q u e e n 
c o n c e p t o de d e h e s a b o y a l se p r e t e n d e e x c e p t u a r de l a d e s a m o r t i z a c i ó n , 
n o es n e c e s a r i a c u a n d o e sas c i r c u n s t a n c i a s se j u s t i f i c a n c o n c e r t i f i c a c i ó n 
d e l R e g i s t r o de l a p r o p i e d a d e n e l q u e c o n s t a n i n s c r i t a s , ( i ? . D. 19 Ma-
yo 1880 . Gac. I . 0 Octubre id.) 
Redención de censos del E s t a d o . — E n v i r t u d de lo d i s p u e s t o e n e l 
a r t . 9 . ° de l a l e y de 18 de D i c i e m b r e de 1 8 6 9 , t o d a s l a s d i s p o s i c i o n e s ge-
n e r a l e s s o b r e r e d e n c i ó n , c a p i t a l i z a c i ó n y v e n t a de c e n s o s c o r r e s p o n d i e n -
tes a l E s t a d o s o n a p l i c a b l e s á los q u e á é s t e se a d j u d i c a r o n p r o c e d e n t e s 
d e l R e a l P a t r i m o n i o , y p o r lo t a n t o , lo es t a m b i é n l a l e y de 2 de S e t i e m -
b r e de 1 8 7 3 , q u e c o n c e d i ó n u e v o p l a z o p a r a l a r e d e n c i ó n . { E . D. 22 
Mayo 1880. Gac. 4 Octubre id.) 
F i jac ión de linderos y de cabidas .—Corresponde á l a A d m i n i s t r a -
c i ó n c o n o c e r de l a s c u e s t i o n e s q u e se s u s c i t a n a c e r c a de los l i n d e r o s y 
c a b i d a de l a s fincas e n a j e n a d a s p o r e l E s t a d o , p o r s e r l a ú n i c a c o m p e t e n -
te p a r a d e s i g n a r l a c o s a v e n d i d a y d e t e r m i n a r s u s l i n d e r o s c o n f o r m e á 
los datos c o n q u e se p r o c e d i e r a á l a e n a j e n a c i ó n . {B. D. 7 Junio 1880 . 
Gac. 14 Agostó id.) 
Efectos de la subasta en quiebra.—Cuando e n l a s e g u n d a s u b a s t a de 
u n a finca, v e r i f i c a d a p o r c o n s e c u e n c i a de q u i e b r a d e l q u e l a a d q u i r i ó e n 
l a p r i m e r a , r e s u l t a m a y o r p r e c i o q u e e n é s t a , y e l n u e v o r e m a t a n t e a n -
t i c i p a e l i m p o r t e de u n o ó m á s p l a z o s , o b t e n i e n d o p o r e l lo d e l E s t a d o 
l a b o n i f i c a c i ó n d e l 5 p o r 100 de lo q u e a n t i c i p a d a m e n t e e n t r e g a , n o debe 
c a r g a r s e a l p r i m e r c o m p r a d o r e l i m p o r t e t o t a l de ese d e s c u e n t o , s i n o 
e l de l a p a r t e q u e l e c o r r e s p o n d a p e r c i b i r p o r l a a n t e d i c h a d i f e r e n c i a 
de p r e c i o c o n a r r e g l o á l a s b a s e s e s t a b l e c i d a s y a c e p t a d a s , y esto s ó l o 
e n e l c a s o de q u e e l E s t a d o l e a b o n e de u n a s o l a v e z e s a d i f e r e n c i a , p o r -
q u e de otro m o d o n o h a b r í a r a z ó n n i e q u i d a d p a r a h a c e r l o . {R. D. 8 
Julio 1880 . Gac. 7 Octubre id.) 
Cuestiones sobre dominio.—Con a r r e g l o á l o s p r i n c i p i o s r e c o n o c i d o s 
y e x p r e s a m e n t e c o n s i g n a d o s e n l a R . O. de 20 de S e t i e m b r e de 1850 y 
e n l a v i g e n t e l e y de C o n t a b i l i d a d g e n e r a l d e l E s t a d o , l a s c u e s t i o n e s q u e 
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e n t r e l a A d m i n i s t r a c i ó n y los p a r t i c u l a r e s se s u s c i t e n r e s p e c t o a l d o m i -
n i o de fincas q u e se e s t i m a n c o m p r e n d i d a s e n l a s l e y e s d e s a m o r t i z a d o -
r a s , d e b e n s e r r e s u e l t a s p o r los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s . {R . O, Ti Julio 
Í880. Gac. 28 id.) 
Nul idad de ventas.—Las d i s p o s i c i o n e s de l a l e y H i p o t e c a r i a r e l a t i v a s , 
a l v a l o r y efectos de l a i n s c r i p c i ó n de los c o n t r a t o s de v e n t a e n el R e g i s -
t r o de l a p r o p i e d a d , n o s o n o b s t á c u l o p a r a q u e l a A d m i n i s t r a c i ó n , e n u s o 
de l a s f a c u l t a d e s e s p e c i a l e s q u e l a s l e y e s é i n s t r u c c i o n e s l e r e c o n o c e n , 
p u e d a s a l v a r l o s d e r e c h o s d e l E s t a d o e n m a t e r i a d e s a m o r t i z a d o r a , p e r -
j u d i c a d o s p o r e l e r r o r ó l a m a l a fe. ( f í . D. Sentencia 12 Agosto 1 8 8 0 . 
Gac. 19 Enero 1 8 8 1 . ) 
Reclamaciones de nul idad de remates .—Con a r r e g l o á l a o r d e n 
de 24 de M a y o de 1869 y á lo e s t a b l e c i d o e n l a r e a l o r d e n de 17 de A b r i i 
do 1872 , e l p l a z o c o n c e d i d o p a r a r e c l a m a r l a n u l i d a d de los r e m a t e s d e 
f i n c a s e n a j e n a d a s p o r e l E s t a d o es e l de 15 d i a s , s e ñ a l a d o en e l a r t . 7 . ° 
d e l R . D . de 10 de J u l i o de 1865 , c u y o p l a z o , q u e c o r r e desde l a t o m a de 
p o s e s i ó n , es a p l i c a b l e á t o d a c l a s e de r e c l a m a c i o n e s de n u l i d a d de r e m a -
tes a u n q u e n o se f u n d e n e n f a l t a de c a b i d a , s i n o e n h a b e r s e c o m p r e n d i -
do e n l a v e n t a u n t e r r e n o de q u e n o p o d í a e l E s t a d o d i s p o n e r . [Real 
decreto Sent. 22 Agosto 1880. ( r a e . 28 Enero 1881 . ) 
Investigadores.—Con a r r e g l o á l a s i n s t r u c c i o n e s de 31 de M a y o 
d e 1855 y 2 de E n e r o de 1856 , R s . O s de 10 de J u n i o de 1856 y 1 . ° d o 
A b r i l de 1861 , y o t r a s , e l p r e m i o de los i n v e s t i g a d o r e s c u a n d o d e n u n -
c i a n b i e n e s m o s t r e n c o s es de l a t e r c e r a p a r t e d e l p r e c i o o b t e n i d o p o r el 
E s t a d o e n l a v e n t a , y se p a g a r á e n p r o p o r c i ó n á los p l a z o s q u e i n g r e s e n 
e n e l T e s o r o , s i n q u e á a q u é l l o s p u e d a n i m p o n é r s e l e s c o n d i c i o n e s n i 
p r ó r o g a s q u e h a g a n i l u s o r i o s u d e r e c h o , q u e n o e s c o n d i c i o n a l , s i n o 
p u r o y s i m p l e . {R. D. 24 Setiembre 1880 . Gac. 22 Diciembre id..) 
Dehesas boyales.—En l o s e x p e d i e n t e s p r o m o v i d o s p o r los A y u n t a -
m i e n t o s p i d i e n d o e x c e p c i ó n de d e M s a s b o y a l e s ó p r a d o s de pas tos c o n 
d e s t i n o a l g a n a d o de l a b o r , n o es n e c e s a r i a l a i n f o r m a c i ó n ad perpe-
tuam m á s q u e c u a n d o n o e x i s t e n d o c u m e n t o s q u e j u s t i f i q u e n l a pose-
s i ó n á f a v o r d e l p u e b l o , y eso á u n s ó l o c u a n d o se t r a t e de b i e n e s de 
a p r o v e c h a m i e n t o c o m ú n , p u e s n o se e x t i e n d e á m á s l a c i r c u l a r de 2 de 
O c t u b r e de 1862 , p r i m e r a d i s p o s i c i ó n q u e e x i g i ó t a l r e q u i s i t o e n s u c a s o ; 
y p o r t a n t o , n o d e b i ó a r c h i v a r s e c o m o i n d o c u m e n t a d o u n e x p e d i e n t e 
de a q u e l l a í n d o l e e n q u e f i g u r a b a n d o c u m e n t o s j u s t i f i c a t i v o s de l a p o s e -
s i ó n . {R. D. 24 Setiembre 1880 . Gac. 24 Diciembj*e id.) 
Cuestiones sobre cargas .—Las c u e s t i o n e s q u e se p r o m u e v e n a c e r c a 
d e c a r g a s q u e g r a v i t a n s o b r e fincas e n a j e n a d a s p o r e l E s t a d o á c o n s e -
c u e n c i a de t í t u l o s a n t e r i o r e s á l a s u b a s t a é i n d e p e n d i e n t e s de e l l a , c o m o 
s o n l a s r e c l a m a c i o n e s r e l a t i v a s a l pago de c e n s o s , y l a s t e r c e r í a s q u e se 
s u s c i t e n c o n t a l e s m o t i v o s , c o r r e s p o n d e n a l c o n o c i m i e n t o de los T r i b u -
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n a l e s o r d i n a r i o s , m á x i m e c u a n d o e l c o m p r a d o r e s t á e n p a c í f i c a p o s e -
s i ó n de lo a d q u i r i d o , s i n q u e obste p a r a e l lo l a o m i s i ó n de l a r e c l a m a -
c i o n g u b e r n a t i v a , q u e debe p r e c e d e r á l a j u d i c i a l , p u e s t o q u e s i e n d o ese 
t r á m i t e e q u i v a l e n t e a l a c t o c o n c i l i a t o r i o , s u f a l t a s ó l o p u e d e c o n s t i t u i r 
u n v i c i o d e l p r o c e d i m i e n t o c u y a a p r e c i a c i ó n c o m p e t e a l T r i b u n a l q u e e n 
e l a s u n t o e n t i e n d a , (fí. D. 27 ¡Noviembre 1880. Gao. 7 Enero 1881 . ) 
Prorateo de productos de fincas enajenadas.—Las c u e s t i o n e s re fe -
r e n t e s a l p r o r a t e o de los p r o d u c t o s de fincas e n a j e n a d a s p o r e l E s t a d o 
s o n de l a c o m p e t e n c i a de l a A d m i n i s t r a c i ó n ; p e r o l a s q u e v e r s e n a c e r c a 
de l o s c o n t r a t o s p a r t i c u l a r e s q u e a c e r c a de los m i s m o s p r o d u c t o s h a y a 
« e l e b r a d o e l c o m p r a d o r c o n u n t e r c e r o p e r t e n e c e n a l c o n o c i m i e n t o de l o s 
T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s . {R. D. 27 Noviembre 1880. Gac. 8 Enero 1881 . ) 
Incidencias de ü é f ? í í a 5 . — C o r r e s p o n d e e n t e n d e r e n l a s i n c i d e n c i a s de 
v e n t a s de b i e n e s d e s a m o r t i z a d o s , á l a s J u n t a s de v e n t a s , s i n q u e c o n t r a 
l a s r e s o l u c i o n e s a d m i n i s t r a t i v a s d i c t a d a s e n e s t a m a t e r i a , p u e d a a d m i -
t i r s e l a v í a de i n t e r d i c t o j u d i c i a l . [R. D. 30 Diciembre 1880 . Gac. 2 
^ n H 8 8 1 . ) 
Cuestiones acerca de l inderos.—Compete á l a A d m i n i s t r a c i ó n y n o 
á los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s e n t e n d e r e n l a s c u e s t i o n e s q u e e n t r e e l c o m -
p r a d o r de u n a finca e n a j e n a d a p o r e l E s t a d o y los p r o p i e t a r i o s c o l i n d a n -
tes s e p r o m u e v a n a c e r c a de l a e x t e n s i ó n y l i n d e r o s de a q u e l p r é d i o , 
m i é n t r a s n o se h a l l e e l c o m p r a d o r e n q u i e t a y p a c í f i c a p o s e s i ó n p o r 
h a b e r t r a s c u r r i d o e l a ñ o y d í a desde q u e se le d i ó l a p o s e s i ó n p o r l a a u t o -
r i d a d j u d i c i a l . [R. D. 2 5 Abri l 1881 . Gac. 6 Mayo id.) 
Nul idad de ventas.—De l a m e r a c a l i d a d de e n a j e n a b l e s no se de-
d u c e q u e l a s c o s a s h a y a n s ido b i e n e n a j e n a d a s , s i a l h a c e r l o se p r e s c i n -
d i ó de los d e m á s r e q u i s i t o s q u e e l d e r e c h o c o m ú n y l a s l e y e s de l a m a t e -
r i a e x i g e n de c o n s u n o p a r a l a v a l i d e z de l a s e n a j e n a c i o n e s , y es i m p o s i -
b l e r e c o n o c e r c o m o v á l i d a s l a s v e n t a s e n l a s c u a l e s a d e m á s d e l v i c i o de 
n u l i d a d p o r e r r o r de c o n c e p t o s o b r e l a c o s a v e n d i d a , r e s u l t a h a b e r s e 
p r e s c i n d i d o de l a s u b a s t a e n los t é r m i n o s e n q u e l a l e y l a r e q u i e r e . 
{R. D. 2 5 Abri l 1 8 8 1 . Gac. 2 Jul io id.) 
Bienes del secuestro de Godoy.—El decre to de 10 de N o v i e m b r e de 1873 , 
q u e d e c l a r ó b i e n e s n a c i o n a l e s los p e r t e n e c i e n t e s a l s e c u e s t r o de D . M a -
n u e l G o d o y , n o s ó l o p o r l a í n d o l e de s u s d i s p o s i c i o n e s , s i n o p o r l a f o r m a 
e n q u e é s t a s s e a d o p t a r o n , es de a q u e l l o s que p r o c e d e n de l a s a l t a s f u n -
c i o n e s q u e s o n p r o p i a s d e l P o d e r e j e c u t i v o e n m a t e r i a s p o l í t i c a s y de go-
b i e r n o , q u e e n n i n g ú n c a s o c a e n b a j o l a j u r i s d i c c i ó n c o n t e n c i o s a de l a 
A d m i n i s t r a c i ó n . [R. O. 5 Mayo 1881 . Gac. 15 id.) 
Preferencia de t í t u l o s . — L a s c u e s t i o n e s q u e v e r s a n a c e r c a de l a p r e -
f e r e n c i a de t í t u l o á l a p r o p i e d a d de fincas e n a j e n a d a s p o r e l E s t a d o á 
d i s t i n t o s c o m p r a d o r e s , c o m o i n c i d e n t a l e s de l a s u b a s t a , s o n de l a c o m -
p e t e n c i a de l a A d m i n i s t r a c i ó n . [R. D. 8 Mayo 1881 . Gac. 23 id. id.) 
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Intereses de demora.—No p u e d e r e p u t a r s e i n c u r s o e n e l a b o n o de i n -
t e r e s e s de d e m o r a e s t a b l e c i d o e n l a b a s e 1.a d e l a p é n d i c e l e t r a I de l a l e y 
de P r e s u p u e s t o s de 26 de D i c i e m b r e de 1872 a l c o m p r a d o r de f i n c a s na-< 
c l ó n a l e s q u e n o h a s ido r e q u e r i d o a l pago de lo q u e a d e u d a p o r p l a z o s 
v e n c i d o s e n l a f o r m a p r e v e n i d a p o r l a s i n s t r u c c i o n e s , n i se p u b l i c ó s u 
n o m b r e e n e l Bo le t ín Oficial, r e q u i s i t o s i n d i s p e n s a b l e s q u e h a n de p r e -
c e d e r á l a d e c l a r a c i ó n de m o r o s i d a d . {R. D. 20 Mayo 1881 . Gac. 4 
Agosto id.) 
Bienes de propios.—A t e n o r de l a R . O . de 23 de A b r i l de 1858 n o s o n 
b i e n e s de p r o p i o s s o l a m e n t e a q u e l l a s fincas r ú s t i c a s de los p u e b l o s q u e 
p r o d u c e n ó p u e d e n p r o d u c i r r e n t a e n f a v o r de l a c o m u n i d a d , s i n o t a m -
b i é n los q u e , á u n s i e n d o de c o m ú n a p r o v e c h a m i e n t o , se h a l l a n a r b i t r á -
dos p a r a o b t e n e r p o r este m e d i o a l g u n a u t i l i d a d ó r e c u r s o a p l i c a b l e á 
los gas tos m u n i c i p a l e s ; y e n s u v i r t u d , p e r t e n e c e n á l a c l a s e de p r o p i o s 
l o s b i e n e s q u e , e s t a n d o e n s u o r i g e n d e s t i n a d o s a l d i s f r u t e c o m ú n y 
g r a t u i t o de los v e c i n o s , h a n sido p o r los A y u n t a m i e n t o s a r r e n d a d o s y 
c o n c e d i d o s á los p a r t i c u l a r e s p a r a e l c u l t i v o m e d i a n t e e l p a g o de u n c a -
n o n . {R. D. 2 0 Mayo 1 8 8 1 . Gac. U Agosto id.) 
Nul idad de ventas.—No p r o c e d e l a d e c l a r a c i ó n de n u l i d a d de l a v e n -
t a de u n a finca p o r h a b e r s e v e r i f i c a d o l a e n a j e n a c i ó n c o n f o r m e á u n a t a -
s a c i ó n , y c o n s i g u i e n t e c a p i t a l i z a c i ó n , m e n o r q u e l a p r a c t i c a d a , y p o r 
lo t a n t o , p o r p r e c i o t a m b i é n m e n o r q u e e l d e b i d o , c u a n d o e l o b t e n i d o 
p o r l a v e n t a n o di f iere de a q u é l e n l a m i t a d y m á x i m e s i e l e r r o r n o es 
i m p u t a b l e a l a d q u i r e n t e , s i n o á l a A d m i n i s t r a c i ó n . [R. D. Mi Junio 
1881 . Gac. i Setiembre id.) 
I n d e m n i z a c i ó n d nulidad de las ventas .—Conforme á lo e s t a b l e -
c i d o e n l a R . O. de 24 de D i c i e m b r e de d862 , es p o t e s t a t i v o e n e l E s t a d o 
o p t a r p o r l a i n d e m n i z a c i ó n ó p o r l a n u l i d a d de l a v e n t a e n los c a s o s q u e 
m e n c i o n a «ó e n c u a l q u i e r o t r o . » [R. D. 20 Junio 1881 . Gac. 20 Setiem-
bre id.) 
Capellanías colativas.—Las c a p e l l a n í a s c o l a t i v a s de s a n g r e e s t á n 
e x e n t a s de l a d e s a m o r t i z a c i ó n ; m a s a u n q u e se p r e s c i n d a de esto, c u a n -
do a l g u n a de esas f u n d a c i o n e s h a s e r v i d o de t i t u l o p a r a l a o r d e n a c i ó n 
de u n P r e s b í t e r o , l a p o s e s i ó n de é s t e l a r e s p e t a n l a s d i s p o s i c i o n e s v i g e n -
tes h a s t a e l p u n t o de n o p e r m i t i r l a e n a j e n a c i ó n de los b i e n e s m i e n -
t r a s n o se d e c l a r e c a n ó n i c a m e n t e l a v a c a n t e , s i e n d o n u l a l a v e n t a q u e 
de o t r a m a n e r a se h a g a . [R. D. 2 0 Junio 1881 . Gac. 16 Setiembre id.) 
Vicio sustancial en un expediente.—Cuando de l o s d o c u m e n t o s q u e 
figuran e n e l e x p e d i e n t e g u b e r n a t i v o r e s u l t a c o m p r o b a d o p l e n a m e n t e 
q u e u n a s fincas ó p r é d i o s v e n d i d o s p o r l a H a c i e n d a p r o c e d í a n de u n 
m o n a s t e r i o e n c u y o c o n c e p t o se e n a j e n a r o n p r i m i t i v a m e n t e , y no á lo s 
p r o p i o s de u n p u e b l o , c o n C u y a c o n s i d e r a c i ó n se s u b a s t ó p a r t e de e l l o s 
c o n p o s t e r i o r i d a d , e l h a b e r e f ec tuado l a v e n t a e n este ú l t i m o c o n c e p t o 
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e q u i v o c a d o c o n s t i t u y e u n v i c i o s u s t a n c i a l b a s t a n t e p a r a d e t e r m i n a r s u 
n u l i d a d , s i n p e r j u i c i o de l a s a c c i o n e s q u e c o m p e t a n a l c o m p r a d o r p a r a 
a l c a n z a r , s i p r o c e d e , l a i n d e m n i z a c i ó n de los p e r j u i c i o s q u e p o r t a l c a u -
s a h a y a n pod ido i r r o g á r s e l e . {R. D. Sent. 5 Agosto 1881 . Gac. 22 D i -
ciembre id.) 
Nul idad de venta .—Para d e c l a r a r l a n u l i d a d de l a v e n t a de u n a finca 
e n a j e n a d a p o r e l E s t a d o , l a R. O . de 11 de N o v i e m b r e de 1863 e x i g e de 
u n a m a n e r a i n e l u d i b l e q u e l a r e c l a m a c i ó n se h a y a e n t a b l a d o d u r a n t e 
l o s dos a ñ o s s i g u i e n t e s á l a a d j u d i c a c i ó n , y p r e c i s a m e n t e s o b r e e l e x c e s o 
ó f a l t a de c a b i d a ; p o r c o n s i g u i e n t e , c u a n d o d e n t r o d e l i n d i c a d o p l a z o se 
h a i n t e r p u e s t o u n a r e c l a m a c i ó n d i r i g i d a á p r o b a r q u e h a b i a fincas de 
p a r t i c u l a r e s e n c l a v a d a s d e n t r o de l a e n a j e n a d a , p e r o s i n a d u c i r q u e é s t a 
se h u b i e r a r e m a t a d o a t r i b u y é n d o l a m é n o s c a p a c i d a d s u p e r f i c i a l q u e l a 
d e b i d a , n o h á l u g a r á a n u l a r l a v e n t a : s i n p e r j u i c i o de q u e s i l l e g a n los 
r e c l a m a n t e s de l a s t i e r r a s á j u s t i f i c a r p l e n a m e n t e s u d e r e c h o r e s u e l v a 
s o b r e es te p u n t o l a A d m i n i s t r a c i ó n lo c o n v e n i e n t e c o n f o r m e á l a s v i -
g e n t e s d i s p o s i c i o n e s . [R. D. Sent. 5 Agosto 1881 . Gac. US Diciem-
bre id.) 
CAPITULO I I I . 
C A R G A S D E J U S T I C I A . 
I.0 Definición y carácter de estas cargas incompatible con el moderno derecho 
administrativo.—2.° Legislación.—3.° Doctrina fijada por la jurisprudencia.— 
4.° Jurisprudencia. 
I .0—•Def inic ión y carácter de estas cargas incomiDatible con el 
moderno derecho administrativo. 
Se entiende por cargas de jus t ic ia las obligaciones que tiene el 
Estado de abonar determinadas cantidades á los particulares due-
ñ o s de ciertos oficios ó rentas que fueron suprimidas por ser i n -
compatibles con la nueva o r g a n i z a c i ó n adminis t ra t iva de la na-
c ión e s p a ñ o l a ; son, pues, el deber que tiene el Estado de satisfacer 
los capitales, pensiones ó participaciones de oficios enajenados re-
vertidos, prestaciones y rentas abolidas ó reincorporadas, bienes 
adquir idos por los poseedores por justo t í tu lo y que de spués se ha 
apropiado la Hacienda, y t a m b i é n de los censos y otras cargas que 
pesaban sobre estos bienes. 
Consti tuyen, pues, las cargas de jus t ic ia : los oficios y derechos 
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enajenados; las recompensas por salinas cuya exp lo t ac ión p roh i -
jóla ó monopolizaba el Gobierno; las asignaciones de c a r á c t e r 
censual sobre arbitr ios, derechos ó terrenos propios del Estado; 
las supr imidas rentas decimales en que t e n í a n derechos los par-
ticulares y las personas j u r í d i c a s ; las asignaciones á Corporaciones 
municipales; las recompensas por servicios; las pensiones y cen-
sos afectos á fincas del Estado, y por ú l t i m o , las rentas vi tal ic ias . 
Proceden todas ellas de t í tu lo oneroso ó remuneratorio de g r a n -
des servicios que se detallan en la c é d u l a de conces ión ó de hipo-
tecas especiales sobre derechos ó bienes de que el Tesoro ó el Es-
tado ha dispuesto y que obtienen el reconocimiento y la s a n c i ó n 
que han establecido las leyes. 
Es evidente que las cargas de just ic ia pertenecen á lo que pu-
diera llamarse materia adminis t ra t iva . 
Hubo un t iempo en que se premiaban los servicios hechos al 
Estado concediendo derechos determinados sobre ciertos t r ibutos 
ó bienes ó á determinados cargos. Otras veces t a m b i é n fué nece-
sario buscar recursos para el Tesoro con la e n a j e n a c i ó n á perpe-
tu idad de los cargos ú oficios p ú b l i c o s . 
Incompatibles semejantes concesiones con la nueva v ida e c o n ó -
mica, adminis t ra t iva y pol í t ica á que r e n a c i ó el pueblo e s p a ñ o l 
en nuestro siglo, necesaria y fatalmente h a b í a n de volver á la na-
c ión , ya en el pleno ejercicio de su s o b e r a n í a , todos los cargos, 
oficios y derechos enajenados. 
2 . ° — L e g i s l a c i ó n . 
No p o d í a n avenirse en modo alguno con el c a r á c t e r de la nue-
va A d m i n i s t r a c i ó n p ú b l i c a l i b é r r i m a en sus procederes, aquellas 
trabas y g r a v á m e n e s en que á n t e s se ve ía aprisionada y sujeta. 
No pod í an tampoco subsistir la venal idad de los oficios y cargos 
p ú b l i c o s que rechazan unidas la ciencia adminis t ra t iva y la econo-
m í a pol í t ica . 
Mas era necesario al supr imir los indemnizar á los d u e ñ o s , á los 
que con t í tu lo jus to estaban en poses ión de tales derechos. Var ias 
disposiciones v in ie ron á reconocerlo as í , ya mandando devolver el 
capital porque se adquir ieron, ó ya t a m b i é n s e ñ a l a n d o una renta 
en equivalencia á é l . 
As í , suprimidas las alcabalas y los cientos, se m a n d ó satisfacer 
á los d u e ñ o s los que resultase corresponderles en el a ñ o c o m ú n 
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del quinquenio del a ñ o 1840 al 1845 de los productos del derecho 
de consumo que v ino á susti tuirlos. 
No p e r m i t í a el estado del Tesoro indemnizar todas las cargas de 
Justicia que pesaban sobre él , y , ya por esto, ya t a m b i é n por u n 
pr inc ip io de equidad y á u n pudiera l lamarse de jus t ic ia , se su je tó 
á los despojados á un reconocimiento p r é v i o del derecho con que 
pose í an , de la ocas ión y mot ivo con que se les h a b í a n concedido y 
del t í tu lo en que se fundaban, y se s u p r i m i ó el pago de ninguna 
de estas cargas m i é n t r a s no se reconociesen l e g í t i m a s y se votara 
el oportuno c r é d i t o por las Oór te s , 
Como se ve no se respetaba con esto la propiedad adqui r ida , 
sino que se v e n í a á negar, haciendo necesaria la prueba. E n la ma-
yor parte de los casos és ta era imposible. Olvidadas las causas de 
las concesiones, j u z g á n d o s e á veces como faltas lo que á n t e s cons-
t i t u í a acciones meri tor ias , perdidos los documentos, incendiados 
los Arch ivos , era m u y difícil generalmente la prueba, y el Estado 
se l i b r ó de una g ran parte de las cargas de just icia , si no fundado 
en los m á s puros principios de és ta , al m é n o s en v i r t u d de otro 
pr inc ip io no m é n o s atendible, el de la prosperidad y el b ien p ú -
bl ico . 
E l R. D . de 29 de Diciembre de 1854 e n c o m e n d ó á l a D i r ecc ión 
del Tesoro los negocios relativos á su reconocimiento y pago, que 
p a s ó d e s p u é s á l a D i r ecc ión y Junta de la Deuda p ú b l i c a por los 
decretos de 30 de Junio y 20 de Ju l io de 1869. A d e m á s la ley 
de 29 de A b r i l de 1855 s e ñ a l ó el plazo de ocho meses para cla-
sificar y reconocer las cargas de just ic ia , y l u é g o se c o n c e d i ó en 
30 de Mayo otro plazo de tres meses para que presentaran los par-
t íc ipes los documentos just if icat ivos de sus derechos; plazo que se 
fué prorogando hasta que en 25 de Agosto de 1870 se c o n c e d i ó el 
plazo improrogable de un mes para efectuarlo. 
S e g ú n hemos dicho al reconocer estas cargas de jus t i c i a en fa-
vor de los que eran privados de sus derechos, d e b í a n és tos j u s t i -
ficar que sus antecesores h a b í a n obtenido dichos derechos no 
como gracia, sino á t í tu lo remunerator io ú oneroso. 
L a t r a m i t a c i ó n que á este fin se h a b í a de dar á los expedientes, 
la m a r c ó una real ó r d e n de dicho a ñ o , s e g ú n la cual h a b í a de 
volver á examinar los documentos la D i r ecc ión del Tesoro y visto 
el d i c t á m e n de la Secc ión y del Asesor general, declarar la conce-
s ión caducada ó subsistente; d e s p u é s nombrar una comis ión de D i -
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putados para examinar el expediente y emi t i r d ic tamen, oido el 
cual , se p a s a r í a al Minister io de Hacienda. 
Estando conformes en la caducidad la Di recc ión y la c o m i s i ó n , 
ordenaba la real orden que dejara de pagarse la carga de jus t i c ia 
y se diese conocimiento de oficio al interesado en la r e s o l u c i ó n , 
d á n d o l e t a m b i é n copia de los d i c t á m e n e s contrarios, si los hubie-
re, para que pudiese con ellos acudir en queja, si el Min i s te r io 
confirmaba, al T r i b u n a l adminis t ra t ivo. 
Esta d i spos i c ión ú l t i m a , fué confirmada por la ley de Presu-
puestos de 22 de Mayo de 1859. 
E n esta misma ley de Presupuestos se c r e ó una j u n t a para que 
entendiera en lo sucesivo de las cargas de jus t i c ia determinadas 
por la ley de 29 de A b r i l de 1845. Su art . ü.0, al crear dicha j u n t a , 
d i s p o n í a que se aplicase por ella la l eg i s l ac ión especial que á cada 
caso correspondiera, y que sus declaraciones apareciesen funda-
das, c i t á n d o s e en ellas los hechos justificados, c o n s u l t á n d o s e lue-
go a l Min is t ro de Hacienda, el cual d e b í a resolver d e s p u é s de o í r 
á la Secc ión del ramo del Consejo de Estado. 
Sus determinaciones d e b í a n publicarse d e s p u é s . 
V é a s e el contenido del ar t . 9.° de d icha ley de 22 de Mayo de 1859 : 
«Ar t . 9.° L a rev i s ión y reconocimiento de cargas de jus t i c i a 
determinadas por la ley de 29 de A b r i l de 1855, se h a r á en lo su-
cesivo por una j u n t a compuesta del Director del Tesoro, Presiden-
te; del Asesor general; del segundo Jefe de la D i r e c c i ó n del Tesoro, 
y de dos de los co-Asesores del Min is te r io de Hacienda. 
» L a j un t a a p l i c a r á la l eg i s l ac ión especial que corresponda en 
cada caso y f u n d a r á sus declaraciones en los hechos que resulten 
justificados, c o n s u l t á n d o l a s al Min is t ro de Hacienda, quien resob-
v e r á oyendo á l á Secc ión de Hacienda del Consejo de Estado, d á n -
dose la debida publ ic idad á estas d e t e r m i n a c i o n e s . » 
«S i se declarase la, caducidad p o d r á n los interesados alzarse 
por la v i a contenciosa, caso de proceder s e g ú n las disposiciones 
vigentes.y> 
S e r í a m u y pro l i jo enumerar las disposiciones que se han dicta-
do sobre tan importante materia , de c a r á c t e r general unas y l i m i -
tadas otras á la r e s o l u c i ó n de casos especiales. 
No obstante las variaciones introducidas en la o r g a n i z a c i ó n de 
la j u n t a que se creaba en el a r t í c u l o que insertamos, sigue vigente 
és t e en cuanto establece el recurso contencioso-administrativo. 
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3.°—Doctrina fijada por la jurisprudencia. 
L a ju r i sprudenc ia ha formulado en sus fallos doctr ina relat iva á 
cargas de jus t ic ia , necesaria para completar la contenida en la ley. 
Desde luego ha decidido (1) que la ejecutoria dictada anter ior-
mente con su jec ión á las disposiciones que entonces r e g í a n , por 
la cual se d e c l a r ó subsistente una carga de jus t i c ia , no puede en-
tenderse que sanciona la c o n t i n u a c i ó n de esta carga, n i que i m -
pide un nuevo e x á m e n en el caso de que leyes posteriores exigie-
sen nuevos requisitos. 
Y no puede servir de o b s t á c u l o á la r ev i s ión la c o n f i r m a c i ó n 
posterior, porque s e g ú n el contexto de las leyes 11 y 12 del t í t . 8 .° , 
l i b . 7.° de la N o v í s i m a Recop i l ac ión , por tales confirmaciones no 
se entendieron suplidos defectos n i mejorado el derecho de los 
poseedores. 
Las alcabalas concedidas por hacer bien y merced se entienden 
hechas á t í tu lo gracioso, y han caducado (2). 
No es aplicable la l eg i s l ac ión general sobre cargas de jus t i c i a á 
los oficios y cargos enajenados suprimidos cuya i n d e m n i z a c i ó n 
debe determinarse en una ley especial conforme al art . 23 de la 
Deuda de 1.° de Agosto de 1851 (3). No procede por lo tanto el 
reconocimiento, sino la caducidad. 
Deben reconocerse como cargas de jus t i c ia las pensiones obte-
nidas en s u s t i t u c i ó n de derechos cedidos al Estado por v ía de 
t r a n s a c c i ó n ó convenio (4), e s t i m á n d o s e adquiridas á t í t u lo onero-
so, á u n cuando no proceden pr imi t ivamente de este orden. 
Tienen todas las cuestiones relativas á cargas de ju s t i c i a un ca-
r á c t e r esencialmente adminis t ra t ivo. Así lo ha reconocido siem-
pre la ju r i sp rudenc ia y de un modo expl íc i to en un d i c t á m e n de 
la Secc ión de lo contencioso del Consejo de Estado (5), el cual de-
c la ró procedente la demanda intentada contra una real ó r d e n 
prohibiendo la c o n t i n u a c i ó n del pago de una renta anual en con-
cepto de carga de ju s t i c i a , cuyo fallo se fundaba, no en que se 
tratase de la l i q u i d a c i ó n y c o n v e r s i ó n de u n c r é d i t o , sino en que 
(1) Sent. de 30 de Junio de 1868.—Cote. 17 Agosto i d . 
(2) Sent. de 11 de Junio de 1868. 
(3) Sent. de 12 de A b r i l de 1870, 
(4) Sent. de 13 de Mayo de 1871. 
(5) Sent. de 24 de Diciembre de 1870. 
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h a b i é n d o s e r e s u e l t o q u e e r a s u v e r d a d e r o j u i c i o l a d e u d a , n o p o -
d í a n e g a r s e a l d e m a n d a n t e e l r e c u r s o c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v o . 
T a m b i é n s e d e c l a r ó e n o t r o d i c t á m e n (1) l a p r o c e d e n c i a d e l a s 
d e m a n d a s i n t e n t a d a s c o n t r a l a s r e a l e s ó r d e n e s q u e d e c l a r a s e n c a -
d u c a d a s l a s c a r g a s d e j u s t i c i a ó p e n s i ó n c o b r a d a s e n t a l c o n c e p t o . 
S ó l o u n a o b s e r v a c i ó n p a r a c o n c l u i r e s t a m a t e r i a . O o m o s e c o m -
p r e n d e r á d e s d e l u é g o , p a r a q u e e l r e c u r s o c o n t e n c i o s o p r o c e d a e n 
e l l a , s e r á n e c e s a r i o a c u d i r e n e l p l a z o m a r c a d o . F u n d a d a e n e s t a 
r a z ó n p o d e r o s a u n a s e n t e n c i a d e l C o n s e j o (2) d e t e r m i n a q u e c a u -
s a e s t a d o l a r e a l ó r d e n s u s p e n d i e n d o e l p a g o d e u n a c a r g a d e j u s -
t i c i a , s i n o s e r e c l a m a e n t i e m p o y f o r m a c o n t r a e l l a . 
4 .°—Jur isprudenc ia . . . 
Presentac ión de t í t u l o s . — L a c i r c u n s t a n c i a de no p r e s e n t a r s e e n e l 
e x p e d i e n t e de r e c o n o c i m i e n t o y j u s t i f i c a c i ó n de c a r g a s de j u s t i c i a todos los 
d o c u m e n t o s q u e c o m p r u e b e n s u o r i g e n , n a t u r a l e z a y c o n f i r m a c i ó n , n o 
p u e d e p e r j u d i c a r a l d e r e c h o de los i n t e r e s a d o s s i e n t i e m p o h á b i l los 
a d u c e n e n l a v í a c o n t e n c i o s a , p o r q u e l a l e y de 29 de A b r i l de 4 8 3 5 n o 
c o n t i e n e t é r m i n o a l g u n o p a r a s u p r e s e n t a c i ó n , n i l a R . O . de 30 de 
M a y o d e l c i tado a ñ o i m p u s o l a p e n a de c a d u c i d a d p a r a l o s e n q u e se 
d e j a s e t r a s c u r r i r e l p l a z o e n e l l a s e ñ a l a d o , s e g ú n r e c o n o c i ó a l e s t a b l e c e r 
d i c h a p e n a l a ó r d e n de 2 5 de Agosto de 1870 , n i é s t a , s e g ú n e l r e a l de-
c r e t o s e n t e n c i a de 7 de J u n i o de 1 8 7 5 , p u e d e e s t i m a r s e c o n l a e f i c a c i a 
n e c e s a r i a p a r a c a u s a r t a l efecto, y e l fijar r e g l a s p a r a l a p r e s c r i p c i ó n y 
c a d u c i d a d de los d e r e c h o s c o n t r a e l E s t a d o c o m p e t e s ó l o a l P o d e r leg is -
l a t i v o . {R. D. Sent. 27 Diciembre 1878. Gac. 30 Abri l 1879 . ) 
Presentac ión de t í t u l o s . — L a c i r c u n s t a n c i a de n o p r e s e n t a r e n e l e x -
p e d i e n t e g u b e r n a t i v o d e n t r o de u n p l a z o d e t e r m i n a d o l o s d o c u m e n t o s 
j u s t i f i c a t i v o s de u n a c a r g a de j u s t i c i a , n o p u e d e p e r j u d i c a r los d e r e -
c h o s d e l q u e r e c l a m a c o n t r a l a d e c l a r a c i ó n de c a d u c i d a d de l a m i s m a , 
p u e s l a l e y de 29 de A b r i l de 1 8 5 5 n o c o n t i e n e t é r m i n o a l g u n o p a r a 
p r e s e n t a r los d o c u m e n t o s de e s a c l a s e , n i l a R . O . de 30 de M a y o d e l 
p r o p i o a ñ o e n c i e r r a l a p e n a de c a d u c i d a d , c o m o r e c o n o c i ó l a ó r d e n d e l 
R e g e n t e d e l r e i n o de 2 5 de Agosto de 1870 a l e s t a b l e c e r l a p a r a l o s q u e 
d e j a s e n t r a s c u r r i r los p l a z o s fijados p o r l a de 30 de M a y o c i t a d a , n i , e n 
fin, p u e d e e s t i m a r s e l a m e n c i o n a d a de 25 de Agosto c o n f u e r z a b a s t a n t e 
p a r a c a u s a r t a l efecto; y e n s u v i r t u d , q u e d a s u b s a n a d a l a f a l t a de p r e -
s e n t a c i ó n de t i t u l e s e n e l e x p e d i e n t e g u b e r n a t i v o c o n p r e s e n t a r l o s e n e l 
(1) Sent. de 10 de Junio de 1862. 
(2) Sent. de 21 de Mayo de 1865. 
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j u i c i o c o n t e n c i o s o e n e l t i e m p o y f o r m a s e ñ a l a d o s e n e l a r t . 06 d e l r e -
g l a m e n t o de 30 de D i c i e m b r e de 1846 s o b r e e l m o d o de p r o c e d e r e l C o n -
sejo de E s t a d o . (R. D. 27 Diciembre d878 . Gac. 30 A b r i l 1 8 7 9 . ) 
Pensiones vencidas .—Cuando a l o t o r g a r s e u n a m e r c e d r e a l ó p e n s i ó n 
s o b r e d e t e r m i n a d o s f o n d o s n o se e s t a b l e c i ó r e s p o n s a b i l i d a d a l g u n a s u b -
s i d i a r i a p a r a c o n o t r a s r e n t a s d e l E s t a d o , debe e n t e n d e r s e q u e s i p o r l a 
d i s m i n u c i ó n de lo s fondos c i t a d o s n o p u d o s a t i s f a c e r s e í n t e g r a m e n t e l a 
p e n s i ó n , e s t a f a l t a d e b e p e s a r s o b r e e l p e n s i o n i s t a , e n t é r m i n o s q u e , s i 
d e s p u é s se r e c o n o c e c o m o c a r g a de j u s t i c i a s u p a g o , n o t i e n e d e r e c h o á 
r e c l a m a r l a s p e n s i o n e s v e n c i d a s y n o c o b r a d a s a n t e r i o r m e n t e , p o r q u e 
n o h a b i é n d o s e i m p u e s t o e l E s t a d o e s a o b l i g a c i ó n s i n o d e s d e e l r e c o n o c i -
m i e n t o , n o t i e n e e l d e b e r de a b o n a r l a s . [R. ü . 30 Mayo 1 8 7 9 . Gac. 16 
Julio id.) 
CAPÍTULO IV. 
C L A S E S PASIVAS. 
1.° I d e a s generales.—2.° Legislación.—3.° Doctrina establecida respecto del 
recurso contencioso.—4.° Jurisprudencia. 
1.0—ideas generales* 
Designase comunmente con el nombre de Clases pasivas á todos 
los que, habiendo prestado determinados servicios a l Estado ó 
d e s e m p e ñ a d o ciertos cargos p ú b l i c o s , cobran haberes por cesan-
t ía , j u b i l a c i ó n , r e t i ro , p e n s i ó n remunera tor ia , viudedad, orfan-
dad, etc. 
E l Estado, para l lenar las i m p o r t a n t í s i m a s funciones de admi -
n i s t r a c i ó n , p r o t e c c i ó n , v ig i lanc ia , seguridad y defensa, que á su 
cargo tiene, y sin las cuales s e r í a imposible l a v ida social y la v ida 
pol í t ica de los ciudadanos, necesita indispensablemente de aux i -
liares ó agentes que le ayuden á l lenar cumpl idamente esos debe-
res en provecho del b ien p ú b l i c o y del i n t e r é s i n d i v i d u a l á l a vez. 
Estos auxiliares que a l servicio del Estado consagran su in t e l i -
gencia, su act iv idad y sus facultades en los diversos ramos y ser-
vicios que la A d m i n i s t r a c i ó n p ú b l i c a abarca, son los que comun-
mente se conocen y comprenden bajo el vasto t í tu lo de funciona-
rios púb l i cos , que, en absoluto considerado, lo mismo alcanza á los 
del orden c i v i l que á los del m i l i t a r . 
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Dada la necesidad inevitable de disponer de estos elementos y 
de u t i l izar los servicios personales de determinados individuos , se 
ha creido conveniente, ya para est imular su celo, ya para recom-
pensar sus servicios, ya t a m b i é n hasta por racionales motivos de 
decoro p ú b l i c o , otorgarles ciertos derechos, llamados pasivos, que 
les conceden el disfrute de una p e n s i ó n preestablecida para cuando 
ó la edad ó los padecimientos f ísicos les impiden continuar en el 
ejercicio de sus funciones y prestar a l Estado el concurso de su 
inteligencia ó de su e n e r g í a . 
No es E s p a ñ a la sola n a c i ó n que ha reconocido y consagrado 
estos deberes para con sus buenos servidores: las principales na-
ciones conocen t a m b i é n y conservan como una carga p ú b l i c a las 
clases pasivas. 
Ciertamente se ha declamado bastante pidiendo que en absoluto 
desaparezcan de nuestros presupuestos las obligaciones correspon-
dientes á clases pasivas; pero en esto preciso es confesar que se 
ha obrado con mejor i n t e n c i ó n que c á l c u l o y l ó g i c a . 
Las m á s vulgares nociones de buen sentido y de recta adminis-
t r a c i ó n demuestran que se r í a injusto que el Estado abandonara 
á la miseria y á la mendicidad en los ú l t i m o s a ñ o s de su vida á 
aquellos de sus servidores que le han consagrado una existencia 
de act iv idad y de laboriosidad constantes, ó que quedaran en la 
orfandad y en lastimosa desgracia sus familias, cuando ellos han 
dejado de existir , pues harto sabido es que en nuestro pa í s los fun-
cionarios p ú b l i c o s en general e s t á n m a l retr ibuidos y que lo escaso 
de sus haberes no les permite hacer e c o n o m í a s que puedan poner 
á sus familias á cubierto de la miseria en el tr iste instante en que su 
apoyo les falta. S e r í a a d e m á s poco decoroso para la n a c i ó n que 
cuando los funcionarios que le han servido se inuti l izasen para el 
d e s e m p e ñ o de sus cargos por lo avanzado de la edad ó por los 
achaques que la vejez y los trabajos de la intel igencia producen, 
se les pusiera en medio de la plaza p ú b l i c a para implo ra r una l i -
mosna de sus conciudadanos. Esto m a t a r í a todos los e s t í m u l o s , 
todas las nobles aspiraciones del que se siente út i l para algo, y 
t r a e r í a inevitablemente el desquiciamiento á la a d m i n i s t r a c i ó n y 
gobierno del Estado. 
No negaremos nosotros que en esto haya habido abusos, ó que 
se haya creado un estado de cosas acaso difícil; pero eso no pro-
b a r á m á s sino que conviene someter la conces ión de haberes pa-
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sivos á rigurosas reglas y á condiciones bien determinadas que 
fijen con p rec i s ión de una vez las circunstancias que deban ex ig i r -
se á los funcionarios p ú b l i c o s respecto de la edad, de la impos ib i l i -
dad física, de los a ñ o s que hayan servido á las ó r d e n e s del Estado, 
y hasta de sus hojas de servicios, para no otorgar haberes m á s 
que al verdadero m é r i t o , á la laboriosidad, al celo bien probado; 
en una palabra, para que la recompensa sea justa y justif icada, 
porque tampoco es racional que todos sean iguales en el premio 
no s i éndo lo en las causas personales que lo o r ig inan . Pero para 
esto es preciso que se empiece por organizar seria y severamente 
la A d m i n i s t r a c i ó n p ú b l i c a , cerrando en absoluto las puertas de 
ella al favor, á la casualidad y á la in t r iga , que á tantos hombres 
ineptos han elevado y á tantos que no servisin para otra cosa, 
como el vu lgo dice g r á f i c a m e n t e , han dado entrada en los cargos 
p ú b l i c o s , con grave d a ñ o para la misma A d m i n i s t r a c i ó n y para 
muchos hombres de verdadero m é r i t o y de aptitudes eminentes 
que p o d r í a n ser ú t i l es al Estado y con t r ibu i r á su progreso. 
Las pensiones de re t i ro para los individuos del E jé rc i to t raen su 
or igen del siglo pasado, así como las p r imi t ivas c e s a n t í a s de los 
funcionarios del ó r d e n c i v i l : de una d i spos i c ión del a ñ o de 1761 
las primeras y de u n decreto de Setiembre de 1799 las segundas: 
desde entonces han sufrido tantas vicisitudes unas y otras y se han 
dictado tantas leyes, instrucciones, decretos y disposiciones sobre 
esa materia que n e c e s i t a r í a m o s un l ib ro sólo para darlas á conocer. 
H o y el c a p í t u l o de clases pasivas comprende en E s p a ñ a : re t i ra -
dos de Guerra y Mar ina ; cesantes y jubi lados de todos los Min i s -
terios; pensiones de Monte -p íos mil i tares; Mon te -p ío s civiles; cla-
ses pasivas de la Casa Real; pensiones remuneratorias; pensiones 
de regulares exclaustrados; de legiones y cuerpos extranjeros d i -
sueltos; de convenidos de Vergara , etc. 
Los haberes pasivos á favor de los retirados de Guerra y M a r i -
na, ó sea los ret iros mil i tares , no se c o n o c í a n como un derecho 
fijo hasta el reglamento de 28 de Mayo de 1761, s e g ú n ya hemos 
indicado, pues hasta e n t ó n c e s sólo por grac ia especial se conce-
d ía p e n s i ó n á algunos indiv iduos procedentes del E jé r c i t o . Tienen 
por objeto poner al abr igo de las privaciones á aquellos ciudadanos 
que en clase de Oficiales ó Jefes de los E j é r c i t o s de t i e r ra y mar 
han defendido la p á t r i a con las armas durante un cierto n ú m e r o 
de a ñ o s y por su edad, por sus enfermedades, ó por las heridas re-
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cibidas en c a m p a ñ a , no pueden cont inuar prestando al Estado sus 
servicios activos; cuyas pensiones se t rasmiten t a m b i é n á las v i u -
das, y á los h u é r f a n o s de uno y otro sexo, de los causantes, cuan-
do se hal lan en las circunstancias y condiciones que las leyes y 
reglamentos vigentes prescriben. Estas pensiones e q u i v a l e n , á las 
ce san t í a s , jubilaciones y orfandades de las clases civiles. 
Las c e s a n t í a s de los empleados civiles proceden del R. D . de 25 
de Setiembre de 1799, que, al reformar varias oficinas, dispuso se 
abonara su sueldo entero á los empleados que á consecuencia de 
la reforma quedaban cesantes, no existiendo otras causas para su 
s e p a r a c i ó n del servicio act ivo. 
E n 1814 se redujo la c e s a n t í a á las dos terceras partes del suel-
do: en 1820 se fijaron otras reglas especiales y se rebajaron los t i -
pos de los sueldos de cesan t í a , i n t r o d u c i é n d o s e nuevas variaciones 
en 1828 y 1835, hasta que la ley de Presupuestos de 23 de Mayo 
de 1845 s u p r i m i ó en absoluto el derecho á sueldo de c e s a n t í a para 
todos los empleados que desde aquella fecha en adelante ingresa-
sen al servicio del Estado en destinos civiles. 
Las jubilaciones se sujetaron á reglas y tipos determinados por 
una R. O. de 8 de Setiembre de 1833, pues hasta e n t ó n c e s , aun-
que en realidad ya ex i s t í an las pensiones de j u b i l a c i ó n , no estaban 
sujetas á circunstancias especiales: los que por su edad m u y avan-
zada, ó por haberse imposib i l i tado, no p o d í a n cont inuar en el des-
e m p e ñ o de sus empleos, se separaban del servicio y cobraban su 
sueldo entero como si en activo continuasen; pero sólo por gracia 
especial que se les otorgaba. Desde 1803 se d ic taron varias refor-
mas en la materia hasta la ley de Presupuestos de 1835, que fijó las 
disposiciones convenientes pa ra la o b t e n c i ó n de las jubilaciones. 
Las pensiones de Monte-p ío m i l i t a r p r o c e d í a n del establecido 
por el ya citado reglamento de 1761, que se al imentaba con un pe-
q u e ñ o descuento que se i m p o n í a sobre su sueldo á todos los m i l i -
tares, así como con las herencias abintestato de los individuos del 
E jé rc i to que m o r í a n sin dejar herederos ó parientes. Su objeto era 
sostener las pensiones á las viudas y h u é r f a n o s de mil i tares que se 
hallasen á la muerte de sus causantes en las circunstancias por el 
reglamento de Monte-p ío previstas. E n 1857 se m a n d ó que cesase 
el descuento de Monte -p ío y que en lo sucesivo el Tesoro p ú b l i c o 
fuese el encargado de sufragar directamente las pensiones citadas 
en los casos correspondientes. 
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I j o s Monte -p íos civiles eran una cosa a n á l o g a á los anteriores, y 
su objeto el mismo con re l ac ión á los funcionarios de las diversas 
clases del orden c i v i l . Los principales eran el Monte -p ío de Min i s -
tros de los Tribunales superiores, el de las oficinas de Hacienda, 
el de Jueces, p r imi t ivamente de Corregidores y Alcaldes mayores, 
los de Minis t ros y oficinas de Ul t ramar , el de Correos, etc. T a m -
b i é n han desaparecido, h a b i é n d o s e hecho cargo el Tesoro de l le-
nar sus obligaciones directamente! 
Las pensiones remuneratorias son las que por gracia especial se 
hári venido concediendo en casos excepcionales á v i r t u d de servi-
cios extraordinarios prestados á la n a c i ó n , ó de relevantes m é r i t o s 
contraidos por aquellos á quienes ó á sus familias se conceden. 
Tales son, por ejemplo, las que las Cortes otorgan por medio de 
una ley algunas veces. T a m b i é n se consideran como tales las pen-
siones que se conceden á los Facultat ivos que en t iempos de epi-
demia, contagios, etc., se inu t i l i zan ó fallecen cumpliendo y ejer-
ciendo su p rofes ión en favor de la human idad . 
Las pensiones de regulares exclaustrados se consideran en gene-
ra l como una i n d e m n i z a c i ó n á los individuos de las ó r d e n e s mo-
n á s t i c a s por consecuencia de la s u p r e s i ó n de és tas y de la desamor-
t i zac ión de sus bienes, propiedades y derechos. Pr imeramente só -
lo t e n í a n derecho á ellas los que fueron secularizados por el real 
decreto de 8 de Marzo de 1836, y que en aquella época se e n c o n -
traban ordenados i n sacris, así como los que á n t e s se h a b í a n se-
cularizado de los sucesos pol í t icos del pa í s y no t e n í a n 
t í tu lo pa t r imonia l ú otra c ó n g r u a bastante para su subsistencia, 
y las monjas secularizadas ó exclaustradas: d e s p u é s se h izo exten-
sivo á los coristas y legos de m á s de 40 a ñ o s y á los indiv iduos de 
las mismas clases menores de dicha edad pero que se hallasen 
impedidos. 
Las pensiones de legiones y cuerpos extranjeros disueltos pro-
vienen de las que se otorgaron á los indiv iduos procedentes de las 
tropas que v in ie ron á apoyar la causa const i tucional con las armas 
durante la guerra c i v i l de los siete a ñ o s . 
Las de convenidos de Vergara se concedieron á los que, proce-
dentes del campo carlista, se acogieron al convenio de 1839 y no 
ingresaron en el E j é r c i t o nacional ó en otras carreras del Estado. 
Algunas de estas pensiones s e r á n totalmente extinguidas en bre-
ve ya, por i r desapareciendo los que obtuvieron su goce. 
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Las d e m á s exigen una reforma que ün i f lqüe en lo posible su ob-
t e n c i ó n para lo sucesivo. 
L a clasif icación de los servicios para la d e c l a r a c i ó n de habe-
res pasivos se viene haciendo desde hace muchos a ñ o s por un cen-
t r o especial, que ha sufrido diferentes reformas y varios n o m -
bres. 
Se ha denominado Junta de clases pasivas. T r i b u n a l de clases 
pasivas, Junta de pensiones civiles, departamento de l i q u i d a c i ó n 
de pensiones civiles, etc.: hoy por v i r t u d de R. D . de 4 de Dic i em-
bre de 1877 se conoce con el nombre de Junta de pensiones c i v i -
les, d i r ig ida por u n Presidente y con o r g a n i z a c i ó n y atr ibuciones 
especiales. 
L a clas i f icación y d e c l a r a c i ó n de haberes pasivos para los ramos 
de Guerra y Mar ina se hace por el Consejo Supremo y se o torgan 
con su acordada por los Ministros respectivos, a b o n á n d o s e l u é g o 
directamente por el Tesoro p ú b l i c o , ó sea por el Minis ter io de Ha-
cienda. 
Esta e x c e p c i ó n , respecto del personal m i l i t a r , data ya de 1849, y 
se conf i rmó por el decreto de 10 de Mayo de 1873, que r e c i b i ó nue-
va s anc ión por R. O, de 19 de Enero de 1876, si b ien este estado 
de cosas es en cierto modo t ransi tor io , pues el citado decreto anun-
ciaba que el Gobierno se p r o p o n í a hacer un estudio especial y ma-
duro de las circunstancias y condiciones de las carreras mil i tares 
y civiles que l levan anejo el derecho al goce de derechos pasivos, 
con el f in de ver si puede unificarse su c o n c e s i ó n . S e r í a real-
mente una obra importante; pero tememos que se aplace por m u -
cho t iempo por las naturales dificultades que ha de revestir ese 
pensamiento y porque nuestra A d m i n i s t r a c i ó n es demasiado inac-
t iva para ocuparse de tales cuestiones, por m á s que su s o l u c i ó n 
pudiera ser beneficiosa para los intereses p ú b l i c o s y para las mis-
mas clases de quienes se t ra ta . 
T r á m i t e s inú t i l e s , atribuciones de los distintos Minister ios no 
bien definidas, l eg i s lac ión m ú l t i p l e y tan confusa como numerosa, 
todo eso existe hoy en la materia, c o m p l i c á n d o l a pasmosamente y 
dif icul tando en gran manera la pronta r e s o l u c i ó n de los expedien-
tes que se refieren á la clasif icación de servicios y conces ión de 
haberes pasivos; por esto la reforma d e b í a acometerse pronto cOn 
á n i m o resuelto para poner t é r m i n o á esa especie de caos que 
reina en lo relativo á clases pasivas. 
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2 . ° — L e g i s l a c i ó n . 
Y a hemos dicho que la l eg i s l ac ión de este ramo es tan vasta, 
•son tantas las leyes, decretos, reglamentos, ó r d e n e s y aclaratorias 
que se han dictado, que se n e c e s i t a r í a todo u n l i b ro para darla á 
conocer: por esto y porqu e en real idad eso no afecta directamen-
te al objeto pr inc ipa l de esta obra, pasamos por alto el hacer un 
resumen c r o n o l ó g i c o de las disposiciones oficiales referentes á 
clases pasivas, y nos l imitaremos á citar entre las que son aplica-
bles las m á s importantes . 
Y a hemos indicado que desde principios del siglo actual y has-
ta 1833 se dic taron diversas reformas, que unas veces h a c í a n con-
cesiones demasiado latas á los funcionarios p ú b l i c o s , ya cesantes, 
ya jub i lados , y á las familias de unos y otros, y otras r e s t r i n g í a n 
los derechos á n t e s otorgados. 
Estas fluctuaciones perseveraron en las esferas del Gobierno 
hasta que se d ió la ley de Presupuestos de 26 de Mayo de 1835, 
que fijó disposiciones especiales generales para las clases pasivas 
y sobre disfrute y conces ión de pensiones, ce san t í a s , jubilaciones, 
viudedades y orfandades; sus preceptos son notables, equitativos y 
previsores, y apenas si hay detalle que no estuviera comprendido en 
osa ley, que puso t é r m i n o á grandes abusos y m a r c ó nuevos l í m i -
tes infranqueables para el otorgamiento de toda clase de pensiones 
y de haberes pasivos. A esta ley s iguieron, con i d é n t i c a s aspiracio-
nes y tendencias reformistas, las de 11 de Mayo y 22 de Ju l io 
de 1837. Posteriormente se p r o m u l g ó la de 23 de Mayo de 1845, 
que s u p r i m i ó las c e s a n t í a s pa ra todos los empleados que desde 
aquella fecha ingresasen de entrada en la A d m i n i s t r a c i ó n p ú b l i c a 
y d ic tó algunas disposiciones acerca de los derechos pasivos de 
Magistrados, Corregidores, Jueces y Alcaldes mayores; y pocos a ñ o s 
d e s p u é s vino el decreto de 28 de Diciembre de 1849 , a ú n aplicable 
hoy, á organizar este ramo, creando t a m b i é n la Junta de clases 
pasivas, para cuya o r g a n i z a c i ó n y gobierno se d ic tó la i n s t r u c c i ó n 
de 10 de Febrero de 1850, que fué adicionada en 10 de D i -
ciembre de 1852. Merecen t a m b i é n m e n c i ó n la ley de Presupues-
tos de 25 de Ju l io de 1855, que tuvo por fin evitar abusos en la 
c o n c e s i ó n de haberes pasivos; la de 25 de Junio de 1864 que trata 
de las viudedades, orfandades, derechos de funcionarios no incor-
porados á Monte-p íos , etc., y que puso en v igor varios importantes 
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a r t í c u l o s del proyecto de ley general de clases pasivas que el 
Gobierno h a b í a presentado á las Cortes en 20 de Mayo de 1862; la 
de 15 de Ju l io de 1865; el decreto-ley de 22 de Octubre de 1868 
que o r d e n ó la rev i s ión de todos los expedientes de clases pasivas 
para depurar si ex i s t í an ó no concesiones de derechos pasivos y 
pensiones que no hubieran sido otorgados con absoluta su j ec ión á, 
las leyes; el decreto de 10 de Mayo de 1873; el R. D . de 4 de D i -
ciembre de 1877, etc. 
3.°—Parte doctrinal. 
E n materia de clasif icación y d e c l a r a c i ó n de derechos pasivos 
se dan, como era lóg ico t r a t á n d o s e de disposiciones en que" se, 
vent i lan derechos perfectos y preexistentes, m u y dignos de res-
peto, los correspondientes recursos de defensa. 
L a A d m i n i s t r a c i ó n en esta materia no obra como persona j u r í -
dica, no puede disponer discrecionalmente; procede en v i r t u d de 
su autoridad reglamentaria y reglamentada, y por tanto tiene que 
sujetarse á reglas y encerrarse dentro de los l ími t e s marcados por 
las leyes y los reglamentos: si se ex t ra l imi ta de sus deberes ó de 
sus facultades, el par t icular , que se crea agraviado ó perjudicado 
en sus derechos, tiene el de reclamar en forma legal y pedir que 
se revisen las decisiones que cree serle adversas. De ah í nacen 
los recursos de alzada en la v ía gubernat iva y los contenciosos en 
la contencioso-administrativa que pone t é r m i n o , s in u l te r ior ape-
lac ión , al asunto. 
Contra las resoluciones de la Junta de pensiones civiles se da 
la alzada para ante el Min is t ro : de la r e s o l u c i ó n de és te procede 
la ape lac ión para ante el Consejo de Estado en ú n i c a instancia. 
Son, pues, materia contenciosa las cuestiones que se refieren á 
clases pasivas. 
Y a el art . 12 del R. D . de 28 de Diciembre de 1849 dispuso que, 
cuando por las declaraciones de la Junta se presumiese haberse 
perjudicado los intereses de la Hacienda ó los derechos del par-
t icular , pudiera reclamarse al Minister io de Hacienda, debiendo 
entablarse la r e c l a m a c i ó n en el t é r m i n o de un mes, contado desde 
el dia en que se notificase la dec l a r ac ión ; y que cuando se tratare 
de perjuicio inferido á la Hacienda el derecho de ape l ac ión se 
ejerza en nombre de la misma por el Vocal de la Junta que hubie-
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ve disentido del acuerdo, quedando sujeto, si no reclamare, á l a 
responsabilidad colectiva correspondiente en su caso. 
De las resoluciones por el Minis ter io de Hacienda dictadas en 
las reclamaciones ante él interpuestas por v i r t u d de esas disposi-
ciones, dice el art . 14 del mismo reá l decreto que p o d r á apelarse 
para ante el Consejo Real, hoy de Estado, por la v ía contenciosa, 
debiendo entablarse la demanda en el t é r m i n o de dos meses á 
contar desde que se hiciere la not i f icación oportuna. 
He a h í perfectamente definidos los derechos tanto de los inte-
resados como de la misma Hacienda, para poner á salvo los inte-
reses privados y los p ú b l i c o s de todo menoscabo y de toda tras-
gresion. 
Por otra parte, con arreglo al ar t . 47 de la ley o r g á n i c a del 
Consejo de Estado de 17 de Agosto de 1860, este alto Cuerpo e s t á 
l lamado á in tervenir e n j u i c i o contencioso, entre otras cuestiones, 
en las demandas que se interpongan contra cualquiera r e s o l u c i ó n 
del Gobierno acerca de los derechos de las clases pasivas c ivi les . 
Esto es claro y terminante. 
Y estos preceptos, léjos de sufr i r a l t e r a c i ó n ó ser derogados por 
disposiciones posteriores, han venido de dia en dia recibiendo nue-
va s a n c i ó n legal en la jur isprudencia establecida y en diversos de-
cretos y ó r d e n e s , como no pod ía m é n o s de ser, si no se h a b í a n de 
conculcar los fueros de la jus t ic ia y los m á s rudimentar ios p r i n -
cipios de buena a d m i n i s t r a c i ó n . 
Con efecto; entre otros que no hay para q u é mencionar, tene-
mos el decreto de 10 de Mayo de 1873, verdaderamente interesan-
te en la materia que nos ocupa: su art . 26 dispone que «los i n -
teresados que no se conformasen con los acuerdos de la Junta 
p o d r á n alzarse en queja al Minis ter io de Hacienda en el t é r m i n o 
de 30 dias, contados desde el en que se les hubiesen notificado 
administrat ivamente, ó se publ iquen en la G a c e í a , si no hubiese 
podido verificarse tal no t i f icac ión . Les queda, a d e m á s , reservado 
el recurso á la v ía contenciosa ante la Sala cuarta del T r i b u n a l 
Supremo de Justicia contra las resoluciones del Minis ter io de Ha-
cienda, que p o d r á n ejercitar en el t é r m i n o de dos meses á par t i r 
de la fecha en que se les notifique adminis t ra t ivamente ó se inser-
ten en la Gaceta.» 
Como hoy la j u r i s d i c c i ó n retenida ha vuelto al Consejo de E s -
tado, ese precepto debe entenderse en el sentido de que las deman-
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das han de interponerse y ventilarse ante su Sala de lo contencioso. 
Por ú l t i m o , el R. D . de 4 de Diciembre de 1877, que o r d e n ó 
que la d e c l a r a c i ó n de derechos pasivos de las clases civiles se ha-
ga por la Junta de pensiones civiles, dependiente del Minis ter io do 
Hacienda, y que d ió á és ta nueva o r g a n i z a c i ó n y s e ñ a l ó sus a t r i -
buciones, dice terminantemente que quedan en su fuerza y v igor 
las disposiciones de la i n s t r u c c i ó n de 10 de Febrero de 1850, como 
asimismo los decretos de 28 Diciembre de 1849 y 10 d e M a y o d e l 8 7 3 , 
entre otros, en cuanto no se opongan á lo prescrito en a q u é l (1); 
y por consiguiente quedan confirmadas en todo y por todo las 
prescripciones que hemos citado relativas á los recursos de alzada 
ante el Minis t ro de Hacienda y los contenciosos ante el Consejo 
de Estado. 
Esto es lo vigente hoy y por tanto á ello hay que atenerse. N i 
puede negarse la alzada para ante el Min i s t ro contra las declara-
ciones de la Junta, n i denegarse la a d m i s i ó n de la demanda con-
t ra las resoluciones de a q u é l por la v ía contenciosa: la ley otorga 
estos recursos en todos los casos, y por tanto no hay que discut i r 
si los recursos proceden ó no: la dec is ión ha de versar necesaria-
mente sobre el fondo del asunto. 
L a Junta de pensiones civiles no puede volver sobre sus acuer-
dos, revocarlos, n i modificarlos; y por consiguiente no procede 
acudir á ella contra sus propias declaraciones, sino al Min i s te r io , 
que es el l lamado ú n i c a m e n t e á resolver en alzada (2). 
Sólo al Minis ter io de Hacienda compete dictar resoluciones en 
materia de clases pasivas civiles (3). 
Cuando las reclamaciones contra las declaraciones de la Junta, ó 
contra las resoluciones del Gobierno, en la v í a contenciosa, se pre-
sentan d e s p u é s de espirados los plazos que la l eg i s lac ión vigente 
prefija, como el acuerdo ha adquir ido el c a r á c t e r de irrevocable, 
no pueden aqué l l o s admitirse, pues el interesado ha perdido todos 
sus derechos (4). 
L a rev i s ión de las declaraciones ó acuerdos de la Junta ha de 
(1) E . D . de4 de Diciembre de 1877, art. 7.° 
(2) Sents. de 20 de Agosto de 1864; 6 de Julio de 1865 y otras. 
(3) Sent. de 18 de Febrero de 1862. 
(4) Sents. de 24 de Julio de 1863; 12 de Octubre de 1866; 16 de Febrero 
de 1867, y otraa muchas. 
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l imitarse precisamente á los puntos ó particulares que és t a haya 
resuelto, y no á otros sobre que no haya r e c a í d o acuerdo (1). 
No procede la v í a contenciosa contra las declaraciones de la 
Junta que no hayan sido confirmadas ó revocadas por el Minis te-
r io : debe en p r imer t é r m i n o reclamarse la r e so luc ión en la v ía gu-
bernativa: esto es, no puede acudirse á la v ía contenciosa en asun-
tos de clases pasivas í n t e r i n no se haya apurado definit ivamente 
la v ía gubernat iva (2). 
Las equivocaciones que se padecieron al hacer una c las i f icac ión , 
no perjudican al interesado h i pueden serle imputadas, si son efec-
to de circunstancias ajenas á él (3). 
Nos parece ocioso detenernos á explicar y s e ñ a l a r m á s puntos de 
los que ha fijado la ju r i sprudenc ia en materia de clases pasivas, 
pues casi todas las decisiones versan sobre preceptos de la legisla-
c ión del ramo, que vienen á confirmar; y con lo dicho es suficien-
te para dejar probado que en todas las cuestiones relativas á las 
clases pasivas civiles procede el recurso contencioso-administrati-
vo, siempre que á n t e s se haya acudido al Minis ter io de Hacienda 
contra los acuerdos de la Junta, y que haya r e c a í d o r e s o l u c i ó n de 
a q u é l sobre la alzada. 
Terminaremos lamentando profundamente que en cambio se 
haya negado á las clases pasivas mil i tares el recurso contencioso 
contra las resoluciones del Consejo Supremo y de los Ministros 
respectivos; pues aunque la l eg i s lac ión que dejamos citada ha con-
signado repetidamente esa excepc ión , n i nos parece esto l ó g ' c o , n i 
tiene jus t i f icac ión posible en buenos principios administrat ivos. 
L a d e c l a r a c i ó n de derechos pasivos, tanto civiles como mil i tares , 
corresponde á l a A d m i n i s t r a c i ó n activa por v i r t u d de leyes y re-
glamentos, y por tanto contra las resoluciones de és t a que lesio-
nen derechos en las leyes establecidos, debe concederse á los per-
judicados el recurso de defenderse en el j u i c i o correspondiente, 
que, como se trata de asuntos puramente adminis trat ivos, no puede 
ser otro que el contencioso. ¿ P o r q u é no han de ser iguales las cla-
ses pasivas mil i tares que las civiles? ¿ P u e s q u é las declaraciones de 
(1) Sent. de 4 de Junio de 1835. 
(2) Sents. de 27 de Diciem'ore de 1834; 2 de Agosto de 1855; 27 de Mayo y 25 
de Diciembre de 1857, y otras varias antiguas y recientes. 
(3) Sent. de 28 de Abril de 1859. 
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los derechos de a q u é l l a s no se hacen en la esfera gubernat iva lo 
mismo que las de éstas? ¿Qué r a z ó n hay, pues, que just if ique el 
que á las mil i tares se les cierre la v ía contenciosa? No nos explica-
mos esta perniciosa d i s t i nc ión , por m á s que es té confirmada por 
la ju r i sp rudenc ia , y especialmente por la sentencia del T r i b u n a l 
Supremo de Justicia de 21 de Enero de 1871, inserta en la Gaceta 
del 13 de Marzo siguiente. 
Esperamos que se reforme la l eg i s lac ión de clases pasivas en 
esa parte, y la c i rcular de 5 de Marzo de 1877 nos lo hace esperar 
con fundamento, puesto que, aunque m a n d ó que no se admit ie ran 
los recursos contenciosos de las clases pasivas mil i tares , a ñ a d i ó 
que esto se d i s pon í a hasta que se unificara la l eg i s l ac ión del ramo; 
y por tanto es de suponer que cuando esa reforma se lleve á cabo, 
se t e n d r á n en cuenta las exigencias de la jus t ic ia y de la buena 
a d m i n i s t r a c i ó n . 
4.°—Jurisprudencia. 
Tiempo de servicio.—Con s u j e c i ó n á lo d i s p u e s t o e n l a R . 0 . de 9 de 
M a y o de 1858 no es de a b o n o p a r a los efectos de l a c l a s i f i c a c i ó n e l 
t i e m p o s e r v i d o d e s e m p e ñ a n d o e l c a r g o de i n v e s t i g a d o r de c o n t r i b u c i o -
n e s m i é n t r a s n o r e c a i g a r e a l o r d e n r e c o n o c i é n d o l o p a r a ese fin. {Real 
decreto sentencia 15 Junio 1878. Gac. 2 5 Setiembre id.) 
Hijos n a t u r a l e s . — S e g ú n l a l e y 1.a, t í t . 13 , P a r t i d a 4 .a , e l h i j o n a t u r a l 
l e g i t i m a d o p o r m a t r i m o n i o s u b s i g u i e n t e a d q u i e r e l a c a l i d a d de h i j o l e g í -
t i m o c o n todos los d e r e c h o s c o r r e s p o n d i e n t e s á lo s n a c i d o s de l e g í t i m o 
m a t r i m o n i o , á c o n t a r desde e l d i a d e l n a c i m i e n t o , p o r l a ficción e n s u f a -
v o r e s t a b l e c i d a , e n v i r t u d de l a q u e debe s e r c o n s i d e r a d o c o m o s i a l n a -
c e r h u b i e r a n e s t a d o c a s a d o s s u s p a d r e s ; d o c t r i n a l e g a l , c o n a r r e g l o á l a 
c u a l t i e n e d e r e c h o á p a r t i c i p a r de l a p e n s i ó n de o r f a n d a d c o n s u s h e r -
m a n o s l e g í t i m o s e l h i j o n a t u r a l l e g i t i m a d o m e d i a n t e e l m a t r i m o n i o p o r 
s u s p a d r e s c o n t r a í d o c u a n d o a q u e l de q u i e n t r a e c a u s a n o h a b í a c u m -
p l i d o los 60 a ñ o s . [R. D. 2 Julio 1 8 7 9 . Gac. 24 Setiembre id.) 
M o n i e - p í o . — C o n a r r e g l o á lo p r e v e n i d o e n e l R . D . de 1 . ° de M a r z o 
de 1842 , s ó l o d e j a b a n o p c i ó n á p e n s i ó n de M o n t e - p í o á s u s f a m i l i a s l o s 
f u n c i o n a r i o s de l a c a r r e r a a d m i n i s t r a t i v a q u e , p r o c e d e n t e s de o t r a s c a r -
r e r a s , l e h u b i e s e n a d q u i r i d o , e n t r e l o s c u a l e s n o se h a l l a n los s a r g e n -
tos de c a r a b i n e r o s q u e no p e r t e n e c i e r o n á l a s e g u n d a d i v i s i ó n d e l c u e r p o . 
{Sent. 2 Agosto 1879. Gac. 15 Octubre.) 
E d a d para el abono de servicios .—Para l o s efectos de o b t e n e r p e n -
s i o n e s c i v i l e s n o se n e c e s i t a n los s e r v i c i o s h a s t a l a e d a d de 16 a ñ o s , c o n 
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a r r e g l o á lo d i s p u e s t o e n e l a r t . 26 de l a l e y de P r e s u p u e s t o s de 26 do 
M a y o de 4833 . {R. D. 7 Noviembre 1 8 7 9 . Gac. 30 JSneroíSSO.) 
Revis ión de expedientes—Aun e n e l s u p u e s t o de q u e , á i n s t a n c i a de 
Jos p a r t i c u l a r e s , p u e d a i n i c i a r s e l a r e v i s i ó n d e los e x p e d i e n t e s de c l a s e s 
p a s i v a s , o r d e n a d a p o r e l d e c r e t o - l e y de 22 de O c t u b r e de 1868 , es e v i d e n -
te q u e e s a a c c i ó n n o a l c a n z a á a b r i r de n u e v o e l j u i c i o r e s p e c t o de l a s 
d e c l a r a c i o n e s h e c h a s y c o n s e n t i d a s p o r los m i s m o s . {R. D. 25 Noviem-
bre 4879 . Gao. 43 Febrero id.) 
Jubilaciones.—El a b o n o , p a r a los e fec tos de l a j u b i l a c i ó n , de l a m i -
t a d d e l t i e m p o á los c e s a n t e s p o r s u p r e s i ó n ó r e f o r m a q u e p e r m a n e z -
c a n e n ese e s t a d o , c o n c e d i d o p o r l a d i s p o s i c i ó n 21 de l a s g e n e r a l e s s o b r e 
c l a s e s p a s i v a s de l a l e y de P r e s u p u e s t o s de 2 6 de M a y o de 4 8 3 5 , n o h a 
s ido derogado p o r n i n g u n a p r e s c r i p c i ó n p o s t e r i o r , y e n s u v i r t u d s u b s i s -
te e n f a v o r de a q u e l l o s q u e a d q u i r i e r o n d e r e c h o á q u e se l e s t e n g a e n 
c u e n t a p a r a l a c l a s i f i c a c i ó n . {R. D. 20 Marzo 4880 . Gao. 41 Junio id.) 
Clero parroquial: haberes pasivos.—El m i n i s t e r i o p a r r o q u i a l n o 
p u e d e p o r s u í n d o l e e q u i p a r a r s e á n i n g ú n e m p l e o p ú b l i c o d e p e n d i e n t e 
de l a A d m i n i s t r a c i ó n , n i r e g i r s e , p o r c o n s i g u i e n t e , p o r l a l e g i s l a c i ó n q u e 
r e g u l a l o s h a b e r e s p a s i v o s de l o s f u n c i o n a r i o s de l a s d i v e r s a s c a r r e r a s 
d e l E s t a d o ; y esto s e n t a d o , y a se a t i e n d a á lo d i s p u e s t o e n l a l e y de 25 de 
J u l i o de 4838 , y a a l o r e s u e l t o e n l a R . O . de 30 de A b r i l de 4 8 5 2 , d i c t a d a 
de a c u e r d o c o n e l N u n c i o A p o s t ó l i c o p a r a e l c a s o de h a l l a r s e h a b i t u a l -
m e n t e i m p o s i b i l i t a d o a l g ú n P á r r o c o , los b e n e f i c i a d o s de e s t a c l a s e n o t i e -
n e n otros d e r e c h o s q u e los d e t e r m i n a d o s e n l a s d i s p o s i c i o n e s e x p r e s a d a s . 
{R . D. 44 Mayo 4880 . Qac. 4 , ° Octubre id.) 
Rev i s ión de expedientes.—El d e c r e t o - l e y de 22 de O c t u b r e de 4868 se 
p r o p u s o l l e v a r á c a b o u n a r e v i s i ó n de los e x p e d i e n t e s de c l a s i l i c a c i c n , 
a n á l o g a á l a d i s p u e s t a p o r e l R . D . de 28 de N o v i e m b r e de 4849 , c u y a e je -
c u c i ó n d e b í a p a r t i r de l o s a g e n t e s d e h G o b i e r n o , i n t e r p r e t a c i ó n q u e e s t á 
c o n f o r m e , no s ó l o c o n l a l e t r a , s i n o c o n e l e s p í r i t u d e l c i t a d o d e c r e t o - l e y , 
p u e s de s u e x p o s i c i ó n de m o t i v o s se d e d u c e q u e se p r o p u s o ú n i c a m e n -
te p o n e r c o r r e c t i v o á los a b u s o s c o n s u m a d o s e n d a ñ o d e l fisco; y esto 
s e n t a d o , n o c a b e a d m i t i r c o n t r a l a s r e s o l u c i o n e s a c e r c a d e l p a r t i c u l a r 
a d o p t a d a s los r e c u r s o s de r e v i s i ó n y m e j o r a . {R. D. 2 Agosto 4880. 
Gac, 40 Noviembre id.) 
Haberes pasivos de los comisionados de ventas.—No e x i s t i e n d o 
n i n g u n a d i s p o s i c i ó n l e g a l q u e a s i m i l e e l c a r g o de c o m i s i o n a d o de v e n t a s 
a l de A d m i n i s t r a d o r de H a c i e n d a p ú b l i c a p a r a los efectos de d e r e c h o s y 
h a b e r e s p a s i v o s , l a r e a l o r d e n q u e d e s e s t i m a l a p r e t e n s i ó n de u n i n t e r e -
s a d o p a r a q u e se e f e c t ú e e s a a s i m i l a c i ó n n o l a s t i m a n i n g ú n d e r e c h o 
p r e e x i s t e n t e , y n o p u e d a p o r lo t a n t o s e r r e v i s a d a e n v í a c o n t e n c i o s a . 
(R. O. 5 Noviembre 4 8 8 0 . Gac. 9 id . id.) 
Pensiones de or fandad .—Conforme e l a r t . 58 d e l p r o y e c t o de l e y 
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de 20 de M a y o de 4862 , h o y v i g e n t e , l a s h e m b r a s s o l t e r a s ó v i u d a s q u e 
n o g o z a s e n c o m o t a l e s p e n s i ó n d e l T e s o r o p o r s u s m a r i d o s , t e n d r á n de -
r e c h o , p o r p a r t e s i g u a l e s , á l a v i t a l i c i a ó t e m p o r a l q u e les c o r r e s p o n -
d a a l f a l l e c i m i e n t o de s u p a d r e . { E . D. 40 Junio 4884 . Gac. 4 . ° Setiem-
bre id.) 
Abono de servicios en c o m i s i ó n . — P a r a q u e l o s s e r v i c i o s i n t e r i n o s 
ó c o m i s i o n e s p u e d a n s e r a b o n a b l e s e n l a s c l a s i f i c a c i o n e s c o n f o r m e á l o 
p r e s c r i t o e n l a o r d e n de 34 de O c t u b r e de 4 8 4 3 , es c i r c u n s t a n c i a i n d i s -
p e n s a b l e e l q u e se h a y a d e s e m p e ñ a d o a n t e r i o r m e n t e otro d e s t i n o e n p r o -
p i e d a d q u e p r o c e d a e s t i m a r s e c o m o a r r a n q u e de c a r r e r a . [R. D. 20 J u -
nio 4884 . Gac. 47 Setiembre id.) 
Abono de serv ic ios .—Según lo d e t e r m i n a d o e n l a R . O . de 26 de M a r -
zo de 4868 , de a p l i c a c i ó n g e n e r a l , l o s s e r v i c i o s p r e s t a d o s c o m o m i l i c i a -
n o s m o v i l i z a d o s e n l ó s a n o s de 4833 á 4 8 4 0 n o p u d i e r o n e s t i m a r s e c o m o 
b a s e ó a r r a n q u e de c a r r e r a p a r a e l d i s f r u t e de h a b e r p a s i v o , e n f a v o r de 
los f u n c i o n a r i o s de n o m b r a m i e n t o p o s t e r i o r á l a l e y de 2 3 de M a y o 
de 4 8 4 S , h a s t a q u e a s í lo o r d e n ó l a de 29 de J u n i o de 4867; y n o e x i s -
t i e n d o e n é s t a p r e c e p t o a l g u n o q u e d é á s u s d i s p o s i c i o n e s e n lo r e l a t i v o 
á c l a s e s p a s i v a s efecto r e t r o a c t i v o , d e b e i n t e r p r e t a r s e e n e l s e n t i d o de 
q u e , á u n c u a n d o t i e n e a p l i c a c i ó n á l a s c l a s i f i c a c i o n e s , n o p u e d e t e n e r l a 
p a r a e l a b o n o de p e n s i ó n , s i n o á p a r t i r de l a f e c h a de l a m i s m a l e y . 
[R. D. 20 Junio 4884 . Gac. 48 Setiembre id.) 
Haberes pasivos de Abogados fiscales.—Aunque l a s l e y e s y d i s p o s i -
c i o n e s v i g e n t e s a c e r c a d e l M o n t e - p í o de M i n i s t e r i o s y T r i b u n a l e s no m e n -
c i o n a n á los A b o g a d o s fiscales, l a j u r i s p r u d e n c i a , g u i á n d o s e p o r l a e q u i -
v a l e n c i a de los c a r g o s y s u s d e n o m i n a c i o n e s a c t u a l e s y a n t e r i o r e s , h a 
c r e í d o s i e m p r e á esos f u n c i o n a r i o s y á s u s f a m i l i a s c o m p r e n d i d o s e n l o s 
b e n e f i c i o s d e c l a r a d o s á los a n t i g u o s f u n c i o n a r i o s d e l M i n i s t e r i o fiscal. 
[B. D. 20 Junio 4884 . Gac. 20 Setiembre id.) 
Viudedades.—Las d u d a s q u e p u d i e r a n s u s c i t a r s e p o r e l c o n t e n i d o 
d e l a r t . 40 de l a l e y de 24 de F e b r e r o de 4873 r e s p e c t o de s i l a c u a n t í a 
de l a s p e n s i o n e s de v i u d e d a d d e l T e s o r o h a de fijarse p o r e l m a y o r s u e l -
do d e l c a u s a n t e obten ido d e s p u é s d e l 22 de O c t u b r e de 4868 ó c o n r e l a -
c i ó n á lo s d e s t i n o s á n t e s d e s e m p e ñ a d o s , se h a n r e s u e l t o e n este ú l t i m o 
s e n t i d o p o r l a r e g l a 4 . a d e l a R . O . de 7 de A g o s t o de 4875 . [Real decreto 
sentencia 5 Agosto 4884 . Gac. 30 Noviembre id.) 
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CAPÍTULO V. 
CONTRA.TOS CON LA. ADMINISTRACION. 
I.0 Poder discrecional de la Administración.—2.° Contratos administrativos y 
civiles.—3.° Legislación.—4.° Parte doctrinal.—5.° Pesoluciones de los cuatro 
últ imos años . 
I.0—Poder discrecional de la Administración. 
Si al Poder legislativo sólo es dable fijar en t é r m i n o s generales 
los servicios que se han de prestar al Estado y los medios con que 
se ha de atender á l a sa t is facción de las necesidades p ú b l i c a s , cor-
responde á la potestad discrecional de la A d m i n i s t r a c i ó n el desig-
nar c u á l e s han de ser esos servicios, c u á n d o y en q u é fo rma han 
de realizarse, s in que para ello tenga m á s l ími t e que el marcado 
por las leyes, cuya in f racc ión p o d r á ser or igen de responsabilidad, 
pero nunca d a r á lugar á recursos particulares en la v í a contencio-
sa en cuanto las medidas que la A d m i n i s t r a c i ó n adopte no afecten 
sino al i n t e r é s p ú b l i c o , que aprecia s e g ú n su c r i t e r io . Es un p r i n -
cipio inconcuso de derecho adminis t ra t ivo , sancionado por la cons-
tante y reiterada jur i sprudencia , así del Consejo de Estado como 
del T r i b u n a l Supremo de Justicia, que las resoluciones que el Go-
bierno dicta en v i r t u d de esas facultades discrecionales no son re-
clamables en la v í a contencioso-administrativa, porque tales actos 
los ejerce teniendo en cuenta la conveniencia general, sin otra l i -
m i t a c i ó n n i g a r a n t í a que el recurso de responsabilidad en la forma 
que lo establece la C o n s t i t u c i ó n del Estado. A este orden pertene-
cen las gracias concedidas por los indul tos , la d e n e g a c i ó n sobre 
rehabilitaciones, casos ambos que han sido objeto de duda, el t r a -
zado de los caminos, la manera de ejecutar las obras y todo lo que 
se refiere a l Poder discrecional del Estado, á las funciones socia-
les que le e s t á n encomendadas, s in que sea cierto que esa facultad 
discrecional se agota y extingue al acordar l a p r imera r e s o l u c i ó n , 
debiendo las sucesivas acomodarse á lo preceptuado en a q u é l l a , 
pues tanto por el cambio de instituciones, como por la ley natura l 
del progreso humano, el Estado puede reconocer que lo que á n t e s 
fué út i l y conveniente, debe d e s p u é s modificarse dictando resolu-
ciones en a r m o n í a con las nuevas necesidades. 
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Mas si con mot ivo de la e j ecuc ión de un servicio se hieren de-
rechos particulares que la A d m i n i s t r a c i ó n , sea por haberlos crea-
do á consecuencia de sus propios actos, sea por mandato de la ley, 
tiene el deber de respetar, entonces procede el recurso contencio-
so-administrativo, porque ya no se t ra ta del bien general, del i n -
t e r é s p ú b l i c o , sino de u n derecho pr ivado que aparece en pugna 
con él; y si para regular lo que el i n t e r é s p ú b l i c o exige, só lo la A d -
m i n i s t r a c i ó n es competente, para decidir lo que a t a ñ e al i n t e r é s 
part icular , hay que someter el caso á Tribunales dotados de i lus-
t r a c i ó n ó imparcia l idad, al mismo t iempo que conocedores de lo 
que impor ta al supremo i n t e r é s del Estado. 
Véase , pues, con cuanta clar idad se dist ingue la l í nea que se-
para el Poder discrecional de la A d m i n i s t r a c i ó n , l ib re de toda con-
tienda ante los Tribunales, de aquello en que procede la v ía c o n -
tencioso-administrativa: de una parte quedan la d e s i g n a c i ó n de los 
servicios, su forma, sus medios de e jecución; de la otra se hal lan 
las cuestiones surgidas cuando de a l g ú n modo en la r e a l i z a c i ó n del 
servicio, ó con mot ivo de ella, se lesiona un derecho pr ivado, cosa 
que no puede ocur r i r sino en los casos en que intervienen los par-
ticulares á consecuencia de contratos celebrados con la A d m i n i s -
t r a c i ó n . 
L a manera de ejecutar las obras de un camino, por ejemplo, 
nunca puede ser materia contencioso-administrativa, porque en ta-
les operaciones para nada figura, a l m é n o s con i n t e r v e n c i ó n direc-
ta y l eg í t ima , el derecho, n i á u n el i n t e r é s part icular ; pero desde 
el momento en que los trabajos comienzan, ya por contrata, ya por 
a d m i n i s t r a c i ó n , el derecho privado del contratista ó del proveedor 
de materiales viene á terciar en el asunto, y como siempre la con-
currencia de este factor supone la c e l e b r a c i ó n de un contrato, es 
decir, de un modo de obligar y obligarse, de un negocio j u r í d i c o , 
la A d m i n i s t r a c i ó n activa no puede n i debe resolver, y , para asegu-
rar el derecho del par t icular , conoce y j u z g a de él por medio de 
los Tribunales contencioso-administrativos. 
2.°—Contratos administrativos y civiles. 
Marcada la diferencia que existe entre los actos que la A d m i -
n i s t r ac ión ejerce en v i r t u d de sus facultades discrecionales y los 
que practica en cumpl imien to de un contrato, r é s t a n o s examinar 
el dist into c a r á c t e r que los contratos revisten, s e g ú n que la A d m i -
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nistracion intervenga en ellos como persona j u r í d i c a ó como poder 
p ú b l i c o . E n el p r imer caso los contratos quedan sometidos á las 
reglas y prescripciones del derecho c o m ú n , cayendo de l leno bajo 
la j u r i s d i c c i ó n dé los Tribunales ordinarios; en el segundo compelo 
á los contencioso-administrativos el conocimiento de las cuestio-
nes que se or ig inen y que deben resolverse con arreglo á la ley y 
jur i sprudencia adminis t ra t ivas . 
Hay quien sostiene, no sin gran copia de razones, que cuando l a 
A d m i n i s t r a c i ó n contrata, ya sea para satisfacer una necesidad p ú -
bl ica, ya para asegurar intereses que afecten á su dominio pr ivado, 
lo hace siempre en concepto de persona j u r í d i c a , puesto que en 
ta l caso no obra en v i r t u d de facultades regladas, ú n i c a s que pue-
den const i tuir materia contencioso-administrativa, sino como s im-
ple par t icular , haciendo a b s t r a c c i ó n completa de las atribuciones 
que le correspondan en concepto de autor idad. 
A esta doctr ina se objeta lo perjudicial que s e r í a someter á l a 
A d m i n i s t r a c i ó n á las f ó r m u l a s lentas y severas del procedimiento 
c i v i l , la necesidad de que no se in t e r rumpa la acc ión adminis t ra t i -
va, y la mayor competencia de las personas llamadas á in te rveni r 
en esta clase de asuntos. 
Las objeciones no e n t r a ñ a n realmente en el fondo de la cues-
t i ó n , n i son de g ran peso, porque la celeridad del procedimiento 
adminis t ra t ivo corre pareja con la del procedimiento c i v i l , y sobre 
todo, si el p r imero puede extraviarse, t a m b i é n se puede extraviar 
el segundo; la a cc ión adminis t ra t iva no se in te r rumpe cuando en 
los pliegos de condiciones se tiene el cuidado de adoptar las garan-
t í a s oportunas; y en cuanto á competencia, si grande es la de los 
Tribunales contenciosos, no es menor la de los ordinarios . 
Apuntadas estas diferencias de escuela, ya que otra cosa no per-
mite l a í ndo le del presente Manual , b á s t e n o s dejar consignado 
que, ya sea porque los Tribunales ordinar ios no se prestan al 
empleo de ciertas f ó r m u l a s poco conformes con el r igor i smo del 
derecho, por m á s que respondan á intereses m u y dignos de con-
s i d e r a c i ó n , ya sea por la fuerza de la costumbre, ya por el apoyo 
de eminentes publicistas y hombres de Estado, es lo cierto, que 
los contratos p ú b l i c o s vienen c o n s i d e r á n d o s e en nuestro derecho 
como materia contencioso-administrat iva. 
E l l í m i t e que los separa de los que p u d i é r a m o s l lamar puramente 
civi les, es bien sencillo. U n ejemplo b a s t a r á para evidenciarlo: si 
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un Ayuntamiento , d u e ñ o de una casa, la arrienda, y surgen des-
p u é s cuestiones entre el propietario y el i nqu i l ino , el asunto, por 
ser de i n t e r é s pr ivado, pues aquella c o r p o r a c i ó n como propietaria 
tiene el c a r á c t e r de persona j u r í d i c a , p e r t e n e c e r á á los Tribunales; 
pero si el arr iendo es el de u n a rb i t r io , como el de pesas y medi-
das, ó de un servicio de otra clase, como el de m a n u t e n c i ó n de 
presos pobres, el negocio, l legando á ser contencioso, se c u r s a r á 
ante los Tribunales administrat ivos, ya que en el fondo se t rata de 
la manera de satisfacer una necesidad p ú b l i c a . 
Oreemos suficiente lo dicho para comprender el c r i te r io en que 
la ley se inspira, y , por consiguiente, para interpretar con acierto 
sus disposiciones en los casos que ofrezcan dudas. 
3.°—Legislación. 
L a ley de o r g a n i z a c i ó n y atribuciones de los Consejos p r o v i n -
ciales de 2 de A b r i l de 1845 es tab lec ió en el ar t . 8.° que estas cor-
poraciones a c t u a r í a n como Tribunales en los asuntos contencioso-
adminis trat ivos, y bajo este concepto o i r í an y fa l l a r í an cuando 
pasasen á ser contenciosas, las cuestiones relativas al cumpl imien -
to, inteligencia, r esc i s ión y efectos de los contratos y remates ce-
lebrados con la A d m i n i s t r a c i ó n c i v i l ó con la provinc ia l y m u n i -
cipal para toda especie de servicios y obras p ú b l i c a s . 
D é esa ley, casi textualmente, pasó la p r e s c r i p c i ó n citada al n ú -
mero 1." del art . 84 de la ley para el gobierno y a d m i n i s t r a c i ó n 
de las provincias de 25 de Setiembre de 1863, que, al enumerar 
los asuntos correspondientes al conocimiento y fallo de dichos 
Consejos, e x p r e s ó que entre otros lo s e r í an : « L a s cuestiones re la t i -
vas a l cumpl imien to , intel igencia, r esc i s ión y efectos de los con-
tratos y remates celebrados con la Administración provincial 
para toda especie de servicios y obras del Estado, provinciales 
y municipales » Si se coteja este precepto con el anterior, a d v i é r -
tese entre ambos una p e q u e ñ a diferencia de r e d a c c i ó n , é ident idad 
indudable en el sentido; pero esto no fué o b s t á c u l o para que se 
afirmara que la ley de 1863 só lo se re fer ía á las obras y servicios 
provinciales, con exc lu s ión de los contrato? celebrados por la 
Administración municipal, como si el adjetivo provincial t u -
viese otro objeto que el de s e ñ a l a r la competencia por r a z ó n del 
t e r r i to r io , r e f i r i éndose á las autoridades que e j e rc í an dentro de 
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una provincia , por m á s que el servicio ú obra contratados fuesen 
por su c a r á c t e r pertenecientes á la provincia ó al Mun ic ip io . A f o r -
tunadamente, la ley Prov inc ia l de 2 de Octubre de 1877 ha venido 
á disipar toda sombra de duda, estableciendo en su art . 66, que 
las Comisiones provinciales a c t u a r á n como Tribunales contencio-
so-administrativos en los asuntos que determinan los arts. 83 y 84 
de la ley de 25 de Setiembre de 1863 y en los d e m á s que s e ñ a l a n 
las leyes; y que en ta l concepto o i r á n y fa l l a rán cuando pasen á ser 
contenciosas las cuestiones referentes a l cumpl imien to , intel igen-
cia, r e s c i s i ó n y efectos de los contratos y remates celebrados con 
los Ayuntamientos para toda especie de servicios y obras p ú b l i c a s . 
Cuando los contratos se celebran con la A d m i n i s t r a c i ó n general 
ó central , compete a l Consejo de Estado conocer en p r imera y 
ú n i c a instancia de todas las demandas que se interpongan sobre 
el c u m p l i m i e n t o , intel igencia, r e sc i s ión y efectos de dichos con-
tratos, con arreglo á lo establecido en el n ú m 1.°, ar t . i .0 del re-
glamento de 30 de Dic iembre de 1846 y á lo prescrito en el n ú m e -
ro 1.°, a r t . 46 de la ley o r g á n i c a del Consejo de Estado de 17 de 
Agosto de 1860, la cual dice que, consti tuido el Consejo en Sala 
de lo contencioso, s e r á oido en ú n i c a instancia sobre los asuntos 
relativos á remates y contratos celebrados directamente por el Go-
bierno ó por las Direcciones generales de los diferentes ramos de 
la A d m i n i s t r a c i ó n c i v i l ó m i l i t a r del Estado para toda especie de 
servicios y obras p ú b l i c a s , determinando as í el l í m i t e que separa 
los contratos administrat ivos de los de í ndo l e puramente c i v i l . 
Las prescripciones legales referentes á la competencia de la j u -
r i sd i cc ión contencioso-administrativa en materia de contratos, se 
completan teniendo presente lo que disponen el R. D . de 27 de 
Febrero de 1852 sobre las formalidades á que ha de sujetarse la 
c o n t r a t a c i ó n de las obras y servicios púb l i cos ; l a i n s t r u c c i ó n de 
15 de Setiembre de 1852, relat iva á los contratos de la Hacienda 
p ú b l i c a ; el reglamento de presupuestos y contabi l idad p rov inc ia l 
de 25 de Setiembre de 1865, y la ley de contabi l idad de 25 de 
Junio de 1870. 
E l ar t . 9.° del R. D . de 27 de Febrero de 1852, dice textual -
mente: «En los pliegos de condiciones d e b e r á n preverse los casos 
de falta de cumpl imiento por parte de los contratistas, de te rmi-
nando la acc ión que haya de ejercer l a A d m i n i s t r a c i ó n sobre las 
g a r a n t í a s , y d e m á s medios por los que se hubiese de compeler á 
144 MANUAL 
aqué l lo s á que cumplan sus obligaciones y á que resarzan los per-
ju ic ios irrogados por dicha causa. Cuando ocurriesen tales casos, 
las disposiciones gubernativas de la A d m i n i s t r a c i ó n s e r á n ejecut i -
vas, quedando á salvo el derecho de los contratistas para d i r i g i r 
sus reclamaciones y demandas por la v ía contencioso-administra-
t iva .» L o dispuesto en el art. 12 de dicho real decreto, p roh ib ien-
do que los contratos celebrados con la A d m i n i s t r a c i ó n se some-
tiesen al ju i c io de á r b i t r o s eludiendo asi la v ía contenciosa, ha sido 
modificado por el art. 7.° de la ley provisional de a d m i n i s t r a c i ó n y 
contabil idad de Hacienda dictada en 25 de Junio de 1870, toda vez 
que permite someter al j u i c i o a rb i t ra l las contiendas que se sus-
citen sobre los derechos de la Hacienda, con la r e s t r i c c ión de que 
preceda una ley a u t o r i z á n d o l o . 
4.°—Parte doctrinal. 
L a pr imera di f icul tad que nos sale al paso en el estudio de esta 
importante materia, es la de averiguar q u é se entiende por contra-
to para servicios p ú b l i c o s ; cues t ión del mayor i n t e r é s , puesto que de 
ella depende el camino que haya de seguirse en las reclamaciones 
á que d é n lugar los múl t ip l e s y variados contratos que la A d m i -
n i s t r ac ión celebra. 
¿Se e n t e n d e r á por contrato admin is t ra t ivo , y q u e d a r á por ende 
sujeto al conocimiento de los Tr ibunales contenciosos, todo aquel 
que se celebre p rév ios los requisitos y formalidades del R . D . de 
27 de Febrero de 1852? 
No, ciertamente: seguir ta l o p i n i ó n , por algunos sostenida, va l -
d r í a tanto como sacrificar el fondo á la forma, la esencia al acci-
dente, lo i n t r í n seco y sustantivo á lo meramente externo y adjeti-
vo. Contratos hay que se celebran p r é v i a subasta y con todas las 
condiciones de publ ic idad y responsabil idad que establece el men-
cionado decreto, sin que por ello salgan de la esfera c i v i l . E l con-
trato de arriendo de un edificio p ú b l i c o , por ejemplo, p o d r á otor-
garse con todos los requisitos que el legislador p r e c e p t ú e para los 
servicios de u t i l idad general, y , sin embargo, nunca s e r á contrato 
adminis t ra t ivo , n i d e b e r á someterse á los Tribunales contenciosos. 
E l a lqui ler de una casa para establecer en ella las oficinas de pro-
vincia p o d r á i r precedido de cuantas formalidades se quiera; pero 
si el Gobernador no deja expedita la finca al vencimiento del con-
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trato, el d u e ñ o a c u d i r á á los Tribunales ordinarios, y és tos resolve-
r á n . Citamos dos casos que han ocurr ido en la p r á c t i c a , y los ci ta-
mos de intento por la par t icular idad que ofrecieron: en el p r imero 
se trataba de la r e sc i s ión del arr iendo del teatro Real, y habiendo 
acudido el interesado á l a v ía contenciosa, se dec l a ró procedente la 
demanda, no porque se tratase de un contrato p ú b l i c o , toda vez 
que no lo era, sino porque se d e b a t í a el p r iv i leg io de dar funcio-
nes de ó p e r a i tal iana; y en el segundo se e s t ab lec ió que, si bien el 
Juzgado t en í a competencia para declarar terminado el arr iendo, 
c a r e c í a de ella para ejecutar el fal lo, porque no p u d i é n d o s e paral i -
zar el servicio p ú b l i c o , d e b í a n tomarse medidas que sólo al Go-
bernador era l íci to dictar. Más clara aparece a ú n la doctrina que 
sustentamos, si se recuerdan los t r á m i t e s seguidos por el arrenda-
ta r io del teatro del P r í n c i p e , pocos a ñ o s h á , para que el Ayun ta -
miento de M a d r i d le indemnizase los d a ñ o s y perjuicios sufridos 
á consecuencia de la r e sc i s ión del contrato. Apurada sin éxi to fa-
vorable la v ía contencioso-administrativa, tuvo que acudir á la 
ordinar ia , y el T r i b u n a l Supremo dic tó sentencia en 24 de Febre-
ro de 1874, aplicando la l eg i s l ac ión c o m ú n y desestimando los mo-
tivos de ca sac ión fundados en doctrinas adminis t ra t ivas , porque 
el pleito d e b í a fallarse con arreglo al derecho c i v i l y no al admi-
nis t ra t ivo. Aunque p u d i é r a m o s a ñ a d i r a l g ú n otro caso, bastan 
los citados para af irmar que el c a r á c t e r de los contratos admi-
nistrativos no nace de la ap l i cac ión del R. D . de 27 de Febrero 
de 1852, n i de las solemnidades y requisitos que precedan á su 
otorgamiento. 
¿Nace rá , por ventura, de la parte que en ellos tome la A d m i n i s -
t rac ión? Tampoco: ya hemos visto anteriormente que las au tor i -
dades administrat ivas intervienen en muchos contratos, sin que 
por eso v a r í e la naturaleza de los mismos, n i haya el derecho de 
acudir ó la ob l igac ión de someterse á los Tribunales contenciosos. 
Todo contrato c i v i l celebrado entre partes, á u n cuando una de 
ellas sea la A d m i n i s t r a c i ó n , se deshace como se hizo ó por sen-
tencia firme conseguida en la v í a ordinar ia , p r inc ip io general que 
hay necesidad de respetar, s e g ú n d e c l a r a c i ó n del T r i b u n a l Supre-
mo de 2 de Diciembre de 1871, siempre que no es té modificado 
por una excepc ión expresa de la ley ó de los reglamentos, como 
sucede con las ventas é incidencias de bienes nacionales. 
Pero hay m á s , y es que, á u n cuando se invoque como base de 
10 
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un contrato cualquier servicio p ú b l i c o , no basta, para que se en-
tienda celebrado con la A d m i n i s t r a c i ó n , que lo autorice una auto-
r idad administrat iva, sino que es indispensable que tenga a t r ibu -
ciones para el lo. E l contrato otorgado entre dos Ayuntamientos 
con el objeto de comprar sustituto a l quin to que les cupo en suer-
te por r a z ó n de d é c i m a s , no t e n d r á otro c a r á c t e r que el de u n 
acto oficioso de los Concejales de á m b o s pueblos, si c a r e c í a n de 
facultades para otorgarlo. E n este sentido se reso lv ió un caso de 
que conoc ió el Consejo Real, y que nosotros aprovechamos para 
demostrar por medio de un ejemplo, que la naturaleza de los con-
tratos no d imana de que en ellos intervengan las autoridades ad-
minis t ra t ivas , sino de la mater ia que los constituye, unida á las 
atribuciones de la autoridad que los otorga. Si la autor idad i n -
terviene, no como ta l autoridad encargada de velar por los i n -
tereses generales, sino como persona j u r í d i c a , el contrato s e r á 
c i v i l ; si interviene como autoridad y para procurar la r e a l i z a c i ó n 
de un servicio que estima púb l i co , séalo ó no, pero sin a t r ibucio-
nes ó facultades que legi t imen su i n t e r v e n c i ó n , c o n t r a e r á una 
responsabilidad puramente personal, e x t r a ñ a á los intereses que 
por r a z ó n del cargo representa, d e d u c i é n d o s e de a q u í , que el con-
trato no se e n t e n d e r á celebrado con la A d m i n i s t r a c i ó n ; y n i en 
uno n i en otro caso, b a s t a r á la concurrencia de la autor idad ad-
minis t ra t iva , para que por este solo hecho se calif iquen los con-
tratos de p ú b l i c o s y pueda con r a z ó n exigirse su cumpl imiento 
ante los Tribunales contenciosos. 
¿Qué se e n t e n d e r á , pues, por contrato administrativo? Si la ob-
servancia del R. D . de 27 de Febrero de 1852 y la i n t e r v e n c i ó n de 
las autoridades administrativas no son suficientes para i m p r i m i r l e 
c a r á c t e r , ¿á q u é elemento se h a b r á de atender? ¿Qué requisitos ha-
b r á n de concurrir? Dos: p r imero , que una de las partes contrayen-
tes sea la A d m i n i s t r a c i ó n con facultades para ello; y segundo, que 
el contrato tenga por objeto la sa t i s facc ión directa de una necesi-
dad p ú b l i c a . Otorgado con estas condiciones, su cumpl imiento se-
r á reclamable, tanto en la esfera gubernat iva, como en la conten-
ciosa, ante la A d m i n i s t r a c i ó n del Estado. 
Pero si estos dos requisitos bastan para fijar la competencia de 
los Tribunales administrat ivos, ex ígese , para que el contrato sea 
vá l ido y eficaz, la concurrencia de un tercer requis i to , que afecta, 
no ya á la personalidad de los contrayentes, n i al fondo del 
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asunto, sino á la forma del contrato, cual es el de que se cele-
bre con todas las formalidades que prescribe el R. D . de 27 de Fe-
brero de 1852. De ta l manera se considera inexcusable su c u m p l i -
miento, que en vano se i n v o c a r á una orden del Min i s t ro , au tor i -
zando ta l ó cual obra, ó la u t i l idad de la obra misma, porque como 
tiene declarado el T r i b u n a l Supremo en sentencia de 19 de No-
viembre de 1872, si en el orden c i v i l y en una cues t ión entre par-
ticulares cabe reclamar el impor te de toda obra ú t i l , no cabe en la 
vía contencioso-administrativa, t r a t á n d o s e de intereses púb l i cos 
garantidos, como deben estarlo, por medio de un contrato en que 
concurran las solemnidades que marca el mencionado real decre-
to, y que no pueden sustituirse por una s imple a u t o r i z a c i ó n m i -
nisterial. Cuando se trate de contratos exceptuados de la subasta 
y remate p ú b l i c o s , no t e n d r á el contratista derecho á pedir su cum-
plimiento, n i á la i n d e m n i z a c i ó n de las obras que ejecute, m i é n t r a s 
el contrato no sea aprobado con arreglo al R. D . de 15 de Setiem-
bre de 1852. 
Una vez otorgada la escri tura con todos los requisitos legales, 
la A d m i n i s t r a c i ó n debe atenerse estrictamente á las condiciones 
pactadas, s in poder rebasar la l í n e a de los derechos consignados á 
su favor n i faltar á lo establecido en beneficio de las otras partes 
contratantes. Es, sin embargo, inconcuso el derecho del Gobierno 
para resolver las dudas que sur jan, quedando siempre ileso el del 
contratista para obtener en j u i c i o contencioso la d e c l a r a c i ó n que 
proceda, en el caso de no conformarse con lo que se determine en 
la v ía gubernat iva. Tampoco se puede negar a l Gobierno n i á los 
Gobernadores la facultad de resc indir por sí los contratos celebra-
dos con la A d m i n i s t r a c i ó n , sin perjuicio de las acciones que a l 
contratista correspondan y quiera ejercitar ante el Consejo de Es-
tado ó las Comisiones provinciales. Aparte de esta facultad, tiene 
el Gobierno la de apremiar con m u l t a ó cualquier otro medio coer-
citivo á los contratistas que demoren el cumpl imien to de lo pacta-
do, aunque pretendan excusarse con lo ambiguo de los t é r m i n o s en 
que se r e d a c t ó el contrato, extremo acerca del cual r e s o l v e r á n los 
Tribunales . 
Las cuestiones sobre la intel igencia y cumpl imien to de los con-
tratos administrat ivos, ó sea sobre los respectivos derechos y ob l i -
gaciones del Estado y los contratistas, deben resolverse con arreglo 
a las condiciones particulares de cada caso y á las generales del 
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R. D , de 27 de Febrero de 1852 que constituyen ley especial en l a 
materia; a t e n i é n d o s e , m á s que á la acepc ión r igurosa y gramat i -
cal de las palabras, al esp í r i tu que las d ic tó y al sentido que los 
contrayentes quisieron darlas, y comprendiendo, no sólo las ob l i -
gaciones r e c í p r o c a s expresamente estipuladas como ley en la ma-
ter ia , sino las que sean de todo punto indispensables para que lo 
pactado se lleve á debido efecto. Cuando haya oscuridad y duda 
en las palabras, se fijará su verdadero sentido por medio de las re-
glas de i n t e r p r e t a c i ó n ; pero si resultan dos ó m á s condiciones 
enteramente contrarias concediendo la una y negando la otra^ 
s e r á necesario examinar los antecedentes del contrato y decidir en 
vista de ellos l a que ha de suprimirse. 
Los arrendamientos de las rentas del Estado se. verifican á 
riesgo y ventura, renunciando el contratista á pedir su re sc i s ión 
por causa de les ión (sení . 17 M a r z o 1870), á solicitar el abono do 
intereses por la demora sufrida en el pago de sus c réd i to s , salvo 
en los casos que expresamente determinen las leyes (sení . 20 E n e -
ro 1875), y á que se le satisfaga el enorme descuento que puedo 
experimentar la moneda fiduciaria, como acontece con los billetes 
del Banco e s p a ñ o l de la Habana (sent. 21 Setiembre 1876); pero, 
en cambio, el contratista de obras es tá en su derecho, solicitando 
que se le indemnice de los d a ñ o s sufridos á consecuencia de un 
caso for tu i to , s e g ú n dispone el reglamento de 17 de Jul io de 1868. 
A fin de prevenir los peligros y d a ñ o s que s o b r e v e n d r í a n si se 
admitiese en los licitadores la facultad de re t i rar sus proposicio-
nes, es doctrina admit ida , que del acto de hacerlos nacen obliga-
ciones y derechos r ec íp rocos paralas partes, y que en su v i r t u d 
la A d m i n i s t r a c i ó n no puede repeler las ajustadas al modelo y 
pliego de condiciones aprobadas, n i el proponente retirarlas; pero 
sólo mediante su acep tac ión solemne y la a p r o b a c i ó n competente 
del remate adquiere el contrato fuerza de obligar á la A d m i n i s -
t r a c i ó n , porque, siendo consensual, m i é n t r a s no es aprobado el 
acto, falta en realidad el consentimiento de una de las partes, a l 
paso que por la otra se presta tan l uégo como el l ic i tador hace su 
propuesta. 
Desde el momento en que un contratante con la A d m i n i s -
t r a c i ó n traspasa sus acciones y derechos á un tercero, cosa que 
puede hacer siempre que el contrato no contenga condiciones de 
t a l modo inherentes á la persona que se obl iga, que no puedan 
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cumplirse por otra (sení . 30 A b r i l 1870), las obligacions que de 
la ces ión nacen, adquieren un c a r á c t e r pr ivado; pero esto no debe 
entenderse en un sentido absoluto, porque ante todo hay que dis-
t i ngu i r si en el traspaso in terv ino ó no la A d m i n i s t r a c i ó n . E n el 
p r imer caso, es indudable que és ta con su aquiescencia produce 
un nuevo contrato; en el segundo, el p r imer obligado s e r á el que 
con ella se entienda. Esta regla es t a m b i é n aplicable á las conven-
ciones part iculares que el contratista celebre para l levar á c a b o su 
compromiso, y en su v i r t u d , á los Tribunales ordinarios toca co-
nocer de los l i t ig ios que de ella emanen, porque se trata de ob l i -
gaciones y actos puramente privados. 
Como en la A d m i n i s t r a c i ó n existen distintos ó r d e n e s de auto-
ridades, es lóg ico que las reclamaciones se formulen , ya ante un 
Tr ibuna l , ya ante otro, s e g ú n el grado j e r á r q u i c o en que se halle 
el agente adminis t ra t ivo . 
Respecto á los contratos celebrados por los Minis t ros ó por las 
Direcciones generales, no cabe duda alguna, n i en cuanto á l a 
manera de apurar la v ía gubernativa, n i en cuanto á la compe-
tencia del Consejo de Estado desde el momento en que se acude 
á la contenciosa; pero si se trata de contratos celebrados entre 
Ayuntamientos y particulares, la cues t i ón v a r í a de especie. 
Antes de ahora, era doctr ina inconcusa, á juzgar por la unifor-
midad de las sentencias y de los d i c t á m e n e s dados en la materia, 
que cuantas reclamaciones surgieren con mot ivo de tales contra-
tos, d e b í a n d i r ig i rse á las Diputaciones provinciales, y si con el 
acuerdo de és tas no se aquietaban las partes, terminaba la v í a 
gubernativa y daba pr inc ip io la contenciosa mediante demanda 
interpuesta ante la C o m i s i ó n p rov inc ia l . E n m á s de una ocas ión 
se h a b í a resuelto que los acuerdos de las Diputaciones sobre tan 
importante asunto causaban estado en la esfera adminis t ra t iva , 
sin que pudieran reformarse de otra suerte que en la contenciosa, 
adoleciendo de nu l idad todo medio que tuviese por objeto insis t i r 
en la v í a gubernat iva; pero desde que se publ icaron las leyes or-
g á n i c a s de 2 de Octubre de 1877, incorporando á su texto las re-
formas que introdujo la ley de 16 de Diciembre de 1876 en las de 
20 de Agosto de 1870, comenzaron á dibujarse dos tendencias, 
favorable la una á la competencia de las Diputaciones y mantene-
dora la otra de la competencia de los Gobernadores. Difícil por 
todo extremo armonizarlas, h u b i é r o n s e de reflejar en los informes 
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del Consejo do Estado, y de ta l manera resultaron és tos contra-" 
dicterios y tan clara a p a r e c i ó la divergencia, que el Min is t ro de 
la G o b e r n a c i ó n d ic tó una real ó r d e n , comunicada al Consejo de 
Estado por la Presidencia del de Minis t ros , exponiendo la falta de 
a r m o n í a que se echaba de ver en los informes, y recomendando 
la necesidad de poner t é r m i n o á las dudas que s u r g í a n en la ap l i -
cac ión de las citadas leyes, á cuyo efecto se r í a conveniente oir la 
op in ión del Consejo de Estado reunido en pleno. 
E l Consejo, en u n detenido dictamen, p l a n t e ó la tesis, or igen de 
tanta duda, en la forma siguiente: « C u a n d o un acuerdo de A y u n -
tamiento afecte á alguno de aquellos derechos cuya defensa deba 
ventilarse por r a z ó n de la naturaleza del asunto en ju i c io conten-
cioso-administrativo ante las Comisiones provinciales, con arreglo 
á la leg is lac ión vigente, ¿debe acudir el interesado directamente á 
la Comis ión respectiva dentro del plazo legal, ó procede que d i r i j a 
su r e c l a m a c i ó n por la v ía gubernat iva al Gobernador de la pro-
vincia , para que és te decida en el asunto, pudiendo aquel que se 
estime perjudicado por la r e so luc ión de dicha autoridad acudir en 
la v ía contenciosa ante el T r i b u n a l adminis t ra t ivo expresado?» 
Planteada as í la cues t ión , y d e s p u é s de discut i r ampliamente las 
razones por una y otra parte alegadas, el Consejo de Estado, o p i n ó : 
«1.° Que con arreglo á los arts. 9.° y (57 de la ley P r o v i n c i a l 
vigente, concordados con el 91 de la de 25 de Setiembre de 1863, 
los acuerdos de los Ayuntamientos que recaigan sobre las mate-
rias que expresan los arts. 82, 83 y 84 de esta ú l t i m a , son recla-
mables ante el Gobernador de la provincia por el que se estime 
agraviado en su derecho, en el plazo de 30 d í a s , contados desde la 
not i f icación adminis t ra t iva , ó en su defecto desde la p u b l i c a c i ó n 
del acuerdo (1). 
(1) Ar t . 9.°, inciso 7.° de la ley Provincial. "Corresponde al Gobernador do 
la provincia como Jefe superior de la Administración: Revisar los acuerdos de 
los Ayuntamientos y desempeñar las atribuciones que le concede la ley Muni-
cipal, fi 
Art . 67 de la misma ley. "Hasta la publicación de la ley á que tace referen-
cia el art. 70 de la orgánica del Consejo de Estado de 17 de Agosto de 1860, el 
procedimiento en los negocios contencioso-administrativos do que deban cono-
cer las Comisiones provinciales, se ajustará á los arts. 90 al 98 de la ley de 25 
de Setiembre deJ863 y al reglamento aprobado por R . D . de 1.° de Octubre 
de 1845.1. 
A r t . 91 de la ley de 25 de Setiembre de 1863. "ÍTo podrá entablarse demanda 
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2." Que conforme al ar t . 67 de la misma ley Prov inc ia l , contra 
las resoluciones que el Gobernador dicte en vista de la reclama-
ción a que se refiere la regla anterior, procede la demanda conten-
cioso-administrativa, que se d e d u c i r á ante la C o m i s i ó n provincia l 
ante los Consejos provinciales sin que el Gobernador hubiere dictado provi-
dencia en el asunto que se ventile, salvo cuando otra cosa determine una ley 
especial, i i 
A r t . 82 de la referida ley "Los Consejos (hoy las Comisiones provinciales) 
actuarán además como Tribunales contencioso-administrativos. E n tal con-
cepto, oirán y fallarán las cuestiones de este orden que se susciten con motivo 
de las providencias dictadas por los Gobernadores en la aplicación de las leyes, 
ordenanzas, reglamentos y disposiciones administrativas.n 
Art . 83. "En virtud de lo dispuesto en el articulo anterior los Consejos pro-
vinciales oirán y fallarán cuando pasen á ser contenciosas las cuestiones rela-
tivas: 
1. ° A l uso y distribución de los bienes y aprovechamientos provinciales y 
comunales. 
2. ° A l repartimiento y exacción individual de toda especie de cargas gene-
rales, provinciales ó municipales. 
3.0 A la cuota con que corresponde contribuir á cada pueblo para los cami-
nos en cuya construcción ó conservación se hayan declarado interesados á dos 
ó más . 
4. ° A la reparación de los daños que causen las empresas de explotación en 
los caminos á que se refiere el párrafo anterior. 
5. ° A las intrusiones y usurpaciones en los caminos y vías piiblicas y servi-
dumbres pecuarias de todas clases. 
6. ° A l resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por las obras 
públicas. 
7. ° A l deslinde de los términos correspondienbes á pueblos y Ayuntamien-
tos, cuando estas cuestiones procedan de una disposición administrativa. 
8. ° A l curso, navegación y flote de los rios y canales, obras hechas en sus 
cáuces y márgenes, y primera distribución de sus aguas para riegos y otros 
usos. 
9. ° A la insalubridad, peligro ó incomodidad de las fábricas, talleres, má-
quinas ú oficios, y su remoción á otros puntos. 
10. A la caducidad de las pertenencias de minas, escoriales y terreros. 
11. A la demolición y reparación de edificios ruinosos, alineación y altura 
de los que se construyan de nuevo, cuando la ley ó los reglamentos del ramo de-
claren procedente la vía contenciosa. 
12. A la inclusión ó exclusión de las listas de electores y elegibles para 
Ayuntamientos y sindicatos de riego. 
13. A los agravios en la formación definitiva del registro estadístico de 
fincas. 
14. A la represión de las contravenciones á los reglamentos de caminos, 
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en el t é r m i n o de 30 dias contados en la forma que seña l a el ar t . 93 
de la citada ley de 1863 (1). 
3.° Que si el acuerdo del Ayuntamiento afectase á derechos de 
c a r á c t e r c i v i l en t é r m i n o s que la cues t i ón que suscitase fuese 
propia de la competencia de los Tribunales ordinarios, puede el 
que se creyese perjudicado deducir su demanda ante el T r i b u n a l 
competente en el plazo igualmente de 30 dias que s e ñ a l a el a r t í c u -
lo 172 de la ley Munic ipa l vigente (2).» 
navegación y riego, construcción urbana ó rural , policía de tránsito, caza y 
pesca, montes y plantíos.n 
Art. 84. "Se atribuyen, por últ imo, al conocimiento y fallo de los Consejos 
provinciales, llegado el caso del articulo anterior, las cuestiones relativas: 
1. a A l cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos de los contratos y re-
mates celebrados con la Administración provincial para toda especie de servi-
cios y obras públicas del Estado, provinciales y municipales. 
2. a A l deslinde y amojonamiento de los montes que pertenecen al Estado, á 
los pueblos ó á los establecimientos públicos, reservando las demás cuestiones 
de derecho civil á los Tribunales competentes. 
3. a A la validez, inteligencia y cumplimiento de los arriendos y ventas ce-
lebrados por la Administración provincial de propiedades y derechos del Es ta -
do y actos posteriores que de aquéllos se deriven, hasta que el comprador ó ad -
judicatario sea puesto definitivamente en posesión de dichos bienes. 
4. a A la indemnización, legitimidad de los t í tulos y liquidación de los cré-
ditos partícipes legos en diezmos, con arreglo á lo que previene la ley de 20 de 
Marzo de 1846... 
(1) Art . 93 de la ley de 1863. "Las demandas se presentarán ante el Conse-
jo provincial en el término improrogable de 30 dias, que empezarán á contarse, 
respecto de las de particulares y corporaciones, desde el dia siguiente al de la 
notificación administrativa de la providencia reclamable; y respecto de la 
Administración, dentro de un año contado desde la fecha de la comunicación 
al interesado. 
E l Consejo provincial, en vista de la demanda, consultará al Gobernador si 
procede ó no la vía contenciosa, acompañando con su informe copia de la de-
manda misma... 
(2) Art . 172 de la ley Municipal vigente. "Los que se crean perjudicados 
en sus derechos civiles por los acuerdos de los Ayuntamientos, haya sido ó no 
suspendida su ejecución en virtud de lo dispuesto en los artículos anteriores, 
pueden reclamar contra ellos mediante demanda ante el Juez ó Tribunal com-
petente, según lo que, atendida la naturaleza del asunto, dispongan las leyes. 
E l Juez ó Tribunal que entienda en el asunto puede stispender por primera 
providencia, á petición del interesado, la ejecución del acuerdo apelado, si ya 
no lo hubiese sido, según lo dispuesto en el art. 170, cuando á su juicio pro-
ceda y convenga á fin de evitar un perjuicio grave é irreparable. 
Para interponer esta demanda se concede un plazo de 30 dias después de no-
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Con el d i c t á m e n del Consejo de Estado estuvo completamente de 
acuerdo el Consejo de Minis t ros , h a c i é n d o l o suyo en v i r t u d de la 
R. O. de 26 de Mayo de 1880, que vino á disipar las dudas que 
e x i s t í a n , fijando de un modo claro la t r a m i t a c i ó n que debe seguirse 
para reclamar de los acuerdos municipales. D e d ú c e s e del texto de 
d icha real orden que la j u r i s d i c c i ó n contencioso-administrativa 
viene á restablecerse en las mismas condiciones en que exis t ía 
antes de publicarse el decreto de 13 de Octubre de 1868, con la 
sola diferencia de que las Comisiones provinciales han de reem-
plazar á los antiguos Consejos de provincia . 
L a t r a m i t a c i ó n que se establece es tanto m á s digna de tenerse 
presente, ouanto que, si se equivoca el recurso de que se ha de 
hacer uso, y se insiste en la v ía gubernativa cuando ha r e c a í d o ya 
una re so luc ión por parte del Gobernador, r e s o l u c i ó n que causa 
estado, puede m u y bien t rascurr i r el plazo de los 30 dias que la ley 
concede para alzarse de los acuerdos de los Gobernadores, s in que 
el interesado consiga que se resuelva la alzada, n i por el Min i s t ro 
de la G o b e r n a c i ó n , que carece de competencia para ello, n i por la 
Comis ión p rov inc ia l , que no puede admi t i r demandas interpues-
tas fuera del plazo legal; siendo de advert i r , que desde que los i n -
teresados reciban el traslado oficial de la providencia del Gober-
nador, equivalente á la not i f icación, empieza á correr el t é r m i n o 
s e ñ a l a d o por la ley para u t i l i zar la v ía contenciosa, sin que pueda 
cambiar por nuevas reclamaciones, pues admit ido t a l medio se r í a 
m u y fáci l bu r l a r el precepto de la ley. 
Por R. O. de 22 de Diciembre de 1881 se d e c l a r ó que la real 
orden de 26 de Mayo de 1880 no tiene efecto retroact ivo, y que el 
par t icular que reclama un derecho ó l i t iga para defenderlo en j u i -
cio no es responsable de las dudas que á la A d m i n i s t r a c i ó n activa 
pueda ofrecer la ap l icac ión de las leyes á causa de la divergencia 
que exista entre unas y otras. Notable por m á s de un concepto la 
citada real ó r d e n , ya que no sólo establece una doct r ina altamente 
favorable á los particulares, v í c t i m a s en la mayor parte de los ca-
sos de las vacilaciones de la A d m i n i s t r a c i ó n , sino que acusa cierta 
tificado el acuerdo ó comunicada la suspensión en su caso, pasado el cual sin 
haberlo verificado queda esta suspensión levantada de derecho y consentido el 
acuerdo.n 
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tendencia poco favorable á la real orden aclaratoria de 26 de Mayo 
de 1880, insertamos á c o n t i n u a c i ó n los hechos que la mot iva ron , 
s iquiera puedan estudiarse m á s á m p l i a m e n t e en la Gaceta de 20 
de Enero de 1882. 
D . Manuel C h a c ó n y J i m é n e z , contratista del servicio de l i m -
pieza, riegos é incendios de M a d r i d , a c u d i ó al Comisario del ramo, 
denunciando el hecho de que en varios pozos de aguas inmundas 
se v e r t í a n las sobrantes de las fuentes, de industrias y hasta las 
pluviales, por lo que los pozos se llenaban con demasiada frecuen-
cia, h a c i é n d o s e en consecuencia m á s frecuente y costoso el servi-
cio. Sol ic i tó , en vista de ello, que se cortara el abuso, ó se le 
indemnizase por el Ayuntamien to ó por los propietarios de los 
mayores gastos que se le ocasionaban; y el Alcalde o r d e n ó á los 
inspectores denunciasen los pozos y obligaran á los propietarios 
á quitar los acometimientos de aguas ó á indemnizar al contra-
t is ta . 
Insistiendo és te en su p r e t e n s i ó n ante el Ayuntamien to , la cor-
p o r a c i ó n la d e n e g ó en 10 de Febrero de 1879, acuerdo notificado 
en 18 del mismo. E n 12 p r e s e n t ó el interesado demanda en v ía con-
tenciosa ante la Comis ión p rov inc ia l . Esta propuso se admit iera el 
recurso; pero el Gobernador reso lv ió en sentido cont rar io , fun-
d á n d o s e en que no resultaba apurada la v ía gubernat iva, pues con-
t ra el acuerdo del Ayuntamiento procede la alzada a l Goberna-
dor, no siendo por otra parte reclamables en v ía contenciosa los 
acuerdos de los Ayuntamientos . 
Contra esta r e so luc ión p r e s e n t ó recurso de alzada el contratista 
y p r é v i a consulta del Consejo de Estado, que propuso fuera confir-
mada, se devo lv ió el expediente al Gobierno á fin de que se le 
diera el curso correspondiente. 
E l contratista p r e s e n t ó e n t ó n c e s una alzada contra lo resuelto 
por el Ayuntamien to en 10 de Febrero de 1879, y el Gobernador, 
p r é v i a consulta de la D i p u t a c i ó n provinc ia l , d e s e s t i m ó como ex-
t e m p o r á n e o el recurso en r a z ó n á que el acuerdo del A y u n t a m i e n t o 
era ejecutivo y se h a b í a reclamado contra él fuera del plazo legal 
de 30 dias. Notificada esta r e s o l u c i ó n , a c u d i ó el contratista con de-
manda contenciosa ante la C o m i s i ó n provinc ia l alegando los fun-
damentos de derecho que c re ía pertinentes para que fuese revoca-
do lo resuelto por el Ayuntamien to y el Gobernador. L a C o m i s i ó n 
propuso la a d m i s i ó n de la demanda, pero el Gobernador d e c l a r ó 
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que no p r o c e d í a la v ía contenciosa, f u n d á n d o s e en que los acuer-
dos de los Ayuntamientos son ejecutivos si no se reclama en t i em-
po, y en que al presentar el interesado su demanda h a b í a pasado 
ya el concedido por las leyes, y a d e m á s en que su alzada fué cal i -
ficada de e x t e m p o r á n e a en la v ía gubernativa, por lo que estaba 
t a m b i é n cerrada la v í a contenciosa; y en cuanto á la r e so luc ión del 
Gobernador, que no p roced í a la demanda porque no h a b í a resuel-
to sobre el fondo de la r e c l a m a c i ó n y su acuerdo no ofrecía mate-
r ia para un j u i c i o . 
E l contratista p r e s e n t ó nuevo recurso de alzada pidiendo la ad-
mis ión de la demanda y alegando que contra los acuerdos de los 
Ayuntamientos que son inmediatamente ejecutivos, procede el re-
curso oportuno ante los Tribunales correspondientes, y que si 
b ien los arts. 171 y 172 de la ley Mun ic ipa l , donde esto se estable-
ce, se h a b í a n aclarado en un sentido restr ict ivo por la real orden 
c i r cu la r de 26 de Mayo de 1880, no eraposible que és ta tuviese efec-
to retroact ivo, n i que cerrase el paso á la v ía contenciosa. E l ex-
pediente pa só á consulta del Consejo de Estado. 
E n el d i c t á m e n de este alto cuerpo, con el cual se conforma en 
u n todo la real ó r d e n citada, se revoca el acuerdo del Goberna-
dor de la provincia de M a d r i d , que d e c l a r ó improcedente la v í a 
contenciosa, y se devuelven los autos a l mismo para que admita 
la demanda interpuesta por el interesado contra el acuerdo del 
Ayun tamien to . E n los considerandos del d i c t á m e n , relacionados 
con los hechos que án t e s exponemos se consigna la siguiente doc-
t r ina : 
L a r ev i s ión , i n t e r p r e t a c i ó n y a c l a r a c i ó n de los contratos que ce-
lebran los Ayuntamientos con los particulares para la e jecuc ión 
de servicios municipales, son materia contencioso-administrativa. 
L a real ó r d e n aclaratoria de 26 de Mayo de 1880 no puede apl i -
carse á reclamaciones anteriores á ella, como ha hecho el Gober-
nador de M a d r i d . Y no pudo el contra t is ta i n c u r r i r en falta que 
le pr ivara de su derecho, porque cuando e n t a b l ó por p r imera vez 
la demanda contenciosa era dudoso por lo m é n o s s i el acuerdo 
del Ayun tamien to te rminaba ó no la v í a gubernativa. 
Una vez expuesta la doct r ina vigente sobre c o n t r a t a c i ó n admi-
nistrat iva, r é s t a n o s manifestar q u é servicios se consideran p ú -
blicos, s e g ú n la jur i sprudencia de los Tribunales . 
L o son todos los relativos á los ramos de correos, caminos, 
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c a n a l e s y p u e r t o s ; á l a c o n d u c c i ó n d e s a l , t a b a c o s y e f e c t o s t i m -
b r a d o s ; a l a b a s t e c i m i e n t o d e a r t í c u l o s d e p r i m e r a n e c e s i d a d , a l 
s u m i n i s t r o d e c a r b ó n d e p i e d r a p a r a l a A r m a d a y d e c á ñ a m o p a r a 
l a s f á b r i c a s d e j a r c i a s y t e j i d o s d e l E s t a d o ; á l a c o r t a d e á r b o l e s , 
a c o r d a d a p o r l o s A y u n t a m i e n t o s ; á l a c o n s t r u c c i ó n d e c a s i l l a s p a r a 
l o s p e o n e s c a m i n e r o s ; á l a i m p r e s i ó n q u e s e h a c í a , c o n p r i v i l e g i o , 
d e l A l m a n a q u e d e C a t a l u ñ a ; a l d e s m o n t e p a r a e d i f i c i o s p ú b l i c o s . 
L o s o n t a m b i é n : e l a r r i e n d o p a r a l a v e n t a d e l i c o r e s y a g u a r d i e n -
t e s ; e l a r r i e n d o ó c e s i ó n d e a l g u n a s f á b r i c a s d e l E s t a d o ; l a c e s i ó n 
á l a A d m i n i s t r a c i ó n d e l o s t a l l e r e s d e t e j i d o s a r r e n d a d o s á u n 
p a r t i c u l a r ; l a a d j u d i c a c i ó n d e u n p o r t a z g o , y l a c o n d u c c i ó n d e v í -
v e r e s á l o s p r e s i d i o s d e A f r i c a . 
5.°—Resoluciones de los ciicitro ú l t i m o s años . 
N o t e r m i n a r e m o s e s t e c a p í t u l o s i n i n s e r t a r , c o m o e n e l p r ó l o g o 
o f r e c i m o s , l a s r e s o l u c i o n e s d e l o s c u a t r o ú l t i m o s a ñ o s , c u y o i n -
t e r é s n o p u e d e d e s c o n o c e r s e . 
FLetamentos de buques.—Segaa l os a r t s . 672 y 793 d e l C ó d i g o de 
c o m e r c i o y d o c t r i n a i n c o n c u s a , e l c o n t r a t o de fletamento, p o r lo q u e se 
re f i ere á m e r c a n c í a s , i m p l i c a p o r p a r t e d e l f l e t a n t e l a o b l i g a c i ó n de p o -
n e r l a s e n t i e r r a y á d i s p o s i c i ó n d e l c o n s i g n a t a r i o ; lo c u a l p o r a n a l o g í a 
c o r r e s p o n d e j c u a n d o se t r a t a de p a s a j e r o s , a l m o m e n t o e n q u e , a d m i t i -
do e l b u q u e á l i b r e p l á t i c a , p u e d e n é s t o s d e s e m b a r c a r y c o n e l lo d a fin 
r e a l m e n t e e l v i a j e . {R. D. 22 Noviembre 1 8 7 7 . Gac. 28 Abri l 4 8 7 8 . ) 
Farmacéut icos t i tu lares .—Cuando e l a c u e r d o p o r e l c u a l u n A y u n -
t a m i e n t o m o d i f i c a l a s b a s e s de l c o n t r a t o c e l e b r a d o c o n e l F a r m a c é u t i c o 
t i t u l a r es a p r o b a d o p o r l a a s a m b l e a de a s o c i a d o s r e u n i d a c o n a q u é l e n 
J u n t a m u n i c i p a l , e x i s t i e n d o a d e m á s e l p r e c e d e n t e de h a b e r s e c o m u n i -
c a d o e l a c u e r d o a l G o b e r n a d o r , e l d e r e c h o d e l P r o f e s o r q u e d ó per fec to 
desde q u e t a l e s a c u e r d o s se a d o p t a r o n e n f o r m a l e g a l ; y , p o r lo t a n t o , 
n o p u e d e o t r a M u n i c i p a l i d a d r e s c i n d i r d e s p u é s ese c o n t r a t o y s e p a r a r a l 
F a r m a c é u t i c o c o n t r a s u v o l u n t a d . [R. D . 19 Enero 1 8 7 8 . Qac. 27 
Mayo id.) 
Diputaciones provinciales.—Con a r r e g l o á s u l e y o r g á n i c a n i l a s 
C o m i s i o n e s p r o v i n c i a l e s n i l a s D i p u t a c i o n e s t i e n e n a t r i b u c i o n e s p a r a r e -
v o c a r n i s u s p e n d e r a c u e r d o s s u y o s a n t e r i o r e s q u e c a u s a r o n es tado; n o 
p u d i e n d o t a m p o c o l a D i p u t a c i ó n a n u l a r u n c o n t r a t o e n q u e l a m i s m a 
es p a r t e , p u e s s i e n é l se h a n v i o l a d o d e r e c h o s c i v i l e s ó a d o l e c e de a l -
g ú n v i c i o de n u l i d a d , debe a c u d i r s e a l T r i b u n a l c o m p e t e n t e , ( ñ . i ? . 16 
Febrero 1878. Gac. 7 Junio id.) 
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Pagos d buena cuenta.—Los p a g o s q u e p o r e l E s t a d o se h a c e n e n l a s 
c o n t r a t a s de o b r a s p ú b l i c a s s o n á b u e n a c u e n t a , s e g ú n d e t e r m i n a e l 
R . O de 40 de J u l i o de 1861; es d e c i r , i n t e r i n o s y á c o n d i c i ó n de l o q u e 
r e s u l t e e n l a l i q u i d a c i ó n d e f i n i t i v a , h a s t a c u y o c a s o n o p u e d e n c a u s a r 
e s t a d o , c u a l e s q u i e r a q u e f u e s e n l a s o b r a s e j e c u t a d a s p o r e l c o n t r a t i s t a ; 
de m a n e r a q u e s i d e s p u é s r e s u l t a r e h a b e r p a g a d o de m á s e l E s t a d o , t e n -
d r á a q u é l q u e d e v o l v e r lo q u e de m á s h u b i e r e r e c i b i d o . [R. D. 22 M a r -
zo 1878 . Gac. 10 Junio id.) 
Contratos municipales.—La d e c l a r a c i ó n de l o s efectos c i v i l e s de l o s 
c o n t r a t o s q u e c e l e b r e n los A y u n t a m i e n t o s c o r r e s p o n d e á l o s T r i b u n a l e s 
o r d i n a r i o s , y s ó l o d e s p u é s de h e c h a e s a d e c l a r a c i ó n es c u a n d o el A y u n -
t a m i e n t o r e s p e c t i v o h a de p r o c e d e r á i n c l u i r e n los p r e s u p u e s t o s l a c a n -
t i d a d q u e s e g ú n l a d e c l a r a c i ó n j u d i c i a l d e b a s a t i s f a c e r , a j u s t á n d o s e p a r a 
e l lo á lo p r e s c r i t o e n l a l e y M u n i c i p a l . L a ú n i c a e x c e p c i ó n q u e é s t a 
e s t a b l e c e e n f a v o r de los p u e b l o s e n m a t e r i a de d e u d a s c o n t r a i d a s p o r 
s u s A y u n t a m i e n t o s cons i s t e e n q u e n o p u e d a n h a c e r s e e fect ivos d i c h o s 
d é b i t o s p o r l a v í a de a p r e m i o c u a n d o n o e s t é n e s p e c i a l m e n t e a s e g u r a d o s 
c o n p r e n d a ó h i p o t e c a . {R. D. 49 Abr i l 1878 . Gac. 2 5 id.) 
Equivalencia de la libra e s ter l ina .—Según e l u s o r e c i b i d o y a c e p -
tado p o r e l G o b i e r n o e s p a ñ o l , e l e q u i v a l e n t e de l a l i b r a e s t e r l i n a s o n 2 3 
p e s e t a s 75 c é n t i m o s . {R. D. 20 Mayo 4878 . Gac. 9 Agosto id.) 
Subastas.—Es r e q u i s i t o e s e n c i a l e n t o d a s u b a s t a q u e los l i c i t a d o r e s 
c o n o z c a n c o n a n t e l a c i ó n todas las condiciones c o n q u e se h a de efec-
t u a r . {R. D. 15 Junio 1 8 7 8 . Qac. i l Setiembre id.) 
Servicios p ú b l i c o s . — E s t i p u l a d o e n e l c o n t r a t o c e l e b r a d o e n t r e l o s 
A d m i n i s t r a d o r e s de u n h o s p i t a l y u n p a r t i c u l a r q u e a q u é l se h a b í a d e 
s o m e t e r á l a a p r o b a c i ó n de l G o b i e r n o , m i é n t r a s e s t a a p r o b a c i ó n no r e c a -
y e r a , e l c o n t r a t o n o p u d o q u e d a r p e r f e c t o , y p o r t a n t o n o p r o d u j o d e r e -
c h o s q u e p u e d a n c o n s i d e r a r s e v u l n e r a d o s p o r u n a r e a l o r d e n q u e l o 
a n u l ó . (R. D. 23 Junio 1878 . Gac. 2 6 id. id.) 
R e s c i s i ó n . — E n los c o n t r a t o s c e l e b r a d o s p o r l a A d m i n i s t r a c i ó n p a r a 
a t e n d e r á s e r v i c i o s p ú b l i c o s u r g e n t e s , l a f a l t a de c u m p l i m i e n t o p o r e l 
c o n t r a t i s t a d a l u g a r á l a i n m e d i a t a r e s c i s i ó n , m á x i m e s i n o p r o c e d e de 
m o t i v o s i m p r e v i s t o s , s i n o de c i r c u n s t a n c i a s q u e p u d i e r o n y d e b i e r o n 
t e n e r s e p r e s e n t e s a l c o n t r a t a r , e n c u y o c a s o n o p r o c e d e i n d e m n i z a c i ó n 
a l g u n a . {R. I). 2 Julio 1878. Gac. 28 Setiembre id.) 
I n d e m n i z a c i ó n . — N o es r e c l a m a b l e l a r e a l o r d e n q u e d e n i e g a i n d e m -
n i z a c i ó n á u n p a r t i c u l a r p o r r a z ó n de p e r j u i c i o s i r r o g a d o s c o m o c o n s e -
c u e n c i a de a c t o s y c o n t r a t o s r e l a t i v o s á b i e n e s d e l E s t a d o , c u a n d o é s t e 
a ú n n o se h a b í a i n c a u t a d o de e l los . [Resol. 12 Julio 1878 . Gac. 20 idem 
idem.) 
Incidentes.—En l a s c u e s t i o n e s q u e v e r s a n s o b r e c u m p l i m i e n t o de 
los c o n t r a t o s c e l e b r a d o s c o n l a A d m i n i s t r a c i ó n , s i b i e n á é s t a c o r r e s p o n -
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de s u c o n o c i m i e n t o p o r p u n t o g e n e r a l , e l de los i n c i d e n t e s q u e se s u s c i -
t e n p o r r a z ó n de l a c o n d i c i ó n c i v i l de l a s p e r s o n a s ó c u a l q u i e r otro 
m o t i v o su je to á l a s p r e s c r i p c i o n e s d e l d e r e c h o c o m ú n , t o c a á l o s T r i -
b u n a l e s o r d i n a r i o s . {R. D. 31 Agosto 4878 . Crac. 16 Setiembre id.) 
Competencia.—La a p r e c i a c i ó n de los a c t o s a d m i n i s t r a t i v o s q u e p r e -
c e d e n á u n c o n t r a t o , y l a s c i r c u n s t a n c i a s y c l á u s u l a s d e l m i s m o , c u a n d o 
s u objeto es l a r e a l i z a c i ó n de u n s e r v i c i o e n c o m e n d a d o á l a A d m i n i s t r a -
c i ó n , c o r r e s p o n d e á é s t a ; s i n q u e obste e l h e c h o de q u e l a c o r p o r a c i ó n 
a d m i n i s t r a t i v a , c o m o p a r t e c o n t r a t a n t e y e q u i v o c a n d o l a a c c i ó n , s o m e -
t a á los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s e l a s u n t o , p a r a q u e l a A d m i n i s t r a c i ó n , 
p o r los m e d i o s q u e l a s l e y e s l e c o n c e d e n , r e i v i n d i q u e s u c o n o c i m i e n t o . 
[Resol. 14 Setiembre 1878. Gac. 21 id. id.) 
R e s c i s i ó n . — P o r v i r t u d de lo d i s p u e s t o e n l a l e y de 16 de D i c i e m b r e 
de 1876 , r e f o r m a t o r i a de l a o r g á n i c a m u n i c i p a l de 20 de A g o s t o d e 1870 , 
n o c a b e e l r e c u r s o g u b e r n a t i v o c o n t r a los a c u e r d o s de los A y u n t a m i e n -
tos r e s c i n d i e n d o los c o n t r a t o s c o n los f a c u l t a t i v o s , p o r q u e e s t a m a t e r i a 
e s t á c o m p r e n d i d a e n los a s u n t o s de q u e h a n de c o n o c e r l a s C o m i s i o n e s 
p r o v i n c i a l e s e n v í a c o n t e n c i o s a , y a n t e e l l a s , y m e d i a n t e l a o p o r t u n a 
d e m a n d a , debe a c u d i r e l q u e c r e a l e s i o n a d o s u d e r e c h o c o n t a l e s p r o v i -
d e n c i a s . {Resol. 12 Octubre 1878 . Cfac. 19 id. id.) 
Obras p ú b l i c a s . — C u a n d o l a A d m i n i s t r a c i ó n i m p o n e a l c o n t r a t i s t a 
de u n a o b r a l a o b l i g a c i ó n de r e c o n s t r u i r l a s i se a r r u i n a d e n t r o d e l p l a z o 
de r e s p o n s a b i l i d a d , y e l a g r a c i a d o a l e g a l a i m p o s i b i l i d a d de l l e v a r l a 
á c a b o d a d a s l a s c o n d i c i o n e s d e l p r o y e c t o á q u e h a de a j u s t a r s e , l a 
c u e s t i ó n , s a l i e n d o de los l í m i t e s o r d i n a r i o s de los l i t i g i o s c o n t e n c i o s o -
a d m i n i s t r a t i v o s , se r e d u c e á p o n e r e n c l a r o u n p u n t o t é c n i c o ó f a c u l t a -
t i v o q u e , r e s u e l t o p o r q u i e n t i e n e p a r a e l lo c o m p e t e n c i a e n e l s e n t i d o 
de l a d e m a n d a , d e m u e s t r a s u j u s t i c i a , s i n q u e obste l a e x i s t e n c i a de p a c t o 
de r e c o n s t r u c c i ó n , s ó l o a p l i c a b l e c u a n d o h a y l a p o s i b i l i d a d de l a c o n s e r -
v a c i ó n de l a o b r a y de r e c o n s t r u i r l a . [R. D. 8 Noviembre 1878 . Gace-
ta 1 5 Febrero 1879 . ) 
Competencia.—Los d e r e c h o s de n a t u r a l e z a c i v i l a d q u i é r e n s e s ó l o e n 
v i r t u d de a c t o s c e l e b r a d o s e n t r e p a r t i c u l a r e s ó c o r p o r a c i o n e s q u e o b r a n 
c o m o p e r s o n a s j u r í d i c a s ; y n o p o r c o n s e c u e n c i a de c o n t r a t o s a d m i n i s -
t r a t i v o s que t i e n e n p o r objeto l a r e a l i z a c i ó n de u n s e r v i c i o p ú b l i c o . 
{R. D. 27 Diciembre 1878. Gac. 20 Enero 1 8 7 9 . ) 
Subastas.—El a c t a de s u b a s t a es u n d o c u m e n t o f e h a c i e n t e , c u y o c o n -
tex to n o es s u s c e p t i b l e , e n t é r m i n o s g e n e r a l e s , de s e r d e s t r u i d o c o n p e r -
j u i c i o ó benef i c io de t e r c e r o , p o r e l d i c h o c o n t r a r i o á l a e x a c t i t u d de 
a q u é l de l a s m i s m a s p e r s o n a s q u e l a a u t o r i z a n . [R. D. 2 9 Enero 1 8 7 9 . 
Gac. 2 2 Mayo id.) 
Subastas .—Cuando los v i c i o s q u e se a t r i b u y e n á u n a p r o p o s i c i ó n , e n 
a c t o de s u b a s t a a d m i t i d a p o r l a A d m i n i s t r a c i ó n , n o s o n de t a l n a t u r a -
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l e z a q u e p u e d a n a f e c t a r á s u v a l i d e z , n o p u e d e c u a l q u i e r otro l i c i t a d o r 
i m p u g n a r l a c o n t e n c i o s a m e n t e , p u e s t o q u e n o e x i s t e l a l e s i ó n de u n d e -
r e c h o q u e l a A d m i n i s t r a c i ó n h a y a h e r i d o a l h a c e r l a a d j u d i c a c i ó n . 
[R. O. 22 Febrero 1879 . Gac. I . 0 Marzo id.) 
Abastos.—En e l c o n t r a t o de a r r e n d a m i e n t o , e l a r r e n d a d o r e s t á o b l i -
g a d o á m a n t e n e r a l a r r e n d a t a r i o e n e l u s o y d i s f r u t e de l a c o s a a r r e n -
d a d a , y c u a n d o a s í n o lo h a c e , n o t i e n e d e r e c h o á e x i g i r e l p r e c i o , s i e n d o 
l a r e s c i s i ó n d e l c o n t r a t o u n a c o n s e c u e n c i a de e s a f a l t a de c u m p l i m i e n t o , 
a s í c o m o t i e n e t a m b i é n e l d e b e r de i n d e m n i z a r a l m i s m o a r r e n d a t a r i o 
l o s d a ñ o s y m e n o s c a b o s q u e se le s i g a n p a r a v e d a r l e e l a p r o v e c h a m i e n t o 
y u s o de lo a r r e n d a d o : efecto q u e i g u a l m e n t e se p r o d u c e c u a n d o f a l t a l a 
m a t e r i a de l c o n t r a t o p o r d i s p o s i c i ó n de u n a a u t o r i d a d q u e p u e d a d i s p o -
n e r l o , s e g ú n p r e s c r i b e l a l e y 2 1 , t í t . 8 . ° , P a r t . 5 . a , s i n q u e este c a s o 
p u e d a e n t e n d e r s e c o m p r e n d i d o e n l a s c l á u s u l a s q u e se r e f i e r e n a l c o m -
p r o m i s o de n o p e d i r r e b a j a de p r e c i o p o r m o t i v o s y c a u s a s q u e , d a d o 
s u c a r á c t e r y - l a n a t u r a l e z a de l a c o s a , p u e d e n p r e v e r s e c o m o o r d i n a r i a s . 
{R. D. 10 Marzo 1879 . Gac. I . 0 Junio id.) 
Arriendo .—El p a g o de l a m e r c e d y e l u s o de l a c o s a a r r e n d a d a s o n 
a c t o s c o r r e l a t i v o s s e g ú n l a n a t u r a l e z a d e l c o n t r a t o de a r r i e n d o , de t a l 
m o d o q u e n o p u e d e e s t i m a r s e e x t e n s i v a l a o b l i g a c i ó n a l p a g o p o r 
p a r t e d e l a r r e n d a t a r i o c o n r e l a c i ó n a l t i e m p o e n q u e n o d i s f r u t ó l a c o s a 
a r r e n d a d a , á m é n o s de e x i s t i r a c e r c a de e l lo u n a e s t i p u l a c i ó n e x p r e s a ; 
y p o r lo t a n t o , c u a n d o e n e l a r r i e n d o de l a r e c a u d a c i ó n de u n i m p u e s t o 
se e s t a b l e c e l a c o n d i c i ó n de q u e e l a r r e n d a t a r i o s a t i s f a r á e l p r e c i o ó c a n -
t i d a d c o n v e n i d a , a u n q u e d u r a n t e u n p e r í o d o l i m i t a d o n a d a r e c a u d e , n o 
p u e d e e x t e n d e r s e e l efecto de este p a c t o a l c a s o e n q u e e l l o c a d o r ó a r -
r e n d a d o r l e p r i v e de l a c o s a , ó s e a de l a r e c a u d a c i ó n q u e p o r s í m i s m o 
e j e c u t a . [R. D. 20 Marzo 1879 . Gac. 15 Junio id.) 
Sal inas enajenadas por el Estado.—No p u e d e e s t i m a r s e c o m o p e r -
j u i c i o s u f r i d o e n l o s d e r e c h o s q u e n a c e n d e l c o n t r a t o de v e n t a p o r e l 
E s t a d o de u n a s a l i n a l a a l t e r a c i ó n e n s u s c o n d i c i o n e s c o n t r i b u t i v a s ó de 
t r i b u t a c i ó n ; p o r q u e e s t a n d o este c a m b i o e n l a s f a c u l t a d e s d e l P o d e r l e -
g i s l a t i v o , s u e x i s t e n c i a e r a u n a e v e n t u a l i d a d , q u e d e b i ó p r e v e r e l c o m -
p r a d o r a l t o m a r p a r t e e n l a s u b a s t a , ( f í . O. I . 0 Mayo 1879 . Gac. 5 
idem id.) 
Abono de intereses .—Cuando e n l a s c l á u s u l a s ó c o n d i c i o n e s q u e 
s i r v i e r o n de b a s e p a r a u n a c o n t r a t a de o b r a s , y q u e s o n s u l e y , n o h a y 
p r e s c r i p c i ó n e x p r e s a y t e r m i n a n t e e n q u e p u e d a a p o y a r e l c o n t r a t i s t a l a 
p e t i c i ó n de i n t e r e s e s , n o t i e n e e l E s t a d o l a o b l i g a c i ó n de a b o n a r l o s s i n o 
c u a n d o , c o n o c i d o e l s a l d o q u e á f a v o r de a q u é l r e s u l t e e n l a l i q u i d a c i ó n 
d e f i n i t i v a , d e m o r a s u pago m á s a l l á d e l t i e m p o q u e fija l a R . O . de 2 6 
de N o v i e m b r e de 1 8 6 5 . {R. D. 4 Mayo 1879 . Gac. i.0 Agosto id.) 
Contratos municipales.—Las p r o v i d e n c i a s q u e e n a l z a d a de a c u e r -
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dos a d o p t a d o s p o r los A y u n t a m i e n t o s a c e r c a d e l c u m p l i m i e n t o , i n t e l i -
g e n c i a , r e v i s i ó n y efectos de lo s c o n t r a t o s p o r e l los c e l e b r a d o s p a r a l a 
p r e s t a c i ó n de s e r v i c i o s p ú b l i c o s se d i c t a n p o r los s u p e r i o r e s j e r á r q u i c o s , 
s o n r e c l a m a b l e s e n v í a c o n t e n c i o s a d e n t r o de l o s p l a z o s p r e s c r i t o s a l 
efecto. {R. O. 18 Junio 1 8 7 9 . Gac. 12 Julio id.) 
Subastas.—La e s p e r a n z a q u e e l q u e c o m o l i c i t a d o r c o n c u r r e á l a s u -
b a s t a de u n s e r v i c i o p ú b l i c o p u e d e t e n e r de q u e se le a d j u d i q u e l a c o n -
c e s i ó n , no le d a d e r e c h o a l g u n o á o b t e n e r l a , y p o r lo t a n t o , n o es r e v i -
s a b l e e n v í a c o n t e n c i o s a l a r e s o l u c i ó n q u e l a a d j u d i c a á otro . ( i ? . O. 19 
Noviembre 1879 . Gac. 26 id. id.) 
Obras p ú b l i c a s , — L a r e a l o r d e n q u e d e n i e g a a l c o n t r a t i s t a de u n a o b r a 
p ú b l i c a p r ó r o g a d e l p l a z o d e n t r o d e l c u a l debe c u m p l i r s u c o m p r o m i s o , 
n o es r e v i s a b l e e n v í a c o n t e n c i o s a , y a q u e n o l e s i o n a n i n g ú n d e r e c h o 
p r e e x i s t e n t e , p o r q u e n i n g u n o a s i s t e á a q u é l p a r a o b t e n e r l a p r ó r o g a s o -
l i c i t a d a . [R. O. 2 2 Marzo 1 8 8 0 . Gac. 2 5 i d . id.) 
Defectos en las proposiciones.—Aun c u a n d o , a p a r t á n d o s e de lo c o n -
s i g n a d o e n e l a n u n c i o p a r a l a c o n t r a t a c i ó n de u n s e r v i c i o p ú b l i c o , s e 
e x p r e s e e n g u a r i s m o s , y n o e n l e t r a , e l p r e c i o q u e se ofrece e n t r e g a r , 
este defecto n o p u e d e r e p u t a r s e b a s t a n t e p a r a p r o d u c i r l a n u l i d a d de l a 
s u b a s t a , c u a n d o l a p r o p o s i c i ó n q u e l a c o n t i e n e h a s i d o a d m i t i d a p o r l a 
J u n t a q u e e n t e n d i ó e n l a l i c i t a c i ó n , y lo s t é r m i n o s de l a p r o p u e s t a n o 
i n d u c e n d u d a n i n g u n a , n i a c e r c a de l a c a n t i d a d o f r e c i d a , n i r e s p e c t o a l 
t i e m p o p o r q u e se h a de c o m p u t a r . {B. D. 30 Marzo 1880 . Gac. 24 Ju-
nio id.) 
Carreteras .—Cuando p o r e l c o n t r a t i s t a de u n a c o n s t r u c c i ó n se h a 
d e j a d o t r a s c u r r i r u n p lazo m a y o r de 30 d í a s s i n o p o n e r r e p a r o s á l a l i -
q u i d a c i ó n d e f i n i t i v a de l a s o b r a s , p r a c t i c a d a s p o r e l E s t a d o , n i p e d i r 
q u e se u n i e s e n á e l l a los datos q u e p o s t e r i o r m e n t e s e p r e t e n d e h a b e r s e 
o m i t i d o , l a e x p r e s a d a . l i q u i d a c i ó n debe r e p u t a r s e c o m o a c e p t a d a a l t e n o r 
de lo e s tab l ec ido e n e l a r t . 28 d e l p l i ego de c o n d i c i o n e s g e n e r a l e s de 1846 
y e n e l 66 y 6 7 d e l de 1861 . ( i ^ . Z>. 3 Agosto 1880 . Gac. 30 Diciem-
bre id.) 
Portazgos.—Los p e r j u i c i o s q u e á lo s c o n t r a t i s t a s de p o r t a z g o s i r r o -
g u e l a c o n c e s i ó n de e x e n c i o n e s a c o r d a d a s p o r e l G o b i e r n o s o b r e l a s se-
ñ a l a d a s e n e l A r a n c e l , d e b e n s e r i n d e m n i z a d o s c o n a r r e g l o a l a r t . 9 . ° d e l 
p l iego g e n e r a l de c o n d i c i o n e s p a r a l a s u b a s t a de esos e s t a b l e c i m i e n t o s 
c o n u n a r e d u c c i ó n p r o p o r c i o n a l e n e l p r e c i o d e l a r r i e n d o . [B . D. 24 Se-
tiembre 1880 , Gac. I.0 Diciembre id.) 
Abono de daños y perjuic ios .—Cuando los p e r j u i c i o s o c a s i o n a d o s c o n 
m o t i v o de l a e j e c u c i ó n de o b r a s p ú b l i c a s s o n c o n s e c u e n c i a de t r a b a j o s 
p r e v i s t o s y d e t e r m i n a d o s e n e l p r o y e c t o que s i r v i ó de b a s e p a r a l a s u b a s -
t a , n o p u e d e c o n c e p t u a r s e q u e h a n s i d o p r o d u c i d o s p o r f u e r z a m a y o r , 
y d e b e n p o r lo m i s m o s e r a b o n a d o s p o r los c o n t r a t i s t a s c o n s u j e c i ó n á lo 
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e s t a b l e c i d o e n e l a r t . 17 d e l p l i ego de c o n d i c i o n e s g e n e r a l e s p a r a l a c o n -
t r a t a c i ó n de o b r a s p ú b l i c a s a p r o b a d o p o r R . D . de 10 de J u n i o d e l 8 6 f . 
[R. D. WOctubre 1880 . Gac. 23 Febrero 1 8 8 1 . ) 
Contratos civi les .—La p r o v i d e n c i a de u n A y u n t a m i e n t o c o n c e d i e n d o 
á u n p a r t i c u l a r c i e r t o s t e r r e n o s á c e n s o e n f i t é u t i c o , a s í c o m o e l c o n t r a t o 
c o n t a l m o t i v o c e l e b r a d o , n o s o n a c t o s q u e e j e c u t a e n v i r t u d de s u s a t r i -
b u c i o n e s a d m i n i s t r a t i v a s , s i n o m á s b i e n d e t e r m i n a c i o n e s a d o p t a d a s e n 
e l e j e r c i c i o de los d e r e c h o s c i v i l e s q u e l e r e c o n o c e l a l e y c o m o p e r s o n a 
j u r í d i c a ; y t o d a v e z q u e e s a c o n c e s i ó n p u e d e l a s t i m a r e l d e r e c h o d e u n 
t e r c e r o , y ese d e r e c h o n a c e de u n c o n t r a t o e n t r e p a r t e s , p o r lo q u e se 
h a l l a a l a m p a r o de l o s T r i b u n a l e s c i v i l e s , an te é s t o s p u e d e r e c l a m a r s e , 
y a e n j u i c i o o r d i n a r i o , y a p o r l a v í a s u m a r í s i m a de i n t e r d i c t o . {R. D. 21 
Diciembre 1880 . Gac. 9 Enero 1881 . ) 
Desahucio de edificios arrendados por la A d m i n i s t r a c i ó n . — E l c o n -
t r a t o de a r r e n d a m i e n t o de u n a c a s a p a r a o f i c i n a s p ú b l i c a s n o p u e d e c o n -
s i d e r a r s e c o m o u n c o n t r a t o a d m i n i s t r a t i v o s o b r e s e r v i c i o s p ú b l i c o s , s e g ú n 
e l p á r . I.0 d e l a r t . 34 de l a l e y de 25 de S e t i e m b r e de 1863 , t o d a v e z q u e 
e n e l p r i m e r o o b r a l a A d m i n i s t r a c i ó n c o m o p e r s o n a j u r í d i c a , y n o p u e d e 
c o n f u n d i r s e e l objeto á q u e se ref iere l a c o s a a r r e n d a d a c o n lo q u e v e r » 
d a d e r a m e n t e c o n s t i t u y e n los s e r v i c i o s p ú b l i c o s , s e g ú n lo e s t a b l e c i d o p o r 
l a j u r i s p r u d e n c i a ; y p o r lo t a n t o , c o r r e s p o n d e á l a j u r i s d i c c i ó n o r d i n a -
r i a e l c o n o c i m i e n t o de l a s d e m a n d a s de d e s a h u c i o á q u e los d i c h o s c o n -
t r a t o s de a r r e n d a m i e n t o d e n l u g a r . [R. D. 21 Diciembre 1880 . Gac. 10 
Enero 1881 . ) 
Consultas.—No p r o c e d e l a r e v i s i ó n e n v í a c o n t e n c i o s a de l a s r e s o l u -
c i o n e s d i c t a d a s p o r e l G o b i e r n o a l c o n t e s t a r á l a s c o n s u l t a s h e c h a s p o r e l 
c o n t r a t i s t a de u n s e r v i c i o p ú b l i c o p a r a p r e v e n i r l a s d u d a s q u e e n l a 
e j e c u c i ó n d e l c o n t r a t o p u e d a n s u r g i r , p u e s t o q u e no t i e n e n é l c a r á c t e r 
de r e s o l u t o r i a s de l a s c u e s t i o n e s o c a s i o n a d a s p o r e l c u m p l i m i e n t o de lo 
c o n v e n i d o , p u d i e n d o c u a n d o l l e g u e e l c a s o u t i l i z a r e l i n t e r e s a d o a q u e l l a 
v í a c o n t r a l a s p r o v i d e n c i a s que a l fijar l a s c l á u s u l a s d e l c o n t r a t o e n e l 
c u r s o d e l m i s m o , p u e d a n m e n o s c a b a r los d e r e c h o s de q u e se c r e a a s i s t i d o . 
{R. O. 31 Enero 1 8 8 1 . Gac . 3 Febrero id.) 
Contratos municipales.—El R . ü . de 27 de F e b r e r o de 1852 q u e h a c e 
p r e c e p t i v a s l a s s u b a s t a s p a r a l a c o n t r a t a c i ó n de s e r v i c i o s p ú b l i c o s y 
d e c l a r a de l a j u r i s d i c c i ó n c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a l a s c u e s t i o n e s q u e 
a c e r c a de t a l e s c o n t r a t o s se o r i g i n e n , n o l l e g ó á h a c e r s e e x t e n s i v o á los 
s e r v i c i o s m u n i c i p a l e s , y p o r lo t a n t o , s u i n f r a c c i ó n n o p u e d e a l e g a r s e 
c o m o f u n d a m e n t o p a r a i n t e n t a r l a v í a c o n t e n c i o s a , m a y o r m e n t e c u a n -
do p o r n o h a b e r s e t r a t a d o e n l a g u b e r n a t i v a de l a c o n t r a t a c i ó n d é t a l e s 
s e r v i c i o s , s i n o de u n a r e c l a m a c i ó n h e c h a c o n t r a u n a c u e r d o m u n i c i p a l 
e n m a t e r i a de a r b i t r i o s , c a r e c e t o t a l m e n t e de o p o r t u n i d a d s u c i t a . 
[R. D. 12 Mayo 1 8 8 1 . Gac. 25 Agosto id.) 
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Consentimiento t á c i t o . — E l c o n s e n t i m i e n t o t á c i t o ó i m p l í c i t o q u e e n 
d e t e r m i n a d a s c i r c u n s t a n c i a s debe p r e s u p o n e r s e , es p o r s u n a t u r a l e z a 
de i n t e r p r e t a c i ó n r e s t r i c t i v a y h a y q u e l i m i t a r s u s efectos e n b u e n a d o c -
t r i n a j u r í d i c a á los c a s o s p r e c i s o s y c o n c r e t o s e n q u e s i n g é n e r o a l g u n o 
de d u d a p u e d a d e d u c i r s e , y n o á otros e n q u e r a c i o n a l m e n t e no es p o -
s i b l e p r e s u m i r l o . (R. D. 2 0 Junio i88i. Gac. 1 ° Setiembre id.) 
Obras municipales.—Si b i e n l a s r e s o l u c i o n e s q u e l o s G o b e r n a d o r e s 
d i c t a n e n l a s c u e s t i o n e s s u r g i d a s a c e r c a de l a l i q u i d a c i ó n de lo d e v e n -
gado p o r l o s c o n t r a t i s t a s de o b r a s m u n i c i p a l e s , n o t i e n e n e l c a r á c t e r de 
d e f i n i t i v a s c u a n d o se l i m i t a n á m a n d a r q u e l a l i q u i d a c i ó n se p r a c t i q u e , 
n o p u e d e n m é n o s de c o n s i d e r a r s e finales e n e l c a s o de q u e d e t e r m i n e n 
c u á l l i q u i d a c i ó n se h a de t e n e r p o r v e r d a d e r a y l a f o r m a d e l p a g o , p o r -
q u e e n t o n c e s , y h a b i e n d o p r o v e í d o s o b r e todas l a s c o n t i n g e n c i a s á q u e 
p u d i e r a d a r l u g a r e l a s u n t o , n o p u e d e d i c h a a u t o r i d a d v o l v e r á c o n o c e r 
de é l , a l p a s o q u e p u d i e n d o e s a p r o v i d e n c i a s e r l e s i v a de los d e r e c h o s de 
l a C o r p o r a c i ó n m u n i c i p a l i n t e r e s a d a , p r o c e d e a c e r c a de e l l a a b r i r e l j u i -
c io c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v o . {R. O. 23 Julio 1881 . Gac. 8 Agosto id.) 
Condonación de multas .—Es a d m i s i b l e e n v í a c o n t e n c i o s a l a d e m a n -
d a q u e se d i r i g e á i m p u g n a r r e a l e s ó r d e n e s c o n d e n a t o r i a s de m u l t a s 
m p u e s t a s p o r fa l ta s e n e l u s o d e l p a p e l s e l l a d o , c u a n d o , f u n d a d a s t a l e s 
i r e s o l u c i o n e s e n l o s v i c i o s de n u l i d a d de q u e a d o l e c e n l a s d e n u n c i a s , 
p u e d e n a f e c t a r á los d e r e c h o s de los q u e t i e n e n c o n t r a t a d o c o n e l E s t a -
do e l s e r v i c i o de q u e se t r a t a . {R. O. 6 Agosto 1881 . Gac. 19 id. id.) 
Providencias inter inas .—La r e s o l u c i ó n q u e t i e n e p o r objeto m a n t e -
n e r t r a n s i t o r i a y t e m p o r a l m e n t e u n c o n t r a t o c e l e b r a d o p o r u n a s o c i e -
d a d c o n l a e m p r e s a de u n f e r r o - c a r r i l , n o p u e d e m é n o s de c o n s i d e r a r s e 
c o m o u n ac to i n t e r i n o de g o b i e r n o q u e n o d a m o t i v o á l j u i c i o c o n t e n c i o -
s o - a d m i n i s t r a t i v o . {R. O. 2 Setiembre 1 8 8 1 . Gac. 11 id.) 
Embargos .—Cuando l l e g u e e l c a s o de e m b a r g a r l a a u t o r i d a d j u d i c i a l 
l a s c a b a l l e r í a s q u e u n c o n t r a t i s t a de c o r r e o s t i e n e d e s t i n a d a s á es te s e r -
v i c i o , l a A d m i n i s t r a c i ó n s ó l o t i e n e d e r e c h o á e x i g i r l a r e s p o n s a b i l i d a d á 
q u e e l c o n t r a t i s t a se h a y a h e c h o a c r e e d o r p o r l a f a l t a de c u m p l i m i e n t o 
d e l c o n t r a t o ; p e r o n u n c a i m p e d i r q u e u n p a r t i c u l a r u s e de lo s m e d i o s 
q u e l a s l e y e s l e c o n c e d e n p a r a h a c e r e fec t ivos s u s d e r e c h o s . [R. D. 18 
Setiembre 1881 . Gac. 11 Octubre id.) 
Competencia.—No p u e d e n c o n s i d e r a r s e c o n c a r á c t e r de c o n t e n c i o s o -
a d m i n i s t r a t i v a s l a s c u e s t i o n e s q u e se r e f i e r e n á c o n t r a t o s c e l e b r a d o s p o r 
l a A d m i n i s t r a c i ó n , s i n o t i e n e n é s t o s p o r objeto i n m e d i a t o los s e r v i c i o s p ú -
b l i c o s ú o b r a s de i g u a l í n d o l e : e n c u y o caso n o se h a l l a e l c o n t r a t o e s c r i -
t u r a r i o o torgado e n t r e u n A y u n t a m i e n t o y u n v e c i n o d e l p u e b l o o b l i g á n -
dose e l p r i m e r o á p a g a r a l s e g u n d o , c o m o c a n t i d a d r e c i b i d a e n p r é s t a m o 
c o n a b o n o de . i n t e r e s e s , u n a s u m a q u e á d i c h o v e c i n o le e x i g i ó á f u e r z a 
m a y o r u n a p a r t i d a c a r l i s t a . 
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E n t a l c a s o e l C o n s e j o de E s t a d o p u e d e y d e b e , c o n f o r m e á los r e g l a -
m e n t o s p o r q u e se r i g e , d e c l a r a r l a n u l i d a d de todo lo a c t u a d o a n t e l a s 
C o m i s i o n e s p r o v i n c i a l e s , f u n d á n d o s e e n l a f a l t a de c o m p e t e n c i a de l a j u -
r i s d i c c i ó n a d m i n i s t r a t i v a , a u n q u e n o l a a l e g u e l a p a r t e r e c l a m a n t e , p u e s 
e n t o n c e s p r o c e d e h a c e r e s a d e c l a r a c i ó n de o f i c io . (R. D. 19 Setiem-
bre 4881 . Gao. 15 Diciembre id.) 
CAPÍTULO VI. 
CONTRIBUCIONES. 
l . 0 L a s contribuciones; su razón de ser, y su clasif icación.—2.° Contribución 
territorial: su origen: su legislación.—3.° Contribución industrial: sus vicisitu-
des: reformas novís imas.—4.° Las contribuciones territorial é industrial como 
materia contenciosa.—5.° Jurisprudencia. 
I .0—Las contribuciones: su r a z ó n de ser y su c l a s i f i c a c i ó n . 
Todo e s p a ñ o l e s t á obligado á cont r ibu i r , en p r o p o r c i ó n de sus 
haberes, para los gastos del Estado, de la Prov inc ia y del M u n i -
c ipio . 
Este precepto que la C o n s t i t u c i ó n vigente de 1876 consigna en 
su art . 3 .° , como le han consignado todas nuestras constituciones 
pol í t icas modernas, encierra un pr inc ip io elemental de administra-
c ión y de gobierno, indiscutible así en el orden científico como en 
el po l í t i co . 
E l Estado es tá obligado á l lenar a l t í s imos deberes, ya para con 
sus indiv iduos , ya para con las d e m á s naciones; ha de atender a l 
sostenimiento, desenvolvimiento y progreso de todos sus organis-
mos; cuidar de la defensa del t e r r i to r io y de la seguridad de per-
sonas y cosas; promover y mantener las relaciones internaciona-
les; en una palabra, c u m p l i r las vastas y variadas funciones que 
son inherentes á la elevada m i s i ó n de los poderes p ú b l i c o s . 
Para esto se necesitan inevitablemente agentes y elementos ma-
teriales, y unos y otros son imposibles sin los recursos pecunia-
rios convenientes para su sostenimiento ó su a d q u i s i c i ó n ; estos re-
cursos, por consiguiente, t ienen que ser facilitados por los mismos 
á quienes han de aprovechar el concurso y el desenvolvimiento de 
esas funciones y de esos organismos. L a A d m i n i s t r a c i ó n del Es-
tado, y usamos esa palabra en su m á s alta y abstracta a c e p c i ó n , no 
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se concibe sin el concurso de todos los ciudadanos que const i tu-
yen esa unidad que se l lama el Estado, puesto que á todos y cada 
uno alcanza su acc ión protectora: de a h í el que todos, en propor-
c ión de sus haberes, deban con t r ibu i r al sostenimiento de las car-
gas púb l i ca s como previene el precepto consti tucional, consagran-
do asi uno de los pr incipios fundamentales de la e c o n o m í a pol í t ica 
y del derecho p ú b l i c o . 
No puede exis t i r gasto sin ingreso: esto es rud imenta r io : luego 
para atender á los gastos que el Estado ha de sufragar para el 
cumpl imiento de todos los servicios y la defensa y c o n s e r v a c i ó n de 
todos los intereses púb l i cos y privados, los ciudadanos, aparte de 
su concurso mora l , tienen que faci l i tar los medios y los recursos, 
sin que por ello se mermen sus derechos n i se menoscabe la p ro-
piedad que tienen en los bienes que poseen y en los productos ó ele-
mentos que acumulan su inteligencia y su actividad, pues su con-
s e r v a c i ó n , su defensa, se r í an imposibles sin el concurso y el apo-
yo de la colectividad, y por tanto jus to y lóg ico es que una parte 
de los frutos de esa propiedad ó de esa p r o d u c c i ó n se destinen á su 
propia c o n s e r v a c i ó n , que es la func ión que respecto de todos de-
s e m p e ñ a el Estado. 
Esto, léjos de alterar las leyes naturales que r igen y consagran 
la propiedad y los derechos privados, es una c o n f i r m a c i ó n posi t i -
va de ellas, que trasforma el derecho en hecho, lo absoluto en re-
la t ivo , la idea en sistema. 
De a h í nace, pues, el establecimiento de las contribuciones, t r i -
butos é impuestos, que con todos estos nombres se conocen las 
cargas que los individuos de la n a c i ó n tienen que levantar median-
te u n subsidio pecuniario, para atender á las necesidades y servi-
cios del Estado. 
E n todas las naciones modernas se conpeen estas cargas p ú -
blicas; y aunque desemejantes en sus formas externas, convergen 
casi todas en su base esencial y en la d e t e r m i n a c i ó n de la mate-
r ia imponible . 
L a r e c a u d a c i ó n de los t r ibutos, su ingreso en las arcas del Te-
soro púb l i co y su i n v e r s i ó n constituyen uno de los servicios m á s 
importantes y minuciosos de la A d m i n i s t r a c i ó n del Estado y uno 
de sus organismos m á s complicados: la A d m i n i s t r a c i ó n e c o n ó m i c a , 
ó , como m á s g r á f i c a m e n t e se le l lama, la Hacienda. 
Que las contribuciones son una carga necesaria, lóg ica y fo rzó-
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sa para los ciudadanos en favor del Estado, aparece como un p r i n -
cipio inconcuso por lo que expuesto queda; pero conviene obser-
var que no por ser una carga forzosa pueden los Gobiernos, ó sea 
e l Poder ejecutivo, imponerlas y d is t r ibui r las y cobrarlas discre-
cionalmente, á su l ibre albedrio; porque esto e q u i v a l d r í a á entre-
gar los intereses privados en manos del Gobierno y poner al c o n . 
t r ibuyente atado de pies y manos á merced del Estado, para que 
és te dispusiera con absoluto dominio de sus rentas, del fruto de 
su act iv idad y de su intel igencia, c o n v i r t i é n d o l e en u n mero 
usufructuario y hasta, si se quiere, en un v i l ins t rumento de pro-
d u c c i ó n . Por eso la exacc ión de los t r ibutos es t á sometida á la in_ 
tervencion de la r e p r e s e n t a c i ó n misma del contr ibuyente, tiene 
que hacerse con el concurso mediato del pueblo, para que apa-
rezca con todo el c a r á c t e r de l eg i t imidad la carga que se le i m -
pone y para oponer así un dique á las arbitrariedades del Fisco. 
Por consecuencia de estos principios elementales de derecho 
p ú b l i c o , nuestra vigente Cons t i tuc ión determina (1) que n i n g ú n 
e s p a ñ o l e s t á obligado á pagar c o n t r i b u c i ó n alguna que no es té 
votada por las Gór te s , r e p r e s e n t a c i ó n del p a í s , ó por las corpora-
ciones autorizadas por las leyes para imponerlas. 
Este precepto no es nuevo en E s p a ñ a : ya desde m u y ant iguo las 
Cortes t e n í a n en nuestro pa í s i n t e r v e n c i ó n directa en la v o t a c i ó n 
ó acuerdo de los t r ibutos; existen diversos ordenamientos de los 
Reyes de Castilla sobre ese punto, y nadie ignora la invencible 
resistencia que en algunas épocas opusieron los Procuradores en 
Cortes á autorizar t r ibutos nuevos. 
Nuestro sistema t r ibu ta r io á n t e s del advenimiento del Gobierno 
consti tucional era tan complicado como vá r io , anormal y an t i -c ien . 
tífico: era, por decirlo as í , el a rb i t r i smo erigido en sistema. 
Las cé l eb res C ó r t e s de C á d i z , durante la guer ra de la Indepen-
dencia, t ra taron de normal izar este importante ramo, y por decre-
to de 13 de Setiembre de 1813 plantearon un nuevo plan r e n t í s t i -
co, suprimiendo varias de las antiguas rentas y contribuciones, 
que eran en realidad un trasunto a ú n de las h i s t ó r i c a s prestacio-
nes seño r i a l e s , y creando una c o n t r i b u c i ó n general directa; pero 
e l restablecimiento del Gobierno absoluto en 1814 i m p i d i ó la con-
so l idac ión de esa trascendental reforma, y á u n apesar de las t en-
(1) Constitacion de 30 do Junio de 1876, art. 3 .° , segando párrafo. 
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tativas hechas en 1817 por el Minis t ro de Hacienda Garay, hubie-
r o n de cont inuar las cosas como antiguamente, gracias á las r u -
das dificultades que la ignorancia, la ru t ina y el e g o í s m o de a lgu -
nas clases opusieron. No tuvo mejor éxi to el ensayo intentado por 
las Cortes constitucionales de 1820 á 1823, y asi c o n t i n u ó , con leves 
variantes, nuestra Hacienda hasta que en 1845 el i lustre Min i s t ro 
Mon , s o b r e p o n i é n d o s e á las rancias tradiciones, arrol lando d i f i cu l -
tades é informando su pensamiento en un cri ter io científ ico m á s en 
a r m o n í a con las necesidades y los grandes progresos de la é p o c a , 
p l a n t e ó definitivamente el moderno sistema t r ibu ta r io , que a ú n hoy 
existe en su parte p r i n c i p a l í s i m a y sobre cuyas bases esenciales 
han girado y g i r an todas las innovaciones parciales y puramente 
accesorias que se han in t roducido d e s p u é s en aquel memorable 
plan de Hacienda. 
Por és te se supr imieron las numerosas contribuciones hasta en-
tóneos existentes y se susti tuyeron por la t e r r i to r i a l ó de inmue-
bles, cu l t ivo y g a n a d e r í a , la indus t r i a l , la de consumos, la hipote-
caria ó de herencias y traslaciones de bienes, y la de inqui l ina tos , 
que d e s a p a r e c i ó al poco t iempo. 
Los apuros del Era r io , el aumento de la Deuda, los aconteci-
mientos y trastornos pol í t icos y las guerras civiles que de e n t ó n -
eos a c á han perturbado el pais, han dado or igen á otros muchos 
impuestos y rentas, que gravan hoy la propiedad, la p r o d u c c i ó n , 
las rentas y sueldos, el papel para toda clase de actos oficiales y p ú -
blicos y aun muchos privados, la i m p o r t a c i ó n , el comercio, etc. 
Las contribuciones se dividen en generales y locales: las p r ime-
ras alcanzan por igua l á toda la nac ión y las percibe el Estado 
para atender á los servicios y necesidades generales: las segundas 
sólo pesan sobre determinados ter r i tor ios , provincias ó pueblos, y 
sus rendimientos se aplican exclusivamente á las atenciones de 
aquel pueblo ó de aquella provinc ia : tales son los arbi tr ios espe-
ciales, por ejemplo. 
Son a d e m á s las contribuciones generales directas ó indirectas, 
s e g ú n la base en que estriban y la materia imponible que gravan. 
Por lo que hace á nuestro objeto, nos ocuparemos en este ca-
p í t u l o solamente de la t e r r i to r i a l y de la indus t r ia l , que son las 
dos ú n i c a s á que en el tecnicismo oficial ó adminis t ra t ivo se da el 
nombre de contribuciones, dejando el t ratar de todos los d e m á s 
t r ibutos é impuestos principales para el cap í tu lo de Impuestos y 
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rentas: así nuestro trabajo t e n d r á mayor p rec i s ión y c lar idad y 
podremos fijar con m á s ampl i tud los puntos concernientes á cada 
ramo y la doctr ina y ju r i sprudenc ia conducentes al objeto que 
constituye el pensamiento fundamental de nuestra obra. 
2."—Contribución territorial: su origen: su legislación. 
L a c o n t r i b u c i ó n t e r r i to r i a l ó de inmuebles, cul t ivo y g a n a d e r í a 
es una de las generales directas y data en E s p a ñ a desde la ley de 
23 de Mayo de 1845 que la es tab lec ió como parte del plan general 
de Hacienda de M o n , ya mencionado. 
Se refundieron en ella las antiguas denominadas de paja y uten-
silios, frutos civiles, catastro, equivalente y ta l la de la Corona de 
A r a g ó n , cuarteles, sucesiones, manda pia forzosa, donativo de las 
Provincias Vascongadas, cul to y clero, y la c o n t r i b u c i ó n de Na-
var ra . 
Esta c o n t r i b u c i ó n se exige y cobra por medio de reparto en to-
das las provincias y pueblos del reino y grava el producto l í q u i d o 
de los bienes inmuebles, del cul t ivo ag r í co l a y de la g a n a d e r í a ó 
r iqueza pecuaria. 
Como bienes inmuebles que consti tuyen r iqueza imponible para 
la exacc ión de este t r i bu to se consideran:, los terrenos cult ivados 
y los que sin cul t ivo producen una renta l í q u i d a en favor de sus 
d u e ñ o s ó usufructuarios: los que con cu l t ivo ó sin él se ha l lan 
destinados á recreo ú o s t e n t a c i ó n : los no cultivados n i aprovecha-
dos en otra forma por sus d u e ñ o s , pero que pueden serlo d á n d o -
les una ap l i cac ión igua l ó semejante á l a que se d é á otros terre-
nos de la misma calidad en los respectivos pueblos: los edificios 
urbanos y r ú s t i c o s , ya es tén destinados á casas de h a b i t a c i ó n , y á 
á almacenes, f áb r i cas , artefactos, tahonas, molinos, ingenios, la -
branza, cr ia de ganados ó cualquiera otra granjer ia : los censos, 
t r ibu tos , c á n o n e s enf i téut icos , foros, subforos, pensiones y cual-
quiera otra i m p o s i c i ó n p e r p é t u a , temporal ó redimible , estableci-
da sobre los mismos bienes: las salinas de domin io part icular ex-
plotadas por sus d u e ñ o s , y los c á n o n e s ó cantidades que bajo cual-
quiera otra forma pague la Hacienda p ú b l i c a por las que de su 
cuenta se explotan de aquella pertenencia (1). 
(1) E . D . de 23 de Mayo de 1845, art. 2 . ° 
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Constituyen t a m b i é n materia imponib le el producto l í q u i d o que 
los labradores ó cultivadores de la t ie r ra perciben de la que l le-
van en arrendamiento, y las utilidades que produzcan los ganados 
que se destinan á indus t r ia ó granjeria, no siendo de labor ó de 
acarreo. 
Las bases t r ibutar ias de este impuesto general son uniformes y 
unas mismas para todas las provincias, pueblos y contribuyentes 
de la n a c i ó n , y cada provincia tiene que responder colectivamente 
del cupo que se le s eña l a por la Hacienda, as í como cada dis t r i to 
munic ipa l del que la D i p u t a c i ó n le ha fijado (1). 
Los datos es tad í s t i cos á que se ha venido desde su pr inc ip io 
ajustando el reparto de los cupos por t e r r i to r i a l , son bastante 
e q u í v o c o s é incompletos, por falta de una es t ad í s t i ca t e r r i to r ia l 
exacta y b ien determinada, que hace tiempo desea organizar la 
A d m i n i s t r a c i ó n , pero que nunca llega á terminarse con la preci-
sión necesaria por deficiencia q u i z á de los medios adoptados para 
conseguirlo. 
E l g r a v á m e n por c o n t r i b u c i ó n t e r r i t o r i a l estuvo pr imi t ivamente 
l imi tado á un 12 por 100; l u é g o s u b i ó á un 14, y m á s tarde sub ió 
hasta el 18, con m á s u n 2 por r a z ó n de recargo de guerra y u n 1 
para gastos de r e c a u d a c i ó n y perdones por siniestros ó calamida-
des extraordinarias: en total un 21 por 100. Del 1, que en a l g ú n 
t iempo cons t i t u í a un fondo supletorio para calamidades, y que 
después se a s imi ló el Tesoro, se c u b r í a n en p r imer t é r m i n o las re-
sultas ó minoraciones por r a z ó n de partidas fallidas; pero des-
p u é s se o r d e n ó por las leyes de Presupuestos que las partidas fa-
l l idas se cubriesen en cada pueblo teniendo su impor te á m á s 
repar t i r en el ejercicio e c o n ó m i c o siguiente á aquel á que corres-
pondieren. L a ley de 31 de Diciembre de 1881, complementar ia 
de la de Presupuestos y que forma parte de las reformas de Ha-
cienda del Sr. Camacho, ha modificado esto, fijando desde 1.° de 
Enero de 1882 en 15 por 100 como cuota para el Tesoro, y en 1 
por 100 como premio de cobranza y gastos de c o m p r o b a c i ó n , el 
g r a v á m e n sobre la r iqueza l í q u i d a imponible base de la con t r ibu-
ción de inmuebles, cul t ivo y g a n a d e r í a , respecto á las provincias 
y pueblos que han cumplido lo dispuesto en el art . 24 del regla-
(1) E . D . de 23 do Mayo de 1845, art. 6. 
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m e n t ó de 10 de Diciembre de 1878, dictado para l levar á efecto la re-
forma de los amil laramientos. 
L a base de dicho repar t imiento s e r á la r iqueza l í q u i d a i m p o n i -
ble de cada una de las referidas provincias por el resultado que 
ofrezcan las c é d u l a s - d e c l a r a c i o n e s que los contribuyentes han pre-
sentado, evaluadas por los mismos tipos del ami l la ramiento 
actual . 
Los pueblos que no hayan presentado las c é d u l a s - d e c l a r a c i o -
nes de su r iqueza, c o n t i n u a r á n t r ibu tando con el 21 por 100 de la 
que actualmente t ienen reconocida en los amil laramientos vigen-
tes; 20 como cuota, y 1 para gastos de cobranza y c o m p r o b a c i ó n . 
Los pueblos que sucesivamente vayan presentando y obtengan 
la a p r o b a c i ó n de sus c é d u l a s , e n t r a r á n á disfrutar del beneficio de 
esa ley en el ejercicio inmediato. 
T a m b i é n c o n t i n u a r á n t r ibutando con el 21 por 100 aquellos 
pueblos cuyas declaraciones, apesar de estar ajustadas al ar t . 24 
del reglamento de 1878, sean rechazadas por la A d m i n i s t r a c i ó n 
por o c u l t a c i ó n notor ia . 
E n este caso se p r o c e d e r á á l a c o m p r o b a c i ó n , cuyos gastos que-
d a r á n á cargo de los ocultadores si la o c u l t a c i ó n resulta compro-
bada, ó á cargo de la Hacienda en el caso contrar io . 
Los Ayuntamientos p o d r á n , para cub r i r atenciones munic ipa-
les, recargar u n 18 por 100 del 16 y 21 por 100 s e g ú n los casos. 
Como la base de este t r ibu to ha de ser l a u t i l idad l í q u i d a de las 
fincas, de su explo tac ión para el cul t ivo y la que se obtiene en la 
c r í a de los ganados y á u n del servicio de yuntas y c a b a l l e r í a s des-
tinadas á la labranza, es indispensable que en cada dis t r i to m u n i -
cipal exista un censo de esa r iqueza y un amil laramiento que es lo 
que han venido teniendo en fo rma de catastro. De estose ha tratado 
muchas veces, pero nunca se ha llegado á un resultado verdadera-
mente p r á c t i c o y como le e x i g í a n las necesidades del servicio: las 
dificultades que la r e a l i z a c i ó n de este i m p o r t a n t í s i m o trabajo ha 
presentado han sido siempre grandes y á u n cuando desde 1845 
deb ió hacerse ó rectificarse anualmente, en 1853 se declararon 
permanentes los que en tóneos h a b í a , con la sola cond i c ión de adi-
cionarlos con u n a p é n d i c e de altas y bajas cada a ñ o . E n 1860 se 
renovaron en muchos pueblos y as í cont inuaron las cosas largo 
t iempo; pero la a g l o m e r a c i ó n de tantos a p é n d i c e s c r eó graves i n -
convenientes para contribuyentes, juntas periciales, Ayun tamien -
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tos y Adminis traciones provinciales de Hacienda: a d e m á s se ob-
servaban desigualdades irr i tantes en la r iqueza imponib le decla-
rada y por tanto en los cupos, no sólo de provincia á provincia , 
sino hasta de pueblos á pueblos y aun entre unos y otros con t r i -
buyentes. 
Por esto en 1.° de Mayo de 1873 se dec re tó la f o r m a c i ó n áe 
nuevos amil laramientos , p u b l i c á n d o s e al efecto el reglamento 
oportuno con fecha 10 de Junio siguiente; pero léjos de obtenerse 
los resultados apetecidos, q u i z á por la s i t uac ión excepcional que el 
pa í s atravesaba, y t a m b i é n por las dificultades que pronto se 
echaron de ver, hubo que suspender el ami l la ramiento y aplazar 
las operaciones correspondientes hasta mejor ocas ión . 
Obligado el Gobierno á acometer nuevamente esa empresa para 
satisfacer á las justas quejas que de todas partes se le d i r i g í a n y á 
la vez para conocer las modificaciones que eran necesarias y el 
desarrollo de que era susceptible este t r ibu to tan mermado por las 
ocultaciones, propuso la reforma á las C ó r t e s , que por la ley de 
Presupuestos de 21 de Jul io de 1876 le autor izaron para que man-
dase practicar el amil laramiento de la r iqueza en todos los pueblos 
de E s p a ñ a . E n su v i r t u d , se d ic tó el reglamento de" 19 de Setiem-
bre de 1876 con los oportunos formular ios para todas las opera-
ciones p r é v i a s , estableciendo por base de és tas la d e c l a r a c i ó n i n d i -
v idua l de la r iqueza y la i n s c r i p c i ó n de fincas y ganados en sus 
correspondientes registros locales, creando para el mejor resulta-
do de tan importante trabajo Juntas municipales, regionales y 
provinciales de amil laramientos . 
Pero el estudio de este reglamento aconse jó la necesidad de i n -
t roduc i r en él algunas modificaciones; por lo cual se pasaron todos 
los antecedentes al Consejo de Estado, y con su d i c t á m e n y tenien-
do en cuenta las reclamaciones hechas por diferentes corporacio-
nes y por algunos contribuyentes y personas peritas, se p u b l i c ó el 
n o v í s i m o reglamento de 10 de Diciembre de 1878 con todos los 
formular ios conducentes á la m á s fácil y exacta r ea l i zac ión de tan 
delicado trabajo en todos los pueblos de la n a c i ó n , d i c t á n d o s e ade-
m á s , para complemento de a q u é l , las dos importantes ó r d e n e s 
circulares de 16 del propio mes y a ñ o , fijando la una reglas p r á c -
ticas para la cumpl ida e j ecuc ión de los amil laramientos , y l a otra 
dando disposiciones para la f o r m a c i ó n de las cart i l las evaluatorias 
que h a b í a n de servir de base á los amil laramientos. 
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Oon arreglo á estas disposiciones se a c o m e t i ó esa obra que bien 
podemos l lamar gigantesca; pero aunque en parte se han realizado 
los p ropós i to s de la Hacienda, queda t o d a v í a mucho que hacer en 
algunas provincias y en numerosos pueblos, como se desprende y 
deduce de las prescripciones de la ley de 31 de Diciembre de 1881 
que á n t e s hemos expuesto. 
L a r e c a u d a c i ó n de este t r ibu to corre naturalmente á cargo de la 
Hacienda, pero és t a la tiene arrendada al Banco de E s p a ñ a . Para 
los procedimientos de apremio que tienen que seguirse en el 
cobro de las cuotas de los contribuyentes morosos r ige la instruc-
c ión de 3 de Dic iembre de 1869, modificada posteriormente en a l -
gunas de s ú s disposiciones. 
L a base de la l eg i s l ac ión de la c o n t r i b u c i ó n t e r r i to r i a l es, como 
ya hemos indicado, la ley de Presupuestos de 23 de Mayo de 1845 
' y el real decreto de igual fecha, que es realmente la i n s t r u c c i ó n 
reglamentaria de este t r i bu to aun hoy, salvas las modificaciones 
que en los t re in ta y siete a ñ o s desde e n t ó n c e s trascurridos se han 
ido int roduciendo como a c l a r a c i ó n ó mod i f i cac ión de sus pre-
ceptos. 
Esa ley y ese real decreto, con las d e m á s disposiciones en el cur-
so de este estudio mencionadas, forman el n ú c l e o de la l eg i s l ac ión . 
Las innumerables ó r d e n e s y disposiciones restantes no hay para 
q u é citarlas a q u í , pues no c o n d u c i r í a esto á n i n g ú n fin p r á c t i c o 
relacionado con el objeto p r i m o r d i a l de esta obra. 
Los que por necesidad ó curiosidad quieran consultarlas pueden 
ver el l i b ro que tenemos publicado con el t í t u lo de Manual de la. 
legislación sobre la contribución de inmuebles, cultivo y gana-
dería, segunda ed ic ión , en el cual las e n c o n t r a r á n todas puestas 
por ó r d e n c r o n o l ó g i c o y con las concordancias y notas conve-
nientes. 
3.°—Contribución industrial: sus vicisitudes: reformas no-
vísimas. 
Algunos tratadistas s e ñ a l a n como origen y punto de part ida de 
la c o n t r i b u c i ó n indus t r i a l , á n t e s subsidio indus t r i a l y de comercio, 
la i m p o s i c i ó n que en Noviembre de 1799 se fijó al comercio en el 
subsidio extraordinar io de 300 millones de reales que se exigieron 
á la n a c i ó n para atender á perentorias necesidades y apuros del 
172 MANUAL 
Tesoro; pero nosotros no estamos enteramente conformes con esa 
o p i n i ó n . 
No se h a b í a conocido gravamen de esa índo le á n t e s , por impos i -
c ión directa, es cierto; pero lo h a b í a indirecto en el tanto por cien-
to que se ex ig ía sobre las ventas y reventas a l mov imien to comer-
cia l por las antiguas alcabalas, pues naturalmente t e n í a que i n f l u i r 
en los precios y movimientos de las transacciones: de manera que 
en realidad puede decirse que en su esencia, por lo que hace á su 
base generadora, ex is t ía ya de ant iguo, aunque en forma imper-
fecta, la c o n t r i b u c i ó n m á s ó m é n o s directa sobre las uti l idades del 
comercio y de la indus t r ia . 
E l desenvolvimiento na tura l que nuestro sistema t r ibutar io ha 
tenido en el presente siglo y el desarrollo prodigioso que han adqui-
r ido la industr ia y el comercio, han impreso á esa i m p o s i c i ó n el 
c a r á c t e r de c o n t r i b u c i ó n con que actualmente f igura en nuestro 
sistema ren t í s t i co general. 
Realmente la i m p o s i c i ó n de c a r á c t e r m á s permanente y m á s de-
finido ya á que puede atribuirse el posterior planteamiento de la 
c o n t r i b u c i ó n indus t r ia l es la que crearon los decretos de lí) de No-
viembre de 1810 y 10 de Dic iembre de 1811, que establecieron la 
c o n t r i b u c i ó n de patentes. 
Las Cortes de C á d i z , en 13 de Setiembre de 1813, i n c l u í a n en la 
general directa la parte correspondiente á la indus t r ia y al comer-
cio: pero esto q u e d ó sin efecto en 1814 al restablecerse el Gobier-
no absoluto. T a m b i é n en el p lan t r ibu ta r io de Garay, por el a ñ o 
de 1817, se h a c í a f o r m a r parte de la c o n t r i b u c i ó n general directa 
la correspondiente al comercio y á la indus t r ia . 
Las Cortes de 1821 establecieron la c o n t r i b u c i ó n d e p a í e n í e s por 
separado, si bien esto se a n u l ó á consecuencia de la r e a c c i ó n 
de 1823, pero eran tales las necesidades del Era r io , que á poco 
t iempo obligaron al Gobierno de Fernando V I I á restablecer, con 
alguna m á s ex t ens ión , la c o n t r i b u c i ó n del subsidio por real decre-
to de 16 de Febrero de 1824, fijando para sus rendimientos un cupo 
de 10 millones, exigible bajo las bases de la i n s t r u c c i ó n de 22 de 
Noviembre de 1825, cupo que d e s p u é s se a u m e n t ó hasta 14 m i l l o -
nes en el a ñ o de 1829. 
Puede decirse, pues, que, aun cuando iniciada esta c o n t r i b u c i ó n 
en épocas anteriores, en las disposiciones de 1824 á 1829 e s t á su 
verdadero origen y el pr inc ip io de su desenvolvimiento. As í con-
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t inuaron las cosas hasta 1834, en que se p u b l i c ó la i n s t r u c c i ó n de 5 
de Octubre, cuyas prescripciones a m p l i ó la ley de Presupuestos 
de 1835. Esta i n s t r u c c i ó n fué la que v ino aumentando gradualmen-
te, aunque de un modo paulatino y poco sensible, los rendimientos 
que daban al Tesoro la industr ia y el comercio, hasta que l legó á 
establecerse sobre bases m á s só l idas , permanentes y concretas por 
el moderno sistema t r ibu ta r io de D . Ale jandro Mon en 23 de Mayo 
de 1845. 
Esa ley de Presupuestos del Estado las fijó, y la i n s t rucc ión de 
la misma fecha las desenvolv ió , consignando las reglas por que 
h a b í a de regirse la impos ic ión , a d m i n i s t r a c i ó n y r e c a u d a c i ó n de 
la c o n t r i b u c i ó n indus t r i a l . De a q u í en adelante, hasta l legar á la 
ley de 11 de Ju l io de 1877, R. D . de 27 del mismo mes y a ñ o y 
ley de 23 de Marzo de 1880, que s u p r i m i ó en absoluto los encabe-
zamientos de los pueblos., se sucedieron varias modificaciones, 
alteraciones y reformas; y , si b ien se han hecho siempre obede-
ciendo y a m o l d á n d o s e á los principios fundamentales de 1845, a ú n 
no ha podido llegarse á u n verdadero perfeccionamiento, n i es 
obra tan fáci l de realizar. 
E n 1845 se establecieron dos derechos: el fijo y el proporcional: 
el p r imero como cuota uni forme sin atemperancia á las mayores 
ó menores util idades de las clases, y el segundo consistente en 
el 10 por 100 del alquiler d é l o s edificios ó tiendas, almacenes, fá-
bricas, etc., inclusa la casa-habitacion del contr ibuyente. Pero 
pronto se persuadieron nuestros hacendistas de que este funda-
mento nivelador no alcanzaba á conseguir el objeto buscado, y 
se d e c r e t ó el sistema de ca tegor ías en 27 de Marzo de 1846. 
E n 1847 se s u p r i m i ó por completo el derecho proporcional , y 
las c a t e g o r í a s se susti tuyeron con la r e u n i ó n y clasif icación por 
gremios; sistema algo m á s aceptable, que t o d a v í a existe. 
E n 1850 se hizo otra reforma, que c o m e n z ó á regi r en 1.° de 
Enero de 1851, por l a cual se exceptuaron unas industrias y se 
subieron á otras las cuotas. 
E n 20 de Octubre de 1852 se d e c r e t ó otra reforma; otra en 
Mayo de 1863, y por las leyes de Presupuestos de 1864-65 y 
1866-67 t a m b i é n se in t rodujeron algunas alteraciones. Así cont i -
n u ó este servicio hasta que en 20 de Marzo de 1870, y por conse-
cuencia de lo dispuesto en la ley de Presupuestos de 1.° de Ju l io 
de 1869, se p u b l i c ó un nuevo reglamento con nuevas tarifas, en 
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cuya f o r m a c i ó n h a b í a intervenido una c o m i s i ó n nombrada por 
decreto de 26 de Ju l io de 1869 y que se c o m p o n í a de represen-
tantes de la A d m i n i s t r a c i ó n , de las profesiones, artes, ciencias? 
comercio, indus t r ia f a b r i l y manufacturera, etc. 
Pero la reforma nac ió con ma l p ié y fueron tantas las reclama-
ciones que produjo , y tal el clamoreo de los gremios de M a d r i d 
mismo y de provincias , que á n t e s del 1.° de Ju l io en que h a b í a de 
comenzar á regir , y cuando ya se estaban formando las m a t r í c u -
las del 70-71 en todas partes, el Minis t ro Sr. F igue ro la se v ió pre-
cisado á reformar las tarifas por decreto de 19 de Mayo, diciendo 
en el p r e á m b u l o expositivo que la de Marzo no la h a b í a dado como 
obra acabada y perfecta, sino como provis ional é in ter ina . Pare-
cía , pues, que ya se h a b r í a perfeccionado con la rec t i f icac ión 
de 19 de Mayo, y que la obra se r í a duradera; pero tampoco tuvo 
mejor éx i to que las anteriores. Só lo r ig ió desde 1.° de Jul io hasta 
la p u b l i c a c i ó n de otro reglamento y de otras tarifas en 20 de Mayo 
de 1873, que han venido r igiendo hasta la n o v í s i m a reforma l le-
vada á cabo por la ley de 31 de Diciembre de 1881, en v i r t u d de 
lo que se v e n í a proyectando desde la ley de Presupuestos de 21 de 
Ju l io de 1876, d i spos ic ión que se reprodujo en la de 11 de Ju l io 
de 1877, art . 14. 
L a ley de Presupuestos de 11 de Jul io de 1877, para cuya ejecu-
c ión y cumpl imien to en lo relat ivo á la c o n t r i b u c i ó n indus t r i a l se 
d ic tó el R. D . de 27 del propio mes, dispuso que fueran forzosos 
los encabezamientos por el subsidio indust r ia l para todos los 
Ayuntamientos , excepto los de las capitales y determinadas pobla-
ciones fabriles, e n c o m e n d á n d o l e s por consiguiente la adminis t ra-
c ión y cobranza de este t r ibu to general del Estado; pero como 
esta reforma no se hizo con la m e d i t a c i ó n y sobre las bases só l ida s 
que en todo caso hubieran sido necesarias, bien pronto se vieron 
p r á c t i c a m e n t e las dificultades que ofrecía , y en su consecuencia 
la ley de Presupuestos de 21 de Jul io de 1878, art . 10, dispuso 
que dejaran de ser forzosos ú obligatorios los encabezamientos de 
los Ayuntamientos citados, y que continuasen ú n i c a m e n t e como 
voluntarios los celebrados con la Hacienda por los pueblos que 
dentro del mes siguiente á la p u b l i c a c i ó n de dicha ley no m a n i -
festasen por medio de sus Municipalidades á las respectivas A d m i -
nistraciones e c o n ó m i c a s que renunciaban á ellos, como lo h ic ieron 
muchos. 
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E n cambio se autorizaba al Gobierno para arrendar este impues-
to en las poblaciones que no se encabezasen. 
Pero aun esta modi f i cac ión subs i s t i ó bien poco; y la ley de 23 
de Marzo de 1880 m a n d ó que la c o n t r i b u c i ó n indust r ia l y de co-
mercio se administrase directamente por la Hacienda en todas las 
poblaciones de la m o n a r q u í a , caducando por lo tanto desde 1.° de 
Ju l io de 1880 los encabezamientos voluntar ios que tuviesen cele-
brados con la A d m i n i s t r a c i ó n los Ayuntamientos . 
De modo que hoy los encabezamientos e s t á n supr imidos y han 
desaparecido en absoluto para los Ayuntamientos . 
Por ú l t i m o , acaba de realizarse una nueva reforma con el pro-
yecto presentado á las Oór tes por el Sr. Min is t ro de Hacienda, que, 
aprobado por las C á m a r a s , se ha convertido en la ley de 31 de D i -
ciembre de 1881, que ha s e ñ a l a d o las bases generales para la ad-
m i n i s t r a c i ó n y cobranza de la c o n t r i b u c i ó n indus t r i a l , y á cuyo 
esp í r i tu responden el n o v í s i m o reglamento de igua l fecha y las 
tarifas que con él se han publicado y que, á la verdad, han venido 
á recargar las cuotas de casi todas las industr ias, artes y profesio-
nes que a q u é l l a s comprenden y e s t á n llamadas á con t r ibu i r . 
Se han simplificado algunos de los procedimientos reglamenta-
rios, conservando los d e m á s casi en igua l forma que á n t e s t e n í a n ; 
y , en cambio, se han int roducido novedades que no creemos conve-
nientes, como la de que la A d m i n i s t r a c i ó n nombre la m i t a d d é l o s 
repartidores en las clases agremiadas: y es que en nuestro desgra-
ciado pa í s la A d m i n i s t r a c i ó n , y especialmente la de Hacienda, 
tiende á absorber cada dia m á s todas las facultades y a t r ibu-
ciones y á inmiscuirse en todos los detalles y pormenores, por 
m á s que és tos en ú l t i m o t é r m i n o sólo afecten á los con t r ibu-
yentes. 
L a reforma n o v í s i m a abraza los siguientes puntos principales: 
Hacer proporcionadas las cuotas á las utilidades, porque algunas 
á la verdad no lo eran á n t e s : ampl iar las clasificaciones en las ta-
rifas de profesiones, artes y oficios: hacer mayor y m á s directa la 
i n t e r v e n c i ó n de la A d m i n i s t r a c i ó n en la d e s i g n a c i ó n de s índ icos y 
repartidores de todas las industrias agremiadas, de los que nom-
b r a r á l a mi tad : dar recurso de ape l ac ión contra los repartos de los 
gremios: prescindir de la base de p o b l a c i ó n en las localidades de 
mayor t ráf ico: autorizar que las cuotas del contr ibuyente puedan 
aumentarse ocho veces ó rebajarse á la o c í a l a p a r í e de la cuota 
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de tarifa, cuando se estime conveniente con vista de la impor tan-
cia ó de la insignificancia de la respectiva indust r ia : s u p r i m i r las 
exenciones del p r imer a ñ o que gozaban los nuevos industriales de 
algunas clases: conceder á los Ayuntamientos la facultad de exten-
der los recargos de i n t e r é s munic ipa l hasta u n 18 por 100 sobre 
las cuotas del Tesoro; y , por ú l t i m o , promover la i nves t i gac ión de 
ocultaciones y defraudaciones por medio de un cuerpo de funcio-
narios especiales, retr ibuidos por el Estado y con p a r t i c i p a c i ó n en 
las multas; reforma que nos parece p o d r á ser molesta para a lgu -
nos contribuyentes de buena fe, m i é n t r a s que, como en otros casós , 
de nada s e r v i r á para r e p r i m i r los verdaderos abusos y las defrau-
daciones intencionadas, por ciertas razones de todos conocidas, y 
que seria i nú t i l exponer. 
Los rendimientos de la c o n t r i b u c i ó n indus t r i a l que en 1824, 
como ya hemos consignado, se presupuestaban en 10 mil lones de 
reales, y que con la reforma de M o n ascendieron ya hasta 25 m i -
llones, impor tan hoy una suma c u á d r u p l e , puesto que los ingre -
sos pOr ese concepto que en los ú l t i m o s a ñ o s ha percibido el Teso-
ro han pasado de 100 millones de reales, pagados por m á s de 
413.900 contribuyentes. 
¿Cuán tos mil lones m á s p r o d u c i r á en el a ñ o e c o n ó m i c o de 1882-83, 
por efecto de las nuevas tarifas? No podemos calcularlo; pero des-
de l u é g o puede decirse que el aumento s e r á m u y considerable, si 
es que no se modifican pronto acaso las tarifas. 
Esta c o n t r i b u c i ó n es un t r ibu to directo del Estado por medio de 
cuotas fijas establecidas en las nueve clases que hoy comprende la 
p r imera tarifa, basada en la escala gradual de poblaciones, que 
abraza hasta nueve c a t e g o r í a s ó bases; tarifa que comprende la 
mayor parte de los establecimientos comerciales. L a segunda t a r i -
fa comprende la negoc iac ión especulativa, ya gravando el capital 
ó las util idades, ya imponiendo cuotas reguladas por la base de 
pob lac ión ó por circunstancias especiales de localidad. L a tarifa 
tercera grava la industr ia fabri l y manufacturera por las u t i l ida -
des que se las p r e s u m i ó al fijar las cuotas con vista de anteceden-
tes acumulados en la D i r ecc ión general. L a tar ifa cuarta es la 
de profesiones, artes y oficios, que en parte se contrae y subordina 
á determinadas clases de la p r imera . L a quinta ta r i fa es la de pa-
tentes, que lo mismo l lama á con t r ibu i r por ella á los ambulantes 
que á establecimientos fijos; á industriales que á vendedores; unas 
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veces por cuotas, s e g ú n la base que se determina, y otras por cuo-
tas correspondientes á la respectiva base de p o b l a c i ó n , que vienen 
á ser s i n ó n i m a s . L a tar ifa sexta es la tabla de exenciones por la 
especialidad del cargo que se ejerce, p r o t e c c i ó n á las artes l ibera-
les, á las ciencias, etc., ó bien en c o n s i d e r a c i ó n á lo exiguo del 
objeto sobre que recaen. 
Esta c o n t r i b u c i ó n adolece de un vic io radical altamente contra-
r io á ese pr inc ip io de jus t i c ia que no d e b í a faltar nunca en los i m -
puestos; v i c io lamentable, que consiste en hacer pagar al cont r i -
buyente tanto m á s cuanto menores van siendo sus uti l idades. Y 
esta verdad se demuestra fácil y sencillamente con un ejemplo: su-
p ó n g a s e un pueblo cualquiera, grande, mediano ó p e q u e ñ o , que 
cuenta con uno, dos ó m á s industriales y profesores, como tende-
ros, zapateros. Médicos , F a r m a c é u t i c o s , etc. Oada gremio ha de 
figurar con la cantidad correspondiente á un n ú m e r o de cuotas de 
tarifa igual al de sus individuos , repartible entre sí bajo una esca-
la gradual . A h o r a bien; siendo estos indiv iduos los que hacen todo 
el negocio en la p o b l a c i ó n , pagan, siendo cinco, 500, y siendo diez 
1.000. De aquellos 500 pagaba el m á s aventajado 200, y cuando el 
gremio dobla en individuos, y , por consiguiente, en cuotas para 
la Hacienda á consecuencia de la entrada de otras cinco ó m á s 
personas en él, viene á pagar 400 ó 600; aumento tanto m á s sen-
sible cuanto m á s desciende en uti l idades que c o m p a r t i ó entre c in-
co y llega á compar t i r entre diez, puesto que el pueblo no pro-
gresa n i aumenta en su vecindario y r iqueza en la misma propor-
ción que aumentan los industriales. 
Esto es puramente rud imenta r io y nadie p o d r á negarlo con f u n -
damento. 
Prescindimos de extendernos en m á s detalladas consideraciones 
acerca de esa materia, porque s e r í a n impropias de esta obra, y a s í 
nos l imitaremos á consignar que la l eg i s lac ión porque hoy se r i -
ge, reparte, adminis tra y cobra la c o n t r i b u c i ó n indus t r i a l e s t á re-
ducida, contra lo que generalmente sucede en todos los ramos de 
nuestra A d m i n i s t r a c i ó n , á sólo la ley de 31 de Dic iembre del fina-
do a ñ o 1881, que ha establecido las nuevas bases para la imposi-
ción de este t r ibu to , y al reglamento dictado para su c u m p l i m i e n -
to y e j ecuc ión con igua l fecha, a c o m p a ñ a d o de las nuevas tarifas 
que s e ñ a l a n las cuotas con que han de con t r ibu i r l a industr ia , el 
comercio, las profesiones, las artes y los oficios, s e g ú n las bases 
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que ya hemos mencionado m á s a t r á s . Para ejecutar y cobrar de 
los contribuyentes morosos r ige, lo mismo que respecto de la con-
t r i b u c i ó n t e r r i to r i a l , la i n s t r u c c i ó n de 3 de Diciembre de 1869. 
4.°—-Las contribuciones territorial ¿ industr ia l como materia 
contenciosa. 
Una de las cuestiones que m á s directamente afectan á los inte-
reses de los contribuyentes son las que se refieren á la i m p o s i c i ó n , 
repar t imiento y cobranza de las contribuciones; y por consiguien-
te dejar en ellas el derecho del par t icular , su propiedad y sus i n -
tereses a l discrecional a rb i t r io de la A d m i n i s t r a c i ó n se r ía entre-
garle á la e x p l o t a c i ó n del Fisco, olvidando lo que exigen los m á s 
elevados principios de buen gobierno y de jus t i c ia . 
Es, pues, indispensable que á los llamados á levantar esas car-
gas se les conceda el derecho de defensa para los casos en que la 
A d m i n i s t r a c i ó n les haya infer ido u n perjuicio ó u n agravio. 
A h o r a bien; en mater ia de contribuciones la A d m i n i s t r a c i ó n no 
procede en v i r t u d de reglas establecidas por leyes civiles, sino 
que sus actos se ajustan exclusivamente á disposiciones y leyes 
de c a r á c t e r puramente adminis t ra t ivo y obran á nombre del Esta-
do, no como persona j u r í d i c a considerado, sino como in s t i t uc ión 
po l í t i co -admin i s t r a t i va . De ah í que las cuestiones que por tales 
conceptos se susciten entre la A d m i n i s t r a c i ó n y el contr ibuyente 
no puedan revestir el c a r á c t e r de civiles, y , por tanto, que los T r i -
bunales de la jus t i c ia o rd inar ia nada puedan hacer en tales i n c i -
dentes, excepc ión hecha de los casos en que pueda presumirse la 
existencia de un delito que dé a l asunto c a r á c t e r penal m á s ó m é -
nos directo. Y esto es una consecuencia del pr inc ip io que ya repe-
tidas veces hemos sentado de que los actos de la Admin i s t r a -
c ión cuando obra como autor idad reglamentaria y reglamentada, 
sólo por la v í a adminis t ra t iva , ya gubernat iva, ya contenciosa, 
deban reclamarse y discutirse. 
Esto sentado, es de observar, como pr inc ip io elemental, que 
cuando se trate de disposiciones, reglamentos y resoluciones de 
c a r á c t e r general, no procede la r e c l a m a c i ó n en v ía contenciosa; 
lo cua les aplicable á las contribuciones, como l o e s á todos los 
ramos y servicios de la A d m i n i s t r a c i ó n púb l i ca . No necesitamos 
detenernos á d i lucidar este punto, porque ya en otros lugares de 
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é s t a obra lo exponemos al t r a ta r de las atribuciones y responsabi-
lidades de los poderes p ú b l i c o s . 
Los actos, las resoluciones de la A d m i n i s t r a c i ó n en materia de 
•contribuciones t e r r i to r i a l é indus t r ia l sólo pueden reclamarse ó 
controver t i rse en la v ía contenciosa cuando se refieran á cuestio-
nes determinadas y concretas de c a r á c t e r par t icular , esto es, que 
afecten á derechos ó intereses no generales, consignados ó garan-
tidos en leyes ó disposiciones,administrativas. 
Para hacer efectivas las contribuciones directas, como lo son 
las de que nos ocupamos, la A d m i n i s t r a c i ó n , a d e m á s de determi-
nar y clasificar la r iqueza imponib le , tiene que verif icar el reparto 
y l levar á cabo la e x a c c i ó n de las cuotas individuales . 
A l repart i r y cobrar tales t r ibutos puede darse el caso de que 
infiera agravio ó per ju ic io á los particulares, y que en su conse-
cuencia se promuevan cuestiones entre la A d m i n i s t r a c i ó n activa 
y el contr ibuyente agraviado, por r e c l a m a c i ó n que éste entable 
pidiendo en jus t i c ia que se le modif ique la cuota en la p r o p o r c i ó n 
que conforme á ley le corresponda, ó que se le exima de ella, si 
no es tá l lamado á t r ibu tar , ó bien que se repare el agravio ó el 
perjuicio que se le hubiere ocasionado por exacc ión no ajustada á 
las leyes y reglamentos. 
Estas cuestiones las provoca un acto de la A d m i n i s t r a c i ó n ; se 
presupone que se mot ivan en el agravio de un derecho preexis-
tente y perfecto, como es el que el contr ibuyente tiene á que se le 
aplique la jus t i c i a dis t r ibut iva, y por ú l t i m o no tienen r e l ac ión al-
guna con el derecho c i v i l y sus leyes. 
H é ah í por q u é , pues, constituyen mater ia contencioso-adminis-
•trativa, y por q u é su conocimiento y r e s o l u c i ó n corresponde á los 
Tr ibunales contenciosos. 
Tales consideraciones, de u n elevado orden así e c o n ó m i c o como 
j u r í d i c o , dieron or igen á las disposiciones consignadas en el real 
decreto de 20 de Setiembre de 1852, en el cual se d e t e r m i n ó que 
c o r r e s p o n d e r á n al conocimiento y r e so luc ión de los Consejos (hoy 
;Oomisiones) provinciales, y del Real (hoy de Estado) en su caso, 
« u a n d o pasen á ser contenciosas, las reclamaciones de los con t r i -
buyentes relativas al repart imiento y exacc ión i nd iv idua l de las 
contribuciones directas del Estado. 
De consiguiente, respecto de la t e r r i to r i a l d e b e r á n entender de 
las reclamaciones de particulares por exceso de la cuota que les 
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fuere impuesta en los repart imientos, ó sea de agravio comparat i -
vo con r e l ac ión á los d e m á s contribuyentes, pero en n i n g ú n caso 
á las que versaren sobre a p r e c i a c i ó n de la r iqueza imponib le . 
E n cuanto á la c o n t r i b u c i ó n indus t r ia l , s e r á n de su competencia 
las reclamaciones individuales que se hagan dentro del plazo pre-
fijado contra las decisiones de la A d m i n i s t r a c i ó n local , ya re la t i -
vamente al repartimiento ó exacc ión , ya á la i m p o s i c i ó n de multas: 
en los casos de fraude ú o c u l t a c i ó n . 
E n todos los casos la r e c a u d a c i ó n de toda cuota asignada se l l e -
v a r á á efecto, sin perjuicio de las resoluciones definitivas que re -
caigan (1). 
De ah í deducimos en buena lóg ica que, á excepc ión de las cues-
tiones relativas á la ap rec i ac ión ó modi f icac ión de la r iqueza i m -
ponible, todas las d e m á s que con la c o n t r i b u c i ó n te r r i to r ia l se re-
lacionen son susceptibles de recurso contencioso. 
Las resoluciones ministeriales que recaigan en las apelaciones 
contra las providencias de las Administraciones e c o n ó m i c a s rela-
tivas á la a p r o b a c i ó n ó modi f icac ión de los amil laramientos , son 
reclamables en la v ía contenciosa (2); y s e g ú n lo que se fallare en 
el decreto-sentencia, se h a r á n en su caso en el ami l laramiento res-
pectivo las alteraciones que proceda. Estas disposiciones merecen 
tenerse en cuenta por su re l ac ión con las disposiciones citadas del 
real decreto de 1852. 
Respecto á la c o n t r i b u c i ó n industr ia l las disposiciones, bastante 
generales, del R. D . de 20 de Setiembre de 18527 ya citado, reci-
bieron nueva sanc ión y complemento posteriormente en el regla-
mento de 20 de Mayo de 1873, con arreglo al cual p r o c e d í a la v ía 
contenciosa en las cuestiones sobre repart imiento y exacc ión dell 
t r i bu to , acerca de la inc lus ión de los llamados á cont r ibu i r en la 
m a t r í c u l a , y sobre impos ic ión de multas cuando se impusieran por 
d e f r a u d a c i ó n ú ocu l tac ión de industr ia ó de la clase en que debie-
ra en realidad figurar el mul tado. Así lo es tab lec ían los a r t í c u l o s 
125, 189, 190, 192, 193, 194 y 208, lo mismo á favor de la A d m i -
n i s t r a c i ó n que á favor de los contribuyentes, fijando a d e m á s los 
plazos en que las demandas d e b í a n interponerse en cada caso, ya 
ante las Comisiones provinciales cuando las providencias ó reso-
(1) R . D. de 20 de Setiembre do 1852, art. 3.° 
(2) Reglamento de 10 de Diciembre de 1878, arts. 176 y 177. 
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luciones fueran de la A d m i n i s t r a c i ó n provinc ia l ó Juntas admin i s -
trat ivas, ya ante el Consejo de Estado cuando se tratase de reso-
luciones finales de la A d m i n i s t r a c i ó n central , lo que en p o q u í s i m o s 
casos suced ía , pues casi todas la decisiones de las Juntas adminis-
trativas eran definitivas y p o n í a n t é r m i n o á la v ía guberna t iva . 
Posteriormente las Juntas administrat ivas fueron reducidas á 
consultivas tan sólo (1); y entonces sus facultades pasaron los 
Jefes e c o n ó m i c o s , d á n d o s e contra sus resoluciones el recurso de 
ape l ac ión para ante la D i r ecc ión de Contribuciones, y de és ta al 
Min i s t ro , sin perjuicio de los recursos contenciosos procedentes. 
H a b í a cuestiones, sin embargo, en que sólo la A d m i n i s t r a c i ó n , 
activa pod ía entender, y contra sus decisiones no se daba recurso 
alguno, y los arts. 4 .° , 6.° , 161 y otros determinaban esos casos, 
de los que no hay para q u é hacer m e n c i ó n actualmente. 
Las reformas que casi todos los ramos de la Hacienda p ú b l i c a 
han sufrido por v i r t u d de las leyes de 31 de Diciembre de 1881, 
complementarias de la de Presupuestos del Estado, han modifica-
do v i r tua lmente todas las disposiciones anteriores relativas á l acon-
t r i b u c i o n industr ia l , que hoy se r ige por la ley de 31 de Dic iembre 
y por el reglamento y tarifas dictadas con igua l fecha, s e g ú n que-
da expuesto. 
Este reglamento no consigna taxativamente en q u é casos se da 
•el recurso contencioso, como lo h a c í a el anterior , hoy derogado; 
pero en cambio fija los en que la cues t i ón no puede hacerse con-
tenciosa. 
E n efecto: cuando los nombrados s í n d i c o s ó clasificadores pre-
sentasen excusa legal para eximirse del cargo, la r e s o l u c i ó n que 
dicte en alzada el superior j e r á r q u i c o adminis t ra t ivo , que en unos 
casos lo es para este efecto el Delegado de la provinc ia y en otros 
el Min is t ro de Hacienda, es inapelable (2). 
Las solicitudes que los individuos de un gremio presenten p i -
diendo, conforme á la facultad que el a r t . 61 les otorga, que se les 
exima de formar gremio para el reparto de la c o n t r i b u c i ó n en u n 
a ñ o determinado, s e r á n resueltas por el Minis ter io de Hacienda, 
con informe de la A d m i n i s t r a c i ó n de Contribuciones y Rentas de 
(1) R . D . de 9 de Agosto de 1877. 
(2) Reglamento de 31 de Diciembre de 1881, art. 52. 
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la provincia y del Delegado; contra la r e so luc ión del Minis ter io no 
se da u l te r ior recurso (1). 
Cuando haya de incluirse en mat r i cu la á un indust r ia l cuya i n -
dustria, profes ión, arte ú oficio no figure en las tarifas n i en la t a -
bla de exenciones, la A d m i n i s t r a c i ó n , previo el oportuno expedien-
te, s e ñ a l a r á la cuota provisional con que el interesado haya de 
cont r ibui r ; y , dado de alta el indus t r i a l , p a s a r á el expediente al 
Delegado de Hacienda, que p r o p o n d r á al Minis ter io la r e s o l u c i ó n 
definit iva que proceda, la cual se d i c t a r á precisamente oyendo al 
Consejo de Estado; c o n t r a í a r e s o l u c i ó n dictada en esta forma no 
p r o c e d e r á recurso alguno (2). 
Y puesto que para estos casos el reglamento niega taxat ivamen-
te la v ía contenciosa, d e d ú c e s e que para toda otra r e c l a m a c i ó n que 
con la c o n t r i b u c i ó n indust r ia l se relacione, como reclamaciones 
que se refieran á la base de pob lac ión para la fo rmac ión de la ma-
t r icu la s e ñ a l a d a á un pueblo, reclamxciones de agravio sobre las-
cuotas impuestas á los contribuyentes, clase en que se les ha i n -
c lu ido indebidamente, multas, responsabilidades por supuesta 
d e f r a u d a c i ó n , etc., se concede el recurso contencioso; y esto lo. 
^confirman la ley de 31 de Diciembre de 1881 que ha establecido 
as bases del procedimiento e c o n ó m i c o - a d m i n i s t r a t i v o , y el regla-
mento para su e jecuc ión ; pues a q u é l l a en su base 5.a y és te en 
sus arts. 274 y siguientes determinan que la v í a contencioso-ad-
min is t ra t iva p r o c e d e r á contra las providencias gubernativas de se-
gunda instancia sin excepc ión alguna, siempre que el asunto sobro 
que versen constituya mater ia contencioso-administrativa y a q u é -
llas causen estado, lesionen derecho perfecto ó in f r in j an a l g ú n pre-
cepto legal , con tal que se uti l ice en t iempo y forma el recurso (3). 
P r o c e d e r á asimismo la v ía contencioso-administrativa contra las 
providencias de t r á m i t e . d i c t a d a s ó confirmadas en segunda ins-
tancia, siempre que resuelvan la cues t ión pendiente, haciendo i m -
posible todo recurso adminis t ra t ivo . 
Y esto que se refiere á los particulares, es aplicable t a m b i é n al 
Estado, que p o d r á someter á r ev i s ión en la v ía contencioso-admi--
(1) Reglamento de 31 de Diciembre de 1881, a r t . 61, párrafo segundo. 
(2) I d . , art. 88, ú l t i m o pá r r a fo . 
(3) I d . , art. 274. 
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nis t ra t iva las providencias de pr imera instancia que por orden m i -
nisterial se declaren lesivas de los derechos de a q u é l . 
L a d e c l a r a c i ó n de que una providencia es lesiva de los intere-
ses del Estado no p o d r á hacerse trascurridos 10 a ñ o s desde que 
fué dictada. 
No se p o d r á intentar la v ía contencioso-administrativa en los 
asuntos sobre cobranza de contr ibuciones y d e m á s rentas p ú -
blicas ó c réd i tos definitivamente l iquidados en favor de la Hacien-
da, m i é n t r a s no se r ea l i cé el pago ó se haga la c o n s i g n a c i ó n de lo 
l iquidado en las Cajas del Tesoro p ú b l i c o . 
E l t é r m i n o para intentar esta v í a los particulares s e r á el de dos 
meses si el interesado tiene su domic i l io legal en la P e n í n s u l a ó Is-
las Baleares; de tres si le tiene en las Canarias; de cuatro si le t ie-
ne en las Islas de Cuba y Puerto-Rico, y de seis si le tiene eh las 
Islas F i l ip inas . 
Estos t é r m i n o s no p o d r á n ser variados sino por una l ey . 
Para la A d m i n i s t r a c i ó n el t é r m i n o s e r á el de seis meses á con-
tar desde el dia en que se declare por r e s o l u c i ó n min i s t e r i a l que 
la providencia apelable es lesiva de los intereses y derechos del 
Estado. 
P o d r á n imponerse las costas siempre que se declare haber obra-
do el demandante con notoria mala fe. 
L a sustanciacion de los recursos contenciosos se e f e c t u a r á con 
arreglo á sus leyes y reglamentos especiales. 
Estas disposiciones que á tantas cuestiones, en general, en ma-
teria de Hacienda han abierto la v ía contenciosa con un cr i ter io 
que ciertamente merece aplauso, no pueden exclui r los incidentes 
de la c o n t r i b u c i ó n indus t r i a l á los cuales ya de ant iguo se h a b í a 
otorgado el recurso contencioso, corno dejamos consignado. 
A d e m á s en el reglamento citado h á y un t í t u l o , el 7 .° , consagra-
do expresamente á tratar de los procedimientos que se han de se-
gu i r en la v ía gubernativa en las reclamaciones que se in terpon-
gan acerca de la c o n t r i b u c i ó n indus t r ia l ; y por tanto claro es que 
en los casos que expresa p r o c e d e r á el recurso contencioso, por l a 
naturaleza de las reclamaciones á que se refiere; lo cual conf i rman 
la le tra y el á m p l i o e s p í r i t u del art . 274 que hemos trascri to: toda 
c u e s t i ó n que revista los c a r a c t é r e s y r e ú n a las condiciones que en 
él se detallan, es susceptible de recurso contencioso. 
Los intereses individuales de los contribuyentes han recibido 
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una g a r a n t í a m á s , eficaz y só l ida , con estas reformas legislativas, 
que h a c í a n necesarias ya el prestigio de la A d m i n i s t r a c i ó n y los 
buenos principios e c o n ó m i c o s ; pues si jus to es que el cont r ibuyen-
te pague, no lo es menos que pueda defender sus derechos contra 
toda arbi t rar iedad. 
Esto sentado, p a r é c e n o s oportuno pasar á exponer la doctr ina 
que respecto de algunos puntos esenciales ha establecido la j u r i s -
prudencia, siquiera lo hagamos concisamente, por cuanto muchas 
de las antiguas decisiones ahora no tienen ya ap l i cac ión . 
L a j u r i s d i c c i ó n contencioso-administrativa, en cues t i ón de con-
tribuciones, no es competente para conocer de las reclamaciones 
sobre a p r e c i a c i ó n de la r iqueza imponible (1). 
No hay exceso en la cobranza de la c o n t r i b u c i ó n de inmuebles , 
cul t ivo y g a n a d e r í a cuando se verif ica conforme al repart imiento 
en debida fo rma aprobado por la superioridad, sin que se haya 
interpuesto r e c l a m a c i ó n de n inguna especie (2). 
No es procedente la dema.nda interpuesta en la v ía contenciosa 
contra una r e so luc ión que dec l a ró obligadas al pago de con t r ibu-
ción t e r r i to r i a l las fincas correspondientes á un beneficio ec les iás -
t ico de c a r á c t e r pr ivado (3). 
Es improcedente la v ía contenciosa contra las resoluciones de 
la A d m i n i s t r a c i ó n activa en las cuestiones que se relacionen con 
los perdones á los pueblos ó provincias otorgados por consecuen-
cia de calamidades p ú b l i c a s (4). 
Por lo que toca á la c o n t r i b u c i ó n indus t r i a l , como en pocos 
a ñ o s ha sufrido tan reiteradas y esenciales reformas, nos parece 
ocioso exponer a q u í la doctr ina por la ju r i sprudenc ia sentada en 
lo relat ivo al recurso contencioso, ya por la e s c a s í s i m a impor tan-
cia de los puntos sobre que versan las decisiones, ya t a m b i é n por-
que hoy lejos de esclarecer esta materia sólo s e r v i r í a n para oscu-
recerla, dado que apenas son aplicables por consecuencia de las 
modificaciones que las disposiciones reglamentarias del ramo h a n 
sufrido con las n o v í s i m a s reformas, que abren nuevos horizontes 
(1) Sents. de 15 de Abril de 1857; 16 de Junio de 1867; 17 de Noviembre 
de 1869; 1.° de Octubre de 1870; 21 de Noviembre de 1876, y otras. 
(2) Dec. de 28 de Junio de 1860. 
(3) Sent. de 12 de Abril de 1864. 
(4) Sent. de 8de Octubre de 1870- Gac. de 8 de Enero de 1871. 
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y s e ñ a l a n especiales t r á m i t e s á las reclamaciones de los c o n t r i b u -
yentes que se crean agraviados por las decisiones de la A d m i n i s -
t r a c i ó n activa. 
Por estas razones nos l imi tamos á reproducir en el siguiente 
p á r r a f o la ju r i sprudenc ia sentada por el Consejo de Estado en los 
cuatro ú l t i m o s a ñ o s en las cuestiones promovidas en mater ia de 
c o n t r i b u c i ó n indust r ia l , para que pueda tenerse á la vista y apl i -
carse á casos a n á l o g o s los pr incipios establecidos, en cuanto no 
pugnen con las n o v í s i m a s reformas, lo mismo que lo hacemos res-
pecto de t e r r i t o r i a l . 
5.0 —Jurisprudencia . 
Contribución territorial. 
Amiliaramientos.—Guando t a n t o l a r e c l a r a a c i o n a d u c i d a p o r u n o s 
i n t e r e s a d o s e n l a v í a g u b e r n a t i v a c o m o e n l a c o n t e n c i o s a se r e f i e r e n a l 
e x c e s o de a p r e c i a c i ó n c o n q u e figura e n e l a m i l l a r a m i e n t o u n a finca, 
s e ñ a l á n d o l e m a y o r c a b i d a q u e l a d e c l a r a d a y d a n d o á l a s t i e r r a s u n a 
c a l i f i c a c i ó n y a p r e c i a n d o s u s p r o d u c t o s de m a n e r a d i s t i n t a de l a q u e se 
c r e e le c o r r e s p o n d e ; c o m o l a d e s i g n a c i ó n d e l a c a b i d a y l a c l a s i f i c a c i ó n 
de s u s t e r r e n o s s o n l a s b a s e s c o n s t i t u t i v a s de l a v a l o r a c i ó n de l a finca, y 
se t r a t a de u n i m p u e s t o de c a r á c t e r d i r e c t o , es i n d u d a b l e q u e a r a b o s 
e x t r e m o s se h a l l a n e x c l u i d o s de l a r e v i s i ó n e n v í a c o n t e n c i o s a , a l t e n o r 
d e l a r t . 3 . ° de l a R . O . de 20 de S e t i e m b r e de 4 8 5 2 . 
S i b i e n e l r e g l a m e n t o de 19 de S e t i e m b r e de 1876 e s t a b l e c e l a v í a c o n -
t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a p a r a l o s a g r a v i o s q u e los p a r t i c u l a r e s p r e s u m a n 
se l e s h a y a n i n f e r i d o p o r l o s a m i l i a r a m i e n t o s , l a j u r i s p r u d e n c i a d e l 
C o n s e j o de E s t a d o h a e s t a b l e c i d o , q u e l a p r e s c r i p c i ó n c i t a d a n o es a p l i -
c a b l e á l a s v a l o r a c i o n e s q u e f u e r o n t r a m i t a d a s c o n a r r e g l o á l a l e g i s l a -
c i ó n a n t e r i o r . {Resol. 11 A b r i l 1 8 7 8 . Gac. 13 id.) 
Procedimiento administrativo de apremio.—Las t e r c e n a s de do-
m i n i o r e l a t i v a s á b i e n e s q u e s o n objeto d e l p r o c e d i m i e n t o a d m i n i s t r a t i -
v o de a p r e m i o , s ó l o s o n a d m i s i b l e s y p u e d e n p r o s p e r a r c u a n d o los p r o -
c e d i m i e n t o s no se h a y a n t e r m i n a d o d e f i n i t i v a m e n t e , p o r q u e de o t r a m a -
n e r a , s o b r e q u e d a r e n s i t u a c i ó n i n c i e r t a l a s e n a j e n a c i o n e s h e c h a s p o r l a 
A d m i n i s t r a c i ó n , n o p o d r í a c u m p l i r s e u n a de l a s c o n d i c i o n e s e s e n c i a l e s 
de e s a c l a s e de j u i c i o s , c u a l es l a de s u s p e n d e r , h a s t a s u f a l l o , e l p r o c e -
d i m i e n t o . (Dee. 11 Julio 1878 . Gac. 10 Agosto id.) 
Amiliaramientos.—Los a c u e r d o s d e l G o b i e r n o s o b r e r e g i s t r o s de 
fincas ó d e s i g n a c i ó n de l a s m i s m a s , c o m o o b l i g a d a s á t r i b u t a r , n o s o n 
r e c u s a b l e s e n v í a c o n t e n c i o s a , c o n f o r m e á lo p r e s c r i t o e n los a r t s . 18 
y 149 del r e g l a m e n t o de 19 de S e t i e m b r e de 1876 , y e n e l a r t . 3 . ° de l a 
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R . O . de 20 de S e t i e m b r e de 1852 . (R. O. 6 Marzo 1879 . G a c . 14 ¿rf. id.) \ 
Recaudación de contribuciones.—Los R e c a u d a d o r e s d e l B a n c o d e 
E s p a ñ a c a r e c e n de p e r s o n a l i d a d p a r a c o m p a r e c e r e n j u i c i o c o n t e n c i o s o -
a d m i n i s t r a t i v o e n l a s c u e s t i o n e s á q u e l a r e c a u d a c i ó n de c o n t r i b u c i o n e s 
p u e d a d a r l u g a r , p o r q u e a q u e l e s t a b l e c i m i e n t o e s e l ú n i c o r e s p o n s a b l e 
c o n e l T e s o r o , a s í r e s p e c t o á l a r e n d i c i ó n de c u e n t a s , c o m o á l a r e a l i z a -
c i ó n de los d e s c u b i e r t o s q u e e n é s t a s r e s u l t e n , s i e n d o a j e n a s á l a e s f e r a 
c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a l a s c u e s t i o n e s q u e e n t r e d i c h o B a n c o y a q u e -
l l o s a g e n t e s s u y o s se p r o m u e v a n r e l a t i v a m e n t e á l a r e s p o n s a b i l i d a d e n 
q u e i n c u r r a n p o r r a z ó n de l a c o b r a n z a . {R. O. 9 Marzo 1 8 7 9 . Gac. H 
Mayo id.) 
Excepc ión de fincas comunales de la contribución territorial.— 
L a e x c e p c i ó n d e l i m p u e s t o t e r r i t o r i a l e n f a v o r de l a s fincas d e l c o m ú n 
de l o s p u e b l o s , q u e e s t a b l e c e l a l ey de 23 de M a y o de 1 8 i S e n l a b a s e 2 . a 
d e l p á r . 4 . ° , r e f i é r e s e á a q u e l l a s p r o p i e d a d e s de c a r á c t e r c o m u n a l d e s t i -
n a d a s p o r s u n a t u r a l e z a ó p o r e l uso q u e p r e s t a n á s u b v e n i r á l a s n e c e -
s i d a d e s de los m i s m o s p u e b l o s , m a s n o á l a s d e s t i n a d a s a l e x p a r c i -
m i e n t o y r e c r e o de los v e c i n o s , l a s c u a l e s , c o m o fincas de r e c r e o , e s t á n 
s u j e t a s a l pago d é l a e x p r e s a d a c o n t r i b u c i ó n , c o n a r r e g l o á l o p r e s c r i t o 
e n l a b a s e 1.a d e l p á r . 2 . ° de l a e x p r e s a d a l e y . [R. D. 28 Marzo 1879 . 
Gac. 28 Junio id.) 
Recaudac ión de contribuciones.—Carecen de p e r s o n a l i d a d p a r a 
r e c l a m a r e n l a v í a c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a los R e c a u d a d o r e s d e l B a n -
co de E s p a ñ a , n o a u t o r i z a d o s p o r é s t e p a r a r e p r e s e n t a r l e e n j u i c i o , c o n -
t r a l a s r e s o l u c i o n e s a d m i n i s t r a t i v a s q u e no a d m i t e n e n d a t a s u m a s q u e 
a q u é l l o s d i c e n h a b e r l e s s i d o r o b a d a s p o r l a í r o - f a c c i o s o s ; p o r q u e e l ú n i c o 
r e s p o n s a b l e p a r a c o n e l T e s o r o r e l a t i v a m e n t e á los d e s c u b i e r t o s q u e a r -
r o j e n l a s c u e n t a s de R e c a u d a c i ó n es d i c h o e s t a b l e c i m i e n t o , s i n q u e l a s 
c u e s t i o n e s e n t r e é l y s u s R e c a u d a d o r e s p e r t e n e z c a n á l a e s f e r a c o n t e n -
c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a , c o r r e s p o n d i e n d o e n s u c a s o c o n o c e r de e l l a s á los 
T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s . {R. O. 31 Mayo 1879 . Gac. 2 Junio id.) 
Procedimiento de apremio.—Sólo á l a A d m i n i s t r a c i ó n a c t i v a t o c a 
a p r e c i a r s i c o n v i e n e ó n o s u s p e n d e r e l p r o c e d i m i e n t o a d m i n i s t r a t i v o de 
a p r e m i o , y p o r lo t a n t o n o p r o c e d e e n l a v í a c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a 
l a r e v i s i ó n de l a s r e s o l u c i o n e s q u e l a s a u t o r i d a d e s de d i c h o o r d e n a d o p -
t a n e n l a c i t a d a m a t e r i a , p o r q u e n i n g ú n d e r e c h o p r e e x i s t e n t e l e -
s i o n a n . {R. O. 28 Junio 1879 . Gac. 4 Julio id.) 
Procedimiento de apremio.—Los a c u e r d o s de l a s a u t o r i d a d e s a d -
m i n i s t r a t i v a s m a n d a n d o p r o s e g u i r ó s u s p e n d e r l o s p r o c e d i m i e n t o s d e 
a p r e m i o c o n t r a u n d e u d o r d e l E s t a d o , s o n d i c t a d o s e n e l e j e r c i c i o d e l 
p o d e r d i s c r e c i o n a l y e n v i r t u d de r a z o n e s de c o n v e n i e n c i a q u e á l a A d -
m i n i s t r a c i ó n a c t i v a es d a d o a p r e c i a r , y p o r lo t a n t o l a s r e s o l u c i o n e s d e 
e s t a c l a s e n o s o n s u s c e p t i b l e s de r e v i s i ó n e n l a v í a c o n t e n c i o s a , m á x i m e 
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c u a n d o l a s u s p e n s i ó n r e v i s t e e l c a r á c t e r de p r o v i d e n c i a de p u r o t r á m i t e , 
p o r q u e c o m o n a d a r e s u e l v e e n d e f i n i t i v a , n o p u e d e c a u s a r a g r a v i o á l o s 
d e r e c h o s de los q u e a p a r e z c a n i n t e r e s a d o s e n e l m i s m o e x p e d i e n t e . 
{R. O. 4 5 Julio J 8 7 9 . Gac . 17 id. id.) 
Reclamaciones de agravio—No es r e v i s a b l c e n v í a c o n t e n c i o s a , 
p o r q u e n o es d e f i n i t i v a n i d e c i d e s o b r e e l fondo de l a r e c l a m a c i ó n , l a 
r e a l o r d e n q u e r e p o n e a l es tado de i n s t r u c c i ó n e l e x p e d i e n t e p r o m o v i d o 
s o b r e a g r a v i o i n f e r i d o c o n l a c u o t a de c o n t r i b u c i ó n t e r r i t o r i a l s e ñ a l a d a á 
u n a finca. (R. O. 8 Agosto 1879 . Gac. 12 id. id.) 
Comisionados de apremio.—Los c o m i s i o n a d o s de a p r e m i o , c o m o 
a g e n t e s a u x i l i a r e s de l a A d m i n i s t r a c i ó n , e s t á n o b l i g a d o s á r e s p e t a r y 
c u m p l i r l o s a c u e r d o s de é s t a y á e j e c u t a r l o s e n l a f o r m a q u e l a m i s m a 
les p r e v e n g a , y p o r lo t a n t o c a r e c e n de d e r e c h o p a r a i m p u g n a r l a s r e s o -
l u c i o n e s q u e d i c t a a q u é l l a a c e r c a de l a f o r m a e n q u e se h a de e f e c t u a r 
e l a p r e m i o y de l a s r e g l a s á q u e debe a j u s t a r s e . (R. O . 4 Diciembre 1 8 7 9 . 
Gac. 8 id. id.) 
Fraude en el repart imiento .—Correspondiendo á l a A d m i n i s t r a c i ó n 
a c t i v a , y e n s u c a s o á l a c o n t e n c i o s a , c o n o c e r de los j u i c i o s de a g r a v i o 
c o m p a r a t i v o e n l a fijación y e v a l u a c i ó n de l a r i q u e z a i m p o n i b l e , p a r a 
q u e p u e d a c a l i f i c a r s e s i h u b o ó n o d e l i n c u e n c i a p o r p a r t e de l o s e n c a r -
g a d o s de h a c e r e l r e p a r t o de u n i m p u e s t o y l a e v a l u a c i ó n y fijación de l a 
r i q u e z a , d e b e r e s o l v e r s e p r é v i a m e n t e p o r l a a u t o r i d a d a d m i n i s t r a t i v a s i 
e x i s t e n ó n o m o t i v o s q u e h a g a n p r e s u m i r l a r e a l i z a c i ó n de h e c h o s ú 
o m i s i o n e s j u d i c i a l m e n t e p u n i b l e s . D. 6 ^ n e r o 1880 . Gac. 1% Abr i l 
idem.) 
Reparto de contribuciones: cuest ión previa para encausar d los 
Ayuntamientos y Juntas periciales.—Los a c t o s r e l a t i v o s a l r e p a r t i -
m i e n t o de l a s c o n t r i b u c i o n e s ó í n t i m a m e n t e l i g a d o s c o n é l , s o n m a t e r i a 
c u y o c o n o c i m i e n t o c o r r e s p o n d e e n p r i m e r t é r m i n o á l a A d m i n i s t r a -
c i ó n a c t i v a , y á l a c o n t e n c i o s a e n s u c a s o , l a s c u a l e s d e b e r á n r e m i t i r e l 
c o r r e s p o n d i e n t e t a n t o de c u l p a á los T r i b u n a l e s s i r e s u l t a n m é r i t o s p a r a 
s u p o n e r l a e x i s t e n c i a de c u a l q u i e r d e l i t o , y e n s u v i r t u d , á n t e s de p r o -
c e d e r c r i m i n a l m e n t e p o r c o n s e c u e n c i a de e l los , h a y q u e r e s o l v e r u n a 
c u e s t i ó n p r é v i a a d m i n i s t r a t i v a . [R. D. 7 Julio 1880 . Gac. 2 Setiembre 
idem.) 
Recaudadores por el Banco de E s p a ñ a . — C a r e c e n de p e r s o n a l i d a d 
p a r a p r o m o v e r e l j u i c i o c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v o c o n t r a l a s r e s o l u c i o -
n e s d e l G o b i e r n o n e g a n d o l a a d m i s i ó n de p a r t i d a s de d a t a e n l a s c u e n -
t a s de r e c a u d a c i ó n de c o n t r i b u c i o n e s d e l B a n c o de E s p a ñ a , los R e c a u -
d a d o r e s d e é s t e y s u s c a u s a - h a b i e n t e s , pues to q u e t a l e s r e s o l u c i o n e s 
a f e c t a n d i r e c t a m e n t e á ese e s t a b l e c i m i e n t o , y a p o r v e r s a r s o b r e s u s r e -
l a c i o n e s c o n e l T e s o r o p ú b l i c o , y a t a m b i é n p o r s e r e l B a n c o e l ú n i c o r e s -
p o n s a b l e p a r a c o n e l G o b i e r n o . {R. O. 17 Marzo 1 8 8 1 . Gac. 28 id. id.) 
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Apremios: responsabilidades de los A l c a l d e s . — C u a l e s q u i e r a q u e -
s e a n l a s r a z o n e s q u e a l e g u e n e n f a v o r de u n A l c a l d e p a r a a p o y a r l a c o n -
d u c t a o b s e r v a d a p o r é l e n l a e j e c u c i ó n de u n a p r e m i o , s ó l o p u e d e n h a -
c e r s e v a l e r a n t e e l T r i b u n a l q u e c o n o z c a de l a c a u s a f o r m a d a á d i c h o 
f u n c i o n a r i o c o n m o t i v o de a q u e l l a c o n d u c t a , p o r n o c o n s t i t u i r f u n d a -
m e n t o de n i n g u n a c u e s t i ó n p r é v i a r e s e r v a d a á l a a u t o r i d a d a d m i n i s t r a t i -
v a y de l a c u a l d e p e n d a e l fa l lo j u d i c i a l . {R. D. 10 Abri l 1881 . Gao. 2 5 
idem id.) 
Procedimiento de apremio: faltas j u s t i c i a b l e s . — C o r r e s p o n d i e n d o 
á l a A d m i n i s t r a c i ó n c o n a r r e g l o á l a s d i s p o s i c i o n e s v i g e n t e s e x a m i n a r s i 
e n l a t r a m i t a c i ó n de los a p r e m i o s se h a n c o m e t i d o fa l ta s de p r o c e d i m i e n -
to q u e s e a n p u n i b l e s p o r los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s , n o p u e d e n los p a r -
t i c u l a r e s h a c e r uso d e l d e r e c h o que l e s a s i s t a p a r a p e r s e g u i r c r i m i n a l -
m e n t e a l a u t o r de l a a c c i ó n p e n a b l e , h a s t a q u e p o r l a a u t o r i d a d a d m i -
n i s t r a t i v a se d e c i d a l a c u e s t i ó n p r é v i a r e l a t i v a á l a e x i s t e n c i a de e s a 
a c c i ó n . [R. D. 20 Abril 1881 . Gac. 4 Mayo id.) 
Pluses de la f t i e r z a aux i l i ar de la recaudación de contribucio-
nes .—£onÍQvm.£ á l a s r e g l a s 4 .a y 5 .a de l a o r d e n de 31 de Agosto de 1873 , 
l a s t r o p a s q u e se e m p l e a n e n a u x i l i a r l a c o b r a n z a de los i m p u e s t o s p ú -
b l i c o s t i e n e n d e r e c h o á los p l u s e s e s t a b l e c i d o s , y a d e s e m p e ñ e n a q u e l 
s e r v i c i o á p e t i c i ó n de los R e c a u d a d o r e s , ó y a lo h a g a n p o r o r d e n s u p e -
r i o r , á c u y o fin se r e c a r g a r á n l a s c u o t a s e n l a c a n t i d a d p r e v e n i d a ; q u e -
d a n d o , c a s o de o m i s i ó n de este t r á m i t e y de l o s n e c e s a r i o s p a r a c o b r a r 
el r e c a r g o , o b l i g a d o s a l pago de los p l u s e s los q u e h a y a n u t i l i z a d o e l a u -
x i l i o p r e s t a d o . {R. D. 30 Abri l 1881 . Gac. 7 Julio id.) 
Comisionados de apremio. E l h e c h o de q u e u n c o m i s i o n a d o de 
a p r e m i o e m b a r g u e c o m o p r o p i o s de u n d e u d o r b i e n e s q u e n o le p e r t e n e -
c e n , e n e l c a s o de q u e c o n s t i t u y a de l i to ó f a l t a , n o c o r r e s p o n d e a l c o n o -
c i m i e n t o de l a A d m i n i s t r a c i ó n , á l a q u e n i n g u n a d i s p o s i c i ó n l e g a l lo 
a t r i b u y e , s i n o a l de los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s c o n a r r e g l o a l p r e c e p t o 
t e r m i n a n t e d e l a r t . 94 de l a i n s t r u c c i ó n de 3 de D i c i e m b r e de 1 8 6 9 . 
(R . D. 20 Mayo 1881 . Oac. 8 Junio id.) 
Contribución industrial. 
Sociedades mercantiles.—No c o m e t e e l de l i to de d e f r a u d a c i ó n a l 
T e s o r o u n a s o c i e d a d m e r c a n t i l , l e g a l m e n t e c o n s t i t u i d a , p o r n o p a g a r l a 
c o n t r i b u c i ó n q u e c o n a r r e g l o á l a s d i s p o s i c i o n e s v i g e n t e s l e c o r r e s p o n -
d i e r a , c u a n d o d i c h a c o n t r i b u c i ó n n o le h a s ido e x i g i d a n i s i q u i e r a i m -
p u e s t a p o r l a A d m i n i s t r a c i ó n e c o n ó m i c a , a p e s a r de q u e a q u e l l a s o c i e -
d a d h a b í a c u m p l i d o s u s d e b e r e s d a n d o l a o p o r t u n a p u b l i c i d a d á s u s 
b a l a n c e s a n u a l e s y p r e s e n t a n d o e n e l G o b i e r n o de p r o v i n c i a los da tos r e -
q u e r i d o s p o r l a l e g i s l a c i ó n v i g e n t e s o b r e s o c i e d a d e s , c o n m á s l a c i r c u n s -
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t a n c i a de c o n s i g n a r e n los b a l a n c e s l a s u m a c o r r e s p o n d i e n t e p a r a c o n t r i b u -
c i ó n lo c u a l r e v e l a s u i n t e n c i ó n de v e r i f i c a r e l p a g o c u a n d o se l e e x i g i e r a . 
P o r lo c u a l no p r o c e d e q u e á u n a s o c i e d a d q u e e n t a l c a s o se h a l l a s e 
l e a p l i q u e l a p e n a l i d a d s e ñ a l a d a e n l a i n s t r u c c i ó n p a r a los d e f r a u d a -
d o r e s . {M. D. i3 Agosto 1 8 7 7 . Gac. 3 Enero 4878 . ) 
Hechos aislados.—Un a c to a i s l a d o , u n h e c h o e x c e p c i o n a l r e l a t i v o 
á u n a i n d u s t r i a , c u a n d o l a e x c e p c i ó n se c o m p r u e b a , n o es b a s t a n t e 
p a r a e s t i m a r q u e se e j e r c e h a b i t u a l m e n t e d i c h a i n d u s t r i a , y p o r c o n -
s i g u i e n t e , n o es f u n d a m e n t o s u f i c i e n t e p a r a d e c l a r a r a l c a u s a n t e d e -
f r a u d a d o r de l a H a c i e n d a e n e l s u b s i d i o i n d u s t r i a l . {R. D. 17 Octu-
bre 1877 . Gac. 18 Enero iSIS . ) 
Empresas de jardines de recreo.—No es a d m i s i b l e q u e l a c o n t r i b u c i ó n 
q u e p a g a u n a e m p r e s a c o m o e x p l o t a d o r a de u n o s j a r d i n e s , l a a u t o r i c e 
p a r a p r o p o r c i o n a r e n e l los a l p ú b l i c o los e s p e c t á c u l o s q u e e s t i m e o p o r -
t u n o s d e n t r o d e l p r e c i o o r d i n a r i o de e n t r a d a , y m é n o s s i se t r a t a de c o r -
r i d a s de t o r e t e s , q u e e n l a s t a r i f a s a n e j a s a l r e g l a m e n t o d e 29 de M a y o 
de 187-3 f i g u r a n e n p a r t i d a e s p e c i a l y p o r u n a c u o t a m u c h o m á s e l e v a d a 
q u e a q u e l l a o t r a i n d u s t r i a ; p e r o h a b i e n d o s ido d i c h a s c o r r i d a s c e l e b r a -
d a s p ú b l i c a m e n t e y de u n a m a n e r a o s t e n s i b l e , n o p u e d e s o s p e c h a r s e q u e 
e x i s t i e r a e n l a e m p r e s a l a i n t e n c i ó n de d e f r a u d a r á l a H a c i e n d a , y p o r 
c o n s i g u i e n t e n o c o r r e s p o n d e a p l i c a r l e l a p e n a l i d a d q u e e s t a b l e c e n los a r -
t í c u l o s 182 y 183 d e l r e g l a m e n t o d e l s u b s i d i o i n d u s t r i a l . { R . D . 17 Octu-
bre Gac. 22 Enero 1878 . ) 
Premio de formación de matr iculas .—El p r e m i o d e l 1 p o r 100 , q u e 
s e g ú n l o s a r t s . 5 . ° y 76 d e l r e g l a m e n t o de 20 de M a y o de 1873 c o r r e s -
p o n d e a b o n a r p o r l a f o r m a c i ó n de l a s m a t r í c u l a s de s u b s i d i o , h a n de 
p e r c i b i r l o los A l c a l d e s y S e c r e t a r i o s de a q u e l l o s p u e b l o s e n q u e c o r r a á 
s u e x c l u s i v o c a r g o l a e j e c u c i o n de t a l e s t r a b a j o s , c o n a r r e g l o á l a s e g u n -
d a de l a s d i s p o s i c i o n e s c i t a d a s ; m a s n o t i e n e n d e r e c h o á é l e n n i n g ú n 
c a s o l o s A y u n t a m i e n t o s , y m é n o s los de p o b l a c i o n e s d o n d e l a A d m i n i s -
t r a c i ó n e f e c t ú a l a m a t r í c u l a , s i q u i e r a s e a c o n a u x i l i o d e l p e r s o n a l de l o s 
A y u n t a m i e n t o s . {R. D. Sent. 2 Julio 1878 . Gac. 3 Octubre id.) 
Varias industrias en un loca l .—Las b a s e s e s t a b l e c i d a s e n l a s l e y e s 
de P r e s u p u e s t o s s o b r e e x a c c i ó n de c o n t r i b u c i o n e s , s o n p e r m a n e n t e s y 
o b l i g a t o r i a s m i é n t r a s p o r o t r a s n o se a l t e r e n ó m o d i f i q u e n ; y toda vez q u e 
l a s c o n s i g n a d a s e n l a de 1872-73 m o d i f i c a r o n e l a r t . 33 d e l r e g l a m e n t o 
de 1870 , q u e i m p o n í a a l q u e e n u n m i s m o l o c a l e j e r c i e r a v a r i a s i n d u s t r i a s 
l a c o n t r i b u c i ó n c o r r e s p o n d i e n t e á l a q u e m á s a l t a l a t e n g a s e ñ a l a d a , e n 
e l s e n t i d o d e q u e se e x i j a n s e p a r a d a m e n t e l a s c u o t a s d e t a l l a d a s á l a 
v e n t a a l p o r m e n o r d e l a c e i t e m i n e r a l y g a s M i l l e , á esto h a y q u e a t e -
n e r s e p o r s e r lo v i g e n t e , p u e s t o q u e á u n c u a n d o e l a r t . 41 d e l r e g l a m e n -
to de 29 de M a y o de 1873 r e p r o d u j o lo d i s p u e s t o e n e l 33 c i t a d o , n o p u e d e 
e s t i m a r s e q u e d e r ó g a s e l a e x c e p c i ó n a n t e d i c h a r e s p e c t o á l a s e x p r e s a d a s 
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i n d u s t r i a s , c o m o se d e c l a r ó p o r R . O . de 5 de N o v i e m b r e de '187-i de a c u e r -
do c o n e l C o n s e j o de E s t a d o . {B. D. 30 Julio 1878. Gac. M í e b r e -
r o 1879 . ) 
Casas de comis ión.—No es a p l i c a b l e á l a s c a s a s q u e se o c u p a n e n 
a c o p i a r g é n e r o s de c o m e r c i o p o r c u e n t a de u n p r i n c i p a l ó d u e ñ o lo 
d i s p u e s t o e n e l n ú m . 66 de l a s e g u n d a t a r i f a d e l r e g l a m e n t o de 20 de 
Marzo de 1870 r e s p e c t o á l a s c a s a s de c o m i s i ó n , y n o h a b i e n d o otro c o n -
cepto m á s a n á l o g o á l a i n d u s t r i a de l a s p r i m e r a s que el d e l n ú m . 16 de l a 
c i t a d a t a r i f a , r e f o r m a d a e n 20 de J u n i o de 1870 , e n é l d e b e n c o m p r e n -
d e r s e , a u n q u e h a b l e de g r a n o s , c a l d o s y f r u t o s , y n o de géneros , c o m o 
á n t e s de r e f o r m a r l o d e c í a ; a l m é n o s p r o v i s i o n a l m e n t e , e n c o n f o r m i d a d 
á lo m a n d a d o e n e l a r t . 4 . ° d e l c i tado r e g l a m e n t o , y s i n p e r j u i c i o de s e -
g u i r d e s p u é s e l p r o c e d i m i e n t o q u e s e ñ a l a p a r a e l c a s o de i n d u s t r i a s q u e 
r e a l m e n t e n o figuran e n l a s t a r i f a s . [R. / ) . 19 Febrero 1879 . Gac. 27 
May o id.) 
Expedientes de d e f r a u d a c i ó n . — C o n s t i t u y e u n a i r r e g u l a r i d a d de í n -
do le s u s t a n c i a l e n e l p r o c e d i m i e n t o q u e debe s e g u i r s e p a r a d e c l a r a r á u n 
i n d u s t r i a l d e f r a u d a d o r de l a c o n t r i b u c i ó n de s u b s i d i o , l a f a l t a de n o t i f i -
c a c i ó n a l i n t e r e s a d o e n l a f o r m a y c o n l o s r e q u i s i t o s p r e v e n i d o s e n e l a r -
t í c u l o 171 d e l r e g l a m e n t o de 29 de M a y o de 1873 , de l a p r o v i d e n c i a d e c l a -
r a n d o e l e x p e d i e n t e de d e f r a u d a c i ó n p a r a l o s efectos d e l a r t . 4 5 , ó s e a 
p a r a q u e p u e d a a q u é l p r e s e n t a r d e s c a r g o s . [R. D. 10 Marzo 1879 . Gao. 7 
Junio id.) 
Artes y oficios.—El n ú m . 2 . ° de l a 4 . a t a r i f a de 1873 se h a l l a 
c o l o c a d o b a j o e l e p í g r a f e artes y oficios, y se r e f i e r e e x p r e s a m e n t e a l 
e j e r c i c i o de l a c o n f i t e r í a , i n d u s t r i a d i v e r s a de l a m e r a v e n t a de c o n -
fites p r o d u c i d o s p o r o t r a i n d u s t r i a d i s t i n t a , c u y o t ipo de t r i b u t a c i ó n de -
be h a l l a r s e e n l a t a r i f a 1 .a , p o r q u e , a u n c u a n d o p u e d a s e r d u d o s o s i l a 
d e s i g n a c i ó n de a l m í b a r e s y otros obje tos m á s ó m é n o s p r o p i o s de a q u e l 
a r t e q u e c o n t i e n e es t a x a t i v a ó h e c h a p a r a m e r a d e m o s t r a c i ó n , y e n s u s -
t i t u c i ó n de u n a n o m e n c l a t u r a c o m p l e t a de esos obje tos , n o ofrece d u d a 
q u e n o h a y e n e l l a otro c o n c e p t o m á s a n á l o g o a l de l a v e n t a de dulces 
secos q u e e l de venta de almíbares y frutas secas ó en conservas, 
m e n c i o n a d o e n e l n ú m . 2 . ° , c l a s e 1.a de l a p r o p i a t a r i f a ; y e n s u v i r t u d , 
c o n a r r e g l o a l a r t . 4 . ° d e l r e g l a m e n t o de 20 de M a y o de 1873 y á lo d i s -
p u e s t o e n e l 4 1 , los v e n d e d o r e s de c o m e s t i b l e s c o m p r e n d i d o s e n l a s c u a -
t r o p r i m e r a s c l a s e s de l a t a r i f a 1.a p u e d e n v e n d e r objetos de c o n f i t e r í a . 
{R. D. 20 Marzo 1879 . Gac. 11 Junio id.) 
Errores imputables d la A d m i n i s t r a c i ó n . — P a r a q u e los i n d u s t r i a -
l e s p u e d a n s e r c o n d e n a d o s c o m o d e f r a u d a d o r e s c o n a r r e g l o á lo e s t a b l e -
c i d o e n e l n ú m . 2 . ° d e l a r t . 170 d e l r e g l a m e n t o de 20 de M a y o de 1 8 7 3 , 
es p r e c i s o q u e cons te q u e p r e s e n t a r o n d e c l a r a c i o n e s f a l s a s ó i n e x a c t a s 
de s u s i n d u s t r i a s , c o n e l objeto de d i s m i n u i r s u i m p o r t a n c i a y o b t e n e r 
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p o r este m e d i o u n a c l a s i f i c a c i ó n i n f e r i o r á l a q u e l e s c o r r e s p o n d a , p r o -
p ó s i t o q u e n o p u e d e i m p u t á r s e l e s c u a n d o e l e r r o r e n l a c l a s i f i c a c i ó n de-
p e n d e de a c t o s e j e c u t a d o s y de a p r e c i a c i o n e s h e c h a s p o r l a A d m i n i s t r a -
c i ó n m i s m a . [B. D. 10 Abr i l 1879 . Gac. 27 Julio id.) 
Defraudac ión de la contribución industrial: Contratistas de 
obras y servicios p ú b l i c o s . — A u n q u e l a o m i s i ó n de l a s r e l a c i o n e s d u -
p l i c a d a s q u e , s e g ú n l o s a r t s . 11 y 20 de l r e g l a m e n t o de 20 de M a y o de 1873 , 
d e b e n p r e s e n t a r á l a A d m i n i s t r a c i ó n e c o n ó m i c a los q u e d a n p r i n c i p i o á 
u n a i n d u s t r i a ó p r o f e s i ó n , es u n m e d i o e f i caz y d i r e c t o de s u s t r a e r s e a l 
pago de l a c o n t r i b u c i ó n r e s p e c t i v a , p o r lo q u e j u s t a m e n t e h a s ido c a l i f i -
c a d o c o m o c a s o de d e f r a u d a c i ó n , n o t i e n e t a l i m p o r t a n c i a c o n r e l a c i ó n á 
l o s c o n t r a t i s t a s de o b r a s y s e r v i c i o s p ú b l i c o s - , p u e s t o q u e e n d i c h o r e g l a -
m e n t o a s e g u r a n los i n t e r e s e s d e l E s t a d o , c o n m e d i o s e n m a n o s de l a A d -
m i n i s t r a c i ó n i n f a l i b l e s , l a s d i s p o s i c i o n e s de los a r t s . 83 y 84 , y e n t a l e s 
c i r c u n s t a n c i a s l a o m i s i ó n r e f e r i d a n o i m p l i c a i n t e n c i ó n de d e f r a u d a r . 
{R. D. 9 Junio 1 8 7 9 . Gac. 4 Setiembre id.) 
Declaración de i n d u s t r i a . — A u n q u e p u e d a h a b e r i g u a l r a z ó n p a r a 
e x i g i r á los q u e p i e n s e n d e d i c a r s e á u n a i n d u s t r i a q u e á l o s y a d e d i -
c a d o s á e l l a , l a d e c l a r a c i ó n d u p l i c a d a q u e p r e v i e n e e l a r t . 20 d e l r e g l a -
m e n t o de 20 de M a r z o de 1870 , e l p r e c e p t o d e l c a s o 1 . ° d e l a r t . 170 , e n r e -
l a c i ó n c o n e l c i t a d o , se c o n t r a e á l o s p r i m e r o s y n o á los s e g u n d o s , r e s p e c -
to á lo s c u a l e s r i g e lo d i s p u e s t o e n e l a r t . 82 , q u e m a n d a c o m p r e n d e r e n 
l a s m a t r í c u l a s á t o d a s l a s p e r s o n a s q u e a l t i e m p o de f o r m a r l a s e j e r z a n 
c u a l q u i e r a p r o f e s i ó n , i n d u s t r i a , a r t e ú oficio de los s u j e t o s á l a c o n t r i -
b u c i ó n i n d u s t r i a l ; p o r lo q u e , y p o r q u e n o d e b e n i n t e r p r e t a r s e e x t e n s i -
v a , s i n o r e s t r i c t i v a m e n t e , l a s d i s p o s i c i o n e s p e n a l e s , n o p u e d e r e p u t a r s e 
d e f r a u d a d o r a l q u e , h a l l á n d o s e e j e r c i e n d o u n a i n d u s t r i a c o n a n t e r i o r i -
d a d a l p r e c e p t o r e g l a m e n t a r i o , deje de c u m p l i r e l r e q u i s i t o e x p r e s a d o , 
c u y a o m i s i ó n h a r í a i n c u r r i r e n d e f r a u d a c i ó n a l q u e i n t e n t a d a r p r i n c i -
p i o á u n a i n d u s t r i a . {R. D. Sent. 14 Julio 1879 . Gac. 7 Octubre id.) 
I n c l u s i ó n en las matr iculas .—El p r e c e p t o d e l c a s o 1 . ° , a r t . 170 d e l 
r e g l a m e n t o de 20 de M a y o de 1873 e n r e l a c i ó n c o n e l 20 , se c o n t r a e á lo s 
n u e v o s i n d u s t r i a l e s , n o á los q u e v e n í a n y a m a t r i c u l a d o s , r e s p e c t o á los 
c u a l e s r i g e l a d i s p o s i c i ó n de l 82 , q u e m a n d a i n c l u i r e n m a t r í c u l a á l o s 
q u e a l t i e m p o de f o r m a r l a e s t á n e j e r c i e n d o a l g u n a i n d u s t r i a s u j e t a á 
c o n t r i b u i r . \R. D. Sent. 1 5 Julio 1879 . Gac. 7 Octubre id.) 
Falsedad en las declaraciones.—La p r e s c r i p c i ó n c o n t e n i d a e n e l 
n ú m . 2 . ° d e l a r t . 170 d e l r e g l a m e n t o de 20 de M a y o de 1873 , s e g ú n l a q u e 
s o n r e p u t a d o s d e f r a u d a d o r e s de l a c o n t r i b u c i ó n de s u b s i d i o los i n d u s -
t r i a l e s q u e e n l a s r e l a c i o n e s q u e p r e s e n t e n e n l a A d m i n i s t r a c i ó n e c o n ó -
m i c a , c u a n d o h u b i e s e n de d a r p r i n c i p i o á s u s i n d u s t r i a s , c o m e t a n fa l se -
d a d ó i n e x a c t i t u d m a n i f i e s t a p a r a d i s m i n u i r l a i m p o r t a n c i a de a q u é l l o s , 
n o es a p l i c a b l e a l q u e p o r h a l l a r s e d e d i c a d o á u n a i n d u s t r i a á n t e s de p u -
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b l i c a d o ese r e g l a m e n t o n o e s t a b a o b l i g a d o á p r e s e n t a r l a i n d i c a d a r e -
l a c i ó n . {M. D. 23 Setiembre 1879 . Qac. 10 Noviembre id.) 
Almacenes de fábricas .—Si b i e n e l b e n e f i c i o c o n c e d i d o e n e l a r t . 6 5 
d e l r e g l a m e n t o de 20 de M a y o de 1873 á los f a b r i c a n t e s c o m p r e n d i d o s e n 
l a 3 .a t a r i f a d i s p e n s á n d o l e s d e l pago de c u o t a p o r e l a l m a c é n e n q u e , 
d e n t r o de l a m i s m a p r o v i n c i a , v e n d a n a l p o r m a y o r los p r o d u c t o s de s u s 
f á b r i c a s , s u p o n e l a e x i s t e n c i a de é s t a s , n o p u e d e l i m i t a r s e s u s e n t i d o 
h a s t a e l p u n t o de q u e se r e p u t e i n a p l i c a b l e e s a e x c e p c i ó n e n e l c a s o de 
q u e u n i n c e n d i o d e s t r u y a a q u é l l a , d e b i e n d o e l i n t e r e s a d o j u s t i f i c a r p a r a 
c o n t i n u a r g o z á n d o l a q u e los g é n e r o s a l m a c e n a d o s p r o c e d e n de l a f á b r i c a 
d e s t r u i d a . [R. D. 25 Noviembre 1879 . Gac. 11 Febrero 1880 . ) 
Tiendas de comestibles.—No p u e d e e s t i m a r s e c o m p r e n d i d o e n e l 
c a s o 2 . ° d e l a r t . 120 d e l r e g l a m e n t o de 20 de Marzo de 1870 , c o r r e s p o n -
d i e n t e a l 170 d e l r e g l a m e n t o de 20 de M a y o de 1873 , e n los c u a l e s s e 
c o n s i d e r a d e f r a u d a d o r e s de l a c o n t r i b u c i ó n i n d u s t r i a l á l o s q u e e n s u s 
d e c l a r a c i o n e s c o m e t e n i n e x a c t i t u d m a n i f i e s t a y d o l o s a m e n t e , y á los 
q u e h a l l á n d o s e m a t r i c u l a d o s e n u n a c l a s e se d e d i c a n a l e j e r c i c i o de 
o t r a s u p e r i o r , a l i n d u s t r i a l q u e , d e d i c a d o p r é v i a d e c l a r a c i ó n á l a v e n t a 
de comestibles, e x p e n d e b a c a l a o a l p o r m e n o r , p o r q u e á e s a c l a s e d e 
a r t í c u l o s c o r r e s p o n d e a q u é l , s i n q u e c o n t r a esto obste e l h a l l a r s e i n s -
cr i to e n l a c l a s e 4 . a de l a t a r i f a n ú m . I . 0 , p o r q u e e l m e n c i o n a d o b a c a l a o 
es u n g é n e r o q u e se r e p i t e e n v a r i a s p a r t e s de l a m i s m a t a r i f a y de o t r a s 
i n f e r i o r e s . {R. D. 20 Marzo 1880 . Gac. 15 Octubre id.) 
Arrendamientos de consumos.—El c o n t r a t o c e l e b r a d o p a r a s ó l o l a 
cobranza de c o n t r i b u c i o n e s d i r e c t a s ó i n d i r e c t a s es e s e n c i a l m e n t e d i s -
t in to de l de arriendo de los i m p u e s t o s , e n r a z ó n á q u e a q u é l es u n a 
m e r a l o c a c i ó n de s e r v i c i o s e n q u e se e s t i p u l a e l p r e c i o de los q u e p o r 
c o n s e c u e n c i a de é l h a y a n de p r e s t a r s e , s i n q u e e l c o n t r a t i s t a q u e d e s u -
je to a l r e s u l t a d o de l a r e c a u d a c i ó n , á no s e r s o l i d a r i a m e n t e c o n e l G o -
b i e r n o ó C o r p o r a c i ó n c o n q u i e n h a y a c o n t r a t a d o c u a n d o d i c h o p r e c i o 
v i e n e á s e r u n t a n t o p o r 100 de l a c o b r a n z a ; m i é n t r a s q u e e n e l s e g u n -
do h a y u n a v e r d a d e r a c e s i ó n a l a r r e n d a t a r i o , p o r p a r t e de l a C o r p o r a -
c i ó n c o n t r a t a n t e , de los d e r e c h o s de é s t a p a r a e x i g i r de l o s c o n t r i b u -
y e n t e s l a s c u o t a s , e n t r e g a n d o e n c a m b i o e l a r r e n d a t a r i o u n a c a n t i d a d 
f i ja y a l z a d a , y e j e r c i e n d o de c o n s i g u i e n t e u n a i n d u s t r i a á r i e s g o y v e n -
t u r a , p o r l a q u e d i c h o s a r r e n d a t a r i o s n o m e r e c e n e l c o n c e p t o de re-
caudadores, ú n i c o s á q u i e n e s a l c a n z a l a e x e n c i ó n d e l n ú m . 3 . ° , t a r i -
fa 2 . a d e l r e g l a m e n t o de s u b s i d i o de 1873 . [R. D. 19 Mayo 1880 . Gac. 1.0 
Octubre id.) 
Expedientes de d e f r a u d a c i ó n . — E n los e x p e d i e n t e s de d e f r a u d a c i ó n 
l a J u n t a a d m i n i s t r a t i v a , c o n a r r e g l o á lo p r e v e n i d o e n e l a r t . 188 d e l 
r e g l a m e n t o de 20 de M a y o de 1873 , debe l i m i t a r s e á d e c l a r a r s i e l i n d u s -
t r i a l es ó n o d e f r a u d a d o r , s i n e n t r a r c u a n d o a q u é l s e a a b s u e l t o á d e t e r -
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m i n a r l a c l a s e , t a r i f a y c o n c e p t o p o r e l c u a l d e b a c o n t r i b u i r , p u e s l a r e -
s o l u c i ó n de es tas c u e s t i o n e s i n c u m b e e x c l u s i v a m e n t e á l a A d m i n i s t r a -
c i ó n a c t i v a , s e g ú n d i s p o s i c i ó n t e r m i n a n t e d e l a r t . 159 y s i g u i e n t e s d e l 
r e g l a m e n t o c i t a d o . ( .S . D. 24 Setiembre 1 8 8 0 . Gac. 2 5 Noviembre id.) 
Responsabilidad de los funcionarios de la Adminis trac ión .— 
C u a n d o u n i n d u s t r i a l a l e s t a b l e c e r s e p r e s e n t ó á l a A d m i n i s t r a c i ó n l a de -
c l a r a c i ó n de l a s i n d u s t r i a s á q u e i b a á d e d i c a r s e y h a v e n i d o s a t i s f a -
c i e n d o l a s c u o t a s q u e p o r e l l a s se l e s e ñ a l a r o n , n o p u e d e c o n s i d e r á r -
se le d e f r a u d a d o r p o r q u e n o c o n t r i b u y e r a p r e c i s a m e n t e e n l a c l a s e y n ú -
m e r o d e l a t a r i f a q u e le c o r r e s p o n d í a c o n a r r e g l o a l r e g l a m e n t o d e l 
s u b s i d i o ; p u e s e s a o m i s i ó n ú n i c a m e n t e p u e d e e n v o l v e r r e s p o n s a b i l i d a d 
p a r a los a g e n t e s a d m i n i s t r a t i v o s q u e , a l f o r m a r l a s m a t r í c u l a s , n o l e 
i n c l u y e r o n e n l a c l a s e e n q u e d e b í a i n c l u í r s e l e c o n f o r m e á l a d e c l a r a c i ó n 
de a l t a q u e p r e s e n t ó a l e s t a b l e c e r s e . [R. D. 24 Setiembre '\880. Gac. 23 
Diciembre id.) 
Denuncias .—Para q u e l a s d e n u n c i a s de l o s p a r t i c u l a r e s p u e d a n s u r -
t i r l o s efectos q u e r e q u i e r e e l r e g l a m e n t o de 20 de M a y o de 4873 , d a n -
do t u g a r á l a f o r m a c i ó n de los e x p e d i e n t e s de d e f r a u d a c i ó n , d e b e n s e r 
p r e s e n t a d a s a n t e l a a u t o r i d a d c o m p e t e n t e , y c o n los d a t o s n e c e s a r i o s 
p a r a q u e l a C o m i s i ó n c o m p r o b a d o r a p u e d a a p r e c i a r l a e x a c t i t u d de l o s 
f u n d a m e n t o s e n q u e d e s c a n s a n , y n o r e u n i e n d o e s tas c i r c u n s t a n c i a s n o 
p u e d e r e p u t a r s e e x i s t e n t e l a d e n u n c i a , a l p a s o q u e s o n i n e f i c a c e s y s i n 
v a l o r l a s d i l i g e n c i a s q u e s o b r e l a q u e c a r e z c a de esos r e q u i s i t o s se i n s -
t r u y a n . (R. D. Sent. 24 Setiembre 1880 . Gac. 10 Febrero 1884 . ) 
F o r m a c i ó n de matr í cu las y clasif icación de industriales .—La 
f o r m a c i ó n de l a s m a t r í c u l a s y los c a m b i o s q u e e n e l l a s d e b a n h a c e r s e 
p o r v i r t u d de l a s v a r i a c i o n e s q u e se i n t r o d u z c a n e n l a l e g i s l a c i ó n de l 
r a m o , e s t á n á c a r g o de l o s f u n c i o n a r i o s d e l a A d m i n i s t r a c i ó n , y á e l los 
i n c u m b e d e f i n i r l a r i q u e z a i m p o n i b l e , d e t e r m i n a n d o l a c l a s i f i c a c i ó n y 
s e ñ a l a n d o l a t a r i f a y c o n c e p t o p o r q u e d e b e n c o n t r i b u i r l o s i n d u s t r i a -
l e s , s i n q u e toque á é s t o s o t r a c o s a q u e p r e s e n t a r l a s r e l a c i o n e s d u p l i -
c a d a s de l a i n d u s t r i a á q u e se d e d i c a n c u a n d o á e l l a d a n p r i n c i p i o , ó de 
l a v a r i a c i ó n q u e d e s p u é s de e s t a b l e c i d o s i n t r o d u z c a n e n e l l a . [Real de-
creto sentencia 11 Noviembre 1 8 8 0 . Gac. 2 5 FebreroA^fei.) 
Deberes de los contribuyentes.—Si b i e n t o c a á l a A d m i n i s t r a c i ó n l a 
f o r m a c i ó n de m a t r í c u l a s y p a d r o n e s , y c o n s i g n a r los c a m b i o s q u e e n 
e l l o s o c u r r a n , i n q u i r i r l a r i q u e z a i n d u s t r i a l i m p o n i b l e , d e t e r m i n a r l a 
c l a s i f i c a c i ó n y s e ñ a l a r l a s t a r i f a s y c o n c e p t o s p o r m e d i o de c o m p r o b a -
c i o n e s a d m i n i s t r a t i v a s , esto se e n t i e n d e s i n p e r j u i c i o de l a o b l i g a c i ó n 
i m p u e s t a á lo s i n d u s t r i a l e s y c o m e r c i a n t e s de s u m i n i s t r a r l o s da tos n e -
c e s a r i o s a l efecto, s e g ú n p r e v i e n e n lo s a r t s . 20 y 22 d e l r e g l a m e n t o 
de 2 0 de M a y o de 1 8 7 3 . [R. D. 29 Noviembre 4880 . Gac. 30 Mar-
zo \ m . \ 
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Expedientes de comprobac ión .—Contra l a s r e a l e s ó r d e n e s d e l M i -
n i s t e r i o de H a c i e n d a q u e r e c a i g a n e n l o s e x p e d i e n t e s de c o m p r o b a c i ó n , 
n o c a b e e l r e c u r s o e n l a v í a c o n t e n c i o s a , c o n f o r m e á lo d i s p u e s t o e n e l 
a r t . 161 d e l r e g l a m e n t o de 20 de Mayo de 1873 y á lo q u e se d e d u c e de l a 
l e t r a y e s p í r i t u de l a R . O . de 20 de S e t i e m b r e de 1852 y a r t . 189 d e l 
r e g l a m e n t o c i t a d o , s i n q u e p u e d a n e n t e n d e r s e m o d i f i c a d o s s u s p r e c e p -
tos p o r d i s p o s i c i o n e s p o s t e r i o r e s q u e n o se h a l l a n a ú n e n o b s e r v a n c i a . 
[R. O. 17 Marzo 1881 . Gac. 27 id. id.) 
Comprobación de la riqueza imponible.—Las r e a l e s ó r d e n e s r e c a í -
d a s e n los e x p e d i e n t e s de c o m p r o b a c i ó n i n d u s t r i a l p a r a a v e r i g u a r l a r i -
q u e z a i m p o n i b l e , y e n s u c a s o r e c t i f i c a r e l a m i l l a r a m i e n t o de l a m i s m a , 
s o n r e s o l u c i o n e s firmes y d e f i n i t i v a s c o n t r a l a s q u e n o h á l u g a r á r e v i -
s i ó n e n v í a c o n t e n c i o s a , s e g ú n p r e v i e n e e l a r t . 161 d e l r e g l a m e n t o de 20 
de M a y o de 1873 . [R. O. 17 Marzo 1881 . Gac. 28 id. id.) 
Expedientes de comprobac ión .—En los e x p e d i e n t e s de c o m p r o b a -
c i ó n a d m i n i s t r a t i v a p a r a l a c l a s i f i c a c i ó n de l a s i n d u s t r i a s y p a g o de 
l a s c u o t a s c o r r e s p o n d e á l a A d m i n i s t r a c i ó n a c t i v a d i c t a r l a r e s o l u c i ó n 
final, s e g ú n e l a r t . 161 d e l r e g l a m e n t o de 20 de M a y o de 1 8 7 3 , s i n q u e 
c o n t r a e l l a s e a d a b l e a b r i r l a v í a c o n t e n c i o s a . {R. D. 2 0 Mayo 1881 . 
Gac. 19 Agosto id.) 
Defraudac ión .—No c a b e i m p o n e r á los i n d u s t r i a l e s q u e o p o r t u n a -
m e n t e l l e n a n c e r c a de l a A d m i n i s t r a c i ó n e l ú n i c o d e b e r q u e l e s i n c u m -
b e , p r e s e n t a n d o l a s r e l a c i o n e s d u p l i c a d a s de l a i n d u s t r i a á q u e se d e d i -
c a n , n i n g u n a r e s p o n s a b i l i d a d p o r i n e x a c t a c l a s i f i c a c i ó n y pago de c u o t a 
i n f e r i o r á l a que d e b i d a m e n t e c l a s i f i c a d o s l e s c o r r e s p o n d e r í a , p o r q u e 
estos ú l t i m o s e x t r e m o s s o n de l a i n c u m b e n c i a de l a A d m i n i s t r a c i ó n eco-
n ó m i c a . [R. D. 20 Mayo 1881 . Gac. 27 Agosto id.) 
CAPÍTULO VII . 
DEUDA PÚBLICA. 
I.0 Fundamento filosófico y legal de la jurisdicción contenciosa en esta mate-
r ia .—2.° Legis lac ión.—3.° Doctrina contenida en la jurisprudencia.—4." J u -
risprudencia. 
I.0—Fundamento filosófico y legal de la jurisdicción conten-
ciosa en esta materia. 
Conocido es el origen h i s tó r i co y la r a z ó n pol í t ica de la Deuda 
del Estado. Los gastos que ocasionan los servicios p ú b l i c o s son 
constantes, á veces t a m b i é n imprevistos; en uno y otro caso, es i m -
posible desatenderlos. Los recursos, contribuciones y rentas con 
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que se han de cub r i r , no siempre se obtienen en cantidad bastan-
te n i con la opor tunidad necesaria. E n las crisis y los conflictos 
e c o n ó m i c o s que ocasiona la urgencia de los gastos y la escasez y 
tardanza de los ingresos, sólo hay una so luc ión : el e m p r é s t i t o , en 
una ú otra forma, la c o n s t i t u c i ó n de una deuda en contra del Es-
tado, reconocida por é l , y con su g a r a n t í a . 
L a deficiencia de los recursos, lo excesivo de los gastos y no po-
cas veces la mala a d m i n i s t r a c i ó n de sus caudales hacen al Estado 
contraer deudas, ya procedentes de las obligaciones no satisfechas 
sea cualesquiera la naturaleza de los servicios de que procedan, ya 
t a m b i é n de otras obligaciones y deudas contraidas por medio de 
p r é s t a m o s , negociaciones ó e m p r é s t i t o s voluntar ios ó forzosos. 
As i es como se presenta la Deuda p ú b l i c a constantemente en 
todas las naciones, y este c a r á c t e r presenta t a m b i é n en E s p a ñ a . 
Las Oór tes de la n a c i ó n , por decreto de 3 de Setiembre de 1811, 
reconocieron como deuda del Estado todo lo que resultase de do-
cumentos de juros vital icios, vales reales, c r éd i to s de reinados, 
imposiciones hechas en la Caja de conso l idac ión y sobre cualquie-
ra renta, e m p r é s t i t o s y d e m á s de jus to t í tu lo dado por persona 
l e g í t i m a . 
D e s p u é s , en el reinado de Fernando V I I , se d ieron t a m b i é n re-
glas para l iqu idar y a rb i t ra ron recursos para pagar las dichas deu-
das. Las Oór tes de 1820 á 1823 restablecieron los decretos de 1811 
reconociendo a d e m á s las deudas contraidas con varias casas del 
comercio de Holanda y dictaron disposiciones para cont inuar la 
l i q u i d a c i ó n y el pago. 
Se m a n d ó formar en 1824 el Gran L i b r o de la Deuda consolida-
da, p u b l i c á n d o s e t a m b i é n un reglamento de la Real Caja de amor-
t i zac ión , creando una c o m i s i ó n de l i q u i d a c i ó n é inscripciones en 
el Gran L i b r o , y s e ñ a l a n d o , por ú l t i m o , un t é r m i n o m u y corto 
para la p r e s e n t a c i ó n de t í tu los contra el Estado. 
Siguieron d i c t á n d o s e en 1825 y siguientes medidas destinadas 
á la l i q u i d a c i ó n y pago, y al efecto se destinaron á la Deuda los 
productos l í q u i d o s de los impuestos sobre minas, los frutos de 
prebendados sin residencia, la media annata de mercedes y otros 
a n á l o g o s . 
D e s p u é s las leyes sobre esta materia se suceden con gran fre-
cuencia. E n 1829 se f o r m ó un tratado con Francia para arreglar el 
pago de la Deuda en v i r t u d de varios convenios que se citan; en 16 
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Noviembre de 1834 se dió una ley relat iva á la deuda extranjera, 
que nuevas disposiciones vienen l u é g o sucesivamente á modificar 
hasta la actual y que renunciamos desde luego á enumerar porque 
no cumple á nuestro objeto. 
No pasaremos sin embargo por alto una c u e s t i ó n impor tante que 
sé ofrece en esta materia y cuya so luc ión envuelve la de otros m u -
chos problemas relacionados con ella. 
L a c o n t r a t a c i ó n de e m p r é s t i t o s y la e m i s i ó n de t í t u los ¿deben re-
girse en sus requisitos y efectos por las leyes generales de la^ con-
t r a t a c i ó n , v e n t i l á n d o s e ante la j u r i s d i c c i ó n ord inar ia las cuestio-
nes á ellos relativas, ó por el contrar io revisten un c a r á c t e r dist into, 
y los intereses del Estado merecen mayor c o n s i d e r a c i ó n que los 
derechos de los particulares que con él contratan? 
A pr imera vista, parece que t r a t á n d o s e de dos entidades, dos per-
sonas j u r í d i c a s , una el Estado que necesita recursos y otra el i n d i -
v iduo ó la c o m p a ñ í a ó sociedad que se los proporciona, las condi-
ciones, g a r a n t í a s y efecto de la c o n t r a t a c i ó n deben ser iguales para 
ambas, quedando ambas t a m b i é n con igua l eficacia obligadas. 
Si respetable es el derecho del Estado como representante de los 
intereses de todos, no lo es m é n o s el derecho del ciudadano que 
contrata con él . O no es nada n i representa nada la propiedad y 
las leyes que la protejen, ó el Estado debe respetarla cuando des-
ciende á contratar con los particulares; y en cambio de los a u x i -
lios que le prestan se compromete de un modo solemne y une á 
su promesa la cons t i t uc ión de fianzas y g a r a n t í a s . 
Mas examinada la cues t i ón de un modo m á s detenido y bajo un 
punto de vista m á s p r á c t i c o s e g ú n se ofrece en la v ida de los pue-
blos, preciso s e r á confesar que no es el e m p r é s t i t o , sean cualesquie-
ra su or igen y su forma, un contrato igua l en un todo al que cele-
bran dos individuos ó dos sociedades de comercio. Representante el 
Estado de toda la n a c i ó n , no pierde en modo alguno este c a r á c t e r 
cuando contrata, á n t e s bien como la prosperidad y el bien púb l i co 
son el m ó v i l que le inspira, y a d e m á s representa los intereses de 
todos los ciudadanos, incluso los de aquellos que con él contratan, 
lóg ico y necesario es reconocerle enfrente de ellos cierta superio-
r idad , cuyos l ími tes y alcance no es esta ocas ión de discut i r . 
Se e n g a ñ a n , pues, los que juzguen que es conveniente y es justo 
sean los Tribunales ordinarios los ú n i c o s competentes para resol-
ver las cuestiones en la materia de que tratamos, sin que se fe-
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serven á la A d m i n i s t r a c i ó n otras facultades que las de escoger la 
fo rma y manera de c u m p l i r sus compromisos. L é j o s de esto, como 
las cuestiones que versan sobre obligaciones contraidas afectan 
directamente al i n t e r é s p ú b l i c o que s e g ú n la so luc ión que se las 
d é p o d r á salir beneficiado ó sufr i r quebianto , corresponde al Es-
tado y en r e p r e s e n t a c i ó n suya á las autoridades adminis t ra t ivas , 
resolver sobre las reclamaciones relativas á la Deuda púb l i ca . 
Obligaciones é s t a s contraidas en medio de los azares po l í t i cos , 
t ienen sin embargo todas ellas una doble g a r a n t í a en las consti tu-
ciones pol í t icas de todos los pueblos que las reconocen y que 
proclaman la responsabilidad ante ellas de la n a c i ó n , y t i énen l a 
a d e m á s en la manera y forma como se consti tuyen haciendo inter-
veni r para aprobarlas y s a n c i o n a r í a s al Poder legislat ivo. 
No es mucho, pues, que á cambio de esta g a r a n t í a tan á m p l i a y 
segura que no tienen ciertamente obligaciones nacidas de contratos 
privados, se reserve á la j u r i s d i c c i ó n contencioso-administrativa 
la competencia para entender de las reclamaciones y las contien-
das de los part iculares con el Estado, siempre que r e ú n a n los re-
quisitos necesarios para ser reclamados por esa v ía los actos de la 
a d m i n i s t r a c i ó n que las mot iven . 
No hay que olvidar a d e m á s que al Estado corresponde el dere-
cho de amort izar , unificar, conver t i r y modificar las condiciones 
de la ob l i gac ión que contrae, y estas facultades, como discreciona-
les, no caen bajo la j u r i s d i c c i ó n contencioso-administrativa. 
Las resoluciones de este g é n e r o , p o d r á n ser objeto de responsa-
b i l i dad minis te r ia l , pero nunca const i tu i r materia contencioso-ad-
min i s t r a t iva . 
L o anter ior se refiere á la deuda nacida de contrato. L a que 
reconozca otro or igen es indudable que cae bajo la competencia 
adminis t ra t iva y que procede respecto á ella la v ía contenciosa. 
E l Estado que es en unos casos deudor, es acreedor en otros. 
Entonces para reintegrarse de sus c r é d i t o s tiene la v ía de apremio, 
y si l a A d m i n i s t r a c i ó n se excede y los part iculares reclaman, pue-
den hacerlo ante la A d m i n i s t r a c i ó n activa y ante la contenciosa, 
A veces t a m b i é n , procediendo sus c réd i to s de contratos celebra-
dos como simple persona j u r í d i c a , las cuestiones relativas á ellos 
h a b r á n de ventilarse en los Tribunales ordinarios. 
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2 . ° — L e g i s l a c i ó n . 
Merecen en p r i m e r t é r m i n o por su impor tancia consignarse 
í n t e g r o s los arts. 15, 16 y 17 del R. D . de 1.° de Noviembre 
de 1851. 
«Art. l o . Del perjuicio que pueda irrogarse al Estado ó á cualquier 
acreedor por las declaraciones de la Junta (i), queda á salvo el derecho 
de reclamar al Ministerio de Hacienda, de que deberá hacerse uso en el 
término de un mes, contado desde el dia en que se haga saber la decía- ' 
ración. 
Corresponderá en tal caso ejercer este derecho á nombre del Estado al 
Fiscal y al "Vocal de la Junta que disienta del acuerdo, quedando, si no 
reclamare, sujeto á la responsabilidad colectiva que pueda resultar por 
el mismo acuerdo. Será obligatoria para todos los Vocales la reclamación 
en el caso de discordia respecto de la validez de los documentos. 
Art. 16 . Para resolver las reclamaciones que se promuevan con arre-
glo al artículo anterior, el Ministro de Hacienda oirá previamente el dic-
támen de la Dirección de lo contencioso. 
Art. 17 . De las resoluciones que dictare el Ministro de Hacienda podrá 
reclamarse ante el Consejo Real por la vía contenciosa en el té rmino de 
un mes desde que fueron notiütíadas.» 
Se establecen, pues, dos recursos: el gubernat ivo que d e b e r á 
interponerse en el t é r m i n o de un mes y sobre el cual r e s o l v e r á el 
Min i s t ro de Hacienda d e s p u é s de o í r el d i c t á m e n de la D i r ecc ión 
de lo contencioso; y , si la r e so luc ión del Min is t ro o f é n d e l o s dere-
chos de los interesados p o d r á n és tos reclamar por l a v í a con-
tenciosa. 
Una ley de 19 de Junio de 1869 declara t a m b i é n que los acuer-
dos de la Junta de la Deuda declarando la caducidad de c r éd i t o s 
son apelables para ante el Minis t ro , de cuya r e s o l u c i ó n puede re-
clamarse ante el T r i b u n a l Supremo en v ía contenciosa, dentro de 
un plazo de tres meses. 
Respecto á las reclamaciones de d a ñ o s y perjuicios causados 
por el Estado, existe una d i spos ic ión especial. N inguna reclama-
c ión de esta clase s e r á admit ida gubernativamente d e s p u é s que 
pase un a ñ o del suceso origen y fundamento de ella, quedando 
(1) Se refiere á la Junta de la Deuda del Estado creada por el R. D. de 17 de 
Octubre de 1849. 
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en este caso el recurso que corresponda ante la j u r i s d i c c i ó n con-
tencioso-administrativa, recurso que p r e s c r i b i r á á su vez pasados 
dos a ñ o s . Así lo establecen la ley de contabi l idad de 20 de Febre-
ro de 1850 y la de 25 de Junio de 1870. 
No debe omitirse en esta materia una a c l a r a c i ó n de verdadero 
i n t e r é s , la de que no sólo procede el recurso contencioso-admi-
nis t ra t ivo cuando el Estado es deudor, sino t a m b i é n cuando es 
acreedor. Así se deduce entre otros del ar t . 9.° de la ley de 25 de 
Junio de 1870 y de la ju r i sp rudenc ia sobre el asunto establecida. 
Hay, s in embargo, una e x c e p c i ó n que consignar; los recursos 
contra los funcionarios púb l i cos y sus fiadores para el reintegro 
de la Hacienda en los casos de alcances, desfalcos ó malversa-
c ión de caudales, que, s e g ú n el art . 14 de dicha ley de 25 de Junio 
de 1870 y la ju r i sprudenc ia del T r i b u n a l Supremo (1), correspon-
den al T r i b u n a l de Cuentas de la n a c i ó n ; el cual e n t e n d e r á de 
ellos en alzada, pero s u j e t á n d o s e al procedimiento adminis t ra t ivo . 
3.°—Doctrina contenida en la jur i sprudenc ia . 
Desde l u é g o , y s e g ú n dec l a ró una sentencia de 9 de Enero 
de 1856, es de la exclusiva a t r i b u c i ó n de las Oór tes y no compete 
en manera alguna al Supremo T r i b u n a l contencioso-administra-
t ivo supl i r cualquiera o m i s i ó n que se note en el arreglo de la 
Deuda del Estado. 
No inf luye , n i es mot ivo para cambiar l a naturaleza de una 
deuda ya c o n t r a í d a (2), que la empresa interesada en ella con -
t i n ú e d e s p u é s , por u n contrato nuevo celebrado con el Gobierno, 
encargada de alguno de los mismos negocios sobre que la an t i -
gua Deuda versaba. 
Prescindiendo de varias resoluciones sin importancia, citaremos 
dos sentencias de 11 de Mayo y 11 de Junio de 1872. E n esta ú l -
t ima , se establece que es indispensable que la Junta de la Deuda 
resuelva por sí definit ivamente y bajo su responsabilidad los 
expedientes sobre reconocimiento y l i q u i d a c i ó n de c r é d i t o s contra 
el Estado, sin cuya dec i s ión p r é v i a no es procedente acudir al M i -
nisterio y m é n o s entablar la v ía contenciosa. 
(1) Sent. do 19 de Enero de 1872. 
(2) Seat, de 28 de Abril de 1859. 
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4 .°—Jurisprudencia . 
Bonos del Tesoro duplicados por extravio.—La posesión de los va-
lores al portador, en cuya clase están comprendidos los bonos del Te-
soro, produce, en cuanto al cobro, los efectos de título; y siendo, por lo 
tanto, inexcusable su pago al que los presente, no cabe que en caso de 
sustracción ó extravío el Estado los sustituya con otros, porque la emi-
sión de nuevos valores en lugar de los extraviados ó sustraídos equi-
valdría frecuentemente á duplicar la obligación de aquél, que no puede 
impedir en absoluto la concurrencia de unos y otros al cobro; razón 
por la que la ley de 30 de Marzo de 18G1 lo exime de la responsabilidad 
del duplicado, sin que de esta regla se hayan exceptuado otros docu-
mentos de la citada clase que los remitidos por el correo con ciertas for-
malidades y quemados por las facciones durante la guerra civil anterior, 
como demuestran las Rs. Os. de 1.° de Octubre de 1837, de 21 de Junio 
de 4846, de 15 de Abril de 1849, de 9 de Setiembre de 1860 y de 7 de Oc-
tubre de 1862, ni tengan eficacia alguna para eludir las alegaciones ba-
sadas en órdenes que, como las de 27 de Setiembre de 1827, de 18 de Ju-
lio de 1830 y de 20 de Febrero de 1874, se refieren á documentos perso-
nales ó nominales. [R. D. 10 Noviembre Í818. (rae. 15 A b r i l Í879. 
Plazo para deducir demanda en via contenciosa.—Con arreglo á 
lo dispuesto en el R. D. de 1.0 de Noviembre de 1851 sobre organización 
de la Dirección de la Deuda pública, el plazo para deducir demanda en 
vía contenciosa contra las providencias del Ministro de Hacienda relati-
vas á resoluciones dictadas por aquella Dirección es el de un mes, con-
tado desde la fecha de la notificación. (R. O. 24 Febrero 1880. Crac. 8 
Marzo id.) 
Bienes eclesiásticos.—Los créditos contra el Estado procedentes de la 
venta de bienes de fundaciones piadosas no tienen el carácter de ecle-
siásticos aunque los administren corporaciones de esta clase; y esto 
sentado, no les es aplicable la ley de 2 de Setiembre de 1841, sino 
la de 1.° de Agosto de 1851 sóbrela Deuda pública; pues, según las 
leyes desamortizadoras modernas y antiguas, los bienes propiamente 
eclesiásticos para los efectos de unas y otras son los que dotaron á la 
Iglesia para sus fines generales, el sostenimiento del culto y el de sus 
ministros; pero de ningún modo los que no tienen ese carácter, como son 
los que provenientes de fundaciones hechas con bienes particulares llevan 
en sí afecciones ó cargas simplemente religiosas en beneficio privativo 
de algún individuo ó familia, ora estos bienes se encuentren administra-
dos por una persona particular, ora por una corporación civil ó eclesiás-
tica; y esto supuesto, hay que distinguir unos bienes de otros y ajustar 
á las diferencias que de este principio surgen las prescripciones de la ór-
den de 28 de Febrero de 1869 admitiendo que su criterio no está en opo-
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s i c i o n á l a s u b s i s t e n c i a de l a s o b r a s p í a s n i de l o s s u f r a g i o s ó a n i v e r s a -
rios q u e r e c o n o c e n los d o g m a s de l a r e l i g i ó n c a t ó l i c a , q u e es l a d e l E s -
t a d o , n i es p o s i b l e c o l o c a r l a s e n u n c i a d a s f u n d a c i o n e s e n l a r e g l a 5 .a de 
l a c i t a d a o r d e n , p o r q u e s u c a r á c t e r n o es p u r a y e s e n c i a l m e n t e e c l e s i á s -
t i c o , ó s e a p a r a a t e n d e r á l a s n e c e s i d a d e s g e n e r a l e s de l a I g l e s i a , s i n o 
q u e t i e n e otro m u y e s p e c i a l é i n d e p e n d i e n t e de a q u é l l a s , e l de l a a p l i -
c a c i ó n de l o s s u f r a g i o s y m i s a s p o r e l a l m a de los i n s t i t u t o r e s ó de s u s 
f a m i l i a s , es d e c i r , u n p r o v e c h o p r i v a d o ó p e r s o n a l q u e a u t o r i z a n l a s l e » 
y e s y c á n o n e s y q u e p r o d u c e s e g ú n los m i s m o s efectos p e r s o n a l í s i m o s . 
{R. D. 10 Abril 1881 . Gac. 2 Julio id.) 
Material del Tesoro.—Si b i e n e l R . D . de 23 de A g o s t o de 1851 
fijó l a a u d i e n c i a de l a D i r e c c i ó n de lo c o n t e n c i o s o c o m o r e q u i s i t o 
p r é v i o á l a s r e s o l u c i o n e s q u e d i c t a r e e l M i n i s t e r i o de H a c i e n d a ú n i c a -
m e n t e e n lo r e l a t i v o á l a l i q u i d a c i ó n y p a g o de l a d e u d a p r o c e d e n -
te de s e r v i c i o s d e l m a t e r i a l , es lo c i e r t o q u e p o r e l a r t . 1 6 d e l de 1 . ° de 
N o v i e m b r e d e l m i s m o a ñ o se h i z o e x t e n s i v a a q u e l l a c o n d i c i ó n á t o d a s 
l a s d e c i s i o n e s q u e t u v i e r e q u e t o m a r d i c h o M i n i s t e r i o s o b r e los e x p r e s a -
dos p u n t o s , c u a l q u i e r a q u e fuese l a p r o c e d e n c i a de los c r é d i t o s q u e l a s 
m o t i v a s e n . [R. D. 12 Julio\%%\. Gac. 8 Octubre id.) 
C A P I T U L O Y I I I . 
EMPLEADOS PUBLICOS. 
1.° Empleados y fancionarios públicos: casos en que sus derechos pueden dar 
motivo á contención y casos en que no.—2.° Leyes que otorgan derechos espe-
ciales á ciertos empleados.—3.° Doctrina establecida por las decisiones de los 
Tribunales competentes.—4.° Jurisprudencia. 
i .0—Empleados y funcionarios públicos: casos en que sus dere-
chos pueden dar motivo á contención y casos en que no. 
E l conferir los empleos p ú b l i c o s civiles corresponde en E s p a ñ a 
a l Rey, pero a t e n i é n d o s e á las leyes, s e g ú n establece la vigente 
Cons t i t uc ión del Estado (1). 
E n el cap í tu lo Clases pasivas nos hemos ocupado con a lguna 
e x t e n s i ó n de la necesidad que tiene el Estado de contar con agen-
tes ó auxil iares especiales, que en los diversos ramos y servicios 
(1) Constitución de 30 de Junio de 1876, art . 54, pár. 8 . ° 
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que es tán á cargo de la A d m i n i s t r a c i ó n p ú b l i c a le ayuden á l lenar 
la m i s i ó n pol í t ico-social que es t á l lamado á cumpl i r , y de la con-
veniencia de rodearles de cierto prestigio y asegurar su s i t u a c i ó n 
en la forma m á s conducente para es t imular su celo y hacer verda-
deramente út i les sus servicios; por lo que omi t imos t ratar de esos 
puntos haciendo repeticiones enojosas, y nos l imi ta remos á fijar 
en t é r m i n o s concretos los recursos que las leyes les otorgan para 
la defensa de sus derechos. 
Ante todo no s e r á inopor tuno exponer el significado del nombre 
de Empleados p ú b l i c o s con que se designa á los auxil iares ó agen-
tes del Estado. 
Es m u y c o m ú n apellidarles t a m b i é n funcionarios púb l i cos ; y 
sin embargo entre la una d e n o m i n a c i ó n y la otra existen diferen-
cias e s e n c i a l í s i m a s . 
Los empleados son, en efecto, funcionarios del Estado; pero no 
todos los funcionarios p ú b l i c o s son empleados; apesar de lo cual con 
frecuencia se confunden ambos nombres, y m á s de un tratadista 
p u d i é r a m o s citar que ha usado indis t in tamente ambos calif icat i-
vos como si fueran s i n ó n i m o s ; lo cual no nos sorprende teniendo 
en cuenta que en u n cuerpo de disposiciones oficiales tan impor-
tante como es el C ó d i g o penal vigente se observa el mismo defec-
to, pues el t í t . 7.° de su l i b . 2.° l leva por ep íg ra fe «De los del i -
tos de los empleados p ú b l i c o s en el ejercicio de sus c a r g o s » , y 
sin embargo en algunos a r t í c u l o s de ese t í t u lo se t ra ta de funcio-
narios que no son n i pueden en buenos pr inc ip ios adminis t ra t ivos 
considerarse como empleados; y la prueba es que el art. 416, que 
es l a d i spos ic ión general del mismo, dice que para los efectos de 
ese t í t u lo y de los anteriores del mencionado l i b . 2.° se reputa 
funcionario p ú b l i c o todo el que por d i spos ic ión inmediata de la ley, 
ó por e lecc ión popular, ó por nombramiento de autor idad compe-
tente, participe del ejercicio de funciones p ú b l i c a s ; entre los cuales, 
como se observa á pr imera vista, se comprenden muchos que no 
son empleados en el sentido j u r í d i c o y gramat ica l que se dayá este 
nombre; y por tanto el ep ígrafe d e b e r í a ser: «De los delitos de los 
funcionsirios p ú b l i c o s , e tc .» 
Estableceremos, pues, la d i s t i nc ión , diciendo que empleado p ú -
blico es todo el que presta sus servicios directamente al Estado en 
cualquiera de los ramos de la a d m i n i s t r a c i ó n y g o b e r n a c i ó n gene-
ra l del mismo, por cuyos servicios recibe ó cobra alguna obven-
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cion ó r e t r i b u c i ó n pecuniaria consignada en los presupuestos de la 
n a c i ó n y proporcionada á su calidad y c a t e g o r í a , y , como dice el se-
ñ o r O.anga-Argüel les , á los capitales de dinero, t iempo y luces an-
ticipados para ponerse en d i spos i c ión de d e s e m p e ñ a r debidamen-
te sus cargos. 
L a definición de lo que son en general funcionarios p ú b l i c o s e s t á 
contenida en el a r t . 416 del Cód igo penal, que ya hemos t rascr i to , 
y ahora a ñ a d i r e m o s que funcionarios son los Alcaldes, Concejales, 
Jueces municipales. Secretarios y otros que ejercen autor idad, j u -
r i s d i c c i ó n , en una palabra, funciones de c a r á c t e r p ú b l i c o , ó que 
auxi l i an á l o s anteriores en el cumpl imien to de su m i s i ó n , y sin 
embargo no cobran sueldo ó r e t r i b u c i ó n del Estado. Conviene te-
ner presentes estas ligeras indicaciones para no inve r t i r los t é r m i -
nos n i confundir l a esencia de las cosas. 
E l Gobierno, para el mejor orden y servicio del Estado y para 
el m á s fácil cumpl imien to de las leyes y de las disposiciones del 
Poder ejecutivo, necesita valerse de auxil iares que merezcan su ab-
soluta confianza, si no ha de encontrar á cada paso o b s t á c u l o s que 
le impidan desarrollar sus planes de gobierno y dif icul ten el a r m ó -
nico y progresivo movimiento de la m á q u i n a de la a d m i n i s t r a c i ó n 
p ú b l i c a : esto es un pr inc ip io general al que no pueden oponerse en 
buena lóg ica argumentos sé r ios ; pero al par es indispensable, si la 
A d m i n i s t r a c i ó n no ha de ser la a n a r q u í a permanente, evitar la re-
m o c i ó n y r e n o v a c i ó n continua de los empleados, sustituyendo á los 
que ya conocen las p r á c t i c a s y las leyes administrat ivas por otros 
que, q u i z á desconociendo en absoluto los deberes generales del em-
pleado y los particulares inherentes al ramo ó servicio á que se les 
destina, t ienen que empezar por un aprendizaje largo y penoso; lo 
cual, sobre ser enojoso para los mismos interesados, no puede m é -
nos de per turbar hondamente la A d m i n i s t r a c i ó n , detener el curso 
legal de los negocios y menoscabar en alto grado no sólo los i n -
tereses p ú b l i c o s sino los mismos de los particulares que por cual-
quier concepto tienen que vent i lar en las oficinas sus asuntos, ex-
poner sus agravios y defender sus derechos. 
Estos males sólo p o d r í a n evitarse dando á los empleados la esta-
b i l i dad posible en su carrera, fijando condiciones ineludibles para 
el ingreso en la A d m i n i s t r a c i ó n , ascensos, recompensas á la rect i -
t u d , el m é r i t o y la ap l i c ac ión , y cuantas pudieran no sólo garant i -
zar la s i t u a c i ó n del funcionario sino t a m b i é n , y esto en p r i m e r l u -
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gar, el acierto en la e lecc ión de los auxiliares que con sus servi-
cios y su intel igencia han de cooperar á que el Gobierno llene 
cumplidamente los altos deberes que le incumben . 
Esto se ha intentado no pocas veces; pero los intereses de p a r t i -
do, que á todos los d e m á s se sobreponen en nuestro pa í s , han d i -
ficultado constantemente que se pusiera el sello á esa obra t an 
grande como úti l para la n a c i ó n As í es que se ha tenido que l i m i -
tar la ap l i cac ión de ese ideal á sólo determinadas clases y cuerpos 
especiales, d e j á n d o l a e lecc ión de los d e m á s empleados al l ibre ar-
b i t r io de los Gobiernos, con m u y escasas l imitaciones, poco s é r i a s 
y m é n o s p r á c t i c a s , en el uso de esa facultad; es decir que nues-
tras leyes no tienen establecida una regla general, ya acerca de los 
deberes, ya acerca de los derechos de los empleados, sino que 
és tos y a q u é l l o s son notoriamente distintos y hasta, en casos, m u y 
desemejantes, s e g ú n el ramo ó la carrera adminis t ra t iva en que 
cada uno f igura ó en la que pretende ingresar. 
Concretando: en unos casos el nombramiento , traslado y remo-
ción de los empleados es una facul tad discrecional del Gobierno, i 
con sólo atenerse hoy á ciertas disposiciones que para el ingreso 
en los destinos en general e s tab lec ió la ley de Presupuestos de 21 
de Jul io de 1876: en otros el ingreso es t á sometido á leyes y regla-
mentos que c ierran en absoluto la entrada á los que no r e ú n e n de-
terminadas condiciones, y en cambio la dejan l ibre en absoluto á 
todo el que en la forma establecida por los mismos demuestra su 
suficiencia. En estas clases ó carreras, que l lamaremos especiales, 
el Gobierno no puede remover á los empleados m á s que en casos 
m u y concretos, pero no l ibremente, sino con estricta su jec ión á lo 
que las leyes determinan. E n estas, pues, como es natural , el fun-
cionario adquiere derechos que no pueden conculcarse en manera 
alguna sin que el Poder ejecutivo i n c u r r a en responsabilidad: en 
los d e m á s el empleado no adquiere otros derechos que el de que 
se le abonen los sueldos que á su cargo respectivo e s t á n prefijados 
y el de optar al disfrute de haberes pasivos, si su buena suerte le 
permite sostenerse en un cargo p ú b l i c o el n ú m e r o de a ñ o s bastan-
te para adqu i r i r ese derecho. 
Si se le traslada, si se le rebaja de ca t ego r í a , si se le antepo-
nen otros m á s favorecidos, si se le declara cesante, n i n g ú n re-
curso de defensa le queda: el Gobierno le dió l ibremente su desti-
no y por consiguiente l ibremente se lo puede qui ta r : donde no 
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existe un derecho preexistente no puede haber intereses legal-
mente perjudicados n i leyes infr ingidas . 
H é a h í las diferencias que en p r imer t é r m i n o deben tenerse en 
cuenta por lo que se refiere al objeto que forma el plan y tema de 
nuestro l i b r o . 
Si se t rata de funcionarios que pertenecen á una clase para la 
que leyes y reglamentos especiales determinan las reglas que 
han de seguirse en los nombramientos , s e p a r a c i ó n , ascensos, 
traslados, etc , y que fijan expresamente los derechos que adquie-
re todo el que en esa clase ingresa, si esas leyes, reglamentos ó 
disposiciones se inf r ingen por el Gobierno ó los que lé representan 
con autoridad competente, surge al punto la responsabilidad del 
infractor para ante su superior j e r á r q u i c o , ó la responsabilidad 
min i s te r i a l , si es el Gobierno ó un Minis t ro el que ha cometido la 
in f racc ión : esto, por lo que se refiere al acto bajo el punto de vista 
de su c a r á c t e r legal; pero esa in f r acc ión puede ser sólo de c a r á c -
ter pr ivado, esto es, afectar á un par t icular , y en ese caso pueden 
existir derechos privados heridos, menoscabados ó postergados 
indebidamente, apesar de todas las g a r a n t í a s que al interesado 
h a b í a n otorgado las disposiciones vigentes por v i r t u d de las cua-
les a d q u i r i ó su derecho: e n t ó n c e s , como el asunto r e ú n e todas las 
circunstancias generales que dan á un asunto el c a r á c t e r de ma-
ter ia contenciosa, y como s e r í a á todas luces injusto dejar sin de-
fensa el derecho del perjudicado, p r o c e d e r á la r e c l a m a c i ó n de 
és te en la v í a contenciosa para obtener la s a n c i ó n de su derecho 
y la r e p a r a c i ó n del d a ñ o que se le hubiere infer ido. Pero a d v i é r -
tase bien que sólo cuando se trate de una medida de c a r á c t e r p r i -
vado p r o c e d e r á el recurso; pues cuando de disposiciones de í n d o l e 
general se trata, ya hemos consignado repetidamente que como 
asuntos desgobierno discrecional no admiten su d i s c u s i ó n e n j u i c i o 
contencioso; si el Gobierno se excede de sus facultades, poderes 
p ú b l i c o s existen l lamados á ex ig i r le la responsabilidad pol í t ica de 
sus actos. 
Por el contrar io , cuando se trate de empleados que e s t á n suje-
tos al a rb i t r io exclusivo deb Gobierno, que les nombra y les re-
mueve l ibremente , sin que leyes n i reglamentos les concedan ga-
r a n t í a s especiales, claro es que, como no existe una g a r a n t í a deter-
minada n i un derecho preexistente, no puede resultar agravio, en 
la a c e p c i ó n j u r í d i c a dé esta palabra, n i menoscabo de intereses 
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creados, puesto que no hay base sobre la que se hayan podido le-
vantar, aunque á un empleado de esa clase se le traslade, se le 
posponga á otros, ó se le separe de su destino; y , por tanto, como 
no puede alegar ofensa l e g í t i m a n i trasgresion de una ley , no exis-
te la materia contenciosa, y de consiguiente no puede hacer objeto 
de c o n t e n c i ó n su presunto agrav io . 
Y esto, que es un pr inc ip io elemental de derecho adminis t ra t ivo , 
ha recibido a d e m á s la s a n c i ó n de la jur isprudencia ; pues por sen-
tencia de 19 de Octubre de 1859, publicada en la G a c e í a de 14 de 
Diciembre del propio a ñ o , se d e c l a r ó terminantemente que la se-
p a r a c i ó n de los empleados p ú b l i c o s , sus ascensos y la d e s i g n a c i ó n 
del puesto que respecto á otros deban ocupar, corresponde á las 
facultades discrecionales del Gobierno, sin que pueda darse recur-
so contencioso contra sus resoluciones en la materia, cuando los 
derechos de los interesados no e s t án de terminadol y fijados por 
una ley. 
Es m á s : aunque el empleo se haya obtenido por opos ic ión , no 
tiene el nombrado derecho alguno para no ser separado m á s que 
por causa probada y con su audiencia, si la existencia de ese de-
recho no resulta plenamente de una d ispos ic ión legal que expre-
samente lo consigne así (1). 
Respecto á figurar el empleado en determinado puesto, l a sen-
tencia de 1859, que hemos mencionado, es tá modificada en parte 
por v i r t u d de la R. O. de 8 de Agosto de 1876 que al mandar , en 
a r m o n í a con la ley de Presupuestos de 21 de Julio anterior, que 
se formasen escalafones generales de todos los empleados activos 
y cesantes de la A d m i n i s t r a c i ó n c i v i l , que no figurasen en cuerpo 
especial, d ic tó reglas precisas y terminantes á las que h a b í a de 
sujetarse estrictamente la co locac ión de cada uno s e g ú n su clase, 
c a t e g o r í a y servicios; por lo cual indudablemente es aplicable a l 
caso la sentencia de 1.° de Junio de 1878 que d e c l a r ó , en general, 
que la p u b l i c a c i ó n oficial del esca la fón en las clases sujetas á él 
equivale á la p r o m u l g a c i ó n del acuerdo de la superioridad que 
fija el puesto y los respectivos derechos de los individuos en él com-
prendidos y s e ñ a l a el momento en que comienza el plazo para las 
reclamaciones á que pueda haber lugar . 
Cuando sí p o d r á un empleado, que no sea de cuerpo especial, 
(1) Sent. de 11 de Marzo de 1879. Oac. del 29 del mismo mes. 
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acudir en defensa de sus derechos á l a v ía contenciosa es cuando 
la A d m i n i s t r a c i ó n activa le niegue ó le ret i re el todo ó parte del 
sueldo que las leyes y los presupuestos tienen asignado al destino 
ó cargo de que se trate, siempre que no sea por medida discipl i -
naria, y que só lo se trate de una medida puramente personal; por-
que como en ta l caso ya existe á favor del agraviado un derecho 
otorgado por las leyes, la v io lac ión de és tas aparece clara y ter-
minante la les ión de los intereses l e g í t i m o s del perjudicado. Si la 
medida fué de c a r á c t e r general, ya es dis t into; pues la A d m i n i s -
t r a c i ó n , es decir, el Gobierno, puede var iar la d e n o m i n a c i ó n y el 
sueldo de un empleo usando del derecho que le compete y que no 
e s t á sujeto á contienda, á m e n o s que otra cosa dispongan leyes 
especiales (1). 
E n cuanto á la i n t e r v e n c i ó n de los Tribunales ordinarios, á u n en 
el caso especial de la d e n e g a c i ó n del sueldo, es nu la en absoluto, 
puesto que no se trata de derechos nacidos de u n t í t u lo c i v i l , y la 
sentencia que acabamos de citar lo demuestra plenamente. 
Otro caso, a d e m á s del expuesto, podemos indicar en que tam-
b i é n puede el empleado suscitar j u i c i o contencioso á la A d m i n i s -
t r a c i ó n activa, aunque no pertenezca á una clase ó cuerpo especial 
cuyos derechos es tén prefijados en una ley: cuando al declararle 
cesante no se consignan los verdaderos motivos de la r e m o c i ó n ; por 
ejemplo, cuando se le declara cesante con la ad i c ión de «por refor-
m a » y l u é g o por una ó r d e n posterior se decide que no fué por re-
forma y que', aunque as í constase en el cese, d e b í a entenderse que 
fué por e q u i v o c a c i ó n ; pues aunque la c e s a n t í a es un acto potesta-
t ivo del Min i s t ro correspondiente, las facultades discrecionales de 
la A d m i n i s t r a c i ó n no alcanzan á var ia r la forma en que se a c o r d ó 
p r imi t ivamente ; y como esa v a r i a c i ó n puede in f lu i r , s e g ú n lo esta-
blecido, en la clasif icación para el efecto de derechos pasivos, 
puede presumirse les ión en los intereses particulares por las leyes 
garantidos al ex-empleado; y esto, como se ve, constituye mo-
t ivo de c o n t e n c i ó n : esta doctr ina fo rma ya jur isprudencia s e g ú n 
sentencia de 14 de Enero de 1871, inserta en el tomo correspon-
diente al propio a ñ o de nuestro pe r iód ico E l Consultor de los 
A y u n t a m i e ^ i t o s ^ á g . 169, col . 1.a 
Fuera de estos casos diremos, resumiendo, que el recurso con-
(1) Sent, de 21 de Mayo de 1866. 
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tencioso se da á los empleados púb l i cos siempre que sus derechos 
e s t én consignados expresamente en las leyes que organizaron la 
clase á que pertenecen: no siendo as í , como son empleados l i b r e -
mente amovibles, contra las disposiciones de la A d m i n i s t r a c i ó n 
activa quedes afecten no les cabe recurso ul ter ior a lguno. 
2 .°—Leyes que otorgan derechos especiales á ciertos empleados. 
De lo expuesto se deduce que en general las leyes no garantizan 
derechos n i convalecen la estabilidad de los empleados: sólo á 
clases especiales otorgan determinadas g a r a n t í a s leyes especiales 
t a m b i é n . 
No s e r á , pues, inopor tuno hacer a q u í un r e s ú m e n de las p r i n -
cipales, aunque con la conc i s ión que exige una obra de la í n d o l e 
de la presente. 
L a ley de I n s t r u c c i ó n p ú b l i c a de 9 de Setiembre de 1857 con-
sagra los derechos de los individuos del profesorado y su inamo-
v i l idad relat iva, consignando que sólo pueden perder sus cargos 
por causa de sentencia jud ic i a l que les inhabi l i te , ó de expediente 
gubernat ivo en que se oiga al interesado y que se t r a m i t a r á en 
forma. Como la dec i s ión final puede traspasar los l ími tes de la 
ley en el fondo ó en la forma, claro es que en tales casos ex i s t i r á 
mot ivo de c o n t e n c i ó n y que, por tanto, aunque taxativamente no 
lo exprese la ley citada, puede el presunto agraviado u t i l i zar la v ía 
contenciosa, puesto que c o n c u r r i r á n en la r e so luc ión las circuns-
tancias que la hacen procedente. 
A n á l o g a s g a r a n t í a s se otorgaron á los indiv iduos del cuerpo de 
Oficiales Letrados de Hacienda por el decreto de 10 de Setiembre 
de 1869; pero m á s tarde se modificaron en parte sus disposiciones 
y hoy á ese cuerpo ha sustituido el de Abogados del Estado, de que 
m á s adelante nos ocuparemos. 
Los individuos del cuerpo de empleados de Aduanas gozaban 
t a m b i é n de inamovi l idad por el reglamento de 26 de A b r i l de 1870; 
pero sus derechos en esaparte, como los de todos los d e m á s cuer-
pos especiales de Hacienda, fueron anulados por el decreto de 4 de 
Enero de 1875, elevado á ley por la de 17 de Ju l io de 1876, el que 
d e c l a r ó potestativo en el Gobierno remover á los funcionarios del 
ramo, cualesquiera que fuesen su o r g a n i z a c i ó n y los derechos 
creados por los reglamentos; pero excepto en esa parte, en todo lo 
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d e m á s claro es que dichos funcionarios p o d r á n hacer valer sus 
derechos hasta en j u i c i o contencioso, siempre que l a lesión pre-
sunta revista caracteres que la hagan susceptible de ese recurso. 
Los funcionarios de la D i r e c c i ó n general de los Registros c i v i l 
y de la Propiedad y del Notariado gozan de inamovi l idad por 
v i r t u d de la ley Hipotecaria , que t a m b i é n la concede á los Regis-
tradores de la propiedad: las disposiciones de la misma y de su 
reglamento garant izan los derechos de unos y otros en debida for-
ma; y por tanto es lóg ico que de los agravios que presuman se 
les haya infer ido por la A d m i n i s t r a c i ó n activa pueden reclamar 
por la v ía contenciosa. 
T a m b i é n los Secretarios y los Contadores de las Diputaciones 
provinciales tienen derechos especiales consignados por las leyes. 
E n efecto: conforme al art . 73 de la ley P rov inc i a l de 2 de Octu-
bre de 1877, corresponde á las Diputaciones, en las vacantes que 
ocurran, el nombramien to de sus Secretarios, previo concurso, y 
su s u s p e n s i ó n , p r é v i o expediente. E l Gobierno tiene la facultad de 
suspender y separar á los Secretarios de las Diputaciones p rov in -
ciales por causa grave just i f icada en expediente, que no se resol-
v e r á s in o i r a l Secretario suspenso y al Consejo de Estado. 
E l concurso para el nombramiento de los Secretarios de las 
Diputaciones se a j u s t a r á al decreto-ley de 24 de Octubre de 1868, 
á la ó r d e n de 24 de Noviembre del mismo a ñ o y al decreto de 4 
de Enero de 1869. 
Los que obtuvieron sus cargos con arreglo á esas disposiciones, 
y los d e m á s funcionarios provinciales nombrados p r é v i a opos ic ión , 
s e r á n respetados en los derechos adquiridos. 
T a m b i é n compete á las Diputaciones el nombramiento de los 
Contadores de fondos provinciales; pero h a b r á de hacerse con 
su jec ión á la ley y reglamento de 20 de Setiembre de 1865 (1), que 
o r g a n i z ó el cuerpo de Contadores, el cual fué restablecido por el 
art . 76 do la citada ley P rov inc i a l : los que obtuvieren sus cargos 
con arreglo disposiciones s e r á n respetados en los derechos 
adqui r idos . 
L o consignado en el art . 78, que hemos citado, respecto de los 
Contadores, parece demostrar bien e x p l í c i t a m e n t e el p ropós i to del 
legislador de reintegrar á esos funcionarios en todos los derechos 
(1) Ley de 2 de Octubre de 1877, art. 78, regla 5.a, segando párrafo. 
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que la ley y el reglamento de 1865 les confir ieron y cuyos efectos 
posteriormente h a b í a n sido suspendidos. 
No obstante lo establecido en general por el ya trascri to ar t . 73 
de la ley Provinc ia l , los empleados por oposic ión no adquieren de-
recho tan absoluto que no puedan ser separados por reforma en 
los servicios, que cause la s u p r e s i ó n de las plazas que ocupan; 
pero en este caso tienen derecho á ser colocados en las que se 
creen con objeto a n á l o g o al de las que d e s e m p e ñ a r o n (1). 
Los que ilegalmente sean separados, t ienen derecho á perc ib i r 
los haberes correspondientes al t iempo durante el que estuvieron 
ilegalmente separados de sus cargos (2). 
Teniendo, pues, estas clases de funcionarios derechos otorgados 
á su favor por las leyes y por ellas garantidos, e s t á fuera de 
duda que contra los agravios que se les infieran y la lesión que 
las medidas administrat ivas les ocasionen, p o d r á el perjudicado 
personalmente reclamar por la v ía contenciosa en su caso y dia. 
T a m b i é n la Magistratura goza hoy en E s p a ñ a el derecho de 
inamovi l idad , como ex ig ían el progreso de las costumbres púb l i -
cas y la respetabilidad de la a d m i n i s t r a c i ó n de just ic ia ; pero no en 
absoluto, sino en cuanto los indiv iduos de tan n o b i l í s i m a ins t i tu-
ción r e ú n e n determinadas condiciones y circunstancias personales. 
L a ley o r g á n i c a del Poder j u d i c i a l de 15 de Setiembre de 1870 
es tab lec ió en su art . 9.° y en el 221 y siguientes de su t í t . 4.° la 
inamovi l idad j u d i c i a l , fijando reglas para el goce de los derechos 
que c o n c e d í a á sus individuos en la d i spos ic ión 6.a y otras de las 
transitorias. 
E l t í t . 20, cap. 10, de la misma s o m e t í a á procedimientos espe-
ciales la s e p a r a c i ó n , t r a s l a c i ó n y j u b i l a c i ó n de los funcionarios del 
Minis ter io fiscal, á los cuales se c o n c e d í a n g a r a n t í a s y derechos 
determinados. 
Pero el decreto-ley de 23 de Enero de 1875 modif icó radical-
mente tales disposiciones, derogando la mencionada d i spos ic ión 6.a 
t ransi toria de la ley de 1870 y dejando sin efecto las declara-
ciones de inamovi l idad otorgadas en su consecuencia á Magistra-
dos y Jueces, á la vez que p r e s c r i b í a los m é r i t o s y servicios que 
(1) H. O. de 2 de Julio de 1871 y órden de 31 de Marzo de 1874. 
(2) Orden, de 8 de Junio de 1874 y R . O. de 30 de Abril de 1875. 
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en adelante se c o n s i d e r a r í a n necesarios para obtener la declara-
c ión de inamovi l idad en cada c a t e g o r í a de la carrera j u d i c i a l . 
Y como esto es lo vigente en la actualidad, no e s t a r á de sobra 
indicar a q u í las condiciones que se exigen á tenor del mencionado 
decreto de 23 de Enero de 1875. 
Diremos, pues, que para ser declarado inamovib le en Juzgado 
de entrada se requiere haber d e s e m p e ñ a d o durante dos a ñ o s con 
anter ior idad al nombramiento el cargo de P romoto r fiscal, ó d u -
rante cuatro un destino que exija la cualidad de Le t rado , ó haber 
ejercido por igua l t iempo la A b o g a c í a pagando c o n t r i b u c i ó n pop 
este concepto. 
Para ser declarado inamovib le en Juzgado de ascenso se re-
quiere haber obtenido Juzgado de entrada con los requisitos esta-
blecidos en el p á r r a f o anterior y haberlo d e s e m p e ñ a d o por espa-
cio de tres a ñ o s , ó haber servido á n t e s de la fecha del nombra-
miento P r o m o t o r í a fiscal durante cinco a ñ o s ó destino que exija 
la cual idad de Let rado durante ocho, ó haber ejercido por i g u a l 
t iempo la profes ión de Abogado, satisfaciendo c o n t r i b u c i ó n en ta l 
concepto. 
Para ser declarado inamovib le en Juzgado de t é r m i n o se re-
quiere haber obtenido Juzgado de ascenso con los requisitos ex-
presados á n t e s y haberlo d e s e m p e ñ a d o por espacio de tres a ñ o s , 
ó haber servido á n t e s del nombramiento durante ocho Promoto-
r í a fiscal en propiedad ó cargos que exijan la cual idad de Le t rado , 
habiendo llegado en ellos á la c a t e g o r í a adminis t ra t iva de Jefe de 
Negociado, ó haber ejercido durante 10 a ñ o s la profes ión de A b o -
gado, pagando en cuatro de ellos l a p r imera cuota en capital de 
Juzgado, una de las tres primeras en p o b l a c i ó n donde hubiera 
Audienc ia ó una de las cinco pr imeras en Madr id . 
Para ser declarado inamovible en plaza de Magistrado de A u -
diencia de provinc ia se requiere haber sido nombrado Juez de t é r -
mino con arreglo á las disposiciones expuestas y haberlo servido 
durante cuatro a ñ o s , ó haber á n t e s del nombramiento desempe-
ñ a d o durante 10 a ñ o s una c á t e d r a de Derecho en propiedad, ó 
cargos adminis t ra t ivos que exijan la cualidad de Let rado, habien-
do llegado á obtener en ellos la c a t e g o r í a de Jefe de A d m i n i s t r a -
c i ó n , ó haber ejercido por igua l t iempo la A b o g a c í a en p o b l a c i ó n 
donde haya Audiencia , pagando una de las dos primeras cuotas 
de c o n t r i b u c i ó n , ó en M a d r i d pagando una de las tres pr imeras . 
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Para ser declarado inamovible en plaza de Magistrado de la 
Audiencia de M a d r i d se requiere haber sido nombrado para plaza 
de Magistrado de provincia en v i r t u d de las circunstancias que 
expresadas quedan y haberla d e s e m p e ñ a d o durante cuatro años , 
ó haber servido con anterioridad al nombramiento c á t e d r a de 
Derecho en propiedad durante 15, habiendo obtenido la c a t e g o r í a 
de t é r m i n o , ó haber ejercido por el mismo t iempo la A b o g a c í a en 
capital de Audiencia, satisfaciendo en cinco de ellos la p r imera 6 
segunda cuota si fuere en M a d r i d , y la p r imera si fuere en otra 
capital de d is t r i to . 
Para ser declarado inamovible en plaza de Magistrado del T r i -
buna l Supremo se requiere haber sido nombrado Magistrado de 
Audienc ia con arreglo á ¡as disposiciones anteriores y haber des-
e m p e ñ a d o por dos a ñ o s el cargo de Presidente de Audienc ia ó el 
de Presidente de Sala de M a d r i d , ó por cuatro el de Presidente de 
8ala de Audiencia de provinc ia ó el de Magistrado dé la de Ma-
d r i d , ó haber ejercido la A b o g a c í a durante 15 a ñ o s en M a d r i d ó 20 
en capital de Audiencia , pagando en ochq de ellos la p r imera 
cuota. 
Para ser declarado inamovible en la c a t e g o r í a de Presidente do 
Sala se requiere haber sido nombrado para plaza de Magistrado 
del mismo T r i b u n a l ó de otro de i gua l c a t e g o r í a con las condicio-
nes que hemos mencionado, y haberla d e s e m p e ñ a d o durante tres 
a ñ o s . 
A los que hubieren servido en una c a t e g o r í a m á s t iempo del re-
querido por las disposiciones expresadas se les c o m p u t a r á el exce-
so para compensar lo que les faltare en la inmediata superior. 
T a m b i é n se e s t i m a r á para completar la a n t i g ü e d a d que les fa l -
tara para ascender á la c a t e g o r í a en que estaban al publicarse dicho 
decreto e l t iempo que llevasen de servicio en ella. 
P á r a l o s efectos de ese decreto, los servicios en la carrera fiscal 
se c o n s i d e r a r á n como prestados en la j u d i c i a l en cargo de igual 
do tac ión ; t a m b i é n se a p r e c i a r á , pero sólo por la mi t ad , el t iempo 
de servicio en cargos asimilados á los judic ia les , s e g ú n la d é c i m a 
d i spos ic ión t ransi tor ia de la ley provisional; y el de ce san t í a de 
los mismos ó de los de la carrera jud ic i a l ó fiscal á los que hubie-
ren sido declarados en esta s i t uac ión d e s p u é s de haber servido 
durante seis a ñ o s . 
E l art . 7.° del mismo decreto-ley dejó en suspenso las g a r a n t í a s 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 213 
de inamovi l idad otorgadas por la ley de 1870, como hemos dicho, 
á los Tenientes fiscales, Abogados fiscales y Promotores, dejando 
al Gobierno la facultad de separarlos l ibremente, con el aditamen-
to de que «no p r o c e d e r á el recurso contencioso c o n t r a í a s disposi-
ciones del Gobierno relativas á la s e p a r a c i ó n , s u s p e n s i ó n , ascen-
so ó t r a s l a c i ó n de los funcionarios del Minis ter io fiscal.» 
Esto es tan terminante que no necesita explicaciones de nuestra 
parte. 
Pero en cambio, como nada se ha ordenado en contrar io , queda 
á los Magistrados y Jueces el derecho de usar el recurso conten-
cioso-administrativo en los casos expresamente determinados en el 
ar t . 244 de la ley O r g á n i c a de 1870, cuando las medidas á q u e és te 
se refiere lesionen los derechos de inamovi l idad que hubieren ad-
qu i r i do s e g ú n las disposiciones que indicadas quedan. 
Por R. O. de 10 de Marzo de 1881 se ha creado el cuerpo espe-
cial de Abogados del Estado, en el que se ha refundido el antiguo 
de Oficiales Letrados. Los arts . 6.° y 7.° y el reglamento fijan la 
manera de ingresar y ascender, así como los procedimientos que 
h a b r á n de seguirse para la s e p a r a c i ó n de esos funcionarios, que 
só lo p o d r á hacerse por causas probadas, previo expediente guber-
nativo en el que se o i r á al interesado. Claro es, pues, que cuando 
respecto de cualquiera de las g a r a n t í a s otorgadas á los Abogados 
del Estado se falte á esas disposiciones, ó haya les ión de derechos 
en perjuicio de sus indiv iduos , p o d r á el interesado reclamar en la 
v ía contenciosa contra las decisiones de l a A d m i n i s t r a c i ó n activa 
que le per judicaren. 
T a m b i é n á los indiv iduos del nuevo cuerpo de Liquidadores del 
impuesto de derechos reales creado por R. D . de 31 de Dic iembre 
de 1881, se les otorgan g a r a n t í a s y derechos, cuyo desconocimien-
to p o d r á en determinadas circunstancias dar lugar á recurso con-
tencioso. 
Existen asimismo algunas otras carreras especiales y cuerpos 
cuyos individuos gozan de derechos que no puede perturbar la 
A d m i n i s t r a c i ó n activa, y cuyo desconocimiento, por consiguien-
te, constituye mot ivo de c o n t e n c i ó n . 
Tales son, por ejemplo, los Archiveros-bibl iotecariqs, los inge-
nieros civiles, el cuerpo de Oficiales y auxiliares del Consejo de 
Estado, el cuerpo de Te lég ra fos , etc., etc. 
Los de las carreras d i p l o m á t i c a y consular adqui r ie ron dere-
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chos m u y dignos de respeto por v i r t u d de las leyes de 31 de Marzo 
de 1870, que organizaron esas carreras; pero las disposiciones do 
esas leyes se dejaron en suspenso en 1875 y en el mismo estado 
c o n t i n ú a n . 
No creemos necesario extendernos en m á s amplias explicaciones 
sobre todas y cada una de las carreras ó cuerpos especiales de la 
A d m i n i s t r a c i ó n p ú b l i c a , porque con lo expuesto es suficiente para 
comprender c u á n d o se da á los interesados el derecho de recur r i r 
á la vía contenciosa en defensa de sus intereses; y por tanto pasa-
mos á indicar l a doctr ina que la jur i sprudencia ha venido á esta-
blecer como regla general, con mot ivo de cuestiones surgidas en 
ciertos casos particulares ventilados ante los Tr ibunales l lamados 
á entender de los recursos contenciosos. 
3.°—Doctrina establecida por las decisiones de los Tribunales 
competentes. 
Para acreditar que se tiene el c a r á c t e r de empleado es necesario 
probar a l g ú n acto de poses ión en el destino, la edad en que se em-
pezó á asistir á l a oficina, etc. (1). 
Si la s e p a r a c i ó n de un empleado es por v i r t u d de causa que se 
le ha formado, si de ella es absuelto l ibremente, no pueden consi-
derarse in ter rumpidos sus servicios durante la causa para los efec-
tos de clas i f icación (2). 
Los que d e s e m p e ñ e n destino subalterno ó que carezcan de real 
nombramiento , no pueden optar á derechos pasivos (3). 
Los empleados p ú b l i c o s con real nombramiento t ienen derecho 
perfecto á perc ib i r la r e t r i b u c i ó n consignada á sus destinos, y 
a d e m á s á que sus servicios se les tomen en cuenta para la decla-
r a c i ó n de haberes pasivos en su caso y dia (4). 
Para a t r i b u i r la comis ión de faltas ó delitos á u n empleado, en 
perjuicio de sus derechos, no basta la a s e v e r a c i ó n de un denuncia-
dor, si no se prueba (5). 
(1) Sent. de 26 de Enero de 1851. 
(2) Sont. de 20 de Abri l de 1853. 
(3) Sent. de 30 de Noviembre de 1853, y otras. 
(4) Seat, de 29 de Junio de 1852. 
(5) Sent. de 9 de Diciembre de 1858. 
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Los empleados p ú b l i c o s no pueden, sin contraer responsabilidad, 
interesarse directa n i indirectamente en contratos, negocios ú ope-
raciones en que e s t én llamados á in te rveni r por r a z ó n de sus car-
gos (1) . 
N o puede considerarse un cargo como empleo p ú b l i c o , aunque 
se confiera por real orden, cuando no se cobra por él sueldo del 
Estado (2); doctr ina que es m u y de tener en cuenta para fijar en 
determinados casos el c a r á c t e r de los empleados púb l i cos y las 
responsabilidades en que pudieren i n c u r r i r ciertos funcionarios, y 
que confi rma las opiniones que hemos expuesto al pr inc ip io de esta 
cap í t u lo 
L a A d m i n i s t r a c i ó n tiene facultades para alterar la denomina-
c ión de un destino y hasta para var iar el sueldo que le correspon-
de, sin que el uso de esa a t r i b u c i ó n discrecional pueda someterse 
á judicia les contiendas (3). 
Guando una d ispos ic ión gubernat iva declara cesantes á emplea-
dos que como los de la Di recc ión de los Registros no pueden ser 
separados sin f o r m a c i ó n de expediente, no c u m p l i é n d o s e los re-
quisitos legales, y no mediando la s u p r e s i ó n de sus plazas como 
medida general, procede el recurso contencioso por exist ir les ión 
de derechos adquir idos (4). 
Siendo un acto potestativo del Gobierno no sólo acordar la tras-
l ac ión de los Maestros de escuela de un punto á otro, sino hasta 
separarlos en su caso, p r é v i a la i n s t r u c c i ó n de expediente, es i m -
procedente la v í a contenciosa para reclamar la real ó r d e n que de-
t e r m i n ó la t r a s l a c i ó n (5). 
Es improcedente la v ía contenciosa cuando se reclama contra 
una d i spos ic ión adminis t ra t iva del Gobierno dentro de sus facul-
tades discrecionales, cuyo c a r á c t e r es innegable á l a real ó r d e n 
que t r a s l a d ó á otro punto á un C a n ó n i g o que no l l egó á obtener 
la co l ac ión c a n ó n i c a de la prebenda para que pr imeramente fué 
nombrado (6). 
(1) Doc. de 19 de Setiembre de 1864. 
(2) Sent. de 10 de Enero de 1855. 
(3) Sent. de 21 de Mayo de 1866. 
(4) Sent. de 14 de Abril de 1871. 
(5) Sent. de 20 de Febrero de 1872. 
(6) Sent. de 7 de Octubre de 1872. 
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Procede el recurso contencioso contra los actos finales, de la 
A d m i n i s t r a c i ó n que las t iman derechos preexistentes, cuando a q u é -
llos recaen sobre materia contencioso-administrativa y el recurso 
se interpone en t iempo h á b i l . 
Así se dec l a ró por sentencia de 27 de Octubre de 1873, al ad-
m i t i r la demanda pidiendo la r e v o c a c i ó n de una orden minis te r ia l 
que h a b í a declarado cesante á D . J o a q u í n Ximenez de Zenarbe del 
cargo de Alcaide de la c á r c e l de Zaragoza, vulnerando los dere-
chos que de antiguo t en í a adquir idos el interesado por v i r t u d de 
circunstancias especiales. 
E l gobierno superior de la I n s t r u c c i ó n p ú b l i c a en todos sus ra-
mos corresponde al Minis ter io de Fomento, y en su v i r t u d las dis-
posiciones que dicta en observancia de los preceptos de la ley que 
tratan del n ú m e r o y clase de establecimientos de e n s e ñ a n z a que 
ha de haber en cada pueblo, no lesionan derechos de los profeso-
res, y por tanto no son revisables en vía contenciosa (1). 
Son actos que no pueden ser apreciados en v ía contenciosa el 
j u i c i o comparativo que hace el Consejo de I n s t r u c c i ó n p ú b l i c a 
para fo rmula r al Gobierno las ternas para la p rov i s ión de c á t e d r a s 
por concurso, así como la e lecc ión que dentro de ellas e f ec túa el 
Gobierno, sobre todo cuando al realizarlos se l lenan las formas 
al efecto prescritas; y por lo tanto la real orden de nombramiento 
de u n C a t e d r á t i c o en la indicada forma no puede ser impugnada 
ante los Tribunales adminis t ra t ivos , f u n d á n d o s e en reun i r condi-
ciones preferentes de apt i tud , por otro profesor, puesto que no 
existe derecho preexistente que haya sido lesionado (2). 
Derogado el R. D . de 14 de Marzo de 1860 por el decreto de 18 
de Setiembre de 1869, las Diputaciones provinciales pueden sepa-
rar t a m b i é n l ibremente á sus Arqui tectos , á no ser que e s t én de-
clarados inamovibles por efecto de condiciones impuestas por las 
mismas corporaciones a l verificarse las oposiciones á la plaza (3). 
V é a s e t a m b i é n en el siguiente p á r r a f o de este cap í tu lo la real 
ó r d e n de 18 de Octubre de 1880, qUe establece doctr ina impor tan-
te sobre incapacitacion gubernativa acordada por el Gobierno para 
el ejercicio de cargos periciales; en cuya dec i s ión se d e c l a r ó que 
(1) R . O. de 17 de Junio de 1879. 
(2) R . O. de 5 de Mayo de 1879. 
(3) R. O. de 14 de l íov iembre de 1873. 
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las medidas ó resoluciones de esa índo le no pueden revisarse en 
v ía contenciosa, por cuanto su a d o p c i ó n es t á dentro de las facul-
tades discrecionales del Poder ejecutivo. 
E n gracia á la brevedad prescindimos de consignar mayor n ú -
mero de puntos de vista fijados por la jur isprudencia , ya porque 
hemos procurado en el curso de este cap í t u lo exponer con toda 
clar idad los casos en que en general es procedente el recurso con-
tencioso y los que en manera a lguna pueden const i tuir mot ivo de 
c o n t e n c i ó n , ya t a m b i é n porque es preferible que, como en los pre-
cedentes c a p í t u l o s , reproduzcamos á c o n t i n u a c i ó n las decisiones 
m á s interesantes que por el Consejo de Estado se han dictado en 
los cuatro ú l t imos a ñ o s acerca de puntos importantes relacionados 
con los derechos de los empleados p ú b l i c o s , y fijando los casos 
susceptibles de c o n t e n c i ó n . 
Así lo hacemos, poniendo con ello t é r m i n o á este cap í t u lo , 
4 . °—Jur i sprudenc ia . 
Secretarios de las Diputaciones provinciales. — C o n a r r e g l o a l 
a r t . 72 de l a l e y P r o v i n c i a l de 1870 es a t r i b u c i ó n d i s c r e c i o n a l de l a s D i -
p u t a c i o n e s e l s e p a r a r d e l c a r g o á s u s S e c r e t a r i o s , s i b i e n s e g ú n l a p r i m e r a 
de l a s d i s p o s i c i o n e s t r a n s i t o r i a s de l a m i s m a l a r e s o l u c i ó n d e f i n i t i v a q u e 
se adopte es r e c l a m a b l e p o r l a v í a c o n t e n c i o s a c u a n d o e l f u n c i o n a r i o s e -
p a r a d o h u b i e s e o b t e n i d o l a p l a z a p o r o p o s i c i ó n . 
E n t a l e s c a s o s h a b r á de m e d i a r f o r m a c i ó n de e x p e d i e n t e , e n e l c u a l se 
o i r á n e c e s a r i a m e n t e a l i n t e r e s a d o c o n f o r m e p r e v i e n e l a c i t a d a l e y . 
P o r c o n s i g u i e n t e , f a l t a n d o a l r e q u i s i t o de o i r a l f u n c i o n a r i o s e p a r a d o , 
q u e es u n t r á m i t e i n d i s p e n s a b l e y e s e n c i a l , e x i s t e u n v i c i o q u e a n u l a t o -
d o l o a c t u a d o . {B. D. 1 5 Febrero 1878 . Gac 27 Mayo id.) 
Derechos de los Visitadores del papel sel lado.—El d e r e c h o de los 
V i s i t a d o r e s d e l p a p e l s e l l ado á l a p a r t e q u e l e s e s t á a s i g n a d a s o b r e l a s 
m u l t a s c o n q u e l a A d m i n i s t r a c i ó n c a s t i g a l a s f a l t a s e n e l uso d e l s e l lo 
d e l E s t a d o n o n a c e h a s t a q u e e l a c u e r d o e n q u e se i m p u s o l a m u l t a r e -
s u l t e firme y d e f i n i t i v o c o n l a a p r o b a c i ó n s u p e r i o r d e l C e n t r o c o r r e s p o n -
d i e n t e : p o r l o c u a l n o p u e d e n a l e g a r s e c o m o v a l e d e r o s los d e r e c h o s q u e 
á n t e s de t a l r e s o l u c i ó n h u b i e s e n d e c l a r a d o los A d m i n i s t r a d o r e s e c o n ó m i -
cos , n i se v u l n e r a n p o r c o n s i g u i e n t e a ú n e m e l a D i r e c c i ó n g e n e r a l r e b a j e , 
e n v i s t a de l a s p r u e b a s a d u c i d a s , l a c u a n t í a de l a m u l t a : de m a n e r a q u e 
n o p r o c e d e l a d e m a n d a c o n t e n c i o s a c o n t r a l a s r e a l e s ó r d e n e s q u e e n t a l 
s e n t i d o e x p i d a e l C e n t r o s u p e r i o r c o r r e s p o n d i e n t e . {Resol. 13 M a r -
zo 1 8 7 8 . Gac . 17 id.) 
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Escalafones.—Los e s c a l a f o n e s , c u a n d o a d q u i e r e n e l c a r á c t e r de d e -
finitivos, n o s o n m o d i f i c a b l e s m á s que e n l a f o r m a e s t a b l e c i d a p o r l a s 
l e y e s ó r e g l a m e n t o s . {R. D. Sent. 29 M a v o l 8 7 8 . Gac. id Setiembre id.) 
Escalafones .—ha. p u b l i c a c i ó n o f i c i a l d e l e s c a l a f ó n e n lo s c u e r p o s 
s u j e t o s á é l e q u i v a l e á l a p r o m u l g a c i ó n d e l a c u e r d o de l a s u p e r i o r i d a d 
q u e fija e l p u e s t o y los r e s p e c t i v o s d e r e c h o s de los i n d i v i d u o s e n é l c o m -
p r e n d i d o s y s e ñ a l a e l m o m e n t o e n q u e c o m i e n z a e l p l a z o p a r a l a s r e -
c l a m a c i o n e s á q u e p u e d a h a b e r l u g a r , s i n q u e b a s t e n p a r a a n t i c i p a r l o 
l a s n o t i c i a s c o n f i d e n c i a l e s q u e c u a l q u i e r a de l o s i n t e r e s a d o s h a y a p o d i d o 
a d q u i r i r . {R. D. Sent. \.0 Junio 4878 . Cfac. M Agosto id.) 
Notarios: nombramiento de sustitutos.—Con a r r e g l o á lo p r e v e -
n i d o e n e l a r t . 2 . ° d e l A p é n d i c e a l r e g l a m e n t o de 30 de D i c i e m b r e de '1862, 
s ó l o p u e d e n n o m b r a r s e g u n d o s y s u c e s i v o s s u s t i t u t o s los N o t a r i o s q u e 
s e a n d u e ñ o s d e l oficio de d o n d e s u d e r e c h o d i m a n e , e n t e n d i é n d o s e p o r 
t a l e s l o s p r o p i e t a r i o s de a q u e l l o s c a r g o s e n a j e n a d o s , m a s n o los q u e p o r 
v i r t u d de n o m b r a m i e n t o r e a l , á u n c u a n d o s e a v i t a l i c i a m e n t e , los d e s -
e m p e ñ a n . {R. D. Sent. 2 Julio 1878 . Gac. 26 Setiembre id.) 
Escribanos de actuaciones. — S u p r i m i d a p o r e l a r t . 500 de l a l e y 
de o r g a n i z a c i ó n d e l P o d e r j u d i c i a l l a c l a s e de E s c r i b a n o s de a c t u a c i o n e s , 
i m p l í c i t a m e n t e q u e d a r o n d e r o g a d o s y e x t i n g u i d o s l o s d e r e c h o s q u e p u -
d i e r a n e x i s t i r p a r a a s c e n d e r á esos c a r g o s , q u e , á u n c u a n d o l a e x p r e s a -
d a l e y se h a l l e e n s u s p e n s o , n o p u e d e n p r o v e e r s e , o c u r r i é n d o s e á l a s 
n e c e s i d a d e s d e l s e r v i c i o p o r m e r a s h a b i l i t a c i o n e s i n t e r i n a s , p a r a c u y a 
o b t e n c i ó n , c o n a r r e g l o á lo d i s p u e s t o e n e l a r t . 4 . ° d e l R . D . de 12 de 
J u l i o de 1875 , n o t i e n e n p r e f e r e n t e d e r e c h o los E s c r i b a n o s de d i l i g e n c i a s 
p u d i e n d o c o n f e r i r s e p o t e s t a t i v a m e n t e d e n t r o de c u a l q u i e r a c a t e g o r í a de 
l a s c o m p r e n d i d a s e n e l c i t a d o a r t í c u l o . {R. D. Sent. 10 Julio 1 8 7 8 . Ga-
ceta 30 id.) 
Letrados de Hacienda.—'Tiene e l c a r á c t e r de a c t o d i s c r e c i o n a l d e l 
G o b i e r n o , y n o es p o r lo t a n t o r e v i s a b l e e n l a v í a c o n t e n c i o s a , l a s e p a r a -
c i ó n de u n O f i c i a l L e t r a d o de H a c i e n d a h e c h a p o r e l M i n i s t r o d e l r a m o 
u s a n d o de l a s f a c u l t a d e s e x t r a o r d i n a r i a s q u e le c o n c e d i ó e l d e c r e t o - l e y 
de 4 de E n e r o de 1875 . {Resol. 2 7 Julio 1878 . Gac. 29 id.) 
Nombramiento de guardas de campo por los Alcaldes . — C o m p e t e á 
l o s A l c a l d e s e l n o m b r a m i e n t o y s e p a r a c i ó n de los g u a r d a s r u r a l e s , 
p u e s t o q u e s o n a g e n t e s a r m a d o s de l a v i g i l a n c i a m u n i c i p a l de q u e h a b l a 
e l a r t . 74 de l a l e y de A y u n t a m i e n t o s , p o r q u e l a p a l a b r a s u b r a y a d a se 
u s a e n e s a d i s p o s i c i ó n e n s u s e n t i d o m á s l a t o , c o m o q u e c o m p r e n d e á 
c u a n t o s d e p e n d i e n t e s de l a M u n i c i p a l i d a d t i e n e n l a o b l i g a c i ó n de c o n -
s e r v a r e l o r d e n y p r o t e g e r l a s p e r s o n a s y l a s p r o p i e d a d e s , c u a l q u i e r a q u e 
s e a l a n a t u r a l e z a de é s t a s , s i n q u e obste p a r a e l l o l a f a c u l t a d r e c o n o c i d a 
á los A y u n t a m i e n t o s de e n t e n d e r e x c l u s i v a m e n t e e n c u a n t o t e n g a r e l a -
c i ó n c o n l a vigilancia y g u a r d e r í a , y a q u e es to n o se re f i ere a l n o m -
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b r a m i e n t o y s e p a r a c i ó n de los a g e n t e s e m p l e a d o s e n t a l e s s e r v i c i o s , s i n o 
a l g o b i e r n o y d i r e c c i ó n d e l r a m o , ó s e a á l a d e t e r m i n a c i ó n de l a s r e g l a s 
q u e se h a n de o b s e r v a r e n l a v i g i l a n c i a y a u n a l e s t a b l e c i m i e n t o de l a 
o r g a n i z a c i ó n q u e e s t i m e n o p o r t u n o d a r l e . [Resol. 45 Octubre 1 8 7 8 . Ga-
ceta 19 id.) 
Facultativos de beneficencia provincial .—Las D i p u t a c i o n e s p r o -
v i n c i a l e s n o p u e d e n n o m b r a r F a c u l t a t i v o s n u m e r a r i o s de los e s t a b l e c i -
m i e n t o s de b e n e f i c e n c i a m á s q u e p r é v i a r i g o r o s a o p o s i c i ó n y p r o p u e s t a 
e n t e r n a d e l t r i b u n a l de c e n s u r a , s i n q u e p u e d a n l o s a g r e g a d o s p a s a r á 
a q u e l l a c l a s e á n o p r e c e d e r e l c u m p l i m i e n t o de los m e n c i o n a d o s r e q u i -
s i tos ; p u e s á u n c u a n d o n o e s t á v i g e n t e e n todas s u s p a r t e s e l r e g l a -
m e n t o de 30 de J u n i o de 1858 , p o r q u e e l n o m b r a m i e n t o c o r r e s p o n d e á 
l a s D i p u t a c i o n e s , es to n o l a s r e l e v a de l l e n a r e l r e q u i s i t o de l a o p o s i c i ó n ; 
y a p o r q u e t a l s o l e m n i d a d no c o a r t a l a s á m p l i a s f a c u l t a d e s q u e l a l e y 
le s r e c o n o c e , y a p o r q u e e n e l a r t . 78 de l a v i g e n t e l e y M u n i c i p a l , q u e 
es a p l i c a b l e á l a s D i p u t a c i o n e s , s e g ú n e l de s u l e y o r g á n i c a , se p r e -
v i e n e q u e los f u n c i o n a r i o s d e s t i n a d o s á s e r v i c i o s e s p e c i a l e s t e n d r á n l a 
c a p a c i d a d y c i r c u n s t a n c i a s q u e e n l a s l e y e s r e l a t i v a s á los m i s m o s se 
d e t e r m i n e n . [R. O. 3 Diciembre 1878 . Gac. 26 id.) 
Catedráticos de Ins t i tu to .—Aunque e n e l d e c r e t o de 20 de E n e r o de 
1 8 7 3 , e x p e d i d o p o r e l M i n i s t e r i o de H a c i e n d a , m a n d a n d o a b o n a r á lo s 
c e s a n t e s y j u b i l a d o s de todos los M i n i s t e r i o s y á los m i l i t a r e s de c u a r t e l 
ó r e e m p l a z o los h a b e r e s q u e p o r c a u s a s p o l í t i c a s h u b i e r a n d e j a d o de 
p e r c i b i r d u r a n t e los ú l t i m o s a ñ o s , no m e n c i o n a á los C a t e d r á t i c o s s e p a -
r a d o s de s u s c á t e d r a s , y p o r t a l m o t i v o , d e c l a r a d o s e x c e d e n t e s , d e b e n 
é s t o s c o n s i d e r a r s e i n c l u i d o s e n d i c h a d i s p o s i c i ó n , a t e n d i d o s u e s p í r i t u , 
a u n q u e c o r r e s p o n d a s a t i s f a c e r s u s h a b e r e s á l a s D i p u t a c i o n e s p r o v i n -
c i a l e s , p u e s t o q u e se h a l l a n e n e l m i s m o c a s o q u e a q u e l l o s á q u i e n e s 
e x p r e s a m e n t e se re f i ere e l d e c r e t o , y a s í s e h a r e s u e l t o p o r e l M i n i s t e r i o 
de F o m e n t o r e s p e c t o á a l g u n o s p r o f e s o r e s quO e n l a m e n c i o n a d a s i t u a -
c i ó n se e n c o n t r a b a n . [R. D. 2 7 Diciembre 1878. Gac. I.0 Mayo 1 8 7 9 . ) 
N o t a r í a s : sustitutos.—Con a r r e g l o á lo p r e v e n i d o e n l a d i s p o s i -
c i ó n t r a n s i t o r i a d e l r e g l a m e n t o de 9 de N o v i e m b r e de 1874 p a r a l a o r g a -
n i z a c i ó n y r é g i m e n de l N o t a r i a d o , q u e m a n d ó s i g u i e r a n e n o b s e r v a n c i a 
los a r t s . 2 . ° y 3 . ° d e l a p é n d i c e a l r e g l a m e n t o de 30 de A b r i l de 1862 , e l 
p r i m e r o de los c u a l e s e s t a b l e c i ó q u e s ó l o p o d r í a n n o m b r a r s u s t i t u t o s l o s 
N o t a r i o s d u e ñ o s de los of ic ios , este d e r e c h o s ó l o c o m p e t e á lo s p r o p i e t a -
r i o s de a q u e l l o s c a r g o s e n a j e n a d o s , y n o á los q u e los d e s e m p e ñ a n p o r 
v i r t u d de n o m b r a m i e n t o r e a l , á u n c u a n d o s e a v i t a l i c i a m e n t e . [Real de-
creto Sent. 27 Diciembre 1878. Gac. 16 A b r i l 1879 . ) 
Empleados de Ultramar: sobresueldo.—El a r t . 8 . ° d é l a R. O. de 6 
de J u n i o de 1866 n a d a r e s u e l v e a c e r c a d e l s u e l d o n i d e l s o b r e s u e l d o 
d e los f u n c i o n a r i o s q u e d e s e m p e ñ e n i n t e r i n a m e n t e los c a r g o s de G o b e r -
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n a d o r e s s u p e r i o r e s ó de I n t e n d e n t e s , s i n o q u e ú n i c a m e n t e h a b l a de l o s 
g a s t o s de r e p r e s e n t a c i ó n , c u y a c u a n t í a d e j a a l G o b i e r n o , s i b i e n fijando 
e l m á x i m u m á q u e p u e d e n l l e g a r ; y u n a vez s e ñ a l a d o este m á x i m u m 
e n c a d a c a s o p a r t i c u l a r , no es s u s c e p t i b l e de d i s m i n u c i ó n de n i n g u n a 
e s p e c i e , s i e n d o s u p e r c e p c i ó n c o m p a t i b l e c o n l a d e l s u e l d o de r e s i d e n c i a 
d e l e m p l e a d o q u e i n t e r i n a m e n t e s i r v e a q u e l l o s c a r g o s , p o r q u e n o p u e d e 
r e p u t a r s e c o m o otro s o b r e s u e l d o e n c o n s i d e r a c i ó n á los fines á q u e e s t á 
d e s t i n a d o . {R. D. 29 Enero 1879. Gac. 22 Mayo id.) 
Maes tros .—Trascurr ido e l t i e m p o d u r a n t e e l q u e u n A y u n t a m i e n t o 
c o n c e d i ó c i e r t a p e n s i ó n a l M a e s t r o de e s c u e l a , s i n o b l i g a c i ó n de c o n t i -
n u a r s u a b o n o t e r m i n a d o a q u é l , c o n d i c i ó n a c e p t a d a p o r e l g r a t i f i c a d o , 
c a r e c e é s t e de t í t u l o p a r a r e c l a m a r e l pago , y p o r lo m i s m o n o e x i s t e 
d e r e c h o p r e e x i s t e n t e q u e h a y a p o d i d o s e r l a s t i m a d o , s i n q u e p u e d a i n -
v o c a r s e e l n a c i d o de u n a r e s o l u c i ó n a d m i n i s t r a t i v a q u e e n t i e m p o o p o r -
t u n o r e c l a m a d a n o p u d o c a u s a r e s tado . [R. O. 30 Enero 1 8 7 9 . ) 
Ensayadores de la Casa de Moneda.—En n i n g u n a de l a s d i s p o s i -
c i o n e s l e g a l e s q u e se r e f i e r e n á los e n s a y a d o r e s de l a C a s a de M o n e d a se 
e s t a b l e c e n l a s c a u s a s p o r q u e p o d í a n s e r s e p a r a d o s , n i l a g a r a n t í a de q u e 
á l a s e p a r a c i ó n p r e c e d a l a f o r m a c i ó n de e x p e d i e n t e e n q u e se j u s t i f i q u e 
l a e x i s t e n c i a de a l g u n a de e l l a s , y p o r lo t a n t o es e v i d e n t e q u e c o n t r a 
l a r e s o l u c i ó n de l a A d m i n i s t r a c i ó n a c t i v a e n q u e l a s e p a r a c i ó n se r e s u e l -
v a , n o p r o c e d e l a v í a c o n t e n c i o s a , p o r q u e n o l a s t i m a n i n g ú n d e r e c h o 
p r e e x i s t e n t e , m á x i m e c u a n d o n o se r e c u r r e e n t i e m p o c o n t r a l a o r d e n 
e n q u e se d e c i d e , s i n o t r a s c u r r i d o c o n e x c e s o , se i m p u g n a o t r a o r d e n 
m u y p o s t e r i o r , r e c a í d a e n u n a i n s t a n c i a d i r i g i d a á o b t e n e r l a r e p o s i c i ó n . 
{R. O. W Marzo \ m . Gac . 29 id.) P o r l a R . O . de 30 de M a r z o , 
Gaceta d e l 31 de i d . , f u é a d m i t i d a l a d e m a n d a . 
Empleados por o p o s i c i ó n . — L a o p o s i c i ó n m e d i a n t e l a c u a l se obt ie -
n e u n e m p l e o p ú b l i c o , n o c o n f i e r e a l n o m b r a d o d e r e c h o a l g u n o p a r a n o 
s e r s e p a r a d o s i n o p o r c a u s a p r o b a d a y c o n s u a u d i e n c i a , c u a n d o l a e x i s -
t e n c i a de ese d e r e c h o no r e s u l t a de u n a d i s p o s i c i ó n l e g a l e x p r e s a , y p o r 
lo t a n t o n o c a b e i m p u g n a r e n l a v í a c o n t e n c i o s a l a r e s o l u c i ó n g u b e r n a -
t i v a que lo d e c l a r a c e s a n t e . [R. D. 11 Marzo 1 8 7 9 . Gac . 29 id.) 
Procesamiento de empleados p ú b l i c o s . — E s de l a e x c l u s i v a c o m -
p e t e n c i a de l a A d m i n i s t r a c i ó n a p r e c i a r los a c t o s p u r a m e n t e a d m i n i s t r a -
t i v o s , r i t u a l e s ó r e g l a m e n t a r i o s de s u s d e p e n d e n c i a s , m a y o r m e n t e l o s 
q u e á l a c o n t a b i l i d a d se r e f i e r e n , y e n s u c o n s e c u e n c i a , c u a n d o se t r a t a 
de p r o c e d e r c r i m i n a l m e n t e c o n t r a u n e m p l e a d o p o r r a z ó n de t a l e s a c -
tos , e x i s t e u n a c u e s t i ó n q u e t o c a r e s o l v e r p r é v i a m e n t e á l a A d m i n i s -
t r a c i ó n . [R. D. 12 Marzo 1879 . Gaceta 25 Abri l id.) 
Procesamiento de empleados administrativos.—Cuando e l p r o c e d i -
m i e n t o c r i m i n a l i n c o a d o c o n t r a u n e m p l e a d o a d m i n i s t r a t i v o n o se f u n -
d a e n l a c o n n i v e n c i a de é s t e e n u n de l i to c o m ú n , s i n o q u e t i e n e p o r o b -
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j e t o c a s t i g a r l a s i n f r a c c i o n e s r e g l a m e n t a r i a s q u e h a y a podido c o m e t e r s e 
a l e j e r c e r a c t o s d i s p u e s t o s a d m i n i s t r a t i v a m e n t e , e x i s t e u n a c u e s t i ó n 
p r é v i a p a r a d e c l a r a r s i o b r ó b i e n e l p r o c e s a d o , l a c u a l c o r r e s p o n d e r e -
s o l v e r á l a A d m i n i s t r a c i ó n , p u e s t o q u e a t r i b u c i ó n e x c l u s i v a m e n t e s u y a 
es a p r e c i a r l o s a c t o s de s u s d e p e n d e n c i a s p u r a m e n t e a d m i n i s t r a t i v o s y 
de r i t u a l i d a d , y c o n m a y o r r a z ó n s i p e r t e n e c e n á f o r m a l i d a d e s de c o n t a -
b i l i d a d . [R. D. 12 Marzo 1879 . Gac. 2 5 A b r i l id.) 
Profesorado públ ico: simultaneidad de sueldos.-—La p r o h i b i c i ó n 
s o b r e s i m u l t a n e i d a d de s u e l d o s e s t a b l e c i d a p o r l a l e y de 9 de J u l i o 
de 1855 n o a l c a n z a á los c a t e d r á t i c o s i n v e s t i d o s c o n c a r g o s e c l e s i á s t i c o s , 
p o r q u e é s t o s n o p u e d e n e s t i m a r s e c o m o d e s t i n o s , n i c o m o c o m i s i o n e s , 
n i t a m p o c o c o m o s u e l d o l a a s i g n a c i ó n q u e p e r c i b e n e n s u b r o g a c i ó n de 
los b i e n e s o c u p a d o s á l a I g l e s i a . {R. D . Sent. 12 Marzo 1879 . Gac. 2 8 
Mayo id.) 
I n s t r u c c i ó n pública: resoluciones ministeriales que causan es -
¡ t o c i o . — - C a u s a e s t a d o l a r e s o l u c i ó n m i n i s t e r i a l q u e r e s u e l v e a c e r c a de l a 
s i t u a c i ó n de e x c e d e n c i a y d e r e c h o s de u n p r o f e s o r de u n e s t a b l e c i m i e n -
to p r o v i n c i a l de i n s t r u c c i ó n p ú b l i c a , s i c o n t r a e l l a n o se r e c l a m a e n e l 
p l a z o de s e i s m e s e s , e s t a b l e c i d o s p o r l a s d i c t a d a s p o r e l M i n i s t e r i o de H a -
c i e n d a e n R . D . de 21 de M a y o de 1853 , q u e p o r e l de 20 de J u n i o de 1 8 5 8 
se h i z o e x t e n s i v o á los d e m á s M i n i s t e r i o s . [R. D. 14 Marzo 1879 . Gac. 12 
Junio id..) 
Empleados de U l t r a m a r . — P a r a d e t e r m i n a r l o s d e r e c h o s y d e b e r e s 
de los e m p l e a d o s de U l t r a m a r q u e p o r d i s p o s i c i ó n de los G o b e r n a d o r e s 
g e n e r a l e s de a q u e l l a s p r o v i n c i a s c e s a n p o r s e p a r a c i ó n ó r e n u n c i a , h a y 
q u e a t e n e r s e , e n defecto de d i s p o s i c i o n e s e x p r e s a s , á los p r i n c i p i o s g e n e -
r a l e s d e l r e g l a m e n t o de 3 de J u n i o de 1 8 6 6 , s e g ú n l o s q u e c o r r e s p o n d e 
a l G o b i e r n o l a d e c l a r a c i ó n de c e s a n t í a , t e n i e n d o e l c a r á c t e r de i n t e r i n a s 
l a s q u e los r e f e r i d o s G o b e r n a d o r e s a d o p t e n , y p o r lo t a n t o c u a n d o é s t a s 
se d e j a n s i n efecto , l o s e m p l e a d o s á q u i e n e s a f e c t a n t i e n e n p o r e l t i e m -
po e n q u e c e s a r o n d e r e c h o á l a p e r c e p c i ó n d e L s u e l d o c o r r e s p o n d i e n t e 
á s u s d e s t i n o s ; p e r o no á l a de l s o b r e s u e l d o p o r e l e n q u e e s t u v i e s e n 
a u s e n t e s d e l p u n t o d o n d e d e b e n r e s i d i r , p o r q u e e s t a a s i g n a c i ó n se d e -
v e n g a , s e g ú n e l a r t . 15 d e l r e g l a m e n t o c i t a d o , n o m á s q u e e n c o n s i d e -
r a c i ó n á l a r e s i d e n c i a . {R. T). 30 A b r i l 1879 . Gac. 19 Agosto id.) 
Ins trucc ión pública.—¥A g o b i e r n o s u p e r i o r de l a I n s t r u c c i ó n p ú b l i -
c a e n todos s u s r a m o s c o r r e s p o n d e a l M i n i s t e r i o de F o m e n t o , y e n s u v i r -
t u d l a s d i s p o s i c i o n e s q u e d i c t a e n o b s e r v a n c i a de l o s p r e c e p t o s de l a l e y 
q u e t r a t a n d e l n ú m e r o y c l a s e de e s t a b l e c i m i e n t o s de e n s e ñ a n z a q u e h a 
de h a b e r e n c a d a p u e b l o , n o s o n s u s c e p t i b l e s de e n m i e n d a ó r e f o r m a e n 
l a v í a c o n t e n c i o s a . {R . O. 17 Junio 1 8 7 9 . Gac . 13 Julio id . ) 
Empleados de Ultramar: juic io de res idencia .—Teniendo p o r o b j e -
to los j u i c i o s de r e s i d e n c i a i n v e s t i g a r l a c o n d u c t a o b s e r v a d a p o r l a s 
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a u t o r i d a d e s a d m i n i s t r a t i v a s d u r a n t e l a é p o c a de s u r e s p e c t i v o g o b i e r n o , 
p a r a lo c u a l se a b r e u n a p e s q u i s a g e n e r a l c o n e l fin q u e se s e ñ a l e n y 
e x p r e s e los h e c h o s j u s t i c i a b l e s , no p u e d e n e n t e n d e r s e p r i v a t i v a m e n t e r e -
s e r v a d o s á los c i t a d o s j u i c i o s los a c t o s q u e d e s d e l u é g o m e r e z c a n s e r 
c a l i f i c a d o s c o m o d e l i t o s , s i n o q u e debe d e j a r s e s u c o n o c i m i e n t o á los 
T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s s i n a p l a z a m i e n t o s n i d i l a c i o n e s , ( i ? . D. & J u -
lio d879. Gac. 5 id.) 
Delitos de los empleados de Ultramar.—No p u e d e n e n t e n d e r s e r e -
s e r v a d o s p r i v a t i v a m e n t e á los j u i c i o s de r e s i d e n c i a los ac tos de l o s f u n -
c i o n a r i o s de U l t r a m a r q u e desde l u é g o m e r e z c a n l a c a l i f i c a c i ó n de d e l i -
tos , s i n o q u e s u c o n o c i m i e n t o debe d e j a r s e á los T r i b u n a l e s s i n a p l a z a -
m i e n t o n i d e c l a r a c i o n e s , p u e s t o q u e e l r e g l a m e n t o de 3 de J u n i o de 1866 , 
r e l a t i v o á a q u e l l o s e m p l e a d o s , a l d i s p o n e r e n e l a r t . H 5 q u e l o s de l i to s 
q u e c o m e t a n e n e l e j e r c i c i o de s u s f u n c i o n e s se c a s t i g u e n c o n a r r e g l o á 
l a s p r e s c r i p c i o n e s d e l C ó d i g o p e n a l de l a P e n í n s u l a , e v i d e n t e m e n t e q u i s o 
a t r i b u i r s u c o n o c i m i e n t o i n m e d i a t o á l a j u r i s d i c c i ó n o r d i n a r i a , c o m o e n -
c a r g a d a de l a e x c l u s i v a a p l i c a c i ó n de lo p r e v e n i d o e n d i c h o C ó d i g o . [Real 
orden 4 Julio 4879 . Gac. 6 id.) 
Haberes: reales órdenes que causan estado.-—La r e a l o r d e n q u e 
r e c o n o c e e l d e r e c h o á l a p e r c e p c i ó n de h a b e r e s d e v e n g a d o s e n e l d e s e m -
p e ñ o de u n c a r g o p ú b l i c o y c a u s a e s t a d o , s ó l o p u e d e s e r e n c o m e n d a d a 
e n l a f o r m a p r e v e n i d a e n e l R . D . de 21 de M a y o de 4 8 5 3 ; p e r o n o g u -
b e r n a t i v a m e n t e , a u n c u a n d o se h a y a d i c t a d o c o n e r r o r . [R. D. 28 J V o -
viembre 1 8 7 9 . Gac. 49 Febrero 4 8 8 0 . ) 
Registradores de la propiedad: correcciones discipl inarias.—No 
es r e v i s a b l e e n v í a c o n t e n c i o s a l a r e a l ó r d e n q u e p r é v i a i n s t r u c c i ó n 
de e x p e d i e n t e y c o n a u d i e n c i a d e l i n t e r e s a d o i m p o n e á u n R e g i s t r a d o r 
de l a p r o p i e d a d l a c o r r e c c i ó n d i s c i p l i n a r i a q u e e s t i m a p r o c e d e n t e , s i n q u e 
p u e d a c o n t r a e s a r e s o l u c i ó n i n v o c a r s e l a f a l t a de a u t o r i d a d de l a D i r e c -
c i ó n g e n e r a l d e l r a m o y d e l M i n i s t e r i o de G r a c i a y J u s t i c i a p a r a d i c t a r l a , 
p o r q u e s i e n d o , s e g ú n l a l e y H i p o t e c a r i a , los s u p e r i o r e s j e r á r q u i c o s de l o s 
R e g i s t r a d o r e s , n o p u e d e s u p o n e r s e q u e s u s a c u e r d o s a d o l e c e n de ese v i -
c i o r e s p e c t o á lo s q u e b a j o s u d e p e n d e n c i a f u n c i o n a n . [R. 0 . 1 8 ü i c i e m ' 
brelSlV. Gac. 24 id.) 
Beneficencia: investigadores de bienes.—Los i n v e s t i g a d o r e s de b i e -
n e s de b e n e f i c e n c i a s o n a g e n t e s de l a A d m i n i s t r a c i ó n , q u e c a r e c e n de 
d e r e c h o á i m p u g n a r ó r e c l a m a r c o n t r a l a s r e s o l u c i o n e s q u e d e s e s t i m a n 
s u s d e n u n c i a s s i n q u e l a a u t o r i z a c i ó n q u e se l e s c o n c e d e p a r a p r o c e d e r 
á l a i n s t r u c c i ó n de e x p e d i e n t e s i m p l i q u e á s u f a v o r d e r e c h o a l p r e m i o 
de l a d e n u n c i a , q u e n a c e ú n i c a m e n t e c u a n d o , t e r m i n a d o s a q u é l l o s , s e 
r e c o n o c e l a p r o c e d e n c i a de l a ú l t i m a , ( f í . O. 34 Enero 4880 . Gac . 46 
Febrero id.) 
Magistrados de Madrid.—Los t é r m i n o s e n q u e e s t á r e d a c t a d o e l 
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a r t . 138 de l a l e y o r g á n i c a d e l P o d e r j u d i c i a l , d e m u e s t r a n c l a r a m e n t e 
q u e s u objeto f u é , n o s ó l o q u e de c u a t r o v a c a n t e s q u e o c u r r a n e n l a A u -
d i e n c i a de M a d r i d se d é u n a á los M a g i s t r a d o s de l a s d e m á s de l a P e n í n -
s u l a , s i n o q u e é s t a s e a l a p r i m e r a q u e o c u r r a , p o r q u e s i b i e n l a r e g l a 4 . a 
d e l a r t . 2 . ° d e l decre to de 23 de E n e r o de 1875 m o d i f i c ó e l a l u d i d o p r e c e p t o 
l e g a l , h i z o l o l i m i t á n d o s e á c o n c e d e r l a s dos p r i m e r a s v a c a n t e s á lo s ce -
s a n t e s de i g u a l c a r g o ó de l a m i s m a c a t e g o r í a , m i é n t r a s l o s h u b i e s e , 
d e j á n d o l a e n todo lo d e m á s s u b s i s t e n t e , y p o r o t r a p a r t e e l R . D . de 2 2 
de O c t u b r e de 1877 , d i c t a d o , a l p a r e c e r , c o n r e l a c i ó n á los M a g i s t r a d o s 
de f u e r a de M a d r i d , n o a l t e r a lo e s t a b l e c i d o p a r a p r o v e e r l a s v a c a n t e s 
e n l a A u d i e n c i a de l a c ó r t e , q u e f o r m a n u n a c a t e g o r í a d i s t i n t a e n l a s dos 
d i s p o s i c i o n e s c i t a d a s . [R. D. 20 Abr i l 1880 . Gac. 3 Julio id.) 
Notarios: su t r a s l a c i ó n . — A u n c u a n d o l a a u d i e n c i a d e l i n t e r e s a d o 
e n l o s e x p e d i e n t e s de t r a s l a c i ó n de N o t a r i o s l a c o n s t i t u y e e l i n f o r m e 
q u e d e b e p e d í r s e l e a l d a r l e n o t i c i a de los c a r g o s q u e se l e d i r i g e n , 
procede, e s t i m a r c u m p l i d o ese t r á m i t e c o n l a i n s t a n c i a q u e e l m i s m o 
p r e s e n t e , s i e n e l l a se m u e s t r a s a b e d o r de lo o c u r r i d o y r e f u t a l a s q u e -
j a s c o n t r a é l f o r m u l a d a s . {R. D. 2 0 Mayo 1880 . Gac . 1 5 Octubre id.) 
Procedimiento criminal contra funcionarios públicos.—-La, c u e s -
t i ó n p r é v i a a d m i n i s t r a t i v a q u e e n e l c a s o de p r e c e d e r s e c r i m i n a l m e n t e 
c o n t r a u n f u n c i o n a r i o p ú b l i c o p o r h e c h o s p u n i b l e s c o m e t i d o s e n e l e j e r -
c i c i o de s u c a r g o p u d i e r a p r o m o v e r s e , a p a r e c e r e s u e l t a c u a n d o l a m i s -
m a A d m i n i s t r a c i ó n d e c l a r a q u e h a y m o t i v o s p a r a a q u e l p r o c e d i m i e n t o , 
y a l efecto p a s a á los T r i b u n a l e s e l o p o r t u n o t a n t o de c u l p a . [R. D. 7 J u -
lio 1880 . Gac. 5 Octubre id.) 
Cargos periciales: incapacüac ion gubernativa.—Siendo p o t e s t a t i -
v o e n e l G o b i e r n o y p r o p i o de s u s a t r i b u c i o n e s n o r e g u l a d a s , y p o r 
lo t a n t o n o s u j e t a s á c o n t e n c i ó n , l a f a c u l t a d de n o m b r a r l a s p e r s o n a s 
q u e m e j o r e s t i m e p a r a d e s e m p e ñ a r e l c a r g o p e r i c i a l de t a s a d o r de fin-
c a s de l a n a c i ó n , l a i n c a p a c i d a d que r e s p e c t o de a l g u n o se d e c l a r e p a r a 
e j e r c e r e s a f u n c i ó n e s p e c i a l no p u e d e e n t e n d e r s e c o m o p e n a de i n h a b i -
l i t a c i ó n , s i n o c o m o p r o h i b i c i ó n de q u e e n a d e l a n t e se l e e n c o m i e n d e t a l 
t r a b a j o , y p o r lo m i s m o n o p r o c e d e r e v i s a r e n v í a c o n t e n c i o s a l a r e s o l u -
c i ó n e n q u e l a i n c a p a c i d a d se d e c l a r e . [R. 0 . 1 8 O c í w ¿ » r e l 8 8 0 . Gac. 27 id.) 
Derechos de los liquidadores de derechos reales.—No p u e d e l a s -
t i m a r los d e r e c h o s de u n l i q u i d a d o r d e l i m p u e s t o de d e r e c h o s r e a l e s l a 
r e a l ó r d e n q u e a n u l a u n a l i q u i d a c i ó n p o r i n j u s t a é i l e g a l y m a n d a de -
v o l v e r e l p r e m i o p e r c i b i d o p o r h a c e r l a , p o r q u e este p r e m i o se d e v e n -
g a p o r r a z ó n d e l c o b r o d e l i m p u e s t o ; y e n s u v i r t u d , d e c l a r a d a i m p r o c e -
d e n t e l a e x a c c i ó n , n o p u e d e e l l i q u i d a d o r i n v o c a r t í t u l o a l g u n o p a r a c o -
b r a r e l p r e m i o . {R. O. 2 5 Noviembre 1880 . Gac . 28 id.) 
Ins trucc ión pr imaria: escuelas en establecimientos de benefi-
cencia provincial.—No p u d i e n d o s e r s e p a r a d o s de s u c a r g o c o n f o r m e á 
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Ja l e y de 9 de S e t i e m b r e de 1857 los P r o f e s o r e s de e s c u e l a s p ú b l i c a s , s i n o 
p o r l a s c a u s a s y e n l a f o r m a q u e a q u é l l a p r e s c r i b e , y t o d a vez q u e l a s 
e s c u e l a s e x i s t e n t e s e n los E s t a b l e c i m i e n t o s de B e n e f i c e n c i a p ú b l i c a t i e -
n e n e l c a r á c t e r de p ú b l i c a s y d e b e n p r o v e e r s e y s e g u i r e n todo l a s r e g l a s 
p r e s c r i t a s p a r a l a s d e m á s de s u c l a s e , c a r e c e n l a s D i p u t a c i o n e s p r o v i n -
c i a l e s de f a c u l t a d e s p a r a n o m b r a r y s e p a r a r l i b r e m e n t e á los M a e s t r o s 
y M a e s t r a s q u e s i r v e n l a s de l o s a s i l o s de B e n e f i c e n c i a d e p e n d i e n t e s de 
l a s p r o v i n c i a s . [R. ü . 29 Noviembre 1880 . Gac. 22 Marzo 1881 . ) 
Ingenieros de Caminos: j u b i l a c i ó n por e d a d . — A u n q u e e l a r -
t í c u l o 28 de l r e g l a m e n t o o r g á n i c o d e l C u e r p o de I n g e n i e r o s de C a m i n o s , 
f e c h a 28 de O c t u b r e de 1863 , f a c u l t a a l G o b i e r n o p a r a j u b i l a r d i s c r e c i o -
n a l m e n t e á los i n d i v i d u o s de ese C u e r p o c u a n d o h a y a n c u m p l i d o 60 
a ñ o s , u n a vez p u b l i c a d a l a l e y de P r e s u p u e s t o s de 3 de Agosto de 1 8 6 6 
c u y o a r l . 18 fijó e n 65 a ñ o s l a e d a d e n q u e c o n t r a s u v o l u n t a d p u e d e n 
s e r j u b i l a d o s los e m p l e a d o s de l a s d i s t i n t a s c a r r e r a s d e l E s t a d o , c e s ó l a 
m e n c i o n a d a f a c u l t a d p o r q u e e n l a ú l t i m a p r e s c r i p c i ó n c i t a d a q u e d a r o n 
c o m p r e n d i d o s los I n g e n i e r o s p o r s e r u n p r e c e p t o g e n e r a l c o n t r a e l q u e 
no p u e d e n p r e v a l e c e r d i s p o s i c i o n e s e s p e c i a l e s . {R. D. 10 Marzo \ 
Gac. 4 Mayo id.) 
Médicos titulares: expedientes de s e p a r a c i ó n . — L o s F a c u l t a t i v o s 
t i t u l a r e s no p u e d e n c o n s i d e r a r s e c o m o e m p l e a d o s n i d e p e n d i e n t e s a s a l a -
r i a d o s de los A y u n t a m i e n t o s , s e g ú n se d e c l a r ó p o r l a s ó r d e n e s de 4 de 
J u n i o de 1872 y 17 de A b r i l de 1873 q u e a d e m á s a f i r m a r o n e l v i g o r de l o 
p r e s c r i t o e n los a r t s . 70 y 71 de l a l e y de S a n i d a d de 28 de N o v i e m b r e de 
1855 , no d e r o g a d o s e x p l í c i t a n i i m p l í c i t a m e n t e p o r l a l e y M u n i c i p a l , y 
c o m o p o r v i r t u d de l p r i m e r o n i n g ú n F a c u l t a t i v o t i t u l a r p u e d e s e r s e p a -
r a d o s i n c a u s a j u s t i f i c a d a , y p r é v i o e x p e d i e n t e y fa l lo de l a D i p u t a c i ó n 
p r o v i n c i a l e n v i s t a de i n f o r m e de l a J u n t a p r o v i n c i a l d e l r a m o , l a s e p a -
r a c i ó n en l a q u e n o se h a y a n c u m p l i d o e s t a s f o r m a l i d a d e s a d o l e c e de 
n u l i d a d . {R. D. 20 Marzo 1881 . Gac. 23 Junio id.) 
Cargos en c o m i s i ó n . — L a c l á u s u l a en comisión c o n q u e se c o n f i e r e 
u n d e s t i n o , n o e l e v a l a c a t e g o r í a d e l i n f e r i o r q u e p a s a á s e r v i r u n f u n -
c i o n a r i o q u e l a t i e n e s u p e r i o r , s i n o q u e r e s e r v a á é s t e s u a n t i g ü e d a d , h o -
n o r e s y p r e e m i n e n c i a s p e r s o n a l e s , p u d i e n d o v o l v e r a l e m p l e o q u e t u v o 
a n t e r i o r m e n t e , s i n q u e p o r e l lo p u e d a e s t i m a r s e q u e r e c i b e u n a s c e n s o . 
{R. D. 20 Mayo 1881. Gac. 9 Agosto id.) 
Maestros.—No es a d m i s i b l e l a d e m a n d a d i r i g i d a c o n t r a u n a r e a l 
o r d e n q u e d i s p u s o l a s e p a r a c i ó n de u n Maes tro , c u a n d o n o se f u n d a e n 
q u e se h a y a r e p u t a d o c o m p r e n d i d o á a q u é l e n c a s o d i s t i n t o de los q u e , 
s e g ú n l a l e y , p u e d e n s e r v i r de f u n d a m e n t o p a r a l a s e p a r a c i ó n de u n 
P r o f e s o r , n i e x p r e s a de u n m o d o c o n c r e t o q u e se h a y a n d e j a d o de ob-
s e r v a r l a s f o r m a s e s t a b l e c i d a s p a r a l a i n s t r u c c i ó n de e s t a c l a s e de e x p e -
d i e n t e s , ú n i c o s m o t i v o s q u e , c o n a r r e g l o á l a j u r i s p r u d e n c i a c o n s t a n t e , 
DE LO CONTENGIOSO-ADMINISTRATIVO 225 
p o d r í a n d a r l u g a r á l a v í a c o n t e n c i o s a , s i n o q u e se l i m i t a á i m p u g n a r 
e l a c i e r t o c o n q u e e l G o b i e r n o p r o c e d i ó a l a d o p t a r l a r e s o l u c i ó n , l a c u a l , 
p o r s u n a t u r a l e z a de p u r a a p r e c i a c i ó n , se h a l l a c o n a r r e g l o á l a m i s m a 
j u r i s p r u d e n c i a f u e r a d e l a l c a n c e de l a j u r i s d i c c i ó n c o n t e n c i o s o - a d m i -
n i s t r a t i v a . {R. O. 21 Junio 188Í. Cfae. 9 Julio id.) 
Registradores de la propiedad en Ultramar.—Si b i e n l a l e y H i -
p o t e c a r i a de U l t r a m a r r e c o n o c e c a p a c i d a d p a r a s e r n o m b r a d o s R e g i s t r a -
d o r e s e n l a p r i m e r a p r o v i s i ó n de estos c a r g o s á lo s d u e ñ o s de l o s a n t i -
g u o s of ic ios de anotadores de h i p o t e c a s , n o p o r eso l e s c o n c e d e u n p e r -
fecto d e r e c h o á o b t e n e r l o s R e g i s t r o s , s i n o s o l a m e n t e a p t i t u d p a r a s e r 
n o m b r a d o s , d e j a n d o a l l i b r e c r i t e r i o d e l G o b i e r n o l a f a c u l t a d de v e r i f i c a r 
ó no e l n o m b r a m i e n t o e n f a v o r de los r e f e r i d o s d u e ñ o s de of i c ios e n a j e -
n a d o s , y e n s u v i r t u d , n o c a b e l a a d m i s i ó n de l a d e m a n d a c o n t e n c i o s o -
a d m i n i s t r a t i v a c o n t r a l a r e s o l u c i ó n g u b e r n a t i v a q u e c o n f i e r e e l c a r g o de 
R e g i s t r a d o r á o t r a p e r s o n a , p u e s t o q u e n o l e s i o n a n i n g ú n d e r e c h o p r e -
e x i s t e n t e d e l d e m a n d a n t e . {R. O. 28 Junio AS81. Gac. 11 Agostoid.) 
CAPITULO I X . 
E X P R O P I A C I O N F O R Z O S A . 
I.0 L a expropiación: sus motivos: su relación j u r í d i c a . — 2 . ° Legis lación.— 
3.° Cuestiones relativas á la expropiación que constituyen materia conten-
ciosa.—4.° Doctrina establecida por la jurisprudencia.—5.° Jurisprudencia de 
los cuatro últ imos años. 
I . 0 — L a e x p r o p i a c i ó n ; sus motivos: su r e l a c i ó n j u r í d i c a . 
L a Cons t i t uc ión del Estado, que en el derecho moderno es por 
decirlo así el arca santa de todos los derechos y de todos los debe-
res y la salvaguardia de todos los intereses asi púb l i cos como 
privados, define, por lo que á nuestro objeto se refiere, el sagrado 
c a r á c t e r de la propiedad pr ivada y á la vez las contingencias á que 
és ta puede someterse por altas consideraciones de p ú b l i c a conve-
niencia, consignando con elocuente sencillez el p r inc ip io de que no 
se i m p o n d r á j a m á s la pena de con f i s cac ión de bienes y que nadie 
p o d r á ser pr ivado de su propiedad sino por autoridad competente 
y por causa justificada de u t i l i d a d p ú b l i c a , p r é v i a siempre la cor-
respondiente i n d e m n i z a c i ó n . Si no precediere este requisito, los 
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Jueces a m p a r a r á n , y en su caso r e i n t e g r a r á n , en la poses ión a l 
expropiado (1). 
Sentado este pr inc ip io , que es la base sobre que £ i r a n todas las 
cuestiones que á la e x p r o p i a c i ó n forzosa se refieren, veamos lo 
que és ta es y lo que significa en su concepto j u r í d i c o . 
E x p r o p i a c i ó n forzosa ó e n a j e n a c i ó n forzosa, como t a m b i é n se 
l a denomina, es un acto adminis t ra t ivo por el cual la au tor idad 
competente impone á un part icular la ob l igac ión de enajenar 
voluntar ia ó forzosamente su propiedad por causa de p ú b l i c a 
u t i l i dad , mediando la correspondiente i n d e m n i z a c i ó n , que se abo-
na p r é v i a m e n t e conforme á la Cons t i t uc ión y á las leyes que regu-
lan ese ramo de la A d m i n i s t r a c i ó n p ú b l i c a . 
L a e x p r o p i a c i ó n forzosa por causa de u t i l idad p ú b l i c a es uno de 
los puntos m á s importantes del derecho adminis t ra t ivo en la 
actualidad, por el creciente i n t e r é s que adquiere este ramo á con-
secuencia del progreso de la época y del gran desarrollo que ad-
quieren las obras p ú b l i c a s . 
E l embellecimiento y ensanche de las poblaciones; el cada dia 
mayor n ú m e r o de v í a s f é r r e a s que por todas partes se extienden 
como una red inmensa de c o m u n i c a c i ó n ; la apertura de carrete-
ras; el establecimiento de t r a n v í a s y de l íneas t e legrá f icas , etc., son 
causa constante de expropiaciones, porque sin realizar és tas s e r í a 
poco m é n o s que imposible dotar á los pueblos de todos esos ade-
lantos, indispensables ya en el estado de c iv i l i zac ión que hoy a l -
canzan las naciones. 
Por lo d e m á s , teniendo en cuenta el pr inc ip io j u r í d i c o de que el 
bien par t icular debe ceder siempre ante el bien general ó p ú b l i c o , 
s in perjuicio de no traspasar los l ím i t e s del sagrado derecho de 
propiedad, nunca se ha puesto en tela de j u i c i o al Estado la facul-
tad de obligar á los propietarios particulares á que enajenen sus 
fincas, si é s t a s , en todo ó en parte, se creen necesarias para poder 
realizar una obra de i n t e r é s c o m ú n ; sin que por eso se haya t am-
poco intentado llevar á efecto la e x p r o p i a c i ó n de una manera a rb i -
t r a r i a y violenta, porque eso se r í a absurdo, sino que, por el con-
t ra r io , se ha c r e í d o siempre que d e b í a ejecutarse bajo a lguna de 
las f ó r m u l a s y procedimientos del derecho, que conci l iara los i n -
tereses de la A d m i n i s t r a c i ó n con los individuales del p ropie ta r io . 
(1) Constitución de 30 de Junio de 1876, art. 10. 
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L a A d m i n i s t r a c i ó n se v e r í a en la impos ib i l idad de c u m p l i r el 
objeto, para que fué inst i tuida, de acudir á las necesidades p ú b l i -
cas y promover cuanto pueda ser ú t i l á la sociedad, si el derecho 
de propiedad pudiera oponerse como insuperable val la á la reali-
z ac ión de las obras por a q u é l l a acordadas, c r u z á n d o s e en el cami-
no de su in ic ia t iva y esterilizando sus esfuerzos; si en los conflictos 
promovidos por el i n t e r é s pr ivado, n e g á n d o s e á ceder ante la 
conveniencia ó la necesidad general, sus resoluciones careciesen 
de eficacia; s i , por ú l t i m o , no fijase la ley el modo de proceder en 
los casos en que ese antagonismo surja, para poner á salvo de 
todo indebido perjuicio, as í el derecho de la sociedad ó del c o m ú n , 
como el de sus miembros . 
Porque si no se r í a justo que á és tos se les reconociese el dere-
cho absoluto de entorpecer ó impos ib i l i t a r las obras, reformas y 
mejoras necesarias ó ú t i les a í b i e n general, tampoco lo se r í a que 
se dejase á las autoridades y corporaciones la facultad de proceder 
á su arbi t r io y de menoscabar ó p r iva r á los propietarios de lo 
que l e g í t i m a m e n t e les pertenece, sin que á expropiarles obl igue 
u n mot ivo poderoso y debidamente jus t i f icado, y sin que, en todo 
caso, preceda á l a e x p r o p i a c i ó n la i n d e m n i z a c i ó n correspondiente, 
regulada por quien, á u n conociendo la impor tanc ia y lo elevado 
del objeto que mot ive la exp rop i ac ión del domin io , tenga las con-
diciones de imparc ia l idad convenientes, y s i g u i é n d o s e t r á m i t e s 
especiales bastantes á garant izar la legal idadde los procedimientos. 
E n la ant igua Roma ya se conoc ió la e x p r o p i a c i ó n por causa de 
u t i l i dad p ú b l i c a , y á u n deb ió practicarse con i n d e m n i z a c i ó n al pro-
pietario; si bien son desconocidos los procedimientos que e n t ó n c e s 
se e m p l e a r í a n para l levar la á cabo. 
Hubo u n t iempo en que la e x p r o p i a c i ó n la decretaba el Senado 
romano: d e s p u é s esa facultad pasó á los Emperadores, que auto-
r izaban la e x p r o p i a c i ó n cuando el valor de lo expropiado exced í a 
de 50 l ibras , pues hasta esa suma p o d í a n decretarla los P r o c ó n -
sules. 
L a i n d e m n i z a c i ó n se h a c í a unas veces en m e t á l i c o y otras con-
cediendo á los propietarios expropiados terrenos ó fincas del fisco, 
derechos ó pr ivi legios especiales, servidumbres sobre bienes pú -
blicos, etc., y en este segundo caso t e n í a que decretarla precisa-
mente el Emperador . 
Las curias municipales t e n í a n t a m b i é n atribuciones para orde-
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nar la exp rop i ac ión para obras de i n t e r é s ó u t i l i dad del c o m ú n ó 
Munic ip io . 
Entre.los romanos no se l imi taba la e x p r o p i a c i ó n á los bienes 
inmuebles, sino que alcanzaba igualmente á los bienes muebles y 
hasta á los esclavos. 
E l Digesto y el Cód igo teodosiano tratan asimismo de la expro-
p i a c i ó n , por m á s que sea de un modo incompleto y bastante oscu-
ro para no suministrarnos datos concretos sobre los procedimien-
tos que se seguian en la materia. 
E n la Edad Media, como los s e ñ o r e s feudales gozaban el dere-
cho absoluto de vidas y haciendas sobre sus vasallos, es de supo-
ner que se o l v i d a r í a n por completo los precedentes de la l eg i s l ac ión 
romana, puesto que no h a b í a m á s derecho que el del m á s fuerte 
n i m á s ley que el capricho del s e ñ o r . 
Una honrosa excepc ión podemos s e ñ a l a r en é s a época de confu-
s i ó n , de i r r i tante t i r a n í a señor i a l y de ominosa servidumbre: el i n -
mor t a l Cód igo e s p a ñ o l de las Partidas, del Rey D . Alfonso el S á b i o . 
E n efecto: en ese glorioso monumento de nuestras grandezas se 
t ra ta d é l a e x p r o p i a c i ó n , y se dice que apesar de ser el Soberano 
s e ñ o r de todos los vasallos, no pueda tomar los bienes de n inguno 
contra la voluntad de su d u e ñ o , á m é n o s que és te hiciese tales co-
sas que las leyes le condenen á perderlos: y que si se hubiesen de 
tomar por ex ig i r lo así el i n t e r é s del c o m ú n , «á pro comunal de l a 
t i e r r a » se le dé á n t e s al poseedor cosa que valga tanto como los 
bienes de que se le privase «á bien vista de omes b u e n o s » , esto es, 
p r é v i a t a s a c i ó n ó cá lcu lo de personas inteligentes y conocidamen-
te honradas (1); y que lo mismo se hiciera cuando lo exigiese l a 
conveniencia de a l g ú n pueblo, teniendo siempre en cuenta que se 
h a b í a de verificar la exp rop i ac ión de bienes, ó dando al propieta-
r io « c a m b i o por ello p r i m e r a m e n t e » ó « c o m p r a n d o gelo s e g ú n que 
va l ie re» (2): principios que dan alta idea de la prudencia, jus t i c ia 
y s a b i d u r í a de nuestros ilustres legisladores, precisamente cuando 
en casi todas las naciones reinaban el caos y el b ru ta l despotismo 
feudal, que avasallaba todos los derechos y encadenaba al subdi-
to al carro de su odiosa arbi trar iedad. 
E n el resto de Europa poco se hizo en tan importante c u e s t i ó n 
(1) Ley 2.a, tit. I.0, Part. 2.a 
(2) Ley 31, tit. 18, Part. 3.a 
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hasta que la r e v o l u c i ó n francesa c o n s i g n ó en la C o n s t i t u c i ó n 
de 1791 el p r inc ip io de que la propiedad es sagrada é i n v i o -
lable. 
I d é n t i c a d e c l a r a c i ó n han venido haciendo en E s p a ñ a la ley de 
E x p r o p i a c i ó n forzosa de 17 de Jul io de 1836, que es de donde ar-
ranca nuestra moderna l eg i s l ac ión del ramo, la C o n s t i t u c i ó n 
de 1837 y las de.1845, 1869 y 1876. 
Ent re otros casos en que la e x p r o p i a c i ó n forzosa de la propie-
dad pr ivada puede ser procedente, citaremos los siguientes: Obras 
de po l ic ía urbana; ensanche de poblaciones; c o n s t r u c c i ó n de v í a s 
f é r r e a s , carreteras y caminos; laboreo de minas é i n s t a l ac ión de 
oficinas de beneficio de los metales; obras de r iego en los casos 
que la ley de Aguas permite; apertura de canales de n a v e g a c i ó n y 
flotación; c o n s t r u c c i ó n de cementeriosi p ú b l i c o s ; abastecimientos 
de aguas potables para el consumo de las poblaciones ó servicio 
de los ferro-carriles; d e s e c a c i ó n de pantanos, lagunas y charcas 
por motivos ó consideraciones de sa lubr idad p ú b l i c a ; obras de 
for t i f icación y defensa en casos de guerra ; a d q u i s i c i ó n de made-
ras para el servicio de la Armada nacional; establecimiento de 
b a ñ o s minero-medicinales, etc. 
L a vigente ley de E x p r o p i a c i ó n forzosa por causa de u t i l i dad p ú -
blica, observando el mismo silencio que la de 1836, no trata taxa-
t ivamente de la e x p r o p i a c i ó n de bienes muebles, objetos de 
arte, etc.; pues en su texto sólo aparecen las palabras bienes i n -
muebles, terrenos, fincas, parcelas, obras de p ú b l i c a u t i l i dad en 
cuanto pueden ocasionar d a ñ o s en edificios urbanos y fincas r ú s -
ticas: nada m á s . 
Pero de los fundamentos que le s i rven de base, de la interpre-
t a c i ó n de las reglas del derecho p ú b l i c o , y m á s que todo de la le-
t ra misma del ar t . 10 de la Cons t i t uc ión de 1876, parece dedu-
cirse que realmente son t a m b i é n expropiables en casos dados los 
bienes muebles, objetos de arte ó de m é r i t o h i s t ó r i c o reconocido, 
producciones d é l a intel igencia y otros a n á l o g o s , cuando los inte-
reses sociales lo requieran, ya para evitar su d e s a p a r i c i ó n , ya para 
un servicio extraordinario, ó con otros objetos parecidos, cuya 
opor tunidad ó conveniencia aparezcan evidentes por encima de 
consideraciones y respetos de í ndo l e puramente pr ivada, cuyo i n -
t e r é s , como dejamos expuesto, debe y tiene que ceder siempre 
ante las exigencias de los intereses p ú b l i c o s . 
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Ta l es, al m é n o s , nuestra op in ión , corroborada con la de otros 
dist inguidos expositores de nuestro derecho. 
Y si de tan á m p l i a i n t e rp re t ac ión no fueran susceptibles los pre-
ceptos legales, preciso s e r á convenir en que consideraciones de u n 
orden elevado h a r í a n necesario que en ese sentido se ampliasen 
la ley y la ju r i sprudenc ia . 
2.°—Legislación. 
L a ley de 17 de Ju l io de 1836 es l a p r imera d i spos ic ión ordenada 
de nuestro derecho moderno en que se determinaron los casos en 
que p r o c e d í a la e x p r o p i a c i ó n forzosa de la propiedad, y se fijaron 
las reglas y los procedimientos que d e b í a n seguirse necesaria-
mente para obl igar al part icular á enajenar sus derechos en casos 
dados, ó para despojarle de ellos forzosamente en nombre de l a 
conveniencia c o m ú n , s in perder de vista que la propiedad es m u y 
respetable y que no se la debe invad i r si no es por motivos pode-
rosos y bien probados de p ú b l i c o i n t e r é s y de reconocida u t i l i d a d . 
Ent re las disposiciones sobre la materia que se han dictado con 
posterioridad á la ley de 1836 figuran como principales la R. O. de 
10 de Octubre de 1845, que seña ló las obras que se h a b í a n de con-
siderar de u t i l idad púb l i ca ; la R. O. de 1.° de Mayo de 1848, que 
reso lv ió algunas dudas sobre intel igencia de la ley de 1836; la de 
18 de Agosto de 1850 sobre pago de expropiaciones; la de 25 de 
Enero de 1853, que dió instrucciones y reglas para la t r a m i t a c i ó n 
de expedientes y paralas tasaciones; el reglamento de 27 de Ju l io 
de 1853 para la e j ecuc ión y cumpl imiento de la ley de 1836; el 
R. D . de 13 de Jul io de 1863 sobre e x p r o p i a c i ó n forzosa por causa 
de guerra; el decreto-ley de 14 de Noviembre de 1868; el decreto 
de 12 de Agosto de 1869, que d ic tó las reglas á que d e b í a n ajus-
tarse para la e x p r o p i a c i ó n las autoridades judic ia les , á quienes se 
h a b í a n cometido los procedimientos para l a e x p r o p i a c i ó n por la 
C o n s t i t u c i ó n de 1869; el R. D . de 3 de Febrero de 1877, que de-
r o g ó el anterior y r e s t ab l ec ió la l eg i s l ac ión que á n t e s de él r eg í a ; 
y , por ú l t i m o , la nueva ley de e x p r o p i a c i ó n de 10 de Enero de 1879 
y el reglamento de 13 de Junio siguiente, dictado para su ejecu-
c ión y cumpl imiento , que son la l eg i s l ac ión vigente hoy, y que 
han venido á poner t é r m i n o al verdadero caos que reinaba en la 
mater ia , por haberse reconocido la urgente necesidad de fijar en 
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preceptos concretos y a r m ó n i c o s todo lo relat ivo á expropiaciones, 
cuya l eg i s l ac ión dejaba mucho que desear ya por las m e t a m ó r f o -
sis y las evoluciones que la A d m i n i s t r a c i ó n p ú b l i c a ha venido ex-
perimentando desde la ley de 1836; por lo cual en la n o v í s i m a le-
g i s l ac ión se ha refundido, a m p l i á n d o l o , todo lo vigente á n t e s , aten-
diendo á la vez á lo que ex ig í an los progresos de la é p o c a y nues-
t ro sistema adminis t ra t ivo actual. 
E n la C o n s t i t u c i ó n de 1869 se a s i g n ó al Poder j u d i c i a l una i n -
t e r v e n c i ó n directa y una gran a m p l i t u d de acc ión en la expropia-
ción forzosa, l imi tando la de la A d m i n i s t r a c i ó n á sólo el p r im e r pe-
r í o d o del expediente, esto es, á la d e c l a r a c i ó n de u t i l i d a d p ú b l i c a 
de la obra y á la subsiguiente de la necesidad de la e x p r o p i a c i ó n . 
L a de 30 de Junio de 1876, hoy vigente, y la i n t e r p r e t a c i ó n que 
desde l u é g o se d ió á su letra y e sp í r i t u por la jur i sprudencia , ab-
rogaron a l Poder j u d i c i a l esas facultades, l im i t ando la interven-
c ión del Juez en el expediente al nombramiento del tercer perito 
para la t a s ac ión , en su caso. 
E n su v i r t u d , l a n o v í s i m a ley de 10 de Enero de 1879 e s t á basa-
da sobre ese p r inc ip io fundamental . 
Todos los t r á m i t e s , todos los procedimientos que han de seguir-
se para jus t i f icar la necesidad de expropiar cualesquiera fincas, 
terrenos y bienes de particulares, así como el decretarla, l levar la 
á e j ecuc ión , etc., se encomiendan exclusivamente á la A d m i n i s -
t r a c i ó n . 
Los Jueces no tienen ya otra, n i m á s i n t e r v e n c i ó n que nombra r , 
s e g ú n el art . 30 y siguientes, el tercer peri to en discordia, para 
acordar l a t a s a c i ó n ó just iprecio del inmueble que se ha de expro-
piar, cuando no haya conformidad sobre e s t i m a c i ó n del precio en-
t re el peri to nombrado por la A d m i n i s t r a c i ó n y el designado por 
la parte interesada; en cuyo caso el Gobernador c i v i l de la p rov in -
cia h a b r á de oficiar a l Juez del dis t r i to respectivo para que acuer-
de el nombramien to . 
L a e x p r o p i a c i ó n forzosa de la propiedad inmueble sólo puede 
llevarse á efecto con extricta su jec ión á lo preceptuado en la nue-
va ley, la cual ha derogado todas las leyes, decretos, reglamentos 
y ó r d e n e s anteriores que sean contrarios á lo en ella dispuesto (1); 
lo? que sólo pueden aplicarse á los expedientes que ya estaban i n -
(1} Ley de 10 do Enero de 1879, art. 65. 
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coados cuando a q u é l l a se p r o m u l g ó , á m é n o s que la Admin i s t r a -
c ión y los propietarios interesados acordaren de mutua conformi-
dad someterse á la nueva l eg i s l ac ión . 
Para complemento de la ley se d ic tó el reglamento de 13 de Ju-
nio de 1879, que se aplica en todos los casos, excepto cuando se tra-
te de casos de guerra y de obras y servicios mil i tares, ó que cor-
respondan al ramo de Mar ina , los cuales se r igen por instrucciones 
especiales. 
Para que la ley de e x p r o p i a c i ó n pueda aplicarse, es preciso que 
las obras de que se trate sean de u t i l idad p ú b l i c a , es decir, que 
tengan por objeto proporcionar al Estado, á una ó varias p r o v i n -
cias, ó á uno ó m á s pueblos, algunas mejoras, reformas ó usos que 
con t r ibuyan al bien general; e n t e n d i é n d o s e como tales lo mismo 
cuando sean ejecutadas por cuenta de la n a c i ó n , de las provincias 
ó d é l o s Municipios interesados, que cuando las l leven á cabo em-
presas particulares ó c o m p a ñ í a s legalmente autorizadas para ello. 
Por el solo hecho de ser é s t a s autorizadas para obtener l a 
exp rop i ac ión , quedan subrogadas en todos los derechos y obliga-
ciones que, en otro caso, t e n d r í a la A d m i n i s t r a c i ó n para los efectos 
de la ley. 
Para que la exp rop iac ión de u n inmueble pueda efectuarse se 
han de l lenar p r é v i a m e n t e los requisitos siguientes, que la ley fija 
en su ar t . 3.°: 
I .0 Declarar la obra de u t i l i dad p ú b l i c a , 
2. ° Declarar que su e jecuc ión exige necesariamente el todo ó 
una parte de la finca ó terreno que se pretenda expropiar. 
3. ° Verif icar la t a s a c i ó n y just iprecio de lo que se haya de 
enajenar ó ceder. 
4. ° Pago de la i n d e m n i z a c i ó n acordada como precio de la 
finca, terreno, etc., que ha de ser forzosamente expropiado. 
Sin que se l lenen esos procedimientos y cumplan esos requis i -
tos, no se puede expropiar á nadie de sus bienes: el que, s in ha-
berse cumpl ido esos t r á m i t e s , fuese privado de su propiedad, tiene 
derecho á acudir al Juez correspondiente con interdictos de rete-
ner y recobrar, que la autoridad j u d i c i a l s u s t a n c i a r á , ordenando 
que se reintegre plenamente en su poses ión al expropiado. Estas 
prescripciones de la ley son j u s t í s i m a s y necesarias para evitar ar-
bitrariedades, atropellos é intrusiones ilegales de la Admin i s t r a -
c ión en la propiedad pr ivada. 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 233 
Todas las diligencias de exp rop iac ión se han de entender con 
los que en el Registro de la propiedad ó en los padrones de r i que -
za aparezcan como d u e ñ o s , ó al m é n o s tengan inscr i ta á su favor 
la pose s ión . 
Cuando no sea conocido el propietar io de un terreno, ó se igno-
re su paradero, se p u b l i c a r á en el Boletín oficial de la provincia 
y en la Gaceta, de Madrid el acuerdo relat ivo á l a e x p r o p i a c i ó n . 
Si no compareciese á exponer cosa alguna en el t é r m i n o de 50 dias 
por sí ó por persona debidamente apoderada, se e n t e n d e r á que 
consiente en que el Minis ter io fiscal le represente en las d i l igen-
cias de e x p r o p i a c i ó n . 
Expuestos estos prel iminares, pasemos á examinar en q u é casos 
las cuestiones sobre e x p r o p i a c i ó n p o d r á n hacerse contenciosas, 
pues respecto de los d e m á s detalles que con esa mater ia se relacio-
nan puede consultarse el Manual de Expropiación forzosa y 
Obras públicas que tenemos publicado. 
3 . ° — C u e s í i o n e s relativas á la expropiación que constituyen 
materia contenciosa. 
Tres puntos fundamentales comprende la e x p r o p i a c i ó n : la decla-
r a c i ó n de que la obra que se intenta l levar á cabo es de u t i l idad 
p ú b l i c a , que es el t r á m i t e p rév io y esencial, puesto que sólo en 
este caso consienten las leyes la e x p r o p i a c i ó n ; la necesidad de ex-
propiar uno ó varios inmuebles como requisito indispensable para 
ejecutar la obra intentada; y , por ú l t i m o , el aprecio ó t a sac ión for-
ma l de la propiedad que ha de expropiarse, para fijar su valor y 
de consiguiente la i n d e m n i z a c i ó n que h a b r á de abonarse al d u e ñ o 
en c o m p e n s a c i ó n de la finca, terreno ó derechos de que se le p r i -
va forzosamente ó á que él renuncia correspondiendo á la invi ta -
c ión de la au tor idad adminis t ra t iva . 
E l p r i m e r acto es t á de lleno dentro de las facultades discrecio-
nales de la A d m i n i s t r a c i ó n , pues l lamada és t a á representar, i m -
pulsar y promover todo lo que al i n t e r é s p ú b l i c o pueda ser conve-
niente y út i l , sin lo cual mal p o d r í a c u m p l i r la m i s i ó n de p r o t e c c i ó n 
y v ig i lancia que d e s e m p e ñ a el Estado, claro es que á su cr i ter io 
exclusivo corresponde apreciar q u é es lo que exigen los intereses 
púb l i cos y la forma en que las necesidades del c o m ú n pueden y 
deben ser atendidas y satisfechas. Esto constituye u n pr incipio 
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elemental de gobierno que no admite d i scus ión siquiera; pues si 
á la A d m i n i s t r a c i ó n se le pr ivara de esas atribuciones discreciona-
les, q u e d a r í a n h u é r f a n o s de apoyo los intereses generales y no 
h a b r í a medio de mejorar nunca las condiciones de v ida de un pue-
blo n i de hacerle gozar los beneficios que el progreso na tura l de 
las sociedades y el desenvolvimiento de las ciencias, las artes y 
las industrias proporcionan á la humanidad á medida que las cos-
tumbres avanzan y los siglos se suceden á los siglos. Y como todo 
lo que es puramente discrecional para el Gobierno, ó hablando 
con m á s propiedad para la A d m i n i s t r a c i ó n , tiene de antemano la 
s a n c i ó n de las leyes generales del pa í s , no admiten d i s c u s i ó n las 
resoluciones que adopte dentro de ese c í r c u l o de acc ión ; porque 
como son de í ndo l e meramente gubernat iva, no pueden á otro 
terreno fuera de la v í a gubernativa llevarse para someterlas á 
e x á m e n y contrariarlas. Esta doctr ina es consecuencia de los p r i n -
cipios generales que en el curso de esta obra venimos exponiendo, 
y por tanto no necesitamos insist i r en su d e m o s t r a c i ó n . Contra la 
d e c l a r a c i ó n de u t i l i dad p ú b l i c a de una obra intentada no cabe, 
pues, r e c l a m a c i ó n n i en j u i c i o c i v i l n i e n j u i c i o contencioso por 
parte de u n part icular : se t rata de los intereses p ú b l i c o s , y ante 
és tos , como ya hemos dicho, t ienen que ceder y doblegarse los i n -
tereses privados. Si con esos actos la A d m i n i s t r a c i ó n ha in f r ing ido 
las leyes generales, ó por otro concepto i ncu r r i do en responsabi-
l idad sus funcionarios, á los poderes p ú b l i c o s , ó á los superiores 
j e r á r q u i c o s de esos funcionarios c o r r e s p o n d e r á determinarla y 
ex ig i r la en forma. 
Otra cosa es cuando la A d m i n i s t r a c i ó n acuerda la necesidad de 
expropiar el inmueble ó los inmuebles que la e j ecuc ión de la obra 
declarada út i l exige. Como en este punto ya empieza la i n v a s i ó n , 
por decirlo as í , en la propiedad privada, la ley ha sometido á re-
glas y formulismos reglamentarios todos los procedimientos, y , 
por consiguiente, á ellos ha de atenerse necesariamente la A d m i -
n i s t r a c ión . Si prescinde de ellos, olvida alguno ó de cualquier 
manera que sea infr inge esas reglas preestablecidas, pueden re-
sultar perjudicados los intereses privados y lesionado a l g ú n dere-
cho perfecto y preexistente; y como estas circunstancias son las 
que dan á u n asunto el c a r á c t e r de contencioso precisamente, en 
ese caso el par t icular que se sienta agraviado por las resoluciones 
administrat ivas p o d r á reclamar de ellas y defender sus derechos 
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en la v í a contenciosa. Esto es evidente, dadas las premisas que 
venimos estableciendo. 
Y pasamos al tercer punto, ó sea á las cuestiones que se susciten 
con mot ivo del jus t iprec io de la finca, terreno ú otro inmueble 
cuya exp rop iac ión se haya declarado indispensable para l levar á 
t é r m i n o la obra de p ú b l i c a u t i l idad . 
L a Cons t i t uc ión de 1869 h a b í a conferido directa y exclusiva-
mente á los Tr ibunales ordinarios todo lo relativo á esa materia , 
como ya dejamos a t r á s consignado; pero h a b i é n d o s e alterado el 
texto consti tucional respecto de ese extremo en la ley fundamen-
ta l de 1876, y fijada la i n t e r p r e t a c i ó n de és te por el Consejo de 
Estado en a r m o n í a con las antiguas disposiciones legales del ramo, 
la n o v í s i m a ley de 10 de Enero de 1879 ha devuelto á la A d m i n i s -
t r a c i ó n sus p r imi t ivas atribuciones, no dejando á los Jueces de la 
jus t ic ia ord inar ia otra i n t e r v e n c i ó n que el nombramiento del ter-
cer perito para pract icar la t a sac ión del inmueble cuando haya 
discordancia entre el de la parte interesada y el nombrado por la 
A d m i n i s t r a c i ó n . 
E l cr i ter io adoptado es l ó g i c o , puesto que m á s bien que de i n -
tereses particulares se t rata de la conveniencia, mejor servicio y 
defensa de los intereses p ú b l i c o s , que pueden ponerse en tales 
casos en pugna con a q u é l l o s , y con preferencia deben atenderse; 
lo cual compete, dentro de los pr incipios que venimos exponien-
do, á la A d m i n i s t r a c i ó n activa. 
T a m b i é n en este caso puede perpetrarse alguna in f racc ión de 
los procedimientos reglamentarios que las leyes h a n prefijado y 
puede resultar les ión , ya de derechos ó intereses pr ivados , ya de 
los intereses p ú b l i c o s ; y , por tanto, surgiendo de tales hechos los 
motivos ca rac te r í s t i cos de la c o n t e n c i ó n , no puede negarse á la 
parte agraviada, ora sea el fisco, ora el propietario expropiado, el 
derecho de defender sus respectivos intereses contra las resolucio-
nes de la autoridad adminis t ra t iva que in te rv ino en el negocio, en-
tablando la correspondiente demanda en la v í a contencioso-admi-
nis t ra t iva . 
Tienen, sin embargo de todo esto, facultades para in te rveni r los 
Tribunales ordinarios, cuando á ellos se acuda, en u n caso deter-
minado taxativamente por la ley en concordancia con la Consti tu-
c i ó n . Este caso es cuando no se hayan cumpl ido los cuatro r equ i -
sitos que el ar t . 3.° de la de 10 de Enero de 1879 exige, ó sea: de-
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claracion de u t i l idad p ú b l i c a de la obra; d e c l a r a c i ó n de ser nece-
saria la e x p r o p i a c i ó n para ejecutarla; just iprecio del valor de la 
propiedad expropiada, y pago del precio que representa la indem-
n izac ión de lo expropiado ó cedido. E l que sea privado de su pro-
piedad sin que se hayan cumpl ido esos t r á m i t e s puede acudir á los 
Tribunales ordinarios con los oportunos interdictos de recobrar ó 
retener para que el Juez le reintegre ó le ampare en la pose-
sión (1): y es que en esos casos los actos de la A d m i n i s t r a c i ó n se 
consideran como u n despojo, lo cual afecta ya un c a r á c t e r c iv i l 
perfectamente definido. Las prevenciones de la ley son m u y jus-
tas, pues tienden á evitar expoliaciones arbitrarias que no pueden 
menos de ser odiosas siempre. Pero t é n g a s e en cuenta que no pue-
den entablarse esos interdictos sólo por suponer que en una finca 
que haya sido objeto de exp rop i ac ión se ha ocupado mayor super-
ficie que la s e ñ a l a d a en el expediente respectivo (2); pues en ese 
caso lo que procede es ampl iar la t a sac ión ó hacer una segunda 
e x p r o p i a c i ó n , s e g ú n la c u a n t í a del terreno ocupado d e m á s , en la 
forma que la ley expresa. 
Expuestas estas ideas generales, veamos lo que la nueva ley es-
tablece respecto del recurso contencioso. 
Declarada en forma la u t i l idad de la obra, la necesidad de ocu-
par el todo ó parte del inmueble, y acordada la e x p r o p i a c i ó n , se 
p r o c e d e r á al just iprecio por los t r á m i t e s y con las solemnidades 
que la n o v í s i m a ley de E x p r o p i a c i ó n determina. 
E l Gobernador, en vista de las declaraciones de los peritos y de 
los d e m á s datos aportados al expediente, en el t é r m i n o de 30 dias, 
dentro precisamente del m í n i m u m y del m á x i m u m que hayan fija-
do los peritos y oyendo á la Comis ión p rov inc ia l , d e t e r m i n a r á por 
r e so luc ión motivada el impor te de la suma que ha de entregarse 
por la e x p r o p i a c i ó n , c o m u n i c á n d o s e el resultado á cada interesa-
do. Esta r e so luc ión se p u b l i c a r á en el Boletín Oficial de la pro-
vinc ia cuando sea consentida por las partes (3). 
Contra la r e so luc ión motivada del Gobernador puede reclamar-
se por los particulares dentro de 30 dias de la not i f icac ión admi-
nistrat iva ante el Gobierno, y su dec i s ión u l t ima la v ía gubernat i -
(1) Ley de 10 de Enero de 1879, art. 4. 
(2) I d . , art. 42. 
(3) I d . , art. 34. 
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va. E l Gobierno, representado por el Min i s t ro que corresponda, 
p o d r á reclamar del Gobernador el expediente en el mismo plazo, 
y revisar su r e s o l u c i ó n motivada. 
E n uno y otro caso la real orden que corresponda se no t i f i ca rá 
al Gobernador en un plazo que no p o d r á exceder de 30 dias. 
Contra la real orden que te rmina el expediente gubernat ivo pro-
cede la v ía contenciosa dentro de dos meses de notificada la reso-
luc ión adminis t ra t iva, tanto por vicio sustancial en los t r á m i t e s que 
establece la ley, como por les ión en la a p r e c i a c i ó n del va lor del 
terreno expropiado, si d icha les ión representa cuando menos la 
sexta parte del verdadero justo precio (1). 
Las reclamaciones que en este caso se presenten por los recur-
rentes h a b r á n de determinar con p r e c i s i ó n la cantidad que se re-
puta como precio jus to de la finca que hubiere de expropiarse, y 
la que constituye por consiguiente la l e s ión cuya subsanacion se 
pretenda (2). 
L a ley no abarca só lo la e x p r o p i a c i ó n absoluta ó perpetua; trata 
t a m b i é n de la o c u p a c i ó n tempora l de terrenos de propiedad par-
t icular , que es una especie de exp rop i ac ión relat iva ó por cierto 
t iempo, con c a r á c t e r t rans i tor io , en los casos y para los objetos de 
p ú b l i c a u t i l idad , directa ó indi rec ta , que expresamente seña la el 
art. 55; bien entendido que las fincas urbanas e s t á n absoluta-
mente exceptuadas de la o c u p a c i ó n temporal y de toda clase de 
i m p o s i c i ó n de servidumbres: si en a l g ú n caso fuese de indispensa-
ble necesidad su franqueamiento para los objetos que el mencio-
nado art . 55 detalla, d e b e r á obtenerse precisamente el permiso del 
propietario (3). 
Por las ocupaciones se h a b r á de abonar t a m b i é n indemniza-
c ión , cuyo jus t iprecio , á falta de avenencia con el propietario, se 
h a r á en forma a n á l o g a á las prescritas para el caso de expropia-
c ión p e r p é t u a , á tenor de los arts. 29 y siguientes de conformidad 
con el 59, pero con una e x c e p c i ó n importante , como lo es la de no 
darse recurso contencioso en este punto, n i siquiera gubernat ivo 
para ante el Min i s t ro , pues el reglamento (4) dice taxativamente 
(1) Ley de 10 de Enero de 1879, art. 35, úl t imo párrafo. 
(2) Reglamento de 13 de Junio de 1879, art. 58, segando párrafo. 
(3) Ley de 10 de Enero de 1879, art. 58. 
(4) Reglamento de 13 de Junio de 1879, art. 117, segundo párrafo. 
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que la cues t ión que sobre just iprecio se promueva d e s p u é s de las 
tasaciones periciales y d e m á s t r á m i t e s , se d e c i d i r á en ú l t i m o re-
sultado por el Gobernador de la provincia , cuya r e so luc ión s e r á 
ejecutoria. 
Esta d i spos i c ión ha modificado en sentido restr ic t ivo la an t i -
gua l eg i s l ac ión y la j u r i sp rudenc ia que en su i n t e r p r e t a c i ó n se 
h a b í a venido estableciendo. 
No se compadece m u y bien esa r e s t r i cc ión respecto á las cues-
tiones de s e ñ a l a m i e n t o p r é v i o de la i n d e m n i z a c i ó n con lo que des-
p u é s p r e c e p t ú a el mismo reglamento acerca de las indemnizacio-
nes que podemos l lamar á posteriori; pero de todos modos lo con-
signado respecto de és tas a t e n ú a aquella r e s t r i c c i ó n , dando fac i l i -
dades al propietario par t icular para defender sus intereses. 
E n efecto: dispone el reglamento que as í que se t e rminen las 
obras en total idad ó en la parte que afectasen á los terrenos tem-
poralmente ocupados, se p r o c e d e r á á fijar la i n d e m n i z a c i ó n que 
en defini t iva haya de abonarse por la o c u p a c i ó n , deterioros, d a ñ o s 
y perjuicios causados con ellas. 
Se i n t e n t a r á ante todo un convenio con el propietario para de-
t e rmina r el importe de la i n d e m n i z a c i ó n , p r e c e d i é n d o s e en este 
caso como determinan la ley y el reglamento para los a n á l o g o s de 
la o c u p a c i ó n permanente, ó sea de la e x p r o p i a c i ó n . 
Si el propietario rehusase lo propuesto por el representante de 
la A d m i n i s t r a c i ó n ó del concesionario, la t a s a c i ó n se h a r á por pe-
ri tos y mediante t r á m i t e s a n á l o g o s á los prevenidos para la ex-
p r o p i a c i ó n en la secc ión 3.a del t í t . 2.° de la ley y capí tu lo cor-
respondiente del reglamento, hasta u l t i m a r el expediente, bien 
por la v ía gubernativa, bien en su caso por la contenciosa (1). 
Tales son los casos m á s culminantes que determina la ley, sin 
perjuicio de la d i spos ic ión bastante lata y general que contiene el 
ú l t i m o p á r r a f o de su art . 35, que ya hemos t rascr i to y cuyo tex-
to l i t e ra l no es, por cierto, todo lo claro y terminante que fuera 
de desear para alejar en absoluto dudas é interpretaciones. 
Y con esto pasamos á exponer la doctr ina respecto de diversas 
cuestiones con la e x p r o p i a c i ó n ligadas establecida por la j u r i s p r u -
dencia durante largo t iempo, aunque teniendo en cuenta que he-
mos de c i rcunscr ibi rnos á l imitados extremos, por no ser ya apl i -
(1) Reglamento citado, arts. 118 y 119. 
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cables dentro de la nueva leg i s l ac ión muchas de las antiguas deci-
siones. 
4.°—Doctrina establecida p o r la jurisprudencia. 
No pudiendo la A d m i n i s t r a c i ó n ordenar la e x p r o p i a c i ó n sino 
por causa de u t i l i dad p ú b l i c a , no tiene facultades para ello la Junta 
adminis t ra t iva y de gobierno de una acequia cualquiera, t r a t á n -
dose del i n t e r é s exclusivo de un par t icular ; y contra esa providen-
cia procede el in terdic to , no la v í a contenciosa, por cuanto no es 
aplicable la R. O. de 8 de Mayo de 1839 (1). 
Las g a r a n t í a s establecidas por las leyes para asegurar el buen 
uso de la facultad de ex ig i r el sacrificio de la propiedad de los 
particulares, se concretan naturalmente al caso en que, reparando 
el d u e ñ o someterse á aquel sacrificio, se hace preciso prescindir 
de su vo lun tad para llevarle á efecto. Por lo mismo la aquiescen-
cia expresa ó t ác i t a del interesado en que se disponga del todo ó 
parte de su propiedad para la c o n s t r u c c i ó n de una obra de i n t e r é s 
p ú b l i c o l eg i t ima el acto de la a d m i n i s t r a c i ó n por lo que al mismo 
respecta, quedando pr ivado por sólo este hecho de acudir á los 
Tr ibunales de jus t i c ia para efectivar g a r a n t í a s que e s p o n t á n e a -
mente ha renunciado (2). 
L a c l á u s u l a general puesta en una carta de pago de renunciar 
á la r e c l a m a c i ó n de los d e m á s d a ñ o s que hubiese sufrido el d u e ñ o 
de la propiedad forzosamente enajenada, no puede considerarse 
extensiva á la renuncia del derecho que le da la ley para exig i r el 
pago de aquellos perjuicios que no eran conocidos n i h a b í a n sido 
estimados, n i se h a b í a n tenido presentes por las partes cuando se 
ce l eb ró el contrato á que se refiere la carta de pago (3). 
Ejecutoriado el fallo con arreglo á la i n d e m n i z a c i ó n decretada, 
queda ext inguida toda acc ión á reclamar contra la A d m i n i s t r a c i ó n 
por dicho concepto, y l a demanda en que se pida nuevamente por 
la misma causa el resarcimiento de perjuicios no puede p roduc i r 
efecto alguno legal (4). 
(1) Decis. de 25 de Agosto de 1839. 
(2) D e c de 25 de Agosto de 1849. 
(3) Dec. de 30 de Abril de 1849. 
(4) Dec. de 27 de Mayo de 1856. 
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L a competencia de la A d m i n i s t r a c i ó n para conocer y decidir 
las reclamaciones que nacen de la e x p r o p i a c i ó n forzosa vienen des-
p u é s de su propio acto, declarando que la obra proyectada es de 
u t i l idad p ú b l i c a é indispensable para ejecutar la ces ión ó enajena-
c ión del todo ó parte de una propiedad par t icular ; y habiendo de 
ser la o c u p a c i ó n del terreno p e r p é t u a ó indefinida, con arreglo á 
la R . O. de 1.0 de Mayo de 1848, se han de observar los t r á m i t e s 
prescritos en la ley de 17 de Jul io de 1836; y uno de los requisitos 
indispensables consignados en esta ley es la d e c l a r a c i ó n p r é v i a de 
la necesidad de ocupar todo el terreno que hubiere de ser ena-
jenado. 
Los hechos perturbadores del derecho de propiedad que prece-
dan á la dec l a r ac ión de la A d m i n i s t r a c i ó n en el modo expresado, 
quedan reducidos al c a r á c t e r de privados y sometidos al fuero 
c o m ú n , aunque tengan por objeto la e j ecuc ión de una obra de 
i n t e r é s p ú b l i c o (1). 
L a necesidad de la exp rop i ac ión ó de la o c u p a c i ó n temporal de 
u n terreno para la e j ecuc ión de una obra p ú b l i c a solamente pue-
de apreciarla la A d m i n i s t r a c i ó n , que determina el trazado de la 
obra y las d e m á s condiciones que é s t a ha de tener (2). 
E l a v a l ú o para la exp rop i ac ión , como asunto puramente admi -
nistrat ivo, se halla regulado por leyes y disposiciones especiales 
administrat ivas, y , por tanto, no pueden aplicarse á él, n i á u n su-
pletoriamente, las disposiciones de la ley de Enju ic iamiento c i v i l (3). 
A l establecerse que á la exp rop i ac ión preceda la i n d e m n i z a c i ó n 
correspondiente, se parte del pr incipio general s e g ú n el que por 
jus to precio se entiende el que corresponde á la finca al t iempo en 
que la e x p r o p i a c i ó n se realiza; y al determinarse en la ley de en-
sanche de poblaciones que para la v a l u a c i ó n se tengan presentes, 
entre otros datos, en especial los que se refieran al valor de la 
propiedad en la zona en que e s t á enclavada la que se expropie y 
las colindantes, es indudable que, si bien no se da á este dato un 
valor exclusivo, se le recomienda como uno de los m á s impor tan-
tes, y lo s e r á tanto m á s cuando no haya otros á que atenerse, á 
no ser el ú l t i m o precio en que se r e m a t ó lo que se expropia (4). 
(1) Sent. de 24 de Julio de 1863. 
(2) Seut. de 17 de Enero de 1868 y otras. 
(3) Sent. de 20 de Julio de 1868. 
(4) Sent. de 7 de Octubre de 1869. 
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A nadie se le puede desposeer en todo n i en parte de una here-
dad sin que p r é v i a m e n t e se le expropie (1). 
Con arreglo á los principios consignados en las leyes y disposi-
ciones referentes á e x p r o p i a c i ó n forzosa, n i n g ú n par t icular puede 
ser pr ivado de la propiedad sino por causa just i f icada de u t i l idad 
p ú b l i c a y previa siempre la debida i n d e m n i z a c i ó n . Fal tando esas 
circunstancias, procede interponer in terdic to , pues se refiere al 
amparo de los derechos privados de propiedad quieta y pacífica y 
no se c o n t r a r í a n inguna providencia l e g í t i m a de la A d m i n i s -
t r a c i ó n (2). 
Las omisiones ó informalidades con que las tasaciones se h i -
cieren no se suplen con la conformidad prestada á las mismas (3), 
E l e sp í r i t u y tendencias del art . 26 del reglamento de 1853 so-
bre e x p r o p i a c i ó n es que sólo se lleven á los Tribunales ordinarios 
en estas materias aquellas cuestiones que afecten á la responsabi-
l idad personal de los peritos por actos que puedan const i tuir del i -
to ó cuasi delito (4). 
L a a l i neac ión de calles es una materia esencialmente adminis-
t ra t iva , por ser de pol ic ía urbana, y , por tanto, contra ella no 
pueden entablarse interdictos (5). 
L a apertura y a l i neac ión de calles compete exclusivamente á los 
Ayuntamientos , conforme á lo dispuesto en la ley Munic ipa l . 
Por tanto, cumplidos los t r á m i t e s prescritos en la ley por los 
Ayuntamientos , obran és tos dentro de sus facultades a l acordar 
que es necesaria la e x p r o p i a c i ó n de fincas para aquel objeto (6). 
L a dec l a r ac ión de u t i l idad p ú b l i c a de las obras envuelve el de-
recho á favor de la empresa propietaria de una v ía á ocupar, p r é -
vios los requisitos que previene la ley, los terrenos que sean ne-
cesarios para los servicios de su explo tac ión (7). 
Nos parece innecesario exponer otras interpretaciones que por 
los Tr ibunales contenciosos se han dado respecto de puntos no 
mencionados relativos á la e x p r o p i a c i ó n ; porque hoy carecen de 
(1) Sent. de 10 de Noviembre de 1869 y otras. 
(2) Sent. de 11 de Marzo de 1869. 
(3) Sent. de 18 de Noviembre de 1869. 
(4) Sent. de 12 de Abril de 1871. 
(5) Sents. de 29 de Mayo de 1883; 2 de Febrero de 1868 y otras. 
(6) Resol, de 8 de Marzo de 1877. 
(7) Sent. de 25 de Mayo de ,1877. 
id 
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o p o r t u n i d a d , y p r e f e r i m o s l a e x p o s i c i ó n s e n c i l l a d e l a j u r i s p r u d e n -
c i a q u e h e m o s e x t r a c t a d o y q u e p u e d e s e r v i r d e n o r m a , ó a l m é n o s 
d e p u n t o d e p a r t i d a , e n c i e r t a s c u e s t i o n e s á u n d e s p u é s d e l a s i n -
n o v a c i o n e s d e l a l e y y r e g l a m e n t o d e 1879. 
5.n—Jurisprudencia de los cuatro ú l t i m o s años . 
Interdictos judiciales.—Las f a c u l t a d e s c o n f e r i d a s á l o s A y u n t a -
m i e n t o s p o r l a l e y no a l c a n z a n á p r i v a r g u b e r n a t i v a m e n t e á l os p a r -
t i c u l a r e s de l a p o s e s i ó n de s u s b i e n e s y d e r e c h o s s i n p r e v i a i n d e m n i z a -
c i ó n , á n o s e r p a r a c o r r e g i r u s u r p a c i o n e s r e c i e n t e s de l o s d e r e c h o s d e l 
M u n i c i p i o , y es i n d u d a b l e , p o r lo t a n t o , q u e l a s r e s o l u c i o n e s a d o p t a d a s 
f u e r a de ese c a s o e n ta l e s m a t e r i a s n o p u e d e n e n t e n d e r s e c o m p r e n d i d a s 
d e n t r o de s u s l e g í t i m a s a t r i b u c i o n e s , y c o n t r a e l l a s es p r o c e d e n t e e l r e -
c u r s o de i n t e r d i c t o j u d i c i a l . { £ . D . Sent. 27 Diciembre ÍS18. Gac . 48 
JSnei-o 1879 . ) 
Expedientes de expropiac ión .—No p u e d e i m p u g n a r s e e n l a v í a c o n -
t e n c i o s a u n a r e a l o r d e n q u e c o n f i r m a p r o v i d e n c i a s de a g e n t e s a d m i n i s -
t r a t i v o s e n c a m i n a d a s á c o m p e l e r á u n p a r t i c u l a r á l a d e s i g n a c i ó n de 
p e r i t o q u e , e n u n i ó n d e l n o m b r a d o p o r e l c o n c e s i o n a r i o de u n a l u m b r a -
m i e n t o de a g u a s , v a l o r e e l t e r r e n o o c u p a d o p o r l a s e r v i d u m b r e de a c u e -
d u c t o , p o r q u e t a l e s r e s o l u c i o n e s , c o m o de p u r o t r á m i t e p a r a l a i n s t r u c -
c i ó n d e l e x p e d i e n t e de e x p r o p i a c i ó n , n o p u e d e n r e v i s a r s e e n d i c h a v í a . 
(R. D. 8 Enero 1879 . Gac. 19 id.) 
Ayuntamientos: alineaciones.—La f a c u l t a d ó a t r i b u c i ó n q u e l a v i -
g e n t e l e y M u n i c i p a l c o n f i e r e á los A y u n t a m i e n t o s p a r a d i s p o n e r e l a r -
reg lo y a l i n e a c i ó n de c a l l e s y p l a z a s , e s t á s u b o r d i n a d a e n s u e j e r c i c i o á 
l a o b s e r v a n c i a de l a s d i s p o s i c i o n e s l e g a l e s , q u e , f u n d a d a s e n r a z o n e s d e 
c o n v e n i e n c i a , e q u i d a d y j u s t i c i a , e x i g e n l a f o r m a c i ó n de los o p o r t u n o s 
e x p e d i e n t e s de a l i n e a c i ó n y de e x p r o p i a c i ó n p o r c a u s a s de u t i l i d a d p ú -
b l i c a . {R. O. Í9 Junio 1879 . Gac. iO Jul io . ) 
Llevadores de / i n c a s . — C u a n d o se t r a t a de e x p r o p i a r p a r a l a e j e c u -
c i ó n de u n a o b r a d e c l a r a d a de u t i l i d a d p ú b l i c a , á lo s d u e ñ o s de los t e r r e -
n o s t o c a o p o n e r s e á e s a m e d i d a , s i n q u e s e a n o b s t á c u l o á s u r e a l i z a c i ó n 
los c o n t r a t o s v e r i f i c a d o s p o r los p r o p i e t a r i o s r e s p e c t o a l d i s f r u t e de s u s 
p r é d i o s ; y e n s u v i r t u d , no e x i s t i e n d o r e c l a m a c i ó n de los p r o p i e t a r i o s , 
l o s q u e c o n e l los c o n t r a t a r o n p u e d e n d i r i g i r l e s l a s q u e e s t i m e n p e r t i n e n -
tes á s u d e r e c h o , p e r o n o o p o n e r s e á u n a c u e r d o a d m i n i s t r a t i v o q u e so-
l a m e n t e a l d u e ñ o de l a finca ó fincas se d i r i g e . {R. D. 28 Junio 1879 . 
Gac. 17 Julio id.) 
Obras públ icas: extracción de materiales .—Los T r i b u n a l e s o r d i n a -
r i o s n o p u e d e n p e r s e g u i r c o m o de l i to l a e x t r a c c i ó n de m a t e r i a l e s n e c e -
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s a r i o s p a r a l a e j e c u c i ó n de u n a o b r a p ú b l i c a m i é n t r a s l a A d m i n i s t r a -
c i ó n no r e s u e l v a s i h a h a b i d o p o r p a r t e d e l c o n t r a t i s t a e x t r a l i m i t a c i o n 
de l a s f a c u l t a d e s q u e e l R . D . de 10 de J u l i o de 1861 l e conf i ere p a r a 
e x p l o t a r l a s c a n t e r a s y e x t r a e r los m a t e r i a l e s q u e e n c u e n t r e n e n los 
t e r r e n o s d e l E s t a d o ó de l c o m ú n de los p u e b l o s , y c u a n d o e l a p r o v e c h a -
m i e n t o p e r j u d i q u e á é s t o s ó á los p a r t i c u l a r e s , u n o s y otros d e b e n a c u -
d i r a l G o b e r n a d o r de l a p r o v i n c i a . [R. D. 28 Junio 1 8 7 9 . Gac. 21 Ju* 
lio id.) 
Obras públ icas: daños ocasionados con motivo de el las .—Según 
lo d i s p u e s t o e n l a R . O . de 19 de S e t i e m b r e de 1 8 4 5 , v i g e n t e c o n a r r e g l o 
a l a r t . 64 de l a l e y de 10 de E n e r o ú l t i m o , p a r a l o s e x p e d i e n t e s de e x p r o -
p i a c i ó n ú o c u p a c i ó n t e m p o r a l q u e se h a l l a b a n e n c u r s o a l p u b l i c a r s e d i -
c h a l e y , n o p u e d e n p a r a l i z a r s e l a s o b r a s p ú b l i c a s p o r efecto de l a s r e -
c l a m a c i o n e s de d a ñ o s y p e r j u i c i o s q u e e n t a b l e n los p a r t i c u l a r e s q u e se 
c r e a n a g r a v i a d o s e n s u s d e r e c h o s c o n m o t i v o de l a s s e r v i d u m b r e s á q u e 
e s t á n s u j e t a s l a s p r o p i e d a d e s c o n t i g u a s á l a s o b r a s p ú b l i c a s . ( / ? , J). 6 
Enero 1880 . Gac. 16 A b r i l id.) 
E x t r a c c i ó n de materiales por contratistas de obras p ú b l i c a s . — 
C o n a r r e g l o á l a l e g i s l a c i ó n de o b r a s p ú b l i c a s a n t e r i o r á l a l e y de 10 de 
E n e r o de 1879 , e l q u e se c r e a a g r a v i a d o e n s u s derechos; p o r q u e e l c o n -
t r a t i s t a de u n a de a q u e l l a s o b r a s e x t r a e m a t e r i a l e s c o n d e s t i n o á l a m i s -
m a de u n a finca de p r o p i e d a d p a r t i c u l a r , debe a c u d i r á l a A d m i n i s t r a -
c i ó n y n o á lo s T r i b u n a l e s de j u s t i c i a , á fin de q u e p o r a q u é l l a se d e c i d a 
s i h u b o ó n o e x c e s o de l a s f a c u l t a d e s c o n f e r i d a s p o r e l c o n t r a t o a l m e n -
c i o n a d o c o n t r a t i s t a . {R. D. 6 ^ ^ 0 1880. Gac. 17 Abri l id.) 
Intervención de Tribunales ordAnarios en la expropiac ión forzo-
s a . — C u a n d o n o se l l e n a n l o s r e q u i s i t o s p r e v e n i d o s p o r l a l e y de 17 de 
J u l i o de 1836 p a r a l a e x p r o p i a c i ó n d e f i n i t i v a de t e r r e n o s e n los c a s o s 
q u e d e b e n r e s o l v e r s e c o n a r r e g l o á e l l a , ó c u a n d o e n l o s s o m e t i d o s á l a 
v i g e n t e e n l a m a t e r i a n o c o n s t a l a f o r m a c i ó n d e l o p o r t u n o e x p e d i e n t e de 
e x p r o p i a c i ó n , c o r r e s p o n d e á los T r i b u n a l e s de j u s t i c i a a m p a r a r ó r e i n t e -
g r a r a l e x p r o p i a d o e n l a p o s e s i ó n de s u s fincas m i é n t r a s n o se c u m p l a n 
lo s r e q u i s i t o s n e c e s a r i o s p a r a l l e v a r á c a b o l a e x p r o p i a c i ó n . {R. O. 30 
Marzo 1880 . Gac. 3 Abri l id.) 
E x p r o p i a c i ó n forzosa: just iprecio.—La e x p r o p i a c i ó n f o r z o s a p o r 
c a u s a de u t i l i d a d p ú b l i c a n o se c o n s i d e r a c o n s u m a d a h a s t a q u e se s a t i s -
f a c e el p r e c i o ó i n d e m n i z a c i ó n , s i b i e n d e s d e q u e é s t e se fija s i n r e c l a m a -
c i ó n p o r p a r t e d e l d u e ñ o de l a c o s a , l a A d m i n i s t r a c i ó n a d q u i e r e e l dere -
c h o de p o s e s i o n a r s e de e l l a p r é v i o e l p a g o de a q u é l ; p e r o e se d e r e c h o n o 
e s t a n a b s o l u t o é i n c o n d i c i o n a l q u e e n c u a l q u i e r a t i e m p o p u e d a h a c e r s e 
u s o de é l a u n c u a n d o n k i g u n a d i s p o s i c i ó n l e g a l fija e l p l a z o d e n t r o d e l 
q u e h a y a de p a g a r s e l a i n d e m n i z a c i ó n , c o m o n o cabe a d m i t i r q u e s e a 
i n d e f i n i d o , p o r q u e n i p u e d e e s t a r i n c i e r t o e l d o m i n i o , n i i m p o n e r s e á la 
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p r o p i e d a d p r i v a d a o t r a s l i m i t a c i o n e s q u e l a s e s t a b l e c i d a s p o r l a l ey ; d e -
be r e p u t a r s e a b a n d o n a d o por l a A d m i n i s t r a c i ó n e n e l c a s o de q u e de je 
t r a s c u r r i r m u c h o t i e m p o s i n e j e r c i t a r l o , c o n t a n t a m á s r a z ó n c u a n t o 
q u e , r e t e n i e n d o e l p r o p i e t a r i o e l d o m i n i o , p u e d e m e j o r a r l a c o s a , c u y o 
v a l o r c a m b i a y se m o d i f i c a á u n s i n eso, y n o s e r í a j u s t o n i e q u i t a t i v o 
q u e e l j u s t i p r e c i o h e c h o a s í s i r v i e r a de r e g u l a d o r p a r a e l a b o n o de l a i n -
d e m n i z a c i ó n l l egado e l caso de e x p r o p i a r . {R. D. 30 Marzo 1880 . Gace-
ta 19 Junio id.) 
Obras públ icas m u n i c i p a l e s . — E n t e n d i e n d o l a l e y v i g e n t e de e x -
p r o p i a c i ó n p o r o b r a p ú b l i c a t o d a l a q u e es de g e n e r a l u s o y a p r o v e c h a -
m i e n t o , h á l l a s e e n l a s de e s ta c l a s e c o m p r e n d i d a l a a d q u i s i c i ó n de u n 
p a s a j e de p r o p i e d a d p a r t i c u l a r p a r a e l t r á n s i t o y u t i l i d a d de todos; y 
s i e n d o a s í , de l o s a c u e r d o s m u n i c i p a l e s d i r i g i d o s á o b t e n e r l a d e c l a r a -
c i ó n de u t i l i d a d p ú b l i c a , y de l a s p r o v i d e n c i a s q u e a c e r c a de e l l o s d i c t a n 
los G o b e r n a d o r e s , c a b e a l z a r s e a l G o b i e r n o , q u e c o n c e d e ó n i e g a l a a p r o -
b a c i ó n c o n v i s t a d e l e x p e d i e n t e , e n e l q u e se h a n de l l e n a r los t r á m i t e s 
y f o r m a l i d a d e s a l efecto p r e v e n i d o s , y e n t r e e l los l a p u b l i c a c i ó n d e l 
a c u e r d o e n e l Bo le t ín Oficial de l a p r o v i n c i a , q u e n o p u e d e s u p l i r l a 
q u e t e n g a l u g a r e n otro p e r i ó d i c o , a u n q u e s e a ó r g a n o o f i c i a l d e l A y u n t a -
m i e n t o . [R. D. 30 Marzo 1 8 8 0 . Gac. 12 Octubre id.) 
Propietarios de establecimientos balnearios .—La l e g i s l a c i ó n v i -
g e n t e e n m a t e r i a de e x p r o p i a c i ó n p o r c a u s a de u t i l i d a d p ú b l i c a y de e s t a -
b l e c i m i e n t o s b a l n e a r i o s m i n e r o - m e d i c i n a l e s , n o a u t o r i z a á é s t o s p a r a e x -
p r o p i a r e n bene f i c io s u y o fincas n o c o n t i g u a s á los m i s m o s . {R. D . Vy 
Mayo 1 8 8 1 . Gac. 13 Julio id.) 
Obras públ icas: cuándo procede el interdicto j u d i c i a l . — C o n t r a í a s 
o b r a s de c a r á c t e r p e r m a n e n t e q u e se c o n s t r u y e n u t i l i z a n d o u n a p r o p i e -
d a d p a r t i c u l a r á l a c u a l p e r j u d i c a n s i n q u e p r e v i a m e n t e se h a y a e x p r o -
p i a d o á s u d u e ñ o , p u e d e é s t e e m p l e a r l a v í a j u d i c i a l de i n t e r d i c t o . 
[R. D. 19 Setiembre Í^Si. Gac. 5 Octubre id.) 
Ferro-carriles: servidumbre de paso.—Las s e r v i d u m b r e s de p a s o 
c o n s t i t u i d a s y g a n a d a s p o r p a r t i c u l a r e s s o b r e l a s v í a s f é r r e a s , c o n s t i t u -
y e n d e r e c h o s c i v i l e s de los q u e no p u e d e p r i v a r s e á s u s d u e ñ o s s i n o e n l a 
f o r m a e s t a b l e c i d a p o r l a s l e y e s , p u d i e n d o a q u é l l o s u s a r p a r a d e f e n d e r l o s 
e n otro c a s o , los m e d i o s q u e e l d e r e c h o r e c o n o c e . [R. D . 19 Setiem-
bre ÍSSÍ. Gac. 6 Octubre id.) 
Interdictos.—No e s t á e n l a s a t r i b u c i o n e s de l a s a u t o r i d a d e s a d m i -
n i s t r a t i v a s a l t e r a r e l es tado p o s e s o r i o de los b i e n e s y d e r e c h o s de l o s p a r -
t i c u l a r e s , s i n q u e p r e c e d a n l a s f o r m a l i d a d e s l e g a l e s : t o d a d i s p o s i c i ó n 
a d o p t a d a s i n t a l e s r e q u i s i t o s no p u e d e e s t i m a r s e c o m o providencia le-
gitima de l a A d m i n i s t r a c i ó n . 
P o r c o n s i g u i e n t e , p r o c e d e e l i n t e r d i c t o q u e t i e n e p o r objeto p e d i r q u e 
se r e i n t e g r e a l i n t e r e s a d o e n l a p o s e s i ó n de u n h u e r t o de s u p r o p i e d a d e n 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 245 
q u e h a b í a s i d o p e r t u r b a d o p o r e l A l c a l d e d e l p u e b l o , q u e m a n d ó a r r o j a r 
á d i c h a finca l a s t i e r r a s d e s p r e n d i d a s de otro h u e r t o y los e s c o m b r o s 
p r o c e d e n t e s de u n c a u c e p ú b l i c o c u y a l i m p i a h a b í a a c o r d a d o e l A y u n t a -
m i e n t o ; p u e s l a p r o v i d e n c i a de a q u é l f u é d i c t a d a s i n a t r i b u c i o n e s p a r a 
e l l o . { R . D . 40 Diciembre 1881 . Gao. 13 id.) 
CAPITULO X . 
IMPUESTOS INDIRECTOS Y R E N T A S . 
L 0 Impuestos y rentas en general: su origen y su. legis lación.—2.° De la vía 
contenciosa en materia de impuestos indirectos.—3.° Jurisprudencia. 
1.°—Impuestos y rentas en general: su origen y su legislación. 
E n el cap í tu lo Contribuciones del presente t í tu lo hemos expues-
to con bastante ampl i t ud y con la mayor p rec i s ión posible la r a z ó n 
filosófica y j u r í d i c a de los t r ibutos como u n auxi l io para que el 
Estado pueda l lenar sus deberes y la alta mi s ión que le correspon-
de d e s e m p e ñ a r para proteger, impulsar y v i g i l a r así los intereses 
p ú b l i c o s ó colectivos como los intereses privados, y l a ineludible 
necesidad de que todo ciudadano contr ibuya directa ó indirecta-
mente á levantar las cargas p ú b l i c a s , si han de conservar su equi-
l i b r io y su a r m o n í a los organismos que consti tuyen el Estado. 
Esto nos releva de i n c u r r i r a q u í en repeticiones enojosas. 
Sólo a ñ a d i r e m o s que las palabras contribución é impuesto en 
la esencia son s i n ó n i m a s , puesto que en el fondo una y otra ex-
presan un mismo concepto; el t r i bu to ó el g r a v á m e n que el Esta-
do ó sea la A d m i n i s t r a c i ó n impone y exige á los individuos que le 
constituyen, ya en r a z ó n de sus respectivos haberes ó bienes, ya 
por consecuencia de diversos actos de la v ida social, de la situa-
c ión personal de cada uno, de la p ro fe s ión , arte ó indust r ia que 
ejerce, de los a r t í c u l o s que consume, etc., etc. 
Sin embargo suele d á r s e l e s , ya individual izando, diferente sig-
nif icación; pues en el mismo lenguaje t écn i co ú oficial sólo se da 
el nombre de Contribuciones á aquellos t r ibutos propiamente 
dichos directos, esto es, que se imponen directamente á las perso-
nas en r a z ó n de su propiedad, industr ia ú otro concepto, l i m i t á n -
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dose esa d e n o m i n a c i ó n oficial á la c o n t r i b u c i ó n de inmuebles, cu l -
t ivo y g a n a d e r í a y á la indus t r ia l : á todos los d e m á s t r ibutos que se 
exigen con mot ivo del uso que el t r i bu ta r io hace de las cosas, se 
les aplica por la A d m i n i s t r a c i ó n el nombre de Impuestos. 
Por estas razones, y para fijar todas las cuestiones con mayor 
c lar idad y sencillez, nos ha parecido oportuno seguir t a m b i é n el 
tecnicismo oficial, t ratando en el c a p í t u l o mencionado de los t r i -
butos propiamente dichos contribuciones, y dejando el ocupar-
nos de los d e m á s impuestos y rentas en general para el presente. 
Entre los impuestos y rentas hoy conocidos en E s p a ñ a figuran el 
de consumos, el de derechos reales y t r a s m i s i ó n de bienes, el de 
t imbre , el de aduanas, el de c é d u l a s personales, el de descuento 
sobre los sueldos y asignaciones, el nuevo equivalente á los an t i -
guos impuestos sobre la sal, y otros de menor importancia, de que 
no hay para q u é ocuparnos, ya por su insignificancia, j u r í d i c a -
mente considerados, ya porque los mencionados son los pr incipa-
les y los que e s t á n en r e l a c i ó n m á s directa con la mater ia objeto 
esencial de nuestra obra. 
Pasamos, pues, á describir sucintamente el or igen y vicisitudes 
de los m á s importantes, indicando á la vez la l eg i s l ac ión por que 
actualmente sé r igen. 
IMPUESTO DE CONSUMOS.—El Impuesto de consumos, propiamen-
te hablando, es ya antiguo en E s p a ñ a , aunque no en la forma en 
que le conocemos hoy, n i en sus actuales bases t r ibutar ias . 
N i es tan poco exclusivo de nuestro pa ís , pues en las pr incipa-
les naciones forma un ramo i m p o r t a n t í s i m o , y de grandes rendi-
mientos, de sus respectivos sistemas t r ibu tar ios . 
D e s p u é s de la guerra de nuestra Independencia se le r e g u l a r i z ó 
y t o m ó ya c a r á c t e r , pues por e n t ó n c e s se reorganizaron las anti-
guas rentas provinciales, de que cons t i t u í a una parte p r inc ipa l , y 
se d ic tó la i n s t r u c c i ó n de 1816, por la que se r ig ió bastante t iempo, 
ya c o b r á n d o s e los derechos de tarifa en las tablas y puestos p ú b l i -
cos, ya por el arriendo de los abastos con venta exclusiva. 
L a ley de Presupuestos de 23 de Mayo de 1845 vino á trasfor» 
mar esencialmente el impuesto. 
Dicha ley s u p r i m i ó las alcabalas, los cientos y mil lones y las 
rentas provinciales, r e f u n d i é n d o l a s todas en este impuesto gene-
ra l , de c a r á c t e r indirecto: apesar de este c a r á c t e r , se c o n v e r t í a 
t a m b i é n á veces en derrama directa á falta de arrendatarios que 
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á su cargo le tomasen, pues en tales casos la i n s t r u c c i ó n ordenaba 
el reparto total ó parcial . 
E l sistema de los encabezamientos era anterior al plan de 1845, 
y l a Hacienda lo u t i l i zó siempre discrecionalmente para fijar los 
cupos á los pueblos; pues si bien se cohonestaba el sistema bajo 
el nombre m é n o s duro de contratos y convenios, en real idad fué 
una especie de i m p o s i c i ó n forzosa de la Hacienda. 
C o n s i d e r á n d o l e bajo el punto de vista de su c a r á c t e r moderno 
y actual, su origen es tá en la r e o r g a n i z a c i ó n que sufr ió en 1845, 
en que ya se dió una i n s t r u c c i ó n concreta y m e t ó d i c a para su ad-
m i n i s t r a c i ó n , como impuesto general indirecto. 
iDesde e n t ó n c e s hasta la nueva r e o r g a n i z a c i ó n que acaba de 
sufrir por l a ley de 31 de Diciembre de 1881 y su i n s t r u c c i ó n de 
la propia fecha, ha experimentado diversas alteraciones, modi f i -
caciones y reformas. 
Combatido un dia y otro por determinadas escuelas pol í t icas y 
e c o n ó m i c a s , con una e n e r g í a d igna de mejor causa, claro es que 
al advenimiento de los sucesos de Setiembre de 1868, que tan 
profundas alteraciones operaron en la A d m i n i s t r a c i ó n púb l i c a , 
t e n í a que ser supr imido; y , en efecto, se le s u p r i m i ó por decreto 
del Gobierno provis ional de 12 de Octubre de dicho a ñ o , con me-
jores p ropós i t o s , sin duda, que cá lcu lo y convencimiento. 
Poco d e s p u é s v ino ya la ley de 23 de Febrero de 1870, por la 
cual se a u t o r i z ó á los Ayuntamientos para imponer u n a rb i t r io 
sobre los a r t í cu lo s de comer, beber y arder, de p r o d u c c i ó n nacio-
na l , como en c o m p e n s a c i ó n de los recargos provinciales y m u n i -
cipales correspondientes sobre inmuebles y subsidio, que se h a b í a 
apropiado el Tesoro: en el fondo esta a u t o r i z a c i ó n era un medio 
s imulado y vergonzante de volver a l impuesto de consumos sin i n -
c u r r i r en inconsecuencia, á las apariencias al m é n o s , s in otra dife-
rencia que la de u t i l i za r lo como recurso propio los Ayuntamientos , 
en lugar de la Hacienda p ú b l i c a , y con cierta l iber tad de acc ión 
demasiado predispuesta al abuso de los Munic ip ios . 
As í cont inuaron las cosas, no sin ocasionar dificultades y con-
flictos, hasta que l legó el a ñ o e c o n ó m i c o de 1874 á 1875: e n t ó n c e s 
el Gobierno c o m p r e n d i ó cuan ligeramente se h a b í a procedido al 
desautorizar y sup r imi r un sistema de t r i b u t a c i ó n que, léjos de 
creer incompatible con sus instituciones, han uti l izado con fecun-
dos resultados la l ibera l Ingla ter ra , la r e p ú b l i c a - m o d e l o de los 
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Estados-Unidos de A m é r i c a y la misma ul t ra-radical Franc ia de 
nuestros dias. 
Operado este movimiento de r e a c c i ó n en nuestros gobernantes, 
r e so lv i é ronse por fin á restablecer el impuesto de consumos, como 
se efec tuó por el decreto-ley de 26 de Junio de 1874, que o r d e n ó 
empezase á exigirse desde 1.° de Ju l io siguiente con el fin de au-
mentar los mermados ingresos del presupuesto general del Esta-
do y poder hacer frente á las crecientes y abrumadoras necesida-
des de la guerra. 
Restablecido de esta manera un impuesto contra el que tanto se 
h a b í a declamado con m á s impresionabi l idad que sentido p r á c t i c o , 
d ic tóse con fecha 26 de Junio la oportuna i n s t r u c c i ó n para su 
planteamiento. 
E n 15 de Jul io de 1875 dic tóse una nueva i n s t r u c c i ó n , que á su 
vez, y para responder á las modificaciones que sufr ió el impuesto 
al aprobarse los presupuestos de 1876-77, cedió su puesto á la ú l -
t i m a anterior de 24 de Junio de 1876, que ha venido r ig iendo hasta 
1.° de Enero del comen te a ñ o de 1882 en que ha sido susti tuida 
por la i n s t r u c c i ó n y tarifas de 31 de Diciembre de 1881, como na-
tura l consecuencia de las innovaciones introducidas en las bases 
del impuesto por la ley de igua l fecha, que constituyen hoy la 
l eg i s l ac ión vigente en el ramo. 
Oon la reforma el Gobierno se ha propuesto obtener las siguien-
tes ventajas, que concreta en el p r e á m b u l o de que iba precedido el 
proyecto de ley que p r e s e n t ó á las Oórtes el Minis t ro de Hacienda, 
y que extractamos por la r e l ac ión m á s ó m é n o s directa que en el 
fondo tiene con la materia objeto de esta obra. 
1. a Que el s e ñ a l a m i e n t o de los cupos no sea en lo sucesivo u n 
acto discrecional de la A d m i n i s t r a c i ó n sino que, al contrar io , se 
haga de una manera regular y uni forme, para que desaparezca la 
d e s p r o p o r c i ó n de que se acusa al impuesto. 
2. a Que los cupos tengan por base dos factores constantes y 
conocidos: la p o b l a c i ó n y la cifra que representa el t é r m i n o medio 
del consumo i n d i v i d u a l de cada especie. 
3. a Que el importe de los encabezamientos responda necesaria-
mente al producto de dichos factores, sin que pueda alterarse por 
n inguna clase de consideraciones. 
4. a Que los consumos sigan en adelante la ley de la p o b l a c i ó n , 
base fundamental del impuesto, sin que por esto dejen de apre-
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ciarse en todos los casos las causas que pueden modificarla , á u n 
cuando esencialmente no la alteren. 
Y 5.a Que para determinar los cupos de cada provincia se ten-
ga en cuenta la í n d o l e de sus producciones, la mayor ó menor fa-
c i l idad de obtener las especies que contr ibuyen, la generalidad de 
su consumo y otras circunstancias no m é n o s importantes, que 
hagan desaparecer la a n o m a l í a de que una provincia , una comarca 
productora de una especie de la cual provee abundantemente á 
otras que no lo son, se halle encabezada por u n consumo m u y 
infer ior de la misma especie al que se a t r i b u í a á estas ú l t i m a s . 
IMPUESTO DE DERECHOS R E A L E S Y TRASMISIÓN DE B I E N E S . — A l g ú n 
escritor hace remontar el origen de este impuesto á la época de 
Augus to , afirmando que ya e n t ó n c e s se ex ig í a un 5 por 100 del 
importe de las herencias y legados, a d e m á s de algunos otros gra-
v á m e n e s sobre las transacciones acerca de propiedades y derechos 
i n re. 
Respecto á E s p a ñ a , encontramos las primeras noticias relativas 
á este impuesto en los tiempos d e l feudalismo. 
A l emanciparse las ciudades del s e ñ o r í o de los nobles y escr ibir 
sus legislaciones especiales, los fueros, so l ían consignar á su favor 
en é s tos , t a l vez como c o m p e n s a c i ó n á otras prestaciones que les 
negaban, ciertos derechos sobre las sucesiones testadas é intestadas. 
E n el Fuero de L e ó n y en el Fuero Vie jo de Castilla se establecen 
prestaciones como la l lamada mañeria , y la mincion ó luctuosa. 
L a p r imera cons i s t í a en conceder al S e ñ o r algunos bienes de 
los que m o r í a n sin s u c e s i ó n l e g í t i m a , y se i m p o n í a n á los que no 
t e n í a n hijos para permit i r les hacer testamento. 
. E r a la segunda una p r e s t a c i ó n á que estaba obligado el vasallo, 
por la cual d e b í a dejar al S e ñ o r cierta cantidad de dinero, ó la me-
j o r cabeza de su ganado. 
No es este, s in embargo, el verdadero or igen del impuesto. E l 
or igen es preciso s e ñ a l a r l o en las llamadas alcabalas, impuestos 
sobre la venta y t r a s m i s i ó n de las cosas. 
Es evidente que ex i s t í an ya en E s p a ñ a las alcabalas á fines del 
siglo x i , puesto que el fuero de Vi l laf r ía , otorgado por Fernando I 
en 1079, hace de ellas m e n c i ó n . 
E n 1451, h a l l á n d o s e en V a l l a d o l i d el Rey D . Juan I I . d ió u n re-
glamento para los Recaudadores de alcabalas, lo cual prueba que 
por aquel t iempo estaba ya organizado este servicio. 
250 MANUAL 
No t e n í a por e n t ó n c e s este impuesto el c a r á c t e r de una con t r i -
b u c i ó n ordinar ia , sino el de u n recurso extraordinar io , concedido 
en casos de apuro para cub r i r las necesidades del Tesoro. 
E n 10 de Diciembre de 1491, reinando los Reyes Cató l icos , se 
p u b l i c ó el t i tu lado Cuaderno de a í c a b a í a s , conjunto de leyes y 
disposiciones á ellas referentes, cuyo objeto era regular izar su co-
bro y establecer bases fijas para su e x a c c i ó n . 
E n t iempo de estos Reyes, la c u a n t í a era de u n m a r a v e d í por ca-
da diez que valiera la cosa cuyo dominio cambiaba, y lo pagaban 
los vendedores, sin que sirviese de e x e n c i ó n haberse hecho las 
ventas á favor de c l é r i g o s , iglesias ó monasterios. 
E n t iempo de Oisneros se redujo á la mi tad su c u a n t í a , pero res-
tablecido l u é g o por Felipe I I al t ipo de 10 por 100 que h a b í a n fija-
do los Reyes Cató l icos , s i gu ió así hasta el a ñ o de 1785 en que se 
redujo á u n 7 por 100. 
Las necesidades siempre crecientes del Erar io h ic ieron que suce-
sivamente se le agregaran otros impuestos. 
E n ta l concepto y á fin de subvenir á la paga del servicio de 
millones, se es tab lec ió en 1623 el 1 por 100 de todas las enajena-
ciones s in e x c e p c i ó n . E n 1639 se a g r e g ó otro 1 por 100; en 1656 
otro, y por ú l t i m o en 1663 otro 1 por 100 para el d e s e m p e ñ o de la 
Real Hacienda. 
Hasta a q u í sólo pesaba el impuesto sobre los contratos, pero no 
sobre las herencias. 
E l or igen del impuesto sobre las trasmisiones hereditarias e s t á 
en una c é d u l a de 19 de Setiembre de 1798. E n ella se impuso so-
bre las adquisiciones por r a z ó n de herencias ó de legados en las 
sucesiones trasversales as í de bienes muebles como de inmuebles. 
Estos pagaban la mi t ad de los derechos que a q u é l l o s . 
Establecido el impuesto, fué l u é g o objeto de sucesivas reformas, 
hasta que en 1808 la Suprema Junta Central s u p r i m i ó por decreto 
de 30 de Noviembre esta c o n t r i b u c i ó n . 
Las C ó r t e s de C á d i z , en decreto de 13 de Setiembre de 1813, 
confirmaron lo hecho por la Junta Central; y así hubiera quedado 
sin el decreto de Valencia dado por Fernando V I I en 4 de Mayo 
de 1814, por el cual abo l í a todo lo hecho durante su p r i s ión en 
Franc ia . 
Otro R . D . de 31 de Agosto de 1815 r e s t ab l ec ió el sistema de ha-
cienda al mismo ser y estado que t e n í a en 1799. E n 31 de Dic iem-
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bre de 1829 se dió á e s t a mater ia nueva fo rma con arreglo á p r i n -
cipios fijos y generales m u y a n á l o g o s á los que l u é g o le han ser-
v ido de base. 
Con el nombre de Derecho de hipotecEts se e s t ab lec ió u n medio 
por 10ü sobre las traslaciones de d o m i n i o de inmuebles . 
A d e m á s de esto quedaba vigente la alcabala, de modo que esta-
ban doblemente gravadas las ventas. 
Acerca de las herencias se dió otro decreto en la misma fecha 
guardando en él el p r inc ip io de proporcional idad en las cuotas con 
re lac ión al grado del parentesco, y haciendo d i s t i nc ión entre la 
herencia testada é intestada para imponer á és ta mayores gra-
v á m e n e s . 
Una nueva i n s t r u c c i ó n de 7 de Marzo de 1831 d e c l a r ó que 
estaban sujetas al impuesto las herencias y legados para objetos 
piadosos, á u n cuando fuesen en favor del a lma del testador u otra 
persona; y asi c o n t i n ú o la l eg i s l ac ión sobre este punto , v iniendo 
á produci r en ella nuevas perturbaciones la ley de Presupuestos 
de 1835, en t é r m i n o s de que, si era de una parte grande la cuan-
t í a de los t r ibutos acumulados, de otra se h a c í a m á s molesto su 
cobro por su a d m i n i s t r a c i ó n desacertada y la i m p e r f e c c i ó n de los 
registros. 
L a ley de Presupuestos de 25 de Mayo de 1845 puso fin en cier-
to modo al estado de confus ión que s e ñ a l a m o s . 
Esta c o n t r i b u c i ó n r e c i b i ó e n t ó n e o s el nombre de Derecho de 
hipotecas. Se declararon sujetas al impuesto todas las traslaciones 
de bienes inmuebles en propiedad ó en usufructo, cualquiera que 
fuese el t í t u lo con que tuv ieran lugar , hecha e x c e p c i ó n de la v i u -
dedad del derecho foral a r a g o n é s . Se su je tó t a m b i é n á pago de 
derechos el contrato de arr iendo y subarriendo ele inmuebles y se 
de terminaron l u é g o los casos de e x e n c i ó n , entre los cuales se se-
ñ a l a n las herencias en l ínea recta de ascendientes y descendientes 
l e g í t i m o s y las adquisiciones hechas á nombre y por i n t e r é s del 
Estado. 
Se fijaron los siguientes tipos: en las ventas y permutas el 3 por 
100; en las herencias el 1, el 4, el 6 y el 8 respectivamente, s e g ú n 
fuesen colaterales de segundo grado, hijos naturales legalmente 
declarados y c ó n y u g e s , colaterales de tercer grado é hijos natura-
les no declarados, y , por ú l t i m o , colaterales de cuarto grado y de 
grados m á s distantes. Respecto á los legados, el 4 por 100 en los 
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de parientes dentro del cuarto grado y c ó n y u g e s y el 8 por 100 en-
tre los d e m á s grados y los e x t r a ñ o s . E n los arriendos y subarrien-
dos se fijó un 4 por 100. 
Nuevas disposiciones se siguieron, entre ellas la R . O. de 31 de 
Marzo de 1846 declarando exentas de pago las donaciones prop-
ter-nuptias y los usufructos que se estipulasen en las capitulacio-
nes matrimoniales; otra de 17 de Mayo del mismo a ñ o que excep-
tuó las dotes otorgadas por los padres y el R . D . de 11 de Junio 
de 1847 que int rodujo las siguientes reformas: 
E l t ipo de las ventas y permutas se redujo al 2 por 100, y en caso 
de r e t roce s ión á dos tercias por 100. E n las herencias de hijos na-
turales declarados legalmente, y las entre esposos, se ex ig ió el me-
dio por 100; en las de hijos naturales no declarados el 2 por 100; 
entre colaterales el 3. T a m b i é n c a m b i ó el decreto lo relat ivo á los 
arriendos, y por ú l t i m o ex imió de pago á las pensiones vi ta l ic ias . 
A l llevarse á cabo la desvinculacion c i v i l , como pasaban á la ca-
t e g o r í a de bienes libres los que á n t e s estaban fuera de c i r c u l a c i ó n , 
era necesario dictar alguna regla sujetando su a d q u i s i c i ó n al i m -
puesto. 
A este fin se dió la R. O. de 29 de Octubre de 1847 en la cual se 
sujetaron á las reglas y disposiciones comunes los bienes v i n c u -
lados hasta 19 de Agosto de 1840. 
E l decreto de 26 de Noviembre de 1852 dejó sin efecto la exen-
ción concedida al usufructo l lamado viudedad del fuero a r a g o n é s , 
y dec la ró que la mi t ad reservable de los v í n c u l o s y mayorazgos 
no d e b í a considerarse como herencia habida del fundador, sino 
como adquisiciones de propiedad concedidas por las leyes desvin-
culadoras. 
Así las cosas, se p lan teó en 1.° de Enero de 1863 la ley Hipote-
caria. Por ella se separaron el acto de la i n s c r i p c i ó n y la exacc ión 
del impuesto, no obstante hablarse de este ú l t i m o en alguno de 
sus a r t í c u l o s . 
M á s tarde vino la ley de Presupuestos de 1864, cuya reforma 
principal cons is t ió en declarar sujetas al pago de derechos las ad-
quisiciones de bienes muebles por t í tu lo heredi tar io. D e s p u é s 
se impuso t a m b i é n derechos á la t r a s m i s i ó n de valores por actos 
entre vivos. 
U n decreto de 29 de Junio de 1867 in t rodujo en esta mater ia 
numerosas reformas, y , como consecuencia de ellas, se in t roduje-
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ron variaciones en el personal del ramo creando el Cuerpo de Ofi-
ciales Letrados y poniendo la l i q u i d a c i ó n á cargo de los Registra-
dores de la propiedad. 
E l decreto de 20 de Jul io de 1869 t r a t ó de nuevo esta materia 
sin in t roduc i r grandes variaciones, y estableciendo una excepc ión 
en favor de las sociedades de c r é d i t o . 
L a ley de Presupuestos de 26 de Diciembre de 1872 trajo una 
reforma trascendental en la materia. Por ella se sujetaron al i m -
puesto todos aquellos derechos que adquieren eficacia y valor le-
gal por la insc r ipc ión en el Registro de la propiedad. 
Respondiendo á esta reforma se le dió el nombre de Impuesto 
de derechos reales y trasmisión de bienes. 
Con arreglo á las bases comprendidas en el a p é n d i c e letra C de 
dicha ley de 26 de Dic iembre de 1872, desarrolladas luego por el 
reglamento de 14 de Enero de 1873, el impuesto sobre derechos 
reales r eca í a sobre las traslaciones de dominio de bienes inmue-
bles y de derechos reales sobre los mismos, las de bienes muebles 
por causa de muerte y las de estos ú l t i m o s que se e fec túen por 
consecuencia de actos judiciales ó administrat ivos. 
L a ley de 31 de Dic iembre de 1881 publicada en la Gaceta, de 
l i 0 de Enero del presente acaba de in t roduc i r reformas i m p o r t a n -
tes en este impuesto, y en u n i ó n con sus tarifas y reglamento para 
su e jecuc ión publicado en la Gaceta del dia 2, constituye la legis-
l ac ión vigente en esta mater ia . 
IMPUESTO D E L T I M B R E . — E n los tiempos de la casa de Aust r ia , 
bajo el reinado de Fel ipe I V , tuvo lugar la c r e a c i ó n del papel se-
llado; 
Una p r a g m á t i c a publicada en 15 de Dic iembre de 1636 estable-
ció este impuesto como uno de los infinitos que e n t ó n e o s pesaban 
sobre el pa í s , empobrecido por tantas guerras, en una época en 
que la fanega de sal va l í a á causa del excesivo aumento en los de-
rechos la respetable cantidad de 321 rs. 
Se h a b í a n creado, con a u t o r i z a c i ó n de las C ó r t e s , el impuesto 
de cientos, los derechos de las medias anatas, el de la t r a s m i s i ó n 
de t í tu los de grandeza, y el derecho l lamado de lanzas; se h a b í a n 
estancado la sal, tabaco, p ó l v o r a , salitre, p lomo, naipes, azufre, 
s o l i m á n , azogue, lacre, p imienta y t a m b i é n el aguardiente; y no 
bastando todo esto, o r d e n ó el Rey que, para remediar los graves 
d a ñ o s que p a d e c í a el bien p ú b l i c o y el de los particulares por el 
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uso de instrumentos y escrituras falsas, no se pudieran extender 
és tos sino en papel de sello, que al efecto se creaba. 
P r e v e n í a l a p r a g m á t i c a que sin esta c o n d i c i ó n no t e n d r í a n va lor 
n i fuerza de obligar , imponiendo castigos corporales y multas á 
los contraventores, y a d e m á s las mismas penas que á los falsifica-
dores de moneda á los que falsificaran los sellos estampados en el 
papel destinado á extender dichos documentos solemnes. 
Desde 1.° de Enero del a ñ o siguiente de 1637 c o m e n z ó á em-
plearse en la r e d a c c i ó n de escrituras y en las actuaciones de los 
Tribunales el papel sellado, del cual se establecieron cuatro clases: 
sello mayor , y sellos segundo, tercero y cuarto. A l poco t iempo se 
crearon dos clases m á s de papel, una para los despachos de oficio 
y otra para los pobres de solemnidad. 
Se dec l a ró el sello que c o r r e s p o n d í a á cada escritura, haciendo 
constar que el sello va l í a nada m á s que por un a ñ o , debiendo va-
riarse al siguiente, y se c o n s i g n ó que sólo el Rey p o d í a i m p r i m i r 
y fabricar este papel. 
Oomo se ve, aunque establecido en apariencia el papel de sello 
para dar g a r a n t í a s y solemnidades á las actuaciones y contratos, 
otro era en real idad el pensamiento que inspiraba al legislador: 
encontrar recursos para salvar los apuros del E ra r io . 
E l sello se i m p r i m í a en la parte superior de un pliego ó medio 
de papel y cons is t ía en unas armas ó escudo real , y al lado el nom-
bre del Rey, sus t í t u l o s , el a ñ o en que h a b í a de servir el papel, la 
clase de sello y su precio. 
Cada a ñ o d e b í a var iar la forma del sello s e g ú n la voluntad del 
Consejo Real, el cual pod ía encargar su i m p r e s i ó n y venta á la 
persona que tuviera por conveniente. 
Dos a ñ o s m á s tarde, por una p r a g m á t i c a del mismo Felipe I V 
fechada en M a d r i d á 28 de Dic iembre de 1638, se e x t e n d i ó el uso-
obligatorio del papel sellado á nuestras posesiones de U l t r a m a r . 
E l precio era de 24 rs. el de sello mayor ó 1.°, 6 el 2 .° , 1 el 3.° 
y l i 4 de real el 4.° 
Era en aquella época m u y reducido este impuesto en las clases 
de sellos, en sus valores y por consecuencia en sus productos. Se 
a u m e n t ó por pr imera vez en t iempo de Felipe V , cuyo decreto-ley 
de 1707 elevó los precios hasta hacerles producir 8 ó 10 mil lones 
de reales. H a b i é n d o s e generalizado sucesivamente la ap l i cac ión 
del papel de sello, l legó á rentar 14 millones en t iempo de Oár -
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los I V , por los a ñ o s de 1794; pero as í c o n t i n u ó hasta que en 1824 el 
Rey D . Fernando V I I d i c tó una real c é d u l a que c o n t i n u ó 
r ig iendo hasta la reforma de 8 de Agosto de 1851. A l darse nue-
vas formas al sistema t r ibu ta r io en 1845 no se in t rodujo innova-
c ión alguna respecto a l papel sellado, que r e n d í a ya en este p e r í o d o 
m á s de 20 mil lones de reales. 
Sufr ió una reforma de verdadera impor tanc ia esta materia 
en 1851 y otra radical por el R. D . de 12 de Setiembre de 1861 y 
la i n s t r u c c i ó n de 28 de Noviembre siguiente, que comenzaron á 
reg i r en 1.° de Enero de 1862 y han sido la base de toda la legis-
l ac ión vigente durante un pe r íodo de 20 a ñ o s . 
Unas veces corr igiendo, algunas explicando y otras ampliando 
los preceptos de su art iculado, se d ieron sucesivamente á pa r t i r 
de ella una sé r ie de resoluciones, reales ó r d e n e s y circulares que 
era necesario conocer detalladamente para tener seguridad de 
acierto en el empleo de papel sellado y d e m á s cuestiones que en 
r e l ac ión con esta materia p o d í a n presentarse. 
Veinte a ñ o s durante los cuales se fueron acumulando disposi-
ciones m u y varias y numerosas, h a c í a n difícil en extremo el cum-
pl imien to en cada caso de todas las disposiciones á él relativas. 
Decretada por las Oór tes y sancionada por el Rey se ha publ ica-
do en la Gaceta de 1.° de Enero de este a ñ o de 1882 una ley de 31 
de Diciembre anterior, que pone fin al estado de confus ión existente. 
Por esta ley se declara que r e g i r á provisionalmente como ley 
del reino desde 1.° de Enero de 1882 el proyecto reformando la 
renta del sello y timbre del Estado. 
E n dicho proyecto, convertido en ley, se deroga toda la legisla-
c ión anterior sobre la renta del papel sellado y t imbre de guerra , 
quedando abolido el impuesto de este nombre , de modo que se 
s impl i f ica y da un idad á las disposiciones relativas á este impues-
to, que hoy son ú n i c a y exclusivamente las comprendidas en la ley 
de 31 de Dic iembre de 1881, que con el reglamento dictado en igua l 
fecha para su e j ecuc ión y cumpl imien to constituyen la l eg i s l ac ión 
vigente respecto del impuesto del T i m b r e . 
IMPUESTO DE CÉDULAS P E R S O N A L E S . — L a s c é d u l a s que hoy se 
l laman personales fueron en su or igen de vecindad, cuando, su-
pr imidos los pasaportes para el in ter ior en 1854, sustituyeron á 
és tos como documento de pol ic ía y de ó r d e n p ú b l i c o , de protec-
c ión y de v ig i lanc ia . Su precio era e n t ó n c e s de un real de ve l lón , 
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l u é g o fué de una peseta, m á s tarde hubo otras clases y mayores 
precios, y ú l t i m a m e n t e de documentos de pol ic ía pasaron á ser un 
recurso m á s del Tesoro. 
L a Hacienda no se ocupaba para nada de la expendicion n i 
m é n o s de la a d m i n i s t r a c i ó n de las c é d u l a s . Los Gobiernos de pro-
v inc ia pr imero , y d e s p u é s las autoridades populares, t e n í a n á su 
cargo este cuidado; y así s i gu ió hasta que se e m p e z ó á considerar 
como un origen de ingreso lo que á n t e s h a b í a dado nulos ó escasos 
productos. 
A par t i r de este momento, las c é d u l a s han sido objeto de nume-
rosas disposiciones y reformas, predominando cada vez m á s en 
ellas el c a r á c t e r de impuesto sobre el de documento de seguridad 
y ó r d e n p ú b l i c o . 
Y no sólo pueden considerarse ya hoy ú n i c a y exclusivamente 
como impuesto, sino que en ellas prevalece un p r inc ip io , el de la 
proporcionalidad, que p o d r á ser equitativo en este caso concreto, 
pero que es t á r e ñ i d o con todo lo que en materia de t r i b u t a c i ó n es-
tablece la ciencia e c o n ó m i c a . E n real idad las c é d u l a s personales 
son un impuesto de cap i t ac ión . 
Hoy este impuesto se r ige por la ley de 31 de Dic iembre de 1881, 
que ha reformado su o r g a n i z a c i ó n y sustituido con otras nuevas 
las tarifas de 1877, y por la i n s t r u c c i ó n dictada con igua l fecha 
para la impos i c ión , a d m i n i s t r a c i ó n y cobranza del impuesto de 
que se trata. 
IMPUESTO SOBRE LOS SUELDOS Y ASIGNACIONES.—Hasta i .0 de 
Enero de este a ñ o el impuesto sobre los haberes que se p e r c i b í a n 
de fondos generales, provinciales, municipales y de la Oasa Real, 
era gradual con re l ac ión ai sueldo que se cobraba, y h a b í a la ex-
cepc ión de que el impuesto se elevaba al 25 por 100 para los i n d i -
viduos pertenecientes á las clases pasivas del Estado y para el Clero. 
Esta diferencia era injusta, a d e m á s de ser por d e m á s gravosa 
una c o n t r i b u c i ó n que de una manera cierta y efectiva h a c í a des-
aparecer la cuarta parte de la renta y de una renta corta. 
Es por lo tanto digna de aplauso la reforma de este impuesto re-
d u c i é n d o l o al 10 por 100 para toda clase de sueldos y haberes y 
lo mismo para los empleados activos que para las clases pasivas y 
el Clero, é igualmente para los que cobren de fondos provinciales 
y municipales. 
L a ley omi t ió i nc lu i r en el descuento á los empleados de la Real 
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Casa; pero se ha resuelto que sufran igua l descuento de l lO por 100. 
Unicamente quedan exceptuadas de este impuesto las clases de 
tropa de los cuerpos del E j é r c i t o , de la Mar ina y de los Inst i tutos 
armados. 
L a ley de 31 de Diciembre de 1881 ha reducido á tres a r t í c u l o s 
esta l eg i s l ac ión , d i c t á n d o s e con igua l fecha la i n s t r u c c i ó n para la 
a d m i n i s t r a c i ó n y cobranza de este impuesto . 
IMPUESTO EQUIVALENTE Á LOS DE LA SAL.—El estanco de la sal 
c o m e n z ó en 10 de Agosto de 1564 y v ino á conclu i r en 16 de Ju -
nio de 1869. A l estanco suced ió la l iber tad de la venta; pero é s t a 
no se sostuvo mucho t iempo y vino l u é g o la t r i b u t a c i ó n directa 
que pesaba sobre el fabricante y el vendedor. 
De 21 mil lones de pesetas que p r o d u c í a el estanco de la sal ba jó 
á 14 mil lones el rendimiento que, declarada l ib re su f a b r i c a c i ó n y 
su venta, p r o d u c í a al Tesoro, s in que fueran bastantes á impedi r 
esta baja las tarifas y los recargos para el cobro. D e p e n d í a esto de 
las grandes dificultades para el cobro del impuesto, dificultades 
que no consiguieron evitarse con n inguna de las numerosas refor-
mas que se sucedieron desde 1870. 
E l sistema del estanco era m á s c ó m o d o y de mayores rendimien-
tos; pero hoy puede considerarse imposible de poner en p r á c t i c a , 
teniendo en cuenta pr incipalmente que las salinas no son ya pro-
piedad del Estado. 
E n equivalencia de él y para susti tuirle ha creado la ley un 
impuesto nuevo . 
Satisfacen este impuesto, que si b ien ha venido á sust i tuir al 
de la sal, en nada se parece á é l , los contr ibuyentes por t e r r i to r i a l , 
los contribuyentes por subsidio y los que paguen alquileres de i n -
qui l inato en la c u a n t í a y forma que previene la ley. Esta fija l u é g o 
los casos de excepc ión relativos á cada clase. 
Siendo tres los conceptos por que se puede pagar este nuevo t r i -
buto, se comprende que dado su c a r á c t e r y el del impuesto sobre 
la sal á que viene á sust i tuir , cuando en una misma persona se 
r e ú n a n dos ó tres de los conceptos dichos, sólo por uno de ellos 
debe pagar. Así lo ha fijado la ley, estableciendo que se exija por 
la cuota superior que por cualquiera de los conceptos expresados 
satisfagan los contribuyentes en cada provinc ia . 
Consiste la nueva c o n t r i b u c i ó n en la i m p o s i c i ó n de una cuota so-
bre el concepto mayor que cada contribuyente represente, á saber: 
17 
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el 2,40 c é n t i m o s de peseta sobre las utilidades amillaradas para 
la c o n t r i b u c i ó n de inmuebles, cu l t ivo y g a n a d e r í a (ó el 1,80 si és ta 
ha tenido aumento); en un 12 por 100 sobre las cuotas del Tesoro 
en subsidio; ó en una cuota de tarifa sobre el a lqui ler de la casa 
que se habita con la famil ia , á u n cuando sea propia, pues en este 
caso se regula el arrendamiento. A l reparto general defini t ivo de 
cada pueblo, que ha de hacer la Hacienda por sus Admin i s t r ac io -
nes de provincias, tiene que preceder la f o r m a c i ó n de los tres pa-
drones encomendados á los Ayuntamientos por el a r t . 9,° de la 
i n s t r u c c i ó n . 
L a n o v í s i m a ley de 31 de Diciembre de 1881, que ha creado es-
te impuesto, y el reglamento del mismo d iapara su e j ecuc ión y 
cumpl imien to constituyen toda la l eg i s l ac ión por que se r ige este 
t r ibu to . 
IMPUESTO Ó RENTA DE ADUANAS.—Esta renta ó impuesto, que es 
uno de los m á s importantes que existen en E s p a ñ a , consiste en u n 
derecho que han venido devengando á su entrada ó salida de la 
n a c i ó n los g é n e r o s nacionales que se exportaran y los extranjeros 
que se impor ta ran ; cuyos derechos se hallaban establecidos y gra-
duados de forma que se facilitase la i m p o r t a c i ó n de los a r t í c u l o s 
de p r o d u c c i ó n extranjera necesarios ya para el desarrollo del co-
mercio, ya para el uso par t icular , y á la vez la exped ic ión para 
otras naciones de aquellas producciones i n d í g e n a s sobrantes del 
consumo ó que pueden dar idea de nuestro gén io y de nuestros 
adelantos; y á la vez dif icul tar en p r o p o r c i ó n racional la extrac-
c ión ó la i n t r o d u c c i ó n de aquellos que pudieran hacernos falta ó 
ser por cualquier mot ivo perjudiciales ó mermar la r iqueza carac-
te r í s t ica del p a í s . 
L a ge s t i ón y a d m i n i s t r a c i ó n de este impuesto ó renta corre hoy 
á cargo de la D i r ecc ión general de Aduanas, dependiente del M i -
nisterio de Hacienda, y los derechos se pagan en las oficinas con 
el nombre de Aduanas establecidas en muchos puntos de la na-
c ión , donde el t r á n s i t o , l a impor tanc ia del comercio ú otras cir-
cunstancias especiales lo han hecho necesario. 
Las Aduanas son m a r í t i m a s ó terrestres, s e g ú n que se hal lan 
instaladas en los puertos y puntos convenientes del l i t o r a l , ó en 
el in ter ior . 
Desde el siglo x v se hal lan establecidas en E s p a ñ a estas trabas 
para el comercio inter ior y exterior. Desde la p r o m u l g a c i ó n de la 
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p r a g m á t i c a de 2 de Setiembre de 1494 arranca en realidad la pro-
h i b i c i ó n de impor ta r ciertos g é n e r o s , pues hasta entonces p o d í a n 
entrar todos los extranjeros l ibremente, salvo el pago de ciertos 
derechos m ó d i c o s á favor del fisco: respecto de la e x p o r t a c i ó n es-
taba prohibida la de la cebada, el pan, el oro y la plata, la seda, 
los conejos, etc.; d e s p u é s la p r o h i b i c i ó n q u e d ó sólo reducida á la 
moneda a c u ñ a d a , cuya expo r t ac ión se cons in t ió t a m b i é n m á s ade-
lante, con ta l que fuese á cambio de m e r c a d e r í a s extranjeras que 
pagasen por lo m é n o s un 10 por 100 de derechos de entrada por las 
Aduanas e s p a ñ o l a s . 
, Las prohibiciones tuvieron durante largo t iempo detenido e l 
movimiento de nuestro comercio y de nuestra industr ia; sufriendo 
diferentes vicisitudes la l eg i s lac ión del ramo, que por lo general 
pecó m á s de restr ict iva y opresora que de justa y racional. 
Por v i r t u d de la ley de Presupuestos de 1.° de Ju l io de 1869 se 
r e f o r m ó radicalmente el impuesto de Aduanas, en sentido opuesto 
á la p r o h i b i c i ó n y con tendencia á la l iber tad absoluta de co-
merc io . 
Consecuencia de esa ley fueron los Aranceles de 12 de Jul io del 
propio a ñ o , que fijaron los nuevos derechos de Aduanas, d i v i d i -
dos en extraordinarios, fiscales y de balanza, d i c t á n d o s e d e s p u é s 
para el gobierno, r é g i m e n y a d m i n i s t r a c i ó n de este ramo las Orde-
nanzas de 15 de Jul io de 1870. 
Los mencionados Aranceles fueron modificados, á v i r t u d de la 
ley de Presupuestos de 11 de Jul io de 1877, d i c t á n d o s e al efecto 
el R. D . de 17 de Ju l io del propio a ñ o , con el Arance l rectificado, 
en el cual se t rasformaron en derechos fijos los que anteriormente 
se abonaban al a v a l ú o . 
E n la actualidad se proyecta otra reforma, en sentido de dar 
mayor a m p l i t u d á la l iber tad de i m p o r t a c i ó n , s e g ú n parece. 
De las Ordenanzas de 1870 se p u b l i c ó una nueva ed ic ión en 31 
de Ju l io de 1876, y por ú l t i m o la tercera por R. O. de 23 de J u l i o 
de 1878, en la cual se han inc lu ido todas las disposiciones que con 
posterioridad á 1870 se han dictado aclarando, modificando ó ad i -
cionando las p r imi t ivas Ordenanzas y las reformadas de 1876, 
d i s p o n i é n d o s e á la vez que las citadas de 23 de Julio de 1878 se 
circulasen y publicasen desde l u é g o para su cumpl imien to y ob-
servancia como ú n i c a leg is lac ión vigente en la materia; y así con-
t i n ú a n actualmente. 
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R e s e ñ a d o s los impuestos indirectos principales, no hay para 
q u é detenernos en la expos ic ión de lo referente á algunos otros 
de menor importancia, que no exigen preferente a t e n c i ó n . 
2 . °—De l a v i a contenciosa en materia, de impuestos indirectos. 
Antes de ahora, las cuestiones relativas á impuestos indirectos 
no pod í an ventilarse en la v ía contenciosa, que estaba en absoluto 
cerrada á esa materia, ya por los reglamentos especiales del ra-
mo, ya por l a jur isprudencia establecida constantemente y m u y 
en par t icular por sentencia de 18 de Noviembre de 1862, que de-
c la ró que las prescripciones de la R. O. de 20 de Setiembre de 1852, 
tantas veces citada en el curso de esta obra, se re fe r í an sólo á las 
contribuciones directas. 
E n efecto: el art. 4.° de dicha real ó r d e n consignaba t e rminan-
temente « q u e la A d m i n i s t r a c i ó n activa s e g u i r á entendiendo, 
como hasta ahora, de las cuestiones sobre ap l icac ión de las leyes 
que regulan los impuestos i n d i r e c t o s » ; aparte de que su ar t . 3.° 
só lo mencionaba la c o n t r i b u c i ó n t e r r i t o r i a l , la indus t r ia l y el i m -
puesto de derechos reales. 
De a q u í que se estableciera el p r inc ip io general de que n i n g u -
na cues t ión referente á impuestos indirectos era susceptible de 
c o n t e n c i ó n ; doctr ina confirmada por gran n ú m e r o de decisiones y 
sentencias, entre otras las de 29 de Octubre de 1860, 22 de Mayo 
de 1862, 24 de Marzo de 1866, 6 de Junio de 1871, 14 de Febrero 
de 1878, 12 de Ju l io de 1879, 11 de Noviembre del propio a ñ o , y 
otras m u c h í s i m a s que pueden consultarse en la co lecc ión de nues-
t ro per iód ico E l Consultor de los Ayuntamientos, donde las 
hemos reproducido, o c u p á n d o n o s asimismo diferentes veces de 
tan importante materia, deplorando las inmotivadas restricciones 
de la l eg i s l ac ión vigente y de la ju r i sprudenc ia que h a b í a venido 
á confirmarla con un cr i ter io bastante estrecho y poco en a r m o n í a 
eon los progresos del derecho púb l i co y de l a ciencia pol í t ica . 
De los impuestos indirectos nacen no pocas cuestiones de tras-
cendental i n t e r é s para los particulares, que afectan á sus derechos 
y les ocasionan perjuicios no despreciables: ¿por q u é , pues, no se 
Ies ha de consentir la defensa? ¿ P o r q u é la A d m i n i s t r a c i ó n activa 
ha de ser parte y juez á u n t iempo mismo? ¿No es esto poco equi -
tativo? ¿No se opone ésto á los buenos pr incipios de a d m i n i s t r a c i ó n 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 261 
y á i m de gobierno? H é a h í por q u é r a z ó n hemos sostenido fundada-
mente en varias ocasiones que la Hacienda d e b í a despojarse de 
esa especie de a u t o n o m í a b u r o c r á t i c a y cuasi dicta tor ia l , que te-
n í a cerradas en absoluto a l contr ibuyente las puertas de la v í a con-
tenciosa para reclamar de las providencias de la A d m i n i s t r a c i ó n 
que creyera le eran perjudiciales ó que lesionaban sus derechos, 
y á las cuales t en í a que resignarse pacientemente si no se p r o v e í a 
á sus presuntos agravios en la v ía gubernat iva . 
Por for tuna, en los momentos en que escribimos esta obra ese 
estado de cosas ha cambiado radicalmente, á no dudarlo, á par t i r 
de las reformas recientes, y m u y par t icularmente de la ley de 31 de 
Dic iembre de 1881, que ha establecido las bases para el procedi-
miento que ha de seguirse en las reclamaciones e c o n ó m i c o - a d m i -
nistrat ivas, bases que han sido conveniente y discretamente des-
arrolladas en el reglamento de igual fecha, publicado en la Gaceta. 
del 2 de Enero del corr iente a ñ o 1882. 
Estas reformas, que han trasformado por completo todo lo refe-
rente á reclamaciones por asuntos ó negocios correspondientes al 
ramo de Hacienda, dando unidad y a r m o n í a al procedimiento, y 
estableciendo para todos los casos t r á m i t e s , dil igencias, fó rmulas 
y t é r m i n o s precisos, concretos y perfectamente definidos, han ve-
nido á modificar , en nuestro concepto, la l eg i s l ac ión y la j u r i s p r u -
dencia á n t e s aplicadas respecto á la v ía contenciosa en materia de 
impuestos indirectos, abriendo por fin el j u i c i o contencioso para 
todos aquellos casos en que las quejas ó reclamaciones del con t r i -
buyente interesado revistan el c a r á c t e r general de materia conten-
ciosa. 
Efectivamente: la citada ley de 31 de Diciembre de 1881 contie-
ne entre sus bases las dos siguientes: 
«Base 4.a E l procedimiento adminis t ra t ivo en las cuestiones 
«del ramo de Hacienda se d i v i d i r á en dos p e r í o d o s : el p r i -
» m e r o gubernat ivo, compuesto de dos instancias; y el segundo 
» c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v o , en el cual se p o d r á ejercitar el recur-
»so extraordinar io de este nombre . 
»Base 5.a L a v ía contencioso-administrativa p r o c e d e r á contra 
»las providencias gubernativas de segunda instancia sin excepc ión 
« a l g u n a , siempre que el asunto sobre que versen cont i tuya mater ia 
« c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a y a q u é l l a s causen estado, les ión en 
« d e r e c h o perfecto é in f r in jan a l g ú n precepto legal . 
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« P r o c e d e r á asimismo la v í a contencioso-administrativa contra 
»las providencias de t r á m i t e dictadas ó confirmadas en segunda 
« ins tanc ia , siempre que resuelvan la c u e s t i ó n pendiente haciendo 
« impos ib le todo recurso adminis t ra t ivo. 
»En las mismas condiciones p o d r á el Estado someter á r ev i s ión 
»en la v ía contencioso-administrativa las providencias de p r imera 
« in s t anc i a que por orden minis ter ia l se declaren lesivas de los de-
« r e c h o s de a q u é l . 
» L a dec l a r ac ión de que una providencia es lesiva de los intereses 
«del Estado no p o d r á hacerse trascurridos 10 a ñ o s desde que f u é 
«d ic tada .« 
E l p r imer p á r r a f o de la Base 5.a conf i rma indudablemente 
nuestra op in ión , puesto que determina que el recurso contencioso 
procede contra las providencias de segunda instancia, s in excep-
c i ó n alguna, siempre que el asunto r e ú n a todos los c a r a c t é r e s de 
materia contencioso-administrativa, lesionen derecho perfecto, i n -
fr injan alguna ley y causen estado. 
Esas bases con otras disposiciones que en la propia ley se f i ja-
ron respecto á la materia, se han desenvuelto con toda c lar idad en 
el t i t . 12 del ya mencionado reglamento para su cumpl imien to y 
e j e c u c i ó n . 
Y como quiera que en materia de impuestos indirectos existen, 
desde las leyes de 31 de Diciembre de 1881 y sus reglamentos que 
los han organizado nuevamente, muchos casos en que la c u e s t i ó n 
ha de pasar á segunda instancia gubernat iva, si se reclama contra 
la providencia dictada en pr imera , cuando recaiga r e s o l u c i ó n en 
segunda instancia, si se trata de u n caso par t icular y l a providen-
cia lesiona derechos en las reglas de las leyes y reglamentos res-
pectivos garantidos, en una palabra afecta á derechos preestable-
cidos y perfectos, que es lo que da el c a r á c t e r de contencioso á u n 
asunto, no admite, á nuestro ju i c io , duda que el caso e s t a r á de l l e -
no comprendido en la Base 5.a de la ley y en el art . 274 del regla-
glamento. 
Y otra prueba de ello es que en las n o v í s i m a s leyes y regla-
mentos de Impuestos nada se dice respecto del par t icular , por 
lo mismo que á la ley del procedimiento en asuntos de Hacien-
da y á su reglamento se les ha dado un c a r á c t e r general m a r c a d í -
simo, y por consiguiente se r í a una redundancia inú t i l y hasta i n -
conveniente repetir en cada caso lo que ya se ha ordenado con ca-
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r á c t e r universal para todos, al a ñ a d i r las palabras s i n e x c e p c i ó n 
alguna en la Base 5.a de la ley y en el art . 274 del reglamento de 31 
de Diciembre de 1881. 
Una prueba m á s de que nuestra o p i n i ó n es t á ajustada al espír i -
t u de la ley. 
E n el reglamento del impuesto de derechos reales y t r a s m i s i ó n 
de bienes de 31 de Diciembre de 1881 se dispone (1) que la t r a m i -
t a c i ó n de todos los expedientes y reclamaciones á que den lugar 
las disposiciones del mismo, se a j u s t a r á á lo prevenido en la ley y 
reglamento sobre el procedimiento e c o n ó m i c o - a d m i n i s t r a t i v o . 
L o mismo se dispone, respecto á los recursos contra los acuer-
dos dictados en los expedientes por d e f r a u d a c i ó n , o m i s i ó n ó faltas 
en la renta del t imbre del Estado, en el reglamento del impuesto 
del t imbre de 31 de Diciembre, cap. 5.°, art . 84. 
I d é n t i c a d i spos ic ión contienen el ar t . 46 de la i n s t r u c c i ó n de 
igua l fecha para la a d m i n i s t r a c i ó n é i m p o s i c i ó n del impuesto de 
c é d u l a s personales, y el 40 y 43 de la del impuesto sobre sueldos 
y asignaciones. 
Y lo propio sucede en cuanto al impuesto de consumos. 
Finalmente: las Ordenanzas de Aduanas no se han reformado 
al par que los d e m á s impuestos; esto p o d í a ofrecer alguna duda 
sobre si s e r í a n ó no aplicables en la materia las reformas que nos 
ocupan: pues bien, para dar cumpl imiento á lo dispuesto en la ley 
de 31 de Diciembre de 1881 sobre procedimiento en las reclama-
ciones e c o n ó m i c o - a d m i n i s t r a t i v a s y armonizar los preceptos ge-
nerales de la expresada ley con los establecidos en las Ordenan-
zas del ramo de Aduanas, por R. O. de 20 de Febrero de 1882 se 
han reformado los caps. 3.° y 4.° del t í t . 4 .° de a q u é l l a s , p o n i é n -
doles en a r m o n í a con los n o v í s i m o s procedimientos para la 
t r a m i t a c i ó n de los expedientes de Aduanas; d i s p o n i é n d o s e en la 
regla 7.a de dicha ó r d e n que las resoluciones del Minis ter io de 
Hacienda p o d r á n ser reclamadas en v ía contenciosa, y en la 8.a que 
los fallos dictados en pr imera instancia p o d r á n ser apelados ante 
el Minis ter io de Hacienda, y los de és te en la v í a contenciosa, en 
los plazos que marcan los arts. 106 y 279 del repetido reglamento 
de 31 de Diciembre de 1881. 
(1) Reglamento de 31 de Diciembre de 1881, art. 141. 
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Esto demuestra en nuestro concepto que la tendencia del legis-
lador y de la A d m i n i s t r a c i ó n misma es que todas las reclamacio-
nes que r e ú n a n las circunstancias y condiciones bastantes á cons-
t i t u i r materia contenciosa en asuntos de impuestos, puedan ven t i -
larse en la v í a contencioso-administrativa; pues, de no ser as í , no 
h a b í a para q u é hacer una excepc ión por las referentes á Aduanas: 
y bien lo expresan las razones que como fundamentos aparecen á 
la cabeza de dicha real orden, y que de p r o p ó s i t o hemos copiado. 
Debe, pues, intentarse el recurso contencioso en todas aquellas 
cuestiones de impuestos indirectos que revistan los c a r a c t é r e s mar-
cados en el ar t . 274 del reglamento: nuestra op in ión no admite va-
cilaciones en este punto. 
Que la reforma es importante y d igna de elogio no tenemos para 
q u é decirlo nosotros que tantas veces hemos sostenido su nece-
sidad. 
3 .°—Jurisprudencia , de los cuatro ú l t i m o s a ñ o s . 
Siguiendo el m é t o d o que en los anteriores cap í tu lo s hemos es-
tablecido, reproducimos á c o n t i n u a c i ó n las resoluciones y senten-
cias m á s importantes que se han dictado en los cuatro ú l t i m o s a ñ o s 
sobre las materias objeto de este c a p í t u l o , y que por su c a r á c t e r 
general pueden aplicarse ó consultarse como regla de a p r e c i a c i ó n 
para cuestiones a n á l o g a s ; debiendo advert i r que, consecuentes con 
la op in ión que hemos expuesto en el anterior pá r r a fo como inter-
p re t ac ión d é l a s reformas legislativas de 31 de Diciembre de 1881, 
omi t imos todas aquellas que se refieren á la improcedencia del 
recurso contencioso en asuntos de impuestos indirectos, que por 
cierto son bastantes, especialmente respecto del ramo de Aduanas, 
en el cual hay hoy que atenerse á lo taxativamente dispuesto en 
la R . O. de 20 de Febrero de 1882. 
Impuesto de derechos reales.—El pago del doble premio por la l iqui-
dación practicada respecto de una tes tamentar ía por la Administración, 
sólo procede cuando la duplicidad de operaciones depende de la volun-
tad de los interesados, es decir, cuando éstos la piden; pero no en el ca-
so de practicarse dos ó más liquidaciones por conveniencia de la Admi-
nistración y sin solicitarlo los contribuyentes. {R. D. 47 Octubre 1877 . 
Gao. 17 Febrero 1878 . ) 
Consumos: arrendatarios.—En estricto cumplimiento de lo que dis-
pone el art. 257 de la instrucción de consumos de 1876 , al terminar en 
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u n a p o b l a c i ó n e l c o n t r a t o de a r r e n d a m i e n t o d e l i m p u e s t o y t e n e r q u e h a -
c e r s e c a r g o d e é l o t r a A d m i n i s t r a c i ó n , d e b e f o r m a l i z a r s e u n n u e v o a foro 
d e l a s e s p e c i e s i n t r o d u c i d a s y n o c o n s u m i d a s , y e l a r r e n d a t a r i o n o p u e d e 
e x c u s a r s e de h a c e r l o a l e g a n d o q u e a l e n t r a r é l r e n u n c i ó p o r e l c o n t r a t o 
á p r a c t i c a r e l aforo q u e l e c o r r e s p o n d í a ; p u e s s i é s t e c o n s t i t u í a u n d e r e -
c h o á s u f a v o r , y p o r t a n t o e r a r e n u n c i a b l e de s u y o , e l s e g u n d o a foro e s 
. p o r e l c o n t r a r i o r e s u l t a d o de l a o b l i g a c i ó n i n e l u d i b l e de e n t r e g a r á l a 
A d m i n i s t r a c i ó n e n t r a n t e e l i m p o r t e de los d e r e c h o s d e v e n g a d o s p o r l a s 
e s p e c i e s q u e n o s e h u b i e s e n c o n s u m i d o , y á n a d i e le es l í c i t o r e n u n c i a r 
l o s deberes q u e l a s l e y e s i m p o n e n : p o r todo lo c u a l d i c h o a r r e n d a t a r i o 
e s t á o b l i g a d o á p a g a r s i n p r e t e x t o a l g u n o los d e r e c h o s m e n c i o n a d o s á l a 
A d m i n i s t r a c i ó n ó a r r e n d a t a r i o q u e l e s u s t i t u y e . [R. D. 8 Noviem-
bre m i . Gac. 23 Marzo 1878. ) 
Premios de denuncias por defraudaciones a l E s t a d o . — E l t a n t o 
p o r 100 c o n c e d i d o á lo s i n v e s t i g a d o r e s de b i e n e s n a c i o n a l e s s o b r e e l v a -
l o r de l a s fincas p o r e l los d e s c u b i e r t a s , a s i como en general las remu-
neraciones a n á l o g a s o f r e c i d a s e n c i e r t o s c a s o s d los que denuncian 
alguna defraudación de l o s i n t e r e s e s p ú b l i c o s , n o es u n a r e c o m p e n s a 
d e l t r a b a j o p r e s t a d o , s i n o m á s b i e n u n a c o m p a r t i c i p a c i o n q u e e l E s t a d o 
o t o r g a e n p r e m i o d e l b e n e f i c i o q u e o b t i e n e , y p o r lo m i s m o s u a b o n o n o 
p r o c e d e h a s t a q u e a q u é l se h a y a d e f i n i t i v a y l e g a l m e n t e p o s e s i o n a d o d e l 
obje to de l a d e n u n c i a . D. Sent. 29 Mayo 1878 . Gac. 11 Setiem-
bre id.) 
Sello de guerra: exenc ión de su uso .—Los b i l l e t e s p a r a e s p e c t á c u l o s 
q u e d i s p o n g a n y l l e v e n á efecto l a s a u t o r i d a d e s y c o r p o r a c i o n e s , t a n t o 
p r o v i n c i a l e s c o m o m u n i c i p a l e s , s i e m p r e q u e r e ú n a n l a c i r c u n s t a n c i a de 
c e l e b r a r l e b a j o s u v i g i l a n c i a y a d m i n i s t r a c i ó n , y de q u e s u s p r o d u c t o s 
se d e s t i n e n e x c l u s i v a m e n t e á l o s e s t a b l e c i m i e n t o s de b e n e f i c e n c i a , 
e s t á n e x e n t o s d e l i m p u e s t o d e l s e l l o de g u e r r a e n v i r t u d de lo d i s -
p u e s t o p o r l a R . O . de 24 de Agos to de 1876 , t o d a v e z q u e a l M i n i s t e r i o 
d e H a c i e n d a c o r r e s p o n d e r e s o l v e r l i b r e m e n t e c u a n d o u n a p e r s o n a l i d a d 
d e t e r m i n a d a e s t á ó n o s u j e t a a l p a g o de d i c h o i m p u e s t o c o n f o r m e á l a s 
p r e s c r i p c i o n e s v i g e n t e s . {R. B . Sent. 2 Julio 1878 . Gac. 27 Setiem-
bre id.) 
Papel sellado: libros de comercio.—No r e s u l t a n d o j u s t i f i c a d o q u e e l 
p r e s u n t o d e f r a u d a d o r s e a c o m e r c i a n t e , s e g ú n lo de f ine e l C ó d i g o de C o -
m e r c i o , a r t s . 1 .0 y 3 5 9 , n o se l e p u e d e e x i g i r q u e l l e v e los t r e s l i b r o s á 
q u e d i c h o C ó d i g o s e r e f i e r e . {R. D. 2 Octubre 1878 . Gac. 12 Noviem-
. bre.) 
Consumos: a r r i e n d o s . — E l a r r e n d a m i e n t o de l o s d e r e c h o s de c o n -
s u m o s , v e r i f i c a d o p o r m e d i o de s u b a s t a p ú b l i c a , es u n c o n t r a t o n o t o r i a -
m e n t e a d m i n i s t r a t i v o q u e , p o r r e f e r i r s e á l a p r e s t a c i ó n de u n s e r v i c i o 
p ú b l i c o , s ó l o p u e d e n c e l e b r a r l o s A y u n t a m i e n t o s e n c o n c e p t o de C o r p o -
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r a c i o n e s a d m i n i s t r a t i v a s ; p o r lo q u e , y c u a l q u i e r a q u e s e a n l a s i n f o r m a -
l i d a d e s ú o m i s i o n e s q u e a l h a c e r l o s e c o m e t a n , n o c a e d e n t r o de l a 
e s f e r a de l a c o m p e t e n c i a de los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s e l c o n o c i m i e n t o de 
l a a c c i ó n r e s c i s o r i a q u e c o n t r a d i c h o s c o n t r a t o s se i n t e n t e . [Real decre-
to sentencia 16 Noviembre 1878 . Gao. 3 Diciembre id.) 
Consumos.—La a c c i ó n d e d u c i d a p o r u n r e m a t a n t e p o r h a b e r s e a n u -
l a d o e l a r r e n d a m i e n t o , se d e r i v a de l a n u l i d a d de u n c o n t r a t o q u e , a u n -
q u e h u b i e r a p r e v a l e c i d o , no h a b r í a c o n f e r i d o a l r e m a t a n t e d e r e c h o s c i v i -
l e s , p o r q u e é s t o s s ó l o se a d q u i e r e n e n v i r t u d de a c t o s c e l e b r a d o s p o r p a r -
t i c u l a r e s ó c o r p o r a c i o n e s q u e o b r a n c o m o p e r s o n a s j u r í d i c a s , y n u n c a 
p o r c o n s e c u e n c i a de c o n t r a t o s a d m i n i s t r a t i v o s ; y s i é n d o l o e l de a u t o s n o 
e r a p r o c e d e n t e r e s o l v e r sobre e l a g r a v i o r e c l a m a n d o , s i n a p r e c i a r á n t e s 
l a l e g a l i d a d d e l a c u e r d o q u e l a c a u s ó , c u e s t i ó n c u y o e x a m e n c o r r e s p o n d e 
á l a A d m i n i s t r a c i ó n e n l a s e s f e r a s a c t i v a ó c o n t e n c i o s a , p o r q u e s ó l o á 
e l l a t o c a c o n o c e r de l a s q u e se p r o m u e v e n s o b r e l a r e s c i s i ó n y efectos de 
lo s c o n t r a t o s c e l e b r a d o s c o n los A y u n t a m i e n t o s p o r t o d a e s p e c i e d e s e r -
v i c i o s y o b r a s p ú b l i c a s . [Resol. 27 Diciembre 1878 . Gac. 20 E n e -
ro 
Derechos de A d u a n a s . — C u a n d o l a A d m i n i s t r a c i ó n a c e p t a e l p r o c e -
d i m i e n t o e s t a b l e c i d o p o r l a l e y de 25 de J u n i o de 1864 p a r a e l a b o n o de 
l a f r a n q u i c i a c o n c e d i d a á u n f e r r o - c a r r i l r e s p e c t o de los d e r e c h o s d e 
A d u a n a s q u e d e v e n g u e e l m a t e r i a l d e s t i n a d o á l a c o n s t r u c c i ó n y e x p l o -
t a c i ó n d e l m i s m o , n o es p r o c e d e n t e l a l i m i t a c i ó n de e se b e n e f i c i o á l o s 
objetos q u e se i n t r o d u z c a n p o r d e t e r m i n a d o s p u e r t o s , t o d a v e z q u e esto 
se opone a l s i s t e m a e s t a b l e c i d o p o r l a m e n c i o n a d a l e y p a r a e l a b o n o d e 
t a l f r a n q u i c i a , e n e l c u a l r e s u l t a i n d i f e r e n t e q u e l a i n t r o d u c c i ó n se h a g a 
p o r u n o s p u e r t o s ó p o r o t r o s , y a q u e e l p a g o de l o s d e r e c h o s de A d u a n a s 
h a de h a c e r s e n e c e s a r i a m e n t e e n c u a l q u i e r a de e l l o s . [R. D. 2 7 Diciem-
bre 1878 . Gac. 4 Mayo 1879 . ) 
Derechos reales: obligaciones de los N o t a r i o s . — S e g ú n l a l e t r a t e r -
m i n a n t e d e l a r t . 187 d e l r e g l a m e n t o p r o v i s i o n a l de 14 de E n e r o de 1873 
p a r a l a a d m i n i s t r a c i ó n y c o b r a n z a d e l i m p u e s t o de d e r e c h o s r e a l e s y 
t r a s m i s i o n e s de d o m i n i o , los N o t a r i o s s ó l o e s t á n o b l i g a d o s á a d v e r t i r á 
l o s i n t e r e s a d o s e l d e b e r q u e t i e n e n de p r e s e n t a r á l a l i q u i d a c i ó n de d i c h o 
i m p u e s t o l o s d o c u m e n t o s q u e a n t e e l l o s se o t o r g u e n , c u a n d o é s t o s e s t é n 
s u j e t o s a l p a g o d e l m i s m o ; s i n q u e p a r a e n t e n d e r l o a s í obs te l a f r a s e « e n 
todos los c a s o s » q u e e l a r t . 200 e m p l e a r e s p e c t o á l a p r e s e n t a c i ó n , p o r q u e 
e s a s p a l a b r a s ú n i c a m e n t e se r e f i e r e n á l o s d o c u m e n t o s r e l a t i v o s á l o s 
a c t o s ó c o n t r a t o s q u e t r a s m i t a n d e r e c h o s r e a l e s ó b i e n e s s u j e t o s a l i m -
p u e s t o , y n o á los q u e j u s t i f i q u e n a c t o s de d i s t i n t a n a t u r a l e z a . (R. O. 27 
Diciembre 1878 . Gac. 7 Mayo 1879 . ) 
Derechos r e a l e s . — C u a l e s q u i e r a q u e h a y a n s ido l a s r e s p o n s a b i l i d a -
d e s e n q u e i n c u r r i e r a u n p a r t i c u l a r p o r n o h a b e r p r e s e n t a d o e n t i e m p o 
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o p o r t u n o á l a l i q u i d a c i ó n d o c u m e n t o s s u j e t o s a l p a g o d e l i m p u e s t o de 
d e r e c h o s r e a l e s , q u e d ó r e l e v a d o de e l l a s s i a l d i c t a r s e e l a c u e r d o a d m i -
n i s t r a t i v o e n q u e se d e c l a r a r o n y e x i g i e r o n e s t a b a y a e n v i g o r l a l e y de 
P r e s u p u e s t o s de 21 de J u l i o de 4876 , y se r e a l i z ó e l p a g o de d e r e c h o s d e n -
t r o d e l p l a z o m a r c a d o e n e l a r t . 12 de l a m i s m a . {R. D. 29 Enero 1 8 7 9 . 
Qac. 20 Mayo id.) 
Consumos: d e f r a u d a c i ó n . — N o p u e d e r e p u t a r s e c o m p r e n d i d o e n l a 
p e n a l i d a d e s t a b l e c i d a p o r u n r e g l a m e n t o m u n i c i p a l p a r a l a c o b r a n z a d e l 
i m p u e s t o de c o n s u m o s r e s p e c t o á los d e f r a u d a d o r e s q u e lo f u e r e n p o r 
e x t r a e r g é n e r o s de los d e p ó s i t o s s i n d a r a n t e s c u e n t a á l o s d e p e n d i e n t e s , 
a l q u e , p r é v i a l i c e n c i a d e l A l c a l d e y a v i s a n d o a l r e m a t a n t e d e l a r b i t r i o 
p a r a q u e p r e s e n c i e e l ac to y lo i n t e r v e n g a , s a c a a r t í c u l o s d e p o s i t a d o s . 
[R. D. 30 Junio 1879 . Gac. 19 Setiembre id.) 
Impuesto minero .—En e l t e c n i c i s m o de l a s l e y e s de m i n a s , l a s p a l a -
b r a s riqueza é m r i w í í n V í s i g n i f i c a n e l m i n e r a l e x p l o t a d o , ó s e a s u v a l o r 
o b t e n i d o p o r e l t r a b a j o , p o r lo c u a l h a y q u e e s t i m a r l a s c o m o s i n ó n i m a s 
p a r a los efectos d e l i m p u e s t o s o b r e m i n a s , p u e s p e s a n d o é s t e d i r e c t a -
m e n t e s o b r e e l p r o d u c t o b r u t o , ó s e a e l v a l o r d e l m i n e r a l á b o c a de m i -
n a , s i n t e n e r p a r a n a d a e n c u e n t a l a n a c i o n a l i d a d de s u s p o s e e d o r e s ó 
e x p l o t a d o r e s , é i n d e p e n d i e n t e m e n t e d e l t í t u l o de a d q u i s i c i ó n ó c o n t r a t o 
de e x p l o t a c i ó n , á ese p r o d u c t o se d i r i g e e l i m p u e s t o q u e m e r m a , p o r l o 
t a n t o , los b e n e f i c i o s d e l e x p l o t a d o r . [R. D. Sent. 2 Julio 1879 . Gac. 20 
Setiembre id.) 
Impuestos: domicilio administrativo para el pago.—Los a d m i n i s -
t r a d o r e s , a p o d e r a d o s ó e n c a r g a d o s de u n a finca, q u e t i e n e n , c o n a r r e g l o 
á l a s l e y e s , l a c o n s i d e r a c i ó n de p r o p i e t a r i o s p a r a c u a n t o se re f i ere á l a 
A d m i n i s t r a c i ó n e c o n ó m i n a m u n i c i p a l y á l o s d e r e c h o s y o b l i g a c i o n e s 
q u e de e l l a e m a n a n , d e b e n e j e r c i t a r l o s a q u é l l o s y c u m p l i r é s t a s c o n r e l a -
c i ó n a l M u n i c i p i o á q u e a q u é l l a p o r s u s i t u a c i ó n p e r t e n e c e , a u n q u e e n 
e l t é r m i n o de é s t e n o r e s u l t e a m i l l a r a d a . {R . D. S Julio 1879 . Gac. 2 6 
Setiembre id.) 
Embargos adminis trat ivos .—Corresponde á l a A d m i n i s t r a c i ó n e x a -
m i n a r s i u n a r r e n d a t a r i o de c o n s u m o s se h a e x c e d i d o de s u s f a c u l t a d e s 
a l e m b a r g a r efectos p a r a a s e g u r a r e l pago de los d e r e c h o s q u e e l e m b a r -
gado a d e u d a b a . (R. D. 26 Noviembre 1879 . Gac. 1 5 Diciembre id.) 
Consumos: exacciones indebidas.—El h e c h o de e x i g i r u n r e c a r g o i n -
debido s o b r e los d e r e c h o s de t a r i f a de l o s a r t í c u l o s de c o n s u m o , p u e d e 
c o n s t i t u i r u n d e l i t o , c u y o cas t i go n o h a s ido r e s e r v a d o p o r l a l e y á los 
f u n c i o n a r i o s a d m i n i s t r a t i v o s , s i n o q u e p o r e l c o n t r a r i o , de f in ido e n e l 
C ó d i g o p e n a l c o r r e s p o n d e s u c o r r e c c i ó n á l o s T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s , s i n 
q u e u n a v e z r e c o n o c i d a y d e c l a r a d a s u e x i s t e n c i a p o r l a m i s m a A d m i n i s -
t r a c i ó n , p u e d a é s t a s u s c i t a r c o m p e t e n c i a a c e r c a d e l c o n o c i m i e n t o de e se 
a s u n t o , ( ñ . D. 1 5 Enero 1880 . Gac. 12 Marzo id.) 
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Derechos reales .—La e x e n c i ó n d e l pago de d e r e c h o s de h i p o t e c a s y 
m u l t a c o n c e d i d o p o r l a l e y H i p o t e c a r i a de 8 de F e b r e r o de 1861 á lo s q u e 
n o h a b i e n d o i n s c r i t o d e n t r o de los p l a z o s m a r c a d o s p a r a e l lo l o h i c i e r a n 
e n e l e s t a b l e c i d o e n e l a r t . 389 , no es a p l i c a b l e á los q u e o b t u v i e r o n p o r 
vsentencia de los T r i b u n a l e s b i e n e s q u e a n t e s n o p u d i e r o n i n s c r i b i r s e p o r 
s e r n e c e s a r i a l a d e c l a r a c i ó n j u d i c i a l p a r a s a b e r á n o m b r e de q u i é n d e -
b í a n s e r i n s c r i t o s . {R. D . 2 0 Enero 1880 . Gac. 7 Mayo id.) 
Papel sellado: papeletas de e m p e ñ o . — L a s l l a m a d a s p a p e l e t a s de 
e m p e ñ o , c o m o e x p r e s i ó n d e l c o n t r a t o de p r é s t a m o c o n i n t e r é s c u a n d o 
a q u é l e x c e d a de 75 p e s e t a s , s o n i n d u d a b l e m e n t e d o c u m e n t o s p r i v a d o s 
de los c o m p r e n d i d o s e n e l a r t . 17 d e l R . D . de 12 de S e t i e m b r e de 1 8 6 1 , y 
d e b e n , p o r lo t a n t o , l l e v a r e l se l lo de c o n t r a t a c i ó n c o r r e s p o n d i e n t e . 
{R. D . 2 5 Mayo 1880 . Gao. 6 Agosto id.) 
Impuestos.—Cuando en e l e x p e d i e n t e i n s t r u i d o p a r a e l a r r i e n d o d e l 
i m p u e s t o s o b r e l a s a l , de u n p u e b l o , n o se l l e n a r o n l o s t r á m i t e s y d i l i -
g e n c i a s p r e s c r i t o s p o r l a s i n s t r u c c i o n e s de l r a m o p a r a e l a c u e r d o m u n i -
c i p a l , c e l e b r a c i ó n de s u b a s t a s , c o n t r a t o s y otros r e q u i s i t o s l e g a l e s , e x i s -
t e n v i c i o s e s e n c i a l e s q u e a n u l a n a q u é l desde s u o r i g e n , y p o r t a n t o , p u -
do l a D i r e c c i ó n g e n e r a l de I m p u e s t o s d e c l a r a r s u n u l i d a d a l c o n o c e r de 
é l e n a l z a d a , á i n s t a n c i a de p a r t e , y e l M i n i s t e r i o c o n f i r m a r p o r r e a l o r -
d e n e l fa l lo , p u e s n o se t r a t ó de d e c i d i r l a n u l i d a d d e l c o n t r a t o , s i n o l a 
d e l e x p e d i e n t e , e n v i r t u d d e l c u a l e l c o n t r a t o se h i z o , y q u e , s i e n d o v i -
c ioso e n s u o r i g e n , t e n í a q u e p r o d u c i r f o r z o s a m e n t e l a i n v a l i d a c i ó n d e l 
a r r i e n d o . [R . D. 6 Agosto 1880 . Gac. I . 0 Enero\%%\.) 
Consumos: fraudes en los repartos.—Los f r a u d e s c o m e t i d o s e n e l 
r e p a r t i m i e n t o de l a c o n t r i b u c i ó n de c o n s u m o s y e n e l s e ñ a l a m i e n t o de 
c u o t a s á lo s C o n c e j a l e s y a s o c i a d o s , a s í c o m o lo s v i c i o s e n q u e se i n c u r r a 
a l l l e v a r á efecto e l a p r e m i o a d m i n i s t r a t i v o , s o n m a t e r i a s de l a c o m p e -
t e n c i a de l a A d m i n i s t r a c i ó n , y p u e s t o q u e de l a s r e s o l u c i o n e s q u e d i c t e e n 
los r e c u r s o s q u e c o n t a l e s m o t i v o s se f o r m u l e n r e s u l t a r á s i e x i s t e n los 
b a s t a n t e s p a r a p r e s u m i r d e l i n c u e n c i a p o r p a r t e de a q u e l l o s á q u i e n e s se 
a t r i b u y e n , es obv io q u e á n t e s de p r o c e d e r los T r i b u n a l e s p o r v i r t u d de l a s 
d e n u n c i a s q u e se l e s p r e s e n t e n , c o r r e s p o n d e á l a a u t o r i d a d a d m i n i s -
t r a t i v a r e s o l v e r l a p r é v i a c u e s t i ó n á q u e se re f i ere e l a r t . 54 d e l r e g l a -
m e n t o de 2 5 de S e t i e m b r e de 1 8 6 3 . {R. D. 16 Octubre 1880 . Gac. 2 i V o -
viembre id.) 
Sa l : impuesto sobre su f a b r i c a c i ó n . — E l i m p u e s t o e s t a b l e c i d o e n e l 
a r t . 47 de l a l e y de 11 de J u l i o de 1877 s o b r e todos l o s p r o d u c t o r e s de 
s a l t i e n e e l c a r á c t e r de d i r e c t o , y no c a b e l a r e v i s i ó n e n v í a c o n t e n c i o s a 
de l a s r e s o l u c i o n e s a d m i n i s t r a t i v a s r e l a t i v a s á l a a p r e c i a c i ó n de l a r i -
q u e z a i m p o n i b l e p á r a l o s efectos de e s a c o n t r i b u c i ó n , p u e s t o q u e lo d i s -
p u e s t o e n e l r e g l a m e n t o de 19 de S e t i e m b r e de 1876 , q u e se r e f i e r e e x -
c l u s i v a m e n t e á l a c o n t r i b u c i ó n t e r r i t o r i a l , n o es a p l i c a b l e á l a de q u e 
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se t r a t a , q u e t i e n e u n c a r á c t e r e x c e p c i o n a l , y d i s p o s i c i o n e s e s p e c i a l e s 
p a r a s u r e p a r t i m i e n t o y c o b r a n z a . {R. O. 9 Diciembre 1880. G a -
ceta 14 id.) 
Consumos: arrendatarios.—Los a r r e n d a t a r i o s d e l i m p u e s t o de c o n -
s u m o s e s t á n s u b r o g a d o s e n todos los d e r e c h o s de l a H a c i e n d a ; y p o r c o n -
s i g u i e n t e , p a r a c o b r a r de los p a r t i c u l a r e s m o r o s o s l o s d e r e c h o s d e v e n g a -
dos de e spec i e s s u j e t a s a l i m p u e s t o , p u e d e n p e d i r q u e p o r l a a u t o r i d a d 
l o c a l c o r r e s p o n d i e n t e se s i g a n c o n t r a a q u é l l o s l o s p r o c e d i m i e n t o s de apre^ 
m i ó q u e m a r c a l a i n s t r u c c i ó n d e l r a m o ; y e n s u v i r t u d los A l c a l d e s , n o 
s ó l o d e b e n , s i n o q u e e s t á n o b l i g a d o s á p r e s t a r á lo s m e n c i o n a d o s a r r e n -
d a t a r i o s s u a u x i l i o , e x p i d i e n d o lo s c o r r e s p o n d i e n t e s a p r e m i o s e n l e g a l f o r -
m a c o n a r r e g l o á i n s t r u c c i ó n . 
L o s T r i b u n a l e s n a d a t i e n e n q u e v e r e n estos i n c i d e n t e s , y l o s p r o c e d i -
m i e n t o s n o p u e d e n s u s p e n d e r s e n i h a c e r s e e l a s u n t o c o n t e n c i o s o s i n q u e 
p r e v i a m e n t e s e v e r i f i q u e e l p a g o ó l a c o n s i g n a c i ó n de lo l i q u i d a d o e n l a s 
C a j a s d e l T e s o r o ó l a de D e p ó s i t o s . {R. D. 21 Diciembre 1880 . Gao. 1 2 
Enero 1 8 8 1 . ) 
Traslaciones de dominio: a r r a s . — A u n q u e s e g ú n l a s l e y e s de P a r t i -
d a l a s arras c o n s t i t u y e n u n a d o n a c i ó n propter nuptias, es lo c i e r t o q u e 
v i g e n t e s t a m b i é n l a s l e y e s de T o r o é i n s e r t a s e n l a N o v í s i m a c o n p r e f e -
r e n c i a á a q u é l l a s , s ó l o p u e d e h o y e s t i m a r s e como donación propter nup-
tias lo q u e l o s p a d r e s d a n a l h i j o p a r a s o s t e n e r l a s c a r g a s d e l m a t r i m o -
n i o ; y esto s e n t a d o , y t e n i e n d o e n c u e n t a q u e l a s arras n o p u e d e n r e p u -
t a r s e a p o r t a c i ó n d i r e c t a de l a m u j e r a l m a t r i m o n i o , es ó b v i o q u e n o es -
t á n e x c l u i d a s d e l pago de i m p u e s t o de t r a s l a c i o n e s de d o m i n i o , y a q u e 
s o n u n a d o n a c i ó n d e l m a r i d o , y q u e l a m u j e r n o a d q u i e r e e l d o m i n i o 
e n los b i e n e s q u e c o m p r e n d e h a s t a l a m u e r t e de a q u é l , d e b i e n d o p o r l o 
m i s m o , y e n c o n c e p t o de d o n a c i o n e s e n t r e c ó n y u g e s , s a t i s f a c e r e l t a n t o 
p o r c i e n t o e n e l m o d o y f o r m a q u e l a s d i s p o s i c i o n e s v i g e n t e s d e t e r m i -
n a n . [R. D. 21 Diciembre Gac. % A b r i l 1881 . ) 
Timbre: obligaciones de ferro-carri les .—Aunque e l n ú m . 5 . ° d e l 
a r t . 48 d e l R . D . de 42 de S e t i e m b r e de 1861 p o r e l q u e se r e p u t a n d o c u -
m e n t o s de g i r o l a s o b l i g a c i o n e s q u e e m i t a n l a s s o c i e d a d e s de c r é d i t o , 
c o m e r c i o , i n d u s t r i a , m i n a s y d e m á s a n á l o g a s , n o m e n c i o n a e x p r e s a m e n t e 
l a s de l a s c o m p a ñ í a s de f e r r o - c a r r i l e s , es i n d u d a b l e q u e e s t á n c o m p r e n -
d i d a s e n d i c h o p r e c e p t o , y a p o r l a f r a s e g e n é r i c a c o n q u e t e r m i n a , y a p o r 
n o h a b e r r a z ó n n i n g u n a p a r a e x c e p t u a r l a s , c o m o r e c o n o c i ó e l 11. D . de 
14 de F e b r e r o de 1874 , y esto s u p u e s t o , l a s s o c i e d a d e s y e m p r e s a s 
c o n c e s i o n a r i a s de f e r r o - c a r r i l e s d e b i e r o n s a t i s f a c e r desde l a p u b l i c a c i ó n 
d e l c i t a d o r e a l d e c r e t o de 1861 e l d e r e c h o de t i m b r e c o r r e s p o n d i e n t e á l a s 
o b l i g a c i o n e s h i p o t e c a r i a s q u e e m i t i e r e n , s i n q u e p u e d a n t a m p o c o r e h u s a r 
e l p a g o d e l 6 p o r 100 de m o r a d e s d e l a f e c h a de l a e m i s i ó n h a s t a e l d í a 
d e l r e i n t e g r o á l a H a c i e n d a c u a n d o é s t e se h a y a e f e c t u a d o d e n t r o d e l 
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p l a z o s e ñ a l a d o e n e l r e a l decre to de 1874 r e f e r i d o . {R. D. 28 Febrero 1881 . 
Gao. 10 Junio id.) 
Impuesto sobre el azúcar .—No p r o c e d e e l r e c u r s o c o n t e n c i o s o c o n t r a 
l a R . O . de 28 de E n e r o d e 1880 q u e d i s p u s o q u e e l a z ú c a r o b t e n i d o 
f u e r a de l a s c o l o n i a s a g r í c o l a s c o n c a ñ a p r o c e d e n t e de e l l a s , s a t i s f a g a e l 
i m p u e s t o y r e c a r g o c o r r e s p o n d i e n t e s , p o r q u e a d e m á s de n o s e r a p l i c a -
b l e s a l c a s o o t r a s d i s p o s i c i o n e s q u e l a s q u e r e g u l a n l a i m p o s i c i ó n y co -
b r a n z a de lo s i m p u e s t o s i n d i r e c t o s , t o d a vez q u e e l de q u e se t r a t a se 
e s t a b l e c i ó e n e q u i v a l e n c i a d e l de c o n s u m o s , y e l c o n s u m o y n o l a 
p r o d u c c i ó n g r a v a , l a c i t a d a r e a l o r d e n es de c a r á c t e r g e n e r a l y f u é d i c -
t a d a c o m o m e d i d a de b u e n g o b i e r n o y a d m i n i s t r a c i ó n e n v i r t u d de l a s 
f a c u l t a d e s p r i v a t i v a s q u e le c o r r e s p o n d e n p a r a l l e v a r á e j e c u c i ó n l a s l e -
y e s e n m a t e r i a s de s u c o m p e t e n c i a . {R. 0 . 1 7 Marzo 1881 . Crac. 28 id.) 
Consumos: repartos .—Cuest ión p r e v i a de q u e debe c o n o c e r l a A d m i -
n i s t r a c i ó n p a r a p o d e r e n c a u s a r á u n A y u n t a m i e n t o , e t c . {R. D. 20 
Abri l 1881. Gac. 13 Mayo id.) 
Impuesto de traslaciones de dominio.—Ni p o r s u l e t r a , n i p o r 
s u e s p í r i t u , p u e d e e l a r t . 16 d e l r e g l a m e n t o de 14 de E n e r o de 1873 
c o n s i d e r a r s e ap l i cab le , á l a s t r a s m i s i o n e s de u n a s o c i e d a d á o t r a d i s t i n -
t a , s i n o á l a s q u e a l d i s o l v e r s e se c o n v i e r t e n ó t r a s f o r m a n e n o t r a s e n 
q u e s u b s i s t a n e n todo ó e n p a r t e los s o c i o s de l a d i s u e l t a . (R. D. 5 Ma-
yo 1881 . Gac. 17 Julio id.) 
Consumos: allanamiento de morada.—El h e c h o de p e n e t r a r u n a r -
r e n d a t a r i o d e l i m p u e s t o de c o n s u m o s e n e l d o m i c i l i o de u n v e c i n o c o n t r a 
l a v o l u n t a d de é s t e y s i n l a p r é v i a a u t o r i z a c i ó n j u d i c i a l , p u e d e c o n s -
t i t u i r u n de l i to c u y a d e f i n i c i ó n y c a s t i g o c o r r e s p o n d e á los T r i b u n a l e s 
o r d i n a r i o s . {R. D. 20 Mayo 1881 . Gac. 3 Junio id.) 
E n t r a d a de los depositarios en fincas embargadas.—Para p o d e r 
a p r e c i a r l a n a t u r a l e z a d e l acto de e n t r a r los d e p o s i t a r i o s de b i e n e s e m -
b a r g a d o s a d m i n i s t r a t i v a m e n t e p o r d é b i t o s d e c o n t r i b u c i o n e s e n u n a de 
l a s fincas c o n f i a d a s á s u c u s t o d i a y de e j e c u t a r e n e l l a h e c h o s q u e s i n 
e s t a r i n v e s t i d o s de a q u e l c a r g o p u d i e r a n c o n s t i t u i r f a l t a ó d e l i t o , e s i n -
d i s p e n s a b l e q u e l a A d m i n i s t r a c i ó n r e s u e l v a p r é v i a r n e n t e s i l o s a c u s a d o s 
se e x c e d i e r o n ó no á l a s ó r d e n e s de l a a u t o r i d a d y s i é s t a o b r ó d e n t r o d e l 
c í r c u l o de s u s a t r i b u c i o n e s . [R. D. 1 5 Junio 1 8 8 1 . Gac. 14 Jul io id.) 
Consumos: contratos de r e c a u d a c i ó n . — L o s c o n t r a t o s c e l e b r a d o s p o r 
l o s A y u n t a m i e n t o s c o n p a r t i c u l a r e s p a r a l a r e c a u d a c i ó n d e l i m p u e s t o de 
c o n s u m o s s o n a d m i n i s t r a t i v o s y e n t a l c o n c e p t o t o c a á l a j u r i s d i c c i ó n c o n -
t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a e n t e n d e r e n l a s r e c l a m a c i o n e s á q u e d e n l u g a r ; 
p e r o p a r a q u e p r o c e d a l a a p e r t u r a d e l c o r r e s p o n d i e n t e j u i c i o , es n e c e s a r i o 
q u e l a v í a g u b e r n a t i v a se h a y a a p u r a d o m e d i a n t e l a p r o v i d e n c i a d e l G o -
b e r n a d o r c o n a r r e g l o á lo d i s p u e s t o e n l a R . O . de 26 de M a y o de 1880 . 
{R. O. 4 Agosto 1881 . Gac. 18 id.) 
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Consumos: delitos cometidos con motivo de la recaudación.—Es in-
dudable la competencia de la autoridad judicial que conoce de la causa for-
mada contra un arrendatario de consumos por delitos cometidos en la re-
caudación de ese impuesto, para secuestrar los efectos del delito, sin que 
este secuestro pueda extenderse m á s allá de los derechos del contratista, 
n i l imi tar las obligaciones que por el contrato adquir ió , así como tam-
poco las facultades del Municipio con quien las contrajo, para exigirle y 
compelerle al cumplimiento de los deberes nacidos de la convención. 
En tal concepto, y quedando á salvo todos los derechos que á la Admi-
nistración competen, y la adopción de cuantas medidas pueda tomar 
en el asunto dentro de sus atribuciones, entendiéndose siempre con la 
persona con quien se contrató para exigir las responsabilidades proce-
dentes, no existe cuestión prévia administrativa que resolver, n i se trata 
de hechos cuyo castigo haya sido reservado á la autoridad administrati-
va. {R. D. Í9 Setiembre 1881. Gac. k Octubre id.) 
CAPÍTULO X I . 
MINAS. 
I.0 Ideas generales .—2.° Legis lación.—3.° Doctrina contenida en la jurispru-
dencia.—4.° Jurisprudencia. 
I.0—Ideas generales. 
Entre los asuntos que pueden ser materia contencioso-adminis-
t ra t iva , n inguno q u i z á s tiene tan larga é in t r incada his tor ia como 
las minas y los problemas j u r í d i c o s relacionados con ellas. 
L a t eo r í a de la o c u p a c i ó n que adjudica al p r imer ocupante los 
derechos sobre objetos de existencia ignorada, la p leni tud de los 
derechos que constituyen el dominio , en el cual parece deben estar 
comprendidos todos aquellos beneficios en r e l a c i ó n í n t i m a y de-
pendencia necesaria con la cosa pose ída , y , por ú l t i m o , el derecho 
supremo que el Estado tiene sobre toda la r iqueza conocida u 
oculta que existe dentro de sus fronteras, todos estos pr incipios 
j u r í d i c o s casi a x i o m á t i c o s , han venido á encontrarse en ruda po-
l é m i c a para establecer y fo rmular la t eo r í a legal re lat iva á las m i -
nas, su propiedad, su aprovechamiento y las servidumbres que 
és te en ocasiones requiere. 
Y resultado de la c o n t r a d i c c i ó n de estos tres pr incipios y la pre-
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ponderancia ó imper io de uno y otro en el á n i m o del legisla-
dor, la historia de las leyes sobre este punto es variada en extre-
mo, a d j u d i c á n d o s e la propiedad d é l a s minas unas veces a l d u e ñ o 
del terreno, otras al que descubre su existencia, otras al Estado, y 
otras, en fin, adoptando componendas y cualquiera de las muchas 
f ó r m u l a s intermedias á que se prestan, c o m b i n á n d o s e , las solu-
ciones anteriores. 
A s i que desde el t iempo de los Emperadores Trajano y Adr i ano 
en el derecho imper i a l , y en el nuestro, pasando por alto las Par-
tidas que son espejo de a q u é l , desde que Felipe I I en San Lorenzo 
d ió las ordenanzas de Minas del a ñ o 1584 que forman la ley 4.a, 
t í t . 18, l i b . 9.° de la N o v í s i m a R e c o p i l a c i ó n , ha sufrido esta 
mater ia gran n ú m e r o de cambios que renunciamos á enumerar , 
teniendo en cuenta la í n d o l e especial del presente l i b r o . 
Renunciamos t a m b i é n á discut i r en el terreno filosófico q u é 
so luc ión de las tres que hemos s e ñ a l a d o al problema de la propie-
dad minera, es m á s equitativa, m á s pol í t i ca y m á s jus ta . Problema 
és te complejo en extremo por los argumentos poderosos que en 
pro de cada una de sus soluciones m i l i t a n , por las consecuencias 
que de és tas se der ivan y los elementos que del campo de la eco-
n o m í a pol í t ica vienen á aumentar su c o m p l i c a c i ó n y su impor tan-
cia, no es en modo alguno propio para tratarse de pasada en una 
obra cuyo fin m á s modesto y m á s p r á c t i c o es el estudio y aplica-
ción de los preceptos contenidos en la ley posit iva. 
2 . ° — L e g i s l a c i ó n . 
Procediendo al estudio del derecho constituido en esta materia, 
en cuanto se relaciona con lo contencioso-administrativo, objeto 
del presente l i b ro , haremos notar desde l u é g o como un dato de 
capital i n t e ré s que las disposiciones sobre minas establecen, con 
m á s minuciosidad que las relativas á n inguna otra materia, c u á n -
do corresponde el recurso gubernat ivo, c u á n d o el contencioso c i v i l 
ó el contencioso-administrativo, y por ú l t i m o c u á n d o se ha de 
acudir ante las Comisiones provinciales ó ante el Consejo de 
Estado. 
Los arts, 33 y 34 de la ley de Minas de 11 de A b r i l de 1849, 
d e c í a n as í : 
«Art. 33. Conocerán los Consejos provinciales con apelación al Real: 
1.° De las oposiciones á las denuncias de minas y escoriales, y de las 
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o f i c i n a s de b e n e f i c i o p o r a b a n d o n o ó p o r h a b e r c a d u c a d o l a c o n c e s i ó n , 
s e g ú n lo p r e v e n i d o e n los a r t s . 24 y 31 . 
2 . ° De los n e g o c i o s de m i n a s e n q u e e l E s t a d o t e n g a u n i n t e r é s d i r e c -
to é i n m e d i a t o , y e n c u a n t a s c u e s t i o n e s se s u s c i t e n e n t r e l a A d m i n i s t r a -
c i ó n y los m i n e r o s . 
P a r a l a v i s t a y fa l l o de es tos n e g o c i o s a s i s t i r á c o m o V o c a l e s p e c i a l e l 
I n g e n i e r o de m i n a s m á s g r a d u a d o de l a p r o v i n c i a . 
A r t . 34 . C o n o c e r á e l C o n s e j o R e a l e n v í a c o n t e n c i o s a : 
1 . ° D e l a s r e c l a m a c i o n e s q u e se h i c i e r e n c o n t r a l a s c o n c e s i o n e s de 
m i n a s , p e r t e n e n c i a s y d e m á s q u e c o r r e s p o n d e a l G o b i e r n o . 
2 . ° D e l a s q u e se d i r i j a n p o r r e s i s t i r s e l a s c o n d i c i o n e s q u e p a r a l a 
c o n c e s i ó n i m p u s i e s e e l G o b i e r n o . 
3 . ° D e l a s q u e se e n t a b l a r e n p o r l a s r e s o l u c i o n e s d e l M i n i s t e r i o c o n -
t r a l a s q u e p r o c e d a d i c h o r e m e d i o . » 
E l a r t . 35 r e s e r v a b a á l o s T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s e l r e s o l v e r t o -
d a s l a s c o n t i e n d a s e n t r e p a r t i c u l a r e s y e n t e n d e r d e l o s d e l i t o s y 
f a l t a s c o m e t i d o s e n l a s d e p e n d e n c i a s m i n e r a s . 
D e r o g a d a l a l e y d e 11 d e A b r i l d e 1849 p o r l a d e 6 d e J u l i o 
d e 1859 p o c a s v e c e s t e n d r á n a p l i c a c i ó n s u s d i s p o s i c i o n e s ; p e r o e n 
c a m b i o l a s d e e s t a l e y á u n d e s p u é s d e l a r e f o r m a s u f r i d a e n 1868 
s o n t a n t o ó á u n m á s c a s u í s t i c a s q u e l a s d e a q u é l l a . 
S u a r t . 68 d e s i g n ó c o m o p r o p i a s d e l c o n o c i m i e n t o d e l o s T r i b u -
n a l e s a d m i n i s t r a t i v o s s u p e r i o r e s l a s p r o v i d e n c i a s d e d e c l a r a c i ó n 
d e c a d u c i d a d . 
L a i m p o r t a n c i a d e l o s a r t s . 88 y s i g u i e n t e s , r e f o r m a d o s p o r l a 
l e y d e 4 d e M a r z o d e 1868, n o s m u e v e á d a r l o s í n t e g r o s á c o n t i -
n u a c i ó n : 
« A r t . 86 . T o d o s los e x p e d i e n t e s q u e se i n s t r u y a n p a r a o b t e n e r c o n c e -
s i o n e s e n m i n e r í a s o n p u r a m e n t e g u b e r n a t i v o s . Se s u s t a n c i a n y t e r m i -
n a n p o r l o s G o b e r n a d o r e s . 
A r t . 87 . L o s G o b e r n a d o r e s o i r á n á los C o n s e j o s p r o v i n c i a l e s e n todos 
lo s c a s o s q u e d i s p o n e l a p r e s e n t e l e y , y s i e m p r e q u e lo c r e y e s e n o p o r t u -
n o , u n i e n d o á los e x p e d i e n t e s los i n f o r m e s de a q u e l l a s C o r p o r a c i o n e s . 
A r t . 88 . D e t o d a d i s p o s i c i ó n 6 m e d i d a a d o p t a d a p o r l o s G o b e r n a d o r e s 
e n m i n e r í a p u e d e r e p r e s e n t a r s e g u b e r n a t i v a m e n t e a l M i n i s t e r i o de F o -
m e n t o p o r l a p a r t e q u e se c o n s i d e r e p e r j u d i c a d a ; p e r o l a r e p r e s e n t a c i ó n 
h a de d i r i g i r s e p o r c o n d u c t o d e l G o b e r n a d o r r e s p e c t i v o , q u i e n l a a c o m -
p a ñ a r á c o n s u i n f o r m e , m a n d a n d o d a r r e c i b o de e l l a a l i n t e r e s a d o 
Se e x c e p t ú a n l a s p r o v i d e n c i a s de d e c l a r a c i ó n d e c a d u c i d a d s e g ú n e l 
a r t . 68 , e n l a s c u a l e s p r o c e d e e l r e c u r s o p o r l a v í a c o n t e n c i o s o - a d m i n i s -
18 
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t r a t i v a a n t e e l C o n s e j o p r o v i n c i a l , c o n a p e l a c i ó n a l C o n s e j o de E s t a d o p o r 
p a r t e d e l a n t i g u o c o n c e s i o n a r i o . 
T a n t o e l r e c u r s o c o m o l a a p e l a c i ó n , h a n de i n t e r p o n e r s e e n e l t é r m i n o 
de 30 d i a s . 
E l M i n i s t e r i o o i r á á l a J u n t a s u p e r i o r f a c u l t a t i v a de m i n e r í a y a l C o n -
sejo de E s t a d o sobre los a s u n t o s de m i n a s c u a n d o lo e s t i m a r e c o n v e n i e n -
te , c u i d a n d o de q u e los n e g o c i o s c o n s u l t a d o s , s i p u e d e n l l e g a r á s e r c o n -
t e n c i o s o s , se i n f o r m e n s o l a m e n t e p o r l a S e c c i ó n de F o m e n t o d e l m i s m o 
C o n s e j o . 
A r t . 89 . A c e r c a de l a s r e a l e s ó r d e n e s e n m i n e r í a c a b e r e c u r s o p o r l a 
v í a c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a p a r a a n t e e l C o n s e j o de E s t a d o : 
P r i m e r o . C o n t r a l a s r e s o l u c i o n e s p o r l a s c u a l e s se c o n f i r m e ó se d e s -
e s t i m e e l p e r m i s o ó n e g a t i v a de los G o b e r n a d o r e s p a r a l a i n v e s t i g a c i ó n . 
S e g u n d o . C o n t r a a q u e l l a s p o r l a s q u e se c o n f i r m e n ó d e s e s t i m e n l a s 
p r o v i d e n c i a s d i c t a d a s p o r los G o b e r n a d o r e s c o n c e d i e n d o ó n e g a n d o l a 
p r o p i e d a d de m i n a s , e s c o r i a l e s , t e r r e r o s y g a l e r í a s g e n e r a l e s . 
T e r c e r o . C o n t r a l a s q u e so d i c t e n d e c l a r a n d o l a c a d u c i d a d de u n a 
c o n c e s i ó n . 
A r t . 90 . L o s r e c u r s o s p o r l a v í a c o n t e n c i o s a de q u e h a b l a e l a r t í c u l o 
a n t e r i o r , p o d r á n s e r e n t a b l a d o s , t a n t o p o r los i n t e r e s a d o s e n l a s r e s o l u -
c i o n e s c o n t r a l a s c u a l e s l e s q u e d a s e ñ a l a d o e l r e m e d i o de l a v í a c o n t e n -
c i o s a , c o m o p o r c u a l e s q u i e r a otros q u e e n t i e m p o h á b i l h u b i e s e n p r e s e n -
tado s u s o p o s i c i o n e s á los G o b e r n a d o r e s p a r a q u e , s e g ú n l o s a r t s . 36 y 4 6 , 
l a s u n i e r a n á los r e s p e c t i v o s e x p e d i e n t e s . 
A r t . 91 . E l t é r m i n o p a r a e n t a b l a r e l r e c u r s o a n t e e l C o n s e j o de E s t a -
do es e l de 30 d i a s . 
A r t . 9 2 . T o d o e l q u e p r o m o v i e r e e x p e d i e n t e s de m i n e r í a ó de m e t a -
l ú r g i a t e n d r á u n a p o d e r a d o en l a c a p i t a l de l a r e s p e c t i v a p r o v i n c i a . E n 
f a l t a d e l i n t e r e s a d o p r i n c i p a l y de s u a p o d e r a d o , l a p u b l i c a c i ó n de u n a 
p r o v i d e n c i a e n e l Bo le t ín Oficial p r o d u c i r á los m i s m o s efectos l ega l e s 
q u e l a n o t i f i c a c i ó n p e r s o n a l . 
A r t . 9 3 . C o r r e s p o n d e á los C o n s e j o s p r o v i n c i a l e s , c o n a p e l a c i ó n a l de 
E s t a d o , e l c o n o c i m i e n t o p o r l a v í a c o n t e n c i o s a de l a s c u e s t i o n e s q u e se 
p r o m u e v a n e n t r e l a A d m i n i s t r a c i ó n y los c o n c e s i o n a r i o s s o b r e l a i n t e l i -
g e n c i a y c u m p l i m i e n t o de l a s c o n d i c i o n e s e s t a b l e c i d a s e n l a c o n c e s i ó n . 
A r t . 94 , C o n o c e r á n los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s de todas l a s c u e s t i o n e s 
q u e s ó b r e l a s m i n a s , e s c o r i a l e s , t e r r e r o s , s o c a v o n e s ó g a l e r í a s y o f i c i n a s 
de b e n e f i c i o se p r o m o v i e r e n e n t r e p a r t e s s o b r e p r o p i e d a d , p a r t i c i p a c i ó n 
y d e u d a s , a s í c o m o de los de l i t o s c o m u n e s q u e se c o m e t i e r e n e n los m i s -
m o s e s t a b l e c i m i e n t o s y s u s d e p e n d e n c i a s . 
L a i n t e r v e n c i ó n de los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s n o e n t o r p e z a r á l a t r a m i -
t a c i ó n a d m i n i s t r a t i v a de los e x p e d i e n t e s , n i l a m a r c h a de l a s l a b o r e s . E n 
l a s d e m a n d a s c o n t r a e s t a b l e c i m i e n t o s m i n e r o s p o r d e u d a s p o d r á d e c r e -
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tarse el embargo de todo ó parte de los productos, y también , según los 
casos, la ejecución y venta de los mismos establecimientos; pero sin que 
el procedimiento judicial infiera perjuicio al laboreo, fortificación, des-
agüe y ventilación de las minas demandadas n i de las colindantes. El 
Gobernador de la provincia ejercerá su vigilancia en el mismo sentido. 
Art. 9S. Los Tribunales competentes para entender en las causas de 
fraude contra los intereses de la Hacienda pública lo serán igualmente 
para conocer de las de defraudación en el pago de impuestos de minas, 
y en las de circulación de minerales y metales sin la correspondiente 
guía.» 
Vemos, pues, que sólo procede contra las resoluciones guber-
nativas la v í a contenciosa en los casos taxativamente s e ñ a l a d o s ; 
que se declaran de l a competencia del Consejo de Estado las re^ 
soluciones confirmando ó desestimando el permiso ó negativa 
para la i n v e s t i g a c i ó n , concediendo ó negando a u t o r i z a c i ó n para 
a b r i r g a l e r í a s generales ó propiedad de minas, terrenos escoriales, 
escoriales ó g a l e r í a s , y por ú l t i m o las cuestiones promovidas entre 
los concesionarios y la A d m i n i s t r a c i ó n sobre el cumpl imien to ó 
intel igencia de las condiciones establecidas en las concesiones. 
T a m b i é n , s e g ú n el reglamento para la e j ecuc ión de la ley sobre 
e x p r o p i a c i ó n forzosa de 25 de Febrero de 1863, deben ventilarse 
como las anteriores las que se susciten por no conformarse los i n -
teresados con las tasaciones de i n d e m n i z a c i ó n . 
Se ve, pues, que el procedimiento aceptado por la l eg i s l ac ión es-
p a ñ o l a en materia de minas, ha sido f i jar de un modo taxativo los 
casos en que puede interponerse el recurso contencioso-adminis-
t r a t i vo . 
Acaso es és te el m é t o d o peor y el que m á s inconvenientes ofrece. 
T a l vez hubiera sido mejor establecer pr incipios y reglas genera-
les para determinar , a p l i c á n d o l a s en los casos concretos, c u á l e s 
reclamaciones son procedentes en la v í a citada y c u á l e s otras no 
se deben admi t i r . E n una obra de la í ndo l e de la presente, p o d r á n 
lamentarse los errores de la ley escrita; mas no hay para q u é de-
tenerse en hacer de ella una c r í t i c a razonada. 
Sólo sí es de notar bajo el punto de vista que adoptamos, esen-
cialmente p r á c t i c o , que cuando la ley, en vez de sentar pr incipios 
y reglas generales para que l u é g o los Tribunales los apliquen, 
enumera las reclamaciones que pueden admit i rse con exc lus ión de 
cualesquiera otras, si de una parte resulta siempre la l eg i s l ac ión 
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incompleta, mal que le pese al legislador, de otra queda desposeida, 
la ju r i sprudencia de la m i s i ó n esencialmente perfeccionadora que 
cumple , as í cuando interpreta la ley, como cuando corrige sus fa l -
tas y enmienda sus e x t r a v í o s . 
Si bien la falta de principios y reglas generales para determinar 
c u á n d o procede y c u á n d o no el recurso es un defecto de const i tu-
c ión que afecta á toda la materia Contencioso-administrativa,, 
é c h a s e de ver especialmente en la l eg i s l ac ión relativa á las m i -
nas, en la cual , a d e m á s de fijar los casos en que proceden las de-
mandas, se ha llegado á designar q u é personas pueden hacer uso-
de este derecho. De modo que no es suficiente es té comprendida 
una cues t i ón entre las marcadas taxativamente por la ley; es nece-
sario a d e m á s que presenten la demanda: los interesados á quienes 
se conced ió ó n e g ó la i nves t igac ión ó exp lo t ac ión minera; los que 
hubiesen presentado su opos ic ión en t iempo h á b i l ; los que en el 
acto de las demarcaciones hubieren protestado contra ellas y sus 
consecuencias; los concesionarios en cuyos terrenos se hubiera 
otorgado alguna c o n c e s i ó n nueva, sin tener en cuenta sus dere-
chos; los que no se conforman con las tasaciones de indemniza-
c ión por e x p r o p i a c i ó n forzosa, y , por ú l t i m o , los concesionarios 
que revisten las condiciones particulares ó promueven contiendas 
sobre el cumpl imien to é inteligencia de aquellas c l á u s u l a s estable-
cidas en la c o n c e s i ó n sobre las cuales no se haya resuelto nada 
en la v í a gubernat iva. 
Veamos los casos y condiciones en que el recurso puede tener 
lugar . 
Desde l u é g o , los expedientes sobre concesiones mineras son s iem-
pre gubernativos. Los Gobernadores adoptan resoluciones sobre 
ellos; y si estas resoluciones no son de las expresadas en el ar t . 68, 
puede interponerse recurso para ante el Min i s t ro de Fomento . 
S e g ú n el art . 89 de la ley de 1859 reformada, que dejamos i n -
serto, las reales ó r d e n e s pueden impugnarse en los tres casos que 
dicho a r t í c u l o enumera. H a b i é n d o s e supr imido el recurso conten-
cioso-administrativo que la ley de 1859 sin reformar c o n c e d í a 
contra las reales ó r d e n e s que daban ó negaban la a u t o r i z a c i ó n 
para abr i r socavones ó g a l e r í a s generales, y c o n c e d i é n d o s e en un 
caso nuevo contra las reales ó r d e n e s que declaran la caducidad de 
una c o n c e s i ó n . 
Respecto á és ta , existen ciertas causas para declararla marca-
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das en la ley y para pr ivar á una persona del permiso obtenido 
para i n v e s t i g a c i ó n . 
Exis t iendo a lguna de estas causas, es de la competencia de los 
Gobernadores hacer la d e c l a r a c i ó n de caducidad y desposeer del 
permiso, p r é v i a f o r m a c i ó n de expediente ins t ruct ivo . 
Este p o d r á formarse de oficio, pero lo m á s general es sea á ins-
tancia de parte por medio de registro. 
Por lo que toca á este part icular , dice asi el art. 68 de la ley re-
formada: 
«Estos registros sobre minas que hubieran sido labradas en tiempos 
en lo antiguo, ó que hubieren obtenido tí tulo de propiedad en los t i em-
pos modernos, se reducirán á la petición de la formación de expediente, 
para que, en cualquiera de los dos casos de declararse la caducidad ó estar 
ya declarada, se adjudique la mina al peticionario. Este acompañará al 
registrft la designación, y luego de declararse la caducidad ó aparecer 
anteriormente declarada, solicitará la demarcación sin estar sujeto á la 
ejecución de la labor legal. 
El anterior concesionario, que por consecuencia de tales registros ó 
por el procedimiento de oficio se considerase lastimado en sus derechos 
por la declaración de caducidad, podrá recurrir por la vía contenciosa 
ante el Consejo provincial en el término de 30 dias después de la not i f i -
cación. Del fallo del Consejo provincial podrá interponerse apelación an-
te el Consejo de Estado dentro de 60 dias. En estos juicios podrá el 
registrador mostrarse parte como coadyuvante de la Administración. 
Ejecutoriada la caducidad de una concesión de mina, terrero ó esco-
r i a l , ó permiso para investigación, ó pronunciado el fenecimiento de un 
expediente de registro, se declararán por el Gobernador libremente re -
gistrables estos terrenos, anunciándose al público. En el caso de decla-
ración de caducidad por consecuencia de un registro, tendrá el Registra-
dor la preferencia para la demarcación y sucesiva posesión si existiere 
terreno franco.» 
T a m b i é n compete el recurso, de la misma manera que al con-
cesionario al que habiendo obtenido permiso para investigacionj 
se vea d e s p o s e í d o de é l . 
Dice el art. 89, s e g ú n hemos visto, que procede la v í a contencio-
sa contra las reales ó r d e n e s que declaran la caducidad de una 
c o n c e s i ó n . E l 68 dice, que cuando decreten los Gobernadores la 
caducidad, el concesionario que se considere lastimado en sus de-
rechos, p o d r á r ecu r r i r por la v ía contenciosa ante el Consejo pro-
v inc ia l y en ape lac ión al de Estado. 
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E n vista de ambos ocurre preguntar: 
Si las resoluciones de los Gobernadores declarando la caduci-
dad sólo son reclamables por la v ía contenciosa y de n i n g ú n modo-
ante el Minis ter io , ¿cómo p o d r á n dar ocas ión á una real orden 
contra la cual se pueda deducir el recurso de que habla el art. 89?" 
L a cues t ión ha surgido del modo siguiente: 
E n la ley de 1859, nada se dijo de las declaraciones negativas de 
caducidad, y siendo el pr inc ip io general que en todos los casos en 
que no procediera el recurso contencioso contra las resoluciones 
de los Gobernadores, se admi t ie ra el de ape lac ión para ante el M i -
nistro de Fomento, cuando se denunciaba una mina , y el Gober-
dor desestimaba la caducidad, el denunciador apelaba de su reso-
l u c i ó n para ante el Minis t ro y una real ó r d e n revocatoria de la 
del Gobernador p o d í a ven i r á declarar la caducidad, colocando al 
d u e ñ o antiguo de ella dentro de u n c í r c u l o de acero; pues n i po-
d ía acudir contra la real ó r d e n ante el Consejo p rov inc ia l , porque 
éste , como T r i b u n a l infer ior , no p o d í a de n i n g ú n modo conocer 
contra resoluciones ministeriales, n i tampoco ante el Consejo de 
Estado, pues no le c o n c e d í a ta l recurso la ley. 
A c o n c e d é r s e l o v ino el p á r . 3.° de la ley reformada de 1868, 
sin que pueda decir exista la c o n t r a d i c c i ó n que á n t e s s e ñ a l a m o s , 
puesto que en un caso se trata de la caducidad impuesta por el 
Gobierno y en otro de la acordada por el M i n i s t r o . 
Una sentencia del T r i b u n a l Supremo de 3 de Marzo de 1872 
fo rmula esta misma doctr ina para uno y otro caso. 
E n cuanto á las cuestiones sobre i n t e r p r e t a c i ó n y cumpl imien to 
de las condiciones establecidas en la c o n c e s i ó n , es indudable su 
c a r á c t e r contencioso-administrativo. L a conces ión es un contrata 
adminis t ra t ivo y crea por tanto derecho de esta clase en favor del 
concesionario. Así lo e s t ab l ec í a el art. 93 de la ley de 1859 y lo ha 
respetado la reforma de 1868, si b ien trasladando la competencia 
para entender de estos asuntos del Consejo de Estado á las Comi -
siones provinciales. 
A u n cuando el decreto-ley de 29 de Diciembre de 1868 c o n s e r v ó 
e l pr inc ip io de que corresponde a l Estado el dominio eminente de 
las minas, se concedieron en el art . 10 del mismo á l o s propietarios 
del suelo ciertos derechos, tales como el de que no se puedan ab r i r 
calicatas en los terrenos de propiedad privada, s in que proceda 
permiso del d u e ñ o ó del que l e g í t i m a m e n t e le represente. 
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E n el caso de que la exp lo tac ión de una mina origine perjuicios 
á los concesionarios de otras ó á los propietarios de la superficie, 
los derechos de és tos t ienen que ceder ante las exigencias de la 
p ú b l i c a u t i l i d a d y el bien de todos. 
E n lugar de estos derechos lesionados aparece para compensar 
su p é r d i d a el derecho á la i n d e m n i z a c i ó n . Para hacer valer este 
derecho hay el de acudir por la v í a contenciosa ante el Consejo de 
Estado. A s i lo establecen la ley y el reglamento en varios de sus 
a r t í c u l o s . 
3 .°—Doctrina contenida en la jur i sprudenc ia . 
Daremos un l igero extracto de la doctr ina que en esta materia 
ha establecido la ju r i sprudenc ia . 
Como p ropos i c ión capital debemos presentar la siguiente: E n 
materia de minas no puede entablarse el recurso contencioso-ad-
min is t ra t ivo en m á s casos que en los fijados clara y taxat ivamen-
te por la l eg i s lac ión . Así lo establecen de un modo m á s ó m é n o s 
directo u n R. D . de 25 de A b r i l de 1860 y otros varios d i c t á m e -
nes de la Secc ión correspondiente del Consejo de Estado. Renun-
ciamos á citarlas por su n ú m e r o excesivo y porque con ser m u y 
diversos los asuntos de que t ra tan en todas ellas se ve afirmado el 
pr inc ip io que s e ñ a l a m o s . 
Para la procedencia del recurso contencioso es c o n d i c i ó n indis-
pensable que la r e s o l u c i ó n de que se reclame tenga el c a r á c t e r de 
definit iva y lesione derechos preexistentes. Vienen á a f i rmar en 
esta materia de minas dicho pr incipio las decisiones de 12 de A b r i l 
de 1854, 23 de Mayo de 1864, 9 de Agosto de 1865 y 1« de Agosto 
del mismo a ñ o . 
Dbs cuestiones importantes han sido resueltas por la j u r i s p r u -
dencia, que no podemos omi t i r : las facultades de la j u r i s d i c c i ó n 
o rd inar ia en mater ia de minas y las facultades de la Admin i s t r a -
c ión act iva. 
Una R. O. de 19 de Agosto de 1865 y una dec i s i ón de compe-
tencia de 29 de Ju l io de 1873 declara competente á la j u r i s d i c c i ó n 
ordinar ia para entender en las cuestiones sobre r e c l a m a c i ó n de 
d a ñ o s causados por labores de minas á los d u e ñ o s del suelo con 
posterioridad al otorgamiento de la c o n c e s i ó n . 
E n cuanto á las facultades de la A d m i n i s t r a c i ó n activa las niega 
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una sentencia del T r i b u n a l Supremo de 14 de Jul io de 1873 desde 
el momento en que el asunto haya entrado en vía contenciosa. 
í . 0—-Jur i sprudenc ia . 
No procede demanda contra reales órdenes no definitivas.— 
C u a n d o l a r e a l o r d e n d i c t a d a p o r e l M i n i s t e r i o de F o m e n t o s o b r e u n e x -
p e d i e n t e de r e g i s t r o m i n e r o n o es d e f i n i t i v a n i p u e d e e s t i m a r s e c o m -
p r e n d i d a e n e l a r t . 89 de l a l e y de M i n a s , n o p r o c e d e q u e se l a i m p u g n e 
p o r m e d i o de d e m a n d a e n l a v í a c o n t e n c i o s o - a d m i n í s t r a t i v a . {Resol. 25 
Febrero 1878 . Gac . 4 Marzo id.) 
Concesiones; su a n u l a c i ó n . — C u a n d o l a c o n c e s i ó n de u n a p e r t e n e n -
c i a m i n e r a se h i z o c o n todos los r e q u i s i t o s y t r á m i t e s p r e s c r i t o s p o r l a 
l e g i s l a c i ó n de m i n a s v i g e n t e á l a s a z ó n , l a A d m i n i s t r a c i ó n g e n e r a l no 
p u e d e p o s t e r i o r m e n t e a n u l a r , p o r u n a s i m p l e d i s p o s i c i ó n g u b e r n a t i v a , 
l a c o n c e s i ó n m e n c i o n a d a y r e c o g e r a l i n t e r e s a d o e l t í t u l o de p r o p i e d a d 
q u e se l e e x p i d i ó . 
S i l a A d m i n i s t r a c i ó n c r e e q u e se h a n v u l n e r a d o c o n l a c o n c e s i ó n de-
r e c h o s d e l E s t a d o , c o m p r e n d i e n d o , p o r e j e m p l o , e n los t e r r e n o s o t o r g a -
dos a l g u n o s q u e p e r t e n e c í a n á u n a s a l i n a n a c i o n a l , y n e c e s i t a p o r t a n t o 
a n u l a r l a c o n c e s i ó n , d e b e r á p e d i r l o p r e c i s a m e n t e p o r l a v í a c o n t e n c i o s a 
i n t e r p o n i e n d o a l efecto e l F i s c a l de S . M . l a c o r r e s p o n d i e n t e d e m a n d a 
a n t e e l C o n s e j o de E s t a d o . {R. D. 2 2 Marzo 4 8 7 8 . Gac. 17 Abr i l . ) 
Reales órdenes para activar u n expediente minero .—Cuando u n a 
r e a l ó r d e n , d i c t a d a e n a s u n t o s de m i n a s , n o se h a l l a e n l a s c o n d i c i o n e s 
p r e s c r i t a s e n e l a r t . 89 de l a l e y d e l r a m o de 4 de M a r z o de 1868 , p o r -
q u e s i n r e s o l v e r s o b r e e l f o n d o de l a c u e s t i ó n t u v o s ó l o p o r objeto a c t i -
v a r l a r e s o l u c i ó n d e l e x p e d i e n t e , d e c i d i e n d o a c e r c a de lo s t r á m i t e s d e l 
m i s m o ; c o m o n o p u e d e s u p o n e r s e q u e e s a r e a l ó r d e n p r o d u z c a a g r a v i o á 
l o s d e r e c h o s i n v o c a d o s p o r e l d e m a n d a n t e , l o s c u a l e s , s i f u e s e n d e s c o -
n o c i d o s , p o d r á n s e r r e c l a m a d o s e n s u t i e m p o y l u g a r , n o se l a p u e d e 
i m p u g n a r e n l a v í a c o n t e n c i o s a . {Resol. 23 Marzo 1878 . Gac. 28 idem 
idem.) 
Reales órdenes para activar la t r a m i t a c i ó n . — C u a n d o u n a r e a l 
ó r d e n d i c t a d a e n a s u n t o s de m i n a s no r e ú n e l a s c o n d i c i o n e s r e q u e r i d a s 
p o r e l a r t . 89 de l a l e y d e l r a m o de 4 de M a r z o de 1868 , p o r q u e , p r o p o -
n i é n d o s e a u t o r i z a r l a i n s t r u c c i ó n de e x p e d i e n t e p a r a o t o r g a r p r o p i e d a d 
m i n e r a , t u v o p o r objeto e n l a p a r t e r e c l a m a d a r e m o v e r l o s o b s t á c u l o s 
q u e á l a i n d i c a d a c o n c e s i ó n de p r o p i e d a d p u d i e r a n p r e s e n t a r s e , s i n q u e 
p o r e l lo se e n t i e n d a c o n s u m a d o a g r a v i o á los d e r e c h o s q u e e l i n t e r e s a d o 
c r e a a s i s t i r l e , n o es r e v i s a b l e d i c h a ó r d e n e n v í a c o n t e n c i o s a . {Resol. 3 
A b r i l 1 8 7 8 . Gac . 10 ¿ d . id.) 
Plazos para entablar recurso.—Los p l a z o s p a r a e n t a b l a r r e c u r s o s 
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c o n t e n c i o s o s e n a s u n t o s de m i n a s s o n fa ta les é i m p r o r o g a b l e s , c o m p r e n -
d i é n d o s e p a r a s u c ó m p u t o los d ias fes t ivos s e g ú n p r e v i e n e l a d i s p o s i -
c i ó n 2 . a d e l r e g l a m e n t o p a r a l a e j e c u c i ó n de l a l e y de M i n a s de 4 de 
M a r z o de 4 8 6 8 . {Resols. 2 5 y 27 Mayo 4 8 7 8 . Gaos. % y d Junio id,) 
Plazos p a r a entablar recurso.—Los p l a z o s de 30 d i a s p a r a e n t a b l a r 
r e c u r s o s c o n t e n c i o s o s e n a s u n t o s de m i n a s s o n f a t a l e s é i m p r o r o g a b l e s » 
c o m p r e n d i é n d o s e p a r a s u c ó m p u t o l o s d i a s f e s t ivos s e g ú n p r e v i e n e l a 
d i s p o s i c i ó n 2 .a de l a s g e n e r a l e s d e l r e g l a m e n t o d i c t a d o p a r a l a e j e c u c i ó n 
de l a l e y de M i n a s de 4 de Marzo de 4868 , n o d e r o g a d a e n e s a p a r t e . {Re* 
so lución 3 Junio 4 8 7 8 . Gac . 47 id . id.) 
Concesión de escoriales .—Verif icada l a d e m a r c a c i ó n de u n e s c o r i a l , 
es de l a e x c l u s i v a c o m p e t e n c i a d e l G o b e r n a d o r de l a p r o v i n c i a a p r o b a r 
ó a n u l a r e l e x p e d i e n t e y o r d e n a r l a e x p e d i c i ó n d e l t í t u l o de p r o p i e d a d . 
{R. D. Sent. 2 Julio 4878 . Gac. 4 Octubre id.) 
P lazo para interponer demandas.—El p l a z o p a r a i n t e r p o n e r l a s 
d e m a n d a s c o n t r a l a s r e a l e s ó r d e n e s r e c a í d a s e n m a t e r i a de m i n e r í a es e l 
d e 30 d i a s i m p r o r o g a b l e s , c o m p r e n d i é n d o s e p a r a s u c ó m p u t o los f e s t i -
v o s , s e g ú n p r e v i e n e e l r e g l a m e n t o de 4868 e n s u s e g u n d a d i s p o s i c i ó n . 
[Resol. 1 2 Jul io 1878 . Gac. 27 id . id.) 
Real orden mandando efectuar la demarcación de un regis-
tro.—No p r o c e d e l a v í a c o n t e n c i o s a c o n t r a l a r e a l ó r d e n q u e a p r u e -
b a e l d e c r e t o d e l G o b e r n a d o r de p r o v i n c i a m a n d a n d o e f e c t u a r l a de -
m a r c a c i ó n de u n r e g i s t r o m i n e r o , p o r q u e n o s i e n d o e s a p r o v i d e n c i a 
d e f i n i t i v a d e l e x p e d i e n t e g u b e r n a t i v o , n o c a b e r e c l a m a r c o n t r a e l l a e n 
d i c h a v í a . {R. O. 2 8 Octubre Gac . 1 Noviembre id.) 
P r ó r o g a de plazos.—No es a p l i c a b l e á l a s d e m a n d a s r e l a t i v a s á 
c u e s t i o n e s s o b r e m i n a s lo d i s p u e s t o e n l o s a r t s . 269 y 2 7 0 d e l r e g l a -
m e n t o de 49 de O c t u b r e de 4860 r e s p e c t o á l a p r ó r o g a de l o s p l a z o s a l 
d í a s i g u i e n t e d e l v e n c i m i e n t o c u a n d o é s t e o c u r r a e n d o m i n g o ó d i a fes-
t i v o , p o r q u e ese p r e c e p t o , e n lo q u e se re f i ere á l a m a t e r i a e x p r e s a d a , se 
h a l l a d e r o g a d o p o r e l d e c r e t o - l e y de 29 de D i c i e m b r e de 4868 , q u e fijó 
l a s b a s e s p a r a u n a n u e v a l e g i s l a c i ó n d e l m e n c i o n a d o r a m o . [R. O. 28 
Octubre 4878 . Gac. 8 Noviembre id.) 
Denuncia de minas abandonadas.—La f a c u l t a d de d e n u n c i a r m i n a s 
a b a n d o n a d a s p a r a o b t e n e r s u p r o p i e d a d , n o c o n s t i t u y e perfec to d e r e c h o 
á l a m i s m a p o r p a r t e d e l d e n u n c i a d o r , s i n o o p c i ó n á s u d i s f r u t e c u a n d o 
r e s u l t a c i e r t o e l a b a n d o n o y f r a n c o e l t e r r e n o . {Resol. 45 i V o m m -
bre 4878 . Gac. 24 id . id.) 
Explotaciones de mineral de hierro.—Al d e c l a r a r l a l e y de 44 de 
A b r i l de 4849 l a l i b r e e x p l o t a c i ó n y a p r o v e c h a m i e n t o de los m i n e r a l e s 
d e h i e r r o , m i é n t r a s n o f u e s e n n e c e s a r i o s p a r a e l lo t r a b a j o s de pozos 
ó g a l e r í a s r e c o n o c i ó e l d e r e c h o de c u a l q u i e r a p a r t i c u l a r p a r a e x p l o -
t a r los de e s t a c l a s e e n s u finca, c o n f i r m a n d o l a m i s m a l e y este r a z o -
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n a m i e n t o a l p r o h i b i r q u e p u e d a n s e r d e n u n c i a d a s e s a s e x p l o t a c i o n e s , y 
l a R . O . de 3 de N o v i e m b r e de 18S7 de c o n c e d e r á los d u e ñ o s de t e r r e n o s 
e n q u e e x i s t i e r e n m i n e r a l e s de h i e r r o , p r e f e r e n c i a p a r a e x p l o t a r l o s c o n 
l a b o r e s á c i e l o a b i e r t o ; y ese d e r e c h o , q u e l a l e y de 6 de J u l i o de 1 8 3 9 , 
n o r e f o r m a d a e n este p u n t o p o r l a de 4 de M a r z o de 1868 , r e s p e t ó c o m o 
l e g í t i m a m e n t e a d q u i r i d o , d i s p o n i e n d o q u e l a s m i n a s de h i e r r o l i b r e m e n -
te a p r o v e c h a d a s h a s t a e n t o n c e s y q u e se h a l l a b a n e n l a b a s e c o n t i n u a -
r a n e n e l m i s m o es tado , n o p u d i e n d o s e r objeto de i n v e s t i g a c i o n e s n i 
r e g i s t r o s , n o s u f r i ó a l t e r a c i ó n p o r l a l e y de b a s e s de 29 de D i c i e m b r e d e 
d868 c o m o d e c l a r a r o n l a R . 0 . de 13 de S e t i e m b r e de 1872, s i n q u e n i 
l a d i s t i n c i ó n e n t r e e l s u e l o y e l s u b s u e l o , n i l a s r e g l a s g e n e r a l e s de m i -
n e r í a s o b r e p r i o r i d a d de c o n c e s i o n e s , s e a n a p l i c a b l e s á l a s c u e s t i o n e s q u e 
c o n t a l d e r e c h o se r o c e n . {R. D. 27 Noviembre 1878. Gac. 9 ^ 4 ¿ i n 7 1 8 7 9 . ) 
Expedientes de denuncia.—Aunque l a l e y de M i n a s de 4 de M a r z o 
de 1868 a d m i t e e l d e n u n c i o y e s t a b l e c e l a c a d u c i d a d de l a s c o n c e s i o n e s 
o t o r g a d a s p o r c u a l q u i e r a de l a s c a u s a s q u e e n l a m i s m a se d e t e r m i n a n , 
s i e n d o u n a de e l l a s e l a b a n d o n o , t a n t o e l d e n u n c i o c o m o l a c a d u c i d a d , 
q u e es s u c o n s e c u e n c i a , se h a l l a n s u j e t o s á lo s t r á m i t e s q u e d i c h a l e y 
s e ñ a l a , y c u y a f a l t a de c u m p l i m i e n t o i m p l i c a l a n u l i d a d d e l p r o c e d i -
m i e n t o , c a u s a n d o p e r j u i c i o e s a f a l t a , s i l a c o n s i e n t e , a l d e n u n c i a n t e , 
que p o r e l lo se e n t i e n d e q u e des i s t e de s u s p r e t e n s i o n e s y a b a n d o n a l a 
p r o s e c u c i ó n d e l e x p e d i e n t e , s i n q u e p u e d a n t a l e s defectos d i s p e n s a r s e , 
p o r q u e l a d i s p e n s a se h a r í a e n d a ñ o de t e r c e r o . [R . D. 2 7 Diciem-
bre 4878 . Gac. 4 Mayo 1 8 7 9 . ) 
Plazo para reclamar en la via contenciosa.—Los 30 d i a s d e l p l a z o 
p a r a r e c l a m a r e n l a v í a c o n t e n c i o s a c o n t r a l a s p r o v i d e n c i a s a d m i n i s t r a -
t i v a s r e c a í d a s e n m a t e r i a de m i n a s se c u e n t a n desde e l s i g u i e n t e a l de 
l a n o t i f i c a c i ó n a d m i n i s t r a t i v a i n c l u y e n d o e n e l c ó m p u t o los d i a s fes t ivos ; 
y s i e n d o ese p l a z o f a t a l é i m p r o r o g a b l e , n o es a d m i s i b l e l a d e m a n d a fue-
r a de é l p r e s e n t a d a , c o n t a n d o l o s d i a s de l a p r e s e n t a c i ó n y e l s i g u i e n t e 
a l de l a n o t i f i c a c i ó n a n t e s c i t a d a . (R. O. 47 Enero 4879 . Gac. 24 id. id . ) 
Declarac ión de caducidad.—No es p r o c e d e n t e l a d e c l a r a c i ó n de c a -
d u c i d a d de u n a m i n a p o r a b a n d o n o c u a n d o d e l e x p e d i e n t e , p a r a ese ob-
j e t o i n s t r u i d o , n o r e s u l t a d e m o s t r a d a l a f a l t a de p u e b l e l e g a l de u n a m a -
n e r a t e r m i n a n t e y c o n c r e t a , y a p o r q u e los i n f o r m e s f a c u l t a t i v o s a d o l e z -
c a n d e l defecto de no c o n t e n e r los d a t o s n i r e u n i r l a s c i r c u n s t a n c i a s q u e 
e x i g e e l a r t . 78 de l r e g l a m e n t o de J u n i o de 4868 , y a p o r q u e s e a n c o n t r a -
d i c t o r i a s l a s d e m á s p r u e b a s a d u c i d a s . [R. D. 42 Marzo 4879 . Gac. 8 Ju-
nio id.) 
Derecho de los denunciadores.—El d e r e c h o q u e l a v i g e n t e l e g i s l a -
c i ó n de M i n a s c o n c e d e á los i n t e r e s a d o s e n los r e g i s t r o s - d e n u n c i a s , n a c e 
de l a d e c l a r a c i ó n de c a d u c i d a d de l a m i n a d e n u n c i a d a , y p o r l o t a n t o , 
m i é n t r a s n o r e c a i g a e s t a d e c l a r a c i ó n , c a r e c e n de d e r e c h o á l a c o n c e s i ó n 
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y n o p u e d e n a l z a r s e e n v í a c o n t e n c i o s a c o n t r a l a p r o v i d e n c i a q u e d e n i e -
g a s u s o l i c i t u d . (R. O. 14 Junio 1 8 7 9 . Gac . 21 id. id . ) 
Inspección facultat iva.—La r e a l o r d e n q u e e s t a b l e c e y r e g l a m e n t a 
l a i n s p e c c i ó n f a c u l t a t i v a de l a e x p l o t a c i ó n y t r a b a j o s de u n a m i n a a r -
r e n d a d a p o r e l E s t a d o , r e s e r v á n d o s e l a f a c u l t a d de e s t a b l e c e r d i c h a i n s -
p e c c i ó n , e n n a d a p u e d e l a s t i m a r los d e r e c h o s q u e m e d i a n t e e l c o n t r a t o 
a d q u i r i ó e l a r r e n d a t a r i o , m á x i m e s i se l i m i t a á d e t e r m i n a r l a f o r m a y 
m a n e r a e n q u e se h a de e j e c u t a r . ( R . O. 30 Junio 1 8 7 9 . Gac. 4 Ju -
lio id.) 
Real orden mandando cancelar un expediente de registro.—La 
r e a l o r d e n q u e m a n d a c a n c e l a r u n e x p e d i e n t e de r e g i s t r o n a d a d e c i d e 
a c e r c a de l a p r o p i e d a d de l a m i n a p r e t e n d i d a , n o s i e n d o p o r lo t a n t o de-
finitiva e n e l r e f e r i d o e x p e d i e n t e , q u e d á n d o l e a l r e g i s t r a d o r e l d e r e c h o 
de r e c l a m a r e n l a f o r m a y m o d o á q u e h a y a l u g a r c o n t r a l a r e s o l u c i ó n 
q u e d e c l a r e á c u á l de l o s d u e ñ o s de los d i v e r s o s r e g i s t r o s q u e se p r o m u e -
v a n p e r t e n e c e e l t e r r e n o q u e se p r e t e n d e ; y n o h a l l á n d o s e l a d e m a n -
d a d e d u c i d a c o n t r a l a c i t a d a r e a l o r d e n e n n i n g u n o de los c a s o s de l a r -
t í c u l o 89 de l a l e y de 4 de M a r z o de 1868 n i d e l 86 d e l r e g l a m e n t o p a r a 
s u e j e c u c i ó n , n o p r o c e d e a d m i t i r l a . [R. O. 19 Julio 1879 . Gac. 29 id.) 
Caducidad por falta de laboreo.—Si b i e n es c i e r t o q u e e l a r t í c u -
l o 6 5 de l a l e y de M i n a s de 6 de J u l i o de 1 8 5 9 , r e f o r m a d a e n 4 de M a r z o 
de 1868 , m a n t i e n e e n s u d e r e c h o a l l i t i g a n t e q u e n o e s t á e n p o s e s i ó n de 
u n a m i n a y o b t i e n e s e n t e n c i a f a v o r a b l e , n o i m p u t á n d o l e e l a b a n d o n o de 
q u e l a p o s e e y d a l u g a r á q u e u n t e r c e r o p i d a l a c a d u c i d a d , esto se e n -
t i e n d e á c o n d i c i ó n de c u m p l i r c o n lo p r e c e p t u a d o e n e l a r t . 78 , q u e e n -
t r e o t r a s c o s a s e x i g e q u e se a c u d a a l G o b e r n a d o r o b l i g á n d o s e á t e n e r 
p o b l a d a l a m i n a d u r a n t e e l p l e i t o , e n e l c a s o de q u e e l c o n c e s i o n a r i o l a 
r e n u n c i e ó de q u e e s a a u t o r i d a d t e n g a n o t i c i a d e l a b a n d o n o de l a s 
l a b o r e s , ( .ñ . D. 7 Noviembre 1879 . Gac. 31 Enero 1 8 8 0 . ) 
Real orden confirmando una providencia de cancelación.—No es 
i m p u g n a b l e e n l a v í a c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a l a r e a l o r d e n q u e a l 
c o n f i r m a r u n a p r o v i d e n c i a de c a n c e l a c i ó n de u n r e g i s t r o m i n e r o n o 
c o n c e d e n i n i e g a l a p r o p i e d a d de p e r t e n e n c i a s , p u e s t o q u e n o es de l a s 
t a x a t i v a m e n t e c o m p r e n d i d a s e n e l a r t . 89 de l a l e y de M i n a s de 4 de 
M a r z o de 1868: lo c u a l n o obs ta p a r a q u e l l e g a d o e l c a s o de l a a d j u d i c a -
c i ó n de l a m i n a e l i n t e r e s a d o e n e l r e g i s t r o c a n c e l a d o r e c u r r a e n l a v í a 
g u b e r n a t i v a y á u n e n l a c o n t e n c i o s a , c o n t r a l a r e s o l u c i ó n e n q u e d e c í -
d a l a c o n c e s i ó n de l a p r o p i e d a d . [R. O. 14 Febrero 1880 . Gac. 8 Mar-
zo id.) 
Demandas sobre caducidad.—Las d e m a n d a s c o n t e n c i o s o - a d m i n i s -
t r a t i v a s d i r i g i d a s á i m p u g n a r l a d e c l a r a c i ó n de c a d u c i d a d de u n a m i n a , 
n o p u e d e n d i r i g i r s e c o n t r a l o s p a r t i c u l a r e s q u e se h a y a n p r e s e n t a d o c o m o 
p a r t e s e n e l c u r s o d e l e x p e d i e n t e i n c o a d o p a r a o b t e n e r l a , s i n o c o n t r a l a 
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A d m i n i s t r a c i ó n que d i c t a l a c a d u c i d a d ; y s i e n d o l a c i t a c i ó n y a u d i e n c i a 
d e l d e m a n d a d o u n r e q u i s i t o t a n e s e n c i a l e n e l j u i c i o c o n t e n c i o s o - a d m i -
n i s t r a t i v o q u e s u o m i s i ó n p r o d u c e l a n u l i d a d de lo a c t u a d o , a d o l e c e de 
este v i c i o s u s t a n c i a l todo c u a n t o se h a g a e n e l p le i to s e g u i d o s o b r e s u b -
s i s t e n c i a ó r e v o c a c i ó n d e l decre to de c a d u c i d a d de u n a m i n a c u a n d o n o 
se e m p l a z a y oye a l r e p r e s e n t a n t e de l a A d m i n i s t r a c i ó n , s i n q u e bas t e á 
s u b s a n a r este defecto l a r e n u n c i a de s u d e r e c h o p o r p a r t e d e l p a r t i c u l a r 
á q u i e n se h a y a t e n i d o p o r d e m a n d a d o . [R. D. Sent. 10 M a t / o 1880. 
Gao. 44 Agosto id ) 
Cancelación de un expediente de Registro.—No p r o c e d e l a r e v i s i ó n 
e n l a v í a c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a de l a r e a l o r d e n q u e c a n c e l a u n 
e x p e d i e n t e de r e g i s t r o m i n e r o t e n i e n d o e n c u e n t a l a c i r c u n s t a n c i a de 
q u e e l t e r r e n o c o m p r e n d i d o e n e l r e g i s t r o c o r r e s p o n d e á u n a p e r t e n e n c i a 
s o b r e c u y a c a d u c i d a d p e n d e r e c l a m a c i ó n , y a q u e e s a r e s o l u c i ó n n o c a u s a 
a g r a v i o a l d e r e c h o d e l p a r t i c u l a r r e c l a m a n t e , p u e s e l t e r r e n o á q u e a s p i -
r a b a no es f r a n c o , n i p u e d e s e r e n l a a c t u a l i d a d obje to de n u e v a c o n c e -
s i ó n , lo c u a l n o o b s t a p a r a q u e u n a v e z r e s u e l t a l a r e c l a m a c i ó n s o b r e 
c a d u c i d a d de l a c o n c e s i ó n a n t e r i o r p u e d a e l ' a c t o r u t i l i z a r l o s r e c u r s o s 
q u e c r e a p r o c e d e n t e s p a r a d e f e n s a de los d e r e c h o s q u e e n t i e n d a l e c o r r e s -
p o n d e n . [R. O. 1 5 Julio 1880 . Gac. 19 Agosto id.) 
Expediente de registro fenecido.—Nú es r e v i s a b l e e n l a v í a c o n t e n -
c i o s a l a r e a l o r d e n q u e d e c l a r a f enec ido y s i n c u r s o u n e x p e d i e n t e de 
r e g i s t r o m i n e r o y q u e debe a d m i t i r s e o t r o , p o r q u e n o o t o r g a n d o a l ú l t i -
m o n i n g u n a p r o p i e d a d m i n e r a n o c a b e l a r e v i s i ó n , c o n f o r m e a l a r t . 89 
de l a l e y de 4 de Marzo de 1868 , l o c u a l n o o b s t a á q u e s i se c o n c e d i e r a 
l a p r o p i e d a d á d i c h o ú l t i m o r e g i s t r o p u e d a e n s u d í a e l i n t e r e s a d o , e n 
e l q u e í u é objeto de c a n c e l a c i ó n u t i l i z a r los r e c u r s o s g u b e r n a t i v o s y 
c o n t e n c i o s o s de q u e se c r e a a s i s t i d o p a r a d e f e n d e r s u d e r e c h o . {R. O. 3 
Diciembre \ 
Terreno / W m c o . - — E x i s t e t e r r e n o f r a n c o a l l í d o n d e n o h a y u n d e r e c h o 
m i n e r o e s t a b l e c i d o c o n a n t e r i o r i d a d , c a r á c t e r é s t e q u e no t i e n e e l t e r r e n o 
de u n r e g i s t r o p o s t e r i o r . [R. D. 30 Diciembre 1880 . Gac. 10 Abr i l 1881 . ) 
Oposición á concesiones de registros.—Con a r r e g l o á lo d i s p u e s t o e n 
e l a r t . 89 de l a l e y de M i n a s de 4 de M a r z o de 4868 , n o p r o c e d e l a a d m i -
s i ó n de l a s d e m a n d a s c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a s d i r i g i d a s á i m p u g n a r 
l a s r e s o l u c i o n e s d e l G o b i e r n o q u e r e c h a c e n l a o p o s i c i ó n á c o n c e s i o n e s de 
r e g i s t r o s m i n e r o s , s i n p e r j u i c i o de q u e c u a n d o se o t o r g u e l a p r o p i e d a d 
m i n e r a p u e d a e l o p o s i t o r h a c e r uso d e l d e r e c h o de q u e se c r e a a s i s t i d o 
t a n t o e n l a v í a g u b e r n a t i v a c o m o e n l a c o n t e n c i o s a . [R. 0 . 1 4 Marzo 1881 . 
Gac. 22 i d . id.) 
Propiedad de pertenencias mineras .—Mientras no se o t o r g u e l a 
p r o p i e d a d de u n a p e r t e n e n c i a m i n e r a m a n d a n d o e x p e d i r e l t í t u l o c o r r e s -
p o n d i e n t e , n o s o n de a d m i t i r e n v í a c o n t e n c i o s a l a s r e c l a m a c i o n e s d e 
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l o s p a r t i c u l a r e s q u e se a p o y e n e n d e r e c h o s e m a n a d o s de l a l e y de M i n a s . 
(R. D. 41 A b r i l 1884 . Gae. 28 id. id.) 
Derecho de los denunciadores.—SQgxm lo p r e s c r i t o e n e l a r t . 68 de l a 
l e y de M i n a s de 4 de M a r z o de 4868 , los a u t o r e s de los e x p e d i e n t e s de 
m i n a s s ó l o t i e n e n d e r e c h o p a r a m o s t r a r s e p a r t e c o m o c o a d y u v a n t e s de 
l a A d m i n i s t r a c i ó n , c u a n d o d e c l a r a d a l a c a d u c i d a d de u n a m i n a e l i n t e -
r e s a d o e n é s t a p r o m u e v a l i t ig io sobre l a p r o c e d e n c i a de d i c h o a c u e r d o ; 
p e r o c u a n d o n o se h a p r o n u n c i a d o e s t a c a d u c i d a d , e l i n t e r e s a d o , c o m o 
d e n u n c i a d o r , c a r e c e de d e r e c h o á q u e se l e a d m i t a s u d e n u n c i a . (R. O. 7 
Junio 4884 . Gac. 2 Julio id.) 
Conservación de mojones.—Los h e c h o s r e l a t i v o s á l a c o n s e r v a c i ó n 
de l a s m o j o n e r a s de u n a m i n a y á l a e n t r a d a e n l a p r o p i e d a d a j e n a e n 
a q u e l l a q u e e s t á e n c l a v a d a de los o p e r a r i o s q u e se o c u p a n e n l a b o r e a r l a ^ 
s o n a s u n t o s p u r a m e n t e a d m i n i s t r a t i v o s , t o d a v e z q u e r e s p e c t o a l p r i m e r 
e x t r e m o no se t r a t a s i n o d e l c u m p l i m i e n t o de l a s c o n d i c i o n e s de l a c o n -
c e s i ó n y d e l d e b e r l e g a l r e l a t i v o á l a c o n s e r v a c i ó n de lo s m o j o n e s q u e 
s e ñ a l a n los l í m i t e s de l a s m i n a s ; y p o r lo q u e h a c e a l s e g u n d o , ^ d d p e r -
m i s o g u b e r n a t i v o p a r a p e n e t r a r e n l a t i n c a ó t e r r e n o a j e n o e n q u e e x i s t e 
l a m i n a . {R. D . 5 Agosto 4881 . Gac. 8 Octubre id.) 
Resoluciones gubernativas no reclamables en via contenciosa.—• 
N o s o n r e c l a m a b l e s e n l a v í a c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a l a s r e s o l u c i o n e s 
g u b e r n a t i v a s q u e m a n d a n p r a c t i c a r e l d e s l i n d e y r e c t i í i c a c i o n de l í m i t e s 
de s u s m i n a s c o n t i g u a s , y a q u e e s t a r e s o l u c i ó n n o t i e n e e l c a r á c t e r de 
final, p u e s p e n d e de l a p r á c t i c a de l a o p e r a c i ó n e l q u e , u n a v e z e f e c t u a -
d a , e l i n t e r e s a d o q u e c o n e l l a c r e a l e s i o n a d o s u d e r e c h o p u e d a r e c l a m a r 
e n l a v í a g u b e r n a t i v a , y e n s u c a s o , e n l a c o n t e n c i o s a . { R . O. 8 Agos-
to 4 8 8 4 . Gac . 23 id . ) 
CAPÍTULO X I I . 
MONTES PÚBLICOS. 
I.0 Consideraciones generales.—2.° Legislación.—3.° Doctrina seguida en l a 
jurisprudencia. —4.° Jurisprudencia. 
I.0—Consideraciones generales. 
Ser í a i nú t i l ponderar la impor tancia de los montes, y el i n t e r é s 
que debe inspirar á todo Gobierno su c o n s e r v a c i ó n y r e n o v a c i ó n 
progresiva. Necesarios para proporcionar las l e ñ a s , carbones y 
maderas indispensables á la indust r ia y á los usos de la v ida , t i e -
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nen, sin embargo, otra u t i l idad mayor en cuanto, s e g ú n las con-
clusiones de la ciencia, son de capital y decisiva inf luencia en las 
condiciones m e t e o r o l ó g i c a s de un pa ís y por lo tanto en su r iqueza 
a g r í c o l a y en la p r o d u c c i ó n abundante ó escasa de su suelo. 
N o son, pues, los montes ú t i l es tan sólo para proporcionar pasto 
á los ganados, abrigo á la caza, madera de c o n s t r u c c i ó n y com-
bustible, sino que a d e m á s son conductores de las l luvias , asegu-
rando con ello las cosechas, favorecen la salud p ú b l i c a al templar 
y modificar con una e v a p o r a c i ó n lenta el aire seco y ardiente del 
es t ío , y , moderando el í m p e t u de los torrentes que se desprenden 
de las m o n t a ñ a s en la es tac ión de las l luvias ó del deshielo de las 
nieves evitan los desastrosos efectos de las inundaciones, á la 
par que impidiendo la r á p i d a e v a p o r a c i ó n de las aguas l lovidas dan 
t iempo á que sean absorbidas por l a t i e r ra y , dis t r ibuidas l u é g o 
por las capas del terreno, aparezcan a c á y a l lá de u n modo perma-
nente y regular en fuentes y manantiales. 
Acaso no es completamente cierta la influencia decisiva que en 
el c l ima de u n pa ís se a t r ibuye á los montes, s e g ú n autores mo-
dernos han venido á negar; pero sea cualquiera el influjo que 
en definit iva se les conceda, es indudable que bajo todos conceptos 
de terminan una acc ión modif icadora de la vejetacion de u n pa í s , 
de su r iqueza, de sus condiciones de salubridad y de las ocupacio-
nes, naturaleza física y c a r á c t e r mora l de sus pobladores. Francia , 
que á n t e s de la r e v o l u c i ó n a p é n a s sacaba provecho de sus bosques, 
hoy tiene un capital de m á s de 3.000 millones de reales en montes 
del Estado, los cuales producen al Era r io gruesas sumas y son de-
pós i tos inagotables de maderas y abundante combustible, y pren-
da segura de que nunca f a l t a r á n elementos tan necesarios á la v ida 
del p a í s . 
2 . ° — L e g i s l a c i ó n . 
D e s p u é s de las consideraciones expuestas no es de e x t r a ñ a r que 
la A d m i n i s t r a c i ó n , t r a t á n d o s e de los montes, se a t r ibuya faculta-
des en nombre de los intereses p ú b l i c o s y obre no só lo con el 
c a r á c t e r de un propietario si no t a m b i é n ejerciendo una especie 
de tutela en todo lo relat ivo á esta mater ia . 
E n consecuencia de lo anterior es lóg ico y jus to que ciertas 
cuestiones de las que suelen suscitar los actos de a d m i n i s t r a c i ó n 
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de los montes no se resuelvan ante los Tribunales ordinar ios 
como si sólo se t ratara de contiendas entre particulares, sino que 
se discutan y decidan ante los Tribunales contencioso-administra-' 
t ivos, en los que la A d m i n i s t r a c i ó n tiene m á s elementos para i m -
poner su cr i ter io y al lado de los preceptos del derecho estricto 
se atiende á las exigencias del bien p ú b l i c o cuyos intereses e s t á n 
á la A d m i n i s t r a c i ó n confiados. 
Mas como enfrente de los derechos de la A d m i n i s t r a c i ó n e s t á n 
los de los administrados, dignos en cuanto son constitutivos de 
propiedad privada del respeto que és ta merece en todos los pue-
blos cultos, de a q u í que es m u y importante y difícil d is t ingui r 
c u á n d o se han de confiar estas cuestiones á unos ú otros T r i -
bunales. 
E l n ú m . 2 del art . 84 de la ley para el Gobierno de las p r o v i n -
cias de 25 de Setiembre de 1863 dice que son de la competencia 
de los Consejos provinciales á quienes sust i tuyeron las actuales 
comisiones, las cuestiones relativas al deslinde y amojonamiento de 
los montes que pertenecen al Estado, ó á los pueblos ó los estableci-
mientos p ú b l i c o s , r e s e r v á n d o s e las d e m á s cuestiones de derecho 
c i v i l á los Tr ibunales competentes. 
Sin entrar en los precedentes que en leyes anteriores pueda 
tener la d i spos ic ión que consignamos, preciso es reconocer en ella 
plenamente justificada por el i n t e r é s p ú b l i c o la e x c e p c i ó n que 
establece. 
Se muestra el doble c a r á c t e r y los dos aspectos bajo los que 
deben considerarse las cuestiones relativas á los montes en los 
contratos para corta de l e ñ a y d e m á s aprovechamientos de los 
mismos. T r á t a s e en ellos de obtener los frutos ó productos na-
turales de una propiedad, y , por lo tanto, no pueden considerar-
se como los contratos de servicios p ú b l i c o s . De lo cual se deduce 
que las cuestiones relativas á este asunto deben resolverse por los 
Tribunales ordinarios. 
Mas t a m b i é n a q u í la A d m i n i s t r a c i ó n representante de los inte-
reses generales, aparece al contratar con cierta superior idad nece-
saria á su fin, y en ta l concepto, como g a r a n t í a segura de que se-
r á n respetados los derechos que representa, á la par que fija 
reglas especiales para determinar las formalidades que han de 
reuni r las subastas, declara contencioso-administrativas las cues-
tiones relativas á i n t e r p r e t a c i ó n y re sc i s ión de los contratos. 
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Así lo hace el reglamento de Montes p ú b l i c o s de 17 de Mayo 
de 1865 cuyo art . 100 dice lo siguiente: 
« A x t i 00 . L a s u b a s t a se s o m e t e r á á l a a p r o b a c i ó n d e l G o b e r n a d o r , 
q u i e n r e s o l v e r á a s i m i s m o l a s r e c l a m a c i o n e s q u e se p r e s e n t e n c o n t r a 
e l l a , c o n r e c u r s o á l a v í a c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a a n t e e l C o n s e j o p r o -
v i n c i a l . 
E l r e m a t e , s i n e m b a r g o , p r o d u c i r á s u s efectos u n a v e z a p r o b a d o p o r e l 
G o b e r n a d o r , q u e d a n d o a t e n i d o e l r e m a t a n t e á l o s r e s u l t a d o s d e l j u i c i o 
q u e se e n t a b l e . » 
Y m á s adelante los arts. 106 y 107 que á la letra dicen as í : 
« A r t . 406 . P o d r á r e c l a m a r s e l a r e s c i s i ó n d e l c o n t r a t o ó q u e no t e n g a n 
efecto l a s d i s p o s i c i o n e s r e l a t i v a s a l p l a z o e n q u e h a de d a r s e p o r t e r m i -
n a d o e l a p r o v e c h a m i e n t o : 
1. ° C u a n d o é s t e se h a y a s u s p e n d i d o p o r a c t o s p r o c e d e n t e s de l a A d -
m i n i s t r a c i ó n . 
2 . ° E n v i r t u d de d i s p o s i c i ó n de lo s T r i b u n a l e s f u n d a d a e n u n a d e -
m a n d a de p r o p i e d a d . 
3 . ° S i se d iese l a i m p o s i b i l i d a d a b s o l u t a de e n t r a r e n e l m o n t e p o r 
c a u s a de g u e r r a , s u b l e v a c i o n e s , a v e n i d a s ú otro a c c i d e n t e de f u e r z a m a -
y o r d e b i d a m e n t e j u s t i f i c a d o . 
A r t . 107. L a s o l i c i t u d de r e s c i s i ó n se p r e s e n t a r á , e n s u c a s o , a l G o b e r -
n a d o r de l a p r o v i n c i a , q u i e n r e s o l v e r á lo q u e c o r r e s p o n d a , o y e n d o a l 
A y u n t a m i e n t o d e l p u e b l o ó r e p r e s e n t a n t e d e l e s t a b l e c i m i e n t o p ú b l i c o d e 
q u i e n f u e r e e l m o n t e a l I n g e n i e r o d e l r a m o y a l C o n s e j o p r o v i n c i a l c o n 
r e c u r s o á l a v í a c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a . » 
Las Comisiones provinciales son hoy lo que los Consejos de que 
hablan los anteriores a r t í cu los eran cuando se p u b l i c ó el reg lamen-
to á que pertenecen. 
Por ana log í a á lo que eri los a r t í cu lo s anteriores se establece res-
pecto á la resc i s ión de los contratos de aprovechamiento puede 
afirmarse t a m b i é n que corresponde á la A d m i n i s t r a c i ó n activa y 
en su caso á la contenciosa resolver las cuestiones que versen sobre 
el cumpl imiento , inteligencia ó efectos de los contratos de aprove-
chamientos. 
S e g ú n d e c í a m o s en el pr incipio de este cap í t u lo , el Estado, como 
representante de los intereses del pa í s á cuyo hermoseamiento, r i -
queza y condiciones de sa lubr idad contr ibuyen los montes de u n 
modo tan eficaz, e s t á en el deber de fomentarlos y protejerlos, p ro-
curando su r epob lac ión sucesiva y evitando desaparezcan por des-
t r u c c i ó n , cortas generales ó roturaciones y descuajos. 
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A e s t o r e s p o n d e e l a r t . 9.° d e l a l e y d e 24 d e M a y o d e 1863, q u e 
d i c e a s í : 
«Art . 9 ° S u b s i s t i r á n e n los m o n t e s p ú b l i c o s l a s s e r v i d u m b r e s , a s í 
c o m o l o s a p r o v e c h a m i e n t o s v e c i n a l e s q u e e x i s t a n l e g í t i m a m e n t e , c u a n d o 
n i l a s u n a s n i l o s otros s e a n i n c o m p a t i b l e s c o n l a c o n s e r v a c i ó n d e l a r -
b o l a d o 
S i lo f u e r e n c e s a r á n ó se r e g u l a r i z a r á n c u a n d o h a y a p o s i b i l i d a d de esto 
ú l t i m o , á j u i c i o d e l G o b i e r n o , t e n i e n d o p r e s e n t e s l a s c o n d i c i o n e s l o c a l e s 
é i n d e m n i z a n d o p r é v i a m e n t e á los p o s e e d o r e s e n los c a s o s e n q u e l a j u s -
t i c i a lo e x i j a . 
E l G o b i e r n o d e c l a r a r á l a i n c o m p a t i b i l i d a d de a q u e l l a s s e r v i d u m b r e s y 
a p r o v e c h a m i e n t o s , p r é v i a l a i n s t r u c c i ó n d e l o p o r t u n o e x p e d i e n t e e n e l 
q u e se h a r á c o n s t a r e l i n f o r m e f a c u l t a t i v o de l I n g e n i e r o de Montes de l a 
p r o v i n c i a y d e l p e r i t o q u e p o d r á n n o m b r a r los i n t e r e s a d o s . C o n t r a l a s 
r e s o l u c i o n e s q u e e n s u v i s t a adopte l a A d m i n i s t r a c i ó n p o d r á i n t e n t a r s e 
e l r e c u r s o c o n t e n c i o s o . » 
S e v e , p u e s , q u e t e n i e n d o p r e s e n t e s l a s c o n d i c i o n e s l o c a l e s c e -
s a r á n l a s s e r v i d u m b r e s ó a p r o v e c h a m i e n t o s v e c i n a l e s q u e s e a n 
i n c o m p a t i b l e s c o n l a c o n s e r v a c i ó n d e l a r b o l a d o , ó s e r e g u l a r i z a -
r á n , s i e s p o s i b l e , p o r e l G o b i e r n o , i n d e m n i z a n d o á l o s p o s e e d o -
r e s . P e r o n o q u e d a a l a r b i t r i o d e l a A d m i n i s t r a c i ó n d e c i d i r a c e r c a 
d e s i e x i s t e ó n o i n c o m p a t i b i l i d a d , p u e s t o q u e e l G o b i e r n o h a b r á 
d e d e c l a r a r l a , p r é v i o e l o p o r t u n o e x p e d i e n t e , e n e l q u e e s n e c e s a -
r i o e l i n f o r m e f a c u l t a t i v o d e l I n g e n i e r o d e m o n t e s d e l a p r o v i n c i a 
y d e l . p e r i t o , p r o p u e s t o p o r l o s i n t e r e s a d o s . C o n t r a l a r e s o l u c i ó n 
a d o p t a d a d e e s t e m o d o p o d r á i n t e n t a r s e e l r e c u r s o c o n t e n c i o s o -
a d m i n i s t r a t i v o . 
E n c u a n t o á l a r e p r e s i ó n d e l a s f a l t a s y c o n t r a v e n c i o n e s á l o s 
r e g l a m e n t o s , s e g ú n e l r e g l a m e n t o d e 17 d e M a y o d e 1865, d e q u e 
a n t e s h a b l á b a m o s , p u e d e e n t a b l a r s e e l r e c u r s o e n v í a c o n t e n c i o s a 
c o n t r a í a s p r o v i d e n c i a s q u e d i c t e n l o s G o b e r n a d o r e s . V é a s e l o q u e 
d i c e r e s p e c t o á e s t e p u n t o e l a r t . 123: 
« C o n t r a l a s p r o v i d e n c i a s q u e d i c t e n los G o b e r n a d o r e s , y a p e n a n d o p o r 
s í l a s i n f r a c c i o n e s c u y o c a s t i g o l es c o m e t a l a r e g l a 1 . a d e l a r t . 121, y a 
c o n f i r m a n d o ó a g r a v a n d o e n g r a d o de a p e l a c i ó n l a s d i c t a d a s p o r los A l -
c a l d e s , s ó l o p o d r á e j e r c i t a r s e l a v í a c o n t e n c i o s o - a d m i n i s t r a t i v a a n t e e l 
C o n s e j o p r o v i n c i a l , á t e n o r de lo q u e d i s p o n e e l p á r . 1 4 , a r t . 83 de l a l e y 
de 2 5 de S e t i e m b r e de i 8 6 3 . » 
19 
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3.°—Doctrina contenida, en la jur i sprudenc ia . 
L a c o m p l i c a c i ó n de la doctrina legal relativa á los montes, oca-
sionada por el gran n ú m e r o de disposiciones que la establecen, da 
lugar á que los fallos de la jur isprudencia tengan, t r a t á n d o s e de 
fijarla, una importancia decisiva. 
De su atento estudio resultan las conclusiones que á cont inua-
c ión insertamos divididas en tres grupos s e g ú n se refieren á los 
deslindes de los montes, á su aprovechamiento ó á las infracciones 
de las ordenanzas. 
DESLINDES.—Desde l u é g o no son aplicables las disposiciones re-
lativas al deslinde de montes púb l i cos (1) cuando no consta que 
una finca lo sea n i á u n que l inda con otros de esta clase. Cuando 
no se refiere el deslinde á montes p ú b l i c o s (2) y se reduce á los 
puntos por donde confina la finca con terrenos de propiedad p r i -
vada, n i n g ú n i n t e r é s general tiene la A d m i n i s t r a c i ó n que ampa-
rar . Debe a d e m á s tenerse m u y en cuenta que estando en poses ión 
de unos bienes por sentencia del T r i b u n a l , no puede la d i r e c c i ó n 
de propiedades n i n inguna otra autoridad adminis t ra t iva va r i a r 
el estado posesorio por medio de un deslinde (3) , y que sólo queda 
expedita l a v ía j u d i c i a l porque sólo los Tribunales tienen ju r i sd i c -
c ión para resolver las cuestiones de propiedad. 
T a m b i é n debe tenerse m u y en cuenta en este punto que í n t e r i n 
se practican los deslindes de los montes confinantes con los p ú b l i -
cos no puede privarse (4) á sus poseedores de su disfrute y apro-
vechamiento sin exigir le r e s t r i c c ión alguna n i p r e s t a c i ó n de fianzas. 
Respecto al caso en que el deslinde sea parcial , las leyes no es-
tablecen excepc ión (5) n i prescriben para él otras formalidades 
que las dispuestas para los deslindes totales. 
Como el conocimiento de la A d m i n i s t r a c i ó n en el deslinde de 
los montes p ú b l i c o s y los que confinen con ellos en todo ó en parte 
tiene por objeto la c o n s e r v a c i ó n del estado posesorio de las cosas 
p ú b l i c a s , e s t á l imi t ado (6) exclusivamente á la d e s i g n a c i ó n de los 
(1) Eesolacion de competencia de 20 de Julio de 1868. Gac. de 18 de Agosto. 
(2) Resolución de competencia de 23 de Mayo de 1869. 
(3) R . O. de 20 de Marzo de 1872. Gac. de 25 de Marzo, 
(4) Sent. de 11 de Julio de 1872. Gae. de 11 de Setiembre. 
(5) Decisión de competencia de 28 de Julio de 1868. Gac. de 7 de Setiembre. 
(6) Decisión de competencia de 23 de Mayo de 1869. 
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l inderos del monte p ú b l i c o ; sin que tales atribuciones de la A d m i -
n i s t r ac ión para decretar el deslinde y amojonamiento de los terre-
nos de aprovechamiento c o m ú n se consideren como extensivas á 
los montes de propios, en los cuales tienen los Ayuntamientos (1) la 
c o n s i d e r a c i ó n de personalidad j u r í d i c a . 
Todo lo dicho tiene lugar sólo respecto á los montes; pues cuan-
do los terrenos en vez de estar cubiertos de á r b o l e s en la forma 
que expresa el art . 1.° de las ordenanzas y ser el cul t ivo y apro-
vechamiento de estos á r b o l e s su objeto pr inc ipa l , e s t á n todos ellos 
destinados á labor no puede ap l i cá r s e l e s las disposiciones del ramo 
de montes y su deslinde no corresponde á la A d m i n i s t r a c i ó n (2). 
Decisiones m u y anteriores á las á n t e s citadas h a b í a n fijado ya 
las mismas doctrinas en esta materia. 
As í se h a b í a establecido (3) que el deslinde de los montes 
puestos bajo la a d m i n i s t r á c i o n y el r é g i m e n de la autoridad p ú -
blica tiene el c a r á c t e r de gubernat ivo, y , po r t an t e , no pueden l l e -
varse á los Tribunales ordinarios las cuestiones que á n t e s de ha-
berse concluido se susciten. 
A d e m á s otra dec i s ión (4) deslinda las atribuciones de unos y 
otros Tribunales estableciendo que los Jueces de p r imera instancia 
no pueden admi t i r interdictos, n i á u n de los Ayuntamientos , con-
t ra los deslindes y amojonamientos hechos por la A d m i n i s t r a c i ó n . 
Dos reales decretos (5) declaran t a m b i é n de u n modo exp l í c i to 
que la A d m i n i s t r a c i ó n es la ú n i c a competente para practicar el apeo 
y amojonamiento de los montes declarados en estado de deslinde, 
así como para mantener en tanto que és te no te rmine el estado 
posesorio de los mismos, quedando ú n i c a m e n t e reservada á los 
Tribunales l a cues t i ón de propiedad. 
APROVECHA-MIENTOS .—Habiendo sido objeto un contrato de 
aprovechamiento forestal del e x á m e n y a p r o b a c i ó n de la A d m i -
n i s t r a c ión , no puede someterse d e s p u é s (6) á los Tribunales o r d i -
narios á m é n o s que no se entregue á és tos la a p r e c i a c i ó n de los 
actos de a q u é l l a . Los contratos de corta de á r b o l e s en montes p ú -
(1) 'Decisioii de competencia de 14 de Febrero de 1869. Oac. de 10 de idem. 
(2) Decisión de competencia de 19 de Mayo de 1850. 
(3) Decisión de competencia de 19 de Agosto de 1846. 
(4) 5 de Julio de 1848. 
(5) De 11 y 30 de Julio de 1878. Gacs. de 10 y 15 de Agosto del mismo afío. 
(6) Decisión de competencia de 12 de Abril de 1865. 
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blicos e s t á n sujetos á la i n t e r v e n c i ó n y v ig i lanc ia do la A d m i n i s -
t r a c i ó n á la cual toca decidir su validez, interpretarlos y de te rmi-
nar sus efectos. 
Las cuestiones sobre resc is ión del contrato de l i m p i a de los mon 
tes de propios cae (1) bajo la j u r i s d i c c i ó n contencioso-administra-
t iva . Cuando se anule el remate de aprovechamientos forestales 
por haberse verificado á n t e s de la hora anunciada, no puede (2) el 
postor á quien se ad jud icó provisionalmente alegar contra esta re-
so luc ión como atentatoria á sus derechos. 
INFRA-COIONES DE L A S ORDENANZAS .—LOS aprovechamientos f o -
restales intentados s i n a u t o r i z a c i ó n competente de los cuales resul-
te un d a ñ o de c u a n t í a inferior á l a necesaria para consti tuir delito, 
s i n qne hayan d a d o ocas ión á n i n g ú n o t r o deli to, deben s e r (3) 
castigados gubernativamente. Causan estado l a s providencias que 
tomen los Gobernadores de provincia p o r in f racc ión d e l a s o r d e -
n a n z a s de montes, y , p o r tanto, p u e d e interponerse (4) contra 
ellas el recurso contencioso-administrativo a n t e l a C o m i s i ó n pro-
v i n c i a l . 
4.°—Jurisprudencia. 
Sustracción de leñas.—p]l h e c h o de p e n e t r a r e n e l m o n t e p ú b l i c o * 
d e h e s a d e l c o m ú n de v e c i n o s de u n p u e b l o , c o r t a r y s u s t r a e r u n a c a r -
g a de l e ñ a , a u n q u e n o se h a y a c a u s a d o d a ñ o a l g u n o , p u e d e c o n s t i t u i r e l 
de l i to de h u r t o def in ido e n e l l i b . 2 . ° d e l C ó d i g o p e n a l , y , p o r lo t a n t o , 
c o r r e s p o n d e á los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s l a a v e r i g u a c i ó n y cas t igo de 
t a l e s d e l i t o s . {Dea. 21 Diciembre 1 8 7 7 . Gac. i .0 Febrero 1 8 7 8 . ) 
Des l indes .—Cuando u n a r e a l o r d e n , c o n t e s t a n d o á u n a c o n s u l t a h e -
c h a a l M i n i s t e r i o de F o m e n t o p o r e l I n g e n i e r o Jefe de l a p r o v i n c i a , se 
l i m i t a á fijar l a i n t e l i g e n c i a q u e debe d a r s e a l r e g l a m e n t o de m o n t e s y á 
d e t e r m i n a r l a r e s o l u c i ó n que e n s u c o n s e c u e n c i a h a b í a de d i c t a r e l G o -
b e r n a d o r , n o p u e d e r e p u t a r s e q u e c a u s ó e s t a d o , y , p o r t a n t o , n o p r o c e d e 
s u r e v i s i ó n e n v í a c o n t e n c i o s a , p o r q u e f a l t a u n o de los r e q u i s i t o s q u e 
e x i g e e l a r t . 56 de l a l e y de 17 de Agos to de 1860. {Resol. 3 Abr i l 1878 . 
Gac. 13 id.) 
Sustracciones de espartos.—Cuando se t r a t a de c a s t i g a r , n o e l d a ñ o 
c a u s a d o e n u n m o n t e , s i n o l a s u s t r a c c i ó n de e s p a r t o s p e r p e t r a d a p o r 
(1) Decisión de 19 de Ahri l de 1858. 
(2) R, D. de 29 de Enero de 1879. Gae. de 22 de Mayo de id. 
(3) R . D. de 15 do Marzo de 1879. Gac. de 11 de Mayo. 
(4) R . O. de 27 de Mayo de 1879. Gae. de 5 de Junio. 
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v a r i o s i n d i v i d u o s , c o m o e s a s s u s t r a c c i o n e s p u e d e n r e v e s t i r e l c a r á c t e r 
d e de l i to s c o n a r r e g l o a l C ó d i g o p e n a l y s u s r e f o r m a s de 17 de J u l i o 
d e 1876 , n o c o r r e s p o n d e l a r e p r e s i ó n de esos h e c h o s á l a a u t o r i d a d a d -
m i n i s t r a t i v a , s i n o á l o s T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s , que s o n los l l a m a d o s á 
c o n o c e r y c a s t i g a r los de l i to s . 
P o r o t r a p a r t e , e l d e c i d i r s i l o s s u s t r a c t o r e s t e n í a n ó n o d e r e c h o p a r a 
t o m a r e s p a r t o s d e l m o n t e d o n d e se v e r i f i c ó l a c o r t a , a f e c t a a l fondo d e l 
a s u n t o , y , p o r t a n t o , es u n a d e c l a r a c i ó n q u e h a de h a c e r s e a l a b s o l v e r ó 
c o n d e n a r á a q u é l l o s . [Dec. 49 A b r i l 1878 . Gac. 1$ id . id.) 
Corta y extracc ión de l e ñ a s . — L a s c o r t a s y s u s t r a c c i o n e s de l e ñ a s 
p e r p e t r a d a s e n u n m o n t e p o r los v e c i n o s d e l p u e b l o , a u n q u e n o h a y a n 
c a u s a d o d a ñ o s e n e l m i s m o , p u e d e n r e v e s t i r e l c a r á c t e r de de l i to s ; y 
c o m o e l c o n o c i m i e n t o de los h e c h o s q u e c o n s t i t u y e n es tos ú l t i m o s c o r -
r e s p o n d e á lo s T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s , y c o m o l a l e y de 17 de J u l i o 
de 1876 , q u e r e f o r m ó a l g u n o s a r t í c u l o s d e l C ó d i g o p e n a l , a l e s t a b l e c e r 
l a n u e v a p e n a l i d a d p a r a los a u t o r e s de h u r t o n o h i z o d i s t i n c i ó n e n t r e 
e l c a s o e n q u e a q u é l se v e r i f i c a r a e n u n m o n t e p ú b l i c o y e l e n q u e t u -
v i e r a efecto e n u n o de p r o p i e d a d p a r t i c u l a r , n o c o r r e s p o n d e e l c o n o c i -
m i e n t o y r e p r e s i ó n de d i c h a s s u s t r a c c i o n e s á l a a u t o r i d a d a d m i n i s t r a t i -
v a , s i n o á l o s T r i b u n a l e s . [Dec. 19 Abr i l 1878 . Gac. 27 id. id.) 
Daños en los montes .—Cuando e l d a ñ o c a u s a d o e n u n m o n t e p ú -
b l i c o , d e h e s a b o y a l de u n p u e b l o , a u n q u e no e x c e d a de l a s 2 .500 pese -
t a s q u e s e ñ a l a l a l e y , h a s ido , s i n e m b a r g o , e l m e d i o p a r a c o m e t e r l a 
s u s t r a c c i ó n de l e ñ a s , c o m o p u e d e c o n s t i t u i r e l de l i to de h u r t o de f in ido 
e n e l l i b . 2 . ° d e l C ó d i g o p e n a l , c o r r e s p o n d e s ó l o á los T r i b u n a l e s de j u s -
t i c i a e l c o n o c i m i e n t o y c a s t i g o de t a l h e c h o , y , p o r lo t a n t o , c a r e c e e l G o -
b e r n a d o r c i v i l de a t r i b u c i o n e s p a r a p e n a r l o g u b e r n a t i v a m e n t e . {Decre-
to 19 Abri l 1 8 7 8 . Gac. 4 Mayo id.) 
D a ñ o s . — C u a n d o e n u n m o n t e p ú b l i c o , d e h e s a b o y a l de u n p u e b l o , 
n o s ó l o s e h a n c a u s a d o d a ñ o s , s i n o q u e a d e m á s se h a n s u s t r a í d o v a r i a s 
c a r g a s de l e ñ a p o r los d e n u n c i a d o s c o m o d a ñ a d o r e s , c o m o e s t a ú l t i m a 
c i r c u n s t a n c i a es b a s t a n t e p a r a d e d u c i r q u e los h e c h o s p u e d e n c o n s t i -
t u i r e l de l i to de h u r t o de f in ido e n e l l i b . 2 . ° d e l C ó d i g o p e n a l , a u n q u e 
e l d a ñ o n o l l e g u e á l a s 2 .500 pese tas q u e s e ñ a l a n l a s l e y e s , s ó l o á los 
T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s c o r r e s p o n d e e n t e n d e r e n e l a s u n t o y c a s t i g a r á 
los p e r p e t r a d o r e s d e l h e c h o . [Dec. 19 Abr i l 1878 . Gac. 9 Mayo id.) 
M u l t a s . — E l a r t . 191 de l a s o r d e n a n z a s d e m o n t e s d e b e a p l i c a r s e e n s u 
s e n t i d o l i t e r a l , i m p o n i e n d o l a s m u l t a s c o r r e s p o n d i e n t e s á los d u e ñ o s d e 
los g a n a d o s cog idos e n i n f r a c c i ó n de l a s c i t a d a s o r d e n a n z a s , n o á lo s 
p a s t o r e s . [Resol. 27 Mayo 1878 . Gac. 5 Junio.) 
D a ñ o s . — A los T r i b u n a l e s o r d i n a r i o s c o r r e s p o n d e c o n o c e r de l o s h e -
c h o s q u e c o n s t i t u y e n e l de l i to de s u s t r a c c i ó n de m a d e r a s ó l e ñ a s de l o s 
m o n t e s , c o n f o r m e a l C ó d i g o p e n a l . 
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L a l e y de 17 de J u l i o de 1876, a l e s t a b l e c e r l a n u e v a p e n a l i d a d e n q u e 
i n c u r r e n l o s a u t o r e s de l de l i to de h u r t o , n o h i z o d i s t i n c i ó n e n t r e e l c a s o 
de q u e a q u é l se v e r i f i q u e e n u n m o n t e p ú b l i c o y e l e n q u e t e n g a l u -
g a r e n los de p r o p i e d a d p a r t i c u l a r . [Dec. 15 Junio 1 8 7 8 . Gac. 6 J u -
lio, id.) 
/Jompetencia.—Con a r r e g l o a l o d i s p u e s t o e n e l a r t . 65 d e l r e g l a -
m e n t o de 2 5 de S e t i e m b r e de 1865 , u n a v e z q u e e l G o b e r n a d o r q u e h a 
r e q u e r i d o de i n h i b i c i ó n á l a j u r i s d i c c i ó n o r d i n a r i a p a r a c o n o c e r de u n 
a s u n t o des i s te , n o p u e d e n u e v a m e n t e s u s c i t a r e l conf l i c to , q u e p o r 
a q u e l acto q u e d a t e r m i n a d o s i n u l t e r i o r r e c u r s o . {R. D. 27 Diciem-
bre 1 8 7 8 . Gac. 20 Enero 1879 . 
D a ñ o s . — C u a n d o a l u s a r de u n a a u t o r i z a c i ó n a d m i n i s t r a t i v a p a r a 
b a c e r u n a p r o v e c h a m i e n t o v e c i n a l f o r e s t a l a l g u n o s v e c i n o s se e x c e d e n 
de l a s c o n d i c i o n e s c o n que l a a u t o r i z a c i ó n se o t o r g ó , c o r t a n d o y s u s -
t r a y e n d o á r b o l e s , e s t a e x t r a l i m i t a c i o n , c a s o de s e r c i e r t a , no r e v i s t e to -
dos los c a r a c t é r e s de u n a s u s t r a c c i ó n f r a u d u l e n t a , ó s e a d e l de l i to de 
h u r t o def in ido e n e l C ó d i g o p e n a l , c o m o s u c e d e r í a s i los v e c i n o s h u b i e -
r a n p r o c e d i d o s i n a u t o r i z a c i ó n de n i n g u n a c l a s e , y , p o r lo t a n t o , l i m i -
t a d a l a r e s p o n s a b i l i d a d d e l ac to a l m o d o de r e a l i z a r e l a p r o v e c h a m i e n t o 
a u t o r i z a d o , se t r a t a de UQ h e c h o c u y a a p r e c i a c i ó n y c a s t i g o e s t á n r e s e r -
v a d o s á l a A d m i n i s t r a c i ó n , y a q u e s ó l o á e l l a i n c u m b e d e t e r m i n a r l a 
e x t e n s i ó n de l a a u t o r i z a c i ó n y c o r r e g i r l a s e x t r a l i m i t a c i o n e s de e l l a c o n 
l a s p e n a s s e ñ a l a d a s e n l a s o r d e n a n z a s , s a l v a s l a s r e s t r i c c i o n e s d e l r e g l a -
m e n t o de 17 de Mayo de 1865 . {R. D. 30 Diciembre 1878 . Gac. 2 5 E n e -
ro 1879 . ) 
Corta y sustracción de á r b o l e s . — L a c o r t a y s u s t r a c c i o n e s de á r b o l e s 
l l e v a d a s á c a b o c o n e x t r a l i m i t a c i o n de los t é r m i n o s y c o n d i c i o n e s d e l 
p e r m i s o c o n c e d i d o p o r a u t o r i d a d c o m p e t e n t e p a r a e f e c t u a r u n a p r o v e -
c h a m i e n t o , n o c o n s t i t u y e u n a s u s t r a c c i ó n f r a u d u l e n t a p e n a b l e c o n a r r e -
g lo a l C ó d i g o c r i m i n a l , c o m o s u c e d e r í a caso de n o e x i s t i r l a a u t o r i z a c i ó n , 
s i n o q u e p o r s u n a t u r a l e z a s o n h e c h o s c u y a a p r e c i a c i ó n y cas t igo e s t á n 
r e s e r v a d o s á l a A d m i n i s t r a c i ó n , p o r q u e s ó l o á e l l a i n c u m b e d e t e r m i n a r 
l a e x t e n s i ó n de l a a u t o r i z a c i ó n c o n c e d i d a y c o r r e g i r l a e x t r a l i m i t a c i o n , 
s i l a h u b o , c o n l a s p e n a s s e ñ a l a d a s e n l a s o r d e n a n z a s , s a l v a s l a s r e s t r i c -
c i o n e s e x p r e s a d a s e n e l r e g l a m e n t o de 17 de M a y o de 1865 . ( / ? . D. 30 D i -
ciembre 1878 . Gac . %S Enero 1879 . ) 
Corta de á rbo le s .—Debiendo a p l i c a r s e a l c a s o de c o r t a n o a u t o r i z a d a 
de á r b o l e s e n m o n t e p ú b l i c o l a l e g i s l a c i ó n e s p e c i a l r e l a t i v a á s u c o n s e r -
v a c i ó n , q u e d a e l h e c h o r e d u c i d o á u n a p r o v e c h a m i e n t o f o r e s t a l , i n t e n -
tado s i n l a a u t o r i z a c i ó n c o m p e t e n t e , } d e l c u a l , s i de é l n o h a r e s u l t a d o 
d a ñ o de c u a n t í a b a s t a n t e p a r a c o n s t i t u i r de l i to , n i h a s ido e l m e d i o d e 
p e r p e t r a r otro de f in ido e n e l C ó d i g o , debe s e r p e n a d o p o r e l G o b e r n a d o r 
d e l a p r o v i n c i a c o n l a s m u l t a s y r e s p o n s a b i l i d a d e s q u e c o r r e s p o n d a n a l 
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tenor de lo dispuesto en la regla 1.a del art. 121 del reglamento de 17 de 
Mayo de 1863. {B. D. 15 Marzo 1879. Gac. 11 Mayo id.) 
Corta de árboles.—La corta de árboles cuya sustracción no se verifi-
ca ni se intenta, y cuyo valor no llega á 2.500 pesetas, no constituye el 
delito consumado ni el de tentativa de hurto, sino que por su naturaleza 
y con arreglo á la legislación vigente, queda reducido á un aprovecha-
miento forestal, llevado á cabo sin la autorización competente, por lo 
que, conforme á lo prescrito en la regla 1.a del art. 121 del reglamento 
de 17 de Mayo de 1865 y no habiendo sido medio para cometer un delito, 
corresponde á la Administración corregirlo. {R. D. 15 Marzo 1879. Ga-
ceta 11 Mayo id.) 
Montes exceptuados de la desamortización.—No es susceptible 
de revisión en juicio contencioso-administrativo la real orden que, lle-
vando á efecto lo resuelto en Consejo de Ministros, exceptúa de la des-
amortización y venta por el Estado de montes comprendidos en la ley 
de 24 de Marzo de 1863, porque en este caso la demanda no tanto se di-
rige á impugnar una resolución ministerial como á contrariar la del ci-
tado Consejo, la cual, ya como acto discrecional y de gobierno, ya como 
de observancia de una ley que prohibe vender los montes públicos de 
ciertas condiciones, no puede ser revisada en dicha via. {ti. O. 4 Ju-
lio 1879. Gac. 7 id. id.) 
Cortas en los incluidos en el catálogo.—Corresponde ala Adminis-
tración apreciar si es ó no legítima la corta de maderas llevada á cabo 
en un monte comprendido en el catálogo miéntras no aparezca que ha 
sido excluido de él y que está debidamente determinada por medio del 
oportuno deslinde. [R. D. 5 Enero 1880. Gac. 13 Marzo id.) 
Corta de Zeñas.—Para que la jurisdicción ordinaria pueda proceder 
criminalmente contra quien por orden de un funcionario administrati-
vo lleva á cabo la corta de ramas en el cauce ó álveo de un rio, hay que 
deslindar ántes si en efecto la corta se efectuó dentro de dicho cauce; y 
corno quiera que para ello la Administración es la única competente, 
de aquí que en ese caso existe una cuestión prévia administrativa que 
resolver, porque de ella depende el fallo que en su día hayan de dictar 
los Tribunales. {R. D. 22 Julio 1880.) 
Cuestiones sobre propiedad y disfrute de montes.—Correspondien-
do á la Administración establecer reglas para el aprovechamiento de los 
montes comprendidos en el catálogo de los públicos y resolver las cues-
tiones que surjan acerca de su disfrute, manteniendo en éste á los pue-
blos que tengan en él participación, no cabe contrariar por medio de 
interdictos las providencias administrativas que para el ejercicio de 
aquellas facultades se dictan, debiendo los que se crean con derecho á 
la propiedad de dichos montes hacer uso de los recursos gubernativos ó 
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de las acciones que les competan para obtener la declaración de propie-
dad. (R. D. 22 Julio 1880. Qac. 3 Setiembre id.) 
Competencia.—No es de la competencia de los Tribunales de justicia 
determinar la extensión y alcance de las autorizaciones ó concesiones 
otorgadas por la Administración dentro de sus atribuciones; y, por tan-
to, miéntras ésta no declare si un contratista ó arrendatario de un mon-
te público se ha excedido ó no de los límites de la autorización legal 
que se le otorgó para utilizar el monte bajo y pardo de una majada 
de aquél, existe una cuestión prévia que es preciso resolver; pues acaso 
de ella pueda depender en su día el fallo que dicten los Tribunales. 
Tampoco puede fijarse la cuantía del daño que se supone causado 
hasta que la Administración, al resolver dicha cuestión, determine los 
límites precisos de la autorización que concedió. {R. D. 27 Noviembre 
1880. Gac. 3 Enero 1881.) 
Competencias sobre aprovechamientos de montes.—Para que por la 
autoridad judicial pueda conocerse de la denuncia criminal relativa á 
extralimitaciones llevadas á cabo en el aprovechamiento de produc-
tos forestales por el rematante á quien lo adjudicó la Administración, 
es necesario que ésta declare préviamente si en efecto se cometió ó no el 
exceso, conforme á la autorización concedida, porque la calificación del 
hecho denunciado será muy diversa, según se resuelva esa cuestión 
prévia. (J?. D. 20 Diciembre 1880. Gac. 4 Enero 1881.) 
Indemnización de daños.—No precédela revisión en vía contencio-
sa de la real órden que deniega la exención del pago de indemnización 
debida á un Ayuntamiento, porque careciendo el interesado de derecho 
al otorgamiento de esa gracia, ningún agravio pudo inferirle la resolu-
ción citada. (R. O. 21 Marzo 1881. Gac. 2 Abril id ) 
Daños en montes públicos.—Cuando el daño causado en un monte 
público por la corta y carboneo de leñas dentro del mismo, sin extraer 
éstas ni el carbón de ellas obtenido, no excede de 1.000 escudos, á la 
autoridad administrativa corresponde, conforme al reglamento del 
ramo de 17 de Mayo de 1865 en su art. 124, la corrección y castigo del 
hecho, con sujeción á las ordenanzas. [R. D. 9 Mayo 1881. Gac.S Ju-
nio id.) 
Providencias sobre posesión de montes.—Las providencias dictadas 
por los Gobernadores para mantener el estado posesorio de un monte pú-
blico contra las usurpaciones de un particular, no son apelables ante 
el Gobierno sino que deben ser impugnadas en la vía contencioso-ad-
ministrativa ante las Comisiones provinciales con arreglo á lo prevenido 
en las leyes de 25 de Setiembre de 1863 y 2 de Octubre de 1877. {R. Z). 10 
Mayo 1881. Gac. 22 Julio id.) 
Daños en montes públicos.—El hecho de la intrusión de ganados en 
un monte que no se justifica que sea público y esté comprendido en 
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el catálogo, sino que al contrario, la circunstancia de comparecer un Te-
niente Alcalde en representación de los bienes del Municipio revela que 
pertenece á éste, constituye una falta comprendida en el lib. 3.° del Có-
digo penal, cuya aplicación corresponde á los Jueces municipales. [Real 
decreto 2 Junio d881. Gac. 18 id. id.) 
Conocimiento de las faltas por entrada de los ganados d pas' 
tar.—El hecho de entrar con ganados para apacentarlos en un mon-
te que no se prueba tenga el carácter de público, constituye una fal-
ta comprendida en el lib. 3.° del Código penal, cuya aplicación corres-
ponde á los Jueces municipales, sin que para la averiguación y castigo 
del mismo sea preciso que la Administración resuelva ninguna cuestión 
prévia. [B. D. 15 Junio 1881. Gac. 13 Julio id.) 
Concesiones de aprovechamientos de montes.—Correspondiendo á la 
Administración fijar la extensión y alcance de las concesiones hechas por 
ella para el aprovechamiento de montes, no compete á los Tribuna-
les ordinarios apreciar si hubo ó no extralimitacion en el uso de la con-
cesión miéntras la autoridad administrativa no resuelva si el concesio-
nario se excedió ó dejó de cumplir las órdenes que por dicha autoridad 
se les diera. [R. D. 19 Setiembre 1881. Gac. 16 Octubre id.) 
CAPITULO X I I I . 
T É R M I N O S M U N I C I P A L E S . 
I.0 Términos manic ipa les .—2.° Deslindes y amojonamientos .—3.° Doctr ina es-
tablecida por la ju r i sp rudenc ia ,—1.° Jurisprudencia de los cuatro ú l t i m o s años . 
I.0—Términos municipales. 
Término municipal, según la vigente ley de 2 de Octubre 
de 1877, art. 2.°, es el territorio á que se extiende la acción admi-
nistrativa de un Ayuntamiento, definición exactamente igual á la 
que ya hacía la ley de 20 de Agosto de 1870. 
Preciso es fijarse bien en esa definición para no dar lugar á 
equivocaciones. 
La ley al definir lo que es término municipal parece que no se 
ha expresado con absoluta claridad y hasta que comete una peti-
ción de principio; pero no es así. Para expresarse de ese modo el 
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legislador tuvo presente que iba á estatuir acerca de corporaciones 
ya existentes, de entidades anteriores á la ley y, en especial, que 
la jurisdicción de los Ayuntamientos había sido por lo general 
una consecuencia de la costumbre, como lo demuestra la ley de 
Toledo (ley 5.a, tít. 21, l ib. 7.° d é l a Nov. Recop.) dictada para 
resolver las continuas contiendas que sostenían los pueblos entre 
sí, ó con otras corporaciones y particulares acerca de la usurpa-
ción de lugares, jurisdicciones, términos, etc.; en cuya ley se orde-
nó que, «cuando algún Concejo se quejare de que otro ú otros Con-
cejos, ó algunos caballeros ú otras cualesquier personas les toman 
y ocupan sus lugares, jurisdicciones, etc., dentro de 30 días mues-
tre la parte demandada el título ó derecho que tiene á los tales lu -
gares ó jurisdicción », y que comprobado.el despojo se restitu-
ya al Concejo querellante la posesión de lo ocupado; de donde se 
deduce que la posesión era por regla general el único titulo en 
que se fundaba el ejercicio en cierto territorio de la jurisdicción 
del respectivo Ayuntamiento. 
De modo que la definición que la ley moderna hace de lo que 
debe entenderse por término municipal se apoya en un hecho ge-
neral que adquirió fuerza de derecho, reconocido y sancionado 
por ella, disponiendo que aquella extensión de terreno dentro de 
la que venían los Ayuntamientos ejerciendo jurisdicción ó acción 
administrativa, ese es el término municipal que les corresponde. 
No obstante la claridad del texto legal, pudiera tal vez suscitar-
se alguna duda respecto al territorio perteneciente á los pueblos 
que no son Ayuntamientos; pero basta para desvanecerla tener en 
cuenta que la ley no hace referencia á la propiedad ni á la pose-
sión de tierras, aprovechamientos, pastos ó cualesquiera otros de-
rechos, sino puramente al ejercicio de la autoridad conferida á los 
Ayuntamientos, pudiendo muy bien darse el caso de que lo perte-
neciente á uno de ellos, como propietario ó poseedor, radique fue-
ra de su término municipal, y por lo tanto, allí donde ejerza la 
potestad dominical no alcanzará la de jurisdicción. De aquí resul-
ta que en nada obsta que dentro de un término municipal haya 
varios pueblos con territorio ó término propio para que la defini-
ción de la ley sea exacta. 
Claro es que cuando en cualquiera documento oficial ó particu-
lar, público ó privado, sea preciso dar razón del lugar donde algo 
se hace ó ha hecho y se trate de uno de esos términos anejos en-
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clavados dentro de la jurisdicción del Ayuntamiento, deberá para 
mayor claridad expresarse, diciendo: «En la partida (ó lo que fue-
re) A . del término (ó territorio) propio del pueblo de B. y término 
municipal del Ayuntamiento de 0.», etc. 
La ley autoriza en determinados casos la alteración de los tér-
minos municipales, teniendo en cuenta ciertas circunstancias de 
conveniencia y utilidad general. 
Los términos municipales pueden ser alterados: 
1. ° Por agregación total á uno ó varios términos colindantes. 
2. ° Por segregación de parte de un término, bien sea para cons-
tituir por sí? ó con otra ú otras porciones, Municipio independien-
te, ó bien para agregarse á uno ó á varios de los términos colin-
dantes. 
Procede la supresión de un Municipio y su agregación á otro ó 
á varios de sus colindantes: 1.° Cuando por carencia de recur-
sos ú otros motivos fundados lo acuerden los Ayuntamientos y la 
mayoría de los vecinos de los Municipios interesados. 2.° Cuando 
por ensanche y desarrollo de edificaciones se confundan los cas-
cos de los pueblos y no sea fácil determinar sus verdaderos 
limites. 
Procede la segregación de parte de un término para agregarse 
á otros existentes, cuando lo acuerde la mayoría de los vecinos de 
la porción que haya de segregarse, y pueda tener efecto sin per-
judicar los intereses legítimos del resto del Municipio ni hacerle 
perder sus peculiares condiciones. 
La segregación de parte de un término para constituir uno ó 
varios Municipios independientes por sí, ó en unión de otra ú otras 
porciones de otros términos colindantes, puede hacerse mediante 
acuerdo de la mayoría de los interesados y sin perjudicar intere-
ses legítimos de otros pueblos, siempre que los nuevos términos 
que hayan de formarse reúnan las condiciones expresadas en el 
art. 2.° de la ley de 2 de Octubre de 1877. 
En cualquiera de los casos de agregación ó segregación los in-
teresados señalarán las nuevas demarcaciones de terrenos y prac-
ticarán la división de bienes, aprovechamientos, usos públicos y 
créditos, sin perjuicio de los derechos de propiedad y servidum-
bres públicas y privadas existentes. 
Las Diputaciones provinciales resolverán los expedientes sobre 
creación, segregación y supresión de Municipios y términos. 
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Sus acuerdos serán ejecutivos cuando fueren adoptados de 
conformidad con los interesados. 
En caso de disidencia, la aprobación será objeto de una ley (1). 
Para hacer pasar un término municipal de uno á otro partido, 
se oirá á los Ayuntamientos del pueblo y de las cabezas de parti-
do, á la Diputación y al Gobernador, y al Ministerio de Gracia y 
Justicia. 
La resolución del expediente corresponde al Ministro de la Go-
bernación, con audiencia del Consejo de Estado (2). 
Para la cabal inteligencia y fácil aplicación de las reglas que la 
ley establece respecto á la alteración de los términos municipales, 
conviene distinguir: 1.° Las formas ó maneras en que se hade 
efectuar. 2.° Las condiciones ó circunstancias que pueden origi-
nar la alteración. 3.° Los trámites y solemnidades que se han de 
observar en la instrucción de los expedientes. Y 4.° Las autorida-
des y poderes á quienes toca resolverlos. 
Por lo que hace á los dos primeros extremos, la ley fija con cla-
ridad todo lo que es necesario saber; mas por lo relativo á los 
otros dos, ha sido preciso acomodar sus preceptos á la práctica) 
ya explicando el sentido que encierran, ya dictando procedimien-
tos para realizarlos, ya finalmente concretando y definiendo los 
casos en que deben intervenir en los asuntos uno ú otro poder. 
La R. O. de 26 de Febrero de 1875 estableció que en todo ex-
pediente de segregación deben obrar: 
1.° La instancia suscrita por todos los vecinos que pidan la se-
gregación. 2.° Certificación del Secretario del Ayuntamiento, visa-
da por el Alcalde, en que se acredite la vecindad de los firmantes. 
3.° Otra certificación, en la misma forma extendida, en que conste 
el número total de vecinos del distrito municipal á que pertenece 
la porción que se intenta segregar. 4.° Igual documento del núme-
ro de vecinos de esta porción. 5.° Certificación de ambos Ayunta-
mientos, cuando la segregación no sea para formar uno indepen-
diente, relativa á la mancomunidad de pastos que con ellos tengan 
los vecinos de la parte que se quiere segregar. 6.° Igual certifica-
ción del Ayuntamiento á que corresponda aquélla, cuando la se-
gregación tenga por objeto formar un término independiente. 
(1) Ley de 2 de Octubre de 1377, a r t . 7.° 
(2) I d . , ar t . 9.° 
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7.° Informes de los Ayuntamientos interesados y de los de todos 
los pueblos limítrofes. 8.° Croquis del terreno. 
La conformidad de los interesados en estos asuntos es tan esen-
cial que, cuando no se acredita, sólo el legislador puede resolver 
los expedientes. 
Como los casos de disidencia ó disconformidad son frecuenteSj 
y no era razonable pensar que en todos y en cada uno de ellos, 
cualesquiera que fuesen sus circunstancias, había de terminar la 
cuestión una ley, se declaró que no deben ejecutarse los acuerdos 
de las Diputaciones cuando no se hayan adoptado de conformi-
dad con los interesados, aunque no medie reclamación, dándose 
de ellos cuenta al Gobierno á fin de que proponga, como por regla 
general procede, á las Córtes el oportuno proyecto de ley: trámite 
innecesario respecto de aquellos por los que se disponga la crea-
ción, segregación ó supresión de Municipios, faltando á las condi-
ciones establecidas en los arts. 2.°, 4.° y 5.° de la ley Municipal, y 
que tampoco debe provocarse la aprobación legislativa de preten-
siones inadmisibles, sobre todo si los acuerdos de las Diputaciones 
no alteran el estado que al incoarse las reclamaciones tengan las 
cosas, dejando siempre á salvo el derecho de los interesados para 
acudir á las Oórtes con sus peticiones (1). 
Por lo que hace á las autoridades á quienes compete entender 
en la materia, debe tenerse en cuenta que, encomendando la ley 
Municipal vigente á las Diputaciones el conocimiento de los expe-
dientes relativos á la alteración de los términos municipales, las 
Comisiones provinciales carecen de autoridad para resolverlos (2) . 
La ley Municipal de 20 de Agosto de 1870 nada estableció res-
pecto de la manera de variar las cabezas de los Municipios; pero 
como quiera que poco después de su promulgación se suscitaran 
reclamaciones á ese punto referentes, el Gobierno, de conformi-
da con la opinión del Consejo de Estado, decidió que en esos asun-
tos debían observarse las mismas formalidades que para la altera-
ción de los términos municipales; y, en su virtud, que para variar 
la cabeza de un Municipio ha de preceder acuerdo de la mayoría 
de los interesados, y que después debe entender en el asunto la 
respectiva Diputación provincial, cuya resolución será ejecutiva 
(1) Rs. Os.'de 28 de Mayo de 1874 y 31 de Enero de 1830. 
(2) R. O. de 28 de Octubre de 1380. 
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cuando se adopte de conformidad con los mismos interesados, sien-
do, en caso de disidencia, necesario que se apruebe por medio de 
una ley (1). 
Para la traslación de la cabeza ó capital de un Municipio debe 
tomarse en cuenta, además de la voluntad del Ayuntamiento, la 
de la mayoría de los vecinos, no de cada uno de los pueblos que 
forman aquél, sino la de todos ellos reunidos; y así como sucede 
en los casos de alteración de un t é rmino , no procederá la varia-
ción de capital si no la acuerdan el Ayuntamiento y la mayoría de 
los vecinos juntos de los pueblos que componen el término (2). 
En esta materia, como se ve, no se da el recurso contencioso, 
puesto que la ley prefija clara y concretamente la forma de resol-
ver las cuestiones en determinados casos; lo cual, además, es ló-
gico, puesto que en esas cuestiones no aparecen los caractéres que 
constituyen la naturaleza contenciosa, por decirlo así. 
2.°—Deslindes y amojonamieníos . 
Se usan con frecuencia indistintamente las palabras apeo, des-
linde y amojonamiento, siendo así que las dos primeras significan 
el acto de señalar y distribuir los términos de algún lugar, provin-
cia ó heredad, y la tercera la operación de fijar hitos ó mojones 
después del deslinde, para que éste conste y pueda ratificarse en 
todo tiempo. 
La Administración debe entender en el deslinde y amojonamien-
to de los montes públicos y de las heredades de dominio particular 
que con ellos confinan; carreteras; caminos; canales; cañadas y de-
más servidumbres públicas, de hombres y ganados; minas, y tér-
minos divisorios de los pueblos. 
En este concepto los Alcaldes y Ayuntamientos, como adminis-
tradores que son de los pueblos, han de procurar la conservación 
de las fincas del común, y á este fin no debe ser tanta la protección 
y el respeto á la propiedad particular que permitan la intrusión 
ó usurpación de los dueños de terrenos inmediatos ó colindantes 
con los de propios ó comunes, 
A los Alcaldes corresponde deslindar los terrenos de la propie-
(1) E . O. de 16 de Ju l io de 1872; ó rdea do 4 de A b r i l de 1873; Es. Os. de 31 
de Marzo de 1877 y 31 de Enero de 1880. 
(2) R. O. de 13 de Jul io do 1880. 
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dad común y particular cuando es reciente y fácil de comprobar 
la usurpación de terreno; pero su jurisdicción no se extiende á 
•conocer de las usurpaciones antiguas y dudosas. 
En esta atención, si se trata de prohibir la continuación de un 
roturamiento, esto es, el aprovechamiento de terrenos que otras 
veces se han roturado, se entiende que, si el terreno fué usurpado 
al común, y la usurpación es antigua, esto es, de más de un año 
y un dia, el negocio no cabe dentro de una providencia adminis-
trativa bajo su aspecto civil, y es necesario que legalmente se re-
suelva la cuestión de pertenencia ó propiedad. 
Los Alcaldes deben también acotar y amojonar las vías públicas 
y sus obras accesorias y restituir al uso común los terrenos usur-
pados por los propietarios colindantes, ya sea la usurpación total 
ó parcial, ya se trate de carreteras generales, caminos vecinales, 
sendas, paseos públicos, etc. 
A la misma autoridad municipal está reservado el fijar los lí-
mites de los terrenos de propios ó comunes en la parte que con-
finen con los de los particulares, y no pueden consentir que verifi-
que el apeo el Juzgado. 
En vista de lo expuesto, los Alcaldes, para no perder su juris-
dicción y para que los hechos sean fáciles de comprobar, y por 
consiguiente, sencillo el acto de apeo, deslinde ó acotamiento, de-
ben interponer su autoridad en el momento que tienen conoci-
miento de que alguno ha tomado tierras del común de vecinos ó 
intenta establecer una servidumbre. 
Las providencias de los Ayuntamientos y Diputaciones en esta 
materia son reclamables por la vía contenciosa ante las Comisio-
nes provinciales y el Consejo de Estado (1), por cuanto proceden 
las cuestiones que con ese motivo se susciten de disposiciones pu-
ramente administrativas que, en casos dados, pueden lesionar de-
rechos privados preexistentes. 
3.°—Doctrina establecida por la jurisprudencia. 
Cuando la cuestión promovida entre un Ayuntamiento y un par-
ticular lo es meramente de límites de las pertenencias respectivas 
(1) L e y de 25 de Setiembre de 1863, a r t . 
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y no puede resolverse si no por medio de un deslinde, la verifica-
ción de él corresponde á la Administración (1). 
Corresponde á la autoridad del Alcalde verificar el deslinde de 
terrenos pertenecientes al común y á particulares cuando su con-
fusión es reciente y fácil de determinar (2). 
El deslinde que versa sobre dos propiedades particulares, aun-
que sean éstas montes, no corresponde á la Administración, sino 
á los Tribunales (3). 
Por lo relativo al deslinde de los términos municipales, cualquie-
ra que sea su aspecto, nunca puede ser la cuestión que á él se re-
fiera ventilada y resuelta ante la autoridad judicial (4). 
Las providencias dadas por un Alcalde para impedir la cons-
trucción clandestina de una choza en terreno del monte común 
deben reconocerse no sólo como actos de policía rural , propios de 
la autoridad municipal, sino también como actos de conservación 
de los bienes comunes, y sea cual fuere la fecha de la usurpación 
de un terreno de monte común, la cuestión posesoria se resuelve 
con el deslinde, que debe practicar la Administración (5). 
La legislación municipal no da á los Ayuntamientos facultades 
para deslindar las fincas de propios, y cuando no se trata de res-
tituir al común un terreno usurpado en fecha reciente y de fácil 
comprobación, que por lo mismo pudiera ser objeto de los actos 
de conservación comprendidos en el art. 74 de la ley de Ayunta-
mientos de 8 de Enero de 1845, es necesario para recobrar ef ter-
reno un apeo formal con presencia de documentos y citación de 
los interesados, que sólo corresponde ejecutar á la jurisdicción 
ordinaria; y en esta atención, cuando un Ayuntamiento no está en 
posesión legítima de una finca, al disponer de ella no puede esti-
marse como un acto de administración municipal ni de policía 
rural propio de la corporación, y procede contra él un interdicto 
posesorio (6). 
Contra el acuerdo de un Ayuntamiento restituyendo al tránsito 
(1) Sent. de 18 de Diciembre de 1850. 
(2) Sents. de 25 de Junio de 1851; 13 de Agosto de 1851 y S de Diciembre 
de 1852. 
(3) Sent. de 7 de Diciembre de 1853. 
(4) Sent. de 19 de A b r i l de 1854. 
(5) Sent. de 18 de Febrero de 1857. 
(6) Sent. de 3 de Marzo de 1853. 
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público un terreno usurpado en fecha reciente y de fácil compro-
bación, no procede acción criminal ni juicio sumarisimo, ni in-
terdicto, y sí únicamente los recursos al superior jerárquico en la 
línea gubernativa y las acciones civiles ordinarias (1). 
Los actos perturbadores de la propiedad privada, como alterar 
los mojones puestos por un apeo judicial, no están comprendidos 
en las atribuciones de policía rural de los Alcaldes; y en estos ca-
sos procede la vía de interdicto usada por el perjudicado ante los 
Jueces ordinarios. Pertenece á la Administración el deslinde de 
términos jurisdiccionales (2). 
El Juez del partido es el competente para conocer del deslinde 
y amojonamiento de los terrenos particulares sitos en su término, 
conforme lo dispuesto en la ley de Enjuiciamiento civil; y los 
bienes enajenados, como procedentes de la desamortización, pier-
den el carácter de comunales, y ya no está en la esfera de las atri-
buciones administrativas el entrar á decidir las cuestiones de des-
lindes que se susciten con los campos ó fincas colindantes (3). 
A la Administración corresponde la designación ó deslinde de 
la finca vendida cuando la misma es procedente de la desamorti-
zación, como incidente del remate; y aunque un perito agrónomo 
sea materialmente el que practique un deslinde, el verdadero juez 
de dicha operación no es él, sino el Gobernador, que le dió comi-
sión para ello, lo cual no ofrece inconveniente alguno en los des-
lindes gubernativos (4). 
A la autoridad administrativa corresponde el practicar el des-
linde de un monte confinante con otro del Estado, de propios, co-
munes ó establecimientos públicos, para dejar expedito el uso 
de una servidumbre á favor de la ganadería (5). 
Por regla general corresponde á la autoridad judicial el deslinde 
de las fincas de propiedad particular, y la excepción consignada 
en el R. D. de 1.° de Abr i l de 1846 sólo puede tener lugar cuando 
aparezca justificado que el terreno que trata de deslindarse confi-
na con un monte público (6). 
(1) Sent. de 28 de Diciembre de 1858. 
(2) Sent. de 13 de Agosto de 1859. 
(3) Eesol. de 7 de Noviembre de 1860. 
(4) Sent. de 25 de Enero de 1881. 
(3^  Resols. de 5 de A b r i l de 1862 y 25 de Febrero y 10 de Junio de 1864. 
(6) Resol, de 21 de A b r i l de 1864. 
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Es esencialmente administrativa la cuestión de deslinde de tér-
minos de pueblos ó de montes pertenecientes al común de veci-
nos, y la reserva hecha en el núm. 2.° del art. 84 de la ley de 25 
de Setiembre de 1863 de las demás cuestiones de derecho civil á 
los Tribunales, sólo puede referirse á las que sean independientes 
del deslinde y amojonamiento, como son las de propiedad que con 
motivo de estas operaciones suelen suscitarse (1). 
Cuando se trata exclusivamente de fijar la extensión ó cabida 
de las fincas enajenadas por el Estado, sólo á la Administración 
corresponde designar la cosa vendida, determinando sus verdade-
ros límites según los datos con que se procediese á su enajenación, 
ó bien decretando el oportuno deslinde, si fuese necesario (2). 
Por lo que al deslinde especial de montes públicos se refiere y 
á las cuestiones que de su ejecución surjan, nada tenemos que 
añadir aquí , porque puede consultarse la doctrina que hemos ex-
puesto en el capítulo Montes públicos. 
Por lo demás, podríamos citar un número extraordinario de 
sentencias y decisiones que con los deslindes tienen relación di-
recta; pero con las citadas nos parece más que suficiente para fijar 
la doctrina general que se ha venido estableciendo en la materia 
y que puede servir de regla para definir fácilmente cuándo podrá 
acudirse á la vía contenciosa para ventilar las cuestiones legales 
que los deslindes administrativos produzcan. 
4.°—Jurisprudencia de los cuatro últimos años. 
Bienes comunales: acuerdos administrativos.—Sólo á la Admi-
nistración corresponde apreciar la legalidad de un acuerdo tomado por 
una corporación administrativa con el objeto de amparar derechos co-
munales, cuya conservación y defensa le está encomendada, sin per-
juicio de las acciones y recursos legales de que puedan hacer uso los 
que se crean agraviados. {R. D. Sent. 1S Junio 1878. Gac. 8 Agosto id.) 
Deslinde de servidumbres pecuarias.—Con arreglo á lo dispuesto 
en los arts. 10 y 11 del reglamento de 3 de Marzo de 1877, y en los con-
cordantes del reglamento para el régimen de la Asociación de ganaderos, 
corresponde á la Administración deslindar los terrenos afectos á servi-
dumbres pecuarias, é impedir las intrusiones que en ellos se hagan y 
(1) Eesol. de 5 de Junio de 1864. 
(2) I lesol . de 15 de Junio de 1878. 
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conservar aquéllas contra las invasiones recientes; sin que las cuestiones 
de esta índole pierdan su carácter porque los agentes administrativos 
que en ellas entiendan cometan abusos, cuya existencia sólo podrá dar 
lugar á exigirles la responsabilidad en que hayan incurrido. [R. D. 30 
Diciembre 1878. Gac. 27 Enero 1879.) 
Deslinde de servidumbres pecuarias.—Es atribución de los Ayun-
tamientos practicar el deslinde de las servidumbres pecuarias y dejarlas 
expeditas, sin que los interdictos que contra las medidas que en la ma-
teria dentro de sus facultades adopten puedan limitar éstas, y áun cuan-
do los acuerdos al efecto dictados sean posteriores á la provisión de un 
auto restitutorio firme, sobre todo cuanto sea reciente la usurpación 
de la servidumbre ó de fácil comprobación, lo cual no obsta para que 
los que se crean lastimados en su derecho ejerciten sus acciones por me-
dio de demanda ante el Juez ó Tribunal competente. {R. D. 7 Julio 1879. 
Gac. I.0 Agosto id.) 
Deslinde de términos.—La revisión del acto administrativo de amojo-
nar los términos municipales es de la competencia de la Administración; 
pero cuando con motivo de esta operación se alteran los linderos de las 
propiedades particulares, á los Tribunales ordinarios corresponde el co-
nocimiento de las cuestiones á que esto dé lugar. {R. D. 8 Febrero 1880. 
Gac. 28 Mayo id.) 
Reivindicación de terrenos por los Ayuntamientos.—Deben esti-
marse adoptadas fuera del círculo de sus atribuciones las providencias 
de los Ayuntamientos relativas á la reivindicación de terrenos que se 
suponen usurpados por particulares cuando consta que la posesión dé 
éstos excede de año y día; y en su virtud, como perturbadoras del estado 
posesorio, son reclamables por la vía de interdicto judicial. (R. O. 7 Julio 
de 1880. Gac. 6 Octubre id.) 
Acuerdos de los Ayuntamientos que lesionan derechos civiles.— 
E l acuerdo de un Ayuntamiento decidiendo si los árboles que se encuen-
tran en la linde de una carretera y una heredad particular pertenecen á 
ésta ó á l a víapública, aunque versa sobre asunto de la exclusiva compe-
tencia de dicha Corporación por referirse al cuidado y conservación de la 
citada vía, puede lesionar un derecho civil del propietario del fundo men-
cionado, á quien la ley Municipal faculta en este caso para acudir á Juez 
ó Tribunal competente, cuyo Tribunal, por tratarse de un derecho de 
propiedad, no puede ser otro que el ordinario. {R. O. 16 Octubre 1880. 
Gac. 30 id.) 
Terrenos comunales: reivindicación administrativa.—Es de la 
competencia de la Administración resolver lo que corresponda acerca 
del estado posesorio de terrenos conceptuados de aprovechamiento co-
munal de los pueblos, cuando se trata de una usurpación reciente de 
aquéllos, sin que sea para ello obstáculo la sentencia recaída en la vía de 
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interdicto judicial, pues esta clase de sentencias no son ejecutorías para 
el efecto de impedir que puedan suscitarse contiendas de competencia, 
( ñ . i ) . 30 Diciembre 1880. Gac. 2 Abril 1881.) 
Reivindicación de terrenos por los Ayuntamientos.—Es incompe-
tente un Ayuntamiento para reivindicar, como perteneciente al común 
de vecinos, un terreno vendido por el Estado, y en su virtud á los Tribu-
nales ordinarios corresponde en la vía de interdicto conocer de los he-
chos perturbadores de la posesión en que esté el comprador, sin que 
obste para ello el acuerdo de la Corporación municipal, disponiendo el 
deslinde de la finca si ese acuerdo fué revocado por el superior jerárqui-
co. [R. D. 9 Mayo 1881. Gac. 24 id.) 
Deslinde de servidumbres pecuarias.—Encomendados por las dis-
posiciones vigentes los deslindes de servidumbres pecuarias á las au-
toridades municipales, las providencias que dictan para ejecutar esos 
deslindes en las propiedades particulares no pueden ser contrariadas por 
la vía de interdicto judicial, podiendo los interesados reclamar en vía 
gubernativa primero, y luego en la contencioso-administrativa conforme 
al reglamento de 3 de Marzo de 1877. {R. D. 9 Mayo 1881. Gac. 25 ¿d.) 
Atribuciones de las Diputaciones respecto á carreteras.—En-
comendado por la ley á las Diputaciones provinciales todo lo relativo 
al cuidado y conservación de los caminos de interés provincial, está den-
tro de sus atribuciones la adopción de medidas encaminadas á evitar los 
perjuicios que á esas vías puedan irrogar los particulares, sin que éstos 
puedan contrariar las providencias antedichas en la vía de interdicto ju-
dicial, que no debe contra ellas admitirse. [R. D. 20 Mayo 1881. Gac. 7 
Junio id.) 
Terrenos comunales: reivindicación administrativa.—Encomen-
dada por la ley á los Ayuntamientos la conservación de las vías 
públicas y la administración, cuidado y conservación de todas las fincas, 
bienes y derechos del Municipio, es indudable que los acuerdos adopta-
dos por aquellos cuerpos para devolver al patrimonio comunal los. terre-
nos usurpados por los propietarios colindantes, están tomados dentro 
del círculo de sus atribuciones, y en su virtud, que no debe darse curso 
por los Jueces y Tribunales ordinarios á los interdictos que tienen por 
fin contrariar esas providencias, ya que las leyes les prohiben admitir-
los en ese caso. {R. D. 20 Mayo 1881. Gac. 22 Junio id.) 
Deslindes de terrenos.—Miéntras los deslindes de terrenos comuna-
les sólo afectan al estado posesorio, las cuestiones que surgen son admi-
nistrativas; pero en el momento en que se promueve duda acerca de la 
propiedad, toca á los Tribunales ordinarios resolverlas si el particular 
agraviado ejercita ante ellos la acción real en el juicio correspondiente. 
(R. D. 15 Junio 1881. Gac. 16 Julio id.) 
Alteraciones en los términos municipales.—L&s resoluciones adop-
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tadas de plano sin la prévia instrucción del oportuno expediente admi-
nistrativo y sin prévia audiencia de los pueblos interesados para segregar 
unos terrenos comprendidos en su término jurisdiccional é incorporar-
los á otros, adolecen de un vicio de nulidad que las hace insostenibles. 
{R. D. 28 Junio 1881. Gac. 10 Julio id.) 
Deslindes de términos jurisdiccionales.—Los deslindes de térmi-
nos municipales consignados en documentos públicos son subsistentes y 
deben respetarse miéntras su alteración no se justifique con otros docu-
mentos posteriores de igual valor, ó por los medios legales que el dere-
cho reconoce, y al resultado de estas pruebas debe estarse cuando 
acerca de los amojonamientos hechos con arreglo á lo prevenido en el 
art. 3.° del decreto de 23 de Diciembre de 1870 que mandó practicarlos 
atendiendo sólo d la posesión de hecho, se promuevan reclamaciones, 
sin que sean admisibles datos sacados de amillaramientos de épocas re-
lativamente modernas, sobre todo cuando cada Municipio los aduce para 
acreditar su jurisdicción en los terrenos disputados. {R. D. Sent. S 
Agosto 1881. Gac. 8 Noviembre id.) 
Conservación de bienes y derechos por los Ayuntamientos.—Los 
Ayuntamientos tienen la obligación de mantener el estado posesorio 
de los bienes y derechos que durante largo tiempo vienen poseyendo los 
pueblos, así como la de dictar las medidas para el aprovechamiento de 
los terrenos comunales, entre las que no pueden ménos de estimarse 
las que tienen por objeto llevar á efecto el arrendamiento de los produc-
tos de esos terrenos. {R. D. 19 Setiembre 1881. Gac. 30 id.) 
CAPITULO XIV. 
USOS Y APROVECHAMIENTOS COMUNES. 
I.0 Doctr ina lega l .—2.° Doctrina contenida en l a jurisprudencia. 
3." Jurisprudencia. 
í.0—Doctrina legal. 
Sabido es que los bienes de los pueblos son de dos clases: unos 
comunes ó comunales y otros de propios. Reciben el primer nom-
bre los que han sido siempre fincas improductivas, tales como 
prados ó dehesas, que se aprovechan en común por los vecinos de 
uno ó más pueblos, ya libremente, ya con ciertas limitaciones se-
gún las ordenanzas, convenios, etc. Los bienes de propios son fin-
cas productivas y su aprovechamiento se lleva á cabo bajo distin-
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tas bases, arrendándose para cubrir con el precio de su arriendo 
las atenciones de los presupuestos municipales. 
Respecto á los bienes comunales, pueden presentarse dos cues-
tiones: una relativa al derecho de los Ayuntamientos sobre ellos y 
otra á la forma en que se ha de llevar á cabo su aprovechamiento 
por los vecinos. 
En cuanto á la primera cuestión, ó sea cuando se trata de de-
terminar el derecho que sobre estos bienes poseidos de largo tiem-
po tienen los pueblos, compete resolver á los Tribunales ordina-
rios. Oada pueblo es una sociedad, una persona jurídica cuya re-
presentación ostenta su corporación municipal; por lo tanto, á 
ésta corresponde sostener los derechos de la comunidad á bienes 
determinados, y á los Tribunales ordinarios compete luego fallar 
atribuyendo ó declarando estos derechos. 
Mas una vez que un pueblo sea dueño y esté en posesión de 
determinados bienes, á la Administración, representada por los 
Ayuntamientos y las Diputaciones provinciales, corresponde esta-
blecer el uso y distribución de los mismos, y evitar las usurpacio-
nes de posesión. 
De forma que la doctrina legal vigente sobre esta materia puede 
formularse asi: á la autoridad judicial corresponde la declaración 
del derecho y de la posesión en juicio plenario, y á la Adminis-
tración conservar el estado posesorio, corrigiendo las usurpacio-
nes ántes de que cuenten un año y un dia. 
La lógica de esta doctrina legal es evidente y no hay para qué 
presentar muchos y largos argumentos en su defensa. En cuanto 
á las disposiciones y artículo en que se establece citaremos los ar-
tículos 72 y 112 de la ley Municipal, las Rs. Os. de 8 de Marzo y 30 
de Noviembre de 1876; 8 de Marzo, 17 de Abri l y 18 de Julio de 1877 
y 30 de Abri l y 26 de Octubre de 1880; y los Rs. Ds. de 30 de 
Enero de 1871 y 1.° de Marzo de 1872. 
Resumiendo todo lo dicho, podemos afirmar que, miéntras la 
condición de los bienes no se ponga en tela de juicio ó el derecho 
al aprovechamiento se niegue, la Administración tiene competen-
cia para resolver cuantas cuestiones se originen en esta materia; 
pero como al decidirlas puede herir el interés ó el derecho de un 
tercero, se da contra sus procedimientos el recurso contencioso. 
En consecuencia, pues, compete á la Administración todo lo refe-
rente al modo de arreglar el disfrute de los aprovechamientos 
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comunes y conservar las servidumbres públicas, miéntras su ca-
rácter de tales es conocido; mas no puede alterar los derechos 
comunales, porque esto supone la aplicación de las leyes civiles, 
que sólo toca á los Tribunales ordinarios (1); por consiguiente, 
todas las cuestiones de hecho en esta materia serán del conoci-
miento de aquéllas, y las que versen sobre el derecho de éstos (2) 
cuando se trate de reclamaciones pa r í i cu ía re s relativas al apro-
vechamiento, porque en el caso de haber surgido entre Ayunta-
mientoSj aun la misma posesión será objeto de decisiones guber-
nativas y consiguientemente del juicio contencioso-administrativo, 
reservándose á los Tribunales ordinarios los litigios sobre la pro-
piedad (3), toda vez que con arreglo á lo dispuesto en la real 
orden de 17 de Mayo de 1838 á la Administración corresponde 
mantener el estado posesorio, sin que esto la autorice para opo-
ner obstáculos á la acción de los Tribunales ordinarios cuando 
se trate de la propiedad. En una palabra, las reclamaciones de 
los particulares contra las providencias administrativas relativas 
á la posesión del derecho al aprovechamiento pertenecen á la vía 
ordinaria judicial, al paso que cuando las diferencias surgen en-
tre Ayuntamientos con motivo de la comunidad de los aprovecha-
mientos y limitadas á la ¡posesión, la Administración, en la vía 
gubernativa y contenciosa, es la llamada á resolverla (4)^ 
2.°—Doctrina contenida en la jurisprudencia. 
Ante todo, y por lo que se refiere á la declaración de terrenos de 
aprovechamiento común, diremos lo siguiente: 
Teniendo un vecindario derechos de aprovechamiento común 
sobre un monte, lo tiene su Ayuntamiento (5) para pedir se le ex-
ceptúe de la venta; y, cuando se solicite que sean exceptuados de 
la venta los terrenos de aprovechamiento común, para declarar es-
ta excepción, debe atenderse (G) al carácter y destino de los bie-
(1) Dec. de 2 de Mayo de 1868. 
(2) Dec. de 20 de Agosto de 1868. 
(3) Dees, de 21 de A b r i l de 1848, 24 de Noviembre de 1862 y 26 de A b r i l 
de 1863. 
(4) Dec. de 24 de Marzo de 1866, y Sents. del T . S. de 18 de Mayo de 1869 
y 3 de Febrero de 1870. 
(5) Sent. del C. E . de 3a de Enero de 1868. Gac. de 15 de A b r i l de 1868. 
(6) Sent. del C. E . de 30 de Enero de 1868. Gao. de 15 de A b r i l de 1868-
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nes, en términos de que cuando no se justifica el libre y no inter-
rumpido aprovechamiento de unos terrenos por parte de los veci-
nos, no se les puede exceptuar (1) de la desamortización. 
Para declarar que unos terrenos son de aprovechamiento co-
mún, se necesita (2) los hayan disfrutado constantemente los 
vecinos libre y gratuitamente. 
De lo cual se deduce que el cultivo de una finca por personas 
determinadas que han utilizado exclusivamente porciones de la 
misma, excluye (3) la circunstancia de aprovechamiento libre y 
común por todos los vecinos del pueblo, y por tanto, tal finca no 
puede exceptuarse de la desamortización. 
En cuanto á las demás cuestiones que puedan suscitarse en es-
te punto debe tenerse en cuenta lo siguiente: 
La servidumbre de tránsito, constante ó periódica, es un dere-
cho real, sobre el cual, sus límites y su dirección sólo los Tribu-
nales de justicia pueden resolver (4). 
Las cuestiones de hecho en materia de aprovechamientos co-
munes competen á la Administración Í5), sin perjuicio de que los 
Tribunales entiendan del derecho al aprovechamiento en el juicio 
plenario de posesión, ó en el de propiedad. De modo que la pro-
videncia de un Alcalde que se dirija á conservar al vecindario en 
el uso de un aprovechamiento común, es administrativa (6). 
La declaración de ser una finca de aprovechamiento común no 
puede extenderse (7), más que á las fincas para que se ha reclama-
do tal declaración; pues aunque las autoridades administrativas 
pueden arreglar el disfrute de los aprovechamientos comunes y 
conservar las servidumbres públicas, cuando tengan notoria-
mente este carácter, no pueden (8) hacer alteraciones en los 
derechos establecidos á favor del común, porque en tal caso ven-
drían á resolver cuestiones de derecho que no están dentro de 
sus atribuciones. 
(1) Sent. del C. E . de 26 de Mayo de 1868. Gac. de 17 de Jul io de 1868. 
(2) Sent. del C. E . de 4 de Marzo de 1868. G m . de 23 de A b r i l de 1868. 
(3) Sent. del C. E . de 4 de Mayo de 1868. Gac. de 7 de Jul io de 1868. 
(4) Sent. del C. E . de 2 de Mayo de 1868. Gac. de 11 de Junio de 1868. 
(5) 0 . B . de 20 de Agosto de 1868. Gac. de 13 de Setiembre de 1868. 
(6) C. E . de 25 de Ju l io de 1868. Gac. de 18 de Agosto de 1868. 
(7) Sent. del C. E . de 5 de Febrero de 1868. Gac. de 25 de Febrero de 1868. 
^8) C. E. de 2 de Mayo de 1868. Gac. de 11 de Junio de 1868. 
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En lo relativo, ya á los bienes de aprovechamiento común, ya 
á las servidumbres públicas, las autoridades administrativas no 
pueden hacer más (1) que mantener el estado posesorio y repri-
mir las usurpaciones recientes y fáciles de comprobar: sobre la 
posesión y propiedad sólo los Tribunales ordinarios pueden re-
solver. 
Y aunque, según las leyes y disposiciones vigentes, corresponde 
á l a Administración la conservación y mejora de las fincas de co-
mún aprovechamiento, esto debe entenderse cuando la usurpación 
es reciente y de fácil comprobación, pero no cuando se trata de 
una posesión de más de 10 años (2). 
Las atribuciones que tiene la Administración para decretar el 
deslinde y amojonamiento de los terrenos de aprovechamiento co-
mún, no son extensivas (3) á los bienes de propios, en los cuales 
tienen los Ayuntamientos la consideración de personalidad j urídica. 
Los poseedores de fincas gravadas con aprovechamientos de 
pastos ó de cualquiera otra naturaleza, constituidos á favor de 
pueblos ó corporaciones cuyos bienes estén comprendidos en las 
leyes de desamortización, pueden solicitar (4) la redención de di-
chos aprovechamientos en los términos prescritos pára los censos, 
siempre que no se hayan declarado por el Gobierno ó se declaren, 
en virtud de petición hecha, de uso general y gratuito. 
No puede ser obstáculo al éxito de la demanda pidiendo se re-
conozca el derecho dé aprovechamiento común, el haber solicita-
do el Ayuntamiento reclamante que se le concediese dehesa boyal 
y que se le hubiese otorgado: primero, porque hallándose señala-
do en el R. D. de 3 de Agosto de 1868 el término preciso dentro 
del cual debe hacerse aquella pretensión, es indispensable verifi-
carlo áun cuando se solicite excepción en concepto de aprovecha-
miento común, por si ésta fuese denegada: segundo porque la de-
signación de la dehesa boyal corresponde á las facultades discre-
cionales de la Administración, que sólo la concede á una Munici-
palidad en el caso de que no la tenga exceptuada en virtud del 
art 2." de la ley, al paso que en ninguna resolución se previene 
(1) Sent. del C. E . de 4 de Mayo de 1868. Gae. de 29 de Junio de 1868.- Idem 
24 de Jul io de 1868. Gac. de 17 de Agosto de 1868. 
(2) C. E . de 30 de Enero de 1871. Gao. de 11 de Febrero de 1871. 
(3) C E . de 14 de Febrero dé 1869. Gac. de 19 de Febrero de 1869. 
(4) Sent. del T . S. de 3 de Marzo de 1871. Gae. de 13 de Mayo de 1871. 
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que la concesión de aquélla impida al Ayuntamiento reclamar la 
que le corresponde en derecho; y por último, porque respecto de 
la concesión de dehesa boyal, el Gobierno puede resolver lo que 
estime oportuno cuando quiera que llegue á persuadirse de que 
ya ha dejado de ser necesaria á los vecinos (1). 
Cuando una cuestión tiene por objeto determinar el estado pose-
sorio de un aprovechamiento común, corresponde conocer de ella 
á las autoridades y Tribunales administrativos (2) sin perjuicio de 
las acciones que quieran entablar en juicio de propiedad ante los 
Tribunales ordinarios los particulares agraviados. Debiendo tener-
se en cuenta que la declaración de que una finca es ó no de apro-
vechamiento común, sea cual fuere el nombre que se haya dado 
ó pretenda dar al derecho, es (3) una cuestión ordinaria de perte-
nencia que por su naturaleza está sujeta á la autoridad judicial. 
Las providencias que dicten los Ayuntamientos para la conser-
vación de los aprovechamientos comunes no pueden invalidarse 
por medio de interdictos (4) puesto que están dadas dentro del 
círculo de sus atribuciones. Un ejemplo de esto tendríamos en la 
providencia dada (5) para evitar el perjuicio que pudieran traer al 
caudal de una fuente pública las obras hechas por un particular. 
También podía citarse el caso en que un Ayuntamiento en uso de 
su perfecto derecho (6) manda talar unas plantaciones que inter-
rumpen el uso de una servidumbre comunal. 
Por lo que hace á las servidumbres, debemos repetir una vez 
más que la competencia de la Administración no alcanza á las 
cuestiones de derecho. De modo que si existe una servidumbre 
pública de paso á pié estando el Ayuntamiento encargado de con-
servarla, no puede (7) convertirla en servidumbre de vía para el 
paso de bestias de carga. 
Debe decidirse por las autoridades administrativas, así la exten-
sión y régimen de los aprovechamientos (8) como la duda de si 
(1) Sent. del T . S. de 10. de Enero de 1871. Gao. de 13 de Marzo de 1871. 
(2) Dec ís , de comp. de 30 de Diciembre de 1866. 
(3) Decís . de comp. de 9 de Junio de 1872. 
(4) Decís , de comp. de 29 de Noviembre de 1868. 
(5) Decís- de comp. de 23 de Febrero de 1868. 
(6) K . D . de 9 de A b r i l de 1869. 
(7) Decís , de comp. de 21 de Enero de 1869. 
(8) Dec ís , de comp. de 11 de Enero de 1867. 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 315 
alguno de los partícipes se ha excedido al usar el derecho que el 
repartimiento le dio. De estas providencias puede alzarse el perju-
dicado por la v ía gubernativa y la contenciosa en su caso (1). 
3.0—Jurisprudencia. 
Arbitrios municipales.—Según el art. 130 de la ley Municipal de 
4870, por regla general la imposición de arbitrios locales sólo puede re-
caer sobre obras ó servicios costeados con fondos municipales que se 
utilicen por personas ó clases determinadas y no los hayan adquirido á 
título oneroso: por consiguiente, si un Ayuntamiento no costea ni ha 
costeado las obras indispensables para el aprovechamiento de ciertas 
aguas, y éstas además se utilizan no sólo por algunos sino por todos los 
vecinos, no puede la Junta municipal imponer arbitrios sobre el uso de 
esas aguas á determinadas clases ó vecinos, (i?. JD. 49 Enero 1878. Ga-
ceta 24 Mayo id.) 
Redención de gravámenes.—Guando una real órden no denegó el de-
recho que un interesado alegaba áredimir el gravamen délos aprovecha-
mientos que cierto pueblo tenía sobre una dehesado propiedad de aquél, 
ni se hizo pronunciamiento alguno con carácter definitivo, sino que 
aquella disposición se limitó á mandar que se prosiguiera el expediente 
para averiguar si la referida dehesa podría ó no dedicarse, como pedía 
el Ayuntamiento, al pasto de los ganados de labor; y en tal concepto ex-
ceptuarla de la venta por el Estado, dicha real órden no puede dar fun-
damento á una demanda en vía contenciosa. [Resol. 41 ^$n7 4878. 
Crac. 14 id.) 
Servidumbres públicas: competencia.—Las facultades de los 
Ayuntamientos respecto á las servidumbres públicas están limitadas á 
la conservación de los derechos de los pueblos, y no pueden por tanto 
dichas Corporaciones extenderse á hacer la declaración de esos mismos 
derechos. 
Los Tribunales ordinarios son los únicos competentes para decidir las 
cuestiones que se susciten sobre existencia y legitimidad de derechos ci-
viles siempre que se ventilen en juicio ordinario promovido en virtud de 
la acción negatoria de servidumbre. (D^c. '19^l¿>rí74878. Gac. QMayo id.) 
Policía urbana.—El art. 84 de la ley Municipal de 4870, ó sea 89 déla 
de 2 de Octubre de 4877, se limita á consignar el principio de que con -
tra las providencias de los Ayuntamientos tomadas dentro del círculo de 
sus atribuciones no proceden los interdictos. 
Por consiguiente, cuando un Gobernador requiere de inhibición al 
Juzgado, no basta que aquella autoridad cite el mencionado artículo ni 
los de la misma ley que determinan los recursos que pueden entablar 
(1) Decís , de comp. de 11 de A b r i l de 1869. 
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los que se crean perjudicados por los acuerdos, sino que es indispensa-
ble que alegue los artículos ó disposiciones que demuestren que la pro-
videncia de que se trate estaba dentro de las facultades de la Corpora-
ción, y que por lo mismo no procede el interdicto contra ella. {Decre-
to 19 Abril 1878. Qac. 7 Mayo id.) 
Interdictos.—El auto restitutorio dictado en el interdicto incoado con-
tra el acuerdo de un Ayuntamiento no puede considerarse como sentencia 
definitiva que ponga término al litigio, para los efectos de entablar com-
petencia; puesto que después de sustanciado dicho interdicto queda ex-
pedita á las partes la acción para el juicio ordinario, y por lo tanto no 
puede estimarse fenecido el negocio , por más que haya quedado firme el 
referido auto restitutorio. 
Por otra parte todo cuanto tiene relación con la policía urbana y 
rural, ó sea el buen orden y vigilancia de los servicios municipales esta-
blecidos, cuidado de la vía pública en general y limpieza, higiene y sa-
lubridad del pueblo, es de la exclusiva competencia de los Ayuntamien-
tos; y por tanto contra las providencias administrativas que esas Corpo-
raciones adopten sobre tales ramos no pueden los Juzgados y Tribunales 
admitir interdictos de los que se crean por ellas perjudicados, pues lo 
prohibe terminantemente el art. 89 de la vigente ley Municipal. {Decre-
to 19 Abriims. Gac. 8 Mayo id.) 
Interdictos contra las providencias de los Alcaldes.—Solamente 
está prohibido á los Jueces y Tribunales admitir interdictos contra las 
providencias de los Ayuntamientos y Alcaldes cuando son dictadas dentro 
del círculo de las atribuciones propias de aquellas autoridades adminis-
trativas, en cuyo caso no se encuentra la dirigida á impedir ó suspen-
der el aprovechamiento de una finca enajenada por el Estado, en la for-
ma que el comprador que en quieta y pacífica posesión de ella se en-
cuentra estime conveniente, situación esta que nada altera la denuncia 
de exceso de cabida miéntras la venta no se declare nula. {R. Z). 11 Ju-
lio 1879. Gac. 4 Agosto id.) 
Aprovechamiento de pastos.—Existe una cuestión prévia cuya 
resolución á la Administración exclusivamente incumbe, cuando hecha 
una denuncia por aprovechamiento de pastos ajenos, los denunciados 
invocan en su favor la existencia de un derecho comunal al aprovecha-
miento y la representación del común acude pidiendo amparo en la 
posesión á la autoridad gubernativa. {Dec. 31 Agosto 1878, Gac. 18 
Setiembre id.) 
Comunidades de Ayuntamientos.—La facultad que el art, 80 de la 
vigente ley Municipal confiere á los Ayuntamientos para formar entre sí 
y con los inmediatos asociaciones y comunidades para los fines que ex-
presa dicho artículo y otros análogos, sólo puede tener legítima aplica-
ción cuando tales objetos sean de interés vecinal; pero no cuando se tra-
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te de los que interesan á una clase determinada, ( i?. D. Sent. 31 
Agosto 1878. Gac. 7 Diciembre id.) 
Servidumbres públicas.—Siendo de la exclusiva competencia de la 
autoridad municipal conservar y cuidar los bienes y derechos del Muni-
cipio, no pueden contrariarse por la vía de interdicto judicial las provi-
dencias que dicte para que se dejen expeditas las servidumbres públicas 
de tránsito. {R. D. 25 Marzo 1879. Gac. 20 Mayo id.) 
Servidumbres públicas: su conservación.—La facultad que los 
Ayuntamientos ejercitan para conservar las servidumbres públicas, no 
se extiende más que á lo que la consecución de ese objeto exige, y en su 
virtud, el art. 89 de la vigente ley Municipal no tiene aplicación cuando 
se modifican las condiciones de la servidumbre por el acuerdo, (ñ . O. 20 
Mayo 1879. Gac. 2 Junio id.) 
Ferro-carriles.—E\ procedimiento señalado por el R. D. de 14 de 
Junio de 1854 para las reclamaciones que se hagan por corporaciones ó 
particulares que se consideren agraviados con la interrupción por un 
ferro-carril de vías vecinales, rurales ó de servicio privado, carece de 
aplicación cuando no se ha instruido el expediente que aquella disposi-
ción prescribe, y por lo tanto, cabe utilizar la vía judicial de interdicto 
contra las perturbaciones posesorias que las obras ocasionen, si por otra 
parte no contraría aquel recurso una medida administrativa, (i?. D. 9 
Julio 1879. Gac. 2 Agosto id.) 
Servidumbres públicas.—El acuerdo tomado por un Ayuntamiento 
declarando innecesaria una servidumbre pública es de índole puramente 
administrativa, y estando su adopción dentro de las atribuciones conce-
didas á las Corporaciones municipales, no puede esa medida contra-
riarse por la vía de interdicto judicial; recurso que, esto no obstante, 
podía ser procedente contra los actos que un particular lleve á cabo al 
aprovechar en beneficio de sus intereses aquella declaración. {R. D. W 
Julio 1879. Gac. 5 Agosto id.) 
Pastos.—No es revisable en vía contenciosa la real orden que deses-
tima la petición de los labradores de un pueblo para que sin las forma-
lidades de subasta se les permita aprovechar los pastos de una dehesa, 
cuando en la gubernativa no aparece decidida la cuestión del derecho á 
ese aprovechamiento, porque dada esta circunstancia falta la base del 
juicio contencioso, ya que lo resuelto está dentro de las facultades que 
exclusivamente corresponden al Gobierno. {R. O. 25 Noviembre 1879. 
Gac. 20 Diciembre id.) 
Aprovechamientos en terrenos públicos.—Siendo los álveos ó 
cáuces dé los rios de dominio público en toda la extensión que ocupan 
las aguas en las mayores crecidas ordinarias, y concedido el aprovecha-
miento de los productos que en él se crían por la Administración, toca 
á ésta decidir si al útilizar la concesión ha habido extralimitacion puni-
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ble, sin que competa á los Tribunales entender en el asunto hasta que 
esa declaracion.se dicte. {R. D. 26 Noviembre 1879. Gac. 8 Diciembre 
idem.) 
Aprovechamiento de pastos.—Obra dentro de sus atribuciones un 
Ayuntamiento al acordar que el común de vecinos continúe en el uso 
del derecho, que se dice inmemorial, de que el ganado de los vecinos éntre 
á pastar en terrenos de propiedad particular una vez levantadas las cose-
chas, y por lo mismo no procede contra las providencias á ese fin enca-
minadas la vía judicial de interdicto. {R. D. 26 Noviembre 1879. Gac. 9 
Diciembre id.) 
Corta de árboles.—El hecho de mandar un Alcalde cortar tres 
chopos de un plantío municipal sin estar autorizado, pero sin aprove-
charse de ellos, verificándose la corta dentro del término en que ejerce 
aquél, y siendo los árboles de valor inferior al de 1.000 escudos, tiene 
todas las condiciones de una simple infracción reglamentaria, cuya cor-
rección toca á la Administración. [R. D. 26 Noviembre 1879. Gac. 14 Di-
ciembre id.) 
Cargas comunes: administración municipal.—Cualesquiera que 
sean las obligaciones en pasados tiempos contraidas mancomunada y 
solidariamente por los Concejos y hombres buenos de las villas y luga-
res, han venido á refundirse en las que pesan sobre los actuales Ayun-
tamientos, siempre que no haya casa ó finca especialmente afecta á la 
seguridad de las mismas, y por lo tanto, á esas Corporaciones ha de re-
clamarse su cumplimiento; pero áun en el caso de que fuera lícito hacer 
recaer esas obligaciones sobre un solo vecino, nunca podría exigirse la 
solvencia por la vía ejecutiva judicial, porque entendiéndose subrogado 
aquél en lugar del Concejo, debería gozar las garantías y privilegios que 
álos Ayuntamientos concede el art. 143 de la ley porque se rigen. {R. D. 6 
Enero 1880. Gac. 11 Abril id.) 
Aprovechamientos forestales.—Corresponde á la Administración 
resolver, como cuestión prévia, si al aprovechar la espadilla en la már-
gen de un rio se han excedido de la concesión los que realizan el apro-
vechamiento, porque siendo de dominio público el álveo y márgenes, 
salvo los derechos particulares legalmente constituidos sobre los mismos, 
y no pudiendo sino dentro de aquéllos criarse y vivir esa planta, á ella 
toca decidir si hubo ó no extralimitacion al llevar á cabo la corta, para 
que los Tribunales puedan luégo conocer del asunto, {R. D. 15 Ene-
ro 1880. Gac. 14 Abril id.) 
Vias públicas.—Los acuerdos y providencias que los Ayuntamientos 
dictan acerca del uso y destino de las calles y plazas de los pueblos, 
como adoptadas dentro de la competencia de aquellos cuerpos, no pue-
den ser contrariados en la vía judicial de interdicto, si bien el particular 
que con ellos se crea agraviado en sus derechos civiles puede recurrir ó 
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reclamar mediante demanda ante el Juez ó Tribunal competente. {Real 
decreto 9 Febrero 1880. Gac. 20 Abril id.) 
Vía pública.—Obra dentro del círculo de sus atribuciones el Ayun-
tamiento que concede á un particular el uso de un camino público, sin 
que contra las providencias que en tal sentido dicte pueda utilizarse la 
vía de interdicto judicial por quien pretenda ser propietario de dicho ca-
mino, sin perjuicio de que acuda en defensa de su derecho mediante 
demanda ante Juez ó Tribunal competente. {R. D. 10 Febrero Í%%Q. Ga* 
ceta 24 Marzo id.) 
Servidumbres pecuarias: reivindicación administrativa.—Aun-
que á la autoridad municipal compete el deslinde, conservación y resta-
blecimiento de las servidumbres pecuarias, esta facultad no es arbitra-
ria, porque no puede, al hacerlo, ocupar la propiedad particular, sino 
que ha de limitarse á reivindicar las usurpaciones recientes y de fácil 
comprobación, y por lo tanto, cuando la usurpación, caso de que exista, 
es antigua y difícil de comprobar la existencia de la servidumbre, las 
autoridades administrativas carecen de atribuciones para invadir con 
tales motivos la propiedad privada, pudiendo el dueño de éstas contra-
riar las providencias áese fin dirigidas por medio del interdicto judicial. 
{R. D. 29 Marzo 1880. Gac. 11 Abril 1881.) 
Interdictos; servidumbre privada, etc.—Es procedente la vía de 
interdicto judicial para los casos en que se trata del establecimiento 
de una servidumbre real privada, aunque haya sido autorizada por una 
providencia administrativa; pero no puede utilizarse en aquellos en que 
el perjuicio para cuya cesación se entabla el interdicto, es consecuencia 
inevitable de la ejecución de las medidas que la Administración dicta 
dentro de la esfera de su competencia. [R. D. 24 Junio 1880. Gac. I.0 
Setiembre id.) 
Atribuciones de los Alcaldes.—Encomendado por la vigente ley 
Municipal á los Ayuntamientos todo lo que se refiere á policía rural y al 
cuidado y conservación de la vía pública, es indudable que la providen-
cia dictada por un Alcalde para impedir que se lleve á efecto la apertura 
de una acequia por un camino público, versa sobre materia esencial-
mente administrativa y de las atribuciones de las Corporaciones muni-
cipales; y en su virtud, estando prohibida la admisión de interdictos 
contra providencias de esa índole, no debe admitirse el entablado contra 
la referida, sin que los abusos cometidos al ejecutarla den competencia 
á los Tribunales para conocer de ella. {R. D. 12 Julio 1880. Gac. 7 Oc-
tubre id.) 
Interdicto contra acuerdos administrativos.—-PárVamáo á los 
Ayuntamientos con exclusiva competencia todo lo que se refiere al em-
pedrado y á la conservación y arreglo de la vía pública, es indudable que 
los acuerdos de esas corporaciones dirigidos á tales objetos están adopta-
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dos dentro del círculo de sus atribuciones, y contra ellos no deben admi-
tirse por los Tribunales ordinarios interdictos. {E. D. 30 Diciembre 1880. 
Oac. 4 Abril 1881.) 
Barcas de paso: via de interdicto.—Las disposiciones que las auto-
ridades administrativas adoptan al conceder el establecimiento de barcas 
de paso, no pueden contrariarse por medio de la vía judicial, (iü. D. 29 
Marzo 1881.) 
Arbitrios.—Correspondiendo á la Administración declarar cuándo un 
arbitrio impuesto sobre aprovechamiento de pastos comunes excedió en 
cada año económico de la cuota que el Ayuntamiento podía fijar con 
arreglo al plan forestal, es evidente que esa declaración constituye una 
cuestión prévia que no debe tenerse por resuelta miéntras no decida aqué-
lla en términos concretos y precisos, ya en la esfera gubernativa, ya en 
la contenciosa, respecto á la legalidad del arbitrio. [R. D. W Mayo 1881. 
Gac. 17 Julio id.) 
Interdictos contra acuerdos de los Ayuntamientos.—Los Ayunta-
mientos obran dentro de la esfera de su competencia al conceder á un 
particular autorización para afectuar obras y trabajos en terreno comu-
nal, y contra sus providencias no pueden los Tribunales ordinarios ad-
mitir interdictos sin que las avenencias y transacciones particulares 
entre el concesionario y un tercero puedan afectar ni al derecho del 
Ayuntamiento, ni al ejercicio de la jurisdicción administrativa. [Real 
decreto 26 Junio 1881. Gac. 1S Julio id.) 
Interdictos contra providencias de las Juntas administrativas 
de los pueblos agregados.—Las providencias y acuerdos de las Juntas 
administrativas de los pueblos agregados á un término municipal, se 
hallan en el mismo caso que las de los Ayuntamientos para la aplica-
ción del art. 89 de la ley Municipal que prohibe á los Jueces y Tribunales 
admitir interdictos contra ellas. {R. D. 4 Noviembre 1881. Gac. 14 id.) 
Interdictos.—Es de la exclusiva competencia de los Ayuntamien-
tos arreglar para cada año el modo de división, aprovechamiento y dis-
frute de los bienes comunales del pueblo con sujeción á las reglas que 
la ley Municipal establece; por consiguiente, contra el acuerdo en que 
un Ayuntamiento resuelve que un terreno del común continúe, como 
siempre lo ha estado, aprovechándose por los vecinos y que éstos puedan 
hacer en él rozas, etc., no procede la admisión del interdicto de recobrar 
que interponga un vecino que alega estar en posesión del terreno sin jus-
tificar su propiedad sobre él, pues con tales interdictos se intenta dejar 
sin efecto acuerdos ó providencias administrativas dictadas dentro de 
las atribuciones que á la Corporación corresponden, lo cual está prohi-
bido por el art. 89 de la ley Municipal; sin perjuicio de que el interesado 
utilice los recursos que las leyes le conceden si cree lastimados sus de-
rechos. [R. D. 17 Diciembre 1881. Gac. 21 id.) 
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CAPÍTULO XV. 
MATERIAS VARIAS. 
I.0 Pre l iminar .—2.° Jurisprudencia. 
I.0—Preliminar. 
Hemos estudiado la materia contencioso-administrativa procu-
rando fijar primero los principios generales con arreglo á los que 
se establecen sus límites, y examinando luego en los distintos ra-
mos de la Administración pública, aguas, bienes nacionales, mi -
nas, etc., cuándo procede el recurso contencioso y de qué manera 
entran en esta fase de la jurisdicción administrativa, con arreglo 
á las disposiciones legales ampliamente desenvueltas por la juris-
prudencia. 
Mas la materia es tan vasta y abraza tan distintos extremos que 
es imposible examinarlos todos separadamente y en detalle, mu-
cho más cuando la legislación relativa á muchos de ellos es de-
ficiente, é incompleta y poco numerosa la jurisprudencia estable-
cida. 
Por estas razones y deseando hacer este libro lo más completo 
posible, hemos reunido toda la jurisprudencia de los cuatro últimos 
años relativa á materias distintas de las tratadas en los anteriores 
capítulos, y nos limitamos á presentarla á continuación clasificada 
según los ramos de la Administración á que se refiere, para que 
sea más fácil consultarla. 
2.°—Jurisprudencia. 
Administración municipal. 
Ayuntamientos: renuncia de fuero.—Cuando al contratar un 
Ayuntamiento pacta la renuncia de fuero, esto no implica ni puede i m -
plicar que renuncia al ejercicio de su autoridad y al cumplimiento de los 
deberes que en beneficio público la ley le impone, sino meramente que 
en las cuestiones litigiosas á que dé lugar el cumplimiento de lo contra-
tado se somete á los Tribunales ordinarios. [R. D. Sent. 2 Julio 1878. 
Gac. 27 Setiembre id.) 
Ferias y mercados.—Aunque en la legislación vigente nada se ex-
21 
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presa de un modo terminante respecto á la traslación de ferias y merca-
dos, corresponde, no obstante, acordarla á los Ayuntamientos, según se 
desprende de lo prescrito en el art. 72 de la vigente ley Municipal, si 
bien cuando el ejercicio de esa atribución puede inducir alteración en 
el orden público, la Administración general debe intervenir, para evitar 
á toda costa las lamentables consecuencias que pudiera ocasionar el 
cumplimiento de lo acordado. (i?eso¿. 8 Julio 1878. Gac. 18 id.) 
Repartos municipales: agravios en las cuotas.—Contra los acuer-
dos de las Diputaciones provinciales que recaen acerca de las reclama-
ciones de agravio en el señalamiento de cuotas en los repartimientos 
municipales, no procede la apelación gubernativa ante el Ministerio de 
la Gobernación, sino la vía contenciosa ante las respectivas Comisiones 
provinciales. {R. D. Sent. 30 Julio 1878. Gac. 7 Diciembre id.) 
Arbitrios municipales: casas de baños. — Los establecimientos 
balnearios adquiridos por título oneroso y que utilizan exclusivamente 
aguas de dominio privado, están exentos de todo arbitrio municipal, sin 
que obsten para ello las referencias que las reglas 4.a y 6.a del art. 137 
de la ley vigente de Ayuntamientos hacen á las casas de baños, pues 
éstas no pueden ser otras que las que aprovechan aguas públicas, á 
ménos de admitir contradicción entre aquellas disposiciones y las conte-
nidas en las reglas 1.a y 2.a, pár. 4.° del mismo artículo. {Resol. 15 Oc-
tubre 181S. Gac. 19 id.) 
Ayuntamientos: acuerdos no aprobados.—Aun cuando el artícu-
lo 175 de la ley Municipal vigente se limita á declarar ejecutivos los 
acuerdos de los Ayuntamientos cuando son aprobados por el Goberna-
dor, es de buen sentido comprender que cuando la providencia de dicha 
autoridad es revocatoria queden sin efecto tales acuerdos, al ménos 
miéntras el Gobierno resuelve definitivamente en caso de alzada por los 
Ayuntamientos, pues además de que así lo persuaden las facultades pri-
vativas de los Gobernadores, según las cuales tienen potestad para revi-
sar y revocar los acuerdos de aquellas Corporaciones como superioros je-
rárquicos de las mismas, según lo dispuesto en los arts. 9.° (núm. 7.°) de 
la ley Provincial, y 171 y 174 de la Municipal, sería extraño que quien 
tiene poder para revocar un acuerdo no lo tuviera para impedir su eje-
cución; y en su virtud, no cabiendo en buenos principios de administra-
ción mantener la validez y efectos de dichos acuerdos en lo que son mo-
dificados por los superiores jerárquicos sin caer en el absurdo de dar efi-
cacia á l o declarado insubsistente, no puede ménos de admitirse que los 
Gobernadores pueden impedir la ejecución de lo acordado, concediendo 
autorización para hacer lo que el acuerdo prohibe, ó dejar de hacer lo 
que manda. {Resol. 2 Diciembre 1878. Gac. 27 id.) 
Alcaldes: bandos de polici'a—Los bandos dictados por los Alcal-
des respecto al tránsito de las calles y plazas son indudablemente me-
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elidas de policía urbana, materia de la exclusiva competencia de los 
Ayuntamientos, y por lo mismo administrativa; debiendo en su virtud 
ventilarse en esta vía, ya gubernativa ó contenciosamente, las cuestio-
nes á que den lugar, tanto más cuanto que la vía contencioso-adminis-
írativa puede oportunamente intentarse en lo que atañe á la contra-
vención de los reglamentos sobre los ramos de construcción urbana, 
moral, policía de tránsito y otros enumerados en el pár. 14, art. 83, de 
laley de25 de Setiembre de 1863. {R. Z). 9 Julio Í819. Gac. 3 Agosto id.) 
Presos pobres.—Procede la revisión en vía contenciosa de la real 
órden que declara obligado á un Ayuntamiento al pago de estancias de 
presos pobres cuando las alegaciones de aquél se fundan en disposi-
ciones de carácter administrativo que supone le eximen de tal obli-
gación. (K. O. lo Noviembre 1879. Gac. 27 id.) 
Policía urbana.—No procede la revisión en vía contenciosa de la 
real órden que, apoyándose en la obligación que tienen los Ayunta-
mientos de procurar el cumplimiento de los servicios relativos á la po-
licía urbana, declara que una Municipalidad ha podido ordenar la de-
molición de una casa por hallarse ruinosa, negando el permiso para 
repararla, en el supuesto de que el edificio está fuera de la alineación 
aprobada y que la reparación pretendida tienda á consolidarlo, porque 
dada esta hipótesis de la que la real órden hace depender, la Junta, de 
acuerdo del Ayuntamiento, ha debido depurar administrativamente el 
extremo á q u e se refiere, y según su resultado, pediré no reforma ante 
el Gobernador de la provincia, utilizando en su caso contra la decisión 
de éste el recurso contencioso-administrativo de que trata el art. 83 de 
la ley de 25 de Setiembre de 1863. (K. O. 21 Febrero 1880. Gac. 28 
Marzo id.) 
Ferias y mercados.—No es revisable en la vía contenciosa la real 
órden que, fundada en razones de órden público, resuelve acerca de los 
dias en que deben celebrarse las férias de dos pueblos, dejando sin efec-
to el acuerdo del Ayuntamiento de uno de ellos, porque si bien á las 
Corporaciones municipales compete exclusivamente lo relativo á ferias 
y mercados, la índole de los motivos en que la real órden se funda, no 
permite apreciarlos en dicha vía, ni esa resolución por su naturaleza 
causa estado, pudiendo el Gobierno revocarla ó modificarla en vista de 
las circunstancias. (R. D. 13 Marzo 1880. Gac. 23 id.) 
Establecimientos peligrosos.—Los acuerdos dictados por los Ayun-
tamientos acerca de la instalación de fábricas y establecimientos peli-
grosos, son ejecutivos, como referentes á materia de la exclusiva compe-
tencia de aquellos cuerpos, y sólo procede recurrir contra ellos en la vía 
gubernativa ante el Gobernador de la provincia, cuya providencia no 
puede ser apelada al Gobierno, cabiendo sólo impugnarla en la vía con-
tenciosa ante las Comisiones provinciales con arreglo á lo dispuesto en 
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la ley Municipal y Provincial de 2 de Octubre de 1877 y en el art. 83 
de la de 25 de Setiembre de 1863. {R. D. 30 Marero 1880. Gac. 18 Ju-
nio id.) 
Acuerdos de las Juntas municipales.—Los acuerdos que las Juntas 
municipales dictan acerca de las reclamaciones suscitadas con motivo 
del señalamiento de cuotas en los repartos vecinales, quedan firmes 
en la vía gubernativa una vez aprobados por el superior jerárquico en 
la forma que la ley establece; y contra la resolución de éste no cabe 
el recurso administrativo, sino el contencioso-administrativo ante la 
Comisión provincial. [R. Ü. 10 Mar/0 1880. Gac. 13 Agosto id.) 
Policía, urbana.—La facultad concedida á los Ayuntamientos por el 
art. 72 de la vigente ley Municipal en lo referente á la apertura y ali-
neación de calles, plazas y toda clase de vías de comunicación, lleva 
consigo la de poder reformar los proyectos anteriormente acordados 
por la Corporación, contra cuyas resoluciones en esta materia no pro-
cede la alzada gubernativa, á ménos de alegarse infracción de ley al 
adoptarlas, sino el recurso contencioso-administrativo ante la Comisión 
provincial respectiva con arreglo á lo prescrito en el art. 83 de la ley 
de 25 de Setiembre de-1863. {R. O. I .0 Junio 1880. Gac. 20 id.) 
Deuda municipal.—La real orden que se limita á prevenir y reco-
mendar á un Ayuntamiento que procure arreglar su deuda en pro del 
buen crédito del Municipio, no esrevisable en vía contenciosa, porque no 
pone término al expediente gubernativo, ni puede lastimar los derechos 
de los acreedores interesados en el arreglo. {R. O. 25 Junio 1880. Ga-
ceta 18 Julio id.) 
Administración municipal: Juntas municipales.— Los actos y. 
acuerdos de las Juntas municipales son válidos y subsistentes aun 
cuando en la designación y nombramiento de los Vocales no se hayan 
observado las prescripciones legales, si contra tales efectos no se ha re-
currido en el tiempo y forma prevenidos. {R. D. Sení. 22 Julio 1880. 
Gac. 18 Febrero 1881.) 
Ayuntamientos: suministros por los de Navarra.—No rigiéndose 
el reintegro á los Ayuntamientos de los suministros hechos al Ejército 
por las leyes Provinciales ni Municipales, no están comprendidos los re-
cibos que acreditan aquellos anticipos entre los valores que los Ayunta-
mientos de Navarra administran bajo la dependencia de su Diputación» 
y en su virtud, ésta no puede alegar que lastime su derecho la real orden 
que la obliga á devolver á los Ayuntamientos dichos recibos. {R. O. 14 
Diciembre 1880. Gac. 23 Febrero 1881.) 
Policía urbana.—Obro, dentro de la esfera de su competencia el 
Ayuntamiento que acuerda la demolición de un edificio ruinoso, sin que 
contra esta providencia pueda recurrirse á los Tribunales ordinarios, 
sino en su caso á la Administración en las vías gubernativa y contencio-
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sa, conforme al art. 472 de la ley Municipal y al 83 de la de 25 de Setiem-
bre de 1863. (R. D. 21 Diciembre 1880. Gac. 11 Enero 1881.) 
Responsabilidad de los Ayuntamientos.—Los repartos hechos por 
los Ayuntamientos para contribuir á la ejecución de una obra pública, 
el derribo de murallas y el de edificios municipales, así como las cues-
tiones que se promuevan acerca de esos actos, ya respecto á su legali-
dad, ya acerca de los agravios individuales que puedan haber ocurrido 
en la exacción de cuotas, son de la competencia de la Administración en 
la vía gubernativa ó en la contenciosa, según los casos, y como de la 
forma en que ésta resuelva depende el fallo que en su dia puedan dictar 
los Tribunales, sólo cuando ajuicio de aquélla resulte algún hecho justi-
ciable, pueden ser perseguidos criminalmente los Alcaldes, Concejales 
y asociados que aparezcan responsables del mismo. {R. D. 20 Abril 1881. 
Gac. 14 Mayo id.) 
Ferro-carriles. 
L a real orden dictada por el Ministerio de Fomento declarando 
nulos los acuerdos tomados por la Junta general de accionistas de 
un ferro-carril, á causa de la falta de cumplimiento por la sociedad 
de algunas de las solemnidades externas que debieron preceder á la 
reunión, está apoyada en el ejercicio de las facultades de alta ins-
pección y tutela que las leyes conceden al Gobierno sobre esta clase de 
compañías; y como por consiguiente esa resolución no ofende ni lastima 
derecho alguno preexistente de la compañía de que se trata, no puede 
prosperar la demanda contencioso-administrativa que se interponga para 
impugnar dicha real orden. {Resol. 25 Febrero 1878. Gac. 3 Marzo.) 
Al autorizar una real orden la emisión de ciertas obligaciones privi-
legiadas por la compañía de un ferro-carril y aprobar el convenio cele-
brado por ésta con el constructor de las líneas, no pudo afectar los 
derechos de carácter puramente civil que contra la persona del cons-
tructor ó el crédito cedido resultasen constituidos legítimamente: por 
tanto, no existiendo agravio de derechos anteriores, no procede la vía 
contenciosa contra tal real orden. {Resol. 16 Marzo 1878. Gac. 23 id.) 
L a autorización concedida á la empresa de un ferro-carril para cerrar 
un terreno donde se ha de emplazar una estación, es una resolución 
administrativa cuyos efectos no pueden contrariarse por la vía de inter-
dicto judicial, sino en la forma que determinan el R.. 1). de 14 de Junio 
de 1854 y la ley de 25 de Setiembre de 1863, ó bien entablando el juicio 
ordinario correspondiente ante los Tribunales de justicia. {R. D. 30 DU 
ciembre 1878. Qac. 24 Enero 1879.) 
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No cabe impugnar en la vía contenciosa la real orden que declara 
que en las facultades del administrador judicial de una línea férrea 
se halla la de celebrar los contratos necesarios para proseguir su obra 
comenzada y no concluida, sin que esta declaración afecte á los dere-
chos que puedan emanar del convenio celebrado por un tercero con la 
compañía concesionaria por ser el único constructor, puesto que, caso 
de resultar lesión en aquéllos, no son los Tribunales administrativos, 
sino los ordinarios, los llamados á reconocerlos y ampararlos. {R. O. I . " 
Abril 1879. Gac. 1 id.) 
No procede la vía contenciosa contra las disposiciones administrativas 
que, conforme á lo establecido en la ley de concesión de un ferro-carril, 
declara incautado de él al Estado, y encarga de su administración y ex-
plotación á un Consejo, sin resolver ni prejuzgar nada acerca de los de-
rechos que puedan emanar de contratos celebrados por la compañía 
concesionaria con un tercero, ni acerca de las recíprocas obligaciones 
que entre ellos hayan hecho nacer. {R. O. Abril 4879. Gac. 22 id.) 
Obras públicas. 
Así la próroga de los plazos fijados para la construcción de obras pú-
blicas, como la autorización para emprender obras nuevas, son actos 
puramente discrecionales en el Gobierno, y por lo mismo no son sus* 
ceptibles de revisión en la vía contenciosa, porque falta la preexistencia 
de un derecho perfecto que tales actos hayan podido lastimar. {Resolu-
ción 8 Julio 1878. Gac. 16 id.) 
Las reales órdenes que autorizan la construcción de obras públicas, no 
son revisables en la vía contencioso-administrativa, porque al dictarlas 
usa la Administración del poder discrecional que le compete, teniendo 
en cuenta razones de conveniencia general, no pudiendo por lo mismo 
admitirse que lastimen derechos creados, y puesto que aquélla tiene la 
facultad de autorizar todas las obras que estime convenientes, mién-
tras leyes y disposiciones anteriores no coarten el ejercicio de esa atri-
bución; y como ni en la ley de ferro-carriles, ni en la general de obras 
públicas se establecen en favor de las empresas particulares derechos 
exclusivos para las concesiones que se les otorgan, carecen de acción 
para resistir la instalación de otras que podrán perjudicar intereses y 
defraudar esperanzas, pero que no lastiman derechos, requisito indis-
pensable para que la citada vía proceda. {R. O. 24 Febrero 1879. Ga-
ceta 12 Marzo.) 
No es revisable en la vía contencioso-administrativa la real orden que 
aprueba un proyecto de una obra pública, máxime si la aprobación no 
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tiene el carácter de definitiva, porque el Gobierno, al llevar á cabo ese, 
acto, obra en virtud de una facultad privativa que ejercita dentro de un 
orden de apreciaciones de carácter discrecional, sin que por lo mismo 
pueda contra la resolución incoarse la existencia de derechos ante-
riores que ella agravie. {R. O. 12 Marzo 1879. Gac. 17 id.) 
No procede admitir la demanda dirigida á impugnar la concesión de 
una obra, alegando para ello que la ejecución de aquélla causará perjui-
cios, cuando la misma Administración acude á ese inconveniente prescri-
biendo en la concesión modificaciones que lo eviten. {R. O. 28 Ju-
nio 1879. Gac. 6 Julio id.) 
La aprobación de los proyectos para una obra pública, así como la de 
las alteraciones y cambios que en ellos deban introducirse, es acto propio 
y exclusivo de la Administración activa, única llamada á entender sobre 
su conveniencia, sin que en ningún caso pueda ésta ser discutida ante la 
jurisdicción contenciosa, y por lo tanto, los derechos que en virtud de la 
contrata se trasfieren al contratista, no le autorizan para oponerse á las 
modificaciones que la Administración acuerde introducir en la obra, que-
dando á salvo el derecho de aquél para utilizar los recursos gubernativos 
y áun contenciosos de que se crea asistido respecto á la rescisión del con-
trato. {R, 0.22 Marzo 1880. Gac. 25 id.) 
No procede la vía contencioso-administrativa contra la real orden que 
declara que los fondos de una provincia están obligados á satisfacer al 
Estado el subsidio de la tercera parte del importe de las obras de carre-
teras ejecutadas por él, pero sin expresar de un modo definitivo la canti-
dad; porque pudiendo reclamarse en la vía gubernativa contra ésta, 
falta en este punto la resolución definitiva que había de servir de base al 
juicio. (R. O. 9 Julio 1880. Gac. 10 id.) 
Preexistencia de derecho. 
La aptitud para adquirir un derecho no puede servir de fundamento á 
una demanda contencioso-administrativa, porque en esta vía sólo cabe 
ventilar cuestiones relativas á derechos clara y expresamente consigna-
dos en disposiciones y reglamentos de la Administración. [R. O. 21 Oc-
tubre 1879. Gac. 24 id.) 
Para que proceda la revisión en la vía contenciosa de las resoluciones 
de la Administración activa, es indispensable que se alegue por el que 
la promueva la preexistencia á su favor de un derecho legítimamente 
constituido, que dichas resoluciones hayan podido lastimar: no concur-
riendo esa circunstancia, no puede admitirse la demanda. [Resol. 24 No-
viembre 1881. Gac. o Diciembre id.) 
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No procede la admisión de las demandas que no se funden en la pre-
existencia de un derecho perfecto á favor del demandante, que hayan 
podido lastimar las resoluciones administrativas reclamadas. 
La procedencia ó improcedencia, en concepto del actor, de los razo-
namientos en que se apoyó lo resuelto en la real orden reclamada, no 
altera los términos de la resolución, únicos que pueden en su caso mo-
tivar el juicio en vía contenciosa. {Resol. 4.° Diciembre 4881. Ga-
ceta % id.) 
A la jurisdicción contenciosa es á la que corresponde conocer de los re-
cursos que se entablan contra las providencias de la Administración que, 
causando estado, lastimen derechos adquiridos en virtud de disposiciones 
de la misma. 
Cuando se trata de dos obras públicas, como son un ferro-carril y una 
carretera comprendida en el plan de las de la provincia, la resolución de 
las cuestiones que acerca de tales obras se susciten entre los concesiona-
rios ó los subrogados en sus derechos, compete á la Administración, por-
que se ventilan derechos nacidos en virtud de disposiciones adoptadas 
por la misma dentro del círculo de sus atribuciones, cuyos derechos á 
ella sólo toca amparar y defender, así como también definirlos y aclarar 
la extensión de los mismos. {R. D. 10 Diciembre 1884. Gac. 27 id.) 
Quintas. 
No se opone á la jurisprudencia establecida, según la que no procede 
la revisión en vía contenciosa de las resoluciones ministeriales referen-
tes á la aplicación de las disposiciones sobre quintas, la admisión de la 
demanda entablada contra una real órden dictada á consecuencia de re-
glas y preceptos cuya ejecución inmediata corresponde al Gobierno, por-
que no se trata de una exención que deba alegarse y examinarse en pri-
mer término ante autoridades y corporaciones que entienden en la decla-
ración de soldados, sino que resuelve en el fondo del asunto, y en tal 
concepto, puede lastimar el derecho particular, por lo que y por ser final 
y definitiva es revisable en vía contenciosa. {R. O. 29 Abril 4880. Ga-
ceta 6 Mayo id.) 
L a reserva en favor del Gobierno de la facultad de resolver en 
única instancia las pretensiones de exención fundadas en la ley de 21 
de Julio de 1876 aplicable en las Provincias Vascongadas á los que du-
rante la última guerra civil sostuvieron con las armas en la mano los 
derechos de la nación, demuestra el propósito de no delegar esta atribu-
ción en las Corporaciones municipales y provinciales, distinguiendo es-
ta exención especial de las generales, y conservando por consiguiente 
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un carácter extraordinario, excepcional y transitorio, y en su virtud, no 
cabe impugnar en la vía contenciosa las resoluciones del Gobierno so-
bre aplicación de esa ley. {R. D. 30 Abril 4881. Gac. 7 Julio id.) 
Procede la vía contencioso-administrativa en las cuestiones relativas á 
la devolución de las cantidades satisfechas al Estado por precio de la 
redención para eximirse del servicio en el Ejército, puesto que no versan 
acerca del reclutamiento de éste ni la demanda embaraza la marcha de 
la Administración activa aumentando infundadamente los trámites de 
las reclamaciones particulares para eximirse de dicha carga, única causa 
que podría justificar su inadmisión. {R. O. i.0 Junio 1881. Gac. 21 id.) 
Resoluciones administrativas inhibitorias. 
Cuando la real orden expedida por un Ministerio, contra la cual se en-
tabla demanda, solamente contiene una mera inhibición por parte del 
Ministerio para conocer de la alzada interpuesta, como las resoluciones 
de esta clase no pueden lastimar los derechos de los particulares, que de-
jan siempre á salvo, no procede la vía contenciosa ante el Consejo de Es-
tado contra esas reales órdenes. (Resol. 25 Febrero 1878. Gac. 2 Mar-
zo id.) 
Cuando la real orden contra la cual se dirige una demanda contiene 
una verdadera inhibitoria por parte del Ministerio para conocer en la 
cuestión objeto del recurso de alzada, no siendo declaratoria de derechos, 
como no lo es, no pudo ofender el que el demandante supone lastimado; 
y por tanto, no há lugar á que dicha orden sea revisada en vía conten-
ciosa. [Resol. 11 Abril 1878. Gac. 27 id.) 
No es revisable en vía contenciosa la real orden que, al dejar sin efec-
to una providencia administrativa, remite á los particulares interesa-
dos á los Tribunales correspondientes, puesto que no decidiendo acerca 
de los derechos alegados no pudo agraviarlos, y constituyendo una ver-
dadera inhibición por parte del Ministerio que la dictó, no puede dar 
motivo ni fundamento al juicio contencioso-administrativo. [R. O. 21 
Abril 1880. Gac. 9 Mayo id.) 
Varios. 
Beneficencia particular: facultades del Gobierno.—Según las dis-
posiciones vigentes, el protectorado del Gobierno, respecto á las ins-
tituciones particulares de Beneficencia, debe limitarse á residenciar á 
los patronos fundacionales y á la inspección de sus actos, para que la 
voluntad del fundador se cumpla en todo lo que interese á colectivida-
des indeterminadas; y como para decidir si se cumple ó no lo dispuesto 
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en la fundación, es indispensable fijar la inteligencia de sus cláusulas, 
no puede negarse al Gobierno la facultad de exigir que se cumplan en el 
modo y forma que conceptúe deben entenderse; pero sin que las reso-
luciones que acerca de esto dicte la Administración tengan otro efecto 
que el de que se cumpla la fundación del modo que lo determine, mién-
tras otra cosa no se decida por los Tribunales de justicia, á los cuales 
exclusivamente corresponde resolver en definitiva acerca de los dere-
chos de los interesados, y de las dudas que se susciten sobre la inteli-
gencia de la voluntad del fundador. {R, D. 9 Enero 1881. Gac. 19 
Abril id.) 
Cementerios.—No puede ser revisada en la vía contenciosa la real 
órden que, fundada en razones de salubridad é higiene pública, contie-
ne una disposición general, ni tampoco la que deniega la excepción de 
aquélla, porque ningún derecho lastima el Gobierno al no conceder lo 
que tiene potestad para negar. [R. O. 11 Enero 1879. Gac. 17 id.) 
Compensaciones de créditos.—No procede la revisión en vía con-
tenciosa de una real órden relativa á la compensación dedos créditos 
que proceden de descubiertos en el impuesto de consumos, por referirse 
á materia ajena al conocimiento de la jurisprudencia contencioso-admi-
nistrativa. (R. O. I.0 Julio 1881. Qac. 13 id.) 
Daños y perjuicios: su abono por el Estado.—Cuando se reclama 
indemnización de perjuicios contra el Estado, y no se prueba su existen-
cia, no hay términos hábiles para que sean abonados. {R. Z>. 16 Agos-
to 1880. Gac. 10 Noviembre id.) 
Diputaciones provinciales: elecciones.—Con arreglo á lo estable-
cido en el art. 30 de la ley Provincial de 1870, y á lo dispuesto en el 
decreto de 20 de Enero de 1875, correspondía á las Comisiones provincia-
les entender en las demandas contra las resoluciones de las Diputaciones 
provinciales relativas á las elecciones de sus individuos, debiendo prece-
der á su admisión el acuerdo del Gobernador consintiendo en ella, 
conforme á la ley de 25 de Setiembre de 1863, trámite cuya omisión 
anula todo lo actuado desde el auto mandando tenerlas por presentadas; 
y en su virtud, la demanda presentada después de dicho decreto ántes de 
la publicación de la ley de 2 de Octubre de 1877 que encomendó á las 
Audiencias el conocimiento de esas cuestiones debieron seguir la trami-
tación mencionada, y de no haberse hecho así, fué nulo el procedimien-
to, que debe retrotraerse para su seguimiento á la época en que fueran 
incoadas. [R. D. 31 Agosto 1878. Gac. 28 Febrero 1879.) 
Eclesiásticas: materias — L a inteligencia ó aclaración de las re-
soluciones del Gobierno dictadas para ejecutar el Concordato ó el Conve-
nio adicional al mismo, no puede servir de base á la vía contenciosa, pues 
cuando ofrezcan duda podrán ser corregidas por medio del acuerdo entre 
ambas potestades. (Resol. 27 Julio 1878. Gac. 3 Agosto.) 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 331 
Marcas industriales.—La real orden que declara caducada una 
marca industrial, cuya explotación se solicita por una sociedad que pre-
tende ser reputada como continuación de la que con el mismo nombre 
que ella usaba dicha marca, puede lastimar el derecho de los solicitantes, 
( i? . O. 6 Agosto 1879. Gac. 10 Agosto id.) 
Participes legos en diezmos.—Guando un establecimiento público 
sostenido por el Estado pretende indemnización como participe lego en 
diezmos y el Gobierno desestima su pretensión, los fundamentos de la 
resolución por que se aprecia el carácter con que el establecimiento re-
clama, ni modifican la esencia del asunto, ni ménos pueden alterar la 
competencia de los Tribunales llamados por la ley á conocer en primera 
instancia de él; y por lo mismo corresponde conocer de la reclamación 
a que la resolución-del Gobierno dé lugar á la Comisión provincial res-
pectiva. {R. O. 49 Octubre 1880.) 
Premios.—Según repetidamente se ha declarado, sólo son revisables 
en la vía contenciosa las resoluciones de la Administración que, refi-
riéndose á casos concretos, puedan ofender los derechos de que los ad-
ministrados se crean asistidos; pero no lo son las que se refieran á dis-
posiciones de carácter general. {Resol. 27 Mayo 1878. Gae. 6 Junio id.) 
Sociedades mercantiles.—Los acuerdos que la Administración 
adopta en virtud del derecho de inspección y tutela que le reconoce la 
ley de 28 de Enero de 1848 sobre las sociedades mercantiles, no son sus-
ceptibles de revisión en vía contenciosa, porque al dictarlas ejercita fa-
cultades de gobierno por motivo de interés público que sólo á ella es 
dado apreciar, y por lo tanto, no puede impugnarse en dicha vía la real 
orden que al declarar la validez del acta de la sesión de una junta gene-
ral de accionistas, no resuelve ni prejuzga las cuestiones sobre las que 
hayan recaído los acuerdos, ni impide que se acuda á los Tribunales 
ordinarios por los interesados para obtener la nulidad de aquéllos, limi-
tándose á establecer un orden de cosas interino, bajo el punto de vista 
del interés, por el que está llamado á velar el Gobierno, (i?. O. 25 Mar-
zo 1879. Gac. 29 id.) 
Tranvías.—Las resoluciones de la Administración activa concedien-
do ó negando su aprobación á las concesiones de tranvías hechas por 
autoridades que dependen de la misma, son actos puramente discrecio-
nales dictados por motivos de conveniencia pública que sólo la Adminis-
tración puede apreciar, y por lo tanto no cabe impugnar en la vía con-
tenciosa la real órden que niega su aprobación á la concesión de un 
tranvía hecha por un Gobernador de provincia, porque aun en el supues-
to de que se ajuste á las condiciones legales, su validez depende dé la 
aprobación superior, requisito indispensable para que exista el derecho 
que en su caso puede considerar lesionado el que obtuvo la referida 
concesión. (R. O. 16 Julio 1879. Gac. 19 id.) 

TITULO V. 
Or^anixaeioti y competencia de los Tribunales 
contencioso-adininistoativos. 
CAPÍTULO PRIMERO. Historia y organización de los Tribunales con-
tenciosos.—CAP. II. Organización actual y competencia, del Conse-
jo de Estado.—GAP. III. Organización y competencia de las Comi-
siones provinciales.—GAP. IV. Organización y competencia de los 
Tribunales de Ultramar. 
CAPITULO PEIMEKO. 
HISTORIA Y ORGANIZACION DE LOS TRIBUNALES CONTENCIOSOS. 
1.° Reseña his tóiñca.—2.° Leg i s lac ión . 
I.0—Reseña, histórica. 
Si hubiéramos de tomar desde su origen más antiguó la histo-
ria de los cuerpos que en la actualidad ejercen la facultad de re-
solver ó de proponer la resolución de los litigios contencioso-
administrativos, nos engolfaríamos en investigaciones y juicios que 
absorberían grande espacio, para dilucidar si es ó no cierto que 
se remonta hasta la época en que la constitución feudal comienza 
á perder terreno, merced á la consolidación y vigor de las atribu-
ciones reales; si en efecto descienden, por sucesión no interrum-
pida, de aquellos Concejos, autoridades y juntas que como suce-
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sivos diques opuestos al poder señorial vemos surgir lenta aunque 
incesantemente para defender las facultades del Rey ó el derecho 
del Estado llano; pero como no se extiende á tanto el intento de este 
libro, bástanos decir que en la acepción estricta de la frase no se 
conocieron en España los Tribunales citados hasta la época en que 
se realizó la revolución económico-administrativa determinada 
por el vasto conjunto de leyes y disposiciones para su ejecución 
dictadas en 1845. Cierto que ántes, á principios de este siglo y en 
la Constitución aprobada en Bayona por los Notables, se estable-
cía el Consejo de Estado, entre cuyas atribuciones figuraban la 
decisión de las competencias de jurisdicción surgidas entre fun-
cionarios de los órdenes administrativo y judicial; el ejercicio de 
la jurisdicción contencioso-administraüva; y el conocimiento de 
los asuntos relativos á la prévia autorización para procesar á los 
funcionarios de la Administración. Mas ni esa Constitución fué 
otra cosa que un proyecto elaborado por quienes no tenían inves-
tidura pública para representar la nación, ni los que la disfruta-
ron y ejercieron en las memorables Cortes de 1812 se acordaron 
de instituir cuerpos encargados de conocer de los litigios admi-
nistrativos. 
Las Córtes de 1837 nombraron una Comisión para ese fin, la 
cual emitió dictamen, ó mejor dicho, propuso lo que creyó con-
veniente en 1838 (1), sin que se resolviera nada en el asunto, has-
ta que en 2 de Abr i l de 1845 se publicó la ley dictada para orga-
nizar y definir las atribuciones de los Consejos provinciales, ya 
como cuerpos consultivos, ya también como Tribunales conten-
cioso-administrativos de primera instancia; ley cuyos preceptos 
desarrolló el reglamento de 1.° de Octubre del citado año. 
Extraño era que, instituidos esos Tribunales para conocer de las 
cuestiones litigiosas ocasionadas por las providencias de las au-
toridades administrativas de las provincias, no existiera también 
un cuerpo llamado á resolver en las promovidas por las resolu-
ciones de los centros superiores de la Administración; y este vacío 
vino á llenarlo la ley de 6 de Julio del mismo año, sobre organiza-
ción y atribuciones del Consejo Real, entre cuyas reglas una es-
tableció que en el Consejo hubiera una Sección encargada de ins-
truir los expedientes y de preparar las resoluciones en los asuntos 
( l ) Silvela, Estudios prácticos de Administración. 
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contenciosos, publicándose año y medio más tarde el reglamento 
de 30 de Diciembre de 1846, con sujeción al cual había de pro-
ceder . 
Las agitaciones, disturbios y movimientos políticos, que después 
han tenido lugar, han influido poderosamente en la organización 
y atribuciones y áun en la misma existencia de los mencionados 
cuerpos. 
La revolución de 1854 suprimió el Consejo Real y los Consejos 
provinciales, encomendando á las Diputaciones la decisión de los 
negocios contencioso-administrativos de que conocían los últimos, 
y á un Tribunal especial la jurisdicción de esa especie que el pr i -
mero había ejercido, debiendo sujetarse el procedimiento á las 
mismas prescripciones que lo regulaban en los cuerpos suprimi-
dos (1). 
Los sucesos de 1856, al destruir mucho de lo que la revolución 
hiciera en punto á la organización administrativa,, trajeron con-
sigo el restablecimiento de los cuerpos que ejercieron anterior-
mente la jurisdicción de que se trata. 
Alguna modificación se introdujo poco después en la organiza-
ción del Consejo Real, que en vez de este nombre tomó el de Con-
sejo de Estado; pero en nada afectaron las reformas al ejercicio 
de la jurisdicción ni al procedimiento en lo contencioso (2). 
Reputada insuficiente la legislación en lo tocante al alto cuerpo 
citado, dictóse la ley de 17 de Agosto de 1860, en la que más que 
reformar lo establecido se procuró compilarlo. 
Acaecida la revolución de 1868, el decreto de 13 de Octubre 
de ese año declaró suprimida la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa atribuida al Consejo de Estado y á los provinciales, 
siendo éstos extinguidos. Las facultades jurisdiccionales conten-
cioso-administrativas del primero se encomendaron al Supremo 
Tribunal de Justicia, y las de los últimos á las Audiencias con 
ciertas modificaciones en cuanto á la forma del enjuiciamiento (3). 
La restauración de la monarquía determinó, como era natural, 
importantes reformas en las instituciones, y una de ellas fué la 
derogación de las disposiciones adoptadas en el periodo revolucio-
nario respecto á lo contencioso-administrativo y á los Tribunales 
(1) Rs. Ds. de7 de Agosto de 1854. 
(2) R . D . de 14 de Jul io de 1858. 
(3) Decretos de 16 de Octubre y 23 de Noviembre de 1868. 
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que de ello entendían, derogación llevada á cabo de la manera 
más terminante por el decreto del Ministerio-Regencia fecha 20 
de Enero de 1875, conforme al cual quedó reintegrado en sus atri-
buciones el Consejo de Estado y se encomendaron á las Comisio-
nes provinciales las que ántes.habían tenido los Consejos provin-
ciales como Tribunales de lo contencioso de la Administración. 
2.°—Legislación. 
Posteriormente se dictaron las disposiciones siguientes acerca 
de la materia: 
Orden de 24 de Enero de 1875, disponiendo que en los pleitos 
contencioso-administrativos representen á la Administración gene-
ral del Estado en las capitales de provincia en que haya Audien-
cia, un Abogado fiscal, y en las demás el Promotor fiscal que 
designe el Ministerio de Gracia y Justicia: á las provincias un 
Diputado provincial elegido por la Diputación ó el Letrado á 
quien ésta otorgue poder para ello: y finalmente á los Ayunta-
mientos el Letrado que nombren. 
Decreto de 26 de Enero de 1875, según el que formarán parte 
de la Sala de lo. contencioso del Consejo de Estado, además de los 
cinco Consejeros de la Sección, uno por cada sección restante, y 
dos más por la que entienda especialmente en los, asuntos del 
Ministerio á que corresponda la reclamación, no pudiendo haber 
acuerdo sino se reúnen al ménos once Consejeros. 
Decreto de 11 de Febrero de 1875. Ar t . 6.° Se oirá préviamen-
te al Ministerio fiscal en las demandas incoadas ántes del decre-
to de 20 de Enero cuando aún regían para estos recursos el art. 82 
de la ley orgánica del Poder judicial y el decreto de 26 de Noviem-
bre de 1868.—7.° Se observará lo mismo en las presentadas des-
pués, y en las que en lo sucesivo se presenten.—8.° Cuando la Sec-
ción de lo contencioso considere improcedente la admisión de la 
demanda, celebrará vista pública ántes de formular la consulta, 
debiendo concurrir á ese acto el Fiscal ó uno de los Tenientes fis-
cales. 
Decreto de 29 de Diciembre de 1875 sobre nombramiento de 
Consejeros, condiciones para obtenerlo, etc. 
Ley de 30 de Diciembre de 1876: en los arts. I.0 y 2.° decla-
ra leyes del reino los decretos de 20, 24 y 26 de Enero de 1875, y 
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los efectos á que se extienden. En el 3.° da carácter de ley al decre-
to de 29 de Diciembre de 1875, sobre nombramiento de Consejeros. 
El art. 4.° dispone que la Sala de lo contencioso, compuesta de 
trece Consejeros según el decreto de 26 de Enero de 1875, se forma-
rá de manera que siempre concurran á ella, haciendo parte de la 
Sección de lo contencioso, cinco Consejeros letrados. Si por enfer-
medad, recusación ó ausencia faltara alguno de los ordinariamente 
adscritos á la Sección, será sustituido con otro de la de Gracia y 
Justicia, del modo que determina el art. 207 del reglamento de 
30 de Diciembre de 1846, y cuando llegase el caso, por tales moti-
vos, de quedar la Sala reducida á once Consejeros, conforme al ci-
tado decreto, se cuidará de que al retirarse para ello el más mo-
derno de entre los de las demás Secciones, nunca, sea propietario 
ó suplente, lo verifiquen el de la Sección de lo contencioso, ó al-
guno de los dos que necesariamente han de concurrir por la que 
entienda de los asuntos peculiares al Ministerio de donde proceda 
la resolución origen del pleito ó demanda. E l art. 5.° autoriza al 
Gobierno para que, oido el Consejo, pueda modificar el procedi-
miento contencioso-administrativo conforme al art. 73 de la ley 
de 17 de Agosto de 1860. 
CAPÍTULO I I . 
ORGANIZACION ACTUAL Y COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO. 
1.° Consejo de Estado.—2." Individuos que componen el Consejo de Estado.— 
3.° C o m p e t e n c i a . — 4 . ° Asuntos de Hacienda. 
I.0—Consejo de Estado. 
Resulta, por lo expuesto ántes, que en la actualidad la organiza-
ción del Consejo de Estado se ajusta á lo establecido en la mencio-
nada, ley de 17 de Agosto de 1860 con las modificaciones en ella 
introducidas por las disposiciones posteriormente dictadas y que 
hemos citado en lo que afecta á la parte más importante. 
2.°—Individuos que componen el Consejo de Estado. 
Forman el Consejo los Ministros de la Corona, un Presidente y 
treinta y dos Consejeros nombrados por el Rey, á propuesta del 
Consejo de Ministros, de entre los que tengan las condiciones es-
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tablecidas en la ley orgánica; art. 6.° del decreto de 1.° de Julio 
de 1874; y ley de 30 de Diciembre de 1876. 
Para el conocimiento de los asuntos de su competencia, ó bien 
se reúne en pleno, ó ya en Secciones, á saber: de Estado y Gracia 
y Justicia, de Guerra y Marina, de Hacienda, de Gobernación y 
Fomento, de Ultramar y de lo Contencioso. Toca al Gobierno, 
oyendo al Presidente, designar al principio de cada año el número 
de Consejeros de cada Sección y los que han de formarla. 
Para el despacho de lo contencioso-administrativo el Consejo 
conoce en pleno, ó en la Sección correspondiente, compuesta de 
cinco Consejeros. 
Reúnese, como Sala contencioso-administrativa, el Consejo ple-
no para consultar la resolución final en los asuntos de esa clase 
sobre los que haya informado también en pleno, ó la de aquellos 
en los que se haya hecho uso del recurso de revisión, no pudien-
do acordar sin que por lo ménos asistan diez y siete Consejeros. 
Én los demás casos constituyen la Sala de lo contencioso: 1.° Los 
cinco Consejeros de la Sección: 2.° Uno de las Secciones restan-
tes; y 3.° Dos por aquella á que pertenezca el ramo administrativo 
á que corresponda el asunto, ejerciendo la presidencia el que ten-
ga la de la Sección, ó el más antiguo de los de las otras que asis-
tan, y cuando la antigüedad sea igual el de mayor edad; y final-
mente, si no hay Presidentes de Sección, el Consejero á quien to-
que, salvo el caso de que asistan Ministros de la Corona, porque 
entonces será Presidente, en defecto del titular, el Ministro á quien 
corresponda esta función por el órden de Ministerios. 
Para representar y hacer valer las acciones y derechos del Es-
tado hay un Fiscal de lo contencioso y cuatro Tenientes Fiscales. 
Para el despacho, un Secretario de la Sala y Sección, que lo se-
rá el Secretario general del Consejo. 
Todos éstos funcionarios deberán ser nombrados de entre los 
que reúnan las condiciones requeridas, y en la forma prescrita, y 
lo mismo los Oficiales y aspirantes. 
Los ujieres que prestan servicio en la Sección y Sala de lo 
contencioso son cuatro, cuyo nombramiento, que ántes pertenecía 
al Ministro de la Gobernación, hace ahora el Presidente del Con-
sejo y ha de ser confirmado por el del Consejo de Ministros (1). 
(1) Ley de 17 de Agosto de 1860, a r t . 30: E . O. de 19 de Febrero de 1875. 
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3.°—Competencia. 
El Consejo de Estado, en lo que hace relación á los asuntos con-
tenciosos de la Administración, debe ser oido en pleno: 
Sobre la competencia positiva ó negativa de jurisdicción y atri-
buciones ént re las autoridades judiciales y administrativas y sobre 
los conflictos que se susciten entre los Ministerios, autoridades y 
agentes de la Administración. 
Sobre los recursos de abuso de poder ó de incompetencia que 
eleven al Gobierno las autoridades del orden judicial contra las 
resoluciones administrativas. 
Sobre la autorización para encausar á las autoridades y funcio-
narios administrativos en los casos determinados por las leyes. 
Como no se han dictado las que deben precisar los casos que exi-
gen autorización (1), esta facultad del Consejo carece por ahora 
de aplicación. 
En Sala de lo contencioso será oido el Consejo, en única instan-
cia, sobre la resolución fiscal de los asuntos de la Administración 
central cuando pasen á ser contenciosos y señaladamente en los 
siguientes: 
Respecto al cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos de los 
remates y contratos celebrados directamente por el Gobierno ó 
por las Direcciones generales de los diferentes ramos de la Admi-
nistración civil ó militar del Estado para toda especie de servicios 
y obras públicas: á las reclamaciones á que dan lugar las resolu-
ciones particulares de los Ministros de la Corona en los asuntos 
de la Península y de Ultramar: á los recursos de reposición, acla-
ración y revisión de las providencias y resoluciones del mismo 
Consejo. 
Será también oido: 
Sobre la resolución final en toda última instancia de los nego-
cios contencioso-administrativos, y señaladamente en los recursos 
de apelación, nulidad ó queja que se entablen contra cualquiera 
resolución del Gobierno acerca de los derechos de las clases pasi-
vas civiles, y contra los fallos de las Comisiones provinciales en los 
pleitos contencioso-administrativos. 
(I) Cons t i tuc ión vigente, art . 77. 
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En Secciones, y por lo que atañe al objeto de este Manual, será 
oido el Consejo: 
Sobre la autorización para procesar á los funcionarios adminis-
trativos cuando no se le oiga en pleno, y acerca de la admisión ó 
denegación de la vía contenciosa contra las resoluciones de los 
Ministros de la Corona, ó de los Directores generales de los dife-
rentes ramos de la Administración civil ó militar, que causen 
estado. 
El Gobierno puede consultar al Consejo en pleno sobre los ex-
presados asuntos, así como sobre cualesquiera otros atribuidos 
por la ley á las Secciones, y debe oirle en pleno ó en Secciones 
acerca dé los demás asuntos que prescriban las leyes ó disposi-
ciones generales, ó que anteriormente estuviesen atribuidos al 
Consejo Real ó al Tribunal contencioso-administrativo. 
4.°—Asuntos de Hacienda. 
Aunque comprendidos genéricamente en las reglas anterior-
mente expuestas, no será ocioso añadir que con arreglo á la noví-
sima ley de 31 de Diciembre de 1881 y al reglamento para su eje-
cución, la vía contencioso-administrativa ante el Consejo de Estado 
se da contra las providencias de segunda instancia gubernativa sin 
excepción alguna,, siempre que el asunto sobre que versen consti-
tuya materia contencioso-administrativa, causen estado y sean le-
sivas de un derecho perfecto ó infrinjan algún precepto legal; y 
también contra las de mero trámite dictadas ó confirmadas en la 
segunda instancia gubernativa, si resuelven la cuestión pendiente 
haciendo imposible todo recurso administrativo; teniendo el Estado 
también la facultad de someter á revisión contencioso-administrati-
va las providencias de primera instancia gubernativa que estime 
lesivas de su derecho. Puede hacer esta declaración en los 10 años 
siguientes á la fecha de la providencia, y el plazo para entablar la 
demanda de revisión es el de seis meses contados desde la declara-
ción antedicha. (Ley de 31 de Diciembre de 1881, bases 5.a y 13.a} 
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CAPÍTULO I I I . 
ORGANIZACION Y COMPETENCIA DE LAS COMISIONES PROVINCIALES. 
I.0 Comisiones provincia les .—2.° Competencia de é s t a s como Tribunales 
contencioso-administrativos. 
1.°—Comisiones provinciales. 
Presentada á los Cuerpos Oolegisladores un proyecto sobre refor-
ma de la ley Provincial, que modifica la organización de las Co-
misiones permanentes, dando en ellas cabida á todos los Diputados 
provinciales por medio de un riguroso turno, fuerza será tener en 
cuenta las alteraciones que se introduzcan, si, como parece, el 
proyecto llega á convertirse en ley. 
En la imposibilidad de esperar la realización de este hecho, y en 
la creencia de que en nada afectará á la materia objeto del presen-
te libro, porque, cualquiera que sea la organización de las Comi-
siones, han de continuar funcionando como Tribunales contencio-
sos, pasamos á determinar el derecho constituido, tal como en el 
dia se halla vigente 
Creadas las Comisiones provinciales por la ley Provincial de 20 
de Agosto de 1870, de la cual tomaron su organización, aunque 
modificándola, la ley de 16 de Diciembre de 1876, y últimamente la 
de 2 de Octubre de 1877, por la que se intentó, con no mucha fortu-
na, aunar los preceptos contenidos en las otras dos, las Comisiones 
provinciales se componen de cinco Diputados provinciales, entre 
los cuales no habrá más de uno del mismo partido judicial, debien-
do dos de ellos, al ménos, ser Letrados. Los cargos durarán dos 
años, y el nombramiento toca al Rey, á propuesta en terna de la 
Diputación, pudiendo también la Corona suspenderlos ó separar-
los, aunque con fundado motivo (1). 
La necesidad de que no llegue el caso de ser imposible la cele-
bración de sesiones de estos cuerpos en los casos de ausencia, de-
función, enfermedad ó incompatibilidad de los Vocales, determi-
(1) A r t s . 57 y 58 de l a ley Provincial : R. O. de 16 de Marzo de 1877 sobre 
formación de ternas. 
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nó la creación de suplentes en número igual al de los propieta-
rios (1). 
La Comisión provincial está siempre en funciones y reside en la 
capital de la provincia, disfrutando cada uno de sus individuos una 
indemnización que acuerda la Diputación y no excederá de 5.000, 
4.000 y 3.000 pesetas, en las provincias de 1.a, 2.a y 3,a clase res-
pectivamente, cuya gratificación está exenta de todo descuento (2). 
Preside la Comisión provincial el Gobernador, desempeñando 
las funciones de Secretario el mismo que lo sea de la Diputa-
ción (3). 
Las sesiones serán públicas cuando en ellas se trate, entre otras 
cosas, de los asuntos en que actúen como Tribunales contencioso-
administrativos, conforme á lo que determinó respecto á los Con-
sejos provinciales la ley de 25 de Setiembre de 1863 en los artícu-
los 83 y 84, y á lo que establezcan en lo sucesivo otras leyes (4); y 
en tal concepto oirán y fallarán, cuando pasen á ser contenciosas, 
las cuestiones referentes al cumplimiento, inteligencia, rescisión y 
efectos de los contratos y remates celebrados por los Ayunta-
mientos, 
Como la organización de los Consejos provinciales no tiene en 
la actualidad ningún interés fuera del histórico, prescindiremos 
de ella para exponer la de las Comisiones provinciales. 
Anteriormente hemos dicho que se componen de cinco Vocales, 
que á propuesta en terna de las Diputaciones nombra el Rey, á 
quien compete suspenderlos y separarlos, aunque esto mediante 
resolución motivada. Cada uno de esos Vocales disfruta una in -
demnización señalada por la Diputación, que no excederá de 5, 4 
ó 3.000 pesetas, según sea la provincia de 1.a, 2.a ó 3.a clase. Mas 
esa composición de los expresados cuerpos sufre alteración nota-
ble en determinados casos. 
Previendo la ley que en algunos el interés general del Estado y 
el de una provincia podrán encontrarse en oposición; que un acto 
administrativo, emanado de cualquiera de esas esferas, dará lugar 
(1) R . O. de 22 de Setiembre de 1879. 
(2) A r t . 59, ley Prov inc ia l : R. O. de 4 de Enero de 1879. 
(3) A r t . 61, ley Provinc ia l . 
(4) Ley i d . , a rts. 64 y 66. No obstante esta disposición, serán secretas las se-
siones en los casos señalados en el a r t . 42 del reglamento de 1 ." de Octubre 
de 1845. 
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á reclamaciones de la otra, y, finalmente, que el litigio que de 
esto surja tal vez por su índole sea de los que correspondan al 
conocimiento de los Tribunales contencioso-administrativos en 
primera instancia, advirtió el peligro de que en esas circunstan-
cias podría indebidamente perjudicarse el interés del Estado, no 
por falta de rectitud en los individuos de las Comisiones provin-
ciales, sino porque, sin notarlo, contra su voluntad, la simpatía na-
tural con que han de mirar los asuntos de su provincia, los com-
promisos nacidos de la adopción acaso del mismo acuerdo objeto 
de la reclamación, y otros mi l motivos, los inclinen á resolver las 
cuestiones mirándolas bajo un punto de vista no completamente 
exacto. Para evitar estas posibles consecuencias se ha dispuesto 
que cuando eso suceda, cuando en los negocios contenciosos de la 
Administración, en que las Comisiones deban entender, se halle 
en oposición el interés del Estado con el de la provincia, formarán 
parte de las llamadas á fallar como tribunal dos funcionarios per-
tenecientes á cualquiera de las siguientes categorías: 1.a Catedrá-
ticos de la facultad de Derecho donde haya Universidad. 2.a Ma-
gistrados ó Jueces cesantes. 3.a Profesores de Instituto, prefirien-
do á los que sean Letrados. 4.a Ingenieros jefes de los tres cuerpos 
civiles, ó sean de caminos, minas y montes, afirmación que hace-
mos porque son los tres cuerpos más antiguos y á los que suele 
aplicarse especialmente la calificación de civiles, no obstante que 
los ingenieros industriales y los ingenieros agrónomos también la 
merecen, puesto que no son militares. Y 5.a Jefes de Administra-
ción, aunque solamente á falta de los anteriormente enumerados. 
A l principio de cada año sorteará el Gobernador ante la Comi-
sión provincial los nombres de las personas que, estando com-
prendidas en la citada prescripción, hayan de agregarse, caso 
necesario, á aquélla, lo cual se hará por riguroso turno (1). No es 
fácil entender cumplidamente esta última parte, porque caben 
dos interpretaciones: ó quiere la ley, y así parece manifestarlo al 
numerar las categorías, que preferentemente hagan ese servicio 
los de la primera y que sólo en defecto de ellos sean llamados los 
de la segunda y así de los demás, ó bien su deseo es que todos 
turnen en la agregación. Para nosotros lo más acertado es lo últi-
mo, y para opinar así nos fundamos no sólo en que supuesto el 
(1) Ley de 2 de Octubre de 1877, a r t . 68. 
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caso de no haber más que dos personas de cualquiera dase cuan-
do fueran llamadas á formar tribunal pesaría constantemente so-
bre ellas el trabajo y la responsabilidad de esas funciones, sino 
también en que la ley, al mandar «que el Gobernador al principio 
de cada año sorteará los nombres de las personas comprendidas 
en la prescripción anterior», evidentemente quiere que todas las 
personas comprendidas en ella entren en el sorteo, y, por consi-
guiente, turnen en la formación de tribunal. Bien se advierte que 
la prohibición de admitir á los Jefes de Administración si no es á 
falta de otros llamados, complica el asunto, revelando en cierto 
modo que mientras haya número de una categoría no ha de pa-
sarse á la otra; pero á nuestro parecer aquí no hay más que algo 
de oscuridad en la ley, que quiso decir: «Los Jefes de Adminis-
tración, por sólo este carácter no entrarán sino en defecto de in-
dividuos en todas las categorías expresadas, formando aquéllos 
una especial, á la cual no se recurrirá más que en el caso extremo 
citado.» Cualquier otra interpretación tiene, á nuestro juicio, 
cuando ménos el inconveniente, ántes notado, de que expone á que 
siempre pese sobre los mismos hombros la no leve carga de tra-
bajo y responsabilidad inherente á la formación de los Tribunales 
contencioso-administrativos de primera instancia. 
2."—Competencia de las Comisiones provinciales como Tribu-
nales contencioso-administrativos. 
La competencia de las Comisiones provinciales como Tribuna-
les contencioso-administrativos de primera instancia se declara 
por la ley de 2 de Octubre de 1877 al decir que «actuarán como 
Tribunales contencioso-administrativos en los asuntos que deter-
minan los arts. 83 y 84 de la ley de 25 de Setiembre de 1863, y 
en los demás que señalen las leyes. 
Por lo tanto, para fijar la materia en que pueden conocer, nos 
bastará remitir al lector á la pág. 151 de este libro, en que literal-
mente se insertan los arts. 83 y 84 de la referida ley. 
Conocerán además de las demandas contra acuerdos de las 
Diputaciones provinciales sobre elección de sus individuos, por-
que no hay otro Tribunal que de ellas pueda entender. [Ley 2 
Octubre 1877, art. 27.) 
También conocerán de las cuestiones á que den lugar los acuer-
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dos de esos cuerpos, cuando la materia en que recaigan sea con-
tencioso-administrativa; ésto cuando lesionen derechos que no 
pueden defenderse ante los Tribunales ordinarios. [Art. 51, ley 
citada.) 
Igualmente conocerán de las providencias de los Gobernadores 
que decidan alzadas contra acuerdos municipales relativos á 
asuntos comprendidos en los arts. 82, 83 y 84 de la ley de 25 de 
Setiembre de 1863. [R. O. 26 Mayo 1880.) 
Estudiada la competencia, asi del Consejo de Estado como de 
las Comisiones provinciales, al examinar en el título anterior los 
asuntos que constituyen materia contencioso-administrativa, ex-
cusado es que insistamos en este punto ya que no podríamos tra-
tarlo con más amplitud que allí se ha hecho. 
CAPÍTULO IV. 
ORGANIZACION Y ATRIBUCIONES DE LOS TRIBUNALES CONTENCIOSO-
ADMINISTRATIVOS EN ULTRAMAR. 
I.0 Reseña h i s tó r i ca .—2.° Competencia. 
1.°—Reseña histórica. 
A l plantearse las reformas administrativas determinadas por las 
leyes de 1845, no se tuvo en cuenta que, lo mismo que las provi-
dencias dictadas por las autoridades de ese orden en la Península, 
podían causar indebidos perjuicios á los particulares ó al Estado, 
así también, y con mayor motivo, por efecto de las atribuciones 
que ejercen y de la larga distancia á que se encuentran del Go-
bierno, podían lesionar derechos é intereses legítimos las adop-
tadas perlas autoridades y funcionarios que sirven en las provin-
cias de Ultramar; y que si en la metrópoli era necesario deslindar 
con claridad lo que toca al Poder judicial y al administrativo, no 
era ménos preciso demarcarlo en las colonias, sustrayendo al co-
nocimiento del real acuerdo en las Audiencias las cuestiones de 
índole administrativa. 
Esta necesidad no fué parte á que, áun cuando se creyó opor-
tuno hacer extensivas á las resoluciones de la entónces Dirección 
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y hoy Ministerio de Ultramar las disposiciones que sometían á re-
visión en vía contenciosa las resoluciones de los centros generales 
de la Administración (1), se dictasen reglas en lo referente á las 
autoridades de dichas provincias, hasta que doce años más tarde, 
en 1861, se publicó el R. D. de 4 de Julio creando los Consejos 
de Administración y en ellos una Sección de lo contencioso-admi-
nistrativo. 
Suprimida esta sección por los decretos de 1868, restablecióla 
el de 19 de Marzo de 1875. 
Hoy la Sección de lo contencioso de los Consejos de Adminis-
tración de Cuba y Filipinas y el Consejo contencioso-administra-
tivo de Puerto-Rico son los Tribunales que conocen y resuelven 
en los asuntos de ese orden que en los respectivos territorios 
ocurren. 
Su organización consiste en un Presidente, cargo desempeñado 
por el de la Audiencia, seis Consejeros en Cuba, cuatro en Fi l ip i -
nas y dos en Puerto-Rico, un Secretario, varios Oficiales, de los 
cuales el primero ha de ser Letrado, ujieres y subalternos. 
La representación de la Administración en los asuntos, ó sea la 
parte fiscal, está encargada á uno de los Tenientes fiscales de la 
Audiencia correspondiente. 
Para obtener los mencionados cargos se necesita reunir las 
condiciones exigidas para cada uno. 
2.°—Competencia. 
Los Tribunales contencioso-administrativos de Ultramar son 
competentes: para conocer de las reclamaciones que en la vía con-
tencioso-administrativa se presenten contra las providencias del 
Gobernador superior civil ó de las autoridades superiores admi-
nistrativas, que causen estado y sean lesivas de algún derecho, y 
señaladamente de las que versen sobre desigualdad de los re-
partimientos individuales de toda clase de contribuciones. Pero, 
conforme á la base 13.a de la ley de 31 de Diciembre de 1881, 
cuando las cuestiones traigan su origen de cargas generales, el 
recurso contencioso ya no se cursará ante esos Tribunales, sino 
ante el Consejo de Estado en los casos ya expuestos anteriormente. 
(1) R . D . de 25 de Febrero de 1859. 
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Sobre el cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos de los 
contratos y remates celebrados con la Administración en todos 
los ramos del Estado para cualquier clase de servicio ú obra pú-
blica, á excepción de los casos en que las cuestiones pertenezcan 
al ramo de Hacienda pública. Esta salvedad debe tenerse presente 
para todos los demás puntos de competencia de la jurisdicción 
contenciosa en Ultramar, por efecto de la base ántes citada. 
Sobre el resarcimiento de daños y perjuicios ocasionados por la 
ejecución de obras públicas, así como por la infracción de trámites 
de la ley ó reglamento en las expropiaciones por causa de utilidad 
pública. 
Sobre inobservancia de las formalidades prescritas por la ley ó 
reglamento acerca de los establecimientos incómodos, insalubres 
ó peligrosos. 
Sobre el deslinde, amojonamiento y posesión de los montes y 
terrenos pertenecientes al Estado ó á los pueblos ó estableci-
mientos públicos, sin perjuicio de que las cuestiones de propiedad 
hayan de ventilarse en los Tribunales ordinarios. 
Sobre los negocios de minas en los casos previstos en la ley. 
Sobre aplicación de las ordenanzas y reglamentos generales de 
policía de aguas, caminos, ferro-carriles, montes y demás objetos 
de policía urbana ó rural, y también sobre su parte penal miéntras 
el hecho no constituya delito. 
Finalmente, conocen sobre la caducidad de concesiones de p r i -
vilegios industriales y sobre la revocación de las licencias otorga-
das por las autoridades para la construcción de obras, fábricas y 
artefactos. 
La facultad para entender en las cuestiones provinientes de las 
ventas y arrendamientos de bienes del Estado la han perdido por 
efecto de la repetida ley sobre el modo de proceder en los asuntos 
de Hacienda. 

TITULO VI . 
Procedaiiiiento g-ubernativo j competencias. 
CAPÍTULO vmuEuo.—Procedimiento gubernativo en general.—CAPÍ-
TULO II. Procedimiento especial en materias de Hacienda.—CA-
PÍTULO m. Competencias de atribuciones. 
CAPÍTULO PEIMEKO. 
PEOCEDIMIENTO GUBEílNATIVO EN GENERAL. 
I.0 De l a vía gubernativa en general .—2.° Reglas .—3.° Consideraciones: nece-
sidad de reformas.—4.° Doctr ina establecida por la jurisprudencia. 
1.°—De la vía gubernativa en general. 
El Estado, ya repetidamente lo hemos dicho, tiene altos é i m -
portantísimos deberes que cumplir para el armónico desenvolvi-
miento de los intereses públicos y de los particulares, y respeta-
bles derechos que defender: esta misión es la que la Administra-
ción en sus diversos órdenes está llamada á realizar. 
La aplicación de las leyes de interés público y su ejecución es 
lo que da lugar á los actos de la Administración, esto es, á sus re-
soluciones. 
Pero los actos del Poder administrativo pueden tener por objeto 
medidas ó disposiciones de carácter general para el cumplimiento 
de las leyes ó para atender al bien común, ó bien recaer en ipci-
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dentes ó casos de índole puramente privada: en el primer caso, 
como por lo general el Poder discrecional es el que obra, los actos 
de la Administración son, propiamente hablando, actos de gobier-
no: en el segundo son verdadera y genuinamente actos adminis-
trativos. 
Los primeros no admiten discusión ni reclamación por los par-
ticulares, pues su aprobación ó su repulsión corresponde á otros 
poderes y organismos: los segundos si, porque afectando á intere-
ses privados ya, es decir, versando sobre casos especiales y dere-
chos personales del administrado, no pueden ménos de dejar lu -
gar á controversia para evitar abusos de poder y arbitrariedades 
que harían ilusorio todo derecho é imposible la vida individual. 
Partiendo de estos principios, diremos que se consideran actos 
administrativos las providencias, resoluciones, órdenes y disposi-
ciones que proceden ya de las autoridades, ó sea de los delegados 
del Poder ejecutivo, ya de ciertas corporaciones que tengan el ca-
rácter de administrativas, siempre que los actos de unos y otras 
estén dentro de la esfera de sus atribuciones y versen sobre mate-
rias de su competencia. Estos actos pueden ser ejecutados ó por 
impulso directo de la Administración, esto es, de oficio, ó á ins-
tancia ó por reclamación de parte interesada. Así que pueden es-
timarse actos administrativos las providencias de los Gobernado-
res, Alcaldes, Delegados de Hacienda y otros funcionarios, los 
bandos, los acuerdos de las Diputaciones y Ayuntamientos, las 
resoluciones de las Direcciones generales y de los Ministros, 
etcétera. 
Los Tribunales de la justicia ordinaria no tienen intervención 
alguna respecto de los actos pura y propiamente administrativos, 
y de consiguiente no pueden reformarlos ni ménos declararlos 
nulos. 
Esto constituye un principio elemental de derecho administra-
tivo, á virtud del cual sólo la misma Administración puede inter-
pretar, conocer y juzgar de los actos ejecutados por alguno de sus 
representantes, centros ó corporaciones. Por eso á partir de la 
R. O. de 8 de Mayo de 1839 todas nuestras leyes administrativas 
principales, los reglamentos y la jurisprudencia han venido esta-
bleciendo que contra las providencias dictadas por la Administra-
ción central, provincial y municipal, en uso de sus atribuciones 
propias, ó sea en materias de su competencia, no pueden entablar-
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se, no procede que se entablen interdictos ante los Jueces y T r i -
bunales de justicia. 
Ahora bien: la reforma de los actos administrativos, que, como 
dicho queda, sólo á la Administración corresponde, puede inten-
tarse por dos medios: gubernativamente, esto es, acudiendo al in-
mediato superior jerárquico del que dictó la providencia ó resolu-
ción, y ante los Tribunales del órden administrativo, ó sea en 
juicio contencioso, cuando éste proceda conforme al derecho cons-
tituido, que en anteriores capítulos hemos expuesto, bien entendi-
do que en ningún caso puede acudirse al segundo medio sin ha-
ber intentado y apurado el primero. 
Este es el que constituye la vía gubernativa propiamente dicha, 
y en ella generalmente la instrucción es breve y sencilla, con lige-
ras actuaciones á que se da el nombre de diligencias y el de expe-
diente á su conjunto, comprendiendo tres puntos ó períodos prin-
cipales: información, examen de lo actuado y resolución. 
En su fondo esto constituye un procedimiento más ó ménos 
directamente análogo al enjuiciamiento ante los Tribunales ordi-
narios y contenciosos, puesto que los informes equivalen en cierto 
modo alas actuaciones sumariales, el exámen á l a discusión escri-
ta ó á la vista del negocio, y la resolución, providencia ó decreto 
á la sentencia. 
Tiene además también el procedimiento gubernativo sus dos 
instancias, como en los asuntos litigiosos, porque en la mayoría 
de los casos contra la providencia del inferior, sea Gobernador, 
sea Director general, ú otro funcionario administrativo, se da el 
recurso de reclamación ó apelación, conocido con el nombre de 
recurso de alzada, y cuando éste se interpone dentro del término 
hábil y en forma legal, el asunto pasa al conocimiento de la supe-
rioridad, esto es, á segunda instancia. 
Que el procedimiento gubernativo es importante y trascenden-
tal no puede dudarse: la Administración, si no ha de menoscabar 
los intereses privados, si ha de llenar cumplidamente su misión 
protectora y vigilante, debe atender á todas las quejas, estudiarlas 
y deferir á aquellas qne sean fundadas; satisfacer las reclamacio-
nes justas y que en derecho procedan; poner coto á los abusos y 
reparar sus consecuencias; en una palabra, favorecer todo lo que 
tienda al bien común ó redunde en beneficio del interés particular 
sin perjudicar á aquél. 
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Pero por lo mismo que se trata por una parte de la Administra-
ción activa y por otra de asuntos y negocios cuyo interés, por lo 
general, es del momento, es preciso que todas las ritualidades del 
procedimiento seari breves y sencillas, sin que por eso se obre 
tampoco con ligereza que menoscabe los intereses públicos ó los 
particulares que se ventilen en la cuestión entablada. 
Por estas, razones en la vía gubernativa unos asuntos se resuel-
ven de plano, cuando no exigen más su levedad y su escasa im-
portancia; y otros instruyendo expediente, cuya tramitación ni 
debe dilatarse ni someterse á diligencias complicadas y solemni-
dades aparatosas que hagan al reclamante enfadosa la defensa de 
sus derechos y presenten á la Administración como un laberinto 
impenetrable. 
Tales son los caractéres que en general debe reunir el procedi-
miento administrativo en la vía gubernativa. 
2.°—Reg las. 
En general, las leyes no fijan términos y trámites concretos, y 
precisos para la instrucción y prosecución del procedimiento gu-
bernativo, ó, hablando con más propiedad, no siguen en la materia 
un principio fijo que establezca trámites uniformes que puedan y 
deban considerarse como regla determinante de derecho de común 
aplicación á todos los casos, ya se entablen las reclamaciones ante 
los Alcaldes, ante los Gobernadores ó ante los Ministros. 
Como ya hemos dicho ántes, la información, casi siempre do-
cumental, el exámen del expediente, el decreto ó providencia re-
solviendo y la notificación de la resolución adoptada, son los úni-
cos trámites de general aplicación que podemos indicar. 
Pero varían casi en cada caso, y por lo ménos en cada ramo de 
la Administración, los términos para interponer las reclamaciones 
y practicar las diligencias, las formas externas del procedimiento 
y hasta los funcionarios y los centros administrativos llamados á 
intervenir en el expediente ó á resolver. 
Generalmente las leyes y reglamentos que rigen en cada ramo, 
sea administración municipal, aguas, desamortización, montes, mi-
nas, quintas, obras públicas, etc., etc., y que forman, por decirlo 
así, la organización legal del mismo, prescriben diferentes términos 
y trámites para las cuestiones que con la materia á que presiden se 
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relacionan, exigiendo diligencias cuya omisión invalida lo actuado, 
como son la publicidad, la audiencia de los interesados en deter-
minados incidentes, ía consulta al Consejo de Estado para resol-
ver con su dictamen, las notificaciones y otras que no hay para 
qué enumerar: en cada caso especial debe consultarse lo precep-
tuado por la ley, los reglamentos ó las instrucciones vigentes en la 
materia, y conforme á ellas proceder: sería obra interminable que 
quisiéramos en este lugar determinar los trámites que en cada 
caso proceden, por lo mismo que en este punto nuestra legislación 
administrativa es un caos, si se exceptúa hoy el ramo de Hacienda 
que para todas las cuestiones de su índole, ó sea económico-admi-
nistrativas, cuenta ya con un procedimiento especial, bien deter-
minado y sujeto á reglas y límites que no pueden rebasarse, gra-
cias á la novísima ley de 31 de Diciembre de 1881 y al reglamento 
con igual fecha dictado para su ejecución, y de los cuales nos 
ocuparemos en el siguiente capítulo. 
3.°—Consideraciones: necesidad de reformas. 
Hemos dicho que respecto del procedimiento gubernativo en 
general existe el caos en nuestra actual legislación administrativa, 
y así es la verdad, pues á la falta de principios fijos hay que aña-
dir además la rutina de las prácticas y formulismos oficinescos 
que no sirven más que para entorpecerlo todo y hacer al contri-
buyente en cierto modo repulsiva la Administración, á la cual 
todos temen y á la que pocos acuden con seguridad completa de 
buen éxito. 
Y esto se explica fácilmente, porque, como ya en otro lugar 
hemos indicado, la Administración activa, en todos sus grados, se 
agita en el vacío, por decirlo así, merced á la variedad de trámites 
que los expedientes tienen que seguir, á la falta de fijeza en el nú-
mero de instancias que se conceden ó han de apurarse en cada 
ramo, y á la carencia de un procedimiento normal, breve, sencillo 
y sujeto á límites infranqueables, que asegurase á las partes inte-
resadas de su derecho ó les diera medios eficaces para defenderle 
contra las invasiones de la arbitrariedad ó del contradictorio c r i -
terio con que á las veces son interpretadas unas mismas disposi-
ciones por los funcionarios ó centros de la Administración llama-
dos á intervenir en cada instancia. 
23 
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Otro grave inconveniente es el de que en no pocos casos el ex-
pediente no obtenga resolución definitiva, sino que después de 
muchos trámites se le pone un visto por toda providencia, y así 
se le envía al archivo del departamento, relegándole á perpetuo 
olvido, miéntras que el interesado ve pasar los meses, ó los años 
quizá, esperando una satisfacción á su derecho ó al ménos una 
contestación á su demanda. 
El secreto con que se sigue el expediente, la vaguedad con que 
generalmente se contesta en algunas oficinas al interesado que se 
acerca á preguntar por el estado en que se hallan sus asuntos, si 
es que se le contesta, que muchas veces no merece este favor, ni 
áun tampoco el de que se le reciba por los funcionarios corres-
pondientes, aumentan las dificultades con que tiene que luchar 
todo el que por cualquier motivo se ve obligado á acudir con al-
guna pretensión ó con alguna queja á la Administración pública. 
Así es que hay interesado que gasta más en viajes á la capital 
de la provincia ó á la de la nación, para ver si adquiere noticias 
relativas á sus reclamaciones, que lo que en último término puede 
importar el valor de la cosa litigiosa, si se trata de asuntos de in-
terés material, ó que la satisfacción moral de su derecho que pue-
da recibir obteniendo éxito favorable. 
Y no exageramos al decir esto: cualquiera, que haya tenido 
asuntos que ventilar en la esfera de la Administración activa, 
puede atestiguar la verdad de nuestras afirmaciones, fruto de lar-
ga experiencia y del conocimiento de las quejas que frecuente-
mente se nos comunican de todas las provincias del reino. 
Entre los muchos y gravísimos defectos de qüe adolece nuestro 
actual sistema de procedimientos en lo gubernativo uno de los 
capitales es el de no dar audiencia al interesado en el expediente, 
ni recibirse éste á prueba para que dentro de un término prefijado, 
y para todos los casos común, pueda el interesado alegar y pre-
sentar las que crea procedentes y pertinentes al esclarecimiento 
de los hechos y á la justificación de las pretensiones expuestas en 
su reclamación ó recurso. 
Por todas estas razones es ya de imperiosa necesidad que se pon-
ga remedio á ese mal, cuyas funestas consecuencias acrecen cada 
día, convirtiendo por desgracia muchas veces á la Administración 
en instrumento inconsciente de ambiciones y pasiones bastardas 
y en arma de políticas intrigas. 
DE LO CONTBNOIOSO-ADMINISTRAT1VO 355 
Así lo han reconocido los hombres ilustrados y probos de todos 
los partidos y de todas las escuelas, y el Gobierno mismo; y de 
aquí que en 1873, y posteriormente en 1878, se reconociera oficial-
mente la necesidad de adoptar un código procesal administrativo; 
habiéndose, por fin, promulgado la ley de 16 de Enero de 1879 
creando una Comisión especial, que se denomina Junta de refor-
mas administrativas, para que redacte, entre otros, un proyecto 
de ley de procedimientos administrativos, teniendo á la vista cuan-
tos antecedentes, datos é informes crea convenientes para el mejor 
cumplimiento de su cometido. 
Reorganizada no há mucho tiempo esa Junta, es de esperar que 
se consagre con el mayor celo á reunir y disponer los elementos 
necesarios para preparar esa importante y ya indispensable refor-
ma, organizando de una manera racional, equitativa y á la altura 
que exigen los adelantos del derecho administrativo en nuestros 
dias, cuanto se refiere á la manera de proceder en las reclamacio-
nes que se interpongan por la vía gubernativa, correspondiendo 
de esa manera á la loable iniciativa del Gobierno y de las Cortes, 
y dando satisfacción á las quejas, justas indudablemente, que la 
opinión pública y los hombres de la ciencia vienen formulando 
há mucho tiempo, tristemente impresionados por las rutinarias 
prácticas de nuestra Administración y por las negligencias, los 
abusos y quizá los perjuicios á que vienen dando ocasión la d i -
versidad de criterio que establecen nuestras leyes, las poco dis-
cretas arbitrariedades que más de una vez se han echado en 
rostro á la Administración del Estado y la falta de un código de 
disposiciones sencillas, sóbrias y armónicas que regulen la trami-
tación de los negocios en la vía gubernativa, dando satisfacción 
cumplida á todos los derechos y á todos los intereses. 
E l ejemplo está dado con la ley de 31 de Diciembre y su regla-
mento, ya citados, que han establecido el procedimiento para la 
tramitación de todas las reclamaciones económico-administrativas 
ó del ramo de Hacienda, y es preciso que lo propio se haga res-
pecto de los demás ramos, fijando para todos un procedimiento 
uniforme. 
Pero no debe olvidarse que el principio en que debe descansar 
BÍ no ha de ser estéril, ó más bien perjudicial la reforma, es la 
sencillez y la brevedad en toda la tramitación, porque el país está 
cansado de saber que uno de los defectos más lamentables y tras-
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cendentales de la Administración española, con ser tantos los de 
que ésta adoléceles sin duda alguna el interminable expedienteo 
que para las cosas más insignificantes, y hasta fútiles á las veces, 
se sigue en las oficinas públicas de todos los órdenes y ramos. 
¡Desgraciados la Corporación ó el contribuyente que por cual-
quier motivo tienen que apelar á la Administración! 
Para todo se instruye expediente; y abierto éste, nadie puede 
prever el fin, porque de mesa en mesa, de trámite en trámite, de 
informe en informe, pasan dias y meses sin que la resolución defi-
nitiva llegue, por más que entretanto quizá se estén perjudicando 
respetables intereses ó se tengan paralizados acuerdos, proyectos 
y reclamaciones de la mayor importancia. 
Muchos años hace ya que todos venimos reclamando sobre este 
lujo de formulismo oficinesco que ha invadido todos los centros 
oficiales, desde la Administración superior hasta la provincial, en 
sus diferentes grados. 
Nosotros, que en tan íntimo contacto y tan directa relación v i -
vimos constantemente con los Ayuntamientos y con el país contri-
buyente, sabemos bien hasta qué punto tiene aburridos este abuso 
á particulares y Corporaciones; pues apenas pasa mes en que no. 
recibamos alguna carta exponiendo las justas quejas que á todos 
arranca el estancamiento de los expedientes en manos de la A d -
ministración y de sus funcionarios. 
Las interminables tramitaciones que ciertas disposiciones lega-
les ordenan; la falta de práctica y de aptitud de no pocos emplea-
dos, efecto de los frecuentes cambios que todos los Gobiernos lle-
van á cabo en el personal, sin atender más que á la recomendación 
de tales ó cuales personajes, á los egoístas intereses de partido, ó 
á no muy loables miras políticas, que jamás debieran descender 
hasta la Administración pública más que para mejorarla y hacer-
la cada dia más paternal, más recta y más sencilla; el desden con 
que algunos funcionarios han mirado siempre el cumplimiento de 
sus deberes, por lo mismo que saben la facilidad asombrosa con 
que cada dia pueden perder sus destinos; el olvido en que se tie-
nen los expedientes, que van hacinándose unos sobre otros en los 
estantes y en los rincones de los Negociados; y, por último, mu-
chas veces las perniciosas influencias del caciquismo que todo lo 
trastorna y lo avasalla todo: todas estas concausas, y otras mu-
chas que sería prolijo enumerar, contribuyen poderosamente á 
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perturbar la Administración pública y á hacer que los expedien-
tes duerman en el polvo unas veces, y otras á que las cuestiones 
más triviales, que con una Administración celosa se resolverían 
en ocho dias, se eternicen meses y años á fuerza de dar vueltas 
en la rueda fatal del expedienteo. 
Es preciso, pues, que se ponga de una vez remedio enérgico y 
saludable á tan gravísimo mal para hacer salir á los funcionarios 
de la Administración de su inercia y poner á salvo los intereses 
de las Corporaciones populares y de los contribuyentes, ya que 
tan estrechos deberes y tantas trabas se ponen á unos y á otros 
para todo, y ya que tantas cargas se hacen pesar sobre ellos1. 
Con esto, y con exigir rigorosamente á los empleados condicio-' 
nes de aptitud, inteligencia y laboriosidad y sólidos conocimientos 
en la ciencia de la Administración, se habría dado un gran paso 
para acabar con el mal de todos tan lamentado y hacer que la Ad-
ministración sea lo que ha debido ser siempre, la salvaguardia de 
todos los derechos, el Juez imparcial y severo de administradores 
y administrados y el apoyo de todos los intereses legítimos. 
i.0—Doctrina establecida por la jurisprudencia. 
Poco es lo que la jurisprudencia de los Tribunales administrati-
vos nos dice respecto á lo que pudiéramos llamar cuestiones de 
trámite en el procedimiento gubernativo, y no es ciertamente de 
extrañar teniendo en cuenta la falta, que ya hemos hecho notar, 
de disposiciones reglamentarias y principios fijos generales que 
pudieran formar motivo de discusión en su caso. 
Sólo haremos observar qué en absoluto cuando se trate de ma-
terias ó ramos cuya legislación orgánica prescribe diligencias, tér-
minos y procedimientos especiales para la sustanciacion de las re-
clamaciones en la vía gubernativa, la omisión de alguno de ellos 
por parte de la Administración invalida lo actuado, como que ado-
lece de un vicio esencial de nulidad en su origen, que hace nece-
saria la reposición del expediente al estado que tenía al cometerse 
la omisión, si es posible, salva la responsabilidad en que los fun-
cionarios ó centros hubieren podido incurrir por los perjuicios 
irreparables que su negligencia, ignorancia ó malicia, según los 
casos, hayan ocasionado al Estado ó á la parte interesada. 
De todas maneras no creemos inoportuno exponer la doctrina 
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establecida acerca de algunos puntos que, si no afectan precisa-
mente á los procedimientos, afectan á cuestiones íntimamente liga- • 
das con la vía gubernativa en general. 
Los actos de la Administración activa llevados á cabo dentro del 
círculo de las atribuciones que por las leyes le están conferidas, 
sólo por la Administración misma pueden ser reformados, inter-
pretados ó anulados, ya gubernativamente, ya en juicio conten-
cioso, pues toda intervención de los Tribunales ordinarios en esta 
materia sería contraria á la Constitución del Estado y á la inde-
pendencia mutua de los poderes públicos que dicha ley fundamen-
tal establece (1). 
En tanto que el Gobierno no decide afirmativa ó negativamente 
acerca de la reclamación ó pretensión del interesado, no existe 
acto administrativo que ultime la vía gubernativa (2). Y lo mismo, 
debe entenderse respecto de la falta de providencia de los Gober-
nadores que pudiera en su caso causar estado (3). 
En los negocios en que interviene la Beneficencia pública es in-
dispensable que ésta entable ántesel procedimiento en la vía guber-
nativa como trámite prévio para la judicial; pero entendiéndose 
que ese requisito sólo es necesario cuando la Beneficencia es de-
mandante (4). 
Es principio fundamental del procedimiento administrativo (5) 
que deben apurarse todos los trámites é instancias de la vía guber-
nativa para que la cuestión pueda llevarse al juicio contencioso; 
sin que se llene ese requisito la vía contenciosa es imposible. Así 
lo viene declarando una jurisprudencia constante. 
No puede dictarse resolución en la vía contenciosa sobre pre-
tensiones que no fueron ántes examinadas y resueltas en la vía 
gubernativa (6). 
Las reales órdenes no pueden revocarse por otras en la vía gu-
bernativa, pues sólo son revocables en la contenciosa (7); pero 
(1) Dees, de 14 de Setiembre de 1849; 30 de A b r i l de 1851; 3 de Noviembre^ 
de 1852; 28 de Enero de 1859; 10 de Marzo de 1867, y otras muchas. 
(2) Dec. de 25 de Diciembre de 1857. 
(3) Dees, de 8 de Agosto de 1858; 26 de Noviembre de 1863, y otras. 
(4) Dees, de 7 de Ju l io de 1849 y 9 de Junio de 1854. 
(5) Dec. de 9 de Febrero de 1842. 
(6) Sent. de 25 de Marzo de 1865 y otras, 
(7) Sent. de 25 de Enero de 1867. 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATLVO 359 
con la circunstancia precisa de que las primeras causen estado 
por su carácter final, no cuando por error ú otras causas no con-
tienen las decisiones ministeriales una resolución concreta; pues 
en este caso procede que se acuerde lo conveniente para deshacer 
ó desvirtuar el error cometido (1). 
La vía gubernativa no puede considerarse agotada miéntras que 
el respectivo expediente no ha recibido toda la instrucción legal 
correspondiente en el caso de que se trate (2). 
A la Administración le corresponde entender en la vía guber-
nativa de todos aquellos negocios y cuestiones en que está por las 
leyes llamada á decidir, en su dia, en el oportuno juicio conten-
cioso (3). 
Cuando un Gobernador nada resuelve sobre una cuestión, sino 
que reserva á las partes su derecho para que lo ejerciten ante los 
Tribunales ordinarios si les conviene, no existe decisión reclama-
ble sobre el fondo del asunto (4). 
Los fundamentos en que se apoye una providencia no pueden 
ser causa bastante para reclamar contra ella en la vía contencio-
sa, si en la parte resolutiva no contiene perjuicio ó agravio^ ó si 
éstos se han reparado ántes de haber intentado la reclamación (5), 
Contra las providencias dictadas en la vía gubernativa que han 
sido consentidas, no cabe ya reclamación en juicio contencio-
so (6): lo contrario sería faltar á las reglas más elementales de de-
recho administrativo. 
La notificación de las providencias resolutorias dictadas en la 
vía gubernativa es un trámite tan importante como esencial del 
procedimiento. 
Por eso la jurisprudencia ha establecido, como rogla general de 
conducta, que siempre que se dicten resoluciones que puedan por 
su naturaleza ser objeto de reclamación en vía contenciosa, se 
habrán de notificar á las partes interesadas en los términos y 
forma prescritos por las leyes ó disposiciones reglamentarias (7). 
(1) Sent. de 12 de Noviembre de 1872. 
(2) Sent. de 28 de A b r i l de 1859. 
(3) Dec. de 11 de Junio de 1851. 
(4) Sent. de 2 de Mayo de 1866. 
(5) Sent. de 25 de Noviembre de 1867. 
(6) Sent. de 28 de Jul io de 1868. 
(7) D e c de 8 de Febrero de 1867 y otras. 
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A la notificación administrativa equivale la manifestación que 
en cualquier forma hace la parte interesada dándose por enterada 
de la providencia gubernativa contra la cual reclama, contándose, 
á falta de aquélla, los términos desde el dia en que el reclamante 
manifiesta haber tenido conocimiento de la providencia (1). 
El plazo para interponer las demandas ante el Consejo de Esta-
do, cuando por desconocerse el domicilio del interesado no se le 
pudo hacer la notificación administrativa oportuna, tiene que con-
tarse desde la fecha en que el interesado mostró conocer la reso-
lución administrativa que se propone impugnar, por haberse 
publicado en la Gaceta, etc. (2). 
No es suficiente para acreditar la notificación administrativa de 
una real orden el oficio en que el Gobernador manifiesta la fecha 
en que dió traslado de ella al Alcalde del pueblo en que tiene su 
residencia el interesado, si no se acompaña la correspondiente di-
ligencia de haber llevado á efecto en forma la notificación (3). 
Aunque las disposiciones vigentes consideran como no hechas 
las notificaciones administrativas siempre que en ellas se omita 
alguna de las formalidades y requisitos con que deben verificarse, 
una racional jurisprudencia ha establecido, sin embargo, que 
cuando con actos inequívocos la parte interesada no sólo se mues-
tra sabedora del acuerdo ó providencia que le concierne sino que 
además contribuye á ejecutarlos, estos actos suplen la falta de la 
notificación en forma (4), 
Respecto á los recursos gubernativos contra procedimientos que 
causan estado, debemos manifestar que las instancias que tienen 
por objeto pedir reposición de la resolución á favor del interesado 
en la propia v^a gubernativa, no pueden prevalecer, por cuanto á 
la Administración no le es dado volver sobre su acuerdo ni tam-
poco interrumpir el lapso del término que para acudir á la vía 
contenciosa tenía el reclamante con arreglo á las leyes (5). 
Por último diremos, para terminar, que el visto que con fre-
cuencia acostumbran los centros administrativos poner en algu-
(1) Sents, de 28 de Febrero de 1870; 23 de Mayo de 1876, y otras. 
(2) R . O. de 6 de Diciembre de 1880. 
(3) Se'nt. de 8 de A b r i l de 1870. 
(4) Sent. de 10 de Junio de 1881. 
(5) R . O. de 5 de Ju l io de 1879. 
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ñas instancias, reclamaciones y expedientes, está ya declarado por 
la jurisprudencia (1) que es una fórmula defectuosa y no ajustada 
al procedimiento administrativo, que no da idea clara de su senti-
do ni siempre tiene un significado idéntico, por lo cual debía para 
siempre desterrarse de los formulismos procesales que usa nues-
tra Administración. 
CAPÍTULO I I . 
PROCEDIMIENTO ESPECIAL EN MATERIAS DE HACIENDA. 
I.0 Estado anterior á las nov í s imas reformas.—2.° Leg i s l ac ión vigente.—3.° 
Reglas genera les .—4.° De la primera instancia gubernativa en lo económico. 
—5.° D é l a segunda ins tanc ia .—6.° Procedimientos espec ia les .—7.° Recursos 
de nu l idad y de q u e j a . — 8 . ° Otras disposiciones. 
1."—Estado anterior a las novísimas reformas. 
Como ya hemos indicado en el cap. 2.° del tít. 3.° de esta obra, 
en materia de procedimientos respecto de las reclamaciones del 
orden gubernativo en asuntos de Hacienda reinaba verdadero des-
concierto ántes de las últimas reformas, por efecto de las diversas, 
numerosas y casi antitéticas disposiciones que venían rigiendo, 
según el ramo de que procedía la reclamación, existiendo además 
algunos en que puede decirse que el criterio de la Administración 
era la única norma. 
Así se daba el caso de que ciertos expedientes estuvieran en 
tramitación años y años, porque los centros administrativos no 
tenían prescritos términos perentorios y fatales para cada diligen-
cia, ni mucho ménos para la terminación de cada instancia; y de 
aquí resultaba que reclamaciones y negocios muy urgentes se pos-
tergaban á veces á otros ménos importantes y ménos del momen-
to, por ceder quizá á influencias extrañas, á la recomendación más 
poderosa ó al interés personal, más ó ménos directo, de algún fun-
cionario llamado á intervenir en el asunto. 
Por estas causas se ha dado el escándalo de que en algunas 
Administraciones provinciales se acumulasen expedientes sobre 
(1) R. O. de 8 de Agosto de 1S79. 
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expedientes, y que en ciertas Direcciones generales llegasen á re-
unirse y permanecer estacionarios, y áun olvidados, treinta y cua-
renta mi l reclamaciones, recursos y negocios, cuya solución se 
cansaban en vano de esperar pueblos, corporaciones y par-
ticulares. 
Había además negocios en que sólo se daba una instancia, 
miéntras que en otros, de reclamación en reclamación y de alza-
da en alzada, podía ó tenía el reclamante que apurar tres y hasta 
cuatro instancias, cuya lentitud y cuyas interminables actuaciones 
agotaban la paciencia y quién sabe si los recursos del interesado 
más sesudo y más activo. 
Tal estado de cosas ha producido grandes é irreparables perjui-
cios á muchos pueblos y á muchísimos particulares, cuyos intere-
ses ó derechos estaban pendientes de la solución que se diera á sus 
pretensiones ó á sus quejas; y esta anarquía, este desconcierto, ha 
labrado sordamente con el trascurso del tiempo y la generaliza-
ción de las quejas, un cierto descrédito contra la Administración 
económica en todas sus esferas, y ha creado á ésta antipatías y 
prevenciones de que ha de tardar mucho tiempo en curarse, áun 
suponiendo que en lo sucesivo se corte de raíz el abuso con mano 
vigorosa y decisión inquebrantable. 
Ojalá que los buenos propósitos que al Gobierno han animado 
indudablemente á satisfacer las quejas de la opinión pública con 
las recientes reformas, hallen realización completa en la práctica 
y no resulten esterilizados por la inercia de ciertos funcionarios ó 
por la influencia de causas externas que en todo se dejan sentir en 
España. 
2.°—Legislación vigente. 
Hoy la diversidad de criterio y la confusión de disposiciones 
por una parte, y por otra la carencia de reglas fijas en muchos 
casos, han cesado, al ménos en teoría y esperamos de buena fe 
que también cesarán en la práctica. 
Las Oórtes, la prensa y la opinión pública en general, venían 
reclamando una reforma radical, mejor dicho, el establecimiento 
de un procedimiento nuevo, sujeto á reglas fijas y uniformes y 
basado en principios racionales y equitativos; y el Gobierno ha 
atendido á quejas de tan trascendental resonancia, presentando á 
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las Cortes un proyecto de bases para el procedimiento gubernativo 
en las reclamaciones de índole económica, que, aprobado por los 
Cuerpos Oolegisladores y sancionado por el Rey, se ha convertido 
en la ley de 31 de Diciembre de 1881, para cuya ejecución y cum-
plimiento ha dictado con igual fecha el oportuno reglamento el 
Ministerio de Hacienda, en el cual se han desenvuelto y desarro-
llado las bases establecidas por la ley. 
Estos constituyen hoy la legislación exclusiva por que ha de re-
girse el procedimiento gubernativo en los ramos de Hacienda, ex-
ceptuando las reclamaciones que se hagan ante la Dirección de la 
Deuda para el reconocimiento de derechos, para solicitar emisio-
nes, canjes ó conversiones, etc., las cuales se habrán de sustanciar 
con arreglo á sus leyes especiales, ménos en cuanto á los plazos 
para la interposición de la vía contenciosa, en su caso, que serán 
los expresados en la novísima ley (1). 
La novísima legislación comprende las convenientes disposicio-
nes sobre todo lo relativo á la interposición de las reclamaciones; 
incoación de expedientes; días hábiles y términos; notificaciones 
administrativas; cuestiones de competencia en materias de Hacien-
da; sustanciacion de las reclamaciones en primera instancia cuan-
do no tengan señalada una tramitación especial; segunda instancia 
gubernativa; reglas especiales para la tramitación de las reclama-
ciones motivadas por el procedimiento ejecutivo de apremio; re-
clamaciones acerca de la contribución territorial y de la industrial; 
consumos; incidentes; jurisdicciones privativas; suspensión de las 
providencias administrativas; recursos contencioso, de nulidad, 
de queja, y judicial, cuando proceda; responsabilidades de los fun-
cionarios de Hacienda, etc., etc. 
No nos detendremos en este lugar á hacer un exámen crítico de 
la nueva legislación que nos ocupa, pues que ya lo hemos hecho, al 
tratar de la vía gubernativa en sus relaciones con la justicia admi-
nistrativa, en el tít. 3.° cap. 2,°; y por tanto pasamos desde luégo 
á indicar las principales reglas de proceder que la ley y el regla-
mento de 31 de Diciembre establecen, y las circunstancias más 
importantes que han de tenerse en cuenta en cada caso, aunque 
con sobriedad y concisión, por cuanto nuestros lectores preferirán, 
á no dudarlo, tener á la vista el texto legal, á cuyo efecto reprodu-
(1) Ley de 31 de Diciembre de 1881, base 30. 
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cimos íntegros la ley y reglamento citados en la sección de legis-
lación de la presente obra. 
3.°—Reglas generales. 
Toda petición de parte que tenga por objeto reclamar algún de-
recho ó entablar alguna reclamación contra el Estado en ramos ó 
asuntos dependientes del Ministerio de Hacienda, se ha de entablar 
precisamente en la vía gubernativa: los Jueces y Tribunales no 
pueden admitir demanda judicial alguna contra la Administración 
del Estado, que no vaya acompañada de la prueba documental en 
forma, acreditando que se ha seguido préviamente el procedi-
miento administrativo correspondiente y que se ha apurado la vía 
gubernativa; toda demanda que carezca de ese requisito es im-
procedente y se tiene que desestimar de oficio. 
Las reclamaciones económico-administrativas pueden entablar-
corporaciones ó los particulares interesados directamente, ó 
por medio de apoderado. En este último caso el apoderado habrá 
de presentar poder bastante, otorgado por medio de escritura pú-
blica y legalizado si se ha de utilizar fuera de la provincia en que 
tenga su domicilio el poderdante. 
Cuando el interés del negocio no exceda de 250 pesetas y el po-
der sea especial para ese objeto sólo, podrá extenderse en papel de 
timbre de oficio y lo mismo sus copias: esta clase de poderes úni-
camente serán bastanteados cuando ofrezca duda su suficiencia, 
á menos que los ratifique personalmente el poderdante. 
Los demás poderes serán bastanteados por el Abogado del Es-
tado en la Administración económica donde se presenten, ó por la 
Dirección general de lo Contencioso cuando se trate de los casos 
previstos en el art. 3.° del reglamento. 
El poder ha de acompañarse á la primera solicitud que el apo-
derado presente firmada por él: de lo contrario no puede dársele 
curso: si se trata de plazos determinados y fatales, la insuficiencia 
del poder no será causa bastante para declarar el plazo fenecido 
con perjuicio del interesado, sino que se subsanará el defecto en el 
término prudencial que la Administración ha de conceder paradlo. 
Las instancias se acompañarán, al presentarlas, de aquellos do-
cumentos que la parte interesada juzgue pertinentes, y que lo 
mismo que aquéllas deberán estar escritos precisamente en el 
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papel del sello correspondiente, ó bien reintegrados, sin lo cual no 
pueden entrar en curso las iástancias: éstas expresarán el domici-
lio del interesado ó de su apoderado, y al presentarlas en el registro 
general de la oficina competente exhibirán el uno ó el otro su cé-
dula personal, que será devuelta después de tomar nota de ella al 
pié de la solicitud. 
Presentada la instancia y admitida ya por haberse cumplido 
todos los requisitos expresados, entrará en curso, siguiéndose por 
los empleados correspondientes los trámites que previenen los ar-
tículos 11 y siguientes del reglamento. A ningún interesado que 
lo pida puede negársele recibo de la entrega de su reclamación y 
documentos que la acompañen, que se le expedirá en el preciso 
término de 24 horas. 
Son dias hábiles para presentar reclamaciones y sustanciar los 
expedientes todos los no festivos ó en que se mande que vaquen 
las oficinas. Los plazos de dias se contarán por dias hábiles: el 
que concluya en dia inhábil se entiende por lo mismo prorogado 
al primero hábil que le siga. Los términos de meses se computan 
por dias naturales. Son prorogabíes, mediante causa justa á juicio 
de la Administración, todos aquellos términos cuya próroga no 
esté expresamente prohibida. 
Todas las providencias tanto de primera como de segunda ins-
tancia, bien sean de trámite, con tal que afecten á la parte intere-
sada, bien resolutorias, se habrán de notificar á aquélla necesa-
riamente dándole copia y manifestándole el recurso de alzada á 
que tiene derecho en su caso, término para entablarle y autorida-
des ó centros á quienes ha de presentarlo y que lo han de tramitar, 
sopeña de nulidad y bajo la responsabilidad del funcionario cor-
respondiente, sin perjuicio de que se tenga por hecha la notifi-
cación desde el momento en que el interesado se dé por enterado 
de la providencia, aun sin haber sido notificado en forma. 
La notificación ha de hacerse entregando al interesado el oficio 
en que conste la copia de la providencia con los aditamentos ya 
expresados: el recibo lo firmará y fechará aquél en cédula separada. 
Cuando la notificación se verifique por autoridad intermedia, el 
interesado pondrá el recibí en el oficio de remisión, que servirá de 
cédula, enviado por la autoridad superior; y con esta diligencia, 
la encargada de hacer la notificación lo devolverá á la oficina de 
donde proceda. 
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Las cédulas ú oficios de remisión se unirán al expediente. 
La notificación se intentará por la Administración dentro de 
los 10 dias siguientes al acuerdo. 
Se entiende intentada cuando se traslada de la autoridad infe-
rior á otra de igual categoría; pero ésta tendrá precisión de darla 
curso en el término de .tercero dia bajo su responsabilidad. 
La notificación se hará en el domicilio del interesado, ó del 
apoderado. 
Si no fuese hallado en él, se hará constar en la cédula, y se en-
tregará el oficio en que va la copia de la resolución al pariente 
más cercano, y en su defecto al familiar ó criado mayor de 14 años 
que estuviese en la habitación del que hubiese de ser notificado; y 
si no se encontrase á nadie en ella, al vecino más próximo que 
fuese habido, firmando la cédula la persona que reciba aquel 
oficio, ó dos testigos si no supiese hacerlo. 
Si se ofreciese resistencia, se hará constar en la cédula, que 
firmarán dos testigos, y se considerará notificada la providencia, 
haciéndolo constar en el expediente. 
Si se ignorase el paradero del interesado y del apoderado en su 
caso, se practicarán las notificaciones al reclamante por medio del 
Boletín Oficial de la provincia de su último domicilio legal, y 
además por medio de la Gaceta de Madrid, cuando esto pro-
ceda. 
En el caso de haberse hecho la notificación por medio delBoíe-
tin Oficial, el término para intentar el recurso de alzada comen-
zará á correr al mes de la inserción del acuerdo; pero los demás 
plazos comenzarán á contarse desde el dia siguiente al de la in-
serción misma, que se tendrá por notificación en forma. 
Las providencias definitivas de primera instancia y áun las de 
trámite que hagan imposible la prosecución del expediente, si se 
accede en todo ó en parte á la pretensión, se notificarán también 
al Interventor de la provincia para los efectos de reglamento: las 
de segunda instancia análogas al Interventor general del Estado. 
Toda autoridad administrativa que juzgue le pertenece el cono-
cimiento de un negocio en que otra entienda, le entablará compe-
tencia fundándola y expresando el texto de la disposición en que 
se apoye; y desde ese momento quedarán en suspenso todos los 
términos de trámite en cuanto se refiera á la reclamación del in -
teresado en el expediente. En las competencias de la Administra-
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cion provincial se oirá siempre al Abogado del Estado, y en las de 
la central á la Dirección de lo Contencioso. 
La autoridad económica que sea competente para entender en 
un asunto lo es también para todas sus incidencias y para el cum-
plimiento de la resolución definitiva. 
Las cuestiones de competencia pueden ser, como en la puramen-
te gubernativo, positivas ó negativas, y suscitarse entre autorida-
des que dependan del Ministerio de Hacienda; entre autoridades 
de las cuales una dependa de dicho Ministerio y otra no, y entre 
autoridades económico-administrativas y las del Poder judicial; y 
se sustanciarán y resolverán precisamente conforme á las reglas 
para cada caso señaladas en el tít. 2.° del reglamento de 31 de Di-
ciembre de 1881. 
En asuntos económicos sólo los Delegados de Hacienda en las 
provincias pueden suscitar cuestiones de competencia á los Tribu-
nales ordinarios, y se sustanciarán conforme al reglamento de 25 
de Setiembre de 1863 reformado en 22 de Octubre de 1866. 
Tales son las disposiciones generales que alcanzan á toda clase 
de expedientes en materias de Hacienda según las novísimas re-
formas. 
4.°—De la idrimera instancia gubernativa en lo económico. 
Las autoridades llamadas á conocer y resolver en primera ins-
tancia toda reclamación económico-administrativa que se interpon-
ga son los Delegados de Hacienda en la actualidad, por ser los 
Jefes superiores en las provincias para todo lo relativo á ese ramo. 
Si por disposiciones especiales la cuestión ha de resolverse en 
primera instancia por alguna Junta, habrá de ser precisamente 
presidida ésta por el Delegado, y la resolución ó acuerdo que se 
dicte pone fin á la pitada instancia. 
Como excepción, conocen también en primera instancia los D i -
rectores generales, Interventor general. Junta de pensiones c iv i -
les, etc., en los asuntos propios de la Administración central, así 
como en las incidencias de los contratos de carácter general; y no 
podía ménos de ser así, porque hay asuntos que desde luégo cor-
responden directamente á la Administración central por leyes es-
peciales, y hubiera sido complicar la tramitación de las pretensio-
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nes y dificultar la pronta dispensación de la justicia adminis-
trativa dar intervención en tales casos á la Administración pro-
vincial. 
Aun cuando al presentarse cualquiera reclamación se viese no-
toriamente su improcedencia es indispensable tramitarla; pero en 
este caso, al dictarse la providencia condenatoria de primera ins-
tancia, podrá imponerse al reclamante una pena que no exceda del 
10 por 100 del importe de lo reclamado. Si apelase la parte, y la 
providencia se confirmase en la segunda instancia, podrá elevarse 
la pena hasta el 20 por 100, según la ley de 31 de Diciembre de 1881, 
base 17; disposición que no nos parece enteramente correcta y ra-
cional, como ya hemos indicado en el cap. 2.° del tít. 3.° de esta 
obra, por lo cual creemos que debería modificarse en bien de los 
administrados y prestigio de la Administración. 
El procedimiento para la sustanciacion de las reclamaciones en 
general, en primera instancia, empieza por la justificación, docu-
mental ó testifical, de lo que se pide, si fuere necesaria; cuya jus-
tificación se practicará en la forma y términos que señalan los ar-
tículos 68 á 74 del reglamento de 31 de Diciembre. En los ocho 
dias siguientes se hará el extracto, y en el término de un mes se 
reunirán los datos ó informes que se juzguen necesarios ó conve-
nientes. 
Reunidos los antecedentes, se pone el expediente de manifiesto 
al interesado para que insista en su pretensión ó desista de ella. 
Si persiste, puede hacer nueva alegación de su derecho en el plazo 
de 12 dias, por escrito fundado, ratificando á la vez su pretensión 
ó rectificándola, como viere convenirle, pero sin alterarla sustan-
cialmente. En la alegación podrá pedirse que se reciba el expe-
diente á prueba ó que se falle sin ese trámite. 
La prueba se practicará en las formas y plazos que prescriben 
los arts. 86 á 98 del reglamento: también la Administración puede 
hacer la prueba por su parte, si lo estimare conveniente, á la 
vez que la parte interesada. 
Terminado el período de prueba y extractadas ya las que se hu-
bieren hecho, empieza el período de informe; terminado éste den-
tro de los plazos legales, en el de los 30 dias siguientes se dictará 
necesariamente la providencia ó resolución definitiva, que se noti-
ficará á la parte interesada para los efectos oportunos: esta notifi-
cación es hoy un requisito esencialísimo, y aplaudimos la reforma 
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por lo que garantiza y favorece el derecho y el interés de todo re-
clamante. 
Con esto termina la primera instancia. 
Si contra la providencia dictada no se interpone apelación para 
ante el Ministerio de Hacienda dentro de los 15 dias siguientes á 
la notificación, causa ejecutoria y se hace firme, sin que quepa ya 
reclamación en ninguna vía ni forma. 
5.°—De la segunda instancia. 
Los recursos de alzada contra las providencias dictadas por los 
Delegados de provincia en primera instancia se t ramitarán por los 
respectivos Centros directivos, que consultarán al Ministro de Ha-
cienda la resolución procedente. 
Las alzadas contra las providencias de primera instancia dicta-
das por los Centros directivos se tramitarán por la Subsecretaría, 
que consultará al Ministro la resolución que proceda. 
Para el acuerdo de trámite el Ministro podrá delegar en el Sub-
secretario, ménos en los casos en que mande informar al Consejo 
de Estado en pleno ó en Secciones, ó se pidan informes ó antece-
dentes á los demás Ministerios y Tribunales superiores de Justicia 
y de Guerra y Marina. 
La apelación podrá intentarse ante la autoridad que practique la 
notificación, que, si no es la que ha conocido en el expediente, re-
mitirá la alzada al Jefe que haya dictado la resolución apelada, 
para su tramitación y curso: el recurso se hará por escrito ra-
zonado. 
Si la providencia de primera instancia apelada es condenatoria 
de cantidad líquida, para interponer la alzada se ha de hacer pré-
viamente el pago de aquélla ó su consignación en las arcas del 
Tesoro, 
A l remitir la alzada al Ministerio, lo cual se ha rá en el término 
de quinto dia de recibida, puede la autoridad remitente emitir in-
forme acerca de ella, si lo juzga oportuno. 
Recibido el recurso en el Ministerio, se t ramitará conforme á las 
prescripciones del reglamento. 
Se distingue la segunda instancia de la primera en que en ella 
no se pone de manifiesto el expediente al interesado ni se le pue-
den admitir pruebas que no sean documentos de fecha posterior 
24 
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ai término probatorio de la primera instancia, ú otros de que jure 
no haber tenido noticia entonces. 
Dictada la resolución definitiva, se comunicará á la autoridad ó 
centro de quien proceda el expediente, en el preciso término de 
15 dias, con devolución del mismo, para su notificación á la parte 
interesada y cumplimiento de lo acordado áun cuando de ella se 
apelase á la vía contenciosa, á ménos que á juicio del Ministro fue-
ren irreparables los daños que su ejecución causara, y con tal que 
el interesado lo solicite, acreditando haber interpuesto la demanda 
contenciosa, que habrá de entablarse en el término de dos meses 
si la parte interesada tiene su domicilio legal en la Península é 
Islas Baleares; de tres si en Canarias; de cuatro si en Cuba ó 
Puerto-Rico, y de seis si en las Islas Filipinas. 
6.°—Procedimientos especiales. 
La nueva legislación señala y prescribe procedimientos especia-
les para la tramitación y resolución de las reclamaciones que sur-
Jan en determinados casos, como son: reclamaciones acerca de la 
contribución territorial, en lo relativo á agravios de los pueblos, 
agravios de los contribuyentes y reforma de los amillaramientos, 
las que se t ramitarán conforme á las disposiciones contenidas en 
el tít. 6.° del reglamento: reclamaciones sobre contribución indus-
trial, ya se trate de agravios por el reparto que los gremios hubie-
sen hecho, de quejas de contribuyentes no agremiados, ó de recla-
maciones de baja en la matrícula, para cada una de las cuales es-
tablece procedimientos diferentes y bien determinados el tít. 7.°: 
reclamaciones con motivo del procedimiento ejecutivo de apremio 
y tercerías que surjan al intentar el embargo ó venta de bienes, 
que están comprendidas en el tít. 5.°: reclamaciones enlazadas con 
el impuesto general de consumos que versen acerca de los enca-
bezamientos señalados á los pueblos, reclamaciones de los Ayun-
tamientos ó de los arrendatarios, decisiones de los Alcaldes sobre 
liquidación de los derechos de tarifa, decisiones de las Juntas cele-
bradas en la Administración provincial del ramo, con motivo de 
aprehensiones, denuncias, etc., ó motivadas por los acuerdos de 
las Juntas administrativas de los pueblos; reclamaciones que en 
cada caso habrán de seguir los trámites prevenidos en las diferen-
tes secciones del tít. 8.° 
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Gomo se trata de reclamaciones y cuestiones de una índole es-
pecialísima y que se mueven en distinta esfera en cada caso, no 
era posible someter su tramitación en absoluto á los procedimien-
tos reglamentarios generales, á ménos de crear complicaciones so-
bre innecesarias perjudiciales: de ahí que se hayan establecido re-
glas particulares, en armonía con las instrucciones y reglamentos 
especiales de cada ramo, que simplifiquen los procedimientos y 
abrevien la resolución que por lo común es de necesidad peren-
toria. 
7.°—Recursos de nulidad y de queja. 
El recurso de nulidad puede intentarse contra las providencias 
firmes que se hubiesen fundado en documentos ó pruebas falsos, 
y se podrá interponer dentro del plazo de los 10 años siguientes á 
la fecha de la providencia; pues pasado ese término, sólo podrán 
ejercitarse las acciones que procedieren ante los Tribunales 
ordinarios para perseguir el delito de falsedad y exigir la indem-
nización de perjuicios. 
El recurso de nulidad puede intentarse lo mismo por los par-
ticulares que por la Administración, representada ésta por el Inter-
ventor general del Estado ó por los Interventores de las Adminis-
traciones provinciales, según que el expediente se hubiere resuelto 
en la Administración central ó en estas últimas. 
Los particulares presentarán, lo mismo que los Interventores, 
sus reclamaciones ante la autoridad que haya dictado la providen-
cia ejecutoria. 
Cuando la falsedad en que el recurso se funde aparezca ya de-
mostrada por sentencia judicial, se acompañará á la instancia tes-
timonio de dicho fallo. 
Se consignarán con toda claridad los documentos que se acusen 
de falsos, y las razones que tenga el recurrente para fundar su ale-
gación. 
Presentada la instancia al Jefe de la dependencia, acordará que 
se unan al mismo en término de tercero dia el expediente y de-
más datos á que haga referencia. 
Cumplido este requisito por el Jefe del Negociado respectivo, 
devolverá el expediente á su Jefe. 
El Director ó el Delegado pasará al Interventor la instancia y 
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documentos para que exponga á la mayor brevedad su parecer; 
y emitido el dictámen, el Jefe citado nombrará un funcionario 
caracterizado que instruya el expediente y un Secretario que au-
torice las diligencias, siguiéndose, instruido que el expediente sea, 
los procedimientos y trámites que el reglamento designa en los ar-
tículos 302 á 317. 
Podrá en todo caso intentarse recurso de queja contra la autori-
dad que hubiere dictado providencia de primera instancia que haya 
llegado á ser firme; pero aunque aquél prosperase, no dejará de 
ser firme la providencia. Este recurso se ejercitará en el término 
de 30 dias, á contar desde la notificación de la providencia. 
E l recurso de queja podrá intentarse en cualquier estado del 
expediente. 
La reclamación se fundará necesariamente citando el artículo, 
d é l a ley ó reglamento que se consideren infringidos. 
La instancia se presentará en el Ministerio, y el Ministro, ó el 
Subsecretario por delegación, pedirán informe á la autoridad con-
tra quien se, dirija, señalando un plazo que no excederá de 15 dias 
para evacuarlo, disponiendo la remisión del expediente. 
Cumplida esta diligencia, el Ministro, oyendo á los Centros d i -
rectivos que estime oportunos, resolverá imponiendo, si á ello hu-
biere lugar, las responsabilidades debidas á la autoridad ó funcio-
nario que resultare culpable de la infracción, procediendo como 
previene y ateniéndose á lo que dispone el tít. 15 del reglamento. 
Contra el fallo del Ministerio en los expedientes sobre responsa-
bilidad no cabe el recurso contencioso (1). 
8.°—Otras disposiciones. 
Los incidentes de personalidad que surjan con motivo del falle-
cimiento de cualquier interesado en una reclamación ó expedienta 
pendiente de resolución, así como los que se deduzcan por no ser 
admitida alguna apelación, se han de sustanciar con arreglo á las 
secciones 1.a y 2.a del tít. 9.°, que establece reglas y procedimien-
tos especiales con objeto de garantir lo mismo los derechos é inte-
reses de los particulares que los de la Administración ó del Estado. 
Las cuestiones incidentales que se promuevan relacionadas in-
mediatamente con el asunto principal que se ventile ó con la vali-
(1) Reglamento de 31 de Diciembre de 1881, art . 332. 
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dez del procedimiento que no tenga una tramitación determinada, 
si por exigir una resolución prévia sirven de obstáculo á la cuestión 
principal, se sustanciarán en el mismo expediente, quedando en-
tre tanto en suspenso el curso de aquélla. En caso contrario se tra-
mitarán al mismo tiempo que el asunto principal, y por separado 
de él. 
Promovido incidente en primera instancia, el Jefe que conozca 
de él tomará los informes oportunos, y en su vista se dictará reso-
lución. 
Si fuese necesario ántes de dictarse resolución que el interesado 
practique alguna prueba, además de la justiticacion que haya pre-
sentado al formular el incidente, se le concederá el término impro-
rogable de 15 dias para efectuarlo. 
Las providencias que pongan término en primera instancia á los 
incidentes son apelables en la misma forma que las resoluciones 
del asunto principal. 
Promovido incidente en segunda instancia, el Ministro, ó el 
Subsecretario por delegación, pedirá, según los casos, los informes 
necesarios para fallar el incidente. 
También podrá acordarse el recibimiento á prueba. 
Si en la ejecución de la resolución final de un asunto surgen 
cuestiones que por su importancia deban ser consideradas como 
nuevas reclamaciones, se sustanciarán en expediente distinto, to-
mándose del antiguo los datos que se estimen necesarios. 
Tales son las bases más importantes sobre que se fundan las dis-
posiciones que, para la uniformidad de los procedimientos y para 
evitar los graves males que al principio de este capítulo hemos 
apuntado, ha establecido la novísima legislación de 31 de Diciem-
bre de 1881, planteando una reforma que merece aplauso y que es 
de desear responda en la práctica á los buenos propósitos que la 
han informado. 
Grande sería la responsabilidad moral de la Administración si 
por su negligencia ó sus tolerancias resultaran estériles los propó-
sitos del legislador. 
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CAPÍTULO I I I . 
COMPETENCIAS DE ATRIBUCIONES. 
1.°—Ideas generalas.—2.° Competencias de atribuciones.—3.° Competencias; 
positivas y competencias negativas.—4.° Legislación.—5.° Jurisprudencia. 
I.0—Ideas generales. 
Casi todas las Constituciones modernas reconocen tres distintos-
Poderes; el legislativo, el ejecutivo y el judicial. Esta distinción 
no es nueva, y fúndase en la naturaleza de los casos. Deliberar, 
ejecutar, juzgar, son funciones muy diferentes. Mas aunque 
los antiguos así lo comprendieron, no existió entre ellos la sepa-
ración de funciones que en nuestro tiempo ha sido consecuen-
cia de la complicación siempre creciente de la organización so-
cial y política. 
Tan importante se considera esa separación que se la mira 
hoyen la ciencia política como la primera condición de un Go-
bierno liberal. Y en efecto, si una misma persona, ó un mismo 
cuerpo compuesto de nobles ó del pueblo, ejerciera los tres po-
deres, el de hacer las leyes, el de ejecutarlas y el de juzgarlos 
delitos ó las diferencias entre los particulares, todo se habría per-
dido; porque la tiranía sería el resultado necesario de tal orga-
nización. Es, pues, necesaria la separación de poderes; pero, áun 
siéndolo, no cabe hacerla de una manera absoluta. Quimérico 
empeño sería el de querer encarnar, por decirlo así, cada uno de 
los tres poderes en una persona ó cuerpo diferente, sin tener en 
cuenta ni las necesidades de la práctica ni áun la misma conve-
niencia. 
Por eso, áun en los Gobiernos constitucionales más perfectos, la 
distribución del poder entre el Soberano, los Cuerpos Legisladores 
y los Tribunales, dista mucho de coincidir exactamente con la 
distinción abstracta de las tres funciones que en el poder distin-
guimos. El Soberano participa del Poder legislativo por el dere-
cho de sanción, y en todas partes, á excepción de Inglaterra, por 
la facultad de dictar reglamentos é instrucciones para el cumpli-
miento de las leyes. Las Cámaras no son cuerpos puramente le-
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gislativos; son, ante todo, cuerpos políticos. Verdad es que votan 
impuestos, y que ha de preceder su consentimiento para la enaje-
nación del patrimonio del Estado; mas sobre todo esto descuella 
la presión que continuamente ejercen respecto al Poder ejecu-
tivo representado por Ministros responsables. Sin mencionar las 
atribuciones judiciales que corresponden al Senado, es evidente 
que las Cortes funcionan como Jueces cuando examinan y aprue-
ban las actas de elección de sus miembros. Los mismos Jueces, 
por más especiales que sean sus funciones, tienen en ocasiones 
algo más que hacer que juzgar. Y cuenta que no hablamos ni 
del Bailío alemán, que administra y juzga, ni del Juez prusiano 
encargado de llenar los registros de hipotecas, ni de los Jueces de 
paz ingleses, que, después de administrar justicia en las sesiones 
ordinarias, se reúnen en Junta especial para votar la contribución 
del condado, conceder licencia á los expendedores de bebidas y 
proveer al sostenimiento de los pobres ó á la reparación de los ca-
minos. En nuestro país, apesar del exquisito cuidado con que 
se ha procurado deslindar lo que corresponde algPoder judicial, 
aún ejercen los funcionarios de este orden actos puramente polí-
ticos, y si no juzgan, como los Tribunales americanos, de la cons-
titucionalidad de las leyes, intervienen en las elecciones, ya 
presidiendo las juntas de escrutinio, ya resolviendo acerca de la 
capacidad electoral de los ciudadanos. Por otra parte, los Tribuna-
les españoles no tienen todo el Poder judicial, toda vez que se ha 
juzgado necesario dejar á la Administración el conocimiento de 
los litigios ocasionados por actos administrativos. 
Preciso es, sin embargo, reconocer que si el principio de la se-
paración de los poderes está escrito en la mayor parte de las Cons-
tituciones modernas, no en todas partes se entiende de una misma 
manera. 
Esto es sobre todo cierto respecto á los límites que separan el 
Poder administrativo del judicial, que son el objeto de este capí-
tulo. En Inglaterra ni uno solo de los actos del primero puede es-
capar al conocimiento de las Cámaras de justicia, que aprecian 
su legalidad. Todo ciudadano que cree perjudicado su derecho 
puede recurrir al Juez ordinario, sea cualquiera la autoridad 
que cause el agravio, y al Juez toca estimar la procedencia y ad-
misibilidad de la acción. En otras partes, como en Bélgica y en 
Holanda, la competencia de la autoridad judicial comprende todas 
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las contestaciones relativas á los derechos civiles sin excepción, y 
en cuanto á las que se suscitan con motivo de los derechos polí-
ticos no más que en los casos determinados por las leyes. En 
Francia las cuestiones entre el Estado y los particulares son del 
conocimiento de los Tribunales; pero se distingue entre el Estado 
que posee ó que contrata y el Estado que manda, entre el fisco 
y el Gobierno: y si bien en Berlín hay Jueces para los litigios con 
aquél, no los hay para las querellas á que den lugar los actos de 
éste. 
En España hasta no hace muchos años andaban mezcladas en 
manos de las mismas autoridades y corporaciones las funciones 
administrativas y las judiciales. En la actualidad la Constitución 
estatuye que á los Jueces y Tribunales corresponde exclusiva-
mente la potestad de aplicar las leyes en los juicios civiles y 
criminales, sin que puedan ejercer otras funciones que las de 
juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado, y al mismo tiempo 
determina que al Poder ejecutivo, ejercido por el Rey mediante 
Ministros responsables, pertenece la facultad de hacer ejecutar 
las leyes, extendiéndose su autoridad á todo cuanto conduce á la 
conservación del orden público en el interior y á la seguridad del 
Estado en el exterior, para lo que tiene la potestad de expedir de-
cretos, reglamentos é instrucciones (1). 
De los textos citados se desprende, por lo tanto, cuáles son los 
actos prohibidos á la autoridad judicial. No puede hacer regla-
mentos de policía ni actos de Administración; no puede modificar 
ni anular los actos del Poder administrativo; no puede apercibir 
á un funcionario de este orden por razón de sus funciones ni 
citarlo ante sí para exigirle cuenta de la manera en que las ejerce. 
Pero estas disposiciones, si bien establecen las reglas generales 
de competencia de ambos poderes, no señalan claramente sus 
límites respectivos, no marcan la línea divisoria que los separa. 
Por lo demás, fácil es advertir que el intento del legislador, al 
dictar esas prescripciones, no tanto ha sido definir un principio 
constitucional como confirmar más y más la prohibición hecha á 
los Tribunales de mezclarse en los negocios de la Administración. 
Lo que el legislador no ha hecho ha querido hacerlo la juris-
prudencia. Así constantemente ha declarado que todas las cues-
(1) Cons t i tuc ión vigente, arts. 50, 54, n ú m . I.0, y 76. 
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tiones relativas al estado civil de las personas y á la propiedad 
de las cosas son de la competencia de los Tribunales; y, al contra-
rio, que sólo á la autoridad administrativa corresponde resolver 
siempre que se trate de contratos con ella celebrados, ó de recla-
maciones producidas por sus propios actos. Pero estas reglas, 
aunque generales, no son absolutas. 
Por lo demás, cada uno de los dos poderes, administrativo y 
judicial, tiene competencia exclusiva para interpretar sus actos 
propios. Cuando son claros y no han menester interpretación, 
pueden ser indistintamente aplicados por uno ó por otro, y por 
eso vemos á la Administración haciendo cumplir las sentencias 
de los Tribunales, y á éstos fundar sus fallos en resoluciones 
administrativas. 
Finalmente, la regla de separación de los poderes se aplica lo 
mismo á las acciones principales que á los incidentes que en su 
ejercicio surgen; pues cuando se presenta uno que no es de la 
competencia de la autoridad ante la cual pende el asunto, ésta 
debe suspender su curso y remitir las partes ante la jurisdicción ó 
autoridad competente, á fin de que resuelva sobre la cuestión pre-
judicial , reservándose ella decidir sobre el fondo del negocio. 
2.°—Competencias de atribuciones. 
Poco se adelantaría con el establecimiento de la separación de 
los poderes públicos, si no se hubiera instituido una autoridad que 
decidiese en las cuestiones que acerca de su ejercicio pueden ocur-
r i r : un Juez que, colocado por su elevación fuera y por encima 
del espíritu de cuerpo, pronuncie imparciales fallos sobre lo que 
competa ó esté prohibido á cada uno de aquellos poderes. 
Para lograr ese fin pueden seguirse diferentes sistemas. En 
efecto; puede encargarse la resolución á cualquiera de los tres po-
deres ó confiarla á un tribunal mixto, y ni uno solo de estos sis-
temas ha dejado de ensayarse. 
En Inglaterra y en los Estados-Unidos de América corresponde 
esta importante función al Poder judicial, que, soberano en su lí-
nea, no reconoce otro superior que la ley de la que es órgano. 
También en Bélgica y en Holanda la resolución de las competen-
cias toca al Tribunal Supremo de Justicia. 
En España, Francia é Italia, y en una parte de Alemania, de-
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cide las competencias el Soberano ó Jefe del Estado, oyendo al 
Consejo Supremo administrativo. 
En la mayor parte de los Cantones suizos el Gran Consejo, ó 
sea el Poder legislativo, es quien decide en esta materia. 
En Francia la Constitución de 1848 estableció un tribunal mix-
to, compuesto por mitad de miembros del Consejo de Estado y 
del Supremo Tribunal de Justicia. Tribunales semejantes se han 
creado en Sajonia, en Prusia y en Baviera. En Austria hasta hoy de-
cide la competencia de atribuciones la Corte Suprema de Justicia 
ó Tribunal Supremo, que para ello se entiende con el Ministro del 
Interior, ó de Gobernación, como nosotros decimos; aunque, caso 
de no haber entre ellos conformidad, resuelve el Emperador. 
En algunos Cantones suizos se ha querido confiar este asunto á 
los tres poderes reunidos, y para ello se encarga el conocimiento 
y decisión de las competencias á una comisión mixta, formada 
por individuos del Gran Consejo de Estado y del Tribunal Su-
premo. 
En nuestro país la decisión de las competencias corresponde, 
como hemos dicho, al Rey, debiendo oirse siempre por los Gober-
nadores á las Comisiones provinciales sobre las providencias de-
clarando la competencia ó incompetencia. 
Entiéndese por competencia, en el sentido en que esta palabra 
se emplea en la materia que nos ocupa, el conflicto que surge en-
tre dos ó varias autoridades cuando todas pretenden conocer por 
propia atribución, ó no conocer, de un asunto ó negocio. 
En primer término las competencias pueden ser de dos géneros: 
de jurisdicción ó de atribuciones. Existe la primera cuando eí 
conflicto surge entre dos autoridades ó corporaciones de un mis-
mo orden; como son dos Gobernadores, dos Jueces ó dos Audien-
cias; y la segunda cuando la cuestión se promueve entre autori-
dades de distinto orden, por ejemplo, entre autoridades adminis-
trativas y judiciales, entre un Gobernador y un Juez, y es un 
acto por el cual la Administración, representada por el Goberna-
dor de la provincia respectiva, reivindica para sí el conocimiento 
de un negocio ó de una cuestión en que están entendiendo los 
Tribunales ordinarios, pero que sin embargo aquélla cree le cor-
responde exclusivamente en virtud de leyes ó disposiciones admi-
nistrativas, ó por constituir un acto administrativo propiamente 
dicho la resolución sobre que versa la controversia, ó, finalmente, 
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porque áun correspondiendo en el fondo el conocimiento del ne-
gocio ó de la reclamación á los Tribunales de justicia, existe una 
cuestión prévia que resolver, en la que sólo la Administración 
puede intervenir. 
Realmente la división de las competencias que hemos apunta-
do no es severamente propia y lógica; porque sería más exacto y 
más correcto que se diera el nombre de competencias de juris-
dicción á las que surgen entre autoridades de distinto órden, como 
son la administrativa y la judicial, y que se denominaran compe-
tencias de atribuciones las que se promueven entre autoridades 
de un mismo ramo ú órden jerárquico: es decir, que se invirtie-
ran los términos, que sería más racional, como justamente hacen 
observar los más distinguidos tratadistas, lo cual demuestra que 
no es infundada nuestra opinión en la materia. 
Es muy frecuente en el uso común confundir una y otra deno-
minación; pero debe evitarse, limitándose á denominar compe-
tencias de atribuciones á los conflictos surgidos entre las autori-
dades administrativas y las judiciales, ó, precisando más, entre los 
Gobernadores y los Juefies de primera instancia, que son las más 
frecuentes: lo contrario, sobre constituir una impropiedad, es 
dado á errores y tergiversaciones innecesarias. 
Esas competencias son las únicas á que debemos referirnos 
aquí, pues las de jurisdicción no tienen cabida dentro del objeto 
y plan de esta obra. 
La facultad de promover competencias á los Tribunales ordina-
rios corresponde á los Gobernadores en los asuntos administrati-
vos en general, y á los Delegados de Hacienda en los de este ramo 
especial (1). No pueden suscitarlas: 1.° En los juicios criminales, 
á no ser que competa á la Administración el castigo de la falta ó 
del delito, ó exista una cuestión prévia administrativa que sea ne-
cesario decidir para calificar el hecho ú omisión origen del j u i -
cio. 2.° En los actos conciliatorios. 3.° En los pleitos fenecidos por 
sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada. Y 4.° Cuando se 
trate de asuntos que pendan fuera del territorio de su mando. 
Cuando las autoridades judiciales ó administrativas conocen de 
(1) Reglamento de 25 de Setiembre de 1863, ar t . 53; ley Provinc ia l de 2 dt 
Octubre de 1877, ar t . 69; y ley de 31 de Diciembre de 1881, base 24. 
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asuntos en que son incompetentes según su propio juicio, deben 
hacer la oportuna declaración inhibiéndose. 
3.°—Competencias j^ositivas y competencias negativas. 
Hemos indicado en los anteriores párrafos que las autoridades 
administrativas pueden reclamar el conocimiento de un negocio 
que crean se halla comprendido en el círculo de sus atribuciones, 
y también que tanto las administrativas como las judiciales, cuan-
do crean que un asunto de que se hallan conociendo no les cor-
responde, deben inhibirse y declararse incompetentes. 
Estos diferentes casos dan carácter diverso á los conflictos de 
competencia, que en su virtud se dividen en competencias positi-
vas y competencias negativas. 
Existe competencia positiva cuando la autoridad gubernativa y 
la judicial sostienen al mismo tiempo ser competentes para enten-
der de un asunto, y ambas se niegan á inhibirse y ceder ante la 
otra, entregándole el asunto; por lo cual se hace necesario que, 
sustanciado el conflicto, pasen el expediente y autos á la superiori-
dad para que dirima la discordia y decida la cuestión á favor de 
una ú otra. 
Existe competencia negativa cuando la autoridad judicial y la 
administrativa se declaran á la vez incompetentes para conocer 
en un mismo asunto ventilado entre las mismas partes ó interesa-
dos, sosteniendo cada una por su lado que le corresponde de de-
recho á la otra autoridad entender de la cuestión y resolverla. 
En este caso lo que se produce, más bien que un conflicto de 
competencia, es una declinatoria mutua en virtud de la que cada 
autoridad cede y se inhibe espontáneamente. 
Si preciso es que las competencias positivas sean decididas por 
un poder superior y que ejerza por igual autoridad sobre ambas 
partes contendientes, como lo es el Rey con dictámen del Consejo 
de Estado, no es ménos indispensable que ese poder supremo in-
tervenga en las competencias negativas para resolver el conflicto 
decidiendo á cuál de las autoridades contendientes corresponde el 
asunto conforme á las leyes, y obligar, por tanto, á que la que apa-
rece competente proceda á encargarse de la reclamación ó nego-
cio, tramitarlo y decidir con arreglo á derecho lo que corresponda. 
De no ser así, el interés particular ó el del Estado, según los casos, 
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resultarían sin defensa y quedarían abandonados, lo cual no es po-
sible admitir ni tolerar, pues entonces se haría imposible la admi-
nistración de justicia que á nadie puede negarse, y resultaría que-
brantado el principio de autoridad, cuya importante misión en el 
organismo político y administrativo exige que cada autoridad, que 
cada poder llene y ejérzalas funciones, atribuciones y deberes que 
le son propios. 
No existe la competencia negativa sino cuando ambas autorida-
des se inhiben y se declaran incompetentes ó declinan su jurisdic-
ción, sin embargo de que una es competente, por más que desco-
nozca sus atribuciones; cuando la cuestión versa sobre un solo 
objeto, y cuando las partes interesadas son las mismas: faltando 
alguna de estas circunstancias, claro es que no existirá competen-
cia negativa. 
La incompetencia se ha de declarar por los Jueces y Tribunales 
oyendo precisamente al Ministerio fiscal ó á instancia de éste, y 
por los Gobernadores oyendo á la respectiva Comisión provincial. 
Los Jueces no pueden entablar competencia de atribuciones á la 
autoridad administrativa, sino que cuando fundadamente suponen 
que les corresponde el conocimiento de un negocio en que el Go-
bernador se halla entendiendo han de acudir á la Audiencia con el 
oportuno recurso de queja contra la autoridad administrativa para 
que se tramite y decida con arreglo á las leyes: sólo los Goberna-
dores tienen facultad para entablar directamente competencias de 
atribuciones á los Jueces y Tribunales que se hallen conociendo 
de un asunto que, fundados en las leyes, suponen corresponde á 
sus facultades: esto es lo que se llama promover la inhibitoria. 
4.°—Legislación. 
El procedimiento que tiene que seguirse tanto para promover 
como para tramitar y sustanciar las competencias, ora sean posi-
tivas, ora negativas, es el que determinan el R. D. de 4 de Junio 
de 1847; el reglamento de 25 de Setiembre de 1863 para la ejecu-
ción de la ley de gobierno y administración de las provincias, y 
hoy también, por lo relativo al ramo de Hacienda, la ley y el re-
glamento de 31 de Diciembre de 1881. 
Como nuestros lectores han de preferir seguramente tener á la 
vista esa legislación á la exposición que aquí pudiéramos hacer de 
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sus preceptos siguiendo paso á paso el texto legal, del cual es difí-
cil separarse en materias tan importantes y tan correctamente de-
finidas por las leyes, omitimos detenernos en este lugar en esa la-
bor, después de todo innecesaria, y remitimos al que necesitare 
conocer los textos de las disposiciones vigentes á la secc ión de le-
g is lac ión de esta obra, donde las reproducimos. 
Para terminar insertamos á cont inuación la jurisprudencia es-
tablecida por las decisiones de competencias en los cuatro úl t imos 
años , que contiene doctrinas importantes que no puede prescin-
dirse de tener en cuenta, como regla general, y en cuyas decisio-
nes se hallan reproducidos los principios culminantes de esta rama 
de nuestro derecho administrativo que se han venido sentando en 
las resoluciones dictadas ya de largos años atrás . 
5.°—Jurisprudencia. 
Para insislir el Gobernador en su requerimiento de inhibición al Juz-
gado está obligado á oir préviamente á la Comisión provincial, lo cual 
constituye un trámite indispensable para la sustanciacion de la compe-
tencia; de modo que la omisión de ese requisito envuelve un vicio sus-
tancial que impide toda resolución. {Dec. 21 Diciembre 4877. Gace-
ta i .0 Enero 4878.) 
Cuando el Gobernador, al hacer el requerimiento de inhibición al Juz-
gado, no dictó disposición legal alguna encaminada á demostrar que la 
providencia de un Alcalde, origen de la competencia, había sido dictada 
dentro del círculo de sus atribuciones, esa omisión es de tal naturaleza 
que impide la decisión del conflicto. [Dec. 24 Diciembre 4877. 
ceta % Enero 
E l no haberse oido por el Juez á una de las partes que han sido admi-
tidas en los autos de una competencia, y el omitir la diligencia de vista 
pública, prévia citación de las partes y del Ministerio fiscal, constituyen 
vicios sustanciales que impiden la resolución del conflicto. (Ztec. 19 
Abril 4878. Gac. 25 id. id.) 
Para insistir en un requerimiento de inhibición los Gobernadores tie-
nen precisamente que oir ántes á la Comisión provincial al tenor de lo 
dispuesto en el art. 64 del reglamento de 25 de Setiembre de 4863. La 
omisión de este trámite infringe las reglas de procedimiento establecidas 
para la sustanciacion de las competencias, y produce, por consiguiente, 
un vicio sustancial que impide la resolución del conflicto. [Dec. 49 
^ 6 n 7 1878. Gac. 28 id. id.) 
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Cuando un procedimiento criminal tiene por objeto determinar la 
responsabilidad que haya podido contraer un Alcalde por delito de usur-
pación de atribuciones judiciales que se le imputa, como se trata de un 
Juicio criminal en que ni el castigo del hecho que se persigue ha sido 
reservado por la ley á la autoridad administrativa, ni el tallo que en su 
dia recaiga puede considerarse subordinado á ninguna cuestión previa 
cuya resolución corresponda en primer término á la Administración, no 
puede abrogarse el conocimiento del asunto; pues si las autoridades de 
ese orden tuvieran atribuciones para calificar préviamente los actos jus-
ticiables de sus subordinados, vendría la Administración á resolver sobre 
el fondo del negocio, apropiándose facultades que sólo á los' Tribunales 
ordinarios corresponden, puesto que á ellos exclusivamente compete 
declarar la culpabilidad ó inculpabilidad de todo procesado. [Dec. 19 
Abril 1878. Gac. I.0 Mayo id.) 
Cuando la providencia de un Alcalde tiene por objeto la policía y buen 
gobierno del cauce de un rio, y dicha autoridad, para ejecutar un acuer-
do del Ayuntamiento que mandaba reponer el antiguo cauce por donde 
corrían las aguas, ordenó derribar un muro y levantar otros en el rio, 
á fin de remover los obstáculos que se oponían á que las aguas discur-
rieran por su antiguo y natural cáuce, esta providencia está dictada 
dentro de las atribuciones que competen á la Administración; y por tanto 
no procede que contra ella admitan interdicto alguno los Tribunales 
de justicia: quedando sin embargo á los que se crean perjudicados en sus 
derechos expedita su acción para reclamar en la vía y forma que con 
arreglo á las leyes corresponda. [Dec. 19 Abril 1878. Gac. 3 Mayo 
idem.) 
Cuando en la sustanciacion de una competencia no consta que el Juez 
citara á las partes y al Ministerio fiscal con señalamiento de dia para la 
vista del incidente, ni tampoco que este acto se hubiese celebrado, como 
esas omisiones constituyen un vicio sustancial, no puede decidir-
se el conflicto miéntras no sean debidamente subsanadas. (Ztec. 19 
Abril 1878. Gac. 6 Mayo id.) 
Si al requerir de inhibición un Gobernador al Tribunal ordinario no 
cita el texto literal de las disposiciones én que se apoya para reclamar 
el conocimiento del asunto, existe en el procedimiento un vicio sustan-
cial que impide la decisión del conflicto. {Dec. 19 Abril Gac. 7 
Mayo id.) 
Cuando el Gobernador, al requerir de inhibición al Tribunal ordinario 
en una competencia, omite citar la ley ó disposición de carácter general 
que le atribuyan el conocimiento del asunto, adolece el requerimiento 
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de un vicio sustancial que impide la decisión del conflicto. {Dec. 15 
Junio 1878. Gac. 25 id.) 
Cuando al tramitarse una competencia de jurisdicción ante la Audien-
cia dicta auto la Sala declarándose competente, sin señalar dia para la 
vista del incidente con citación de las partes, y sin celebrar tampoco di-
cha diligencia, esa omisión constituye un vicio sustancial que impide la 
decisión del conflicto. {Dec. 15 Junio 1878. (rae. 25 id.) 
Las sentencias definitivas de los Tribunales contra las que se interpone 
recurso ordinario ó extraordinario quedan en suspenso durante la sus-
tanciacion de aquél, toda vez que el fallo recurrido puede en su dia ser 
anulado ó revocado, y por lo tanto no cabe en este caso estimar que el 
litigio está terminado por sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, 
circunstancia que sólo concurre en la sentencia firme; y en su conse-
cuencia, los Gobernadores pueden suscitar competencias acerca del co-
nocimiento de los asuntos de que los Tribunales entiendan, áun cuando 
en ellos haya recaído fallo de una Audiencia, si se halla éste pendiente 
de recurso de casación ante el Supremo Tribunal, [ti. D. Sent. 45 Ju-
nio 1878. Gac. 6 Agosto id.) 
No puede decirse que un interdicto judicial impugna ó contraría la ac-
ción administrativa cuando la providencia de la Administración, con la 
cual se relaciona, al crear determinado estado de cosas en favor de un 
particular, lo hizo sin perjuicio de tercero, y éste, por medio de aquel 
remedio jurídico, intenta defender su derecho que pretende lesionado. 
{R. D. Sent. 11 Julio 1878. Gac. 19 id.) 
Los autos restitutorios no tienen el carácter de sentencias firmes, y 
en este concepto los Gobernadores pueden suscitar competencias á los 
Tribunales de los autos en que se hayan dictado aquéllos. [Dec. 11 
Julio 1878. Gac. 12 Agosto id.) 
E l auto dictado en un interdicto no puede contener declaración de 
derechos, ni merecer la calificación de sentencia firme y ejecutoria para 
los efectos prevenidos en el núm. 3.° del art. 54 del reglamento de 25 
de Setiembre de 1863. {Dec. 31 Agosto 1878. Gac. 15 Setiembre id.) 
La exacción de responsabilidad judicial criminal á un Depositario de 
fondos municipales por razón de este cargo, no puede tener lugar mién-
tras no se examinen y fallen las cuentas de su ejercicio, porque ese exá-
men y fallo constituye la resolución de una cuestión prévia en la que 
compete á la Administración exclusivamente entender. {Dec. 31 Agos-
to 1878. Gac. 18 Setiembre id.) 
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Cuando al sustanciarse una competencia entre la autoridad adminis-
trativa y la judicial se omite por ésta la citación de las partes y del 
Ministerio fiscal con señalamiento de dia para la vista, y tampoco se ce-
lebra este acto, se cometen infracciones del procedimiento que consti' 
luyendo vicios sustanciales impiden resolver el conflicto. (R. D. 27 Di-
ciembre 1878. Cfac. 16 Enero 1879.) 
Aunque á los funcionarios administrativos corresponde castigar á los 
que infringen las ordenanzas de farmacia, está limitada esta facultad al 
caso en que el delito ó falta que se persiga no se halle expresamente com-
prendido en el Código penal. [R. D. 30 Diciembre 1878. Gac. 22 Ene-
ro 1879.) 
Cuando por adolecer de algún defecto el requerimiento hecho por la 
autoridad administrativa á la judicial para que se inhiba del conoci-
miento de un asunto se practica segunda vez aquel trámite, y sustan-
ciado el conflicto el Juez exhorta á la mencionada autoridad para que le 
deje expedita la jurisdicción, debe oirse nuevamente á la Comisión pro-
vincial, y de no hacerlo, se falta sustancialmente al procedimiento. 
[R. D. 30 Diciembre 1878. Gac. 24 Enero 1879.) 
Cuando instruida causa criminal por la jurisdicción ordinaria á conse-
cuencia de denuncia, se suscita competencia y aquélla no da comunica-
ción de requerimiento al denunciante, se falta sustancialmente al proce-
dimiento establecido. {R. D. 30 Diciembre 1878. Gac. 24 Enero 1879.) 
E l requerimiento de inhibición no se ajusta á lo prescrito en el art. 57 
del reglamento de 23 de Setiembre de 1863, cuando en vez de designar el 
texto legal ó la disposición reglamentaria que atribuye á la Administra-
ción facultades para adoptar la providencia origen del conflicto, se limita 
el Gobernador á citar disposiciones en términos genéricos sin señalar el 
artículo de ellas aplicable al caso, ó preceptos que, como el art. 278 de 
la ley de Aguas de 1866, sólo establecen la prohibición de admitir inter-
dictos contra las providencias administrativas. [R. Z). 12 Marzo 1879. 
Gac. 14 Abril id.) 
Constituyen vicios del procedimiento judicial en los conflictos de ju-
risdiccion que impiden resolverlas, la falta de citación de las partes y del 
Ministerio fiscal para la vista, y la falta de celebración de ésta. {R. D. 12 
Marzo 1879. Gac. 27 Abril id.) 
E l hecho de que un Alcalde detenga é incomunique á una persona por 
llevar un arma prohibida, puede constituir un delito definido y penado 
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en el Código penal, cuya persecución y castigo están reservados á los 
Tribunales ordinarios. {R. D. 12 Marzo 1879. Gac. 24 Abri l id.) 
Con arreglo á lo prescrito en el caso 2.° del art. 54 del reglamento 
de 25 de Setiembre de 4863 y á la jurisprudencia admitida acerca de la 
inteligencia y aplicación del mismo, no pueden los Gobernadores pro-
mover conflictos de jurisdicción á los Tribunales ordinarios cuando se 
trata de asuntos que se ventilan en juicios verbales ante los Juzgados 
municipales. (R. D. 12 Marzo 1879. Gac . 16 Abr i l id.) 
Constituye un vicio del procedimiento, que impide la resolución del 
conflicto, la falta de citación de quienes en el hecho de haber sido cita-
dos y emplazados por la autoridad judicial para la celebración de un 
Juicio, no pueden ménos de ser tenidos por partes en el mismo, y consi-
guientemente en el incidente de competencia, aunque no llegue á cele-
brarse aquél. {R. D. 12 Marzo 1879. Gac. 18 Abr i l id.) 
Son vicios de tramitación que impiden decidir el conflicto, la falta de 
señalamiento para la vista con citación del Ministerio fiscal, y la de ce-
lebración de aquel acto. [R. D. 15 Marzo 1879. Gac. 16 Mayo id.) 
Constituye un vicio sustancial del procedimiento, que impide resolver 
el conflicto, la falta de audiencia en el incidente á que su existencia da 
origen en las actuaciones judiciales, con cuyo motivo se suscita, de la 
persona ó corporación que, habiendo sido en ellas citada y emplazada, 
no puede ménos de ser tenida por parte en el juicio. [R. D. 30 Mar-
zo 1879. Gac. 10 Mayo id.) 
Las faltas de exactitud y verdad cometidas por un Secretario de Ayun-
tamiento al redactar el acta de una sesión y las de respeto y subordina-
ción á sus jefes, pueden constituir los delitos definidos en los arts. 266 
y 314 del Código penal; y como su castigo no está reservado á los funcio-
narios de la Administración ni implican los hechos cuestión prévia que 
sea preciso resolver y de la cual dependa el fallo que en su dia puedan 
dictar los Tribunales ordinarios, únicos casos en que es permitido á los 
Gobernadores suscitar competencias en los juicios criminales, compete 
su persecución á la jurisdicción ordinaria. {R. D. i.0 A b r i l 1879. Gac. 18 
Mayo id.) 
Infríngense los preceptos reglamentarios que determinan la forma de 
proceder en los expedientes de competencia, cuando se da por requerido 
el Juez ante quien no procede ya el asunto causa del requerimiento, por 
hallarse conociendo de él en grado de apelación el Tribunal superior, y 
también cuando apelado el auto en que aquél se declara competente, lo 
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comunica, sin embargo, al Gobernador, creyéndose autorizado para apla-
zar el proveer sobre la apelación hasta que la autoridad administrativa 
conteste insistiendo ó no en la competencia. {R. D. 29 Abr i l 1879. G a -
ceta 21 Mayo id.) 
Cuando al recibirse el requerimiento de inhibición resulta que se ha 
admitido la apelación interpuesta por un litigante contra la providencia 
ó fallo dictado por el Juez de primera instancia, no toca á éste tramitar 
el conflicto, que debe ventilarse con el Tribunal superior para ante el 
que la apelación fué admitida. [R. D. 29 Abri l 4879. Gac. 21 Mayo id.) 
Después que los Tribunales han entendido acerca de un asunto, y ter-
minado éste por sentencia ejecutoria y firme, no puede la Administra-
ción avocar á sí el conocimiento del mismo negocio, ni áun por medio 
de la competencia separarlo de la autoridad judicial puesto que ha tras-
currido el tiempo dentro del cual podía haberlo hecho; y, por lo tanto, el 
Alcalde que se entromete á conocer del asunto así resuelto puede haber 
cometido el delito de usurpación de funciones. (/?. D. \1 Mayo 1879. 
Gac. 28 id.) 
No existe cuestión prévia que resolver por la Administración cuando 
no se trata de si un Alcalde se extralimitó ó no de sus facultades al apli-
car disposiciones administrativas, sino del hecho de haber conocido de 
un asunto por el cual carecía de atribuciones en el momento en que hizo 
uso de su autoridad. (R. D. 19 Mayo 1879. Gac. 28 id.) 
Al castigar gubernativamente un daño previsto y penado en las Orde-
nanzas municipales, el cual, por su cuantía, podría constituir una falta 
comprendida en el lib 3.° del Código penal, obra dentro de sus atribu-
ciones el Alcalde, porque ejerce una potestad que la ley le encomienda, 
al paso que el Código expresa que sus disposiciones no excluyen ni limi-
tan las facultades que por la ley Municipal ó por otras especiales corres-
pondan á los funcionarios administrativos en el castigo de las faltas com-
prendidas en él, y por lo tanto, antes de que criminalmente se proceda 
contra el Alcalde, hay que resolver si se excedió ó no de sus funciones, 
lo cual toda á la Administración. [R. D. 19 Mayo 1879. Gac. 29 id.) 
Los delitos de falsedad, denegación de auxilio á la autoridad judicial 
y desobediencia á la misma, pertenecen al conocimiento de los Tribu-
nales ordinarios; y cuando con ocasión de ellos no haya cuestión prévia 
que resolver por la Administración, no debe suscitarse á aquéllos com-
petencia. (R. D. 19 Mayo 1879. Gac. 30 Mayo id.) 
Son vicios sustanciales del procedimiento en la sustanciacion del ex-
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pediente judicial de competencia la falta de citación del Ministerio fiscal 
y de las partes parala vista, y la no celebración de este acto. {R. O. 20 
Mayo 1879. Gac. 3 Junio id.) 
Las facultades encomendadas por la ley á los Gobernadores de provin-
cia para suscitar competencias de jurisdicción y atribuciones á los Tribu-
nales de justicia, son delegadas, y por tanto, obrando dichos funcionarios 
en tales casos como representantes del Gobierno supremo, no puede que-
dar subordinado al criterio libre y discrecional de los mismos el ejercicio 
de atribución tan importante, puesto que las cuestiones de esta naturale-
za tienen un carácter esencialmente de orden público; y en consecuencia 
de estos principios, mantenidos en diferentes resoluciones ministeriales 
y en el párrafo final del art. 14 de la ley de 25 de Setiembre de 1863 para 
el gobierno y administración de las provincias, procede el recurso de 
alzada para ante el Gobierno contra las providencias dictadas por los Go-
bernadores negándose á requerir de inhibición á los Tribunales ordina-
rios. {R. O. 29 Mayo 1879. Gac. 17 Junio id.) 
"* Cuando un interdicto de recobrar se tramita sin audiencia del despo-
jante, carece éste de la calidad de parte en el juicio; pero la adquiere en 
el momento en que se persona en los actos interponiendo la declinatoria 
de jurisdicción, que da lugar al incidente de competencia, y una vez 
como tal admitido por el Juzgado debe ser oido en aquel incidente, cons-
tituyendo la omisión de este trámite un vicio que no puede subsanarse 
dando vista de los autos al referido despojante después de dictada sen-
tencia. {R. D. 28 Junio 1879. Gac. 16 Jul io id.) 
No puede tenerse por cumplido lo preceptuado en el art. S7 del regla-
mento de 25 de Setiembre de 1863, respecto al deber que tiene la autori-
dad gubernativa requirente de manifestar, además de las razones en 
que se apoya para reclamar el conocimiento del asunto, el texto de la 
disposición legal, por cuya virtud le corresponda conocer de él, cuando 
tratándose de un interdicto propuesto contra el acuerdo de un Ayunta-
miento se invoca tan sólo el art. 89 de la vigente ley Municipal, que so 
limita á consignar el principio de que no procede aquel recurso judicial 
contra las providencias de los Ayuntamientos y Alcaldes, tomadas den-
tro de sus atribuciones. {R. D. 28 Junio 1879. Gac. 18 Julio id.) 
Es condición necesaria para que exista verdadero conflicto de jurisdic-
ción la de que al tiempo de ser requerido de inhibición un Tribunal ó 
Juzgado se halle entendiendo del asunto á que el requerimiento se re-
fiere; y por lo tanto, cuando al requerir á un Juzgado de primera ins-
tancia no pende ya en él dicho asunto por haber pasado á conocer de él 
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la Audiencia del territorio respectivo, debe reproducirse á ésta el reque-
rimiento. {R. D. 28 Junio 1879. Gac. 19 Julio id.) 
Cuando un Alcalde es acusado y judicialmente perseguido, no sólo 
jsor haber malversado los caudales del pueblo, sino también por haber 
presentado documentos que se suponen falsos para justificar sus cuen-
tas, como esto último constituye un delito definido y penado en el Códi-
go vigente, la Administración no puede pretender que se suspenda el 
procedimiento criminal miéntras préviamente resuelve acerca de las 
cuentas, cual sucedería si sólo se tratase de la malversación, pues pu-
diendo ésta ser en el mencionado caso un delito conexo del de falsedad, 
no hay cuestión prévia administrativa que dilucidar, ya que perseguido 
el encausado por ambos lados, no hay términos hábiles para suspender 
las actuaciones por la malversación y continuarlas respecto de la false-
dad. {R. D. 7 Julio 1879. Oac. 31 id.) 
Para que se pueda procesar á un peón caminero por haber llevado á 
cabo la corta del esquilmo en terrenos que pertenecen á una carretera 
pública es preciso que la Administración determine préviamente si aquél 
se excedió ó no al ejecutar las órdenes que se le dieron para efectuar la 
limpia de dicha vía. [R. D. 10 Agosto 1879. Qac. 10 Setiembre id.) 
Corresponde á los Tribunales ordinarios apreciar si constituye ó no de-
lito el hecho llevado á cabo por un Alcalde que prende á un sujeto por 
haber roto una papeleta de apremio y haber tratado mal de palabra á 
los agentes del Ayuntamiento y no pone al preso á disposición de la au-
toridad judicial áun después de reclamado por ella. {R. D. 10 Agos-
to 1879. Qac. Setiembre id.) 
Constituye un vicio sustancial del incidente judicial de competencia de 
jurisdicción que impide decidir la suscitada con motivo de un interdicto 
de retener, la falta de audiencia de los despojantes, que habiendo acudi-
do al juicio verbal no pueden ménos de ser considerados como parte. 
{R. D. \0 Agosto 1879. Gao. 16 Setiembre id.) 
Constituyen vicios de sustanciacion que impiden la resolución del con-
flicto la falta de audiencia de alguna de las partes reconocidas en el jui-
cio, con cuyo motivo se suscita en la sustanciacion del incidente, y la de 
citación de aquéllas y del Ministerio fiscal parala vista, así como la omi-
sión de este acto. {R. D. 26 Noviembre 1879. Gac. 10 Diciembre id.) 
Cuando la calificación del proceder de un Ayuntamiento al adoptar 
acuerdos en materias de su competencia depende de la resolución que 
recaiga en la alzada gubernativa entablada por él contra la providencia 
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de la autoridad superior recaida en el asunto, existe una cuestión pre-
via administrativa, que miéntras no sea resuelta por la Administración, 
impide el curso de las actuaciones judiciales incoadas contra la Corpo-
ración municipal. {R. D. 16 Diciembre 1879. Gao. 9 Abril 1880.) 
La declaración de que no há lugar á decidir una competencia porque 
el requerimiento de inhibición adolece de un vicio sustancial, envuelve 
necesariamente la nulidad de todo lo actuado con posterioridad á dicho 
requerimiento por las dos autoridades contendientes, y por lo tanto, 
cuando se vuelva á tramitar el conflicto, el Juez que en él entiende debe 
sustanciar de nuevo el incidente de competencia, dando traslado al Mi-
nisterio fiscal y á las partes, y proveyendo auto declarándose ó no com-
petente, (fí. D. 15 Enero 1880. ^ac. 18 Marzo id.) 
Las medidas gubernativas relativas á la traslación de domicilio y de-
tención de personas adoptadas por los Alcaldes dentro de la esfera de su 
competencia y obrando con arreglo á instrucciones de los Gobernadores 
como superiores jerárquicos suyos, no pueden reputarse criminales, ni 
perseguirse á aquéllos judicialmente por ellas, miéntras no se decida por 
la autoridad á cuyas instrucciones y órdenes se ajustaron si en efecto 
incurrieron en infracciones punibles. {R. D. 26 Enero 1880. Gac. 15 
Abril id.) 
La providencia dictada por el Gobernador que ha suscitado una compe-
tencia desistiendo de ella causa estado, y no siendo por lo mismo suscep-
tible de reforma, no es posible después de ella suscitar nuevamente el 
conflicto, sino que queda libre y expedito á la jurisdicción ordinaria el 
ejercicio de su jurisdicción. [R. D. 9 ^ ¿ r m j l S S O . Gac. Marzo id.) 
No contraría ninguna providencia administrativa el interdicto de reco-
brar que se entabla contra un particular por actos de despojo que ha eje-
cutado sin autorización competente de aquel orden, sin que la providen-
cia qué después se adopte en la materia pueda producir efectos legales 
para hacer convalecer dichos actos, que realizados, por lo tanto, de par-
ticular á particular, están sujetos á la decisión de la jurisdicción ordina-
ria. (R. D. 22 Junio 1880. Gac. 17 Agosto id.) 
Cuando se declara mal formada una competencia de jurisdicción por 
vicios en el procedimiento, queda nulo todo lo actuado desde que se co-
metieron aquéllos, y al tramitar nuevamente el conflicto deben cum-
plirse todos y cada uno de los trámites establecidos, (i?. D. 23 Ju-
nio 1880. Gac. 31 Agosto id.) 
La detención de personas decretada por quien ejerce las funciones de 
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Alcalde de un pueblo para conservar el orden público que, sin esa me-
dida, pudiera ser gravemente turbado, es puramente gubernativa, cor-
respondiendo juzgar de su oportunidad al Gobernador de la provincia res-
pectiva, siempre que la detención no llegue á 24 horas, ó si excede, se 
ponga el detenido dentro de ese tiempo á disposición de los Tribunales. 
{R. D. 24 Junio 1880. Gac. 20 Agosto id.) 
Constituyen un vicio sustancial del procedimiento, que impide decidir 
el conflicto de jurisdicción, la falta de citación de las partes y del Minis-
terio público para la vista y la omisión de este acto. [R. D. 24 Junio 1880. 
Gac. 21 Agosto id.) 
Constituye un vicio sustancial del procedimiento que impide resolver 
el conflicto jurisdiccional, la omisión por el Gobernador que lo promue-
ve en citar la disposición legal ó reglamentaria en que se apoya para re-
querir de inhibición á la jurisdicción ordinaria. [R. D. 26 Junio 1880. 
Gac. 27 Agosto id.) 
La obligación que los Gobernadores tienen de citar el texto de la dis-
posición en que apoyen su competencia para reclamar en negocio en 
que están entendiendo los Tribunales de justicia, no queda cumplida 
con sólo citar de una manera vaga y genérica la legislación que rija en 
la materia, ni tampoco aduciendo como texto legal que atribuya el co-
nocimiento de un asunto á la Administración una decisión de compe-
tencia, porque estas decisiones, al resolver el caso particular de que tra-
tan, únicamente explican y aclaran el verdadero sentido de las pres-
cripciones legales que aplican; siendo necesario para cumplir el citado 
deber que se cite el artículo expreso de la ley ó la real orden que atribu-
yen á la Administración el conocimiento del caso especial de que se tra-
te. {R. D. 26 Junio 1880. Gac. 29 Agosto id.) 
Para cumplir lo prevenido en el art. 60 del reglamento de 25 de Se-
tiembre de 1863, no basta que en el incidente judicial de competencia se 
señale día para la vista con citación de las partes y del Ministerio fiscal, 
sino que es preciso que conste la celebración de ese acto, por lo que 
cuando esto último no aparece efectuado, el procedimiento adolece de 
un vicio sustancial que impide resolver el conflicto. [R. D. 26 Ju-
nio 1880. Gac. 30 Agosto id.) 
Suscitada ante la jurisdicción ordinaria en forma legal una cuestión 
de propiedad, cuya resolución dependa de la importancia y efectos jurí-
dicos que conforme á la ley civil hayan de atribuirse al título invocado 
por los demandantes, sólo á los Tribunales de justicia compete conocer 
del asunto, apreciando las respectivas alegaciones de las partes con-
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tendientes y decidiendo en su dia el pleito con arreglo á derecho. {Real 
decreto 7 Julio 1880. Gac. 24 Agosto id.) 
No pueden los Gobernadores, con arreglo á la ley y á la jurisprudencia 
establecida, promover competencias de jurisdicción á los Tribunales or-
dinarios en los asuntos que se ventilan en juicio verbal, ( ñ . D. 22 Ju-
lio 1880. Gac. 4 Setiembre id.) 
E l hecho de sustraer leñas de un monte común puede constituir el de-
lito de hurto definido en el lib. 2.° del Código penal, y por lo tanto, cor-
responde á los Tribunales ordinarios conocer de la averiguación y casti-
go del mismo, puesto que les compete entender de las infracciones de la 
ley, del reglamento íó de las ordenanzas de montes cuando el hecho 
haya sido medio de cometer un delito previsto y penado en el citado Có-
digo, con arreglo á lo previsto en el art. 121 del reglamento de 17 de 
Mayo de 1865. {R. D. 27 Julio 1880. Gac. 12 Agosto id.) 
No puede tenerse por cumplido el art. 57 del reglamento de 25 de Se-
tiembre de 1863, relativo á la forma del requerimiento administrativo 
de inhibición, con la cita de las disposiciones que prohiben la admisión 
de interdictos judiciales contra las providencias dictadas por las autori-
dades administrativas dentro de su esfera de competencia, con la de las 
que facultan á los Gobernadores para suscitar los conflictos de atribu-
ciones, ni tampoco con la de otros que no atañen directa y concreta-
mente al asunto de cuyo conocimiento se trate, sino que es preciso ex-
presar el texto de las que confieren á la Administración las atribuciones 
necesarias para entender en el asunto, y no haciéndolo así, se comete 
im vicio sustancial de forma que impide resolver el conflicto. 2). 19 
Noviembre 1880. Gac. 6 Enero 1881.) 
Para cumplir lo dispuesto en el art. 57 del reglamento de 25 de Se-
tiembre de 1863 respecto á la forma del requerimiento administrativo de 
inhibición, no basta citar una ley ó reglamento, cuando éstos contienen 
varios artículos ó disposiciones, sino que es necesario que se exprese el 
texto del artículo en virtud del cual reclama la Administración el co-
nocimiento del asunto, por ser, según aquella disposición, de su com-
petencia; y no haciéndolo así incúrrese en un vicio sustancial que impi-
de resolver el conflicto. [R. D. 20 Diciembre 1880. Gac. 5 Enero 1881.) 
E l auto en que un Juez ó Tribunal de primera instancia se declara 
competente ó incompetente, sólo puede ser objeto de decisión de los Tri-
bunales superiores en virtud de apelación de las partes ó del Ministerio 
fiscal, adquiriendo si ese recurso no se interpone el carácter de firme, 
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siendo consecuencia de este principio que no há lugar á la consulta de 
los autos de esa clase. {R. D. 30 Diciembre 1880. Qac. 14 Abril 1881.) 
Con arreglo al texto de la ley Municipal vigente, los Tribunales ordi-
narios son competentes para exigir la responsabilidad en que puedan 
haber incurrido los Concejales de un Ayuntamiento cuando los hechos 
por que se les exija sean susceptibles de constituir un delito, y cualquiera 
que sea la fuerza de las razones que haya tenido el Ayuntamiento para 
dejar de cumplir las órdenes de su superior, dando ocasión á que ésta 
haya remitido á los Tribunales el tanto de culpa por presumirle incurso 
en el delito de desobediencia, y en otros abusos en el ejercicio de su 
cargo; estas razones deberá hacerlas valer ante esos mismos Tribunales 
puesto que el conocimiento de tales delitos no está reservado á la Admi-
nistración por disposición expresa, ni depende el fallo que en su dia 
haya de recaer de la resolución de una cuestión prévia administrativa. 
{R. D. 29 Marzo 1881. Qac. 7 Abril id.) 
Miéntras no hayan sido examinadas las cuentas de un Ayuntamien-
to por quien corresponda y se haya resuelto definitivamente si deben 
ser aprobadas ó resultan motivos para creer que ha habido distracción 
de fondos, no pueden los Tribunales ordinarios proceder á la formación 
de causa por malversación ó distracción de fondos, porque existe una 
cuestión prévia que la Administración debe resolver con su fallo, de-
pendiendo de éste el que en su dia dichos Tribunales puedan dictar. 
{R. D. 29 Marzo 1881. Qac. 12 Abril id.) 
No es bastante la simple citación para la vista del incidente para que 
se entienda cumplido el precepto del art. 60 del reglamento de 25 de Se-
tiembre de 1863, sino que es preciso que aquel acto tenga efecto, pues 
su omisión constituye un vicio sustancial del procedimiento que impide 
la resolución del conñicto. [R. D. 29 Marzo 1881. Qac. 15 Abril id.) 
Para cumplir lo prevenido en el art. 57 del reglamento de 25 de Setiem-
bre de 1863, que manda que en el requerimiento de inhibición se cite 
el texto de la disposición que atribuya el conocimiento del asunto á la 
autoridad administrativa, no basta citar las disposiciones que prohiben 
admitir interdictos contra las providencias administrativas. {R. D. \ \ 
Abril i m . Gac. 27 id.) 
Cuando se declara mal formada una competencia por vicios en el pro-
cedimiento, debe reponerse el expediente al estado que tenía al come-
terse el vicio de tramitación, sujetándose las diligencias que después de 
esto se practiquen á las prescripciones reglamentarias, y de no hacerlo 
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así se cometen nuevas faltas que impiden resolver el conflicto. {R. D. 20 
Abril \%%\. Gac. 8 Mayo id.) 
Con arreglo á las disposiciones legales vigentes, la autoridad judicial 
no puede suscitar competencias á la Administración, estando limitadas 
sus facultades á promover recursos de queja cuando crea invadidas sus 
atribuciones por las autoridades administrativas. {R. D. 20 Abril 4881. 
Gac. 13 Mayo id.) 
Las distracciones y malversación de fondos municipales, y las exaccio-
nes hechas con motivo de la recaudación de aquellos fondos, por los que 
intervienen en su administración, contabilidad é inversión, no son jus-
ticiables ante los Tribunales sino cuando del examen de las cuentas, con 
las que aquellos hechos están íntimamente relacionados, resulta en efec-
to la existencia de actos de carácter criminal; y por lo tanto, existe en 
tal caso una cuestión prévia administrativa que resolver ántes de que la 
autoridad judicial proceda al castigo de los mismos. {B. D. 20 Abril 18S\. 
Gac. ib Mayo id.) 
No basta la cita genérica de una ley para cumplir lo preceptuado en 
el art. 57 del reglamento de 25 de Setiembre de 1863, sino que debe 
expresarse el texto de la disposición concreta por cuya virtud compete á 
la Administración el conocimiento del asunto objeto del conflicto juris-
diccional, (R. D. 24 Abril 1881. Gac. 17 Mayo id.) 
La falta de vista del incidente judicial y la de audiencia de la Comisión 
provincial que debe preceder al acuerdo del Gobernador insistiendo en la 
competencia, constituyen dos defectos sustanciales en el procedimiento, 
que impiden resolverel conflicto. [R. D. 25 Abril\%&\. Gac. iO Mayoid.) 
Corresponde á los Tribunales ordinarios apreciar si incurrió en ilega-
lidad y cometió delito un Alcalde al disponer que por vía de sustitución 
y apremio de multas impuestas por él, conforme á las ordenanzas, su-
frieran los multados la prisión subsidiaria, sin que acerca del conoci-
miento del hecho pueda la Administración suscitar competencia á di-
chos Tribunales, porque no existe cuestión prévia que le toque resolver. 
{R. D.S Mayo 1881. Gac. 22 id.) 
Cuando se dirige el requerimiento de inhibición relativo al conocimien-
to de un asunto que pende en un Juzgado municipal al Juez de primera 
instancia del partido y éste se da por requerido, el procedimiento adole-
ce de un vicio sustancial debido á la infracción de los arts. 57 y 58 del 
reglamento de 25 de Setiembre de 1863, puesto que sólo el Juez municipal 
es, en ese caso, el competente para tramitar en primer término el inci-
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dente de competencia, asunto para el cual carece de jurisdicción el de 
primera instancia, sin que éste pueda en manera alguna reclamar de 
aquél los autos para el efecto de sustanciar el conflicto, debiendo limi-
tarse á poner en conocimiento del Gobernador la autoridad judicial que 
á la sazón en el asunto que lo origina entiende. {R. D. 20 Mayo 1881. 
Gac. 19 Junio id.) 
Según lajurisprudencia constante acerca de la aplicación é inteligencia 
del art. 57 del reglamento de 25 de Setiembre de 1863, cuando se cita de 
una manera general una ley, reglamento ó instrucción que contiene 
varios artículos y no se expresa cuál de éstos atribuye la competencia 
para conocer del asunto á la Administración, esta omisión constituye un 
vicio sustancial en el procedimiento, que impide la resolución del con-
flicto. {R. D. 10 Junio 1881. Qac. 16 id.) 
Cuando las autoridades locales estiman procedente la adopción de 
medidas encaminadas á conservar el orden público, deben hacerlo den-
tro de las facultades que para ello les concedan las leyes, y no atribu-
yéndoles la de penetrar en el domicilio de un vecino sin las formalidades 
legales, ni la de cohibirle para que permanezca armado á la puerta de 
la Casa Consistorial; ambos hechos, en el caso de constituir delitos, de-
ben ser corregidos y castigados por los Tribunales ordinarios sin que 
competa á la Administración resolver ninguna cuestión prévia, ni le 
esté reservado por la ley el castigo de tales abusos. {R. D. 15 Junio 
1881. Gac. 15 Julio id.) 
E l reglamento de 25 de Setiembre de 1863 no autoriza á los Goberna-
dores para que, una vez desistidos de la competencia, vuelvan á provo-
car el conflicto, y por lo tanto, no puede darse á las prescripciones re-
glamentarias más extensión que la que ellas tienen cuando se trata del 
ejercicio de la jurisdicción que por su naturaleza envuelve siempre una 
cuestión de orden público, no pudiendo en su virtud admitirse segundo 
requerimiento después de desistir el requirente, aunque condicional-
mente lo haga. {R. D. 20 Junio 1881. Gac. 17 Julio id.) 
E l requerimiento dirigido á Tribunal que ha dejado de entender en el 
asunto cuyo conocimiento da márgen á la competencia, no causa ningún 
efecto, ni por virtud de él se debe tramitar el incidente, limitándose el 
requerido á poner en noticia del Gobernador el Juzgado ó Tribunal en 
que á la sazón pende el negocio. [R. D. 4 Agosto 1881. Gac. 3 Se-
tiembre id.) 
Para que pueda calificarse por los Tribunales ordinarios el hecho de 
que un empleado de ferro-carriles haga salir de una estación al celador 
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de consumos nombrado por la autoridad municipal, es indispensable 
que préviamente decida la Administración la cuestión relativa á la ex-
tensión de las facultades de ambos funcionarios en el interior de las es-
taciones de los ferro-carriles, con presencia de las disposiciones aplica-
bles al caso. (i?. D. 18 Setiembre 1881. Gao. 13 Octubre id.) 
La omisión de la citación para la vista y de la celebración de este acto, 
constituye un vicio sustancial de la sustanciacion del incidente judicial 
de competencia, que impide decidir éste. {R. D. 19 Setiembre 1881. Ga-
ceta 17 Octubre id.) 
Correspondiendo á las autoridades del orden administrativo el exá-
men y fallo de las cuentas municipales de gastos carcelarios, no com-
pete á los Tribunales ordinarios entender en la apreciación de las ope-
raciones comprendidas en dichas cuentas, hasta que la Administración, 
caso de encontrar que del mencionado examen resultan hechos que 
puedan hacer presumir la existencia de un delito, les pase el tanto de 
culpa, (i?. D. 19 Setiembre 1881. Gac. 14 Octubre id.) 
Aunque los Alcaldes por las infracciones que cometan en el uso de sus 
facultades gubernativas en lo político están sujetos á las correcciones es-
tablecidas en los arts. 183 y siguientes de la ley Municipal, esto no ex-
cluye la responsabilidad definida en el art. 181 de la propia ley, que los 
hace responsables de sus actos ante la Administración ó ante los Tribu-
nales, según la naturaleza de la acción ú omisión que la motive; y en 
su virtud, son los últimos competentes para proceder contra dichos Al-
caldes cuando los hechos que se les imputen puedan constituir un delito 
definido y penado en el Código y cuyo castigo esté reservado á la juris-
dicción ordinaria. [R. D. \% Setiembre 1881. Gac. 15 Octubre id.) 
Constituyen vicios sustanciales del procedimiento, que impiden resol-
ver las competencias miéntras no sean reparados, el no oir en el expe-
diente judicial á todas las partes y al Ministerio fiscal y el no celebrarse 
la vista del incidente; la circunstancia de exhortar la autoridad j udicial 
á la gubernativa antes de trascurrido el plazo dentro del que puede en-
tablarse apelación del fallo; la de insistir el Gobernador en su requeri-
miento cuando aún no existe sentencia firme; y finalmente, la de no 
hacerlo cuando, confirmado por la Audiencia el auto del inferior, proce-
día que lo hiciera. {B. D. 10 Setiembre 1881. Gac. I.0 Octubre id.) 
Debiendo dirigirse el requerimiento de inhibición al Tribunal ó Juzga-
do que conozca de los autos al tiempo que aquél se formula, es induda-
ble que, miéntras la sentencia recaída en ellos no tenga el carácter de 
pasada en autoridad de cosa juzgada, conoce del asunto la autoridad 
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que ha de proveer á los escritos en que se preparen ó interpongan los 
recursos que contra los fallos conceden las leyes, (i?. D. Í9 Setiem-
bre 1881. Gao. 3 Octubre id.) 
Cuando un Juzgado de primera instancia, después de dictada senten-
cia y mientras se halla tramitando la apelación contra ella entablada, es 
requerido de inhibición por la Administración para que deje de conocer 
en el asunto del fallo, debe suspender todo procedimiento y tramitar en 
forma el conflicto suscitado, dictando auto motivado declarándose ó no 
competente, sin que esté en las atribuciones de la Audiencia respectiva 
sustanciar el incidente, ni dictar resolución alguna acerca de él. {R. D. 19 
Setiembre 1881. Qac. 7 Octubre id.) 
Es atribución de los Alcaldes el imponer multas en el modo y forma 
que la ley Municipal establece por las faltas ó infracciones en los ser-
vicios que por las leyes les están encomendados, y siendo esa imposición 
un acto administrativo, la responsabilidad que en su caso pudiera resul-
tar á dichas autoridades locales es exigible ante la Administración, á la 
cual corresponde pasar, si hallase méritos para ello, el tanto de culpa á 
los Tribunales ordinarios. (R. D. 20 Setiembre 1881. Gac. 19 Octubre id.) 
La falsedad llevada á cabo en los documentos justificativos de las cuen-
tas municipales constituye un delito cuyo conocimiento corresponde á 
los Tribunales ordinarios, sin que para la calificación de los hechos, nj 
para la. designación del delincuente, sea preciso resolver ninguna cues-
tión prévia administrativa, ya que no se trata de responsabilidades que 
puedan nacer del exámen de las referidas cuentas. {R. D. 22 Setiem-
bre 1881. Gac. W Octubre id.) 
Miéntras la Administración á la cual corresponde examinar y aprobar 
las cuentas municipales no declare si los fondos de que éstas tratan se 
han distraído ó no del objeto á que están destinados, no pueden los Tri-
bunales ordinarios exigir responsabilidad á los que por razón de sus car-
gos hayan intervenido en las operaciones á que se contraen las cuentas, 
así como tampoco son competentes dichos Tribunales para apreciar los 
actos de los Alcaldes relativos á la constitución de la Junta municipal y 
extensión en el libro de actas de los acuerdos del Ayuntamiento, extre-
mos acerca de los que á los Gobernadores civiles como superiores jerár-
quicos délos Alcaldes toca resolver: y, por lo tanto, cuando por actos de 
esa naturaleza se instruyan diligencias criminales, procede el requeri-
miento de inhibición á la autoridad judicial para que se abstenga de co-
nocer miéntras la administrativa no resuelva si los hechos son ó no jus-
ticiables, y aunque no se dirijan las diligencias contra persona determi-
nada. {R. D. 22 Setiembre 1881. Gac. 31 Octubre id.) 
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Cuando en los autos en que se ha tenido por parte á un Ayuntamiento 
surge el incidente de competencia de jurisdicción á consecuencia de re-
querimiento inhibitorio de la autoridad administrativa, debe comunicar-
se este documento y oirse acerca de él á aquella Corporación, en la mis-
ma forma y términos que al Ministerio fiscal y á los otros litigantes; y 
cuando así no se procede, adolece la tramitación de un vicio sustancial 
que impide resolver el conflicto. (B. D. 22 Setiembre 4881. Gao. I.0 No-
tiembre id.) 
Para justificar la detención de una persona, llevada á cabo por un Re-
gidor, ya como particular, ya como delegado del Alcalde, no pueden in-
vocarse las facultades que á éste confieren las leyes en lo relativo al or-
den público, en lo cual obran como delegados y representantes del Gobier-
no, toda vez que esas facultades no se extienden á detener á cualquier 
particular como medida gubernativa, miéntras no se hallen en suspenso 
las garantías constitucionales; y como el hecho puede estar comprendido 
en el Código penal y acerca de él no hay cuestión prévia administrativa 
que resolver, su conocimiento y castigo corresponde á los Tribunales or-
dinarios. [R. D. 22 Setiembre Í8SÍ. Gfac. % Noviembre id.) 
No se cumple el precepto contenido en el art. 57 del reglamento de 25 
de Setiembre de 1863 respecto á las condiciones del requerimiento que la 
autoridad administrativa debe dirigir á la judicial, cuando en él no se 
manifiesta el texto que atribuye á la Administración el conocimiento del 
asunto que motiva el conflicto ni se consignan las razones que existen 
para hacer la reclamación. {R. D. 20 Noviembre . Gac. i.0 Diciem-
bre id.) 
Incoado procedimiento criminal por virtud de una real orden que man-
dó se examinara el libro de actas de las sesiones celebradas por un Ayun-
tamiento, como quiera que el delito que se trata de perseguir es el de 
falsedad, cuya corrección y castigo corresponde exclusivamente á los 
Tribunales de justicia, puesto que ninguna ley lo reserva á los funciona-
rios de la Administración, y no pudiendo estimarse tampoco que exis-
ta cuestión prévia alguna de cuya resolución pueda depender en su día 
el fallo de los Tribunales, no há lugar á que el Gobernador entable com-
petencia á la jurisdicción ordinaria. (R. D. 2 Diciembre 1881. Gac. 8 id.) 
E l precepto fijado en el art. 57 del reglamento de 25 de Setiembre 
de 1863 no se cumple con sólo citar las leyes ó reglamentos de un modo 
general, sino que es necesario, cuando éstos contienen varias disposicio-
nes, determinar concreta y expresamente el artículo ó disposición que, 
ajuicio del Gobernador requirente, atribuye el conocimiento del negocio 
á la Administración. 
DE LO CONTKNCIOSO-ADMINISTRATIVO 399 
Es además jurisprudencia constante que no puede considerarse como 
texto de la disposición legal que atribuye la competencia á la Adminis-
tración la resolución que se haya dictado en un caso determinado, ni 
tampoco los artículos de la ley del Poder judicial y del reglamento ya 
citado, que sólo se refieren en general á las facultades de los Gobernado-
res para promover á los Tribunales y Juzgados ordinarios ó especiales 
contiendas de competencia. {R. D. 2 Diciembre 1881. Gac. 9 id.) 
Entablado recurso de queja por una autoridad judicial, que es el medio 
legal que los Tribunales de Justicia tienen para reclamar el conocimien-
to de un negocio en que se hallan entendiendo las autoridades adminis-
trativas, no está en las facultades del Gobernador de la provincia reque-
rir á la Sala de la Audiencia de inhibición; puesto que se trata de una 
cuestión de competencia, cuyo conocimiento y decisión sólo al Rey cor-
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1.0—Pre liminar. 
Hemos estudiado de una manera extensa en sus detalles y en su 
conjunto la materia contencioso-administrativa. Resulta de este es-
tudio, según hemos dicho repetidas veces, que es necesario en 
cuanto al acto de la Administración que motive el recurso que 
no emane del Poder discrecional de la misma, sino que sea de apli-




Mas no basta para que pueda entablarse el procedimiento con-
tencioso que sea materia contenciosa la cuestión de derecho ad-
ministrativo que haya de motivarle. A este carácter esencial, in -
trínseco del asunto, á esta naturaleza íntima del derecho sobre 
que ha de versar el litigio, acerca de la cual podrá juzgarse por 
los principios generales y las reglas especiales que fijamos con 
extensión anteriormente, ha de reunirse, decimos, otra condición 
extrínseca, ajena á la índole del asunto, pero necesaria para que 
prevalezca y prospere toda reclamación á él relativa en vía con-
tenciosa. Tal es que la providencia de la Administración, donde 
al aplicar la ley se lesionó un derecho, sea de las que causan 
estado. 
Significa esta frase que la providencia ó acuerdo, emanado de 
autoridad administrativa competente, sea tal que no quepa contra 
él reclamación ó alzada en la misma vía, y tiene su razón y fun-
damento lógico en que siendo el procedimiento contencioso-admi-
nistrativo un recurso extraordinario para reclamar contra las re-
soluciones de la Administración y enmendar si es posible sus er-
rores, no se puede acudir á él miéntras la Administración no 
haya pronunciado su última palabra y se haya apurado para obte-
nerla la vía gubernativa. 
Preciso es según esto que la providencia, además de ser defini-
tiva ó resolver la cuestión principal, sea de aquellas contra las 
cuales no cabe apelación. 
Esto, que parece tan claro y tan justo, se complicaba en nuestro 
derecho constituido por una circunstancia á la cual se había dado 
un valor indebido y considerado de un modo distinto al que de-
biera con arreglo á los más puros principios del derecho. 
Ni las leyes ni la jurisprudencia creada al interpretarlas consi-
deraban requisito indispensable, para causar estado las providen-
cias de la Administración, la audiencia de los interesados. 
Sabido es que pueden incoarse los expedientes administrativos 
de dos modos: á instancia de los interesados ó por una providen-
cia ó un acto espontáneo de la Administración. 
Cuando el interesado promueve el expediente, ó, habiéndolo 
promovido la Administración, se le da audiencia en él, tramitado 
éste con arreglo á su índole y naturaleza por un procedimiento 
más ó ménos complejo y largo, se comprende que cause estado la 
providencia que le ponga fin puesto que el interesado apuró en 
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ella la vía gubernativa; pero no creemos pueda decirse se ha apu-
rado ésta en modo alguno, cuando los expedientes se incoan por 
un acto ó providencia de la Administración, y no se da audiencia 
al interesado en ellos. 
Parece que la vía gubernativa viene á representar respecto al 
procedimiento contencioso-administrativo algo semejante á lo que 
es y representa en los pleitos civiles el acto de conciliación. Antes 
de que venga el conflicto entre los derechos y la discusión amis-
tosa acerca de los mismos se convierta en contienda ante los T r i -
bunales, se ha creído prudente, equitativo y justo intentar una 
avenencia. Esto es en el fondo el procedimiento gubernativo; en 
él sin forma de juicio el interesado expone su petición, los funda-
mentos y las razones en que las apoya y el Estado escucha sus 
quejas, y en vista de los argumentos con que las legitima, conce-
de ó niega lo que en ellas pretende. 
Cuando sólo interviene la Administración en el expediente falta 
la dualidad de personas que puede hacer posible la avenencia, y 
por lo tanto, se va al procedimiento contencioso sin haber intenta-
do ésta por no haber términos hábiles ni ocasión para ella. 
Tales eran los términos de la cuestión. Un autor que ha estu-
diado con gran acierto la materia contencioso-administrativa, el 
Sr. Alfaro, afirma que sólo tiene interés en teoría, pues en la prác-
tica está resuelta por las leyes y la jurisprudencia y en unos y otros 
expedientes se considera igualmente agotada con la última pro-
videncia la vía gubernativa. 
Pero en 2 de Febrero de 1881, quizás cuando escribía esto el 
Sr. Alfaro, publicó la Gaceta una R. O. de 27 de Enero del mismo 
año, cuyo considerando 3.° afirma que no procede la demanda 
contenciosa respecto á un interesado que no ha sido parte ni adu-
cido derecho en el expediente que precedió á una real órden contra 
la cual se reclamaba. 
Como se ve, la cuestión sigue ofreciendo motivo de confusión 
y de dudas. 
2.°—Condiciones para que las providencias causen estado en 
general. 
Volviendo al estudio de lo que es y significa la condición exi-
gida á las providencias para ser base del procedimiento conten-
cioso, la de que causen estado, diremos que parece á primera 
404 MANUAL 
vista se da explicación de ella asegurando son tales aquellas pro-
videncias finales ó definitivas que ponen fin á un expediente. 
Viene, sin embargo, inmediatamente una duda importante; la 
relativa á determinar cuándo una orden es final ó definitiva, y 
cuándo no. 
Y no se crea que es esta cuestión de aquellas á cuyo lado se pue-
de pasar señalándolas como dignas de estudio, pero sin fijar su 
solución de un modo claro y preciso. 
La falsa apreciación de este carácter de las providencias puede 
hacer incurrir en dos extremos igualmente lamentables: no consi-
derar como finales providencias que lo son, y atribuir este carác-
ter suponiendo agotada con ellas la vía gubernativa á resoluciones 
que no terminan ni extinguen el derecho á reclamar en esta vía. 
En el primer caso, esperando obtener otra resolución nueva, se 
deja pasar el plazo para interponer la demanda. Y cuando luego 
se intenta ésta, no procede su admisión, áun cuando sea justa. 
En el segundo caso, el recurso contencioso no se admite por no 
satisfacer la condición esencial de que la providencia que lo mo-
tivó cause estado. 
Se explica la dificultad de determinar cuándo las providencias 
administrativas son definitivas, porque no existe signo alguno 
exterior en ellas que sirva para atribuirles este carácter . 
En una obra recientemente publicada sobre lo contencioso-
administrativo se defiende la conveniencia de que en las mismas 
providencias se dijese por la autoridad que las da si eran defini-
tivas ó no. Aplaudimos la idea, áun cuando comprendemos la 
dificultad de practicarla y las cuestiones de distinta índole á que 
daría lugar, pues muy bien pudiera equivocarse una autoridad al 
atribuir carácter de definitivas á sus resoluciones; pero es lo cierto 
que el único proceder verdaderamente lógico, que sería el de lijar 
una regla general para determinarlo, no se halla establecido en la 
ley, y es necesario hacer un estudio atento de las condiciones en 
vir tud de las que puede afirmarse que una providencia causa es-
tado. 
Intentaremos este estudio. 
Desde luégo han de considerarse como providencias finales las 
resoluciones que deciden la cuestión capital que dió origen á un 
expediente. . 
Quedan excluidas por lo tanto las relativas á tramitación y pro-
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cedimiento y también las que recaigan sobre cuestiones incidenta-
les en relación más ó menos intima con la principal. 
En cuanto á estas cuestiones incidentales debe hacerse constar 
que no causan estado ni cuando se suscitan ántes de la resolución 
principal, ni cuando siguen á ésta y son su consecuencia, originán-
dose al interpretarla y al deducir cuáles son sus efectos. 
A veces las órdenes de la Administración tienen el carácter de 
condicionales. Se expresa que son definitivas siempre que se 
cumpla una condición impuesta al interesado en ellas. 
En tal caso ocurre dudar acerca de si la providencia es final y 
causa estado. 
Afirman unos que no lo es fundándose en que cuando la condi-
cion se s i m p í a ^ Sos-
tienen otros que el Gobierno por su resolución queda ligado como 
pudiera estarlo en un contrato condicional y que de ella nacen de-
rechos y obligaciones cuya realización y cumplimiento se suspen-
de hasta que la condición se cumple, pero cuya fuerza y eficacia 
no está á merced de la voluntad de un Ministro. 
Entendemos que ambas opiniones pueden ser acertadas según 
los casos; que la condición será unas veces impuesta en favor de 
los interesados, otras de los altos intereses administrativos y otras, 
en fin, como término de concordia y armonía entre el derecho pú-
blico y el privado. 
Según el papel que la condición juegue en la providencia y el 
alcance que en la misma se le conceda,—de lo cual se podrá juzgar 
por el exámen de su texto dónde habrá de reflejarse forzosamen-
te la intención que la inspira,—así se podrá considerar ó no como 
final y de aquellas que causan estado. 
El estudio atento de la providencia, de su razón y de su historia 
y antecedentes, es el único que puede servir para determinar en 
cada caso si es ó no definitiva. 
Por último, ocurre también algunas veces que la autoridad en-
cargada de entender en un asunto declina su conocimiento por 
creerlo propio de otra autoridad administrativa. 
Contra la providencia en que se declara un centro incompeten-
te para entender en un asunto no cabe el recurso contencioso, por-
que tal providencia no causa estado, sino que tiene por objeto res-
ti tuir el expediente á su primer condición para que se siga de nue-
vo con arreglo al procedimiento que le corresponda según ley. 
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No causan estado, por lo tanto, las providencias que designan 
la competencia de la autoridad á quien corresponde entender del 
asunto y resolverle, las que declaran nulo un expediente por no 
estar sustanciado en forma legal, y también las que dejan de resol-
ver alguno de los extremos reclamados, con relación á estos extre-
mos respecto de los cuales es indudable que no causan estado. 
En cuanto al primer caso que señalamos, es á saber: cuando la 
providencia decide la cuestión principal, debe tenerse en cuenta 
que muchas veces pueden servirle de objetivo á un mismo tiempo, 
varios puntos, unos más importantes que otros, resolviendo sobro 
todos ellos. 
En tal caso deben considerarse todos como principales: la provi-
dencia es de'íli'á que O.ausan estado J yiléáQ dsr lngstr respecto á 
cualquiera de ellos á procedimiento contencioso. 
Otro género de providencias que causan estado hemos de citar; 
género que suele considerarse como excepción á la regla de que 
para que pueda admitirse el recurso contencioso es necesario se 
haya agotado ántes la vía gubernativa. 
La ley de Contabilidad de 25 de Junio de 1870 establece que 
«ninguna reclamación contra el Estado á título de daños y perjui-
cios ó á título de equidad, será admitida gubernativamente pasado 
un año desde el hecho en que se funde el reclamante, quedando 
sólo á éste el recurso que corresponda por la vía contenciosa, al 
que habrá lugar como si la reclamación hubiera sido denegada por 
el Gobierno.» 
Se ve que en este caso, calificado por algunos autores de excep-
ción, puede considerarse también apurada la vía gubernativa; pue», 
si bien no se entablaron todas las reclamaciones á que había de-
recho, éste se ha perdido por el trascurso de tiempo y las recla-
maciones por la vía gubernativa no pueden entablarse ya. 
Tenía la ley necesidad de fijar un plazo á las demandas para 
dar estabilidad á los acuerdos de la Administración y fij los 
derechos que crean. Durante este plazo la vía gubernativa se 
puede apurar por el uso del derecho á reclamar en ella; pasada 
el plazo, lo está por la falta de uso. Esto es todo. 
Vemos por lo dicho que si entraña graves dificultades la 
calificación de los asuntos en que, por la naturaleza de la materia 
y la del acto administrativo origen del agravio, puede el que lo 
sufre impugnar las providencias, no son menores las que se ofre-
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cen al tratar de fijar reglas para saber cuándo se entiende que 
han causado estado las resoluciones de las autoridades de los di-
versos grados de la jerarquía administrativa. 
Hemos dicho que parecía natural que cuando la providencia 
resuelve sobre el fondo de las reclamaciones, decidiendo la cues-
tión acerca de la cual versaban, se tuviera por definitiva en el sen-
tido de poner término á la vía gubernativa; pero no hay térmi-
nos hábiles para establecer esta regla de un modo general, y por 
lo tanto será indispensable buscar en las leyes y en la jurispru-
dencia los casos en que se tienen por definitivas y firmes las pro-
videncias finales, ó sea cuando causan estado según las materias 
en que recaen y las autoridades que las dictan. 
Antes de hacerlo, de la manera rápida que es dable en este l i -
bro, creemos conveniente advertir, aunque por lo dicho parezca 
inútil, que las cuestiones incidentales y las de puro trámite, á no 
ser cuando se quebranten los sustanciales establecidos por la le-
gislación, no pueden en ningún caso reputarse finales y que causan 
estado, porque en verdad no termina ni puede terminar con ellas 
la vía gubernativa. 
Tampoco las de competencia entre las autoridades tendrán 
aquel carácter, por cuanto en vez de decidir el asunto ó cuestión 
tienen por objeto fijar la autoridad que debe de él conocer. 
Veamos ahora cuando, conforme á las leyes y á la jurispruden-
cia establecida, cabe afirmar con cierta seguridad que causan es-
tado algunas resoluciones administrativas. 
Causan estado las reales órdenes ó providencias ministeriales 
dictadas en materia de aguas por el Ministerio de Fomento y pue-
den ser reclamadas en la vía contencioso-administrativa las re-
soluciones que declaran la caducidad de una concesión; las que 
lastiman derechos adquiridos por virtud de un acto administra-
tivo; las que imponen á la propiedad particular una servidumbre 
forzosa ó alguna limitación ó gravámen, en los casos previstos en 
la ley; y las que deciden cuestiones de resarcimiento de daños y 
perjuicios ocasionados por las antedichas limitaciones y graváme-
nes (1). 
A l afirmar que en estos casos puede impugnarse por causar es-
tado la resolución ministerial, tenemos en cuenta que en general 
(1) Ar t s . 293 y siguientes de la ley de 13 de Junio de 1879. 
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sobre las materias enumeradas no recae providencia de ese carác-
ter por parte de ningún otro agente administrativo. 
En cuanto á los contratos administrativos, la ley orgánica del 
Consejo de Estado expresa que son ante él reclamables las reso-
luciones de los Ministerios relativas á los celebrados por ellos 
para toda clase de servicios y obras públicas. También lo son de 
igual modo las que recaen acerca de los derechos de las clases 
pasivas civiles. 
Las que atañen á los funcionarios de las carreras del Estado son 
susceptibles de revisión solamente cuando las leyes ó reglamen-
tos referentes al ingreso, ascensos y separación de aquéllos, lo es-
tablecen de un modo expreso y terminante. 
En asuntos de expropiación forzosa causan estado las reales ór-
denes finales que versan acerca de reclamaciones originadas por 
quebrantamiento de trámites sustanciales, y lesión de derechos al 
hacer el justiprecio, si el daño llega al ménos á la sexta parte 
del valor de lo expropiado (1). 
Fuera de los casos en que por tratarse de la caducidad de perte-
nencias mineras causan estado y abren la vía contenciosa las pro-
videncias de los Gobernadores, en los demás tienen esa índole las 
del Ministerio de Fomento (2). 
En los asuntos de montes que no versen sobre deslinde y amo-
jonamiento, aprobación de subastas de aprovechamientos foresta-
les y rescisión de estos contratos, así como su policía, lo cual es de 
la competencia de los Gobernadores, cabe reclamar contra las 
reales órdenes. 
Por lo que hace á las obras públicas causan estado con relación 
á la vía contenciosa las resoluciones ministeriales acerca de la ca-
ducidad de las concesiones hechas por el Gobierno y las que las-
timen derechos adquiridos en virtud de actos administrativos. 
Las cuestiones en que versen intereses de la Hacienda y hayan 
sido terminadas en la vía gubernativa con la resolución del Minis-
terio podrán llevarse á l a contencioso-administrativa, ménos cuan-
do se refieran á la apreciación de la riqueza imponible (salvo el 
caso de impugnarse la aprobación de amillaramientos por agravio 
(1) Ley 10 Enero 1879, arts. 35 y 49 del reglamento. 
(2) Leyes 6 Ju l io 1859 y 4 Marzo 1868. 
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absoluto ó comparativo) y á las contribuciones é impuestos indi-
rectos, 
3.°—Resoluciones de las Direcciones generales. 
Causan estado y dan lugar á la vía contenciosa las resoluciones 
que versan acerca de las cuestiones suscitadas por los contratos 
que las Direcciones celebran por servicios y obras públicas. En los 
demás asuntos no lo causan, por punto general, si bien las de las 
Direcciones del Ministerio de Hacienda según las disposiciones del 
reglamento de 18 de Febrero de 1871 causaban ese efecto á los 60 
dias de ser notificadas ó publicadas; pero con arreglo á lo dis-
puesto en la base décimatercia de la ley de 31 de Diciembre últi-
mo, parece que debe reputarse que causan estado las providencias 
en segunda instancia gubernativa desde el dia siguiente al de la 
notificación de las mismas. 
A 0_ -Providencias y acuerdos de las autoridades provinciales. 
Los Gobernadores de provincia pueden modificar ó reformar sus 
providencias y las de sus antecesores, á no ser que hayan sido 
confirmadas por el Ministerio respectivo, ya sean declaratorias de 
derechos, ó ya hayan servido de base á alguna sentencia judicial; 
pero no pueden modificar ó revocar por si mismos las resoluciones 
que adopten acerca de su competencia. 
En los asuntos en los cuales conforme á las leyes cabe el recur-
so contencioso contra las providencias de esas autoridades, causan 
estado las finales que en ellos dicten, puesto que desde el dia si-
guiente al de la notificación se cuenta el plazo para intentar las de-
mandas contencioso-administrativas. Claro es que esto no empece 
para el uso de la facultad citada de revocar y modificar las que 
adoptan; pero de todo resulta que lo más acertado en cualquier 
caso será tenerlas desde aquella fecha como firmes para los efec-
tos contenciosos de la demanda, sin perjuicio de pedir la revoca-
ción ó modificación gubernativa. 
Por lo que hace á los acuerdos de las Diputaciones provinciales, 
bien puede sentarse como regla general que causan estado desde 
el dia en que son notificados por el conducto que la ley establece 
cuando siendo lesivos de un derecho recaigan en asuntos de la ex-
clusiva competencia de esos cuerpos, porque todos los que en esas 
4lO MANUAL 
materias adoptan son ejecutivos. Entre las autoridades provin-
ciales cuéntanse los Delegados de Hacienda; pero sus providencias, 
aunque finales respecto á la primera instancia gubernativa, no lo 
son acerca de las reclamaciones entabladas, y puesto que son ape-
lables ante los centros generales del ramo de Hacienda, no causan 
estado con relación á la vía contenciosa. 
5.°—Acuerdos municipales. 
Los acuerdos de los Ayuntamientos y las providencias de los A l -
caldes que pueden ser impugnados en esa vía, no causan estado^ 
porque de ellos se puede apelar al Gobernador de la provincia en 
los 30 dias siguientes al de la notificación, siendo la resolución que 
aquél dicte la que pone término á la gubernativa. (R. O. 26 Ma-
yo 1880.) 
CAPÍTULO I I . 
NOTIFICACION DE LAS PROVIDENCIAS GUBERNATIVAS Y TERMINOS 
PARA INTERPONER DEMANDAS CONTRA ELLAS. 
I.0 P r e l i m i n a r . — 2 . ° Notificación de las providencias gubernativas. —3.° T é r -
mino ó plazo para interponer l a demanda. 
1.0—Pre liminar. 
No basta que una providencia verse sobre materia contencioso-
administrativa, ni que sea de las que causan estado para que pue-
da entablarse contra ella la demanda contenciosa. A estas condi-
ciones propias de la providencia hay que añadir otra indepen-
diente de la misma, pero no ménos esencial para la validez del 
recurso y procedencia de la demanda: es á saber, que ésta se in-
terponga dentro de cierto término ó plazo á partir del dia en que 
fué notificada ó llegó á conocimiento del actor la providencia que 
la motiva. 
La necesidad de dar fijeza á los derechos que se declaran ó es-
tablecen en las providencias gubernativas exige establecer un pla-
zo, pasado el cual no se admitan reclamaciones ni demandas en 
lo contencioso contra ellas. 
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Dos cuestiones prévias hay que examinar por lo tanto ántes de 
entrar en el estudio de la demanda. 
1. a Forma en que han de notificarse las providencias para que 
se sepa de un modo claro y preciso cuándo comienza á correr el 
término dentro del que se ha de interponer la demanda. 
2. a Duración ó número de dias que constituyen este término 
en cada caso. 
Son las dos cuestiones que ocurren siempre respecto á un tér-
mino ó plazo cualquiera: determinar su duración y el momento 
desde que empieza á contarse. Trataremos ambas cuestiones con 
la separación y el detenimiento debido. 
2.°—Notificación de ISLS providencias gubernativas. 
Es evidente que, para que un particular entable el recurso 
contencioso contra la providencia que lesiona sus derechos, es 
necesario que conozca esta providencia, y es evidente también que 
no puede mostrarse indiferente y pasiva la administración respec-
to al modo como sus providencias y resoluciones han de llegar á 
conocimiento de los interesados. Los derechos que se niegan ó con-
ceden en estos acuerdos exigen que se notifiquen de un modo so-
lemne á fin de que los usen y aprovechen desde luégo cuando se 
les otorgan ó puedan apelar y reclamarlos si se les niegan. 
Consecuencia lógica de esto es que miéntras una resolución gu-
bernativa sea conocida sólo de la Administración, ni puede obli-
gar á los particulares ni causarles perjuicio alguno. Consecuencia 
también lógica de las anteriores consideraciones es que sea pre-
ciso dar á conocer á los interesados en los expedientes guberna-
tivos las resoluciones que recaen en los mismos, contra las Cuales 
pueden, si creen lesionados sus derechos, entablar los recursos 
que concede la ley. 
¿En qué forma se ha de realizar la notificación de las provi-
dencias? La respuesta no es tan fácil como debiera serlo, por lo 
incompleto y deficiente de las leyes que regulan la materia 
contencioso-administrativa. 
Siendo las providencias administrativas origen de derechos y 
de obligaciones, se comprende desde luégo que, á semejanza de 
las sentencias de los Tribunales ordinarios, sean necesarios en su 
rectificación ciertos trámites y requisitos solemnes. 
Obra la presente de carácter esencialmente práctico, no discu-
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tiremos en ella cuál es la forma mejor y más ajustada á los prin-
cipios de la ciencia administrativa. Afirman unos que es bastante 
la publicación en los periódicos oficiales; sostienen otros, quizás 
con más fundamento, que es necesario de todo punto que se haga 
la notificación directamente, pudiendo servir sólo como medio 
supletorio la publicidad. 
Este último sistema es, á no dudar, el que cumple á toda noti-
ficación, si se quiere poderla atribuir con fundamento efectos j u -
rídicos. 
El conocimiento directo de la resolución ha de ser tal, que el 
interesado pueda enterarse no sólo de su parte dispositiva, sino de 
los hechos y razones que la motivan, porque la relación es-
trecha que existe entre éstos y aquélla, es causa de que no sea 
posible adquirir perfecto conocimiento del fallo como se ve en el 
sentido y alcance que en los resultandos y considerandos se le 
concede. 
La notificación deberá hacerse por lo tanto entregando copia 
íntegra de la resolución al interesado. 
Para que el hecho de la entrega tenga lugar de un modo so-
lemne y pueda probarse en todo tiempo que el interesado recibió 
la copia de que hablamos, deberá efectuarse por los agentes de 
¡a Administración. 
La práctica en estas materias es la siguiente: 
Toda resolución gubernativa que se dicte poniendo término al 
expediente instruido á instancia de parte ó bien por propia inicia-
tiva de la Administración, se ha de notificar á la parte interesada 
por la Administración misma: si la providencia es del Alcalde, 
éste la hace notificar personalmente al interesado dándole trasla-
do y recogiendo su «enterado»: si es del Gobernador, se comunica 
por éste al interesado por conducto del Alcalde; y si de centros 
superiores ó Ministros, de éstos va al Gobernador y de éste al 
Alcalde: todo por oficio dando traslado. 
Las providencias no causan estado para el efecto de los térmi-
nos, apelaciones y ejecución miéntras no se notifican en forma al 
interesado, ó éste se da por enterado de algún modo, como es in-
terponiendo alzada ó demanda, etc. Si se trata de reales órdenes 
y no es conocido el domicilio del interesado, la notificación se en-
tiende hecha desde que se publican aquéllas en la Gaceta da 
Madrid. 
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Después de lo anterior cumple examinar las disposiciones lega-
les que rigen respecto á esta materia. 
El art, 83 del reglamento para el régimen interior del Ministe-
rio de la Gobernación de 3 de Noviembre de 1870, decía que 
cuando las providencias pudiesen dar motivo á la vía contenciosa 
señalasen términos, se refiriesen á contratos para servicios pú-
blicos, se entregase el traslado á la persona interesada ó á quien 
la representase, haciéndola firmar el recibo. Aunque este precep-
to no se contiene en el nuevo reglamento de 16 de Setiembre 
de 1875, creemos que debe cumplirse. 
Una cosa análoga ha sucedido con el reglamento de las Seccio-
nes de Fomento. Su art. 18 dice que en los expedientes en que se 
ventilen intereses ó derechos sobre concesiones ó declaraciones 
de derechos que hayan de decidirse ú otorgarse por el Gobierno? 
habrán de constar las notificaciones originales que correspondan, 
según la legislación que rija sobre ellos. En el reglamento de 17 
de Julio de 1874 nada se dice tampoco sobre esto; pero la natura-
leza de la disposición es tal que desde luégo debe ser cumplida, 
puesto que en ella se hace constar lo que ya en otras disposicio-
nes especiales se establece. 
Así, por ejemplo, el art. 5.° del R. D. de 10 de Julio de 1861 dis-
pone, respecto á obras públicas, que si un contratista se ausente 
del punto de su residencia y no deja persona que le sustituya se-
rán válidas las notificaciones que se le hagan, depositando la co-
pia de la resolución en la Alcaldía del pueblo de su residencia, ó 
sea donde esté empadronado como vecino. 
En los expedientes de concesión de minas, según las reglas 3.a 
y 5.a del reglamento de 24 de Junio de 1868, las notificaciones 
podrán hacerse por cualquier agente de la Administración á quien 
por los Gobernadores se confiriere este encargo, y en ellas se 
deberá expresar que se entregó en el acto de hacerlas al interesa-
do copia del decreto ó resolución á que se refieren, firmando el 
interesado, y si no sabe, puede ó quiere, dos testigos. Caso de que 
no residiera en la capital de la provincia ni tuviera representante 
en ella, se hará la notificación publicando el acuerdo en los Bole-
tines Oficiales. 
En cuanto á los negocios de Hacienda, los arts. 50 y 58 del re-
glamento para su tramitación disponen que se considerarán noti-
ficadas las disposiciones definitivas á los 30 dias de publicarse en 
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la Gaceta de Madrid los índices que mensuaímente se formarán 
de ellas, y que si los interesados solicitan copia literal se les faci-
lite haciéndoles firmar el enterado con la fecha en que se les entre-
gue. Si las providencias emanan de los Jefes económicos de las 
provincias, se observará lo mismo con la diferencia de publicarse 
los acuerdos en los Boletines Oficiales. 
El reciente reglamento provisional para la ejecución de la ley 
de 31 de Diciembre de 1881 sobre el procedimiento en las recla-
maciones económico-administrativas, contiene en su art. 7.° y en 
el 29 y siguientes reglas relativas á la forma en que se han de no-
tificar las providencias. No nos ocupamos de ella por haberse tra-
tado ya en el lugar correspondiente (1). 
Es notable en materias de Hacienda lo que dispone la real 
órden de 25 de Enero de 1867 en su regla 7.a respecto á las provi-
dencias sobre adjudicación de remates de bienes nacionales ó 
redención de censos. Según ella la notificación se hará de este 
modo: 
Primera. Se buscará desde luégo al rematante en el domicilio 
que expresó en la subasta, y si éste resultare cierto, se dejará una 
cédula, recogiendo otra en que firme el recibo. 
Segunda. Si á la primera diligencia no fuere hallado, la cé-
dula se entregará á su mujer, hijos, criados ó dependientes, y si 
ninguno de éstos se presentare, se dará al vecino más inmediato. 
Tercera. Caso de no darse razón del rematante en el domicilio 
expresado, se buscará á cualquiera de los testigos de abono con el 
que designaron en la subasta, y se les entregará la cédula con las 
propias formalidades. 
Cuarta. Si ni el que remató ni los testigos fueren conocidos en 
el domicilio que.fijaron, ó se manifestase que ellos y sus familias 
se habían ausentado, se les citará desde luégo por el Boletin Ofi-
cial y en Madrid por el Diario de Avisos, para que dentro de 
15 días improrogables, comparezcan á pagar el primer plazo. 
Quinta. Si el domicilio designado en la subasta no fuese la ca-
pital de provincia, el comisionado, obteniendo el auxilio del Go-
bernador si es preciso, hará que las cédulas se remitan al Alcalde 
respectivo para que entregue una al interesado, y en su caso á los 
(1) Véase el t í t u lo anterior, cap, 2.° 
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testigos, y devuelva la otra, en el término de tres dias, con la firma 
de haberse recibido el original. 
Sexta. Cuando alguno de los testigos de abono resida en la ca-
pital, se entregará desde luégo la cédula á éste, para que la haga 
llegar al interesado. 
Sétima. En las cédulas se ha de expresar la fecha en que se en-
tregan, y cuando los que las recojan no sepan ó no quieran firmar, 
suscribirán la nota en que esto conste dos testigos. 
Como se ve, áun cuando siempre hay algunos principios fijos, 
impuestos por la fuerza de la lógica más que por la de la ley, la 
variedad, en cuanto á la forma de la notificación, es muy grande 
dentro de las disposiciones legales. 
El Consejo de Estado, llamado á fallar muchas veces sobre este 
punto, ha sentado jurisprudencia. 
De ella se desprende como única conclusión, que considera bas-
tante notificación y da efectos como válido y eficaz á todo cono-
cimiento que se dé al interesado en las providencias con tal de 
que sea cierto, real y verdadero. 
De su jurisprudencia se deducen algunas conclusiones que deben 
tenerse muy en cuenta. 
Desde luégo, según hemos dicho, se considera como notificada la 
providencia gubernativa siempre que aparece (1) de una manera 
clara é incontestable que tuvo conocimiento de ella el interesado. 
Y no puede darse el valor de una notificación ni sus efectos le-
gales á la entrega de la copia de una resolución á una persona que 
no sea el interesado ni tenga sus poderes (2), 
En cuanto á la publicidad en los periódicos oficiales, si bien pue-
de bastar, según digimos, como medio supletorio cuando no se 
puede hacer la notificación directa asi como también en los asun-
tos de interés general, no es suficiente (3) cuando los interesados 
son personas determinadas que se mostraron parte en expediente. 
Por último, según un dictámen importante de la Sección de lo 
contencioso (4), existiendo duda sobre si se ha notificado ó no una 
providencia, debe la duda resolverse del modo más favorable al 
demandante. 
(1) Dec. de 7 de A b r i l de 1865. 
(2) Sent. de 28 de Febrero de 1874. 
(3) Sent. de 17 de A b r i l de 1871. 
(4) 17 de Octubre de 1865. 
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3.°—Término ó plazo para interponer la demanda,. 
Notificada en regla la providencia que causó estado, es necesa-
rio que al interponer la demanda contra ella se haga dentro de 
un plazo, que varía según la materia sobre que versa. 
No discutiremos, porque nos lo veda el carácter esencialmente 
práctico de este libro, la razón ni la lógica de esta diferencia en 
la duración de los términos. Tal como ha sido establecida por las 
leyes y la jurisprudencia la consignamos á continuación. 
TÉRMINOS PARA ENTABLAR LAS DEMANDAS CONTENCIOSO-ADMI-
NISTRATIVAS. Por regla general, los plazos para entablar las de-
mandas contencioso-administrativas son improrogables , ya se 
trate de pleitos que hayan de seguirse ante el Consejo de Estado 
ó ante las Comisiones provinciales. (R. D. 21 Mayo 1853, art. 3.°; 
idem id. 20 Junio 1858, art. 93; ley 25 Setiembre 1863; real 
decreto 5 Febrero 1864; ley del procedimiento en asuntos de 
Hacienda de 31 Diciembre 1881, base 13.^ Y lo mismo para los 
particulares que para el Estado. (Sent. del Sup. Trib. de Just. 
18 Enero 1873.) 
Los dias se cuentan sin distinción de útiles ó inútiles para ac-
tuaciones, y sin consideración á que estén ó no en vacación los 
Tribunales. (Rs. Ds. 12 Abril 1864 y 15 i d . 1865.) 
Por lo demás, la presentación de las demandas interrumpe el 
curso del plazo, áun cuando contengan vicios ó defectos de forma 
subsanables. (Sent. del Trib. Sup. de Just. 14 Octubre 1872.) 
AGUAS. Tres meses contra reales órdenes. (Ley 13 Junio 
de 1879, art. 251.) 
Un mes contra las providencias de los Gobernadores que cau-
san estado. (Ley y articulo id., id.) 
CA.DUCIDAD DE CRÉDITOS. Tres meses para reclamar en la vía 
contenciosa contra las decisiones ministeriales sobre caducidad 
de créditos contra el Estado. (Ley 19 Julio 1869, art. 18.) 
CARRERAS JUDICIAL Y FISCAL. Tres meses para reclamar los 
aspirantes en los casos de falta de ingreso ó postergación indebi-
dos. (Ley 15 Seíiembre 1870, a r í s . 102 y 770.) 
CLASES PASIVAS CIVILES. DOS meses para impugnar las pro-
videncias fiscales sobre clasificación y señalamiento de haberes 
pasivos, contados desde su publicación en el Boletin del Ministe-
rio de Hacienda, ahora en la Gaceta. (Rs. Ds. 28 Diciembre 1849, 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 417 
art. 14; 24 Mayo 1850, art. 16, y decreto 10 Mayo 1873, art. 26.) 
DAÑOS Y PERJUICIOS POR EL ESTADO. DOS años desde que se 
causaran. (Ley 25 Junio 1870, art. 18.) 
DEUDA PUBLICA. Un mes contra resoluciones ministeriales so-
bre liquidación, reconocimiento, abono y pago de créditos contra 
el Estado. [Rs. Ds. 23 Agosto y 1.° Noviembre 1851, arts. 27 
y 17.) 
DIPUTACIONES PROVÍNGT.VLES. Ocho dias desde la publicación 
del acuerdo para reclamar contenciosamente en los asuntos de 
elección de Diputados provinciales. [Ley Provincial, art. 27.) 
Treinta dias para entablar la demanda contra acuerdos de otra 
clase en materias contencioso-administrativas. [Ley Provincial, 
art. 51.) 
EXPROPIACIÓN. Dos meses contra las reales órdenes que ter-
minan el expediente gubernativo. 
FERRO-CARRILES. DOS meses para las demandas contra decla-
raciones de caducidad de concesiones. (Leyes 3 Junio 1851 y 23 
Noviembre 1877.) 
GOBIERNOS DE PROVINCIA. Treinta dias los particulares del de 
la notificación administrativa y un año la Administración. fLey 25 
Setiembre 1863 y R. O. 26 i¥ayo 1880.; 
LETRADOS DE HACIENDA. Treinta dias para reclamar contra la 
imposición de responsabilidad gubernativa; pero este plazo será 
ahora dedos meses por lo dicho respecto á los asuntos de Hacienda. 
MINAS. El plazo contra las reales órdenes es de 30 dias. fAr-
ticulo 91, ley 4 Marzo 1868 y ñ . D. Sent. 28 Abril 1865.; 
OBRAS PÚBLICAS. Dos meses para impugnar la declaración de 
caducidad de una concesión de obra del Estado, provincial ó mu-
nicipal. {Ley 13 Abril 1877, a r í . 88.; 
PARTÍCIPES LEGOS EN DIEZMOS. DOS años contra las resolucio-
nes en materias de indemnización, legitimidad de documentos y 
liquidación de créditos de dichos partícipes. [Ley 26 Marzo 1846, 
a r í . 4.°; 
PRIVILEGIOS DE INVENCIÓN. Treinta dias para pedir la revisión 
contenciosa de las declaraciones de caducidad de los privilegios ó 
patentes. (Ley 30 Ju í io 1878, a r í . 46.) 
REALES ÓRDENES. Las demandas contra reales órdenes se han 
de presentar dentro del plazo de seis meses, cuando no haya otro 
especialmente señalado, si proceden de cualquier Ministerio que 
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no sea el de Hacienda, porque para acudir á la vía contenciosa 
contra las emanadas de éste, los términos son de dos meses si 
reside el interesado en la Península ó Islas Baleares, de tres si1 
tiene el domicilio en las Canarias, de cuatro si le tiene en las Islas 
de Cuba ó Puerto-Rico, y de seis si en las Islas Filipinas. [Reales 
decretos 2i Mayo 1853; 20 Junio 1858; ley 31 Diciembre 1881, 
base 3.a y doctrina del Consejo Real en consulta de 28 Setiem-
bre 1861.) 
ULTRAMAR. Seis meses cuando los interesados residan en las 
Antillas. 
Un año si residen los interesados en cualquier otro punto de 
América ó en las Islas Filipinas. [R. O. 28 Julio 1860.) 
Estos términos no rigen como ya queda dicho al hablar de las 
reales órdenes y resoluciones emanadas de las autoridades centra-
les de Hacienda, en lo que se refiere á los asuntos de este ramo, 
y como ya no son impugnables en vía contenciosa otras providen-
cias, los plazos de tres meses para las Islas Canarias, cuatro para 
Cuba y Puerto-Rico y seis para Filipinas son los que deben ob-
servarse. • f 
CAPÍTULO I I I . 
DEMANDAS Y TRÁMITES HASTA SU ADMISION, 
1.° Advertenoia previa.—-2.° Condicionos de la demanda.—3.° Suspens ión de 
las providencias a d m i n i s t r a t i v a s . — 4 . ° Demandas ante las Comisiones p r o v i n -
ciales.—5.° Defensa por pobre .—6.° Recusac ión .—7.° Incidente p rév io sobre 
admisión de la demanda.—S.3 Advertencia impor tan te . 
1.°—Advertencia previa. 
Comenzamos á tratar en este capítulo de lo que puede propia-
mente llamarse procedimiento contencioso-administrativo, que da 
principio al interponer la demanda. 
A l entrar en su estudio hemos de hacer una advertencia prévia. 
Nuestro objeto al publicar la presente obra, ha sido darla un ca-
rácter esencialmente práctico, y en tal concepto, miéntras de una 
parte hemos procurado rehuir toda cuestión especulativa y de de-
recho constituyente, de otra, dando gran importancia al derecho 
constituido, nos hemos ceñido en todo á sus disposiciones. 
Respondiendo á este propósito insertamos en uno de los títulos 
siguientes toda la legislación vigente sobre la materia objeto de 
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•esta obra que, dedicada á personas doctas y peritas en la práctica 
del derecho, les habrá de ser más útil, presentando los textos de 
las leyes que haciendo á ellos referencias más ó menos directas y 
ele exactitud dudosa. 
En la legislación completa que insertamos podrá verse la mane-
ra como el procedimiento contencioso-administrativo se ha desen-
vuelto en las leyes; y en los detalles que fijan éstas en su articula-
do se verán los trámites que siguen y los requisitos que exigen las 
demandas. 
Mediante este sistema, bastarán en general meras referencias á 
ios preceptos legales para marcar el orden, la forma y requisitos 
del procedimiento y sólo se explicará éste respecto á determinadas 
cuestiones en que lo exija su importancia ó su falta de determina-
ción en la ley. 
2.°—Condiciones de la. demanda. 
Hecha la advertencia anterior, entramos ya en el estudio del 
procedimiento contencioso comenzando por el de la demanda. 
Resumiendo todo lo dicho respecto á ella, puede afirmarse 
que las condiciones para su admisión pueden reducirse á tres cla-
ses según indica el siguiente cuadro: 
Ser una resolución de la Administra-
ción activa. 
Versar sobre materia administrativa, 
Relativas al acto 1 N0 g Q ^ Q asuntos privados de la Ad-
n i ^ n i s t r a t i v J ministracion. 
contra el que\Tenei* Por 0kjeto Ia interpretación ó 
se interpone. aplicación de una ley ó precepto an-
terior á un caso particular y con-
creto. 
Ser de las que causan estado. 
Í
Formal: tener personalidad para pre-
sentarse ante los Tribunales de la Ad-
ministración, y ostentarla en el mis-
mo concepto en que se actuó por la 
vía gubernativa (1). 
V é n e t a / ; ostentar un derecho preexis-
tente de índole administrativa, al que 
se haya causado el agravio. 
(Respecto á este particular ya expusimos 
A l tiempo en que en el capítulo anterior la variada te-
se presenta.. . | gislacion Vj§ente. 





(1) E l interesado puede ser sust i tuido por el que herede ó adqxiiera sus de-
fechos. 
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Las demandas ante el Consejo de Estado han de tener las con-
diciones que exigen los arts. 53, 54, 55, 56, 57, 58, 60, 27, 28 y 14 
y algunos otros del reglamento de 30 de Diciembre de 1846, pre-
sentándose en la Secretaría con arreglo al R. D. de 19 de Octubre 
de 1860, que insertamos en el lugar correspondiente. 
Una cuestión surge respecto á las personas que pueden firmar 
las demandas: la de si podrá hacerlo un tercero que no sea Abo-
gado, pero que ostente un mandato otorgado en forma por el de-
mandante. Existe una resolución del Tribunal Supremo dada 
cuando tenía á su cargo la jurisdicción contencioso-administrati-
va que afirma no ser necesaria la condición de Letrado en el que 
firme el recurso ántes de la ampliación de la demanda. 
Creemos acertada esta doctrina tratándose de demandas con-
tenciosas ante el Tribunal Supremo, pero aún la creemos mucho 
más lógica é incontestable hoy en que se siguen ante el Consejo 
de Estado, teniendo en cuenta la constitución y naturaleza de este 
alto Cuerpo y el carácter de sus Consejeros, 
En el R. D. de 24 de Mayo de 1850 se permite á los individuos 
de clases pasivas firmar sus reclamaciones por sí ó por medio de 
un tercero autorizado, pero sin exigir á éste poder ante Escribano. 
Dos excepciones hay que señalar respecto á la manera de inter-
poner la demanda. 
Es la primera y más importante cuando se entabla el procedi-
miento á instancia de la Administración, en cuyo caso, según el 
art. 50 del reglamento, deberá incoarse con una Memoria que fir-
mará quien deba hacerlo con arreglo al art. 14 del mismo. 
La segunda excepción la constituyen los recursos contra las dis-
posiciones de la Junta de clases pasivas que se incoan por simple 
memorial razonado, con arreglo al R. D. de 24 de Mayo de 1850 
que ántes citábamos. 
La práctica ha introducido una costumbre que se respeta como 
ley. En la providencia admitiendo la vía contenciosa se manda 
poner los autos de manifiesto á los demandantes por término de 
20 dias, á fin de que, haciendo un estudio detenido de los mismos, 
pueda después ampliar la demanda completando las razones que 
les sirven de base ó modificando las reclamaciones que en ella so 
formulan. 
En consecuencia de esto, es lógico distribuir lá defensa, á fin de 
evitar repeticiones y áun contradicciones entre uno y otro escritOj, 
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aduciendo en el primero aquellas razones propias á conseguir que 
se admita la demanda, y en el segundo aquellas otras que hagan 
principalmente relación á la esencia de la cuestión debatida y 
tiendan á probar la justicia con que en ella se reclama. 
3.°—Suspensión de las providencias administrativas: 
Los Tribunales civiles tienen autoridad para ejecutar sus fallos; 
los Tribunales administrativos no tienen tal facultad. En conse-
cuencia sólo la Administración activa puede llevar á efecto sus 
decisiones. 
A ella corresponde también suspender sus propias providencias, 
sin que puedan decidir nada acerca de ello sus Tribunales. , 
Por tanto, cuando desee un particular que los efectos de una 
providencia se suspendan, deberá presentar la demanda corres-
pondiente contra ella; pero no será esto bastante, sino que una vez 
hecho, es necesario obtener una certificación en que se acredite 
haberse presentado la demanda y con esta certificación firmada 
por el Secretario del Consejo de Estado con el V ." B.0 de su Pre-
sidente, formular ante el Ministerio que dictó la real órden, la pre-
pretension de que se suspendan sus efectos. 
El Gobierno decidirá acerca de esta pretensión teniendo en cuen-
ta si causa perjuicio irreparable á los intereses públicos ó á los 
del particular que reclama. 
Así lo dispone respecto á sus asuntos del Ministerio de Hacienda 
el art. 5.° del reglamento para la tramitación de los negocios del 
mismo. Una cosa semejante establece respecto á los negocios de 
Ultramar el art, 3.° del reglamento orgánico de 4 de Julio de 1861. 
Una real órden publicada en la Gaceta de Madrid el 9 de Julio 
de 1875 relativa á un asunto de Ultramar^ establece que después 
de decretada la suspensión de una providencia, puede revocarse 
esta suspensión. 
Una sentencia del Tribunal Supremo de 24 de Enero de 1873, 
formula claramente esta doctrina en general respecto á quién cor-
responde suspender los acuerdos de la Administración. 
4.°—Demandas ante las Comisiones provinciales. 
, Son análogas en un todo á las que se presentan ante el Consejo 
de Estado, salvas las diferencias de detalle que se comprende han 
de recibir en su forma. 
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Los arts. 21, 22, 23, 30, 31 y otros varios del reglamento de 
1.° de Octubre de 1845, establecen los requisitos de estas de-
mandas. 
No los insertamos porque pueden verse en el lugar correspon-
diente. 
Sólo habremos de decir que por una ley dé 25 de Setiembre 
de 1863 se ha de presentar siempre en forma de demanda, ya se 
entablen á nombre de un particular, ya á nombre de la Adminis-
tración. En este último caso se incoaban ántes en forma de Me-
mor í a . 
E l nombramiento de apoderado para representar á las partes 
puede hacerse en las actuaciones por diligencia ó comparecencia 
ante el Secretario de la Comisión y ante testigos autorizados por 
el primero. 
Análogamente á lo dicho al hablar de las demandas ante el Con-
sejo de Estado, en las que se resuelven por las Comisiones pro-
vinciales, se señala un término para que el interesado modifique 
y amplíe su demanda. 
En cuanto á la suspensión de las providencias, origen de de-
mandas contencioso-administrativas ante las Comisiones provin-
ciales, diremos que éstas pueden por primera providencia, y á pe-
tición del interesado, suspender el acuerdo contra el que se recla-
ma. Tal disposición contienen los arts. 51 y 172 respectivamente 
de las leyes Municipal y Provincial de 1877. 
5.°—Defensa por pobre. 
El beneficio de pobreza en lo contencioso-administrativo se re-
duce á usar para la defensa papel del sello de pobres y el de que se 
les nombre Abogado y defensor de oficio, puesto que en el Tr ibu-
nal no se devengan honorarios. 
Se regula por la ley de Enjuiciamiento civil todo aquello que no 
tiene en la legislación del procedimiento contencioso-administra-
tivo disposiciones especiales. 
Respecto al incidente de pobreza, no sólo se rige por las reglas 
de la ley de Enjuiciamiento civi l , sino que la práctica del Consejo 
de Estado es la de que venga ya sentenciado y resuelto por el Juz-
gado correspondiente, y la Sección de lo contencioso del Conseja 
concede la defensa por pobre al que justifica tener esta condición 
con arreglo á l a ley de Enjuiciamiento. 
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Por una R. O. de 20 de Julio de 1838 disfrutan el beneficio de 
litigar como pobres los hospicios, hospitales y demás estableci-
mientos de beneficencia. 
Según el R. D . de 24 de Mayo de 1850, tratándose de reclama-
ción sobre derechos pasivos, bastaba presentar certificación del 
Párroco informada por el Inspector del distrito. 
6.°—Recusación. 
Regulan en lo contencioso-administrativo la recusación de los 
miembros que componen sus Tribunales, respecto al Consejo de 
Estado los arts. 32, 33, 34, 35 y siguientes del reglamento de 1846, 
y respecto á las Comisiones provinciales los arts. 13, 14 y siguien-
tes del reglamento de 1845. 
En ellos pueden verse las causas de recusación y los trámites 
porque ésta se sigue. 
Sólo una cuestión merece mencionarse en este punto. Si puede 
considerarse como causa legítima de recusación de un Consejero 
el haber intervenido él con anterioridad como funcionario de la 
Administración en el negocio cuando se seguía por la vía guber-
nativa. 
Creemos, de conformidad con lo que se propone en una obra re-
cientemente publicada, que deberá tenerse en cuenta si intervino 
dando su dictámen como miembro de algún cuerpo consultivo ó 
decidiendo como autoridad. En el primer caso no es motivo de 
recusación, pero sí lo será en el segundo. 
Según el art. 33 establece, la recusación deberá proponerse ántes 
de haber coníestado á la demanda ó deducido excepción dilatoria, 
si conoce el Consejo en primera instancia, y ántes de mejorar la 
apelación ó de contestar al escrito de mejora cuando conoce en 
segunda instancia, como Tribunal de alzada. 
7.°—Incidente previo sobre admisión de la demanda. 
Antes de abrirse el juicio contencioso hay un incidente prévío 
destinado á examinar la naturaleza de la providencia impugnada, 
si causó ó no estado y si se ha presentado dentro del plazo legal, 
para decidir en consecuencia si debe ó no admitirse la demanda. 
Mucho se ha discutido sobre la conveniencia y significado de 
este incidente prévio. Acatando la ley positiva que lo establece, es-
tudiaremos la marcha que se sigue en él. 
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Estudiando primero este incidente cuando tiene lugar ante el 
Consejo de Estado, diremos que los procedimientos marcados por 
los arts. 51 y 52 del reglamento han sufrido reformas por la ley 
de 17 de Agosto de 1860, los Rs. Ds. de 12 de Noviembre y 19 de 
Octubre de 1851 y el decreto-ley de 11 de Febrero de 1875. 
Una vez presentada la demanda y reclamado el expediente gu-
bernativo del Ministerio á quien corresponda se pasa al Fiscal. 
La misión de éste es informar acerca de si reúne ó no la deman-
da todas las condiciones por nosotros tantas veces repetidas, así 
relativas á su fondo ó materia sobre que versa, como referentes á 
los requisitos y detalles de su forma con arreglo al reglamento de 
cuyos artículos ya hemos hecho mención. 
Puede el dictamen del Fiscal ser favorable ó ser contrario á la 
admisión. 
En el primer caso, si la Sección opina del mismo modo después 
de oir al Ponente nombrado, eleva al Ministerio la consulta dentro 
del término de siete dias. 
En el segundo caso debe la Sección, si cree necesario mayor 
exámen para informar sobre este incidente, proceder ala celebra-
ción de vista, y oidas las razones ele una y otra parte, formular la 
consulta dentro del mismo plazo. 
El Gobierno, en vista de la consulta, decide concediendo ó ne-
gando la vía contenciosa. Su decisión es irrevocable y se comunica 
al Consejo ó se publica en la Gaceta según que declare ó niegue la 
procedencia de la vía contenciosa. 
En cuanto al incidente de admisión ante las Comisiones provin-
ciales es muy semejante. Presentada la demanda, la Comisión pro-
vincial informa sobre su procedencia, y su informe pasa al Gober-
nador, el cual decide dentro de tercero dia. 
De su resolución puede alzarse el demandante ante el Ministro 
si le es contraria. 
En los Consejos de Administración de Ultramar se sigue un pro-
cedimiento semejante que podrá verse en los arts. 4.° al 12 del 
reglamento de 4 de Julio de 1861. 
8.°—Advertencia importante. 
U n R. D. de 13 de Agosto de 1877 determina, con perfecta ló-
gica, que una vez admitida la demanda no pueda variarse en el 
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escrito de ampliación la pretensión en ella formulada. Se com-
prende la razón y la justicia de este decreto, pues de lo contrario, 
resultaría inútil el incidente prévio que acabamos de estudiar. 
CAPITULO IV. 
TÉRMINOS D E L PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO Y CASOS E N QUE S E 
SUSPENDE. 
I.0 P r e l i m i n a r . — 2 . ° Términos y d i a s h á b i l e s . — 3 . ° Caducidad de la demanda. 
—4.° R e b e l d í a . — 5 . ° Desistimiento de l a demanda.—6.° Al lanamien to . 
1.°—Preliminar. 
Antes de continuar explicando la marcha del procedimiento 
contencioso á partir del momento en que es admitida la demanda, 
habremos de ocuparnos de la forma con que se practican las d i l i -
gencias cuya trama constituye este procedimiento, de los t é r m i n o s 
que se dan para practicarlas y de algunas incidencias que pueden 
Ocurrir en él alterando su regular desarrollo y tramitación. 
Los arts. 63, 64 y siguientes del reglamento de 1846 establecen 
la forma en que se han de verificar las citaciones y notificaciones; 
los 72 y 73 los dias y horas en que deben ser entregadas las cédu-
las y los 77 y 78 la forma de los emplazamientos. A ellos nos re-
ferimos á fin de evitar repeticiones respecto de diligencias que tie-
nen gran analogía con las de los procedimientos civiles. 
Una diferencia importante existe; en vez de Relatores y Escri-
banos hay Secretarios y Ugieres. Los Secretarios practican todas 
las diligencias que tienen lugar dentro del Consejo; los ugieres 
aquellas otras que se practican fuera del mismo. 
En los asuntos sometidos á los Consejos, hoy Comisiones pro-
vinciales, deberán observarse formalidades análogas para notificar 
las providencias, según se establece en los arts. 28, 32 y otros 
varios del reglamento de Octubre de 1845. 
En cuanto á las prescripciones que regulan estas diligencias en 
el procedimiento ante los Consejos de Administración de Ultramar 
pueden verse en los arts, 16, 17 y siguientes del reglamento de 
Julio de 1861. 
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2.°—Términos y dias hábiles. 
Se consideran dias útiles ó hábiles para las actuaciones todos 
los del año, excepto los domingos y fiestas religiosas ó civiles y 
dias en que esté mandado ó se mandase que vaquen los Tribuna-
les. Esto es cuanto puede decirse sobre este punto, toda vez que 
suelen variar con facilidad las disposiciones que establecen cuán-
do han de vacar los Tribunales. 
El procedimiento que se sigue, bien se trate de competencias 
positivas ó negativas, es el que señalan el R. D. de 4 de Junio de 
1847; el reglamento de 25 de Setiembre de 1863 para la ejecución 
de la ley de Gobiernos de provincia, en sus arts. 52 al 73, y la ley 
y reglamento del procedimiento de Hacienda de 31 de Diciembre 
de 1881, disposiciones que insertamos en el lugar correspondiente 
de la Sección de legislación. 
Adviértese en esto que existe entre los plazos administrativos 
y los contenciosos la diferencia de que los dias feriados no se des-
cuentan para los primeros y sí para los segundos, porque aqué-
llos, como administrativos, se cuentan de momento á momento, 
y las diligencias contenciosas por regla general no pueden prac-
ticarse en los dias feriados. Esto no obstante, debe tenerse pre-
sente que cuando los plazos judiciales son de meses, tampoco se 
descuentan los dias feriados, y por consiguiente se computan no 
sólo los de fiesta religiosa y nacional, sino también los de vaca-
ciones (1). 
En cuanto á las horas considéranse hábiles las que median 
desde que sale el sol hasta que se pone, toda vez que no podrá 
entregarse ninguna cédula ántes de salir ni después de pues-
to (2), 
Los plazos no pueden acortarse ni prorogarse por los Tribuna-
les sino en los casos en que expresamente se les reserva la facul-
tad de hacerlo. 
En uso de esta atribución pueden prorogarse: 
1.° El término del emplazamiento, que generalmente es el de 
nueve dias y uno más por cada 5 leguas de distancia, y que, sin 
(1) Sentencia del Tr ibuna l Supremo de 31 de Enero de 1872. 
(2) Reglamento de 30 de Diciembre de 1846, art . 73. 
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embargo, puede prorogarse teniendo en cuenta el estado de las 
comunicaciones (1). 
También cuando por fuerza mayor alguna de las partes no pue-
da comparecer dentro del término del emplazamiento, puede am-
pliarse, y suspendiéndose la declaración de rebeldía, podrá orde-
narse que el litigante sea nuevamente emplazado. 
2. ° El término de 15 dias concedido para solicitar la resci-
sión de la sentencia, pudiendo concederse para este objeto un 
plazo mayor si el condenado en rebeldía estuviera ausente; y á u n 
pasados dichos plazos, éste podrá, á juicio del Tribunal, solicitar 
la rescisión, acreditando que no ha podido tener noticia de la de-
manda ni sentencia, ó solicitar la misma rescisión por ausencia, 
enfermedad grave ú otro accidente análogo (2). 
3. ° El término de prueba, que puede prorogarse á petición á& 
cualquiera de las partes que pretenda producir nuevos testigos; 
pero nunca podrá concederse más de una próroga á cada una de 
las partes (3), 
4. ° El concedido para recurrir por vía de revisión, pues en los 
casos previstos por el art. 232 se prorogará á favor de los meno-
res y entredichos de administrar sus bienes hasta dos meses, con-
tados desde la notificación de la definitiva, hecha saber después 
de haber cesado la menor edad ó interdicción. En defecto de esta 
notificación, se prorogará dicho término por todo el tiempo que 
dure la acción rescisoria (4). 
Como son condiciones del procedimiento en lo contencioso-ad-
ministrativo la brevedad y el rigor de los términos para las ac-
tuaciones, los plazos dejados al arbitrio del Tribunal serán del 
tiempo absolutamente necesario para que se ejecute el acto, y no 
se prorogarán sin justa causa. 
El trascurso del plazo sin practicar la diligencia para que se 
concedió produce los efectos siguientes: 
1. ° La pérdida de este mismo derecho. 
2. ° Perjudicar tanto á los particulares, aunque sean menores 
de edad, como á la Administración y corporaciones que de ella 
(1) A r t . 78 del reglamento de 30 de Diciembre de 1846. 
(2) A r t s . 111 y 112 de i d . 
(3) A r t . 161 de i d . 
(4) A r t . 237 del reglamento de 30 de Diciembre de 1846, 
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dependan, no concediéndoles para tales casos ni áun el beneficio 
•de la restitución, por cuanto es remedio no contenido en los re-
cursos que taxativamente concede la ley á los litigantes en los 
Tribunales administrativos. 
Los términos se consideran en suspenso por la muerte de la 
parte interesada, y no vuelve á correr contra sus herederos sino 
desde el vencimiento del tiempo concedido para hacer inventario 
ó deliberar (1). 
Pero el art. 4.° del R. D. de 20 de Junio de 1858 establece que 
se guardará lo dispuesto .en el 270 del referido reglamento, cuan-
do el heredero aproveche por todo el tiempo que la ley le conce-
de el beneficio de deliberar. En otro caso la suspensión d é l o s 
términos por muerte de alguna de las partes será de 30 dias, 
contados desde que el heredero expresa ó táci tamente hubiese 
aceptado la herencia, á no ser que desde la aceptación faltasen 
ménos de 30 dias para concluir el tiempo por el que la ley conce-
de el expresado beneficio. 
En cuanto al número de dias que se concede para cada uno de 
los trámites y diligencias del procedimiento contencioso, véase la 
siguiente tabla en que se especifica el objeto de cada plazo, los 
dias de que consta y la disposición ó artículo que lo establece. 
Procedimiento ante el Consejo de Estado en primera y única 
ó en segunda instancia. 
A r t í c u l o s . 
204 Regí amento La Sección elevará al Gobierno su 
1846. dictamen sobre procedencia de la 
11 Pi. D. Octu- vía contenciosa en el plazo de 7 dias. 
bre 1860. 
78 Reglamento El término del emplazamiento 
1846. es de 9 dias. 
Idem. Por cada cinco leguas se aumen-
tará 1 día. 
88 Idem. Las excepciones dilatorias se pro-
pondrán dentro del término del em-
plazamiento. 
89 Idem. El término para contestar á la de-
manda es de 20 días. 
(1) A r t . 275 del reglamento de 30 de Diciembre de 1846. 
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235 y siguientes, 252 
257 idem 
Para contestar á las excepciones 
dilatorias 6 dias. 
Para la réplica y contraréplica.. 40 dias. 
Para pedir la rescisión de la sen-
tencia dictada en rebeldía si ha sido 
notificada 45 dias. 
Si no lo ha sido 1 año. 
Para comparecer en virtud de la 
demanda de rescisión 6 dias. 
La lista expresiva de testigos per-
manecerá de manifiesto 3 días. 
Entre la citación y la compare-
cencia de éstos deben mediar 2 dias. 
El término para nombrar peritos 
es de 24 horas. 
Para dictar providencia interlo-
cutoría 7 días. 
Celebrada la vista se pronuncia-
rá sentencia definitiva dentro de.. 45 días. 
Podrá pedirse reposición de una 
providencia dentro de 3 días. 
E l recurso de aclaración habrá 
de interponerse dentro de 5 días. 
E l término para interponer recur-
so de revisión es de 2 meses. 
E l término para mejorar la ape-
lación y la nulidad es para la Pe-
nínsula 2 meses. 
Para Canarias 3 meses. 
Si se trata de sentencias dictadas 
por los Consejos de Administración 
de América 6 meses, 
De Filipinas 4 año. 
Procedimiento ante las Comisiones provinciales. 
04 
27 
L e y 2 5 S e - E l Gobernador resolverá acerca 
tiembre 4863 de la procedencia de la vía conten-
ciosa dentro de tercero día 3 días. 
Reglamento E l término para contestar la de-
1845. manda es de 9 dias. 
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Reglamento Por cada cinco leguas de distan-
18io. cia del domicilio del demandado á 
la capital de la provincia se aumen-
tará 1 dia. 
ídem. Cuando sea la Administración la 
demandada, podrá dilatarse la con-
testación, pero en ningún caso se 
dejarán pasar más de. 30 dias. 
Idem. E l término para contestar á cual-
quier cuestión incidental, evacuar 
traslado ú oponer excepciones dila-
torias, es de 2 á 6 dias 2á6dias . 
Idem. E l térmiuo de pruebas no podrá 
exceder de 30 dias. 
ídem. Para dictar sentencia 7 dias. 
Idem. Para pedir su rescisión 15 dias. 
Idem. E l recurso de interpretación de la 
sentencia deberá interponerse den-
tro de 5 dias. 
Idem. E l de apelación y el de nulidad de 10 dias. 
Pi.D.310ctu- Para la remisión de autos . . . . . . 15 dias. 
breI864. 
Procedimiento contencioso en Ultramar. 
Reglamento 





Cuando la Sección opine que no 
procede la vía contenciosa expon-
drá el demandante lo que le con-
venga en el plazo de 10 dias. 
Cuando opine que procede el re-
curso, la autoridad superior civil 
comunicará su resolución dentro 
de 30 dias. 
Se entenderá concedido si pasan 
sin dictar resolución los 30 dias. 
E l plazo para deducir el recurso 
de queja contra la resolución del 
Gobernador superior civil que de-
clarare improcedente el recurso 
contencioso es de 20 dias. 
E l término para ampliar la de-
manda es de 10 dias. 
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A r t í c u l o s . 
Reglamento E l concedido al demandante para 
4 Julio 1861. apoderar en la capital á un Letrado 
que le represente en el juicio 8 dias. 
15 Idem. Para los escritos de réplica y con-
traréplica 6 dias. 
22 Idem. Las excepciones dilatorias se ex-
pondrán dentro del término del 
emplazamiento. 
Idem. Se contestarán dentro de 6 dias. 
Idem. Practicadas las pruebas, se pasa-
rán á instancia de las partes por 15 dias. 
38 Idem. Para dictar providencia interlo-
cutoria Odias. 
41 ídem. Para dictar fallo después de la 
vista 10 dias. 
Idem. Para firmarle y publicarle 2 i horas. 
42 Idem. E l recurso de reposición de un 
acto deberá interponerse dentro de 3 dias. 
43 Idem. Se dará traslado de esta preten-
sión por 3 dias. 
45 Idem. Para interponer recurso de acla-
ración 5 dias. 
51 ídem. Para interponer el de rescis ión. . 15 dias. 
54 Idem. Para comparecer en virtud de es-
te recurso 6 dias. 
60 Idem. E l plazo para informar los recur-
sos de apelación y nulidad contra 
una sentencia es de 10 dias. 
Asi en lo relativo á los asuntos de Ultramar como en los se-
guidos en primera instancia ante las Comisiones provinciales, 
cuando no estuviesen marcados términos especiales por las leyes 
relativas á ellos, se, atenderá á lo que se siga en los procedimien-
tos ante el Consejo de Estado. 
3.°—Caducidad de la demanda. 
No es hoy discutible en modo alguno, la.razon, la justicia y la 
conveniencia de considerar como terminados los pleitos cuando 
durante un plazo más ó ménos largo no adelanta su tramitación 
por culpa de los interesados en ellos. El lapso de tiempo que es 
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motivo bastante para que se pierdan los derechos, es también ra-
zón bastante para que prescriban las acciones entabladas para re-
clamarlos. 
Esto consignado ya en los procedimientos civiles, lo estaba en 
1858 en lo contencioso-administrativo. 
E l decreto de 20 de Junio de dicho año, aplicable no sólo á los 
asuntos pendientes ante el Consejo de Estado, sino también á los 
que se cursan ante las Comisiones provinciales, ordena que s© 
tenga por abandonado cualquier pleito que esté detenido en su 
curso durante un año por culpa de las partes y que el Tribunal 
declare caducada la demanda y consentida la providencia guber-
nativa que la haya motivado. 
El trascurso de un año sin que el pleito siga su tramitación por 
culpa de las partes interesadas, es lo que se considera necesaria 
presunción de abandono de la demanda, y en su consecuencia se 
declara ésta caducada. 
El Tribunal debe declarar la caducidad sin esperar á que lo so-
licite el interesado en que el pleito termine, puesto que es necesa-
ria al buen orden de los procesos y á la estabilidad de los derechos. 
Una excepción establece el decreto: no pueden declararse ca-
ducadas las demandas en los pleitos en que uno ó más particula-
res litiguen con la Administración. 
Se discute mucho lo que tal excepción significa, afirmando al-
gunos que sólo se refiere al caso en que la Administración sea de-
mandante. Creemos que efectivamente sólo está justificada en esto 
caso. 
4.°—Rebeldía. 
Los arts. 101 y siguiente del reglamento de 1846 establecen los 
casos en que procede acusar la rebeldía y la forma y trámites del 
procedimiento en estos casos. 
Los efectos de la rebeldía los marca el art. 102 diciendo que, 
acusada la rebeldía, el actor obtendrá lo que pidiere en su deman-
da en cuanto no fuese injusta y el 103 que dice que si fuese el 
actor declarado rebelde será absuelto de la demanda el deman-
dado. 
En cuanto al procedimiento en rebeldía ante las Comisiones pro-
vinciales se ocupan de ella los arts. 54, 55 y siguientes del regla-
mento de Octubre de 1845. En lo que no bastan sus disposicio-
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nes se acude á lo dispuesto en el reglamento del Consejo de 
Estado. 
Aunque según el primero de estos artículos no es necesario, 
acusan los defensores de la Administración la rebeldía cuando 
procede del mismo modo que los de los particulares. 
Los efectos de la rebeldía son iguales á los citados hablando del 
procedimiento en única instancia. 
Pueden dictarse en rebeldía sentencias sin razón ni justicia por 
ser inexactos los hechos expuestos por uno de los litigantes y no 
probar su falsedad el litigante rebelde. 
Ante esta posibilidad la ley concede contra las sentencias dicta-
das en rebeldía el recurso de rescisión, cuyo objeto, como es sa-
bido, no es otro que el de oir al rebelde, y en vista de sus argu-
mentos formular nueva sentencia. 
El plazo para este recurso es de 15 dias, pudiendo el Consejo 
concederle mayor por causa legítima. 
5.°—Desistimiento de la demanda. 
Cuando el demandante manifiesta de un modo solemne su pro-
pósito de no continuar el procedimiento comenzado, se dice que 
desiste de la demanda. 
Este acto ó declaración que recibe el nombre de desistimiento, 
pone fin á la reclamación ó litigio contencioso. 
Acto que tales efectos produce requiere solemnidades que no 
dejen lugar á dudas en cuanto á su significado y demuestren la in-
tención del que lo realiza de terminar el litigio contencioso que 
comenzó á su instancia. 
Refiérense estas solemnidades principalmente á la personalidad 
de la parte que desiste. Si es el Fiscal, necesita acompañar á la 
manifestación en que lo solicite la órden superior en que se le 
autorice al efecto; si el actor es un particular y no ha venido al j u i -
cio representándose á sí mismo, sino por medio de apoderado, ha-
brá de contenerse en el poder conferido á éste una cláusula auto-
rizándole para desistir, y si no existiere esta cláusula será nece-
sario se confiera en un nuevo poder autorización especial. 
Son distintos los efectos según el estado en que se halle la de-
manda. 
Si no se ha dictado sentencia sobre su admisión, se da por no 
28 
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interpuesta. Si se ha admitido ya, se da conocimiento á la parte 
contraria del desistimiento para que exponga lo que tenga por 
conveniente. Si es en segunda instancia se sigue el mismo pro-
cedimiento. 
6.°—Allanamiento. 
Correlativo con el desistimiento del actor es, respecto al deman-
dado, el allanamiento á la demanda. 
La misma significación tienen ambos: son renuncia de un de-
recho, j 
E l demandado estima que la demanda es justa, ó al ménos se 
encuentra sin pruebas ni elementos que oponer á ella, y decide 
por necesidad ó por convicción conformarse ántes que entrar en 
un pleito cuyo fallo le ha de ser contrario. 
A semejanza de lo que hemos dicho del desistimiento, se re-
quiere en el particular que no litigando en nombre propio se 
allane á la demanda, poder especial que le autorice á ello, ó al 
ménos una cláusula del primitivo donde de un modo expreso se le 
conceda tal autorización. 
Si quien se allana es el Fiscal, deberá acompañar á su manifes-
tación la orden en que se le autorice al efecto. 
CAPÍTULO V. 
DISCUSION ESCRITA Y ORAL. 
I .0 Pre l iminar .—2.° Excepciones dilatorias.—3.° Contes tac ión á l a demanda: 
rép l i ca y dúpl ica .—4.° Pruebas.—5.d Vistas. 
1.°—Preliminar. 
Vamos á tratar en este capítulo de lo que constituye propia-
mente el litigio ó la contienda en el procedimiento contencioso, 
cuando no desistiendo el actor de la demanda ni allanándose á ella 
el demandado, uno y otro sostienen sus derechos ante el Tribunal. 
Las excepciones, la contestación, la réplica, la dúplica, las prue-
bas y la vista pública, serán, pues, objeto de nuestro estudio, 
prescindiendo por evitar repeticiones de todo lo que aparezca cía-
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TO en la legislación que en el titulo siguiente publicamos, en la 
cual los lectores de este libro podrán ver directamente los detalles 
de la tramitación establecida por las leyes. 
2."—Excepciones dilatorias. 
Según los arts. 86 y 87 del reglamento, en el procedimiento con-
tencioso estas excepciones son: falta de personalidad en el actor, 
falta de personalidad en su Abogado, incompetencia del Consejo, 
litis pendencia y arraigo de juicio. 
Los arts. 88 y siguientes del reglamento y el R .D . de 28de Junio 
de 1858, establecen la forma en que han de alegarse estas excep-
ciones ante el Consejo de Estado y la tramitación Correspondiente. 
En cuanto á las excepciones dilatorias en el procedimiento ante 
las Comisiones provinciales hay que atender al art. 33 y siguientes 
del reglamento de 1845, y respecto á las demandas ante los Con-
sejos de Administración de Ultramar á los arts. 22 y 23 del regla-
mento de 1861. 
El efecto de las excepciones dilatorias, cuando se fallan en favor 
del que las alega, es el de suspender las actuaciones y no poder-
las seguir hasta que no se subsanen los defectos en que se funda 
la excepción. 
Tratándose de la incompetencia de jurisdicción, si se resuelve 
aceptando la excepción como válida, el Tribunal debe inhibirse. 
3.°—Contestación á la demanda: réplicay duplica. 
Deberá contestarse á la demanda dentro del término de 20 dias 
que empezarán á contar desde el siguiente al del emplazamiento. 
Esto en cuanto á las demandas ante el Consejo de Estado; pues, 
en cuanto á las seguidas ante las Comisiones provinciales, ese tér-
mino es de 9 dias. 
La forma de la contestación y los requisitos que hay que llenar 
en ella, son semejantes en un todo á los de las demandas. 
En cuanto á la réplica y la duplica no son trámites necesarios é 
indispensables para la sustanciacion del pleito contencioso-admi-
nistrativo. Así lo dispone el art. 90 del reglamento de 19 de Octu-
bre de 1860. 
Puede el Tribunal conceder á las partes si lo cree conveniente 
el término de 10 dias para la réplica y la dúplica sucesivamente. 
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En cuanto á la forma de tales escritos, según los arta. 91 y si-, 
guientes, deben comprender por párrafos numerados las preten-
siones de las partes y los argumentos en que las funden, expre-
sando con claridad los hechos la parte que los aduce, y confesán-
dolos ó negándolos categóricamente la parte que conteste sobre 
ellos. 
Cuando las partes no se hallen conformes en cuanto á los he-
chos, pueden pedir el recibimiento á prueba. 
4.°—Pruebas. 
El recibimiento á prueba en lo contencioso-administrativo de-
pende exclusivamente de la voluntad del Tribunal independiente--
mente de que la hayan pedido ó no las partes. 
Por regla general la prueba no es necesaria en estos litigios que 
se encabezan con una providencia dictada y publicada por la A d -
ministración; pero á veces la cuestión de derecho que en esta pro-
videncia se decide hállase en relación tan intima con los hechos 
que la motivan, que si el dictámen de Tribunal no ha de ser injus-
to, tiene que buscar base firme y sólida en el campo de los hechos 
probados. De aquí la necesidad de las diligencias de prueba. 
Según el art. 13 del R. D. de 20 de Junio de 1858 y el 67 del 
reglamento de lo contencioso en Ultramar, se habrá de suplir por 
el del Consejo de Estado lo que no conste de un modo expreso 
en las leyes respecto á los Tribunales inferiores. 
El reglamento de 30 de Diciembre de 1846 dedica los arts. 122 
y siguientes á establecer la teoría legal de las pruebas. Como lo 
insertamos íntegro y nada nuevo podríamos añadir á sus disposi-
ciones, nos limitamos á hacer referencia á estos artículos en los 
cuales podrá verse formulado en el lacónico lenguaje de las leyes 
los trámites, requisitos y solemnidades con que se han de practi-
car las pruebas. 
Tratan la materia de pruebas ante las Comisiones provincialeSj 
los arts. 38 y siguientes del reglamento de 1.° de Octubre de 1845, 
los cuales prescriben que una vez terminada la discusión por es-
crito se pasan al Consejero ponente los autos, para que proponga 
al Consejo y éste decida sobre el recibimiento á prueba. Cambian-
do el nombre de Consejero por el de Vocal y el de Consejo por el 
de Comisión, tenemos ya con esto establecida la marcha que se 
sigue ante las Comisiones provinciales. 
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Del procedimiento relativo á las pruebas ante los Consejos de 
Ultramar, se ocupan los arts. 24 y siguientes del reglamento, á los 
«cuales remitimos al lector. 
5.°—Visías, 
Luégo que termina la discusión escrita se procede á la vista pú-
blica. 
Si la Sección al declarar concluida la primera creyere conve-
niente que en el acto de la vista se discuta y estudie algún punto 
no tratado en el pleito, debe mandar que se ponga en conocimien-
to de las partes al citarlas para que puedan prepararse al efecto. 
La forma de tener lugar las vistas ha variado mucho según la 
forma en que han estado organizados los Tribunales administrati-
vos. Cuando el Tribunal Supremo era el encargado de lo conten-
-cioso-administrativo se veían los asuntos ante una sala compuesta 
de siete Magistrados y el acto era igual en un todo á los del fue-
ro civil ordinario. 
Aceptada la jurisdicción retenida, la Sección prepara un pro-
yecto de consulta después de discutir el asunto y lee su proyecto 
como ponente al Consejo ó Sala de lo contencioso reunido en pleno. 
Hoy, pues, la vista tiene lugar cuando es ante el Consejo pleno 
reunido en Tribunal ó ante la Sala de lo contencioso, debiendo ser 
pública á ménos que se tema alguna alteración del orden; y según 
•el art. 61 de la ley de 17 de Agosto de 1860, cuando estime la Sec-
ción necesario que se discuta en la vista algún punto que no se 
hubiere tratado en el curso del pleito se participará alas partes con 
la anticipación conveniente. 
Los arts. 97 y siguientes del reglamento de 1846 establecen re-
glas para las vistas ante el Consejo de Estado; los arts. 42 y si-
guientes del reglamento de 1.° de Octubre de 1845 regulan las que 
tienen lugar ante las Comisiones provinciales; y en las vistas ante 
ios Tribunales de Ultramar rigen las mismas prescripciones que 
•en las ante el Consejo de Estado. 
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CAPÍTULO V I . 
DECISIONES Y RECURSOS CONTRA ELLAS. 
I,0 Resoluciones de los Tribunales en lo contencioso-administrativo.—2.° Re-
cursos contra las resoluciones contencioso-administrativas. 
I.0—fíesoíuciones de los Tribunales en lo contencioso-
administrativo. 
Son de dos clases: providencias y sentencias. 
Las primeras son aquellos acuerdos de los Tribunales que se re-
fieren al orden, términos y demás incidentes propios de la sustan-
ciacion ó tramitación de un litigio; las segundas aquellas en que 
se decide definitivamente sobre uno ó sobre todos los extremos del 
mismo. 
En lo contencioso-administrativo se han adoptado estas deno-
minaciones, importadas de la jurisdicción civil , y sin discutir su 
propiedad habremos de decir respecto á ellas cuál es su forma, 
sus solemnidades y sus efectos. 
Las providencias son dictadas por los Tribunales procediendo 
con la autoridad propia necesaria en la persona ó cuerpo delibe~ 
rante que dirige una discusión de que pende el esclarecimiento de 
un hecho y las razones de los derechos que tienen su origen en 
él. Los Tribunales administrativos dictan, pues, las providencias: 
con autoridad propia. 
En cambio las sentencias definitivas no son en rigor tales sen-
tencias; sino dictámenes, consultas, pareceres, proyectos en 
una palabra, la opinión razonada del Tribunal; pero no su fallo. 
Corresponde éste á otras autoridades que si bien acuden á éí 
en demanda de ilustración y de consejo son libres luégo para dic-
tar la resolución ó verdadera sentencia en el asunto discutido. 
Dicho esto y prescindiendo de toda consideración de carácter 
crítico; así respecto al valor y alcance de las resoluciones como á 
la forma de cumplirlas, pasamos á indicar el derecho positivo que 
las rige. 
Respecto al Consejo de Estado los arts. 204 y siguientes del re-
glamento de 1846 y los 18, 19 y siguientes de la ley orgánica 
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de 1860 y el art. 5.° del R, D. de 19 de Octubre del mismo año, 
establecen la forma y solemnidades de las providencias y senten-
cias, el procedimiento que se sigue para su discusión y votación en 
el Consejo, los trámites para elevar al Gobierno el proyecto de 
sentencia y la manera como éste resuelve luégo sobre él. 
En cuanto á los acuerdos de las Comisiones provinciales se re-
girán por los arts. 46 y siguientes del reglamento de 1845. 
Se dice en el 52 que el Jefe político tendrá voto decisivo en caso 
de empate. Los Jefes políticos de 1845 han sido sustituidos por los 
Gobernadores; pero éstos no presiden la Comisión provincial como 
Tribunal contencioso y no puede por tanto darse el caso á que tal 
artículo se refiere. 
Los arts. 38 y siguientes del reglamento de 4 de Julio de 1861 
para lo contencioso-administrativo en Ultramar dan reglas acerca 
del modo de dictar resoluciones por los Consejos de Administra-
ción, muy semejantes á las de los Tribunales de la Península , 
* 
2.°—Recursos contra las resoluciones contencioso-administra-
tivas. 
A largas discusiones se presta la conveniencia y la justicia de 
que, asuntos de carácter puramente municipal ó provincial de que 
entienden en primera instancia las Comisiones provinciales, vayan 
en segunda á ser resueltos por el poder central olvidando así los 
sanos principios de descentralización administrativa que deben te-
ner su aplicación necesaria y lógica en el procedimiento conten-
cioso. 
Pero constantes en nuestro propósito de atenernos en un todo á 
la ley positiva, pasamos por alto discusiones teóricas y vamos á 
señalar los recursos que existen contra las resoluciones de los Tr i -
bunales inferiores. 
Contra la resolución en que se declara la improcedencia de la 
demanda existe el recurso de queja concedido por el art. 94 de la 
ley de 25 de Setiembre de 1863 respecto á los Tribunales de la Pe-
nínsula y por el art. 10 del reglamento de 4 de Julio de 1861 
respecto á los Tribunales de Ultramar. Recurso exclusivamente 
gubernativo, resuelve sobre él el Ministerio correspondiente oyen-
do ántes el dictámen del Consejo. Su decisión es irrevocable. 
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Respecto á las providencias interlocutorias de los Tribunales 
inferiores, puede pedirse la reposición dentro de tercer dia al 
mismo Tribunal que las dicta. 
En cuanto al recurso de apelación diremos que se admite contra 
las sentencias definitivas y las interlocutorias que ponen fin á un 
pleito, cuando la cuantía del mismo es 2.000 rs, tratándose de 
asuntos de la Península y de 1.000 pesos si proceden de Ultramar. 
Según el art. 71 del reglamento de 1845 no suspende la ejecu-
ción de la sentencia á no ser que se hubiese, mandado en ésta así. 
El recurso de nulidad cuyo objeto es reponer un expediente al 
estado en que se hallaba cuando se cometió en él alguna infracción 
legal que vino á viciarle, ó lo que es igual anular todo lo actuado, 
á partir de aquel momento, diremos que sólo se da por las causas 
enumeradas en el art. 73 del reglamento de 1845 tratándose délos 
Tribunales de la Península, y en el 63 del reglamento de 1861 res-
pecto á los de Ultramar. 
Para mejorar el recurso se concede á las partes un plazo de dos, 
tres, seis meses ó un año según proceda de la Península, Canarias 
ó Ultramar. 
La tramitación de estos recursos puede verse en los arts. 252 y 
siguientes del reglamento de 1846. 
El recurso de aclaración ó interpretación concedido á los litigan-
tes para pedir al Tribunal que dictó un fallo de sentido dudoso u 
oscuro que fige y determine de un modo claro su significación y su 
alcance, se halla establecido por los arts. 246 y siguientes del re-
glamento de 1846. 
Sólo debe hacerse notar respecto de este recurso que ha de re-
ferirse única y exclusivamente á la parte definitiva de la sentencia 
y que no suspende su ejecución. 
Por último, el recurso de revisión tiene por objeto pedir al Con-
sejo que revise una sentencia por él dictada, fijándose en los de-
fectos ó mejor en los puntos que como infracciones le señale la 
parte agraviada que le entable. 
Según el art. 228 del reglamento de 1846 que regula este re-
curso, sólo puede tener lugar contra sentencias definitivas; y en 
cuanto á las causas en que puede válidamente fundarse han de 
ser algunas de las que de un modo terminante enumeran los di-
chos artículos, para cuya interpretación y aclaración existe una 
jurisprudencia muy numerosa y nutrida. 
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Terminamos con esto el estudio de los recursos y con él el del 
procedimiento contencioso-administrativo. 
CAPITULO Y I I . 
JURISPRUDENCIA SOBRE LAS DIVERSAS CUESTIONES DEL PROCEDI-
MIENTO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO. 
I.0 Advertencia p r év i a . —2.° Jurisprudencia de los años 1878, 1879, 1880 y 1881 
ordenada con arreglo á la sucesión del procedimiento contencioso-
adminis t ra t ivo. 
1.°—Advertencia jorévia. 
Terminado el estudio del procedimiento contencioso-administra-
tivo, creemos necesario completarle insertando la doctrina formu-
lada por la jurisprudencia para resolver las cuestiones dudosas y 
fijar aquellas otras en que no existía disposición legal. 
En la imposibilidad de presentar toda la jurisprudencia, ofrece-
mos sólo la de los cuatro últimos años que trata de todos los 
puntos esenciales del procedimiento y es bastante á suministrar 
datos, que puedan ampliarse después en obras especiales á la j u -
risprudencia esencialmente consagradas. 
2.0—Jurisprudencia. 
Reales órdenes.—Cualquiera que sea el alcance y extensión que se su-
ponga á lo resuelto en una real orden dictada en expediente gubernati-
vo, en el cual no consta ni aparece que hayan intervenido los interesa-
dos en la demanda dirigida contra aquella resolución, es evidente que 
las disposiciones de ésta no han recaído en vista de la alegación de los 
derechos que se intenta defender, y por lo tanto, falta en este caso una 
providencia concreta de la Administración que pueda servir de base al 
juicio, tanto más cuanto que, por lo expuesto no puede estimarse ter-
minada la vía gubernativa, en la cual pueden los demandantes exponer 
sus pretensiones. {R. O. 17 Marzo 1881. Gac. 28 id.) 
Saneamiento.—Cuando el extremo en que un actor apoya su deman-
da se halla pendiente de la decisión del Ministerio según resulta del ex-
pediente gubernativo á que dió origen el asunto cuestionado, no existe 
resolución final de la Administración que pueda ser revisable en vía con-
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tenciosa, y por tanto no procede la demanda. {Resol. 11 Abril Í81S. Ga-
ceta 1S id.) 
Interdictos contra providencias administrativas. — Sea cual-
quiera el vicio de que pueda adolecer una real orden dictada en asuntos 
propios de la esfera administrativa, no es lícito ejercitar la vía de inter-
dicto judicial para rechazar ó desvirtuar sus efectos, puesto que las reso-
luciones que la Administración adopta en materias de su competencia, 
sólo pueden ser impugnadas por la vía gubernativa y contenciosa, ó bien 
en el juicio plenario que corresponda ante la jurisdicción ordinaria, 
(i?. O. 30 Marzo 1880. Gac. % Abril id.) 
Protesta contra actos administrativos.—El no estimar una pro-
testa y el no detener el curso de los procedimientos administrativos 
contra los cuales se dirige, no envuelve ninguna denegación ni desco-
nocimiento de un derecho, y en su virtud no es revisable en vía conten-
ciosa la resolución gubernativa que no la admite. {R. O. 30 Mayo 1880, 
Gac. I,0 Junio id.) 
Recursos gubernativos contra procedimientos que causan es-
tado.—Las instancias con que, después de dictada una resolución ad-
ministrativa que causa estado, acude el particular interesado á la vía 
gubernativa, no pueden prevalecer, supuesto que á la Administración no 
le es dado volver sobre su acuerdo, ni tampoco interrumpen el lapso del 
término que para acudir á la vía contenciosa tenía el reclamante. {R. O. S 
Julio 1879. Gac. 8 id.) 
Providencias administrativas que hieren derechos civiles.— 
No es revisable en la vía contencioso-administratíva la real órden que 
reconociendo los derechos de un particular en la posesión de un terreno 
lastima los de otros particulares, porque no correspondiendo á la Admi-
nistración hacer declaración alguna sobre los derechos de aquella clase, 
lo resuelto no puede servir de obstáculo para que los agraviados ventilen 
en la vía y forma oportunas sus cuestiones como si nada hubiese decidi-
do el Gobierno. {R. O, 29 Abril 1880. Gac. 7 Mayo id.) 
Ejecución de sentencias.—No puede ser contrariada por la vía 
de interdicto judicial la disposición administrativa dictada para la eje-
cución de lo sentenciado en un pleito contencioso-administrativo, tocan-
do á la Administración resolver todas las cuestiones que con motivo de 
esa ejecución se susciten, áun cuando atañan á l a privación de la propie-
dad de terrenos y apreciación de títulos en que se funda. {R. D. 15 Mar-
zo 1879. Gac. 19 Mayo id.) 
Impugnación de reales órdenes .—No es susceptible de impugna-
ción en la vía contencioso-administrativa la real órden que manda á un 
Gobernador atenerse á una disposición determinada al resolver una ins-
tancia, pues sólo cuando la resolución haya recaído, ó el Gobernador 
declare que en la dictada anteriormente se atemperó á la órden ó pre-
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cepto cuya observancia se le encargó, será cuando.Ios que se crean agra-
viados podrán reclamar ante el Centro correspondiente, y áun entablarla 
vía contenciosa si, atendida la naturaleza del caso, procediese. (R. O. 20 
Julio d880. Gac. 22 Agosto id.) 
Impugnación de reales órdenes.—No son reclamables en vía con-
tencioso-administrativa las reales órdenes que, al desestimar recur-
sos entablados contra acuerdos municipales, no resuelven sobre el fon-
do del asunto y dejan á salvo el derecho de los intesesados para que 
puedan hacerlo valer ante quien corresponda. {R. O. 14 Julio 4880. 
Oac. 40 Agosto id.) 
Preexistencia de derecho.—P-dra. que puedan ser revisadas en la 
vía contenciosa las resoluciones del Gobierno, es indispensable que por 
los demandantes se alegue de un modo claro y concreto la preexistencia 
de derechos que aquellas resoluciones lastimen, sin que baste alegar la 
lesión de un modo vago é incierto manifestando que se refiere á dere-
chos legítimos. {Resol. 24 Junio 4878. Gac. 21 Julio id.) 
Direcciones generales.—Son firmes y ejecutorias, sin que contra 
ellas pueda utilizarse ningún recurso legal, las resoluciones de las Direc-
ciones generales apelables ante el Ministro respectivo cuando se deja pa-
sar el plazo de apelación sin hacer uso de ésta. {R. O. 5 Noviembre 
4880. Gac. 9 id. id.) 
Acuerdos ministeriales.— Aun cuando los acuerdos ministeriales, 
miéntras no se redactan en forma de resolución y se comunican para su 
cumplimiento, pueden alterarse ó modificarse por los Ministros que los 
dictan, siempre que esto se haga constar de un modo legal y fehaciente, 
no causa estado ni crea derechos la decisión ministerial que aparece en 
visible contradicción con el acuerdo adoptado en el respectivo expedien-
te. {R. D. 8 Julio 4880. Gac. 26 Octubre id.) 
Actos administrativos.—Los actos administrativos que requieren la 
aprobación del superior jerárquico, no son eficaces ni producen dere-
chos si aquélla no existe ó les es negada. (R. D. Sent. 29 Enero 4879. 
Gac. 22 Mayo id.) 
Resoluciones administrativas.—No procede la apertura del jui-
cio contencioso-administrativo contra una resolución de la Administra-
ción, cuando el demandante no ha sido parte en el expediente en que 
recayó, ni adujo en el mismo derecho alguno que aquélla hubiera debi-
do examinar y resolveren su caso. {R. O. 27 Enero 4884. Gac. 2 Fe-
brero id.) 
Providencias administrativas: efectos de las que causan es-
tado.—La Administración activa no puede volver sobre sus actos cuan-
do causan estado, sin que tenga otro medio para reparar los perjuicios 
por aquéllos producidos, que el de pedir su revocación en tiempo hábil 
ante la jurisdicción contenciosa, usando al efecto del oportuno recurso 
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que en tales casos se contrae á remover el obstáculo que la Administra-
ción encuentra para proceder ad ulteriorem, con arreglo á derecho, ó 
sea á dejar las cosas tal como antes de los expresados actos estaban. 
[[i. D. 6 Abril 1879. Gao. 6 Julio id.) 
Término para entablar la via contenciosa .—Son por su naturale-
za fatales é improrogables los plazos señalados para utilizar la vía con-
tencioso-adminislrativa, y en su consecuencia pasados los seis meses en 
que se comunicó la real orden reclamada no procede admitir la de-
manda. (R. O. 28 Bnero 4879. Gac. 27 lebrero id.) 
Plazos para presentar las demandas—Los plazos de 30 dias 
para entablar recursos contenciosos contra las resoluciones administra-
tivas, son por su naturaleza fatales é improrogables, comprendiéndose 
para su cómputo los dias feriados, á cuyo efecto se admiten las deman-
das en el Consejo de Estado aunque se presenten en dia festivo, para lo 
cual se tienen adoptadas en ese alto Cuerpo las disposiciones oportunas. 
{Resols. 44 Mayo 4878. Gac. 24 id.) 
Plazo para entablar sus demandas el Estado.—¥A plazo que el 
art. 3.° del R. D. de 24 de Mayo de 4853 señala para entablar la vía con-
tencioso-administrativa contra resoluciones que irrogan perjuicio á los 
intereses públicos, comienza desde la fecha en que, advertido por la 
Administración el perjuicio, se ordena al Ministerio fiscal que pida 
la revocación de la providencia. [R. D. 44 Abril 4879. Gac. 27 Ju-
lio id.) 
Plazos para presentar las demandas.—El plazo para interponer 
las demandas ante el Consejo de Estado tiene que contarse desde la fecha 
en que el interesado mostró conocer la resolución administrativa que se 
propone impugnar por haberse publicado en la Gaceta, etc. {R. O. 6 
Diciembre 4880. Gac. 22 id.) 
Cómputo de plazos.—Los plazos fijados por meses para reclamar 
contra las providencias administrativas se entienden de fecha á fecha, y 
no cabe, por lo tanto, computarlos por dias útiles. (R. O. 25 Febrero W&i. 
Gac. 3 Marzo id.) 
Recursos de competencia.—No es posible admitir en buenos prin-
cipios que las resoluciones dictadas por un Ministro puedan ser refor-
madas en vía contenciosa por iniciativa de otro de distinto ramo. 
Para reivindicar el conocimiento de un asunto, lo mismo entre autori-
dades de un mismo orden que de orden diferente, existe el recurso de la 
competencia entablada en tiempo y sustanciada por los trámites que 
para cada caso establecen las leyes y reglamentos; fuera de eso no es po-
sible volver sobre una resolución que tiene el carácter de cosa juzgada. 
{R. D. 24 Setiembre 4880. Gac. 46 Diciembre id.) 
Quebrantamiento de forma. — Las irregularidades que se come-
tan en la tramitación de los expedientes relativos á materias de cuyo 
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fondo no debe conocer la jurisdicción administrativa, pueden por regla 
general motivar el recurso contencioso de ese orden en lo referente á 
aquéllos, excepto en los casos en que no existe disposición expresa que 
reserve privativamente el asunto á la Administración activa por ra-
zones de índole especial. {R. O. 26 Abril 1879. Gac. 2 Mayo id.) 
Revisión de resoluciones administrativas.—Los recursos que en 
nombre de la misma Administración se presentan en la vía contencio-
so-administrativa pidiendo la revisión de providencias que pueden lasti-
mar los intereses públicos, no deben ni pueden someterse á los trámites 
precisos de admisión á que están sujetas las demandas incoadas por Ios-
particulares, puesto que promovidos aquéllos por la misma Administra-
ción se suponen desde luégo admitidos, sin que obste que no vayan di-
rigidos contra persona determinada, puesto que bástale á la Adminis-
tración impugnar sus propias providencias cuando son lesivas de los 
citados intereses para que proceda el juicio contencioso. {R. 2). 26 Di-
ciembre 1879. Gac. 7 Abril 4880.) 
Personalidad.—Los particulares carecen de personalidad para enta-
blar cuestiones ante los Tribunales administrativos cuando se trata de 
intereses públicos; pues sólo al representante legítimo de esos intereses 
es dado, en su caso, pedir la revisión en vía contenciosa del expediente 
gubernativo que se creyere haberles lastimado, si hay fundamentos bas-
tantes que aducir para ello. [Resol. H Junio 1878. Gac. 15 id.) 
Personalidad.—Cuando la Administración ha reconocido constante-
mente á un sujeto como representante único de una razón social, no es 
dable dudar de su personalidad ni de su legítima representación en los 
autos contencioso-administrativos en que ostentándola se presenta, 
(i?. D. 29 Enero 1879. Gac. 20 Mayo id.) 
Ayuntamientos: su representación enjuicio.—Con arreglo á lo 
dispuesto en el art. 56 de la ley de 2 de Octubre de 1877 para el régimen 
y gobierno de los Ayuntamientos, solamente tienen la representación de 
éstos para la defensa enjuicio de los intereses del Municipio los Procu-
radores Síndicos, sin que á ningún otro individuo de los que los forman 
puedan reconocérsele facultades concedidas por la ley al referido cargo 
de Procurador Síndico; y en su virtud, son nulas todas las actuaciones 
seguidas y las sentencias dictadas en juicios en que, ventilándose aque-
llos intereses, hayan llevado la representación del Ayuntamiento otras 
personas. [R. D. 27 Diciembre 1878. Gac. 2 Mar/o 1879.) 
Ayuntamientos: su representación. — Aun cuando se emplace á 
un Ayuntamiento en la persona de su Alcalde, no debe éste comparecer 
ostentando una representación que la ley confiere al Procurador Síndi-
co; pero esto, si bien constituye una falta en el procedimiento, si no se 
reclama en tiempo y forma ni respecto de ella se formula ninguna re-
clamación al apelar de la sentencia del inferior, no puede estimarse 
446 MANUAL 
como causa de nulidad en la segunda instancia, ( ñ . D. 10 Agosto i ^ i . 
Gac. U Enero 1881.; 
Admisión de la demanda.—La, falta del trámite previo de la deman-
da constituye una infracción sustancial del procedimiento que no puede 
estimarse subsanado por el hecho de que el Gobernador, ante el cual se 
presenta aquel escrito, lo pase á la Comisión provincial «para que en-
tienda en su tramitación y provea á los efectos oportunos,» pues aquella 
autoridad, al efectuar la remisión de un documento que debe presentar-
se ante la Comisión, no puede conceder lo que no le es dado otorgar sino 
después de laprévia consulta. {R. D. 20 Mayo 4881. Gao. 6 Agosto id.) 
Admisión de la demanda.—Constituye una falta esencial en el pro-
cedimiento contencioso-administrativo la omisión del prévio trámite de 
admisión, de tal manera, que induce nulidad en todo lo actuado, sin que 
pueda nunca considerarse subsanado ese defecto por la circunstancia de 
haberse sustanciado anteriormente acerca del conocimiento del asunto 
objeto de la demanda una competencia, porque ésta no sirve más que 
para determinar la autoridad á quien corresponde aquel conocimiento por 
razón de la materia, y no para establecer si cabe ó no el recurso en la 
citada vía, atendida la naturaleza del caso y demás circunstancias que 
las leyes exigen. [R. D. Setiembre 1880. Gac. 27 Noviembre id.) 
Admisión de la demanda.—Las Comisiones provinciales carecen de 
competencia para abrir el juicio contencioso, sin que préviamente se de-
clare su procedencia en la forma establecida en el art. 93 de la ley de 25 
de Setiembre de 1865, y la omisión de este trámite esencial invalida todo 
lo que se actúa con posterioridad á la presentación de la demanda. 
[R. D. ¿iJulioiSld. Gac. 26 Setiembre id.) 
Admisión de la demanda.—La omisión del prévio trámite de admi-
sión de la demanda entablada, vicia y anula todo lo que se actúa desde 
que se cometió la falta, puesto que, no habiendo sido admitida la de-
manda por el Gobernador, única autoridad competente para ello, según 
el art. 94 de la ley de 25 de Setiembre de 1863, obra la Comisión provin-
cial con manifiesta incompetencia desde que sin jurisdicción da traslado 
de la demanda. {R. D. Sent. 2 NoviembreÍ8S0. Gac. 22 Enero 1881.) 
Ultramar.—Según lo prevenido en el art. 8.° del reglamento de 4 de 
Julio de 1861 sobre procedimiento en los negocios contencioso-adminis-
trativos en las provincias de Ultramar, una vez admitido el recurso en 
esa vía, previos los trámites al efecto prescritos, por estimarse que fué 
deducida en tiempo hábil, no cabe volver contra ese acto ni reformarle 
en el fallo definitivo, en el concepto de que fué presentado fuera del 
plazo legal. f^ R- D- Sent. 2 Julio 1878, Gac. 9 Octubre id.) 
Improcedencia de la demanda.—fio procede la vía contencioso-
administrativa contra la real orden que desestima la instancia en que se 
pide al Gobierno que declare en vigor una ley anterior, no obstante las 
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disposiciones explícitamente derogatorias dictadas acerca del punto á 
que la petición se refiere, porque eso no es propio de las facultades de 
aquél, sino de las que tiene el Poder legislativo. (R. D. 23 Abril 1879. 
Gac. 26 id.) 
Improcedencia de la demanda . — E l carácter de retenida que dis-
tingue á la jurisdicción contencioso-administrativa, la obliga á no ex-
tenderse al conocimiento de otras cuestiones que las contenidas en la 
demanda cuya admisión haya sido determinada, y por lo tanto, siem-
pre que se trate de dar á aquel documento mayor alcance que el pro-
puesto, haciendo que se refiera á otra resolución que no sea la especial-
mente impugnada, se requiere nueva resolución del Gobierno respecto 
á esa ampliación. (R. O. 28 Junio 1879. Gac. 4 Julio id.) 
Premios.—Cuando uno de los fundamentos alegados en la demanda 
no ha sido expuesto ante la Administración activa, ni sobre él ha recaí-
do resolución que pudiera motivar un recurso contencioso, no puede 
estimarse en la vía contenciosa dicho fundamento. [Resol. 27 Ma-
yo 1878. Gac. 6 Junio id.) 
Tramitación .—Vara, declarar la validez ó nulidad de los acuerdos 
que dicten los Gobernadores sobre procedencia de las demandas promo-
vidas ante los Consejos, hoy Comisiones provinciales, cuando aquéllos 
son apelados para ante el Ministro del ramo respectivo, es condición 
esencial que éste oiga al Consejo de Estado: y como estas formas de pro-
cedimiento establecidas por las leyes son la garantía del derecho de los 
litigantes, hay que observarlas escrupulosamente para no lastimar de-^  
rechos y para que las resoluciones no adolezcan de un vicio esencial de 
nulidad, y por tanto, toda real orden de la índole expresada que se dicta 
oyendo á Centros administrativos que no están llamados por la ley á 
entender en el asunto, y sin consultar en cambio al Consejo de Estado, 
es nula y de ningún valor. (R. D. 20 Setiembre 1880. Gac. 21 Diciem-
bre id.) 
Procedimiento: necesidad de la citación del demandado.—La 
citación y audiencia de la parte demandada en el juicio contencioso-
administrativo es requisito tan esencial, que su omisión produce nece-
sariamente la nulidad de todo lo actuado, pues no es posible dictar sen-
tencia sin que el demandado haya tenido conocimiento de la reclama-
ción contra él dirigida, para que pueda usar de su derecho de defensa. 
[R. D. 10 Mayo 1880. G^c. 27 Julio id.) 
Notificación de las 'providencias administrativas.—No puede 
ménos de estimarse como notificación individual de una real orden su 
publicación en la Gaceta Oficial cuando el interesado á cuya instancia 
se dicta, carece de domicilio conocido por no haberlo manifestado á la 
Administración, y desde esa notificación se ha de computar el plazo pa-
ra recurrir contra ella, sin que sea bastante á desvirtuar los efectos de 
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esa diligencia el traslado que de la misma real orden se dé posterior-
mente. {R. O. 2 Abril 1881. Gac. 8 id. id.) 
Notificación administrativa.—Aunque las disposiciones vigentes 
declaran como no hechas las notificaciones administrativas siempre que 
en ellas se omita alguna de las formalidades y requisitos con que deben 
verificarse, una racional jurisprudencia ha establecido, sin embargo, 
que cuando con actos inequívocos la parte interesada no sólo se muestra 
sabedora del acuerdo que le concierne, sino que además contribuye á eje-
cutarlo, estos actos suplen la falta de notificación en forma. {R. D. 10 
Junio 1881. Gac. 3 Setiembre id.) 
Recursos contra la inadmisión de las demandas.—Contra los de-
cretos en que se declara la improcedencia de las demandas presentadas 
ante las Comisiones provinciales, no se da otro recurso que el de alzada 
ante el Ministerio del ramo, y cualquier otro procedimiento que se siga 
en su trámite prévio es nulo y de ningún valor ni efecto, como contrario 
á lo establecido en el art. 94 de la ley de 25 de Setiembre de 1863. [Real 
decreto 28 Febrero 1881. Gac. 29 Abril id.) 
Citación para la vista: su falta.—Aunque contra las senten-
cias definitivas dictadas á consulta del Consejo de Estado en los pleitos 
contencioso-administrativos que ante él se siguen, no hay otros recursos 
que los de aclaración y revisión por las causas que expresa el cap. 16 del 
reglamento de 30 de Diciembre de 18i6, entre las cuales no figura la fal-
ta de citación para la vista y sentencia de una de las partes, reputándose 
tales para los efectos de esos juicios á las coadyuvantes, es lo cierto que 
la omisión de ese trámite constituye un vicio sustancial del procedimien-
to, no sólo á tenor de la ley 12, tít. 22 de la 3.a partida, sino con arreglo 
á los principios fundamentales del derecho, que invalidando lo actuado 
desde que se comete, exige que se reponga el pleito al Estado que tenía 
anteriormente. (R. D. 8 Marzo 1880. Gac. 9 Junio id.) 
Sentencias: alcance de sus fundamentos.—Si bien no causan eje-
cutoria los razonamientos de una sentencia, sirven para fijar el alcance 
de cuanto resuelve. [R. D. 2 Julio 1880. Gac. 11 Octubre id.) 
Sentencias definitivas.—\A sentencia definitiva que absuelve á la 
Administración de la demanda entablada contra ésta, no puede ofrecer 
contrariedad en sus disposiciones, ni recae sobre cosa no pedida, puesto 
que estima lo pedido por una de las partes al pronunciar esa absolu-
ción, ni, finalmente, deja de proveer sobre ningún particular de la de-
manda, y por lo tanto, no procede contra ella el recurso de revisión es-
tablecido en el art. 228 del reglamento de 30 de Diciembre de 1846, que 
por lo demás es improcedente áun cuando entre el fallo y sus fundamen-
tos no haya perfecta congruencia, porque la contradicción que el citado 
artículo exige ha de existir en la parte resolutiva ó declaratoria. (/?. Z). 10 
Mayo 1880. Gac. 4 Octubre id.) 
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Apelación.—Cuando ante las Comisiones provinciales se presenta 
una demanda contenciosa, tienen el deber ineludible, según la ley de 23 
de Setiembre de 1863, de remitirla al Gobernador, con informe respecto 
de la procedencia de su admisión, para qué dicha autoridad resuelva, sin 
perjuicio del ulterior derecho de los demandantes; y por consiguiente, si 
el litigio se sustancia sin llenar ese requisito, adolece de vicio de nulidad 
todo lo actuado. [R. D. 14 Marzo 1878. Gac. 8 Junio id.) 
Apelación.—Cuando los apelantes ante el Consejo de Estado han de-
jado pasar el término de reglamento, ó sea dos meses, sin presentarse k 
mejorar la apelación, procede que se les acuse la rebeldía por el apelado 
y se declare desierta la apelación y consentida la sentencia. [R. D. 2 
Marzo 1878. Gac. % Junio id.) 
Adhesión d la a p e l a c i ó n . — a d h e s i ó n de una parte al recurso de 
apelación interpuesto por la otra con quien litiga, no envuelve la acep-
tación de los fundamentos en que dicho recurso se apoye, sino la mera 
conformidad del que se adhiere en cuanto á su interposición para un fin ó 
resultado que puedeser distinto. [R. D. 6M¿t?/ol880. Gac.Vi Julio id.) 
Nulidad de sentencias.—Según lo dispuesto en el núm. I.0, art. 73 
del reglamento de 1.0 de Octubre de 18í5 sobre el modo de proceder los 
Consejos, hoy Comisiones, provinciales en los negocios contenciosos de 
la Administración, puede tener lugar la nulidad de una sentencia defi-
nitiva cuando el asunto no fuese de la competencia de la jurisdicción 
administrativa, sin que sea preciso, á tenor del art. 74, que se haya re-
clamado en primera instancia en tiempo y forma, y aunque ninguna de 
las partes solicite esa declaración, porque las cuestiones de competen-
cia, como de orden publico, pueden resolverse en cualquiera estado del 
pleito y aun de oficio. [R. D. 9 Junio 1879. Gac. 4 Setiembre id.) 
Recursos de revisión.—Cuando por un real decreto-sentencia se 
anula el auto dictado por una Comisión provincial, ordenando que se 
devuelva á ésta el expediente para que lo reponga al estado que tenía 
antes de cometerse los vicios de procedimiento que han hecho anularlo 
no puede interponerse contra aquel decreto-sentencia el recurso de re-
visión para el cual se alegaba como fundamento legal que nada había 
decidido explícitamente sobre el abono de daños y perjuicios que en sus 
recursos había solicitado la parte demandante; porque al declararse la 
nulidad del auto debía prescindirse de las cuestiones relativas al fondo 
del litigio, entre las que figuraba la de la indemnización, para que en su 
dialas resolviera la Comisión provincial, y limitarse el fallo á ordenar 
lo que correspondiese para regularizar el procedimiento. [R. D. 19 Ene-
ro 1878. Gac. 27 Mayo id.) 
Recursos de revisión.—Para que el recurso de revisión pueda pros-
perar con arreglo á lo dispuesto en el art. 228 del reglamento sobre el 
modo de proceder el Consejo de Estado en lo contencioso, la diferencia 
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entre lo pedido y fallado ha de resultar del contexto de las peticiones 
deducidas en el juicio contencioso y no de las producidas en el expe-
diente gubernativo. [R. D. Sent. 27 Mayo 1878. Gac. 24 Agosto id.) 
Recursos de interpretación.—Con arreglo á lo prescrito en el ar-
tículo 67 del reglamento de 1.° de Octubre de 1845 sobre el modo de pro-
ceder en los asuntos contenciosos de la Administración, los Consejos, 
hoy Comisiones, provinciales no puede tener lugar el recurso de inter-
pretación respecto de sentencia interpretada, ni acerca de la providen-
cia de interpretación, ni es apelable ante el Consejo de Estado el auto en 
que se deniega el recurso entablado en solicitud de interpretación. (Real 
decreto 7 Julio 1879. Gac. 28 Setiembre id.) 
Ejecución de sentencias.—No es reclamable en la vía contenciosa 
la real orden que deniega la suspensión de lo sentenciado en un pleito 
contencioso-administrativo, porque las disposiciones que con este fin 
adopta la Administración cuando se limitan á la ejecución estricta de lo 
resuelto sin hacer declaraciones ni tomar providencias contrarias á la 
autoridad de lo juzgado, no pueden ofender derechos. [R. O. 27 Ju-
nio 1879. Gac. 15 Julio id.) 
Efectos de lo sentenciado.—Al declarar y restablecer un decreto-
sentencia los derechos vulnerados por una real orden reclamada, debe 
entenderse sustituido á ella, y surtiendo sus efectos, en cuanto sea po-
sible, desde la fecha misma de la real orden que renace, pues de otra 
manera la Administración resultaría beneñciada por sus demoras, con 
evidente perjuicio d é l a parte cuyo derecho hubiese lastimado. {Real 
decreto sent. 2 Agosto 1879. Gac. 14 Octubre id.) 
TITULO VI I I . 
Legislación. 
Reglamento de 1.° de Octubre de d845 sobre el modo de proceder de 
los Consejos (hoy Comisiones) provinciales eníos asuntos conten-
ciosos de la Administración. 
TÍTULO PRIMERO. 
DE LA ORGANIZACION DE LOS CONSEJOS PROVINCIALES COMO TRIBUNALES 
ADMINISTRATIVOS Y DE SU RÉGIMEN INTERIOR. 
CAPÍTULO PRIMERO. 
De la planta de los Consejos. 
Artículo i.0 Para que puedan tomar acuerdo los Consejos provincia-
ios en negocios contencioso-administrativos, se requiere la asistencia 
de tres Vocales, de los cuales uno ha de ser precisamente Letrado. En 
este número se contará el Jefe político cuando asista (1). 
Art. 2.° Para cada negocio elegirá el Consejo por mayoría absoluta 
•de votos un Consejero ponente. 
Será de su incumbencia proponer á la deliberación del Consejo los 
puntos de hecho y de derecho sobre que deban recaer los fallos, y redac-
tar las providencias motivadas que el Consejo dictare. 
E l que haya sido nombrado ponente para el despacho de un negocio 
podrá serlo consecutivamente para otro, y no se podrá excusar sino me-
diando impedimento bastante á juicio del Consejo. 
(1) E l ar t . 93 de la ley de 1883 r e q u i é r e l a aitstencia de tres Vocales, as í 
como el a r t . 62 de la Provinc ia l . 
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Art. 3.° Los Consejos tendrán el tratamiento impersonal. Los Conse-
jeros ocuparán sus asientos por el orden de antigüedad de sus respecti-
TOS nombramientos. 
En igualdad de fechas de éstos, obtendrá la precedencia el Consejero 
de más edad. 
Los Consejeros supernumerarios se sentarán después de los propieta-
rios guardando entre sí el mismo orden que éstos (1). 
Art. 4.° Cuando falte algún Consejero propietario, designará el Jefe 
político entre los supernumerarios el que haya de sustituirle. 
Art. 5.° Hará, por ahora, de Secretario de cada Consejo un Oficial del 
respectivo Gobierno político. Le nombrará el Jefe político, procurando 
que sea Letrado (2). 
Art. 6.° Será de la incumbencia del Secretario en lo contencioso: 
Dar cuenta de los escritos de la Administración y de las otras partes liti-
gantes. 
Autorizar las providencias, sentencias, despachos y exhortes del Con-
sejo, y las copias que hubieren de franquearse. 
Custodiar los expedientes y desempeñar las funciones de Relator y 
cuantas obligaciones se le impongan por este reglamento, ó en lo sucesi-
vo se le impusieren. 
Art. 7,° Los Secretarios de los Consejos no llevarán por ahora dere-
chos á las partes. Estas satisfarán solamente el importe del papel se-
llado y los demás gastos indispensables que se hicieren á su instancia. 
Art. 8.° En los Consejos provinciales no será obligatorio el ministe-
rio de Abogados ni Procuradores (3). 
Art. 9.° En cada Consejo habrá dos ujieres. Será de la incumbencia 
de éstos en lo contencioso: 
Hacer los emplazamientos, citaciones, notificaciones, embargos y de-
(1) Por R . O. de 22 de Setiembre de 1879 se crearon Vocales suplentes en las. 
Comisiones provinciales. {Gac. 23 Setiembre.) 
(2) Según la ley Provinc ia l , a r t . 73, el Secretario de la Comisión provincial 
es el de l a Dipu tac ión , y lo mismo prescr ib ían respecto á los Consejos p r o v i n -
ciales el art. 47 do l a ley de 25 de Setiembre de 1863 y el art. 2.° de la real ó r -
den del mismo dia . 
(3) Esto se entiende con los particulares solamente, porque respecto á las 
corporaciones administrativas la R. O. de 28 de Enero de 1875 ha dispuesto 
que en los juicios contencioso-administrativos ante las Comisiones provincia-
les ropresonten: 1.° A l Estado un Abogado fiscal en las capitales en que haya 
Audiencia, y en las demás un Promotor fiscal, los cuales des ignará el Ministe^ 
r i o de Gracia y Justicia: 2.° A las provincias un Diputado provincial ó el L e -
trado á quien la Dipu tac ión dé poder; y 3.° A los Ayuntamientos el Letrado 
que a l efecto nombren. 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 45B 
más diligencias que se practicaren de orden del Consejo, fuera de la au-
diencia y de la Secretaría. 
Asistir á las audiencias y hacer guardar en ellas el orden y compostu-
ra debidos. 
Y asiétir al Presidente ó Vicepresidente para cumplir las órdenes que 
éstos les dieren, relativas al despacho y servicio del Consejo. 
Art. 10. Los ujieres serán nombrados y destituidos por el Jefe políti-
co, dando cuenta al Ministerio de la Gobernación de la Península. 
Para destituir á los ujieres ha de intervenir justa causa (1). 
Art. ií. Tendrán los ujieres el sueldo que les señale el Gobierno en 
consideración á la categoría y circunstancias de cada provincia. Los 
sueldos de los ujieres se inscribirán en el presupuesto provincial (2). 
Art. 12. Los ujieres no llevarán por ahora derechos á las partes; pero 
si alguna vez saliesen de la capital para evacuar diligencias judiciales, 
se les abonarán las dietas que el Jefe político, oído el Consejo provincial, 
haya fijado préviarnente. 
CAPÍTULO I I . 
De las recusaciones. 
Art. 13. E l Jefe político no podrá ser recusado. 
E l Vicepresidente y los demás Vocales del Consejo sólo podrán ser 
recusados en los casos siguientes: 
1. ° Si fueren parientes por consanguinidad ó afinidad hasta el cuarto 
grado civil inclusive, de alguno de los litigantes. 
2. ° Si al tiempo de la recusación ó dentro de los tres años preceden-
tes siguieren ó hubieren seguido causa criminal con alguna de las par-
tes su cónyuge ó sus consanguíneos ó afines en línea recta. 
3. ° Si al tiempo de la recusación ó dentro de los seis meses prece-
dentes siguieren ó hubieren seguido pleito civil con alguna de las per-
sonas mencionadas en el párrafo anterior, con tal que el pleito haya 
empezado ántes de aquel en que se proponga la recusación. 
4..° Si fueren tutores, curadores ó defensores de cualquiera de las 
partes, ó administrasen un establecimiento ó compañía que sea parte 
en el litigio. 
Art. 14. Cuando los hechos en que se funde la recusación sean anle-
(1) De este art iculo sólo consideramos vigente la ú l t i m a parte relat iva á l a 
s e p a r a c i ó n de los ujieres, porque siendo empleados provinciales, su nombra-
miento corresponde á la D i p u t a c i ó n en v i r t u d de lo que dispone el ar t . 72 de 
su ley orgán ica . 
(2) L o prevenido en este a r t í cu lo es hoy inaplicable porque á l a D i p u t a c i ó n 
compete fijar los sueldos de sus empleados conforme al a r t í cu lo c i tado. 
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riores al pleito, no podrán proponerla los litigantes después de haber 
contestado la demanda ó deducido excepción dilatoria, salvo si aquéllos 
vinieren posteriormente á su noticia, en cuyo caso deberán hacerlo lué-
go que la tengan. 
Art. 15. L a recusación se propondrá por escrito, que firmará el re-
cusante ó su apoderado. 
E l escrito se comunicará al recusado, el cual responderá por escrito 6 
de palabra ante el Consejo. 
Art. 16. E l Consejo recibirá á prueba la recusación si lo estimase 
necesario. 
Oido el recusado ó evacuada la prueba, el Consejo fallará inmediata-
mente sin ulterior recurso. E l recusado no podrá asistir á la vista ni 
votación del incidente de recusación. 
Admitida ésta, se abstendrá el recusado de conocer en el negocio. 
CAPÍTULO III . 
Del Presidente y Vicepresidente. 
Art. 17 (1). E l Jefe político será el Presidente nato del Consejo, cuan-
do éste actúe en lo contencioso. 
E l Vicepresidente nombrado por el Gobierno presidirá siempre que ei 
Jefe político no asista. 
A falta del Vicepresidente titular, el Jefe político nombrará un Vice-
presidente interino de entre los Vocales del Consejo. 
Cuando el Jefe político asista, el primer asiento á la derecha de éste 
será el del Vicepresidente. 
Art. 18. E l gobierno interior de cada Consejo estará á cargo de su 
Presidente, y en su caso de su Vicepresidente, los cuales harán guardar 
el orden debido cuidando de que todos llenen cumplidamente sus de-
beres. 
Art. 19. E l Jefe político recibirá y despachará la correspondencia del 
Consejo, firmando las contestaciones que no se comuniquen por Secre-
taría, y autorizará todos los despachos del Consejo. 
También decretará las providencias interinas que por urgentes deban 
dictarse sin demora, poniéndolo á la mayor brevedad en conocimiento 
del Consejo (2). 
(1) Véase ley Provincia l , art . 57 y siguientes, según los cuales forman l a 
Comis ión provincial cinco Vocales nombrados por e l Rey á propuesta en terna 
de l a D i pu t ac i ón . 
(2) Esta a t r ibuc ión la confirió al Consejero designado para presidir cuando 
e l Gobernador no asistiera la R. O. de 25 de Setiembre de 1863, y, por lo tanto, 
compete al Vicepresidente de la Comisión provincial 6 al que haga sus veces. 
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Art. 20. E l que preside rubricará los asientos del libro de asistencia, 
en el cual anotará diariamente el Secretario los nombres de los Conse-
jeros que asistan. 
Llevará la palabra en el Consejo sin que nadie pueda usarla sin su 
permiso. 
Y publicará las sentencias definitivas autorizando el Secretario la pu-
blicación. 
TÍTULO II . 
DEL PROCEDIMIENTO. 
CAPÍTULO P R I M E R O . 
De la d i s c u s i ó n e s c r i t a . 
Art. 21. En los negocios que se entablen á instancia de la Adminis-
tración se incoará el procedimiento con un escrito ó memoria documen-
tada que el Jete político mandará pasar al Consejo. 
Art. 22. En los negocios que se entablen á instancia de particulares 
ó corporaciones se incoará el procedimiento con la demanda documen-
tada del particular ó corporación. 
Art. 23. E l particular ó el representante de la corporación á cuyo 
nombre se produzca la demanda, la firmará de su puño, si pudiere, y la 
entregará personalmante, ó por medio de su apoderado, en la Secretaría 
del Gobierno político (4). 
Art. 24. Si en vista de la demanda decidiese el Jefe político que el 
asunto que la motiva es de su exclusiva competencia, le resolverá gu-
bernativamente por sí y comunicará su resolución al demandante. 
Cuando éste insista en que el asunto no es de la competencia del Jefe 
político, sino de la del Consejo provincial, podrá recurrir al Ministerio de 
la Gobernación de la Península, por el que, oído el Consejo Real, se de-
cidirá lo conveniente. 
Art. 25. Si el Jefe político estimase el asunto de la competencia del 
Consejo provincial, mandará que se dé cuenta á éste de la demanda por 
la Secretaría del mismo Consejo (2). 
Art. 26. E l nombramiento de apoderado podrá hacerse en las.actua-
ciones por diligencia que autorice el Secretario del Consejo ante los tes-
tigos. 
Art. 27. E l término mayor que se señalará en el despacho ó cédula 
de emplazamiento para contestar la demanda será de nueve días y uno 
(1) Véase el art. 93 de la ley de 25 de Setiembre de 1863. 
(2) Los tres ar t ículos precedentes es tán modificados por el 93 y 94 de la ley 
de 25 de Setiembre de 1863. 
456 MANUAL 
más por cada cinco leguas de distancia de la capital de la provincia al 
lugar del domicilio del demandado. Al señalar este término se tendrá en 
cuenta el estado de las comunicaciones. 
Cuando la demanda se dirija contra la Administración, se mandará 
pasar al Jefe político, el cual la devolverá al Consejo con la debida con. 
testación á la mayor brevedad posible, sin que en ningún caso pueda di-
latarlo por más de 30 días (1). 
Art. 28. Los emplazamientos dirigidos á particulares se harán en cé-
dula ó despachos que contengan literalmente la demanda ó memoria y 
una relación expresiva de los documentos presentados con ella. 
Art. 29. E l término para contestar al escrito en que se proponga ex-
cepción dilatoria ó cualquiera otra pretensión incidente de la principal, 
ó para evacuar cualquier traslado, será á lo más de seis días y á lo mé-
nos de dos. 
Art. 30. En la demanda y contestación y en los demás escritos men-
cionados en el artículo anterior, ántes de fijarse la pretensión, se exten-
derá por párrafos numerados un resumen de los puntos de hecho y de 
derecho que sustenta el que produzca el escrito. 
Art. 31. E l actor, al deducir la demanda, y el demandado, al contes-
tarla, declararán la casa-habitacion que eligieren para que en ella se les 
hagan las citaciones y notiíicaciones. Cuando alguna de las partes no eli-
giere casa, y miéntras no la elija, las notificaciones que le conciernan 
se harán en estrados. 
Art. 32. De toda notificación que hagan los ujieres extenderán una 
cédula original, y además una copia para cada una de las partes. 
En la casa elegida entregarán la copia á la parte en su persona, si se 
hallare en ella, y en su defecto al dueño de la casa, individuos de la fa-
milia y criados por el orden que aquí se expresa. 
La persona á quien se entregue la copia firmará, si pudiere, y si no un 
testigo á su ruego, la cédula original, que se unirá en seguida al expe-
diente. 
Las cédulas contendrán literalmente la providencia notificada. 
Las notificaciones en que no se guarde la forma prescrita en este ar-
tículo serán nulas. 
Art. 33. No se admitirán como dilatorias más excepciones que la in-
competencia del Consejo y la falta de personalidad en el demandante, 
ya por carecer de las cualidades necesarias para comparecer enjuicio, 
ya por no acreditar debidamente el carácter ó representación con que 
reclama. 
(1) Ahora el traslado se en tende rá con el Abogado fiscal ó el Promotor al 
efecto desiarnados. 
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Art. di. Las excepciones dilatorias se propondrán y sustanciarán to-
das al mismo tiempo. 
Art. 35. Las excepciones no comprendidas en el art. 33 no podrán 
suspender ni impedir el curso del juicio. 
Art. 36. Sobre las excepciones dilatorias sólo se admitirá un escrito 
de cada parte; sobre el fondo de la demanda podrán presentarse dos. 
Art. 37. En los negocios en que sea parte la Administración, las me-
morias presentadas á su nombre irán autorizadas por el Jefe político ó 
por el encargado de la dependencia administrativa á que corresponda la 
cuestión con el V.0 B.0 del mismo Jefe político. 
Art. 38. Terminada la discusión por escrito, se pasarán las actuacio-
nes al Consejero ponente, y á propuesta suya decidirá el Consejo si se ha 
de señalar día para la vista pública ó se ha de recibir prueba, determi-
nando en este caso la que haya de hacerse y el término que se ha de 
conceder á las partes para verificarlo. Este término no podrá en ningún 
caso pasar de 30 días. 
Art. 39. Las diligencias de prueba que se practicaren fuera de au-
diencia se harán ante el Vicepresidente, á excepción del caso en que el 
Consejo estime conveniente asistir á algún reconocimiento ó vista ocular. 
Tampoco podrá el Consejo delegar las expresadas diligencias á los Jue-
ces de primera instancia y Alcaldes de los pueblos. 
Art. 40. Los expedientes no se entregarán nunca á los particulares; 
pero estarán de manifiesto en la Secretaría del Consejo, para que las 
partes saquen los apuntes y copias que les convengan. 
CAPÍTULO II . 
De la vista del proceso. 
Art. 41. Evacuada la prueba ó terminada la discusión escrita, se se-
ñalará dia para la vista. 
Art. 42. La vista de los pleitos será á puerta abierta, fuera de los 
casos en que la publicidad pueda dar ocasión á que se perturbe el órden. 
No podrá verse ningún pleito á puerta cerrada sin que así lo acuerde 
el Consejo (1). 
Art. 43. La vista comenzará haciendo el Secretario relación del ex-
pediente. Las partes ó sus defensores expondrán en seguida verbalmente 
lo que crean conducente á su defensa. 
(1) E l ar t . 90 de la ley de 1863 establece que "cuando el Consejo ac túe como 
Tr ibuna l , será púb l ica la vista del pleito y se o i rán las defensas de las partes. 
Las deliberaciones s e r án secretas. Los acuerdos se t o m a r á n por mayor í a abso-
l u t a de votos, ir 
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Art. M. E l Jefe político, cuando lo estime conveniente, podrá nom-
brar un defensor que sostenga los derechos de la Administración, ó au-
torizar para que le nombren á las corporaciones ó funcionarios admi-
nistrativos sobre cuyos actos verse la controversia (1). 
Art. 45, Terminada la vista podrá el Consejo, cuando lo estime nece-
sario para mejor proveer, pedir informes ó mandar practicar cualquiera 
diligencia de prueba que no sea la de testigos. 
CAPÍTULO III. 
De las sentencias. 
Art. 46. Terminada la vista, y en su caso las diligencias que para 
mejor proveer se hubieren decretado, procederá el Consejo, á la mayor 
brevedad posible, á la decisión definitiva del litigio. 
En todo caso dictará el Consejo la sentencia dentro de siete dias á 
más tardar, contados desde el siguiente á aquel en que se hubiere con-
cluido para definitiva. 
Art. 47. Los Consejos no podrán abstenerse de fallar en ningún ne-
gocio, á título de ser oscuras ó incompletas las leyes ó disposiciones le-
gales, ó de no haber éstas previsto el caso sobre el cual deba recaer el 
fallo. 
Art. 48. La votación del fallo se hará á puerta cerrada. E l ponente 
someterá á la deliberación del Consejo los puntos de hecho y de derecho 
sobre que deba recaer el fallo, y se votará sucesivamente por su orden, 
y en último lugar la decisión. 
Votará primero el ponente y después los demás Consejeros, por el or-
den inverso de su procedencia; el Presidente votará el último. 
Cuando hubiere discusión, el Presidente hará un sucinto resumen de 
ellas ántes de precederse á la votación (2). 
Art. 49. Los Consejos motivarán todas las providencias definitivas y 
las interlocutorias que á su juicio lo requieran. 
Las providencias se motivarán exponiendo clara y concisamente los 
puntos de hecho y de derecho y los principios ó disposiciones legales que 
les sean aplicables (3). 
Art. 50. Ninguno de los votantes podrá negarse á firmar lo acordado 
por la mayoría, aunque él haya disentido de ésta; pero podrá salvar su 
(1) Por lo expuesto en su lugar acerca de la represen tac ión de las corpo-
raciones administrativas e s t á derogado este art iculo. Véase el art. 92 de la ley 
de 1863, y el decreto-ley de 24 de Enero de 1875. 
(2) Véase el art . 90 de la ley de 1863 que determina l a forma de los acuerdos. 
(3) L o mismo dispone el ar t . 95 de la ley citada, que exige para l a decisión 
final la asistencia de tres Consejeros, uno de ellos Letrado. . 
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voto dentro de las 24 horas de haberle dado, motivándole y firmándole 
en el libro que al efecto custodiará el Secretario. 
Art. M. Al margen de la sentencia anotará el Secretario los nom-
bres de los Consejeros que asistieren á la vista y dictaren aquélla. 
E l Presidente y Secretario firmarán la sentencia dentro de las 24 ho-
ras de haberse dictado. 
Art. 52. En toda votación á que asista el Jefe político, tendrá voto 
decisivo en caso de empate. 
Art. 53. Si al votar la sentencia discordaren los Consejeros y no re-
sultare mayoría, se verá el negocio por más Consejeros y se votará de 
nuevo por los.primeros y por los segundos. 
En este caso el Consejo se asociará el número de Consejeros propieta-
rios, y á falta de ellos el de supernumerarios que se necesitare, llamán-
dolos por el orden de su procedencia (1). 
CAPÍTULO IV. 
De la actuación en rebeldía (2). 
Art. 54. Cuando alguna de las partes debidamente emplazada ó cita-
da no acudiere á exponer sus defensas, el Consejo, á instancia de los 
demás interesados, decidirá el asunto en rebeldía. 
La instancia por parte de la Administración se entiende hecha desde 
el momento en que el Secretario expone al Consejo haber pasado el tér-
mino señalado y lo certifica en las actuaciones. 
Art. 55. La rebeldía podrá acusarse por escrito ó de palabra; en este 
último caso el Secretario extenderá la oportuna diligencia que firmarán 
las partes interesadas. 
Acusada que sea la rebeldía, el Consejo procederá á fallar el pleito. 
Art. 56. Para mejor proveer en rebeldía, podrá el Consejo mandar 
practicar de oficio la prueba que estime conveniente con tal que no sea 
la de testigos. 
Art. 57. La sentencia dictada en rebeldía, además de notificarse por 
cédula ó despacho, cuando sea posible, se fijará en la Sala del Consejo^ 
y se insertará en e\ Boletín Oficial dé la provincia. 
La inserción se acreditará poniendo en el expediente un ejemplar del 
Boletín y la fijación por diligencia del Secretario. 
Art. 58. Contra la sentencia dada en rebeldía habrá el recurso de res-
(1) Ahora se rán los suplentes. 
(2) L a ejecución de los fallos de las Comisiones provinciales corresponde á 
los agentes administrativos por regla general; pero si hay que proceder por l a 
v í a ejecutiva de apremio, que no sea administrat ivo, los Tribunales ordinarios 
lo h a r á n , según el art. 96 de l a ley de 25 de Setiembre de 1863. 
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cisión ante el Consejo que la hubiese dictado. Antes de decidirse sobre la 
rescisión de la sentencia, no se podrá interponer apelación ni otro recur-
so alguno. 
Art. S9. L a rescisión de la sentencia dada en rebeldía, podrá sólo c i -
tarse dentro de dias, contados desde el siguiente al de su publicación. 
Si la parte contumaz estuviese ausente de la provincia, podrá el Con-
sejo señalarle en la sentencia un plazo más largo para que pueda solici-
tar la rescisión. 
Art. 60. E l recurso de rescisión no suspenderá la ejecución de la sen-
tencia dictada en rebeldía á ménos que el Consejo al dictarla haya orde-
nado lo contrario. Sin embargo, la ejecución de la sentencia se entende-
rá siempre sin perjuicio de la rescisión que pudiese intentarse, y se lle-
vará á efecto, prévia la oportuna fianza, siempre que el Consejo creyese 
oportuno exigirla. 
Art. 61. Admitido el recurso de rescisión, se oirán al reclamante sus 
defensas y se le concederá para exponerlas y justificarlas la mitad á lo 
sumo del termino ordinario, 
Art. 62. La parte que por segunda vez fuere condenada en rebeldía, 
no podrá entablar el recurso de rescisión en el mismo negocio. 
CAPÍTULO V. 
Be los recursos contra las sentencias definitivas. 
Sección primera. 
Del recurso de i n t e r p r e t a c i ó n . 
Art. 63. Tendrá lugar el recurso de interpretación contra la senten-
cia cuando la parte dispositiva de ésta fuese contradictoria, ambigua ú 
oscura en sus cláusulas. 
Art. 64. E l término para interponer el recurso de interpretación será 
de cinco dias, contados desde la notificación de la sentencia. 
Art. 65. E l recurso de interpretación no suspenderá la ejecución de 
la sentencia que lo motive. 
Sin embargo, el Consejo podrá, si lo reclamasen las circunstancias, 
sobreseer en la ejecución de la sentencia, ó de parte de ella, hasta la de-
bida aclaración. 
Art. 66. Si el Consejo, oidas las partes, estimase procedente la inter-
pretación, admitirá el recurso y dirimirá la contradicción, ambigüedad 
ú oscuridad que ofrezca la sentencia dentro de tercero dia. 
Art. 67. No tendrá lugar el recurso de interpretación respecto de la 
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sentencia una vez interpretada, ni respecto de la providencia de inter-
pretación (1). 
Sección segunda. 
D e l r e c u r s o de a p e l a c i ó n . 
Art. 68. Conforme á lo dispuesto en el art. 49 de la ley de organiza-
ción de los Consejos provinciales, sólo podrá apelarse de las sentencias 
dictadas ea primera instancia por dichos Consejos cuando el interés del 
litigio ó valor dé la demanda, pudiendo sujetarse á una apreciación ma-
terial, llegue á 2.000 rs. (2). 
Art. 69. La apelación se interpondrá necesariamente dentro de 10 
dias, contados desde la fecha de la notificación de la sentencia. 
Art. 70. La apelación se interpondrá para ante el Consejo Real, salvo 
el caso previsto en el art. 409 de la ley de Ayuntamientos (3). 
Art. 74. E l recurso de apelación no suspenderá la ejecución de la sen-
tencia, salvo si en ésta se hubiese mandado lo contrario. 
Art. 72. No podrá apelarse de las providencias interlocutorias: las 
nulidades y agravios que con ellas se causaren, se ventilarán y decidirán 
en el Consejo Real con los recursos de nulidad y apelación que se inter-
pongan de las sentencias definitivas. 
Sección tercera. 
Del recurso de nul idad para ante el Consejo Real. 
Art. 73. E l recurso de nulidad contra las sentencias definitivas dic-
tadas por los Consejos provinciales, sólo tendrá lugar en los casos si-
guientes: 
4.° Cuando el asunto no fuese de la competencia de la jurisdicción 
administrativa. 
(1) E l art . 97 de la ley de 1863 prohibe reformar los fallos; pero permite i n -
terpretarlos á instancia de parte. 
(2) Según el ar t . 9S de la repetida ley de 1863, de las sentencias de los Conse-
jos provinciales (hoy Comisiones) puede apelarse al de Estado, y ante éste p r o -
ceden los recursos de nul idad , á menos que la cuan t í a apreciable del l i t i g i o no 
llegue á 2.000rs., en cuyo caso no se admite ape lac ión . 
Como hoy no fal lan las Comisiones provinciales las cuentas de los A y u n t a -
mientos, la excepción hecha ropecto á ellas es inaplicable. 
(3) Véase lo dicho acerca del a r t í c u l o anterior. 
Por R. D . de 20 de Jimio de 1858 se dispuso que, admitida la apelación, se re -
m i t a n ios autos a l Consejo de Estado, dejando testimonio de lo necesario para 
l a ejecución de la sentencia cuando no se admita aqué l l a en el efecto suspensi-
vo , y que cuando no se admita la apelación podrá interponerse el recurso de 
queja. 
452 MANUAL 
2. ° Cuando no hubiere dictado la sentencia el número de los Conse-
jeros necesario. 
3. ° Cuando la sentencia fuere contraria en su tenor al texto expreso 
de las leyes, reales decretos y órdenes vigentes. 
4. ° Cuando alguna de las partes careciere de poder bastante ó de ca-
pacidad para litigar. 
5. ° Cuando alguna de las partes no hubiere sido emplazada en tiem-
po y forma. 
6. ° Cuando no se hubiere citado á alguna de las partes para prueba ó 
sentencia. 
7. ° Cuando se hubiere denegado la prueba necesaria para dictar justa 
sentencia. 
Art. 74. Para que proceda el recurso de nulidad en los casos prescri-
tos en los párrafos 4.°, S.0, 6.° y 7.° del artículo anterior, ha de haberse 
reclamado en primera instancia en tiempo y forma contra la nulidad. 
Art. 75. En negocios de mayor cuantía no podrá intentarse el recurso 
de nulidad por separado del recurso de apelación. 
En todo caso el recurso de nulidad se interpondrá dentro del mismo 
término y en la misma forma que el recurso de apelación. 
Art. 76. Incumbe al Jefe político interponer contra las sentencias 
gravosas á la Administración, los recursos establecidos en este capítulo. 
DISPOSICION GENERAL. 
Art. 77. En todos los casos é incidentes no previstos por este regla-
mento y por la ley de 2 de Abril del presente año, los Consejos se atem-
perarán á la legislación y jurisprudencia comunes, en cuanto su aplica-
ción sea compatible con el rápido curso de las cuestiones contencioso-
administrativas y con la letra y espíritu de dicha ley y reglamento (1). 
(1) E u todos los casos no comprendidos en el reglamento de 1.° de Octubre 
de 1845 se observarán : 
1. ° E l Reglamento del Consejo Real (abora de Estado), con las disposiciones 
posteriores que lo suplen ó modifican. 
2. ° E l derecbo c o m ú n (art . 13 del R. D . de 20 de Junio de 1858). 
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Reglamento de 30 de Diciembre de 18Í6 sobre el modo de proceder el 
Consejo Real en los negocios contenciosos de la Administra-
ción (1). 
TÍTULO PRIMERO. 
DE LA COMPETENCIA Y RÉGIMEN DEL CONSEJO REAL EN LOS NEGOCIOS 
CONTENCIOSOS DE LA ADMINISTRACION. 
CAPÍTULO PRIMERO. 
De las atribuciones del Consejo Real y de su Sección de lo conten-
cioso en los negocios de esta clase. 
Artículo!.0 Corresponde al Consejo Real conocer en primera y úni-
ca instancia: 
1. ° De las demandas contenciosas sobre el cumplimiento, inteligen-
cia, rescisión y efectos de los remates y contratos celebrados directa-
mente por el Gobierno ó por las Direcciones generales de los diferentes 
ramos de la Administración civil. 
2. ° De las demandas contenciosas á que den lugar las resoluciones 
de los Ministros de S. M. cuando el Gobierno acuerde préviamente some-
ter al conocimiento del Consejo las reclamaciones de las partes. 
3. ° De los recursos de reposición, aclaración y revisión de sus provi-
dencias y resoluciones/ 
Art. 2.° Compete igualmente al Consejo conocer en apelación y nu-
lidad de las resoluciones de los Consejos provinciales, y de las de cual-
quiera otra autoridad que entienda en primera instancia en negocios 
contencioso-administrativos. 
Art. 3.° La Sección de lo contencioso preparará las resoluciones fina-
les del Consejo, dictando al efecto las providencias de actuación que con-
viniere. 
CAPÍTULO II. 
Del Vicepresidente del Consejo, 
Art. 4.° E l Vicepresidente del Consejo hará el señalamiento de los 
negocios que deban verse en pleno; recibirá las excusas de asistencia de 
(1) M i é n t r a s no se publique la ley de que t ra ta el art. 70 de esta ley ob-
se rva rá eLConsejo de Estado, en cuanto no se oponga á l o que en ella se pres-
cribe, los reglamentos y disposiciones por los cuales se r ig ió el extinguido Con-
sejo Real y se rige actualmente el do Estado. ( A r t . 72, ley 17 Agosto 1860.) 
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los Consejeros; tendrá á su cargo la policía de los estrados; llevará en 
ellos la palabra, de la que nadie podrá usar sin su permiso, y autoriza-
rá todos los acuerdos y providencias que se dicten. 
Art. 5.° E l Vicepresidente oirá las quejas que le dieren los interesa-
dos sobre retardación de sus expedientes ú otros abusos que merezcan 
particular providencia; tomará la que estuviere en sus atribuciones, y 
promoverá las que respectivamente correspondan al Consejo y á la Sec-
ción. 
Art. 6.° En defecto del Vicepresidente del Consejo, hará sus veces el 
de la Sección de lo contencioso, y en defecto de éste los de las demás 
Secciones por el orden de su precedencia. 
CAPÍTULO III. 
Del Vicepresidente de la Sección de lo contencioso. 
Art. 7.° E l Vicepresidente de la Sección de lo contencioso desempe-
ñará respecto á ella las atribuciones que en orden al Consejo quedan 
declaradas á favor del que le presida. 
Art. 8.° Además dictará en la Sección las providencias de mera sus-
tanciacion que no hayan de motivarse. 
Art. 9.° En defecto del Vicepresidente harán sus veces por el orden 
de su precedencia los demás Vocales de la Sección. 
CAPÍTULO IV. 
Del Ponente. 
Art. 40. En cada negocio habrá un Consejero ponente, nombrado por 
el Vicepresidente de la Sección. 
Art. 11. E l Ponente hará de Ptelator ante el Consejo siempre que lo 
tenga por conveniente, y además cuando lo exija la gravedad del nego-
cio, á juicio del Vicepresidente de la Sección. Propondrá asimismo el Po-
nente á ésta las providencias que deban fundarse y los puntos de hecho 
y de derecho sobre que hayan de recaer las decisiones, y extenderá to-
das las providencias motivadas y la resolución final del Consejo. 
Art. 12. Guando el Ponente se separe del dictámen que ha de some-
terse al Consejo, el Vicepresidente de la Sección nombrará otro de sus 
individuos para que sostenga la discusión en Consejo pleno. 
Art. 13. E l Ponente podrá elegir un Auxiliar para que le ayude en 
el desempeño de su cargo. 
CAPÍTULO V. 
Del Fiscal y de los Abogados fiscales. 
Art. 4-i. E l Fiscal representará y defenderá por escrito y de palabra 
á la Administración, y á las Corporaciones que estuvieren bajo su espe-
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cial inspección y tutela cuando no litiguen con ella ó entre sí mismas. 
El Gobierno podrá, sin embargo, cuando lo estime conveniente, desig-
nar un Consejero extraordinario, ú otro comisionado de su confianza que 
desempeñe dicho encargo en determinados negocios. 
Art. 45. Los Abogados fiscales serán los auxiliares del Fiscal en el 
despacho de su oficio, y trabajarán á sus órdenes y bajo su dirección. 
Art. 16. En defecto del Fiscal hará sus veces el Abogado fiscal que el 
Vicepresidente designe. 
Art. 47. Aun cuando el Ministerio fiscal no defienda á una de las par-
tes, podrá ser oido si la Sección de lo contencioso lo estima conve-
niente. 
Art. 48. E l Fiscal tendrá el mismo tratamiento y categoría que el Se-
cretario general del Consejo. Los Abogados fiscales tendrán el de los auxi-
liares de mayor categoría. 
CAPÍTULO VI. 
Del Secretar io . 
Art. 49. Será Secretario de la Sección de lo contencioso el que lo fue-
re del Consejo. 
Desempeñará en la Sección y el Consejo las atribuciones que están de-
claradas á los Secretarios de los Consejos provinciales por el art. 6.° del 
reglamento de 1.° de Octubre de 4845, excepto las de Relator. 
Art. 20. E l Secretario llevará un libro de registro de entrada y salida 
de los negocios; otro de las providencias de la Sección y votos particula-
res á que las mismas hayan dado lugar; otro de las resoluciones defini-
tivas del Consejo, y los demás que la Sección ó el Consejo prescribieren. 
En los libros de providencias y resoluciones se guardará lo prevenido 
perlas leyes acerca de los protocolos ó registros de las escrituras públicas. 
E l que presida la Sección rubricará todas las hojas de estos libros, fir-
mando en la primera una nota en donde exprese el número de hojas de 
que consten. 
Art. 24. E l Secretario dará cuenta de los negocios por el orden rigo-
roso de entrada, si el Vicepresidente de la Sección no acordare otra cosa. 
Art. 22. En defecto del Secretario hará sus veces el Auxiliar que 
nombre el Vicepresidente de la Sección. 
Art. 23. E l Secretario tendrá por escrito y de palabra el tratamiento 
de Señoría. 
CAPÍTULO VIL 
De los A u x i l i a r e s . 
Art. 24. Los Auxiliares ayudarán al Ponente y al Secretario en el des-
empeño de sus respectivos cargos, en los términos en que lo disponga el 
30 
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Vicepresidente de la Sección; y ejercerán además el oficio de Relator 
cuando no lo desempeñe el Ponente. 
Art. 23. Los negocios se distribuirán entre los Auxiliares de la Sección 
por rigoroso turno de entrada. 
Sin embargo, el Vicepresidente podrá alterar el turno cuando lo esti-
me conveniente. 
Art. 26. E l Ponente que desempeñe el cargo de Relator, hará relación 
desde su asiento. 
Cuando desempeñe aquel cargo un Auxiliar, tomará asiento en la Sec-
ción ó en el Consejo pleno al lado del Secretario. 
CAPÍTULO VIII . 
De los Abogados del Consejo. 
Art. 27. En los asuntos contenciosos, las partes contrarias á la Ad-
ministración estarán representadas y serán defendidas por Abogados del 
Consejo. 
Son Abogados del Consejo todos los incorporados en el Colegio de Ma-
drid que tengan abierto su bufete. 
Art. 28. L a Sección podrá permitir que las partes actúen y se defien-
dan par sí mismas en los negocios donde no creyere necesario el minis-
terio de los Abogados. 
CAPÍTULO IX. 
Be los uj ieres . 
Art. 29. Para el despacho de los negocios contenciosos habrá por aho-
ra cuatro ujieres. 
Estos desempeñarán en la Sección y el Consejo las atribuciones expre-
sadas en el art. 9.° del reglamento de los Consejos provinciales de 4.° de 
Octubre de 4845. 
Art. 30. Los ujieres serán nombrados por el Ministerio de la Gober-
nación. 
Art. 34. E l Vicepresidente del Consejo y el de la Sección de lo conten-
cioso podrán suspender por tres meses á lo más á los ujieres, y proponer 
con justa causa su destitución. 
CAPÍTULO X. 
De las recusaciones de los Vocales del Consejo. 
Art. 32. Los Vocales del Consejo podrán ser recusados por las causas 
expresadas en el art. 43 del reglamento de 4.° de Octubre de 4845, ú 
otras equivalentes á juicio del Consejo. 
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Art. 33. Cuando los hechos en que se funde la recusación sean ante-
riores al pleito, no podrán proponerla los litigantes después de haber 
contestado á la demanda, ó deducido excepción dilatoria, ó de haberse 
mejorado la apelación ó recurso de nulidad; salvo si los hechos vinieron 
posteriormente á su noticia, en cuyo caso deberán hacerlo luégo que lo 
tuvieren. 
No podrá proponerse la recusación en ningún caso cuando hubiere em-
pezado á verse el proceso en Consejo pleno. 
Art. 34. E l litigante que faltare á la verdad suponiendo no haber lle-
gado á su noticia la causa de recusación en tiempo hábil, será corregido 
con multa que no exceda de 6.000 rs. 
Art. 35. La recusación se propondrá por escrito y se comunicará por 
medio de oficio al recusado, el cual responderá en la misma forma. 
Art. 36. Si no se diere el Consejero por recusado, la Sección recibirá 
á prueba la recusación, si lo estimare necesario, y propondrá al Consejo 
la providencia que crea justa. 
Art. 37. E l recusado no podrá asistir á la vista y á la votación del in -
cidente de recusación. 
Admitida ésta, el recusado se abstendrá de conocer en el negocio. 
CAPÍTULO XI. 
De las audiencias públicas y policía de los estrados. 
Art. 38. Los Consejeros, Auxiliares, empleados y Abogados del Con-
sejo asistirán á las audiencias públicas en traje de ceremonia. 
Art. 39. Los ujieres usarán el mismo traje de ceremonia que los por-
teros de estrados del Supremo Tribunal de Justicia. 
Art. 40. Los Abogados se presentarán con el traje propio de su pro-
fesión. 
Art. 41. Con arreglo á lo dispuesto en el art. 9.° de la ley de 6 de Ju-
lio de 1843, no asistirán á la deliberación y fallo de los asuntos conten-
ciosos los Consejeros extraordinarios. 
Los Consejeros ocuparán sus asientos por el orden de antigüedad de 
sus respectivos nombramientos. En igualdad de fechas de éstos, obten-
drá la preferencia el Consejero de más edad. 
También asistirán todos los Auxiliares del Consejo ocupando asientos 
inferiores, y colocándose por el orden de su clase, antigüedad y edad. 
Art. 42. E l Fiscal y los Abogados fiscales, cuando asistan á estrados, 
ocuparán á la derecha una asiento separado con bufete por delante. 
Art. 43. En los estrados de la Sección y del Consejo los concurrentes 
estarán descubiertos y guardarán silencio y compostura, obedeciendo 
con puntualidad las disposiciones que para mantener el orden dictare 
el que presida. 
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Art. 44. E l que osare interrumpir la vista del proceso ú otro acto 
oficial de la Sección ó del Consejo, dando señales de aprobación ó des-
aprobación, ó perturbando de cualquier otro modo el orden, será llama-
do á él por el que presida, y expulsado si no obedeciere á la primera 
intimación. 
En caso de resistir ó de agravar con demostraciones irreverentes su 
desacato, será arrestado y corregido en el acto con prisión que no exce-
da de cinco dias, ó con multa que no pase de 200 rs. 
Art. 4S. Si el perturbador ó perturbadores se propasaren á amenazar 
ó ultrajar á l o s Vocales ó subalternos del Consejo en el acto de ejercer 
sus oficios, la corrección de que habla el artículo anterior podrá au-
mentarse, según las circunstancias, á un mes de prisión y 1.000 rs. de 
multa. 
Art. 46. Llegando el desacato á constituir un atentado que merezca 
pena mayor, serán arrestados los delincuentes y puestos con la sumaria 
del exceso á disposición del Juzgado ó Tribunal competente. 
CAPÍTULO XII. 
De los informes anuales relativos al despacho de los negocios con--
tenciosos. 
Art. 47, En 1.° de Marzo de cada año remitirá la Sección al Ministerio 
de la Gobernación un estado de los negocios fenecidos en el curso del 
año próximo anterior, y de los que habiéndose empezado en él ó ántes. 
quedaren pendientes. • 
Art. 48. Respecto á los pendientes y, fenecidos, se expresará si se ins-
truyeron en rebeldía ó por recurso de aclaración, revisión, apelación ó 
nulidad. 
Art. 49. Además de las noticias que ha de comprender el estado refe-
rido, la Sección, al remitirle, dará cuenta de los abusos que hubiese no-
tado en la actuación de la justicia administrativa, con las observaciones; 
que le hubiere sugerido la experiencia para corregir dichos abusos y 
perfeccionar el procedimiento. 
E l Fiscal añadirá á las de la Sección sus propias observaciones. 
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TÍTULO II . 
DEL ORDEN DE PROCEDER ANTH EL CONSEJO EN PRIMERA. Y ÚNICA 
INSTANCIA. 
CAPÍTULO PRIMERO. 
De la demanda. 
Art. 50. En los negocios que se entablen á instancia de la Administra-
ción, se incoará el procedimiento con una memoria que presentará al 
Consejo el Fiscal á virtud de orden é instrucciones del respectivo Minis-
tro de la Corona. 
Art. M. Las demandas contra la Administración se remitirán por el 
Vicepresidente del Consejo al Ministerio de donde dimane la resolución 
•que las produjere. 
Art. 52. Si en vista de la demanda estimare desde luégo el Ministro 
de la Corona que procede la vía contenciosa, remitirá el expediente al 
Consejo para el curso correspondiente. 
Si el Ministro de la Corona no lo estimare así desde luégo, oirá guber-
nativamente al Consejo sobre esta cuestión prévia, y la resolverá en vista 
•de la consulta sin ulterior recurso. 
En todo caso la resolución del Ministro ha de dictarse dentro de un 
mes, contado desde la fecha de la remisión de la demanda á la respecti-
va Secretaría (1). 
(1) Por E . D . de 11 de Noviembre de 1851 se dijo, para aclarar este a r t í c u l o , 
lo siguiente: 
"La inteligencia y apl icac ión p rác t i ca del ar t . 52 del reglamento del Consejo 
Eeal, aprobado por m i E . D . de 30 de Diciembre de 1846, ha ofrecido dudas que 
es preciso aclarar para evitar conflictos á la A d m i n i s t r a c i ó n . L a segunda parte 
del articulo expresado carece de la necesaria apl icación, pues imponiéndose en 
é l l a obligación a l Minis t ro de la Corona de oir p r é v i a m e n t e a l Consejo cuando 
no estimare desde luégo procedente la v ía contenciosa, nada establece para los 
casos en que, sin negarse de u n modo absoluto, se aplaza ú n i c a m e n t e para cuan-
do en el expediente gubernativo haya sido resuelta definitivamente la sol ic i -
t u d que sea objeto de la demanda. Esta omisión, sea ciialfuere l a i n t e rp r e t ac ión 
que se dé a l a r t ícu lo , puede producir entorpecimientos, y causar perturba-
ción de atribuciones que deben prevenirse; y para ello, de acuerdo con lo ex-
puesto por el Consejo de Ministros, Vengo en declarar, como regla general y de 
inmediata ap l icac ión para lo sucesivo, que cuando por el Minis ter io respecti-
vo á quien corresponda proponerme l a resoluc ión acerca de la procedencia de l a 
v í a contenciosa no se estimase és t a desde luégo afirmativamente, se oiga siem-
pre el parecer del Consejo Eeal sobre esta cuest ión p rév ia , s egún y para los 
efectos que en dicho art. 52 se expresan; en tendiéndose de este modo aclarada, 
la segunda parte del referido a r t í cu lo .n 
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Art. S3. Las demandas y memorias se extenderán con claridad y pre-
cisión, refiriendo sencillamente los hechos que las motiven y la preten-
sión que se deduzca. 
Art. M. Antes de fijarse la pretensión, se extenderá por párrafos nu-
merados un resumen de los puntos de hecho y de derecho en que se 
funde. 
Art. 55. Con toda demanda y memoria se producirá copia simple ín-
tegra y literal de las escrituras y documentos que sirvan de apoyo á la 
solicitud. 
Si la escritura ó documentos excedieren de 25 pliegos, bastará que ei 
original, si no tuviere matriz, se ponga de manifiesto en la Secretaría 
del Consejo, ó si la tuviere, se entregue bajo recibo á la parte conten-
diente. 
Art. 56. Las escrituras posteriores á la demanda, ó Cuya noticia hu~ 
hiere llegado posteriormente al actor, las producirá éste desde luégo, ú 
ofrecerá entregarlas ó exhibirlas en los términos y con la distinción ex-
presados en el artículo precedente. 
E l que hubiere maliciosamente retrasado su presentación, incurrirá 
en multa. 
Art. 57. En ninguna demanda ni escrito se prestará juramento al-
guno. 
Art. 58. Toda demanda de particulares deberá estar firmada por un 
Abogado del Colegio de Madrid, prévio el correspondiente poder, ó por 
los mismos interesados. 
Art. 59. La demanda que se dirija contra particular ó corporación., 
se entregará á un ujier para que haga el emplazamiento. 
Cuando se dirija contra la Administración la demanda, devuelta que 
sea ésta por el Ministro de la Corona al Vicepresidente del Consejo para 
el curso correspondiente, se entregará á un ujier para que emplace al 
Fiscal. 
Art. 60. E l defensor, tutor, albacea, heredero, administrador y cual-
quiera otro que comparezca en juicio como parte en representación aje-
na, firmará la demanda y justificará documentalmente la personalidad, 
que se atribuya. 
A ninguna solicitud que carezca de este requisito se dará curso^ pena 
de nulidad. 
Art. 61. Sobre ninguna demanda podrá proveerse sin citación del de-
mandado, salvo las providencias interinas que se dieren en los casos 
permitidos por derecho. 
Art. 62. Las demandas se harán saber á las partes por diligencia de 
ujier. 
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CAPÍTULO II. 
De las diligencias de ujier. 
Sección primera. 
De las diligencias de notificación y c i tac ión en general. 
Art. 63. Toda diligencia de notificación ó citación que se practique 
fuera de los estrados de la Sección ó del Consejo, se hará por un ujier 
del mismo. 
. Art. 64. Toda diligencia de citación y notificación por medio de ujier 
se extenderá: 
En una cédula origina!para la parte que la promueva. 
En una ó tantas copias del original como fueren las partes que hayan 
de ser citadas ó notificadas. 
Art. 65. En el original y copia de toda cédula se hará constar: 
Su fecha, el nombre, apellido, profesión, domicilio ó residencia del 
actor y del citado ó notificado, y cualquiera otra circunstancia que faci-
lite el conocimiento exacto de ellos y sea notoria. 
E l lugar en que se deje la copia, la persona á quien se lea y entregue, 
y la firma de ésta. 
E l nombre, apellido y firma del ujier que la autorice. 
Art. 66. La cédula expresará además la casa que la parte, á cuya so-
licitud se haya expedido, eligiere para que en ella se le comuniquen las 
notificaciones y traslados. 
Toda comunicación ulterior concerniente á la parte habrá de hacerse 
en la casa elegida, y en su defecto al Promotor fiscal más antiguo de 
Madrid. 
Art. 67. Copia de la cédula será leida y entregada en propia mano á 
la persona á quien concierna, ó á las personas que se expresarán en los 
artículos siguientes. 
Art. 68. Si la persona citada no estuviere en casa, se leerá y dejará 
la cédula á uno de sus parientes, familiares ó domésticos, con encargo 
de que se la entreguen. 
Si el ujier no hallare pariente ni criado á quien dejarla, entregará la 
cédula á un vecino, y en defecto de vecino al Promotor fiscal. 
Art. 69. Cuando la notificación ó citación hubiere de hacerse á una 
persona ausente de Madrid, se le comunicará por medio de despacho ai 
Juez del pueblo de su domicilio. 
Cuando la notificación ó citación hubiere de hacerse en los dominios 
españoles de Indias, se dirigirá el despacho por conducto del Ministerio 
de Ultramar, y por el de Estado si la persona que ha de ser citada se 
hallare en país extranjero. 
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Art. 70. Si la parte á quien se dirija la notificación ó citación no tu-
viere domicilio fijo, ó se ignorare su paradero, se insertará la cédula en 
la Gaceta oficial y en el Boletín de la provincia donde se sepa que resi-
día últimamente. 
Art. 71. E l Promotor fiscal dará aviso sin demora á los interesados, 
cuyo paradero sepa, de las cédulas que para ellos hubiere recibido. 
Además llevará un registro donde sentará en resumen las cédulas, ex-
presando la fecha en que las hubiere recibido y despachado. 
Art. 72. Ninguna cédula será leida ni entregada en días feriados sin 
habilitación de la Sección de lo contencioso. 
E l auto de la habilitación se insertará en la cédula original y en sus 
copias. 
Art. 73. No pódrá entregarse ninguna cédula ántes de salir ni des-
pués de ponerse el sol. 
Art. 74. Ningún ujier podrá autorizar cédula alguna ni diligencia 
en la cual tengan interés ellos, sus mujeres legítimas ó sus parientes 
consanguíneos ó afines hasta el cuarto grado inclusive. 
Art. 7S. Será nula toda cédula en que se falte á lo dispuesto en los 
arts. 64, 65, 66, 67, 70, 72, 73 y 74. 
Sección segunda. 
De las diligencias de emplazamiento en part icular . 
Art. 76. En las diligencias de emplazamiento se observarán las for-
malidades prevenidas respecto á las de simple notificación ó citación , y 
asimismo las siguientes. 
Art. 77. La cédula de emplazamiento contendrá so pena de nulidad: 
1. ° E l nombre del Consejo. 
2. ° E l día de audiencia pública señalado por este reglamento ó por 
el Tribunal, para que los litigantes comparezcan en persona ó por me-
dio de Abogados. 
3. ° Copia literal de la demanda. 
4. ° Copia ú oferta de entregar ó poner de manifiesto los documentos 
ó escrituras en que se funde la demanda, con arreglo á lo prevenido en 
el art. 55. 
De los documentos y escrituras se entregará tan sólo una copia, 
aunque los emplazados sean más de uno, si lo fueren marido y mujer, ó 
personas que tengan un interés común en el negocio. 
En la cédula original firmará el recibo de los documentos la persona 
á quien se entreguen; y si no supiere, un testigo á su ruego. 
Art. 78. E l término del emplazamiento será el de nueve días, y uno 
más por cada cinco leguas de distancia. 
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La Sección, sin embargo, al señalar dicho término, tendrá en cuenta 
el estado de las comunicaciones. 
Art. 79. Los Ayuntamientos de los pueblos serán emplazados en la 
persona de los Alcaldes; y por regla general el emplazamiento se enten-
derá con el Jefe económico de cualquier establecimiento público, cuando 
sea demandado alguno de esta clase. 
Art. 80. En representación de las compañías industriales ó corpora-
ciones de otra especie, serán emplazados sus jefes ó directores. 
CAPÍTULO I I I . 
De la comparecencia de las partes en virtud del emplazamiento. 
Art, 81. E l dia penúltimo del emplazamiento, el actor presentará la 
cédula original en la Secretaría del Consejo. 
Art. 82. Por el orden de las fechas de presentación de las cédulas se 
despacharán los procesos, si no dispusiere otra cosa el Vicepresidente de 
la Sección. 
Art. 83. En el dia señalado en la cédula del emplazamiento compa-
recerán las partes ante la Sección por sí ó por medio de Abogado, con 
arreglo á lo prevenido en los arts. 27 y 28. 
Art. 84. La parte que no hubiere señalado domicilio para las notifi-
caciones y traslados, lo verificará á más tardar el dia del emplazamiento. 
Art. 85. Todas las notificaciones hasta la ejecución de la sentencia 
inclusive, que hayan de hacerse á las partes fuera de estrados, se practi-
carán por cédula en la casa elegida, á no ser que la parte hubiere desig-
nado otra casa, ó que haya trascurrido más de un año desde el pronun-
ciamiento de la sentencia. 
En tales casos, y en el de no haberse elegido casa, se harán las notifi-
caciones con arreglo á lo dispuesto en el capítulo anterior. 
CAPÍTULO IV. 
De las excepciones dilatorias. 
Art. 86. Las excepciones dilatorias son las siguientes: 
4.a Falta de personalidad en el actor por carecer de las calidades 
necesarias para pedir en juicio, ó por no acreditar el carácter ó represen-
tación con que reclama. 
2. a Falta de personalidad én el Abogado defensor por insuficiencia ó 
ilegalidad del poder. 
3. a Incompetencia del Consejo. 
4. a Litispendencia. 
Art. 87. Si el actor fuere extranjero, el demandado podrá excusarse 
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de contestar la demanda, miéntras aquél no dé fianza de pagar las cos-
tas y los gastos y perjuicios que ocasione el proceso, ó no deposite la 
suma equivalente. 
Art. 88. En el, término del emplazamiento propondrá el demandado 
de una vez todas las excepciones dilatorias, comunicándolas al actor 
por traslado en la forma determinada por el art. 77. 
Las que propusiere después no podrán suspender el curso de la de-
manda. 
Dentro de seis dias deberá contestar el actor al escrito en que se pro-
ponga el artículo de no contestar; y pasados, proveerá la Sección lo que 
fuere de justicia. 
CAPÍTULO V. 
Be la discusión escrita. 
Art. 89. E l demandado contestará á la demanda dentro de 20 dias, 
contados desde el siguiente al del emplazamiento, si no Hubiere pro-
puesto dilatorias ó desde el siguiente al de la notificación de la providen-
cia en que se hubieren desestimado dichas excepciones. 
Art. 90. En el caso del artículo anterior, la Sección, si estimare ne-
cesario que el actor replique y que el demandado contrareplique, podrá 
concederles sucesivamente el término de 10 dias para este efecto. 
Art. 91. La parte que intente apoyar su pretensión en hechos los 
articulará con precisión; y la contraria, á quien perjudiquen, los confe-
sará ó negará llanamente. 
E l silencio ó las respuestas evasivas podrán estimarse como confesión 
de los hechos á que se refieren. 
Art. 92. Dichos escritos comprenderán: 
1. ° Los fundamentos y alegaciones de las partes de una manera su-
maria por párrafos numerados. 
2. ° Las pretensiones respectivas. 
Art. 93. Los Abogados de las partes y de la Administración se comu-
nicarán entre sí copia de dichos escritos autorizada con su firma. 
La entrega se hará constar por medio de recibo extendido al pié de 
los originales. , 
En el recibo se expresará el término del traslado ó comunicación. 
Art. 94. Concluida que sea la discusión escrita, los litigantes exhibi-
rán en la Secretaría los escritos originales y los documentos justificati-
vos de su intención, los cuales se entregarán á los funcionarios que ha-
yan de hacer el informe y la relación del proceso para que se instruyan 
y preparen. 
Art. 95. Terminada la discusión escrita se señalará dia para la vis-
ta, haciéndose saber por cédula. 
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Art. 96. Después de contestada la demanda no podrá variarse, salvo 
si el actor desiste de ella. 
CAPÍTULO VI. 
De la vista de los procesos ante el Consejo pleno. 
Art. 97. Los procesos se verán á puerta abierta, salvo si la publicidad 
pudiere causar escándalo: áun en este caso no podrán verse á puerta cer-
rada, si no lo acordare el Consejo, oyendo en voz al Fiscal. 
Art. 98. En los informes no podrá hacerse mérito de documentos de 
los cuales no se hubieren entregado copias á las partes, ú ofrecídose en-
tregar ó exhibir con arreglo á los arts. 55 y 56. 
Art. 99. En la vista informará una vez el actor y otra el demandado, 
salvo si el que presidiere estimare necesario que repliquen múttia-
mente. 
Art. 400. Si una de las partes hubiere demorado con malicia la pre-
sentación en la Secretaría de los escritos y documentos, con arreglo al 
art. 94, el Consejo podrá fallar el proceso en vista sólo de los de su ad-
versario. 
CAPÍTULO VII. 
De la actuación en rebeldía. 
Art, 101. No compareciendo un litigante en virtud del emplazamien-
to, ó no contestando á la demanda en el término señalado, el proceso 
será sentenciado en rebeldía, si la acusare su adversario. 
L a rebeldía podrá acusarse por escrito, que se producirá en la Secre-
taría del Consejo, ó de palabra, que extenderá por diligencia el Secreta-
rio, y firmará el acusante. 
Art. 102. Acusada la rebeldía, el actor obtendrá lo que pidiere en su 
demanda en cuanto no fuere injusta. 
Art. 103. Si el contumaz fuere el actor, el demandado será absueito 
de la demanda. 
Art. 104. Para mejor proveer en rebeldía, el Consejo podrá mandar 
practicar de oficio la prueba que estime conveniente, con tal que no sea 
la de testigos. 
Art. 105. No se declarará la rebeldía contra el demandado, y se 
mandará emplazar de nuevo en el caso de que hubiere sido nula la cé-
dula de emplazamiento. 
Art. 106. Si por fuerza mayor y notoria alguna de las partes no pu-
diere comparecer en el término del emplazamiento, el Consejo suspen-
derá la declaración de la rebeldía, y podrá ordenar que el litigante sea 
nuevamente emplazado. 
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Art. 107. Cuando fundándose la demanda en un mismo título, y te-
niendo un mismo objeto contra diferentes personas, las unas incurran 
en rebeldía y las otras no, el Consejo, si no estimare conveniente fallar 
desde luego en rebeldía, podrá suspender su decisión hasta pronunciar 
la definitiva respecto á todos los demandados. 
Art. 408. La sentencia dictada en rebeldía, además de notificarse 
por cédula, se fijará en la tabla de anuncios del Consejo, y se insertará 
en la Gaceta oficial. 
La inserción se acreditará poniendo en el proceso un ejemplar de la 
Gaceta. 
La fijación se acreditará por diligencia del Secretario. 
Art. 109. Al contumaz declarado no se prestará audiencia ni se ad-
mitirá recurso alguno, salvo el de rescisión. 
Art. 110. La parte condenada en rebeldía podrá solicitar la rescisión 
de la sentencia dentro de 15 dias, contados desde el siguiente al de su 
notificación. 
Art. 111. Si el condenado en rebeldía estuviese ausente, el Consejo 
podrá señalarle en la sentencia un plazo más largo para que pueda soli-
citar su rescisión. 
Art. 112. Aunque sean pasados dichos plazos, el condenado en rebel-
día podrá, á juicio del Consejo, solicitar la rescisión, acreditando que no 
ha podido tener noticia de la demanda ni sentencia, ó solicitar la mis-
ma rescisión por ausencia, enfermedad grave ú otro accidente seme-
jante. 
Art. 113. En el caso del artículo anterior no se admitirá el recurso 
que entable el condenado, si estando éste presente le dedujere después 
de pasados los 15 dias posteriores al de haber cesado el impedimento, 
ó haber llegado á su noticia la demanda, la sentencia ó alguna diligen-
cia de su ejecución; ó si estando ausente, dedujere el recurso después 
de pasado el término preciso para hacerlo según las distancias. 
Art. 114. Tampoco se admitirá el recurso un año después de haber 
tenido cumplido efecto la sentencia en rebeldía, en el caso de que ésta 
no se haya notificado. 
Art. 115. E l recurso de rescisión se comunicará, so pena de nulidad, 
por cédula de emplazamiento. 
E n la cédula se señalará para comparecer el término de seis dias, ó la 
audiencia inmediata al último de éstos. 
Art. 116. E l recurso de rescisión deducido en la forma prescrita y 
plazos señalados, suspenderá la ejecución de la sentencia en rebeldía; á. 
ménos que el Consejo al dictarla no hubiere ordenado su ejecución, sin 
perjuicio de la rescisión, y prévia fianza ó sin ella. 
Art. 117. En el caso del art. 112, no se suspenderá la ejecución de la 
sentencia si el Consejo no lo mandare al admitir el recurso de rescisión. 
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Art. 118. Si se rescindiere la sentencia, continuará la actuación des-
de el punto en que se hallaba ántes del incidente de rebeldía. 
Art. 119. E l Consejo podrá mandar que se guarde, ó rescindir en todo 
ó en parte su primera sentencia dictada en rebeldía. Al margen de la mi-
nuta de la sentencia en rebeldía se hará mención de la que recayere en 
virtud del recurso de rescisión. 
Art. 120. En el caso del art. 107, la sentencia que recayere sobre el 
recurso de rescisión aprovechará á las partes condenadas en juicio con-
tradictorio: l . 0S i la sentencia descansare en fundamentos comunes, 
pero desconocidos á dichas partes, ó cuya prueba haya dependido de los 
contumaces. 2.° Si la condena fuere indivisible. 
Art. 121. La parte que por segunda vez fuere condenada en rebeldía 
nO podrá entablar el recurso de rescisión en el mismo negocio. 
CAPÍTULO VIII. 
De las actuaciones de prueba en general. 
Art. 122. En los negocios en que el punto litigioso no pueda ser falla-
do desde luégo en definitiva, la Sección, á propuesta del Ponente, podrá 
ordenar á petición de parte ó para mejor proveer: 
Que las partes ó una de ellas jurén posiciones; 
Que se practique información de testigos, reconocimiento de peritos, 
inspección Ocular, cotejo de documentos; 
Y cualquiera otra diligencia probatoria que sea conducente al descu-
brimiento de la verdad. 
Art. 123. La Sección podrá delegar en los Jueces de .partido, ó en uno 
de sus Vocales ó Auxiliares, las diligencias probatorias que se hubieren 
de practicar en Madrid: para las que se hubieren de ejecutar fuera, co-
misionará á los respectivos Jueces ó Alcaldes, según lo estime. 
En el caso de este articulólos Jueces delegados guardarán en la pro-
banza las disposiciones de este reglamento concernientes á ella. 
Art. 124. En toda providencia sobre prueba se señalará el dia en que 
la diligencia deba evacuarse ante la Sección, ó darse cuenta de ella. 
Art. 125. Las diligencias de prueba se harán saber á las partes en la 
forma ordinaria prescrita por este reglamento. 
Art. 126. Si la providencia se dictare en rebeldía, el contumaz podrá 
solicitar su rescisión en la forma y términos prescritos en el capítulo 
precedente. 
Art. 127. Las diferentes actuaciones de prueba se practicarán en au-
diencia pública, salvo los actos que deban ejecutarse fuera de los estra-
dos para evitar escándalo. 
Art. 128. Las partes podrán veí" las actuaciones de prueba en la Se-
cretaría : , , 
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Art. 129. Concluida la prueba, se procederá á la vista del negocio sin 
nuevos escritos ni alegatos. 
CAPÍTULO IX. 
De las posiciones. 
Art. 130, Después de contestada la demanda, y antes de verse el plei-
to en definitiva, podrá cada parte pedir que su adversario responda con 
Juramento ó sin él á posiciones concernientes al punto litigioso. 
Antes de contestar á la demanda podrá pedirlo cada parte si las posi-
ciones condujeren á cerciorarse de la capacidad de su adversario para 
comparecer en juicio, ó del carácter ó representación con que haya de 
litigar. 
Art. 431. No podrán exigirse nuevas posiciones sobre hechos que ha -
yan sido una vez objeto de ellas. 
Art. 132, E l que hubiere de ser interrogado, será citado para el acto 
por cédula con un dia de intervalo, y bajo apercibimiento de que se le 
podrá estimar confeso, si no asistiéndole justo motivo dejare de compa-
recer á declarar. 
En caso de urgencia podrá reducirse á horas el término señalado, 
Art. 133. La parte que no quisiere consignar en escrito las posicio-
nes, reservándose manifestarlas en el acto del interrogatorio, podrá ha-
cerlo, pidiendo únicamente que la contraria sea citada al efecto. 
En el dia señalado para evacuar las posiciones, el interesado las ma-
nifestará á la Sección, y ésta las mandará extender, é interrogará sobre 
ellas si fueren pertinentes y admisibles. 
Art. 134. E l que presida examinará á la parte sobre cada hecho, y so-
bre todas las circunstancias que sean conducentes á la averiguación de la 
verdad. 
Cada parte responderá por sí misma de palabra, sin valerse de nin-
gún borrador de respuesta, á presencia de la contraria, si asistiere. Si 
ésta no asistiere, se celebraiá careo entre ellas. 
Los Consejeros, con la vénia del que presida, podrán hacer además á 
las partes las nuevas preguntas que estimen oportunas. 
Art. 13o. Las partes podrán hacerse recíprocamente las preguntas y 
observaciones que juzguen convenientes con permiso y por medio del 
que presida; pero sin atravesar la palabra ni interrumpirse. 
Art. 136. E l Secretario leerá su declaración á la parte, preguntándo-
la si persiste en ella ó tiene algo que añadir ó variar. 
Si añadiere ó variare algo á lo dicho, se extenderá á continuación; ex-
presando en todo caso la circunstancia, cuando ocurriere, de haber 
rehusado ó no podido firmar. 
Art. 137. Si no asistiéndole justo motivo no compareciere la parte á 
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declarar, ó compareciendo rehusare responder, ó respondiere de una 
manera evasiva ó ambigua, el Consejo podrá estimarla confesa. 
Art. 138. Si una parte alegare achaque ó enfermedad grave que la 
impida comparecer, el Consejo podrá comisionar á un Consejero ó Auxi-
liar que le reciba declaración en su casa ante el Secretario, á presen-
cia ó fuera de la presencia de la otra parte, según lo aconsejaren las 
circunstancias. 
Art. 139. Si el comisionado, al trasladarse á la casa de la parte, ave-
riguare que ha podido comparecer, diferirá el interrogatorio á la próxi-
ma audiencia pública, y en ella será condenada la que alegare falso im-
pedimento para no comparecer en una multa, que no podrá exceder 
de 1.000 rs. vn. 
Art. 140. Si la parte no residiere en Madrid se librará despacho con 
los insertos necesarios, fijando término para la devolución del interro-
gatorio evacuado. 
Art. 141. No se pedirán posiciones al Fiscal ó quien hiciere sus veces 
en representación del Estado. En su lugar, la parte contraria á la Ad-
ministración propondrá por escrito las preguntas que quiera hacer. Los 
empleados de la Administración á quienes conciernan los hechos, eva-
cuarán las preguntas por vía de informe, y por conducto de la persona 
que represente al Estado. 
CAPÍTULO X. 
De la -prueba de testigos. 
Art. 142. La providencia en que se admita la información testifical 
expresará los hechos sobre que deba ésta recaer, los cuales serán preci-
sos y conducentes. 
Art. 143. Tres días ántes del señalado para la información se pon-
drá de manifiesto en la Secretaría una lista expresiva de los nombres, 
profesión y domicilio de los testigos presentados por las partes. 
Cada una de estas partes podrá oponerse á que sea examinado el tes-
tigo que no estuviere incluido ó claramente designado en la lista res-
pectiva. 
Art. 144. Los testigos que rehusen presentarse voluntariamente á de-
clarar, serán citados por cédula con dos días al ménos de anticipación al 
señalado para su exámen en audiencia pública. 
Serán citados á instancia de la parte que los presente, y en virtud del 
auto en que se admita la información, sin que pueda dejárseles copia 
de éste ni de interrogatorio alguno. 
Art. 145. La Sección podrá proveer: 
1.° Que el testigo inobediente sea conducido á su presencia por la 
fuerza pública. 
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2.° Que esté arrestado hasta el dia señalado para recibírsele su de-
claración, si no pudiere tomársele desde luégo. 
Art. 446. No se impondrán estas penas: 
4.° Si la cédula de citación fuere nula. 
2. ° Si la cédula no contuviere la cita de las disposiciones penales re-
feridas. 
3. ° Si el testigo hubiere sido citado con intervalo de tiempo menor 
que el prescrito en el art. 144. 
4. ° Si estuviere legítimamente impedido para comparecer. 
Art. 447. No podrán ser examinados como testigos los ascendientes, 
descendientes, hermanos, lios y sobrinos por consanguinidad ó afinidad 
de una de las partes. 
Tampoco'podrá serlo su conjunta persona, aunque esté divorciado de 
ella. 
Art. 448. Las demás personas serán examinadas como testigos, sin 
perjuicio de que las partes puedan proponer acerca de ellas, y el Consejo 
calificar, según reglas de sana crítica, las circunstancias conducentes á 
corroborar ó disminuir la fuerza probatoria de sus declaraciones. 
Art. 449. E l dia señalado para el exámen leerá el Secretario el auto 
de prueba en audiencia pública fuera de la presencia de los testigos. 
Las partes darán sumariamente sobre los hechos expresados en el auto 
las explicaciones que parezcan necesarias. 
Art. 450. Los testigos serán examinados separada y sucesivamente 
por el orden en que vinieren sentados en las listas que les correspondan, 
empezando por los del actor ó los de la parte que sustente los hechos 
controvertidos. 
Art. 454. E l testigo será primeramente interrogado: 
Por su nombre, apellido, edad, estado, profesión y domicilio. 
Si es pariente por consanguinidad ó afinidad, y en qué grado, de algu-
na de las partes litigantes. 
Si es criado suyo doméstico. 
Si es acreedor ó deudor suyo. 
Si tiene alguna otra relación con alguna de ellas, 
Art. 452. Antes de declarar prestará el testigo juramento en la forma 
acostumbrada. 
Art. 453. Los testigos menores de 46 años cumplidos podrán ser exa-
minados sin juramento. 
Art. 454. Las disposiciones de los arts. 43í, 435 y 436 se observarán 
en el exámen de los testigos. 
Art. 455. La parte que interrumpiere al testigo en su declaración po-
drá ser condenada en multa, que no exceda de 200 rs. vn. 
En caso de reincidencia incurrirá en doble multa, y podrá ser expul-
sada de los estrados. 
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Art. 156. Cada testigo, después que evacué su declaración, permane-
cerá en los estrados hasta que se concluya la información, si la Sección, 
no dispusiere otra cosa. 
Art. 157. Los testigos cuyas declaraciones parezcan contradictorias, 
podrán ser careados entre sí. 
Art. 158. Si el testigo reclámare alguna indemnización pecuniaria 
por su asistencia al juicio, la Sección determinará la que fuere justa, to-
mando en cuenta el estado y profesión del testigo y el tiempo que dure 
la información. 
L a providencia del pago de la indemnización será ejecutiva contra la 
parte á cuya instancia hubiere sido el testigo citado. 
Art. 159. Si la información ofreciere indicios graves de falso testimo-
nio ó de soborno de los testigos, la Sección mandará prender acto conti-
nuo á los presuntos reos, y los pondrá á disposición del Juez competen-
te, remitiéndole el tanto de culpa. 
Art. 160. Si los testigos citados no pudieren ser examinados el día seña-
lado para ello, lo serán en los siguientes sin necesidad de nueva citación. 
Art. 161. A petición de cualquiera de las partes que pretenda produ-
cir nuevos testigos, podrá prorogarse el término de prueba. 
Nunca podrá concederse más de una próroga á cada una de las partes. 
Art. 162. En los asuntos en que haya urgencia, podrán abreviarse 
los términos señalados en los arts. 143 y 144. 
También podrán ser examinad os los testigos el mismo día en que se 
provea la información. 
Los testigos que se hallen en peligro de muerte ó á punto de ausentar-
se á país extranjero ó ultramarino, podrán ser examinados áun ántes 
de proponerse la demanda, y sin citación contraria, si hubiese peligro 
en la demora. 
Art. 163. Si la inspección del lugar contribuyere á la claridad del tes-
timonio, podrán ser examinados los testigos en dicho lugar. 
Art, 164. Si un testigo no pudiere asistir en persona á los estrados 
por hallarse enfermo, la Sección podrá comisionar á uno ó más de sus 
Vocales ó Auxiliares para que, asistidos del Secretario, se trasladen á la 
casa del testigo, y allí le reciban su declaración á presencia de las partes 
ó fuera de ella, según las circunstancias. 
Art. 165. Cuando la parte solicite el exámen de un testigo residente 
fuera de Madrid, se librará con citación de la contraria despacho al Juez 
del domicilio de aquél, señalando un término dentro del cual deba de-
volverse diligenciado. . 
Art. 166. En el caso del artículo anterior, y al tiempo de proveerse el 
auto de remisión del exhorto, las partes podrán designar personas do-
miciliadas en la residencia del Juez requerido que las representen en 
las actuaciones que ante el mismo hayan de practicarse. 
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CAPÍTULO XI. 
De la prueba de peritos. 
Art. 167. Cuando el Consejo ó la Sección ordenaren algún reconoci-
miento facultativo, designarán el objeto sobre el cual deba recaer. 
Art. 168. Dentro de las 24 horas posteriores á la notificación de la 
providencia relativa al reconocimiento, las partes, de común acuerdo, 
nombrarán uno ó tres peritos para que le practiquen; y no haciéndolo, 
la Sección ó el Consejo respectivamente los designará en el mismo 
número, limitándose á uno si se tratáre de un objeto de poco valor. 
Art. 169. Los peritos podrán ser recusados por causas posteriores á 
su nombramiento. 
También podrán serlo por causa anterior cuando hubieren sido nom-
brados de oficio. 
En el último caso no se admitirá la recusación si no se propusiere 
dentro del término de tres dias siguientes al del nombramiento. 
Art. 170. Los peritos podrán ser recusados por las mismas causas 
que los Consejeros, con citación y audiencia de las partes. 
Art. 171. Los peritos serán citados en la misma forma que para los 
testigos prescribe el art. \M. 
Si no comparecieren ó rehusaren dar su dictámen incurrirán en las 
mismas penas, salvo la de arresto. 
Su indemnización se determinará en la propia forma. 
Art. 172. Si el objeto del reconocimiento facultativo fuere de tal na-
turaleza que los peritos puedan dar su dictámen después de aquél, serán 
examinados acto continuo en audiencia pública, cada uno de ellos por 
separado, en el orden que determine la Sección, y en la forma prescrita 
respecto á los testigos. 
Art. 173. Si el reconocimiento decretado exigiere la inspección ocu-
lar del sitio ó algún otro exámen prévio, la Sección hará prestar de an-
temano álos peritos juramento de llenar bien y fielmente su encargo. 
También señalará el dia en que hayan de dar su dictámen, determi-
nando si lo han de hacer de palabra ó por escrito. 
Art. 174. Si la Sección determinare que den su dictámen de palabra, 
serán examinados los peritos en la forma prevenida por el art. 151. 
Art. 175. Si se proveyere que den su dictámen por escrito, los peritos 
le extenderán después de haber conferenciado entre sí. 
E l dictámen comprenderá su juicio motivado, y en caso de discordia 
el de cada uno de los peritos. 
E l dictámen será extendido por uno de los peritos y firmado por 
iodos ellos. 
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E l perito que disintiere del dictamen de la mayoría, podrá extender el 
suyo de su puño y letra. 
Art. 476. Si todos los peritos no supiesen escribir ó si ninguno de 
ellos pudiese redactar el dictamen, se comisionará para que lo escriba, 
y si necesario fuere, para que ayude á los peritos en la redacción, á uno 
de los Auxiliares del Consejo, ó á otra persona que estime conveniente. 
En este caso el dictámen será firmado por el que le hubiere escrito y 
por los peritos que supieren. 
E l Secretario extenderá por diligencia la entrega del dictámen, ano-
tando en éste el dia. 
Art. 177. La diligencia será firmada por el actuario y el que le haya 
•entregado el dictámen, si supiere. 
Art. 178. En la audiencia pública señalada para ver el dictámen de 
ios peritos !e leerá el Secretario. 
La Sección podrá proveei- que comparezcan los peritos á dar las ex-
plicaciones conducentes al esclarecimiento del dictámen. 
Art. 179. Si la Sección, ó el Consejo en su caso, no se creyere sufi-
cientemente ilustrada con el primer reconocimiento y dictámen pericial, 
podrá proveer que se practique otro por los primeros peritos ó por otros. 
CAPÍTULO XII. 
De la inspección ocular. 
Art. 180. Guando se hubiere acordado la inspección ocular de algún 
sitio, podrá examinarse éste de la manera prescrita por los capítulos 
precedentes respecto á las partes, á los testigos y á los peritos. 
CAPÍTULO XIII. 
De la compr oh ación de los documentos y escrituras no reconocidos 
ó argüidos de falsos. ; 
Art. 181. Tendrá lugar la comprobación de documentos y escrituras 
siempre que las presentadas sean útiles para la decisión del negocio y 
se encuentren en los casos siguientes: 
1. ° Si una de las partes sostiene que la escritura producida es falsa. 
2. ° Si tratándose de un documento privado, la parte á quien se atri-
buya negare su letra y firma. 
3. ° Si una de las partes no réconociere como escrito ó firmado de 
puño de su causante, ó de un tercero, el documento privado que á uno 
de éstos se atribuya, 
Art. 182. En los casos del artículo anterior la Sección mandará com-
parecer á las partes en persona á los estrados el dia que determine. 
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De la comparecencia sólo se dispensará á la parte que no pueda asis-
tir por ausencia ó impedimento grave, en cuyo caso deberá represen-
tarla un apoderado especial. 
Art. 183. E l dia señalado la Sección intimará á la parte que hubiere 
presentado el documento argüido de falso, que declare si está en ánimo 
de servirse de él. 
Art. 181. Si la parte incurriere en rebeldía, rehusare responder ó de-
clarare que no trata de servirse del documento argüido, será éste dese-
chado del proceso. 
Art. 485. Si la parte declarare que piensa servirse del documento, la 
Sección mandará á la contraria que declare si persiste en sostener que 
el documento es falso, ó en no reconocerle por suyo, ó no estimarle de 
aquel á quien le atribuya la contraria. 
Art. 186. Si esta parte incurriere en rebeldía, rehusare responder ó 
no persistiere en su primera declaración, el documento presentado se 
admitirá como auténtico, y se estimará por reconocida su letra y firma. 
Art. 187. Si la parte persistiere en la declaración, la Sección orde-
nará que explique los fundamentos que le inducen para argüir de falso 
el documento, ó no reconocerlo por auténtico. 
Si la parte argüyere de falso eldocumento, será interpelada para que 
declare qué clase de falsedad es la que atribuye al documento. 
Art. 188. En el caso del artículo anterior, el documento se entregará 
inmediatamente al Secretario para que se custodie, reconociéndole ántes 
la Sección, y haciendo constar por diligencia el estado material en que 
se encuentre, las enmiendas, entrerenglonaduras y raspados que en él 
se advirtieren, y rubricando todas sus hojas el Ponente. 
También las rubricarán las partes ó sus apoderados; y si no pudieren 
é no quisieren, se hará constar así por diligencia, que firmará el Se-
cretario. 
Art. 189. La Sección mandará por un auto preparatorio: 
4 .° Que las partes produzcan los documentos y articulen los hechos 
conducentes para probar la autenticidad ó falsedad del impugnado. 
2.° Que señalen las escrituras ó documentos que puedan servir para 
el cotejo. 
Si del documento impugnado existiere protocolo ó registro, la Sección 
podrá disponer, si lo estimare preciso, que sea traída la matriz, que-
dando copia literal y fehaciente de ella, la cual hará sus veces y tendrá 
la misma fuerza miéntras no se devuelva, concluido que sea el cotejo,, 
y archive de nuevo la original. 
Art. 190. Las partes, ántes del dia señalado, se comunicarán respec-
tivamente los documentos que piensen producir y los hechos que traten 
ele alegar. 
Art. 191. E l depositario del original ó matriz cuya oresentacion se 
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liubiere proveído, será citado ó apremiado, ha hacerlo en la forma pre-
venida respecto á los testigos en los arts. ÍM y 445. 
Art. 192. Luego que venga la matriz, se procederá en la forma pres-
crita por el art. 488. 
Sin embargo, la Sección podrá dejar la matriz en poder de su deposita-
rio, imponiéndole la obligación de producirla en las diligencias sucesivas. 
Art. 193. E l dia señalado por el auto preparatorio, si los documentos 
producidos fueren concluyentes en favor ó en contra de la autenticidad 
•del impugnado, la Sección proveerá en seguida, admitiéndole ó dese-
chándole del proceso. 
Art. 194. En el caso contrario, por un segundo auto preparatorio la 
Sección decretará la comprobación del documento por medio del cotejo 
€on otro ú otros indubitados. 
En el mismo auto señalará los documentos indubitados que deban 
servir para el cotejo, disponiendo que sean traídos al efecto. 
También recibirá información de testigos sobre los hechos pertinentes; 
articulados por las partes. 
Art. 195. Se admitirán como auténticos ó fehacientes para el cotejo 
los documentos y escrituras que de común acuerdo señalaren las partes. 
Art. 196. Si las partes no estuvieren acordes en la designación, no 
se tendrán como indubitados para el cotejo más que los siguientes: 
Los documentos auténticos. 
Los privados reconocidos por las partes. 
E l impugnado, en la parte en que no hubiere sido argüido de falso. 
Art. 197. En defecto ó insuficiencia de documentos de cotejo, la parte 
á quien se atribuya lo escrito en el impugnado, ó la firma que le auto-
rice, podrá ser requerida á que forme un cuerpo de escritura, que en el 
acto le dictará el Ponente. 
Si la parte se negare á formar el cuerpo de escritura, se le podrá esti-
mar confesa en el reconocimiento del documento impugnado. 
Art. 198. En defecto de los medios de comprobación expresados en 
ios dos artículos que preceden, podrá emplearse cualquier otro que sea 
bastante para calificar de indubitado el que sirva para el cotejo. 
Art. 199. Respecto á los documentos de cotejo y sus depositarios, se 
procederá con arreglo á los arts. 191 y 192. 
Art. 200. La Sección por sí misma hará la comprobación por medio 
del cotejo, después de haber oído las observaciones délas partes. 
Art. 201. Sin embargo, el Consejo podrá, siempre que lo estime con-
-veniente, consultar el dictámen de peritos, observando lo dispuesto en 
el art. 167. 
Los peritos en este caso serán nombrados de oficio, con arreglo en 
cuanto á su número á lo prevenido en el art. 168, y examinados verbal-
mente en la forma prescrita para los testigos. 
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Art. 202. La prueba testifical de los hechos se practicará con arreglo 
al cap. 10. 
Art. 203. Si de las diligencias de comprobación resultaren indicios 
acerca de los autores ó cómplices de la falsedad, y éstos vivieren y fuere 
indispensable la decisión prévia del expediente criminal para fallar el 
proceso civil, se suspenderá el curso de éste hasta la terminación de-
aquél. 
En todo caso se pasará al Juez competente el tanto de culpa que resul-
te de las declaraciones sobre falsedad. 
CAPÍTULO XIV. 
' De las providencias interlocutorias, y de las resoluciones 
definitivas. 
Art. 204. Las providencias interlocutorias serán dictadas por la Sec-
ción de lo contencioso á los siete dias de tener estado el proceso, y el 
Consejo pronunciará su resolución definitiva dentro de 1S dias, contados 
desde el siguiente al de hallarse concluso. 
Art. 205. E l Consejo motivará todas sus resoluciones definitivas, y la 
Sección las providencias interlocutorias por las cuales conceda ó denie-
gue reposición de otra. 
Art. 206. No será válida ninguna providencia de la Sección ni reso-
lución definitiva del Consejo que no haya sido dictada respectivamente 
por tres Vocales ó 15 ordinarios por lo ménos . 
Art. 207. En falta de Vocales ordinarios se asociará á la Sección de lo 
contencioso el número suficiente de Consejeros de la Sección de Gracia 
y Justicia, principiando por el más moderno. 
Art. 208. E l Consejero que no asista á la vista pública ante el Consejo, 
no tomará parte en la deliberación y votación del negocio. 
Tampoco votará el Consejero que habiendo asistido á la vista no esté 
presente al tiempo de deliberar y votar el Consejo, á no estar enfermo ó 
tener otro impedimento legítimo, y no quedar el número competente de 
Consejeros para votar con arreglo al art. 206. 
Art. 209. E l Consejero que por enfermedad ú otro legítimo impedi-
mento tuviere que dar su voto por escrito, le remitirá motivado al que 
presida, el cual, después de leerle á presencia de los Vocales, dispondrá 
que se trascriba literalmente en el libro correspondiente, á continuación 
de la resolución de la mayoría, si fuere contrario á ella, y en otro caso 
que se anote el nombre del Consejero en el número de los votantes. 
Art. 210. Cuando empezado á ver un negocio, ó visto ya y no votado,, 
enfermare ó de otro modo se inhabilitare alguno de los Vocales concur-
rentes, no se suspenderá la vista ó determinación si quedare el número 
suficiente. 
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Art. 211. Si el número de votantes no fuere suficiente, ni pudiere el 
impedido asistir á la votación, se procederá á nueva vista ó votación en 
su caso, citando á los que hubieren faltado á la vista anterior. 
Art. 212. Lo votación, una vez comenzada, no podrá interrumpirse 
si no mediare impedimento insuperable. 
Art. 213. Si el proceso estuviere en estado de ser decidido definitiva-
mente en unos puntos y en otros no, podrá el Consejo fallarle definitiva-
mente en cuanto á los primeros, ó no fallarle hasta que lo estuviere 
respecto á los unos y á los otros, como mejor lo estime, según las cir-
cunstancias del caso. 
Art. 214. Para dictar su fallo, comenzará el Consejo por asentar, á 
propuesta de la Sección de lo contencioso, las cuestiones de hecho y de 
derecho pendientes de su decisión. 
Se votará por separado cada una de ellas. 
. No se pasará á las cuestiones de derecho sino después de haberse re-
suelto las de hecho. 
Art. 21S. E l Consejero de la Sección de lo contencioso que disienta de 
la mayoría acerca de la resolución definitiva ó puntos de derecho que de-
ban proponerse al Consejo, podrá presentar su voto particular al mismo. 
Art. 216. En toda providencia interlocutoria y resolución definitiva 
motivadas, se expresará: 
1. ° E l nombre, apellido, profesión, domicilio y cualquiera otra cir-
cunstancia que facilite el conocimiento de las partes, el carácter con que 
éstas litiguen y los nombres de sus Abogados defensores. 
2. ° Las pretensiones respectivas. 
3. ° Las cuestiones de hecho y de derecho que el Consejo hubiere pre-
supuesto. 
4. ° Lo acordado en consecuencia por el Consejo. 
Art. 217. Las decisiones definitivas del Consejo se extenderán en for-
ma de reales decretos. 
En la misma forma, y guardando además lo prescrito en el artículo 
anterior, se extenderán en su parte declarativa y resolutiva los votos 
particulares de los Consejeros que usen del derecho de hacerlos. 
Estos votos acompañarán á la decisión definitiva al elevarse ésta en 
consulta al Gobierno. 
Art. 218. A los que no hayan litigado en el proceso ó sus causaha-
bientes no se franqueará, sin prévio decreto de la Sección, certificación 
de las providencias y resoluciones que en él hubieren recaído. 
Art. 219. E l Secretario expresará por diligencia la parte á quien diere 
la certificación, al pié de ésta y al de la minuta original de la resolución. 
A la misma parte no podrá darse segunda certificación, sino en virtud 
de providencia acordada con citación de las partes. 
Art. 220. La notificación de las providencias interlocutorias y reso-
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luciones definitivas se hará por cédula de ujier, la cual contendrá pena 
de nulidad, copia literal de la providencia ó del real decreto en su caso. 
Art. 221. E l Consejo Real observará lo dispuesto en los arts. 47, 48. 
51 y el pár. I.0 del 53 del reglamento de los Consejos provinciales de 1.° 
de Octubre de 1845. 
Art. 222. E l real decreto será refrendado por el Ministro de la Gober-
nación de la Península. 
Art. 223. Cuando S. M. no tuviere á bien conformarse con la resolu-
ción del Consejo, dictará en Consejo de Ministros el real decreto motiva-
do que estime justo. 
CAPÍTULO XV. 
De la reposición de las providencias interlocutorias. 
Art. 224. Dentro de tres dias, contados desde la notificación de una 
providencia, la parte á quien perjudique podrá solicitar su reposición 
ante el Consejo ó la Sección respectivamente. 
Art. 225. La reposición se decidirá con cédula prévia de emplaza-
miento y un solo traslado. 
Art. 226. De la providencia confirmatoria ó revocatoria no podrá pe-
dirse reposición. 
CAPÍTULO XVI. 
Del recurso de aclaración y revisión de las resoluciones definitivas. 
Sección primera. 
De la aelaxacion de las resoluciones. 
Art. 227. Tendrá lugar el recurso de aclaración de las definitivas 
cuando la parte dispositiva de ellas fuere ambigua ú oscura en sus cláu-
sulas . 
Sección segunda. 
De l a revis ión de las resoluciones. 
Art. 228. Habrá lugar á la revisión de una definitiva: 
1. ° Si hubiere contrariedad en sus disposiciones. 
2. ° Si hubiere recaído sobre cosas no pedidas. 
3. ° Si en ella se hubiere omitido proveer sobre alguno de los capítu-
los de la demanda. 
4. ° Si se hubiere dictado por menor número de Consejeros de los que 
para su validez requiere este reglamento. 
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Art. 229. Habrá lugar á la revisión cuando el Consejo hubiere dictado 
resoluciones contrarias entre sí, respecto á los mismos litigantes, sobre 
el propio objeto y en fuerza de idénticos fundamentos. 
Art. 230. Habrá lugar á la revisión de la definitiva que se hubiere 
dictado en virtud de confesiones y allanamientos hechos sin poder ó au-
torización suficientes por los defensores de las partes en estrados ó por 
escrito, si las expresadas confesiones ó allanamientos fueren contradichos 
por los interesados y demostrada su falsedad. 
Art. 231. Habrá lugar á la revisión de una definitiva: 
1. ° Si después de pronunciada se recobraren documentos decisivos 
detenidos por fuerza mayor ó por obra de la parte en cuyo favor se hu-
biere dictado. 
2. ° Si hubiere recaído en virtud de documentos que al tiempo de dic-
tarse ingnoraba una de las partes haber sido reconocidos y declarados 
falsos, ó cuya falsedad se reconociere ó declarare después. 
3. ° Si habiéndose dictado la definitiva en virtud de prueba testifical 
ó de posiciones, uno ó muchos testigos, ó la parte jurante, fueren con-
denados como falsarios en sus declaraciones. 
A.0 Si la definitiva se hubiere ganado en virtud de cualquiera otra 
sorpresa ó maquinación fraudulenta. 
Art. 232. Habrá lugar á la revisión de las definitivas dictadas en per-
juicio de menores de edad ó entredichos de administrar sus bienes, cuan-
do sus tutores ó curadores se hubieren descuidado en presentar á su fa-
vor documentos decisivos. 
Art. 233. Los acredores, ó los que traigan causa de ellos, podrán im-
pugnar por el recurso de revisión las definitivas que se hubieren dictado 
contra su deudor ó contra su causante en fuerza de colusión fraudulenta 
ó atentado contra sus derechos. 
Art. 234. No se interpondrá recurso de revisión por error material 
que se hubiere cometido en la definitiva en cuanto á los nombres, cali-
dades y pretensiones de las partes, ó por simple error de cálculo en su 
parte dispositiva. Sin embargo, se pedirá por escrito la rectificación del 
error, y en el caso de que hubiere lugar á ella, se extenderá al márgen 
ó á continuación de la minuta de la sentencia. 
Sección tercera. 
De los t é rminos para interponer los recursos de ac la rac ión y rev i s ión . 
Art. 235. E l término señalado para interponer los recursos de aclara-
ción será de cinco días, y para los de revisión de dos meses, contados: 
1. ° Desde la notificación de la definitiva en los casos de los arts. 227 
y 228. 
2. ° Desde la notificación de la última definitiva en el caso del art. 229. 
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Art. 236. En los casos previstos por el art. 231, el término para re-
currir por vía de revisión será el de dos meses, contados desde el dia en 
que se descubrieren los documentos nuevos ó el fraude, ó desde el dia 
del reconocimiento ó declaración de la falsedad. 
Art. 237. En los casos previstos por el art. 232, el término para re-
currir por vía de revisión se prorogará en favor de los menores y entre-
dichos de administrar sus bienes hasta dos meses, contados desde la 
notificación de la definitiva hecha saber después de haber cesado la me-
nor edad ó interdicción, 
En defecto de esta notificación, se prorogará dicho término por todo 
el tiempo que dure la acción rescisoria. 
Art. 238. En el caso del art. 233 los acreedores ó sus causa-habientes 
deducirán la demanda de revisión á los dos meses, contados desde el dia 
en que hubieren adquirido noticia judicial de la definitiva. 
Art. 239. En ningún caso podrá interponerse el recurso de revisión 
cuando hubiere prescrito la acción ó la resolución ejecutoria que lo 
motive. 
Sección cuarta. 
De la forma y t r á m i t e s de los recursos de ac larac ión y rev is ión . 
Art. 240. La demanda sobre aclaración y revisión se introducirá por 
cédula de emplazamiento, pena de nulidad. 
Art. 241. Cuando la demanda de revisión se fundare en confesiones 
ó allanamientos impugnados como falsos, el defensor que los hubiere 
hecho será encausado por el Juez competente. 
Al efecto se le pasará á éste un tanto de la sentencia en que se cance-
le la anterior, dictada sobre los falsos motivos. 
Art. 242. Las demandas sobre aclaración y revisión se instruirán por 
los mismos trámites que cualquiera otra demanda. 
Art. 243. Las demandas de aclaración y revisión no suspenderán la 
ejecución de la sentencia que las motive. 
Sin embargo, podrá el Consejo, en vista de las circunstancias del caso, 
sobreseer en la ejecución, exigiendo fianza del demandado ó de la parte 
que activare la ejecución. 
Sección quinta. 
De las definitivas dictadas en v i r t u d de los recursos de ac la rac ión y rev i s ión . 
Art. 244. Si el Consejo estimare procedente la aclaración, admitirá 
el recurso y aclarará la duda ú oscuridad que ofrezca la definitiva, sin 
variar en el fondo sus disposiciones. 
Art. 24S. E l Consejo, si estimare procedente la revisión, admitirá el 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRAT1VO 491 
recurso, y rescindirá en todo ó en parte la sentencia impugnada, según 
que los fundamentos del recurso se reñeran á la totalidad, ó tan sólo á 
alguno de los capítulos de la sentencia. 
Art. 246. En la misma definitiva de revisión proveerá el Consejo so-
bre el fondo de la cuestión controvertida que haya sido objeto de la re-
solución rescindida. 
Art. 247. Cuando el Consejo admita el recurso de revisión por la 
contrariedad de dos definitivas, rescindirá la última en fecha y mandará 
llevar á efecto la primera. 
Art. 248. E l Secretario extenderá á continuación de la minuta de la 
resolución primitiva la de aclaración ó revisión que sobre ella recayere. 
Art. 249. Nunca tendrá lugar el recurso de aclaración: 
i.0 Contra una definitiva sobre la cual se hubiere ya interpuesto una 
vez este recurso. 
2. ° Contra la definitiva misma de aclaración y revisión. 
3. ° Contra la definitiva que en el caso de revisión hubiere recaído de 
nuevo acerca del fondo de la cuestión ventilada. 
Art. 250. Las decisiones de los recursos de que trata este capítulo, se 
tomarán en la forma prevenida para las resoluciones finales en los ne-
gocios de que conoce el Consejo. 
CAPÍTULO XVII. 
Del recurso de apelación de las sentencias de los Consejos 
provinciales. 
Art. 251. En el término señalado por el art. 69 del reglamento de los 
Consejos provinciales de i.0 de Octubre de 1845, la parte que se sintiere 
agraviada interpondrá el recurso de apelación por escrito ante el Conse-
jo respectivo, y se hará saber al apelado por cédula de ujier. 
Art. 252. Dentro de tres meses, si la alzada se interpusiere en Cana-
rias, y de dos si en la Península é islas adyacentes, contados desde el 
trascurso de los lOdias concedidos para interponerla, el apelante mejo-
rará el recurso, deduciendo ante el Consejo Real la demanda de agravios 
por medio de uno de sus Abogados, apoderado debidamente, ó en su caso 
por el representante de la Administración y de las corporaciones que 
están bajo su tutela. 
Con la demanda presentará el apelante: 
1. ° Certificación de haber interpuesto el recurso, y haberse notifica-
do al apelado en tiempo y forma. 
2. ° Certificación, sacada con citación, de la sentencia apelada, y de 
la probanza sobre que ésta hubiere recaído. 
Art. 253. E n el término prescrito por el artículo anterior se presen-
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tará ante el Consejo el Abogado del apelado, con poder bastante para 
representarle en juicio. 
Art. 254. Si el apelante no mejorare el recurso en el término seña-^-
lado, se declarará desierta la apelación, y la sentencia consentida á la 
primera rebeldía que le acuse el apelado. 
Art. 255. Si el apelado no compareciere por medio de Abogado en el 
término del art. 252, y en la forma allí determinada, se seguirá la ins-
tancia en rebeldía. 
Art. 256. Si en primera instancia no se hubiere proveído la ejecución 
interina de la definitiva, la Sección, á solicitud del apelado, podrá acor-
darla desde el primer día en que se le diere cuenta del negocio. 
Art. 257. A instancia del apelante, podrá la Sección desde el primer 
día en que se le diere cuenta del recurso, y atendiendo á sus circuns-
tancias: 
Prohibir ó suspender, en todo ó en parte, la ejecución interina decre-
tada por el inferior. 
Mandar que preste fianza el apelado á quien el inferior no hubiere 
impuesto obligación de otorgarla. 
Art. 258. En la instancia de apelación se observará lo dispuesto en 
los capítulos precedentes, con las modificaciones que siguen. 
Art. 259. No se admitirá en la instancia de apelación ninguna pre-
tensión ni excepción nueva, salvo aquellas que no se hayan podido pro-
poner en la primera instancia. 
Art. 260. La Sección ó el Consejo en su caso, para mejor proveer, 
podrá ordenar se practiquen de nuevo ante ella las diligencias probato-
rias de primera instancia que estimare viciosas ó insuficientes. 
También podrá ordenar cualquiera otra clase de actuación ó prueba 
que no se hubiere practicado ante el inferior. 
Art. 261. E l Consejo confirmará ó revocará en todo ó en parte la sen-
tencia apelada, proveyendo de nuevo sobre los puntos en que la revocare. 
Art. 262. Si la apelación no hubiere recaído más que sobre algún 
incidente, el Consejo proveerá tan sólo acerca de él, reservando al infe-
rior la decisión de lo principal. 
Art. 263. Sin embargo, en el caso del artículo anterior, el Consejo, si 
revocare el fallo del inferior, podrá decidir sobre lo principal cuando lo 
pidieren todas las partes. 
Art. 264. E l Consejo no podrá fallar sobre ninguno de los capítulos 
de la demanda que no se hubieren propuesto á la decisión del inferior, 
salvo si se tratare: 
De compensación por causa posterior á la definitiva de primera ins-
tancia. 
De intereses y cualesquiera otras prestaciones accesorias vencidas des-
pués de la definitiva. 
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De daños y perjuicios causados desde su pronunciamiento. 
Art. 265. E l Secretario del Consejo remitirá al del inferior certifica-
ción del real decreto que contenga la resolución final en la segunda ins-
tancia, dentro de la semana en que se publique en el Consejo. 
E l Secretario del inferior pondrá sin demora la certificación con la 
minuta de la definitiva en primera instancia, extendiendo al pié ó al 
márgen de ella la nota oportuna. 
Art. 266. Los recursos de aclaración y revisión contra las definitivas 
dictadas en apelación, tendrán lugar en los mismos casos, término y 
forma que los deducidos contra las resoluciones finales de los negocios 
contencioso-administrativos que principian y terminan en el Consejo. ^ 
CAPÍTULO XVIII. 
Bel recurso de nulidad contra las definitivas de los Consejos 
provinciales. 
Art. 267. E l procedimiento del recurso de nulidad se arreglará á lo 
dispuesto acerca del de apelación. 
Art. 268. Si el recurso procediere en los casos previstos por los párra-
fos 2.° y 3.°, art. 73 del reglamento de los Consejos provinciales, el Con-
sejo fallará luégo el proceso en definitiva, y lo devolverá para su ejecu-
ción al Consejo respectivo. 
Si procediere en el caso previsto por el pár. \ .0 del citado artículo, el 
Consejo dispondrá que se haga saber á las partes que acudan donde y 
como vieren convenirles. 
En los casos de los párrafos 4.°, 5.°, 6.° y 7.° del mismo artículo, el 
Consejo, si procediere, repondrá el proceso al'ser y estado que tenía án-
tes de causarse la nulidad, y le devolverá al inferior que le hubiere for-
mado, para que le continúe y sustancie con arreglo á las leyes. 
TÍTULO II I . 
DISPOSICIONES GENERALES. 
Art. 269. Los plazos señalados por dias se entenderán de días útiles, 
y no comprenderán el de su fecha ni el de su vencimiento. 
Art. 270. Todo plazo que concluyere en domingo ú otro dia de fiesta 
legal, se prorogará al siguiente dia. 
Art. 271. Los plazos señalados por este reglamento no podrán coar-
tarse ni extenderse por el Consejo, fuera de los casos en que se le reser-
va expresamente la facultad de hacerlo. 
Art. 272. E l trascurso de un término señalado por este reglamento 
para el ejercicio de algún derecho, traerá consigo la pérdida de este de-
recho. 
Art. 273. Sin embargo, se suspenderá dicho término por la muerte 
de la parte interesada. 
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No volverá á correr contra sus herederos sino desde el vencimiento 
del concedido para hacer inventario ó deliberar. 
Art. 274. Los plazos dejados al arbitrio del Consejo serán del tiempo 
absolutamente necesario para que se ejecute el acto. 
No se prorogarán sin justa causa. 
Art. 275. Será condenada á satisfacer daños y perjuicios: 
1. ° La parte que solicitare señalamiento de término en virtud de fal-
sos motivos. 
2. ° La que para asegurar su demanda ó defensa recurriere á falsas 
alegaciones y negativas, ó imputaciones calumniosas, ó cualquiera otro 
de los medios reprobados que sugiere la mala fe. 
3. ° La que sin legítimo fundamento dedujere recursos de interpreta-
ción, revisión, nulidad ó apelación de una definitiva que no fuere sus-
ceptible de ellos. 
4. ° Aquella cuya apelación se estimare temeraria en todo otro caso. 
5. ° La que en virtud de sentencia ó actos cancelados á consecuencia 
d e pago ú otro modo legítimo de extinguirse las obligaciones, hubiere 
conseguido que se proceda contra la persona ó bienes de su adversario. 
6. ° La que con desprecio de las providencias del Consejo infringiere 
la prohibición que se le haya impuesto, ó no restituyere los bienes que 
detentare. 
Art. 276. Las multas que impusiere el Consejo no podrán exceder 
de 10.000 rs. 
Art. 277. La condena de daños y perjuicios comprenderá la indemni-
zación completa de los causados. 
Art. 278. En caso de concurrencia contra los bienes de la parte con-
denada entre la multa y la indemnización de daños, será ésta pagada 
con preferencia. 
Art. 279. Sin perjuicio délas penas que van declaradas, si los escri-
tos producidos en el proceso contuvieren imputaciones calumniosas ó 
injuriosas el Consejo podrá proveer que éstas se tachen, quedando siem-
pre salva la acción de injurias si procediere. 
Art. 280. Serán condenados á pagar daños y perjuicios y en multa los 
actuarios y ujieres que hubieren practicado una diligencia nula. 
Art. 281. Los actuarios, defensores y ujieres que infringieren las 
disposiciones de este reglamento, ó no se conformaren con ellas, podrán 
ser condenados por cada contravención, aunque ésta no cause nulidad, 
en 500 rs. ó en 1.000 si reincidieren en el curso de un mismo año. 
Art. 282, Las penas referidas se impondrán con audiencia de aquel 
á quien se aplicaren, prévio depósito de la multa, si en ella consin-
tieren. 
Aprobado por S. M. por real decreto de esta fecha. 
Madrid 30 de Diciembre de 1846.—Pidal. 
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R. D. de 4 de Junio de 1847 sobre competencias en la Peninsula{\). 
Señora: La reciente separación de las atribuciones judiciales y admi-
nistrativas, acumuladas y confundidas anteriormente en los Alcaldes 
mayores y Tribunales de justicia, dió margen á frecuentes competen-
cias, para cuya sustanciacion y fallo tuvo á bien V. M. expedir el real 
decreto de 6 de Junio de 184í; pero hallándose todavía incompleto el 
arreglo de la Administración por no haberse deslindado y fijado con 
exactitud las facultades de los Jefes políticos, y por faltar la institución 
de los Consejos provinciales, así como la de un alto cuerpo consultivo 
que, compuesto de personas eminentes en las diversas carreras, prepa-
rase con sus informes la acertada resolución de V. M. en los conñíctos 
de jurisdicción, aquella medida no fué ni pudo ser más que provisional, 
como lo indica su preámbulo 
Publicadas después las leyes de 2 de Abril y 6 de Julio de 1845, y el 
R. D. de 22 de Setiembre del mismo año, que detalla las atribuciones 
del Consejo Real, al cual señala entre otras la de conocer de aquellas 
competencias, ha sido indispensable poner esta disposición en conso-
nancia con el R. D. de 6 de Junio de 18M, al mismo tiempo que la ex-
periencia adquirida desde esta fecha, y el estudio de la legislación de 
otros pueblos más adelantados permiten desenvolver y dar mayor exten-
sión á esta parte de la nuestra, estableciendo ideas capitales sobre bases 
más duraderas. 
Así lo ha comprendido el Consejo Real, á quien como al Tribunal Su-
premo de Justicia se ha servido oír V. M. consultando, no el modo de 
conciliar aquellas dos resoluciones, sino un cuerpo completo de reglas 
para sustanciar y decidir esta clase de conñíctos, adoptando en él nue-
vos principios, aunque admitiendo también los más principales consig-
nados en el decreto de 6 de Junio; principios que el que suscribe ha 
estimado, de acuerdo con los demás Consejeros de la Corona, que pueden 
recibir mayor desarrollo, sin correrse por ello ningún peligro. 
En el decreto de 6 de Junio, si bien se designaron los trámites que 
debieran seguir las competencias, no se previeron los males que resul-
tarían de que todas las autoridades se creyesen con derecho de entablar-
las, sucediendo que las administrativas se encuentran y pueden verse 
embarazadas continuamente en sus funciones más interesantes, cuando 
la naturaleza de estas mismas funciones exige, para producir el bien, 
que se ejerzan con rapidez y libertad, al paso que la tendencia instintiva 
(1) Para las que se susciten en los asuntos de Hacienda véanse las disposi-
ciones del reglamento de 31 de Diciembre de 1881. 
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de todos los empleados á ensanchar el círculo de sus facultades arrastra 
á los de la Administración á suscitar, fundados en inducciones y argu-
mentos de analogía más ó ménos atendibles, conflictos que paralizan el 
curso de la justicia. 
Estas consideraciones obligan á investir exclusivamente á los Jefes 
políticos del derecho de promover competencias, no sólo en los negocios 
de que personalmente deban conocer, sino en los que correspondan á 
las autoridades y corporaciones que les están subordinadas, y áun á la 
Administración civil en general cuando no existan Tribunales especiales 
que hayan de entender en ellos; pero imponiéndoles la condición, para 
que no abusen de tan importante derecho, de proceder siempre en vir-
tud de disposición expresa, y de citarla en los oficios ó exhortes en que 
reclamen la inhibición. Con semejantes precauciones, señalando los 
casos en que no podrán absolutamente provocar competencia, bien por 
el corto valor del objeto del litigio, bien por no hallarse en él represen-
tado el ministerio público, ya por el respeto que se debe á la verdad le-
gal, ya porque no se demore el castigo de los delitos, ora por existir 
otros recursos más prontos y adecuados, facultando á los particulares 
para entablar declinatorias ante los mismos Jefes políticos, y quedándoles 
expedito además el recurso de queja contra ellos al Gobierno supremo, 
obtendrán los intereses generales la protección que merecen, y las auto-
ridades administrativas el desembarazo que necesitan para promover-
los, sin que se lastimen por eso los intereses privados. 
Las innovaciones aducidas en la tramitación de las competencias res-
pecto de lo que se determina acerca de ella por el R . D. de 6 de Junio, 
son una garantía de que ningún derecho queda abandonado, y de que 
no se les sacrifica á la brevedad, aunque tan indispensable en estos j u i -
cios; así como es también prenda de acierto para las resoluciones de 
V. M. la consulta que ha de elevar el Consejo Real pleno, después de oir 
el dictámen de su Sección de Gracia y Justicia. 
Finalmente, siendo necesario dar más unidad á la sustanciacion de 
las competencias para imprimirles mayor rapidez, se determina que 
todos los contendientes remitan sus autos á una misma Secretaría del 
Despacho, y no cada cual á la de su ramo, como se está practicando con 
injustificables dilaciones; y, sin embargo, se ha concillado que los Mi-
nistros no conformes con la consulta del Consejo Real puedan enterarse 
cumplidamente de sus fundamentos, y adquirir todos los que arrojen las 
actuaciones para combatirla y para someter los de su propia opinión al 
Consejo de Ministros, á quien en tales casos ha de oir V . M. 
Estimulado por tan poderosas consideraciones, tiene el que suscribe 
la honrado proponer á la aprobación de V. M. el adjunto decreto. 
Madrid 4 de Junio de 1847.—-Señora: A L . R . P. de V. M.—El Minis-
tro de Gracia y Justicia, Florencio Rodríguez Vaamonde. 
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REAL DECRETO. 
Permitiendo ya el estado de la Administración establecer reglas gene-
rales y permanentes para sustanciar y dirimir las competencias de juris-
dicción y atribuciones entre las autoridades judiciales y administrativas, 
y habiendo oido al Tribunal Supremo de. Justicia, al Consejo Real y al 
de Ministros, he venido en decretarlo siguiente: 
Artículo 4.0 Corresponde al Rey, en uso de las prerogativas constitu -
dónales, dirimir las competencias de jurisdicción y atribuciones que 
ocurran entre las autoridades administrativas y los Tribunales ordina-
rios y especiales. 
Art. 2 .° E n las cuestiones de atribución y jurisdicción que se ori-
ginen entre estas autoridades, sólo los Jefes políticos podrán promover 
contienda de competencia. Únicamente la suscitarán para reclamar los 
negocios cuyo conocimiento corresponda, en virtud de disposición expre-
sa, á los mismos Jefes políticos, á las autoridades que de ellos dependan 
en sus respectivas provincias, ó á la Administración civil en general 
consiguiente á lo determinado en el art. 9 .° de la ley de 2 de Abril 
de 1845. 
Las partes interesadas podrán deducir ante la autoridad administra-
tiva las declinatorias que creyeren convenientes. 
Art. 3.° Los Jefes políticos no podrán suscitar contienda de compe-
tencia: 
1.0 En los juicios criminales; á no ser que el castigo del delito ó falta 
haya sido reservado por la ley á los funcionarios de la Administración, ó 
cuando en virtud de la misma ley deba decidirse por la autoridad admi-
nistrativa alguna cuestión previa, de la cual dependa el fallo que los 
Tribunales ordinarios ó especiales hayan de pronunciar. 
2. ° En los pleitos de comercio durante la primera instancia, y en 
los juicios que se sigan ante los Alcaldes como Jueces de paz. 
3. ° En los pleitos fenecidos por sentencia pasada en autoridad de co-
sa juzgada. 
4. ° Por no haber precedido la autorización correspondiente para per-
seguir enjuicio á los empleados en concepto de tales. 
5. ° Por falta de la que deben conceder los mismos Jefes políticos 
cuando se trate de pleitos en que litiguen los pueblos ó establecimientos 
públicos. 
Sin embargo, en ios dos casos precedentes quedará expedito á los in-
teresados el recurso de nulidad á que pueda dar márgen la omisión de 
dichas formalidades. 
Art. 4 .° Así los Jueces y Tribunales, oido el Ministerio fiscal, ó á 
excitación de éste, como los Jefes políticos, oídos los Consejos provincia-
les, se declararán incompetentes, aunque no intervenga reclamación de 
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autoridad extraña, siempre que se someta á su decisión algún negocio 
cuyo conocimiento no les pertenezca. 
Art. 5.° E l Ministerio fiscal, así en la jurisdicción ordinaria como en 
las especiales, y en todos los grados de cada una de ellas, interpondrá de 
oficio declinatoria ante el Juez ó Tribunal respectivo siempre que estime 
que el conocimiento del negocio litigioso pertenece á la Administración. 
Guando el Juez ó Tribunal no decretare la inhibición en virtud de la de-
clinatoria, el Ministerio fiscal lo advertirá así al Jefe político, pasándole 
sucinta relación de las actuaciones, y copia literal del pedimento de 
declinatoria. 
Art. 6.° E l Jefe político que comprendiere pertenecerle el conoci-
miento de un negocio en que se halle entendiendo un Tribunal ó Juzga-
do ordinario ó especial, lo requerirá inmediatamente de inhibición, ma-
nifestando las razones que le asistan, y siempre el texto de la disposición 
en que se apoye para reclamar el negocio. 
Art. 7.° E l Tribunal ó Juzgado requerido de inhibición, luégo que reci-
ba el exhorto suspenderá todo procedimiento en el asunto áque se refie-
ra, mientras no se termínela contienda por desistimiento del Jefe políti-
co ó por decisión mía, so pena de nulidad de cuanto después se actuare. 
Art. 8.° En seguida avisará el requerido el recibo del exhorto al Jefe 
político, y lo comunicará al Ministerio fiscal por tres dias á lo más, y 
por igual término á cada una de las partes. 
Art. 9.° Citadas éstas inmediatamente y el Ministerio fiscal, con 
señalamiento de dia para la vista del artículo de competencia, el reque-
rido proveerá auto motivado declarándose competente ó incompetente. 
Art. 10. Cuando un Juez é Tribunal de primera Instancia dicte este 
auto, si las partes ó el Ministerio fiscal apelaren de él, se sustanciará el 
artículo en segunda instancia con los mismos términos y por los mismos 
trámites que en la primera, y el definitivo que recayere no será suscep-
tible de ulterior recurso. Tampoco lo será el que se dictare en la segunda 
ó tercera instancia cuando el Jefe político suscitase en ellas la contienda 
de competencia por no haberla deducido en las anteriores. 
Art. 11. E l requerido que .se hubiere declarado incompetente por 
sentencia firme, remitirá los autos dentro de segundo dia al Jefe político, 
haciendo poner al Escribano actuario en un libro destinado á este objeto 
un sucinto extracto de ellos y certificación de su remesa. 
Art. 12. Cuando el requerido se declare competente por sentencia 
firme, exhortará inmediatamente al Jefe político para que deje expedita 
su jurisdicción, ó de lo contrario tenga por formada la competencia. En 
el exhorto se insertarán los dictámenes deducidos por el Ministerio fiscal 
en cada instancia, y los autos motivados con que en cada una se haya 
terminado el artículo. 
Art. 13. E l Jefe político, oído el Consejo provincial, dirigirá, dentro 
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de los tres días de haber recibido el exhorto, nueva comunicación al re-
querido, insistiendo ó no en. estimarse competente. 
Art. 14. Si el Jefe político desistiere de la competencia, quedará sin 
más trámites expedito el ejercicio de su jurisdicción al requerido, y pro-
seguirá conociendo del negocio. 
Art. 43. Si insistiere el Jefe político, ambos contendientes remitirán 
por el primer correo al Ministro de la Gobernación las actuaciones que 
ante cada cual se hubieren instruido haciendo poner al Oficial público á 
quien respectivamente corresponda esta diligencia, un extracto y certi-
ficación en los términos prevenidos por el art. 11, y dándose mutuo 
aviso de la remesa, sin ullerior procedimiento. 
Art. 16. Mi Ministro de la Gobernación acusará á los contendientes 
el recibo de los autos que le hubieren remitido; y dentro de los dos dias 
de recibidos los respectivos á cada uno, los pasará al Consejo Real. 
Art. 17. E l Consejo Real, oyendo á la Sección de Gracia y Justicia, y 
previa la instrucción que ésta crea necesaria, me consultará la decisión 
motivada que estime dentro de dos meses, contados desde el dia en que 
se le pasen las actuaciones. 
Art. 18. E l Consejo Real me elevará la consulta original por con-
ducto de mi Ministro de la Gobernación, acompañada de todas las dili-
gencias relativas á la contienda. Al mismo tiempo dirigirá el Consejo 
Real copia literal de la consulta al Ministro ó Ministros de quienes depen-
dan los otros Jueces y autoridades con quienes se hubiese seguido la 
competencia. 
Art. 19. Cuando mi Ministro de la Gobernación ó cualquiera otro de 
mis Secretarios del Despacho, en el caso de que habla el artículo anterior, 
no estuviere conforme con la decisión consultada, el primero de ellos la 
someterá para la resolución conveniente á mi Consejo de Ministros. Antes 
de verificarlo, el Ministro ó Ministros que no estuviesen conformes po-
drán reclamar los autos originales que hayan sido objeto de la compe-
tencia, á fin de instruirse y sostener las atribuciones de su ramo. 
Art. 20. La decisión que yo apruebe á propuesta de mi Ministro de la 
Gobernación ó de mi Consejo de Ministros será irrevocable; se extenderá 
motivada y en forma de real decreto, refrendada por dicho mi Secretario 
de la Gobernación, y para su cumplimiento se comunicará á los conten-
dientes dentro de un mes, contado desde la fecha de la consulta. 
Art. 21. Los términos señalados en este decreto serán improrogables. 
La disposición de este artículo no se aplicará á las contiendas que 
están ya pendientes de mi decisión. 
Art. 22. Queda derogado mi decreto de 6 de Junio de 184'*, y cuales-
quiera otras disposiciones que sean contrarias al presente. 
Dado en Palacio á 4 de Junio de 1847.—Está rubricado de la real mano. 
«—El Ministro de Gracia y Justicia, Florencio Rodríguez Vaamonde. 
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E . D. de 21 de Mayo de 1853: resoluciones reclamadles por la vía-
contenciosa ante el Consejo de Estado. 
Señora: La creación del Consejo Real y la jurisdicción que se le con-
firió para conocer en primera y única instancia de las demandas con-
tenciosas contra las resoluciones de los Ministros de la Corona, y sobre 
el cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos de los remates y con-
tratos celebrados por el Ministerio ó las Direcciones generales de los di-
ferentes ramos de la Administración civil, exigían que el Gobierno 
de V. M. dictase las disposiciones oportunas para poner en armonía el 
curso y terminación de estos expedientes con la nueva garantía que se 
dió al Estado y á los particulares en la creación de los Tribunales con-
tencioso-administrativos. 
E l R. D. de 21 de Setiembre de 1852, y el último arreglo de la ju-
risdicción y de los Tribunales de Hacienda pública, hicieron más apre-
miante aquella necesidad respecto de este ramo; pues si la concesión 
del recurso no fuese acompañada de aquellas disposiciones, se conver-
tiría las más veces en un trámite inútil, no sería prenda de seguridad 
para el Estado, ni contribuiría á simplificar la marcha de la Adminis-
tración activa. 
Corresponde, pues, á estos principios y al sistema de reformas que se 
ha propuesto el Ministro que suscribe, establecer que tengan un térmi-
no las resoluciones gubernativas que pueden ser impugnadas por la vía 
contenciosa: sin esta disposición los expedientes se eternizan, se des-
autoriza la Administración con resoluciones contradictorias, y la Ha-
cienda sale siempre perjudicada, porque el interés privado, activo y vi-
gilante, espía la ocasión que le es más favorable, y logra obtener con su 
importunidad lo que tal vez no obtendría de la justicia. 
Ya se consideren las resoluciones de los Ministros como decisiones en 
primera instancia, ya como concesiones de una parte sobre derechos 
controvertidos, es indispensable darles estabilidad y fijeza, consignando 
en un real decreto el principio de buena Administración de que las pro-
videncias administrativas que producen derechos y causan estado, sólo 
pueden ser revocadas por la vía contenciosa, deducida ante los Tribuna-
les y en la forma que disponen las leyes. 
Pero semejante declaración no puede hacerse sin conservar á los Mi-
nistros las atribuciones que les son propias, guardando el orden jerár-
quico establecido en la organización administrativa del Estado. La forma 
en que se redactó el número primero del art. I.0 del reglamento de 30 de 
Diciembre de 1846, pudo al principio ofrecer alguna duda acerca de si 
procedía recurrir á la vía contenciosa contra las, decisiones de los Direc-
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toresde la Administración civil; pero la jurisprudencia, interpretando 
este artículo de una manera conforme á la buena doctrina, admitió sólo 
«1 recurso cuando las decisiones de los Directores causan estado en vir-
tud de algún reglamento especial, y le negó en todos los demás casos; 
porque aquellos funcionarios son más bien agentes que autoridades ad-
ministrativas, y al Ministro responsable, como Jefe inmediato, correspon-
de la facultad de conñrmar ó revocar sus acuerdos, siempre que por ex-
cepción no tengan carácter de definitivos. 
No es ménos conveniente, para poner término á los expedientes y dar 
estabilidad y fijeza á los derechos creados por resoluciones administra-
tivas, señalar un plazo para reclamar contra ellas por la vía contenciosa. 
Desde el momento en que se hace saber una resolución á un par-
ticular, conoce éste si le perjudica ó no en los derechos que tiene adqui-
ridos; y los recursos que el nuevo sistema administrativo concede para 
comprobar la justicia de sus resoluciones, no deben convertirse en me-
dio de decepción, ó en pretexto para retrasar la resolución definitiva de 
los expedientes y obtener una decisión favorable, si por el trascurso del 
tiempo y las variaciones de las oficinas llegasen á desaparecer algún dia 
los fundamentos que se oponían á ella. 
Seis meses, contados desde el dia en que se haga saber la providencia 
en la forma administrativa, y para los asuntos hoy fenecidos desde la 
publicación del decreto que tiene la honra de presentar á V. M. el Minis-
tro que suscribe, parecen un plazo suficiente para que los particulares 
decidan si les conviene hacer uso del recurso contencioso; y si dejan 
pasar todo este tiempo sin haberlo hecho, justo es también que la pro-
videncia quede irrevocablemente ejecutoriada, porque los intereses de la 
Hacienda pública no deben estar siempre expuestos al incierto resultado 
de nuevas demandas. 
Este plazo no puede, sin embargo, contarse para el Estado desde el 
momento que la providencia se dicta. La autoridad que la acuerda po-
cas veces pedirá su revocación por la vía contenciosa, aunque sea per-
judicial al Fisco; y ninguna seguridad prestaría al Estado aquel recurso, 
porque los seis meses pasarían siempre sin haber hecho uso de él. 
Las condiciones no son iguales en ambos casos; y una vez que el plazo 
principia á contarse para los particulares desde que se les hace saber la 
providencia, porque desde entóneos conocen si los perjudica en sus de-
rechos, debe por analogía establecerse para la Hacienda que los seis me-
ses se cuenten desde que tiene legalmente el mismo conocimiento, esto 
es, desde el dia en que la Administración activa entiende que una provi-
dencia anterior ha causado perjuicio, y ordena se provoque su revoca-
ción por la vía contenciosa. 
Más adelante, cuando la Administración funcione con la rapidez que 
debe esperarse de su actual organización, y hayan terminado la multi-
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tud de expedientes envejecidos que existen en las oficinas, quizá será 
posible igualar al Estado con los particulares; pero hoy no podría hacer-
se sin grave peligro, sin exponer á la Hacienda pública á perder dere-
chos tan considerables como justos. 
No cree tampoco el Ministro que suscribe que es oportuno uniformar, 
por ahora, con los plazos establecidos en el decreto que tiene la honra 
de presentar á V. M., los que señalan las leyes y reglamentos existentes 
para recurrir por la vía contenciosa contra las decisiones de la Adminis-
tración en los asuntos especiales á que se refieren, como ios de partíci-
pes legos en diezmos, acreedores del Estado, clases pasivas, etc. Algunos 
de estos plazos están determinados por una ley; y esta sola considera-
ción hace ver la imposibiiidad de alterarlos por real decreto miént ras la 
ley exista. 
Así sólo añadi rá á las disposiciones expresadas otras dos que, aunque 
á primera vista parezcan de poca importancia, contr ibuirán muy pode-
rosamente á acelerar el curso de las demandas contenciosas, y á que el 
Gobierno pueda declarar, en el término señalado, si procede su ad-
misión. 
Los que se creen con derecho á interponer una demanda contra las 
providencias de los Ministros, la presentan ante el Consejo P^eal, y el Vi-
cepresidente de esta Corporación la remite al Ministro de donde dimana 
la providencia, para que decida si procede ó no la vía contenciosa: en el 
primer caso devuelve el expediente al Consejo Pteal para el curso que 
corresponda; pero si duda de la procedencia del recurso, debe oír al Con-
sejo sobre esta cuestión prévia, y en vista de su informe resolver en el 
té rmino de un mes lo que tenga por conveniente., 
Si fuera posible hacerlo en tan corto plazo, no ofrecería tantos incon-
venientes este sistema; pero con sus lentos t rámites se ha invertido al-
guna vez más de un año en declarar si procede ó no la vía contenciosa. 
Cuando el Gobierno la niega por no haberse apurado a ú n la guberna-
tiva, y confirma en ésta la providencia, objeto del recurso, necesitan los. 
litigantes presentar nueva demanda, que sigue los mismos trámites que 
la primera, y pasa otro tanto tiempo sin que puedan defender sus dere-
chos por medio de una discusión más ámplia . 
El recurso contencioso se convierte entonces en vana sombra, que 
ninguna defensa presta al Estado n i á los particulares; y para impedir 
resultados tan contrarios al espíri tu de la ley, deberá disponerse que 
cuando aquella Corporación remita una demanda al Gobierno, en cum-
plimiento de lo dispuesto en el art. 51 del reglamento de 30 de Diciem-
bre de 1846, informe sobre su propia competencia para conocer de ella. 
En su vista, declarará desde luégo el Ministro de Hacienda si procede 
ó no la vía contenciosa: si procede, devolverá el expediente al Consejo 
Real para la instrucción sucesiva; si no la estima, porque no puede i n -
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tentarse la vía contenciosa contra la resolución impugnada, lo decla-
rará así sin ulterior recurso; y si la desestimación fuese por no haber 
terminado la gubernativa, el interés de los particulares y de la Hacien-
da, á quien tanto importa la pronta resolución de estas cuestiones, acon-
seja que el Ministro decida lo que proceda sobre la cuestión principal y 
sobre la admisión definitiva del recurso, sin necesidad de nueva de-
manda. 
Tales son, Señora, las disposiciones que el Ministro que suscribe tiene 
la honra de proponer á V. M., y que contribuirán sin duda á acelerar la 
marcha de la Administración y á dar mayores garantías á los intereses 
creados por ella, si V. M. se digna aprobar el adjunto proyecto de decreto 
en que van consignadas. 
Madrid 21 de Mayo de 1853.—Señora: A L . R. P. de V. M.—Manuel 
Bermudez de Castro. 
REAL DECRETO. 
Atendiendo á las consideraciones que me ha expuesto el Ministro de 
Hacienda y de acuerdo con el Consejo de Ministros, vengo en decretar lo 
siguiente: 
Artículo 1.° En los negocios en que se versen recíprocas obligaciones 
de la Hacienda y de los particulares, causarán estado las resoluciones 
que en mi nombre adopte el Ministro de Hacienda y sean revocables por 
la vía contenciosa, á que podrán recurrir contra ellas, tanto el Gobier-
no como los particulares, si creyesen perjudicados sus derechos. 
Art. 2.° Las resoluciones de los Directores generales que dependen 
del Ministerio de Hacienda, podrán revocarse por la vía administrativa, 
y no darán lugar á la contenciosa sino cuando tengan carácter de defi-
nitivas y causen estado con arreglo á lo dispuesto en las leyes y regla-
mentos vigentes. 
Art. 3.° E l recurso contencioso, de que tratan los dos artículos ante-
riores, deberá intentarse en el plazo improrogable de seis meses, conta-
dos desde el dia en que se haya hecho saber, en la forma administrativa 
á los interesados la providencia que motiva el recurso. Respecto de los 
negocios que se hallan hoy fenecidos, se contará el mismo plazo desde 
la fecha en que ha de empezar á regir el presente real decreto. Sólo cor-
rerá para el Estado, en todos los casos, desde el dia en que la Adminis-
tración activa entienda que una providencia anterior causó algún per-
juicio, y ordene que se provoque su revocación por la vía contenciosa. 
Art. 4.° Las disposiciones que contiene el artículo anterior no alteran 
los plazos que señalan las leyes y reglamentos publicados hasta esta 
fecha para deducir los recursos contenciosos en los asuntos á que se re-
fieren. 
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Art. 5.° Cuando el Vicepresidente del Consejo Real remita al Minis-
tro de Hacienda, en cumplimiento del art. 51 del reglamento de 30 de 
Diciembre de 1846, alguna demanda contenciosa contra la Administra-
ción, acompañará á ella el informe áque se refiere el párrafo segundo 
del art. 52 del mismo reglamento. 
Art. 6.° Si el Ministro de Hacienda estimare que procede la vía con-
tenciosa, remitirá el expediente al Consejo Real para el curso que cor-
responda (1). Si creyere que no procede la demanda porque la resolución 
contra que se interpone no puede ser impugnada por la vía contenciosa, 
lo declarará así sin ulterior recurso. Si no la admitiese por no hallarse 
aún terminada la vía gubernativa, llamará á sí el expediente y resol-
verá lo que proceda sobre la cuestión principal, y respecto de la admi-
sión definitiva del recurso contencioso. 
Art. 7.° No empezarán á regir estas disposiciones hasta 1.° de Julio 
próximo. 
Dado en Aranjuez á 21 de Mayo de 1853.—Está rubricado de la real 
mano.—El Ministro de Hacienda, Manuel Bermudez de Castro. 
R. D. de 20 de Junio de 1858: modificaciones al reglamento de 30 de 
Diciembre de 1846. 
(GOB.) En virtud de las razones que me ha expuesto mi Ministro de 
la Gobernación, oído el Consejo Real sobre la conveniencia de reformar 
en alguna de sus disposiciones el reglamento de 30 de Diciembre de 1846 
para proceder dicho cuerpo en los negocios contenciosos de la Adminis-
tración, y de acuerdo con el parecer del Consejo de Ministros, vengo en 
decretar lo siguiente: 
1. ° Se tendrá por abandonado todo pleito cuyo curso desde la publi-
cación del presente real decreto en adelante se detenga durante un año 
por culpa de las partes interesadas. En este caso declarará el Consejo 
caducada la demanda y consentida la órden gubernativa que hubiese 
motivado el pleito. 
2. ° En los pleitos detenidos por el tiempo señalado en el artículo an-
terior y cuya detención haya comenzado ántes de la publicación de este 
real decreto fijará el Consejo un plazo prudencial, atendiendo á las cir-
cunstancias de cada asunto. Si durante este plazo no promoviesen el 
(1) L a real órden en que se conceda ó niegue la vía contenciosa se expedi rá 
por el Minister io á q u e se haya elevado la consulta. {Art. 58, ley 17 Agosto 1860.) 
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curso de un pleito detenido cualquiera de las partes, se entenderá que 
ambas desisten de sus respectivas pretensiones, y el Consejo declarará 
igualmente caducada la demanda. 
3. ° Las reglas anteriores no son aplicables á los pleitos en que uno ó 
más particulares litiguen con la Administración. 
4. ° Se guardará lo dispuesto por el art. 273 del reglamento, sólo 
cuando el heredero aproveche por todo el tiempo que la ley le concede 
el beneficio de deliberar. En otro caso, la suspensión de los términos por 
muerte de alguna de las partes será de 30 dias, contados desde que el 
heredero, expresa ó tácitamente, hubiese aceptado la herencia, á no ser 
que desde la aceptación faltasen ménos de 30 dias para concluir el tiem-
po por el que la ley concede el expresado beneficio. 
5. ° Admitida la apelación por un Consejo provincial, éste remitirá 
siempre los autos originales al Consejo Real, quedándose con el testimo-
nio necesario para llevar á efecto la sentenciaj si no hubiere acordado 
expresamente suspender la ejecución. 
6. ° Cuando el Consejo provincial no admita una apelación, podrá la 
parte interesada recurrir en queja ante el Consejo Real. Interpuesto en 
forma este recurso, la Sección de lo contencioso mandará al Consejo 
provincial que informe con justificación, y en vista de todo confirmará 
ó revocará la providencia del inferior. 
7. ° El demandado podrá contestar á la demanda en el mismo escrito 
en que proponga excepción dilatoria, ó en escrito separado, siempre 
que los presente dentro del término de 20 dias que señala el reglamento. 
Las excepciones dilatorias no interrumpirán el curso ordinario de la 
demanda ínterin no recaiga providencia favorable á alguna de ellas. 
8. ° En los negocios de primera y única instancia ante el Consejo se 
reservará al pleno la consulta sobre cualquiera excepción de incompe-
tencia. 
9. ° La misma regla se guardará en segunda instancia cuando se fun-
de la declinatoria en el supuesto de que el asunto corresponde á la ju -
risdicción ordinaria ó á cualquier otra jurisdicción especial. 
Cuando la declinatoria se funde en que el negocio corresponde á la 
Administración activa ó en cualquier otro motivo que no sea el ante-
riormente expresado fallará la Sección lo que estime justo. 
40. La Sección de lo contencioso fallará también sin ulterior recurso, 
estimando ó desestimando las excepciones de litispendencia y de falta 
de personalidad. 
14. E l término para dictar ó consultar sentencia definitiva empezará 
á correr desde el dia en que acabe la vista del pleito. 
12. En los reales decretos que se expidan para cada pleito se expre-
sarán los nombres de los Consejeros que hubieren tomado parte en la 
consulta elevada al Gobierno. 
506 MANUAL 
13. Los Consejos provinciales en todos ios casos no comprendidos 
en su reglamento de 1.° de Octubre de 1845, observarán: 
Primero. E l reglamento del Consejo Pteal con las. disposiciones pos-
teriores que le suplen ó modifican. 
Segundo. E l derecho común. 
14. Serán obligatorios para todos los Ministerios y aplicables á las 
resoluciones de los mismos las disposiciones dictadas respecto del de 
Hacienda en mi R. D. de 21 de Mayo de 1853. 
15. E l reglamento de 30 de Diciembre de 1846 se entenderá derogado 
en lo que no esté conforme con el presente decreto. 
Dado en Aranjuez á 20 de Junio de 1858.—Está rubricado de la real 
mano. 
R. D. de 25 de Febrero de 1859: via contenciosa para los asuntos de 
Ultramar. 
Deseando proporcionar á los derechos individuales en la Administra-
ción de las provincias Ultramarinas cuantas garantías sean compatibles 
con los intereses públicos, y no siendo de temer perjuicio para los mis-
mos de la admisión del recurso contencioso-administrativo contra las 
resoluciones que emanen del departamento central encargado del Go-
bierno de aquellas provincias; atendiendo á lo que el Ministro de la Guer-
ra y de Ultramar me ha expuesto, de acuerdo con el parecer del Consejo 
de Ministros, y oído el Consejo Real, vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo 1.° Desde la fecha de este decreto se concede el recurso con-
tencioso-administrativo para las resoluciones que se adopten por el de-
partamento de Ultramar, con arreglo á los mismos principios estableci-
dos para los demás Ministerios. 
Art. 2.° E l Consejo de Estado conocerá de las reclamaciones que se 
interpongan, con sujeción al reglamento general vigente, miéntras en 
éste no se introduzcan las modificaciones que exige la organización ad-
ministrativa especial de las provincias ultramarinas. 
Art. 3.° E l Ministro encargado del despacho de los negocios de Ultra-
mar, oído el Consejo de Estado, me propondrá las modificaciones á que 
se refiere el artículo anterior. 
Dado en Palacio á 25 de Febrero de 1859.—Está rubricado de la real 
mano.—El Ministro de la Guerra y Ultramar, Leopoldo O'Donnell. 
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Ley orgánica del Consejo de Estado de 17 de Agosto de 1860. 
Doña Isabel 11, por la gracia de Dios y la Constitución de la Monarquía 
española Reina de las Españas: á todos los que la presente vieren y en-
tendieren, sabed: que las Cortes han decretado y Nós sancionado lo si-
guiente: ^ 
TÍTULO PRIMERO. 
DE LA ORGANIZACION DEL CONSEJO DE ESTADO. 
Artículo! .0 E l Consejo de Estado es el Cuerpo Supremo consultivo 
del Gobierno en los asuntos de gobernación y administración, y en los 
contencioso-administrativos de la Península y Ultramar. Precede á todos 
los Cuerpos del Estado después del Consejo de Ministros; y es impersonal 
su tratamiento. 
Art. 2.° E l Consejo de Estado se compondrá de los Ministros de la 
Corona, de un Presidente y de 32 Consejeros. 
Art. 3.° E l sueldo del Presidente será de 120.000 rs. anuales, y de 
60.000 el de los demás Consejeros. 
Todos tendrán el tratarpiento de Excelencia. 
Art. 4.° Para ser nombrado Consejero de Estado se requiere ser es-
pañol y haber cumplido la edad de 35 años. 
Art. 5.° Veinticuatro nombramientos de Consejeros habrán de recaer 
en personas que estén ó hayan estado comprendidas en una de las cla-
ses siguientes: 
Presidente de alguno de los Cuerpos Colegisladores. 
Ministro de la Corona. 
Arzobispo ú Obispo. 
Capitán general de Ejército ó Armada. 
Vicepresidente del Consejo Real. 
Embajador. 
Presidente del Tribunal Supremo de Justicia, del de Guerra y Marina ó 
del de Cuentas (1). 
Art. 6 .° También podrán ser nombrados Consejeros, en las 24 plazas 
á que se refiere el artículo anterior, los que hayan ejercido durante dos 
años en propiedad alguno de los empleos ó cargos siguientes: 
Teniente general de Ejército ó Armada. 
(1) P o d r á n t a m b i é n ser nombrados los Jefes superiores de A d m i n i s t r a c i ó n 
que cuenten dos años de efectividad en esa ó mayor ca tegor ía y m á s de 17 años 
de servicios efectivos al Estado. (B . D. 29 Diciembre 1875 y ley 30 Diciem-
bre 1876.) 
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Consejero Real ordinario ó de Estado. 
Ministro ó Fiscal de alguno de los Tribunales expresados en el artículo 
anterior. 
Ministro plenipotenciario con misión á una corte extranjera (1). 
Fiscal del Consejo de Estado ó del antiguo Real. 
Auditor de número, ó Fiscal del Tribunal de la Rota. 
Decano, Ministro ó Fiscal del Tribunal de las Ordenes militares. 
Regente de la Audiencia de la Habana. 
Ministro ó Fiscal del Tribunal Supremo contencioso-administrativo (2). 
Para computar estos dos años se tomará en cuenta el tiempo que el 
nombrado haya servido en los diferentes empleos ó cargos comprendi-
dos en este artículo. 
Art. 7.° Ocho plazas de Consejero de Estado podrán proveerse en per-
sonas que, áun cuando no se hallen comprendidas en las clases de em-
pleos ó cargos enumerados en los artículos anteriores, se hayan distin-
guido notablemente por su capacidad y servicios (3). 
Art. 8.° Los Consejeros de Estado, el Secretario general y el Fiscal 
no podrán ejercer ningún cargo en sociedades industriales ó mercantiles. 
Art. 9.° Los Consejeros de Estado serán nombrados por el Rey á pro-
puesta del Consejo de Ministros, y en decretos especiales refrendados por 
su Presidente. En ellos se expresarán las calidades que den opción al 
elegido para ser Consejero, y la Sección del Consejo á que ha de quedar 
adscrito. Para su separación se observarán las mismas formalidades. 
Los reales decretos de nombramiento y separación se publicarán en la 
Gaceta de Madrid. 
Art. 40. E l Consejo, ántes de dar posesión al nombrado, examinará 
si su nombramiento se halla arreglado á lo prescrito por esta ley; y SÍ 
esto ofreciese alguna duda, la elevará al Gobierno, suspendiendo la po-
sesión hasta que resuelva lo que estime conveniente. 
Art. 11. Los Consejeros, ántes de tomar posesión, jurarán ser fieles á 
la Reina, haberse fiel y lealmente en eldesempeño de su cargo, procurar 
el bien de la nación y consultar, con arreglo á la Constitución y á las le-
yes, en los negocios que les sean encomendados. 
Art. 42. Siempre que el Gobierno lo estime conveniente podrá auto-
rizar para que asista al Consejo, con voto, un Comisario, que sea Jefe 
superior de la Administración civil ó militar. 
(1) Además de los dos años de efectividad deberán contar con m á s de 15 de 
servicios efectivos. (Ley citada.) 
(2) Pueden además ser nombrados los que hayan sido Consejeros Reales, ó 
de Estado. (Decreto 1.° Julio 1874.) 
(3) Sólo cuatro plazas podrán proveerse en esa forma. (B . D. 29 Diciem-
bre 1875: Ley 30 Diciembre 1876.) 
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Art. d3. E l Consejo de Estado conocerá de los negocios de su compe-
tencia en Consejo pleno, en Sala de lo contencioso y en Secciones. 
Art. 14. El Consejo pleno no podrá deliberar sin la concurrencia de 
17 Consejeros, y en todos los casos sin la mayoría de la Sección que haya 
preparado el dictámen. 
Art. 15. Las Secciones serán seis (1), correspondiendo á cada una de 
ellas el número de Consejeros Letrados que sigue: 
A la de Estado y Gracia y Justicia, tres. 
A la de Guerra y Marina, uno. 
A la de Hacienda, uno. 
A la de Gobernación y Fomento, dos (2). 
A la de Ultramar, dos. 
En la de lo contencioso todos serán Letrados. 
En la Sección de Ultramar habrá siempre dos Consejeros que hayan 
servido en aquellas posesiones. 
Art. 16. Cada Sección tendrá un Presidente, nombrado en la forma 
que expresa el art. 9.° 
Art. 17. E l Gobierno, oyendo al Presidente del Consejo de Estado, 
designará al principio del año por reales decretos el número de Conse-
jeros de que haya de componerse cada Sección, y aquella á que haya de 
corresponder cada Consejero; designación que podrá variar en lo suce-
sivo en la misma forma, según lo exijan las necesidades del servicio. 
Art. 18. E l Consejo pleno se constituirá en Sala de lo contencioso 
para la resolución final de los negocios contencioso-administrativos sobre 
que haya informado también en pleno, ó de los que se lleven á él por 
recurso de revisión. Para que haya acuerdo en el Consejo así constituido, 
se necesita la asistencia de 17 Consejeros. 
Art. 19(3). Para la resolución final de los demás negocios conten-
cioso-administrativos formarán la Sala de lo contencioso, la Sección de 
este nombre, dos Consejeros de la Sección que entienda especialmente 
en los asuntos del Ministerio á que corresponda la reclamación, y otro de 
cada una de las demás Secciones. No podrá haber acuerdo sin la asis-
tencia de nueve Consejeros (4). 
(1) Ahora siete, según el decreto de 24 de Enero de 1875 y ley de 30 de D i -
ciembre de 1876. 
(2) En la actualidad hay una de Gobernación y otra de Fomento, conforme 
á las prescripciones citadas en la nota anterior. 
(3) Conforme a l decreto do 26 de Enero de 1875, formaban la Sala: 1.° Los 
cinco Consejeros de la Sección de lo contencioso. 2.° Uno por cada Sección 
restante. 3.° Dos por l a del ramo á que corresponda el asunto, no habiendo 
acuerdo sin la asistencia de 11 Consejeros. 
(4) Véase m á s adelante e l R . D . de 19 de Octubre de 1860 sobre organizac ión 
de la Sala de lo contencioso. 
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Art. 20. Cuando no asista al Consejo pleno el Presidente, lo reem-
plazará el Presidente de Sección más antiguo; y.en el caso de ser dos ó 
más de igual antigüedad, el más anciano. En su defecto, el Consejero 
más antiguo, y entre iguales el de más edad. 
Art. 21, La Sala de lo contencioso será presidida por el Presidente 
del Consejo, si asistiere; en su defecto, por el Presidente de la Sección de 
lo contencioso; á falta de éste, por el Presidente más antiguo de Sección 
que asista; y en caso de antigüedad igual, por el de mayor edad, entran-
do en defecto de los Presidentes de Sección los Consejeros por el mismo 
óMen. 
Art. 22. Las Secciones, á falta de su Presidente, serán presididas por 
el Consejero más antiguo; y en caso de igual antigüedad, por el más an-
ciano. 
Art. 23. Siempre que asistan los Ministros presidirá el Consejo de Es-
tado el Presidente, y en su defecto el Ministro á quien corresponda por el 
orden de los respectivos Ministerios. Lo mismo sellará cuando los Minis-
tros asistan á lá Sala de lo contencioso ó á las Secciones, 
Art. 2'4. E l Gobierno podrá destinar temporalmente á algunos Conse-
jeros, cuyo número nunca pasará de cuatro, con retención de sus plazas, 
al mando del Ejército ó Armada, ó misiones diplomáticas extraordina-
rias, ó comisiones régias para inspeccionar algún ramo de la Adminis-
tración pública en la Península ó Ultramar. 
Art. 25. Habrá un Fiscal de lo contencioso, y un Secretario general 
del Consejo. Su nombramiento y separación se harán por reales decretos 
refrendados por el Presidente del Consejo de Ministros, y disfrutarán el 
sueldo de 50.000 rs. 
Art. 26. Para ser nombrado Fiscal ó Secretario del Consejo de Estado 
se necesita ser Letrado, haber cumplido 30 años de edad, y estar ade-
más en uno de los casos siguientes: 
Haber sido Fiscal del Consejo de Estado, del Real ó del Tribunal con-
tencioso-administrativo. 
Haber sido Secretario del Consejo de Estado. 
Haber desempeñado en propiedad por dos años el cargo de Secretario 
del Tribunal contencioso-administrativo. 
Haber sido por tres años Fiscal de Audiencia, ó Teniente Fiscal, ó Abo-
gado Fiscal del Consejo de Estado, del Real ó del Tribunal contencioso-
administrativo; ó Mayor de Sección de aquellos cuerpos; ó Catedrático 
de término de la facultad de administración ó de derecho. 
Haber pertenecido al Colegio de Abogados de Madrid, pagando en tal 
concepto una cuota de las dos mayores por espacio de cuatro años. 
Haber pertenecido á un Colegio de Abogados en población en que haya 
audiencia, pagando por espacio de cuatro años la cuota máxima de 
contribución. 
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Sin perjuicio de la libre elección que dentro de estas aptitudes le cor-
responde, el Gobierno, antes de nombrar Secretario, oirá siempre al 
Presidente del Consejo de Estado, que informará acerca de los que, ha-
biendo sido Mayores ó Abogados Fiscales el tiempo exigido por este ar-
tículo, considere más aptos para desempeñar el cargo de que se trata. 
Art. 27. Para la computación del tiempo de que trata el artículo an-
terior, se estará á lo que previene el párrafo último del art. 6.° de 
•esta ley. 
Art. 28. E l Consejo tendrá para el despacho de los negocios el núme-
ro de Oficiales y Aspirantes que determinen los reglamentos, no exce-
diendo de 40. Unos y otros serán nombrados por la Presidencia del 
Consejo de Ministros, y sus nombramientos se publicarán en la Gaceta 
de Madrid. 
Art. 29. E n cada Sección habrá un Oficial mayor, exceptuando la de 
Gobernación y Fomento que tendrá dos. E l más antiguo de los Mayores 
tendrá 33.000 rs., y los demás 30.000. 
Art. 30. Los Oficiales serán primeros, segundos y terceros: los prime-
ros tendrán 20.000 rs. de sueldo; los segundos 16.000, y los terce-
ros 12.000. 
Art. 31. Los Aspirantes tendrán la gratificación de 6.000 rs. anuales. 
Art. 32. Las dos terceras partes de las plazas de Oficiales mayores se 
proveerán por antigüedad rigorosa entre los que lo sean primeros, y la 
otra tercera parte recaerá en empleados de otras dependencias que ten-
gan por lo ménos 10 años de servicio y hayan disfrutado por dos años 
un sueldo igual al asignado á las plazas de Oficiales primeros del 
Consejo. 
Art. 33. Las dos terceras partes de las plazas de Oficiales primeros se 
proveerán por rigorosa antigüedad entre los Oficiales segundos, y la 
otra tercera parte del modo que queda prescrito en el artículo anterior, 
pero con sólo ocho años de servicio y habiendo disfrutado por dosel 
sueldo asignado á los Oficiales segundos. 
Art. 34. Las dos terceras partes de Oficiales segundos se proveerán 
por rigorosa antigüedad en los Oficiales terceros, y la otra tercera parte 
del modo que queda prescrito en el art. 32, pero con sólo seis años de 
servicio y habiendo disfrutado por dos el sueldo igual al de los Oficiales 
terceros. 
Art. 35. Las plazas de Oficiales terceros se proveerán en los Aspiran-
tes por rigorosa antigüedad. 
Art. 36. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos que anteceden, 
el reglamento del Consejo señalará el número de Oficiales ó Auxiliares 
extraños á las condiciones de esta ley, que haya de haber en la Sección 
de Guerra y Marina. 
Art. 37. Los Aspirantes habrán de ser Licenciados en derecho civil. 
512 MANUAL 
canónico ó administrativo, é ingresarán en la carrera por oposición r i -
gorosa. 
Art. 38. A las órdenes del Fiscal de lo contencioso habrá dos Tenien-
tes Fiscales, que serán Letrados. E l más antiguo tendrá el sueldo 
de 32.000 rs., y el moderno el de 26.000. Su nombramiento será por la 
Presidencia del Consejo de Ministros, prévia propuesta en terna del Pre-
sidente del Consejo de Estado, después de oir al Fiscal (4). 
Art. 39. E l Fiscal representará y defenderá por escrito y de palabra á 
la Administración en los negocios contenciosos; y áun cuando no fuere 
parte en ellos, será oido siempre que lo determinen las leyes ó regla-
mentos, ó lo estime la Sala ó la Sección de lo contencioso. 
Art. 40. E l Gobierno podrá, sin embargo de lo dispuesto en el artícu-
lo anteriory nombrar si lo creyere conveniente, un Comisario que des-
empeñe en determinado negocio las funciones de Fiscal. 
Art. 44. E l Secretario general tendrá á su cargo todo lo concerniente 
al Consejo pleno y á su organización; distribuirá los trabajos; deberá 
manifestar los antecedentes que puedan convenir para la resolución del 
punto que se discuta, y llevará la correspondencia. Será además Secreta-
rio de la Sala y Sección de lo contencioso, 
Art. 42. Los Oficiales mayores permanecerán asignados á la Sección 
que el Gobierno determine. Tendrán facultad de asistir al pleno; pero 
sólo podrán usar en él de la palabra cuando se traten los asuntos ins-
truidos por su respectiva Sección, y se lo permita el Presidente del Con-
sejo. Los Oficiales y Aspirantes serán distribuidos por el Presidente del 
Consejo de Estado entre sus diferentes Secciones, según convenga al me-
jor despacho de los negocios. E l reglamento del Consejo señalará sus 
obligaciones. 
Art. 43. Los Oficiales y Aspirantes y los Tenientes Fiscales del Conse-
jo sólo podrán ser separados de sus cargos por la Presidencia del Consejo 
de Ministros, en la misma forma que establecen para su nombramiento 
los arts. 28 y 38, y después de oir al Presidente del Consejo de Estado, y 
al Fiscal en su caso. 
Art..44. No se conferirán honores de Consejero de Estado. 
TÍTULO II . 
DE LAS ATRIBUCIONES DEL CONSEJO DE ESTADO. 
Art. 45. E l Consejo de Estado será oído necesariamente y en pleno: 
4.° Sobre los reglamentos é instrucciones generales para la aplica-
(1) Atora son cuatro los Tenientes Fiscales: dos con 8.500 pesetas y los otros 
con los sueldos que señala este artículo. (Dec. 24 Enero 1875: Ley 30 Diciem-
bre 1876.) 
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don de las leyes, y cualquiera alteración que en ellos haya de hacerse. 
2. ° Sobre el pase y retención de las bulas, breves y rescriptos ponti-
ficios, y de las preces para obtenerlos. 
3. ° Sobre todos los asuntos concernientes al Real Patronato de Es-
paña é Indias, y sobre los recursos de protección y fuerza, á excepción 
de los consignados en la ley de Enjuiciamiento civil como propios de los 
Tribunales. 
4. ° Sobre la inteligencia y cumplimiento de los Concordatos celebra-
dos con la Santa Sede. 
5. ° Sobre las mercedes de grandezas y títulos, á no estar acordadas 
en Consejo de Ministros. 
6. ° Sobre la ratificación de los tratados de comercio y navegación. 
7. ° Sobre los indultos generales. 
8. ° Sobre la validez de las presas marítimas. 
9. ° Sobre la competencia positiva ó negativa de jurisdicción y atri-
buciones entre las autoridades judiciales y administrativas; y sobre los 
conflictos que se susciten entre los Ministerios, autoridades y agentes de 
la Administración. 
10. Sobre los recursos de abuso de poder ó de incompetencia que 
eleven al Gobierno las autoridades del orden judicial contra, las resolu-
ciones administrativas. 
11. Sobre la autorización que con arreglo á las leyes deba el Gobier-
no conceder para encausar á las autoridades y funcionarios superiores 
administrativos por abusos cometidos en el ejercicio de sus funciones. 
12. Sobre suplementos de crédito, créditos extraordinarios ó trasfe-
renciade créditos, cuando no se hallen reunidas las Cortes. 
13. Sobre cualquiera innovación en las leyes, ordenanzas y regla-
mentos generales de las provincias de Ultramar. 
14. Sobre la provisión de las plazas de Magistrados y Jueces, y pre-
sentación de los beneficios eclesiásticos del Patronato Real, según deter-
minen la ley de Organización judicial ú otras disposiciones. 
Art. 46, El Consejo constituido en Sala de lo contencioso, del modo 
que se establece en los arts. 18 y 19 de esta ley, será oído en única ins-
tancia sobre la resolución final de los asuntos de la Administración cen-
tral, cuando pasen á ser contenciosos, y señaladamente en los que 
siguen: 
1. ° Respecto al cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos de los 
remates y contratos celebrados directamente por el Gobierno ó por las 
Direcciones generales de los diferentes ramos de la Administración civil 
ó militar del Estado para toda especie, de servicios y obras públicas. 
2. ° R.especto á las reclamaciones á que den lugar las resoluciones 
particulares de los Ministros de la Corona en los negocios de la Penínsu-
la y Ultramar. 
514 MANUAL 
3.° Respecto á los recursos de reposición, aclaración y revisión de las 
providencias y resoluciones del mismo Consejo. 
Art. 47. También será oido el Consejo sobre la resolución final en 
toda última instancia délos negocios contencioso-administrativos, y se-
ñaladamente en los recursos de apelación, nulidad ó queja: 
Contra cualquiera resolución del Gobierno acerca de los derechos de 
las clases pasivas civiles: 
Contra los fallos de los Consejos de provincia: 
Contra los fallos del Tribunal de Cuentas del Reino y de los de Ultra-
mar en los recursos de casación de que tratan las leyes especiales de 
estos Cuerpos. 
Art. 48. E l Consejo será oido en Secciones: 
I.0 Sobre los indultos particulares que no sean acordados en Consejo 
de Ministros. 
2. ° Sobre la naturalización de extranjeros. 
3. ° Sobre autorización para litigar que deba ser otorgada por el Go-
bierno. 
4. ° Sobre las autorizaciones que deba el Gobierno conceder para en-
causar, por abusos cometidos en el ejercicio de sus cargos, á los emplea-
dos públicos no comprendidos en la atribución 11.a del art. 45. 
5. ° Sobre la admisión ó denegación de la vía contenciosa contra las 
resoluciones de los Ministros de la Corona ó de los Directores generales 
de los diferentes ramos de la Administración civil ó militar, que causen 
estado. 
El Gobierno podrá consultar al Consejo en pleno sobre todos los asun-
tos enumerados en este artículo, y acerca de cualesquiera otros de los 
que se hallan atribuidos en esta ley á las Secciones. 
Art. 49. Será también oido el Consejo en pleno, en Sala de lo con-
tencioso ó en Secciones, sobre todos los demás asuntos que prescriban 
las leyes ó disposiciones generales, ó que estuvieren atribuidos anterior-
mente al Consejo Real ó al Tribunal contencioso-administrativo. 
Art. 50. E l Consejo podrá ser oido en pleno ó en Secciones, cuando 
el Gobierno lo estime conveniente: 
1. ° Sobre los proyectos de ley que hayan de presentarse á las Cortes. 
2. ° Sobre los tratados con las potencias extranjeras. 
3. ° Sobre los Concordatos que hayan de celebrarse con la Santa Sede. 
4. ° Sobre cualquiera punto grave que ocurra en el Gobierno y Admi-
nistración del Estado. 
Art. 51. Cada Sección instruirá los expedientes relativos á los nego-
cios que procedan del Ministerio ó Ministerios cuyo nombre lleve, y 
acordará los informes que sobre ellos hubiere de dar el Gobierno. 
Instruirá asimismo los expedientes que hayan de informarse en pie-
ño, formulando el proyecto de consulta. 
DE LO OONTENOIOSO-AD\IINISTRA.TIVO 515 
Art. 52. Sin embargo de lo dispuesto en el artículo que antecede» 
despachará la Sección de Estado y Gracia y Justicia los negocios corres-
pondientes á indultos generales y particulares, autorizaciones paralitigar, 
competencias de jurisdicción, recursos de abusos de poder ó de incom-
petencia elevados por las autoridades judiciales contra la Adminis-
tración, y autorizaciones para encausar á empleados públicos. La de 
Ultramar, todos los relativos á aquellas provincias y á su régimen es-
pecial. La dé lo contencioso, los relativos á si procede ó no la vía con-
tenciosa en las demandas contra las resoluciones del Gobierno ó dé las 
Direcciones generales. 
Art, 53. No podrán reunirse más de dos Secciones, á no ser por dis-
posición del Gobierno, para instruir los expedientes, y preparar el dictá-
men que sobre ellos haya de evacuar el Consejo en pleno. 
Art. 5 í . Las sesiones del Consejo serán secretas. Exceptúanse las vis-
tas en los negocios contencioso-administrativos, que serán siempre pú-
blicas. 
Art. 5o. Los informes del Consejo, de la Sala de lo contencioso, ó de 
las Secciones no podrán publicarse sin autorización expresa del Gobier-
no. Exceptúase el caso en que las leyes determinen lo contrario. 
T Í T U L O I I I . 
©EL MODO DE PROCEDER EL CONSEJO EN LOS NEGOCIOS CONTENCIOSOS 
Y GUBERNATIVOS. 
Art. 56. El que se sintiere agraviado en sus derechos por alguna re-
solución del Gobierno ó de las Direcciones generales, que cause estado, 
podrá reclamar contra ella en la vía contenciosa, proponiendo su de-
manda ante el Consejo de Estado. 
Art. 57. Cuando la Sección de lo contencioso considere que procede 
la vía contenciosa, remitirá al Ministerio á que corresponda el negocio 
su dictámen, con copia autorizada de la demanda. Si considerase que 
necesita mayor exámen y que la procedencia ó improcedencia de la vía 
contenciosa debe ser objeto de discusión, comunicará la demanda al 
Fiscal por vía de instrucción, señalando dia para la vista, en la Sala de 
lo contencioso, y citando á las partes. La Sala, oida la discusión oral, 
formulará la consulta correspondiente. Celebrada la vista, se remitirá al 
Gobierno el dictámen del modo expuesto anteriormente. 
Art. 58. La real orden en que se conceda ó niegue la vía contenciosa, 
se expedirá por el Ministerio á que se haya elevado la consulta. 
Art. 59. Cuando el Gobierno no se conformase con la consulta afir-
mativa del Consejo, publicará en la Gaceta de Madrid su resolución 
motivada por medio de decreto acordado en Consejo de Ministros, y ru-
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brícado por su Presidente. Esto lo hará en el término de un mes, conta-
do desde que el Gobierno hubiere recibido la consulta del Consejo de 
Estado, que se insertará en el real decreto. 
Art. 60. Cuando consultada la procedencia de la vía contenciosa, el 
Gobierno no comunique al Consejo su resolución dentro del mismo tér-
mino de un mes fijado en el artículo anterior, se entenderá concedida la 
autorización. 
Art. 61. Cuando la Sección de lo contencioso, al declarar concluida 
la discusión escrita, crea conveniente que en la vista- se trate algún 
punto que no lo haya sido ántes en el pleito, lo pondrá en conocimiento 
délas partes al citarlas para la vista. 
Art. 62. Conformándose el Gobierno con el proyecto de sentencia 
consultado por el Consejo de Estado, lo aprobará por un real decreto re-
frendado por el Presidente del Consejo de Ministros. La sentencia se pu-
blicará en la (¡faceta de Madrid dentro del término de un mes, contado 
desde la fecha en que hubiere recibido el proyecto. 
Art. 63. No conformándose el Gobierno con el proyecto de sentencia,, 
publicará la que estime justa en la Gaceta de Madrid dentro del tér-
mino señalado en el artículo anterior, y en real decreto expedido en la 
misma forma. Con este real decreto, que debe ser motivado y acordado 
en Consejo de Ministros, se publicará la consulta del Consejo. 
Art. 64. Si trascurrido dicho plazo no hubiere publicado el Gobierno 
decreto alguno, el Consejo de Estado dispondrá que se haga saber á las. 
partes el proyecto consultado. 
Art. 65. En los reales decretos y órdenes que el Gobierno expidiere-
conformándose con el dictamen del Consejo de Estado, reunido en ple-
no ó en Secciones, se expresará esta circunstancia; y cuando no se con-
formare, se usará de la fórmula: «oido el Consejo pleno»: ú «oidoel 
Consejo en Sección de » 
Art. 66. E l Gobierno comunicará al Consejo de Estado las resolucio-
nes que recayeren sobre sus consultas é informes, á los 15 dias á más;, 
tardar de haberlas mandado ejecutar. 
Art. 67. E l negocio sobre el cual hubiere dado su parecer el Consejo 
en pleno no podrá remitirse á informe de ningún cuerpo ni oficina del 
Estado. En los despachados por las Secciones sólo podrá ser oido el Con-
sejo en pleno. 
Art. 68. Cuando alguna de las Secciones creyere conveniente o irá 
Consejeros de las otras, ó á cualquiera de los Jefes de la Administración 
pública, profesor ú otro funcionario ó particular de especiales conoci-
mientos ó experiencia, podrá invitarlos por medio del Presidente del 
Consejo en el primer caso, y en ios demás por medio del Presidente del 
Consejo de Ministros. 
Art. 69. Las Secciones podrán pedir, por conducto de la Secretaria 
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rgcneral, los antecedentes que estimen necesarios para la instrucción de 
3bs expedientes. 
Art. 70. Los procedimientos en los negocios contenciosos de la Ad-
ministración serán objeto de ley. 
Art. 71. E l Gobierno, oido el Consejo de Estado, formará el regla-
mento sobre el régimen interior y orden de proceder del Consejo de Es-
tado en los negocios gubernativos. Este reglamento podrá alterarse en lo 
sucesivo, después de oir también al Consejo de Estado, y por real decre* 
lo propuesto en Consejo de Ministros y refrendado por su Presidente. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 
Art. 72. Miéntras no se publiquen la ley y reglamento de que tratan 
los arts. 70 y 71 de esta ley, observará el Consejo de Estado, en cuanto 
« o se oponga á lo que en ella se prescribe, los reglamentos y disposicio-
nes por las cuales se rigió el extinguido Consejo Real y se rige actual-
mente el de Estado. 
Art. 73. E l Gobierno queda autorizado, miéntras no se publique la 
ley de procedimientos en los negocios contenciosos de la Administración, 
según se previene en el art. 70 de esta ley, á hacer, después de oir al 
Consejo de Estado, las variaciones convenientes. 
Por tanto, mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Gober-
nadores y demás autoridades, así civiles como militares y eclesiásticas, 
de cualquiera clase y dignidad, que guarden y hagan guardar, cumplir 
y ejecutar la presente ley en todas sus partes. 
En San Ildefonso á 17 de Agosto de 1860.—Yo la Reina.—El Presiden-
te del Consejo de Ministros, Leopoldo O'Donnell. 
M. D. de 19 de Octubre de 1860, dictando algunas adiciones al 
reglamento del Consejo de Estado. 
(Conformándome con lo propuesto por el Consejo de Ministros, y oido 
•el Consejo de Estado, 
Vengo en aprobar las siguientes adiciones al reglamento sobre el mo-
do de proceder en los negocios contenciosos de la Administración: 
CAPÍTULO ÚNICO. 
De la Sala contenciosa, y de. las demandas contra las resoluciones 
del Gobierno ó de las Direcciones generales. 
Sección primera. 
De la organización y prosedimientos de la Sala contenciosa. 
Artículo 1.° Para la formación de la Sala contenciosa del modo que 
dispone el art. 19 de la ley de 17 de Agosto último, se abrirá un turno 
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•en las Secciones de Estado y Gracia y Justicia, Hacienda, Guerra y Mari-
na, Gobernación y Fomento, y Ultramar. 
Este turno será de tres Consejeros por cada una de dichas Secciones,., 
empezando por el Presidente y los que le sigan por antigüedad, y así su-
cesivamente. 
Cada turno durará dos meses; y en el caso de imposibilidad de consti-
tuir Sala, serán llamados para formarla los Consejeros del inmediato, 
pero no estarán por esto relevados de la asistencia cuando les llegue su 
turno. 
Los Consejeros de turno de cada Sección alternarán ó se suplirán por 
dias de asistencia. Cuando en la vista y deliberación de un negocio se 
invirtieren dos ó más dias se entiende una la asistencia para los efectos 
úe este artículo. 
Art. 2.° Aun en el caso del número mínimo que establece el art. di» 
de la ley de i l de Agosto último, para que haya acuerdo en la Sala de lo 
contencioso, deberán hallarse siempre presentes tres Consejeros de la 
Sección de lo contencioso, y los dos de la del Ministerio áque correspon-
da la reclamación (1). 
Art, 3.° E l número de los que constituyan la Sala de lo contencioso 
será siempre impar; y si no lo fuere, se retirará el más moderno que na 
sea de la Sección de lo contencioso, ni de la del Ministerio á que corres-
ponda la reclamación. 
Formará acuerdo la mayoría de votos. 
Art. 4:° Luégo que el Gobierno acuse el recibo de la consulta ó infor-
me sobre el fallo de un pleito ó sobre la admisión de una demanda, «GÍ 
hará saber á las partes dicho recibo y su fecha. 
Art. 5,° Sólo á instancia de parte podrá procederse á lo que previe-
nen los arts. 60 y 64 de la ley de 17 de Agosto último. 
La declaración de que es llegado el caso de cualquiera de estos dos ar-
tículos, corresponde al Consejo pleno, á la Sala contenciosa, ó á la Sec-
ción de lo contencioso, según que respectivamente hubieren consultado 
ó informado sobre el asunto. Contra esta declaración no podrá intentar-
se recurso alguno, 
Art. 6 0 Son aplicables á la Sala contenciosa las disposiciones vigen-
tes sobre el modo de proceder el Consejo en los negocios contenciosos de 
la Administración, en cuanto no se opongan á las de este capítulo y á la 
ley de 17 de Agosto último. 
(1) Véase la nota del art, 19 de la ley. 
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Sección segunda. 
De las demandas contra las resoluciones dol Gobierno ó de las Direcciones 
generales. 
Art. 7.° Las demandas contra las resoluciones del Gobierno ó de las 
Direciones generales, que por las disposiciones vigentes deben presen-
tarse ante el Consejo de Estado, se entregarán en la Secretaría general 
del mismo los dias y boras hábiles. 
E l Secretario pondrá al pié de cada demanda la nota de su presenta-
ción, y facilitará al interesado que lo pidiere documento bastante para 
acreditarla. 
Art. 8 o La Secretaría general unirá desde luégo á cada demanda los 
antecedentes del asunto que obren en el Consejo, y lo pasará todo á la 
Sección de lo contencioso. 
El Ponente nombrado con arreglo al art. 10 del reglamento vigente 
informará á la Sección de la demanda, proponiendo la resolución que 
estime conveniente. 
Art. 9.° La comunicación al Fiscal de lo contencioso y la citación para 
la vista pública en el caso del art. 57 de la ley de 17 de Agosto último, 
se harán saber administrativamente á dicho Fiscal, y al que represente 
la parte demandante ó demandada. 
Art. 10. En estas vistas se observará lo prevenido para las de la Sec-
ción y del Consejo en el reglamento vigente. 
Art. 11. La Sección elevará su dictámen al Gobierno dentro del plazo 
señalado para las sentencias interlocutorias. En todo lo demás será gu-
bernativo este procedimiento. 
Art. 12, La decisión que dictare mi Gobierno con presencia de este 
dictámen sobre la admisión de la demanda será irrevocable. 
DISPOSICION TRANSITORIA. 
E l primer turno que se establezca con arreglo al art. 1.° de este capí-
tulo durará hasta fin del presente año. 
Dado en Palacio á 19 de Octubre de 1860.—Está rubricado de la real 
mano.—El Presidente del Consejo de Ministros, Leopoldo O'Donnell. 
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Reglamento interior del Consejo de Estado de 30 de Junio de 1861. 
(PRÉSID. DEL C. DE M.) De conformidad con el parecer de mi Consejo 
de Ministros, y oido el Consejo de Estado, vengo en aprobar el regla-
mento para el régimen interior de dicho Consejo de Estado. 
Dado en Palacio á 30 de Junio de 1861.—Está rubricado de la real 
mano.—El Presidente del Consejo de Ministros, Leopoldo O'Donnell. 
REGLAMENTO 
para el régimen interior del Consejo de Estado. 
CAPÍTULO PRIMERO. 
De las sesiones del Consejo pleno. 
Artículo 1.° E l Consejo pleno celebrará sesión todos los miércoles, 
sin perjuicio de las extraordinarias que el Gobierno prescriba, ó que ha-
gan indispensables, á juicio del Presidente, el número y la urgencia de 
los negocios. 
Art. 2.° La duración ordinaria de las sesiones será de tres horas; 
pero podrá prolongarse al prudente arbitrio del Presidente en los casos 
particulares en que el servicio lo requiera. 
Art. 3.° La hora de las sesiones se fijará por el Consejo en la primera 
sesión del mes de Abril para los seis meses hasta fin de Setiembre, y en 
la primera de Octubre para los seis meses siguientes. 
Art. A.0 Los Consejeros que no puedan asistir puntualmente á la hora 
que se señale, lo avisarán en tiempo al Presidente. 
Art. 5.° Los Consejeros estarán reunidos en Secciones, y éstas se co-
locarán por el orden de los Ministerios á-que correspondan, después de 
la de lo contencioso. En cada Sección ocupará el primer puesto su Pre-
sidente, y los demás individuos de ella se sentarán á continuación por 
el orden de antigüedad. 
Esta antigüedad se estimará por la fecha del nombramiento de Conse-
jero. En igualdad de fechas obtendrá la preferencia el de más edad. 
Cuando un Consejero deje de serlo y vuelva posteriormente á ejercer este 
cargo, se contará su antigüedad desdóla fecha de su primer nombra-
miento, siempre que por consecuencia de él haya servido dos años la 
plaza de Consejero. 
Art. 6.° Luégo que el Presidente abra la sesión leerá el Secretario 
general el acta de la anterior, que deberá siempre contener los nombres 
de los Consejeros que hayan concurrido á ella y los de los que se hubie-
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sen excusado; y aprobada ó rectificada en su caso, publicará las excusas 
que el Presidente hubiere recibido; dará cuenta de las reales órdenes 
comunicadas al Consejo, y leerá el estado de los negocios distribuidos 
entre las Secciones desde la última sesión. 
CAPÍTULO 11. 
De la forma de las deliberaciones y consultas del Consejo pleno. 
Art. 7.° Todos los asuntos que hayan de ser objeto de las delibera-
ciones del Consejo pleno se someterán previamente al exámen de la Sec-
ción respectiva ó de una Comisión especial en su caso, y no podrá 
abrirse discusión sino sobre el dictámen que éstas dieren. 
Art. 8.° Los Consejeros podrán también pedir, ántes de que empiece 
la discusión, que el dictámen quede sobre la mesa; debiendo en tal caso 
darse cuenta de él con preferencia en la sesión ordinaria inmediata, ó 
en la extraordinaria que á este fin se señale si hay urgencia. 
Art. 9.° Si no pide la palabra en contra ningún Consejero, se pondrá 
desde luego el dictámen á votación; la cual en este caso se hará salvan-
do el voto en contra de los que lo reclamen durante la sesión. 
Art. 10. Pedida en contra la palabra por algún Consejero, se abrirá 
la discusión sobre el dictámen, y se hará uso en ella de la palabra por el 
orden con que se haya pedido, alternando los defensores y los impugna-
dores, y empezando por éstos el turno. 
Art. 41. Ningún Consejero podrá hablar más de una vez, en pro ó en 
contra; pero siendo uno solo el que haya pedido la palabra en contra, 
se le permitirá que hable dos veces. 
Se exceptúan los individuos de la Sección ó Comisión cuyo dictámen 
se discuta, que podrán, consumiendo turno, usar de la palabra cuantas 
veces lo juzguen conveniente; y también los Ministros y el Comisario 
del Gobierno, que podrán hacer otro tanto sin consumir turno. 
Art. 12. Después de haber hecho uso de la palabra sólo se permitirá 
á los Consejeros rectificar equivocaciones ó contestar á alguna alusión 
personal, sin volver de ningún modo á entrar en el fondo de la cuestión. 
Art. 13. En ningún negocio podrán hablar más de tres Consejeros en 
pro y tres en contra; y al concluir el último de los que hayan obtenido 
la palabra, declarará cerrada la discusión el Presidente, á no ser que el 
Consejo acuerde que continúe. 
Art. 14. Cuando se pidiere por dos ó mas Consejeros á un tiempo la 
palabra en un mismo sentido, se dará antelación en el uso de ella al de 
mayor edad. 
Siendo uno de estos Consejeros individuo de la Sección ó Comisión 
cuyo dictámen se discuta, será antepuesto á todos los demás. 
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Lo será igualmente, áun en el caso de haber pedido la palabra des-
pués que los otros, si ya no quedase más que un turno. 
Art. 15. La palabra concedida á un Consejero podrá renunciarse, y 
también cederse á otro que la tenga pedida. 
Art. 46. En todos los negocios en que haya discusión, deberá la vo-
tación ser nominal, diciendo los Consejeros por el orden de antigüedad, 
de menor á mayor, s i ó no, según que aprueben ó desaprueben. 
Art. 47. Antes de precederse á la votación podrá la Sección ó Comisión 
retirar su dictámen. y en tal caso se aplazará la resolución para cuando 
de nuevo lo presente. 
Art. 48. Los acuerdos del Consejo se harán á pluralidad absoluta de 
votos; y el del Presidente en caso de empate será decisivo, expresándose 
esta circunstancia en la consulta. 
Art. 49. La discusión de dictámenes que tengan diferentes artículos 
se dividirá en dos partes: 
4.a Sobre la totalidad. 
2.a Sobre los artículos. 
Art. 20. Terminada la discusión sobre la totalidad, se preguntará si 
se toma en consideración, y en la afirmativa se pasará á la discusión por 
artículos. 
Cuando el dictámen no tenga artículos, después de terminada la dis-
cusión, si algún Consejero lo pide, se hará la pregunta de si se discutirá 
por párrafos ó partes. 
Art. 24. Las enmiendas y adiciones no podrán proponerse sino por 
escrito, después de leído el dictámen, y ántes de que se cierre su discu-
sión; y se discutirán y votarán después. 
Cuando el dictámen ó proyecto contenga partes ó artículos, no se en-
tenderá cerrada la discusión hasta que se haya votado la última conclu-
sión ó artículo de toda la propuesta. 
Art. 22. Cuando un dictámen fuere desechado se hará la pregunta 
de si volverá á la Sección. (¡ 
Si ésta lo rehusare, ó el acuerdo fuese negativo, el Presidente nom-
brará una Comisión para que proponga nuevo dictámen, que seguirá el 
curso de reglamento. 
Art. 23. Cuando haya habido discusión podrán los Consejeros que 
hubiesen impugnado el dictámen aprobado por el Consejo anunciar voto 
particular ántes de que se levante la sesión, y adherirse á este voto, en 
la misma ó en la inmediata, los demás Consejeros que en la votación 
hayan formado la minoría. 
E l voto particular para que se le dé curso debe presentarse motivado 
en la sesión ordinaria próxima á la del acuerdo del Consejo, ó en la ex-
traordinaria que se señale, habiendo urgencia; y ha de firmarse por su 
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autor y los Consejeros que se adhieran á él, pudiendo éstos retirar su 
adhesión antes de suscribirle. 
Art. 24. Del voto particular se dará cuenta en la misma sesión en 
que se presente, y se mandará pasar á la Sección ó Comisión que hu-
biese dado el dictámen á que se reíiera, á fin de que para la sesio» 
próxima ordinaria ó extraordinaria en su caso, extienda la refutación 
que juzgue conveniente; ó indique, si la creyese innecesaria, las razones 
en que funde este concepto. 
Art. 25. Las consultas del Consejo se elevarán firmadas por el Presi-
dente y el Secretario general, con expresión al margen de los Consejeros 
que hubiesen concurrido á la votación, é insertándose en el cuerpo de 
ellas el dictámen aprobado según lo hubiese sido, y el voto ó votos par-
ticulares con lo manifestado por la Sección ó Comisión respectiva acer-
ca de los mismos. 
CAPÍTULO 111. 
De las Secciones. 
Art. 26. Es aplicable á las Secciones lo prescrito en los dos anteriores 
capítulos en lo que no se oponga á las disposiciones especiales de! 
presente. 
Art. 27, Las Secciones celebrarán sesión el mártes y viérnes de cada-
semana, sin perjuicio de las extraordinarias que á juicio del Presidente 
respectivo sean indispensables. 
Art. 28. Para que las Secciones celebren sesión deberán hallarse-
presentes tres de sus individuos. 1 
Los acuerdos en que los tres estuviesen conformes se tendrán por 
firmes: si faltare esta conformidad en algún negocio, se volverá á dar; 
cuenta de él con preferencia en la primera sesión, compuesta de mayor 
número de Consejeros. 
Art. 29. Cuando alguna de las Secciones creyese conveniente oir en 
conferencia á Consejeros délas otras, ó á cualquiera de los Jefes de la 
Administración pública, profesor ú otro funcionario ó particular de 
especiales conocimientos ó experiencia, podrá llamarlos á sus sesiones^ 
poniéndolo en noticia del Presidente del Consejo en el primer caso, y del 
Ministro del ramo en los demás. 
También las Secciones podrán pedir por conducto de la Secretaría 
general los antecedentes que estimen necesarios para la instrucción de 
los expedientes. 
Art. 30. En las discusiones se concederá la palabra á todos los Conse-
jeros que la pidan, y podrán éstos usar de ella dos veces en cada negocio-
Art. 31. Cuando se discuta un proyecto de dictámen ó informe pro-
puesto por alguno de los Consejeros de la Sección, se permitirá á éste la 
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contestación y la contraréplica respecto á cada uno de los que le impug-
nen, y en el uso de la palabra será preferido á todos los demás que la 
pidan en pro. 
Art. 32. Los Consejeros no podrán formar voto particular en las Sec-
ciones respecto á los proyectos de consulta que las mismas aprueben, y 
sí sólo reservarse el derecho de impugnarlos ó votar contra ellos en el 
Consejo pleno. 
En los proyectos de consulta que se remitan á la Secretaría general se 
expresará si fueron eprobados por unanimidad ó mayoría de la respec-
tiva Sección. 
Art. 33. Tendrán lugar relativamente á los informes los votos parti-
culares; y su refutación, cuando la Sección la estime oportuna, se en-
cargará siempre por la Presidencia á uno de los Consejeros que hayan 
formado la mayoría. 
CAPÍTULO IV. 
De la reunión de las Secciones. 
Art. 3 í . Cuando se hubiere ordenado la reunión de las Secciones y la 
instructora estuviese preparada para deliberar, remitirá ésta á la auxi-
liar ó auxiliares el extracto y el expediente para que se enteren; sin lo 
cual no se podrá citar para su reunión. 
Art. 35. Para celebrar sesión las Secciones reunidas ha de concurrir 
la mayoría de cada una de ellas. 
Art. 36. E l Presidente del Consejo, cuando concurra á una Sección ó 
á varias reunidas, tendrá la presidencia de las mismas, y en su defecto 
él Presidente más antiguo de cada una de ellas. 
En concurrencia de Presidentes titulares y accidentales tendrán siem-
pre antelación aquéllos. 
Art. 37. Las Secciones reunidas se tendrán por una sola para las vo-
taciones, á no ser que una de ellas disienta de la otra ó de las otras por 
unanimidad; en cuyo caso, prescindiendo de los votos individuales, se 
considerará siempre que hay discordia. 
Art. 38. Cuando en las Secciones reunidas resultase discordia, se so-
meterán á la deliberación del Consejo pleno los respectivos dictámenes 
para que resuelva y consulto lo qué estime más acertado, áun cuando el 
negocio se haya remitido sólo á informe de dichas Secciones. 
El dictámen que tenga mayor número de votos á su favor, deberá en 
•el caso de este artículo discutirse con preferencia en el Consejo, y en 
igualdad de número el de la Sección ponente. 
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CAPÍTULO V. 
De las Comisiones permanentes. 
Art. 39. E l Presidente del Consejo y los de las Secciones forman una 
Comisión permanente para proponer dictamen al Consejo pleno: 
4.° Sobre los nombramientos de Consejeros. 
2. ° Sobre lo relativo al cumplimiento de la ley orgánica y reglamen-
to interior del Consejo; y á las modificaciones que este último requiera. 
3. ° Sobre los estados de negocios, y las observaciones que deben ele-
varse al Gobierno el \ .0 de Marzo de cada año. 
4. ° Y en general sobre todo lo que se refiera á la organización y per-
sonal del Consejo. 
Art. 40. E l Presidente del Consejo y los Presidentes de las Secciones. 
forman el Consejo de disciplina. 
Art. 41. En el mes de Enero nombrará el Presidente del Consejo un 
individuo por Sección, que bajo su Presidencia constituirán la Comisión 
de oposiciones por el resto del año. 
CAPÍTULO VI. 
De las vacaciones del Consejo. 
Art. 42. Todos los años vacará el Consejo los meses de Julio y Agos-
to. Los Consejeros que se ausenten cuidarán de dejar noticia en la Se-
cretaría general del Consejo del punto donde deban ser avisados para las 
reuniones extraordinarias que dispusiere el Gobierno. 
Art. 43. Durante las vacaciones no corren los términos de las com-
petencias, autorizaciones y demás asuntos gubernativos que los tengan 
señalados, ni se despacharán más negocios que los urgentes, á juicio deí 
Ministro respectivo. 
Art. 44. E l Secretario general alternará en las vacaciones con el Ofi-
cial mayor letrado más antiguo; y los Presidentes de las Secciones lle-
varán en ella el turno que exija el servicio entre los Oficiales y Aspiran-
tes de las mismas, poniéndolo en conocimiento del Presidente. 
Art. 45. E l Fiscal de lo contencioso alternará en las vacaciones con 
los Tenientes Fiscales, y éstos lo harán entre sí por orden de anti-
güedad. 
CAPÍTULO VIL 
Del Presidente del Consejo. 
Art. 46. Corresponde al Presidente del Consejo: 
1. ° Abrir y levantar las sesiones á la hora señalada, y mantener el 
érden en ellas. 
2. ° Mandar celebrar sesiones cxtraf rdinarlas en su íaeo. 
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3 0 Nombrar en Consejo pleno Comisiones especiales en negocios que 
no pueda ó no deba instruir ó despachar una Sección determinada. 
i . 0 Abrir, dirigir y cerrar las discusiones. 
5. ° Conceder la palabra en ellas á los Consejeros-
6. ° Llamarlos al orden ó á l a cuestión según los casos. 
7. ° Recibir á los Consejeros, Fiscal y Secretario genoral el juramen-
to en el acto de tomar posesión en el Consejo pleno. 
8. ° Señalar, oyendo al Secretario general, los asuntos de que se haya 
•de dar cuenta al Consejo pleno, verificándolo siempre por el orden de 
fechas de los dictámenes de las Secciones, salvo la preferencia que el 
Gobierno hubiese encargado se dé á algunos de ellos. 
9. ° Autorizar con su firma la correspondencia de cualquiera clase 
•que sea con los Ministros de S. M. en lo perteneciente al Consejo pleno. 
10. Vigilar sobre la disciplina de las dependencias del Consejo, y so-
bre la policía del edificio en que se hallen colocadas. 
i i . Activar, bajo su responsabilidad, el despacho de los negocios en 
«1 Consejo pleno y en cada una de las Secciones, y ejercer sobre éstas en 
consecuencia la más ámplia inspección. 
12. Nombrar para las plazas de escribientes y porteros cuyo sueldo 
•no llegue á 6.000 rs.; y proponer al Gobierno para las que tengan igual 
ó mayor dotación que la expresada cantidad. 
13. Elevar al Gobierno, con su informe, las solicitudes de los Oficia-
les, empleados y dependientes del Consejo, que deberán hacerlas por su 
conducto. 
14.. Dar cuenta al Gobierno de las vacantes que en el Consejo ocurran, 
manifestándole la carrera y especiales conocimientos de los que deban 
ser nombrados, según lo requiera el mejor despacho de los negocios del 
Consejo y de la Sección á que deban ser destinados. 
Art. 47. En las vacantes, y en ausencia y enfermedades del Presi-
diente ejercerá todas sus funciones, como accidental,el más antiguo de 
ios Presidentes titulares de Sección. 
CAPÍTULO VIH. 
De los Presidentes de las Secciones. 
Art. 48. Los Presidentes dé las Secciones ejercerán, cada uno en la 
suya, las funciones atribuidas al Presidente del Consejo en el art. 46, 
párrafos 1.°, 2.°, 4.°, o.0 y 6.° 
Art. 49. Además de las funciones señaladas en el anterior artículo, 
corresponde á los Presidentes de Sección: 
1.° Encargar el despacho de negocios graves á alguno de los Conse-
jeros. , 
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2. ° Encomendarlo igualmente al Oficial mayor respecto de los nego-
cios en que lo eslimen conveniente. 
3. ° Autorizar con su firma la correspondencia con el Ministro, del 
ramo respectivo en los negocios que por él se remitan de real orden á 
informe de la Sección, y los que dirija al Presidente del Consejo. 
4. ° Vigilar sobre la observancia del reglamento. 
5. ° Activar, bajo su responsabilidad, el despacho de los negocios en-
comendados á la Sección. 
6. ° Elevar con su informe al Presidente del Consejo las solicitudes de 
los Oficiales y dependientes de la Sección. 
Art. 50. En defecto de los Presidentes de las Secciones les sustituirán 
los respectivos Consejeros de las mismas por el orden rigoroso de anti-
güedad. 
CAPÍTULO IX. 
Del Secretario general. 
Art. 51. Corresponde al Secretario general, además de lo prescrito en 
los artículos anteriores: 
1. ° Distribuir sin el menor retardo entre las Secciones los expedien-
tes que se remitan por el Gobierno á informe de las mismas ó á consul-
ta del Consejo, determinando siempre la Sección por el Ministerio de 
donde inmediatamente proceda cada negocio, y reservando á la resolu-
ción del Consejo las dudas que se le ofrezcan sobre el particular. 
2. ° Extender el acta de las sesiones del Consejo pleno. 
3. ° Autorizar con su firma la correspondencia relativa al mismo Con-
sejo en los casos en que no se requiera la del Presidente. 
4. ° Distribuir de la manera que estime conveniente entre los Oficia-
les de la Secretaría los trabajos que exija el buen desempeño de sus fun-
ciones. 
5. ° Vigilar la asistencia de los Oficiales y Aspirantes, y el orden de las 
dependencias del Consejo, cuidando particularmente de que no se ex-
traigan expedientes ni documentos fuera de sus oficinas, á no ser los 
casos en que el Presidente lo permita. 
Art. 52. E l Secretario general, además de dos libros de actas, el uno 
para las no reservadas, y el otro para las que lo seaií á juicio del Conse-
jo, llevará los siguientes: 
1. ° Dos para copiar literalmente las consultas, con la misma distin-
ción de reservadas ó no reservadas. 
2. ° Un libro de registro para las reales órdenes, y uno ó dos para los 
expedientes que el Gobierno remita á consulta del Consejo é informe de 
las Secciones, anotando en ellos la fecha de su recibo, el dia en que pa-
sen á las Secciones, el en que por éstas se devuelvan despachados; y 
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cuando vinieren á consulta del Consejo pleno, el de la sesión en que de 
ellos se dé cuenta y el folio del libro copiador donde se extienda la con-
sulta. 
3.° Otro libro, en fin, para hacer constar la asistencia de los Oficiales 
y Aspirantes del Consejo, Oficiales de la Secretaría general, Archivero y 
Oficiales del Archivo, y dependientes del Consejo que estén bajo sus 
inmediatas órdenes. 
Art. 53. E l Secretario general designará un Oficial de su Secretaría 
para dar audiencia en hora determinada á los interesados, y enterarles 
del estado de sus negocios, no debiendo manifestarles el dictámen de la 
Sección ni la resolución del Consejo. 
Art. 54. Aprobados los dictámenes de las Secciones por el Consejo, y 
copiados en el libro de consultas, los devolverá el Secretario general á la 
Sección respectiva, certificada en ellos la aprobación, y anotadas al már-
gen y autorizadas con su rúbrica las modificaciones que por acuerdo del 
Consejo se hayan hecho. 
Art. 55. En defecto del Secretario general harán sus veces los Oficia-
les mayores que sean letrados, por el órden de antigüedad; excepto en 
lo contencioso, que le reemplazará el Oficial mayor de esta Sección. 
CAPÍTULO X. 
De los Oficiales especiales de la Sección de Guerra y Marina. 
Art. 56. E l Oficial mayor de la Sección de Guerra y Marina deberá 
tener, por lo ménos, el empleo de Coronel, ó ser Auditor de Guerra ó de 
Marina efectivo. 
Art. 57. Los demás Oficiales especiales de esta Sección serán dos Ca-
pitanes de fragata ó Tenientes de navio cuando ménos; dos Comandan-
tes y dos Capitanes del Ejército, y un Comisario de Guerra. 
Art. 58. Los Oficiales de todas clases de esta Sección disfrutarán el 
sueldo de su empleo, y todas las ventajas que correspondan á los demás 
de su clase del Ejército ó Armada que estuvieren en servicio activo. 
CAPÍTULO XI. 
De los Oficiales y Aspirantes del Consejo. 
Sección primera. 
De los Oficiales mayores. 
Art. 59. E l Oficial mayor de cada Sección será el Jefe inmediato de 
ios Oficiales y demás empleados que estén al servicio de la Sección. 
Art. 60. E l Oficial mayor despachará por sí los negocios que le encar-
gue el Presidente de la Sección, y distribuirá los demás por el método 
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que acuerde la Sección, por turno ó por negociados, entre los Oficiales 
y Aspirantes sus subordinados. 
Art. 61. E l Oficiab mayor llevará un libro general de actas, y otro 
particular de actas reservadas. En el primero h ará copiar por su orden, 
y autorizará con su firma, las que no exijan especial reserva, á juicio 
d é l a Sección luego que por la misma sean aprobadas: en el segundo 
extenderá de mano propia, con igual autorización, las que la Sección 
apruebe y estime deberse reservar, poniendo en el otro libro la corres-
pondiente nota remisiva. Unos y otros serán rubricados por el Presiden-
te, y firmados por el Oficial mayor. 
Art. 62. Además de los dos libros que el anterior artículo prescribe, 
llevará el Oficial mayor un libro de registro para anotar la techa del 
recibo de los expedientes del Consejo pleno; el dia en que se dé cuenta á 
la Sección y se encargue el despacho de los mismos; el nombre del en-
cargado, y la fecha de su devolución por éste, y de la resolución de aqué-
lla; otro libro copiador de informes y dictámenes, y los demás que la 
Sección estimase conveniente. 
Art. 63. Los Oficiales mayores firmarán la correspondencia de la 
Sección que deba dirigirse al Secretario general. 
Art. 6í . Los expedientes del Consejo se tendrán por fenecidos cuando 
se participe oficialmente al mismo la resolución de S. M.; y comunicada 
á la Sección respectiva la real orden expedida al efecto, dará cuenta á 
aquélla el Oficial mayor en la sesión inmediata, y por su acuerdo remi-
tirá al Archivo el expediente con la real órden cuando ya no se necesite. 
Igual remesa hará el Oficial mayor de los informes originales aproba-
dos por la Sección, y autorizada la aprobación con su firma, luégo que 
se hayan comunicado al Gobierno por conducto de la Secretaría general, 
y copiado en el libro de informes. 
Art. 65. En las vacantes y en ausencias y enfermedades del Oficial 
mayor hará sus veces en cada Sección el de mayor clase y antigüedad. 
Sección segunda. 
De los Oficiales de primera, segunda y tercera clase, y de los Aspirantes. 
Art. 66. Los Oficiales de primera, segunda y tercera clase y los Aspi-
rantes del Consejo despacharán los negocios de su incumbencia bajo la 
inspección inmediata del mayor respectivo. 
Art. 67. Para el despacho de los negocios formarán extracto del ex-
pediente, y pondrán su dictámen cuando se les encargue por el Presi-
dente. 
Art. 68. Los Oficiales expondrán de viva voz las observaciones con-
venientes en apoyo del dictámen que hubiesen redactado, contestando 
á las que se hicieren contra él, prévia la vénia del Presidente. 
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Sección tercera. 
De los ascensos de los Oficiales y Aspirantes. 
Art. 69. El turno establecido por la ley para los ascensos de los Ofi-
ciales de primera y segunda clase empezará por el de antigüedad. 
Art. 70. La antigüedad de que habla la referida ley orgánica se com-
putará con arreglo á las disposiciones generales vigentes. Los que en lo 
sucesivo sean nombrados de fuera del Consejo para las plazas de ma-
yores y Oficiales de planta de primera y segunda clase ocuparán en el 
escalafón el número de la vacante que corresponda al nombramiento, 
cuando su antigüedad fuere mayor, con arreglo á dichas disposiciones 
generales: si fuere menor, ocuparán el número que conforme á las 
mismas les corresponda. 
Art. 71. El escalafón será permanente, formado en virtud de docu-
mentos fehacientes, y oyendo á los que se juzguen agraviados. 
Las alteraciones que requieran las vicisitudes del personal se sujeta-
rán a las mismas formalidades. 
Art. 72. Será atribución del Consejo pleno consultar sobre el escala-
fon de antigüedad de los Oficiales y Aspirantes; y causará estado la reso-
lución que se adopte por el Gobierno de S. M. 
Art. 73. Los Tenientes fiscales que hayan sido Oficiales de primera 
clase del Consejo, conservarán su puesto en el escalafón para los ascen-
sos por antigüedad á la plaza de mayor, y al mayor sueldo de los de esta 
clase. 
Sección cuarta. 
De las oposiciones para las plazas de Aspirantes. 
Art. 74. Cuando el servicio público exija la provisión de las vacantes 
que hayan ocurrido en la planta de los Aspirantes del Consejo, su Presi-
dente lo pondrá en conocimiento del Gobierno para que por el mismo 
pueda autorizarse el anuncio de las oposiciones. 
Art. 75. El plazo para concurrir los opositores será el de un mes, á 
contar desde el dia en que se publique dicho anuncio en la Gaceta de-
Madrid; y en este término deberán los interesados presentar su instan-
cia en la Secretaría general del Consejo, en las horas de oficina, acom-
pañando el título de Licenciado en Derecho civi l , canónico ó administra-
tivo, de cuya entrega se les dará recibo. 
Art. 76. En los ocho días inmediatos siguientes á la terminación del 
mes fijado en el artículo anterior, presentará cada interesado una breve 
disertación manuscrita y firmada, sobre cualquiera de los asuntos que 
atribuye al Consejo el art. 45 de su ley orgánica. 
Art . 77, El dia que á cada opositor se designe comparecerá éste á sa-
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tisfacer las observaciones y preguntas que se le hicieren sobre la mate-
ria de su discurso en el espacio de media hora. 
Art. 78. Por el resultado del ejerciciq prescrito en el artículo ante-
rior, se determinará si debe ser admitido el interesado al inmediato; y 
el que quedare excluido no podrá presentarse en las oposiciones ulte-
riores. 
Art . 79. A los declarados aptos para continuar en la oposición, se les 
entregará en dia prefijado un expediente, para que en el té rmino de 24 
horas hagan su extracto y propongan su resolución; permaneciendo i n -
comunicados durante este trabajo, si bien facilitándoseles los cuerpos 
legales que pidieren, 
Art. 80. El extracto y proyecto de que habla el artículo anterior lo 
entregará cerrado y sellado cada opositor, aparte del expediente; y el 
dia que se le designe lo abrirá y leerá, y satisfará los reparos que se íe 
opongan. 
Acto continuo se sacarán á la suerte JO preguntas, que leerá el Se-
cretario y entregará al opositor para que las conteste. 
Art. 81. Los ejercicios de que hablan los art ículos anteriores serán 
públicos. 
Art. 82. La Comisión de oposiciones formulará por escrito 10 pre-
guntas por cada opositor que sea declarado apto para el segundo ejerci-
cio, las cuales quedarán reservadas en Secretaría. 
Estas preguntas deberán renovarse en alguna parte para cada oposi-
ción. 
Art. 83, Las memorias escritas de los opositores circularán entre los 
individuos de la Comisión, y el Presidente designará el Consejero que ha 
de hacer las observaciones del art. 77, pudiendo los demás dirigir las 
preguntas que en el mismo se previenen, no pasando de tres cada uno. 
Art. 84. Terminado el ejercicio del artículo anterior, votará la Comi-
sión por bolas blancas y negras si el opositor ha de ser admitido al se-
gundo ejercicio; y el resultado lo hará saber de oficio el Secretario al i n -
teresado. 
Art. 83, El expediente de que trata el art. 79 será examinado por el 
Consejero de la Sección á que corresponda el asunto; y el mismo hará , si 
lo estima necesario, los reparos que expresa el mismo artículo. 
Art, 86. El dia que designe el Presidente se reun i rá la Comisión para 
fomar las propuestas. Cada individuo t raerá escrita la calificación que 
hubiere hecho de cada uno de los opositores, en los tres conceptos de 
talento, instrucción y aptitud especial, en los tres grados do sobresalien-
te, bueno y mediano; y depositará la calificación en una urna. Las ter-
nas se formarán con los que resulten con mejor calificación y mayor 
n ú m e r o de votos: en caso de empate decidirá el Presidente, expresándo-
se así en la propuesta. 
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Art. 87. Al elevar al Gobierno las propuestas de que habla el artículo 
anterior, se le dará cuenta razonada de los diversos actos é incidentes de 
la oposición. ) 
De esta comunicación se dará conocimiento al Consejo pleno. 
CAPÍTULO XII. 
De los Oficiales de Secretaría y del Archivo, y de los escribientes 
del Consejo. 
Art. 88. Los Oficiales de Secretaría son los encargados de ejecutar, 
bajo las órdenes y dirección del Secretario general, todo lo relativo á la 
extensión de las actas del Consejo pleno, y de la Sala y Sección de lo con-
tencioso; á la parte formularía de las consultas y petición de anteceden-
tes; á las convocatorias de Pleno, Sala y Secciones reunidas; y á los libros 
de actas, consultas y sentencias. 
Art. 89. Los Oficiales de Secretaría son por su orden el Jefe inmedia-
to del escribiente mayor, y con ellos deberán entenderse los mayores de 
las Secciones para la ejecución de los trabajos que de las mismas pro-
cedan. 
Art. 90. Cuando ocurra una vacante de Oficial del Consejo, superior 
en sueldo, en el turno de elección del Gobierno, el Presidente del Consejo 
elevará á conocimiento del mismo los méritos que hayan contraído los 
Oficiales de Secretaría para que pueda tenerlos presentes en dicha 
elección. 
Art. 91. E l Archivero del Consejo custodiará los expedientes fenecidos 
que los Oficiales mayores le remitan; y en su colocación guardará el mé-
todo, que, á propuesta suya, establezca el Secretario general, debiendo 
servir de base á este método la separación de los expedientes por Seccio-
nes, y la de los expedientes de consulta é informe dentro de cada una de 
ellas. 
Art. 92. E l Archivero será el Jefe inmediato de los Oficiales de esta 
dependencia, y hará sus veces el más antiguo de ellos en ausencias, en-
fermedades y vacantes. 
Art. 93. E l escribiente mayor es el Jefe inmediato de los demás escri-
bientes, y en su defecto el escribiente mayor segundo. Para suplir á este 
último designará el Secretario uno de los escribientes de primera clase. 
Art. 94. E l escribiente mayor cumplirá las órdenes que reciba de los 
Oficiales de Secretaría en cuanto al método y preferencia de los trabajos, 
y distribuirá éstos entre los demás escribientes ségun su capacidad. 
Art. 95. E l escribiente mayor es responsable de la confrontación de 
las minutas. 
Art. 96. Todos los escribientes del Consejo estarán reunidos para eje-
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cular, según su preferencia, así los trabajos del Consejo pleno como los 
de las Secciones. 
CAPÍTULO XIII. 
De la asistencia diaria del Secretario general, de los Oficiales y 
Aspirantes, y de los empleados y dependientes del Consejo. 
Art. 97. E l Secretario general y los Oficiales mayores asistirán diaria-
mente á sus respectivos despachos para ocuparse en los negocios de su 
incumbencia por espacio de seis horas, que señalará, según la estación, 
él Presidente del Consejo. 
Art. 98. Los Oficiales de primera, segunda y tercera clase, los Aspi-
rantes, los Oficiales de Secretaría, el Archivero y Oficiales del Archivo se 
reunirán diariamente, durante las mismas horas que el Secretario gene-
ral y los Oficiales mayores y con igual objeto, en el local que por Seccio-
nes se les destine. 
Art. 99. Los escribientes lo verificarán media hora ántes de las seis 
que- se designan en los anteriores artículos; y emplearán además de éstas 
todo el tiempo que exijan sus trabajos, á juicio del Secretario general. 
Art. 100. Los porteros y mozos de oficio del Consejo concurrirán tam-
bién con media hora de anticipación, y permanecerán en sus puestos 
hasta que se cierren las oficinas, cumpliendo miéntras estén abiertas, y 
ántes y después, las órdenes que les den relativas al servicio el Presi-
dente del Consejo, los de las Secciones, el Secretario general ó los Oficia-
les mayores respectivos. 
Art. 101. De los abusos que se cometan contra lo prevenido en este 
capítulo en la Secretaría general ó en las Secciones, serán respectiva-
mente responsables el Secretario general y los Oficiales mayores, si no 
dan en tiempo noticia de ellos al Presidente del Consejo ó al de la Sec-
ción que deba corregirlos. 
CAPÍTULO XIV. 
De la corrección disciplinaria de faltas y abusos. 
Art. 102. La inspección general que corresponde al Presidente del 
Consejo sobre todos los Oficiales, Aspirantes, empleados y dependientes 
del mismo, y la particular que compete á cada uno de los Presidentes de 
Sección sobre los Oficiales, Aspirantes y dependientes de las suyas, se ex-
tiende hasta la facultad de corregir, en la forma y dentro de los límites 
que en los artículos siguientes se prefijan, las faltas y abusos de dichos 
Oficiales, Aspirantes, empleados y dependientes respectivos. 
Art. 103. E l Presidente del Consejo en la esfera general de su inspec-
ción, y cada uno de los demás Presidentes en la suya particular, podrán 
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amonestar, reprender y apercibir á los Oficiales, Aspirantes, empleador 
y dependientes respectivos que incurran en falta ó cometan abuso. 
Art. dOi. En el caso de reincidencia de un empleado ó dependiente, 
y en el de merecer desde luego la falta ó abuso en que incurra una de-
mostración más severa que las que permite el artículo anterior, la im-
pondrá por sí el Presidente del Consejo, pudiendo aplicar hasta un mes 
de suspensión, dando cuenta de esta corrección y sus motivos al Go-
bierno. 
Art. 105. La reincidencia de los Oficiales ó Aspirantes en falta ó abu-
so leve, ó la falta ó abuso de los mismos que deba considerarse más ó 
ménos grave, sojuzgará y corregirá hasta con un mes de suspensión por 
el Consejo de disciplina. 
Art. 106. Para que el Consejo de disciplina pueda deliberar han de 
concurrir, además del Presidente del Consejo, la mayor parte de los Pre-
sidentes de las Secciones; y ha de autorizar las deliberaciones como Se-
cretario, el general del Consejo. 
Art. d07. E l Consejo de disciplina oirá siempre al Oficial ó Aspirante 
denunciado; permitiéndole, si lo pidiese, que exponga por escrito lo 
que estime oportuno á su defensa. 
Art. 108. La mayoría absoluta de votos del Consejo de disciplina for-
mará resolución irrevocable. A falta de esta mayoría deberá prevalecer 
el voto absolutorio, y en su defecto el más benigno entre los que con-
denen . 
Art. 109. E l Consejo de disciplina, si á su juicio no bastase la suspen-
sión de un mes para corregir suficientemente el abuso ó falta del Ofi-
cial ó Aspirante, someterá su calificación al exámen del Consejo pleno. 
Mereciendo su aprobación, propondrá éste al Gobierno lo que crea 
justo. 
En el caso contrario devolverá el expediente al Consejo de disciplina 
para que imponga al Oficial ó Aspirante el máximum de corrección que 
está en sus atribuciones. 
Art. 110. En todos los casos en que el Consejo de disciplina suspenda 
á un Oficial ó Aspirante, conforme á lo prescrito en los artículos anterio-
res, deberá su Presidente dar cuenta desde luego al Cobierno, manifes-
tando el motivo ó motivos de esta corrección. 
CAPÍTULO XV. 
Disposiciones generales. 
Art. 111. Interinamente, y miéntras resuelva el Gobierno, podrá el 
Presidente del Consejo, cuando lo exija e l servicio, trasladar de una Sec-
ción á otra, oyéndolas previamente, á los Consejeros y Oficiales. 
Art. 112. E l 1.° de Marzo de cada año remitirá el Consejo al Ministe-
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rio de la Gobernación, para que se publique en la Gaceta, un estado de 
los negocios gubernativos y contenciosos fenecidos en el curso del año 
anterior y de los que quedaren pendientes, con expresión de los despa-
chados en pleno ó por las Secciones, separadas ó reunidas con otras. 
Art. 113. Con el estado prescrito en el artículo anterior podrá el Con-
sejo elevar al Gobierno las observaciones que le sugieran su celo y expe-
riencia acerca de las mejoras que convenga hacer en su organización y 
régimen interior. 
Art. 114. En todo caso y tiempo deberá el Consejo hacer presente al 
Gobierno las infracciones de este reglamento que advirtiere en las órde-
nes que se le comuniquen. 
Art. 115. Queda derogado el reglamento de 23 de Mayo de 18S8. 
Aprobado por S. M. Madrid 30 de Junio de 1861.—O'Donnell. 
R. D. de 4 de Julio de 1861: organización, atribuciones y procedi-
mientos de los Consejos de Administración de Ultramar. 
EXPOSICIÓN Á S. M.—Señora: La situación de progresivo adelanto en 
que se encuentran hoy las siempre fieles provincias de Ultramar, por la 
constante solicitud con que V. M. ha procurado y procura perfecciónar 
todos los ramos del servicio y desenvolver los elementos de prosperidad 
que encierran, exige por parte del Ministerio el más detenido estudio 
de la administración de aquellos países, si han de tener su lógico y na-
tural complemento las mejoras ya realizadas, ya si los Consejeros respon-
sables de V. M., haciéndose intérpretes de los sentimientos de su Reina, 
han de atender debidamente á las necesidades morales y materiales de 
una gran parte de sus subditos, cuya comunidad de intereses y aspira-
ciones con la madre pátria les dan derecho á la justa y equitativa consi-
deración del Gobierno. 
Cuando la conciencia de éste, formada por la observación de los he-
chos sociales y por la provechosa enseñanza de la historia, llega á juzgar 
oportuno el planteamiento de determinadas reformas que han de con-
tribuir eficazmente á la ordenada y fecunda gestión de los negocios pú-
blicos, sería indisculpable que, dejándose dominar por infundadas des-
confianzas, se empeñasen perpetuar instituciones que sólo se sostienen 
por la fuerza del hábito, en vez de modificarlas ó sustituirlas, consoli-
dando así sobre las bases de un glorioso pasado la estabilidad de un por-
venir tranquilo. 
Además, Señora, la política tradicional de España en la gobernación 
de sus provincias de América y Asia, fué siempre la de asimilar en lo 
posible á la organización de la Metrópoli la de sus vastos territorios trasat-
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lánticos; organización que respondía perfectamente en aquella época al 
estado político y social de los pueblos peninsulares y ultramarinos; pero 
que habiendo desaparecido de los primeros, no es ya compatible en los 
segundos con los adelantos verificados durante los últimos años, ni con 
los preceptos de la ciencia ni con las legítimas esperanzas de la opinión 
pública. Siguiendo la misma senda trazada por los augustos progenitores 
de V. M., los esfuerzos nunca interrumpidos del Gobierno han sido en-
caminados á llevar á las provincias de allende el Océno, las innovacio-
nes cuya bondad había sido comprobada por la práctica en la Península, 
modificándolas cuando lo han hecho conveniente ó necesario circuns-
tancias especiales de localidad, que no pueden jamás olvidarse sin expo-
ner al país donde existen á lamentables trastornos. Por fortuna este 
temor sería quimérico respecto de las reformas que á V. M. se someten; 
porque habiéndose aplicado ya en las provincias de Ultramar, con gran-
de ventaja para los intereses generales y privados, muchas de las al-
teraciones que de 25 años acá ha experimentado el régimen de la 
Península, es llegado el momento de realizar, sin menoscabo de la uni-
dad en el gobierno superior de cada isla, una asimilación en el orden 
administrativo tan completa como sus condiciones particulares lo con-
sientan, deslindando el carácter diverso de las funciones públicas, toda-
vía confundidas y amalgamadas en ellas. 
Entre las instituciones trasplantadas del sistema pátrio á las posesio-
nes ultramarinas por las leyes de Indias desde los tiempos del descubri-
miento y de la conquista, descuella como la más fundamental de todas 
la constitución de las Reales Audiencias en acuerdos, que han venido sien-
do hasta ahora el criterio más autorizado de los Gobernadores superiores 
para determinar, así en los árduos y complicados negocios de la política, 
como en los simples detalles de sus numerosas atribuciones. Todo están 
obligadas aquellas autoridades á consultarlo con los reales acuerdos, co-
mo si éstos pudieran-reunir una variada suma de conocimientos técni-
cos, aparte de los peculiares de su principal instituto; sin contar con que 
la confusión del carácter jurídico que más esencialmente les correspon-
de, con el consultivo de diferente naturaleza de que á cada paso se revis-
ten, ha dado origen repetidas veces á sensibles desavenencias con los Go-
bernadores Presidentes, y hecho precisa la severa intervención del poder 
supremo. 
Estos inconvenientes, cuya gravedad no puede desconocerse áun cuan-
do hayan sido transitorios sus efectos, se combinan con los que produce, 
para la buena dirección de los intereses públicos, la existencia anómala 
de una corporación, que por la diversidad de sus cargos y de su carácter, 
ya falla como Tribunal de justicia sobre la vida, la honra y la fortuna de 
los ciudadanos, ya decide, trasformada en acuerdo, los asuntos conten-
cioso-administrativos; y tan pronto formula dictámenes en cuestiones 
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del Real Patronato, como informa acerca de los problemas más difíciles 
de la ciencia económica-
Que de esta manera se amenguan el prestigio y la independencia que 
tan indispensables son para ejercer el elevado ministerio de la justicia, 
no hay para qué demostrarlo; así como que no ganan los demás nego-
cios encomendados á aquellos cuerpos, por lo difícil que es satisfacer 
cumplidamente las multiplicadas exigencias de una administración, que 
va complicándose y desenvolviéndose á medida* que las reformas crean 
nuevas y cotidianas relaciones entre el Gobierno y los gobernados. 
La diversidad de atribuciones de las Audiencias ultramarinas, resto de 
un sistema que está minado por sus cimientos, no guarda tampoco armo-
nía con la organización de las Alcaldías mayores; apesar de que éstas 
por las antiguas leyes, acumulaban también facultades heterogéneas. L i -
mitadas las últimas á la mera administración de justicia en virtud de la 
real cédula de 30 de Enero de 1855 y de otras disposiciones posteriores, 
con excepción de algunas de las islas Filipinas donde aún no ha sido po-
sible dividir el mando, y establecido el ministerio fiscal en una forma re-
gular y permanente con asignación á los Tribunales de primera instan-
cia, la magistratura inferior se mueve desde entonces dentro de la órbita 
especial que se le ha marcado en la Península, y no hay razón para que 
gire fuera de ella la superior, y para que, aplicándole idénticos princi-
pios é invocando iguales conveniencias, deje de darse la homogeneidad 
debida á funciones de la misma índole, si bien desempeñadas en jerar-
quías diversas. 
Pero al eliminar de las Reales Audiencias las facultades que en el ór-
den consultivo y contencioso de la administración les competen, es ne-
cesario formar otra corporación que en aquel sentido las reemplace; y 
que semejante á las que en la organización peninsular se conocen para 
el régimen de cada provincia y para el general del Estado, ilustre en Ul-
tramar á los Gobernadores superiores sobre los asuntos que se le some-
tan, determine los de carácter contencioso-administrativo con arreglo á 
disposiciones y solemnidades legales tocadas ya en la piedra de la expe -
riencia, y preste en todo caso la autoridad moral de las luces, del presti-
gio y de la posición de sus individuos á las medidas y resoluciones del 
Gobierno. En los Consejos de administración, cuyo establecimiento se 
propone á V. M., deberán entrar, si han de corresponder al objeto com-
plejo de su creación, los primeros íuncionarios de las provincias ultra-
marinas; otros retribuidos que dentro de ciertas categorías conviene nom-
brar para el pronto despacho de los asuntos facultativos y para la rápida 
preparación de los demás; y por último un número bastante considera-
ble de personas caracterizadas, naturales ó avecindadas en cada isla, que 
á sus servicios al Trono de V. M. y á la madre pátria, reúnan las circuns-
tancias que en todos los países dan á los hombres verdadera y legítima 
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importancia, haciendo de ellos un reflejo fiel de los sentimientos y aspi-
raciones de sus conciudadanos 
En esto los Ministros que suscriben han obedecido también, y no tie-
nen por qué ocultarlo, á un pensamiento político, cual es el de introdu-
cir en los asuntos más importantes de la administración ultramarina 
elementos de localidad, que sin quitar fuerza, ántes para el contrario, 
comunicándosela á la acción benéfica y protectora del Gobierno, tomen 
una parte activa en la gestión de sus propios intereses; impriman á los 
adelantos sucesivos el sello de las verdaderas necesidades públicas, y 
sirvan para perpetuar de una manera sólida é indestructible la unión 
fraternal entre los territorios que constituyen la Monarquía española. Co-
nociendo, como el Ministerio conoce, el espíritu patriótico que anima á 
nuestros hermanos de Ultramar; sabiendo el entrañable amor que á 
á V. M. profesan, y no pudiendo dudar siquiera que esta reforma será 
allí recibida con viva gratitud y como una prueba de los desvelos de su 
Reina por la felicidad de unos países que son el orgullo y la gloria de la 
nación, es de esperar que los resultados de esta medida, ora se la con-
sidere como mejora administrativa, ora se la juzgue como eficaz garaii-
tía de órden moral y de adhesión á la madre pátria, realizará las lison-
jeras esperanzas que al formularla abrigan los Ministros de V. M.; por-
que rara vez. Señora, se niegan á responder el corazón y las ideas de 
los pueblos á los actos espontáneos de previsión y de justicia. 
Pasando á los Consejos desde los reales acuerdos la sustanciacion y fa-
llo de la parte contencioso-administrativa y los conflictos de jurisdic-
ción y atribuciones, se ha creído conveniente adoptar en el procedimien-
to las disposiciones á que se ajustan los Consejos provinciales y el de 
Estado, de cuyo doble carácter han de participar los de Ultramar, tanto 
porque aquéllas son las más adecuadas á la índole de estos negocios es-
peciales, y están además aquilatadas por la larga práctica de los más al-
tos Cuerpos consultivos, cuanto porque así se ponen en íntima y armó-
nica relación ambas Administraciones. 
Los proyectos que el Ministerio tiene la honra de presentar á V. M. 
contienen la separación completa de las funciones judiciales y consulti-
vas; el reemplazo de los reales acuerdos por Consejos de administra-
ción en todo lo que no se refiere á la de justicia, y un órden de procedi-
mientos apropiado á la nueva organización y á la naturaleza de los ne-
gocios. Las Reales Audiencias quedarán como las de la Península en una 
esfera más reducida; pero ganarán seguramente en prestigio y en inde-
pendencia lo que pierden en facultades, que el desarrollo de la adminis-
tración pública no permite conservarles. En los Consejos, que han de 
heredar esas atribuciones con ventaja del servicio, se formará el verda-
dero espíritu de la institución, siempre contrabalanceado cuando no 
anulado en los reales acuerdos; é ingresará un elemento local que de un 
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modo sencillo y pacífico hará llegar hasta el Trono de V. M. el eco de las 
necesidades de las provincias más lejanas de la Monarquía. Por último, 
de aquí en adelante todos los españoles, lo mismo los de la Península 
que los de Ultramar, ejercitarán de igual manera sus derechos cuando 
sean lastimados por la Administración activa, y de igual modo también 
se sostendrán por ésta y por los Tribunales sus respectivas contiendas. 
No creen, Señora, los Consejeros responsables de V. M. que esta sea la 
última reforma que en las posesiones ultramarinas debe introducirse. 
Ue otras muchas importantes, administrativas y económicas, se ocupa 
sin descanso el Gobierno, y otras y otras surgirán con el trascurso délos 
años y con el incesante movimiento de las ideas y de los intereses mate-
riales. Pero unida la que hoy se inicia á las que V. M. ha realizado á pro-
puesta de varios Ministerios, entre los cuales se cuenta el actual, todas 
encaminadas á un mismo propósito, presenta la administración de Ul-
tramar una série de adelantos innegables, que si todavía no alcanzan la 
homogeneidad de un sistema, deben apreciarse por los obstáculos con que 
ha sido preciso luchar para su planteamiento, y considerarlos, no por lo 
que les falta para llegar al término, sino por su distancia del punto 
de partida. E l medio en que el Gobierno funciona no es tan libre como 
el ancho espacio en que se formulan las teorías: por esto son más tar-
dos los movimientos del primero que el desenvolvimiento especulativo 
de los segundos, viéndose atajada la voluntad más firme y decidida por 
embarazos que muchas veces sólo el tiempo se encarga de remover por 
completo. Afortunadamente ninguno ha encontrado el Consejo de Minis-
tros en la reforma que eleva á la augusta aprobación de V. M.: su nece-
sidad es generalmente sentida; los Gobernadores superiores de Ultramar 
la desean; las corporaciones á que afecta la consideran útil; el alto 
Cuerpo consultivo la apoya con su voto; la opinión pública sensata la 
reclama. 
Fundados en las consideraciones expuestas, los Ministros que suscri-
ben tienen la honra de someter á V. M., después de haber oido al Con-
sejo de Estado, los adjuntos proyectos de decreto.—Madrid 4 de Julio 
de 4861.—Señora.—A. L. R. P. de V. M.—El Presidente del Consejo de Mi-
nistros, Ministro de la Guerra y de Ultramar, Leopoldo O'Donell.—El Mi-
nistro de Estado, Saturnino Calderón Collantes.—El Ministro de Gracia 
y Justicia, Santiago Fernandez Negrete.—El Ministro de Hacienda, Pedro 
Salaverría.—El Ministro de Marina, Juan de Zavala.—El Ministro de la 
Gobernación, José de Posada Herrera.—El Ministro de Fomento, Rafael 
de Bustos y Castilla. 
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REAL DECRETO. 
En atención á las consideraciones que me ha expuesto mi Consejo de 
Ministros, prévia consulta del de Estado en pleno, 
Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo 1.° Las Reales Audiencias de Ultramar no podrán constituir-
se en acuerdo para consultar ni fallar en los asuntos de la Adminis-
tración. 
Art. 2.° Dichos Tribunales limitarán sus funciones á la administra-
ción de justicia, con sujeción á lo dispuesto en mi real cédula de 30 de 
Enero de y demás leyes y disposiciones vigentes. 
Art. 3.° Las Reales Audiencias de Ultramar tendrán el tratamiento de 
Excelencia, y sus Regentes serán los únicos Jefes y Presidentes de las 
mismas. 
Art. 4.° Las atribuciones de los Presidentes se ejercerán en lo sucesi-
YO por los Regentes de las Audiencias, sin perjuicio de la iniciativa de los 
Gobernadores superiores civiles para proponer á mi Gobierno, oyendo á 
las mismas, las reformas que estimen conducentes á la mejor adminis-
tración dejusticia. 
Art. S.0 Los Regentes serán el conducto por donde las Audiencias di-
rigirán á mi Gobierno ó al Tribunal Supremo de Justicia las representa-
ciones, consultas ó cualesquiera otras exposiciones, salvo el caso de que-
ja contra el Regente. 
Art. 6.° Por el mismo conducto se dirigirán las pretensiones y solici-
tudes de los Magistrados, Jueces y demás dependientes y subalternos de 
ios Tribunales, cuando sean de aquellas que no pueden resolver por sí y 
con arreglo á las leyes. 
Art. 7.° Los Regentes firmarán la correspondencia del Tribunal ple-
no ó de las Salas que no deba comunicarse por los Secretarios ó por los 
Escribanos de Cámara, y ejercerán todas las facultades concedidas á los 
Presidentes y Regentes por las leyes de Indias, instrucción de Regentes 
de 20 de Junio de 1776, ordenanzas de las Audiencias y demás disposicio-
nes vigentes, en cuanto no se opusieren á este mi real decreto y al de la 
misma fecha sobre establecimiento de los Consejos de administración de 
las provincias de Ultramar. 
Art. 8.° Las disposiciones anteriores se entenderán siempre sin per-
juicio de la alta inspección y de las facultades extraordinarias de que se 
hallan revestidos los Gobernadores superiores civiles. 
Art. 9.° Se tratarán y decidirán en Tribunal pleno: 
1.0 Las consultas, exposiciones y todo lo relativo á la organización de 
los Tribunales y administración de justicia. 
2.° Los demás asuntos de que venía conociendo el real acuerdo por 
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las leyes, ordenanzas y disposiciones de Indias, cuya calificación no ofen-
da las atribuciones declaradas á los Consejos de administración por m i 
real decreto de esta fecha, n i se oponga á lo contenido en el presente. 
Art. 40. Los informes que se pidan ó que por cualquiera causa se di-
rijan á m i Gobierno ó al Tribunal Supremo de Justicia en asuntos que 
procedan de un proceso pendiente ó de una sentencia ejecutoria, se da-
rán por la Sala que sustanciare aquél ó hubiere dictado ésta, pero siem-
pre por conducto del Regente. 
Art. 11. Los asuntos de Gobierno interior y de policía de las Audien-
cias se t ra ta rán y resolverán en Sala de gobierno, que se compondrá 
del Regente, de los Presidentes de Sala y de m i Fiscal. La Sala de gobier-
no propondrá á l a decisión del Tribunal pierio los negocios que á juicio 
suyo requieran más detenido examen. 
Art . 12. Las Salas de gobierno nombrarán los Tenientes Alcaldes ma-
yores y los Jueces interinos de la manera y en los casos que estos nom-
bramientos proceden, según las determinaciones vigentes. El nombra-
miento ó provisión interina de las Alcaldías mayores de término y de as-
censo de las islas Filipinas, con t inuará haciéndose por el Gobernador 
Capitán general á propuesta de la Sala del gobierno de la Audiencia de 
Manila, salvo el de las Alcaldías mayores de la capital y de Cebú que, 
así como el de todas las Alcaldías de entrada, se verificará de la manera 
prevenida en la primera parte de este art ículo. 
Art. 13. Los nombramientos de los Oficiales y dependientes de las Se-
cretarías de las Audiencias se harán por el Gobernador superior c iv i l , 
cuando á éste tocare la elección con arrreglo á las disposiciones de mi 
R. D. de 9 de Julio del año últ imo; pero siempre á propuesta de la Sala 
de gobierno respectiva. Los demás nombramientos de. dependientes y su-
balternos se h a r á n por la Sala de gobierno con arreglo á las leyes. 
Art. 14. El juramento de los Magistrados, Jueces, funcionarios del Mi-
nisterio fiscal y Abogados se recibirá ante el Tribunal pleno, en la for-
ma dispuesta en m i real cédula de 30 de Enero de 1855. El de'los Secre-
tarios, Relatores, Escribanos de Cámara ó de Juzgados y Procuradores 
ante la Sala de gobierno, y el de los demás dependientes y subalternos 
en manos del Regente. 
Art . 15. El exámen de los Relatores, Escribanos y Procuradores, se 
verificará ante la Sala de gobierno, en la forma que previenen las dispo-
siciones vigentes. 
Art. 16. Las Audiencias y demás Tribunales de justicia de las provin-
cias de Ultramar dejarán de asistir en cuerpo y como tales á las funcio-
nes denominadas de tabla y demás ceremonias que no fueren de su pe-
culiar instituto. Cuando los Gobernadores Capitanes generales recibieren 
corte, las Reales Audiencias en cuerpo serán admitidas á ella media ho-
ra ántes que las demás corporaciones ó funcionarios. 
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Art. 17. Las actuales Secretarías de acuerdo se denominarán en lo su-
cesivo «Secretarías de la Real Audiencia de », y los Regentes propon-
drán á mi Gobierno la oportuna reforma en su organización y planta. 
Art. 18. Las disposiciones consignadas en este mi real decreto co-
menzarán á regir al mismo tiempo que las contenidas en el de esta fe-
cha relativo al establecimiento de los Consejos de administración de las 
provincias de Ultramar. 
Art. 19. Quedan derogadas todas las leyes, reales cédulas y demás 
disposiciones en cuanto se opongan al presente real decreto. 
Dado en Palacio á -i de Julio de 1861.—Está rubricado de la real ma-
no.—El Ministro de la Guerra y de Ultramar, Leopoldo O'Donnell. 
R. D. de 4 de Julio de 1861, organizando los Consejos de Adminis-
tración de Ultramar. 
Tomando en consideración las razones que me ha expuesto mi Consejo 
de Ministros, oído el de Estado en pleno. 
Vengo en decretar lo siguiente: 
TÍTULO PRIMERO. 
DE LA ORGANIZACION DE LOS CONSEJOS DE LAS PROVINCIAS DE UL-
TRAMAR. 
Artículo 1.° En cada una de las provincias de Ultramar y con resi-
dencia en la capital de las mismas se establecerá un Consejo de adminis-
íración, que será presidido por el Gobernador superior civil respectivo. 
Estos cuerpos se compondrán de Consejeros natos y Consejeros de real 
nombramiento. 
Art. 2.° Serán Consejeros natos en la isla de Cuba: 
E l Gobernador superior civil. Presidente. . 
El M. R. Arzobispo metropolitano. 
El Pi. Obispo de la Habana. 
El Comandante general del Apostadero. 
El Piegente de la Real Audiencia. 
El Intendente general de Ejército y Hacienda. 
Mi Fiscal en la Real Audiencia. 
Ei Presidente del Tribunal de Cuentas. 
En las islas Filipinas: 
El Gobernador superior civil. Presidente. 
E l M. R. Arzobispo metropolitano. 
Los RR. Obispos sufragáneos. 
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E l Comandante general del Apostadero. 
E l Regente de la Real Audiencia, 
E l Intendente de Ejército y Hacienda de Luzón. 
Mi fiscal en la Real Audiencia. 
E l Presidente del Tribunal de Cuentas. 
En Puerto-Paco: 
E l Gobernador superior civil, Presidente. 
E l R. Obispo diocesano. 
E l Regente de la Real Audiencia. 
E l Intendente general de Ejército y Hacienda. 
Mi Fiscal en la Real Audiencia. 
E l Presidente del Tribunal de Cuentas. 
Art. 3.° Los Consejos de Administración se dividirán en tres seccio-
nes, que se denominarán de lo Contencioso, de Hacienda y de Gobierno 
y serán presididas respectivamente por el Regente de la Real Audiencia, 
por el Intendente de Ejército y Hacienda y por mi Fiscal en dicho supe-
rior Tribunal. 
Art. 4.° Las Secciones de lo contencioso se compondrán de sus Pre-
sidentes y de seis Consejeros de real nombramiento en la isla de Cuba, 
y de cuatro en Filipinas y Puerto-Rico. Cuatro de estos Consejeros en la 
isla de Cuba y tres en las de Filipinas y de Puerto-Rico serán precisamen-
te Letrados, y unos y otros disfrutarán el mismo sueldo señalado ó que 
se señalare á los Magistrados de las Audiencias respectivas. 
Art. 5.° Para ser nombrado Consejero en las Secciones de lo conten-
cioso será indispensable pertenecer ó haber pertenecido á cualquiera de 
las categorías siguientes: 
Magistrado de alguna de las Audiencias de la Península ó de Ultramar. 
Juez de primera instancia. Alcalde mayor ó funcionario del orden ju -
dicial ó fiscal que tuvieren la categoría de Juez de término con dos años 
de ejercicio. 
Jefe de Administración de la Península con las mismas condiciones. 
Jefe de segunda clase de la administración de las provincias de Ultra-
mar con iguales circustancias. 
Ministros ó Fiscales de los Tribunales de Cuentas de Ultrmar con igual 
tiempo de ejercicio. 
Catedrático de derecho en las Universidades de la Península ó de Ul-
tramar con 10 años de ejercicio. 
Art. 6.° Estos Consejeros no podrán ejercer ningún cargo en socie-
dades industriales ó mercantiles. 
Art. 7.° Las Secciones de Hacienda y de Gobierno se compondrán de 
sus Presidentes y de Consejeros de real nombramiento que se designa-
rán siempre de orden mía. El número de estos Consejeros podrá ser hasta 
de 22 en la isla de Cuba, y de 42 en Filipinas y en Puerto-Rico. 
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Estos cargos serán honoríficos y gratuitos., incompatibles con toda fun-
ción pública retribuida; corresponden a la primera categoría de la admi-
nistración de Ultramar, y sólo podrán recaer en personas que, además 
de llevar seis años por lo ménos de residencia en la provincia respecti-
va, reunieren algunas de las circunstancias siguientes: 
Títulos de Castilla. 
Propietario comprendido entre los 50 mayores contribuyentes en las 
provincias donde fuere posible esta clasificación ó en otro caso notoria-
mente acaudalado. 
Director ó Subdirector de los Bancos. 
Prior ó Cónsul de los Tribunales de Comercio, 
individuos de las Juntas de Fomento ó Comercio. 
Alcalde ordinario de las capitales de Ultramar. 
Mi Gobierno podrá nombrar, fuera de estas categorías y dentro del nú-
mero marcado en este artículo, cuatro Consejeros para la isla de Cuba y 
dos para las de Filipinas y Puerto-Rico, que á la residencia de seis años 
reúnan las circunstancias de notoria ilustración ó de conocimientos es-
peciales. • 
Art. 8.° En cada una de las Secciones de Hacienda y de Gobierno ha-
brá un Ponente, que se designará de órden mía de entre los Consejeros 
que compongan las Secciones de lo contencioso. Los otros Consejeros 
de estas últimas sustituirán en ausencias y enfermedades á los que fue-
ren designados para Ponentes en las de Hacienda y de Gobierno. En la 
Sección de lo contencioso será Ponente en cada negocio el Consejero 
que fuere designado por el Presidente de la misma. 
Art. 9.° Serán Vicepresidentes de los Consejos de administración el 
Comandante general del Apostadero en las islas de Cuba y Filipinas, y 
el Regente de la Real Audiencia en la de Puerto-Rico. 
Art. 40. Cuando no asistan al Consejo pleno el Presidente y el Vice-
presidente, les sustituirán los Presidentes de las Secciones por el órden 
en que quedan nombrados en el art. 3.° Siempre que asistieren al Con-
sejo pleao los Metropolitanos ó Prelados diocesanos, ocuparán la Vi ce-
presidencia de los mismos. A falta de los Presidentes de las Secciones 
presidirá en cada una de ellas el Consejero más antiguo, y en iguales 
circunstancias el de más edad. 
Art. 11. Los Consejos de administración de las provincias de Ultra-
mar tendrán el tratamiento de Excelencia. 
Art?. 12. Los Consejeros, al tomar posesión de sus cargos, jurarán ser 
fieles á la Reina, desempeñar lealmente su cometido, y consultar, con 
arreglo á las leyes, reales órdenes y demás disposiciones del Gobierno, 
en los negocios que se sometieron á su informe. 
Art. 13. Habrá en cada Consejo un Secretario general, dotado con el 
sueldo de 5.000 pesos en la isla de Cuba, de 4.000 en la de Filipinas y 
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de 3.000 en la de Puerto-Rico. Para ser nombrado Secretario general 
será necesario haber cumplido 30 años de edad, ser Letrado, y estar 6 
haber estado por lo menos en cualquiera de las categorías siguientes: 
Juez de primera instancia en la Península ó Alcaldes mayores de Ul-
tramar. 
Tenientes Fiscales de las Audiencias de Ultramar ó Abogados Fiscales 
de las de la Península. 
Secretario de gobierno en las provincias de España. 
Jefe de Sección de cual {uiera de los Gobiernos superiores de las pro-
vincias de Ultramar. 
Oficiales primeros del Consejo de Estado con dos años de ejercicio. 
Jefe de Negociado de primera y segunda clase de la Península ó de Ul-
tramar con las mismas condiciones. 
Decano de los Colegios de Abogados de las capitales en que haya Au-
diencia. 
Art. 14. Los Secretarios no podrán desempeñar cargo alguno en so-
ciedades industriales ó mercantiles. 
Art. IS. Habrá en cada Secretaría un Oficial primero, precisamente 
Letrado, y los demás Oficiales, ujieres y subalternos que fuesen necesa-
rios. 
TÍTULO I I . 
DE LAS ATRIBUCIONES DE LOS CONSEJOS. 
Art. 46. Los Consejos de administración informarán en pleno: 
1. ° Sobre los presupuestos generales de ingresos de cada provincia, 
y sobre los de gastos de todos los servicios de Hacienda, de Gobernación 
y de Fomento. 
2. ° Sobre los presupuestos provinciales y municipales establecidos 
hoy ó que en lo sucesivo se establecieren. 
3. ° Sobre la reforma fundamental de los reglamentos é instruccio-
nes generales para cualquier ramo de la Administración que los Gober-
nadores superiores civiles hayan de proponer á mi Gobierno. 
4. ° Sobre los asuntos del Real Patronato y recursos de protección en 
que hasta ahora ha consultado el real acuerdo. 
5. ° Sobre creación de nuevos Ayuntamientos, ó traslación ó supre-
sión de los existentes. 
6. ° Sobre las excepciones para rehusar cargos concejiles. 
7. ° Sobre las inclusiones indebidas ú omisiones en las listas para 
elecciones municipales. 
8. ° Sobre conceder ó negar á los pueblos ó establecimientos públicos 




9.° Sobre todos los asuntos que las leyes, reglamentos ó disposicio-
nes especiales sometan al exámen de dichos Consejos, y cuando lo de-
terminare mi Gobierno. 
Art. 17. Podrán además informar los Consejos en pleno ó en seccio-
nes, á juicio del Gobernador superior civil: 
i,0 Sobre la reforma parcial dé lo s reglamentos ó instrucciones en 
cualquier ramo de la Administración. 
2. ° Sobre los proyectos de reforma ó mejora de cualquier ramo del 
servicio público que el Gobernador superior civil hubiese de someter á 
mi Gobierno. 
3. ° Sobre la expedición de títulos provisionales en los oficios enaje-
nados. 
4. ° Sobre los acuerdos que tomen las Municipalidades y cuya apro-
bación corresponde al Gobernador superior civil. 
5. ° Sobre los demás negocios administrativos en que hasta ahora 
consultaba el real acuerdo ó informaban las Juntas que quedan supri-
midas por este mi real decreto, y en todos los demás casos en que lo es-
timen conveniente los Gobernadores superiores civiles. La Sección de 
Hacienda informará, en su caso, sobre los negocios de la administración 
económica, y del mismo modo la de Gobierno en los de Gobernación y 
Fomento. 
Art. 48. E l Ponente de cada una de estas Secciones instruirá los ex-
pedientes relativos á los negocios de su competencia, y formulará los 
informes que la Sección hubiere de dar respecto de ellos al Gobierno ó al 
Gobernador superior civil. Del mismo modo propondrán á la Sección el 
proyecto de consulta que ésta deba someter á la deliberación del Conse-
jo pleno. 
Art. 19. Los Consejos en pleno no podrán deliberar sin la concurren-
cia de la mitad más uno de los Consejeros que habitualmente residan en 
la capital, y en todos los casos sin la mayoría de la Sección que haya 
preparado el dictámen. 
Art. 20. Las Secciones no podrán acordar en los asuntos sometidos á 
su deliberación y exámen sin la concurrencia de la mayoría. 
Art. 21. Los informes del Consejo pleno y de las Secciones no podrán 
publicarse sin autorización expresa del Gobierno ó del Gobernador supe-
rior civil, fuera de los casos en que las leyes, reglamentos ú otras dispo-
siciones determinen lo contrario. 
Art. 22. Las sesiones del Consejo y de las Secciones serán secretas. 
Exceptúanse, en la Sección de lo contencioso, las vistas de los asuntos 
que tuvieren este carácter, las cuales serán públicas, salvo si la publici-
dad pudiera causar escándalo. Aun en este caso no podrán verse á puerta 
cerrada si no lo acordase la Sección oyendo in voce al Fiscal. 
Art. 23. No podrán reunirse dos Secciones sino cuando el Gobierno ó 
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ios Gobernadores superiores civiles lo dispusieren. En tales casos será 
Ponente la Sección á que se refiera el objeto principal del asunto. 
Art. 24. Las Secciones podrán pedir por medio del Secretario general 
los antecedentes que juzguen necesarios para la instrucción de los expe-
dientes sometidos á su informe. 
Art. 25. La Sección de lo contencioso informará: 
i.0 Sobre las competencias positivas y negativas de jurisdicción y 
atribuciones entre las autoridades judiciales y administrativas, y las que 
se susciten entre las autoridades y agentes de la Administración. 
2. ° Sobre conceder ó negar autorización á los pueblos ó estableci-
mientos públicos para litigar, con arreglo á lo que determinen las leyes, 
reales órdenes ú otras disposiciones del Gobierno. 
3. ° Sobre conceder ó negar, con arreglo á las leyes ó disposiciones 
que se dicten, la autorización competente para procesar á los empleados 
y corporaciones dependientes de la Administración por hechos relativos 
•al ejercicio de sus funciones. 
4. ° Sobre la validez de las presas marítimas. 
5. ° Sobre las licencias para contraer matrimonio los títulos de Casti-
lla y sus inmediatos sucesores. 
6. ° Sobre la procedencia ó improcedencia de la vía contenciosa en lai 
•demandas contra las resoluciones del Gobernador superior civil ó de los 
Jefes de la Administración. 
7. ° Sobre los demás asuntos de Gracia y Justicia en que hasta ahora 
ha consultado el real acuerdo. 
Art. 26. La persona que se considere agraviada en sus derechos por 
alguna resolución del Gobernador superior civil ó de las autoridades su-
periores administrativas que cause estado, podrá reclamar contra ella 
•en la vía contenciosa en la manera y forma prevenidas en el reglamento 
dé procedimientos para los negocios contenciosos de la Administración 
de las provincias de Ultramar. 
Art. 27. La Sección de lo contencioso constituida en Tribunal cono-
cerá de los asuntos de la Administración que tengan aquel carácter, y 
señaladamente en los que siguen: 
I.0 Sobre la desigualdad de los repartimientos individuales de toda 
•clase de contribuciones. 
2. ° Sobre el cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos de los 
contratos y remates celebrados con la Administración en todos los ramos 
del Estado, para cualquiera especie de servicio ú obra pública. 
3. ° Sobre él resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por 
la ejecución de obras públicas, así como por la infracción de los trámites 
de la ley ó reglamento en las expropiaciones. 
A.0 Sobre inobservancia de las formalidades prescritas por la ley ó 
548 MANUAL 
por reglamento acerca de los establecimientos peligrosos, incómodos ó 
insalubres. 
5. ° Sobre el deslinde, amojonamiento y posesión de los montes y 
terrenos pertenecientes al Estado ó á los pueblos ó establecimientos pú-
blicos, sin perjuicio de que las cuestiones de propiedad hayan de venti-
larse en los Tribunales. 
6. ° Sobre los negocios de minas en los casos previstos por la ley. 
7. ° Sobre el cumplimiento, inteligencia, rescisión, efectos ó inciden-
cias de los arrendamientos, ventas y mercedes de los bienes del Estado, 
cuando en estos dos últimos casos se trate del acto primitivo de adquisi-
ción, y salvo el pleito de propiedad. 
S.c Sobre la aplicación de las ordenanzas ó reglamentos generales de 
policía de aguas, caminos, ferro-carriles, montes y demás objetos do-
policía urbana ó rural, y también sobre su parte penal miéntras el 
hecho no constituya, delito. 
9.° Sobre la caducidad de concesiones de privilegios industriales; y 
sobre la revocación de licencias otorgadas por las autoridades para la 
construcción de obras, fábricas y artefactos. 
Art. 28. Para que haya sentencia en los negocios contenciosos déla Ad-
ministración se necesitaque hayan asistido á la vista todos los Consejeros 
que componen el Tribunal, y el acuerdo de la mayoría absoluta de sus 
votos. Los Consejeros que disintieren de la mayoría podrán salvar su 
voto consignándolo en un libro destinado al efecto. 
Art. 29. En vacantes, ausencias y enfermedades de los Consejeros de 
la Sección de lo contencioso serán reemplazados por el Consejero de real 
nombramiento que designe el Gobernador superior civil. En este Conse-
jero deberá concurrir la cualidad de Letrado cuando la tuviere el que 
prodúcela vacante ó ausencia, y en todo caso se abstendrá de formar par-
te del Tribunal contencioso cuando tuviere participación ó interés en 
cualquier negocio sometido á su fallo. 
Art. 30. El Ministerio fiscal estará representado en la Secciones de lo 
contencioso por cualquiera de los Tenientes fiscales de la Audiencia res-
pectiva que para cada caso designe el Gobernador superior civil. Estos 
funcionarios no recibirán para ejercer su oficio en los negocios conten-
ciosos de la Administración, otras instrucciones que las que les comuni-
que el Gobernador superior civil, ó el Jefe del ramo contra cuya provi-
dencia se reclame en la vía contenciosa. 
Art. 31, E l orden de los procedimientos en la vía contencioso-admi-
nistrativay en la decisión délas competencias de jurisdicción y atribu-
ciones, se formulará en reglamentos especiales que serán publicados al 
mismo tiempo que este real decreto. 
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TÍTULO III . 
DE LA PRESIDENCIA DEL CONSEJO Y DE LAS SECCIONES. 
Art. 32. Corresponde al Presidente del Consejo: 
i.0 Hacer el señalamiento de los negocios que deban Arerse en pleno. 
2. ° Recibir las excusas de asistencia de los Consejeros. 
3. ° Llevar en estrados la palabra, de la que nadie podrá usar sin su 
permiso, y autorizar todos los acuerdos y providencias que el mismo 
Consejo dicte. 
4. ° Oir las quejas que le dieren los interesados sobre cualquier abuso 
que merezca providencia, tomar la que estuviere en sus atribuciones, y 
promover las que respectivamente correspondan al Consejo ó á las Sec-
•ciones. 
Art. 33. E l Vicepresidente del Consejo ó el que haga sus veces des-
empeñará las atribuciones que respecto al mismo quedan declaradas á 
favor del que le presida. Las mismas facultades tendrán los Presidentes 
de Sección ó los que les sustituyan en la suya respectiva. 
Art. 34. E l Presidente de la Sección de lo contencioso dictará además 
las providencias de mera sustanciacion que no hayan de motivarse. En 
su defecto lo hará el Consejero que le sustituya por el orden de su 
precedencia. 
Del Secretario general del Consejo. 
Art. 33. E l Secretario general tendrá á su cargo todo lo concernientt 
al Consejo pleno, á las Secciones y su organización; distribuirá los tra 
bajos; deberá manifestar los antecedentes que puedan convenir para la 
consulta ó informe del punto que se discuta, y llevará la correspon-
dencia. 
Art. 36. Será de la incumbencia del Secretario de lo contencioso, dar 
cuenta de las comunicaciones ó escritos de la Administración y de las 
otras partes litigantes; autorizarlas providencias, sentencias, despachos 
y exhortes del Consejo y dé la Sección, y las copias que hubieren de 
franquearse; custodiar los expedientes, y desempeñar las funciones de 
Pielator y cuantas obligaciones se le impongan en lo sucesivo. 
Art. 37. E l Secretario llevará un libro de registro de entrada y salida 
<le los negocios; otro de los acuerdos y providencias del Consejo y de las 
Secciones y votos particulares á que hayan dado lugar los respectivos 
asuntos sometidos á su informe; otro de las resoluciones definitivas del 
Consejo, y los demás que éste ó las Secciones prescribieren. En los libros 
de acuerdos, providencias y resoluciones se guardará lo prevenido por 
las leyes acerca de los protocolos ó registros de las escrituras públicas. E l 
que presida el Consejo ó las Secciones rubricará todas las hojas de estos. 
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libros respectivamente á los que deba llevar uno ú otras, firmando en 
la primera una nota expresiva del número de hojas de que consten. 
Art. 38. E l Secretario dará cuenta de los negocios por el orden rigo-
roso de entrada, á no ser que el Presidente del Consejo ó Presidentes de 
Secciones dispusieren otra cosa. 
Art. 39. En defecto del Secretario liará sus veces el Oficial primero de 
la Secretaría del Consejo. 
Art. 40. Los Oficiales del Consejo auxiliarán al Secretario y al Fiscal 
en el desempeño de sus respectivos cargos del modo y forma que lo dis-
pongan el Presidente del Consejo ó el de la Sección de lo contencioso, y 
ejercerán además el oficio de Relator cuando no lo desempeñe el Secre-
tario. Tomarán asiento en este caso, así en el Consejo pleno como en las 
secciones, al lado del Secretario. 
Del Ministerio fiscal. 
Art. 41. El Fiscal representará y defenderá por escrito y de palabra 
á la Administración; y áun cuando no fuere parte en el pleiío, será oido 
siempre que lo determinen las leyes, reglamentos ó disposiciones del Go-
bierno, ó lo acuerde como conveniente la Sección do lo contencioso. 
También representará y defenderá á los Ayuntamientos y establecimien-
tos públicos cuando no litiguen entre sí, ó con la Administración ó con-
tra providencias de la misma. 
De los Abogados. 
Art. 42. En los asuntos contenciosos, las partes contrarias ó coadyu-
vantes de la Administración estarán representadas y serán defendidas 
por Abogados del Consejo. Son Abogados del Consejo todos los que estuvie-
ren habilitados para ejercer dichos cargos ante la Audiencia respectiva. 
Art. 43. Sin embargo de lo dispuesto en el artículo anterior, la Sec-
ción de lo contencioso podrá permitir que las partes actúen y se defien-
dan por sí mismas en los negocios en que no creyese necesario el mi-
nisterio de los Abogados. 
De los ujieres. 
Art. 44. Será incumbencia de los ujieres en los negocios conten-
ciosos: 
I.0 Hacer los emplazamientos, citaciones, notificaciones, embargos y 
demás diligencias que hubieren de practicarse por orden de la Sección 
de lo contencioso ó de su Presidente. 
2, ° Asistir á las Audiencias públicas, y hacer guardar en ellas el orden 
y compostura debidos. 
3. ° Asistir al Presidente del Consejo y de la Sección de lo contencioso 
para cumplir las órdenes que éstos les dieren relativas al despacho y ser-
vicio del Consejo ó de dicha Sección. 
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DISPOSICIONES GENERALES. 
Art. -4o. Se suprimen las Juntas de Fomento y de Comercio de las 
islas de Cuba y Puerto-Rico, y cesarán de conocer en los asuntos guber-
nativos de la Administración los reales acuerdos y cualesquiera otras 
Juntas ó corporaciones que hasta ahora informaban sobre los mismos; 
pero subsistirán aquellas de carácter especial ó facultativo, las cuales 
podrán ser oidas en los negocios de su competencia en los casos que lo 
dispongan el Gobierno ó los Gobernadores superiores civiles. 
Art. 46. Quedan derogadas todas las leyes, cédulas y demás disposi-
ciones que se opongan al presente real decreto. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 
'1.a Los Consejos de administración de las islas de Cuba y de Puerto-
Rico quedarán instalados el dia 2 de Enero próximo, y el de Filipinas 
dentro de un año, ó ántes si fuere posible. 
2.a Mi Gobierno queda autorizado para plantear las determinaciones 
de este decreto en la isla de Santo Domingo, luego que se hubiere dado 
á esa provincia su organización definitiva. 
Dado en Palacio á 4 de Julio de 1861.—Está rubricado de la real mano. 
— E l Ministro de la Guerra y de Ultramar, Leopoldo O'Donnell. 
Reglamento de 4 de Julio de 1861 fijando los procedimientos para 
los asuntos contenciosos de Ultramar. 
En cumplimiento de lo prevenido en el art. 31 de mi real decreto de 
esta fecha, y de acuerdo con el parecer de mi Consejo de Ministros, 
Vengo en decretar el siguiente reglamento de procedimientos para los 
negocios contenciosos de la administración de las provincias de Ul-
tramar. 
CAPÍTULO PRIMERO. 
Preparación de la vía tontencioso-administrativa. 
Artículo 4.° E l que se considere agraviado en sus derechos por algu-
na providencia de la Administración que cause estado, según lo preve-
nido en el art. 26 del real decreto de esta fecha, relativo á la organiza-
ción y atribuciones de los Consejos de administración de las provincias 
de Ultramar, deducirá demanda contra ella ante la Sección de lo con-
tencioso del respectivo Consejo dentro del término de 90 días en las 
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provincias de América, y de 120 en Filipinas, á contar desde aquel en 
que se le hubiere hecho saber administrativamente la resolución objeto 
del recurso. Con esta demanda se acompañará copia simple de ella y de 
los documentos que se presenten, autorizada por la misma parte con su 
firma. 
La demanda comprenderá numerados los puntos de hecho y de dere-
cho, y la designación del domicilio del demandante para los efectos de 
las notificaciones sucesivas. 
Los plazos señalados anteriormente para deducir la demanda se en-
tenderán de seis meses si el interesado se hallase en la Península, res-
pecto á las provincias de América, y de un año respecto á Filipinas. 
Art. 2 .° Son autoridades administrativas, para los efectos del ar-
ticulo anterior, el Capitán general, el Comandante general de Marina del 
apostadero, y cualquiera otra autoridad superior, que lo sea exclusiva-
mente competente para entender y resolver sobre los asuntos declarados 
contenciosos por el mencionado real decreto de esta misma fecha. 
Art. 3 . ° La interposición de la demanda no suspende la ejecución 
de lo mandado; pero si en algún caso pudiese ésta producir perjuicios 
graves é irreparables al interesado, podrá suspenderse sin ulterior re-
curso, siempre que de ello no resultase inconveniente para los intereses 
de la Administración, á juicio de la autoridad que hubiere dictado la 
providencia reclamada. 
Art. 4.° Presentada la demanda en la Sección, reclamará ésta el ex-
pediente gubernativo del Gobernador superior civil, ó de la autoridad 
de cuya providencia se trate por conducto de aquél, á fin de emitir su 
dictámen sobre la procedencia del recurso. 
^Art. 5.° Si la Sección opinare que no procede la vía contenciosa, ex-
tenderá su parecer motivado, y lo comunicará á la parte para que en el 
término de 40 dias exponga por escrito lo que tuviere por conveniente. 
En vista de ello la Sección formulará su parecer definitivo, y lo remi-
tirá con el expediente al Gobernador superior civil. 
Art. 6 .° Si la improcedencia del recurso se fundare en falta de pro-
videncia que cause estado, la Sección deberá consultar al mismo tiempo 
sobre la procedencia ó improcedencia de aquél atendida la naturaleza 
del asunto. 
Cuando dicha improcedencia se fundare en no hallarse aún agotada 
la vía gubernativa, el Gobernador superior civil remitirá el expediente á 
la autoridad á quien corresponda examinar ó revisar la providencia, 
para que así se verifique con devolución de aquél, ó resolverá directa-
mente por sí si á él tocare la decisión. 
Dictada ésta en los casos respectivos, resolverá el Gobernador superior 
civil inmediatamente sobre la procedencia ó improcedencia de la vía 
contenciosa. 
DK LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 553 
Art. 7.° Cuando la Sección hubiere informado la procedencia del re-
curso, y el Gobernador superior civil no le comunique su resolución 
dentro del término de 30 dias, se entenderá concedido aquél. 
Art. 8 .° Siempre que el Gobernador superior civil se conformase 
con la procedencia de la vía contenciosa, su resolución causará estado y 
será irrevocable. 
Art. 9.° Cuando disintiere del dictámen de la Sección en sentido fa-
vorable ó adverso á la procedencia del recurso, remitirá el expediente á 
la resolución de mi Gobierno, la cual recaerá después de oir al Consejo 
de Estado en la forma prevenida en los arts. 57 y siguientes de su ley 
orgánica de 17 de Agosto del año últ imo. 
Art. 10. Cuando el Gobernador superior civil se conformare con la 
improcedencia del recurso, queda á la parte el de queja á mi Gobierno, 
que podrá deducirle en el término de 20 dias ante dicho Gobernador su-
perior, el cual remitirá el expediente por el primer correo. Mi Gobierno 
resolverá lo que estime conveniente, oyendo al Consejo de Estado, en la 
forma prevenida en el artículo anterior, 
Art. 11. Las resoluciones que adoptare mi Gobierno en los casos de 
que tratan los dos artículos anteriores serán irrevocables. 
Art. 12. Declarada definitivamente la procedencia del recurso con-
tencioso-administrativo, el Gobernador superior civil devolverá el expe-
diente á la Sección para la sustanciacion oportuna, designando al mis-
mo tiempo el Teniente fiscal de la Real Audiencia que haya de repre-
sentar á la Administración, con arreglo á lo prevenido en el art. 30 del 
real decreto de esta fecha. 
Del mismo modo devolverá el expediente y hará la designación expre-
sada, á excitación del Presidente de la Sección de lo contencioso, cuando 
hubiere dejado de dictar resolución en el plazo prevenido en el art. 7.° 
de este reglamento. 
CAPÍTULO II , 
Del procedimiento con partes presentes. 
Sección primera. 
T r á m i t e s anteriores á la prueba. 
Art. 13. Autorizada la vía contenciosa y devuelto e! expediente á la 
Sección, según se previene en el anterior artículo, ésta mandará poner 
de manifiesto las actuaciones al demandante por término de diez dias, 
á fin de que en su vista pueda ampliar, declarar ó modificar, en cuanto 
proceda, su demanda. 
Si ésta versare sobre negocio en que dicha Sección no dispense del mi-
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nisterio de Letrado, y no estuviese suscrita por alguno de los de la capi-
tal, deberá la parte apoderar al que haya de representarla en el resto del 
juicio en el término de ocho dias. 
Art. i4 . La contestación será articulada y documentada como la 
demanda. 
Las partes deberán comunicarse entre sí copias de todos los escritos y 
documentos que presentaren, á excepción de la demanda, y no tendrá 
curso ninguno de aquéllos si no consta á su pié el recibo de dichas 
copias, firmado por la parte contraria. 
Art. 15. Con la demanda y contestación se dará cuenta á la Sección 
de lo contencioso; y sólo cuando posteriormente á su presentación hu-
bieren aparecido hechos ó documentos desconocidos hasta entónces, 
podrá la Sección admitir otro escrito á cada parte, otorgándose para 
presentarle el término de seis dias respectivos. 
Con los escritos de cada uno de estos casos se habrá el negocio por 
concluso para la vista. 
Art. 16. Las citaciones y emplazamientos se harán: 
4 .° Por cédula. 
2. ° Por despacho. 
3. ° Por medio de anuncios en el periódico oficial. 
Art. 17. Se harán las citaciones por cédula cuando la persona citada 
ó emplazada sea vecina de la capital. 
La cédula se extenderá por la Secretaría, y deberá contener: 
1. ° E l nombre, apellido, profesión y domicilio del citante y del 
citado. 
2. ° La solicitud que haya hecho el primero. 
3. ° La providencia que haya recaído. 
4. ° E l nombre y apellido del ujier encargado de entregarla. 
5. ° E l término dentro del cual deberá usar el citado del derecho que 
en virtud de ella pueda ejercitar. 
La cédula se entregará al ujier, y se autorizará con la firma del Secre-
tario. 
Art. -18. El ujier sacará de la cédula original tantas copias simples 
como fueren las personas citadas ó emplazadas; y si al notificar á éstas 
no las encontrare después de haberse presentado tres veces en su domi-
cilio, dejará la copia de la cédula á su mujer, familiares, persona que 
con ellas vivieren, ó en su defecto al vecino más inmediato, para que la 
hagan llegar á manos del citado. 
En la cédula original que el ujier ha de devolver á la Secretaría y 
unirse á los autos, se extenderá el recibo de la copia simple por la per-
sona á quien se hubiere entregado y dos testigos que firmarán si supie-
ren, ó lo verificarán unos por otros, ó cualquier testigo á su ruego en 
caso contrario. 
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Art. 19. Por medio de despacho serán citados y emplazados los que 
«slirvieren ausentes de la capital. 
En él se insertará la solicitud ó escrito que la motive, la providencia 
que hubiere recaído, el plazo que para usar de su derecho se conceda al 
citado, y la forma en que deba verificarlo. 
Art. 20. Cuando el citado ó emplazado tuviere su domicilio fuera de 
la provincia respectiva, se dirigirá fl despacho al Alcalde mayor ó Juez 
del distrito en que residiere, siempre por conducto del Regente de la Au-
diencia del territorio; y si residiere en el extranjero, por conducto del 
Ministerio de Estado al punto donde se hallare. 
Art. 21. Por anuncio en el periódico oficial se verificará la citación 
ó emplazamiento cuando se ignore el paradero de la persona que se cita 
ó emplaza, y en el anuncio se insertará lo que queda dicho respecto á la 
citación por despacho. 
Art. 22. Las excepciones dilatorias se interpondrán ántes de contes-
tar, y se resolverán por el Tribunal contencioso sin más trámites que eí 
escrito en que se deduzcan y su contestación, que deberá evacuarse en 
el término de seis dias. 
Art. 23. Las excepciones dilatorias son las siguientes: 
4.a Falta de personalidad en el actor ó en el Abogado para compare-
cer en juicio. 
2. a Litispendencia. 
3. a Fianza de arraigo. 
Esta podrá exigirla el demandado cuando el demandante sea tran-
seúnte ó extranjero no domiciliado, quedando en tal caso excusado 
aquél de contestar á la demanda miéntras el actor no dé fianza de pagar 
las costas y los gastos y perjuicios que ocasione el proceso, ó no deposite 
la surtía equivalente. 
Sección segunda. 
De las pruebas. 
Art. 24. Habrá lugar á prueba siempre que, á juicio dé la Sección de 
lo contencioso, haya hechos pertinentes que justificar. 
Art. 25. Así las partes como el Ministerio fiscal solicitarán la prueba 
en un otrosí de los escritos de demanda y contestación. 
Art. 26. Las pruebas que hayan de practicarse en las capitales se de-
legarán en cualquiera de los Consejeros de la Sección de lo contencioso; 
y fuera de las capitales se someterá á los Alcaldes mayores de los distri-
tos respectivos, los cuales deberán ajustarse en su práctica á lo prescrito 
en este reglamento y en el de lo contencioso del Consejo de Estado. 
Art. 27. Evacuadas las pruebas, y agregadas al proceso, se habrá el 
pleito por concluso, y permanecerá en la Secretaría durante 45 dias, á 
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fin de que las partes ó sus Abogados puedan tomar la instrucción nece-
saria para informar el dia de la vista. 
Art. 28. Puede hacerse la prueba por medio de posiciones, testigos, 
comprobación de documentos presentados, inspección ocular ó cualquie-
ra otra diligencia conducente al descubrimiento de la verdad. 
Art. 29. E l término de la prueba se fijará por el Tribunal contencio-
so-admihistrativo, según fuere la naturaleza ó circunstancias de la 
prueba misma. 
CAPÍTULO I I I . 
Del 'procedimiento en rebeldía. 
Art, 30. No compareciendo un litigante citado y emplazado, ó no 
contestando á la demanda, se fallará el proceso en rebeldía. 
Art. 31. Acusada la rebeldía, el actor obtendrá lo que pidiere en 
cuanto no fuere injusto. Si el actor no hubiere comparecido en forma 
después de autorizada la vía contenciosa, será absuelto el demandado. 
Art. 32. Para mejor proveer en rebeldía podrá practicarse prueba de 
oficio, no siendo la de testigos. 
Art. 33. Si la cédula de emplazamiento resultare nula, no se decla-
rará la. rebeldía contra el demandado, y se mandará emplazar de nuevo. 
Art. 31. Si por fuerza mayor notoria no pudiere alguna de las partes 
comparecer en el término del emplazamiento, se suspenderá la declara-
ción de rebeldía, y podrá dictarse nuevo emplazamiento. 
Art. 3o. Cuando fundándose la demanda en un mismo título, y te-
niendo un mismo objeto contra diferentes personas, las unas incurran 
en rebeldía y las otras no, podrá el Tribunal suspender su decisión hasta 
pronunciar la definitiva respecto á todos los demandados. 
Art. 36. La sentencia en rebeldía se notificará por medio de anuncio 
en el periódico oficial, y de éste se agregará un ejemplar al proceso. 
Art. 37. E l contumaz no tendrá contra la sentencia otro recurso que 
•el de rescisión por nulidad de la cédula de emplazamiento, ó por fuerza 
mayor notoria que le hubiere impedido comparecer en el término del 
emplazamiento. Este recurso será objeto de un juicio prévio especial. 
CAPÍTULO IV. 
De las providencias de sustanciacion y de la vista y fallo de los 
negocios. 
Art. 38. Los autos de mera sustanciacion serán dados por el Presi-
dente de la Sección de lo contencioso áun en los días y horas que ésta 
no funcione. 
Las providencias interlocutorias corresponden al Tribunal, que debe-
rá darlas en el término de seis dias. 
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Art. 39. E l Tribunal fundará todas sus resoluciones definitivas, y 
también las providencias interlocutorias por las cuales conceda ó denie-
gue la reposición de otra, 
Art. 40. Las sentencias definitivas se dictarán después de la vista pú-
blica del proceso.. 
Art . 41. E l Ponente propondrá y extenderá las providencias interlo-
cutorias y definitivas, y después de debatido el asunto en el Tribunal, se 
procederá á la votación comenzando por el Ponente y terminando por 
el Presidente. 
E l Fiscal no podrá hallarse presente á las deliberaciones ni á las VOÍ 
taciones. 
E l Callo se dictará dentro de 10 dias después de la vista definitiva del 
pleito, y se firmará y se publicará en las 24 horas después de haberse 
acordado. 
CAPÍTULO V. 
Recursos contra los autos y sentencias de los Tribunales conten-
cioso-administrativos. 
Sección primera. 
De la reposición. 
Art. 42. Contra los autos interlocutorios podrá interponerse el re-
curso de reposición dentro de tres dias, contados desde la notificación. 
Art. 43. La reposición se decidirá con cédula prévia de emplaza-
miento y un sólo traslado por otros tres dias, y de la providencia que 
recaiga no podrá pedirse reposición. 
Sección segunda. 
De la ac la rac ión . 
Art. 44, De las sentencias definitivas habrá lugar al recurso de acla-
ración cuando su parte dispositiva sea ambigua ú oscura en sus cláu-
sulas. 
Art. 4o, Este recurso se interpondrá en el término de cinco dias, 
contados desde la notificación. 
Art. 46, La demanda sobre aclaración se introducirá por cédula de 
emplazamiento, pena de nulidad, y se instruirá por los mismos trámites 
que otra demanda cualquiera, 
Art, 47. Las demandas de aclaración no suspenderán la ejecución 
de la sentencia. 
E l Tribunal, sin embargo, atendidas las circunstancias del caso, po-
drá sobreseer en la ejecución bajo fianza. 
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Art. 48. No procede la aclaración: 
1. ° Contra una definitiva sobre la cual se hubiere interpuesto una 
vez este recurso. 
2. ° Contra la definitiva misma de aclaración. 
Art. 49. Si el Tribunal estimare procedente la aclaración, admitirá 
el recurso y aclarará la duda ú oscuridad que ofrezca la definitiva sin 
variar en el fondo sus disposiciones. 
Art. 50. Las decisiones de este recurso se tomarán en la forma pre-
venida para las resoluciones finales. 
Sección tercera. 
De la rescisión. 
Art. 51. E l recurso de rescisión se interpondrá por el condenado en 
rebeldía dentro de 15 dias contados desde que se hubiere hecho la no-
tificación por medio de anuncio en el periódico oficial. 
Art, 52. Aun después de este plazo podrá el condenado en rebeldía 
pedir la rescisión, si acredita que no pudo tener noticia de la demanda 
ni de la sentencia, ó que no le fué posible solicitarla por ausencia, en-
fermedad grave ú otro motivo semejante. 
Art. 53. Trascurrido aquel plazo y 15 dias después de haber cesado 
el impedimento á que se refiere el artículo anterior, no se admitirá el re-
curso. Tampoco se admitirá en ningún caso un año después de ejecuta-
da la sentencia si fuere dictada en las provincias de América, ó de dos 
si lo hubiese sido en Filipinas. 
Art. 5 í . E l recurso de rescisión se comunicará, pena de nulidad, por 
cédula de emplazamiento, donde se fije para comparecer el término de 
seis dias. 
Art. 55. Deducido en forma el recurso, suspenderá la ejecución de la 
sentencia en rebeldía á no ser que al dictarse se hubiere ordenado su 
ejecución sin perjuicio del recurso, con fianza ó sin ella. 
Art. 56. En el caso del art. 52 no se suspenderá la ejecución de la 
sentencia si no se mandare al admitir el recurso de rescisión. 
Art. 57. Rescindida la sentencia, continuará la actuación desde el 
trámite en que se hallaba ántes del incidente de rebeldía. 
Art. 58. La sentencia dictada sobre el recurso de rescisión en los 
términos previstos en el art. 35, aprovechará á las partes condenadas en 
juicio contradictorio en los dos casos siguientes: 
1.0 Si la sentencia descansare en fundamentos comunes, pero desco-
nocidos á dichas partes, ó cu}^ prueba haya dependido de los contu-
• macos. • . . . r ' . - • ' ' 1 " 1 ',' • ' ' 
2.° Si la condena fuese indivisible. 
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Art. 59. Si una parte fuere condenada por segunda vez en rebeldía, 
no podrá deducir el recurso de rescisión en el mismo negocio. 
Sección cuarta. 
De la ape lac ión y nul idad . 
Art. 60. De las sentencias definitivas que dicten los Tribunales con-
tencioso-admin istrativos, podrá apelarse para ante el Consejo de Estado 
en todos los casos en que el interés del litigio pueda apreciarse y su 
cuantía sea de 1.000 pesos al menos. 
La apelación deberá interponerse dentro del término de 10 dias, con-
tados desde aquel en que se hiciere saber á los interesados dicha sen-
tencia. 
Art. 61. Podrá también interponerse contra la sentencia de que ha-
bla el artículo anterior el recurso de nulidad juntamente con el de ape-
lación. 
Art. 62. Contra las sentencias de menor cuantía procederá única-
mente el recurso de nulidad, interpuesto en el mismo término de 10 
dias, contados desde la notificación. 
Art. 63. Para que se estime procedente el recurso de nulidad, en los 
casos de los artículos anteriores, deberá concurrir alguna de las circuns-
tancias siguientes: 
1 .a Que la sentencia no se haya dictado por el número de votos ne-
cesario para formarla. 
2. a Que la sentencia fuere contraria en su tenor al texto expreso de 
las leyes, decretos y órdenes vigentes. 
3. a Que alguna de las partes careciere de poder bastante ó de capa-
cidad para litigar. 
4. a Que alguna de las partes no hubiere sido emplazada en tiempo y 
forma. 
5. a Que no se hubiere citado á alguna de las partes para prueba ó 
sentencia. 
6. a Que se hubiere denegado la prueba necesaria para dictar sen-
tencia. 
Art. 6 i . Para que proceda el recurso de nulidad en los casos 3.°, 4.°, 
5 .° y 6.° del artículo anterior, ha de haberse reclamado en primera ins-
tancia en tiempo y forma contra la nulidad. 
. Art. 65. De la providencia en que se declare que no es admisible el 
recurso de nulidad, podrá también apelarse para ante el Consejo de Es-
tado dentro del término de 10 dias, contados desde la notificación de 
dicha providencia. 
E l Tribunal admitirá siempre en estos casos la apelación, y remitirá 
los autos, citadas y emplazadas las partes. 
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Art. 66. Remitidos los autos al Consejo de Estado, procederá éste a 
su sustanciacion y fallo, como en las demás apelaciones que por la ley le 
están cometidas. 
El término, sin embargo, para mejorar ante el mismo Consejo, así las 
apelaciones, como ios recursos de nulidad, será el de seis meses para las 
provincias de América, y de un año para Filipinas, acontar desde el dia 
en que hubiere sido notificada su admisión. 
Art. 67. En lo qué no fuere contrario á las anteriores determinacio-
nes, se observará el sistema de procedimientos del Consejo de Estado. 
Dado en Palacio á 4 de Julio de 1861.—Está rubricado de la real 
mano.—El Ministro de la Guerra y de Ultramar. Leopoldo O'Donnell. 
R. D. de 4 de Julio de 1861: competencias en Ultramar (1). 
En cumplimiento de lo prevenido en el art. 31 de mi real decreto de 
esta fecha, y de acuerdo con el parecer de mi Consejo de Ministro, 
Vengo en decretar el siguiente reglamento para dirimir las competen-
cias de jurisdicción y atribuciones entre las autoridades judiciales y ad-
ministrativas de las provincias de Ultramar: 
Artículo 1.° Los Gobernadores superiores civiles de las provincias de 
Ultramar son las únicas autoridades que podrán promover competencias 
de jurisdicción y atribuciones, y las suscitarán únicamente en aquellos 
asuntos cuyo conocimiento corresponda á la Administración en general. 
Los Capitanes generales, los Comandantes generales de Marina de los 
Apostaderos y demás autoridades superiores se limitarán á dar conoci-
miento á dichos Gobernadores cuando conceptuaren invadidas sus atri-
buciones en materia administrativa por los procedimientos de los Tri-
bunales ó Juzgados. 
Art. 2.° La autoridad judicial no podrá provocar contiendas de com-
petencia de atribuciones á la Administración, ni admitir interdictos 
posesorios contra las decisiones dictadas por las autoridades ó corporacio 
nes administrativas. Podrá, sin embargo, elevar á mi Gobierno los re-
cursos de abuso de poder ó de incompetencia, comprendidos en el ar-
tículo 4;i, párrafo décimo de la ley orgánica del Consejo de Estado. 
Art. 3.° Las partes interesadas podrán deducir ante la Administra-
ción las declinatorias que juzgaren procedentes. 
Este recurso se propondrá ante la autoridad administrativa que en-
tendiere en el asunto. 
Art. 4.° La autoridad administrativa ante quien se interpusiere el 
(1) Para las que se susciten en materias de Hacienda, véanse la ley y regla-
mento de 31 de Dicieuibre de 18S1. 
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recurso süpenderá todo procedimiento, y lo elevará dentro de ocho dias 
al Gobierno superior civil respectivo, remitiendo el expediente con su in-
forme. 
Art. 5.° E l Gobernador superior civil oirá siempre sobre estos asun-
tos á la Sección de lo contencioso del Consejo de Administración, la cual 
evacuará su informe en el término de ocho dias; y dentro de otro plazo 
igual adoptará el Gobernador superior civil la resolución que estime 
proc-edente. 
Si ésta fuere conforme con el parecer de dicha Sección, causará esta-
do, y en el caso contrario remitirá el expediente á mi Gobierno para que 
adopte la que proceda. 
Art. 6.° Los Gobernadores superiores civiles no podrán suscitar con-
tienda de competencia: 
1. ° En los juicios criminales, á no ser que el castigo del delito ó falta 
haya sido reservado por las leyes ó disposiciones emanadas del Gobierno 
ó aprobadas por él, á los funcionarios de la Administración; ó cuando 
en virtud de dichas disposiciones deba decidir la autoridad administrati-
va alguna cuestión prévia, de la cual dependa el fallo que los Tribunales 
hayan de pronunciar. 
2. ° En los juicios de conciliación. 
3. ° En los pleitos fenecidos por sentencia ejecutoriada; aunque sí 
podrá provocarse el conflicto cuando la cuestión versare solamente 
acerca del cumplimiento ó aplicación ele una ejecutoria, si dicho cum-
plimiento ó aplicación fuere de la competencia administrativa. 
Art. 7.° Así las Reales Audiencias, oído el Ministerio fiscal, como las 
autoridades superiores administrativas se declararán incompetentes, 
aunque no intervenga reclamación de autoridad extraña, siempre que 
se someta á su decisión algún negocio, cuyo conocimiento no les per-
tenezca . 
Los Juzgados ordinarios y especiales y los demás agentes de la Admi-
nistración, cuando creyeren llegado este caso consultarán respectiva-
mente con la Real Audiencia ó con dichas autoridades superiores, y 
obrarán en el sentido que les ordenen. 
Art. 8.°; Los funcionarios del Ministerio fiscal en sus diversos grados, 
así en la jurisdicción ordinaria como en las especiales, deberán, siempre 
que estimen que el conocimiento de algún asunto pendiente ante el 
Juzgado á que estén asignados corresponde á la Administración, dar 
aviso á los Gobernadores superiores respectivos, con expresión délas ra-
zones en que se apoyen. r,. 
Art. 9.° Los Gobernadores superiores civiles dirigirán siempre sus 
requerimientos en forma de oficio, fundándolos y citando la disposición 
ó principio que en su concepto les atribuya el conocimiento del asunto 
de que se trate. 
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Art. 10. Siempre que la competencia hubiere sido provocada por una 
autoridad administrativa no facultada para suscitarla por sí, la judicial 
se limitará á rechazarla por medio de un oficio dirigido al requirente 
dentro del término de ocho dias. 
Art. 11. Si se provocase competencia sobre alguno de los asuntos ex-
cluidos por el art. 6.° de este reglamento, ó el requerimiento de inhibi-
ción no fuere dirigido en debida forma ó fuera de los plazos prevenidos, 
la autoridad judicial sustanciará el conflicto hasta pronunciarse compe-
tente ó incompetente, consignando en el auto que así lo declare las in -
fracciones ú omisiones cometidas. 
Art. 12. Lo dispuesto en el art. 10 será extensivo á las autoridades 
administrativas, si contra las disposiciones de este reglamento les re-
quiere de inhibición un Tribunal ó Juzgado. 
De la misma manera comprenden á los Gobernadores superiores civiles 
las disposiciones del art. 11 cuando las omisiones ó infracciones de que 
habla se hubieren cometido por la autoridad judicial. 
Art. 13. E l Tribunal ó Juzgado requerido de inhibición suspenderá 
todo procedimiento miéntras no se termine la contienda por desistimien-
to del requirente ó por decisión definitiva, pena de nulidad de cuanto 
después se obrare y del pago de las costas causadas por las diligencias 
practicadas desde aquel momento, sin perjucio de cualquiera otra res-
ponsabilidad civil ó penal en que incurriere. 
Art. 14. Acto continuo acusará el recibo del oficio al Gobernador su-
perior civil, y comunicará los autos al Ministerio fiscal y á las partes por 
término de jocho dias respectivos; y con lo que expongan dictará provi-
dencia motivada dentro del plazo de 10 dias, declarándose competente 
ó incompetente. 
Art. 15. La declaración de competencia ó incompetencia por parte 
del Juez requerido será irrevocable. 
E l Juez remitirá los autos dentro de ocho dias al Gobernador superior 
civil, haciendo poner al Escribano actuario en un libro destinado al efec-
to, extracto de ellos y certificación de su remesa. 
Art. 16. E l Gobernador superior civil acusará el recibo de los autos, 
y continuará en éstos el conocimiento del asunto si la declaración del 
Juez fuere la de incompetencia. 
Art. 17. Cuando por el contrario el Juez se hubiere declarado com-
petente, el Gobernador superior civil remitirá los autos á la Sección de lo 
contencioso del Consejo de Administración, la cual dará su dictamen 
sobre el caso en el término de ocho dias, y en otro igual resolverá dicha 
autoridad lo que estime procedente. 
Art. 18. Si el Gobernador superior civil, conformándose con el dic-
tamen de dicha Sección, desistiere de la competencia, devolverá los autos 
al Juez, cuya jurisdicción quedará expedita sin más trámites. 
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Cuando, por el contrario, insistiere en considerarse competente, de 
conformidad también con el parecer de la Sección de lo contencioso, 
causará estado su providencia, y la decisión motivada deberá publicarse 
en el periódico oficial en el término de 15 dias. 
Art. 49. Cuando el Gobernador superior civil disintiere del parecer 
de la Sección de lo contencioso respecto á la competencia ó á la incom-
petencia, remitirá el asunto por el primer correo al Gobierno supremo, 
•el cual dictará la resolución que corresponda. 
Art. 20. Las resoluciones de que tratan los arts. 5 .° y precedente se 
adoptarán por el Ministerio de Ultramar, oyendo préviamente al Consejo 
de Estado, con arreglo al art. 45 y al párrafo primero del 52 de la ley 
orgánica de este cuerpo. 
Art. 24. Cuando la resolución hubiere de afectar á los Ministerios de 
Guerra ó de Marina, el Consejo de Estado dirigirá á estas Secretarías co-
pia literal de su consulta, y éstas deberán conformarse ó no con ella, ma-
nifestándolo así en el término de 20 dias al Ministerio de Ultramar. 
Art. 22. Trascurrido dicho plazo sin haber manifestado el disenti-
miento, se adoptará por el departamento de Ultramar la resolución que 
corresponda dentro del plazo de otros 10 dias. 
En el caso contrario se someterá el asunto á mi Consejo de Ministros, 
cuya decisión deberá adoptarse en el término de otros 20 dias. 
Art. 23. La decisión que se adopte por el Ministerio de Ultramar, ó 
que en su caso se acuerde en Consejo de Ministros, se expedirá por aquel 
departamento. 
Dicha resolución será definitiva; se extenderá motivada y en forma de 
real decreto se publicará en la Gaceta de Madrid, y se dirigirá al Go-
bernador superior civil á que corresponda por el primer correo posterior 
al plazo referido. 
Art. 24. E l Gobernador superior civil publicará la decisión en el pe-
riódico oficial y la comunicará á los contendientes dentro de 15 dias, con-
tados desde la fecha de su recibo. 
Art. 25. Así la decisión de competencia que adopte mi Gobierno, 
como la que dictare en su caso el Gobernador superior civil, será 
irrevocable, y no podrá intentarse de nuevo la contienda en el mismo 
asunto. 
Art. 26. Cuando llegare el caso de haberse inhibido sucesivamente de 
conocer en un asunto la autoridad administrativa y la judicial, podrán 
las partes acudir al Gobernador superior civil en solicitud de que defina 
á cuál de ellas corresponde el conocimiento de aquél. 
Art. 27. E l Gobernador superior civil reclamará todas las actuaciones 
y las remitirá á la Sección de lo contencioso del Consejo de Administra-
ción, observando aquél y éste lo dispuesto en el art. 17. 
Art. 28. La resolución que adoptare el Gobernador superior civil, de 
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conformidad con el dictamen de la Sección de lo contencioso, será irre-
vocable. 
Si no hubiere conformidad, el Gobernador superior civil remitirá las 
actuaciones á mi Gobierno por el primer correo para los efectos consig-
nados en los arts. 20 y siguientes de este reglamento. 
Art. 29. La decisión definitiva que adoptare mi Gobierno ó el Goberna--
dor superior civil en su caso, se publicará en el periódico oficial, remi-
tiéndose las diligencias incoadas ante las autoridades que entendieron 
en el negocio, á aquella á quien se hubiere declarado competente, para 
que lo sustancie y determine. 
Art. 30. Dichas decisiones serán irrevocables, y producirán los mis-
mos efectos que las resoluciones recaídas en los conflictos positivos á que 
se refiere este reglamento. 
Art. 31. Los términos señalados en los artículos anteriores serán im-
prorogables. 
Dado en Palacio á 4 de Julio de 1861.—Está rubricado de la real ma-
no.—El Ministro de la Guerra y de Ultramar, Leopoldo O'Donnell. 
Ley de 25 de Setiembre de 1863 para el gobierno y administración 
de las provincias (1). 
Doña Isabel II, por la gracia de Dios y la Constitución de la monarquía 
española, Reina de las Españas; á todos los que las presentes vieren y 
entendieren, sabed: que las Cortes han decretado y Nós sancionado lo 
siguiente: 
L E Y P A R A E L G O B I E R N O Y A D M Í N Í S T R A C I O N D E L A S P R O V I N C I A S . 
T Í T U L O I I . 
DE LOS GOBERNADORES DE PROVINCIA. 
CAPÍTULO II . 
A tribuciones de los Gobernadores. 
Art. 10. Corresponde al Gobernador de la provincia: 
1.° Publicar, circular, ejecutar y hacer que se ejecuten en la provin-
cia de su mando las leyes, decretos, órdenes y disposiciones que al efecto 
(1) A l consultarse esta ley, t éngase presente que rige en cuanto se hal la en 
consonancia con la ley Provincial vigente. 
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le comunique el Gobierno, y las de observancia general que se inserten 
¡en la Gaceta de Madrid. 
2. ° Mantener bajo su responsabilidad el orden público, y proteger las 
personas y las propiedades. 
3. ° Reprimir los actos contrarios á la religión, á la moral ó á la de-
cencia pública, las faltas de obediencia ó de respeto á su autoridad, las 
que cometan los funcionarios y corporaciones dependientes de la misma 
en el ejercicio de sus cargos, y las infracciones en que incurran las so-
ciedades y empresas mercantiles ó industriales que están sujetas á la 
inspección administrativa. 
4. ° Proponer al Gobierno todo lo que pueda contribuir al adelanta-
miento y desarrollo intelectual y moral de la provincia, y al fomento de 
sus intereses materiales en cuanto no alcancen sus facultades. 
5. ° Cuidar de todo lo concerniente á la sanidad en la forma en que 
prevengan las leyes y reglamentos y dictar en casos imprevistos y ur-
gentes de epidemia ó enfermedad contagiosa las providencias que la ne-
cesidad reclame, dando inmediatamente cuenta al Gobierno. 
6. ° Ejercer respecto de los ramos de Gobernación, Hacienda y Fo-
mento, la autoridad que determinen las leyes y reglamentos, y en la Ad-
ministración económica provincial y municipal las atribuciones que se 
le confieren por esta ley, y en general por cualesquiera otras leyes, de-
cretos, órdenes y disposiciones del Gobierno, en la parte que requieran 
su intervención. 
7. ° Vigilar todos los ramos de la Administración pública en el terri-
torio de su mando. 
8. ° Conceder ó negar en el término de un mes, contado desde el dia 
en que se solicite, y oyendo previamente al Consejo provincial, la auto-
rización competente para procesar á los empleados y corporaciones de 
todos los ramos de la Administración civil y económica de la provincia 
por abusos perpetrados en el ejercicio de funciones administrativas. No 
será necesaria la autorización para perseguir los delitos de imposición 
de castigo equivalente á pena personal, arrogándose facultades judicia-
les, exacción ilegal, cohecho en la recaudación de impuestos públicos, 
falsedad de listas cobratorias, percepción de multas en dinero, y los que 
se cometan en cualquier operación electoral. 
Tampoco será necesaria la autorizacisn para procesar á los empleados 
á que se refiere el párrafo anterior, cuando, sin órden expresa del Go-
bernador de la provincia, detengan alguna persona y no la entreguen 
en el término de tres dias al Tribunal competente con las diligencias 
que hubieren practicado. 
Se entiende concedida la autorización cuando el Gobernador, con au-
diencia del Consejo provincial, remita el tanto de culpa al Juzgado para 
que proceda contra algún empleado ó corporación. 
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Si denegare la autorización dará inmediatamente cuenta documenta-
da al Gobierno para que dicte la resolución que convenga, oido el Conse-
jo de Estado, sin que se coarte nunca la acción de los Tribunales, los 
cuales podrán practicar en cualquier tiempo las diligencias necesarias 
para la averiguación del delito, pero sin dirigir las actuaciones inmedia-
tamente contra el funcionario ó corporación, sea decretando su arresto 
ó prisión, sea de otro modo que le caracterice de presunto reo. 
Pasado el mes sin que el Gobernador haya negado la autorización, se 
entenderá concedida, y podrá el Juez ó Tribunal dirigir las actuaciones, 
contra el empleado ó corporación. 
9.° Provocar competencias á los Tribunales y Juzgados cuando éstos 
invadan las atribuciones de la Administración. 
Art. 11. Para el buen desempeño de sus funciones deberá el Gober-
nador de provincia: 
1. ° Publicar los bandos de buen gobierno y disposiciones generales 
que sean necesarios para el cumplimiento de las leyes y reglamentos, 
ajustándose en las correcciones que en ellas se establezcan á l o que pres-
cribe el art, 505 del Código penal. 
2. ° Suspender, modificar ó revocar conforme á las facultades que 
para cada caso le concedan las leyes, los actos de las corporaciones, au-
toridades y agentes que de él dependan. 
3. ° Reclamar el apoyo de la fuerza armada que necesite. 
-4.° Instruir por sí mismo ó por sus delegados las primeras diligen-
cias en aquellos delitos cuyo descubrimiento se deba á sus disposiciones 
ó agentes, entregando en el término de tres dias al Tribunal competente 
los detenidos ó presos con las diligencias que hubiere practicado. 
5. ° Imponer multas discrecionales cuyo máximo sea de 1.000 rs. á 
los individuos, funcionarios y corporaciones á que se refiere el párrafo 
tercero del art. 10, sometiendo los delitos y faltas distintas de las que 
menciona á la acción de los Tribunales de justicia. 
Sólo podrán los Gobernadores imponer multas mayores cuando expre-
samente estén autorizados para ello por las leyes ó reglamentos. 
La autoridad judicial procederá fuera de los casos que sobreentiende 
el párrafo y artículo antedichos, á la exacción de las multas preestable-
cidas en las leyes, disposiciones generales, bandos y ordenanzas en la 
forma y por el Juzgado que entienda en los juicios de faltas. 
6. ° Aplicaren defecto de pago de las multas que imponga en uso de 
las facultades que le corresponden, el arresto supletorio en la proporción 
que fija el art. 504 del Código penal hasta el máximo de 30 dias. 
7. ° Suspender en casos urgentes á cualquier empleado de Goberna-
ción, Hacienda ó Fomento, dando cuenta inmediatamente al Ministro 
respectivo. 
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8. ° Enviar de entre los Diputados y Consejeros provinciales y emplea-
dos civiles de real nombramiento, delegados temporales á los pueblos de 
la provincia, con el fin de conservar el orden público, ó inspeccionar sin 
facultad resolutiva la administración municipal y cualquier otro ramo 
dependiente de su autoridad, cuan do tuviere noticia de abusos graves 
que en aquélla ó éstos se cometan. 
Los delegados no podrán gravar el presupuesto municipal ni el provin-
cial con sueldos ni dietas: su residencia en el pueblo no excederá de 60 
dias, ni tendrá lugar durante las elecciones ni en los 40 dias anteriores á 
las mismas, á no ser en caso de epidemia declarada ó de haber esta-
llado algún desorden público de gravedad. 
9. ° Dar ó negar permiso para las funciones públicas que hayan de 
celebrarse en el punto de su residencia, y presidir estos actos cuando lo 
estime conveniente. 
10. Presidir, cuando lo crea oportuno, todas las corporaciones cuya 
inspección y vigilancia se le encargue por las leyes. 
14. Dictar las disposiciones que considere oportunas dentro del círcu-
lo de su autoridad para el cumplimiento de las órdenes superiores y 
para la buena administración y gobierno de los pueblos. 
CAPÍTULO IV. 
Atribuciones de los Consejos provinciales. 
Art. 77. Los Consejos provinciales serán siempre consultados: 
1. ° Sobre la concesión ó negativa de la autorización para procesar á 
los empleados y corporaciones de la administración de la provincia. 
2. ° Sobre las providencias declarando la competencia ó incompeten-
cia en los conflictos de jurisdicción y atribuciones entre la Administra-
ción y los Tribunales. 
3. ° Sobre las autorizaciones que soliciten los Ayuntamientos para 
adquirir ó enajenar bienes muebles ó inmuebles, redimir censos, levan-
tar empréstitos, hacer transacciones de cualquiera clase, aceptar donacio-
nes ó legados que se hicieren al común ó á algún establecimiento muni-
cipal, y entablar ó sostener litigios en nombre del Municipio. 
4. ° Sobre nulidad de las reuniones y de los acuerdos de los Ayunta-
mientos. 
5. ° Sobre validez ó nulidad de las elecciones municipales, y sobre la 
aptitud legal para ejercer los cargos de individuos de Ayuntamiento. 
6. ° Sóbrela aprobación de los presupuestos municipales que exce-
dan de 100.000 rs. 
7. ° Sobre la imposición de servidumbres temporales que exijan las 
obras públicas, provinciales ó municipales. 
568 MANUAL 
8. ° Sobre la necesidad de ocupar temporalmente las fincas ó aprove-
char los materiales contiguos á una obra de utilidad pública, cuando 
los propietarios no se conformen con el parecer del ingeniero. 
9. ° Sobre la declaración de utilidad pública de una obra, y expropia-
ciones forzosas á que diere lugar. 
10. Sobre conceder ó negar autorización para nuevos riegos y demás 
obras que la necesiten en el cáuce ó margen de los rios. 
H . Sobre el establecimiento de fábricas, talleres ú oficios insalubres 
y peligrosos, en "los casos que determinen los reglamentos. 
12. Sobre los negocios para los cuales sea legalmente necesario el 
voto ó informe de la Diputación provincial, siempre que por la urgencia 
ó naturaleza del asunto no pueda esperarse á la reunión de ésta, debien-
do asistir en tales casos los Diputados provinciales que se hallen en la 
capital. La Diputación en su primera reunión acordará lo que estime 
para que recaiga en el expediente, la resolución definitiva. 
13. Sobre todos aquellos asuntos en que por leyes anteriores deban 
ser oidas las Diputaciones provinciales, no hallándose confirmado este 
requisito en la presente ley. 
14. En todos los demás casos que determinen las leyes y reglamentos. 
Art. 78. Los Consejos informarán además sobre todos los negocios en 
que el Gobernador les consulte. 
Art. 79. Los Consejeros que emitan su dictámen en negocios guber-
nativos pueden, si llegan éstos á hacerse contenciosos, conocer y fallar 
como Vocales del Tribunal. 
Art. 80. Los Consejos proviaciales decidirán sobre las reclamaciones 
interpuestas ante ellos, con arreglo á lo que se previene en la ley de 
Reemplazo del Ejército. 
Art. 81. Corresponde á los Consejos provinciales la aprobación defi-
nitiva de las cuentas municipales cuyos presupuestos hayan sido apro-
bados por el Gobernador de la provincia. 
Los Consejos deberán dar terminados los expedientes de cuentas en el 
término de un año, contado desde el dia en que se presenten en su Se-
cretaría . 
El Tribunal de Cuentas del reino conocerá de las apelaciones que se 
interpongan de los fallos de los Consejos sobre las cuentas municipales. 
Art. 82. Los Consejos actuarán además como Tribunales contencioso-
administrativos. En tal concepto, oirán y fallarán las cuestiones de este 
orden que se susciten con motivo de las providencias dictadas por los 
Gobernadores en la aplicación de las leyes, ordenanzas, reglamentos y 
disposiciones administrativas. 
Art. 83. En virtud de lo dispuesto en el artículo anterior, los Conse-
jos provinciales oirán y fallarán cuando pasen á ser contenciosas las 
cuestiones relativas: 
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1.0 AI uso y distribución de los bienes y aprovechamientos provincia-
les y comunales. 
2. ° Al repartimiento y exacción individual de toda especie de cargas 
generales, provinciales ó municipales. 
3. ° A la cuota con que corresponda contribuir á cada pueblo para los 
caminos en cuya construcción ó conservación se haya declarado intere-
sados á dos ó más. 
4. ° A la reparación de los daños que causen las empresas de explo-
tación en los caminos á que se refiere el párrafo anterior. 
5. ° A las intrusiones y usurpaciones en los caminos y vías públicas 
y servidumbres pecuarias de todas clases. 
6. ° Al resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por las 
obras públicas. 
7. ° Al deslinde de los términos correspondientes á pueblos y Ayunta-
mientos, cuando estas cuestiones procedan de una disposición adminis-
trativa. 
8. ° Al curso, navegación y flote de los rios y canales, obras hechas en 
sus cáuces y márgenes, y primera distribución de sus aguas para riegos 
y otros usos. 
9. ° A la insalubridad, peligro ó incomodidad de las fábricas, talleres, 
máquinas ú oficios, y su remoción á otros puntos. 
-10. A la caducidad de las pertenencias de minas, escoriales y ter-
reros. 
41. A la demolición y reparación de edificios ruinosos, alineación y 
altura de los que se construyan de nuevo, cuando la ley ó los reglamen-
tos del ramo declaren procedente la vía contenciosa. 
42. A la inclusión ó exclusión en las listas de electores y elegibles 
para Ayuntamientos y sindicatos de riego. 
43. A los agravios en la formación definitiva del registro estadístico 
de fincas. 
14. A la represión de las contravenciones á los reglamentos de cami-
nos, navegación y riego, construcción urbana ó rural, policía de tránsi-
to, caza y pesca, montes y plantíos. 
Art. 84. Se atribuyen, por último, al conocimiento y fallo de los Con-
sejos provinciales, llegado el caso del artículo anterior las cuestiones re-
lativas: 
4.° Al cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos de los contra-
tos y remates celebrados con la Administración provincial para toda es-
pecie de servicios y obras públicas del Estado, provinciales y munici-
pales. 
2.° Al deslinde y amojonamiento de los montes que pertenecen al 
Estado, á los pueblos ó á los establecimientos públicos, reservando las 
demás cuestiones de derecho civil á los Tribunales competentes. 
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3. ° A la validez, inteligencia y cumplimiento de los arriendos y ven-
tas celebradas por la Administración provincial de propiedades y dere-
chos del Estado y actos posteriores que de aquéllos se deriven, hasta que 
el comprador ó adjudicatario sea puesto definitivamente en posesión de 
dichos bienes. 
4. ° A la indemnización, legitimidad de los títulos y liquidación de los 
créditos de los partícipes legos en diezmos, con arreglo á lo que previene 
la ley de 20 de Marzo de 4846. 
Art. 85. Los Consejos provinciales no podrán determinar por vía de 
regla general, y se limitarán sus facultades á decidir en las cuestiones 
particulares sometidas á su fallo. 
Art. 86. Tampoco podrán apoyar ni elevar petición alguna, de cual-
quier especie que sea, al Gobierno ni á las Cortes, ni publicar sus acuer-
dos sin permiso del Gobernador de la provincia ó del Gobierno. 
CAPÍTULO V I . 
Del procedimiento en asuntos contenciosos. 
Art. 90. Cuando el Consejo actúe como Tribunal, será pública la vista 
del pleito, y se oirán las defensas de las partes. Las deliberaciones serán 
secretas. Los acuerdos se tomarán por mayoría absoluta de votos. 
Art. 9i . No podrá entablarse ninguna demanda ante los Consejos 
provinciales sin que el Gobernador hubiere dictado providencia en el 
asunto que se ventile, salvo cuando otra cosa determine una ley es-
pecial. 
Art. 92. Representarán en estos juicios: 
A la Hacienda, el Promotor fiscal de la misma. 
A los demás ramos de la Administración central, el Letrado á quien el 
Gobernador señale en cada caso. 
A la provincia, el Diputado que la Diputación haya elegido con arre-
glo al art. 37, ó el Letrado á quien dé su poder. 
A los Ayuntamientos, un Letrado de su nombramiento. 
Art. 93. Las demandas se presentarán ante el Consejo provincial en 
el término improregable de 30 dias, que empezarán á contarse, respecto 
de las de particulares y corporaciones, desde el dia siguiente al de la no-
tificación administrativa de la provincia reclamable; y respecto de la 
Administración, dentro de un año contado desde la fecha de la comuni-
cación al interesado. 
E l Consejo provincial, en vista de la demanda, consultará al Goberna-
dor si procede ó no la vía contenciosa, acompañando con su informe co-
pia de la demanda misma. 
Art. 94. E l Gobernador, dentro de tercero dia, resolverá lo que esti-
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me conveniente, comunicándolo al Consejo. Si la resolución fuere que 
no procede la vía contenciosa, y el demandante no se conformare, 
podrá recurrir al Ministro del ramo respectivo, que decidirá, oido el Con-
sejo de Estado, sin que en el caso de estimarse la procedencia de la de-
manda, deje de ser competente el Consejo provincial. 
Art. 93. Los fallos de los Consejos provinciales serán siempre moti-
vados. 
Para la decisión final de los negocios contenciosos se requiere precisa-
mente la asistencia de tres Consejeros, uno de ellos Letrado. 
Art. 96. La ejecución de los fallos corresponde á los agentes de la Ad-
ministración; pero si hubiere de precederse por remate ó venta de 
bienes, su ejecución y la decisión de las cuestiones que sobrevengan 
corresponde á los Tribunales ordinarios, fuera de los casos expresados 
en las leyes y reglamentos para la cobranza de las contribuciones. 
Art. 97. Los Consejos provinciales no podrán reformar ninguno de 
sus fallos, pero sí interpretarlos á petición de parte cuando se susciten 
dudas sobre su inteligencia, con sujeción á los reglamentos. 
Art. 98. De los fallos de los Consejos provinciales, á excepción de los 
que recaigan en las cuentas municipales, se apelará para ante el Consejo 
de Estado, y ante el mismo se interpondrán los recursos de nulidad que 
procedan. 
Las apelaciones no serán admisibles en litigios cuyo interés, pudiendo 
sujetarse á una apreciación material, no llegue á 2.000 rs. 
Por tanto: 
Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Gobernadores y de-
más autoridades, así civiles como militares y eclesiásticas, de cualquiera 
clase y dignidad, que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la 
presente ley en todas sus partes. 
Palacio á 25 de Setiembre de 1863.—Yo la Reina.—El Ministro de la 
Gobernación, Florencio Rodríguez Vaamonde. 
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Reglamento de 25 de Setiembre de 1863 para la ejecución de la ley 
de gobierno de las provincias. 
(GOB.) De acuerdo con mi Consejo de Ministros y oido el parecer del 
Consejo de Estado, vengo en aprobar los adjuntos reglamentos para la 
ejecución de la ley relativa al gobierno y administración de las provin-
cias y á las atribuciones de los Subgobernadores. 
Dado en Palacio á 25 de Setiembre de 1863.—Está rubricado de la real 
mano.—El Ministro de la Gobernación, Florencio Rodríguez Vaamonde. 
R E G L A M E N T O 
para la ejecución de la ley relativa al gobierno y administración 
de las p r o v i n c i a s . 
T I T U L O I I . 
DE LOS GOBERNADORES DE PROVINCIA, 
CAPÍTULO II . 
Atribuciones de los Grobernadores. 
Art. 2i. Los Gobernadores cuidarán de que se impriman inmediata-
mente en los Boletines Oficiales las leyes, decretos, órdenes y disposi-
ciones que para su publicación, circulación y ejecución les comunique 
el Gobierno, y las de observancia general que se inserten en la Gaceta 
de Madrid. 
En casos urgentes comunicarán por extraordinario á quien correspon-
da las leyes,- decretos, órdenes y disposiciones que lo requieran, em-
pleando al efecto los medios más rápidos de que puedan disponer. 
Art. 25. Al comunicar las órdenes superiores, ó las que emanen de 
su propia autoridad, las acompañarán los Gobernadores, por regla gene-
ral, de instrucciones claras y metódicas que faciliten su ejecución. 
Art. 26. A fin de mantener el órden público y proteger las personas 
y las propiedades, deberán los Gobernadores: 
1. ° Adoptar las medidas qne estén al alcance de su autoridad, para 
evitar, en cuanto fuere posible, la perpetración de delitos en las provin-
cias de su cargo. 
2. ° Procurar el descubrimiento y aprehensión de los autores de cual-
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quier hecho criminal, entregando los que fueren habidos á los Tribuna-
les correspondientes. 
3. ° Facilitar á los Jueces los datos y antecedentes que puedan conve-
nir para la mejor administración de justicia. 
4. ° Acudir sin demora pérsonalmente, ó por medio de sus subordi-
nados, según las circunstancias, á cualquier punto de la provincia en 
que ocurrieren desórdenes, ó se hallase amenazada la tranquilidad pú-
blica, ó sucesos graves ó extraordinarios, ó la aparición de cualquier ca-
lamidad hiciesen necesaria su presencia. 
Art. 27. Los Gobernadores podrán imponer multas discrecionales que 
no excedan de 4.000 rs. únicamente á los individuos, funcionarios y 
corporaciones que, sin cometer delito, incurran en las faltas é infrac-
ciones que á continuación se expresan: 
í.0 Actos contrarios á la religión, á la moral ó á la decencia pública, 
2. ° Faltas de obediencia ó de respeto á la autoridad de los mismos 
Gobernadores. 
3. ° Faltas que cometan los funcionarios y corporaciones dependien-
tes de dicha autoridad en el ejercicio de sus cargos. 
4. ° Infracciones en que incurran las sociedades y empresas mercan-
tiles ó industriales que están sujetas á la inspección administrativa. 
Los Gobernadores se abstendrán, por tanto, de imponer multas discre-
cionales á los que incurran en cualquier falta ó infracción distinta de 
las que se expresan en este artículo. 
Art. 28. Cuando los Gobernadores impongan multas mayores de 
1.000 rs. por atribuirles expresamente esta facultad alguna ley ó regla-
mento, darán la orden correspondiente por escrito, citando el artículo 
de la ley ó reglamento en virtud del cual procedieren. 
Art. 29. En el mes de Febrero de cada año, y en vista de los datos pre-
viamente reunidos, darán cuenta los Gobernadores á los Ministerios res-
pectivos del estado moral, intelectual y económico de la provincia, del re-
sultado de los servicios en el año anterior y de las reformas y mejoras de 
que sean susceptibles los ramos sujetos á su inspección y vigilancia, to-
do sin perjuicio de cumplir en cualquiera ocasión lo prevenido en el nú-
mero 4.° del art. 10 de la ley, y de dar cuenta, en cualquier tiempo tam-
bién, de cuanto consideren digno de atención y remedio. 
Art. 30. Cuando hubiere de pedirse autorización para formar causa 
á un empleado ó corporación de cualquier ramo de la Administración ci-
vil y económica, por abusos perpetrados en el ejercicio de sus funciones 
administrativas, para cuya persecución sea necesaria aquella formali-
dad, el Juez remitirá después que el Promotor fiscal dé su dictámen, las 
diligencias en compulsa al Gobernador de la provincia, el cual, oyendo 
al Consejo provincial y al presunto reo, si lo juzga oportuno, ó lo propo-
ne aquel cuerpo, resolverá lo que corresponda en el término preveni-
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do en el núm. 8 .° , art. 10 de la ley para el gobierno y administración 
de las provincias. 
Art. 31. Si el Gobernador resolviese afirmativamente, dará desde lué-
go la autorización al Juez, y remitirá al Presidente del Consejo de Esta-
do, en el término de ocho dias, copia del expediente con una comunica-
ción razonada que trasladará al Ministerio de que dependa el empleado 
ó corporación, sin ulterior procedimiento. Si el Gobernador negase la 
autorización lo noticiará al Juez, y elevará inmediatamente el expedien-
te al Presidente del Consejo de Estado con la oportuna exposición de mo-
tivos. 
Art. 32. E l Presidente del Consejo de Estado acusará al Gobernador 
el recibo de las diligencias y señalará turno al expediente y el dia en que 
han de empezar á correr los plazos á que se refiere el artículo siguiente, 
poniéndolo en conocimiento del Ministerio de Gracia y Justicia. 
Art. 33. E l Consejo de Estado consultará la decisión motivada que es-
time en el término de 31 dias, contados desde el señalado por el Presi-
dente. 
Art. 34. E l Consejo de Estado remitirá la consulta original al Presi-
dente del Consejo de Ministros y dirigirá copia literal de la misma al Mi-
nistro de quien dependa el empleado ó corporación á quien se intenta 
procesar. 
Art. 35. Si el Ministro de quien dependa el empleado ó corporación 
estuviere conforme con la resolución consultada, lo manifestará así al 
Presidente del Consejo de Ministros. 
Art. 36. Cuando el Ministro á quien se refiere el artículo anterior no 
estuviere conforme con la resolución consultada, lo consultará al Presi-
dente del Consejo de Ministros para que la someta al Consejo que preside. 
E l mismo Ministro, que asistirá precisamente^á la deliberación del re-
ferido Consejo, podrá reclamar con anticipación el expediente original, 
á fin de instruirse y sostener su parecer. 
Art. 37. La resolución que apruebe S. M. á propuesta del Consejo de 
Ministros ó de su Presidente, se comunicará en forma de real decreto, re-
frendado por el mismo Presidente en el término de 60 dias, conta-
dos desde el señalado con arreglo al art. 32 de este reglamento. 
Art. 38. Pasados 60 dias desde aquel en que principie á correr 
el plazo señalado para cada expediente sin haberse concedido ó negado 
la autorización, el Ministro de Gracia y Justicia comunicará las órdenes 
oportunas para que los Tribunales puedan continuar las actuaciones. 
Art. 39. Cuando fuere hallado infraganti el reo, y también cuando 
su delito sea de los que califica de graves el Código penal, podrá desde 
luégo proceder á su prisión ó arresto el Juez, conforme á derecho y bajo 
su responsabilidad; pero dentro de las 24 horas siguientes á cualquiera 
de estas dos diligencias, deberá pedir al Gobernador para continuar la 
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causa la indispensable autorización, guardándose acerca de ella lo pres-
crito en las antecedentes disposiciones. 
Art. 40. Si no fuere relativo al ejercicio de funciones administrativas 
el delito cometido por las personas á que se refieren los artículos ante-
riores, procederá libremente el Juez á todo lo que en justicia haya lugar; 
pero al dirigir inmediatamente contra ellas el procedimiento, dará sin 
suspenderlo el correspondiente aviso al Gobernador, manifestándole el 
hecho, é indicándole los fundamentos en que se apoye para no conside-
rarlo como relativo al ejercicio de dichas funciones. 
Art. -41. Se procederá con arreglo al artículo anterior cuando el Juez 
considere innecesaria la autorización, porque el delito sea de los que 
pueden perseguirse sin necesidad de este requisito, según lo dispuesto en 
el núm. 8.° del art. 10 de la ley. 
Art. 42. E l Gobernador^ en los casos á que se refieren los dos artícu-
los anteriores, oido el Consejo provincial, manifestará al Juez, dentro de 
10 días, que queda enterado, si juzga acertada la calificación hecha por 
éste, remitiendo al Presidente del Consejo de Estado, en los ocho días si-
guientes, una copia del expediente. Si para resolver sobre el particular 
creyese preciso el Gobernador que el Juez aclare ó amplíe, en todo ó en 
parte, su comunicación, se lo manifestará en el término de 10 días prac" 
ticando en otro igual lo que queda prevenido, después que recibiese la 
aclaración ó ampliación pedida. 
Art. 43. Si el Gobernador creyere que el caso exige su autorización, 
requerirá al Juez por medio de una comunicación razonada, para que 
con suspensión de todo procedimiento llene esta formalidad. 
Art. 44. E l Juez, oido el Promotor fiscal, proveerá sobre ello, y con-
sultará siempre el auto con remisión de los originales á la Audiencia. 
Art. 45. Si la resolución de la Audiencia fuere en el sentido de no ser 
necesaria la autorización, elevará el Juez, dentro de los seis dias siguien-
tes al de la devolución de los autos, copia testimoniada de los mismos 
con la exposición de motivos correspondiente, al Presidente del Consejo 
de Estado, poniéndolo en conocimiento del Ministro de Gracia y Justicia 
á los efectos oportunos, y dando aviso de ello al Gobernador, el cual, por 
su parte, elevará en la misma 'orma, y dentro del tercero día, el expe-
diente original, dando aviso al Ministerio de que dependa el empleado ó 
corporación contra el cual se hubiere procedido. 
Art. 46. E l Consejo de Estado consultará lo que estime en el preciso 
término de 31 dias, remitiendo la consulta original á la Presidencia de-^  
Consejo de Ministros, y copias literales de la misma al Ministerio de que 
dependa el acusado y al de Gracia y Justicia. 
Art. 47. Si los Ministerios de que habla el artículo anterior estuviesen 
conformes con la resolución consultada, lo manifestarán al Presidente 
del Consejo de Ministros. En caso de que no hubiese conformidad de parte 
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de dichos Ministerios ó de cualquiera de ellos, se propondrá la resolución 
al Consejo de Ministros. 
Art. 48. La resolución se comunicará en la forma establecida por el 
art. 27 de este reglamento en los 21 dias siguientes al de la fecha de la 
consulta del Consejo de Estado. De esta resolución se dará traslado por 
los Ministerios respectivos al Gobernador y al Juez en los ocho dias pos-
teriores á aquel en que se hubiese comunicado. 
Art 49. Todos los términos señalados en los artículos que preceden 
desde el 30 inclusive, son fatales é improrogables. 
Art. 50. Las resoluciones del Gobierno negando la autorización y de-
clarando ser innecesaria, se publicarán motivadas en la Gaceta. 
Art. 51. Para los efectos del núm. 8.°, art. 10 de la ley, en cuanto 
declara que no es necesaria la autorización prévia para perseguir los de-
litos que se comentan en cualquier operación electoral, se entenderán 
por operaciones electorales la formación, rectificación y publicación de 
las listas de electores, la presidencia de las mesas electorales y todos 
aquellos actos en que, con arreglo á las leyes que rijan para las eleccio-
nes de Diputados á Córtes, Diputados provinciales y Ayuntamientos, de-
ban intervenir los funcionarios públicos por razón de su oficio. 
Art. 52. Corresponde al Rey, en uso de las prerogativas constitucio-
nales, decidir las competencias de jurisdicción y atribuciones que ocur-
ran entre las autoridades administrativas y los Tribunales ordinarios y 
especiales. 
Art. 53. En las cuestiones de atribución y de jurisdicción que se ori-
ginen entre estas autoridades, sólo los Gobernadores de provincia podrán 
promover contienda de competencia. Unicamente la suscitarán para 
reclamar los negocios cuyo conocimiento corresponda, en virtud de dis-
posición expresa, á los mismos Gobernadores, á las autoridades que de 
ellos dependan en sus respectivas provincias, ó á la Administración p ú -
blica en general. 
Las partes interesadas podrán deducir ante la autoridad administrativa 
las declinatorias que creyeren convenientes. 
Art. 54. Los Gobernadores no podrán suscitar contienda de compe-
tencia: 
1.0 En los juicios criminales, á no ser que el castigo del delito ó falta 
haya sido reservado por la ley á los funcionarios de la Administración, ó 
cuando, en virtud de la misma ley, deba decidirse por la autoridad ad-
ministrativa alguna cuestión prévia de la cual dependa el fallo que los 
Tribunales ordinarios ó especiales hayan de pronunciar. 
2. ° En los pleitos de comercio durante la primera instancia y en los 
juicios que se sigan ante los Alcaldes como Jueces de paz. 
3, ° En los pleitos fenecidos por sentencia pasada en autoridad de cosa 
juzgada. 
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4. °. Por no haber precedido la autorización correspondiente para per-
seguir en juicio á los empleados en concepto de tales. 
5. ° Por falta de la que deben conceder los mismos Gobernadores 
cuando se trate de pleitos en que litiguen los pueblos ó establecimientos 
públicos. 
Sin embargo, en los dos casos precedentes quedará expedito á los inte-
resados el recurso de nulidad á que pueda dar márgen la omisión de 
dichas formalidades. 
Art. 55. Así los Jueces y Tribunales, oído el Ministerio fiscal, ó á ex-
citación de éste, como los Gobernadores, oidos los Consejos provinciales, 
se declararán incompetentes, aunque no intervenga reclamación de au-
toridad extraña, siempre que se someta á su decisión algún negocio 
cuyo conocimiento no les pertenezca. 
Art. 56. E l Ministerio fiscal, así en la jurisdicción ordinaria como en 
las especiales, y en todos los grados de cada una de ellas, interpondrá 
de oficio declinatoria ante el Juez ó Tribunal respectivo siempre que es-
time que el conocimiento del negocio litigioso pertenece á la Adminis-
tración. Cuando el Juez ó Tribunal no decretase la inhibición, en virtud 
de la declinatoria, el Ministerio fiscal lo advertirá así al Gobernador, pa-
sándole sucinta relación de las actuaciones y copia literal del pedimento 
de declinatoria. 
Art. 57. E l Gobernador que comprendiese pertenecerle el conocimien-
to de un negocio en que se halle entendiendo un Tribunal ó Juzgado or-
dinario ó especial, le requerirá inmediatamente de inhibición, manifes-
tando las razones que le asistan, y siempre el texto de la disposición en 
que se apoye para reclamar el negocio. 
Art. 58. E l Tribunal ó Juzgado requerido de inhibición, luego que re-
ciba el exhorto, suspenderá todo procedimiento en el asunto á que se re-
fiera miéntras no se termine la contienda por desistimiento del Gober-
nador ó por decisión de S. M., so pena de nulidad de cuanto después se 
actuare. 
Art. 59. En seguida avisará el requerido el recibo del exhorto al Go-
bernador y lo comunicará al Ministerio fiscal por tres dias á lo más, y 
por igual término á cada una de las partes. 
Art. 60. Citadas éstas inmediatamente y el Ministerio fiscal, con se-
ñalamiento de dia para la vista del artículo de competencia, el requeri-
do proveerá auto motivado declarándose competente ó incompetente. 
Art. 61. Cuando un Juez ó Tribunal de primera instancia dicte este 
auto, si las partes ó el Ministerio fiscal apelaren de él, se sustanciará el 
artículo en segunda instancia con los mismos términos y por los mis-
mos trámites que en la primera, y el definitivo que recayere no será 
susceptible de ulterior recurso. Tampoco lo será el que se dictare en la 
segunda ó tercera instancia cuando el Gobernador suscitase en ellas la 
37 
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contienda de competencia por no haberla deducido en las anteriores. 
Art. 62. E l requerido que se hubiese declarado incompetente por 
sentencia firme, remitirá los autos dentro de segundo dia al Gobernador, 
haciendo poner al Escribano actuario, en un libro destinado á este obje-
to, un sucinto extracto de ellos y certificación de su remesa. 
Art. 63. Cuando el requerido se declare competente por sentencia 
firme, exhortará inmediatamente al Gobernador para que deje expedita 
su jurisdicción, ó de lo contrario, tenga por formada la competencia. En 
el exhorto se insertarán los dictámenes deducidos por el Ministerio fiscal 
en cada instancia, y los autos motivados con que en cada una se haya 
terminado el artículo. 
Art. 6-4. E l Gobernador, oido el Consejo provincial, dirigirá dentro de 
ios tres dias de haber recibido el exhorto nueva comunicación al reque-
rido, insistiendo ó no en estimarse competente. 
Art. 65. Si el Gobernador desistiere de la competencia, quedará sin 
más trámites expedito el ejercicio de su jurisdicción al requerido y pro-
seguirá conociendo del negocio. 
Art. 66. Si insistiese el Gobernador, ambos contendientes remitirán 
por el primer correo al Presidente del Consejo de Ministros las actuacio-
nes que ante cada cual se hubieren instruido, haciendo poner al Oficial 
público á quien respectivamente corresponda esta diligencia, un extrac-
to y certificación en los términos prevenidos por el art. 62, y dándose 
mútuo aviso de la remesa, sin ulterior procedimiento. 
Art. 67. E l Presidente del Consejo de Ministros acusará á los conten-
dientes el recibo de los autos que le hubiesen remitido; y dentro de los 
dos dias de recibidos los respectivos á cada uno los pasará al Consejo de 
Estado. 
Art. 68. E l Consejo de Estado, oyendo á su Sección de Estado y Gra-
cia y Justicia, la cual dará al expediente la instrucción que crea necesa-
ria, consultará la decisión motivada que estime dentro de dos meses, 
contados desde el día en que se le pasen las actuaciones. 
Art. 69. E l Consejo de Estado remitirá la consulta original al Presi-
dente del Consejo de Ministros, acompañada de todas las diligencias re-
lativas á la contienda. Al mismo tiempo dirigirá el Consejo de Estado 
copias literales de la consulta al Ministro de la Gobernación y al Ministro 
ó Ministros de quienes dependan los otros Jueces y autoridades con quie-
nes se hubiese seguido la competencia. 
Art. 70. Si el Ministro de la Gobernación, y el Ministro ó Ministros de 
quienes dependan los otros Jueces y autoridades con quienes se hubiese 
seguido la competencia, estuviesen conformes con la decisión consulta-
da, lo manifestarán así al Presidente del Consejo de Ministros. 
Art. 71. Cuando los Ministros, á quienes se refiere el artículo ante-
rior, ó cualquiera de ellos, no estuviere conforme con la decisión con-
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sultada, lo manifestará al Presidente del Consejo de Ministros para que 
la someta á la resolución del Consejo que preside. Antes de que esto se 
verifique, el Ministro ó Ministros que no estuviesen conformes podrán re-
clamar los autos originales que hayan sido objeto de la competencia, á 
fin de instruirse y sostener las atribuciones de su ramo. 
Art. Tá. La decisión que adopte S. M. á propuesta del Consejo de Mi-
nistros ó de su Presidente, será irrevocable; se extenderá motivada y en 
forma de real decreto, refrendado por el referido Presidente, y para su 
cumplimiento se comunicará á los contendientes dentro de un mes, con-
tado desde la fecha de la consulta. 
Art. 73. Los términos señalados en los artículos de este reglamento 
que se refieren á las competencias de jurisdicción y atribuciones, serán 
fatales é improrogables. 
Art. 74. Cuando en casos urgentes suspendan los Gobernadores á 
•cualquier empleado de Gobernación, Hacienda ó Fomento, expondrán al 
Ministro respectivo los motivos que les hubieren obligado á adoptar 
aquella medida, y propondrán, si así conviniere, la traslación ó separa-
ción del empleado, según lo aconsejen la naturaleza de la falta cometida 
v el bien del servicio. 
Art. 7o. Los delegados temporales que envíen los Gobernadores á los 
pueblos en virtud de lo dispuesto en el núm. 8.° del art. 41 de la ley, per-
cibirán del Tesoro la gratificación que anticipadamente determine el Go-
bierno por regla general respecto de cada provincia y habida consideración 
á las circunstancias de la misma; pero no tendrán derecho á esta gra-
tificación los Diputados ó Consejeros provinciales cuando pasen en el mis-
mo concepto de delegados temporales al punto de su vecindad, ó de la 
residencia de su familia. Siempre que los Gobernadores envíen un de-
legado temporal á cualquier punto de la provincia lo manifestarán al Go-
bierno, exponiendo los motivos de esta resolución. 
Art. 76. Los Gobernadores, bajo su responsabilidad, podrán delegar 
€n los Secretarios la facultad de acordar lo que convenga para la instruc-
ción de los expedientes en cualquiera de los ramos de Gobernación. 
Podrán también autorizarles para firmar las órdenes ú oficios que diri-
jan en virtud de dicha delegación, y los simples traslados siempre que 
unos y otros se comuniquen á oficinas, funcionarios y corporaciones de-
pendientes de los Gobiernos de provincia. 
Art. 77. Los Gobernadores, teniendo presentes las circunstancias de 
las provincias respectivas, formarán un reglamento en que se establezca 
lo conveniente al orden interior de las Secretarías, al más rápido y acer-




DE LOS CONSEJOS PROVINCIALES. 
CAPÍTULO III. 
Atribuciones de los Consejos provinciales. 
Art. 150. Lo prevenido en el art. 77 de la ley es preceptivo. Por tan-
to, los Consejos provinciales serán necesariamente oídos sobre todas las 
materias mencionadas en el mismo artículo. 
Art. 451. Los Gobernadores cuidarán de que los expedientes que so-
pasen á informe de los Consejos provinciales, ya en virtud de lo dis-
puesto en el art. 77 de la ley para el gobierno y administración de las 
provincias, ya en cumplimiento de cualquiera otra disposición, y ya me-
ramente porque juzguen oportuno consultar á estos cuerpos, vayan de-
bidamente instruidos con arreglo á las leyes y reglamentos que rijan 
sobre la materia á que se refieran. 
Art. 152. Cuando los Consejos provinciales observaren que en los ex-
pedientes que se les remiten á informe faltan documentos, ó se ha omi-
tido alguna formalidad ó trámite de los establecidos por las leyes o re-
glamentos que rijan sobre la materia á que aquéllos se refieran, ó juz-
guen necesario que se ilustren éstos con nuevos-datos, antecedentes ó 
informes, lo harán presente á los Gobernadores para que acuerden lo 
que corresponda. 
Art. 153. Los Consejos provinciales citarán en sus informes las leyes,, 
disposiciones y precedentes en que funden laopinion qucemitan, así como 
las razones que la abonen, resumiendo siempre aquélla con claridad y 
precisión en una ó más conclusiones. 
CAPÍTULO V. 
Del procedimiento en asuntos contenciosos. 
Art. 158. Miéntras no se publique la ley de que habla el art. 70 de la 
promulgada en 17 de Agosto de 1860, procederán los Consejos provin-
ciales en los negocios contenciosos de la Administración según lo dis-
puesto en la relativa al gobierno de las provincias y en el reglamento 
aprobado por el R. D. de 1.° de Octubre de 1845. 
Aprobado por S. M. por real decreto de esta fecha. Madrid 25 de Se-
tiembre de '1863.—Vaamon le. 
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M. O. de 25 de Setiembre de 1863 aclarando algunos puntos de la 
ley y reglamento para el gobierno y administración de las pro-
vincias. 
(GOB.) Aunque por el estudio que V. S. debe hacer de la ley para el 
gobierno y administración de las provincias promulgada en esta fecha, 
•echará de ver desde luégo que en ella se modifican algunos artículos del 
reglamento sobre el modo de proceder los Consejos provinciales en los 
negocios contenciosos de la Administración, aprobado porR. D. del.0de 
Octubre de 1845, todavía considerando la Reina (Q. D. G.) lo importante 
de la materia, y de conformidad con el parecer del Consejo de Estado, 
se ha servido mandar que V. S. y ese Consejo provincial, sin perder de 
vista lo prevenido en los arts. 91, 96 y 97 de la misma ley, tenga pre-
sente: 
1.0 Que el art. 1.0 del expresado reglamento está modificado por el 95 
de la ley, en cuanto él último exige que para la decisión final de los ne-
gocios contenciosos asistan precisamente tres Consejeros. 
2. ° Que debiendo ser Secretario del Consejo el mismo de la Diputa-
ción provincial, con arreglo al art. 47 de aquella ley, no hade desempe-
ñar las funciones de tal Secretario un Oficial del Gobierno de la provin-
cia, según disponía el art. 5.° del referido reglamento. 
3. ° Que el art. 10 de éste se halla reformado por los núms. 4.° y 5.° 
del art. 55 de la misma ley, en los cuales se dispone que los empleados 
•que se mencionan sean nombrados y separados, ó meramente propues-
to por las Diputaciones provinciales; pero que subsiste la prevención de 
que para destituir á los ujieres ha de intervenir causa justa. 
4. ° Que cuando el Gobernador de la provincia no asista al Consejo, 
deberá presidirlo el Consejero nombrado por el Gobierno, según lo dis-
puesto en el art. 66 de la ley: que á falta de Presidente desempeñará sus 
funciones el más antiguo por el orden de nombramiento; y si éstos fue-
sen de la misma fecha, el de más edad, considerándose en esto reforma-
do el art. 17 del reglamento. 
5. ° Que las funciones atribuidas en el art. 19 de éste al Gobernador 
de la provincia, serán desempeñadas por el Consejero designado para 
presidir cuando aquél no asista. 
6. ° Que las demandas de la Administración, de los particulares ó de 
las corporaciones, han de presentarse dentro de los plazos improrogables, 
señalados en el art. 93 de la ley en la Secretaría del Consejo provincial 
en días y horas hábiles, debiendo el Secretario poner al pié de las mis-
mas la nota de su presentación, y facilitar al interesado que lo pidiere 
•documento bastante para acreditarlo, quedando en esto reformado el ar-
tículo 23 del reglamento. 
7. ° Que los arts. 24 y 25 del mismo reglamento están modificados poi" 
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los 93 y 94 de la ley; porque con arreglo á éstos, el Consejo provincial,, 
en vista de la demanda, debe consultar al Gobernador si procede ó no la 
vía contenciosa, acompañando copia de la demanda misma, y aquella 
autoridad ha de resolver dentro de tercero dia, cumpliéndose lo demás-
que prescribe el referido art. 94. 
8. ° Que el art. 4í2 del reglamento está igualmente reformado por el 
art. 90 de la ley, en cuanto éste manda que la vista del pleito sea públi-
ca, sin establecer excepción alguna, aunque las deliberaciones han de 
ser secretas. 
9. ° Que la Hacienda, los demás ramos de la Administración central,, 
la provincia y los Ayuntamientos, han de estar representados en estos 
juicios en la forma que prescribe el art. 92 de la ley, que modifica el 44 
del reglamento. 
40. Que las apelaciones para ante el Consejo de Estado de los fallos, 
de los Consejos provinciales, á excepción de los que recaigan en las cuen-
tas municipales, no serán admisibles en litigios, cuyo interés no llegue 
á 2.000 rs., en virtud de lo mandado en el art. 98 de la ley, y no ya á 
consecuencia de la disposición que se cita en el art. 68 del reglamento 
de i.0 de Octubre de 1843. 
41. Que de las apelaciones que se interpongan de los fallos de los 
Consejos provinciales sobre las cuentas municipales conocerá el Tribu-
nal de Cuentas del Reino, en virtud, no sólo de lo dispuesto en el artícu-
lo 109 de la ley de Ayuntamientos, á que se refiere el 70 del mismo re-
glamento, sino también de lo que se prescribe en el 81 de la relativa ai 
gobierno y administración de las provincias. 
12. Finalmente, que la cita de la ley de 2 de Abril de 4845 que se ha-
ce en el art. 77 del reglamento, ha de entenderse en lo sucesivo que so 
refiere á la promulgada en esta fecha. 
De real orden lo digo á V. S. para su conocimiento y el del Consejo-
provincial, y á fin de que disponga su inserción en el Boletín Oficial de 
esa provincia. Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 25 de Setiembm 
de 1863.—Vaamonde.—Sr. Gobernador de la provincia de 
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Decreto-ley de 20 de Enero de 4875 devolviendo la jurisdicción con-
tenciosa al Consejo de Estado y Comisiones provinciales, etc. 
(PRESID. DEL M.-R.) Entre las muchas é importantes reformas lleva-
das á cabo en el año de 4845, célebre en la historia de la Administración 
española, no fué la de menor interés el establecimiento del recurso con-
lencioso-administrativo, discreto medio de poner freno á la arbitrariedad 
ministerial, sin menoscabar los fueros del Gobierno del Estado. Tan sa-
zonados frutos produjo desde luégo aquélla institución, y tan bien aco-
gida fué por la opinión pública, que cuando á favor del alzamiento de 
4854 subió al poder el partido contrario al que la había planteado, al 
propio tiempo que se suprimió el Consejo Real, se reconoció la nece-
sidad de crear un Tribunal especial que conociese en lugar suyo de las 
demandas contra las providencias gubernativas. Restablecido en 4856 
aquel alto Cuerpo, que después recibió la denominación de Consejo de 
Estado, volvió á entender en los asuntos contencioso-administrativos, 
con tan notorio acierto que sus decisiones cada dia cobraban mayor au-
toridad y ejercían más influjo en la interpretación y aplicación de las 
leyes que regulan los diversos ramos del servicio público. 
Pero, apesar de esto, en 43 de Octubre de 4868 cediendo al imperio de 
las ideas que entónces dominaban se abolió la jurisdicción retenida, sin 
duda por no apreciarse bien su índole y fin, y se sometieron á los Tribu-
nales ordinarios los actos de las autoridades más elevadas en el órden 
administrativo. La experiencia ha puesto tan de relieve los inconvenien-
tes de esta innovación, que el Consejo de Estado en una consulta reciente, 
venciendo el delicado escrúpulo que le embarazaba para reclamar mayor 
extensión de atribuciones, se ha creído en el caso de encarecer la nece-
sidad de que se le encomiende de nuevo el conocimiento de estos asun-
tos para que cese un estado de cosas en que los Ministros reciben la cen-
sura, no de los Cuerpos Colegisladores, únicos que en buena doctrina 
constitucional pueden sindicarles, desaprobar sus actos y exigirles la 
responsabilidad en que por ellos incurran, sino de un Tribunal que por 
muy elevado que sea nunca tendrá derecho á ocupar un puesto más al-
to que el Gobierno Supremo. 
A poner remedio á este mal, devolviendo á la jurisdicción contencio-
so-administrativa las condiciones que le son propias, va encaminado el 
adjunto decreto; y en la imposibilidad de restablecer desde ahora en to-
das sus partes el órden antiguo, por no existir hoy los Consejeros pro-
vinciales á quienes estaba cometido el conocimiento de los recursos con-
tra los actos gubernativos de las autoridades de las provincias, se da es-
ta atribución, aunque sólo con carácter interino, y miéntras se acuerda 
lo conveniente respecto de las leyes orgánicas, á las Comisiones provin-
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cíales que son los Cuerpos que más analogía tienen con los antiguos Con-
sejos. Y como pudiera suceder que en alguna Comisión no hubiese el nú-
mero de Letrados que sábiamente exige la ley de 1845, se dispone que los 
Gobernadores nombren en este caso los que falten, escogiéndolos entre 
los Diputados provinciales, y, si no fuere posible, entre los Abogados resi-
dentes en la capital: así los fallos serán dictados siempre por personas 
competentes en la ciencia del derecho. 
Fundado en estas consideraciones; 
E l Rey, y en su nombre el Ministerio-Regencia, ha acordado lo si-
guiente: 
Artículo 1.° Queda derogado el decreto de 13 de Octubre de 1868 por 
el que se suprimieron la jurisdicción contencioso-administrativa y los 
Tribunales que la ejercían. 
Art. 2 . ° Se restablecerá desde luego en el Consejo de Estado la Sec-
ción de lo contencioso. 
Art. 3 o Por ahora, y sin perjuicio de lo que en adelante se determi-
ne, las Comisiones provinciales conocerán de los asuntos contencioso-
administrativos en que entendían los suprimidos Consejos de provincia. 
Art. 4 . ° En las provincias en cuyas Comisiones no hubiere el núme-
ro de Letrados que exige el art. I.0 de la ley de 2 de Abril de de 1845, 
el Gobernador nombrará los que falten, escogiéndolos entre los Diputa-
dos provinciales, y en su defecto entre los Abogados residentes en la ca-
pital. 
Los Letrados que se nombren sustituirán á los individuos de la Comi-
sión provincial que el Gobernador designe; pero sólo para el efecto de 
constituir el Tribunal contencioso-administrativo. 
Art. 5.° Los recursos contencioso-administrativos en que se hubiere 
verificado la vista se ultimarán en los Tribunales donde se hayan sustan-
ciado; aquellos en que no se hubiere celebrado dicho acto pasarán, si es-
tuviesen pendientes en el Tribunal Supremo, al Consejo de Estado, y si 
en las Audiencias á la Comisión de la provincia á que correspondan. 
Art. 6.° E l Consejo de Estado y las Comisiones provinciales se aten-
drán á las disposiciones que determinaban la competencia y el procedi-
miento contencioso-administrativo al tiempo de publicarse el decreto de 
13 de Octubre de 1868. 
Art. 7.° Por el Ministerio de Gracia y Justicia se procederá áreformar 
la organización del Tribunal Supremo, en consonancia con lo ordenado 
en el presente decreto. 
Madrid 20 de Enero de 1875.—El Presidente del Ministerio-Regencia, 
Antonio Cánovas del Castillo. {Gac. 21 Enero.) 
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Decreto-ley de 24 de Enero de 487o reorganizando el Consejo 
de Estado, 
(PRESID. DEL M.-R.) E l restablecimiento de la Sección de lo conten-
cioso en el Consejo de Estado, el interés creciente de los negocios rela-
tivos á la gobernación de Ultramar y la necesidad demostrada por la 
experiencia de repartir entre dos Secciones los asuntos de que actualmen-
te conoce la de Gobernación y Fomento, recomiendan devolver al Conse-
jo la organización que le dió su ley de 17 de Agosto de 1860 con la ligera 
alteración indicada, y el aumento de dos plazas de Tenientes Fiscales exi-
gido por el mayor número de pleitos. 
En su consecuencia, el Rey, y en su nombre el Ministerio-Regencia, 
Ha venido en decretar lo siguiente: 
Artículo 1.° El Consejo de Estado constará del número de Consejeros 
que establece la ley orgánica de 17 de Agosto de 1860. 
Art. 2 0 E l Consejo se dividirá en siete Secciones, que se denominarán: 
de Estado y Gracia y Justicia; de Guerra y Marina; de Hacienda; de Go-
bernación; de Fomento; de Ultramar y de lo Contencioso. 
Art. 3.° A las órdenes del Fiscal de lo contencioso del Consejo de Es-
lado habrá cuatro Tenientes Fiscales en vez de los cinco Abogados Fiscales 
asignados hoy á la Sala tercera del Tribunal Supremo, dos de ellos con 
el sueldo de 8.500 pesetas anuales, y los otros dos con el que señala el 
art. 38 de la ley orgánica del Consejo. 
Art. 4 .° Queda sin efecto la reforma hecha por la ley de 1.0 de Mar-
zo de 1873 en los arts. 27 y 58 del reglamento de 30 de Diciembre 
de 1846. 
Madrid 24 de Enero de 1875.—El Presidente del Ministerio-Regencia, 
Antonio Cánovas del Castillo. (Gac. 25 Enero.) 
Orden de 24 de Enero de 1875: representación de la Administración, 
Provincias y Municipios en los negocios contenciosos. 
(PRESID. DEL M.-R.) Por consecuencia del decreto de 20 del actual 
encomendando á las Comisiones provinciales el conocimiento de los ne-
gocios contenciosos de la Administración, de que entendían antes los 
Consejos provinciales y últimamente las Audiencias, el Ministerio-
Regencia ha tenido á bien disponer que en los juicios ante las referidas 
Comisiones provinciales representen por ahora y miéntras otra cosa no 
se determine á la Administración general del Estado, un Abogado Fiscal 
en las capitales donde hay Audiencia y un Promotor Fiscal en las demás. 
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designados por el Ministerio de Gracia y Justicia: á la Provincia, un 
Diputado provincial ó el Letrado á quien dé poder; y á los Ayuntamien-
tos un Letrado de su nombramiento. 
Lo que comunico á V para su conocimiento y demás efectos.— 
Dios guarde á V etc.—Madrid 24 de Enero de 4875.—Cánovas.—Se-
ñor ((rae. 25 Enero.) 
Decreto-ley de 26 de Enero de i875: organización de la Sala de lo 
contencioso del Consejo de Estado. 
(PRKSID. DEL M.-R.) E l aumento de una Sección en el Consejo de E s -
tado debe producir necesariamente un número par de Consejeros en la 
formación de la Sala de lo contencioso, en el caso á que se contrae el 
art. 19 de la ley orgánica de dicho alto Cuerpo. 
Para evitarlo, el Rey, y en su nombre el Ministerio-Regencia, ha tenido 
á bien disponer que, además de los cinco Consejeros de la Sección de lo 
contencioso, entren á formar parte de la Sala un Consejero por cada una 
de las seis Secciones restantes, y dos más por la Sección que entienda 
especialmente en los asuntos del Ministerio á que corresponda la recla-
mación, no pudiendo haber acuerdo sin la asistencia de 11 Consejeros. 
Madrid 26 de Enero de 1875.—El Presidente del Ministerio-Regencia, 
Antonio Cánovas del Castillo. [Gac. 27 Enero.) 
Decreto-ley de 11 de Febrero de 1875: suspensión de plazos para 
la sustanciacion de las demandas contenciosas, etc. 
(PRES. DEL M.-R.) E l Rey, y en su nombre el Ministerio-Regencia, 
conformándose con lo propuesto por el Presidente del Consejo de Estado, 
de acuerdo con el Fiscal de lo contencioso del mismo Consejo, 
Ha tenido á bien decretar lo siguiente: 
Artículo 1.° A contar desde la publicación del decreto de 20 de Enero 
último restableciendo la Sección y Sala de lo contencioso del Consejo de 
Estado, se declaran en suspenso los plazos de sustanciacion de las de-
mandas y pleitos señalados por dias útiles en los respectivos artículos 
del reglamento de lo contencioso de 30 de Diciembre de 1846, y cuyo co-
nocimiento corresponde á dicho alto cuerpo. 
Art, 2.° Lo dispuesto en el artículo precedente se entenderá tan sólo 
en cada caso por el tiempo que falte para el fenecimiento de los plazos 
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ó términos respectivos, los cuales volverán á correr desde el dia en que 
la Secretaría general del Consejo anuncie en la Gaceta de Madrid que 
queda alzada la suspensión. 
Art. 3.° No se comprenden en lo anteriormente mandado los plazos 
generales y particulares fijados por el R. D. de 21 de Mayo de 18S3 y sus 
ampliaciones; por las leyes Provincial y Municipal, de Minas, de la Deu-
da, de clases pasivas y otras especiales, para interponer ante el Consejo 
de Estado, y presentar en la Secretaría general del mismo las demandas 
y recursos de alzada contra las resoluciones de la Administración activa, 
ora procedan de los respectivos Ministerios, ora de las Direcciones ge-
nerales. 
Art. 4.° Tampoco se hallan incluidos en la suspensión los términos 6 
plazos para interponer los recursos de aclaración y revisión ante el Con -
sejo de Estado, ni los de apelación y nulidad á que se refiere la seo -
cion 3.a del cap. 16, y los caps. 17 y 18 del citado reglamento de 30 de 
Diciembre de 1846, y el art. 66 del R. D. de 4 de Julio de 1861 sobre or -
ganizacion, atribuciones y procedimientos de los Consejos de Adminis-
tración de Ultramar. 
Art. 5.° Los pleitos en que se haya hecho el apuntamiento por ha-
llarse terminada la discusión escrita, se pasarán al Fiscal para instruc-
ción por un término prudente, según fuese su número, reservándole la 
íacultad de proponer ó contestar en su caso á los escritos aducidos cuan-
do lo juzgase oportuno; y los Oficiales de la Sección de lo contencioso 
revisarán los apuntamientos hechos. 
Art. 6.° Se oirá préviamente y por vía de instrucción al mismo Fiscal 
respecto de la procedencia de las demandas contencioso-administrativas 
incoadas ántes del 20 de Enero último, cuando todavía estaban vigentes 
para estos recursos el art. 82 de la ley provisional sobre organización del 
Poder judicial y el decreto de 26 de Noviembre de 1868. 
Art, 7.° Lo mismo se observará en cuanto á las demandas presenta-
das después del 20 de Enero último y las que en lo sucesivo se presenten. 
Art. 8.° Cuando la Sección de lo contencioso considere improcedente 
la admisión del recurso contencioso-administrativo, celebrará vista pú-
blica ántes de formular la consulta correspondiente. A dicho acto con-
currirá precisamente el Fiscal ó uno de los Tenientes fiscales. 
Madrid 11 de Febrero de 1873.—El Presidente del Ministerio-Regencia, 
Antonio Cánovas del Castillo. (Gac. 12 Febrero.) 
•588 MANUAL 
Ley de 30 de Diciembre íte 1876, declarando leyes los decretos que se 
mencionan relativos al personal del Consejo de Estado, y á sus 
funciones contenciosas. 
(PRESID. DEL C. DE M.) Don Alfonso XII, por la gracia de Dios Rey 
constitucional de España. 
A todos los que la presente vieren y entendieren, sabed: que las Cortes 
han decretado y Nós sancionado lo siguiente: 
Artículo \ .0 Se declaran leyes del reino los decretos del Ministerio-Re-
gencia de 20, 24 y 26 de Enero de 1875 y \ \ de Febrero siguiente, que 
con carácter legislativo restituyeron al Consejo de Estado y encomenda-
ron á las Comisiones provinciales la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa. 
Art. 2.° Los efectos legales de la declaración anterior se retrotraerán 
á las fechas de los respectivos decretos y á la de la orden de 24 de Enero 
de 1875, que designó cuál había de ser la representación fiscal ante las 
Comisiones provinciales, y la que tuvieran en su caso la provincia y el 
Municipio. 
Art. 3.° Asimismo se declara ley del reino el R. D. de 29 de Diciem-
bre de 1875, que amplió á los Jefes superiores de Administración la apti-
tud para ser Consejeros de Estado, y redujo el número de plazas en que 
podía recaerla elección del Gobierno, conforme al art. 7.° de la ley orgá-
nica del Consejo; pero en adelante, para ser nombrado Consejero con ar-
reglo al art. 6.° de dicha, ley orgánica y su ampliación de 29 de Diciem-
bre de 1875, será necesario que, además de los dos años en el cargo, 
categoría ó empleo quedan aptitud para el nombramiento, cuenten pre-
viamente los designados más de 15 años de servicios efectivos al Estado 
los Ministros plenipotenciarios, y más de 17 los Jefes superiores de Ad-
ministración. 
Art. 4.° La Sala de lo contencioso, compuesta del número de 13 Con-
sejeros señalado por el decreto de 26 de Enero de 1875, se formará de 
manera que concurran siempre á ella, haciendo parte de la Sección de 
lo contencioso, cinco Consejeros Letrados. Si por enfermedad, recusación 
ó ausencia faltare alguno de los ordinariamente adscritos á dicha Sección, 
será sustituido con otro de la de Gracia y Justicia del modo que deter-
mina el art. 207 del reglamento de 30 de Diciembre de 1846; y cuando 
llegare el caso, por tales motivos, de que quede reducida la Sala al n ú -
mero de 11 Consejeros, conforme al decreto arriba citado, se cuidará de, 
que al retirarse para ello el Consejero más moderno de entre los de las 
demás Secciones nunca sea, propietario ó suplente, de los que pertenezcan 
á la Se cion de lo contencioso, ó de los dos que necesariamente han de 
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concurrir de la que entienda de los asuntos peculiares al Ministerio de 
donde proceda la resolución origen del pleito ó demanda. 
Art. 5.° E l Gobierno queda autorizado, conforme al art. 73 de la le}' 
de 17 de Agosto de 1860, para hacer en el procedimiento contencioso-
administrativo después de oir al Consejo las variaciones convenientes. 
Art. 6.° Quedan derogadas todas las leyes, reglamentos y demás dis-
posiciones en cuanto se opongan á las contenidas en la presente. 
Por tanto: 
Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Gobernadores y de-
más autoridades, así civiles como militares y eclesiásticas, de cualquier 
clase y dignidad, que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la 
presente ley en todas sus partes. 
Dado en Palacio á 30 de Diciembre de 1876.—Yo el Rey.—El Presiden-
te del Consejo de Ministros, Antonio Cánovas del Castillo. {Gac. 11 Ene-
ro 1877.) 
Ley de 31 de Diciembre de 1881 estableciendo bases, términos y pro-
cedimientos para la tramitación de todos los asuntos, reclama-
ciones y expedientes del ramo de Hacienda. 
(HAC.) D. Alfonso XII, por la gracia de Dios Rey constitucional de 
España; á todos los que las presentes vieren y entendieren, sabed: que 
las Cortes han decretado y Nós sancionado lo siguiente: 
Base 1.a Toda reclamación de parte en los asuntos del ramo de Ha-
cienda, que tenga por objeto la demanda de un derecho sobre que la 
Administración haya de resolver, se someterá á los preceptos de la pre-
sente ley. 
Base 2.a INo podrá intentarse demanda judicial contra la Adminis-
tración del Estado sin que vaya acompañada de documento bastante que 
acredite haber apurado previamente la vía gubernativa. 
Los Jueces repelerán de oficio las demandas que carezcan de este 
requisito. 
Base 3.a Las reclamaciones podrán hacerlas las personas o corpora-
ciones interesadas por'sí ó por medio de apoderado. En el segundo caso 
el poder habrá de ser bastante con arreglo á derecho, y precisa su lega-
lización si ha de surtir sus efectos'fuera de la provincia en que tenga su 
domicilio la persona ó corporación que le otorgue. Si el poder fuera es-
pecial, y la cuantía del asunto á que se refiriese no excediera de 2S0 pe-
setas, podrá aquél otorgarse en papel de oficio, y las co[ ias extenderse 
«n igual pape!. 
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Base 4.a E l procedimiento administrativo en las cuestiones del ramo 
de Hacienda se dividirá en dos períodos: el primero gubernativo, com-
puesto de dos instancias; y el segando co ntencioso-administrativo, en el 
cual se podrá ejercitar el recurso extraordinario de este nombre. 
Base 5.a La vía contencioso-administrativa procederá contra las pro-
videncias gu bernativas de segunda instancia sin excepción alguna, siem-
pre que el asunto sobre que versen constituya materia contencioso-admi-
nistrativa y aquéllas causen estado, lesión en derecho perfecto é infrin-
j a algún precepto legal: 
Procederá asimismo la vía contencioso-administi'ativa contra las pro-
videncias de trámite dictadas ó confirmadas en segunda instancia, siem • 
pre que resuelvan la cuestión pendiente haciendo imposible todo recurso 
administrativo. 
En las mismas condiciones podrá el Estado someter á revisión en la 
vía contencioso-administrativa las providencias de primera instancia 
que por orden ministerial Se declaren lesivas de los derechos de aquél. 
La declaración de que una providencia es lesiva de los intereses del Es-
tado no podrá hacerse trascurridos 10 años desde que fué dictada. 
Base 6.a En la primera instancia, luégo que la Administración haya 
reunido todos los antecedentes necesarios para resolver el asunto, y an-
tes que los funcionarios emitan parecer, se pondrá de manifiesto el ex-
pediente al interesado por término de ocho días, requiriéndole para que 
dentro de este plazo manifieste si desiste de su reclamación ó si persiste 
en ella. Si persiste, podrá hacer nueva alegación de su derecho. 
Base 7,a Las providencias de primera instancia se notificarán al in-
teresado, dándole copia literal de ellas y haciendo constar en la copia el 
recurso de alzada que pueda utilizar, el término para interponerle, la 
autoridad ante que ha de hacerlo y el centro por que ha de tramitarse la 
alzada. Sin estos requisitos no se tendrá por bien hecha la notificación^ 
á no ser que el interesado utilice en tiempo y forma el recurso corres-
pondiente . 
Si se ignorase el paradero del interesado, la notificación se hará por 
medio del Boletín Oficial de la provincia de su último domicilio legal, 
y en este caso el término para intentar la alzada empezará á correr al 
mes de la inserción. 
Base 8.a Toda providencia definitiva, así como de trámite, que haga 
imposible la prosecución del expediente, siempre que por ella se acceda 
en todo ó en parte á la pretensión del reclamante, se notificará al Inter-
ventor de la provincia para que en nombre de la Administración pueda 
intentar el recurso de alzada en los mismos términos que el particular. 
Base 9.a No podrá utilizarse por el particular el recurso de alzada 
cuando la providencia de primera instancia sea condenatoria de cantidad 
líquida, sin el prévio pago ó consignación de ésta en las arcas del Tesoro. 
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Base 40. Las apelaciones gubernativas podrán intentarse ante la au-
toridad económica que practicase la notificación. Si no fuese la misma 
que ha conocido del expediente, remitirá la alzada á la que hubiese dic-
tado la providencia para que la dé el curso correspondiente. 
Base 11. Las providencias definitivas de segunda instancia, y las de 
trámite apelables en la vía contenciosa, se notificarán en la forma esta-
blecida en la base 7,a Si por ellas se accediera en todo ó en parte á lo 
pretendido por el reclamante, se notificará al Interventor general del 
Estado, que podrá promover el expediente necesario para que las provi-
dencias se declaren lesivas de los intereses y de los derechos de la Ha-
cienda y preparar la vía contenciosa. 
Base 12. E l término para apelar de las providencias de primera ins-
tancia será de 15 días, á contar desde el siguiente al de la notificación. 
Si fuera el Jefe de la Intervención el que interponga el recurso de al-
eada, se hará saber su admisión al particular reclamante, para que 
pueda acudir al Ministerio alegando cuanto tenga por conveniente. En 
la segunda instancia no se pondrá de manifiesto el expediente, ni se ad-
mitirán al interesado otros medios de prueba que documentos de fecha 
posterior á los aducidos en primera instancia, ó aquellos de que jurase 
no haber tenido conocimiento. 
Base 13. E l término para intentarse la vía contenciosa será para los 
particulares el de dos meses si el interesado tiene su domicilio legal en 
la Península ó islas Baleares, de tres si le tiene en las islas Canarias, de 
•cuatro si le tiene en las islas de Cuba ó Puerto-Rico, y de seis si le tiene 
en las islas Filipinas. Estos términos no podrán ser variados sino por 
otra ley. 
Para la Administración el término será de seis meses, á contar desde 
el dia en que se declare por providencia ministerial que la providencia 
apelable es lesiva de los intereses y derechos del Estado. 
Base 14. Las providencias definitivas, áun cuando de ellas se apelase 
á la vía contenciosa, se llevarán á debido efecto, á ménos que ajuicio de 
la Administración fuesen irreparables los daños que se causaran, y con 
tal que el interesado lo solicite, acreditando haber interpuesto la de-
manda contenciosa. 
Si la resolución fuese favorable al interesado, y el Interventor general 
hubiese incoado el expediente que se determina en la base 11, podrá el 
Ministro, bajo su exclusiva responsabilidad, acordar se lleve á cabo, 
adoptando las medidas que considere convenientes para evitar perjuicios 
ulteriores al Tesoro público. 
Base 15. Fuera de los recursos fijados en las bases precedentes, no 
procederá otro que el de nulidad contraías providencias que se hubiesen 
dictado fundándolas en pruebas ó documentos falsos. Esta acción pres-
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cribe á ios 10 años de dictada la providencia, tanto para el particular 
como para la Administración. 
Base 16. Podrá en todo caso intentarse recurso de queja contra la 
autoridad que haya dictado providencia de primera instancia que haya 
llegado á ser ñrme; pero aunque aquél prosperase, no dejará de ser 
firme la providencia. Este recurso se ejercitará en el término de 30 dias, 
á contar desde la notificación de la providencia. 
Base 17. Aun cuando al presentarse cualquiera reclamación se viese 
notoriamente su improcedencia, se tramitará; pero en este caso, al dic-
tarse la providencia condenatoria de primera instancia podrá imponerse 
al reclamante una pena que no exceda del 10 por 100 del importe de lo 
reclamado. Si apelase la parte, y la providencia se confirmase en la se-
gunda instancia, podrá elevarse la pena hasta el 20 por 100. 
En la vía contenciosa podrán imponerse las costas siempre que se de-
clare haber obrado el demandante con notoria mala fe. 
Base 18. E l conocimiento de las reclamaciones administrativas cor-
responde en primera instancia á los Delegados de Hacienda en las pro-
vincias, que son las autoridades superiores en las mismas en todo lo 
concerniente á este ramo. 
Conocerán y resolverán, sin embargo, en primera instancia los Direc-
tores generales. Interventor general, Junta de pensiones civiles, etc., en 
los asuntos propios de la Administración central, así como en las inci-
dencias de los contratos de carácter general. 
Base 19. Los recursos de alzada, contra las providencias dictadas por 
Los Delegados de provincia se tramitarán por los respectivos Centros direc-
tivos, que consultarán al Ministro do Hacienda la resolución procedente. 
Las alzadas contra las providencias de primera instancia dictadas por 
los Centros directivos se tramitarán por la Subsecretaría, que consultará 
al Ministro la resolución que proceda. 
Base 20. Para el acuerdo de trámite el Ministro podrá delegar en el 
Subsecretario, ménos en los casos en que mande informar al Consejo de 
Estado en pleno ó en Secciones, ó se pidan informes ó antecedentes á los 
demás Ministerios y Tribunales superiores de Justicia y de Guerra y 
Marina. 
Base 21. Cuando por leyes especiales el conocimiento de los asuntos 
de primera instancia perteneciera á alguna Junta, será presidida por el 
Delegado de la provincia, y la providencia que dicte se entenderá que 
pone fin y término á la primera instancia. 
Base 22. Lo preceptuado en las bases anteriores no altera la juris-
dicción privativa del Tribunal de Cuentas del Reino, ni en su esencia ni 
en su forma; ni la de la Intervención general de la Administración del 
Estado en todo lo que se refiere al exámen y aprobación de cuentas y sus 
incidencias y ejecuciones, así como de los alcances. 
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Base 23. Si entredós autoridades económicas surgiere alguna cues-
tión de competencia, la decidirá el Ministro del ramo. 
La competencia puede ser positiva ó negativa. En la positiva, luégo 
que la autoridad que esté conociendo del asunto reciba el requerimiento 
de inhibición, suspenderá toda tramitación, adoptando, sin embargo, las 
precauciones necesarias para que los intereses del Tesoro no sufran de-
trimento. Si cree que no debe conocer del asunto, se inhibirá, haciéndo-
lo saber al interesado é Interventor de la Administración del Estado. Si, 
por el contrario, cree que debe conocer, lo hará así presente á la autori-
dad requirente. Si ésta no insiste en la inhibición, lo comunicará en 
término de quinto dia á la segunda, para dejar libre y expedita su 
acción. Si insistiese, se tendrá por formada la competencia, y las dos 
autoridades remitirán los antecedentes al Ministerio, citando á los in-
teresados. 
Si la competencia se suscitase entre dos autoridades gubernativas, 
pero siendo la una de otro ramo que el de Hacienda, se tramitará en la 
misma forma que la anterior; pero en el caso de tenerse por provocada, 
las dos autoridades remitirán los antecedentes á la Presidencia del Con-
sejo de Ministros, que, oyendo á los dos departamentos de que dependan 
los Delegados, resolverá de acuerdo con el Consejo de Ministros. En la 
Audiencia se seguirá el órden que haya seguido la competencia en el 
inferior. 
En las competencias negativas, el que quisiera inhibirse ántes de par-
ticiparlo á la autoridad á que crea corresponder el conocimiento del 
asunto, lo hará saber al interesado que hubiese acudido á su autoridad, 
para que en término de quinto dia exponga lo que tuviere por convenien-
te. Si, apesar de las alegaciones del interesado, se creyese incompetente, 
lo providenciará así y lo comunicará á la autoridad á quien crea com-
pete el conocimiento, y al reclamante. Si la autoridad á quien se somete 
el asunto creyera no ser de su competencia, lo participará á la inhibida; 
y si ésta insistiese, se tendrá por provocada, y en adelante seguirán los 
trámites de las positivas según los casos. 
Las providencias inhibiéndose ó declarándose competentes son apela-
bles, suspendiéndose toda tramitación, sin perjuicio de que la autoridad 
que haya dictado la providencia adopte las medidas convenientes para 
que los intereses del Estado no sufran perjuicio alguno. 
Las apelaciones serán resueltas por el Ministério de quien dependa la 
autoridad que haya dictado la providencia de que se apela. 
Contra la providencia definitiva que dictare el Ministerio no procederá 
la vía contenciosa. 
Base 24. Los Delegados de Hacienda en las provincias son las auto-
ridades únicas encargadas de provocar las compatencias á los Tribunales 
ordinarios en las cuestiones referentes á dicho ramo. 
38 
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Estas competencias se sustanciarán y decidirán en la forma estableci-
da en los arts. 57 y siguientes del reglamento de 25 de Setiembre de 1863; 
reformado en 22 de Octubre de 1866, para la ejecución de la ley de go-
bierno y administración de las provincias, sancionada en la primera de 
dichas fechas. 
Base 25. Toda reclamación de parte en la vía gubernativa, que no 
tenga señalado un procedimiento especial, se someterá á las reglas si-
guientes: 
1. a Toda reclamación se presentará formulada en papel del sello 
correspondiente, expresando con claridad lo que se pretende y los hechos 
en que se funda. Expresará asimismo Con fijeza el domicilio del intere-
sado ó de su apoderado, para recibir notificaciones, requerimientos, cita-
ciones y emplazamientos. 
2. a A toda pretensión acompañará la justificación de lo que se pre-
tende, si fuese documental. Si la justificación fuese testifical, se hará 
préviamente, con citación del representante de la Hacienda, y se acom-
pañará testimonio ó certificación, según los casos. 
3. a Si el interesado no tuviese á su disposición los documentos, de-
signará con toda precisión el punto ó puntos donde existan aquellos de 
que se haya de testimoniar ó certificar. En este caso, ántes de tramitar 
el expediente se le dará un término, que no podrá exceder de un mes, 
para que se provea de aquéllos. Este término podrá ampliarse por un 
mes más si las matrices radicasen en las islas Canarias, por dos si se 
hallaran en las islas de Cuba ó Puerto-Rico, y por tres si estuvieran en 
las islas Filipinas. 
4. a Si la pretensión se presentase desde luégo con toda la justifica-
ción, se registrará en el acto, dando recibo al interesado dentro de las 24 
horas, y en él se harán constar todos los documentos que se acompañen. 
5. a Extractados la solicitud y documentos, el funcionario encargado 
de la sustanciacion del expediente mandará unir todos los antecedentes 
necesarios, pidiendo informes sobre los hechos á los subalternos que pue-
dan y deban facilitarlos. Dichos antecedentes habrán de estar reunidos 
en el término de un mes, que podrá ampliarse en la forma determinada 
en la regla 3 .a si hubieran de reclamarse á las provincias de Ultramar. 
La demora en el cumplimiento de esta prescripción dará lugar á una 
corrección gubernativa, que se impondrá al funcionario á quien aquélla 
sea imputable. 
Reunidos todos los antecedentes, se pondrá de manifiesto el expedien-
te al interesado. Si éste presentase nueva prueba, se unirá al expedien-
te. Si la propusiese, se le concederán para su práctica 15 dias como tér-
mino ordinario, que á su instancia podrá prorogarse hasta el extraordi-
nario de 60 dias; si concedido éste el interesado no practicase durante 
él prueba alguna, se le impondrá una multa de 25 á 250 pesetas, según 
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la cuant ía del negocio, salvo si apareciese que la omisión de la prueba 
no hubiera tenido lugar por su culpa. Esta multa se impondrá en la re-
solución definitiva. 
6. a Pasado el té rmino de prueba, no se admit i rá otra al interesado 
que los documentos de fecha posterior, ó de que jurase no haber tenido 
conocimiento, los cuales se uni rán al expediente en el estado que tenga, 
sin que retroceda su t r ami tac ión . 
7. a Pieunida toda la prueba del interesado y de la Administración, se 
ext rac tará , y á continuación emit i rán informe los auxiliares de la Ad-
ministración que se conceptúe necesario, no pudiendo invertir cada uno 
m á s d e lOdias útiles en emitir su parecer. Cuando la importancia del 
asunto lo justificase, podrá ampl iá ros te plazo el funcionario encargado 
de la tramitación del expediente, en acuerdo motivado, de que se dará 
cuenta á la autoridad que haya de resolver en definitiva. Esta podrá, para 
esclarecer la cuestión, pedir informes sobre hechos á otros funcionarios, 
o la unión de algún documento interesante, oyendo siempre á la Inter-
vención. Estos informes y documentos quedarán unidos al expediente 
en los plazos que determina la regla 3.a 
La resolución del expediente se dictará precisamente dentro de los 30 
dias siguientes á la te rminación de los informes. 
8. a La notificación se in ten tará por la Administración dentro de los 
10 dias siguientes á la resolución. Se entenderá intentada cuando se tras-
ladase á la autoridad inferior ó á otra de igual categoría. Pero ésta tendrá 
precisión de darla curso en el té rmino de tres dias útiles. 
9. a Los reglamentos de te rminarán la manera de hacer las notificacio-
nes. Estas no se harán por anuncios en la Gaceta y Boletines sino cuan-
do expresamente esté dispuesto por las leyes, y en el caso de ignorarse 
€l paradero de los reclamantes. En este úl t imo caso se publicará la pro-
videncia en el B o l e t í n Oficial de la provincia de su últ imo domicilio 
legal . 
10. Todos los t rámites se irán registrando, y en el registro se copiar^ 
sustancialmente la parte dispositiva de la providencia que ponga fin á la 
instancia. 
11 . Una vez interpuesta la apelación en tiempo, se admi t i rá y eleva-
r á al Ministerio en el té rmino de quinto día, bajo la responsabilidad de 
la autoridad que hubiese dictado la providencia. Si la notificación la h i -
ciese autoridad distinta de la que hubiese dictado la providencia, el tér-
mino de cinco dias empezará á correr desde que recibiese la instancia 
en que el recurso se interponga. 
12. Recibido el expediente, pasará á la Subsecretaría ó al Centro di-
rectivo, según los casos; se registrará, y el Jefe del departamento que 
haya de tramitar el recurso acusará recibo á la autoridad de quien 
proceda. 
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Í 3 . Revisado el extracto de primera instancia, y ampliado con el del 
recurso de alzada y el informe de la autoridad remitente, si creyese con-
veniente emitirle al hacer la remesa, así como con el de los nuevos dov 
cumentos que se presentasen, informarán el Negociado, la Sección y el 
Jefe del Centro que corresponda, todo dentro de un mes. 
El Jefe del Centro directivo correspondiente dará cuenta dentro de 
los J5 dias siguientes al Ministro ó al Subsecretario, caso de delegación. 
Si éstos acordasen pedir informes á los Jefes de Centros directivos que 
consideren convenientes, ó al Consejo de Estado en pleno ó en Secciones, 
se dará cuenta al Ministro dentro de los 30 dias siguientes al últ imo i n -
forme, para que dicte la resolución definitiva. 
Los plazos anteriormente determinados pueden ampliarse por acuerdo 
motivado del Jefe del Centro directivo encargado de la sustanciacion del 
expediente. 
I I . La resolución se comunicará á la autoridad de que proceda el ex-
pediente en el improrogable término de 15 dias, siendo este servicio de 
cai^ go del Jefe que dé cuenta al Ministro. 
45. Al comunicar la resolución se devolverá el expediente, quedan-
do el extracto en'el Ministerio. 
16. Tanto el Ministerio como ios Jefes de los Centros directivos po-
drán reclamar los expedientes resueltos y no apelados en primera ins-
tancia, para ver si procede exigir la responsabilidad á los funcionarios 
públicos, siquiera la providencia cont inúe firme. 
Base 26. Sin perjuicio de lo dispuesto en la precedente base, se so-
mete rán á un procedimiento especial las reclamaciones siguientes. 
Base 27. Toda reclamación que surja en el procedimiento de apre-
mio se someterá á las reglas que á continuación se expresan: 
1. a Si la reclamación versa sobre la procedencia del apremio,.ya por 
no creerse que existe la obligación de pagar, ya porque tratándose de se-
gundos contribuyentes no estén conformes con la liquidación, enten-
diéndose como tales los Recaudadores subrogados, se decidirá en la vía 
gubernativa, sin que pueda acudirse á los Tribunales ordinarios, confor-
me á lo dispuesto en la base 2.a 
La Administración, luégo que haya asegurado en cuanto sea posible 
el cobro del principal, intereses de demora, costas y gastos, suspenderá 
el procedimiento y dará al expediente el curso prevenido en la base 25. 
Si los bienes embargados fuesen semovientes ó muebles que puedan 
sufrir perjuicio de tenerlos en depósito, procederá á su venta, deposi-
tando el importe del precio en las arcas del Tesoro á las resultas del ex-
pediente. 
2. a Los responsables subsidiarios, como fiádores por obligación d i -
recta para con la Hacienda, ó los Recaudadores subrogados en los dere-
chos de ésta, así como sus derecho-habientes, no podrán llevar á los 
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Tribunales ordinarios, cuando proceda, sus reclamaciones sino apuran-
do previamente la vía gubernativa; cuyas reclamaciones se sujetarán á 
lo establecido en la regla precedente. 
3. a Las tercerías que se intenten por tercera persona no obligada 
para con la Hacienda ni los Recaudadores subrogados.en los derechos 
de ésta, se resolverán préviamente en la vía gubernativa por el proce-
dimiento sumarís imo que los reglamentos determinen. Si la tercería 
fuese de dominio, tan luégo como se intente con la justificación bastan-
te, se suspenderán los procedimientos de apremio, pero haciendo pré-
viamente el embargo en forma. Si la tercería fuese de derecho preferen-
te, no obstante la reclamación, seguirán los procedimientos de apremio 
hasta lograr la venta de los bienes trabados y la de los bienes que por 
insuficiencia de aquéllos fuese preciso embargar, depositándose en el 
Tesoro el importe del remate. 
El tercer opositor podrá evitar la venta de los bienes, garantizando con 
arreglo á las instrucciones el importe de principal, costas y gastos é i n -
tereses de demora. 
4. a Las reclamaciones á que se refieren las tres reglas precedentes se 
presentarán justificadas; y si el reclamante no tuviese los justificantes á 
su disposición, designará el Centro ó Archivo donde obren. En este caso 
se le concederá un plazo que no excederá de 15 días, para que pueda 
proveerse de ellos, estando obligados la Administración y los Recaudado-
res subrogados á facilitar las certificaciones que se les pidieren. 
Si fuera precisa la prévia liquidación, se concederá un plazo, que no 
podrá exceder de un, mes, para que se practique; estando obligados, 
tanto el reclamante como la Administración, á facilitar cuanto sea pre-
ciso para ultimar la l iquidación. 
Si el reclamante no compareciese ante la Administración cuando al 
efecto fuese citado, se le citará de nuevo, con apercibimiento de que se 
es tará por la liquidación que la Administración ó el Recaudador subro-
gado hubiese hecho: y si tampoco compareciese, se considerará desierta 
la reclamación y seguirá adelante el apremio. 
Base 28. Las reclamaciones que surjan con motivo del repartimien-
to de la contribución de inmuebles, cultivo y ganadería, de la industrial, 
así como por la clasificación de los industriales matriculados, se sujeta-
rán á las reglas siguientes: 
1.a Las reclamaciones de agravio de los pueblos, bien sean absolutas 
é comparativas, se intentarán ante la autoridad de Hacienda de la pro-
vincia, sin que sea preciso acompañar la justificación. La autoridad de 
la provincia señalará el plazo que prudencialmente considere necesario, 
caso de tener que acudir á la peri tación. 
Los gastos que ésta originase serán de cuenta del pueblo sí la recla-
mación no prospera; y si prospera, y el agravio excediese del 20 por 100, 
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los gastos serán de cuenta de quien hubiese ocasionado el agravio. Aun 
cuando prospere, si el agravio no excediese del tipo antes fijado, cada 
parte satisfará los gastos á su instancia hechos. 
Concluida la prueba, se t rami ta rá la reclamación conforme á la 
base 25. 
2. a Las reclamaciones de agravios particulares, ya sean comparati-
vas, ya absolutas, se incoarán ante la autoridad de la provincia, sin que 
tampoco precise acompañar la justificación. El Jefe que tramite el expe-
diente pedirá, en término de tercero dia, informe á la Junta que hubiese 
ocasionado el presunto agravio, dándole un t é rmino que no excederá de 
ocho dias para que lo evacué: unido al expediente, se le manifestará al 
reclamante; y si insistiere en su reclamación, se cont inuará el expedien-
te con estricta sujeción á lo dispuesto en la regla anterior. 
3. a Igual procedimiento se seguirá en las reclamaciones que los i n -
dustriales hagan de la distribución ó reparto llevado á cabo por los 
gremios. 
4. a Cuando el industrial no esté agremiado y reclame contra la cuota 
que la Administración le señale ó sea que se oponga á su clasificación, 
se seguirán los t rámi tes establecidos en la base 25. 
5. a Las reclamaciones de baja en la contribución industrial se incoa-
rán ante la autoridad de la provincia, y las t r ami ta rá el Administrador 
de contribuciones y rentas. 
Se pract icarán las pruebas en un término que no excederá de 20 dias; 
y unidas al expediente, seguirá los t rámites establecidos en la base 25,. 
reduciéndose los términos á la mitad. 
Si el Delegado de la provincia negase la baja, no podrá cursarse recur-
so alguno de alzada sin que el interesado acredite con los recibos talona-
rios estar al corriente en el pago de la cuota repartida ó señalada. 
Base 29. Las reclamaciones que se susciten con ocasión del impuesto 
de consumos y cereales se t rami ta rán con sujeción á las reglas siguientes: 
d.a Cuando la reclamación verse sobre la aprobación del arrenda-
miento bien sea promovida por el Ayuntamiento, por el rematante, ó 
por un tercero que creyese que la adjudicación no debiera aprobarse, se 
in ten tará ante el Delegado de la provincia, según los preceptos de la ba-
se 25, reduciéndose los términos á la mitad. 
Si se apelase de la providencia de primera instancia, y el Delegado 
creyese que pueden seguirse perjuicios al Municipio de no ejecutarse su 
providencia, dictará acuerdo declarando improcedente la apelación; si 
apesar de él el apelante insiste, se t r ami t a r á la apelación, pero la provi-
dencia será ejecutiva; y si la apelación prosperase, habrá lugar á una 
indemnización que satisfarán el Municipio, el rematante, y el postor que 
obtuviere en su favor la providencia apelada, en la cuant ía y forma que 
los reglamentos determinen. 
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2. a Las reclamaciones que se hagan contra las decisiones de los A l -
caldes sobre la liquidación de los derechos, se presentarán á la misma 
autoridad, que, en una comparecencia, oirá á los interesados, levantan-
do un acta de lo alegado y probado por éstos y emit i rá su parecer. 
Si el interesado se conformase con ese parecer, se llevará á cabo; de 
lo contrario, cont inuará la reclamación ante la autoridad provincial, 
prévio el pago de la cantidad liquidada. 
3. a Las que se intenten contra las decisiones de la Junta municipal 
por las penas que imponga, se in ten ta rán ante la misma, que oyendo á 
los interesados en una comparecencia, y admitiéndoles las pruebas que 
presenten, emitirá su parecer á continuación del acta. Si con él se con-
forma el interesado, se llevará á cabo; y caso contrario, podrá continuar 
la reclamación ante el Delegado de la provincia, asegurando previamen-
te el pago de todas las responsabilidades. 
4. a Si la Junta opinase no haber lugar al comiso, se devolverán los 
géneros á los interesados bajo la responsabilidad de la Junta. 
5. a Los reglamentos fijarán los plazos para la celebración de las com-
parecencias, emisión de pareceres y prosecución de las reclamaciones á 
que esta base se refiere. 
Base 30. Las reclamaciones que se hagan ante la Dirección de la Deu-
da, ya para el reconocimiento de derechos para solicitar emisiones, can-
jes ó conversiones, etc., se sus tanc iarán con arreglo á sus leyes especia-
les; pero los plazos para interponer la demanda contenciosa serán los 
determinados en la base 43, mién t ras por otra ley no se dispóngalo con-
trario. 
Base 31. Disposiciones transitorias: 
1. a Las reclamaciones pendientes podrán someterse á los preceptos 
contenidos en las precedentes bases, siempre que no hubiesen pasado 
del estado de prueba, los interesados lo reclamen y la Administración, 
oyendo á la parte fiscal, lo considere conveniente. 
2. a Las reclamaciones que estén pendientes de resolución en los Cen-
tros directivos y no hubiesen sido resueltas por la autoridad de la pro-
vincia, se remit i rán á ésta para la resolución conveniente. 
3. a Los incidentes que surjan en las reclamaciones pendientes se tra-
mi ta rán con arreglo á la presente ley y su reglamento. 
4. a En el reglamento se determinaráQ los plazos especiales para los 
expedientes antiguos que se sometan al nuevo procedimiento. 
Base 32. El Ministro de Hacienda redactará el oportuno reglamento, 
y al mes de su publicación en la Gaceta empezará á regir la presente 
ley y el reglamento. 
Por tanto: 
Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Gobernadores y de-
más autoridades, así civiles como militares y eclesiásticas, de cualquier 
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clase y dignidad, que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la 
presente ley en todas sus partes. 
Dado en Palacio á 31 de Diciembre de 1881.—Yo el Rey.—El Ministro 
de Hacienda, Juan Francisco Camacho. [G-ac. I.0 Enero 1882.) 
Reglamento de 31 de Diciembre de 1881 para los procedimientos en 
asuntos de Hacienda. 
(HAC.) De acuerdo con m i Consejo de Ministros á propuesta del Mi-
nistro de Hacienda. 
Vengo en decretar lo siguiente: 
Se aprueba el adjunto reglamento provisional para el cumplimiento 
de la ley de esta fecha estableciendo bases para el procedimiento en las 
reclamaciones económico-administrativas, que regirá hasta que, oido el 
Consejo de Estado, se dicte el definitivo. 
Dado en Palacio á 31 de Diciembre de 1881.—Alfonso.—El Ministro de 
Hacienda, Juan Francisco Camacho. 
R E G L A M E N T O P R O V I S I O N A L 
p a r a l a e jecuc ión de l a ley de 31 de Diciembre de 1881 sobre el 
procedimiento en las reclamaciones e c o n ó m i c o - a d m i n i s t r a t i v a s . 
T Í T U L O P R I M E R O . 
DISPOSICIONES COMUNES Á TODOS LOS EXPEDIENTES. 
Secc ión pr imera . 
De los reclamantes y sus apoderados. 
Art . I.0 Las reclamaciones económico-administrativas las ha rán los 
interesados por sí ó por medio de apoderado. Podrán ser apoderados to-
das las personas que estén en el pleno goce de sus derechos civiles. 
Art. 2.° El poder otorgado habrá de serlo mediante escritura pública 
y estar legalizado cuando haya de surtir sus efectos fuera de la provin-
cia en que tenga su domicilio el mandante. 
Si el poder fuera especial, y el asunto á que se refiera no excede de la 
cantidad de 250 pesetas, podrá conferirse en timbre de oficio, y las co-
pias extenderse en igual timbre. 
Art. 3.° Los poderes en escritura pública serán bastanteados cuando 
se presenten en las Administraciones económicas por el Abogado del Es-
tado de las mismas. Cuando se presenten en la Administración central. 
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y se ofrezca duda sobre su suficiencia, s e r á n bastanteados por la Direc-
ción general de lo Contencioso del Estado, que habrá de verificarlo igual-
mente en todos los casos en que se trate de percibir por medio de aqué-
llos, valores del Estado. 
Ar t . 4 .° Los poderes especiales para asuntos que no excedan de 250 
pesetas, sólo serán bastanteados en las Administraciones provinciales ó 
en la Administración central cuando ofrezca duda su suficiencia; y á u n 
entonces no se exigirá tampoco este requisito cuando se ratifiquen perso-
nalmente por el poderdante. 
Art. 5.° El poder se acompañará con la primera solicitud que no apa-
rezca firmada por el interesado. 
Sin dicha presentación no se dará curso á las reclamaciones que de-
duzcan unas personas por otras. 
En las reclamaciones y recursos que deban presentarse en términos 
perentorios no perjudicará la insuficiencia del poder, y la Administra-
ción concederá un plazo prudencial para subsanar el defecto. 
Art. 6.° La aceptación del poder se presume por el mero hecho de 
hacer uso de él el mandatario, y le obliga á seguir la reclamación mién-
tras no conste de una manera expresa en el expediente haber cesado la 
representación. 
i Art . 7.° Las notificaciones, incluso las de las providencias definitivas, 
y demás diligencias se ha rán al apoderado, cuando le hubiere, teniendo 
igual fuerza que si interviniera en ellas directamente el poderdante, sin 
que le sea lícito pedir que se entiendan con éste. 
Sin embargo, no podrá obligarse al apoderado á satisfacer cantidad al-
guna que la Administración reclame del mandante; pero la obligación, 
en el úl t imo, de pagar, nacerá desde la fecha en que se notifique la reso-
lución al mandatario. Si especialmente se halla éste autorizado, podrá 
t ambién dirigirse contra él la Administración. 
S e c c i ó n segunda. 
De la p r e s e n t a c i ó n de documentos y f o r m a c i ó n de expedientes. 
Art. 8.° Todas las instancias y documentos que se presenten deberán 
estar escritos en el papel del timbre que corresponda según las disposi-
ciones vigentes. 
En otro caso, los empleados no les darán curso bajo su responsabili-
dad; pero lo advert i rán al reclamante para que verifique el reintegro. 
Los Administradores no t r ami t a rán expediente alguno en que no cons-
te cumplido el anterior precepto. 
Art . 9.° Expresará toda primera reclamación el domicilio del intere' 
sado, ó de su apoderado, para recibir notificaciones y cualesquiera otras 
diligencias administrativas. Se entenderá como domicilio legal del recia-
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mante el que resulte de dicha instancia miént ras no se acredite el cam-
bio en el expediente por medio de escrito ó de comparecencia personal, 
de la que se pondrá diligencia en el mismo expediente. 
No se dará curso á las instancias en que no se designe el domicilio ó 
se exprese haberlo señalado anteriormente; pero se advert i rá en el acto 
al reclamante para que subsane el error. 
Art. 40. Las reclamaciones se p resen ta rán en el registro general do 
la oficina ante que se deduzcan, acompañando á toda solicitud la cédula 
personal. Al pié de la instancia se tomará razón de aquélla por el encar-
gado del registro, consignando su número , fecha y clase y la autoridad 
que la ha expedido, devolviéndose la cédula al interesado. 
Sin este requisito no se dará curso á las solicitudes; pero se ha rá la ad-
vertencia determinada al final del artículo precedente. 
Art. 14 . También anotará el encargado del registro á continuación la 
fecha de la entrada de la reclamación y el número que le ha correspon-
dido, autorizando la diligencia con su firma y el sello del mismo registro 
general. 
Art. 12. El que presente una reclamación, podrá exigir del registro 
general un recibo que exprese el asunto sobre que versa, el número de 
entrada en la oficina, la fecha de su presentación y los documentos que 
la acompañen . 
El recibo se dará dentro de las 24 horas siguientes á la presentación. 
Ar t . 13. Anotado en el registro general el expediente, comunicación 
ó documento, el Jefe del Centro ó Delegado ordenará el pase á la depen-
dencia que deba despacharlo; el encargado del registro los distribuirá con 
índices, en los que consignará los documentos que entregue, y el Jefe dé 
la dependencia sucribirá el r e c i b í en dicho índice, que servirá de res-
guardo al primero. 
Art . 14. Comenzará el expediente por la instancia del interesado, ó el 
acuerdo de la autoridad administrativa que mande formarlo, extendido 
este último en papel del sello de la oficina, y registrado en la forma que 
determina el art. 11. 
Las sucesivas minutas, comunicaciones, instancias y demás documen-
tos se incorporarán al expediente por su orden cronológico. 
Las diligencias, informes y acuerdos no se extenderán en pliego sepa-
rado, sino á cont inuación de los documentos formando parte integrante 
del expediente. 
A r t . I b . De todo expediente se ha rá en papel del membrete de la ofi-
cina un extracto por separado en el que se i rán registrando todas las re-
clamaciones, t rámites é informes que se produzcan, con extensión bas-
tante para formar juicio de los mismos, y las minutas y resoluciones au-
torizándose el extracto de estas minutas y resoluciones con la rúbr ica 
del Jefe del Negociado. 
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A r t . de. Además de hacerse el extracto en la forma que señala el ar-
tículo anterior, se anotarán en el registro general de la oficina todos 
aquellos t rámites que se comuniquen á los reclamantes, copiándose sus-
tancialmente la providencia que ponga fin á la reclamación. 
Ar t . 47, Cada instancia se referirá precisamente á una sola reclama-
ción. Se admit i rá , no obstante, que abrace varias peticiones cuando 
trate de asuntos conexos. 
Art . 18. Si en una infancia se interponen varias reclamaciones, que 
no sean conexas, se paralizará su curso dándose cuenta al interesado 
para que presente las correspondientes solicitudes por separado. 
Ar t . 19. Cuando dos ó más expedientes tengan tal alcance que la re-
solución de uno haya de influir en la que en el otro se adopte, se cuida-
rá de relacionarlos entre sí por medio de notas de referencia que firmará 
el Jefe del Negociado respectivo. 
Art . 20. Los extractos de los expedientes se harán en papel de la ofi-
cina dividido en tres partes, y anotando en el primer tercio las fechas y 
folios á que se hace referencia en el extracto. 
Ar t . 21. Las notas del Negociado proponiendo resolución se escribi-
rán á medio márgen utilizando el de la derecha. Las de los Jefes de 
Sección en la Administración central, y Administradores en las provin-
ciales, podrán escribirse en la izquierda, cuando acepten las del Nego-
ciado; pero se extenderán á continuación de éstas si se separan d é l o 
propuesto en ellas. Los acuerdos ó resoluciones de los Jefes de dependen-
cia no se escribirán por decreto marginal en las instancias en n ingún 
caso, sino á continuación. 
Art . 22. Los informes de los Negociados se suscribirán con firma en-
tera por los empleados que los emitan. 
Las providencias de mera tramitación se autorizarán con media firma. 
Las demás resoluciones se suscribirán con firma entera. 
S e c c i ó n tercera . 
De los d í a s y t é r m i n o s propios pa ra las reclamaciones. 
Art . 23. Son días hábiles para la sustanciacion de los expedientes to-
dos los del año , ménos los domingos, fiestas enteras, religiosas ó civiles, 
y los en que esté mandado ó se mandare que vaquen las oficinas. 
En caso de urgencia podrán habilitarse los días inhábiles . 
Art . 24. Los plazos señalados por días en este reglamento se enten-
derán de dias hábiles, y los que lo sean por meses de dias naturales. 
Cualquier plazo que concluya en día inhábi l se considerará prorogado 
a l primero hábil siguiente. 
Art. 25. Los términos comenzarán á correr desde el dia siguiente in* 
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clusive al de la notificación administrativa hecha del modo que prescri-
be este reglamento. 
Sin embargo cuando una persona que no haya sido notificada, citada 
ó emplazada en forma se diese en el expediente por perfectamente ente-
rada de la diligencia de que se trata, sur t i rá ésta desde entonces todos 
sus efectos; pero sin cesar por ello la responsabilidad del funcionario 
que hubiese cometido la falta. 
Art . 26. Son prorogables los términos cuya próroga no estuviese ex-
presamente prohibida. 
Para que se conceda ésta al interesado, hab rá él mismo de pedirla án-
tes de vencer el término y expresar justa causa á juicio de la Adminis-
tración . 
La próroga que se otorgue al reclamante no excederá en n ingún caso 
de otro tanto del término que se próroga. 
Ar t . 27. Trascurridos los términos improrogables ó la próroga con-
cedida, se tendrá por caducado de derecho, y perdido el t rámi te ó recur-
so que se hubiese dejado de utilizar, continuando el curso del expedien-
te según su estado. 
S e c c i ó n cuarta . 
De las notificaciones y d e m á s di l igencias admin i s t r a t ivas . 
Ar t . 28. Las providencias de t rámi te que afecten directamente al i n -
teresado y las que resuelvan el negocio, sean de primera ó de segunda 
instancia, se notificarán á aquél, dándole copia literal de la providencia, 
haciéndose constar además en la copia el recurso de alzada que pueda 
utilizar, el té rmino para interponerlo, la autoridad ante que ha de pre-
sentarlo y el Centro por el que haya de tramitarse la alzada. 
Sin estos requisitos no se entenderá por bien hecha la notificación, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el art. 2S. 
Art . 29. La notificación se ha rá en la forma siguiente: se entregará 
al notificado el oficio en que conste la copia expresada en el artículo pre-
cedente; y en cédula separada firmará aquél su recibo, con la fecha en 
que esto tenga efecto. 
Cuando la notificación se verifique por autoridad intermedia, el inte-
resado firmará el recibo en el oficio de remisión que servirá de cédula, 
enviado por la autoridad superior; y con esta diligencia la encargada de 
hacer la notificación lo devolverá á la oficina de donde proceda. 
Se uni rán al expediente las cédulas ú oficios de remisión, y pordiligen-
cia de t rámite se h a r á constar dicho requisito. 
Ar t . 30. La notificación se in ten tará por la Administración dentro de 
los 10 dias siguientes al acuerdo. 
Se entenderá intentada cuando se trasladase de la autoridad inferior á 
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otra de igual categoría; pero ésta tendrá precisión de darla curso en el 
té rmino de tercero dia bajo su responsabilidad. 
Ar t . 31 . La notificación se ha rá en el domicilio del interesado, ó en 
su caso, del apoderado. 
Si no fuese hallado en él, se ha rá constar en la cédula, y se ent regará 
el oficio en que va la copia de la resolución al pariente más cercano, y en 
su defecto al familiar ó criado mayor de 14 años que estuviese en la ha-
bitación del que hubiese de ser notificado; y si no se encontrase á nadie 
en ella, al vecino más próximo que fuese habido, firmando la cédula la 
persona que reciba aquel oficio ó dos testigos si no supiese hacerlo. 
Art . 32. Si se ofreciese resistencia á recibir el traslado, se ha rá cons-
tar en la cédula que firmarán dos testigos, y se considerará notificada la 
providencia, cuyo extremo se ha rá constar en el expediente, al que se 
uni rán dichos documentos. 
Art. 33. Si por cualquier motivo se ignorase el paradero del interesa-
do y del apoderado en su caso, se pract icarán las notificaciones al recla-
mante por medio del B o l e t í n Oficial de la provincia de su últ imo do-
micilio legal, y además , por medio de la G-aceta de M a d r i d , cuando esto 
úl t imo proceda con arreglo á las disposiciones vigentes. 
Ar t . 34. En el caso de haberse hecho la notificación por medio del 
Bo le t i n Oficial de la provincia, el t é rmino para intentar el recurso de 
alzada comenzará á correr al mes de la inserción del acuerdo; pero los 
demás plazos comenzarán á contarse desde el dia siguiente al de la i n -
serción misma, que se tendrá por perfecta notificación. 
Ar t . 35. Las providencias definitivas de primera instancia y las de 
t rámite que hagan imposible la prosecución del expediente, siempre que 
por ellas se acceda en todo ó en parte á la pretensión del reclamante, se 
notificarán al Interventor de la provincia para que en nombre de la Ad-
ministración pueda intentar el recurso de alzada, en iguales té rminos 
que el particular. El Interventor podrá en este caso concreto pedir infor-
me al Abogado del Estado. 
La notificación se practicará en el mismo expediente por medio de di-
ligencia, que firmará el expresado Interventor. 
Art . 36. Las providencias de segunda instancia que se hallen en los 
casos de las del artículo anterior sé notificarán al Interventor general del 
Estado, quien podrá promover el expediente oportuno para que se decla-
ren lesivas á los derechos de la Hacienda y se prepare la via conten-
ciosa; • \ , 
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T Í T U L O I I . 
DE LA. COMPETENCIA Y DE LAS CUESTIONES SOBRE ESTA MATERIA. 
S e c c i ó n primera. 
De las autoridades competentes para conocer y resolver los expe-
dientes gubernativos. 
Art. 37. El conocimiento y consiguiente resolución de las reclama-
ciones administrativas corresponden en primera instancia á los Delega-
dos de Hacienda en las provincias, que son las autoridades superiores de 
jas mismas en todo lo concerniente á este ramo. 
Art. 38. Guando por disposiciones especiales el conocimiento de los 
asuntos en primera instancia perteneciera á alguna Junta, será presidi-
da por el Delegado de la provincia; y la providencia que dicte se enten-
derá que pone fin y término á dicha primera instancia. 
Art. 39. Se exceptúan de lo dispuesto en los dos artículos que preceden 
los asuntos propios de la Administración central, así como las i n c i -
dencias de los contratos de carácter general, de cuyos expedientes cono-
cerán y resolverán en primera instancia los Directores generales. Inter-
ventor general. Junta de pensiones civiles y los demás Centros que 
tengan facultades propias para resolver asuntos económicos en primera 
instancia. 
Art. 40 / La autoridad que sea competente para conocer de un asunto 
entenderá también de todas sus incidencias y del cumplimiento de la 
resolución que recaiga. 
S e c c i ó n segunda. 
De las cuestiones de competencia entre autoridades que dependan 
del M i n i s t e r i o de Hacienda . 
Ar t . 41 . Las competencias que podrán suscitarse entre autoridades 
dependientes del Ministerio de Hacienda serán entre Delegados de las 
provincias ó entre Jefes de la Administración central. 
Ar t . 42. Los Delegados no podrán suscitar competencias á los Jefes 
superiores de Administración, pero sí acudir atentamente al Ministerio, 
alegando las razones por las que se consideren competentes. 
Art- 43. Las competencias podrán ser positivas ó negativas. Consis-
tirán las primeras en requerir una autoridad á otra para que se inhiba 
del conocimiento de un asunto; las negativas en declinar una autoridad 
el conocimiento de un expediente en favor de la que considere com-
petente. 
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Ar t . 44. Podrán proponer cuestiones de competencia: 
i .0 Las autoridades administrativas, en cualquier s i tuación del ex-
pediente . 
2 .° Los particulares á quienes la Administración cite para ser oidos 
en un asunto que ellos no hayan incoado. Podrán promoverla dentro de 
los cinco dias siguientes al en que se les dé vista del expediente. 
Art. 45. Luégo que una autoridad entienda que otra está conociendo 
indebidamente de un negocio, la requer i rá de inhibición á virtud de pro-
videncia fundada. 
Art. 46. La autoridad que reciba el requerimiento de inhibición sus-
penderá toda tramitación, adoptando, sin embargo, las precauciones 
necesarias para que los intereses del Tesoro no sufran detrimento. Si 
cree que no debe seguir conociendo, se inhibirá , haciéndolo saber al i n -
teresados é Interventor de la Administración del Estado. Si por el con-
trario cree que debe conocer, lo ha rá así presente á la autoridad requi-
rante, á virtud de providencia fundada, que también notificará en la 
misma forma que la anterior. 
Art . 47. Cuando la autoridad que requirió de inhibición, en vista de 
las razones expuestas en el oficio de contestación; crea que no debe i n -
sistir, lo decretará así sin oir al interesado, y lo comunicará en t é rmino 
de quinto dia á la segunda, dejándole libre y expedita su acción; pero 
si insistiese, se tendrá por formada la competencia y lo comunicará 
también á l a segunda para que ambas remitan los antecedentes al Minis-
terio dentro del término de quinto dia, citando prév iamente á los inte-
resados . 
Art . 48. Si el particular usa del derecho que le reconoce el art. 44 para 
que una autoridad requiera á otra de inhibición, lo providenciará así la 
autoridad ante la que se personó el interesado, si considera justa la pe-
tición, haciéndolo en la forma prescrita en el art. 45, y cont inuándose 
luégo la sustanciacion señalada en el siguiente. 
Si no considera justa la referida pre tens ión, la denegará en providen-
cia fundada. 
Art. 49. Las providencias inhibiéndose ó declarándose competentes 
las autoridades administrativas, y las denegaciones á que se refiere la 
ú l t ima parte del artículo anterior, serán apelables en el t é rmino impro-
rogable de 15 dias, quedando en suspenso la t rami tac ión del expediente 
miént ras se sustancia el recurso, sin perjuicio de adoptarse las medidas 
de que habla el art. 46. 
Art . 50. Recibidas en el Ministerio las diligencias, bien por haberse 
formado la competencia con arreglo al art . 47, bien por haberse enta-
blado la apelación que consiente el 49, admit i rá el Ministerio á los in te -
resados las alegaciones que presentaren por escrito, dentro del t é rmino 
de 20 dias desde que se les notificó la providencia sobre formación de la. 
608 MANUAL 
competencia ó admisión dé la apelación, y pedirá los informes á los Cen-
tros directivos que estime convenientes y á la Sección de Hacienda del 
Consejo de Estado, si lo conceptúa necesario. 
Art. 51 . En las competencias negativas, la autoridad que quisiera 
declinar el conocimiento de un asunto, ántes de participarlo á la que 
crea corresponderle este conocimiento, lo ha rá saber al interesado que 
hubiere acudido á su autoridad, para que en el té rmino de quinto dia 
exponga lo que tenga por conveniente. 
Art. 52. Si apesar de las alegaciones del interesado se creyese i n -
competente, lo providenciará así en acuerdo fundado, y lo comunicará á 
la autoridad á quien crea competir el conocimiento del negocio y al re-
clamante. 
Art. 53. Si la autoridad á que se somete el asunto creyese no ser de 
su competencia, sin oír al interesado, lo participará á la inhibida; y si 
ésta insistiese, se tendrá por provocada la competencia que seguirá en 
adelante los trámites de las positivas, según los casos. 
Art. 54. Si el particular solicita de una autoridad, conforme al ar-
tículo 44, que decline del conocimiento del asunto, se seguirán los t rá-
mites establecidos en el art. 48 y siguientes. 
Art. 55. Contra la resolución del Ministerio de Hacienda resolviendo 
cualesquiera cuestiones sobre las competencias á que se refiere esta Sec-
ción no cabrá el recurso contencioso-administrativo. 
Secc ión tercera. 
De las cuestiones de competencia entre autoridades a d m i n i s t r a t i -
vas, de las cuales una no dependa del Min i s t e r i o de Hacienda. 
Art. 56. Las competencias que se susciten entre dos autoridades ad-
ministrativas que no tejogan por superior común al Ministerio de Hacien-
da se t rami ta rán en la misma forma que las expresadas en la sección 
segunda de este título, con las modificaciones que siguen. 
Art. 57. En el caso de tenerse por provocada la competencia, las au-
toridades respectivas remit i rán los antecedentes á la Presidencia del 
Consejo de Ministros que, oyendo al de Hacienda y al de que dependa la 
otra autoridad, resolverá de acuerdo con el Consejo de Ministros. 
En la Audiencia se guardará el orden que haya seguido en el inferior. 
Art. 58. Antes de resolverse la competencia por el Consejo de Minis-
tros, se oirá al de Estado en pleno. 
Art. 59. Contra la resolución que se dicte no cabrá el recurso con-
tencioso-administrativo. 
Art. 60. Cuando con motivo de estas competencias se interponga ape-
lación de una providencia, que en otro caso hubiese terminado la cues-
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 609 
t ion, será resuelto definitivamente el recurso de alzada por el Ministerio 
de que dependa la autoridad que haya dictado la providencia de que se 
Jípela. 
S e c c i ó n cuar ta . 
De las cuestiones de competencia entre las autoridades e c o n ó m i c o -
admin is t ra t ivas y las del Poder j u d i c i a l . 
Art . 61. Los Delegados de Hacienda en las provincias son las autori-
dades únicas encargadas de provocar las competencias á los Tribunales 
ordinarios en las cuestiones referentes á dicho ramo. 
A r t . 62. Las competencias con las autoridades del Poder judicial se 
sustanciarán y decidirán en la forma establecida en los arts. 57 y si-
guientes del reglamento de 25 de Setiembre, reformado en 22 de Octu-
bre de 1866, para la ejecución de la ley de Gobierno y Administración de 
las provincias, sancionada en la primera de dichas fechas. 
S e c c i ó n quinta. 
Reglas comunes d las secciones 2.a, 3.a y 4.a rf<? este t i t u l o . 
Ar t . 63. La autoridad administrativa que estimare pertenecerle el 
conocimiento de un negocio en que se halle entendiendo otra autoridad 
en tab la rá la cuestión de competencia expresando las razones que la asis-
tan, y siempre el texto de la disposición en que se apoye para reclamar 
el conocimiento del asunto. Desde el momento en que suscite el conflic-
to quedarán en suspenso todos los té rminos de la t ramitación en lo que 
«e refiere á la reclamación del interesado en el expediente. 
Art . 64. En los expedientes de competencia que se tramiten en las Ad-
ministraciones económicas se oirá siempre, ántes de resolver, al Aboga-
do del Estado de las mismas. 
Art. 65. El informe precedente sust i tuirá al prevenido en el art. 64 
del reglamento reformado de 22 de Octubre de 1866. 
Art . 66. En los expedientes de competencia que se tramiten en la x \ d -
ministracion Central se oirá, ántes de resolver, á l a Dirección general de 
lo contencioso del Estado. 
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T Í T U L O I I I . 
DE LA SUSTANCIACION DE LAS RECLAMACIONES EN PRIMERA INSTANCIA 
CUANDO NO TENGAN SEÑALADA UNA TRAMITACION ESPECIAL. 
Secc ión primera. 
Disposiciones que deben observarse desde que se presente la recla-
m a c i ó n hasta que el expediente gubernat ivo se ponga 
de manifiesto a l interesado. 
Art. 67. Las reclamaciones expresarán con claridad lo que se preten-
de, contendrán un resúmen de los hechos en que se funden y se dirigi-
rán á la autoridad que el interesado considere competente. Se presenta-
r án con los requisitos señalados en los arts. 8.°, 9.° y iO. 
Art . 68. A toda reclamación se acompañará la justificacioD de lo que 
se pide, si fuera documental. Si el interesado no tuviere á su disposición 
los documentos, designará con toda precisión el punto ó puntos donde 
obren aquellos de que se haya de certificar ó testimoniar. 
Ar t . 69. Si el interesado no tiene á su disposición los documentos, se 
acordará como primera providencia darle un té rmino , que no podrá ex-
ceder de un mes, para que se provea de ellos. 
Art . 70. Este término podrá ampliarse por un mes más si las matr i -
ces radicasen en las islas Canarias, por dos si se hallasen en las de Cuba 
ó Puerto-Rico, y por tres si estuviesen en Filipinas. 
Art . 71. Si la justificación que ofreciere fuera testifical, se ha rá con 
citación del representante de la Hacienda ante la autoridad que proce-
da, y se presentará testimonio ó certificación según los casos. La Admi-
nistración, en su primera providencia, concederá un té rmino , que no 
podrá exceder del señalado en los dos artículos precedentes. 
Ar t . 72. Cuando los testigos de que intente valerse se hallen en Ultra-
mar, se ampl iará el té rmino á los l ímites señalados en el art. 70; pero 
para la concesión de este plazo extraordinario se habrá de indicar el pun-
to de residencia de los mismos testigos y el nombre y apellidos de és tos . 
Art. 73. Si el interesado considera conveniente para la justificación 
de su derecho que se pidan informes á alguna autoridad ú oficina del 
Estado, lo expresará así en su recurso, á fin de que se resuelva en su dia 
sobre la procedencia de su petición. 
Ar t . 74. Si la pretensión no se presentare con toda la justificación, 
se dictará la primera providencia que expresan los arts. 69 al 72, sin 
m á s sustanciacion, hasta que el interesado traiga completa la justifica-
ción, ó pase el término que se le haya concedido. 
Ar t . 7o. Completados los justificantes, ó pasado el té rmino sin ha-
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cerlo, se extractará el expediente por el Oficial del Negociado respectivo, 
cuidando el Jefe de cerciorarse de la exactitud de este trabajo. 
Art . 76. El extracto se formará dentro de los ocho dias siguientes: 
Art . 77. Extractados la solicitud y documentos, el funcionario encar-
gado de la sustanciacion del expediente m a n d a r á unir todos los antece-
dentes necesarios, pidiendo informes sobre los hechos á los subalternos 
que puedan y deban facilitarlos. 
Art . 78. Los datos de que trata el artículo precedente deberán estar 
reunidos en el término de un mes, y ser pedidos de una vez en una sola 
providenciará menos que haya motivo para que se haga en varias. Di-
cho té rmino de un mes se ampl iará , en la forma determinada en el 
art. 70, si los datos hubieran de reclamarse á las provincias de Ultramar. 
Art . 79. La demora en el cumplimiento de la prescripción anterior 
da rá lugar á una corrección gubernativa, que se impondrá al funciona-
rio á quien aquélla sea imputable. 
S e c c i ó n segunda. 
Disposiciones que deben observarse desde que se pone de manifiesto 
el expediente a l interesado hasta que t e rmina el periodo 
de prueba. 
Art . 80. Reunidos todos los antecedentes de que trata la sección pr i -
mera de este t í tulo, y antes de que los funcionarios emitan parecer sobre 
las diligencias, se pondrá de manifiesto el expediente al interesado por 
t é rmino de ocho dias en vir tud de providencia que dictará el Adminis-
trador, requiriéndole al serle notificada para que dentro de los citados 
ochos dias manifieste si desiste de su reclamación, ó si persiste en ella. 
Art . 81. Si desistiere se sobreseerá por la autoridad en el asunto, pa-
sando el asunto á la categoría de cosa juzgada. El desistimiento debe 
constar en el expediente por manifestación personal del interesado, y si 
es por apoderado, con poder especial. 
En la providencia que se acuerde, que se notificará al reclamante, no 
podrá imponérsele pena alguna. 
Ar t . 82. Si persistiese podrá el interesado hacer nueva alegación de 
su derecho en el té rmino de 12 dias inmediatamente siguientes á los 
ochos expresados en el art. 80. 
Este plazo de 12 dias se entenderá concedido con sólo la manifestación 
hecha por el reclamante de que persiste en su derecho, y sin necesidad 
de providencia para este t rámi te . 
Art . 83. Si nada manifestase en los ocho dias durante los cuales se le 
puso de manifiesto el expediente, se entenderá que insiste en su recla-
mación, pero que renuncia á presentar la alegación concedida en el ar-
tículo anterior. Este hecho se hará constar por diligencia. 
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Art. 84. La alegación de su derecho por el interesado se ha rá por es-
crito en que se fijen los fundamentos pertinentes al caso. 
También se ratificará en la petición formulada en la primit iva recla-
mación, ó la rectificará en los términos que juzgue oportunos sin variar-
la sustancialmente. 
Art. 85. En esta misma alegación se pedirá el recibimiento á prueba 
del expediente, ó que se falle sin este t rámi te . 
Art. 86. Si se pide el recibimiento á prueba, se presentarán con la 
alegación las justificaciones que el reclamante tenga por conveniente 
cuando se hallen á su disposición. 
Si no tuviese los justificantes en su poder, se l imi tará á manifestar la 
prueba de que se intenta valer. 
Art . 87. Recibida la alegación en derecho por el Negociado, y unien-
do desde luégo provisionalmente la prueba que se hubiese acompañado, 
examina rá el mismo el expediente para el efecto de estudiar si debe ó no 
concederse audiencia á alguna tercera persona que pueda tener interés 
directo en la decisión del asunto. 
Art. 88. Si estimare el Negociado que no debe darse audiencia á ter-
ceras personas propondrá al Jefe que tramite el expediente, que acuerde 
la unión definitiva de las pruebas cuando lo esté ya provisionalmente, y 
que se concedan, si el reclamante anunció más prueba, 15 dias para que 
la verifique, cuyo término podrá prorogarse á instancia del interesado 
hasta el extraordinario de 60 dias. 
Si concedido éste, el interesado no practicase durante él prueba algu-
na, se le impondrá una multa de 25 á 250 pesetas, según la cuant ía del 
negocio, salvo si apareciese que la omisión de la prueba no hubiera teni-
do lugar por su culpa. Esta multa se impondrá en la resolución definitiva. 
Art. 89. Cuando la prueba se hubiese de practicar en Ultramar, el 
plazo se ampl iará en los té rminos que determina el art. 70. También po-
drá concederse la próroga señalada en el artículo anterior bajo la res-
ponsabilidad en el mismo expresada. 
Art . 90. Si estimase el Negociado que debe darse audiencia á terce-
ras personas, lo propondrá así al Jefe que dirija la t ramitación, sin pre-
parar n ingún otro acuerdo por el momento. Si el Jefe referido resolviese 
de conformidad con el Negociado, se citará á la tercera persona intere. 
sada para que acuda á mostrarse parte ante la Administración si le con. 
viene dentro del té rmino de ocho dias desde que se le notifique la provi-
dencia. 
Art. 91. Si la tercera persona citada no acude, no se le notificará en 
adelante más resolución que la final de primera y segunda instancia; 
pero si se presentara se le pondrá de manifiesto el expediente por el tér-
mino del art. 80, para que manifieste si se allana ó contradice la recla-
mación. 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRAT1VO 613 
Art. 92, Cuando la tercera persona se allane á la reclamación se ten-
drá presente este allanamiento al dictarse la resolución definitiva; cuan-
do se oponga podrá hacer la alegación de su derecho en la forma mar-
cada en los arts. 82. 84 y 85; cuando no manifestase si se allana ó se 
opone á la reclamación, se entenderá que combate la solicitud del recur-
rente, pero que renuncia la alegación en derecho. 
Art. 93. Recibida por el Negociado la alegación en derecho que haya 
producido la tercera persona, propondrá al Jefe que conozca del expe-
diente la unión definitiva de la prueba cuando ya lo esté provisionalmen-
te, y que se concedan, si el reclamante ó el opositor hubiesen pedido el 
recibimiento á prueba, 15 dias para que la verifiquen. 
Art . 94. Cuando la prueba se hubiese de practicar en Ultramar se ob-
servará lo dispuesto en el art. 89. 
Art. 95. El té rmino de prueba y todos los plazos sucesivos serán co-
munes al reclamante y á las terceras personas que acudieron al llama-
miento de la Administración. 
Art. 96. Pasado el término de prueba no se admit i rá más justifica-
ción á las partes personadas en el expediente que documentos de fecha 
posterior ó de que jurasen no haber tenido conocimiento. Esto no deten-
drá el curso del expediente, sino que se unirán á él en el estado en que 
se halle sin retroceder la t rami tac ión. 
Art . 97. En cualquier t rámi te del expediente podrá presentar la ter-
cera persona que no hubiese acudido á la Administración, en virtud del 
llamamiento á que se refiere el art. 90, las instancias y documentos que 
estimen oportunos, pero sin admitirle, después de acompañada su justi-
ficación, más documentos que los que sean de fecha posterior, ó de los 
que jure no haber tenido conocimiento. Tampoco retrocederá por la unión 
de los mismos el curso del asunto. 
Art . 98. Reunida la prueba de los interesados, se un i rá también la 
que la Administración hiciere en el mismo término concedido á aqué-
llos, ordenándose el cotejo de los documentos que deban ser objeto de 
este t rámi te . 
El Abogado del Estado podrá delegar la práctica de esta diligencia en 
los funcionarios del Ministerio fiscal. 
S e c c i ó n tercera. 
Disposiciones que deben observarse desde que t e rmina el pe r í odo de 
prueba d l a r e so luc ión final de la p r imera instancia 
gubernat iva . 
Ar t . 99. Extractadas las pruebas y las diligencias practicadas con ar-
reglo al art. 98, emit i rán informe en el expediente los Auxiliares de la. 
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Administración que se conceptúe necesario, no pudiendo invertir cada una 
más de 10 dias útiles en emitir su parecer. 
Art . 100. Cuando la importancia del asunto lo justiíicase, este plazo 
podrá ser ampliado por el funcionario que dirija el expediente en acuer-
do motivado, de que se dará cuenta á la autoridad que haya de resolver 
en definitiva. 
Art. 101. La autoridad que haya de dictar dicha resolución en p r i -
mera instancia, podrá, para esclarecer el asunto, pedir informes ó la 
unión de algún documento que sea interesante, oyendo siempre á la 
Intervención. 
Art. 102. Estos informes y documentos quedarán unidos al expedien-
te en los plazos que determina el art. 78. 
Art . 103. La resolución definitiva recaerá precisamente dentro de los 
30 dias siguientes á la terminación de todos los informes. 
Art . 104. Al dictarse la providencia de primera instancia, podrá i m -
ponerse al interesado que hubiese hecho una reclamación notoriamente 
improcedente una pena que no exceda del 10 por 100 del importe de lo 
reclamado. 
Art . 105. Ultimado el expediente, si la resolución causa ejecutoria, 
podrá pedir el reclamante que se le devuelvan los documentos públicos 
que haya presentado. La autoridad que hubiese conocido del asunto en 
primera instancia, prévio informe del Negociado, resolverá si puede 
hacerse el desglose sin compromiso alguno para la Administración; y en 
el caso de concederse, se extenderá en debida forma la diligencia de en-
trega con expresión detallada de los documentos desglosados y el r e c i b í 
de la parte. 
Los poderes, excepción hecha de los especiales, podrán desglosarse en 
cualquier tiempo, dejando en su lugar certificación expedida por la 
Administración á costa del que pidiere el desglose. 
T Í T U L O I V . 
DE LA SEGUNDA INSTANCIA GUBERNATIVA. 
S e c c i ó n primera. 
Reglas sobre la sustanciacion del recurso de alzada hasta recibirse 
el expediente en el Min i s t e r io . 
Art . 106. Las providencias de primera instancia son apelables para 
ante el Ministerio dentro del t é rmino de 15 dias improrogables, á contar 
desde el siguiente al de la notificación. 
Art. 407. No podrá utilizarse por el particular el recurso de alzada 
cuando la resolución de primera instancia sea condenatoria de cantidad 
líquida, sin el prévio pago ó consignación en las arcas del Tesoro de la 
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«cantidad liquidada. Se excluye de la necesidad de tal consignación l a 
multa de que habla el art. 104. 
Art . 108. Las apelaciones gubernativas podrán intentarse ante la 
autoridad que hubiese practicado la notificación. Si no fuese la misma 
que ha conocido del expediente, remi t i rá la alzada al Jefe que hubiese 
dictado la providencia para que le dé el curso que proceda. 
Art . 109. El recurso de alzada se h a r á por escrito fijando los razona-
mientos pertinentes al caso. 
Art. 110. El Interventor, en vista de la notificación de la providencia 
de primera instancia, podrá conservar en su poder el expediente, y for-
m u l a r á en el mismo la apelación, que hab rá de fundar, devolviéndolo 
dentro del improrogable plazo de 15 dias. 
Art. 111. Interpuesta la apelación en tiempo, y hecha la consignación, 
cuando proceda, se admit i rá el recurso por la autoridad que en primera 
instancia conoció del asunto. Contra la providencia declarando inadmi-
sible la apelación, se podrá formular cuestión incidental. 
Ar t . 112. Admitido el recurso de alzada, se elevará al Ministerio en el 
té rmino de quinto dia, bajo la responsabilidad de la autoridad que hu-
biese dictado la providencia de primera instancia. Si la no tificaeion de 
dicha providencia la hubiese hecho autoridad distinta de la que la dictó, 
el t é rmino de cinco dias comenzará á correr desde que recibiese la ape-
lación , 
Art . 113. Si además del primer reclamante estuviese personado a l -
gún tercer interesado en el expediente que se oponga á la solicitud de 
aquél , se h a r á saber á una parte la admisión del recurso propuesto por 
la otra, dándola copia literal del mismo, cuya copia presentará al efecto 
el recurrente con el escrito de apelación; y el que no haya recurrido 
podrá acudir al Ministerio dentro del término de los 20 dias siguientes al 
de la entrega de la copia por medio de instancia en que alegue cuanto 
estime conveniente. 
Art. 114. Si fuese el Jefe de la Intervención el que interponga la alza-
da, se ha rá saber su admisión al interesado en cuyo favor se dictó l a 
providencia reclamada, dándole copia literal del recurso para que pueda 
acudir al Ministerio en el té rmino y con el objeto expresados al final del 
a r t í cu lo anterior. 
Art . 415. La autoridad que remita al Ministerio el recurso de alzada 
podrá emitir su informe, si lo creyese oportuno, al hacer la remesa. 
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S e c c i ó n segunda. 
Reglas sobre la sustanciacion del recurso de a lzada después de reci-
birse éste en el M i n i s t e r i o . 
Art . 116. Recibido el expediente en el Ministerio, pasará para su tra-
mitación al Centro directivo que corresponda cuando la providencia de 
primera instancia haya sido dictada por el Delegado de una provincia; y 
á la Subsecretaría cuando la alzada se haya propuesto contra la resolu-
ción de un Centro directivo. Las alegaciones de que hablan los artícu-
los 413 y 114 pasarán también á las mismas dependencias del Ministerio 
respectivamente. 
A r t . 117. El Jefe del Centro directivo ó Subsecretario que haya de 
tramitar la alzada acusará recibo á la autoridad de que proceda, y man-
dará en la providencia en que así lo acuerde revisar el extracto de pr i -
mera instancia y ampliarlo con el del recurso de alzada é informe de la 
autoridad remitente si ésta lo ha producido. 
Art. 118. Ampliado el extracto, se expresará , si no hubiera vencido^ 
á que trascurra el t é rmino de los 20 dias de que t r a í a n l o s arts. 113 
y 114; y si se presentare alegación por el recurrido, se ext rac tará igual-
mente. 
Art. 419. En la segunda instancia no se pondrá de manifiesto el ex-
pediente, n i se admi t i rán al interesado otros medios de prueba que do-
cumentos de fecha posterior al té rmino probatorio en primera instancia, 
ó aquellos de que jurase no haber tenido conocimiento, en conformidad 
á lo que dispone el art. 96, y sin perjuicio de lo prescrito en el 97. 
Art . 120. En vista del expediente, informará el Negociado, la Sección 
y el Jefe del Centro que sustancie el asunto; esto cuando se trate de alza-
das contra acuerdos de Delegados de provincia, y todo ello se l levará 
á efecto dentro de un mes. 
Ar t . 121. El Director, en la misma clase de alzadas, dará cuenta 
dentro de los 1S días siguientes al Ministro ó al Subsecretario en dele-
gación, quien tendrá en este caso el acuerdo de t rámi te , ménos para 
mandar informar al Consejo de Estado en pleno ó en Secciones, ó para 
pedir informes ó anteceden tes á los demás Ministerios y Tribunales su-
periores de Justicia, de Guerra y Marina. 
Art. 122. Cuando se trate de alzada que deba tramitarse por Subse-
cretaría y hayan evacuado su dictámen los funcionarios de este Centro, 
d a r á cuenta el Subsecretario al Ministro, ó acordará , caso de delegación, 
en los términos que señala el precedente artículo. 
Art . 423. Los Jefes de Centros á quienes se pida informe, con arreglo 
á los arts. 124 y 422, lo evacuarán en el t é rmino de 30 dias cada 
uno. Si circunstancias especiales los justificasen, estos plazos podrán 
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ser ampliados á petición del Centro y por acuerdo del Ministro ó del Sub» 
secretario que hubiese pedido el dictamen. 
Art. 124. Ultimada la t ramitación, el Jefe del Centro directivo ó el 
Subsecretario, en sus respectivos casos, dará cuenta al Ministro propo-
niendo resolución dentro de los 30 dias siguientes al últ imo informe. 
ArL 12S. Si la providencia del Ministerio fuese para el apelante igual 
ó más gravosa que la de primera instancia, podrá imponerse en la mis-
ma al interesado una pena que no exceda del importe del 20 por 100 de 
lo reclamado. 
Art. 126. Las resoluciones de segunda instancia se comunicarán á la 
autoridad de que proceda el expediente en el improrogable t é rmino 
de 43 dias, siendo este servicio de cargo del Jefe que dé cuenta al 
Ministro. 
Art. 427. Al comunicar la resolución se devolverá el expediente, que-
dando el extracto en el Ministerio. 
Art . 128. El Centro directivo ó la Administración provincial que cor-
responda procederá al inmediato cumplimiento de la resolución, prévia 
su notificación en forma al interesado, á quien se requerirá al propio 
tiempo para que haga efectiva en papel de pagos al Estado la pena que 
se le haya impuesto con arreglo al art. 425; bajo apercibimiento de que 
pasados 45 dias sin efectuarlo se procederá por la vía de apremio. 
Art. 429. Sin embargo, cuando el interesado manifestare dentro de 
dicho plazo de 45 dias que se propone utilizar el recurso contencioso 
contra la resolución de segunda instancia, no se exigirá que consigne el 
importe de la pena. 
Art. 430. Ejecutoriada la resolución del expediente, podrá pedir el re-
clamante que se le devuelvan los documentos públicos que haya presen-
tado y concedérsele el desglose de los mismos en los té rminos que seña-
la el art. 405. 
T Í T U L O V . 
REGLAS ESPECIALES PARA SUSTANCIAR LAS RECLAMACIONES QUE SURJAN 
EN EL PROCEDIMIENTO DE APREMIO. 
S e c c i ó n pr imera. 
De las reclamaciones de los deudores apremiados. 
Art. 434. Los procedimientos de apremio para la cobranza de los des-
cubiertos líquidos á favor de la Hacienda pública son puramente admi-
nistrativos, y las reclamaciones que contra los mismos se presenten se 
resolverán en esta vía ántes de acudir á los Tribunales ordinarios. 
Art . 432. Para entablar la acción judicial es necesario acreditar que 
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se ha agotado la vía gubernativa, y que la Administración ha reservado 
su conocimiento á la jurisdicción ordinaria. 
Art. 133. Las reclamaciones pueden intentarse por primeros y se-
gundos contribuyentes, comprendiéndose entre los últ imos los Recau-
dadores subrogados. En el primer caso, cuando la persona apremiada 
estime que no tiene la obligación de pagar la cantidad porque se la eje-
cuta; en el segundo, cuando el Recaudador no esté conforme con la l i -
quidación que se le ha practicado. 
A r t . 134. Los responsables subsidiarios, como fiadores por obligación 
directa para con la Hacienda ó de los Recaudadores subrogados, así 
como sus derecho habientes, no podrán tampoco llevar á los Tribunales 
ordinarios sus reclamaciones, si no apuran préviamente la vía guberna-
tiva y cumplen lo prevenido en el art. 132. 
Art. 135. Las reclamaciones pueden presentarse en cualquier estado 
del procedimiento ejecutivo si éste no hubiese terminado por adjudica-
ción á la Hacienda ó ingreso de la cantidad adeudada. 
Art. 136. Las instancias se acompañarán con los documentos en que 
se funden. Si el recurrente no tuviese los justificantes á su disposición, 
designará, para que sea admisible su petición, el Centro, Archivo ó de-
pendencia donde obren. En este caso, y á propuesta del Negociado cuyo 
informe se emitirá en término de tercero día, se le concederá por el Jefe 
que dirija el expediente un plazo que no excederá de 15 dias, para que 
pueda proveerse de aquéllos, estando obligados la Administración y los Re-
caudadores subrogados á facilitar las certificaciones que se les pidiesen. 
Art. 137. Si las matrices de los documentos que debieran presentarse 
radicaran en Ultramar, se concederán los términos prevenidos en el ar-
tículo 70. 
Art. 138. La Administración y los Recaudadores facilitarán las certi-
ficaciones en el t é rmino de 15 dias; pero si fuera necesaria la prévia 
liquidación, podrá concederse una próroga de otros 15 para que se prac-
tique. 
Art , 139. Si para hacer esta liquidación fuera necesario que el recla-
mante á quien interesa compareciese ante la Administración, se le noti-
ficará esta providencia fijándole un plazo prudencial. Si no se presentase, 
se le citará de nuevo, concediéndole otro plazo igual al primero, con 
apercibimiento de que se estará por la liquidación que la Administración 
ó el Recaudador subrogado hubiesen hecho; y si tampoco compareciese, 
se considerará desierta la reclamación y seguirá adelante el apremio. 
Art. 140. Todo reclamante podrá pedir la suspensión inmediata del 
apremio depositando en las arcas del Tesoro el total importe del débito, 
gastos, costas é intereses de demora, á cuyo efecto presentará con la ins-
tancia en que formule esta petición la carta de pago de dicho ingreso que 
debe quedar afecto á las resultas del expediente. 
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Art. ÍM . El Negociado respectivo, antes de proponer al Jefe la sus-
pensión del apremio, consignará en su informe la liquidación de todo lo 
adeudado, y si es bastante la cantidad depositada para asegurar su i m -
porte. 
Art . 442. Dicho informe se emit irá en té rmino de 45 dias, dentro de 
cuyo plazo se rec lamarán los datos que se juzguen necesarios sobre cos-
tas y gastos al agente ó comisionado que esté actuando en el procedi-
miento ejecutivo. 
Art . 443. No podrá hacerse devolución alguna de cantidades deposi-
tadas por el apremiado sin orden expresa y motivada del Jefe que ha de 
resolver la rec lamación . 
Art . 444. La Administración, luégo que haya asegurado, en cuanto 
sea posible, el cobro dé lo principal, intereses de demora, costas y gas-
tos, suspenderá el procedimiento de apremio y dará al expediente el cur-
so prevenido en las secciones segunda y siguientes del t í t . 3.° 
Art . 445. Cuando los bienes embargados sean inmuebles ó derechos 
reales, se verificará la anotación preventiva de su embargo en el Regis-
tro de la propiedad del partido antes de la suspensión del procedimiento, 
á no ser que se haya hecho el depósito prevenido en el art . 440, Al ex-
pediente se un i rá el mandamiento duplicado, en el que constará la d i l i -
gencia de la anotación. 
Ar t . 446. Si los bienes embargados fuesen semovientes ó muebles 
que puedan sufrir perjuicio de tenerlos en depósito, se procederá á su 
venta en legal forma, prévio informe del Comisionado que d i r i ja el pro-
cedimiento, en que se justifique la necesidad de la ena jenac ión , y el i m -
porte se depositará en las arcas del Tesoro afecto á las resultas del expe-
diente. 
A r t . 447. Si el expediente de apremio se tramitara en provincia dis-
tinta de aquella de donde el débito procede, se r e m i t i r á la instancia que 
se presente con sus justificantes, á la provincia que haya ordenado el 
apremio, notificando la remisión al reclamante, para que en el t é rmino 
de 45 dias se persone en la misma á los efectos oportunos. Los procedi-
mientos incoados seguirán mién t ras la Adminis t rac ión que persiga el dé-
bito no reciba la orden de suspensión, á no ser que se verifique el depó-
sito de la cantidad reclamada, gastos, costas é intereses de demora. 
S e c c i ó n segunda. 
De las t e r c e r í a s . 
Art. 448. Las tercerías que se intenten por personas no obligadas pa-
ra con la Hacienda, n i con los Recaudadores subrogado s en los derechos 
de ésta, se resolverán p rév iamen te en la vía gubernativa, y no podrá 
entablarse la acción judicial sin cumplir lo prevenido en el art. 432. 
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Art . ÍA9. Las tercerías pueden fundarse: 
1.° En el dominio de los bienes embargados al déudor. 
2 o En el derecho del tercero á ser-reintegrado de su crédito con pre-
ferencia al acreedor ejecutante. 
Art, 450. Podrán intentarse en cualquier estado del procedimiento 
de apremio, si éste no hubiese terminado por adjudicación á la Hacien-
da ó ingreso de lo adeudado. 
Ar t . i M . Las instancias se justif icarán en la forma prevenida en el 
art . 436, siendo igualmente aplicable para dicho fin lo preceptuado en 
los arts. 138 y 439. 
Ar t . 4S2. Verificada la justificación ó intentada en los términos ex-
presados en el artículo anterior, si la tercería fuera, de dominio, la Ad-
ministración rec lamará , á propuesta del Negociado respectivo, el expe-
diente de apremio, ordenando que previamente á su revisión se verifique 
el embargo en debida forma y su anotación preventiva en el Registro 
de la propiedad, si se trata de bienes inmuebles y derechos reales, sus-
pendiendo con esta diligencia el procedimiento. 
Art. 453. Si el embargo verificado alcanzara á más bienes que no hu-
bieran sido objeto de la tercería de dominio, la Administración ordenará 
que sigan los procedimientos de apremio contra las demás fincas referi-
das, pudiendo ampliar aquél si el deudor tiene más bienes, y rec lamará 
tan sólo una certificación del embargo anotado en el Registro, que se 
un i rá al expediente de la tercería . 
Ar t . 454. Si la tercería fuera de mejor derecho ó prelacion de crédi-
to, no se suspenderá el procedimiento de apremio hasta lograr la venta 
de los bienes embargados, y la de los que por insuficiencia de éstos fuera 
preciso embargar. 
Art. 455. En este caso ordenará previamente la Administración al 
Comisionado de apremio que el producto de los bienes vendidos se depo-
site en las arcas del Tesoro, tomando nota detallada de la carta de pago 
en el expediente ejecutivo. 
Art. 456. El tercer opositor podrá no obstante evitar la venta de los 
bienes, depositando en igual forma el importe del principal, costas y 
gastos é intereses de demora. Verificado el ingreso, la Administración 
suspenderá el procedimiento y rec lamará el expediente ejecutivo. 
Justificada en dicha forma la tercería, la Administración t rami ta rá el 
expediente con arreglo á lo prevenido en las secciones segunda y siguien-
tes del tít. 3.° 
Art. 457. Si la tercería se refiere á procedimiento ejecutivo seguido 
en distinta provincia, se cumpl i rá si en ésta se interpone lo dispuesto en 
el art. 447. 
Una vez decidida la tercería de dominio, se reserva al interesado en-
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tablar el recurso ante la jurisdicción ordinaria, aunque siga adelante el 
procedimiento ejecutivo. 
T Í T U L O V I . 
DE LOS PROCEDIMIENTOS EN LAS RECLAMACIONES SOBRE 
CONTRIBUCION TERRITORIAL. 
S e c c i ó n primera. 
De las reclamaciones de agravio de los pueblos. 
Art . 158. Los Ayuntamientos, en nombre de los contribuyentes del 
distrito municipal, pueden entablar reclamaciones de agravio ante los 
Delegados de la Administración económica. 
Art. 159. Para entablar estas reclamaciones no será necesario acom-
p a ñ a r la justificación de lo que se pretenda. 
Art . 160. Extractada la instancia en los té rminos prevenidos en este 
reglamento, el Administrador del ramo acordará el plazo que deba con-
cederse al Ayuntamiento, para presentar los documentos y datos en que 
funde su pretensión; é igualmente d e t e r m i n a r á los que deban unirse al 
expediente que consten en la Administración. 
Ar t . 161. Acordado por el Administrador el té rmino referido, se no-
tificará la providencia al Ayuntamiento. 
Art . 162. Si la parte reclamante, en el plazo que se le señale, no pre-
senta la justificación ni pide próroga para este efecto, se entenderá que 
ha desistido de su pet ic ión. Si pide próroga se le concederá por un tér-
mino igual al primero. Dichos plazos no podrán exceder de un mes en 
su totalidad. 
A r t . 163. Unidos al expediente todos los documentos y debidamente 
extractados, el Administrador, en el t é rmino de 15 dias, emit i rá informe 
exponiendo los hechos tal como resulten de los datos aducidos. 
Ar t . 164. En su vista el Delegado ci tará á conferencia á dos indivi-
duos de la Junta pericial, dos del Ayuntamiento, Interventor y Adminis-
trador para discutir la procedencia de la reclamación, dando el últ imo 
cuenta exacta y detallada de cuanto resulte del cómputo y operaciones 
estadísticas que haya hecho así como de los datos en que se funde. 
A r t . 165. Si los individuos del Ayuntamiento y de la Junta pericial 
no asisten á la conferencia sin alegar razón alguna, se levantará acta del 
hecho y se un i rá al expediente, que f irmarán los funcionarios referidos, 
y el Delegado ordenará que siga el procedimiento sin este t rámi te . 
Art . 166. Si alegaren en tiempo hábil fundadas excusas para no asis-
t i r en el dia que se hubiese fijado, el Delegado acordará que se celebre 
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en otro, no pudiendo en este caso demorarse la comparecencia por con-
cepto alguno. 
Art. 467. Sí en la conferencia que se celebre, el Ayuntamiento, en 
vista de los datos y pruebas presentadas, desistiera categóricamente y 
sin condiciones de su reclamación, se consignará así en el acta, que 
todos suscr ibirán, y el Delegado dictará providencia declarando termi-
nado el expediente, á no considerar éste oportuno su continuación á los 
intereses de la Hacienda. 
Art . d68. Sí, por el contrario, el Ayuntamiento insistiera y la Junta 
acordara que era necesario para establecer los hechos verificar una com-
probación pericial sobre el terreno, motivará su oposición en el acta. 
Art. 469. Unida ésta al expediente, el Administrador p ropondrá al 
Delegado en el té rmino de 45 días el funcionario que crea más apto para 
verificar aquélla , y el perito titulado que ha de acompañar le para la me-
dición y valoración de la propiedad. 
Art . 470. El Ayuntamiento tendrá derecho á nombrar por su parte 
otro perito, y el Delegado en caso de discordia un tercero por sorteo en-
tre seis, si los hubiese, que tengan título pericial. Si no hay periciales, 
entre los prácticos del pueblo ó pueblos inmediatos. 
Art . 474. El Administrador del ramo fijará el plazo prudencial para 
llevar á cabo la peritación. 
Art . 472. Los gastos que esta origine serán de cuenta del pueblo si la 
reclamación no prosperase; y si prosperara y el agravio excediese de 20 
por 400, los gastos serán de cuenta de quien hubiese ocasionado el agra-
vio. Aun cuando prosperase, si éste no excediese del tipo ántes señalado, 
cada parte satisfará los gastos á su instancia hechos. 
Art . 473. Si en vista de los primeros trabajos y ántes de precederse 
al detalle de la comprobación pericial, el Ayuntamiento desistiera de la 
reclamación, el funcionario encargado remit i rá un acta original del de-
sistimiento. 
Recibida en la Administración, el Jefe del ramo emit irá informe en 
té rmino de tercero día sobre las modificaciones que juzgue procedentes 
y el Delegado dictará la providencia que estime. En este caso, los gastos 
que se hayan ocasionado serán de cuenta del Ayuntamiento. 
Art . 474. Concluida la prueba con los trabajos periciales referidos, 'ge 
t r ami t a r á el expediente con arreglo á lo dispuesto en la sección tercera 
de l t í t . 3.° 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 623 
S e c c i ó n segunda. 
Be las reclamaciones de agravios de los 'particulares. 
Art . 175. Los contribuyentes pueden reclamar de agravio: 
1. ° Cuando én las cuotas que se les señale en los repartimientos ha-
ya equivocación ó error en la aplicación del tanto por 100 que hubiera 
servido de base legal á las mismas. 
2. ° Cuando la cuota que se imponga exceda del tipo máx imo fijado 
por la ley. 
Art. 176. Las reclamaciones se presen ta rán en la Administración eco-
nómica sin necesidad de prévia justificación en el t é rmino de 15 dias, á 
contar desde la fecha en que se exponga al público el repartimiento, y 
si se anuncia en el B o l e t i n Of ic ia l de la provincia desde la fecha de su 
inserción. 
Art. 177. En la instancia constará este dato á fin de que sea compro-
bado y poder determinar si el recurso se ha interpuesto en tiempo hábil . 
Art . 178. Presentada la reclamación, el Administrador del ramo emi-
t irá informe en término de tercero dia sobre la circunstancia expresa-
da, y propondrá al Delegado, si está en tiempo, que se remita al Ayun-
tamiento para que dé su d ic támen en el plazo de ocho dias. En caso 
contrario propondrá que sea desestimada. 
Art . 179. Si el Ayuntamiento informara en sentido favorable á la 
pretensión, el Administrador propondrá en té rmino de tercero dia al De-
legado la providencia que en su opinión debe dictarse. 
Art. 180. Estando el Delegado conforme con lo pretendido en la re-
clamación, resolverá sin otro t rámi te , ordenando se notifique el acuer-
do al recurrente. Interventor y Ayuntamiento, y se adopten las disposi-
ciones necesarias para su cumplimiento. 
Art. 181. Si el dictámen del Ayuntamiento ó Junta pericial fuera des-
favorable, se le manifestará al reclamante, á fin de que en el t é rmino de 
ocho dias exprese si desiste de su pretensión ó persiste en ella. 
Ar t . 182. Los procedimientos sucesivos se ajustarán á lo prevenido 
én la sección segunda y siguiente del t í t . 3.° 
S e c c i ó n tercera . 
De las reclamaciones que se entablen con motivo de la reforma de 
los ami l la ramientos . 
Art. 183. Las reclamaciones que se susciten á consecuencia d é l a 
rectificación de los amillaramientos, de que trata el cap. 6.° del regla-
mento de 10 de Diciembre de 1878, se t r ami t a rán en lo sucesivo con 
sujeción á los preceptos siguientes: 
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Art . 184. Las reclamaciones indicadas pueden fundarse en haberse 
supuesto al reclamante una riqueza imponible mayor de la que en rea-
lidad disfrute, por figurar en el amillaramiento como de su propiedad 
bienes que no le pertenezcan, ó por figurar asimismo en aquél una ó 
más fincas de su propiedad con mayor cabida que la declarada, ó por 
haberse calificado otros como de clase superior á la que les corresponda; 
y por úl t imo, por haberse aplicado á las expresadas fincas ó á cualquier 
otro objeto de inscripción tipos superiores á los consignados en las car-
tillas de evaluación correspondientes. 
Art. 485. Las instancias se presentarán ante el Delegado en el térmi-
no de 45 dias improrogables, á contar desde el siguiente á aquel en que 
se anuncie en el Bo le t í n Ofic ia l de la provincia haberse terminado la 
formación del amillaramiento. 
Art. 486. Presentada la instancia el Administrador propondrá al De-
legado, prévio el extracto, en el plazo de ocho dias, que se remitan á i n -
forme de la Junta municipal, que deberá evacuarle en término de terce-
ro dia. 
Art . 487. Si la Junta municipal estuviera conforme con la petición 
del interesado, el Administrad or propondrá en término de quinto dia la 
resolución que entienda deba dictarse. 
Art. 488. Resuelto el expediente por el Delegado de conformidad con 
la reclamación, se notificará el acuerdo á la parte interesada y al Inter-
ventor, dictando las disposiciones necesarias para su cumplimiento. 
Art. 489. Si la Junta municipal en su informe considerase precisa al-
guna justificación sobre hechos controvertidos, el Delegado acordará 
que se practique en un té rmino prudencial, que no podrá exceder de un 
mes, á no mediar causas extraordinarias debidamente justificadas. 
Art. 490. Igualmente acompañará la Junta los documentos que pue-
dan ilustrar el asunto y fundar su dictámen. 
Art. 491. Las diligencias sucesivas se t r ami ta rán con arreglo á lo 
prevenido en la sección segunda y siguiente del tít. 3.° 
Art. 492. Queda vigente el reglamento citado de 40 de Diciembre 
de 4878 en todo lo que no haya sido modificado por la ley sobre contr i -
bución territorial y preceptos anteriores. 
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T Í T U L O V I I . 
DE LOS PROCEDIMIENTOS EN LAS RECLAMACIONES SOBRE CONTRIBU-
CION INDUSTRIAL. 
S e c c i ó n pr imera. 
Reclamaciones de agravio contra el reparto hecho ipor los gremios. 
Art. 193. Las reclamaciones de agravio que intenten los contribu1 
yantes con motivo de la cuota que se les haya señalado en la distribución 
gremial, bien por no ser proporcionada ó por exceder del m á x i m u m de 
la ley se presentarán ante el Delegado dentro del término de 15 dias, á 
contar desde el siguiente al de la fecha en que se haya reunido el gremio, 
según los anuncios oficiales. 
Art . 194. La Administración del ramo, y en su caso los Alcaldes de 
los pueblos, tendrán los repartos hechos á disposición de los contribu-
yentes dentro de dicho té rmino para que puedan formular la queja que 
estimen procedente. 
Art. 195. Cuando la reclamación afecte á la matr ícu la hecha por la 
Administración del ramo, el Administrador convocará y reun i rá en el 
t é rmino de ocho dias á los representantes del gremio que han interve-
nido en el reparto á fin de dar cuenta de la instancia. 
Art. 196. Si de esta conferencia, en que se discut irá la reclamación 
y de la que se levantará acta, resultara por mayoría de votos que debía 
accederse á lo solicitado, el Administrador propondrá al Delegado la re-
solución que debe dictarse en té rmino de tercero dia. 
Art. 197. En el caso de ser desfavorable á la pretensión el dictámen 
de la Junta, se levantará también acta fundada, y el Administrador en 
el té rmino referido propondrá lo que estime justo. 
Art. 198. El Delegado dictará providencia en uno de estos dos sen-
tidos: 
1. ° Favorable al reclamante, en cuyo caso te rminará el expediente y 
se cumpl i rá el acuerdo. 
2. ° Concediendo al mismo 15 dias con el fin de que proponga la prue-
ba que estime necesaria para justificar su pretensión. 
Art. 199. Cumplida esta diligencia seguirá el procedimiento los trá-
mites establecidos en la sección segunda y siguiente del t í t . 3.° 
Art. 200. Cuando la reclamación se intente contra un reparto gremial 
verificado en los pueblos, se presen ta rá t ambién ante el Delegado en el 
t é rmino fijado en el art. 193. 
Art. 201. Extractada la instancia el Administrador acordará en el 
plazo de tercero dia que el Alcalde de la localidad r eúna en un té rmino, 
que no excederá de ocho dias, á los representantes del gremio bajo su 
presidencia, á fin de que informen sobre la reclamación. 
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Art . 202. Del acuerdo que adopten levantará acta, y el Alcalde le re -
mit i rá á la Administración con informe separado, siguiendo después el 
asunto los t rámites que previene la sección segunda y siguiente del t í -
tulo 3.° 
Art. 203. Cuando la Administración ó Alcalde hayan hecho el repar-
timiento por la falta de asistencia de todos los individuos del gremio, 
ios procedimientos se ins t ru i rán con arreglo á lo establecido en la sec-
ción siguiente. 
S e c c i ó n segunda. 
Reclamaciones de contribuyentes no agremiados. 
Ar t . 204. Los contribuyentes de esta clase que se consideren agra-
viados por las cuotas que se les señale en la matr ícu la ó por su mala 
clasificación, podrán reclamar en el té rmino de 45 dias, á contar desde 
el siguiente á la fecha en que se anuncie al público en el B o l e t i n Oficial 
de la provincia si se trata de la matr ícula de la capital, ó por medio de 
anuncios públicos y pregones en los pueblos, que dicho documento se 
halla para su examen á disposición de los interesados. 
Art . 205. Estas reclamaciones seguirán los t rámi tes establecidos en 
el tít. 3.°, relativos á toda clase de expedientes, siendo requisito necesa-
rio que en ellos emitan su parecer por medio de oficio tres contribuyen-
tes de la clase del reclamante, si los hubiese, y si no de profesión, indus-
tria, arte ú oficio análogos. 
Art . 206. Los contribuyentes se elegirán de modo que pertenezcan, 
uno á los que satisfagan cuota m á x i m a , otro á la media, y el tercero á 
la m í n i m a . 
Cuando se refieran á la mat r ícu la de un pueblo, informarán también 
el Alcalde y Secretario del Ayuntamiento. 
La Administración de te rminará siempre los contribuyentes que han 
de ser oídos. 
S e c c i ó n tercera . 
Reclamaciones de baja en la ma t r i cu l a . 
Art. 207. Toda reclamación de baja en la matr ícula se presentará 
ante el Delegado de la provincia. 
Art. 208. El Administrador de Contribuciones y Rentas fijará al re-
currente un término que no excederá de 20 días para articular la prueba 
que estime oportuna en apoyo de su derecho, y ordenará que dentro del 
mismo plazo se haga la comprobación debida por los funcionarios encar-
gados de este servicio. 
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Ar t . 209. Unidas las pruebas al expediente seguirá la tramitación 
prevenida en la sección segunda y siguiente del tít. 3.° 
Art. 210. Si el Delegado resolviese el expediente negando la baja soli-
citada, no podrá interponerse la apelación en segunda instancia sin que 
el reclamante acredite con los recibos talonarios estar al corriente en el 
pago de la cuota repartida ó señalada al presentar la apelación. 
Art . 211. Orando ésta se remita á la superioridad, la Administración 
cuidará en el oficio de remisión de consignar el cumplimiento del requi-
sito expresado en el artículo anterior. 
T Í T U L O V I I I . 
DE LOS PROCEDIMIENTOS EN LAS RECLAMACIONES SOBRE CONTRIBUCION 
DE CONSUMOS Y CEREALES. 
S e c c i ó n primera. 
Reclamaciones de los pueblos relat ivas á los encabezamientos. 
Art . 212. Los Ayuntamientos presentarán sus reclamaciones ante los 
Delegados contra los encabezamientos que se les hayan señalado en el 
t é rmino de ocho dias, á contar desde el inmediato al de la publicación 
en el B o l e t i n Oficial de la provincia. 
Ar t . 213. En los pueblos en que sea obligatorio el encabezamiento, la 
instancia presentada no impedirá su inmediata aplicación como si hu-
biera sido aceptado por la Corporación municipal. 
Art. 214. En aquellos en que no sea obligatorio, la reclamación que 
se presente expresará de una manera categórica y terminante si se acep-
ta ó no el encabezamiento por la cantidad que haya fijado la Hacienda, 
á fin de que ésta pueda hacerse cargo inmediato de la gestión del i m -
puesto. 
Art. 21S. Los expedientes que se instruyan con motivo de estas re-
clamaciones se ajustarán á los procedimientos generales establecidos en 
t i l t í t . 3.° 
Secc ión segunda. 
Reclamaciones de los Ayuntamientos é interesados en los con t ra -
tos de ar r iendo. 
Art . 216. Las reclamaciones que se refieran á la aprobación de estos 
contratos, bien sean promovidas por los Ayuntamientos, bien por los 
rematantes ó por un tercero que creyese que la adjudicación no debiera 
llevarse á cabo, se interpondrán ante el Delegado en el término de los 
ocho dias siguientes á l a fecha en que se hubiese celebrado la subasta. 
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Art. 217. Los expedientes se t r ami t a rán con arreglo á lo dispuesto en 
el t í t . 3.°; pero los% términos señalados se reduci rán á la mitad, tenien-
do la Administración cuidado de prevenirlo de una manera precisa en 
los oficios y notificaciones que se dirijan á la parte reclamante. 
Art . 218. Resuelta la pretensión en primera instancia, si se apelara 
de la providencia, se uni rá el escrito al expediente, y el Administrador-
del ramo informará en término de tercero dia al Delegado sobre los per-
juicios que pudieran seguirse al Municipio de no ejecutarse la providen-
cia referida. 
Art. 219. El Delegado en su vista fallará sobre este extremo, y en el 
caso de que opinara que pudieran irrogarse perjuicios, declarará impro-
cedente la apelación. 
Art. 220. Este acuerdo se notificará al apelante, que en el improro-
gable plazo de ocho dias podrá insistir en la apelación. 
Art . 221. Si insiste en ella se dará curso al expediente; pero el acuer-
do de primera instancia será ejecutivo., 
Art. 222. En el fallo que recaiga en segunda instancia se determina-
rá la indemnización que deba satisfacerse al apelante, fijando su impor-
te en cantidad líquida, ó estableciéndose por lo ménos las bases con ar-
reglo á las cuales deba hacerse la liquidación de aquélla. En el caso de 
no satisfacerse la indemnización se procederá á hacerla efectiva por la 
vía de apremio. 
Secc ión t ercera . 
Reclamaciones contra las decisiones de los Alcaldes sobre la l i q u i -
d a c i ó n de los derechos. 
Art. 223. Estas reclamaciones se presentarán ante los Alcaldes como 
medio prévio de avenencia. 
Art. 224. El Alcalde, en té rmino de tercero dia, ci tará para dentro de 
los tres siguientes á una comparecencia al interesado, con asistencia del 
Secretario del Ayuntamiento. Si los consumos estuvieran arrendados, 
ci tará también al acto al arrendatario á quien pueda afectar la recla-
mación . 
Art. 225. En dicha comparecencia, oyendo á las partes interesadas, 
emit irá su parecer el Alcalde, y de todo lo alegado y de su dictámen se 
levantará acta en timbre de oficio, que firmarán todos los asistentes. 
Art. 226. En la misma acta, ó á continuación en breve diligenciat 
expresará el reciamente si se conforma ó no con el parecer del Alcalde. 
En el caso de conformarse las partes interesadas, el dictámen se consi-
derará como acuerdo y t e rminará el expediente. 
De lo contrario el recurrente podrá entablar su reclamación en término 
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de 15 dias ante el Delegado, prévio el pago de la cantidad liquidada. El 
interesado acreditará la consignación de la misma en las arcas munici-
pales, sin cuyo requisito no se dará curso á la instancia. 
Igual derecho tendrá el arrendatario; pero en este caso el interesado 
no consignará más cantidad que aquella con la que hubiese expresado 
su conformidad. 
Secccion c u a r t a . 
Recursos contra las decisiones de las Juntas celebradas en la A d -
m i n i s t r a c i ó n del ramo. 
Art. 227. Presentado el parte de aprehensión ó de denuncia, el Admi-
nistrador citará á Junta administrativa en t é rmino de tercero dia, á con-
tar desde la fecha del parte. 
A r t . 228. En la Junta mencionada, que se celebrará dentro de otros 
tres dias, bajo la presidencia del Administrador del ramo, se oirá al apre-
hensor y al aprehendido, y se admit i rán las pruebas que por una y otra 
parte se produzcan. 
Hechas las alegaciones respectivas, los interesados se re t i rarán del 
local en que la Junta se celebre, y la misma, después de deliberar, emi -
t i rá su parecer inmediatamente por mayoría de votos levantando acta. 
A r t . 229. Si la Junta entendiera que era necesario comprobar algún 
hecho ántes de resolver en definitiva, acordará que dicha diligencia se 
lleve á cabo, en cuyo caso citará para nueva Junta dentro de otros tres 
dias, y en este término se verificará la comprobación prevenida. 
Art. 230. El parecer que se emita, bien en la primera Junta, bien en 
la segunda, se notificará á las partes después de celebrada por una breve 
diligencia á continuación del acta. 
Ar t . 231. Si la Junta opinase no haber lugar á imposición de pena, el 
aprehensor ó aprehensores manifestarán en la diligencia de notificación 
si están ó no conformes con el parecer de la Junta. 
En el primer caso se devolverán acto continuo á las partes las especies 
que les hayan sido detenidas, y con su recihi t e rminará el expediente. 
Art . 232. Si las partes interesadas no se conforman con dicho parecer 
podrán entablar su reclamación ante el Delegado de la provincia en el 
t é rmino de ocho dias. 
Art . 233. No se dará curso á la reclamación del aprehendido si no se 
acompaña á la misma el documento que acredite haber consignado el 
importe de las responsabilidades que la Junta haya estimado proceden^ 
tes y de quedar en depósito el efecto decomisado, ó expresado su valor, 
si por su naturaleza sufriese perjuicio con dicho depósito. Al efecto se va-
lorarán las especies de m ú t u o acuerdo entre aprehensor y aprehendida 
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con intervención del Administrador, y se ent regarán á la parte prévia la 
consignación referida. 
Art. 234. Si la reclamación se entabla por el aprehensor, ún icamente 
se acordará por el Administrador el depósito de la especie ó el ingreso de 
su valor en el caso del artículo precedente. 
Art. 235. Pasada la instancia de la parte interesada al Administrador 
del ramo, se acordará por éste, en término de quinto dia, que se dé cuen-
ta del recurso al aprehendido ó aprehensor en su caso, á fin de que ex-
ponga lo que á su derecho convenga en el plazo de ocho dias. 
Art. 236. Completado el expediente con las instancias de los intere-
sados, el acta y antecedentes que se hayan unido, el Administrador pro-
pondrá al Delegado el acuerdo que estime en los primeros 15 dias útiles-
Art . 237. La providencia que recaiga se notificará á los reclamantes, 
siendo apelable en el término legal. Para que sea procedente por parte 
del aprehendido es necesario que continúe en igual forma la consignación 
y depósito á que se refiere el art. 233. 
Art . 238. Si la apelación se interpusiera por el aprehensor, no se de-
volverá el efecto decomisado, ó su valor, si se ha apreciado en la forma 
que se ha expuesto. 
Art . 239. El expediente aprobado se cursará en el improrogable plazo 
de cinco dias. 
La parte apelante podrá unir á la instancia los documentos que esti-
me pertinentes, debiendo el Delegado emitir su dictámen en el oficio de 
remisión á la superioridad. 
S e c c i ó n quinta. 
Reclamaciones referentes á las Juntas admin i s t ra t ivas en los 
pueblos. 
Art . 240. Las Juntas administrativas en los pueblos se celebrarán ea 
la forma prescrita en los arts. 227, 228, 229 y 230, bajo la presidencia del 
Alcalde. 
Art . 24i . Si con el parecer de la Junta local administrativa se confor-
maran las partes interesadas, se llevará aquél á cabo, previa la diligen-
cia en que conste dicha conformidad. 
Art . 242. Si no se conformasen el aprehendido ó el aprehensor, pue-
den reclamar ante el Delegado en el término prescrito en el art. 232; y el 
expediente que se instruya se ajustará á lo establecido en los arts. 233 y 
siguientes. 
Art. 243. El Administrador pedirá siempre informe al Alcalde al re-
clamar el acta y antecedentes que la Junta hubiera tenido á la vista. 
La providencia del Delegado se notificará al Alcalde y recurrentes. 
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T Í T U L O I X . 
DE LOS INCIDENTES. 
S e c c i ó n primera. 
Del incidente de personal idad. 
Art. 244. Desde el fallecimiento de cualquier interesado se suspende-
rán los términos establecidos para la sustanciacion de los expedientes. 
Art . 245. La suspensión será por seis meses, dentro de cuyo plazo 
deberá presentarse ante la Administración el que haya sucedido en los 
derechos del causante, acompañando los documentos que justifiquen la 
personalidad que ostente. 
Art. 246. Si en dicho término no compareciese interesado alguno, se 
anunc ia rá en el B o l e t i n Oficial de la provincia que serán admitidas en 
el plazo de seis meses, contados desde la fecha del anuncio, las instancias 
que se produzcan para continuar el expediente. 
Trascurrido el segundo té rmino de que trata el párrafo anterior sin 
que nadie haya comparecido, se considerará abandonada la pr imit iva 
reclamación. 
Art . 247. Cuando la Administración no consideres suficientemente 
justificada, con los documentos que presente el sucesor de los derechos 
del causante, la representación que aquél se atribuye, le concederá un 
plazo prudencial para que verifique dentro de él la justificación en debi-
da forma. 
Secc ión segunda. 
Del incidente por no admit i rse las apelaciones. 
Art. 248. Contra las resoluciones de los Delegados de Hacienda en las 
provincias y de las autoridades de la Administración central denegato-
rias de la admisión del recurso de apelación, fundadas en haberse inter-
puesto el ú l t imo fuera del té rmino legal, podrá promover incidente ante 
el Ministerio el que hubiere interpuesto la alzada. 
Art . 249. Se prepara el incidente pidiendo á la autoridad que hubiese 
denegado la apelación certificación literal de la providencia denegatoria. 
La petición se formulará por escrito dentro del t é rmino improrogable 
de los cinco dias siguientes á la notificación de dicha providencia, y la 
certificación será expedida en los cinco inmediatos al de la petición. 
Art. 250. El recurrente presentará en el Ministerio, dentro de los 45 
dias que empezarán á correr al concluir los cinco dentro de los que debe 
expedirse la certificación, una instancia acompañada de la misma cer-
tificación que expresa el anterior artículo. 
En otro caso quedará firme la providencia denegatoria. 
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Art. 2 M . Si la autoridad que conoció del asunto en primera instan-
cia no facilitase oportunamente la certificación mencionada en el ar-
tículo 249, presentará el recurrente la instancia de que trata el 250, ha-
ciendo constar en la misma este extremo. 
Art , 252. El Ministerio, con informe justificado de la autoridad que 
hubiese declarado inadmisible la apelación, y de los demás que estime 
oportunos, resolverá si se admite ó no el recurso de alzada. 
Art. 253. • Si se declara admisible el recurso se comunicará el acuer-
do á la autoridad de primera instancia para que sustancie la alzada con-
forme á las reglas que se determinan en el tít. 4.°, sección primera. 
Cuando se declare inadmisible, se comunica rá también el acuerdo á 
la autoridad de primera instancia para su cumplimiento. 
S e c c i ó n tercera . 
De los d e m á s incidentes. 
Art. 254. Las cuestiones que se promuevan relacionadas inmediata-
mente con el asunto principal que se ventile ó con la validez del proce-
dimiento que no tengan una t ramitación determinada, se sujetarán á las 
prescripciones que se establecen en esta sección. 
Ar t . 255. Los incidentes que por exigir una resolución prévia sirvan 
de obstáculo á la cuestión principal, se sustanciarán en el mismo expe-
diente, quedando entre tanto en suspenso el curso de aquélla. 
Art. 256. Los incidentes que no exijan una resolución prévia se tra-
mi ta rán al mismo tiempo que el asunto principal, y por separado del 
mismo. 
Art. 257. Promovido incidente en primera instancia, el Jefe que co-
nozca de él tomará los informes oportunos, y en su vista se dictará reso-
lución. 
Art. 258. Si fuese necesario ántes de dictarse resolución que el inte-
resado practique alguna prueba además de la j ustificacion que haya pre-
sentado al formular el incidente, se le concederá el término improroga-
ble de 15 dias para que lo efectúen. 
Art . 259. Las providencias que pongan término en primera instancia 
á los incidentes son apelables en la misma forma que las resoluciones del 
asunto principal. 
Art. 260. Promovido incidente en segunda instancia, el Ministro ó 
Subsecretario por delegación pedirá, según los casos, los informes nece-
sarios para fallar el incidente. 
Art. 261. También podrá acordarse el recibimiento á prueba en los 
términos que expresa el art. 258. 
Art. 262. Cuando en la ejecución de la resolución final de un asunto 
surjan cuestiones que por su importancia deban ser consideradas como 
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nuevas reclamaciones, se sustanciarán en expediente distinto, t omán-
dose del antiguo los datos que se estimen necesarios. 
T Í T U L O X . 
DE LAS JURISDICCIONES PRIVATIVAS. 
Art . 263. Lo preceptuado en los artículos anteriores no altera la j u -
risdicción privativa del Tribunal de Cuentas del Reino n i en su esencia 
n i en su forma. 
Art. 264. Tampoco queda alterada la jurisdicción privativa de la I n -
tervención general de la Administración del Estado en todo lo que se re-
fiere al exámen y aprobación de cuentas y de sus incidencias y ejecucio-
nes, así como de ios alcances. 
Ar t . 265. Las reclamaciones que se hagan ante la Dirección de la Deu-
da para el reconocimiento de derechos, ó para solicitar emisiones, canjes 
ó conversiones y demás, se sus tanciarán con arreglo á sus leyes especia-
les; pero los plazos para interponer la demanda contenciosa serán los de-
terminados en el tít. 12. 
T Í T U L O X I . 
DE LA SUSPENSION DE LAS PROVIDENCIAS ADMINISTRATIVAS. 
Art. 266. Las providencias de primera instancia se en tenderán sus-
pendidas con sólo la presentación del recurso de alzada, y no se procede-
rá á la ejecución de aquél las hasta que haya trascurrido sin utilizarse el 
té rmino de apelación. 
Art. 267. Exceptúanse de lo establecido en la disposición anterior las 
providencias que contengan condena de cantidad líquida que no sea por 
multa ó pena, respecto de las cuales se estará á lo que previene el art ícu-
lo 107. 
Ar t . 268. Las providencias de segunda instancia se cumpl imen ta rán 
áun cuando de ellas se apelase á la vía contenciosa á ménos que á juicio 
del Ministro fueren irreparables los daños que su ejecución causara, y 
con tal que el interesado lo solicite, acreditando haber interpuesto la de-
manda contenciosa. 
A r t . 269. En ningún caso se considerará que son irreparables para 
los efectos del artículo anterior los perjuicios originados por la condena 
de cantidad líquida. 
Art. 270. La solicitud pidiendo suspensión de las providencias admi-
nistrativas se dirigirá al Ministerio y se presentará ante la autoridad que 
hubiese tramitado el asunto en primera ó en segunda instancia. 
Ar t . 271. La autoridad ante la que se deduzca dicha petición propon-
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drá resolución al Ministro, prévio informe del Negociado y Sección res-
pectiva, remitiendo el expediente. 
Art. 272. La propuesta y remisión de que trata el art ículo anterior se 
ha rá en el término de 30 dias, contados desde el siguiente á la entrada 
en el respectivo Centro de la instancia sobr e suspensión de la providencia. 
Art. 273. Si la providencia de segunda instancia hubiese sido favora-
ble al interesado, y el Interventor general incoara expediente para que 
se declarase lesiva de los intereses y derechos de la Hacienda, podrá el 
Ministro, bajo su exclusiva responsabilidad, acordar se lleve á cabo, 
adoptando las medidas que considere convenientes para evitar perjuicios 
ulteriores al Tesoro público. 
T Í T U L O X I I . 
DEL BECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRAT1VO. 
Art . 274. La vía contencioso-administrativa procederá contra las 
providencias gubernativas de segunda instancia sin excepción alguna, 
siempre que el asunto sobre que versen constituya materia contencioso-
administrativa y aquéllas causen estado, lesionen derecho perfecto, 
infrinjan algún precepto legal, y se utilice en tiempo y forma. 
Art. 275. Procederá asimismo la vía contencioso-administrativa con-
tra las providencias de t rámi te dictadas ó confirmadas en segunda ins-
tancia siempre que resuelvan la cuestión pendiente, haciendo imposi-
ble todo recurso administrativo. 
A r t . 276. En las mismas condiciones podrá el Estado someter á re-
visión en la vía contencioso-administrativa las providencias de primera 
instancia que por orden ministerial se declaren lesivas de los derechos 
de aqué l . 
Art. 277. La declaración de que una providencia es lesiva de los 
intereses del Estado no podrá hacerse trascurridos 10 años desde que 
fué dictada. 
Art. 278. No se podrá intentar la vía contencioso-administrativa en 
los asuntos sobre cobranza de contribuciones y demás rentas públicas ó 
créditos definitivamente liquidados en favor de la Hacienda, mién t r a s 
no se realice el pago ó la consignación de lo liquidado en las Cajas del 
Tesoro público. 
Art. 279. El término para intentar la vía contencioso-administrativa 
de que dispondrán los particulares será el de dos meses si el interesado 
tiene su domicilio legal en la Península ó islas Baleares; de tres si le 
tiene en las Canarias; de cuatro si le tiene en las islas de Cuba ó Puerto-
Rico, y de seis si le tiene en las islas Filipinas. 
. Estos términos no podrán ser variados sino por una ley. 
DE LO CONTENCIOSO-ADM1NISTRATIVO 635 
Art. 280. Para la Administración el t é rmino será el de seis meses, á 
contar desde el dia en que se declare por resolución ministerial que la 
providencia apelable es lesiva de los intereses y derechos del Estado. 
Art. 281. En la vía contenciosa podrán imponerse las costas siempre 
que se declare haber obrado el demandante con notoria mala fe. 
Art. 282. La sustanciacion de los recursos contenciosos se efectuará 
con arreglo á sus leyes y reglamentos particulares. 
T Í T U L O X I I I . 
DEL RECURSO ANTE LOS TRIBUNALES ORDINARIOS. 
A r t . 283. Los Jueces y Tribunales no admi t i rán demanda alguna en 
asunto de interés del Estado n i darán curso á las citaciones de eviccion 
que se hagan al mismo sin que ántes se acredite en autos, por medio de 
la certificación correspondiente, que los interesados han apurado la vía 
gubernativa y sídoles denegada. 
Ar t . 284. No se reputará apurada la vía gubernativa para los fines 
del artículo anterior sino cuando una real orden haya puesto término al 
procedimiento. 
T Í T U L O X I V . 
DEL RECURSO DE NULIDAD. 
S e c c i ó n primera. 
De las reclamaciones que se entablen en nombre de la 
A d m i n i s t r a c i o n . 
Ar t . 285. Procederá el recurso de nulidad contra las providencias fir-
mes que se hubieran dictado, fundándolas en documentos falsos. 
Art . 286. El té rmino para entablar esta acción será de 40 años, á 
contar desde la fecha en que se hubiera dictado la providencia. Pasado 
dicho término no procederá el recurso de nulidad, pero quedarán á salvo 
las acciones que puedan entablarse para perseguir ante la jurisdicción 
ordinaria el delito de falsedad, y exigir contra los responsables la i n -
demnización de los perjuicios que se hubieren originado. 
Art. 287. El Interventor general del Estado interpondrá en nombre 
de la Administración estos recursos cuando se refieran á expedientes re-
sueltos en segunda instancia por el Ministerio y en primera por los Cen-
tros directivos. 
Art . 288. Los Interventores de las Administraciones provinciales los 
in terpondrán cuando la providencia cuya nulidad se pida haya sido dic-
tada por los Delegados de Hacienda. 
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Art. 289. El recurso se presentará por dichos funcionarios ante la 
autoridad que haya resuelto el expediente, habiendo causado estado el 
fallo. 
Art. 290. Cuando un Centro directivo ó Delegado tenga conocimiento 
de la falsedad de los documentos que hubieran servido de base á una re-
solución, ordenarán que pase el expediente y datos en que se funde su 
parecer al Interventor general ó provincial en su caso, á fin de que en-
tablen el recurso de nulidad, ó expongan, si no lo estiman fundado, lo 
que entiendan procedente. 
.Art. 291. Formulado el recurso, el Jefe del Centro ó Delegado nom-
bra rá un funcionario caracterizado que instruya el expediente, y un Se-
cretario que autorice las diligencias que se practiquen. 
Art. 292. Igual procedimiento se seguirá en todos los casos en que 
los Interventores entablen el recurso por iniciativa propia, teniendo la 
facultad de reclamar previamente para su exámen el expediente á que 
se refiera. 
Secc ión segunda. 
De las reclamaciones que se presenten por los par t iculares . 
Art. 293. Los particulares pueden entablar el recurso de nulidad que 
proceda con arreglo á lo prescrito en el art. 285 y en el término señala-
do en el 286. 
Art. 294. Presentarán igualmente sus reclamaciones ante la autori-
dad que haya dictado la providencia ejecutoria. 
Art. 29S. Cuando la falsedad en que el recurso se funde aparezca ya 
demostrada por sentencia judicial, se acompañará á la instancia un tes-
timonio de dicho fallo. 
Art. 296. En la reclamación se consignarán con toda claridad los do-
cumentos que se acusen de falsos, y las razones que tenga el recurrente 
para fundar su alegación. 
Art . 297, Presentada la instancia al Jefe de la dependencia, acorda-
rá que se unan al mismo en termino de tercero dia el expediente y de-
más datos á que haga referencia. 
Ar t . 298. Cumplido este requisito por el Jefe del Negociado respecti-
vo, devolverá el expediente á su Jefe. 
Art . 299. El Jefe del Centro directivo ó Delegado pasará al Interven-
tor general ó de provincia la instancia y documentos adjuntos para que 
on un término breve exponga lo que estime oportuno. 
Ar t . 300. Emitido dictámen por dicho funcionario, el Jefe providen-
ciará con arreglo á lo dispuesto en el art . 291. 
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Secc ión tercera. 
Del procedimiento c o m ú n d las dos secciones anteriores. 
A r t . 301. El expediente que se instruya con motivo del recurso de 
nulidad, bien sea entablado á nombre de la Administración, bien por un 
particular, se t r ami t a r á con sujeción á los artículos siguientes. 
Árt. 302. El funcionario encargado del procedimiento gubernativo 
tomará , prévia citación en forma, las declaraciones que estime necesa-
rias, y practicará las diligencias oportunas á fin de averiguar el origen y 
procedencia de los documentos falsos que figuren en el expediente; ha-
llándose autorizado para pedir los informes que puedan conducir al es-
clarecimiento de los hechos. 
Ar t . 303. Cuando dichas diligencias hayan de practicarse fuera de la 
dependencia ó con intervención de las autoridades ó funcionarios extra-
ños á la misma, someterá su dictámen á la resolución superior del Jefe. 
Art. 304. El Jefe acordará lo que proceda, y dará las órdenes necesa-
rias para su inmediato cumplimiento. 
Art . 305. Las actuaciones se sustanciarán en el término de 15dias, y 
de no poder terminarse en este plazo podrá ser prorogado por otro igual. 
Art . 306. Terminada la instrucción del expediente, el funcionario en-
cargado formulará en razonado dictámen las conclusiones del mismo, y 
el Jefe de la dependencia dictará providencia pasándole á informe del 
Interventor general ó provincial según los casos. 
A r t . 307, La Intervención manifes tará en el té rmino de 15 dias si 
considera el expediente suficientemente instruido, ó si entiende que de-
ben practicarse algunas diligencias, determinando cuáles sean éstas. 
Art . 308. En este úl t imo caso se devolverán las diligencias prévio de-
creto, al instructor del procedimiento para que lo amplíe en el té rmino 
de 15 dias. 
Art . 309. Terminada la ampliación propuesta por el Interventor, ó 
concluso el expediente por estimar bastantes las ya practicadas, el Jefe 
fijará el té rmino de ocho dias para que se dé audiencia á la parte intere-
sada ó reclamante, poniéndole aquél de manifiesto. 
Art . 310. En dicho plazo formulará la prueba que estime conducente 
á su derecho. Si tan sólo la propusiera, se le concederá el té rmino de 15 
dias para dicho efecto. 
Art . 311. Reunida toda la prueba de la Administración y del particu-
lar interesado, el empleado instructor del expediente hará un resumen 
de la misma, y dará cuenta á su Jefe entregándole el procedimiento. 
Art . 312. El Jefe ó Delegado rec lamará los informes que estime opor-
tunos, no debiendo invertirse en cada uno más de 10 dias, y consul tará 
con el Ministerio la providencia que en su opinión debe dictarse. 
638 MANUAL 
Art. 313. Dicha consulta se hará remitiendo el expediente con un in -
ventario duplicado de todos los documentos y n ú m e r o de folios que con-
tenga. 
Art . 314. El Ministerio acusará el recibo, devolviendo uno de los i n -
ventarios én el que conste dicha circunstancia. 
Ar t . 315. Corresponde al Ministerio de Hacienda fallar en definitiva 
los expedientes de nulidad que se promuevan. 
Art. 316. La providencia del Ministerio resolverá: 
1. ° Si no consta por sentencia judicial la declaración de la falsedad, 
que se dé cuenta al Tribunal para dicho objeto, determinando los docu-
mentos que deben desglosarse para pasarlos al mismo, suspendiendo 
hasta que recaiga sentencia todo otro acuerdo. 
2. ° Si los hechos demostrados se consideran bastantes para declarar 
la falsedad de los documentos en la vía gubernativa, se dictará fallo de-
finitivo sobre el recurso de nulidad. 
Art. 317. Constará igualmente en todo acuerdo de esta clase el tanto 
de culpa que resulte, y se pondrá en conocimiento de la jurisdicción or-
dinaria, á fin de que proceda con arreglo á lo prevenido en el Código 
penal. 
Lo mismo se hará si en el curso del expediente aparecen pruebas ó i n -
dicios manifiestos de criminalidad. 
T Í T U L O X V . 
DEL RECURSO DE QUEJA Y DE LA. RESPONSABILIDAD DE LOS FUNCIONARIOS. 
Art . 318. En todo caso j en cualquier estado del expediente podrá in -
tentarse el recurso de queja. 
Art. 319. La providencia que pueda servir de base á la queja queda-
r á siempre firme aunque prospere la reclamación. 
Art . 320. Se fundará ésta necesariamente citando el artículo dé la ley 
ó reglamento que se consideren infringidos. 
Art. 321. La instancia se p resen ta rá en el Ministerio, y el Ministro ó 
Subsecretario, por delegación, pedirán informe á la autoridad contra 
quien se dirija, señalando un plazo que no excederá de 15 días para eva-
cuarlo, disponiendo la remisión del expediente. 
Art . 322. Cumplida esta diligencia, el Ministro, oyendo á los Centros 
directivos que estime oportunos, resolverá imponiendo, si á ello hubiere 
lugar, las responsabilidades debidas á la autoridad ó funcionario que re-
sultare culpable de la infracción. 
Ar t . 323. En todos los casos en que la autoridad que falle en primera 
instancia, ó por cuya dependencia se tra mitare la apelación, observe de-
mora en el despacho de los expedientes, ó faltas cometidas en el procedí-
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miento, podrá imponer á sus subalternos, previa comparecencia verbal, 
de la que se levantará acta, las correcciones disciplinarias siguientes: 
Primero. Reprensión privada. 
Segundo. Multa de uno á cinco dias del haber mensual. 
Art . 324. Las mitades del papel de pagos del Estado en que se haga 
efectiva la multa se un i r á á la nómina correspondiente, con una nota en 
la primera mitad en que se exprese la causa de la imposición. 
Con igual nota se ent regarán las segundas mitades al interesado. 
A r t . 325. Contra esta corrección disciplinaria no podrá entablarse re« 
curso de apelación; pero puede suplicarse la condonación. 
Art . 326. Cuando la falta cometida tenga el carácter de grave se ins-
t ru i rá expediente gubernativo, y se oirá al funcionario que le hubiese co-
metido, pasándole el pliego de cargos que resulten contra él. 
Ar t . 327. El Jefe, en vista de lo que del expediente aparezca, y pre-
vios los informes que estime necesarios, podrá imponer, si la falta grave 
se halla demostrada, la suspensión de empleo y sueldo por término de 
un mes. 
Ar t . 328. En este caso se elevará el expediente al Ministerio en el tér-
mino de ocho dias desde la fecha de la providencia, dando cuenta al em-
pleado suspenso á fin de que pueda acudir á la superioridad en el plazo 
de 15 dias. 
Art . 329. El Ministerio dictará su fallo definitivo, pudiendo ordenar 
ántes de resolver que se amplíen las diligencias, fijando el té rmino que 
estime prudencial para este efecto. 
Art . 330. Si la falta cometida implicara alguna responsabilidad com-
prendida en el Código penal, el Jefe que haya acordado la formación del 
expediente dará parte inmediato á la autoridad judicial y le remit i rá co-
pia certificada de las diligencias que haya practicado. Igualmente pon-
d rá este hecho en conocimiento del Ministerio, sin perjuicio de remitirle 
á la brevedad posible el expediente gubernativo. 
Art . 331. Tanto el Ministro como los Jefes d é l o s Centros directivos 
podrán reclamar los expedientes resueltos y no apelados en primera ins-
tancia para averiguar si se ha cometido alguna infracción legal en los 
mismos, é incurrido en responsabilidad los funcionarios que los hayan 
despachado. 
Art. 332. Contra el fallo del Ministerio en expediente de responsabili-
dad no se da el recurso contencioso. 
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T Í T U L O X V I . 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 
Secc ión primera. 
De las reclamaciones pendientes de r e s o l u c i ó n en las A d m i n i s t r a -
ciones provinciales. 
Art. 333. Las reclamaciones pendientes podrán someterse á los pre-
ceptos contenidos en este reglamento, según su naturaleza, siempre que 
no hubiesen pasado del estado de prueba, los interesados lo reclamen, y 
la Administración, oyendo á la parte fiscal, lo considere conveniente. 
Art . 334. Se considerará que los expedientes no han pasado del estado 
de prueba cuando no se haya completado su documentación y termina-
do las diligencias prevenidas en la legislación anterior. 
Art. 335. Todo expediente que necesite ser ampliado para su resolu-
ción definitiva estará comprendido en el artículo precedente. 
Art . 336. Los Negociados respectivos de las Administraciones forma-
rán en el t é rmino de dos meses un inventario general de todos los expe-
dientes que no hayan pasado del estado de prueba en la forma prescrita 
en el art. 340. 
Art. 337. El Delegado acordará que las solicitudes se unan á los res-
pectivos expedientes, pasándolos á informe del Interventor para que ma-
nifieste si es ó no conveniente á la Administración qne se acceda á lo so-
licitado. 
Art. 338. El Delegado resolverá en definitiva esta cuestión prévia, no 
siendo apelable su acuerdo. 
S e c c i ó n segunda. 
De la devo luc ión á las Adminis t rac iones provinciales por los Cen-
tros directivos de los expedientes que no hayan sido resueltos. 
Art. 339. Las reclamaciones pendientes de resolución en los Centros 
directivos que no hubiesen sido resueltas por la autoridad de la provin-
cia se devolverán á ésta en la forma que se expresará en los artículos si-
guientes. 
Art . 340. Las Direcciones procederán á hacer un inventario detallado 
por Negociados y conceptos de todos los expedientes referidos, expresan-
do: primero, el número de orden por la fecha de la presentación de la 
instancia; segundo, el n ú m e r o de orden relativo á cada período anual; 
tercero, la fecha de la primera reclamación; cuarto, el nombre del inte-
resado; quinto, la vecindad del reclamante; sexto, la provincia á que cor-
responda, y sétimo, concepto ú objeto del expediente. 
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Art 341. Conforme se vayan terminando los inventarios respectivos 
á cada grupo ó clase de expedientes, se verficará la remisión de éstos á 
las provincias, con una relación parcial y duplicada de'todos, que con-
tenga iguales datos que el inventario, y además el número de piezas de 
cada expediente. 
Art . 342. A todo expediente acompañará el protocolo ó extracto que 
del mismo tenga hecho el Centro directivo. 
Art . 313. Recibidos en la Administración los expedientes en la forma 
marcada en el art. 341, se devolverá al Centro directivo una de las rela-
ciones, consignando el r ec ib í al final de la misma. 
Art. 344. Si no hubiera conformidad entre la relación y los expedien-
tes levantará un acta el Delegado con el Interventor y el Administrador 
ó Jefe del Negociado á que pertenezcan aquél los , y devolverá la relación 
duplicada, consignando en la misma el reparo, y acompañará un certifi-
cado de la referida acta. 
Art. 345. El Administrador del ramo respectivo consignará en cada 
expediente la fecha de remisión y sus números de orden, adicionando 
con esta diligencia el extracto hecho por la Dirección sin alterar la for-
ma del mismo. 
Art . 346. Según el número é importancia de ios expedientes devuel-
tos, el Delegado fijará un plazo prudencial para su despacho. 
Art. 347. Siguiendo el orden debido, el Jefe del Negociado emit i rá in -
forme en los expedientes, consignando: primero, si se halla en estado de 
resolución el de que se trate; segundo, si requiere para este efecto di l i -
gencias ampliatorias. 
Art. 348. En el primer caso, si el Delegado entiende que se halla 
completamente instruido el asunto., d ic ta rá su fallo en primera instan-
cia, que será notificado al Interventor é interesado en los términos pres-
critos en este reglamento. 
Art . 349. Si fueran necesarias diligencias ampliatorias, se notificará 
este acuerdo al reclamante, y se le pondrá de manifiesto el expediente 
por té rmino de ocho dias, á fin de que alegue dentro del mismo lo que 
á su derecho convenga. 
Art . 350. Cumplido este requisito, el Administrador emit i rá dictámen 
en los ocho dias siguientes, respecto de la alegación verificada por el re-
currente, y en su vista el Delegado resolverá sobre la forma de la amplia-
ción y plazo prudencial en que deba llevarse á cabo. 
Art . 351. Completada la instrucción del expediente, y prévios los dic-
támenes que el Delegado estime necesarios, resolverá en primera ins-
tancia la reclamación. 
Art . 352. El término para apelar de las providencias definitivas en to-
das las reclamaciones pendientes será el que señala este reglamento, ajus-
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tándose al mismo los procedimientos sucesivos de igual modo que los 
ncidentes que surjan en aquellas reclamaciones. 
Art. 353. Los expedientes que no se devuelvan á la Administración 
provincial por conocer de ellos en primera i n stancia los Centros directi-
vos, se t rami ta rán en la forma prevenida en la sección primera de este 
t í tulo. 
Art. 354. Los expedientes que pendan de resolución en el Ministerio 
ó de informe en el Consejo de Estado, seguirán sustanciándose como 
hasta aquí; pero la apelación á la vía conté nciosa se efectuará con arre-
glo al t í t . 12. 
DISPOSICION ADICIONAL. 
Art. 355. Este reglamento empezará á regir al mes de su publicación 
en la Gaceta de M a d r i d . 
Madrid 31 de Diciembre de 1881.—El Ministro de Hacienda, Juan Fran-
cisco Camacho. {Gac. 2 Enero 
R. O. de 20 de Febrero de 1882: reglas pa ra la i n s t r u c c i ó n de expe-
dientes y procedimiento contencioso en el ramo de Aduanas . 
(HAC.) l imo. Sr.: Para dar cumplimiento á lo dispuesto en la ley 
de 31 de Diciembre del año últ imo sobre el procedimiento en las recla-
maciones económico-administrativas, y armonizarlos preceptos genera-
les de la expresada ley con los establecidos en las Ordenanzas del ramo 
de Aduanas, en consonancia á lo que en aquéllas se determina, S. M. el 
Rey (Q. D. G.) ha tenido á bien disponer que los expedientes que se pro-
muevan por el ramo de Aduanas se tramiten conforme á lo dispuesto 
en los caps. 3.° y 4.° del tít. 4.° de las Ordenanzas del ramo, teniéndose 
por modificados éstos según las reglas siguientes: 
1. a Los expedientes se formarán en las Administraciones de aduanas; 
y una vez instruidos, se someterán con informe del Administrador á la 
resolución de la autoridad á quien corresponda su fallo. 
2. a Corresponde el fallo en primera instancia á la Dirección general, 
ó á los Delegados de Hacienda, según los casos. 
3. a A la Dirección general corresponde fallar en los expedientes que 
se refieran: 
Primero. A la aplicación de las partidas del Arancel, y á la interpre-
tación de todas las leyes arancelarias. ( 
Segundo, A los asuntos relativos á la estadística general del comercio 
exterior y de cabotaje. 
Tercero, A lo relativo á la Contabilidad de la Renta, abonos por p r i -
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« i a d e construcción de buques y exportación de azúcar refinada; premioa 
y gastos ocasionados en comisiones del servicio desempeñadas por em-
pleados de Aduanas, y cuantos deban hacerse con cargo al crédito com-
prendido en presupuestos bajo el epígrafe de Gastos diversos de 
Aduanas . 
Cuarto. A expedientes de arriendos y subastas de toda clase de ser-
vicios. 
Quinto. A los que versen sobre adquisición de enseres para las Adua-
nas, y sobre obras y reparos de edificios de propiedad del Estado desti-
nados á las mismas. 
Sexto. A todos los asuntos relativos á la franquicia de que goza el 
Cuerpo diplomático español y extranjero; á los despachos de material 
para los ferro-carriles, y á los que se realicen por formalizacion. 
Y sét imo. A los asuntos referentes á la revisión de documentos que 
se formalicen en las Aduanas. 
4. a A los Delegados de Hacienda corresponden las resoluciones en 
primera instancia de todos los expedientes que no estén comprendidos 
en ninguno de los casos á que se refiere la regla anterior. 
5. a Las apelaciones que se interpongan contratos fallos de los Dele-
gados de Hacienda se p r e s e n t a r á n á los Administradores de Aduanas, 
«uyos funcionarios las cursarán con los expedientes de su referencia á 
la expresada autoridad para que las eleve á la Dirección general del ramo 
para su ulterior t r ami tac ión . 
6. a Las alzadas que motiven los fallos que dicte la Dirección general 
en primera instancia serán presentadas á la autoridad que haya notifi-
cado la resolución para.que las curse al expresado centro, á fin de dar-
las la t ramitación que corresponda. 
7. a Las resoluciones del Ministerio de Hacienda podrán ser recla-
madas en vía contenciosa. 
8. a Los fallos dictados en primera instancia podrán ser apelados ante 
<?1 Ministerio dentro del plazo de los 15 días que señala el art. 106 del re-
glamento, y los que se dicten por éste podrán serlo en vía contenciosa 
án tes que espiren los plazos respectivamente fijados en el art. 279 del 
mismo reglamento. 
9. a Las Juntas administrativas de que tratan los arts. 245 y 246 de 
las Ordenanzas de Aduanas serán presididas por los Delegados de Ha-
cienda en lugar de los Administradores de Aduanas y de los Jefes eco-
nómicos que en aquéllos se designan, componiéndose las Juntas por lo 
demás de los mismos Vocales qué hoy funcionan, con la sola variación 
del Presidente. En Vigo, Gijon, Cartagena, Alcañices, Alcántara, Valen-
cia de Alcántara, Verin, Algeciras, Vinaroz y Rivadeo serán presididas 
las Juntas por los Administradores de las respectivas Aduanas, que ocu-
parán dicho puesto por delegación del Ministro de Hacienda. 
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Y 10. Para verificar los despachos en las Aduanas y mostrarse parte 
en las consecuencias que de ellas emanen cuando éstos no se gestionen 
por los mismos interesados, no será necesaria la presentación de poder 
en regla; bastando solamente que la consignación sea aceptada, ó que 
la autorización se acredite convenientemente á juicio de los Adminis-
tradores, y por escrito. 
De real orden lo digo á V. I . á los efectos convenientes. Dios guarde 
á V. I . muchos años. Madrid 20 de Febrero de d882.—Camacho.—Señor 
Director general de Aduanas. {Gac. 25 Febrero.) 
T I T U L O I X 
F W miliarios. 
FORMULARIOS D E L PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO-ADMI-
NISTRATIVO ANTE L A S COMISIONES PROVINCIALES. 
Núm. 1. 
Demanda.—D , vecino de , s egún cédula personal n ú m . , 
expedida en dicha ciudad p o r . . . . . en de de 
18 y Procurador de los Tribunales, en nombre de D , 
de quien presento poder en forma, ante esa Comisión p r o v i n -
cial parezco, y como mejor en derecho proceda, digo: Que des-
de el año tiene m i parte establecida en el pueblo de 
una fábrica de velas de sebo, sin que en el trascurso de ese 
largo período se haya suscitado por sus convecinos la menor 
queja contra la existencia de aquél la , n i como incómoda é i n -
salubre por el mal olor y perniciosa acción de los gases proce-
dentes de la l icuación de la primera materia empleada, n i bajo 
e l concepto de peligrosa para los edificios adyacentes al en que 
es tá instalada, por causa de la acumulac ión de sustancias i n -
flamables y de combustible almacenados para las necesidades 
del establecimiento; porque así m i representado como su pa-
dre y abuelo, de quienes por sucesión hubo aquél el estableci-
miento citado, cuida y cuidaron siempre de emplear todos los 
medios y procedimientos apropiados para impedir que causase 
la menor molestia ó perjuicio á sus convecinos. Asegurado con 
tan ant igua y larga posesión, con la aquiescencia j amás ín te r -
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rumpida de la autoridad administrat iva local y el silencio cons-
tante del vecindario, creíase m i poderdante á cubierto de toda 
medida que viniera á desconocer el l eg í t imo derecho adquir ido 
y á causarle los incalculables perjuicios que le aca r rea r ía la 
t ras lac ión de la fábrica á otra parte, ya que n i n g ú n i n t e r é s 
públ ico ó privado sufría menoscabo n i daño alguno que pudie-
ra servir de pretexto para dictarla; pero bien á su pesar, y 
sorprendiéndole no poco, le sacó del error en que estaba al creer 
en la inviolabil idad del derecho que le as i s t ía , el acuerdo adop. 
tado en sesión d e , . . . . de de 18 por el Ayun tamien -
to, de dicho pueblo mandando que se traslade la fábrica á las. 
afueras en el preciso t é r m i n o de dos meses y que desde el mo-
mento deje de funcionar, debiendo el Sr. Alcalde dictar las 
providencias que estime necesarias para que lo acordado se 
cumpla puntual y exactamente. 
En el momento en que por c o m u n i c a c i ó n del dia le 
hizo saber la Alcaldía esa resolución, r ecu r r ió m i cliente á la 
Corporación municipal sup l i c ándo l a que se sirviera volver 
sobre ella y revocarla como lesiva de un derecho indisputable 
y contraria á lo dispuesto en la Rs. Os. de 11 de A b r i l de 1860 
y 13 de Marzo de 1880, toda vez que la fábrica venía funcio-
nando muchos años á n t e s de dictada la primera de esas dispo-
siciones y que r eun í a todas las condiciones necesarias para no 
molestar al públ ico con los malos olores, n i ocasionar incen-
dios; pero apesar de fundamentos tan concluyentes, el A y u n -
tamiento deses t imó esa j u s t í s i m a p re t ens ión , v iéndose por 
ello obligado D á apelar del referido acuerdo al Sr. Go-
bernador de la provincia, que lo confirmó y m a n d ó cumpl i r 
por providencia de de de 1 8 . . . . . que fué notificada 
á m i parte en de de 
E l desgraciado éxi to de esta alzada no desanimó á quien 
abriga el más profundo convencimiento acerca de la rect i tud 
de la A d m i n i s t r a c i ó n ; y convencido de su derecho y de la jus -
t i f icación del Gobierno r ecu r r ió el interesado, á quien repre-
sento, al Ministerio de la Gobe rnac ión del reino en 
de de p id iéndo le se sirviera dejar sin efecto la provi-
dencia mencionada y anular el acuerdo de su referencia, y ese 
Centro superior decidió, por real órden de de de > 
que se notificó al reclamante en de de , que no 
hab ía lugar á lo so l ici tado, sin perjuicio de que pudiera hacer 
valer su derecho en la vía contencioso-administrativa ante esa 
Comisión, si lo estimaba oportuno. 
Hé aquí por qué m i parte se ve hoy en la absoluta necesi-
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dad de acudir á ese Cuerpo en demanda de amparo para su 
derecho indebidamente lastimado por el acuerdo y providen-
cia antes citados. 
Innecesario parece después de lo dicho a ñ a d i r alegaciones y 
argumentos que demuestren así la razón de este recurso como 
su procedencia; pero por si alguna duda pudiera suscitarse 
respecto á esos dos extremos, expondremos, aunque breve y 
sumariamente sea, las razones que justifican uno y otra. (Aquí 
pueden exponerse detalladamente las que mi l i t en en favor de 
la pre tens ión , tanto por lo que hace á la existencia de la le-
sión indebida del derecho que se invoca, como acerca de la 
competencia del Tr ibunal , etc., y después se concluye de és ta 
ó parecida manera): 
Resumiendo todo lo expuesto, resultan los siguientes he-
chos y fundamentos de derecho: 
HECHOS. 
I.0 Que desde el año viene funcionando en la/casa 
n ú m de la calle del pueblo d e , . . . . una fábrica de 
velas de sebo propia hoy de m i parte, s egún acredita la adjun-
ta escritura de par t i c ión , etc. 
2. ° Que en tan largo trascurso de tiempo j amás se ha pro-
ducido una queja por n i n g ú n vecino de contra la existen-
cia de la fábrica citada, como, en caso necesario, se h a r á cons-
tar por medio de testigos. 
3. ° Que por acuerdo de de de dispuso el 
Ayuntamiento de dicho pueblo la t ras lac ión de la fábrica á las 
afueras del pueblo, acuerdo confirmado por el Sr. Gobernador 
de la provincia en de . . . . de 
4. ° Que recurrida esta providencia en d e . . . . . de 
declaró el Minis t ro de la Gobernación que no hab ía lugar á 
dejarla sin efecto, sin perjuicio de que D . . . . . pudiera pedir 
su revocación en la vía contenciosa ante esa Comisión provin-
cial , notif icándose al reclamante en de de la 
real orden que así lo dispuso, como es de ver por el traslado 
que de la misma dio á aqué l el Sr. Gobernador de esta pro-
vincia. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO. 
I.0 Que con arreglo á lo dispuesto en el art . 10 de la Consti-
tuc ión de 1876, no puede privarse á nadie de su propiedad, sino 
en los casos y manera que las leyes determinan. 
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2. ° Que conforme á lo declarado en las reales ó rdenes 
de y de las fábricas de l icuación de sebo existentes 
á la publ icación de la primera de esas disposiciones, no deben 
en n i n g ú n caso ser objeto de medidas administrativas que de-
terminen su t ras lac ión á las afueras de los pueblos. 
3. ° Que los dos fundamentos anteriores demuestran que 
respecto á la fábrica de la propiedad de m i defendido no debió 
adoptarse el acuerdo, etc. 
(Así se i rán reuniendo breve y claramente los hechos y con-
sideraciones de derecho expuestos en la parte precedente del 
escrito, si no se quiere formularlo numerando los hechos y fun-
damentos legales á medida que se exponen, como algunos prac-
tican, aunque no nos parece ese procedimiento completamente 
arreglado á lo prescrito.) 
Por todo lo que 
Suplico á la Comisión p rov inc i a l que, teniendo por presenta-
da esta demanda con el poder y documentos que la a c o m p a ñ a n , 
y á mí por parte con la r ep resen tac ión mencionada, se sirva 
declarar que procede (aquí se concreta la petición) revocarla 
providencia dictada en de de por el Sr. Gober-
nador de la provincia mandando llevar á efecto y cumpli r el 
acuerdo del Ayuntamiento de por el que se ordenó la tras-
lación de la fábrica de m i representado á las afueras de y 
la inmediata cesación de la e laborac ión de productos, etc., y en 
su consecuencia, que no es tá D obligado á efectuar esa tras-
lación, n i á cesar en la fabricación de velas de sebo, r e s e r v á n -
dole el derecho de reclamar de quien corresponda los daños y 
perjuicios que se le han causado y causen por la ejecución de 
dichas resoluciones; pues así es de hacer en just icia, etc. 
Otros í . Digo: que en el expediente gubernativo seguido en el 
Gobierno c i v i l de esta provincia existen, entre otros anteceden-
tes que demuestran la justicia de esta demanda, la información 
testifical hecha para acreditar que nunca n i por nadie se ha 
intentado queja contra la existencia de la fábrica, y un infor-
me pericial extendido y dado por un arquitecto y dos inge-
nieros industriales, en el que se hace constar que el referido 
establecimiento reúne todas las condiciones necesarias para 
que no sea ni perjudicial á la salud púb l i ca , n i peligroso para 
los edificios á él adyacentes; y á fin de que esos documentos 
sirvan de prueba á las alegaciones de m i parte 
Suplico á la Comisión se sirva reclamar ese expediente al se-
ñor Gobernador y que se una á los autos que incoe; por ser 
igualmente just icia, etc. 
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Otros í : Para los efectos prevenidos en el art. 31 del regla-
mento de 1.° de Octubre de 1845 sobre el modo de proceder esa 
Comisión, designo y señalo la casa n ú m de la calle 
de , piso. y 
Suplico se tenga por hecha esta manifestación; como es de 
just icia, etc. 
En a . , . . . d e . . . . . de m i l ochocientos 
F i rma del demandante, s i p u - F i rma del Procurador (si se 
diese estamparla, ó del que le nombra para representante.) 
represente, ó bien del Le t ra -
do si bajo su dirección se s i -
gue el asunto. 
A la demanda se a c o m p a ñ a r á n : el poder si se nombra represen-
tante y és te la presenta, y los documentos que jus t i f iquen las ale-
gaciones y p r e t e n s i ó n expuestas y deducidas en ella; porque á u n 
cuando pueda hacerse d e s p u é s , para que desde el p r inc ip io pueda 
apreciarse por el demandado toda la fuerza y va lor de a q u é l l a , 
conviene jus t i f icar la con las pruebas posibles. 
A c o n t i n u a c i ó n de l a demanda, y d e s p u é s de haber tomado ra-
zón y nota de la c é d u l a personal del que la presente, s e g ú n es t á 
dispuesto, se e s t a m p a r á la siguiente di l igencia . 
N ú m . 2. 
Dil igenc ia de p r e s e n t a c i ó n de la demanda.—El infrascrito Secreta-
r io de la Comisión prov inc ia l : Certifico y doy fe de que hoy dia 
de la fecha á las de l a . . . . . (mañana ó tarde) se ha pre-
sentado en la Sec re t a r í a de m i cargo por D (el nombre del 
demandante ó de su representante) esta demanda. En 
á de de 
F i rma del Secretario. 
N ú m . 3. 
SEÑORES. I n f o r m e negando la a d m i s i ó n de la demanda.— 
— Sesión ordinaria de de de —Dada 
Vicepresidente, cuenta de la demanda presentada con fecha en 
N . la Secre ta r ía de esta Comis ión por D (en p ro -
N . pió nom bre ó como representante d e . . . . . ) sobre re-
vocación (ó lo que pida) de la providencia dictada 
por el Sr. Gobernador de la provincia (ó la autoridad que fue-
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re) en el expediente seguido gubernativamente acerca de 
(el objeto del expediente): 
Resultando que la providencia contra la cual se recurre se 
notificó en forma á D en de de y que la 
demanda consta presentada en de de : 
Visto el art, 93 de la ley de 25 de Setiembre de 1863, en el 
que se dispone que las demandas se p r e s e n t a r á n en el t é r m i n o 
improrogable de 30 dias, contados respecto á los particulares y 
corporaciones desde el siguiente al de la notif icación de la p ro-
videncia reclamable: 
Vista la jurisprudencia por los reales decretos sentencias 
de de de , etc., establecida conforme á las leyes, y 
s egún la que el plazo para presentar las demandas contencioso-
administrativas se debe contar desde la notificación adminis-
t ra t iva de la providencia reclamada, y no desde la de las reso-
luciones de los recursos que viciosa é innecesariamente se 
hayan entablado en la vía gubernativa, etc. 
Considerando que desde el dia siguiente al de la n o t i -
ficación de la providencia reclamada por D hasta el 
en que p re sen tó la demanda, mediaron dias, y por lo 
tanto se presentó fuera del plazo legal: 
Acordó la Comisión informar al Sr. Gobernador que no p ro -
cede la admis ión de la expresada demanda, cuya copia se le re-
m i t i r á al mismo tiempo que este informe. Así lo acordaron y 
rubrican los señores del margen, de que certifico. 
Rúbr i cas de los Vocales. F i rma del Secretario. 
N ú m . 4. 
SEÑORES. In fo rme proponiendo la a d m i s i ó n de la deman-
— da.—Dada cuenta de la demanda presentada en la 
Yicepresidente. Sec re ta r í a de esta Comisionen de de 
N , por D , (en nombre propio ó como represen-
N , tante de ) sobre (lo que se pida): 
Resultando que la providencia reclamada se no-
tificó administrativamente al actor en de de 
Vistos: el pár , 9,° del art , 83 de la ley de 25 de Setiembre de 
1863, en el cual se establece que los Consejos provinciales (hoy 
las Comisiones), o i rán y fa l larán, cuando pasen á ser conten-
ciosas, las cuestiones relativas á la insalubridad, peligro ó i n -
comodidad de las fábricas, talleres, m á q u i n a s ú oficios, y su. 
remoción á otros puntos: el art. 93 de dicha ley, que previe-
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ne que las demandas se p r e s e n t a r á n ante los expresados T r i -
bunales en el t é rmino de t re inta dias improrogables, que se 
empeza rán á contar para los particulares y corporaciones desde 
el dia siguiente al de la notificación adminis t ra t iva de la pro-
videncia reclamable: 
Considerando que la demanda versa acerca de la revocación 
de una providencia del Sr. Gobernador de esta provincia por l a 
que, desestimando lo pretendido por D , se confirmó e l 
acuerdo adoptado por el Ayuntamiento de sobre trasla-
ción á las afueras de dicho pueblo de la fábrica de velas de 
sebo propia de D por considerarla establecimiento insalu-
bre y peligroso, y por lo tanto la cues t i ón que con ella trata 
de ventilarse es de la competencia de los Tribunales conten-
cioso-administrativos: 
Considerando que dicha providencia reclamada se notificó á. 
D en de de y en de de se 
p re sen tó en la Secre ta r í a de este cuerpo la demanda, y por lo 
tanto dentro del plazo legal: 
La Comis ión estima que se informe al Sr. Cobernador que es 
procedente la admis ión de la demanda, y que así se le haga 
saber a c o m p a ñ a n d o copia de la misma. Así lo acordaron y r u -
brican los señores del margen, de que cer t i t íco. 
R ú b r i c a s . E l Secretario. 
F i rma. 
E l Gobernador estampa el « c o n f o r m e con la C o m i s i ó n p r o v i n -
cistl» á c o n t i n u a c i ó n del informe de és ta , y un ido que sea al expe-
diente se dicta la siguiente 
N ú m . 5. 
SEÑORES. \ Providencia o auto.—En cuanto á lo principal,. 
— por presentada la demanda con los documentos que 
N . la a c o m p a ñ a n , t en i éndose por parte á D con la 
N . represen tac ión que ostenta, y dése de ella traslado 
N . po r t é r m i n o d e . . . . . dias al demandado (particular^ 
corporac ión ó autoridad que sea) para que la con-
teste, c i tándole y e m p l a z á n d o l e en forma; á cuyo efecto y para 
lo que respecta á D (ó la co rporac ión , etc., que fuese) l í -
brese despacho al Sr. Alcalde (1) para que haga la ci tación 
(1) Cuando se dictó el art. 39 del reglamento que manda encomendar á lo» 
Jueces de primera instancia y á los Alcaldes la práctica, en comisión, de las di-
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y emplazamiento, y una vez evacuado, se incorpore á los autos, 
para cuyo reconocimiento se nombra ponente al Vocal D . . . . . 
Por lo que hace al primer otrosí , rec lámese el expediente g u -
bernativo al Sr. Grobernador, y venido póngase de manifiesto á 
las partes en la Secretar ía ; y en cuanto al segundo, por hecha 
la manifestación á los efectos que indica. Así lo acordaron y 
rubrican los Sres. Vocales de la Comis ión provincial citados 
al margen, de que certifico. 
Rúbr i ca s . F i rma del Secretario. 
N ú m . 6. 
Cédula de emplazamiento.—El infrascrito ujier de la Comisión pro-
v inc ia l de 
Hago saber: Que en de d e . p r e s e n t ó D 
ante la expresada Comisión la demanda que, copiada á la letra, 
dice así: 
DEMANDA.—(Se i n s e r t a r á integramente para cumpli r lo pre-
venido en el art. 28-del reglamento). 
DOCUMENTOS.—Que á la transcrita y fielmente copiada de-
manda acompañan los documentos siguientes: Pr imero , ü n 
poder otorgado por D ante el Notario D en 
á de de , por el cual confiere á D , etc.: 
Segundo. Una escritura de compra-venta de. , etc. 
PROVIDENCIA.—Que en vista de la antedicha demanda la 
Comisión provincial d ic tó el auto del tenor siguiente: (Se copia 
ín tegro) . 
Y en cumplimiento de la precedente providencia y con arre-
glo á lo dispuesto en el art. 28 del reglamento de 1,° de Octu-
bre de 1845, extiendo esta cédula or ig inal de emplazamiento 
en á de de 
F i rma del ujier. 
ligencias, no existían los Jueces municipales en quienes han venido á recaer 
las facultades judiciales que diclias autoridades locales ejercían entóncesj y 
tanto por esto cuanto porque en último caso á dichos Jueces municipales comi-
sionarán los de primera instancia para evacuar esos encargos cuando se refie-
ran á pueblos que no son cabezas de partido, creemos que no puede haber incon-
veniente en que á ellos se les encomienden en vez de hacerlo á los Alcaldes, 
ajenos hoy á toda facultad judicial. 
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N ú m . 7. 
N o t i f i c a c i ó n . — E n á d e , . . . . de , yo el infrascrita 
ujier de la Comisión provincia l de not i f iqué, leí ín t eg ra -
mente y d i copia l i t e ra l de dicha cédula or ig inal á D en 
su persona; y manifes tó quedar enterado, en fe de lo cual firma 
conmigo. 
F i rma del notificado. F i r m a del ujier. 
N ú m . 8. 
Di l igenc ia de r e c l a m a c i ó n del expediente guberna t ivo—Hoy dia de 
la fecha se dirige al Sr. Gobernador atenta comun icac ión , re-
clamando el expediente guberna t ivo á que se refiere el auto 
anterior. En á de de . 
F i rma del Secretario. 
N ú m . 9. 
O t r a de haberse l ibrado despacho.—En el mismo dia, yo el infras-
crito Secretario, l ibro y entrego al Procurador D el des-
pacho decretado en la providencia que precede, en fe de lo cual 
firma el recibo. Fecha u t supra. 
Recibí . 
F i rma del Procurador. F i rma del Secretario. 
N ú m . 10. 
Despacho.—D. F . de T . , caballero, etc , etc. (los t í t u los y condecora-
ciones que tenga y quiera mencionar). Gobernador c i v i l de la 
provincia de y como t a l Presidente d é l a Comisión pro-
vincial de la misma (1), 
A l Sr. Juez mun ic ipa l de hago saber: Que ante dicha 
Comisión provincial p r e s e n t ó en de de D , 
en nombre y con poder de D , la demanda que con la pro-
videncia acerca de ella dictada se inserta ín t eg ra y l i t e r a l -
mente á cont inuac ión y dice así: 
DEMANDA.—(Se copia exacta y fielmente.) 
AUTO.—(También se inserta ín tegro . ) 
Y para que. se cumpla lo acordado por la Comisión p rov in -
(1) Ley Provincial, art. 9.°, nám. 3. 
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cial, l ibro el presente, que espero se sirva V . cumpl i r , tan lue-
go como presentado le sea, en la forma prevenida por las leyes, 
disponiendo que se entregue á la parte de D una copia 
ín tegra del mismo en el acto de serle notificado, devolviendo 
el or iginal tan pronto como se haya evacuado esta dil igencia, 
para unir lo á los autos de su razón. 
Dado en á . , . . . de de 18. 
E l Gobernador Presidente de la Comisión provincia l . 
F i rma. 
E l Secretario de la Comisión provincial . 
F i rma. 
Cuando el encargo de practicar una d i l igencia se encomien-
de á autoridad de grado a n á l o g o al de la que hace el encargo, en 
vez de despacho se l i b r a exhor to , que se diferencia de a q u é l en 
que en lugar de usar frases imperat ivas emplea las de ruego, as í 
•como en el sup l i ca to r io ó escrito que se d i r ige á un superior hay 
que valerse de formas de s ú p l i c a . H é a q u í modelos, ó mejor d icho, 
f ó r m u l a s de ambos documentos. 
. N ú m . 11. 
Exhor to .—D Gobernador, etc., etc. 
A l (la autoridad á quien se dir ige el exhorto) hago saber: 
Que (aquí lo mismo que en el despacho.) 
Y á fin de que lo acordado por la expresada Comisión p ro-
vincial se cumpla y ejecute, d i r i jo á V el presente, por el 
cual, de parte de S. M . el Rey (Q. D . G.) en cuyo nombre ejerzo 
la autoridad, le exhorto y requiero, y de la mía le encargo y 
ruego, que, presentado que le sea, se sirva disponer su cumpl i -
miento en debida forma (aquí se consigna expresamente 
la diligencia que se ha de cumpl i r , v. g.: emplazamiento, n o t i -
ficación, etc.) y hecho as í , que se devuelva cumplimentado por 
el mismo conducto de su p resen tac ión ; pues hac iéndolo así 
a d m i n i s t r a r á justicia, y yo queda ré obligado al tanto, ella me-
diante, siempre que los suyos viere. 
Dado en á . . . . d e . . . . de 18 
E l Gobernador Presidente de la Comisión provincia l . 
F i rma. 
E l Secretario. 
F i rma. 
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N ú m . 12. 
Suplicatorio.—(Como signo de respeto á la autoridad á quien va 
di r ig ido, el suplicatorio se extiende dejando en el papel una 
m á r g e n del tercio de la anchura.) 
Excmo. Sr.: (suponiendo que tenga este tratamiento.) 
Ante la Comisión provinc ia l de que tengo la honra de 
presidir, se ha presentado, etc. (se insertan los documentos y 
providencias como ántes .) 
En su v i r t u d , ruego y suplico á V . E. se digne dictar las ó r -
denes que en su superior i l u s t r ac ión estime convenientes para 
que lo acordado tenga el debido efecto. 
En á de de 18 
E l Gobernador. E l Secretario. 
Excmo. Sr 
Presentado el exhorto ó despacho, el A lca lde d e b e r á c u m p l i r l o 
en la siguiente ó parecida forma. 
N ú m . 13. 
Cumpl imien to .—Guárdese y cumpla lo mandado por el Sr. Goberna-
dor c i v i l de esta provincia en el prec edente despacho, y en su 
v i r tud , hágase el emplazamiento (ó lo que sea) prevenido en la 
persona de D y hecho, devuélvase á D por quien 
ha sido presentado, para que lo reporte á los autos de su razón . 
Lo m a n d ó el Sr. D , Alcalde de , que lo firma, de que 
certifico, en dicho pueblo á de de 1 8 . . . . . 
E l Alcalde. E l Secretario. 
F i rma. F i rma. 
N ú m . 14. 
Di l igencia de haberse intentado el emplazamiento .—El infrascri-
to Secretario del Ayuntamiento de : certifico y doy fe 
de que hab iéndome personado en este dia en la casa-habi-
tacion de D , asistido de los testigos D y D , á 
fin de hacer la notificación y emplazamiento prevenidos en 
el precedente exhorto, su criado X . manifes tó que se halla 
ausente, y no habiendo encontrado en dicha casa á n i n -
g ú n indiv iduo de la famil ia del antedicho B . . . . . notif iqué, 
leí integrameate y d i copia l i t e ra l de los insertos en el refer í -
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do exhorto contenidos, al mencionado X . , adv i r t i éndo le que 
su amo D , queda por este acto citado y emplazado para 
que por sí ó por medio de l eg í t imo representante comparezca 
ante la Comisión provincial dentro del t é r m i n o seña lado á fin 
de contestar la demanda contra él entablada por : quedó 
enterado y no firma porque manifes tó no saber hacerlo, y en 
su nombre firma el testigo D , conmigo el Secretario y 
testigos antes nombrados, en á de de m i l ocho-
cientos 
Por F . de T. que no sabe firmar y á su ruego. 
N . N . 
E l Secretario del Ayuntamiento. 
Fi rma. 
Testigos. 
N ú m . 15. 
Devo luc ión .—En el mismo día notifiqué la providencia anterior á 
D , portador del despacho, hac iéndole entrega de éste de-
bidamente cumplido, en fe de lo que firma conmigo. 
F . de T. F i rma del Secretario. 
N ú m . 16. 
No t i f i cac ión por u j i e r . — E l infrascrito ujier de la Comisión pro-
vincia l de : hab iéndome personado en la casa hab i tac ión 
d e D . . . . . . y encon t rándo le en ella, le not i f iqué, leí ín t eg ra^ 
mente é hice saber la anterior providencia, dejándole copia 
l i te ra l de la precedente cédula ; y en fé de quedar enterado, 
firma conmigo e n . . . . . á , de de 
F i rma del notificado. F i rma del ujier. 
Devuelto el despacho ó exhorto cumpl imentado, se manda u n i r 
á los autos mediante la siguiente 
N ú m . 17. 
SEÑORES. P r o v i d e n c i a . — S e s i ó n de d e . . . . .— E l pre-
— cedente exhorto y las diligencias en su v i r t u d 
Vicepresidente, practicadas ú n a n s e á los autos de su razón. Así lo 
N . acordó la Comisión provincial y rubrican los seño -
N . res del margen, de que certifico. 
Rúbr i ca s . F i rma del Secretario. 
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N ú m . 18. 
Escr i to de r ecusac ión .—A la Comisión provincial de —D 
etcé tera (sea en nombre propio ó en v i r t u d de poder) ante esa 
Comisión parezco, y como mejor en derecho haya lugar, digo: 
Que en de de me ha sido notificada la providen-
cia por la que se mandó citar y emplazar á m i parte para con-
testar la demanda contra ella entablada por ; pero como 
quiera que el Vocal de ese Cuerpo D sigue con m i poder-
dante un pleito ante elJuzgado de sobre , y esta cir-
cunstancia pudiera, aun contra la voluntad de dicho Yocal, 
inf lu i r en el recto criterio que le distingue, inclinando su 
án imo en sentido poco favorable, me veo en la penosa necesi-
dad de recusarle aduciendo al efecto los hechos y considera-
ciones de derecho siguientes: 
HECHO ÚNICO. 
Que en de de , D presentó ante e l Juz -
gado de demanda reclamando á mi pr incipal (lo que 
sea) con cuyo motivo se sigue hoy l i t i g i o que se halla en el es-
tado (el que fuese). 
FUNDAMENTO DE DERECHO ÚNICO. 
Que procede la recusac ión de los Vocales de la Comis ión 
provincial , según el caso 3.° del art. 13 del reglamento 
de 1.° de Octubre de 1845, cuando al tiempo en que se propone 
el recurso ó dentro de los seis meses precedentes, etc. 
Por todo lo que 
Suplico á la Comisión se sirva acordar que el Vocal D , 
se abstenga de conocer en el l i t i g io ante ella incoado por la 
referida demanda; por ser así de just ic ia , etc. 
F i rma. 
N ú m . 19. 
SEÑORES. P r o v i d e n c i a . — S e s i ó n de de —Con sus-
— pensión de todo procedimiento comuniqúese el 
Vicepresidente, precedente escrito de recusac ión , presentado por 
N . D , al Vocal D , para que en el t é r m i n o 
N . de se sirva contestar, por escrito ó de palabra, 
lo que estime oportuno. Así lo acordaron y r u b r i -
can los señores del m á r g e n , de que certifico. 
Rúbr i ca s . F i rma del Secretario. 
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N ú m . 20. 
Escr i to de con tes t ac ión d la demanda.—D. F . de T., vecino de esta 
ciudad, s egún cédula personal, etc., ante la Comisión p r o v i n -
cial parezco, y contestando la demanda presentada por , 
sobre , como mejor en derecho proceda, digo: Que la pre-
tens ión deducida de contrario es por t a l manera infundada, y se 
opone tan completamente á lo prescrito en la l eg i s l ac ión , que, 
sin necesidad de emplear largos razonamientos n i de hacer 
prolijas citas, me propongo demostrar: 
(Aquí se exponen los hechos, razones y motivos que demuestren 
la s i n r a z ó n de la demanda, y d e s p u é s de resumir , como en a q u é -
l l a , los hechos y fundamentos de derecho en pá r r a fos correla t iva-
mente numerados, se concluye así:) 
En su v i r t u d . 
Suplico á la Comis ión provincial que, teniendo por presenta-
do este escrito con los documentos que le acompañan y á m í 
por parte con la calidad antes expresada, se sirva desestimar la 
p re tens ión deducida por y confirmar la providencia 
en de de. dictada por , y en su consecuen-
cia absolverme (ó absolver á m i representado) de la demanda, 
condenando expresamente en costas á su autor; pues así en 
justicia procede y es de hacer, etc. 
Ot ros í : A los efectos prevenidos en el art del reglamen -
to de 1.° de Octubre de 1845, designo la casa n ú m de la 
calle de cuarto pr incipal de la izquierda y 
Suplico se tenga por hecha esta manifes tación; por ser t a m -
bién justicia, etc. 
F . de T. 
N ú m . 21. 
Di l igencia de p r e s e n t a c i ó n . — E l infrascrito Secretario: certifico que 
este escrito ha sido presentado en la Secretar ía de m i cargo 
h o y . . . . . á las . E n á de de 18 
F i rma del Secretario. 
Si a l g ú n l i t igante quiere nombrar apoderado en las actuaciones 
conforme al art. 26 del reglamento se e x t e n d e r á la siguiente 
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N ú m . 22. 
Di l igenc ia de poder.—Ea . á de de . compareció 
en la Secre tar ía de m i cargo D. F . de T, , vecino de según 
céda la personal n ú m expedida en á de 
de por acompañado de los testigos D , vecino 
de , etc., y D , vecino de , el cual manifestó: Que 
para que le represente y en su nombre siga el pleito instado 
por sobre confiere y da poder, tan amplio y cumpl i -
do como para ello sea necesario, á D , al cual para ese 
efecto otorga, da, confiere y traspasa todas las facultades, dere-
chos y acciones que al compareciente corresponden, o b l i g á n -
dose á estar y pasar por cuanto aquél , como su apoderado es-
pecial para el referido asunto, haga, y á responder de ello con 
su persona y bienes. Y en fe de haberlo así manifestado, firma 
con los testigos presenciales citados y conmigo, de que certifico. 
F . de T. E l Secretario. 
F i rma. 
Testigos. 
N ú m . 23. 
SEÑORKS. Providencia dando traslado del escrito de con-
— tes tac ión .—Sesión de de de —Trasla-
Vicepresidente. do al demandante por t é r m i n o de Así lo acor-
N . daron y rubrican los señores del margen, de que 
N . certifico. 
R ú b r i c a s . F i rma del Secretario. 
N ú m . 24. 
ü é d u l a de no t i f i cac ión .—Habiendo presentado D (el pa r t i cu -
lar, apoderado ó representante que sea) un escrito contestando 
á la demanda entablada p o r . . . . . (quien fuere) sobre la Co-
mis ión provincial acordó la siguiente providencia: (se inserta). 
Y para que tenga efecto la notificación del referido auto, ex-
tiendo esta cédula or iginal con sujeción á lo prescrito en el ar-
t ículo 32 del reglamento de 1.° de Octubre de 1845, en 
á de de 
F i rma del ujier. 
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N ú m . 25. 
No t i f i c ac ión .—En á de de , yo el infrascrito» 
ujier de la Comisión provincial de , leí í n t e g r a m e n t e , no-
tifiqué é hice saber el auto anterior á D , apoderado de. 
D , dándole copia l i t e ra l de la cédula anterior, y la firma 
expresando quedar enterado, de que certifico. 
F i rma del notificado. F i rma del ujier. 
N ú m . 26. 
O t r a . — H a b i é n d o m e presentado en esta fecha en casa de D y na 
ha l lándose en ella, notif iqué, leí integramente é hice saber el 
auto anterior á su t io D como persona de la familia de 
aqué l , al cual, aunque dijo que no ten ía n i n g ú n poder recibida 
de su sobrino, en t r egué copia l i tera l de la anterior cédula , y 
quedó enterado, con la protesta expresada que me requi r ió . 
hiciera constar, en fe de lo cual firma conmigo en á 
de de 
F i rma de la persona notificada. Firma del ujier. 
Sobre el fondo de la demanda se p o d r á n presentar dos escritos 
por cada parte, ó sean, a d e m á s de a q u é l l a y la con t e s t ac ión , los 
que en lo ordinario se l laman de r é p l i c a y duplica ó cen t r a r ép l i c a* 
Si hubiera lugar á producir esos escritos, se h a r á como sigue: 
N ú m . 27. 
Escr i to de r ép l i ca .—D , en nombre, etc , etc. Evacuando el tras-
lado que del escrito de contes tac ión á la demanda propuesta 
por m i parte ha presentado el demandado á la Comisión, como 
mejor en derecho proceda, digo: Que si los hechos y fundamen* 
tos de derecho alegados en apoyo de la p re t ens ión deducida 
por m i poderdante necesitasen alguna corroboración, ninguna 
podía idearse m á s eficaz y concluyente que el escrito á que 
contesto. 
En efecto, reconoce el demandado D (ó el cuerpo ó au-
toridad demandados) que (se alega todo cuanto parezca, 
pertinente, ya para demostrar m á s la razón de la demanda, ya, 
si fuese preciso, para ampliar, fijar ó modificar los hechos y 
fundamentos de derecho en aqué l la consignados, y después se. 
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resumen en párrafos correlativamente numerados los que en 
definit iva se aduzcan.) 
En su v i r t u d , 
Suplico á la Comisión que, teniendo por presentado este es-
cr i to y por ampliada (ó modificada) la demanda, en conformi-
dad con los hechos y fundamentos que definitivamente en él 
fijo, se sirva hacer y determinar como en aqué l la tengo so l i c i -
tado y condenar además al demandado al resarcimiento de los 
daños y perjuicios causados y que hasta la t e rminac ión y de-
finitivo fallo de este pleito se le irroguen con motivo del m i s -
mo (ó por lo que fuese); pues así procede en justicia, etc. 
O t ro s í : En la demanda y en este escrito se han aducido por 
m i parte alegaciones que á su derecho conviene probar en for-
ma; y por ello. 
Suplico que la Comisión se sirva recibir estos autos á prue-
ba por el t é r m i n o que en su superior i lus t rac ión conceptúe su-
ficiente. 
Es igualmente justicia, etc. 
T á de de 
F i rma del Letrado (si lo hay) F i rma del Procurador 
ó del apoderado ó parte, (si lo hay.) 
N ú m . 28. 
Di l igencia de p r e s e n t a c i ó n . — E l precedente escrito ha sido presen-
tado en la Secre tar ía de m i cargo por D hoy de 
de 18 
E l Secretario. 
N ú m . 29. 
SEÑORES. P r o v i d e n c i a . — S e s i ó n de —Por presentado: 
en cuanto á lo pr incipal se tiene por ampliada la 
N . demanda (ó por modificada): respecto al otrosí á 
N . su tiempo; y dése traslado á la parte de por té r -
N . mino d e . . . . . Así lo acordó la Comisión provincial 
y rubrican los señores del m á r g e n . En á 
de de 
Rúbr i ca s . F i rma del Secretario. 
Esta providencia se not i f icará por c é d u l a como todas las que 
ocurran si se t rata de un l i t igante presente por sí ó por su apode-
rado, y si no por despacho ó exhorto. 
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Núm. 30. 
Escr i to de c o n t r a r é p l i c a . — A la Comisión provincial de —D , 
e tcétera , etc. Evacuando el traslado que se me ha conferido del 
escrito en que la parte de replica al de contes tac ión de la 
demanda, como más en derecho haya lugar, digo: Que s i n o 
fueran tan notorias la i lus t ración é inteligencia del deman-
dante, podría abrigar duda acerca de su apti tud para formar 
exacta idea de las que se formulan y expresan por escrito; por-
que á la verdad, afirmar que la contes tación á la demanda, 
documento en el cual se demuestra la absoluta carencia de 
razón de ésta , constituye su mejor y más concluyente corrobo-
ración, está de ta l manera en pugna con la realidad de las 
cosas, que fuerza á creer ó que la parte contraria no ha leido 
ese escrito, ó, y esto parece explicación m á s exacta, que su 
apasionamiento llega al extremo de no consentirle aquel claro 
y recto criterio que la distingue, etc., etc. 
(Se alega cuanto se crea provechoso añad i r para la defensa^ 
y después de resumir los hechos y consideraciones de derecho 
fijándolos definitivamente en párrafos numerados, se con-
cluye.) 
Por lo expuesto. 
Suplico á la Comisión se sirva acordar y resolver según ante-
riormente tengo solicitado; por ser justicia, etc. 
En á . . . . . de de m i l ochocientos 
Fi rma del Letrado F i rma del Procurador 
(si lo hay.) (caso de haberlo.) 
Niím. 31. 
Di l igenc ia de p r e s e n t a c i ó n del escrito precedente.—(Como las an-
teriores.) 
N ú m . 32. 
SEÑORES. P r o v i d e n c i a . — S e s i ó n de —Por presentado: y 
— terminada la discusión escrita, pasen los autos al 
Vicepresidente. Sr. Vocal ponente para los efectos del recibimien-
N . to á prueba. Así lo acordó la Comisión y r u b r i -
N . can los señores del m á r g e n . 
Rúbr icas . F i rma del Secretario. 
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N i i m . 33. 
Di l igenc ia de entrega de autos a l ponente.—Hoy dia de la fecha se 
entregan estos autos al Sr. D Vocal ponente en ellos. 
En á de de 
Media firma. 
" Devueltos los autos con la propuesta del ponente, se dicta el s i -
guiente auto ó 
N ú m . 34. 
SEÑORES. P r o v i d e n c i a . — S e s i ó n de —De conformidad 
— con lo propuesto por el Sr. Vocal ponente se r e c i -
Vicepresidente. ben estos autos á prueba por t é r m i n o d e . . . . . dias 
N . comunes á las partes, dentro de los cuales propon-
N . d rán y p rac t i ca rán las que estimen conducentes 
N . acercado los hechos siguientes: 1.° :2.0 , etc. 
A.sí lo acordó la Comisión y rubrican los s e ñ o -
res del m á r g e n . 
Rúbr i ca s . F i rma del Secretario. 
N ú m . 35. 
Cédu la pa ra la no t i f i c ac ión .—D. F . de T . , Secretario de la Comi-
sión provincial de 
Cer t iñco : Que en los autos instados por contra so-
bre , que penden ante la expresada Comisión provincia l , se 
ha dictado el auto del tenor siguiente: «Al m á r g e n dice: «Auto:» 
y debajo de esta palabra «Señores Vicepresidente, etc., etc.» y 
en el centro «Sesión de » De conformidad con lo propuesto 
p o r e l Sr. Vocal ponente se reciben estos autos á prueba por 
t é rmino de dias comunes á las partes, dentro de los cuales 
p r o p o n d r á n y p rac t i ca rán las que estimen conducentes acerca 
de los hechos siguientes: 1.° ; 2.° ,etc. Así lo acordó 
la Comisión y rubrican los señores del m á r g e n . Hay r ú -
bricas.— E l Secretario de la Comisión provincia l , F. de T.» 
Y para que pueda notificarse á las partes, expido la presente 
en á de de m i l ochocientos 
F i rma del Secretario. 
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N ú m . 36. 
N o t i f i c a c i ó n . — E a , á de de yo el infrascrito 
ujier de la Comisioa provincial de leí í n t e g r a m e n t e , not i f i -
qué é hice saber el anterior auto al Procurador D dándole 
copia de esta cédula , y quedó enterado; en fe de lo cual firma 
conmigo, de que certifico. 
F i rma del notificado. F i rma del ujier. 
Núm. 37. 
Escr i to proponiendo prueba.—D , etc., etc., digo: Que estos 
autos se hallan recibidos á prueba por t é r m i n o de días ; y 
para ejecutar la que á m i pr incipal interesa acerca de los he-
chos designados por esa corporación presento el adjunto in te r -
rogatorio; pero como los testigos que conforme á él han de ser 
examinados residen en y se ofrezcan graves dificultades 
para que puedan presentarse en esta capital, ya por la índole de 
las ocupaciones á que se dedican, ya t a m b i é n por la distancia 
y pésimo estado de los caminos. 
Suplico á la Comisión que, teniéndolo por presentado, se sirva 
mandar que á su tenor, y con ci tación de la contraria, sean exa-
minados los testigos que por mi parte se preseatea dando para 
ello comisión, y también para apremiar á los que sin justo mo-
t ivo se negasen á declarar, al Sr. Juez de primera instancia 
de l ibrándose al efecto el correspondiente despacho. Es jus-
t ic ia , e tcétera . 
F i rma. 
PRIMER OTROSÍ: Conviene al derecho de m i cliente acreditar 
que (lo que fuere). Esta prueba, en realidad, m á s que de 
testigos es pericial, y como debe practicarse sobre el terreno. 
Suplico que se extienda á este extremo el despacho án tes so-
licitado y se dé por él comisión á dicho Sr. Juez para que admi-
ta y juramente á los peritos que las partes le propongan, y , caso 
de discordia, proceda á la des ignación de tercero, conforme á 
las prescripciones del derecho, por ser t ambién justicia, etc. 
SEGUNDO OTROSÍ: A l proponer mi parte la prueba á que se re-
fiere el precedente otrosí , lo hace con la salvedad consignada 
en su escrito de dúp l ica é insistiendo siempre en los fundamen-
tos legales de su oposición; y en su v i r tud . 
Suplico á la Comisión se sirva tener por hecha esta manifes-
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tacion para los efectos á que haya lugar, por cuanto así en jus-
t i c ia procede, etc. 
TERCER OTROSÍ: NO bastando los días que restan del t é rmino 
de prueba concedido para practicar la articulada. 
Suplico á ese Cuerpo se sirva prorogarlo por el tiempo que 
falta hasta el plazo m á x i m o señalado en el ar t . 38 del regla-
mento de 1.° de Octubre de 1845, por ser t a m b i é n de just icia, 
« t ce t e r a . 
T . . . . . á de de 18 
Fi rma. 
INTERROGATORIO.—Los testigos que se presenten por la parte 
de en el pleito contencioso-administrativo que ante la 
Comis ión provincial de sigue con sobre , serán 
examinados á tenor de las preguntas siguientes: 
1. a Lo serán por el conocimiento de las partes, noticia de 
este expediente y demás generales de la ley, y acerca de la cer-
teza de los extremos que á cont inuac ión se expresan 
2. a Que D tenía y tiene su fábrica establecida en , 
calle de , confrontando con casas de la propiedad de 
D y D , etc. 
3. a Que la dicha fábrica funciona y se halla en no in te r -
rumpido ejercicio desde el a ñ o . . . . . , etc. 
4. a Que en el trascurso de tantos años no se ha promovido 
por nadie queja, etc. 
(Se sigue articulando las preguntas que se estimen conducen-
tes á la prueba de lo alegado, y se termina con la fecha y la fir-
ma de quien lo presente, y , en su caso, de quien lo autoriza.) 
N ú m 38. 
Di l igenc ia de p r e s e n t a c i ó n del escrito é in ter rogator io .—En este 
dia se ha presentado en la Secre tar ía de m i cargo por D . . . . . 
el precedente escrito acompañado de un interrogatorio, y para 
que conste as í lo certifico y firmo en á . . . . . de 
de 
F i rma del Secretario. 
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N ú m . 39. 
SEÑORES. P r o v i d e n c i a . — S e s i ó n del —Por presentado el 
— antecedente escrito con el interrogatorio que acom-
Vicepresidente. paña , el cual se admite en cuanto sea pertinente: 
N . en lo pr incipal , como se pide, dándose comis ión al 
N . Sr. Juez de primera instancia de , á cuyo efec-
N . to, y previa ci tación contraria, l íbrese exhorto con 
los insertos necesarios: en cuanto al pr imer o t ros í , 
acuda la parte de al antedicho Juzgado á proponer p e r i -
to, bajo apercibimiento de que en otro caso le será nombrado 
de oficio, para que en un ión con el que designe la parte con-
t rar ia proceda al reconocimiento que és ta solicita, y para la 
prác t ica de las diligencias necesarias y nombramiento de pe-
ritos, en su caso, se hace extensiva la comis ión conferida al 
Sr. Juez de : por lo que hace al segundo otrosí , por hecha 
la manifes tación que comprende; y en cuanto al tercero, es-
tando dentro del t é rmino , se proroga por todo el de la ley. 
Así lo acordó la Comisión provincial y rubrican los señores 
del m á r g e n . 
Rúbr i cas . F i r m a del Secretario. 
Not i f i cac ión á las partes.—(Por cédu la , etc.) 
N ú m . 40. 
Di l igenc ia de haberse l ibrado el exhorto.—Hoy del año del 
sello se ha expedido al Sr. Juez de primera instancia de 
exhorto para la prueba solicitada por la parte de , á quien 
representa D , habiéndose entregado á és te dicho exhorto 
con copia del interrogatorio, en fe de lo cual firma el recibo. 
F i rma del que recibe el exhorto. F i rma del Secretario. 
N ú m . 41. 
Cumplimiento del exhor to .—Guárdese y cumpla, sin perjuicio de 
la jur i sd icc ión que ejerzo, lo prevenido en el precedente ex-
horto; y en su v i r tud , y con ci tación contraria, examínense á 
tenor del interrogatorio remitido los testigos que presente la 
parte de D , de cuya lista se d a r á copia á la contraria, y 
cítese á ambas para que el dia á las comparezcan 
en este Juzgado para ponerse de acuerdo en el nombramiento 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 667 
de peritos. Lo mandó y firma el Sr. D Juez de primera 
instancia de este partido, en á de de 1 8 . . . . . 
F i rma delJuez. F i rma del Escribano. 
Se notifica en forma á la parte, y presentada la lista de testigos, 
se d a r á copia á la parte contraria . 
N ú m . 42. 
Di l igencia de j u r a m e n t o . — E n . . . . . á de de compa-
reció ante el Juzgado D . . . . . presentando como testigos á 
D , D , D , etc., á quienes el Sr. Juez, á presencia 
de (el l i t igante contrario ó su representante, si asistiere 
al acto) y por ante m í el infrascrito Escribano actuario, en 
forma solemne y conforme á la clase y re l ig ión de cada uno, 
recibió á todos juramento prometiendo bajo las penas preve-
nidas por las leyes decir verdad en todo lo que supieren y fue-
ren preguntados, con lo cual se dió por terminado el acto. Y 
para que conste, extiendo esta dil igencia, que firman el señor 
Juez y testigos antes nombrados, de que doy fe. 
F i rma del Juez. F i rma del Escribano. 
Firmas de los l i t igantes y testigos. 
N ú m . 43. 
D e c l a r a c i ó n de u n testigo.—En á d e . . . . . de ante el 
Sr. Juez comparec ió D , testigo presentado por la parte 
de D , á quien S. S. exigió juramento en forma de decir 
verdad en lo que supiere y fuese preguntado, lo cual prome-
t ió; y siéndolo al tenor del interrogatorio recibido que acom-
p a ñ a , por ante mí el infrascrito dijo: 
A las generales de la ley: Que se l lama F. de T., vecino 
de , oficio , etc., etc. 
A la primera del interrogatorio: Que le consta el contenido 
de la pregunta porque la casa en que vive , etc. 
A la segunda : Etc. etc. 
Que lo dicho es la verdad por el juramento prestado, sin que 
tenga nada que añad i r , n i quitar. Leída que le fué esta decla-
rac ión , por haber renunciado el derecho que para leerla por 
sí mismo le da la ley, del cual le adver t í , se afirmó y ratificó 
en ella, firmándola con el Sr. Juez, de que doy fe. 
Firmas del Juez, testigo y Escribano. 
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N ú m . 44. 
Di l igenc ia de nombramiento de per i tos .—En á de 
de comparecieron ante el Sr. Juez D y D . en 
v i r t u d de la ci tación que se les hizo para el fin de ponerse de 
acuerdo acerca del nombramiento de los peritos que han de 
proceder á (la diligencia, reconocimiento, etc., pericial de 
que se trate), y de común acuerdo manifestaron que nombran 
á D , D y D , ingenieros industriales los dos p r i -
meros y arquitecto el ú l t i m o , para que reconociendo y exami-
nando (lo que fuere) manifiesten con arreglo á su ciencia 
y leal saber y entender lo que se les ofrezca y parezca respecto 
al antedicho (ó antedichos) extremo. Con lo cual se dio por 
terminado el acto. Y para que conste, extiendo esta diligencia 
que con el Sr. Juez firman los sujetos nombrados, de que doy fe. 
Firmas del Juez, l i t igantes y Escribano. 
N ú m . 45. 
P r o v i d e n c i a . — H á s e por nombrados á D , D y D pe-
ritos para el reconocimiento de ; hágase les saber su nom-
bramiento para que, previo juramento y con ci tación de las 
partes, practiquen en el t é r m i n o de dias dicho recono-
cimiento y emitan el juicio que formen. Lo m a n d ó y rubrica, 
e tcétera . 
Rúbr i ca del Juez. E l Escribano. 
F i rma . 
Not i f icac ión de la providencia. 
N ú m . 46. 
Di l igenc ia de acep tac ión y ju ramento de los peritos nombrados.— 
E n . . . . . á de de ante el Sr. Juez comparecieron 
D , D y D , ingenieros industriales los dos 
primeros, y el ú l t imo arquitecto, los cuales han sido nombra-
dos por D . y D para que reconozcan y emitan d ic ta -
men pericial y facultativo acerca de (lo que sea) y dijeron: 
Que aceptan y es tán prontos á desempeña r los cargos para que 
han sido nombrados. En su v i r t u d , el Sr. Juez, por ante m í el 
infrascrito actuario, les tomó en forma debida, y á la clase y 
re l ig ión de cada uno correspondiente, juramento solemne de 
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haberse bien y fielmente en el encargo que se les confía, y 
as í lo prometieron. Con lo cual se dio por terminado el acto; 
y para que así conste, extiendo esta diligencia que firman con 
el Sr. Juez los antes nombrados, de que doy fe. 
F i rma del Juez. F i rma del Escribano. 
Firmas de los peritos. 
N ú m . 47. 
In forme pericial .—Los que suscriben, ingenieros industriales y ar-
quitecto respectivamente, hab iéndonos personado en (el si-
t io del reconocimiento) examinamos y reconocimos detenida y 
cuidadosamente (lo que fuere), haciendo las observaciones 
siguientes: 
1. a Que el edificio se halla situado , etc. 
2. a Que los ú t i les y aparatos destinados á , etc. 
3. a Etc. , etc. 
De cuyas observaciones se deduce según nuestro leal saber 
y entender: 
1. ° Que no hay posibilidad de que por las escasas dimensio-
nes d e . . . . . , etc. 
2. u Que á u n cuando los humos y gases de la fabricación p u -
dieran extenderse , etc. 
3. ° Etc., etc. 
Esto entienden y creen los que suscriben que es la verdad 




N ú m . 48. 
Providencia—GÍÍQSQ á D , D y D para que el día 
á las comparezcan ante el Juzgado á fin de que se r a t i f i -
quen con juramento en el contenido del informe por ellos sus-
cri to. Lo m a n d ó , etc. 
R ú b r i c a del Juez. F i rma del Escribano. 
N ú m . 49. 
No t i f i c ac ión y c i t a c i ó n . — E n á de de yo el i n -
frascrito Escribano notif iqué, leí í n t e g r a m e n t e y d i copia l i -
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teral de la anterior providencia á D en su persona, c i t ándo-
le para que el dia á las comparezca ante el Juzgado a l 
efecto de ratificarse en el contenido del antedicho informe, en 
fe de lo cual firma conmigo. 
F i rma del citado. F i rma del Escribano. 
N ú m . 50. 
Di l igencia de r a t i f i c a c i ó n . — E n á de de ante el 
Sr. Juez comparecieron D D y D á quienes yo 
el infrascrito actuario, de orden de S. S., puse de manifiesto el 
informe por ellos emitido sobre (lo que sea) y después de 
haberlo leido, y de haber prestado el juramento en forma que 
S. S. les recibió, dijeron: Que dicho informe era el mismo que 
hab ían escrito y presentado, y suyas las firmas que lleva al 
p ié , y que en su contenido se afirman y ratifican por ser todo 
verdad conforme al juramento prestado. Leido que hubieron 
esta declaración y e n c o n t r á n d o l a conforme, la firman con el 
Sr. Juez, de que doy fe. 
Firmas del Juez, Escribano y peritos. 
N ú m . 51. 
Providencia.—Hecho y cumplido cuanto se contiene en el exhorto 
de la Comisión provincial de , en t r egúese al que lo presen-
tó con las diligencias de su razón. Lo m a n d ó , etc. 
Rúbr i ca del Juez, F i r m a del Escribano. 
N ú m . 52. 
Dil igencia de entrega.—Hoy dia de la fecha se entregan este exhorto 
y diligencias para su cumplimiento á D que lo p resen tó , 
en fe de lo que firma conmigo. E n . . . . á de . d e 
Recibí . E l Secretario. 
F i r m a . F i rma . 
N ú m . 53. 
Di l igenc ia de 'presentación del exhorto.—En este dia ha presentado 
D en la Secre tar ía de m i cargo el exhorto que se le en t r egó 
para que por el Juzgado de se evacuaran y practicasen 
ciertas diligencias relativas á estos autos, con lo actuado en su 
cumplimiento. En á de d e . . . . . 
E l Secretario de la Comis ión. 
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N ú m . 54. v 
P r o v i d e n c i a . — S e s i ó n de — E l exhorto 
devuelto por D ú n a s e á los autos. Así lo 
acordó etc. 
F i rma del Secretario. R ú b r i c a s . 
N ú m . 55. 
Di l igenc ia .—En cumplimiento de la providencia anterior, queda 
unido á los autos el exhorto á que se refiere. En á 
de de 
F i rma . 
Si las diligencias de prueba se pract ican ante la Comis ión , se 
e x t e n d e r á n en la forma siguiente. 






Di l igenc ia de nombramiento de pe r i to s .—Ses ión 
de —En dicho día y ha l l ándose reunida la Co-
mis ión provincial en ses ión, celebrando audiencia 
como Tr ibuna l , comparecieron D y D 
quienes manifestaron que oportunamente citados 
para ponerse de acuerdo acerca del nombramiento 
de peritos que han de practicar el reconocimiento 
de (lo que fuere) propuesto por la parte (demandada ó 
demandante) nombran y designan á D y D ingenieros 
industriales, y á D . . . . . arquitecto. Con lo que se dió por ter-
minada la comparecencia decretada, de la que, para que conste, 
extiendo esta diligencia que rubrican los señores del margen y 
firman los comparecientes conmigo el Secretario, de que cer-
tifico. 
Rúbr icas . Firmas de los comparecientes. Idem del Secretario. 
N ú m . 57. 
Providencia.—Se h á por nombrados á D , 
D y D para que como peritos designados 
por las partes y con ci tación de las mismas, prac-
t iquen el reconocimiento acordado á instancia de 
D ; hágase les saber el nombramiento y c í tese-
seles asi como á las partes para que el día á 
las se presenten al efecto de la aceptac ión y 
juramento del cargo, y así lo acordó , etc. 







Hecha la not i f icación por c é d u l a y comparecidos los citados, se 
extiende la siguiente 
N ú m . 58. 
SEÑORES. Di l igenc ia de acep t ac ión y J u r a m e n t o . — S e s i ó n 
— de —En dicho dia y ha l l ándose la Comisión 
Vicepresidente, celebrando audiencia públ ica como Tr ibuna l , com-
N . parecieron ante ella D D y D pe-
N . ri tos nombrados por D y D que t a m b i é n 
comparecieron; y preguntados los primeros por el 
Sr. Vicepresidente si aceptan el cargo, dijeron que sí. Acto 
continuo el Sr. Vicepresidente les tomó juramento en forma, 
de haberse bien y fielmente en el desempeño de dicho cargo, y 
así lo prometieron por el juramento prestado. Con lo cual se 
dió por terminada la comparecencia. Y para que conste, ex-
tiendo esta diligencia que rubr ican los señores del m á r g e n y 
firman los antes nombrados conmigo el Secretario, de que 
certifico. 
Rúbr icas . Firmas de los comparecientes y del Secretario. 
N ú m . 59. 
SEÑORES. D e c l a r a c i ó n de los pe r i t o s .—Ses ión de E n 
— dicho dia estando celebrando audiencia púb l i ca 
Vicepresidente, como Tribunal contencioso la Comis ión provincial 
N . con asistencia de los señores anotados al m á r g e n , 
N . ante ella compareció ü ingeniero indust r ia l , 
perito nombrado por las partes interesadas en es-
tos autos para practicar, en un ión de D y D , el 
reconocimiento de (lo que sea) acordado á instancia de 
D . ; y habiendo prestado juramento en forma de decir 
verdad que á presencia de la parte de (lo que fuere) le 
tomó el Sr. Vicepresidente, y enterado por éste del objeto del 
acto, dijo: Que en un ión con los otros peritos ha reconocido y 
examinado con detenimiento escrupuloso la (aquí lo que 
, haya sido objeto del reconocimiento pericial , y cuanto mani -
fieste el declarante): que lo dicho es cuanto puede manifestar 
y se le alcanza según su ciencia y leal saber y entender; y por 
ser verdad conforme al juramento prestado, en ello se afirmó y 
ratificó después de haber leido esta declaración, que con el 
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Sr. Vicepresidente, las partes presentes al acto y el infrascrito 
firma, de todo lo que certifico. 
E l Vicepresidente. E l Secretario. 
Firmas del testigo y de las partes, si concurren. 
De la misma manera se extienden las de los otros peritos. 
N ú m . 60. 
Escr i to presentando i n t e r r o g a t o r i o . — A la Comisión provincial 
de — D . F . de T . , etc., etc., digo: Que por providencia 
de se recibieron á prueba estos autos por t é r m i n o de , 
y para que dentro de él teuga lugar la de testigos ofrecida por 
m i principal , presento el adjunto interrogatorio 
Suplicando á la Comis ión que, hab iéndo lo por presentado y 
pertinentes sus a r t í c u l o s , así como la l ista de testigos que 
acompaño , se sirva mandar que á tenor de las preguntas con-
tenidas en aquél y con c i t ac ión contrar ia sean examinados los 
mencionados testigos en la manera y acerca de los particula-
res que en la mencionada l is ta indico; pues así es justicia, etc. 
OTROSÍ: E l testigo D reside en y se halla actual-
mente enfermo é imposibi l i tado de presentarse en esta ciudad 
por lo que 
Suplico á la Comis ión se sirva l ib ra r exhorto al Sr. Juez 
de para que con el necesario conocimiento de las pregun-
tas del interrogatorio que, conforme á las indicaciones de la 
l ista de testigos debe contestar, sea examinado con ci tación de 
D , á quien para el efecto de que sea m i representante en 
el acto de la declarac ión del ci tado D nombro. Es igua l -
mente justicia, etc. 
Fecha y firmas. 
INTERROGATOKIO.—Véase el fo rmula r io antes inserto. 
LISTA DE TESTIGOS.—Lista de los testigos que presenta la parte de 
D para la prueba propuesta por ella en los autos con 
D . sobre . . . . . 
I.0 t ) . X . Z. y V . , vecino de , fabricante de chocolate, 
que habi ta en la calle de , n ú m , será examinado por 
el contenido de las preguntas 1.a, 2.a y 7.a del interrogatorio. 
2.a D . E. F . y Gr, de la misma vecindad, sastre, habitante 
( 43 
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en la plaza de , n ú m duplicado, será preguntado 
acerca de los arts del interrogatorio. 
3.° D . A . B. O., etc., etc. 
Fecha. 
F i rma. 
D i l i g e n c i a de p r e s e n t a c i ó n del escrito y documentos que le 
a c o m p a ñ a n . — ( C o m o ántes . ) 
N ú m . 6 1 
SEÑORES. Providencia. — Sesión de —Por presentado 
—. con el interrogatorio, f¿ue se admite en cuanto sea 
Vicepresidente, pertinente, y la l ista de testigos que se a c o m p a ñ a n : 
N . en cuanto al o t ros í , como lo pide, y l íbrese exhorto 
N . al Sr. Juez de , con los insertos seña lados por 
N . la parte, para que con ci tación del representante 
nombrado por la misma para el acto, reciba decla-
rac ión al testigo D : se flja para el exámen de los d e m á s 
testigos el día á las , con c i tac ión de las partes. Así lo 
acordó, etc. 
Firmas de los Vocales. F i rma del Secretario. 
N ú m . 62. 
Cédula de c i t ac ión de los testigos.—D. Gr. H , , Secretario de la Co-
mis ión provincial de , certifico: Que en los autos que ante 
la misma penden entre partes de la una D , y D . . . . . de 
la otra, sobre , se ha dictado la providencia del tenor l i t e -
ra l siguiente: (aquí se inserta la providencia.) 
Y á fin de que pueda la anterior providencia ser notificada á 
las partes y testigos por el ujier de esta Comisión provincial , 
expido la presente cédula en á de d e . . . . . 
F i rma del Secretario. 
Notif icaciones y citaciones.—Como en los formular ios ante-
r iores. 
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Ntim. 63. 
SEÑORES. Actadeexamen de tes t igos.—Sesión de —En 
— dicho dia, reunidos los Sres. Vocales de la Comi -
Vicepresidente. sion provincial , que al margen se expresan, en au -
N . diencia públ ica como t r ibuna l contencioso, y abier-
N . ta la sesión por el Sr. Vicepresidente, yo el infras-
N . crito Secretario, de orden de S. S., leí á presencia 
de las partes las providencias dictadas en 
de de y en de de respecto al recibi-
miento á prueba de estos autos y al examen de testigos; y no 
habiéndose hecho por las dichas partes observación alguna, de 
orden del Sr. Vicepresidente l lamó el ujier al testigo J. K . , el 
cual se presentó inmediatamente, y preguntado por el Sr. Vice-
presidente, á las generales de la ley dijo: Que se l lama J. K . , 
casado, de veintinueve años de edad, de oficio ,etc., etc. 
A la primera pregunta del interrogator io: Que si bien por 
razón de su industr ia y del t r a t o consiguiente que tiene con 
D ha frecuentado y frecuenta el edificio , etc. 
A la segunda: Que le consta de ciencia propia, puesto que, 
e tcétera . 
A la tercera: Que, etc. 
Etc. 
Etc. 
Terminada que fué esta declaración y advertido por el señor 
Vicepresidente de que podía leerla por si , r enunc ió e l testigo á 
hacerlo, y habiéndose la leído se afirmó y ratificó en su conte-
nido, expresando que todo es verdad por el juramento prestado, 
en fe de lo cual la firma con los señores anotados al margen, 
las partes que al acto presentes fueron, y conmigo, de que cer-
tifico. 
Firmas. 
N ú m . 64. 
Providencia recordando la e v a c u a c i ó n de una 
d i l igenc ia .—Ses ión del de —No hab iéndose 
remitido por el Sr. Ingeniero Jefe de Caminos el 
dictamen que por conducto delSr. Gobernador se le 
pidió, dirí jase atenta comunicac ión á esta a u t o r i -
dad para que se sirva recordar á aquel funcionario 
el indicado servicio, encarec iéndole la necesidad de 




• N." • 
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y á la admin i s t r ac ión de justicia puede acarrear la tardanza. 
Así lo acordaron los señores del m á r g e n , que lo rubrican, de 
que certifico. 
Rúbr i ca s . F i rma del Secretario. 
\ Núm. 65. 
Escri to desistiendo del pleito.—D , etc., etc., y D , e t c é -
tera, etc., decimos: Que nuestros representados se han pues-
to de acuerdo acerca de las cuestiones que en estos autos-
se ventilaban, y desisten de las pretensiones que en ellas ha-
bían deducido, separándose de los mismos y consintiendo en 
que se sobresean sin ulterior progreso, á cuyo fin presentamos-
la adjunta acta privada en que así lo hacen constar ante tes-
tigos; en su v i r t u d . 
Suplicamos á la Comisión provincial que, teniendo por pre-
sentado este escrito y acta que le acompaña , se sirva haber á 
nuestros poderdantes por separados de los referidos autos, y 
sobreseer en és tos sin ulterior progreso; pues así es justicia^ 
e tcé tera . 
Fecha. 
Firmas. 
D i l i g e n c i a de p r e s e n t a c i ó n . — - ( V é a s e antes.) 
N ú m . 66. 
SEÑORES. P r o c i d e n c i a . — S e s i ó n d e . . . . . — E n v i s t a del an-
< — tecedente escrito y del documento que le a c o m p a ñ a , 
Vicepresidente, se ha por separados al demandante y al demandado 
N . de estos autos, en los que se sobresee sin ul ter ior 
N . progreso, quedando en su consecuencia subsisten-
N . t e . . . . . (la providencia, resolución, decreto, acuer-
do, etc., contra la que se entabló la demanda). 
Así lo acordó, etc. 
Firmas de los Vocales. F i rma del Secretario. 
Núm. 67. 
Cédula de no t i f i cac ión . - D . A. B. C , Secretario de la Comis ión , etc. 
Certifico: Que en ios autos instados p o r . . . . . sobre se 
u presentó por las partes de y de escrito de separac ión 
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de los mismos, habiéndose dictado en su v i r t u d la providencia 
que dice así: (se inserta). 
Y para que pueda notificarse á las partes y con referencia á 
los autos indicados, expido la presente en á de. 
de 
Fi rma del Secretario. 
Not i f icaciones .—Como antes. 
N ú m . 68. 
SEÑORES. Providencia s e ñ a l a n d o d i a p a r a la vista.—Se-
— sion de —En conformidad con lo propuesto por 
Ticepresidente. el Sr. Vocal ponente, se señala el dia á l a s . . . . . 
N . para la vista de este pleito citadas las partes, sien-
N . do el primero en orden. Así , etc. 
R ú b r i c a s . F i rma del Secretario. 
Not i f icación y c i tac ión por c é d u l a . 
N ú m . 69. 
SEÑORES. Di l igenc ia de vista .—D. F . de T., Secretario, 
— etcétera , etc. 
Vicepresidente. Certifico: Que en el dia de la fecha y año del 
N . sello se ha celebrado la vista públ ica de estos autos 
N . ante los señores anotados al margen, con asisten-
N . cia de los representantes de las partes y de sus 
respectivos Letrados D y D , habiendo 
durado el acto dos horas v media. En , á de 
d e . . . . . 






R ú b r i c a s . 
N ú m . 70. 
A u t o pa ra mejor proveer .—Sesión de —Para 
mejor proveer y en a tenc ión á lo manifestado en e l 
acto de la vista de este pleito por el Letrado de la 
parte (la que fuere), dir í jase atenta comuni -
cación al Sr. Gobernador c i v i l de la provincia para 
que se sirva disponer que el Ingeniero Jefe de Ca-
minos de la misma manifieste á la mayor breve-
dad. . . . . (lo que se desee). Así lo acordó, etc. 
F i rma del Secretario. 
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N ú m . 71. 
Di l igenc ia .—En el mismo dia se pasó la comunicación acordada a l 
Sr. Gobernador, s egún minuta adjunta, de que certifico. 
F i rma del Secretario. 
Se notifica por c é d u l a á las partes. 
N ú m . 72. 
Dil igencia .—Hoy dia de la fecha se ha recibido en esta Secre tar ía la 
comunicac ión en que el Sr. G-obernador trascribe el informe 
reclamado. E n . . . . . á de de 
N ú m . 73. 
SEÑORES. P r o v i d e n c i a . — S e s i ó n del de —Unase á 
— los autos y pónganse éstos para definitiva, i^sí lo 
Yicepresidente. acordó, e tcétera . 
N . Kúbr icas . F i rma del Secretario. 
N . ' ^ ^ 
N ú m . 74. 
S e n t e n c í a . . A. B. C , Secretario de la Comisión provincia l de y 
etcétera . 
Certifico: Que en los autos de que luégo se h a r á mención,, 
ha recaído la sentencia que, l i te ra l y fielmente copiada, dice 
así: «En el pleito contencioso-administrativo que ante esta 
Comisión provincial ha pendido y pende entre partes, d é l a 
una , y de la otra , sobre (lo que fuere): Visto el 
expediente gubernativo del cual resulta (se h a r á la rela-
ción del resultado): Vista la demanda presentada por y 
los escritos de contes tac ión , répl ica y dúpl ica producidos por 
las partes: Vistos el real decreto de de en el cual se 
dispone , etc., etc.: La circular de , etc. etc.: Conside-
rando que si bien la providencia reclamada, etc.: Considerando, 
etcétera: Fallamos: Que debemos confirmar y confirmamos la 
providencia gubernativa, etc., etc. Y por esta nuestra defini-
t iva sentencia así lo pronunciamos, mandamos y firmamos.» 
(Se copian las firmas de los Vocales.) 
PUBLICACIÓN.—Dada y publicada fué la anterior sentencia 
por los señores de la Comisión provincial celebrando audien-
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cia públ ica hoy de de 18 , de que certifico.—El 
Secretario, A. B . O.» 
Y á fin de que pueda notificarse á las partes, expido la pre-
sente en. á de de 18 
Fi rma. 
Las notificaciones como antes. 
ACTUACIONES EN REBELDIA. 
N ú m . 75. 
Escr i to acusando rebe ld ía .—A la Comisión provincial de 
D . F . de T., etc., etc., digo: Que habiendo trascurrido con ex-
ceso el t é rmino de dias que se concedió á D para 
(aquí la diligencia que se hubiera propuesto y concedido) sin 
que lo haya verificado, y s igu iéndose á m i representado los da-
ños consiguientes á esa negligencia, que además cede en per-
juicio de la brevedad con que deben ventilarse los l i t ig ios de 
la índole del de estos autos. 
Suplico á la Comisión que tenga por acusada la rebeld ía al 
citado D , y en su v i r t ud , decidir en su ausencia este pleito 
con arreglo á lo hasta aquí alegado, y del resultado que ofrez-
ca la prueba que se practique, si la Comisión así lo estima 
oportuno; pues así procede y es de hacer en v i r t u d de lo d i s -
puesto en el ar t . 55 del reglamento de 1.° de Octubre de 1845, 
y justicia que, etc. 
Fecha y firma. 
N ú m . 76. 
Di l igenc ia de p r e s e n t a c i ó n del escrito.—El infrascrito Secretario 
de la Comisión provincial , certifico: que en este dia ha entre-
gado en la Secre tar ía de m i cargo D este escrito acusando 
la rebeldía á por haber trascurrido el t é r m i n o que se le 
concedió para (lo que fuere) s in haberlo ejecutado. 
En á de de 18 
F i rma del Secretario. 
N ú m . 77. 
Di l igenc ia de a c u s a c i ó n verbal de la r ebe ld ía .—Hoy dia de la fecha 
y año del sello compareció en la Secre tar ía de m i cargo 
D manifestando: Que concedido á D el t é r m i n o 
de dias para practicar (tal cosa) y no habiéndolo ve-
J 
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rificado, le acusa la rebeld ía para que en su v i r t u d la Comi-
sión provinc ia l , conforme al art. 55 del reglamento de 1.° de 
Octubre de 1845, resuelva y falle estos autos como en justicia 
crea procedente. Y para hacerlo constar, extiendo esta d i l i -
gencia, que el compareciente firma conmigo, de que certifico. 
F i r m a del compareciente. F i rma del Secretario. 
N ú m . 78. 
Di l igenc ia acusando de oficio la r ebe ld í a .—El infrascrito Secreta-
rio de la Comisión certifico: Que por providencia de se 
concedió á D el t é r m i n o de dias para (lo que 
fuere) y como quiera que haya trascurrido sin verificarlo, cum-
pliendo el deber que me impone el art . 54 del reglamento de 
1.° de Octubre de 1845, lo hago así constar. En á 
de de 18 
F i rma del Secretario. 
N ú m . 79. 
SEÑORES. P r o v i d e n c i a . — S e s i ó n de 
— Por acusada la rebeldía, por parte de D con-
Vicepresidente. t ra D y de conformidad con el Sr. Vocal ponente 
N . por conclusos los autos para definitiva (ó bien prac-
N . t íquese t a l diligencia de prueba, excepción de la 
testifical). Así lo acordó, etc. 
E ú b r i c a s . F i rma del Secretario. 
N o t i f i c a c i ó n . — E n forma ordinar ia al l i t igante no rebelde y a l 
rebelde en estrados. 
N ú m . 80. 
Sentencia en r e b e l d í a . — ( C o m o la f ó r m u l a anterior, haciendo 
constar en ella la s i t u a c i ó n del declarado rebelde.) 
Para not i f icación de la sentencia al comparecido en autos se 
e m p l e a r á el medio ordinario de c é d u l a ó despacho. Respecto al 
rebelde, a d e m á s de esa forma de not i f icac ión , si es posible, se fija-
r á l a sentencia en la Sala de audiencia de la C o m i s i ó n y se inser-
t a r á en el B o l e t í n Of ic i a l de la provincia , acreditando el c u m p l i -
miento de estos t r á m i t e s con la u n i ó n al expediente de un ejemplar 
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del Boletín O f i c i c i l en que se haga aquella i n s e r c i ó n , y con d i l i -
gencia como sigue la de fijación en la Sala. 
N ú m . 81. 
Di l igencia de f i jac ión de la sentencia en la Sala.—En este dia que-
da fijada en el lugar de costumbre e n la Sala donde celebra 
audiencia la Comisión provincial , c e r t i f i c a c i ó n d é l a sentencia 
dictada en los autos instados por sobre , en rebeldía 
de 
Y para que conste, extiendo esta diligencia con sujeción á lo 
prevenido en el art . 57 del reglamento de 1.° de Octubre 
de 1845 en á de de 
F i rma . 
N ú m . 82. 
Di l igenc ia de u n i ó n del Bo le t i n Of ic ia l .—Hoy dia de 
de se une á estos autos un ejemplar del n ú m del Bo-
le t in Oficial de esta provincia correspo ndiente al del ac-
tual , en el que se halla inserta la sentencia en rebeldía d e . . . . . 
dictada por la Comisión p r o v i n c i a l en el pleito instado ante 
ella por sobre ; de todo lo cual certifico. 
F i r m a del Secretario. 
E l rebelde puede pedir la r e sc i s ión de la sentencia dentro de 
los 15 dias siguientes al de su p u b l i c a c i ó n cuando residiere en la 
p rov inc ia . Si e s t á ausente de ella, la C o m i s i ó n p o d r á s e ñ a l a r l e en 
la sentencia u n plazo m á s largo para que ut i l ice aquel recurso 
que, no obstante lo dicho, procede só lo por nu l idad del emplaza-
miento, ó por impos ib i l idad de proceder á contestar la deman-
da ( i ) . 
N ú m . 83. 
Escr i to solici tando la r e sc i s ión .—A la Comis ión provincial de 
D. F . de T., etc., etc., ejercitando el recurso que me (ó á mi 
parte) concede el art. 58 del reglamento de 1.° de Octubre de 
1845, ante ese Cuerpo parezco, y en la forma que mejor en de-
recho proceda, digo: Que según noticias adquiridas por m í (ó 
(1) R. D. Sent. 24 Mayo 1861. 
682 MANUAL 
por m i representado), esa Comis ión ha dictado sentencia en 
rebeldía del que expone en el pleito instado por D sobre , 
y como quiera que el fallo recaído me sea gravoso y per jud i -
cial, y me asisten razones para demostrar que con arreglo á 
derecho no se hubiera pronunciado si me hubiera sido posible 
exponerlas, como no lo fué, s egún me prometo probar. 
Suplico á la Comisión que, t e n i e n d o ^ í e escrito por presen-
tado y á mí por personado en los autos referidos, se s i rva 
oí rme y á su tiempo rescindir dicha sentencia abso lv iéndome 
de la demanda (ó proveyendo lo que se quiera y deba pedir, et-
cétera); pues así es justicia, etc. 
OTROSÍ; Para las notificaciones y demás diligencias que con-
migo deban entenderse, señalo como domicilio la casa n ú m 
de la calle / 
Suplico se tenga por hecha esta mani fes tac ión , etc. 
F i rma. 
D i l i g e n c i a . De p r e s e n t a c i ó n del escrito. 
^ N ú m . 84. . y , 
SEÑORES. Providencia. —Ses ión d^v / . . .—Por presentado: 
— en cuanto á lo pr incipal , traslado á la parte de 
Vicepresidente, por días; y en cuanto al o t ros í , por hecha la 
N . manifes tac ión qife contiene. Así lo acordó, etee? 
N . tera. 
Rúbr icas . F i rma del Secretario. 
No t i f i c ac io í i p o r cédula , de emplazamiento .—Pena de n u l i -
dad. f A r t . 115 reglamento 30 D i c i e m b r e 1846.) 
E l resto de la t r a m i t a c i ó n conio la de cualquiera demanda, pu-
diendo hasta admit irse y p r ^ t i c a r s e pruebas. L a sentencia que 
recaiga, admit iendo ó negando el recurso, es apelable. E n la que 
dicte d e s p u é s de abierto y seguido nuevamente el j u i c i o , p o d r á la 
C o m i s i ó n mandar que se guarde la p r imera , ó rescindir la ern todo 
ó en parte. De cualquier manera que sea, s.e h a r á m e n c i ó n de ella 
a l m á r g e n de la minu ta de la dada en r e b e l d í a . ' *% -
Hay por lo expuesto que tener en cuenta para no confundir t r á -
mites: 1." Que el recurso de resc i s ión , en cuanto á su a d m i s i ó n 
se refiere, se sustancia como cualquier otra demanda. 2.° Que ter-
minado ese j u i c i o por sentencia, y caso de haber sido admi t ido 
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dicho recurso, se prosigue el pr incipal ó sea el pleito desde el es-
tado que tuviere al declararse la r e b e l d í a , y por lo mismo se ha do 
dictar nueva sentencia bien confirme ó no l a ya pronunciada so-
bre el fondo del l i t i g i o . 
RECURSOS CONTRA LAS SENTENCIAS DEFINITIVAS. 
N ú m . 85. 
Esc r i to 'pidiendo i n t e r p r e t a c i ó n . — D . F . de T., etc., etc., digo: Que 
en forma debida se me hizo saber en de de l a 
sentencia dictada en de de por esa Comisión en 
el pleito contencioso instado por D sobre... .; y á u n cuando 
en general la parte dispositiva es clara y expl íc i ta , lo que se 
refiere á la entidad de los daños y perjuicios abonables á m i 
representado (ó cualquier otro extremo) ofrece alguna duda, 
porque puede entenderse que (el un sentido que pueda 
tener) ó bien que (la otra inteligencia de que sea suscep-
tible) . Resulta, pues, que existe en la manera de expresar el 
mencionado concepto una a m b i g ü e d a d que no permite estable-
cer con fijeza y seguridad cuá l es el verdadero sentido del fallo 
acerca del particular, y por lo mismo que procede su aclara-
ción. En su v i r t u d , 
Suplico á la Comisión que, teniendo por presentado este re -
curso, se sirva interpretar y aclarar la parte dispositiva de la 
mencionada sentencia por lo que respecta á (lo que sea), 
fijando y determinando cuáles son los d a ñ o s , etc. Es justicia., 
e tcé te ra . 
En á de de m i l ochocientos 
F i rma . 
Di l igenc ia de p r e s e n t a c i ó n del escrito en la S e c r e t a r í a . 
N ú m . 86. 
SEÑORES. P r o v i d e n c i a . — S e s i ó n del —Por presentado, 
— y comuniqúese á la parte de para que en el t é r -
N . mino de d ías exponga lo que á su derecho 
N . convenga, s u s p e n d i é n d o s e hasta la decisión de l re -
N . curso entablado la ejecución de la sentencia dic ta-
IM. da en estos autos. Así lo acordó, etc. 
R ú b r i c a s . Fi rma del Secretario. 
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Notif icaciones p o r c é d u l a . — S i se cree necesario se cita para 
vista; y celebrada, la Comis ión sentencia dentro de los tres dias s i -
guientes. 
N ú m . 87. 
Escr i to de a p e l a c i ó n . — D . F . de T . , etc., etc., digo: Que en 
de de me fué notificada la sentencia dictada en el 
pleito contencioso-administrativo instado por D sobre . . . . . , 
y como sea gravosa y perjudicial para los intereses del que 
dice (ó de mi poderdante), usando del derecho que me concede 
el art. 98 de la ley de 25 de Setiembre de 1863, apelo y rae 
alzo de ella para ante el Consejo de Estado, puesto que, si bien 
los derechos que se discuten en el l i t i g io no pueden exactamen-
te apreciarse de ua modo material para el efecto de valuar su 
cuan t ía , es evidente que en just icia y razón cabe calcular que 
con mucho pasa rán de 2.000 rs. los daños que se me (o á m i re-
presentado) causen con la pr ivac ión de (loque fuese). En 
su v i r tud , y siendo por lo dicho procedente la apelación, 
Suplico á la Comisión se sirva admit i r la interpuesta y remi -
t i r los autos originales al citado alto Cuerpo, con ci tación y 
emplazamiento de la parte contraria; pues así , etc. 
Fecha y firma. 
Di l igencia de p r e s e n t a c i ó n . 
N ú m . 88. 
SEÑORES. P r o v i d e n c i a . — S e s i ó n del. —Por presentado; 
— se admite la apelación interpuesta, y en su v i r t u d , 
N . r emí tanse originales los autos al Consejo de Estado, 
N . con ci tación y emplazamiento de las partes por ter-
N . mino de dias para que dentro de él comparezcan 
ante dicho Superior Tribunal á deducir sus alega-
ciones y defensas; y déjese testimonio de lo necesario para la 
ejecución de la sentencia dictada (caso de que expresamente no 
se haya dispuesto otra cosa en el definitivo). Así lo acordó , etc. 
Rúbr i ca s . F i rma del Secretario. 
C i t ac ión y emplazamiento por c é d u l a . 
Si no se admite la ape l ac ión , el recurrente puede acudir en 
queja contra esta r e so luc ión ante el Consejo de Estado. [ A r t . 6.° 
R. D . 20 J u n i o 1858.) 
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Núm. 89. 
Di l igenc ia acreditando haberse e x t r a í d o el testimonio.—VA infras-
crito Secretario, certifico y doy fe de que hoy dia de la fecha se 
haextraido el testimonio de lo necesario para ejecutarla sen-
tencia definitiva dictada en estos autos, los cuales se remiten 
en el mismo dia al Consejo de Estado. En á de . 
' de....,-. • ' , • 1 , : 
Fi rma del Secretario. 
INúrn. 90. 
Testimonio.—D. F . de T., Secretario de la Comisión provincial 
d e . . . . . : Certifico y doy fe y testimonio de que en los autos ins-
tados por D sobre , la referida Comisión dictó la senten-
cia definitiva que, copiada á la letra, dice así: (Se copia é i g u a l -
mente se in se r t a r án aquellos documentos, autos, etc., que, re-
lacionados inmediatamente con el fallo, sean por lo mismo 
precisos para ejecutarlo, como v. g.: liquidaciones de daños y 
perjuicios reconocidas de conformidad perlas partes, ó que re-
sulten aprobadas por el Tribunal.) 
Y para que conste en cumplimiento de lo prevenido en el ar-
t ícu lo 5.° del R. D. de 20 de Junio de 1858 y de lo acordado por 
la Comisión provincial en la copiada providencia de (la 
de admis ión de la apelación) extraigo este testimonio de los re -
feridos autos, y conforme con ellos, para que pueda en su v i r -
tud llevarse á efecto la referida sentencia; el cual, sellado con 
el de la Comisión y visado por el Sr. Vicepresidente de la mis-
ma, firmo en á de de 18 . . . . 
V.0 B.0 
(Sello.) E l Vicepresidente. E l Secretario. 
F i r m a . Firma. 
N ú m . 91. 
Di l igencia .—Hoy de de se remiten al Consejo de Es-
tado los autos á que se refiere el precedente testimonio, en v i r -
tud de la apelación entablada por D , de que doy fe. 
Fi rma del Secretario. 
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N ú m . 92. 
Otra.—Con la misma fecha, yo el infrascrito, he di r ig ido al Sr. Fiscal 
de lo contencioso en el Consejo de Estado atenta comunica-
ción avisándole la remesa de los citados autos como previene 
la R. O. de 31 de Octubre de 1864. 
F i r m a del Secretario. 
RECURSO DE NULIDAD. 
Conforme á io previsto en el art. 74 del reglamento de i .0 de 
Octubre de 1845 no puede uti l izarse este recurso sin que p r é v i a -
mente se haya preparado, á e x c e p c i ó n de los casos en que la i n -
t e rpos ic ión se funde en la incompetencia de la j u r i s d i c c i ó n admi -
nistrat iva, en no haberse dictado la sentencia por suficiente n ú m e -
ro de Vocales, y , finalmente, cuando fuere contrar ia en su tenor, 
ó mejor dicho, conforme á la ju r i sprudenc ia , en la parte disposi-
t iva al texto expreso de las leyes, reales decretos y ó r d e n e s v igen-
tes, en todos los cuales casos procede sin necesidad de aquella 
p r e p a r a c i ó n . Hay, por lo tanto, que tener en cuenta que si la n u -
l idad que pretende invocarse contra la sentencia, nace de haberse 
admit ido como parte á qu ien ca rec í a por si , ó por defecto del apo-
deramiento, de personalidad bastante, de vicios en el emplaza-
miento, de falta de c i t ac ión para prueba ó sentencia y d e n e g a c i ó n 
de prueba, entonces es de necesidad absoluta haber protestado á 
su t iempo la nu l idad para que la acc ión , r e c l a m á n d o l a , pueda 
prosperar; al paso que en los otros tres casos cabe hacerlo sin 
preparar con a n t e l a c i ó n el recurso. 
Por lo que hace á la forma de entablarlo, hay que d i s t ingu i r s i 
e l pleito es de mayor ó menor c u a n t í a . E n los de la p r imera clase 
se i n t e r p o n d r á al mismo t iempo y en el mismo escrito que e l de 
a p e l a c i ó n : en los de l a ' S e g u n d a forzosamente tiene que proponer-
se solo, puesto que no se admite la a p e l a c i ó n . 
Aunque del art . 98 de la ley de 25 de Setiembre de 1863 parece 
inferirse que los recursos de nu l idad se deben interponer 6 pro-
poner ante el Consejo de Estado, y por lo tanto, que á és te se de-
biera acudir con el escrito e n t a b l á n d o l o , la p r á c t i c a es acudir á l a 
Comis ión provinc ia l , a v i s á n d o l e que se hace uso de ese derecho y 
p id iéndo le que, citadas y emplazadas las partes, remi ta los autos á 
l a superioridad, ya se entable solo ó conjuntamente con el de ape-
lac ión ; por eso, y para t e rmina r esta parte de los formular ios , i n -
sertamos los siguientes. 
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N ú m . 93. 
Escr i to de nu l idad .—D. F . de T., etc., etc., digo: Que en 
de de se notificó á m i parte el auto dictado por ese 
cuerpo denegando la prueba de que en tiempo y forma 
háb i l e s h a b í a solicitado, s egún demuestra el escrito obrante al 
folio del expediente; y aunque en el escrito del folio 
se pidió la reposic ión de la citada providencia con protesta de 
nulidad para el caso de que no se estimase esa pre tens ión , m i 
poderdante que, hablando con el respeto debido, ve desconoci-
do su inconcuso derecho por la sentencia definitiva que en 
de de le ha sido notificada, y en la cual no se ha te-
nido para nada en cuenta la omis ión de aquel t r á m i t e sustan-
cial que hubiera demostrado la razón que le asiste, no puede 
menos de recur r i r contra un fallo que adolece de manifiesta 
nul idad, s egún evidencian los hechos y fundamentos de dere-
cho siguientes: 
HECHOS. 
I.0 Que m i parte propuso, etc. 
2.° Etc. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO. 
I.0 Que conforme á lo prescrito en el art , etc., procede 
y debe ser admitido el recurso que interpongo, etc. 
2. ° Que no excediendo de dos m i l reales ó sean quinientas 
pesetas el valor de la cosa l i t igiosa, etc., etc. 
3. ° Etc. 
En su v i r t u d , 
Suplico á la Comisión que, teniendo por presentado este es-
crito y el recurso de nulidad que mediante él entablo contra la 
sentencia definitiva dictada en estos autos, se sirva admi t i r lo 
para ante el Consejo de Estado con c i tac ión y emplazamiento 
de la parte contraria, por ser as í just icia, etc. 
OTROSÍ: Digo que para ejercitar m i derecho ante la mencio-
nada superioridad son necesarias las certificaciones de los 
particulares siguientes: 1.° de los escritos t a l y t a l : 2.° de la 
providencia de recibimiento á prueba: 3.°, etc. Por ello 
Suplico á la Comisión se sirva mandar que por la Secreta-
r ía y en la forma que mejor proceda se me libre certificación 
de esos extremos; pues as í , etc. 
Fecha y firma. 
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N ú m . 94. 
Escr i to de a p e l a c i ó n y nu l i dad .—D. F . de T . . etc., etc., digo. Que 
en de de me lía sido notificada la sentencia 
dictada en estos autos, condenando á mi representado á 
no obstante las poderosas y decisivas razones legales y los he-
chos demostrados que evidencian el derecho que le asiste para 
que se fallase conforme á las pretensiones deducidas en el es-
crito de demanda. Si á esto se añade que, apesar de haber re-
clamado en tiempo y forma c o n t r a í a providencia que denegó 
la admis ión de t a l t r ámi t e de prueba cuyo resultado hubiera 
disipado toda duda, caso de que alguna pudiera existir , se des-
es t imó; no se r epu ta r á ni incons iderac ión hacia el Tr ibuna l , que 
profundamente respeto, n i temeridad en mi parte, reputar gra-
vosa, perjudicial, nula y de n i n g ú n valor n i efecto la mencio-
nada sentencia y que contra ella apele y recurra de nul idad, 
fundado en los hechos y consideraciones legales siguientes: 
(Se aducen unos y otras para demostrar la negativa del t r á -
mite de prueba, que se r e c l a m ó contra él, etc., y, por fin, que 
siendo el asunto de mayor c u a n t í a cabe el recurso de apela-
ción y juntamente con él el de nulidad.) Por todo lo cual 
Suplico á la Comisión que, habiendo por presentado este es-
cri to, y mediante él por interpuestos los recursos de apelación 
y nul idad para ante el Consejo de Estado, se sirva disponer 
que se remitan los autos á este alto Cuerpo con c i tac ión y em-
plazamiento del l i t igante contrario; pues asi es de hacer en 
Justicia, etc. 
Fecha y firma. 
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FORMULARIOS PARA PRIMERA Y SEGUNDA I N S T A N C I A 
ANTE E L CONSEJO D E ESTADO. 
N ú m . 95. 
Escr i to mejorando la a p e l a c i ó n . — D . F . de T., Abogado del ilustre 
Colegio de esta capital, etc., etc., etc., en nombre y represen-
tación de D , de quien presento poder en forma, ante el 
Consejo en los autos instados por D sobre que en él 
penden en grado de apelación contra la sentencia dictada por 
la Comisión provincial de , parezco, y como m á s en dere-
cho proceda, digo mejorando aquel recurso: Que (se alega 
cuanto sea oportuno, y de spués de concretar los hechos y f u n -
damentos de derecho en párrafos correlativamente numerados 
se concluye.) En su v i r t u d 
Suplico al Consejo que, revocando la sentencia apelada, se 
sirva declarar (aquí la pet ic ión) , por ser esto lo que conforme 
al derecho establecido procede en justicia, etc. 
Fecha. L ic . F . de T . 
N ú m . 96. 
Escr i to del apelado.—D. F . de T., Abogado, etc., etc., digo: Que 
al admit i r el recurso de apelación contra la indicada sen-
tencia se mandó citar y emplazar á m i representado para ante 
el Consejo, y en v i r t u d de esta c i tación y emplazamiento que 
se notificó en de de 18 
Suplico al Consejo que, teniendo por presentado este escrito 
con el poder que acompaño , se sirva haberme por parte en d i -
chos autos con la expresada represen tac ión , y mandar que las 
notificaciones y demás diligencias que conmigo se entiendan 
se me hagan saber e n la casa n ú m . . . . . . calle de , cuar-
to de la izquierda, domici l io que para esos efectos desig-
no, etc. 
Recibido el traslado del anterior escrito que debo contestar 
en el t é r m i n o de dias con sujeción al reglamento de 30 
de Diciembre de 1846. 
Madrid de de m i l ochocientos 
L ic . F . de T. 
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N ú m . 97. 
Traslado a l F i sca l .—El infrascrito ujier del Consejo de Estado ha 
entregado hoy dia de la fecha en la casa hab i tac ión del se-
ño r Fiscal de lo contencioso copia l i te ra l del precedente escri-
to al cual deberá contestar en el t é rmino de conforme á 
lo prevenido en el art del reglamento de 30 de Diciembre 
de 1846: y para que conste, lo acredito mediante esta d i l igen -
cia, que firma dicho señor conmigo, de que doy fe, en Madrid 
á de . ' . . . . de 
F i rma del Fiscal . F i rma del ujier. 
N ú m . 98. 
Dictamen fiscal.—El Fiscal de S. M . , evacuando el traslado que se 
le confirió del escrito de mejora de apelación entablada 
por contra la sentencia dictada por la Comisión p rov in -
cial de , en los autos seguidos ante ella entre partes de 
la u n a D . . . . . . y D de la otra, dice: Que s e g ú n aparece 
de los referidos autos la Comisión provincial , a t en iéndose 
estrictamente á , etc. Por todo lo que estima que el Con-
sejo puede servirse confirmar el definitivo apelado (ó declarar 
t a l ó cual cosa); no obstante lo cual, el Consejo reso lverá , etc. 
Fecha y firma. 
N ú m . 99. 
Cédu la de no t i f i cac ión . — E n . . . , , , á de de , dada 
cuenta á la Sala de lo contencioso del Consejo de Estado del 
escrito de mejora de apelación que en represen tac ión de D . , . . . , 
p resen tó el Licenciado (ó Doctor) D .domicil iado en esta 
córte calle , n ú m , cuarto , y del de con tes tac ión 
formulado por el Licenciado D , domiciliado en la misma 
calle de , n ú m , cuarto. , en represen tac ión de , 
en los autos que en grado de apelac ión siguen las citadas par-
tes sobre , se dictó el siguiente: «Autq. Sres. Presidente, 
B , D , D , etc. En cuanto á lo pr incipal á su 
tiempo, y respecto al o t ros í se conceden al Licenciado D , 
tantos dias para que pueda replicar, 
Madrid á de de 
F i rma del Secretario, 
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N ú m . 100. 
No t i f i cac ión .—D , ujier del Consejo de Estado, constituido en la 
casa-habitacion del Licenciado D , le hice saber el auto 
en esta cédula inserto, de lo que le d i copia í n t e g r a y l i t e ra l , y 
en fe de ello firma conmigo en Madrid á de de 
Firmas. 
N ú m . 101. 
Cédula de c i t ac ión p a r a vista.—En el dia de , dada cuen-
ta á la Sala de lo contencioso del Consejo de Estado de los 
autos seguidos ante la Comisión provincial de , que ante 
él penden en grado de apelación entre partes de la una el L icen-
ciado , etc. en rep resen tac ión de , y de la otra el Doc-
tor, etc , etc sobre , la Sección, oido el d i c t ámen 
del Sr. Consejero ponente, dictó el siguiente: «A.uto. Por con-
clusa la d iscus ión escrita, seña lándose e l d i a . . . . . á las 
para la vista públ ica de estos autos.» 
Madrid de d e . . . . . 
F i rma del Secretario. 
Notificaciones á las partes. 
Las demandas y los escritos en los ju ic ios de que conoce el Con-
sejo en pr imera y ú n i c a instancia se fo rmulan como los de la p r i -
mera. Debe tenerse en cuenta s in embargo que el antejuicio ó 
t r á m i t e previo de a d m i s i ó n de las demandas se ha de ajustar á lo 
prevenido en el art . 7.° del decreto del Ministerio-Regencia de 11 
de Febrero de 1875 elevado á ley por el art . I .0 de la de 30 de D i -
ciembre de 1876; y por lo tanto, que presentada la demanda se o i -
r á a l Fiscal acerca de ella por v í a de i n s t r u c c i ó n ; y t a m b i é n que, 
conforme al ar t . 8.° del mismo decreto, cuando la Sección de lo 
contencioso considere improcedente la a d m i s i ó n de una demanda, 
c e l e b r a r á vista p ú b l i c a antes de consultar lo que estime, acto al 
cual c o n c u r r i r á n e c e s a r z a m e n í e el Minis ter io F isca l . 
N ú m . 102. 
Esc r i to pidiendo repos ic ión de i m a providencia.—D , Aboga-
do, etc., etc., en nombre y represen tac ión de en los au-
tos con D sobre , digo: Que en , de 
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d e . . . . . se me notificó la providencia dictada en de . 
de (mandando ó resolviendo ta l ó cual cosa); pero coma 
quiera que (aquí se alega la imposibil idad de practicarlo, ó el 
perjuicio que á la parte se sigue de lo mandado), 
Suplico al Consejo (ó á la Sala) se sirva reponer la expresada 
providencia declarando (lo que se desee obtener) previa 
c i tación de la parte contraria; pues as í , etc. 
F i rma. 
N ú m . 103. 
SEÑORES. Auto .—Cí tese y emplácese á , por medio de 
— cédula y t é rmino de días , comunes á l a s par-
N . tes, para el traslado único que se concede. Lo man^ 
N . daron, etc. 
Rúbr icas y firma. 
N ú m . 104. 
Escr i to solici tando a c l a r a c i ó n . — D . F . de T. , Abogado, etc., etc., 
digo: Que la sentencia definitiva dictada en estos autos con 
fecha d e . . . . . de 18 entre otros particulares dice: (se 
copia.) La c láusu la transcrita, por efecto de su forma grama-
t ical , prés tase á distintos sentidos, porque así puede significar 
(esto ó lo otro) como que, etc. (Se r e súmen después en párrafos 
numerados los hechos y consideraciones de derecho). Y á fin de 
que m i parte pueda dar exacto cumplimiento al fallo, etc. 
Suplico á la Sala (ó al Consejo) que, admi t i éndome este recur-
so de ac larac ión, se sirva disponer lo que estime más condu-
cente para que desaparezca la notada ambigüedad , declarando 
si h á lugar á . ( tal ó cual cosa), por ser así justicia, etc. 
OTROSÍ: Digo que de ejecutarse inmediatamente la sentencia 
cuya aclaración solicito, se segu i rán graves é irreparables per-
juicios á m i parte, y para evitarlos en tanto se resuelve este 
recurso. 
Suplico al Consejo tenga á bien mandar que se suspenda la 
ejecución; y caso de no haber á ello lugar, que la parte contra-
r ia preste fianza de estar á derecho y á la responsabilidad de los 
daños . 
Fecha y firma. 
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N ú m . 105. 
SEÑORES. Ati to.—Por presentado el recurso de ac la rac ión 
— por la parte de , el cual se admite, y pase á la 
N . Sección de lo contencioso para su sustanciacion. 
N . Lo mandaron los señores del Consejo citados al 
margen en sesión de 
N ú m . 106. 
SEÑORES. Auto .—Ses ión del Comuniqúese á la parte 
— de la demanda presentada p o r , . . . . , empla-
N . zándola al efecto por cédula en la forma ordinaria 
N . por t é r m i n o de dias, etc. 
N ú m . 107. 
Escr i to de rev i s ión .—D. F. de T., Abogado del ilustre Colegio, e t cé -
tera, etc., en los autos seguidos entre y sobre , 
digo: Que en de de se dictó por (la Sala de lo 
contencioso ó el Consejo) la sentencia definitiva de este l i t i g i o , 
en la que se observa que el pr incipal fundamento á que se aten-
dió para resolver en el sentido que lo hace, fué el resultado de 
la prueba testifical instada p o r . . . . . sobre ; y como quiera 
que á instancia de m i representado se formó y s iguió causa c r i -
mina l en el Juzgado de contra el testigo F . de T. por e l 
falso testimonio dado entónces , cuya causa t e rminó con la sen-
tencia condenatoria cuyo testimonio acompaño , es evidente 
que, conforme á lo prevenido en el reglamento de 30 do D i -
ciembre de 1846, procede la revis ión del definitivo án tes c i ta -
do, etc., etc. (Lo mismo se a legará cuando la causa porque se 
pida la revis ión sea cualquiera otra de las autorizadas, y á n t e s 
de pasar á la súp l i ca , se r e s u m i r á n los hechos y consideracio-
nes de derecho en párrafos numerados.) Por todo lo que. 
Suplico á (la Sala ó el Consejo segan los casos) que, teniendo 
por interpuesto este recurso de revis ión de la sentencia ante-
dicha, se sirva declarar, etc., (lo que se desee), por ser todo 
jus t ic ia , etc. 
OTROSÍ: LOS perjuicios que acar rea r ía á m i parte la ejecución 
de la sentencia cuya revis ión pido, ser ían tales y tan graves é 
irreparables, que indudablemente no hab r í a manera de subsa-
narlos una vez causados. Para evitar que esto suceda, no hay 
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otro medio que el de suspender la mencionada ejecución, y a l 
efecto, 
Suplico (al Consejo ó la Sala) que se sirva disponer la sus-
pensión, etc. 
Fecha y firma. 
N ú m . 108. 
Escr i to pidiendo resc i s ión de sentencia.—D. F . de T. , Abogado, et-
cétera , etc., digo: Que según las noticias adquiridas por m i 
representado, ante el Consejo pendían autos instados por 
sobre , los cuales fueron sentenciados en definitiva en au-
sencia de la parte á quien defiendo, y como quiera que el falla 
dictado le sea gravoso. 
Suplico al Consejo que, habiendo por interpuesto el recurso 
de rescis ión de la sentencia pronunciada en d e . . . . . de 
se sirva , por ser así de justicia. 
OTROSÍ: (Se pide la suspens ión de lo sentenciado como en los 
otrosíes anteriores.) 
Fecha y firma. 
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F O R M U L A R I O S D E C O M P E T E N C I A S . 
Con arreglo á las disposiciones del reglamento de 25 de Setiem-
bre de 1863 y de la ley de 31 de Dic iembre de 1881, base 24, sobre 
el procedimiento adminis t ra t ivo en los asuntos de Hacienda, pue-
den suscitar competencias de j u r i s d i c c i ó n á los Jueces y T r ibuna -
les del fuero c o m ú n los Gobernadores civiles y los Delegados de 
Hacienda en las provincias, si bien é s tos solamente en las cuestio-
nes que se refieran al ramo especial en que s i rven. 
Unos y otros, Gobernadores y Delegados, pueden suscitar con-
flictos de of ic io , esto es, sin e x t r a ñ a exc i t ac ión , ó á r e c l a m a c i ó n de 
parte interesada, ya sean és t a los particulares ó el Minis ter io fis-
cal en r e p r e s e n t a c i ó n de los intereses p ú b l i c o s ó de la A d m i n i s -
t r a c i ó n , cuando el Juez ó T r i b u n a l ante el cual se hubiera enta-
blado declinatoria no decrete l a i n h i b i c i ó n . 
Las Comisiones provinciales s e r á n siempre consultadas por los 
Gobernadores sobre las providencias decl arando la competencia ó 
incompetencia en esos conflictos. De cualquier modo que se entable 
la competencia, bien sea e s p o n t á n e a m e n t e por la autor idad que la 
promueva, ó bien á sol ici tud ó e x c i t a c i ó n de parte ó del Minis ter io 
fiscal, el requerimiento se hace en c o m u n i c a c i ó n razonada ci tan-
do el texto expreso de la d i spos ic ión por v i r t u d de la que, 
t r á t e s e de una cues t ión c i v i l ó c r imina l , compete al Poder ad-
minis t ra t ivo resolverla, sin que se entienda cumplido este re-
quis i to indispensable con la a l e g a c i ó n de preceptos generales, 
sino que es preciso invocar aquellos que concreta y claramente 
a t r ibuyen el conocimiento del asunto á la A d m i n i s t r a c i ó n . Como 
medio las competencias de mantener perfectamente í n t e g r a la 
l í nea divisoria que separa las atribuciones y facultades del Poder 
adminis t ra t ivo y del jud ic ia l , no son arbi t ras las autoridades á 
quienes es t á encomendado promoverlas de hacerlo ó de o m i t i r l o , 
y por lo mismo en los casos en que desatienden las reclamaciones 
particulares para suscitar los conflictos, t ienen los interesados ex-
pedito el recurso de alzada ante el superior j e r á r q u i c o contra las 
providencias desestimatorias. 
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N ú m . 109. 
Requerimiento de inhibición.— Habiendo llegado á m i noticia que en 
el Juzgado del digno cargo de V . S., se siguen diligencias c r i -
minales sobre la aver iguac ión y castigo de ma lve r sac ión de 
caudales del Ayuntamiento de , en las que se trata como 
reos de la comisión del supuesto delito al Alcalde D y al 
Regidor Interventor D .: 
Resultando que las cuentas del ejercicio económico en que 
se supone llevada á cabo la malversac ión , obran en este Go-
bierno de provincia como pendientes de examen: 
Resultando, etc., etc 
Considerando que mientras no se dicte por m i autoridad el 
fallo que proceda en las referidas cuentas, no cabe afirmar la 
existencia de la malve r sac ión atribuida á los citados Alcalde y 
Regidor Síndico, por cuanto hasta en tónces no hay posibilidad 
de que sea conocido el verdadero resultado de las cuentas: 
Considerando que por lo tanto en el caso de que se trata y 
antes de que la ju r i sd icc ión ordinaria pueda proceder contra 
los hoy tenidos por presuntos autores de la malve r sac ión , es 
indispensable que por la Admin i s t r ac ión se resuelva si existe 
ó no aquél la : 
Considerando que conforme á lo dispuesto en el a r t í cu lo 
de la vigente ley Municipal compete á m i autoridad, etc.: 
Considerando que en corroboración del precepto legal citado 
viene lo establecido en las reales órdenes de ; la doctrina 
repetidamente sentada por los reales decretos, sentencias, et-
cétera 
Oida la Comisión provincial y de conformidad con su dicta-
men, he acordado di r ig i rme á V . S., rogándole que en vista 
de lo expuesto y por cuanto án tes de que pueda decirse que 
hubo malversac ión es indispensable que por la autoridad ad-
minis t ra t iva se declare cuál es el resultado de las cuentas, 
se sirva V . S. inhibirse del conocimiento de las citadas d i l i -
gencias, r emi t i éndome lo actuado, y , caso contrario, tenga por 
entablada la competencia. 
Dios guarde á V . S. muchos años . 
T á de de 18.. . . 
E l Gobernador. 
Firma. 
Sr. Juez de primera instancia de 
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Preferimos la extructura de estos formularios á la que pudiera 
d á r s e l e s separando las actuaciones judiciales y administrativas, 
porque nos parece m á s a p r o p ó s i t o para hacer f ác i lmen te compren-
sible l a t r a m i t a c i ó n . 
Como en el caso de desistimiento de cualquiera de los conten-
dientes es m á s sencilla l a sustanciacion, y para no hacer prolijos 
en d e m a s í a los formular ios , sólo insertamos los correspondientes á 
la h ipó tes i s de que el conflicto llegue á su mayor desarrollo. 
T a m b i é n omi t imos los formular ios de la competencia negativa; 
porque, conocidos los de la positiva, son innecesarios. 
N ú m . 110. 
Di l igencia .—Hoy dia de la fecha se ha recibido en la E s c r i b a n í a del 
infrascrito actuario una comunicac ión del Sr. Grobernador de 
la provincia requiriendo de inh ib ic ión al Juzgado, respecto al 
asunto de estos autos. En á de de 18 
E l actuario. 
F i rma. 
N ú m . 111. 
Providencia.—Con suspens ión de todo procedimiento mientras no se 
termine la contienda jurisdiccional promovida por el Sr. Go-
bernador de , acúsese el recibo del requerimiento, y co-
m u n i q ú e s e al Promotor fiscal por tres d ías . Lo m a n d ó y firma, 
e tcé te ra . 
F i rma del Juez. Ante m í el actuario. 
F i rma. 
N ú m . 112. 
Dil igencia.—Con esta fecha se acusa recibo del requerimiento al se-
ñor Gobernador de En á de d e . . . . . 
E l actuario. 
N ú m . 113. 
N o t i f i c a c i ó n d las partes y entrega de autos a l Fiscal.—Seguida-
mente yo el infrascrito notifique, leí í n t e g r a m e n t e y d i copia 
l i te ra l de la providencia anterior á . . . . . (el que fuere), en fe de 
lo cual firma conmigo. 
Firmas. 
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En el mismo dia se entrega el expediente compuesto de 
folios ú t i les al Sr. Promotor fiscal de este Juzgado, que en fe 
de ser verdad, firma conmigo. 
F i rma del Promotor. F i rma del actuario. 
N ú m . 114. 
Devoluc ión .—Hoy de de 18 ha devuelto á la Escr i -
ban ía de m í cargo este expediente el Sr. Promotor fiscal, de 
que certifico. 
F i rma. 
N ú m . 115. 
P r o v i d e n c i a . — Ú n a s e al expediente el dictamen fiscal y siga el t ras -
lado. Lo mandó , etc. 
E ú b r i c a del Juez. F i rma del Escribano. 
Evacuados los traslados se dicta 
N ú m . 116. 
Providencia.—Se señala para la vista de estos autos el dia a 
las con ci tación del Ministerio fiscal y de las partes. Lo 
m a n d ó , etc. 
E ú b r i c a del Juez. F i rma del Escribano. 
Notif icaciones y c i tac ión .—-En la forma ord inar ia . 
N ú m . 117. 
Di l igenc ia de vis ta .—El infrascrito Escribano actuario: Certifico y 
doy fe que hoy de de á las se ha celebrado 
la vista de este incidente de competencia suscitada por el se-
ñor Gobernador de la provincia á cuyo acto han asistido el Pro-
motor fiscal del Juzgado y los Procuradores D en repre-
sentación de y D en la de , así como los Le t ra -
dos defensores D y D ; y después de hecha re lac ión 
de los autos por mí el actuario y de haber expuesto el Ministe-
rio fiscal y los defensores de las partes las razones que estimaron 
procedentes en apoyo de sus respectivas pretensiones, se dió 
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aqué l por terminado, habiendo durado desde las hasta 
las Y para que así conste, extiendo esta diligencia de or-
den del Sr. Juez, que la firma con los demás asistentes al acto. 
Firmas. 
N ú m . 118. 
A u t o en vista.—En el expediente y autos de competencia suscitada 
por el Sr. Gobernador de la provincia en la causa c r imina l que 
en este Juzgado pend ía y pende contra D , etc., y D , 
e tcé te ra , sobre ma lve r sac ión de fondos: 




E l Sr. Juez dijo: Que debía declarar y declaraba que no h á 
lugar á la inh ib ic ión propuesta; y en v i r t u d de que el conoci-
miento de las antedichas diligencias corresponde y compete al 
Juzgado, se l ibre exhorto al Sr, Grobernador para que le deje 
expedita su ju r i sd icc ión , ó de lo contrario tenga por formada 
la competencia, in se r t ándose el d i c t ámen deducido por el señor 
Promotor fiscal, y este auto que se notif icará á las partes y al 
Ministerio fiscal. Lo m a n d ó y firma, etc. 
Firmas. 
N ú m . 119. 
Exhor to .—D. F . de T., Juez, etc e t c . . . . . al Sr, Grobernador de 
la provincia de , hago saber: Que en de de 
se recibió en este Juzgado la comunicac ión ó requerimiento i n h i -
b i tor io , por cuya v i r t u d rec lamó V , S, el conocimiento de las 
diligencias instruidas contra. sobre , y tramitado en 
forma el incidente, el Promotor fiscal del Juzgado emit ió el 
siguiente d ic t ámen : (Se copia.) En su v i r t u d y oidas las partes 
y el Ministerio fiscal citado, el que á V . S. tiene la honra de 
dir igirse a c o r d ó dictar el auto que, copiado á la letra, dice así: 
(Se copia.) 
Y para que tenga cumplido efecto lo dispuesto en el auto 
antecedente, en nombre de S. M . el Rey (Q. D . Gr.) por quien 
ejerzo ju r i sd icc ión , requiero á 7 . S., y en el mió le pido y en-
cargo que, teniendo en cuenta las razones y fundamentos lega-
les expuestos, se sirva desistir de la instada competencia y 
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dejar libre y expedita la jur i sd icc ión de este Juzgado para 
seguir conociendo del hecho mencionado; pues hac iéndo lo así 
cooperará á la buena a d m i n i s t r a c i ó n , y en otro caso tenga 
por formado el conflicto. 
Dado e n . . . . . á de de 
E l Juez. E l Escribano. 
F i rma entera. F i rma. 
A l m á r g e n del exhor to el Gobernador decreta que se extracte en 
su expediente y con los antecedentes pase á informe de l a Comi -
s ión provinc ia l . 
Evacuado el d i c t á m e n por la C o m i s i ó n p rov inc ia l , el Goberna-
dor d i r i g i r á otra c o m u n i c a c i ó n al Juzgado, en t é r m i n o s a n á l o g o s 
a l formular io á n t e s inserto, desistiendo ó insistiendo en la com-
petencia. 
E n el ú l t i m o caso s ign i f i ca rá que por el p r imero ó m á s p róx i -
mo correo remite lo actuado por l a A d m i n i s t r a c i ó n al Presidente 
del Consejo de Ministros é invi tando a l Juzgado á hacer lo mismo. 
N ú m . 120. 
Oficio de r e m i s i ó n . — E x c m o . Sr.: Adjunto tengo la honra de elevar 
á manos de V . E. el expediente de competencia suscitada 
por mí al Juzgado de sobre el conocimiento de las d i l i -
gencias (ó de los autos que fueren) sobre , á los efectos 
prevenidos en el art. 66 del reglamento de 25 de Setiembre 
de 1863. 
Dios guarde á V . E . muchos a ñ o s . 
T á de de 18 
Excmo. Sr,: 
E l Gobernador. 
F i rma. 
Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Minis t ros . 
E n el decreto en que, d e s p u é s de oida la C o m i s i ó n provinc ia l , 
resuelva el Gobernador insis t i r en la competencia, m a n d a r á t am-
bién que por el Secretario ó el Oficial encargado del Negociado en 
que^e haya suscitado el conflicto, se ponga extracto del expedien-
te y cert if icación de su remesa en el l i b r o que al efecto debe l levar 
la S e c r e t a r í a , s in per ju ic io de que t a m b i é n se consigne el en-
vío en el expedienti l lo. 
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E l Juzgado por su parte d i c t a r á providencia acerca de la reme-
sa de autos, disponiendo al mismo tiempo que se acuse el recibo 
de la c o m u n i c a c i ó n y se avise dicha remesa, é igualmente que por 
el actuario se certifique és ta á seguida de un test imonio en rela-
c ión de los autos en el l i b r o correspondiente. 
As í en este test imonio como al p ié del extracto y ce r t i f i cac ión 
de que se ha hecho m é r i t o respecto al Gobierno de provinc ia , se 
d e b e r á anotar el recibo de autos que la Presidencia del Consejo 
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